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La  Dirección  de  la  GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES  hace  constar  que,  solamente  los  autores 
son  responsables  de  las  doctrinas  sustentadas  en  los  artículos  que  se  publiquen  en  ella. 


OBRA  DE  RECONSTRUCCION 


Ha  transcurrido  un  año . , Pero  qué  satis- 
factorio es  consignar  que  ese  lapso  no  se  perdió 
en  el  desierto  de  la  inutilidad.  Los  días  que  al 
imperativo  de  lo  eterno  se  sucedieron  en  su 
decurso  incontenible,  nos  dejaron  una  estela 
propaladora  de  trabajo  y reparación. 

Es  grato  contemplar  la  obra  realizada  por 
los  componentes  del  Poder  Judicial,  y el  sello 
de  progreso  que  cubre  sus  labores  durante  ese 
tiempo. 

El  primer  año  del  período  judicial  a cuyo 
desarrollo  asistimos,  nos  demuestra  con  la  con- 
vicción del  hecho,  que  dentro  de  posibilidades 
un  tanto  reducidas,  la  buena  voluntad  rompe 
obstáculos  y es  un  escudo  contra  la  ofensiva  o 
pasividad  matadora  de  los  descontentadizos;  y 
así  vemos  que  resurge  la  decencia  en  todas  sus 
manifestaciones  y el  santuario  de  la  justicia  se 
hace  a lo  posible  digno  de  ella. 

Se  procura  porque  el  trabajo  se  efectúe  con 
las  comodidades  y los  medios  indispensables, 
a manera  de  que  el  público  sea  atendido  en  la 
forma  que  el  deber  impone  y sus  intereses 
tienen  derecho  a reclamar.  No  se  llega  a 
colmar  todas  las  ansias,  ni  a subsanar  todas  las 
necesidades  que  se  presentan  porque  no  hay 
holgura  de  proporciones,  pero  sí  se  ha  conse- 
guido el  límite  de  lo  realizable  y se  tiene  el 
propósito  de  llegar  a lo  más,  siempre  que  se 
halle  el  concurso  de  voluntades  y que  la  eco- 
nomía del  ramo  de  justicia  de  lugar. 

La  renovación  constante  y el  deseo  de  Llegar 
cada  vez  más  cerca  del  ideal  de  bienestar  debe 
presidir  todos  los  actos  de  nuestra  vida;  máxi- 
me si  por  circunstancias  especiales,  se  ha  acep- 


tado la  responsabilidad  que  entraña  un  servi- 
cio público.  En  este  caso  todo  estancamiento, 
toda  pasividad  y conservación  del  estado  de 
cosas  es  vergonzoso  y muchas  veces  criminal. 

La  vida  es  un  perpetuo  afán,  un  tragín  y su 
dinamismo  es  imperativo.  Nunca  podremos 
cosechar  buenos  productos  si  contrariamos  esa 
manera  de  ser  de  la  existencia  porque  la  natu- 
raleza jamás  dejó  sin  castigo  esa  falta  y nos 
obliga  a seguir  las  corrientes  naturales. 

Las  instituciones  necesitan  por  esa  razón  del 
empuje  saludable  del  progreso  para  no  que- 
darse en  los  dinteles  de  la  civilización;  y la 
cultura  debe  infiltrarse  en  sus  arterias  para  que 
su  vitalidad  las  haga  respetables. 

Anda.  . ese  es  el  conjuro  de  la  humani- 
dad, y el  hombre  debe  respetar  ese  mandato  y 
seguir  el  camino  sin  descanso  a cuya  meta  cree 
encontrar  la  felicidad  por  la  que  lucha  sin 
tregua. 

El  esfuerzo  constructivo  en  favor  de  la  colec- 
tividad; todo  aquello  que  representa  una  con- 
tribución al  sostenimiento  de  una  vida  civili- 
zada; toda  semilla  de  planta  buena  que  se  siem- 
bra para  obtener  un  fruto  de  cultura,  merece 
el  aplauso  general  y espontáneo,  es  un  manjar 
que  todos  apetecen  y que  todos  los  bien  naci- 
dos pagan  con  gratitud. 

De  allí  la  aprobación  que  obtiene  la  obra  lle- 
vada a buen  fin  en  el  año  que  se  va,  pero  que 
expira  con  olor  de  satisfacción  porque  deja 
mucho  para  los  venideros. 

Antes  nos  referimos  a las  mejoras  llevadas 
a cabo  en  Salas  de  Apelaciones  y Juzgados;  a 
la  solicitud  con  que  fueron  atendidas  sus  nece- 
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sidades  y al  franco  apoyo  que  se  les  prestó  para 
obtener  comodidades,  útiles  y enseres  indis- 
pensables para  su  funcionamiento;  ahora  nos 
falta  dedicar  algunas  frases  para  lo  último  que 
tenemos  ante  nuestros  ojos. 

El  quince  de  marzo  pasado  tuvo  lugar  con 
un  acto  muy  sencillo  pero  de  gran  solemnidad, 
la  inauguración  de  la  Sala  de  Vistas  Públicas  y 
las  demás  dependencias  que  ocupa  actualmente 
la  Corte  Suprema  de  Justicia.  La  prensa  dia- 
ria se  ocupó  oportunamente  de  relacionar  cómo 


La  vista  pública  ha  quedado  relegada  entre 
nosotros  por  falta  de  estímulo.  Circunstancias 
materiales  han  impedido  su  incremento.  ¿Dón- 
de celébrar  tan  democrática  ceremonia?  Todos 
los  Tribunales  han  ocupado  edificios  poco  ex- 
tensos, con  espacio  únicamente  indispensable 
para  sus  menesteres  perentorios  y no  ha  tenido 
cabida  en  ellos  un  lugar  donde  rendir  culto  a 
la  justicia  en  presencia  del  pueblo. 

Nuestras  leyes  contienen  preceptos  claros  en 
lo  relativo  a la  vista  pública,  pero  de  muchos 


vista  parcial  de  la  Sala  de  Vistas  Públicas  inaugurada  el  15  de  marzo. 


se  llevó  a cabo  el  programa  respectivo,  por  eso 
en  esta  ocasión  solamente  nos  dedicamos  a ex- 
presar de  manera  suscinta  los  beneficios  que 
encierra  para  el  Poder  Judicial  el  nuevo  edi- 
ficio. Ya  en  la  conferencia  que  tan  atinada- 
mente dictara  en  aquel  día  el  señor  Magistrado 
don  Juan  F.  Rodríguez  C.,  hizo  resaltar  la 
enorme  importancia  de  la  mejora  introducida, 
pues  es  síntesis  de  un  vasto  programa  que  co- 
rresponde desarrollar  a los  miembros  de  nues- 
tro Foro. 


años  acá,  eso  ha  quedado  relegado,  escrito 
nada  más,  porque  los  elementos  materiales  que 
debieron  completarlos  han  faltado. 

Esto  se  consiguió  ya,  mediante  un  trabajo 
de  voluntad;  el  salón  está  allí  con  todos  los 
elementos  necesarios  para  comodidad  del  pú- 
blico que  asista  a enterarse  de  la  justicia  de  sus 
Jueces  y a ver  claro,  para  que  no  se  le  ofusque 
con  la  mentira  de  los  interesado.s  en  torcer  los 
criterios. 


Los  solemnes  actos  de  inauguración  presididos  por  los  Señores  Presidentes  de  los  Poderes  Legislativo  y Judicial  y por  el 
Señor  Ministro  de  Gobernación  y Justicia,  en  representación  del  Señor  Presidente  de  la  República. 
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Es  allí  donde  bajo  la  bella  y sagrada  Bande- 
ra de  Guatemala  se  oficiará  ante  Themis  y 
donde  los  Jueces  con  la  mano  sombre  la  ley, 
darán  lo  suyo  a cada  quien  sin  temores,  porque 
el  deber  y la  justicia  son  sagrados. 

El  emblema  de  la  Patria  honrando  el  salón 
y por  ornamento,  algo  que  represente  un  acto 
de  justicia  para  los  que  fueron,  el  retrato  de 
todas  las  personas  que  desempeñaron  el  eleva- 
do cargo  de  Presidentes  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  desde  la  Independencia,  hasta  el  pe- 
núltimo período,  todas  honradas  allí ... 

ACTA 

levantada  con  motivo  de  la  inauguración  de  la 
Sala  de  Vistas  Públicas  y otras  dependencias 
de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  últimamente 
construidas. 

ACTA  NUMERO  12.  — En  la  ciudad  de 
Guatemala,  a los  quince  días  del  mes  de  marzo 
de  mil  novecientos  veintinueve,  constituidos  en 
el  salón  que  se  ha  destinado  para  las  Vistas 
Públicas  de  los  Tribunales  de  Justicia,  los  in- 
frascritos: Licenciado  Carlos  O.  Zachrisson,  re- 
presentando al  General  Lázaro  Chacón,  Presi- 
dente de  la  República;  Licenciado  José  María 
Reina  Andrade,  Presidente  de  la  Asamblea  Na- 
cional; Licenciado  José  A.  Medrano,  Presidente 
del  Poder  Judicial;  los  señores  Magistrados  de 
la  Corte  Suprema  de  Justicia;  los  señores  Secre- 
tarios de  Estado;  los  señores  Magistrados  de  la 
Corte  de  Apelaciones  y del  Tribunal  de  lo 
Contencioso-Administrativo,  señores  Generales 
del  Ejército,  Jueces  de  1*  Instancia  y de  Paz  y 
demás  invitados,  con  el  objeto  de  inaugurar 
la  referida  Sala  y las  otras  dependencias  des- 
tinadas a la  Corte  Suprema  de  Justicia,  cons- 
truidas durante  el  tiempo  comprendido  de  ju- 
nio del  año  anterior  a la  fecha,  se  procedió 
como  sigue: 


PRIMERO. — El  infrascrito.  Secretario  de  la 
Corte  Suprema,  colocó  en  su  sitio  la  bandera 
nacional,  emblema  que  debe  presidir  todos  los 
actos  de  justicia  que  se  lleven  a cabo  en  el 
mencionado  recinto. 

SEGUNDO. — El  Presidente  del  Poder  Ju- 
dicial, declaró,  en  nombre  de  la  Nación,  solem- 
nemente inauguradas  las  dependencias  que  se 
ponen  al  servicio  público. 

TERCERO. — El  señor  Licenciado  Juan  F. 
Rodríguez  C.,  ocupó  la  tribuna,  dictando  una 
conferencia  alusiva  al  acto,  en  la  cual  puso  de 
manifiesto  las  ventajas  que  reportará  a los  in- 
tereses generales  y del  pueblo,  y el  progreso 
que  significa  la  mejora  intoducida  en  el  ramo 
de  justicia. 

CUARTO. — Se  dió  lectura  a la  presente 
Acta  y se  firmó  en  la  fecha  arriba  consigna- 
da.— (ff)  C.  o.  Zachrisson.  — J.  M.  Reina 
Andrade.  — José  A.  Medrano.  — R.  E.  San- 
doval.  — Daniel  Hernández  F.  — Abel  Gi- 
rón. — José  A.  Medina.  — Franco.  E.  Toledo. 

— I.  Pacheco  Quevedo.  — L.  Leonardo.  — 
Quirino  Flores  y Flores.  — José  Serrano  Mu- 
ñoz. — Abel  Paredes.  — J.  Daniel  Ramírez. 

— J.  F.  Rodríguez.  — Carlos  Castellanos  R.  — 
Francisco  Menéndez  B.  — Antonio  F.  Agui- 
rre.  — Alfonso  Hernández  Polanco.  — Gmo. 
S.  de  Tejada.  — Fidencio  Duque.  — David 
Pivaral.  — Daniel  Menéndez  A.  — Alberto 
Argueta  S.  — Filadelfo  de  León.  — Avelino 
F.  Mariscal.  — Juan  Córdova  Cerna.  — Alber- 
to C.  Camey.  — Francisco  Valdés  Calderón. 

— Luis  Arturo  González.  — Oscar  Zeceña.  — 
Víct.  M.  Sagastixme  G.  — Ricardo  Nuila.  — 
Ramón  Sanabiia.  — Conrado  Tercero.  — Alf. 
Valle  Calvo,  Secretario. 


Uno  de  los  corredores  que  dan  acceso  a la  Sala,  de  Vistas  Públicas  y a las  dependencias  estalílecidas  ¡jara  el  Despacho  de 
los  Señores  Magistrados  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  también  inauguradas  el  15  de  marzo. 
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CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CRIMINAL 

Cuando  la  alevosía  no  aparezca  plenamente 
comprobada,  el  delito  no  puede  calificarse 
como  asesinato;  y en  consecuencia  sólo  debe 
imponerse  la  pena  correspondiente  al  ho- 
micidio. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  pri- 
mero de  agosto  de  mil  novecientos  veintiocho. 
— Por  recurso  de  casación  y con  sus  anteceden- 
tes se  examina  la  sentencia  que  en  seguida  se 
relacionará,  proferida  por  la  Sala  Sexta  de 
Apelaciones  en  treinta  de  abril  del  corriente 
año,  en  la  causa  instruida  contra  Daniel  Porti- 
llo y compañeros,  por  asesinato. 

RESULTA:  que  el  Juez  de  Paz  de  Santa 
Bárbara,  departamento  de  Sololá,  el  diez  y 
ocho  de  abril  de  mil  novecientos  veintiséis,  ini- 
ció averiguación  con  motivo  de  denuncia  que 
se  le  hizo  de  haber  sido  asesinado  don  Lisan- 
dro  Soberanis,  y constituyéndose  en  el  lugar  del 
suceso,  o sea  en  la  finca  "Ofelia”,  en  la  carre- 
tera que  conduce  para  Panán,  en  la  cuneta  del 
lado  izquierdo,  cien  varas  distante  de  la  casa 
de  Soberanis,  encontró  el  cadáver  de  dicho 
señor,  el  cual  presentaba  una  herida  en  el  pa- 
rietal derecho,  que  interesó  el  cuero  cabelludo, 
huesos  y rompió  la  bóveda  craneana,  otra  en 
la  región  occipital  inferior  que  llegó  hasta  el 
pómulo  derecho,  otra  en  la  parte  media  de  la 
región  cervical  que  lesionó  la  médula  espinal, 
y otra  leve  debajo  de  la  anterior,  siendo 
calificadas  las  tres  primeras  como  necesaria- 
mente mortales.  Examinado  Manuel  Soberanis 
que  fue  quien  mandó  dar  el  parte,  expuso:  que 
a las  seis  de  la  mañana  de  e^e  dia  (diez  y ocho 
de  abril)  se  encontraba  en  la  finca  “Santa  Ama- 
lia” donde  vive,  cuando  llegó  Víctor  Zelada  a 
decirle  que  doña  Gudelia  de  Soberanis  le  man- 
daba a avisar  que  habían  matado  a su  esposo, 
padre  del  declarante:  habiéndose  dirigido  ha- 
cia el  lugar  del  suceso,  Antonio  Hernández  le 
contó  que  Daniel  Portillo  y Calazans  Leiva  ha- 
bían sido  los  autores,  siendo  estos  individuos 
trabajadores  de  la  finca  "El  Carmen”,  de  don 
Manuel  Valle. 

RESULTA:  que  la  viuda  doña  Gudelia  de 
Soberanis  expuso:  que  el  diez  y siete  de  abril, 
como  a las  seis  de  la  tarde  al  regresar  su  esposo 
Lisandro  Soberanis  del  pueblo  de  Santa  Bár- 
bara, de  donde  era  Alcalde  Municipal,  le  sirvió 
la  comida  como  de  costumbre,  después  de  la 
cual  éste  le  dijo  que  tenía  deseos  de  tomarse 
unos  tragos,  y así  lo  hizo;  como  a las  siete  de 


la  noche  regresaban  del  baño  de  la  presa  de 
"Ofelia”,  Daniel  Portillo  y Antonio  Hernán- 
dez, y al  verlos  pasar,  Soberanis  llamó  a Porti- 
llo invitándolo  para  que  entrara,  diciéndole 
que  tenía  ganas  de  chupar  con  él;  éste  se  excu- 
só al  principio,  pero  como  Soberanis  insistiera, 
permaneció  como  hasta  las  nueve,  retirándose  a 
esa  hora  para  la  finca  "El  Carmen”  donde 
vivía;  su  esposo  siguió  tcanando  aguardiente 
él  solo,  divirtiéndose  con  una  victrola  y aun- 
que ella  hizo  todo  lo  posible  para  que  se  acos- 
tara no  lo  consiguió,  y más  bien  dispuso  irse 
sin  sombrero  a la  casa  de  don  Antonio  Díaz, 
Administrador  de  la  finca  "Ofelia”,  distante 
como  dos  cuadras;  y cuando  la  declarante  lo 
vió  salir  cerró  la  puerta  y se  acostó  a dormir, 
siendo  ya  como  la  una  de  la  madrugada;  se  le- 
vantó como  a las  cinco  y media  y notando  que 
aún  no  había  llegado  su  esposo,  suplicó  a su 
mamá  doña  Rufugio  de  Corzo  que  fueran  a pre- 
guntar por  él  a la  casa  del  señor  Díaz  en  donde 
no  lo  encontró  ni  le  dieron  razón,  por  lo  que 
dirigiéndose  su  señora  madre  para  la  finca  "El 
Carmen”  encontró  el  cadáver,  como  a cien  va- 
ras de  su  casa,  entonces  se  puso  a llamarla  a 
gritos,  enterándose  la  declarante  de  lo  que  ha- 
bía sucedido;  que  el  día  viernes  por  la  mañana 
había  llegado  Portillo  a su  casa  a pedirle  un 
mil  pesos  prestados  a su  esposo  los  que  éste  le 
dió  en  efectivo;  que  Portillo  y Calazans  Leiva 
fueron  los  únicos  que  acompañaron  a su  esposo 
hasta  las  nueve  de  la  noche,  no  presumiendo 
quién  sea  el  autor  de  ese  delito,  porque  no  hubo 
personas  que  lo  presenciaran  y por  que  después 
de  haberse  ido  su  esposo  no  llegó  ninguna  per- 
sona a su  casa. — Doña  Refugio  viuda  de  Corzo 
madre  de  doña  Gudelia,  declaró  en  los  mismos 
términos  que  ésta. 

RESULTA:  que  interrogadas  Josefa  Monge 
de  quince  años,  y Filomena  Leal  de  veintitrés, 
concubinas  de  Portillo  y Leiva  respectivamen- 
te, refieren:  la  primera,  que  ambas  viven  en  el 
mismo  rancho  en  piezas  separadas  por  un  entre- 
paño; que  el  sábado  como  a las  siete  de  la  no- 
che salió  Portillo  con  dirección  a la  casa  de 
Lisandro  Soberanis,  la  cual  frecuentaba  mucho, 
regresó  como  a las  nueve  con  Calazans  Leiva 
ambos  en  estado  de  ebriedad  y se  acostaron,  y 
ya  no  se  dió  cuenta  la  declarante  de  cuándo 
volvió  a salir,  pero  serían  como  las  cuatro  de 
la  mañana  del  siguiente  día  cuando  su  referido 
amante  la  despertó  para  que  le  hiciera  un  poco 
de  café,  haciendo  lo  mismo  Leiva,  con  su  mu- 
jer; después  de  haber  tomado  el  café,  Portillo 
le  dijo  que  recogiera  sus  cuentos  y animales 
que  tuviera  en  el  rancho,  porque  él  se  tenia  que 
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ir,  y a fuerza  de  preguntarle  el  motivo,  le  dijo 
que  entre  él  y Leiva  habían  matado  a don  Li- 
sandro,  pero  que  no  lo  fuera  a contar  a nin- 
guno porque  le  quitaría  la  cabeza;  que  Portillo 
era  muy  amigo  de  Soberanía  y hasta  la  llevó  a 
ella  varias  veces  a su  casa. — La  señora  Leal  se 
expresa  en  los  mismos  términos  respecto  a la 
llegada  y salida  y vuelta  a llegar  de  su  amante 
Leiva,  quien  le  refirió  que  Portillo  había  ma- 
tado a Soberanis,  y que  no  quería  que  la  captu- 
raran a él,  solo  por  haber  presenciado  el  hecho. 
Agrega  que  como  un  mes  antes  Soberanis  llegó 
a casa  de  Portillo  como  a las  ocho  de  la  noche 
en  estado  de  ebriedad,  diciéndole  que  lo  iba  a 
matar  porque  llevaba  a su  casa  a su  mujer  solo 
de  parapeto  mientras  él  se  iba  a platicar  con 
doña  Gudelia,  atrás  de  la  cocina,  y que  "le  ju- 
gaba las  barbas”,  ésto  se  lo  refirió  Leiva,  pero 
si  le  consta  que  Portillo  frecuentaba  mucho  la 
casa  de  Soberanis,  aunque  éste  no  estuviera,  se 
distraían  con  una  victrola  y era  muy  de  con- 
fianza con  doña  Gudelia. 

RESULTA:  que  examinados  Antonio  Her- 
néndez  y Domingo  Rivera  expusieron:  el  pri- 
mero, que  el  sábado  después  del  pago  que  les 
hizo  Daniel  Portillo  "tratista”  de  "El  Carmen” 
fueron  invitados  por  éste  para  darse  un  baño 
en  la  presa  de  la  toma  de  la  finca  "Ofelia” 
tomándose  entre  ellos  tres  y Calazans  Leiva 
que  estaba  con  Portillo,  media  botella  de  aguar- 
diente que  éste  mandó  a comprar;  de  regreso 
Portillo  se  dirigió  para  la  casa  de  Soberanis,  y 
el  declarante  y Rivera  se  quedaron  en  el  cami- 
no conversando  con  unos  indígenas  de  Atitlán, 
Portillo  se  dirigió  hacia  donde  estaba  acostada 
doña  Refugio  y Leiva  se  quedó  sentado  en  el 
patio;  el  dicente  y Rivera  se  fueron  para  la 
finca  "El  Tesoro”  a comprar  media  botella  de 
aguardiente,  lo  que  no  consiguieron  porque 
cuando  llegaron  cerraban  la  puerta  del  estable- 
cimiento y apagaban  la  luz,  por  lo  que  después 
de  haber  descansado  regresaron  como  a media 
noche  para  "Ofelia”,  comprando  en  el  estanco 
de  Soberanis,  que  estaba  abierto,  una  cuarta  de 
aguardiente  que  les  fué  despachada  por  doña 
Refugio,  estando  también  despierta  doña  Gu- 
delia; en  momentos  que  se  tomaban  el  trago, 
de  atrás  de  la  cocina  y del  potrero  asomó  con 
las  manos  por  detrás  Daniel  Portillo,  quien  en- 
trando al  estanco  tomó  un  vaso  de  aguardiente 
y se  los  obsequió,  observando  en  él  que  su  acti- 
tud era  como  que  le  había  acontecido  algún 
caso  grave,  según  era  su  intranquilidad  y le 
temblaba  la  mano;  éste  habló  con  doña  Refu- 
gio, como  dándole  aviso  de  algo  que  había 
hecho,  pues  tanto  esta  señora  como  doña  Gu- 
delia dijeron  que  "ahora  ya  se  habían  j . . . . y 
la  fregada  que  tenían  que  llevar”;  que  cuando 
iban  a comprar  el  aguardiente,  a inmediacio- 
nes de  la  casa  los  encontró  Leiva,  quien  les 
apagó  una  linterna  lue  llevaban  para  alum- 


brarse, porque  la  noche  estaba  muy  obscura,  y 
entonces  ya  no  estaba  Soberanis  en  su  casa;  que 
cuando  regresaron  del  baño  y pasaron  a la  casa 
de  Soberanis  éste  estaba  acostado  en  una  hama- 
ca en  el  interior  y mientras  hablaba  con  su 
esposa,  doña  Refugio  se  acercó  a una  cama  y 
sacó  un  revólver  de  debajo  de  una  almohada  y 
se  lo  dió  a Portillo,  quien  inmediatamente  salió 
al  patio  de  la  calle  y se  lo  dió  a Leiva,  y éste 
al  recibirlo  le  dijo  a Portillo  que  no  se  afligiera 
"que  con  él  hablan  h . que  en  la  mañana 
del  domingo  Hernández  llegó  a el  estanco  de 
Soberanis,  en  donde  doña  Gudelia  le  contó  que 
habían  matado  a dicho  señor,  y le  preguntaba 
qué  decía  él  de  eso,  si  sería  Daniel  Portillo  el 
autor,  que  ella  suponía  que  no,  porque  eran 
muy  amigos,  y como  el  declarante  le  dijera  que 
era  muy  posible,  doña  Gudelia  le  dijo  que  en 
caso  de  que  alguno  le  preguntara  que  no  dijera 
nada  y que  si  a él  lo  capturaban  por  ser  mozo 
de  Portillo  que  ella  lo  auxiliaría  en  todo.  Agre- 
gó Hernández  que  a la  cárcel  donde  se  encon- 
traba llegó  Manuel  Corzo  a recomendarle  que 
en  su  declaración  no  fuera  a hacer  mención  de 
la  pistola  que  su  mamá  le  había  dado  a Porti- 
llo, ofreciéndole  que  si  en  algo  le  podía  servir, 
lo  haría  con  mucho  gusto;  que  le  consta  que 
Portillo  frecuentaba  diariamente  la  casa  de  So- 
beranis y se  distraían  con  un  victrola;  nunca 
se  dió  cuenta  de  disgustos  que  tuviera  Soberanis 
con  Portillo;  le  consta  que  como  a las  doce  de 
esa  noche  estaban  Portillo  y Leiva  en  esa  casa 
y que  a esa  misma  hora  llegaron  dos  individuos 
indígenas,  a quienes  no  conoció,  a vender  pepi- 
ta de  sebo,  habiéndola  recibido  doña  Refugio. 
— Rivera  está  de  acuerdo  en  muchos  conceptos 
expuestos  por  Hernández,  pero  en  otros  se  ex- 
presa así:  que  cuando  él  y Hernández  estaban 
en  el  camino  esperando  a Portillo,  después  del 
baño,  éste  salió  y les  obsequió  un  vaso  de  aguar- 
diente; que  como  a las  diez,  ya  estando  en  el 
despacho  del  estanco,  observó  que  Portillo  le 
entregó  a Leiva  un  revólver  ignorando  quién 
se  lo  dió  a Portillo,  y cuando  Leiva  lo  recibió 
hizo  luz  con  un  fósforo  para  ver  si  estaba  car- 
gado, mientras  tanto  Portillo  tomaba  tragos 
con  Soberanis;  que  cuando  el  dicente  vió  que 
Leiva  ya  tenía  revólver,  en  compañía  de  Her- 
nández se  fué  para  "El  Tesoro’^  distante  como 
media  legua  en  busca  de  un  trago;  que  con  el 
fin  de  que  Portillo  y Leiva  se  fueran  para  sus 
casas  el  exponente  y su  compañero  estuvieron 
haciéndoles  tiempo  demorándose  co-mo  dos 
horas,  y regresaron  para  el  estanco  de  Sobera- 
nis; que  antes  de  llegar  a dicho  lugar  Leiva  les 
apagó  la  linterna  que  llevaba  Hernández,  y les 
dijo  que  "qué  andaban  haciendo,  que  se  fue- 
ran a la  m . . . . porque  Daniel  ya  los  había 
comprometido”;  que  en  esos  momentos,  que 
sería  como  las  doce  de  la  noche  o una  de  la 
m!añana,  doña  Gudelia  estaba  parada  frente  al 
estanco  a la  orilla  del  camino  carretero  mirando 
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para  arriba  como  con  dirección  a "El  Carmen”, 
y como  le  suplicara  que  le  vendiera  un  fresco  le 
contestó  que  no  era  hora  de  hacer  frescos,  a 
continuación  le  suplicó  a doña  Refugio  que  le 
vendiera  un  cuarta  de  aguardiente,  y ella  se  la 
despachó,  en  ese  momento  se  presentó  Portillo 
por  detrás  de  la  cocina,  y les  dijo  las  mismas 
palabras  que  ha  dicho  anteriormente  refirién- 
dose a Leiva,  notando  en  él  que  como  que 
habia  cometido  algún  hecho,  y se  entró  al  inte- 
rior del  estanco,  peto  entonces  ya  no  estaba  So- 
beranis  en  su  casa  y doña  Gudelia  ya  había 
regresado  de  la  calle,  Portillo  se  dirigió  a ella 
hablándole  en  voz  baja,  y estando  presente 
doña  Refugio,  ésta  dijo:  "eso  está  jodido  por- 
que nos  tienen  que  fregar  a nosotras”;  en  eso 
asomó  también  detrás  de  la  cocina  Leiva  y se 
paró  en  el  corredor,  y cuando  doña  Refugio  lo 
vió  le  reclamó  el  revólver  y éste  le  contestó 
que  lo  tenía  Daniel,  se  lo  pidió  a éste  y le  dijo 
que  lo  tenía  Leiva,  y así  sucesivamente  y ya  no 
vieron  más  por  haberse  ido  para  "El  Carmen”; 
que  les  consta  que  Portillo  visitaba  diariamente 
la  casa  de  Soberanis  y a veces  llevaba  a su  con- 
cubina Josefa  Monge;  y puesto  que  Portillo 
y Leiva  no  aparecen  en  la  finca  es  porque  ellos 
dieron  muerte  a Soberanis. 

RESULTA:  que  habiéndose  presentado  vo- 
luntariamente doña  Refugio  viuda  de  Corzo 
fué  interrogada  como  reo  y se  produjo  en  los 
mismos  términos  que  quedan  expuestos,  negan- 
do lo  relativo  al  revólver,  afirmando  que  cuan- 
do llegó  un  individuo  a quien  no  conoció  como 
a media  noche  a comprar  aguardiente,  ella  le 
vendió  por  habérselo  mandado  don  Lisandro 
que  estaba  despierto  acostado  en  una  hamaca, 
y negó  los  demás  detalles  descritos  por  Leiva 
con  relación  al  revólver. 

RESULTA:  que  por  no  haber  facultativo  en 
el  lugar,  se  comisionó  al  empírico  don  Emilio 
Escobedo,  para  que  reconociera  las  lesiones  su- 
fridas por  Soberanis,  habiendo  informado  éste 
que  presentaba  tres  producidas  por  arma  cor- 
tante así:  la  primera  de  veintidós  centímetros 
de  longitud,  comenzaba  en  la  región  parietal 
derecha,  dirigiéndose  oblicuamente  sobre  el 
temporal  del  mismo  lado  y terminaba  en  la  re- 
gión frontal  superior,  interesó  cuero  cabelludo, 
huesos  y la  masa  encefálica;  la  segunda  comen- 
zaba en  la  región  occipital  inferior,  avanzaba 
hasta  el  pómulo  derecho  oblicuamente  de  abajo 
a arriba,  de  diez  y nueve  centímetros  de  lon- 
gitud, interesando  cuero  cabelludo,  músculos 
de  la  región  y los  huesos  occipital,  parietal  y 
pómulo  derecho;  y la  tercera  de  seis  y medio 
centímetros  de  longitud  situada  en  la  parte  me- 
dia de  la  región  cervical,  interesó  piel,  tejido 
celular,  músculos  de  la  región  y vértebras,  lesio- 
nando la  médula  espinal,  siendo  estas  tres  he- 
ridas necesariamente  mortales. 


RESULTA:  que  elevada  la  causa  a plenario 
se  formuló  cargo  por  comiplicidad  en  el  delito 
de  asesinato  a Antonio  Hernández,  Domingo 
Rivera  y doña  Refugio  viuda  de  Corzo  con  el 
cual  ninguno  se  conformó. 

RESULTA:  que  habiendo  sido  capturado  el 
veintisiete  de  julio  de  mil  novecientos  veintiséis 
el  acusado  Daniel  Portillo,  fué  remitido  al  Juez 
de  Sololá,  quien  lo  interrogó,  y expuso:  que 
residía  últimamente  en  la  finca  "María  del 
Mar”,  de  la  jurisdicción  de  Nahualate,  no  sabía 
ni  presumía  el  motivo  de  su  detención;  que  al 
ser  capturado  por  una  escolta  al  mando  de  don 
Manuel  Valle,  éste  le  dijo  que  al  declarar  dije- 
ra que  doña  Lucía  Rivera  le  habia  pagado  a 
Calazans  Leiva  para  que  matara  a don  Lisan- 
dro Soberanis,  y que  él  lo  había  visto:  que  si 
así  lo  hacía  él  lo  salvaría  de  cualquier  cosa 
que  le  pasara  y que  le  darían  el  dinero  que 
quisiera;  que  como  se  resistiera  a lo  que  preten- 
dían sus  conductores,  Valle  y los  demás  lo 
amenazaron  sentándolo  debajo  de  un  árbol 
como  en  actitud  de  que  lo  iban  a fusilar;  que 
conoce  a Leiva  y Rivera;  que  el  diez  y siete  de 
abril  de  mil  novecientos  veintiséis,  como  a las 
cuatro  de  la  tarde,  día  sábado,  por  no  molestar 
a su  patrón  don  Manuel  Valle,  para  que  le 
diera  dinero  para  el  pago,  fúé  a pedirle  mil 
pesos  a don  Lisandro  Soberanis,  quien  se  los 
proporcionó,  quedando  de  devolvérselos  el 
mismo  día  o el  siguiente,  lo  que  ya  no  hizo  el 
interrogado  por  haberse  ido  Ja  mañana  siguien- 
te para  la  finca  "Cabañas”  de  Santa  Bárbara  a 
traer  un  poco  de  maíz  que  le  había  ofrecido  el 
Administrador,  a quien  no  encontró,  y por  eso 
no  le  dió  el  maíz  y se  regresaba  para  su  casa, 
pero  ya  no  quiso  llegar  a ella  porque  unos  mo- 
zos de  la  finca  "Cabañas”  le  dijeron  que  don 
Manuel  Valle  y otros  lo  buscaban  para  matar- 
lo; ese  mismo  día  diez  y siete  como  a las  ocho 
de  la  noche  después  de  haberse  dado  un  baño 
en  la  presa  de  la  finca  "Ofelia”,  pasó  a la  casa 
de  don  Lisandro  Soberanis  en  donde  se  estuvo 
conversando  con  él  como  dos  horas,  yéndose 
para  su  casa  cuando  eran  como  las  nueve,  per- 
maneciendo allí  con  su  concubina  Josefa  Monge 
hasta  las  cuatro  de  la  mañana,  hora  en  que 
salió  para  ir  a traer  el  maíz  ya  dicho;  sus  tres 
acompañantes  que  eran  Calazans  Leiva,  Anto- 
nio N.  y otro  mozo,  se  fueron  a sus  casas  como 
a las  ocho  y media,  a quienes  ya  no  volvió  a 
ver  en  todo  el  resto  de  la  noche,  solo  a Cala- 
zans sí  lo  vió  cuando  iba  de  su  casa  para  la 
de  Soberanis  a comprar  un  trago,  y ya  no  lo 
volvió  a ver  más;  que  su  concubina  le,  contó 
que  se  rumoraba  que  Calazans  había  matado 
a Soberanis,  y que  a él  nada  de  particular  le 
pasó  esa  noche;  con  Soberanis  eran  muy  ami- 
gos, pero  es  mentira  que  haya  tenido  relaciones 
amorosas  con  la  señora  de  dicho  individuo;  que 
no  llegaba  a su  casa  cuando  éste  no  estaba;- 
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es  mentira  que  haya  llegado  Soberanis  a casa 
del  declarante  a hacerle  reclamos;  es  falso  lo 
del  revólver  y lo  demás  que  han  dicho  Hernán- 
dez y Rivera,  que  esas  son  cosas  de  don  Manuel 
Valle;  y por  último  negó  ser  el  autor  de  la 
muerte  de  Soberanis,  que  le  hubieran  pagado 
para  cometer  ese  delito  y que  según  le  dijo 
Andrés  cuyo  apellido  no  recuerda,  Calazans  es 
el  autor,  pues  él  mismo  lo  ha  contado  diciendo 
cómo  sucedió.  • 

RESULTA:  que  interrogado  Calazans  Leiva, 
dijo:  que  fué  capturado  por  don  Manuel  Valle 
y Samuel  Soberanis  a media  noche  del  treinta 
y uno  de  julio  de  mil  novecientos  veintiséis, 
cuando  se  encontraba  durmiendo  en  un  ranchi- 
to  de  la  finca  "La  Máquina”,  departamento  de 
Bscuintla;  que  el  diez  y siete  de  abril  (1926) 
sólo  para  su  desgracia  fué  invitado  por  Daniel 
Portillo  para  darse  un  baño  en  la  toma  de  "Ofe- 
lia’ en.  compañía  de  otros  dos  mozos  indíge- 
nas cuyos  nombres  ignora;  que  ai  regresar  del 
baño  pasaron  a la  fonda  de  Soberanis  entrando 
solamente  Portillo  a platicar  en  el  corredor  con 
doña  Refugio  de  Corzo,  quedándose  los  tres 
ellos  parados  en  el  camino,  y por  llamado  de 
Portillo  se  acercaron  a tomarse  un  trago,  y des- 
pués otros  hasta  acabarse  media  botella;  como 
a las  diez  de  la  noche  los  indígenas  se  fueron 
para  la  cantina  de  ^'El  Tesoro*’,  doña  Refugio 
despachaba  en  la  fonda,  y doña  Guidelia  estaba 
acostada  en  una  hamaca  en  el  interior;  sin  duda 
teniendo  conocimiento  don  Lisandro  de  que  su 
mujer  le  faltaba  con  Portillo,  lo  que  al  decla- 
rante le  consta  de  vista,  la  empezó  a celar  con 
aquél,  entrando  ambos  (Soberanis  y su  esposa) 
en  un  altercado;  en  esos  momentos  doña  Refu- 
gio sacó  de  debajo  de  una  almohada  de  la 
cama  de  don  Lisandro  una  pistola  de  éste,  y se 
la  entregó  a Portillo  que  parado  en  una  puerta 
escuchaba  lo  que  aquéllos  se  decían:  en  segui- 
da don  Lisandro  le  dijo  a Portillo  que  esa  no- 
che quería  hablar  con  el  diablo  para  hacer 
pacto  con  él,  lo  que  sin  duda  dijo  porque  Por- 
tillo cuenta  que  tiene  maña  para  relacionarse 
con  el  diablo;  no  queriendo  salir  Portillo  con 
Lisandro  le  escupió  la  cara,  entonces  Portillo 
se  Llevó  a don  Lisandro  diciendo  a éste,  a doña 
Refugio  y a doña  Gudelia  que  lo  hacía  sin 
ninguna  responsabilidad,  y se  fueron;  el  dicen- 
te,  movido  por  la  curiosidad  de  ver  si  real- 
mente hablaban  con  el  diablo,  los  fué  siguiendo 
a distancia,  y cuando  estaban  como  a cien  varas 
de  la  fonda  en  el  camino  para  Panán,  plati- 
cando los  dos  ellos  en  buena  armonía,  Portillo 
sin  más  ni  más  le  dió  un  machetazo  en  la  ca- 
beza a don  Lisandro  derribándolo  al  suelo,  en 
donde  le  pegó  otros  tres  niás  en  la  cabeza; 
cuando  el  dicente  corrió  para  evitarlo  don  Lisan- 
dro ya  estaban  completam'ente  muerto;  Portillo 
todavía  se  regresó  para  la  fonda,  y él  se  fué 
para  su  casa  contándole  a su  mujer  Filomena 


Leal  lo  que  había  sucedido;  que  al  día  siguiente 
como  a las  cuatro  de  la  mañana  se  fué  para  la 
finca  *'Guatalón”,  y después  para  ^'La  Máqui- 
na”, donde  lo  capturaron:  es  falso  que  Portillo 
le  haya  dado  la  pistola;  falso  también  que  haya 
apagado  la  linterna  que  llevaban  los  indíge- 
nas Hernández  y Rivera,  y que  los  haya  re- 
prendido por  encontrarse  a esas  horas  todavía 
allí,  pues  a éstos  efectivamente  los  vió  cuando 
regresaron  de  ”B1  Tesoro”,  pero  solamente  les 
consultó  qué  deberían  hacer  porque  Daniel  los 
había  comprometido,  a lo  que  ellos  nada  con- 
testaron: que  es  cierto  que  como  un  mes  antes 
del  suceso  llegó  Soberanis  a decirle  a Portillo 
que  lo  iba  a matar  porque  le  estaba  ^'jugando 
las  barbas”  faltándo'le  con  su  cs-posa. 

RESULTA:  que  interrogado  de  nuevo  Por- 
tillo, negó  lo  dicho  por  Leiva,  y entonces  dis- 
puso que  estaba  dispuesto  a decir  la  verdad, 
que  es  así:  la  noche  del  crimen,  como  a las  dos 
o tres  de  la  madrugada,  estando  él  y Leiva  en 
la  casa  de  Soberanis,  por  insistencia  de  éste  que 
se  encontraba  muy  ebrio,  dispusieron  acompa- 
ñarlo para  ir  a la  casa  de  don  Manuel  Valle; 
a poco  andar  se  encontraron  con  Josefa  Monge 
que  iba  con  su  padrasto  Anastasio  de  León 
quien  llevaba  un  máchete  en  la  mano  y le  dijo 
al  declarante  que  se  llevaba  a su  casa  a Josefa 
por  que  él  le  daba  muy  mala  vida  y habiéndose 
puesto  en  contradicciones  de  León  le  tiró  un 
planazo  con  su  machete  pegándole  en  el  hom- 
bro derecho  y de  un  revés  le  lastimó  la  espi- 
nilla del  mismo  lado  (señal  que  el  Juez  dió  fe 
de  haber  visto) ; al  ver  don  Lisandro  la  actitud 
de  Atanasio  le  reclamó,  pero  éste  le  contestó 
astestándole  tres  machetazos  dejándolo  botado 
en  el  suelo,  muerto;  que  Soberanis  al  caer  soltó 
la  pistola  que  había  sacado  para  tirarle  a de 
León,  la  cual  recogió  Josefa  Monge  y se  la  dió 
a de  León,  quien  la  tiene  todavía  en  su  poder, 
como  el  dicente  cayó  del  golpe  que  recibiera  en 
la  pierna,  Calazans  lo  levantó,  y solamente  pasó 
a la  casa  de  Soberanis,  a decirle  a las  señoras 
que  lo  acababan  de  matar,  y como  ya  no  aguan- 
tó a seguir  andando,  Leiva  lo  llevó  cargado 
hasta  su  casa,  yéndose  enseguida  para  la  finca 
*'La  Cabaña”  a buscar  el  maíz;  Leiva  no  inter- 
vino para  nada  en  la  muerte  de  Soberanis,  y 
que  de  León  llegó  dos  veces  a la  finca  "María 
del  Mar”  donde  se  encontraba  el  declarante  a 
suplicarle  que  no  fuera  a decir  que  él  había 
matado  a Soberanis,  y que  lo  ayudaría  con 
dinero. 

RESULTA:  que  en  posteriores  declaraciones 
Antonio  Hernández  y Dcxmingo  Rivera  dijeron: 
que  Calazans  Leiva  ha  llegado  a la  prisión  don- 
de ellos  se  encuentran  a decirles  que  Portillo 
quiere  que  declaren  que  el  suegro  de  él,  a quien 
ni  siquiera  conocen,  fué  el  que  mató  a don  Li- 
sandro, que  el  mismo  Portillo  les  dijo  que  si 
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no  declaraban  en  ese  sentido  nada  le  importaba 
"pegarles  sus  trabones”. — Practicado  careo  en- 
tre Portillo  y Leiva,  cada  uno  ratificó  sus  de- 
claraciones, y no  se  pusieron  de  acuerdo  más 
que  en  decir  que  Hernández  y Rivera  no  toma- 
ron ninguna  participación  en  el  delito,  habien- 
do presentado  en  ese  acto  Portillo  dos  cartas 
que  dice  le  fueron  entregadas  por  un  mucha- 
cho desconocido,  pero  que  es  el  mismo  que 
acompañó  a Anastasio  de  León  cuando  fué  a 
buscar  al  dicente  a "María  del  Mar”. — En  di- 
chas cartas  Anastasio  de  León  que  es  el  que  las 
firma  le  ruega  a Portillo  que  no  lo  descubra 
porque  entonces  ya  no  podrían  hacer  nada  por 
él,  que  se  acuerde  que  tiene  mucha  familia  que 
quedaría  en  desgracia  si  llegara  a caer  preso. 

RESULTA:  que  Antonio  Hernández  y Do- 
mingo Rivera  se  les  formuló  cargo  por  compli- 
cidad en  el  delito  de  asesinato,  con  el  cual  no 
se  conformaron;  y posteriormente  se  les  refor- 
mó el  auto  de  prisión  que  se  les  habia  dictado 
V fueron  puestos  en  libertad. 

RESULTA:  que  elevada  la  causa  a plenario 
en  cuanto  a Portillo  y Leiva,  se  les  formuló 
cargo  por  asesinato  al  primero,  y por  compli- 
cidad al  segundo,  con  los  cuales  ninguno  se 
conformó. 

RESULTA:  que  Anastasio  de  León  fué  exa- 
minado en  el  doble  concepto  de  testigo  y de 
acusado.  En  cuanto  al  primero,  dijo:  que  co- 
noce a Portillo  porque  éste  vivió  maridable- 
mente con  una  hija  del  dicente,  después  de  dos 
años  la  abandonó  y se  puso  a vivir  con  su  ente- 
nada Josefa  Monge;  por  ese  motivo  desde  en- 
tonces no  se  comunica  con  él;  del  hecho  que 
se  averigua  no  le  consta  nada,  pues  del  lugar 
donde  se  verificó  a donde  él  vive  hay  como 
cuatro  leguas,  aunque  sí  lo  supo  por  habérselo 
referido  su  mencionada  entenada;  en  el  segun- 
do concepto,  negó  la  sindicación  que  se  le  hace, 
agregando  que  ni  siquiera  conoció  a don  Li- 
sandro  ni  conoce  a Calazans.  También  la  se- 
ñora Josefa  Monge  negó  lo  que  dice  Portillo 
con  referencia  al  encuentro  que  tuvo  con  su 
padrasto  y ella. — Practicado  cateo  entre  Por- 
tillo y de  León,  no  fué  posible  que  se  pusieran 
de  acuerdo,  consignándose  en  la  diligencia  que 
cada  uno  sostuvo  los  conceptos  de  su  declara- 
ción. También  fueron  careados  Portillo  y su 
concubina,  la  Monge,  y lo  mismo  sucedió. 

RESULTA:  que  en  escrito  firmado  por  Da- 
niel Portillo  y Calazans  Leiva,  le  dicen  al  Juez 
de  la  causa  que  el  verdadero  autor  del  delito 
es  Anastasio  de  León  y la  promotora  es  Josefa 
Monge.  Mandado  ratificar  dicho  memorial 
Portillo  lo  ratificó,  pero  no  Leiva  que  dijo  que 
ni  siquiera  sabe  firmar. 


RESULTA:  que  remitida  de  esta  capital  para 
Sololá  doña  Gudelia  viuda  de  Soberanis  fué 
interrogada,  y sólo  se  concretó  a repetir  los 
conceptos  de  su  primera  declaración,  negando 
haber  tenido  relaciones  amorosas  con  Portillo, 
y protestando  por  esa  infame  calumnia.  Negó 
también  que  su  señora  madre  haya  dado  el  re- 
vólver a Portillo  y que  ella  estuviera  en  la  calle 
como  esperando  a dicho  individuo  después  de 
cometido  el  delito,  lo  mismo  que  las  demás  in- 
cidencias relativas  a este  punto,  referidas  en 
otro  lugar  de  este  fallo. — Reducida  a prisión 
formal  la  señora  viuda  de  Soberanis,  se  le 
formuló  cargo  por  complicidad  en  el  delito  de 
asesinato  con  el  cual  no  se  conformó. 

RESULTA:  que  a folios  ciento  cincuenta  y 
dos  y ciento  cincuenta  y tres  de  la  segunda  pieza 
de  primera  instancia,  aparecen  dos  escritos  fir- 
mados uno  por  Daniel  Portillo  y otro  por  Cala- 
zans Leiva,  en  los  cuales  piden  que  se  ponga  en 
detención  a Anastasio  de  León,  porque  es  el 
verdadero  autor  de  la  muerte  de  Soberanis. 
Mandados  ratificar,  Leiva  expuso  que  el  escrito 
es  el  mismo  que  mandó  presentar  al  Despacho, 
pero  no  lo  ratificaba  porque  si  aparece  en  esos 
términos  es  por  insistencia  de  Portillo,  quien 
por  fuerza  quiere  que  el  declarante  asegure  que 
un  pobre  señor  que  no  conoce  mató  a Sobranis. 
Portillo  sí  ratificó  su  escrito. 

RESULTA:  que  llenadas  las  formalidades  de 
ley  el  Juez  dictó  sentencia  declarando  que  Da’ 
niel  Portillo  es  reo  del  delito  de  asesinato,  por 
el  cual  le  impone  la  pena  de  muerte;  que  Cala- 
zans Liva  es  cómplice  en  el  mismo  delito  im- 
poniéndole diez  años  de  prisión  correccional 
inconmutables;  absuelve  del  cargo  a doña  Refu- 
gio viuda  de  Corzo  y a doña  Gudelia  viuda  de 
Soberanis;  y confirma  la  libertad  descretada  en 
favor  de  Antonio  Hernández,  Domingo  Rivera, 
Anastasio  de  León  y Josefa  Monge. — Inter- 
puesto el  recurso  de  apelación,  pasó  la  causa  a 
la  Sala  Sexta,  Tribunal  que  después  de  oír  al 
Procurador  y al  Fiscal  dictó  con  fecha  treinta 
de  abril  del  corriente  año  el  fallo  que  se  exa- 
mina, en  el  cual  confirma  la  sentencia  apelada 
en  lo  que  se  refiere  a Portillo,  Leiva,  Hernán- 
dez, Rivera,  de  León  y Monge,  y lo  revoca  en 
cuanto  a doña  Refugio  viuda  de  Corzo  y doña 
Gudelia  viuda  de  Soberanis,  condenando  a la 
primera  a diez  años  de  prisión  correccional  in- 
conmutables, y a la  segunda  a cinco  años  de  la 
misma  pena  por  complicidad  y encubrimiento, 
respectivamente. 

RESULTA:  que  contra  el  fallo  de  la  Sala 
de  Apelaciones,  el  Procurador  del  mismo  Tri- 
bunal interpuso  recurso  de  casación  por  esti- 
mar que  se  han  violado  los  artículos  6''  y 16. — 
Decreto  1366-22  inciso  1''  última  patte-30-31 
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inciso  1“^,  2*?,  3^^. — 295  Código  Penal-54  inciso 
16-12  y 13  de  la  Constitución  de  1879  y Decreto 
Número  926. — CONSIDERANDO:  que  el  re- 
curso interpuesto  por  el  Procurador  de  la  Sala 
Sexta  de  Apelaciones,  entre  otras  razones  se 
funda  en  la  de  haberse  calificado  el  delito 
como  asesinato  en  virtud  de  que  en  su  perpe- 
tración concurrió  la  circunstancia  de  alevosía, 
imponiéndose  por  ello  al  reo  declarado  cul- 
pable la  pena  de  muerte;  con  lo  cual  fueron  in- 
fingidos los  artículos  6*^  y 16  del  Decreto  Nú- 
mero 1366,  22  inciso  P y 295  -del  Código  Pe- 
nal.— Esta  Corte,  para  este  efecto  está  de  acuer- 
do con  el  pedimento  del  Fiscal,  que  a su  vez  lo 
está  con  el  del  Procurador,  pues  de  las  diligen- 
cias practicadas  no  se  puede  deducir  clara  y 
terminantemente  que  el  delito  fue  cometido 
en  la  forma  relacionada  por  Calazans  Leiva, 
que  es  el  único  que  figura  como  testigo  presen- 
cial, ya  que  el  dicho  de  éste,  por  sí  solo,  no 
produce  plena  prueba  de  la  existencia  de  la  ale- 
vosía; y como  sin  la  concurrencia  de  dicha  cir- 
cunstancia, el  delito  se  modifica  profundamen- 
te en  cuanto  a la  pena,  pues  lo  que  en  un  caso 
da  lugar  a la  imposición  de  la  de  muerte,  en 
otro  corresponde  imponer  pena  de  prisión  co- 
rreccional con  derecho  a las  rebajas  concedidas 
por  el  Código  Penal  o por  leyes  especiales,  sola- 
mente debe  aplicarse  la  circunstancia  ya  men- 
cionada de  alevosía  cuando  esté  plenamente 
comprobada  su  concurrencia.  En  el  presente 
caso  no  lo  está,  como  ya  se  ha  dicho,  y por  esa 
razón  el  Tribunal  estima  que  se  han  infringido 
los  artículos  22  inciso  primero  del  Código  Pe- 
nal, 6*^  y 16  del  Decreto  Número  1366  por  erró- 
nea aplicación,  y el  295  del  propio  Código  por 
haberse  dejado  de  aplicar,  y por  ese  motivo 
procede  casar  y anular  el  fallo  recurrido,  y 
distar  el  que  en  derecho  corresponde. — CON- 
SIDERANDO: que  también  aparecen  como  in- 
fringidas otras  leyes  citadas  por  el  recurrente, 
al  determinar  la  participación  que  se  atribuye 
a los  demás  enjuiciados;  pero  es  innecesario 
señalar  en  cada  caso  cuál  es  la  ley  infringida 
porque  declarándose  la  casación  de  la  senten- 
cia recurrida,  por  una  u otra  causa,  en  la  que 
el  Tribunal  pronuncia  debe  hacerse  con  la  de- 
bida separación  la  declaratoria  que  correspon- 
de con  respecto  de  cada  uno  de  los  procesados 
con  arreglo  a las  pruebas  que  se  hayan  obteni- 
do. Artículo  733  Procedimientos  Penales.  — 
CONSIDERANDO:  que  la  muerte  violenta  su- 
frida por  don  Lisandro  Soberanis  está  compro- 
bada con  el  reconocimiento  de  las  lesiones  que 
se  hizo  primero  por  el  Juez  instructor  y des- 
pués por  el  empírico  comisionado  para  el  efec- 
to, estableciéndose  que  las  heridas  eran  nece- 
sariamente mortales. — Artículo  1 1 Código  Pe- 
nal. 259  Prs.  Pns. — CONSIDERANDO:  que 
el  responsable  directamente  de  ese  delito  es  Da- 
niel Portillo,  acusado  como  autor  desde  los  pri- 
meros momentos  siguientes  a su  perpetración, 


probándose  su  culpabilidad,  ya  con  la  declara- 
ción de  Calazans  Leiva,  que  por  sí  sola  produ- 
ce semiplena  prueba,  ya  con  un  conjunto  de 
presunciones  humanas,  graves  concordantes  y 
precisas  que  guardan  entre  sí  y con  el  hecho 
principal  tal  enlace  y armonía  que  no  dejan 
lugar  a duda  de  que  Portillo  es  el  autor  del 
delito.  Tales  presunciones  fueron  debidamente 
apreciadas  por  los  Tribunales  de  primera  y se- 
gunda instancia,  y son  las  que  provienen  de  las 
declaraciones  de  su  concubina  Josefa  Monge, 
corroborada  con  la  de  Filomena  Leal,  concu- 
bina de  Leiva;  de  la  fuga  precipitada  e intem- 
pestiva de  Portillo;  de  su  falta  de  verdad  en 
la  exposición  de  los  hechos;  de  la  contradicción 
en  que  incurre  en  sus  diversas  declaraciones, 
culpando  primero  a Leiva  y después  a de  León 
como  autores  del  delito,  apareciendo  él  en  el 
último  caso  como  simple  testigo  presencial,  o 
como  primer  ofendido  por  el  mismo  de  León; 
de  la  marcada  exigencia  empleada  burdamente 
en  el  ánimo  de  Leiva,  Hernández  y Rivera  so- 
bre que  declararan  en  determinado  sentido,  lle- 
gando hasta  el  grado  de  la  amenaza  y de  pre- 
sentar al  Juez  escritos  con  el  mismo  objeto  fir- 
mados por  Leiva  quien  no  quiso  ratificarlos; 
del  hecho  de  haber  estado  juntos  Portillo  y So- 
beranis tomando  aguardiente,  y,  ya  sea  por  los 
celos  que  a Soberanis  inspiraran  la  presencia  de 
Portillo,  por  lo  que  éste  estaba  dispuesto  a 
solucionar  ese  conflicto  de  cualquier  manera; 
ya'  sea  porque  la  amistad  de  ambos  haya  sido 
honesta  y desinteresada,  lo  cierto  es  que  te- 
niéndose en  cuenta  la  situación  de  la  casa  don- 
de se  encontraban,  la  naturaleza  y condiciones 
del  lugar  y del  delito,  y de  la  hora  en  que  di- 
chas personas  se  reunieron  y permanecieron 
juntas,  así  como  los  demás  detalles  que  se  de- 
ducen de  las  declaraciones  de  Hernández  y 
Rivera  que  se  han  relacionado,  se  llega  al  con- 
vencimiento pleno  de  que  Daniel  Portillo  es  el 
autor  de  la  muerte  de  Soberanis.  Pero  este 
convencimiento  no  se  extiende  hasta  el  grado 
de  aceptar  también  como  plenamente  estable- 
cido, que  en  la  ejecución  del  delito  haya  media- 
do la  circunstancia  de  alevosía,  que  es  caracte- 
rística del  asesinato,  pues  las  presunciones  en 
que  la  prueba  se  funda,  no  puede  tener  igual 
eficacia  tratándose  de  establecer  dicha  circuns- 
tancia, ya  que  respecto  de  ella  solamente  queda 
el  dicho  del  testigo  Leiva,  que  por  sí  solo  no  es 
suficiente  para  tenerla  como  plenamente  com- 
probado. Lo  que  sí  concurrió  es  la  agravante  a 
que  se  refiere  el  inciso  12  del  artículo  22  del 
Código  Penal.  Por  lo  que  la  pena  debe  aumen- 
tarse en  una  tercera  parte. — Artículos  572,  575, 
589,  595,  596,  60.  Prs.  Pns.— CONSIDERAN- 
DO: que  si  bien  existen  presunciones  contra 
Calazans  Leiva  para  sospechar  que  no  es  ente- 
ramente inocente  en  el  delito  de  que  se  trata, 
como  son:  a)  el  hecho  de  haber  estado  todo  el 
tiempo  acompañando  a Portillo  hasta  el  mo- 
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mentó  de  la  muerte  de  Soberanis  que  dice  ha- 
ber presenciado  a corta  distancia;  y b)  su  re- 
pentina retirada  del  lugar  de  su  domicilio  aban- 
donando a su  mujer  y su  casa,  estas  no  son  bas- 
tantes por  sí  solas,  ni  reúnen  las  condiciones 
legales  para  fundar  en  ellas  un  fallo  condena- 
torio, aunque  sí  llenan  uno  de  los  requisitos  que 
junto  con  los  otros  dos,  como  son  la  pena  asig- 
nada al  delito  que  excede  de  tres  años  de  pri- 
sión correccional,  y la  esperanza  fundada  que 
existe  de  que  se  mejore  dicha  prueba  contra  él, 
que  también  concurren,  son  los  que  la  ley  re- 
quiere para  limitar  la  absolución  del  prevenido 
a la  instancia  únicamente.  Art.  730.  Prs.  Pns. 
— CONSIDERANDO:  que  tampoco  es  sufi- 
ciente para  condenar  a doña  Refugio  viuda  de 
Corzo  a diez  años  de  prisión  correccional  que 
le  impuso  la  Sala  sentenciadora,  como  cómplice 
en  este  delito,  el  hecho  de  haber  proporcionado 
a Portillo  el  revólver  que  Soberanis  guardaba 
debajo  de  su  almohada,  pues  ni  fué  ejecutado 
el  delito  con  esa  clase  de  arma,  ni  tal  hecho 
se  encuentra  bien  establecido,  ya  que  los  únicos 
que  declaran  acerca  del  mismo  son  Hernández 
y Rivera  cuyos  dichos  son  contradictorios;  en 
consecuencia  dicha  señora  debe  ser  absuelta  sin 
ninguna  limitación.  Art.  583-586  Prs.  Pns. — 
CONSIDERANDO:  que  tampoco  hay  prueba 
bastante  para  condenar  a doña  Gudelia  viuda 
de  Soberanis  como  encubridora  en  el  mismo  de- 
lito, pues  las  declaraciones  de  los  mencionados 
testigos  Hernández  y Rivera,  en  cuanto  a la 
actitud  sospechosa  y meditabunda  de  dicha  se- 
ñora, adolecen  de  contradicciones  que  alejan  su 
veracidad.  Además  la  de  Calazans  Leiva  y 
Josefa  Monge  no  pueden  producir  mérito  su- 
ficiente para  aceptar  como  plenamente  estable- 
cidas las  relaciones  amorosas  que  se  suponen 
existían  entre  la  señora  de  Soberanis  y Portillo, 
y que  a consecuencia  de  ellas  la  primera  de 
dichas  personas  haya  tenido  conocimiento  de 
la  perpetración  del  delito  o de  los  actos  ejecu- 
tados para  llevarlo  a cabo,  y que  haya  interve- 
nido en  alguna  de  las  formas  que  se  expresan 
en  el  artículo  41  del  Código  Penal;  y por  con- 
siguiente también  a la  expresada  señora  se  le 
debe  absolver  del  cargo  que  se  le  formuló. 
Artículos  citados.  — CONSIDERANDO:  que 
habiéndose  comprendido  al  principio,  en  el  pro- 
ceso, a Domingo  Rivera  y Antonio  Hernández 
hasta  el  grado  de  formulárseles  cargo  por  com- 
plicidad en  el  delito  de  que  se  trata,  debe  ha- 
cerse respecto  de  ellos  y en  cuanto  a ese  cargo 
la  declaración  correspondiente;  y como  de  lo 
actuado  no  resulta  mérito  suficiente  para  te- 
nerlos en  otro  carácter  distinto  del  de  testigos, 
y no  hay  base  para  imponerles  ninguna  pena, 
con  respecto  al  cargo  formulado,  es  procedente 
absolverlos  sin  ninguna  limitación,  continuan- 
do en  el  goce  de  su  libertad  como  han  estado 
desde  que  se  les  reformó  el  auto  de  prisión  que 
se  les  había  dictado.  Arto.  568  Prs.  Pns. — POR 


TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que  disponen 
los  Artos.  46,  47,  58,  77,  295  Código  Penal,  568, 
735  Prs.  Pns.  y acuerdo  gubernativo  fecha  tres 
de  agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y cinco, 
casa  y anula  la  sentencia  recurrida,  y fallando 
en  lo  principal  declara:  que  Daniel  Portillo  es 
reo  del  delito  de  homicidio  en  la  persona  de 
don  Lisandro  Soberanis;  que  por  tal  delito  le 
impone  diez  años  de  prisión  correccional  in- 
conmutables que  deberá  extinguir  en  la  Peni- 
tenciaría Central,  pena  aumentada  en  una  ter- 
cera parte  más  o sean  trece  años  cuatro  meses, 
de  la  cual  le  rebaja  una  tercera  parte  por  razón 
del  indulto  concedido  en  el  Decreto  Número 
926  y una  cuarta  parte  por  el  Decreto  Número 
963;  le  abona  la  prisión  sufrida;  le  obliga  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  prove- 
nientes del  delito;  lo  suspende  en  el  goce  de 
sus  derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena  y lo  exonera  de  la  reposición  del  papel 
empleado  en  la  causa.  A Calazans  Leiva,  Re- 
fugio viuda  de  Corzo,  Gudelia  viuda  de  Sobe- 
ranis, Domingo  Rivera  y Antonio  Hernández 
los  absuelve  al  primero  de  la  Instancia  y a los 
demás  del  cargo  que  se  les  formuló.  Notifíque- 
se  y con  certificación  devuélvanse  los  antece- 
dentes al  Tribunal  de  su  procedencia  y por  telé- 
grafo expídase,  por  medio  del  Juez  de  la  causa, 
la  orden  de  libertad  de  los  enjuiciados  Refugio 
viuda  de  Corzo  y Gudelia  viuda  de  Soberanis. 
— José  A.  Medrano. — José  Serrano  Muñoz. — 
Abel  Paredes. — J.  F.  Rodríguez. — J.  Dan.  Ra- 
mírez.— C.  Girón  Z. 

CRIMINAL 

Cuando,  a consecuencia  inmediata  y directa  de 
la  lesión  sufrida,  sobreviniere  la  muerte,  el 
delito  debe  calificarse  como  homicidio. 

CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA:  Gua- 
temala, treinta  y uno  de  enero  de  mil  novecien- 
tos veintinueve. — VISTA  por  recurso  de  casa- 
ción y con  los  antecedentes  que  la  originaron, 
la  sentencia  fecha  nueve  de  noviembre  del  año 
próximo  pasado,  en  que  la  Sala  1*  de  Apelacio- 
nes confirma  la  que  profirió  el  Juez  departa- 
mental de  Amatitlán  que  condena  a Ricardo  Paz 
por  los  delitos  de  homicidio  y lesiones;  pero 
con  la  modificación  de  que  la  pena  de  diez  años 
de  prisión  correccional  que  por  el  primero  de 
dichos  delitos  se  le  impone  debe  rebajarse  en 
una  cuarta  parte  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  el  Decreto  de  Indulto  Número  965  y 
que  de  acuerdo  con  esta  misma  ley  debe  tenerse 
por  condenada  la  de  ocho  meses  de  arresto 
mayor  que  también  se  le  inlpone  por  el  delito 
de  lesiones;  y deja  abierto  el  procedimiento 
contra  José  Miguel  Gutiérrez  que  no  había  sido 
capturado. 
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RESULTA:  que  con  fecha  trece  de  marzo 
de  mii  novecientos  veintisiete  dió  principio  a 
la  presente  causa  el  Juez  de  Paz  de  Palín,  por 
parte  que  le  diera  Isabel  Chajón  de  haberse 
cometido  un  delito.  Al  ratificar  dicho  parte  la 
mencionada  Chajón,  expuso:  que  en  la  tarde 
del  dia  anterior  al  penetrar  a la  finca  *'Jurún”, 
en  donde  tiene  su  domicilio,  su  concubino  Je- 
rónimo Realique  y Maximiliano  Paz,  fueron 
agredidos  con  un  machete  por  Ricardo  de  Paz 
quien  les  causó  unas  lesiones,  y que  su  primo 
Miguel  Gutiérrez  por  defenderlos  y desarmar  a 
Paz  causó  a éste  también  unas  lesiones,  todo  lo 
cual  ponía  en  conocimiento  de  la  autoridad. 

RESULTA:  que  examinados  los  ofendidos 
Jerónimo  Realique  y Maximiliano  Paz,  y Felisa 
Reaüque,  hermana  del  primero  de  los  nombra- 
dos, refirieron  los  hechos  de  la  misma  manera 
que  la  señora  Chajón  al  dar  el  parte  de  que  se 
hizo  referencia. 

RESULTA:  que  tomada  a Ricardo  de  Paz  su 
declaración  indagatoria  expuso:  que  el  día  del 
suceso  estaba  trabajando  en  la  finca  '*Jurún” 
con  unas  carretas  en  compañía  de  Jerónimo 
Realique,  Agapito  Pío,  Balbino  del  mismo  ape- 
llido y José  Camisa  cuando  José  Miguel  Gutié- 
rrez le  causó  con  un  machete  la  lesión  que  pre- 
sentaba, y,  que  por  el  estado  de  ebriedad  en 
que  entonces  se  encontraba  no  recordaba  si  él 
también  había  herido  a Realique  y a Maximi- 
liano Paz. 

RESULTA:  que  a los  autos  corre  agregada 
la  partida  de  defunción  de  Jerónimo  Realique 
que  murió  de  septicemia. 

RESULTA:  que  de  los  informes  médicolega- 
les  que  fueron  emitidos  aparece:  que  Ricardo 
Paz  presentaba  dos  heridas  una  en  la  mano  iz- 
quierda que  interesó  el  tendón  extensor  del 
dedo  medio  y que  curó  por  segunda  intención, 
dejando'  deformidad  e impedimento  funcional 
en  dicha  mano;  y la  otra  en  el  occipital  que  curó 
por  primera  intención,  habiendo  necesitado  de 
asistencia  facultativa  durante  veinticinco  días; 
que  Maximiliano  Paz  necesitó  de  quince  días 
para  curarse  de  la  herida  que  sufrió  en  el  ante- 
brazo izquierdo;  y que  Jerónimo  Realique  su- 
frió una  herida  en  el  tercio  inferior  del  ante- 
brazo derecho  que  interesó  los  tendones  exten- 
sores de  los  dedos,  las  arterias  y huesos  cubito 
y radio,  y como  quedara  la  mano  sin  nutrición 


se  le  gangrenó,  habiendo  habido  necesidad  de 
amputarle  el  antebrazo  hasta  la  articulación  del 
codo;  pero  como  en  seguida  sobrevinieron  otras 
complicaciones,  entre  ellas  una  enteritis  agu- 
da, falleció  de  septicemia,  aunque  la  herida  no 
era  necesariamente  mortal. 

RESULTA:  que  elevada  la  causa  a plenario 
se  dedujo  al  reo  cargo  por  el  delito  de  homi- 
cidio con  el  que  no  se  conformó,  y después  de 
vencido  el  término  de  prueba  solicitado,  duran- 
te el  cual  no  se  rindió  ninguna,  de  evacuada  la 
defensa  y de  llamados  autos,  pronunció  el  Juez 
el  fallo  que  fué  confirmado  por  la  Sala  con  las 
modificaciones  de  que  ya  se  hizo  relación. 

RESULTA:  que  contra  la  sentencia  proferi- 
da por  la  Sala  introdujo  el  Procurador  de  la 
misma  el  presente  recurso,  citando  como*  viola- 
dos los  artículos  304  inciso  2*^  del  Código  Penal 
y 568  y 603  del  de  Prs.  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  el  delito  sí  debe  re- 
putarse como  homicidio,  porque  en  el  informe 
médicoquirúrgico,  aparece  de  manera  clara,  que 
Jerónimo  Realique  falleció  por  las  complica- 
ciones que  le  sobrevinieron  co-mo  consecuencia 
inmediata  y directa  de  la  lesión  sufrida,  aunque 
ésta  en  sí  no  hubiera  sido  necesariamente  mor- 
tal, y por  esa  razón  no  puede  tenerse  como  vio- 
lado el  artículo  304  inciso  V*  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  tampoco  fué  viola- 
do el  artículo  603  del  referido  cuerpo  de  leyes, 
porque  en  la  partida  de  defunción  consta  que 
Realique  murió  de  septicemia,  que  es  una  in- 
fección general  de  la  sangre,  la  que  según  el 
mismo  informe  médicolegal  tuvo  por  causa  la 
herida  que  sufrió  en  el  antebrazo  derecho  que 
hubo  necesidad  de  amputarle,  por  habérsele 
gangrenado  la  mano,  a consecuencia  de  la  rotu- 
ra de  las  arterias  que  la  nutrían. 

CONSIDERANDO:  que  las  presunciones 
en  que  se  funda  el  fallo  condenatorio  son  gra- 
ves, concordantes  y precisas,  y como  su  aprecia- 
ción, según  lo  preceptúa  el  artículo  601  del 
Código  de  Prs.  Pls.,  queda  al  prudente  arbitrio 
de  los  Tribunales,  no  puede  tenerse  como  in- 
fringido el  artículo  568  del  Código  mencionado. 
— POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia con  fundamento  de  lo  que  disponen  los  ar- 
tículos 686  y 690  del  Código  de  Prs.  Penales, 
declara  improcedente  el  recurso  interpuesto. 
Notifíquese  y con  certificación  devuélvanse  los 
autos  al  Tribunal  de  su  origen. — José  A.  Me- 
drano. — Quirino  Flores  y Flores. — Abel  Pare- 
des,— J.  F.  Rodríguez. — J.  Dan.  Ramírez. — Alf. 
Valle  Calvo. 
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LOS  PRESIDENTES  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

EL  LICENCIADO  DON  JOSE  ANTONIO  AZMITIA.-DE  1851  A 1871. 


En  la  biografía  que  de  este  preclaro  ciuda- 
dano escribió  el  ilustrado  historiador  don  Agus- 
tin  Gómez  Carrillo,  decía:  “El  Foro  se  vistió 
de  luto  al  saber  su  muerte,  porque  la  Justicia 
perdió  en  él  a uno  de  sus  más  esforzados  ada- 
lides”. 

Nació  este  hombre  público  en  la  ciudad  de 
Guatemala,  en  el  año  de  1775,  gobernando  en- 
tonces los  destinos  del  Reino  el  Jefe  de  Escua- 
dra de  la  Real  Armada  don  José  Domás  y 
Valle. 

Gómez  Carrillo  a quien  he  citado  se  lamenta 
el  que  no  haya  bastado  su  diligencia  a conse- 
guir datos  sobre  la  vida  de  este  hombre  con  la 
amplitud  que  deseaba. 

Se  distinguió  en  su  niñez  por  su  aplicación  al 
estudio  y por  el  claro  talento  de  que  estaba 
dotado.  De  espíritu  tranquilo  y de  alma  sere- 
na, no  se  veía  en  él  al  hombre  batallador. 

Como  todos  los  hombres  públicos  de  fines 
del  siglo  XVIII  hizo  sus  estudios  en  el  Colegio 
Tridentino,  ingresando  de  allí  a la  Universidad 
de  San  Carlos,  dedicándose  al  estudio  de  la 
carrera  de  la  jurisprudencia,  sin  que  sea  dable 
puntualizar  la  fecha  de  su  recibimiento,  la  que 
probablemente  fué  después  de  1823,  pues  por 
esa  fecha  aparece  como  pasante  de  derecho  en 
una  lista  que  se  publicó  apareciendo  su  nombre 
al  lado  de  don  Pedro  José  Valenzuela,  don 
Marcelo  Molina,  don  Manuel  Arrivillaga  y 
otros  guatemaltecos,  que  tuvieron  en  sus  ma- 
nos los  destinos  de  la  República  y que  también 
integraron  con  él  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

En  la  época  del  Gobierno  Federal,  desem- 
peñó el  cargo  de  Jefe  de  Sección  de  los  Mi- 
nisterios de  Relaciones  Exteriores  y de  Gober- 
nación, en  junio  de  1844  hasta  fines  de  1848, 
fué  Ministro  del  Gobierno  Federal. 

Durante  el  Gobierno  del  Doctor  Gálvez,  fué 
nombrado  para  que  en  unión  del  sabio  y docto 
Larreinaga,  colaboraran  en  la  reforma  de 
la  legislación  civil  del  país,  habiendo  trabajado 
con  tesón  y laboriosidad  en  la  confección  de 
un  Código,  que  los  acontecimientos  subsiguien- 
tes le  impidieron  concluir. 

Fué  en  distintas  ocasiones  Diputado  al  Con- 
greso Legislativo,  en  el  que  prestó  valioso  con- 
curso poniendo  a prueba  sus  dotes  no  comu- 
nes. Fué  más  tarde  Magistrado  de  la  Corte 
Superior  de  Justicia  y Presidente  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  desde  1851  hasta  a fines 
de  julio  de  1871,  habiendo  servido  tan  delica- 
do cargo  durante  todo  el  régimen  llamado  de 


los  30  años;  durante  ese  largo  lapso  de  tiem- 
po representó  con  lucimiento  el  digno  papel 
que  en  la  alta  magistratura  judicial  le  fué  en- 
comendada. 

En  octubre  de  1848,  dominando  en  las  esfe- 
ras gubernamentales  el  partido  liberal,  fué  co- 
misionado para  que  en  unión  del  Doctor  Ale- 
jandro Marure,  conferenciara  con  los  delega- 
dos de  la  revolución  de  la  Montaña  que  enca- 
bezaba Rafael  Carrera,  a fin  de  poner  término 
a la  guerra  civil  que  azotaba  a Guatemala. 
Pero  por  desgracia  sus  gestiones  no  produje- 
ron el  fruto  deseado,  no  obstante  que  se  pre- 
sentaron proposiciones  satisfactorias  para  los 
rebeldes. 

La  Asamblea  Constituyente  de  1848  le  nom- 
bró primer  individuo  del  Consejo  Consultivo  del 
Gobierno,  en  unión  de  otros  notables  ciudada- 
nos como  el  Doctor  don  Pedroi  Molina,  don 
José  Francisco  Barrundia,  y el  Licenciado  Pedro 
Nolasco  Arriaga.  Por  disposición  de  la  misma 
Asamblea  fué  nombrado  segundo  designado 
para  ocupar  el  mando  supremo  de  la  República, 
en  cualquiera  de  los  estremos  de  ley. 

Fué  miembro  importante  de  la  Sociedad  Eco- 
nómica de  Amigos  del  País,  a la  que  sirvió  con 
el  celo  que  merecía  tan  noble  institución. 

No  llegó  a distinguirse  como  escritor  ameno 
y galano  al  igual  que  otros  hombres  de  su  tiem- 
po, empresa  que  tampoco  se  propuso  realizar 
pues  los  estudios  jurídicos  embargaron  su  aten- 
ción y no  le  dieron  tiempo  para  cultivar  las  be- 
llas letras. 

No  vivía  aislado,  interesábale  el  movimiento 
de  la  humanidad,  leía  los  periódicos  extranje- 
ros, las  revistas  científicas  de  Francia  y Ale- 
mania- 

Hombre  entusiasta  cuando  regenteó  la  Corte 
Suprema  de  Justicia,  fundó  la  Academia  de 
Oratoria  Teórica-Práctica,  con  el  fin  de  ejerci- 
tar a los  jasantes  de  derecho,  en  el  arte  del 
bien  decir,  que  ha  perpetuado'  los  nombres  de 
Cicerón  y Demóstenes.  Nombró  al  efecto  Di- 
rector de  esta  nueva  institución  al  Licenciado 
don  Antonio  Ortiz  y Urruela,  distinguido  hom- 
bre de  ciencias  y de  letras  quien  supo  cumplir 
su  cometido  y cuyas  lecciones  de  Oratoria  Fo- 
rense serán  siempre  motivo  de  orgullo  de  nues- 
tros centros  docentes.  Dichas  lecciones,  por 
disposición  de  la  Corte  Suprema  se  mandaron 
imprimir  y lamentamos  que  tan  importante  obra 
didáctica  permanezca  desconocida  de  la  juven- 
tud que  hoy  se  educa. 
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Por  temperamento,  por  educación,  por  triste 
experiencia  se  alejaba  de  la  política,  rehuyendo 
el  tomar  parte  en  las  contiendas  de  las  frac- 
ciones políticas.  Ni  como  diputado,  ni  como 
miembro  del  Gabinete,  parecía  gustar  de  dis- 
cusiones, se  limitaba  a cumplir  con  los  deberes 
y atribuciones  a que  le  llamaban  los  cargos  pú- 
blicos para  los  que  se  le  designó,  y los  que  ja- 
más pidió  y al  separarse  de  las  faenas  guber- 
namentales tornaba  a su  estudio  a proseguir  su 
labor  jurídica.  No  por  eso  desdeñaba  el  estu- 
dio, estudiaba,  la  política,  el  Derecho  Consti- 
tucional, la  Historia,  la  Filosofía,  tratando  de 
ensanchar  sus  conocimientos.  No  siempre  co- 
rrió su  vida  en  medio  del  sosiego  y la  bonanza, 
sobre  su  frente  más  de  alguna  vez  se  posó  la 
maga  de  la  suerte  adversa.  Ejerciendo  funcio- 
nes judiciales  en  1837,  en  cierto  lugar,  tumul- 
tuariamente se  unieron  en  contra  de  él  los  abo- 
rígenes, lo  vejaron  y encarcelaron,  sin  que  para 
ello  hubiera  motivo  alguno.  Cuando  alguien 
después  le  recordaba  este  enojoso  incidente 
lo  refería  con  tranquilidad  y sin  rencor. 
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Murió  en  el  mes  de  agosto  del  año  de  mil 
ochocientos  setenta  y siete,  a una  edad  avan- 
zada. 

Al  desaparecer  dejó  un  nombre  sin  mácula, 
había  cumplido  con  su  deber.  La  desaparic'ón 
del  ilustre  togado  fué  muy  sentida  en  los  círcu- 
los sociales. 

Como  Presidente  de  la  Corte  jamás  la  intriga 
tuvo  cabida  en  ella,  así  como  la  inquina  de  los 
partidos;  hizo  el  bien,  estudió  el  derecho  a con- 
ciencia, en  aquellos  tiempos  en  que  la  legisla- 
ción era  sumamente  intrincada,  un  verdadero 
laberinto  de  Creta,  en  el  que  aún  con  el  hilo  de 
Ariadna  era  fácil  perderse. 

"La  gloria  por  el  señor  Azmitia  conquistada 
como  sabio  legista  y buen  ciudadano,  lucirá 
sobre  su  tumba,  cual  suave  rayo  de  luna,  como 
estrella  de  amor,  de  paz  y de  bondad”. 

SALOMON  CARRILLO  RAMIREZ. 


PROCESOS  CELEBRES 

LA  CAUSA  INSTRUIDA  EN  CONTRA  DEL  DOCTOR  PEDRO  MOLINA,  JEFE 
DEL  ESTADO  DE  GUATEMALA  EN  LA  FEDERACION  DE  CENTRO-AMERICA. 


Nos  ocuparemos  ahora  de  un  asunto  histó- 
rico-judicial  de  gran  importancia  en  los  fastos 
centroamericanos  y que  demuestra  que  la  justi- 
cia está  presta  siempre  con  sus  sublimes  eviden- 
cias a salvar  al  inocente,  no  obstante  las  velei- 
dades de  la  política,  no  obstante  las  ambiciones 
que  se  agitan  y la  maledicencia  humana.  Es 
por  ésto  que  el  Magistrado  no  debe  pertenecer 
a ningún  partido  político,  no  debe  militar  en 
las  disenciones  y contiendas  que  se  agitan  en  el 
medio  ambiente,  no  debe  nunca  inclinarse  del 
lado  de  personales  simpatías,  no  debe  jamás 
obedeciendo  a la  presión  de  la  fuerza  del  poder 
salpicarse  con  el  fango  de  las  vergonzosas  pre- 
varicaciones. 

La  Asamblea  del  Estado  de  Guatemala,  el  9 
de  mayo  de  1830  dió  un  Decreto  declarando 
que  había  lugar  a formación  de  causa  contra  el 
Jefe  del  Estado,  Doctor  don  Pedro  Molina, 
previniendo  en  él  mismo  que  se  hiciese  cargo 
inmediatamente  del  Poder  Ejecutivo  el  Vice- 
jefe don  Antonio  Rivera  Cabezas.  Todos  los 
gobiernos  centroamericanos  a los  que  se  les  co- 
municó esta  resolución,  la  contestaron  con  ex- 
trañeza  y asombro,  era  la  vez  primera  que  un 
Jefe  de  Estado  descendía  de  su  alta  Magistra- 
tura para  comparecer  confundido  entre  sus 
conciudadanos  al  banquillo  de  los  acusados. 
Molina  se  resignó  a su  propia  suerte  y espera- 
ba su  porvenir  de  la  resolución  que  dictara  la 
Corte  Superior  de  Justicia. 


Los  cargos  formulados  en  contra  Molina  fue- 
ron los  siguientes:  1^)  No  haber  dado  cumpli- 
miento a la  orden  de  la  Asamblea  Legislativa 
de  20  de  febrero,  para  que  hiciese  salir  del  país 
a tres  religiosos  que  se  habían  introducido  al 
país  en  contra  del  tenor  de  las  leyes  prohibiti- 
vas. 2^)  Haber  mandado  pagar  al  Teniente  Co- 
ronel Pedro  Esteban  Molina  los  sueldos  que 
devengó  estando  en  servicio  militar.  3*^)  Ha- 
ber levantado  un  cuerpo  de  milicia  y gastado 
en  su  equipo  varias  cantidades  sin  autorización 
de  la  Asamblea.  4*^)  Haber  vendido  fuera  de 
almoneda  pública  y con  rebaja  de  la  cuarta 
parte  de  su  valor,  ciertas  alhajas  pertenecientes 
al  tesoro  público  y no  haber  excluido  además 
las  que  deberían  de  haberse  guardado  por  su 
preciosa  estructura.  5^)  Haber  invertido  va- 
rias sumas  de  dinero  en  compostura  y adorno 
de  la  casa  que  la  Asamblea  destinó  para  habi- 
tación del  Jefe  del  Estado.  6^)  Haber  dispues- 
to que  del  tesoro  público  se  pagaran  portes  de 
correo  pertenecientes  a su  correspondencia  pri- 
vada. 7^)  Haber  dado  empleo  a una  señora. 
S^)  Haber  nombrado  funcionarios  sin  previa 
terna  y 9"  y último,  haber  mandado  abonar 
100  pesos  a buena  cuenta  de  sueldos  devenga- 
dos antes  de  la  ocupación  de  la  plaza  en  el  añe 
29.  Como  se  ve  muchos  de  estos  cargos  son 
fútiles,  insignificantes  y hasta  ridículos,  indig- 
nos de  llamar  la  atención  de  un  alto  cuerpo  re- 
presentativo. Actos  de  esta  naturaleza  los  ha* 
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cen  a diario  los  directores  de  pueblos  y con  car 
gos  como  éstos,  ya  pueden  los  cuerpos  legisla- 
tivos hacer  procesos  a diario  contra  los  Presi- 
dentes de  la  República.  El  Doctor  Molina  no 
tuvo  más  recurso  que  someterse  a juicio,  era 
victima  injustamente  sacrificada  y por  todas 
partes  excitaba  simpatías. 

La  Corte  Superior  de  Justicia  con  toda  la  pu- 
blicidad que  correspondía  a la  magnitud  del 
encauzado  principió  a sustanciar  el  proceso. 
La  opinión  de  la  prensa  se  dividió,  los  parti- 
darios de  la  Asamblea  por  todas  partes  lanza- 
ban diatribas  en  contra  el  procesado;  los  parti- 
darios de  Molina  a su  vez  combatían  a aquéllos. 
La  Corte  Superior  de  Justicia  estaba  entonces 
integrada  de  jurisconsultos  de  la  talla  de  José 
Venancio  López  y Antonio  de  Larrave,  honras 
legitimas  del  Foro  centroamericano.  El  proce- 
so se  siguió  en  sus  trámites  y por  último  fué 
fallado  el  27  de  octubre  de  aquel  año,  fecha 
en  que  el  Tribunal  mencionado  dictó  su  sen- 
tencia absolutoria,  aquel  importante  documento 
dice  asi: 

"RESULTANDO:  U — Que  cuando  el  Jefe 
nombró  para  la  Administración  de  las  Rentas 
del  distrito  de  Escuintla  a la  viuda  de  Tozo, 
lo  hizo  sin  conocimiento  de  que  dicho  destino 
no  se  limitaba  a la  simple  venta  por  menor  de 
géneros  estancados,  lo  cual  no  es  prohibido  a 
las  mujeres  y que  habiéndosele  presentado  y 
manifestado  que  en  la  administración  de  Es- 
cuintla, habían  ramos  incompatibles  con  la  de- 
bilidad del  sexo  femenino,  desistió  de  llevar  a 
cabo  el  nombramiento  indicando  a la  Intenden- 
cia que  para  dicho  destino  podía  ser  nombrado 
el  ciudadano  Mariano  Vega,  según  aparece  del 
informe  dado  por  la  misma  Intendencia,  de 
manera  que  no  llegó  a tener  efecto  la  provisión 
mandada  hacer  en  la  viuda  de  Tozo;  pues  el 
expediente  relativo  a este  negociado  (y  que 
aparece  fenecido  con  el  pedimento  fiscal  que 
repugnaba  dicha  provisión)  no  consta  que  el 
Jefe  dictase  ulteriores  providencias  para  sos- 
tenerla; T.’’ — Que  la  orden  de  la  Asamblea  Cons- 
tituyente, número  397,  autoriza  al  Jefe  del  Es- 
tado para  que  en  los  casos  de  urgencia  pueda 
nombrar  empleados  sin  propuesta  del  Consejo: 
que  en  virtud  de  esa  facultad,  y en  atención  a 
que  la  epidemia  desoladora  de  viruelas,  que 
afligió  a esta  ciudad  y pueblos  inmediatos,  de- 
mandaba con  urgencia  el  que  se  proveyese  la 
Jefatura  departamental,  pudo  decretar  legal- 
mente el  nombramiento  que  en  aquellos  días  se 
hizo  en  el  ciudadano  Mariano  Vidaurre:  que  el 
mismo  motivo  de  urgencia  y la  citada  orden  de 
la  Asamblea  Constituyente,  hizo  legal  la  provi- 
sión sin  terna  de  la  Comandancia  General  de 
Armas  hecha  en  aquellos  días,  sí  se  atiende  a 
las  circunstancias  en  que  entonces  se  hallaba 
el  Estado,  reciente  un  cambio  político  encendía 
la  guerra  en  Olancho  y habiendo  temores  fun- 
dados de  que  pudiera  trascender  a este  Estado; 


que  de  los  autos  resulta  haber  mandado  opor- 
tunamente que  se  pidiesen  al  Consejo  repre- 
sentativo las  propuestas  para  una  y otra  plaza, 
y que  en  estas  tuvieron  el  primer  lugar  los  mis- 
mos sujetos  que  ya  estaban  nombrados  provi- 
sionalmente, lo  cual  aleja  todo  motivo  de  sos- 
pecha en  el  uso  que  se  hizo  de  esta  facultad; 
3’’ — Que  los  tres  religiosos  a que  se  refiere  la 
orden  número  20  de  la  Asamblea  Legislativa  de 
20  de  febrero  del  presente  año,  tocaron  en  los 
puertos  y se  internaron  en  este  trritorio  sin  co- 
nocimiento y permiso  del  Jefe:  que  aunque  lo 
tuvieron  para  dirigirse  por  el  mismo  territorio 
del  Estado  de  Chiapas,  éste  fué  concedido  por 
el  Supremo  Gobierno  de  la  Confederación:  que 
no  hay  documento  alguno  que  compruebe  que 
el  Jefe  resistió  o suspendió  el  cumplimiento  de 
la  referida  orden,  pues  la  especie  producida  por 
el  Secretario  General  del  despacho  ante  el  Cuer- 
po Legislativo,  de  haber  dado  permiso  a uno 
de  los  tres  religiosos,  sin  referirse  a ningún 
acuerdo,  orden  o providencia  del  Jefe,  negando 
éste  haberla  dado,  no  es  bastante  para  compro- 
bar la  falta  de  cumplimiento,  o infracción  de  la 
referida  orden;  antes  bien  de  los  propios  docu- 
mentos remitidos  por  la  Asamblea,  resulta  que 
acordó  su  ejecución;  no  obstante  haber  presen- 
tado al  Cuerpo  Legislativo  para  inclinarlo  a que 
concediera  una  amnistía  en  favor  de  aquellos 
religiosos;  4'' — Que  aunque  es  cierta  la  orden 
para  que  se  pagasen  íntegramente  al  ciudadano 
Pedro  Esteban  Molina,  los  sueldos  correspon- 
dientes a los  meses  de  octubre  y noviembre,  no 
puede  decirse  que  por  ellos  se  inifringió  la  ley  de 
prorrateo,  pues  éste  no  tuvo  efecto  sino  el  mes 
de  noviembre,  según  aparece  del  reconocimiento 
hecho  en  los  libros  de  la  Tesorería,  donde  cons- 
ta están  pagados  íntegramente  los  sueldos  co- 
rrespondientes a dichos  meses  mucha  parte  de 
los  funcionarios  públicos  los  cuales  como  el 
mismo  Molina  fueron  satisfechos  conforme  lo 
permitían  los  ingresos  de  la  Tesorería;  5^ — Que 
el,  pago  mandado  hacer  al  mismo  Teniente  Co- 
ronel ciudadano  Pedro  Esteban  Molina  por  ra- 
zón de  terceras  partes  del  sueldo  devengado 
antes  de  la  ocupación  de  la  plaza,  no  fué  una 
especialidad  en  favor  de  dicho  sujeto,  sino  que 
una  consecuencia  de  la  posesión  en  que  estaban 
los  acreedores  del  pago  de  dichas  terceras  par- 
tes, en  virtud  de  convenio  de  que  testifican  el 
General  en  Jefe  del  Ejército  aliado  y el  Minis- 
tro de  Hacienda  de  la  Federación,  y que  reco- 
nocían el  Jefe  ciudadano  don  Juan  Barrundia, 
el  Consejo  Representativo  y otras  autoridades 
del  Estado,  según  aparece  de  los  documentos 
que  se  han  tenido  a la  vista;  6'' — Que  el  Jefe 
estaba  autorizado  por  el  Decreto  de  16  de  junio 
del  año  próximo  anterior  para  levantar  cuer- 
pos de  milicias:  que  el  levantado  bajo  el  nom- 
bre de  conservadores  de  la  paz,  fué  muy  infe- 
rior a lo  que  pudo  haberse  hecho  bajo  el  citado 
Decreto:  que  aún  ese  estaba  implícitamente 
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aprobado  por  la  Legislatura  del  año  de  1829, 
pues  se  le  comprendió  en  el  Presupuesto  de 
gastos  presentado  por  el. Gobierno,  y que  sien- 
do legítima  la  existencia  de  dicha  fuerza,  deben 
serlo  también  los  gastos  hechos  en  su  equipo 
y vestuario;  — Que  la  orden  por  el  Jefe  para 
el  pago  de  portes  de  correo  pertenecientes  a su 
correspondencia  privada,  no  se  dictó  expresa- 
mente para  que  dichos  portes  se  cubriesen  por 
el  Tesoro  Público,  sino  que  por  cuenta  de  suel- 
dos devengados  y correspondientes  al  mismo 
Jefe;  8*^ — Que  el  gasto  hecho  en  la  compostura 
y adorno  de  la  casa  que  destinó  la  Asamblea 
para  habitación  del  Jefe  fue  necesario,  pues 
según  atestigua  el  ciudadano  Manuel  Antonio 
Arroyo,  se  hallaba  deteriorada  por  haber  servi- 
do largo  tiempo  de  cuartel;  y asignándola  el 
Cuerpo  Legislativo  para  morada  de  la  persona 
que  ejerciese  el  Poder  Ejecutivo,  era  de  supo- 
nerse, y debía  por  el  mismo  hecho  entenderse 
que  le  facultaban  para  gastar  lo  que  fuese  ne- 
cesario para  ponerla  a disposición  de  servir  y 
con  la  limpieza  correspondiente  al  decoro  de  su 
autoridad;  9“^ — Que  no  aparece  prueba  ninguna 
de  que  el  Jefe  acusado  hubiese  dispuesto  la 
venta  de  las  alhajas  que  debieran  reservarse 
en  cumplimiento  del  Decreto  de  20  de  julio  de 
1829,  siendo  de  notarse  al  mismo  tiempo,  que 
la  designación  de  las  que  no  debieran  venderse 
por  su  preciosa  estructura,  debió  ser  hecha  por 
el  Jefe  que  existía  cuando  ingresaron  los  bienes 
de  temporalidades  a la  Tesorería  Nacional,  en 
cuyo  tiempo  se  vendió  la  mayor  y mejor  parte 
de  las  alhajas,  pues  según  consta  de  los  libros 
de  la  Tesorería,  cuando  el  ciudadano  Doctor 
Molina  se  encargó  del  Poder  Ejecutivo,  no  exis- 
tía el  total  de  las  alhajas,  que  ascendió  a más  de 
^7,000  pesos,  sino  un  rezago  de  piezas  peque- 
ñas de  corto  valor  y algunas  habían  sido  corta- 
das de  otras  mayores  que  importaban  un  poco 
más  de  1,200  pesos,  que  tampoco  se  ha  presen- 
tado prueba  alguna  que  dicho  Jefe  hubiese 
mandado  vender  sin  las  ritualidades  de  ley, 
alhajas,  ni  otros  bienes  pertenecientes  a la  Ha- 
cienda Pública;  y por  último  que  si  en  la  orden 
de  11  de  noviembre  último,  dispuso  que  se  re- 
bajase la  cuarta  parte  del  valor  que  se  les  había 
dado  a las  que  existían  en  la  Tesorería,  esta 
providencia  no  puede  estimarse  ilegal,  pues  la 
costumbre  calificada  por  todos  los  escritores  de 
jurisprudencia  civil  autoriza  para  hacer  bajas 
moderadas,  aún  en  los  bienes  de  la  Iglesia, 
Fisco  y menores;  estimándose  tal  la  de  una 
cuarta  parte,  como  lo  enseña  el  Doctor  Amaya 
en  su  tratado  de  Jure  fiscali,  lo  cual  está  con- 
forme con  la  doctrina  de  Escalona  en  su  Gazo 


f ilacio  Peruano  y se  conforma  con  la  ley  1^, 
título  25,  libro  8 de  Indias,  que  hablando  de 
bienes  pertenecientes  a la  Hacienda  Pública, 
dispone  que  no  habiendo  postor  por  el  avalúo, 
se  dé  cuenta  a las  audiencias,  encargándoles 
únicamente  a éstas  que  cuiden  de  que  las  ventas 
se  hagan  al  mejor  postor. 

En  consecuencia  a todo  lo  expuesto  y a no 
resultar  que  el  Jefe  de  Estado,  ciudadano  Doc- 
tor don  Pedro  Molina  hubiese  infringido  las 
leyes  a que  se  refieren  los  cargos:  a que  ha  des- 
vanecido la  mayor  parte  de  ellos;  quedando  los 
otros  satisfechos  con  los  documentos  que  obran 
en  la  causa,  con  los  que  presentó  el  Jefe  en 
el  término  de  prueba  y los  que  posteriormente 
fueron  pedidos  por  este  Tribunal  con  el  objeto 
de  esclarecer  en  un  todo  la  verdad  de  los  he- 
chos: teniendo  presente  que  en  el  caso  de  no 
resultar  probados  los  cargos  que  se  hagan  con- 
tra cualquiera  a quien  se  haya  seguido  causa, 
como  en  efecto  no  resultan  en  contra  el  Jefe 
del  Estado,  en  vista  de  las  satisfacciones  que 
ha  dado  y probado,  debe  pronunciarse  senten- 
cia absolutoria  según  lo  disponen  las  leyes  P 
y del  título  14,  partida  3,  con  sus  concordan- 
tes: teniendo  por  último  en  consideración  le 
pedido  por  el  Ministerio  Fiscal;  A nombre  del 
Estado  de  Guatemala  se  absuelve  al  Jefe  ciu 
dadano  Doctor  don  Pedro  Molina  de  los  cargo? 
con  que  la  Asamblea  Legislativa  fundó  la  de 
claratoria  de  responsabilidad  y por  lo  que  se 
le  ha  instruido  la  presente  causa.  Y respecto  a 
la  indicación  que  en  nota  de  treinta  de  julio 
último  hizo  a este  Tribunal  el  Consejo  repre- 
sentativo, para  que  se  hiciera  cargo  al  Jefe  por 
las  expresiones  que  contiene  el  impreso  publi- 
cado por  el  mismo  Jefe  con  fecha  4 del  preci- 
tado: no  estando  este  punto  comprendido  entre 
los  cargos  hechos  por  la  Asamblea,  de  con- 
formidad con  lo  que  respecto  de  este  negocio 
pidió  el  Ministerio  Fiscal:  se  declara:  que  la 
Corte  no  está  en  el  caso  de  proceder  contra  el 
Jefe  por  este  nuevo  cargo.  Diríjase  a la  Asam- 
blea Legislativa  copia  certificada  de  esta  sen- 
tencia, y hágase  saber  a quien  corresponda. 
^Francisco  Javier  Valenzuela. — J.  Antonio  La- 
rrave. — J,  Venancio  López. — José  Moreno.— 
Francisco  Quiroz.  — Juan  José  Flores.  — José 
Gándara. — Mariano  Mejía. — Simón  Espinosa, 
Secretario’\ 

Tal  fué  la  sentencia  absolutoria  dictada  por 
la  Corte  Superior  de  Justicia,  en  favor  del  Doc- 
tor Molina  una  de  las  personalidades  más  ilus- 
tres a fines  del  siglo  XVIII  y principios  del 
XIX.  En  los  albores  de  la  Independencia  ha- 
bía fundado  "El  Editor  Constitucional”  que 
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después  se  transformó  en  "La  Aurora  de  la 
Libertad”;  Molina  fué  de  los  miembros  promi- 
nentes de  la  Junta  Patriótica  que  dió  origen  al 
bando  caco.  Fué  de  los  primeros  diplomáticos 
que  representaron  a la  naciente  República  de 
Centro-América  ante  el  gobierno  de  Bolivar, 
fué  miembro  del  primer  triunvirato  que  rigió 
a las  Provincias  Unidas,  llegado  después  a la 
Jefatura  del  Estado  los  odios  de  partido  cul- 
minaron en  la  acusación  presentada  en  contra 
de  él,  para  separarlo  de  la  Jefatura. 


La  Corte  Superior  de  Justicia  integrada  por 
hombres  probos  y ecuánimes,  en  un  gesto  de 
justicia  lo  absolvieron,  mas  la  inquina  y las 
malas  intrigas  en  vez  de  restituirlo  a su  puesto, 
hicieron  convocatoria  para  nuevas  elecciones. 

El  Doctor  Molina  se  distinguió  como  escri- 
tor correcto  y castizo  y escribió  su  novela  "El 
Loco”,  de  la  que  ninguna  mención  se  ha  hecho 
entre  los  que  han  escrito  sobre  la  literatura 
centroamericana. 

SALOMON  CARRILLO  RAMIREZ. 


EL  ESTADO  PELIGROSO  DEL  DELINCUENTE  Y SUS 
CONSECUENCIAS  ANTE  EL  DERECHO  PENAL  MODERNO 

CONFERENCIA  POR  LUIS  JIMENEZ  DE  AZÜA 

(REPRODUCCION) 


El  hábito  del  trabajo  intelectual  y las  exigen- 
cias de  la  investigación  moderna — poco  dada 
a frases  brillantes  y sonoros  párrafos — me  ha 
acostumbrado  a expresarme  con  sencillez,  que 
no  he  de  abandonar  hoy  ni  aun  para  rendir  mi 
cordial  agradecimiento  a la  Real  Academia  de 
Jurisprudencia  y Legislación,  que  me  ha  hon- 
rado invitándome  a tomar  parte  en  estas  Con- 
ferencias. A esta  Casa,  que  frecuenté  en  otras 
épocas,  participando  de  sus  trabajos,  le  soy  una 
vez  más  deudor  de  gratitud. 

Libre  era  el  tema;  pero  para  mi  venia  deter- 
minado. Sólo  gusto  hablar  de  aquello  que 
conozco,  de  las  materias  a que  he  consagrado 
mi  vocación  y mi  actividad.  De  entre  ellas  he 
acotado  un  sector  que  preside  las  nuevas  orien- 
taciones de  las  ciencias  penales:  EL  ESTADO 
PELIGROSO  DEL  DELINCUENTE  Y SUS 
CONSECUENCIAS  ANTE  EL  DERECHO 
PENAL  MODERNO. 

I 

Para  que  se  hiciera  posible  en  la  ciencia  ju- 
ridicopenal  el  reconocimiento  del  estado  peli- 
groso del  delincuente,  se  requeria,  ante  todo, 
que  se  diera  la  importancia  que  tiene  al  sujeto. 

En  las  construcciones  clásicas  nada  valia  el 
sujeto  del  delito  como  individuo;  todo  el  valor 
jurídico  se  hizo  pesar  sobre  el  acto.  A media- 
dos del  siglo  XIX  adquiere  la  escuela  clásica 
una  perfección  y una  técnica  sorprendentes. 
Francisco  Carrera,  el  Maestro  de  Pisa,  escribe 
su  "Programa  del  Curso  de  Derecho  Criminal”. 
Los  pilares,  las  paredes  maestras,  se  elevan  fir- 
mes. El  delito  es:  "un  ente  jurídico”,  y sobre 
esta  base  surge  la  insuperable  construcción. 
Pero  su  divorcio  de  la  realidad  era  notorio  y 
se  demostró  por  el  crecimiento  de  la  delincuen- 
cia, causado  por  el  olvido  en  que  se  tuvo  al 
autor  del  hecho  antilegal:  el  hombre  delincuen- 


te. Para  que  fuese  fecunda  la  labor  se  preci- 
saba remover  el  edificio  desde  sus  cimientos, 
cambiar  todo  el  ángulo  visual.  El  Derecho  pe- 
nal se  habla  construido  sobre  el  acto.  El  porve- 
nir estaba  en  dirigir  la  vista  hacia  el  sujeto. 
Sólo  de  la  Antropología  podia  esperarse  la  re- 
volución en  el  Derecho.  Y de  ella  vino. 

Fué  primero  una  noción  antropológica  espe- 
culativa, que  surge  con  la  teoría  correccional, 
edificada  por  Roder.  Aqui  hallamos  el  primer 
atisbo:  el  Derecho  penal  comienza  a mirar  al 
sujeto,  al  hombre;  no  exclusivamente  al  acto,  y 
no  sólo  al  hombre  como  ente  abstracto  y en  ge- 
neral, sino  al  hombre  real,  vivo  y efectivo,  a su 
total  y exclusiva  individualidad.  La  pena  ya 
no  atiende  al  hecho  aislado,  sino  al  hombre 
que  lo  ejecutó. 

Pero  la  teoria  correccional  roderiana  carecía 
de  base  sólida.  Faltaba  en  ella  el  sentido  an- 
tropológico experimental  y carecía  de  concep- 
ción sociológica,  que  sólo  puede  suministrar  la 
Estadística.  Por  eso  la  doctrina  correcciona- 
lista,  en  aquel  sentido  unilateral  y romántico 
en  que  Roder  la  concibió,  se  relega  al  olvido 
como  un  bello  ideal  irrealizable. 

Minado  quedó  el  terreno  de  la  teoria  clásica, 
al  apuntar  la  idea  de  atender  al  autor  más  que 
al  acto.  Después  el  golpe  es  aún  más  fuerte: 
la  escuela  antropológica  italiana  surge,  y con 
ella  las  ciencias  penales  se  remueven  hasta  el 
fondo.  Su  gran  mérito  es  la  atención  que  pres- 
ta al  estudio  del  hombre  que  delinquió;  pero 
la  Antropología  criminal  de  Lombroso  fracasa 
por  su  apotegma  primordial:  el  tipo  delincuen- 
te. En  verdad  que  no  se  trata  ya  de  una  Antro- 
pología especulativa,  como  la  que  inconsciente- 
mente trazó  la  escuela  correccionalista,  puesto 
que  el  método  experimental  trata  de  darle  bases 
sólidas;  pero  la  Antropología  lombrosiana  es 
unilateral  y simplista. 
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La  doctrina  positivista,  después  de  la  revi- 
sión crítica  a que  ha  sido  sometida  durante  cua- 
renta años,  deja  en  el  fondo  de  la  redoma  cien- 
tífica, al  aquietarse  sus  agitadas  aguas,  dos 
postulados  de  valor  inapreciable:  el  principio 
de  la  defensa  social,  que  aparece  con  ella,  aun- 
que todavía  carezca  del  carácter  eficaz  que  ha 
de  tener  después,  y el  sentido  subjetivo  que 
vierte  en  las  ciencias  penales. 

Claramente  se  demuestra  ya  la  importancia 
del  sujeto  del  delito  como  hombre.  Enrique 
Ferri,  recordando  el  axioma  médico  de  que  ”no 
hay  enfermedades,  sino  enfermos’^  afirmó:  "no 
hay  delitos,  sino  delincuentes”.  Rafael  Garo- 
falo,  por  fin,  da  la  primera  fórmula  del  estado 
peligroso,  al  decir  que  la  pena  no  se  debe  im- 
poner y medir  según  la  gravedad  del  hecho, 
sino  en  vista  de  la  temibilidad  del  culpable. 

A la  escuela  positivista  le  faltó  el  sentido  de 
la  realidad.  Le  faltó  sentido  crítico  y adapta- 
bilidad efectiva.  Por  eso,  la  Filosofía,  después 
de  haber  dejado  atrás  la  Metafísica,  encuentra 
insuficiente  el  mismo  positivismo,  y su  exigencia 
coordina,  armoniza  y completa  las  exigencias 
de  la  crítica.  Así  se  origina  el  Positivismo  crí- 
tico que  nosotros  hemos  llamado  escuela  de  los 
juristas,  porque  se  asienta  en  bases  jurídicas  y 
se  propone  un  fin  jurídico.  Prescindamos  de 
la  dirección  tímida  que  este  positivismo  crítico, 
presente  en  Italia  con  el  nombre  de  terza  scuola, 
y fijémonos  en  la  tendencia  que  se  extiende 
por  todo  el  mundo,  designándose,  por  antono- 
masia, con  el  apelativo  de  teoría  de  la  defensa 
social.  Infatigablemente  la  predicó  la  Unión 
Internacional  de  Derecho  Penal,  fundada  en 
1889  por  Gerardo  van  Hamel,  Franz  von  Liszt 
y Adolfo  Prins.  Los  tres  ya  desaparecidos; 
los  dos  últimos  recientemente.  La  muerte 
de  von  Liszt,  nuestro  Maestro,  el  gran  defensor 
de  muchas  de  las  ideas  que  aquí  expondremos, 
nos  entristece  aún.  Murió  el  21  de  junio  de 
1919,  después  de  grandes  sufrimientos  físicos  y 
morales. 

La  doctrina  de  la  defensa  social  resurge  hoy 
con  nueva  vida;  pero  no  puede  decirse  que  sea 
creación  de  los  tiempos  modernos;  sus  prece- 
dentes se  hallan  en  las  antiguas  doctrinas  de  ca- 
rácter metafísico:  la  coacción  psíquica,  la  ejem- 
plaridad,  la  intimidación,  el  utilitarismo,  etc. 
El  nuevo  criterio  defensista  abandona  el  punto 
de  vista  empírico,  apoyándose  en  las  modernas 
tendencias  antroposociológicas;  pero  no  acepta 
el  tipo  delincuente,  dándose  cuenta  de  que  los 
estigmas  que  se  suponía  le  cáracterizaban,  de- 
ben ser  apreciados  de  modo  inverso  a como  lo 
hicieron  Lombroso  y sus  secuaces.  No  indican 
una  inclinación  al  crimen  ni  su  constitución  de- 
termina en  el  que  los  presenta  la  determinante 
de  la  acción.  Los  estignaas  se  explican,  en  su 
mayor  parte,  por  profesionalidad  criminal. 


La  escuela  de  la  defensa  social,  sin  embargo, 
coloca  también  al  hombre  delincuente  en  el 
primer  plano.  Franz  von  Liszt  escribió  que 
"no  debe  penarse  el  acto,  sino  al  autor”. 

Los  norteamericanos  hicieron  ya  notar  agu- 
damente la  importancia  del  sujeto.  Spalding 
y Barrows  dijeron:  "El  delincuente  debe  set 
encarcelado,  no  por  lo  que  hizo,  sino  por  lo 
que  es”. 

En  esta  síntesis  de  las  escuelas  penales,  he- 
mos tratado  de  demostrar  cómo  en  las  nuevas 
direcciones  de  la  ciencia  va  perdiendo  impor- 
tancia el  acto  delictivo,  para  dársela,  prepon- 
derantemente,  al  sujeto  hombre.  En  la  actuali- 
dad ésto  se  ve  cada  vez  más  claramente.  El 
criterio  de  las  variaciones  individuales,  la  con- 
sideración del  hombre  determinado,  de  aquel 
que  ejecutó  el  hecho,  substituye  a las  antiguas 
fórmulas  abstractas.  El  moderno  principio  de- 
fensista  ha  transformado  radicalmente  el  viejo 
Derecho  punitivo,  como  lo  ha  demostrado  cer- 
teramente Adolfo  Prins.  La  primera  transfor- 
mación consiste  en  el  abandono  del  antiguo  cri- 
terio clásico  de  responsabilidad  e intencionali- 
dad, que  se  substituye  por  la  concepción  del 
estado  peligroso. 

La  llamada  Política  criminal,  que  tiende  a 
realizar,  dentro  de  lo  que  debe  ser  aquello  que 
es  posible,  en  las  circunstancias  de  lugar  y tiem- 
po, es  la  fórmula  más  eficaz  y fecunda  de  la 
doctrina  defensista.  Gracias  a ella  los  Gobier- 
nos acogen  las  nuevas  ideas,  preparando  la 
transformación  de  las  legislaciones.  A su  im- 
pulso aparecen  en  Europa:  el  Código  noruego 
de  1902;  las  leyes  inglesas  sobre  custodia  de 
los  delincuentes  habituales  y sobre  los  defec- 
tuosos de  la  mente;  los  proyectos  alemanes  de 
1909,  1911  y 1914;  los  austríacos  de  1909  y 
1912;  el  anteproyecto  servio  de  1910;  los  pro- 
yectos daneses  de  1912  y 1917,  y el  antepro- 
yecto sueco  de  1916.  En  ellos  se  realiza  la  doc- 
trina de  la  defensa  social  y se  acoge,  en  mayor 
o menor  medida,  el  estado  peligroso  del  de- 
lincuente. 

II 

Esta  noción  del  estado  peligroso  es  fórmula 
moderna  con  que  se  trata  de  substituir,  en  ma- 
teria de  responsabilidad  criminal,  los  viejos  e 
infecundos  conceptos  de  imputabilidad  moral 
y de  Ubre  albedrío.  Para  ver  cómo  se  va  en- 
señoreando, incluso  de  las  legislaciones,  se  pre- 
cisa que  hablemos  someramente  del  ciclo  evo- 
lutivo por  que  han  pasado  aquellos  conceptos. 

Imputar  un  hecho  a un  individuo  es  atribuír- 
selo para  hacerle  sufrir  las  consecuencias;  es 
decir,  para  hacerle  responsable  de  él,  puesto 
que  de  tal  hecho  es  culpable.  Esto  es  bien 
sabido.  El  concepto  que  los  clásicos  tuvieron 
de  la  imputabilidad  se  basaba  en  el  libre  albe- 
drío y en  la  responsabilidad  moral,  cuyas  doc- 
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trinas  supone  Carrara  aceptadas.  Desde  este 
punto  de  vista  la  imputabilidad  criminal  es  la 
misma  imputabilidad  moral,  aplicada  al  autor 
de  un  delito,  y puede  definirse — como  lo  hace 
el  padre  Montes — el  "conjunto  de  condiciones 
necesarias  para  que  el  hecho  punible  pueda  y 
deba  ser  atribuido  a quien  voluntariamente  lo 
ejecutó  como  a su  causa  eficiente  y libre”. 
Pero  al  llegar  a este  punto  surge  el  problema 
metafisico.  ¿La  voluntad  humana  es  libre  o 
es  determinada? 

Hallar  los  orígenes  de  la  teoría  determinista 
es  muy  difícil.  La  labor  se  hace  aún  más  ardua 
por  la  existencia  de  confusiones  entre  otros  con- 
ceptos que  son  distintos,  pero  que  todos  se  re- 
fieren a los  actos  humanos.  La  palabra  deter- 
minismo  se  ha  identificado  a veces  con  la  pala- 
bra fatalismo,  otras  con  la  predestinación  y 
otros,  por  último,  con  la  presencia,  que  D. 
Adolfo  Bonilla  San  Martín  trató  de  deslindar 
en  su  discurso  Estoicismo  y Libertad,  pronun- 
ciado en  la  Real  Academia  de  Ciencias  Mora- 
les y Políticas.  El  determinismo  lo  que  supone 
es  la  negación  del  acaso,  mejor  dicho,  de  la 
acausa,  de  la  falta  de  causa.  El  determinismo 
no  niega  la  voluntad  como  el  fatalismo;  lo  que 
no  admite  es  la  libre  resolución  y elección;  que 
se  hallan  motivadas  de  un  modo  forzoso,  por 
las  representaciones. 

El  problema  del  libre  albedrío  no  se  planteó 
hasta  Sócrates.  Una  vez  abordado  es  impo- 
sible desconocer  que  entre  los  que  lo  negaron, 
de  un  modo  más  o menos  ostensible,  están  mu- 
chos de  los  más  grandes  filósofos  de  la  hu- 
manidad. Platón  dijo:  "el  hombre  no  es  libre; 
el  que  tiene  un  alma  buena  obra  bien  y el  que 
la  tiene  mala,  mal”.  Sobre  el  pensamiento  de 
Aristóteles,  en  este  punto,  cuestionan  mucho  los 
autores;  pero  lo  que  parece  cierto,  según  un 
pasaje  de  su  Etica  a Nicomaco,  es  que  Aristó- 
teles creía  que  el  hombre  no  es  libre  en  el  mo- 
mento de  ejecutar  un  acto  injusto,  si  bien  lo  es 
en  un  tiempo  anterior,  cuando  pudo  no  con- 
traer malos  hábitos,  y,  sin  embargo,  los  contra- 
jo. Los  estoicos  quieren  coordinar  su  indeter- 
minismo éticopsicológico,  con  el  determinismo 
metafisico.  Ducunt  volentem  fata,  nolentem 
trahunt,  dijo  Séneca.  Los  escolásticos  podrían 


afirmarse,  en  un  sentido  amplio,  que  fueron 
fatalistas.  Según  Santo  Tomás  de  Aquino  la 
voluntad  y el  libre  albedrío  no  son  dos  poten- 
cias distintas,  sino  una  misma,  consistiendo  en 
una  vis  electiva,  que  no  implica  elección  de 
fines  (porque  la  voluntad  tiende  necesariamen- 
te al  bien),  sino  de  medios,  lo  cual  es  negar  la 
libertad  absoluta.  Con  la  Reforma  nace  un 
determinismo  teológico,  que  se  basa  en  la  pre- 
destinación. Por  último,  hagamos  constar  que 
entre  los  enciclopedistas  franceses  la  idea  des- 
taca con  claridad  en  Voltaire:  "Btre  véritable- 
met  libre  c’est  pouvoir.  Quand  je  peux  faire 
ce  qui  je  veux,  voilá  ma  liberté,  mais  je  veux 
necessaire  ce  que  je  veux”. 

Los  penalistas  de  la  Escuela  Clásica  hicieron 
del  libre  albedrío  un  supuesto  necesario  para 
sus  teorías,  y cuando  el  determinismo  surge 
como  escuela  filosófica  aplicada  al  Derecho  Pe- 
nal, se  entabla  la  polémica.  Los  cultivadores 
de  las  ciencias  penales,  con  tenacidad  sin  igual, 
resisten  desde  sus  respectivos  puntos  de  vista, 
y así,  en  los  países  germánicos  principalmente, 
cuando  en  la  Filosofía  domina,  casi  sin  contra- 
dicción, la  teoría  del  determinismo,  los  crimina- 
listas actuales  están  divididos  en  dos  grupos, 
aproximadamente  de  la  misma  fuerza:  indeter- 
ministas y deterministas. 

Y,  a pesar  de  lo  dicho,  no  puede  descono- 
cerse que  la  concepción  liberoarbitrista  pura 
está  llamada  a desaparecer.  Entre  los  varios 
sistemas  que  pretenden  reemplazar  la  noción 
tradicional  de  la  imputabilidad  y responsabili- 
dad basadas  en  el  libre  albedrío,  pueden  dis- 
tinguirse tres  grupos. 

El  primero  niega  la  responsabilidad  moral  y 
la  substituye  por  la  responsabilidad  social. 

El  segundo  admite  una  responsabilidad  sub- 
jetiva, inherente  al  individuo,  y distinta  de  la 
responsabilidad  objetiva,  inherente  al  estado 
social,  pero  intenta  explicarla  sin  el  libre  al- 
bedrío. 

La  tercera  se  abstiene  de  discutir  el  problema 
filosófico  de  la  voluntad  libre  y,  sin  negarla 
ni  afirmarla,  se  fija  únicamente,  al  apreciar  la 
delincuencia,  en  el  peligro  que  el  delincuente 
supone:  estado  peligroso. 

(Continuará). 
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LEY  ORGANICA  Y REGLAMENTARIA 
DEL  PODER  JUDICIAL  Y SUS  REFORMAS 


DECRETO  NUMERO  67 

La  Asamblea  Legislativa  de  la  República 
de  Guatemala 

DECRETA: 

La  siguiente 

LEY  ORGANICA  Y REGLAMENTARIA 
DEL  PODER  JUDICIAL 

TITULO  I 

Del  Poder  Judicial  y de  la  administración  de 
justicia  en  general 

Artículo  P — El  Poder  Judicial  se  ejerce  por 
los  tribunales  legalmente  establecidos,  a ellos 
corresponde  la  facultad  de  aplicar  las  leyes  en 
los  juicios  civiles  y criminales  así  como  la  de 
juzgar  y hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado. 

Artículo  7.^ — También  corresponde  al  Poder 
Judicial  intervenir  en  todos  aquellos  actos  no 
contenciosos,  en  que  por  disposición  de  la  ley 
o por  solicitud  de  los  interesados  se  requiera  su 
intervención. 

Artículo  3*^ — Los  tribunales  y funcionarios 
del  Poder  Judicial  tienen  las  facultades  disci- 
plinarias y económicas  que  a cada  uno  de  ellos 
asignan  las  leyes. 

Artículo  4*^ — Ningún  tribunal  puede  avocarse 
el  conocimiento  de  causas  o negocios  pendien- 
tes ante  otro  tribunal,  a menos  que  la  ley  le 
confiera  expresamente  esta  facultad. 

Artículo  5^ — Los  tribunales  sólo  podrán  ejer- 
cer su  potestad  en  los  negocios  y dentro  del  te- 
rritorio que  la  ley  les  hubiese  respectivamente 
asignado;  lo  cual  no  impide  que  en  los  asuntos 
de  que  conocen  puedan  dictar  providencias  que 
hayan  de  llevarse  a efecto  en  otro  territorio. 

Artículo  6*^ — Los  tribunales  no  podrán  ejer- 
cer su  ministerio  sino  a petición  de  parte,  salvo 
los  casos  en  que  la  ley  los  faculte  para  proceder 
de  oficio. 

Reclamada  su  intervención  en  forma  legal  y 
en  negocio  de  su  competencia,  no  podrán  excu- 
sarse de  conocer  ni  aun  por  falta  de  ley  que 
resuelva  la  contienda  sometida  a su  decisión. 

Artículo  7*^ — Los  tribunales  no  pueden: 

P — Mezclarse  en  el  ejercicio  de  los  otros  pode- 
res, ni  dar  reglamentos  para  la  ejecución 
de  las  leyes; 

7.^ — Suspender  bajo  pretexto  alguno  el  cumpli- 
miento de  las  leyes  y reglamentos;  y, 


3*^ — Proceder  contra  ninguno  de  los  funciona- 
rios públicos,  respecto  de  quienes  previa- 
mente se  ha  de  declarar  que  ha  lugar  a 
formación  de  causa. 

En  caso  de  delito  ¡n  fraganti,  los  funciona- 
rios de  que  se  habla  en  la  fracción  anterior, 
podrán  ser  arrestados. 

Artículo  8*^ — Los  tribunales  se  prestarán  mu- 
tuo auxilio  para  la  práctica  de  todas  las  diligen- 
cias que  fueren  necesarias,  y se  ordenaren  en 
la  sustanciación  de  los  asuntos  judiciales. 

Artículo  9" — Para  ejecutar  sus  sentencias  y 
para  practicar  o hacer  practicar  las  providen- 
cias que  decreten,  podrán  los  tribunales  reque- 
rir de  las  demás  autoridades  el  auxilio  de  la 
fuerza  pública  que  de  ellas  dependiere,  y los 
otros  medios  de  acción  conducentes  de  que 
dispongan. 

La  autoridad,  requerida  en  forma  legal,  debe 
prestar  el  auxilio  sin  que  le  corresponda  califi- 
car el  fundamento  con  que  se  le  pida,  ni  la  jus- 
ticia o legalidad  de  la  sentencia  o decreto  que 
se  trata  de  ejecutar. 

Artículo  10. — Los  actos  de  los  tribunales  son 
públicos,  salvo  que  una  ley  expresa  exija  que 
sean  secretos. 

Artículo  11. — Los  tribunales  son  responsa- 
bles de  sus  actos  en  los  casos  que  la  ley  de- 
termina. 

Artículo  12. — La  administración  de  justicia 
es  gratuita:  los  tribunales  no  pueden  recibir  de 
las  partes  emolumento  ninguno,  y su  trabajo 
será  remunerado  por  la  Nación,  con  arreglo  a 
la  ley. 

Eso  no  obstante,  cuando  se  tenga  interés  en 
obtener  copia  certificada  de  actuaciones  archi- 
vadas, o de  documentos  o instrumentos  públi- 
cos que  estén  agregados  a autos  que  se  hallen 
en  curso,  el  interesado  pagará  lo  escrito  y el 
papel  lo  pondrá  por  su  cuenta  quien  escriba 
la  copia. 

TITULO  II 

Del  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
y sus  atribuciones 

Artículo  13. — El  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia  será  elegido  en  la  forma  que 
la  Constitución  determina,  y en  su  falta  o au- 
sencia temporal,  le  substituirán  los  Magistrados 
de  la  Corte  Suprema,  en  el  orden  que  hayan 
sido  electos. 
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Artículo  14. — Para  ser  Presidente  de  la  Cor- 
te Suprema  de  Justicia,  con  arreglo  a la  Consti- 
tución, se  necesita  ser  Abogado,  mayor  de  vein- 
tiún años,  del  estado  seglar  y ciudadano  guate- 
malteco en  ejercicio  de  sus  derechos. 

Articulo  15. — El  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia  es  el  órgano  de  comunicación 
con  los  otros  Poderes. 

Artículo  16. — A cargo  del  Presidente  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  está  la  intendencia 
del  ramo  de  multas  y penas  pecuniarias;  en  con- 
secuencia, cuidará  de  su  cobro,  conservación  y 
legal  inversión,  observando  las  prescripciones 
contenidas  en  el  reglamento,  para  la  adminis- 
tración del  fondo  de  justicia. 

Artículo  17. — Son  también  atribuciones  del 
Presidente  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia: 
P — Conceder  el  pase  a los  poderes  y demás 
documentos  que,  otorgados  en  el  exterior, 
deban  presentarse  a los  tribunales  de  la  Re- 
pública; 

2'*. — Dar  la  dirección  correspondiente  a los  ex- 
hortes que  se  dirijan  al  exterior  o se  reci- 
ban de  él,  para  ser  diligenciados  en  los  tri- 
bunales de  la  República; 

3’ — Conceder  licencia,  hasta  por  un  mes,  a los 
Magistrados  de  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia y de  las  Salas,  Fiscales  y Jueces  de  1“ 
Instancia,  comunicándolo  al  Gobierno  y 
demás  autoridades  que  corresponda; 

4" — Mandar  compulsar  testimonio  de  las  escri- 
turas que  existen  en  el  Archivo  general  de 
protocolo,  observando  las  formalidades 
prescritas  por  la  ley; 

5* — Librar  la  orden  de  libertad  de  los  reos  que 
de  otros  departamentos  hayan  extinguido 
sus  condenas  en  las  prisiones  de  la  capital; 
6’’ — Pedir  informes  a las  autoridades  del  orden 
judicial  y recabar  cuantos  datos  crea  con- 
ducentes, para  el  ejercicio  de  las  atribucio- 
nes que  esta  ley  le  confiere; 

7’ — Designar  en  los  departamentos  en  donde 
hubieren  varios  Jueces  de  P Instancia  a los 
que  deban  ejecutar  los  trabajos  siguientes: 
Primero. — Inspección  del  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble;  y, 

Segundo. — Revisiones  ordinarias  y extraor- 
dinarias de  los  protocolos. 

Esta  designación  se  hará  cada  año  en  los 
primeros  quince  dias  del  mes  de  enero; 

8* — ^Determinar,  cuando  en  un  departamento 
haya  varios  Jueces  de  P Instancia,  a quién 
de  ellos  quedan  sujetos,  para  el  efecto  de 
mantener  la  disciplina  judicial,  los  Jueces 
de  Paz,  Jueces  Municipales  y Alcaldes; 

9’ — Dar  los  informes  que  le  pidan  los  otros  Po- 
deres sobre  cualquier  punto  relativo  a la 
administración  de  justicia,  y respecto  del 
cual  no  exista  cuestión  de  que  deba  co- 
nocer; 


10.  — Autenticar  las  firmas  de  los  funcionarios 

del  orden  judicial;  y, 

11.  — Llevar  un  registro  de  los  Abogados  y No- 

tarios, y publicar  todos  los  años  en  la  "Ga- 
ceta de  los  Tribunales”  una  nómina  de  los 
Notarios  hábiles. 

Artículo  18. — A cargo  del  Presidente  estará 
la  estadística  judicial  y la  formación  de  estados 
o cuadros,  los  cuales  deberá  hacer  publicar  to- 
dos los  meses  en  los  periódicos  oficiales. 

Artículo  19. — La  Biblioteca  de  los  Tribuna- 
les de  Justicia,  estará  al  exclusivo  cuidado  del 
Presidente,  quien  procurará  aumentarla  cuanto 
sea  posible. 

Articulo  20. — El  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia  tiene  el  deber  de  visitar,  con 
la  mayor  frecuencia,  todas  las  Salas,  para  in- 
formarse de  la  marcha  de  los  negocios,  y dictar 
las  providencias  convenientes  para  la  pronta 
administración  de  justicia. 

Si  el  Presidente  no  pudiere  hacer  la  visita  de 
las  Salas  4’  y 5%  designará  a uno  de  los  Magis- 
trados de  la  Corte  Suprema,  para  que  la 
practique. 

Artículo  21. — Anualmente  en  el  mes  de  fe- 
brero, el  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  dará  cuenta  al  Poder  Ejecutivo,  de  to- 
das las  consultas  que  haya  sobre  contradiccio- 
nes, obscuridad,  severidad  o insuficiencia  de  las 
leyes,  acompañando  un  informe  razonado  del 
mismo  Presidente  y de  los  dictámenes  fiscales 
que  haya. 

Artículo  22. — Al  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema corresponde  levantar  la  calidad  de  re- 
tención que  juntamente  con  la  pena  de  presidio 
se  hubiese  impuesto;  para  esto,  deben  haber 
cumplido  la  condena  y debe  aparecer  de  los 
informes  justificados  del  Alcaide  o del  encar- 
gado de  la  prisión,  que  los  reos  han  observado 
buena  conducta. 

Cuando  los  reos  de  que  se  habla,  hubieren 
sido  indultados  de  una  parte  de  la  pena,  se  le- 
vantará la  retención  al  cumplirse  el  tiempo  a 
que  aquella  quedó  reducida;  observándose,  ade- 
más, lo  que  se  dispone  en  la  parte  última  del 
párrafo  precedente. 

Si  el  reo  condenado  a presidio  hubiere  co- 
metido nuevos  delitos,  sufrirá  la  pena  que  se 
le  imponga,  y la  retención  no  se  levantará,  sino 
cuando  haya  transcurrido  un  término  que  no 
baje  de  tres  meses  ni  exceda  de  un  año,  des- 
pués de  extinguidas  tedas  las  condenas. 

Si  la  mala  conducta  del  reo  en  la  prisión  no 
diere  lugar  a encausamiento,  pero  si  resultare 
comprobada  con  los  informes  del  caso,  no  se 
levantará  la  retención,  sino  hasta  un  año  des- 
pués de  haber  mejorado  aquél  de  conducta. 

Artículo  23. — El  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia,  tiene  por  último,  tedas  las 
atribuciones  que  las  demás  leyes  le  confieren. 
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TITULO  III 

De  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  de  la  Corte 
de  Apelaciones:  del  Presidente  de  la  Corte 
Suprema  y los  de  las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones. 

CAPITULO  I 

De  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
y sus  atribuciones 

Artículo  24. — La  Corte  de  Justicia  se  divide 
en  dos  secciones.  La  primera  constituye  la 
Corte  Suprema  de  Justicia;  y la  segunda  cons- 
tituye la  Corte  de  Apelaciones. 

Artículo  25. — La  Corte  Suprema  de  Justicia 
reside  en  la  capital  de  la  República,  se  compone 
de  un  Presidente  y cuatro  Magistrados. 

Artículo  26. — Son  atribuciones  de  la  Corte 
Suprema: 

— Conocer  de  los  recursos  de  casación  en  los 
casos  que  procede  según  la  ley. 

El  recurso  de  casación  se  substancia  y se 
resuelve  de  la  manera  que  establece  el  pá- 
rrafo 1*^,  título  2,  libro  3 del  Código  de 
Procedimientos  Civiles; 

2^ — Conocer,  en  apelación  o en  consulta,  de  las 
sentencias  definitivas  originales  de  las 
Salas; 

3"'^ — Declarar  si  ha*  o no  lugar  a formación  de 
causa  contra  los  Jueces  de  1^  Instancia,  Co- 
mandantes de  Armas,  Jefes  Politicos,  Audi- 
tores de  Guerra,  Comandantes  de  Puertos, 
Director  General  de  Cuentas,  Directores 
Generales  de  Rentas  y Aduanas  y Ramos 
Estancados  y Tesorero  General  y Admi- 
nistradores Departamentales  de  Rentas. 

Una  vez  declarado  que  ha  lugar  a for- 
mación de  causa,  el  funcionario  queda  sus- 
penso de  su  empleo; 

4a — Suspender  a cualquiera  de  los  funcionarios 
expresados,  y someterlos  a que  los  juzgue 
en  primera  instancia,  la  Sala  que  corres- 
ponda; pero  si  se  tratare  de  delitos  comu- 
nes, una  vez  hecha  la  declaratoria,  la  pro- 
pia Sala  pondrá  al  acusado  a disposición 
del  Juez  que  corresponda; 

5^ — Dirimir  las  competencias  que  se  susciten 
entre  las  Salas,  entre  una  Sala  y un  Juez  o 
tribunal  de  Instancia,  y entre  dos  Jueces 
que  pertenezcan  a diversas  Salas; 

— Velar  porque  la  justicia  sea  pronta  y cum- 
plidamente administrada;  y dictar,  en  su 
caso,  las  providencias  que  corresponda, 
para  evitar  y corregir  el  retraso  que  se  ob- 
serve en  el  curso  de  los  negocios  judiciales; 
79 — Cuidar  de  que  la  conducta  de  los  Jueces 
superiores  e inferiores  sea  la  que  corres- 
ponde a las  elevadas  funciones  que  desem- 


(1)  Los  Administradores  de  Rentas  no  gozan  de  ante- 
juicio. Decreto  legislativo  Número  1323. 


peñan,  y dictar  para  ese  objeto,  las  medi- 
das convenientes; 

8’ — Resolver  las  consultas  que  se  dirijan  sobre 
el  ramo  económico  y administrativo  de  los 
tribunales  y prisiones; 

9’ — Proponer  ternas  al  Poder  Ejecutivo  para 
nombrar  Jueces  de  1*  Instancia. 

Sin  embargo,  cuando  se  trate  sólo  de 
traslación  de  Jueces  de  un  departamento  a 
otro,  puede  hacerla  el  Gobierno  de  acuer- 
do simplemente  con  el  Presidente  de  la 
Corte  Suprema; 

10.  — Conceder  licencia  por  más  de  treinta  días 

a los  Magistrados,  Fiscales  y Jueces  de  P 
Instancia,  debiendo  comunicarlo  al  Gobier- 
no y a las  demás  autoridades  que  corres- 
ponda; 

11.  — Hacer  en  materia  de  su  competencia  ini- 

ciativas de  ley  al  Poder  Legislativo,  for- 
mulando al  efecto  los  respectivos  proyectos. 

Artículo  27. — La  Corte  Suprema  de  Justicia, 
cuando  lo  creyere  conveniente,  podrá  pedir  in- 
formes para  cerciorarse  de  la  marcha  de  la  ad- 
ministración de  justicia. 

Artículo  28. — ^La  Corte  Suprema,  así  como  las 
Salas  de  Apelaciones,  en  virtud  de  las  faculta- 
des que  se  les  confiere  en  el  inciso  7’  del  ar- 
tículo 26,  y cuando  lo  estimaren  conveniente  a 
la  buena  administración  de  justicia,  podrán  co- 
rregir por  sí  las  faltas  o abusos  que  los  jueces 
o demás  funcionarios  del  orden  judicial  come- 
tieren en  el  desempeño  de  su  ministerio,  usan- 
do para  ello  de  las  facultades  discrecionales  de 
que  se  habla  en  los  artículos  48  y 49  de  esta  ley. 

Artículo  29. — ^Para  la  represión  y castigo  de 
las  faltas  que  se  cometieren  ante  la  Corte  Su- 
prema se  estará  a lo  que  se  ordena  en  el  artículo 
49  de  esta  ley. 

Artículo  30. — La  Corte  Suprema,  con  presen- 
cia de  los  datos  estadísticos  del  caso,  distribuirá 
con  la  posible  igualdad,  los  juzgados  depar- 
tamentales, que,  con  arreglo  al  artículo  39  de 
esta  ley,  comprende  el  distrito  jurisdiccional  de 
las  tres  Salas  residentes  en  esta  capital. 

Esa  distribución  no  puede  hacerse  sino  cada 
año,  y cuando  el  despacho  de  los  negocios  haga 
ver  que  hay  desproporción  en  el  trabajo. 

Artículo  31. — En  caso  de  impedimento  o re- 
cusación de  alguno  de  los  Magistrados  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  entrarán  a conocer, 
en  los  juicios  en  que  no  hayan  pedido,  los  Fis- 
cales reidentes  en  esta  capital;  y si  aún  así  no 
se  completare  el  número  de  cinco,  se  llamará 
a formar  tribunal  al  Magistrado  o Magistrados 
más  antiguos,  en  el  orden  de  elección,  de  las 
Salas  de  Justicia  residentes  también  en  esta 
ciudad,  que  estuvieren  expeditos,  y por  último 
se  llamará  a los  Magistrados  suplentes  de  la 
propias  Salas, 


(1)  Reformado  por  Decreto  legislativo  Número  87  y 
adicionado  por  Decreto  gubernativo  Número  608. 
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Articulo  32. — Los  procuradores  defensores 
de  las  Salas  1*,  2»,  y 3’,  continuarán  ante  la 
Corte  Suprema,  defendiendo  a los  procesados, 
y se  alternarán  en  el  despacho  de  las  causas  que 
se  reciban  de  las  otras  Salas. 

Articulo  33. — La  Corte  Suprema  de  Justicia 
se  aumentará  con  dos  Vocales  militares,  cuando 
conozca  en  casación,  de  causas  falladas  en  Cor- 
te Marcial. 

También  se  organizará  de  este  modo  la  Corte 
Suprema  de  Justicia,  cuando  tenga  que  conocer 
de  los  fallos  originarios  de  alguna  de  las  Salas 
organizada  de  la  misma  manera. 

Articulo  34. — ^Cuando  proceda  conforme  a la 
ley  el  recurso  de  casación  de  las  sentencias  pro- 
nunciadas por  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  el 
Tribunal  se  compondrá  de  un  Presidente  y seis 
Vocales,  llamándose  a los  Magistrados  propie- 
tarios y suplentes  en  su  caso,  en  orden  de  sec- 
ción y residentes  en  esta  capital.  El  tribunal 
tendrá  por  Presidente  al  de  la  Sala  P de  Jus- 
ticia, y en  su  defecto  al  de  las  otras  dos  por  su 
orden  numérico. 

Artículo  35. — Al  Secretario  y demás  emplea- 
dos de  la  Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  los  nombra  y los  remueve  este  tribunal. 

CAPITULO  II 

De  la  Corte  de  Apelaciones 

Artículo  36. — La  Corte  de  Apelaciones,  para 
el  despacho  de  los  negocios  de  su  competencia, 
se  divide  por  ahora  en  cinco  Salas:  tres  tendrán 
su  residencia  en  esta  capital,  una  en  Quezalte- 
nango  y la  otra  en  Jalapa;  y se  denominarán 
Sala  P,  o 2‘>,  o 3®,  etc.,  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones. 

Artículo  37. — Cada  una  de  las  Salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  se  compone  de  tres  Ma- 
gistrados y un  Fiscal,  y tendrá  dos  Magistrados 
suplentes. 

Las  Salas  serán  presididas  por  el  Magistrado 
que  se  nombre  en  primer  lugar. 

Artículo  38. — Los  Magistrados  y Fiscales  se 
nombran  con  arreglo  a la  Constitución,  y para 
poder  ser  electo,  se  requieren  las  calidades  que 
la  misma  expresa. 

Artículo  39. — Las  Salas  residentes  en  esta 
rapital  conocerán  de  los  negocios  procedentes 
de  los  departamentos  de  Guatemala,  Sacate- 
péquez,  Chimaltenango,  Amatitlán,  Escuintla, 
Santa  Rosa,  Baja  y Alta  Verapaz  y Petén. 

Artículo  40. — El  distrito  jurisdiccional  de  la 
Sala  4“  comprenderá  los  departamentos  de  Re- 
talhuleu,  Suchitepéquez,  Quezaltenango,  San 
Marcos,  Huehuetenango,  Totonicapán,  Quiche 
y Sololá. 


(1)  Existe  la  Sala  6?  en  Totonicapán. 

(2)  Reformado  por  acuerdo  de  la  Corte  Suprema  de  Jus. 
ticia. 


Artículo  41. — El  distrito  jurisdiccional  de  la 
Sala_5*  comprenderá  los  departamentos  de  Ju- 
tiapa.  Jalapa,  Chiquimula,  Zacapa  e Izabal. 

Artículo  42. — Por  impedimento  legalmente 
declarado  de  alguno  de  los  Magistrados  de  las 
Salas  de  esta  capital,  se  llamará  a su  Fiscal,  si 
no  estuviere  impedido,  después  a los  demás 
Fiscales  de  las  Salas;  por  falta  de  éstos,  a los 
suplentes;  y si  aún  no  se  integrare  la  Sala,  en- 
trarán los  Magistrados  de  las  otras,  según  el 
orden  de  su  nombramiento. 

Artículo  43. — Si  el  Magistrado  impedido  de 
conocer  fuere  alguno  de  las  Salas  4®  o 5^,  se 
llamará  al  Fiscal,  en  los  asuntos  en  que  no 
haya  mostrado  parte;  en  su  defecto,  a los  su- 
plentes por  su  orden;  pero  si  así  no  se  pudiere 
completar  la  Sala,  el  Magistrado  que  quedare 
expedito,  substanciado  que  sea  el  asunto,  lo  re- 
mitirá con  citación  de  las  partes,  al  Presidente 
de  la  Corte  Suprema,  para  que  lo  pase  a una 
de  las  Salas  de  esta  ciudad. 

Artículo  44. — Por  ausencia  temporal  de  un 
Magistrado  propietario  se  llamará  al  suplente 
que  corresponda,  según  el  orden  de  su  nom- 
bramiento. 

En  caso  de  muerte  o renuncia  del  Magistra- 
do propietario,  la  Asamblea  designará  la  per- 
sona que  deba  subrogarlo  para  completar  el 
período  constitucional,  llamándose  entre  tanto 
al  suplente  del  caso. 

Artículo  45. — Toca  a las  Salas  de  la  Corte 
de  Apelaciones: 

P — Conocer  en  segunda  instancia,  por  apela- 
ción, consulta,  u ocurso  de  hecho,  en  los 
casos  en  que  así  corresponda,  de  las  causas 
civiles  o criminales  procedentes  de  los  Jue- 
ces de  1®  Instancia,  de  Hacienda,  de  Co- 
mercio, Comandantes  de  Armas  departa- 
mentales, Consejos  de  Guerra  de  Oficiales  ’ 
Generales  y Consejos  de  Guerra  ordinarios; 

2'’ — Conocer  en  P Instancia,  y previa  declara- 
toria de  la  Corte  Suprema,  de  haber  lugar 
a juicio,  en  las  causas  de  responsabilidad 
contra  los  funcionarios  que  expresa  el  in- 
ciso 3'’  del  artículo  26; 

3'’ — Conocer,  las  Salas  residentes  en  esta  capi- 
tal, de  las  causas  de  responsabilidad  contra 
el  Presidente  de  la  República,  los  Secreta- 
rios del  Gobierno,  Consejeros  de  Estado, 
Diputados,  Presidente  de  la  Corte  Supre- 
ma, Magistrados  y Fiscales,  previa  declara- 
toria de  la  Asamblea,  o de  la  Comisión  Per- 
manente en  su  caso,  de  haber  lugar  a for-_ 
mación  de  causa. 

Hecha  esta  declaratoria,  la  suerte  desig- 
nará la  Sala  que  deba  seguir  y determinar 
el  proceso  en  U Instancia;  ■ 

4'’ — Conocer,  a virtud  de  recurso  de  revisión, 
de  los  autos  originarios  de  la  misma  Sala 
en  los  casos  determinados  por  la  ley; 
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5*^ — Cuidar  de  que  los  Jueces  de  P Instancia, 
Jueces  de  Paz,  Jueces  Municipales,  Alcal- 
des o cualesquiera  otras  personas,  evacúen 
las  diligencias  que  por  exhorto  o en  otra 
forma  se  les  encargue;  pudiendo  castigar- 
los con  multa  de  diez  hasta  cien  pesos,  si 
requeridos  una  vez  por  la  Sala  respectiva, 
no  las  hubiere  practicado; 

6*^ — Nombrar  procurador  defensor,  Secretario 
y demás  subalternos,  y concederles  licen- 
cia para  ausentarse  de  la  Oficina; 

7^ — Llamar  al  suplente  que  coresponda  por 
ausencia  o muerte  de  cualquier  Magistrado; 
8*^ — Resolver  las  competencias  que  se  susciten 
entre  los  Jueces  de  P Instancia  de  su  ju- 
risdicción. 

Artículo  46. — Corresponde  a las  Salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  mantener  la  disciplina 
judicial  en  todo  el  distrito  de  su  jurisdicción, 
velando  por  la  conducta  oficial  de  los  Jueces 
de  Instancia,  y haciéndoles  cumplir  todos 
los  deberes  que  las  leyes  les  imponen. 

Artículo  47. — En  virtud  de  la  atribución  de 
que  habla  el  artículo  anterior,  las  Salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  oirán  y despacharán  su- 
mariamente y sin  forma  de  juicio,  las  quejas 
que  las  partes  agraviadas  interpusieren  contra 
los  Jueces  de  U Instancia,  por  cualquiera  falta 
o abuso  que  cometieren  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones;  y dictarán  previa  audiencia  o sea 
informe  del  Juez  respectivo,  las  medidas  con- 
venientes para  poner  pronto  remedio  al  mal 
que  motivare  la  queja. 

Artículo  48. — Los  abusos  o faltas  de  que 
habla  el  artículo  anterior,  podrán  corregirlos 
las  Salas  por  los  medios  siguientes: 

1*^ — Amonestación  privada; 

2*? — ^Censura  por  escrito; 

3’ — Pago  de  costas;  y, 

49 — Multa  que  no  exceda  de  cien  pesos. 

Esta  disposición  se  entiende  sólo  de  aquellas 
faltas  o abusos  que  las  leyes  no  califican  de 
delito. 

Artículo  49. — Para  la  represión  y castigo  de 
las  faltas  que  se  cometieren  ante  las  respectivas 
Salas  de  Justicia  en  actos  de  su  oficio,  se  em- 
plearán las  medidas  coercitivas  que  se  expresan 
en  el  párrafo  2*^,  título  12,  libro  1*^,  del  Código 
Civil  de  Procedimientos. 

Artículo  50. — La  conducta  oficial  de  los  Pro- 
curadores defensores  de  los  reos,  Secretarios  y 
demás  empleados  subalternos,  se  halla  bajo 
la  vigilancia  de  las  respectivas  Salas  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  quienes  podrán  imponer  a 
dichos  empleados,  procediendo  de  plano,  las 
penas  disciplinarias  a que  se  refieren  los  dos 
artículos  precedentes. 


(1)  Reformado  por  Decreto  legislativo  Número  1393. 


Artículo  51. — Las  Salas  deberán  hacer  en 
cada  año,  por  medio  de  uno  de  sus  miembros 
comisionado  al  efecto,  una  visita  a todos  los 
Juzgados  de  1**  Instancia  del  distrito  de  su  ju- 
risdicción, con  el  objeto  de  inspeccionar  y vigi- 
lar de  cerca  la  marcha  de  la  administración  de 
justicia  de  cada  uno  de  ellos. 

El  Magistrado  visitador  procurará  informar- 
se, por  cuantos  medios  conceptúe  prudentes,  de 
la  conducta  oficial  de  los  Jueces  y demás  per- 
sonas que  ejercen  funciones  concernientes  a la 
administración  de  justicia  en  el  departamento 
visitado,  examinando  los  archivos  y cárceles,  y 
recogiendo  cuantos  datos  crea  conducentes  al 
objeto  de  su  visita. 

Oirá  las  quejas  que  se  interpongan  contra 
cualquiera  de  los  funcionarios  indicados  y ex- 
pedirá sus  resoluciones  sin  forma  de  juicio, 
bien  sea  declarando  no  haber  lugar  a dictar 
providencia,  o bien  corrigiéndolos  prudencial- 
mente, cuando  notare  que  han  incurrido  en 
algún  abuso  que  no  constituya  delito;  porque 
en  este  caso,  se  limitará  a recibir  las  indagacio- 
nes necesarias  para  que  la  Sala  respectiva  pro- 
ceda conforme  a la  ley. 

Artículo  52. — Para  la  corrección  de  que 
habla  el  artículo  precedente,  podrá  usar  el  Ma- 
gistrado visitador,  de  las  facultades  que  corres- 
ponden a las  Salas,  según  los  artículos  48  y 49. 

Artículo  53. — Terminada  la  visita,  el  Magis- 
trado dará  a su  Sala  cuenta  por  escrito  de  lo 
que  hubiere  notado  con  ocasión  de  ella;  parti- 
cularizando el  juicio  que  forme  sobre  la  admi- 
nistración de  justicia  en  cada  departamento;  las 
medidas  que  haya  dictado  en  uso  de  sus  atri- 
buciones; las  corruptelas  o abusos  que  hubiese 
advertido;  los  medios  que  a su  juicio  convenga 
emplear  para  extirparlos;  y en  general,  todo  lo 
que  bajo  cualquier  aspecto  pueda  contribuir  a 
ilustrar  al  tribunal . sobre  la  marcha  de  la  ad- 
ministración de  justicia  y sobre  las  mejoras  que 
en  ella  sea  útil  introducir. 

Artículo  54. — Las  medidas  que  dictare  el 
Magistrado  visitador  se  ejecutarán  desde  luego; 
pero  podrán  ser  enmendadas  o revocadas  por 
la  Sala  respectiva,  si  así  lo  juzgare  prudente, 
después  de  tomar  conocimiento’  de  los  hechos. 

Artículo  55. — Las  Salas  de  Apelaciones,  en 
vista  de  las  actas  de  visita  y de  los  estados  men- 
suales que  deben  pasarles  los  Jueces  de  1^  Ins- 
tancia y los  Comandantes  de  Armas,  dictarán 
las  medidas  que  sea  menester,  para  que  los 
asuntos  no  sufran  demora  y para  que  los  de- 
pendientes de  las  Salas  y de  los  Juzgados,  lle- 
nen cumplidamente  sus  obligaciones. 

Dictarán  las  Salas  igualmente  las  providen- 
cias necesarias  para  corregir  los  abusos  o faltas 
que  se  cometan  en  los  lugares  de  prisión;  pero 
en  todo  caso  grave  o de  responsabilidad,  darán 
cuenta  inmediatamente  a la  Corte  Suprema. 


916 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


Deberán  asimismo,  hacerse  dar  cuenta  con 
la  frecuencia  que  consideren  conveniente,  de  la 
marcha  de  determinadas  causas,  siempre  que 
haya  motivos  especiales  que  así  lo  requieran. 

Articulo  56. — A las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones  corresponde  la  relajación  de  las 
condenas  que  se  hayan  impuesto  dentro  de  su 
respectivo  distrito  jurisdiccional. 

Artículo  57. — Las  Salas  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones deben  exigir  de  los  Jueces  o tribunales 
de  U Instancia,  los  estados  que  periódicamente 
deben  dar  de  las  causas  que  pendan  en  sus 
Juzgados. 

CAPITULO  III 

Del  Presidente  de  la  Corte  Suprema  y de  los 
Presidentes  de  las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones 

Artículo  58. — Al  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema y a los  de  las  Salas  de  Apelaciones,  fuera 
de  las  atribuciones  que  por  otros  artículos  de 
esta  ley  se  les  confiere,  les  corresponden  las 
que  siguen: 

U — Presidir  el  respectivo  tribunal  en  todos  los 
actos  oficiales; 

2’- — -Abrir  y cerrar  las  sesiones  del  tribunal,  a 
las  horas  que  fija  el  artículo  180,  podiendo 
anticiparlas  o prorrogarlas  en  caso  que  así 
lo  requiera  algún  asunto  urgente  y grave, 
y convocar  extraordinariamente  al  tribunal 
cuando  fuere  necesario; 

3“ — Llevar  la  substanciación  de  todos  los  asun- 
tos hasta  dejarlos  en  estado  de  determi- 
narse; 

4" — Dar  las  órdenes  convenientes  para  integrar 
el  tribunal,  cuando  por  impedimento,  por 
licencia  o por  cualquier  otro  motivo,  falta- 
re el  número  indispensable  de  Magistrados; 
5-' — Fijar  el  orden  en  que  deben  verse  los  asun- 
tos sujetos  al  conocimient  del  tribunal, 
guardando  la  regla  indicada  en  el  artículo 
que  sigue; 

6’ — Mantener  el  orden  dentro  de  la  Sala  del 
tribunal,  amonestando  a cualquiera  perso- 
na que  lo  perturbare  y aun  haciéndola  salir 
de  la  Sala  en  caso  necesario; 

7’ — Distribuir  -con  la  posible  igualdad,  los  ne- 
gocios entre  los  Magistrados  que  forman  el 
tribunal; 

8’ — Dirigir  los  debates  del  tribunal  y conceder 
la  palabra  a los  Magistrados,  según  el  or- 
den en  que  la  pidan; 

9" — Fijar  las  cuestiones  que  hayan  de  debatirse 
y las  proposiciones  scubre  las  cuales  haya 
de  recaer  la  votación. 

No  obstante  la  disposición  anterior,  cuan- 
do uno  de  los  Magistrados  del  tribunal  se 
haya  ocupado  especialmente  en  el  estudio 
de  algún  negocio,  el  mismo  Magistrado 
hará  relación  de  él  y fijará  las  cuestiones 
sobre  que  haya  de  versar  la  votación; 


10.  — Poner  a votación  las  materias  discutidas, 

cuando  el  tribunal  haya  declarado  conclui- 
do el  debate; 

1 1.  — Recibir  la  votación  y publicar  su  resultado; 

12.  — Llevar  la  palabra  en  estrados;  pero  si  al- 

gún otro  Magistrado  dudare  de  algún  he- 
cho, puede  hacer  que  se  le  entere  de  él; 

13.  — Oír  las  quejas  de  las  partes  acerca  del  re- 

traso que  padezcan  sus  negocios  y dar 
cuenta  al  tribunal  respectivo; 

14.  — Visitar  las  prisiones  y oír  las  quejas  que 

en  este  caso  expongan  los  reos  procedentes 
de  la  circunscripción  que  -corresponde  a la 
Sala  que  preside. 

Articulo  59. — El  orden  del  despacho  será  el 
siguiente: 

D — Los  asuntos  que  sean  de  puro  -trámite  y 
substanciación; 

2'^ — Las  causas  criminales  o civiles,  que  se  ha- 
llen en  estado-de  determinarse  en  artículo; 
3'^ — Las  causas  de  reos  que  no  estuvieren  excar- 
celados; las  en  que  se  haya  dictado  la  ab- 
solución del  cargo  o de  la  instancia,  o au- 
tos de  sobreseimiento; 

4’ — Las  que  presten  mérito  para  resolver  que 
con  la  prisión  sufrida  se  ha  purgado  la  res- 
ponsabilidad criminal; 

5" — Las  de  traición,  rebelión  y cualquiera  otra 
relativa  al  orden  público; 

6’ — Las  que  produzcan  algún  interés  al  Fisco; 
7'' — Los  juicios  sumarios  de  alimentos,  interdic- 
tos y ejecutivos; 

8'' — Las  causas  por  -delitos  puramente  militares; 
9'^ — Las  caúsas  por  delitos  comunes  en  que  no 
hubiere  reos  presos; 

10.  — Los  juicios  civiles  ordinarios;  y, 

11.  — Las  causas  criminales  de  reos  cuya  prisión 

se  haya  relajado. 

Este  orden  podrá  ser  alterado,  cuando  moti- 
vos graves  y urgentes  lo  exijan. 

Artículo  60. — En  ausencia,  o por  impedimen- 
to del  Presidente  de  una  Sala,  hará  sus  veces 
el  Magistrado  más  antiguo,  en  orden  de  elec- 
ción, de  los  que  se  encontraren  reunidos  en  la 
misma  Sala. 

Artículo  61. — El  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema y los  de  las  Salas  llevarán  un  libro  dia- 
rio, donde  consten,  sucinta  pero  claramente, 
todas  las  providencias  -que  se  dicten  en  el  día, 
así  como  los  nombres  de  los  Magistrados  que 
hubieren  disentido  de  la  mayoría. 

Artículo  62. — Los  Presidentes  de  las  Salas  de 
Apelaciones  pueden  conceder  a los  Magistra- 
dos y Fiscales  del  tribunal  que  presiden,  hasta 
cuatro  días  de  licencia. 

CAPITULO  IV 

De  los  Magistrados  de  la  Corte  Suprema  y de 
las  Salas  de  Apelaciones 

Articulo  63. — Ningún  Magistrado,  sea  pro- 
pietario o suplente,  dejará  su  asiento,  aunque 
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se  le  haya  admitido  la  renuncia  o cumplido  el 
tiempo  de  su  servicio,  sino  hasta  que  se  pre- 
sente su  sucesor. 

Artículo  64. — Los  Magistrados  asistirán  dia- 
ria y puntualmente  al  despacho,  a las  horas  en 
que  debe  comenzar.  Los  días  en  que  por  causa 
justa  no  pudieren  hacerlo,  lo  avisarán  por  es- 
quela al  Presidente  del  tribunal  respectivo,  y 
si  el  que  falte  fuere  el  Presidente,  lo  avisará  de 
la  misma  manera  al  que  haya  de  substituirlo, 
para  que  en  ambos  casos  se  llame  al  suplente 
respectivo;  pero,  pasando  de  cuatro  días  conti- 
nuos la  excuSa  de  asistir,  la  Sala  calificará  las 
causas  de  ella,  y dictará  la  providencia  con- 
veniente. 

Artículo  65. — Ningún  Magistrado  puede  re- 
husarse a conocer  en  los  asuntos  de  su  respec- 
tiva Sala,  o cuando  fuere  llamado  a integrar 
tribunal. 

El  que  se  creyere  legalmente  impedido  de 
hacerlo,  se  excusará  con  arreglo  a la  ley. 

Artículo  66. — Pueden  los  Magistrados  hacer 
proposiciones  por  escrito,  excitando  a la  Sala 
para  que  dicte  providencias  sobre  asuntos  de 
sus  atribuciones,  y la  Sala,  tomándolas  en  con- 
sideración, proveerá  lo  que  corresponda. 

Artículo  67. — Se  prohíbe  a los  Magistrados 
ejercer  el  oficio  de  escribanos,  ser  apoderados 
en  negocios  judiciales,  excepto  los  casos  a que 
se  refiere  el  inciso  del  artículo  16  del  Código 
Civil  de  Procedimientos;  servir  de  Juez  árbitro 
ni  amigable  componedor,  asesorar  a los  Jueces 
ni  resolver  cuestiones  sobre  puntos  de  derecho 
en  materia  que  pueda  llegar  a ser  contenciosa. 

Artículo  68. — No  pueden  los  Magistrados 
declarar  como  testigos  en  ningún  género  de 
causas,  a menos  que  su  deposición  sea  absolu- 
tamente necesaria,  lo  que  calificará  la  Sala  res- 
pectiva para  conceder  su  permiso,  el  cual  debe 
preceder  en  todo  caso. 

Artículo  69. — No  pueden  tampoco  los  Magis- 
trados ejercer  la  abogacía  ni  aun  en  aquellos 
asuntos  de  que  se  hayan  hecho  cargO'  antes 
de  obtener  la  Magistratura,  salvo  los  casos  del 
inciso  5*^  del  artículo  16  del  Código  Civil  de 
Procedimientos. 

Artículo  70. — El  Magistrado  que  habiéndose 
ausentado  con  licencia  y concluida  ésta,  no  vol- 
viere  a servir  su  destino  sin  manifestar  excusa 
justa  o comprobada,  será  llamado  dos  veces 
por  el  tribunal  a que  pertenezca,  el  que  en  la 
última  le  fijará  día  para  el  regreso.  Si  trans- 
cutriere  el  día  prefijado  sin  que  el  Magistrado 
concurra,  continuará  en  su  lugar  el  suplente 
que  le  esté  subrogando;  y se  dará  cuenta  a la 
Asamblea  para  que  declare  lo  que  convenga 
sobre  la  responsabilidad.  En  receso  de  la  Le- 
gislatura, se  pasarán  los  documentos  a la  Co- 
misión Permanente. 


No  disfrutará  sueldo  el  Magistrado  por  el 
tiempo  que  excediere  de  la  licencia,  a menos 
que  acredite  causas  justas  para  no  haber  con- 
currido. 

Artículo  71. — Si  los  Magistrados  llevaren  ex- 
pedientes a sus  casas  para  estudiarlos,  se  obser- 
vará lo  siguiente: 

1*^ — El  Magistrado  que  lleve  un  expediente,  de- 
jará firmado  el  conocimiento  respectivo; 
— Las  causas  no  podrán  estar  en  poder  del 
Magistrado  que  las  saque  más  de  ocho 
días; 

3“^ — Cuando  algún  Magistrado  se  retire  con 
licencia,  devolverá  antes  todas  las  causas 
que  tenga  en  su  poder;  y, 

4*^ — El  Presidente  del  respectivo  tribunal  cuida- 
rá de  que  se  lleve  el  libro  de  conocimientos 
para  los  efectos  del  inciso  1*^  de  este  ar- 
tículo. 

Artículo  72. — Cuando  la  Sala  de  Apelacio- 
nes haya  de  juzgar  a alguno  de  los  funciona- 
rios respecto  de  quienes  el  Cuerpo  Legislativo 
declare  que  ha  lugar  a formación  de  causa, 
aquel  tribunal  se  compondrá  precisamente  de 
Magistrados  que  no  sean  Diputados  que  hubie- 
sen tomado  participación  en  dicha  declarato- 
ria; llamándose,  en  tal  caso,  a los  que  deban 
entrar  a conocer,  en  el  orden  que  se  indica  en 
esta  ley. 

Artículo  73. — Los  Magistrados  suplentes  que 
hayan  dejado  de  formar  parte  de  un  tribunal, 
no  podrán  conocer  ni  determinar  ningún  asun- 
to aun  cuando  lo'  hayan  visto  y estén  impues- 
tos de  los  autos. 

CAPITULO  V 
De  los  Fiscales 

Artículo  74. — Los  Fiscales  ejercerán  su  mi- 
nisterio en  los  tribunales  superiores  de  su  asig- 
nación, siempre  que  éstos  demanden  su  parecer 
o que  deban  emitirlo  con  arreglo  a las  leyes. 

Artículo  75. — Es  obligación  del  Ministerio 
público,  procurar  el  exacto  cumplimiento  de  las 
leyes,  especialmente  de  las  orgánicas  o funda- 
mentales. 

Artículo  76. — Los  Fiscales  residentes  en  la 
capital  tienen  el  deber  de  emitir  su  juicio,  siem- 
pre que  los  excite  el  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia. 

Artículo  77. — Los  Fiscales  tienen  voto  infor- 
mativo en  el  tribunal  de  su  asignación  en  las 
propuestas  y nombramientos  que,  a virtud  de 
sus  facultades,  haga  la  Corte  Suprema,  o algu- 
na de  las  Salas  de  Apelaciones. 

Artículo  78. — Aunque  en  las  causas  crimina- 
les haya  acusador,  no  se  dejará  de  oír  al  Fiscal. 

Artículo  79. — En  las  causas  de  gravedad  o 
cuando  lo  juzgue  conveniente,  asistirá  el  Fiscal 
a alegar  en  estrados;  pero  no  estará  presente  a 
la  votación. 
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Articulo  80. — Los  Fiscales  están  impedidos 
de  dictaminar  en  las  causas  instruidas  contra 
su  cónyuge,  sus  ascendientes  o descendientes 
y sus  parientes  consanguineos  colaterales,  den- 
tro del  cuarto  grado,  y afines  dentro  del  se- 
gundo. 

En  ninguna  otra  causa  pueden  excusarse  de 
pedir,  ni  pueden  ser  recusados. 

Articulo  81. — En  los  casos  de  ausencia,  im- 
posibilidad u otro  impedimento  del  Fiscal,  le 
substituirán  los  otros  Fiscales  de  la  capital.  En 
las  Salas  4*  y 5“,  se  llamará  al  Magistrado  su- 
plente por  orden  de  elección. 

Articulo  82. — Los  Fiscales  asistirán  todos  los 
dias  a la  una  p.  m.,  al  tribunal  de  su  asigna- 
ción; y pueden  retirarse  luego  que  reciban  las 
notificaciones,  si  no  hubiere  que  despachar  al- 
gún negocio  en  que  estén  llamados  a formar 
tribunal,  o algún  otro  asunto  en  que  deban 
estar  presentes. 

Pueden  ser  citados  los  Fiscales  para  las  once 
del  dia  en  que  haya  de  discutirse  el  negocio, 
siempre  que  los  mismos  entren  a formar  parte 
del  tribunal. 

Articulo  83. — Cada  uno  de  los  Fiscales  ten- 
drá un  escribiente. 

Este  empleado  depende  exclusivamente  del 
Fiscal  que  lo  nombra. 

Articulo  84. — Los  Fiscales  de  las  Salas  resi- 
dentes en  esta  capital,  continuarán  ejerciendo 
su  ministerio  ante  la  Corte  Suprema,  en  las  cau- 
sas de  sus  respectivas  Salas,  y entre  ellos  se 
dividirán  equitativamente  las  causas  de  las 
otras  Salas  y los  negocios  económicos. 

Articulo  85. — Los  Fiscales  tienen  el  carácter 
y las  preeminencias  de  Magistrados. 

CAPITULO  VI 

De  las  resoluciones  de  la  Corte  Suprema  y de 
las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Articulo  86. — Para  que  la  Corte  Suprema  o 
las  Salas  de  Apelaciones  puedan  desempeñar 
las  funciones  que  les  corresponden,  se  requiere 
la  concurrencia  de  todos  sus  miembros. 

Articulo  87. — Toda  resolución  o acuerdo  de 
la  Corte  Suprema  o de  las  Salas  de  Apelacio- 
nes, se  constituye  por  mayoría  de  votos. 

Cuando  por  ser  diversos  los  pareceres  no 
existiere  aquélla  se  llamará  a mayor  número. 

Articulo  88. — En  las  sentencias  definitivas  o 
interlocutorias  que  dicten  la  Corte  Suprema  o 
las  Salas  de  Apelaciones,  siempre  se  expresará 
al  margen  de  la  resolución,  los  nombres  de  los 
Magistrados  que  concurrieron  a formarla  con 
su  voto,  y los  nombres  de  los  que  hubieren 
sostenido  la  opinión  contraria. 

La  falta  de  esta  formalidad  hará  que-  sean 
responsables  de  la  sentencia  dictada,  todos  los 
Magistrados  que  la  hubieren  subscrito. 


Articulo  89. — ^Las  resoluciones  deben  firmar- 
se por  todos  los  que  al  dictarse,  formen  el  tri- 
bunal, aunque  alguno  o algunos  hayan  disen- 
tido de  la  mayoría. 

Articulo  90. — Las  providencias  de  mera  subs- 
tanciación las  firmará  sólo  el  Presidente  que 
las  dicte. 

Articulo  91. — En  la  Corte  Suprema  y en  cada 
una  de  las  Salas  de  Apelaciones,  habrá  un  libro 
denominado  de  votos,  en  el  cual  los  Magistra- 
dos que  no  opinaren  como  la  mayoría,  deberán 
exponer  y fundar  su  voto  particular  en  los 
asuntos  en  que  hubiere  conocido  el  tribunal. 

Podrán  también  consignarse  en  el  Libro  de 
votos  las  razones  especiales  que  algún  Magis- 
trado de  la  mayoría  haya  tenido  para  formar 
sentencia,  y que  no  se  hubieren  expresado 
en  ella. 

Este  libro  quedará  en  la  Secretaria  y podrá 
ser  consultado  por  cualquiera  que  tenga  inte- 
rés en  ello. 

El  voto  y los  fundamentos  especiales  de  que 
se  habla  en  este  articulo,  se  publicarán  en  "La 
Gaceta  de  los  Tribunales”,  a continuación  de  la 
sentencia  a que  se  refieren. 

Articulo  92. — En  los  acuerdos  o resoluciones 
de  la  Corte  Suprema  o de  alguna  de  las  Salas 
de  Apelaciones,  dará  primero  su  voto  el  Ma- 
gistrado menos  antiguo  en  el  orden  de  elección, 
y seguirán,  a su  vez,  dando  el  suyo  los  demás 
Magistrados  por  orden  inverso  al  de  su  anti- 
güedad. 

El  último  voto  será  el  del  Presidente. 

Articulo  93. — Si  alguna  de  las  personas  que 
forman  el  tribunal  expresare  que  necesita  estu- 
diar con  más  detenimiento  el  asunto  que  se  va 
a fallar,  pidiere  que  se  suspenda  la  discusión 
mientras  hace  el  nuevo  estudio,  el  Presidente 
lo  acordará  asi,  y señalará  un  término  que  no 
exceda  de  ocho  dias,  para  que  continúe  el  de- 
bate y se  proceda  a dictar  la  resolución. 

Articulo  94. — La  Corte  Suprema  y cada  una 
de  las  Salas  de  Apelaciones  llevarán  dos  libros 
copiadores  de  las  sentencias  definitivas  e inter- 
locutorias que  dictaren:  uno  para  el  ramo  civil 
y otro  para  el  ramo  criminal. 

Articulo  95. — -Las  providencias  contraidas 
simplemente  a corregir,  instruir  o reprender  a 
los  Jueces  de  U Instancia,  Jueces  de  Paz,  Jue- 
ces Municipales  y Alcaldes,  por  falta  o irre- 
gularidades, no  se  consignarán  en  las  resolucio- 
nes judiciales,  sino  que  cuando  esto  proceda, 
se  hará  separadamente  y coi^  reserva. 

CAPITULO  VII 

De  los  Procuradores  defensores  de  reos 
en  materia  criminal 

Articulo  96. — El  Procurador  defensor  se 
nombra  por  la  Sala  ante  la  cual  debe  desempe- 
ñar sus  funciones. 
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El  nombramiento  ha  de  recaer  en  Abogado 
que  no  tenga  sobre  sí  alguna  legal  interdicción 
política  o civil. 

Artículo  97. — El  Procurador  defensor  llevará 
un  libro  donde  se  harán  constar,  por  menor, 
las  causas  que  entran  a su  Sala,  el  estado  que 
guarden  todos  los  días  y la  resolución  que  re- 
caiga en  ellas. 

Artículo  98. — El  Procurador  defensor  eva- 
cuará dentro  del  término  legal,  las  audiencias 
que  le  otorgue  la  respectiva  Sala. 

Artículo  99. — Son,  además,  obligaciones  de 
los  Procuradores  defensores: 

U — Despachar  con  toda  brevedad,  las  causas 
que  se  les  pasen,  tomando  el  mayor  empe- 
ño y eficacia  en  la  defensa  de  los  acusados; 

2^* — ^Concurrir  a alegar  en  estrados,  siempre 
que  la  naturaleza  de  la  causa  no  les  permita 
hacerlo  por  escrito; 

3* — Representar  a los  reos,  cuando  proceda  ^el 
recurso  de  casación,  y alegar,  por  escrito 
o de  palabra,  ante  la  Corte  Suprema,  cuan- 
do ésta  conozca  en  materia  criminal  de  fa- 
llos originarios  de  las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones;  y, 

4^ — Llevar  un  libro  para  asentar  las  condenas 
impuestas  a los  reos  por  quienes  les  corres- 
ponda abogar,  y pedir  a su  tiempo,  la  co- 
rrespondiente orden  de  libertad. 

Artículo  100. — Cuando  un  Abogado  particu- 
lar tenga  que  despachar  alguna  causa,  se  le 
entregará  bajo  conocimiento  que  firmará  en  el 
libro  que  el  Procurador  defensor  debe  llevar 
al  efecto,  cuidando  de  recogerla  dentro  del  tér- 
mino designado;  y para  cubrir  su  responsabili- 
dad, en  caso  de  demora,  pondrán  en  conoci- 
miento del  tribunal  respectivo,  que  el  Abogado 
retiene  la  causa. 

Artículo  101. — El  Procurador  defensor  de  la 
primera  Sala  tiene  la  obligación  de  solicitar  la 
orden  de  libertad  de  los  reos  que  vinieren  a 
cumplir  sus  condenas  en  las  prisiones  de  esta 
capital,  a cuyo  efecto  llevará  un  libro  en  donde 
anote  con  las  debidas  separaciones,  por  depar- 
tamentos, las  sentencias  ejecutorias  que  esta- 
blezcan la  duración  de  la  pena. 

Artículo  102. — -Es,  por  último,  de  la  estrecha 
•obligación  de  los  Procuradores  defensores,  bajo 
la  pena  de  cinco  a quince  pesos  de  multa,  y en 
caso  de  reincidencia,  de  destitución,  visitar  una 
vez  a la  semana  las  prisiones  de  ambos  sexos, 
con  el  objeto  de  tomar  datos  de  los  reos,  formu- 
lar en  seguida  las  gestiones  oportunas,  ya  res- 
pecto del  curso  de  sus  procesos,  de  las  veja- 
ciones que  sufran,  ya  de  la  imposibilidad  en 
que  se  encuentren  los  rematados  a obras  públi- 
cas de  continuar  su  condena  bajo  iguales  con- 
diciones. 


CAPITULO  VIII 

De  los  Secretarios  de  la  Corte  Suprema  y de 
los  Secretarios  de  las  Salas  de  Apelaciones;  de 

los  receptores;  de  los  archiveros;  y de  los 
escribientes,  porteros  y sirvientes 

SECCION  U 

Del  Secretario  de  la  Corte  Suprema  y de  los 
Secretarios  de  las  Salas  de  Apelaciones 

Artículo  103. — Habrá  en  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  y en  cada  una  de  las  Salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  un  Secretario  para  que 
autorice  todos  los  proveídos  y resoluciones,  y 
las  diligencias  que  así  lo  requieran. 

Cada  Secretaría  tendrá  para  el  mejor  servi- 
cio, el  número  de  escribientes,  receptores  y sir- 
vientes que  fuere  necesario. 

Artículo  104. — Pata  ser  Secretario  de  los  tri- 
bunales que  se  mencionan  en  el  artículo  prece- 
dente, se  necesita  haber  obtenido  el  título  de 
Notario  y hallarse  en  el  pleno  goce  de  los  dere- 
chos de  ciudadano. 

Artículo  105. — Son  también  obligaciones  de 
los  Secretarios: 

U — Concurrir  a la  oficina  todos  los  días  hábi- 
les desde  las  diez  de  la  mañana;  y a cual- 
quier otra,  siempre  que  lo  exigiere  el  buen 
servicio  público,  o lo  mandare  el  Presidente 
del  tribunal; 

2“  Dar  cuenta  diaria  del  despacho  y solicitu- 
des que  presenten  las  partes; 

3’ — Dar  cumplimiento  y curso  dentro  de  vein- 
ticuatro horas  a las  providencias  que  se 
dictaren;  y hacer  que  se  remitan  a los  Juz- 
gados, por  el  correo  inmediato  a su  despa- 
cho, las  causas  y providencias  que  haya  de 
dirigírseles; 

4’ — Autorizar  las  providencias  y resoluciones 
que  se  dicten,  haciendo  que  el  Receptor  las 
notifique  dentro  del  término  que  señala  el 
Código  Civil  de  Procedimientos; 

5'^  Llevar  cuatro  libros  foliados:  en  el  primero 
tomarán  razón  de  las  multas  y condenas 
pecuniarias  que  se  impongan;  en  el  segun- 
do, de  las  demostraciones  desfavorables  u 
honrosas  que  se  hagan  a los  Jueces  y de- 
más empleados  del  orden  judicial;  en  el 
tercero,  de  las  condenas  impuestas  a los 
reos,  anotando  al  margen  la  fecha  de  la 
orden  de  libertad;  y en  el  cuarto,  se  pon- 
drán los  conocimientos  de  los  procesos,  ac- 
tuaciones y expedientes  que  deban  salir  de 
las  oficinas;  y, 

6’— Guardar  con  el  conveniente  arreglo  los 
procesos  y demás  papeles  de  su  oficina. 

Si  en  el  departamento  hubiere  archivero,  den- 
tro de  un  mes  lo  más  tarde,  le  pasará  las  actua- 
ciones fenecidas. 
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Articulo  106. — Los  Secretarios  de  las  Salas 
de  la  Corte  de  Apelaciones  cuidarán,  siempre 
que  la  condena  de  un  reo  deba  contarse  desde 
el  auto  motivado  de  prisión,  de  que  en  la  pieza 
de  2''  Instancia  se  haga  co'nstar  así. 

Artículo  107. — El  Secretario  es  el  jefe  inme- 
diato de  una  Secretaría,  está  a su  cargo  el  go- 
bierno interior  de  ella;  tiene  la  inspección  y 
dirección  de  todos  los  trabajos;  los  distribuirá 
y cuidará  de  su  mejor  ejecución;  debe  cuidar 
de  que  cumplan  con  sus  deberes  todos  sus 
subalternos,  por  cuyas  faltas  responderá,  si  no 
pone  oportuno  remedio  o no  da  cuenta  a la 
Corte  Suprema  o a la  Sala  que  corresponda, 
de  las  que  se  cometieren;  y designarán  el  día  y 
la  hora  en  que,  por  exigirlo  el  servicio  público, 
deban  los  subalternos  concurrir  extraordina- 
riamente. 

Articulo  108. — Todos  los  empleados  de  una 
Secretaría  deben  guardar  sigilo  en  los  negocios 
que  lo  exijan. 

El  que  contraviniere  a lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo anterior,  será  destituido  de  su  empleo,  o 
castigado  con  una  multa  de  cinco  a veinticinco 
pesos,  sin  perjuicio  del  proceso  correspondien- 
te en  su  caso. 

Artículo  109. — Los  Secretarios  son  los  órga- 
nos de  comunicación  con  los  Jueces  de  1*  Ins- 
tancia, Comandantes  de  Armas,  Administra- 
dores de  Rentas  y demás  autoridades  de  igual 
o inferior  categoría. 

Artículo  lio. — Sólo  por  enfermedad  com- 
probada u otra  causa  legítima,  podrán  los  Se- 
cretarios obtener  licencia  de  su  superior  hasta 
por  veinte  días. 

Artículo  111. — El  Secretario  de  la  Corte  Su- 
prema, y los  de  las  Salas  de  Apelaciones,  pue- 
den ser  recusados  en  los  mismos  casos  y térmi- 
nos que  los  actuarios  de  los  Juzgados  de  U 
Instancia;  y ya  sea  en  ese  caso  o en  el  de  cual- 
quiera otra  falta  por  enfermedad  o licencia,  se 
substituirán  los  unos  por  los  otros  en  las  Salas 
de  esta  capital,  y en  las  de  Oriente  y Occidente 
por  el  Notario  que  designe  la  Sala;  y si  no  lo 
hubiere  en  el  lugar  de  la  residencia  de  ésta, 
por  el  primer  escribiente  de  la  Secretaría;  a 
cuyo  efecto  se  cuidarán  de  que  el  nombramiento 
de  este  empleado  recaiga  en  personas  mayores 
de  edad  y versadas  en  la  práctica  de  los  tri- 
bunales. 

SECCION  2» 

De  los  Receptores 

Artículo  112. — Para  ser  Receptor,  se  necesita 
ser  mayor  de  edad,  saber  escribir  con  propie- 
dad y estar  en  el  goce  de  los  derechos  de  ciu- 
dadano. 

Artículo  1 13. — También  debe  hallarse  la  per- 
sona que  obtenga  ese  empleo,  bien  impuesto  de 
las  obligaciones  que  registra  el  Código  Civil  de 
Procedimientos,  sobre  escribanos  receptores,  y 


de  la  manera  de  hacerse  las  notificaciones  según 
lo  dispuesto  en  dicho  cuerpo  de  leyes.  A este 
efecto,  ninguna  persona  podrá  optar  a aquel 
empleo,  sin  sujetarse  a las  pruebas  que  sobre 
su  aptitud  le  exija  el  Secretario  en  cuya  oficina 
debe  servir. 

Artículo  114. — El  Secretario  será  responsable 
de  las  faltas  que  el  Receptor  nombrado  cometa 
por  su  ineptitud  en  el  desempeño  de  su  oficio. 

Artículo  115. — Los  receptores  se  presentarán 
en  la  oficina  diariamente  a las  diez  de  la  ma- 
ñana, a dar  cuenta  con  el  despacho  que  lleva- 
ron el  día  anterior  y a recibir  el  que  deben 
notificar. 

Artículo  116. — A fin  de  prevenir  cualquier 
extravío,  los  receptores  llevarán  un  libro  folia- 
do y rubricado  por  el  Secretario,  divididas  sus 
planas  en  dos  columnas,  sentándose  en  la  iz- 
quierda el  recibo  firmado  por  el  Receptor,  de 
los  asuntos  que  se  le  entreguen  y en  la  derecha, 
la  razón  de  haber  sido  devueltas  y de  los  que 
no  lo  sean,  con  expresión  del  motivo  firmado 
por  el  Secretario.  Unas  y otras  constancias  ex- 
presarán su  respectiva  fecha. 

SECCION  3’ 

De  los  Archiveros 

Artículo  117. — Habrá  en  la  Sala  4*  un  em- 
pleado con  el  nombre  de  archivero,  otro  en  la 
Sala  5’  y uno  general  para  las  Salas  -resi- 
dentes en  la  capital.  Este  cargo  en  las  Salas 
cuarta  y quinta,  será  desempeñado  por  el  pri- 
mer escribiente  de  la  Secretaría  que  corres- 
ponde. 

Artículo  118. — Son  obligaciones  de  los  ar- 
chiveros: 

U — -Custodiar  y arreglar  todos  los  expedientes 
y papeles  de  las  Secretarías,  que  no  estén 
en  curso; 

2* — Inventariar  lo  más  tarde,  al  principio  de 
cada  mes,  las  causas,  actuaciones  y negocios 
fenecidos  durante  el  mes  anterior; 

3^ — Tener  un  inventario  exacto  y con  las  sepa- 
raciones convenientes,  de  todo  lo  que  com- 
prenda el  archivo,  bajo  un  número  de 
orden  que  explique  el  lugar  donde  se  en- 
cuentra cada  expediente; 

4" — Llevar  un  libro  en  donde  se  expresen  los 
expedientes  y actuaciones  que  salen  del  ar- 
chivo. En  este  caso,  pondrá  en  el  legajo 
respectivo  y en  el  lugar  que  ocupa  el  ex- 
pediente una  hoja  en  que  hará  constar  cuál 
era  la  pieza  que  se  extrajo  y aquién  se  le 
entregó;  y, 

5* — Cuidar  de  que  el  archivo  se  conserve  con 
el  aseo  y orden  debidos. 

Artículo  119. — Los  archiveros  deben  asistir  a 
su  oficina  todos  los  días  desde  las  diez  de  la 
mañana  hasta  las  tres  de  la  tarde. 


(1)  Existe  la  Sala  6f,  en  Totonicapán. 
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Los  archiveros  no  podrán  ausentarse  sin  per- 
miso, el  de  las  Salas  de  esta  ciudad,  sin  el  del 
Presidente  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  y 
los  de  las  otras  Salas,  sin  licencia  de  los  Presi- 
' dentes  de  las  mismas. 

I 

SECCION  4^ 

De  los  Escribientes,  Porteros  y Sirvientes 

Artículo  120. — La  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia y cada  una  de  las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  tendrán  un  portero,  un  sirviente 
y el  número  de  escribientes  que  sea  mnester. 

En  el  edificio  de  la  Corte  de  Justicia  en  esta 
ciudad,  habitará  un  empleado  con  el  nombre  y 
funciones  de  ecónomo  conserje. 

Artículo  121. — Los  empleados  que  se  mencio- 
nan en  el  artículo  anterior,  son  de  nombra- 
miento de  la  Corte  Suprema  o de  la  Sala  de  la 
' cual  dependen,  a propuesta  en  terna,  del  Secre- 
tario respectivo. 

Artículo  122. — Los  escribientes  deben  concu- 
rrir a la  Secretaría  a las  diez  de  la  mañana;  los 
porteros  y sirvientes  a las  nueve  y media. 

Sólo  con  justa  causa  calificada  por  el  Secre- 
tario, será  excusado  aquel  de  los  empleados  de 
que  se  habla  en  la  fracción  que  antecede,  que 
llegare  más  tarde;  pero  en  todo  caso,  el  que 
concurriere  después  de  media  hora  de  las  pre- 
fijadas, incurrirá  precisamente  en  falta. 

Artículo  123. — Las  funciones  de  ejecutores 
subalternos,  en  la  Corte  Suprema  o en  las  Salas 
de  Apelaciones,  se  desempeñarán  por  el  por- 
tero del  respectivo  tribunal. 

Artículo  124. — ^En  las  Salas  4^,  5^  y 6^,  las 
funciones  de  Ecónomo  Conserje  las  desempe- 
ñarán los  porteros,  quienes  habitarán  en  el  edi- 
ficio destinado  a las  audiencias. 

Artículo  125. — Los  escribientes  desempeña- 
rán los  trabajos  que  se  les  encargue,  con  la 
posible  prontitud,  y de  la  manera  que  ordene 
el  jefe  de  la  oficina. 

Las  demás  obligaciones  de  todos  los  emplea- 
dos a que  se  contrae  esta  sección,  se  detallarán 
en  el  correspondiente  reglamento  interior. 

TITULO  IV 

De  los  Jueces  de  P Instancia  departamentales 

de  los  Secretarios  y demás  empleados  su- 
balternos de  los  Juzgados  de  Instancia 

CAPITULO  I 

De  los  jueces  de  Instancia  departamentales 

Artículo  126. — Para  ser  Juez  de  P Instan- 
ciá  es  preciso  ser  Abogado,  mayor  de  vein- 
tiún años  de  edad,  y gozar  de  los  derechos  de 
ciudadano. 


Artículo  127. — Los  J ueces  de  P Instancia 
son  nombrados  por  el  Presidente  de  la  Re- 
pública a propuesta  en  terna  de  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia. 

Artículo  128. — En  cada  departamento  de  la 
República,  habrá  por  lo  menos  un  Juez  de  P 
Instancia,  encargado  de  administrar  justicia  en 
la  esfera  que  la  ley  señala. 

Artículo  129. — Los  Jueces  de  P Instancia 
tienen  el  deber  de  residir  constantemente  en  la 
ciudad  o población,  donde  esté  el  Juzgado  en 
que  deben  prestar  sus  servicios,  y sin  previa 
licencia  no  pueden  ausentarse  de  su  departa- 
mento ni  aun  los  domingos  o días  feriados. 

Artículo  130. — Los  Jueces  de  P Instancia 
deben  asistir  a sus  Juzgados  todos  los  días, 
con  excepción  de  los  que  sean  feriados  y 
de  los  domingos,  debiendo  permanecer  en  él 
por  lo  menos  cinco  horas. 

En  los  climas  cálidos,  el  Juez  puede  designar 
las  horas  más  a propósito  para  el  despacho; 
pero  siempre  durará  éste  lo  menos  cinco  horas. 

Artículo  131. — De  los  seis  Jueces  que  hay  en 
el  departamento  de  Guatemala,  el  P,  el  2^  y el 
3“^  conocerán  de  los  negocios  del  fuero  común 
en  materia  civil,  de  los  de  hacienda  que  tengan 
igual  carácter  y de  los  mercantiles;  el  4“^,  el  5^  y 
el  6*^  conocerán,  a prevención  de  las  causas  cri- 
minales del  fuero  común  y del  fuero  de  ha- 
cienda. 

Artículo  132. — En  los  departamentos  fuera 
del  de  Guatemala,  los  Jueces  conocerán  en  los 
juicios  mercantiles  con  arreglo  a las  leyes  del 
Código  de  Comercio. 

Artículo  133. — En  los  casos  de  impedimento, 
recusación,  falta  temporal  o muerte,  los  Jueces 
de  1'^  Instancia,  se  subrogarán  los  unos  a los 
otros  por  orden  de  nombramiento. 

En  los  departamentos  donde  no  hubiere  más 
que  un  Juez  de  P Instancia,  entrará  al  despa- 
cho del  Juzgado  el  Juez  de  Paz  de  la  cabecera 
y en  su  defecto  el  Alcalde. 

Si  hubiere  varios  Jueces  de  Paz  o Alcaldes 
y de  ellos  alguno  fuere  Abogado,  éste  será  de 
preferencia  el  que  entre  a desempeñar  las  fun- 
ciones de  Juez  d P Instancia. 

Artículo  134. — Los  Jueces  de  .P  Instancia 
no  podrán  administrar  justicia  en  los  casos  que 
las  leyes  determinan,  sin  asesorarse  de  un 
Abogado  si  ellos  carecieren  de  este  título. 

Artículo  135. — Los  Jueces  de  P Instancia 
son  los  asesores  titulados  de  los  Jefes  Políticos; 
y los  Auditores  de  Guerra,  de  los  Comandantes 
de  Armas. 

Artículo  136. — Corresponde  a los  Jueces: 

P — Conocer  en  P Instancia  de  todos  los  asun- 
tos civiles  y criminales  que  sean  de  su  com- 
petencia; 
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2'‘ — -Conocer  en  revisión  de  los  juicios  verbales, 
tanto  en  lo  civil  como  en  lo  criminal,  ter- 
minados por  los  Jueces  de  Paz,  los  Jueces 
Municipales  o Alcaldes,  si  procediere  aquel 
recurso; 

3'’— Conocer  por  apelación,  de  los  autos  de 
bien  preso,  así  como  de  cualquier  otra  pro- 
videncia interlocutoria,  dictados  por  los 
funcionarios  de  que  se  habla  en  el  inciso 
anterior,  y sean  apelables  conforme  a la  ley; 
4'' — Conocer  en  las  causas  de  responsabilidad 
que  deben  seguirse  a los  Jueces  de  Paz,  Jue- 
ces Municipales,  Alcaldes,  Regidores  y Sín- 
dicos, o a los  dependientes  del  mismo 
Juzgado; 

5'’ — Visitar,  por  lo  menos  una  vez  al  mes,  las 
cárceles  de  la  cabecera; 

6'^ — Visitar  cada  tres  meses  el  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble  en  los  departamentos. 

Artículo  137. — Cada  año,  en  los  primeros 
tres  meses,  deberán  los  Jueces  de  1®  Instancia, 
bajo  la  más  estrecha  responsabilidad,  visitar 
todos  los  pueblos  de  su  jurisdicción. 

Donde  hubiere  más  de  un  Juez  de  U Ins- 
tancia, se  alternarán  en  las  visitas  por  año. 

Artículo  138. — Esas  visitas  de  los  Jueces  ten- 
drán por  objeto: 

U — Inspeccionar  las  cárceles,  oyendo  las  que- 
jas que  contra  los  Jueces  de  Paz,  Jueces 
Municipales  o Alcaldes,  interpusieren  las 
partes,  dictándose  sobre  cada  falta  o abuso 
que  se  note,  la  providencia  que  corres- 
ponde; 

2’’ — Oír  las  quejas  de  los  vecinos  a quienes  fal- 
tan medios  para  ocurrir  por  sí  o por  apo- 
derado, al  punto  donde  reside  el  Juez; 

3'’ — Ver  los  libros  en  que  se  extienden  las  de- 
terminaciones de  los  juicios  verbales,  y ob- 
servar si  en  ellos  se  han  guardado  las  for- 
malidades de  ley; 

4’’ — Dar  a los  Jueces  de  Paz,  Jueces  Municipa- 
les o Alcaldes,  las  instrucciones  necesarias 
para  que  administren  justicia  pronta  y 
cumplidamente; 

5'’ — Prevenir  de  una  manera  especial  a los  fun- 
cionarios de  que  se  habla  en  el  inciso  ante- 
rior, que  vigilen  para  que  no  se  hagan  exac- 
ciones de  costas; 

6'’ — Levantar  actas  de  las  visitas  que  se  practi- 
quen, y enviar  certificación  de  ellas  a la 
respectiva  Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
proponiendo  la  manera  de  remover  aque- 
llos inconvenientes,  que  no  sean  del  resorte 
de  los  visitantes,  o que  elijan  la  interven- 
ción superior. 

Artículo  139. — No  obstante  la  división  juris- 
diccional establecida  por  la  ley,  los  Jueces  de 
D Instancia,  tanto  del  orden  civil  como  del 
militar  o de  hacienda  en  todos  los  departamen- 
tos de  la  República,  deberán  cumplimentar  in- 


mediatamente los  despachos  y órdenes  que  re- 
ciban de  la  Corte  Suprema,  o de  cualquiera  de 
las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

En  caso  de  inobediencia,  se  podrá  -imponer  la 
pena  que  la  ley  designe,  por  el  tribunal  que 
hubiere  librado  la  orden  o el  despacho. 

Artículo  140. — Todo  Juez  de  U Instancia 
departamental  remitirá  mensualmente  a la  Sala 
que  corresponda,  un  estado  de  las  causas  que 
inicie,  bien  sea  en  juicio  escrito  o verbal,  o que 
ya  estuvieren  en  curso. 

En  estos  estados  se  hará  constar  en  columnas 
separadas,  la  fecha  en  que  se  inicia  la  causa; 
el  nombre  y el  sexo  del  sindicado;  su  edad,  su 
vecindario,  su  oficio  o constancia  de  no  tener- 
lo; si  sabe  o no  leer  y escribir;  el  delito  que  mo- 
tiva el  encausamiento;  época  en  que  se  cometió 
el  delito;  fecha  del  auto  de  prisión;  fecha  del 
auto  de  excarcelación;  fecha  de  la  úlima  dilh 
gencia;  fecha  de  la  sentencia;  y pena  a que 
haya  sido  condenado  el  reo,  y,  caso  de  haber 
sido  absuelto,  si  lo  fué  dél  cargo  o de  la  ins- 
tancia. 

En  los  estados  también  se  indicará  las  causas 
verbales  de  que  hubieren  conocido  en  revisión. 

Artículo  141. — Los  Jueces  de  U Instancia 
cuidarán,  de  una  manera  especial,  de  que  los 
Jueces  subalternos  de  sus  respectivas  jurisdic- 
ciones les  remitan  mensualmente  los  estados. 

Artículo  142. — Los  Jueces  departamentales 
nombrarán  sus  Secretarios  y los  demás  em- 
pleado^ subalternos  de  la  Secretaría,  sometien- 
do el  nombramiento  de  los  primeros,  a la  apro- 
bación de  la  Sala  correspondiente. 

Los  Jueces  pueden  retirar  del  despacho  a los 
emipleados  de  que  habla  el  párrafo  anterior, 
dando  aviso  a la  Sala. 

CAPITULO  II 

De  los  Secretarios  y empleados  subalternos  de 
los  Juzgados  de  Instancia 

Artículo  143. — Habrá  en  todos  los  Juzgados 
de  D Instancia  un  Secretario,  cuya  función 
principal  seráTa  de  autorizar  las  providencias 
de  los  Jueces,  y todo  acto  en  que  se  requiera 
su  intervención. 

Artículo  144. — Los  Secretarios  de  los  Juzga- 
dos de  D Instancia  deben  ser  Notarios,  y ha- 
llarse en  el  pleno  goce  de  los  derechos  de  ciu- 
dadano. 

En  falta  de  Notario,  el  Juez  puede  nombrar 
de  Secretario  a una  persona  idónea  que  sea 
mayor  de  edad. 

Artículo  145. — Las  obligaciones  de  los  Secre- 
tarios de  los  Juzgados  de  U Instancia  son,  en 
cuanto  sean  compatibles,  las  -mismas  que  se 
establecen  en  el  capítulo  8,  título  3 de  esta  ley. 
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Los  Secretarios  deben  también  cumplir  es- 
trictamente con  las  disposiciones  del  párrafo 
8,  titulo  8''  libro  U del  Código  Civil  de  Pro- 
cedimientos. 

Artículo  146. — Los  Secretarios  tienen  a su 
cargo  y bajo  su  responsabilidad,  el  archivo  del 
Juzgado,  y bajo  tal  concepto  cumplirán  con 
lo  prevenido  en  el  artículo  121. 

Artículo  147. — En  los  Juzgados  de  U Instan- 
cia habrá  el  número  de  escribientes,  receptores 
y sirvientes  que  la  ley  o el  presupuesto  de- 
terminen. 

Estos  empleados  se  nombran  y pueden  ser 
removidos  por  el  Juez. 

Artículo  148. — Los  empleados  de  que  se  ha- 
bla en  el  artículo  anterior,  desempeñarán  pun- 
tualmente los  trabajos  que  les  encomiende  el 
Juez;  y concurrirán  a la  Oficina  a las  nueve  y 
media  de  la  mañana,  y a horas  extraordinarias, 
cuando  el  mismo  Juez  lo  mande. 

Artículo  149. — El  portero  o Comisario  del 
Juzgado  desempeñará  las  funciones  de  ejecu- 
tor subalterno,  con  arreglo  al  párrafo  XI,  título 
8,  libro  U del  Código  Civil  de  Procedimientos. 

TITULO  V 

De  los  Jueces  de  Paz,  Jueces  Municipales  y Al- 
caldes; y de  los  Secretarios  y demás  empleados 
subalternos  en  esos  Juzgados 

CAPITULO  I 

De  los  Jueces  de  Paz,  Jueces  Municipales 
y Alcaldes 

Artículo  150. — 'En  cada  municipio  habrá  uno 
o más  Jueces  de  Paz,  según  lo  crean  conve- 
niente las  respectivas  Municipalidades,  las  cua- 
les fijarán  el  sueldo  con  que  de  sus  fondos  se 
acuda  a dichos  funcionarios. 

Artículo  151. — Los  Jueces  de  Paz  se  nombran 
por  elección  popular,  de  la  misma  manera  que 
se  practica  la  de  los  Concejales. 

Artículo  152. — Pata  poder  ser  electo  Juez  de 
Paz  se  necesita  ser  mayor  de  edad,  saber  leer 
y escribir  y gozar  de  los  derechos  de  ciu- 
dadano. 

Artículo  153. — La  jurisdicción  territorial  de 
los  Jueces  de  Paz  se  limitará  a la  del  municipio 
que  los  elija. 

Artículo  154. — La  competencia  de  los  Jueces 
de  Paz,  en  asuntos  civiles  contenciosos  o volun- 
tarios y en  el  ramo  criminal,  está  determinada 
por  las  leyes  sobre  procedimientos. 

Artículo  155. — Las  atribuciones  de  los  Jueces 
de  Paz,  en  el  orden  disciplinario,  son  las  mis- 
mas, respecto  a subalternos,  que  las  otorgadas 
en  el  propio  caso  a los  Jueces  de  1®  Instancia. 
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Artículo  156. — En  donde  haya  más  de  un 
Juez  de  Paz,  deben  estos  funcionarios  permane- 
cer en  su  casa,  por  turnos  fuera  de  las  horas 
de  audiencia,  a efecto  de  que  haya  un  Juez  ex- 
pedito para  la  práctica  de  las  diligencias  que 
urgentemente  demanden  su  presencia. 

En  esta  ciudad,  el  turno  corresponderá,  du- 
rante tres  días  consecutivos,  a dos  de  los  seis 
Jueces  que  hay,  alternándose  el  primero  y el 
tercero,  con  el  segundo  y el  cuarto  y el  5*^  y 

El  Juez  que,  sin  causa  justificada,  no  cum- 
pliere con  la  prevención  anterior,  sufrirá  una 
multa  de  cinco  a veinticinco  pesos,  que  el  Juez 
de  1^  Instancia  departamental  que  correspon- 
da, podrá  imponer  de  plano. 

Artículo  157. — Los  Jueces  de  Paz  reconoce- 
rán como  inmediato  superior,  al  Juez  de 
Instancia  respectivo. 

Artículo  158. — En  caso  de  falta,  impedimen- 
to o recusación,  el  Juez  de  Paz  será  subrogado 
por  uno  de  los  Alcaldes  Municipales;  y en  de- 
fecto de  éstos,  por  los  Regidores  en  orden  nu- 
mérico. 

Artítulo  159. — Los  Jueces  de  Paz  no  pueden 
dejar  de  asistir  a su  Despacho,  a no  ser  en  caso 
de  enfermedad  o con  licencia  que  les  otorgue 
el  respectivo  Juez  de  P Instancia,  la  que  no 
podrá  exceder  de  un  mes. 

Artículo  160. — En  las  poblaciones  en  donde 
no  hubiere  Jueces  de  Paz,  desempeñarán  sus 
funciones  los  Alcaldes  Municipales. 

Artículo  161. — Los  Jueces  Municipales  se 
nombran  con  arreglo  a la  ley  de  su  creación; 
y duran  dos  años  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Para,  los  casos  de  ausencia,  impedimento  o 
excusa,  hay  un  primero  y segundo  suplentes, 
que  se  nombran  también  con  arreglo  a la  ley 
citada. 

Artículo  162. — Los  Jueces  Municipales,  en  el 
ramo  puramente  judicial,  son  de  todo  en  todo 
idénticos  a los  Jueces  de  Paz,  y bajo  tal  con- 
cepto, dependen  exclusivamente  de  los  Jueces 
de  l’’  Instancia. 

CAPITULO  II 

De  los  Secretarios  y demás  empleados  subalter- 
nos de  los  Jueces  de  Paz  y Jueces  Municipales 

Artículo  163. — Los  Jueces  de  Paz  y los  Jue- 
ces Municipales  nombran  sus  Secretarios,  los 
cuales,  en  defecto  de  Notarios,  pueden  ser  per- 
sonas mayores  de  edad,  que  sepan  leer  y escri- 
bir y gocen  de  los  derechos  de  ciudadano. 

Las  obligaciones  de  los  Secretarios  están  de- 
terminados en  las  leyes. 

Artículo  164. — Cuando  sea  necesario,  habrá 
en  los  Juzgados  de  que  se  habla  en  este  capí- 
tulo, uno  o más  escribientes,  y un  portero  que 
nombrará  el  Juez  de  Paz  o el  Municipal. 
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Estos  empleados  tienen  los  mismos  deberes 
que  quedan  establecidos  para  los  del  mismo 
carácter  de  los  Juzgados  de  1*  Instancia. 

TITULO  VI 

Del  Archivo  general  de  Protocolos  de 
los  Notarios 

Artículo  165. — En  el  edificio  de  los  tribuna- 
les residentes  en  esta  ciudad,  se  conservará  el 
archivo  general  de  protocolos  de  los  Notarios 
que  han  fallecido  y en  lo  sucesivo  fallecieren, 
y de  los  demás  que  con  arreglo  a la  ley  deben 
depositarse. 

Artículo  166. — El  archivo  estará  a cargo  del 
Secretario  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  y 
habrá  un  escribiente,  destinado  a las  compulsas 
que  se  soliciten,  el  cual  permanecerá  en  el  archi- 
vo los  días  y horas  de  audiencia  ordinaria  y 
llevará  un  registro  o índice  por  orden  alfabé- 
tico, de  cada  protocolo,  con  expresión  del  año 
o años  que  comprenden  y del  número  de  hojas 
de  que  se  compone. 

Artículo  167. — El  archivo  está  bajo  la  inme- 
diata dependencia  del  Presidente  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia. 

TITULO  VII 
Disposiciones  generales 

Artículo  168. — El  personal  que  fija  esta  ley, 
no  altera  la  creación  ya  establecida  en  el  Códi- 
go Civil  de  Procedimientos,  de  promotores  y 
agentes  fiscales,  cuyas  atribuciones  determina  el 
mismo  Código. 

Artículo  169. — Los  individuos  de  la  Corte 
Suprema  y Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  y 
los  Jueces  de  P Instancia,  gozarán  de  una  li- 
cencia al  año,  que  no  exceda  de  un  mes;  pero 
en  casos  extraordinarios  y con  causa  justifi- 
cada, la  Corte  Suprema  podrá  concederla  por 
más  tiempo,  especificando  si  el  exceso  es  o no 
con  goce  de  sueldo. 

Estas  licencias  se  solicitan  con  sujeción  a la 
presente  ley. 

Articulo  170. — Las  sumarias  que  se  inicien 
contra  funcionarios  respecto  de  quienes  declare 
la  Corte  Suprema  que  ha  lugar  a formación  de 
causa,  terminan  sin  ulterior  recurso,  por  el 
hecho  de  resolverse  que  no  hay  mérito  para 
proceder  al  formal  encausamiento. 

Artículo  171. — Las  diligencias  que  practi- 
quen los  tribunales,  no  deben  salir  de  la  Ofi- 
cina, podiendo  dar  a los  interesados,  las  copias 
certificadas  que  soliciten,  con  previa  citación 
de  la  parte  que  corresponda.  Se  exceptúan  de 
esta  regla  las  actuaciones  y procesos  que  de- 
ban darse  en  traslado,  y los  demás  casos  que 
las  leyes  determinan. 


(1)  Adicionado  por  Decretos  gubernativo  Número  655 
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Artículo  172. — Fenecida  cualquiera  causa 
civil  o criminal,  puede  darse  testimonio  de  ella 
a costa  del  que  lo  solicite,  salvo  de  aquellas 
causas  en  que  lo  prohíba  la  decencia;  mas  aun 
en  este  caso  deberá  darse  a las  partes  directa- 
mente interesadas  o cuando  sea  necesario  hacer 
uso  de  la  causa  para  agregarla  a otro  proceso. 

Artículo  173. — ^Los  tribunales  y Jueces  deja- 
rán a los  Abogados  y defensores  de  las  partes 
en  la  justa  libertad  que  deben  tener,  para  sos- 
tener por  escrito  o de  palabra  los  derechos  de 
sus  clientes. 

Los  Abogados,  así  como  deben  proceder  con 
arreglo  a las  leyes,  y con  el  respeto  debido  a 
los  tribunales  y autoridades,  serán  citados  por 
éstos  con  el  decoro  correspondiente  y no  se  les 
interrumpirá  ni  desconcertará  cuando  hablen 
en  estrados,  ni  se  les  coartará  directa  ni  indi- 
rectamente el  libre  desempeño  de  su  cargo. 

Artículo  174. — En  aquellas  diligencias  judi- 
ciales en  que  se  necesita  la  intervención  de  ex- 
pertos, los  tribunales  podrán  nombrar  a cual- 
quiera de  ellos  para  que  las  practiquen,  me- 
diante justa  remuneración.  El  así  nombrado 
no  podrá  excusarse  sino  en  caso  de  impedi- 
mento legal  calificado  por  el  tribunal  respec- 
tivo, quien  podrá  compelerlo  con  multa  que  no 
exceda  de  cincuenta  pesos  o prisión  que  no 
pase  de  treinta  días. 

Artículo  175. — Los  Agentes  fiscales,  mientras 
duren  en  sus  destinos,  no  podrán  ejercer  ni  la 
abogacía  ni  el  notariado. 

Artículo  176. — ^Ni  en  la  Corte  Suprema,  ni 
en  las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones,  pueden 
ser  simultáneamente  Jueces  en  una  misma  Sala, 
los  parientes  consanguíneos  o afines  en  línea 
recta,  ni  los  colaterales  que  se  hallen  dentro  del 
cuarto  grado  de  consanguinidad  o segundo  de 
afinidad. 

A los  mismos  grados  se  extiende  el  impedi- 
mento para  conocer  los  parientes  consanguíneos 
o afines,  en  diferentes  instancias. 

Artículo  177. — Las  licencias  que  se  conce- 
den a los  Magistrados,  Jueces  de  1*  Instancia 
y demás  subalternos,  debe  entenderse  siempre 
que  son  continuas,  y que  cesarán  aun  cuando 
no  haya  concluido  todo  el  término  de  la  con- 
cesión, desde  el  momento  en  que  el  empleado 
se  restituya  al  ejercicio  de  su  empleo. 

Artículo  178. — Siempre  que  se  advierta  nu- 
lidad substancial  en  cualquiera  clase  de  causas 
criminales,  el  Juez  o tribunal  ante  quien  pendan 
en  virtud  de  apelación,  consulta  a ocurso,  de- 
berán declararla,  aun  cuando  las  partes  no  la 
soliciten. 

Artículo  179. — El  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia,  los  Magistrados  y los  Fisca- 
les tienen  individualmente  jurisdicción  coerci- 
tiva para  impedir  los  delitos  y aprehender  a los 
delincuentes,  pudiendo  requerir  el  auxilio  de 
cualquier  funcionario  o particular,  y apremiarle. 
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a prestarlo,  por  su  renuncia,  con  multa  que 
no  exceda  de  veinticinco  pesos,  o pena  corpo- 
ral que  no  exceda  de  quince  días  de  prisión; 
o dará  parte  a la  autoridad  que  corresponda, 
para  que  por  la  desobediencia,  proceda  confor- 
me al  Código  Penal. 

Artículo  180. — Excepto  los  domingos  y fe- 
riados, será  diario  el  despacho  de  la  Corte  Su- 
prema, así  como  el  de  las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones.  Principiarán  a las  once  de  la  ma- 
ñana y no  podrá  durar  menos  de  cuatro 
horas. 

Artículo  181. — El  Jefe  de  la  República,  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  U del  artícu- 
lo 77  de  la  Constitución,  puede  disponer,  cuan- 
do lo  estime  conveniente,  que  se  hagan  visitas 
extraordinarias  a uno  o más  Juzgados  o Salas 
de  Apelaciones. 

Artículo  182. — El  Presidente,  Magistrados  y 
Fiscales,  antes  de  dar  principio  a sus  funciones 
en  un  nuevo  período  constitucional,  ante  la 
Asamblea  Legislativa,  harán  la  protesta  de  ley, 
bajo  la  fórmula  que  sigue: 

"¿Protestáis  desempeñar  con  lealtad  los  de- 
beres que  las  leyes  os  imponen?” 

En  caso  de  proveerse  alguna  vacante,  dentro 
del  período  constitucional,  la  protesta  se  hará 
ante  la  Corte  Suprema,  y su  Presidente  hará 
la  pregunta  mencionada. 

Artículo  183. — Quedan  derogados  y abroga- 
dos los  decretos,  acuerdos  y autos  acordados, 
que  se  opongan  a las  disposiciones  de  esta  ley. 

CAPITULO  VIII 
Disposiciones  transitorias 

Artículo  184. — La  Corte  Suprema  de  Justicia 
queda  encargada  de  que  se  formen  reglamen- 
tos para  su  régimen  interior,  y para  el  de  las 
Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones,  debiendo 
someterlos  al  Ejecutivo  para  su  aprobación. 

Artículo  185. — Todos  los  negocios  que  hu- 
bieren pendientes  en  las  Salas  en  concepto  de 
Tribunal  de  Súplica,  o bien  para  que  se  declare 
si  ha  o no  lugar  a juicio  contra  algún  funcio- 
nario, serán  pasados  a -la  Corte  Suprema  de 
Justicia  luego  que  esté  organizada,  lo  mismo 
que  todos  aquellos  de  que  según  esta  ley  deba 
conocer. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y cum- 
plimiento. 


u)  Reformado  por  Decreto  legislativo  Número  1393. 

(2)  Adicionado  por  Decreto  gubernativo  Número  608. 

(3)  Reformado  por  Decreto  legislativo  Número  87. 


Dado  en  el  Palacio  del  Poder  Legislativo:  en 
Guatemala,  a veintiocho  de  mayo  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y nueve. 

JOSE  PINTO, 

Presidente. 

F.  GARCIA,  J.  A.  MANDUJANO, 

Secretario,  Secretario. 

Palacio  del  Gobierno:  Guatemala,  28  de 
mayo  de  1889. 

Cúmplase. 

M.  L.  BARILLAS. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y Justicia, 

F.  ANGUIANO. 


Sobre  la  traslación  de  cadáveres  para  autopsias 
a distancia  de  más  de  cinco  leguas 

Presidencia  del  Poder  Judicial:  Guatemala, 
5 de  octubre  de  1889. 

Vista  la  comunicación  del  Juez  3’  de  U Ins- 
tancia, Licenciado  don  Pedro  Fonseca,  mani- 
festando que  al  practicar  la  visita  de  Sanarate, 
la  Municipalidad  de  este  pueblo  le  expuso  los 
graves  inconvenientes  que  ofrece  la  traslación 
a esta  capital  de  los  cadáveres  de  los  individuos 
que  fallecen  de  muerte  violenta,  por  la  pronta 
descomposición  que  sufren  a causa  de  la  dis- 
tancia, mal  camino  y falta  de  conductores; 

Consultada  la  opinión  de  la  Facultad  de 
Medicina  y Farmacia  y posteriormente  la  de 
los  Doctores  don  Joaquín  Yela  y don  Alberto 
Molina,  estos  facultativos,  en  su  extenso  e ilus- 
trado informe,  demuestran  que  la  traslación  de 
un  cadáver,  de  una  población  a otra  más  o 
menos  distante,  indudablemente  influye  en  su 
putrefacción,  acelerándola,  por  las  variaciones 
de  temperatura,  por  el  magullamiento  que  su- 
fre y por  la  remoción  de  sus  componentes  li- 
quidos  y gaseosos;  y que,  bajo  tal  supuesto, 
dicha  traslación  es  esencialmente  nociva  a la 
Salubridad  Pública;  pudiendo  así  verificarse 
en  el  caso  de  muerte  reciente,  cuando  la  dis- 
tancia que  separa  un  lugar  de  otro,  no  exceda 
de  diez  horas; 

CONSIDERANDO: 

Que  es  general  en  la  República  la  costumbre 
de  trasladar  a la  cabecera  del  depatamento  los 
cadáveres  de  los  que  sucumben  de  una  manera 
violenta,  para  su  autopsia  y reconocimiento; 

Que,  en  esta  virtud,  conviene  hacer  cesar 
semejante  práctica,  que  sobre  ser  perjudicial  a 
la  Fíigine  Pública,  la  ley  no  la  autoriza  bajo 
concepto  alguno,  porque  si  bien  exige  la  ins- 
pección y disección  facultativa  de  los  cadáveres 
como  uno  de  los  medios  para  averiguar  los  de- 
litos, es,  y no  podía  ser  de  otro  modo,  en  el 
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supuesto  de  que  en  el  lugar  donde  acontece  la 
defunción,  se  encuentre  la  persona,  de  ciencia 
que  debe  verificar  aquellos  trabajos,  pues  no 
habiéndola,  basta  acudir  a los  oficios  de  un 
empirico  o aplicado  a la  Cirugía  (artículo  48 
del  Código  de  Procedimientos  Penales); 

POR  TANTO; 

La  Presidencia  del  Poder  Judicial 
ACUERDA: 

No  serán  remitidos  a la  cabecera  del  depar- 
tamento los  cadáveres  de  los  que  fallecen  de 
muerte  violenta,  si  el  pueblo  o lugar  donde 
acontece  la  defunción  dista  más  de  cinco  leguas 
dé  dicha  cabecera,  y aun  cuando  sea  menor  la 
distancia,  si  después  del  fallecimiento  han 
transcurrido  doce  horas,  o el  cadáver  presenta 
señales  de  descomposición. 

■Comuniqúese. 

SALAZAR. 

FRANCISCO  ACUÑA, 

Secretario. 


DECRETO  NUMERO  87 

La  Asamblea  Legislativa  de  la  República 
de  Guatemala 

CONSIDERANDO: 

Que  el  señor  Presidente  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  con  presencia  de  lo  dispuesto  en  los 
artículos  56  de  la  Constitución  y 21  de  la  Ley 
Orgánica  del  Poder  Judicial,  ha  dirigido  una 
comunicación,  a efecto  de  que  se  llene  el  vacío 
que  se  observa  en  el  artículo  31  de  la  citada 
Ley,  que  no  previó  qué  funcionarios  deben 
substituir  a los  Magistrados  de  aquel  Tribunal, 
por  ausencia  o muerte  de  alguno  de  sus  miem- 
bros; omisión  que,  en  realidad,  se  encuentra  en 
el  precitado  artículo,  cuya  reforma,  por  lo  mis- 
mo, es  indispensable  y urgente; 

CONSIDERANDO: 

Que,  al  darse  nueva  organización  a los  Tri- 
bunales de  Justicia,  quedaron  pendientes,  en 
grado  de  súplica,  algunos  juicios,  que  aún  no 
se  han  resuelto  por  haberse  suscitado  dudas 
sobre  el  sentido  que  debe  darse  al  artículo  185 
de  la  Ley  Orgánica  y Reglamentaria  del  Poder 
Judicial,  que  establece  la  competencia  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  para  el  conocimiento 
de  los  expresados  juicios; 

CONSIDERANDO: 

Que  es  de  conveniencia  general  aclarar  la 
citada  disposición,  a fin  de  que  los  juicios  alu- 
didos no  sufran  más  demora; 


POR  TANTO; 

DECRETA: 

Artículo  U — El  artículo  31  de  la  Ley  Orgá- 
nica y Reglamentaria  del  Poder  Judicial,  emiti- 
da en  veintiocho  de  mayo  del  año  próximo  pa- 
sado, queda  reformada  en  los  términos  siguien- 
tes: "En  caso  de  impedimento  o recusación  de 
alguno  de  los  Magistrados  de  la  Corte  Supre- 
ma de  Justicia,  entrarán  a conocer  en  los  jui- 
cios en  que  no  hubieren  pedido,  los  Fiscales 
residentes  en  esta  capital,  y si  aún  asi  no  se 
completare  el  número  de  cinco,  se  llamará  a 
formar  Tribunal  a los  Presidentes  de  las  Salas 
U,  Z'*  y 3%  por  su  orden  y si  éstos  estuvieren 
impedidos,  o por  cualquier  motivo  legal  no 
pudieren  integrar  el  Tribunal,  se  llamará  a los 
Magistrados  Propietarios  de  las  referidas  Salas, 
en  el  mismo  orden  que  los  Presidentes;  esto  es, 
al  Segundo  de  la  U;  en  su  defecto  al  Segundo 
de  la  3%  y así  sucesivamente,  y,  por  último,  a 
los  Magistrados  Suplentes  de  aquellas  Salas. 

Por  ausencia  o muerte  de  algunos  de  los  Ma- 
gistrados de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  se 
llamará  para  integrar  Tribunal  a los  Presidentes 
de  dichas  Salas,  y,  a falta  de  éstos,  a los  otros 
Magistrados  Propietarios,  en  el  orden  expresa- 
do y finalmente  a los  Suplentes  mencionados; 
entendiéndose  en  el  segundo  caso,  mientras  la 
Asamblea  hace  la  designación  que  corres- 
ponde”. 

Artículo  Z'’ — El  artículo  185,  de  lá  citada  ley, 
debe  entenderse  así:  "Todos  los  negocios  que 
hubie-e  pendientes  en  las  Salas,  en  concepto  de 
Tribunal  de  Súplica,  o bien  para  que  se  declare 
si  ha  o no  lugar  a juicio  contra  algún  funciona- 
rio, serán  pasados  a la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, para  su  resolución,  lo  mismo  que  todos 
aquellos  de  que,  según  esta  ley,  deba  conocer”. 

Pase  al  Poder  Ejecutivo  para  su  publicación 
y demás  efectos. 

Dado  en  el  Palacio  del  Poder  Legislativo:  en 
Guatemala,  a veintidós  de  abril  de  mil  ocho- 
cientos noventa. 

JOSE  PINTO, 

Presidente. 

J.  A.  MANDUJANO, 

Secretario. 

J.  A.  BETETA, 

Secretario. 

Palacio  del  Gobierno:  Guatemala,  veinticua- 
tro de  abril  de  mil  ochocientos  noventa. 

Cúmplase. 

M.  L.  BARILLAS. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y Justicia, 

F.  ANGUIANO. 
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ACUERDO 

de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  relativo  a va- 
gancia, testigos  falsos  y práctica  de  diligen- 
cias judiciales. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  once 
de  julio  de  mil  ochocientos  noventa  y cuatro. 

CONSIDERANDO: 

Que  según  las  fracciones  6^  y 7*^  del  artículo 
26  de  la  Ley  Orgánica  y Reglamentaria  del 
Poder  Judicial,  corresponde  a la  Corte  Supre- 
ma velar  porque  la  justicia  sea  pronta  y cum- 
plidamente administrada,  y dictar,  en  su  caso, 
las  providencias  que  correspondan  para  evitar 
y corregir  el  retraso  que  se  observe  en  el  curso 
de  los  negocios  judiciales;  cuidando  de  que  la 
conducta  de  los  Jueces  superiores  e inferiores 
sea  la  que  corresponde  a las  elevadas  funciones 
que  desempeñan,  y dictando  para  ese  objeto  las 
medidas  convenientes; 

Que  la  tolerancia  en  la  intervención  de  tinte- 
rillos conocidos  que  toman  parte  en  los  juicios 
civiles  y criminales,  en  algunos  Juzgados,  es 
harto  perjudicial  para  la  gente  sencilla  y para 
la  buena  marcha  de  la  administración  de  justi- 
cia. Que  los  Jueces,  Secretarios  y demás  em- 
pleados subalternos  de  éstos,  de'ben  ser  prendas 
de  imparcialidad,  rectitud  y confianza  para 
los  litigantes;  y por  eso  es  que  la  ley  ha  previs- 
to las  condiciones  que  deben  reunir  todos  ellos, 
sin  las  que  se  falsean  los  principios  de  justicia. 
Que  los  testigos  falsos  son  una  amenaza  para 
el  público  y deben  perseguirse  con  toda  acti- 
vidad conforme  a la  ley; 

Que  los  artículos  515  y 517  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles  ordenan  que  los  Jueces 
presidan  y reciban  por  sí  todos  los  actos  de 
prueba,  sin  que  puedan  ni  deban  cometer  la 
práctica  de  diligencias  a los  Secretarios  ni  tes- 
tigos de  asistencia;  ni  mucho  menos  a simples 
escribientes; 

Que  el  artículo  9*^  del  Decreto  gubernativo 
Número  273  manda  que  los  Jueces  lean  y estu- 
dien por  sí  los  asuntos,  siendo  responsables  de 
los  perjuicios  que  por  su  ignorancia  o negli- 
gencia causen  a alguna  de  las  partes; 

Que  el  artículo  17  del  Código  Civil  declara 
que  los  Jueces  no  pueden  dejar  de  aplicar  las 
leyes,  ni  juzgar  sino  por  lo  dispuesto  en  ellas; 

Que  la  falta  de  circunspección  de  algunos 
Jueces,  al  apreciar  la  prueba  que  no  ha  presi- 
dido, ni  practicado,  deja  o puede  en  muchos 
casos  dejar  impunes  a los  testigos  falsos,  que 
envalentonados  y cada  vez  más  pervertidos,  in- 
molarán inocentes  y favorecerán  la  usurpación 
de  lo  ajeno, 

POR  TANTO; 

Y en  el  deseo  de  extirpar,  en  lo  posible,  los 
abusos  que  a este  respecto  se  cometen;  la  Corte 
Suprema  de  Justicia, 


. ACUERDA: 

1” — Recomendar  a los  Jueces  el  estricto  cumpli- 
miento de  los  deberes  que  les  imponen  las 
ya  citadas  leyes,  y cuidar  de  que  den  lleno  a 
sus  obligaciones  los  Secretarios  y emplea- 
dos subalternos,  procurando  sean  personas 
honradas  y aptas  las  que  desempeñen  esos 
destinos; 

2^ — Los  Jueces  tienen  el  deber  de  contribuir  a 
la  persecución  de  la  vagancia,  en  cualquie- 
ra de  sus  manifestaciones,  según  la  ley  de 
la  materia  y lo  dispuesto  en  el  acuerdo  de 
26  de  septiembre  de  1888  y en  el  artículo 
223  del  Código  Penal,  inquiriendo,  en  los 
casos  particulares,  los  datos  que  se  puedan 
obtener,  y comunicándolos  a las  autorida- 
des respectivas  para  los.  efectos  consi- 
guientes; 

3^ — Todos  los  Jueces,  al  apreciar  las  pruebas 
con  el  más  severo  criterio,  ordenarán  y 
harán  testimoniar  sin  demora  lo  que  resul- 
te por  falsedad  en  las  declaraciones  o en 
los  documentos  para  que  se  proceda  contra 
los  culpables; 

4^ — El  funcionario  de  justicia  que  falte  a lo 
dispuesto  en  este  acuerdo,  quedará  sujeto  a 
la  sanción  establecida  en  los  artículos  24f 
y 242,  inciso  P*  del  Código  Penal. 

Comuniqúese. 

Batres.  — Flores.  — Herrera.  — Alarcón.  — 

Foronda.  — Felipe  Martínez,  Secretario. 


DECRETO  NUMERO  608 

MANUEL  ESTRADA  CABRERA, 

Presidente  Constitucional  de  la  República 

CONSIDERANDO: 

Que  no  siempre  es  posible  que  los  Magis- 
trados, Fiscales  y Suplentes  del  Poder  Judicial, 
electos  popularmente,  presten  ante  la  Asamblea 
Legislativa  la  protesta  de  ley,  con  lo  que  sufre 
la  administración  de  justicia,  porque,  debido  a 
esa  causa  se  dificulta,  en  determinados  casos, 
la  organización  de  los  Tribunales  respectivos; 
y que  conviene  expeditar  la  manera  de  inte- 
grarse la  Corte  Suprema  de  Justicia,  cuando 
este  Tribunal  quede  incompleto  por  falta  tem- 
poral o absoluta  de  algunos  de  los  miembros 
de  que  se  compone, 

POR  TANTO; 

En  uso  de  las  amplias  facultades  de  que 
estoy  investido  por  Decreto  Número  473  de  la 
Asamblea  Nacional  Legislativa, 
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DECRETO: 

Articulo  U — El  artículo  182  de  la  Ley  Orgá- 
nica y Reglamentaria  del  Poder  Judicial  queda 
adicionado  en  los  términos  siguientes:  "Los 
Magistrados,  Fiscales  y Suplentes  de  la  Corte 
de  Apelaciones  electos,  para  un  período  cons- 
titucional, que  por  cualquier  motivo  no  hubie- 
ren prestado  la  protesta  correspondiente  ante 
la  Asamblea  Nacional,  lo  harán  ante  la  Corte 
Suprema,  en  la  misma  forma  que  para  el  caso 
de  proveerse  alguna  vacante”. 

Artículo  2'’ — La  fracción  2*  del  artículo  31 
de  la  misma  ley,  reformado  por  el  artículo  U 
del  Decreto  legislativo  Número  87,  se  modifica 
así:  "Por  ausencia,  muerte  o falta  de  alguno  de 
los  Magistrados  de  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, se  llamará  a integrar  Tribunal  a los  Fisca- 
les, Presidentes,  Magistrados  y Suplentes  de  las 
Salas;  pudiendo  la  Corte  Suprema  llamar  a 
cualquiera  de  los  Fiscales,  Presidentes,  Magis- 
trados o Suplentes  de  las  Salas  residentes  en 
esta  capital”. 

Artículo  3'^ — Este  Decreto,  del  cual  se  dará 
cuenta  a la  Asamblea  Nacional  Legislativa  en 
sus  próximas  sesiones,  comenzará  a regir  desde 
esta  fecha. 

Dado  en  el  Palacio  del  Poder  Ejecutivo:  en 
Guatemala,  a quince  de  junio  de  mil  nove- 
cientos. 

MANUEL  ESTRADA  C. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y Justicia. 

JUAN  J.  ARGUETA. 


DECRETO  NUMERO  655 

MANUEL  ESTRADA  CABRERA, 

Presidente  Constitucional  de  la  República, 

En  uso  de  las  facultades  de  que  me  hallo 
investido  por  el  Decreto  legislativo  Número 
616,  de  27  de  abril  de  1905, 

DECRETO: 

Artículo  U — Se  adiciona  el  artículo  171  de 
la  Ley  Orgánica  y Reglamentaria  de  Tribunales, 
con  las  disposiciones  siguientes: 

U — No  podrá  darse  ninguna  copia  certificada 
sin  que  conste  la  citación  de  la  parte  con- 
traria, circunstancia  que  se  consignará  en 
la  propia  certificación,  lo  mismo  que  la  de 
no  existir  recurso  pendiente; 

2'’ — Las  certificaciones  deben  llevar  siempre  el 
"V?  B''”  del  Jefe  del  Despacho  en  donde 
se  extendieren; 

3'’ — En  los  expedientes  o actuaciones  se  pondrá 
razón  de  la  fecha  en  que  se  diere  la  copia, 
haciendo  una  relación  suscinta  de  ella.  Esa 


razón  será  autorizada  con  firma  entera  del 
signatario  de  la  certificación  y en  ésta  se 
harán  constar  tales  circunstancias; 

4'^ — Estas  disposiciones  se  hacen  extensivas  a 
las  copias  certificadas  que  se  dieran  en  cual- 
quiera de  las  oficinas  públicas  de  la  Re- 
pública; 

5'’ — Las  certificaciones  de  actos  hechos  o de 
la  existencia  o no  existencia  de  documentos, 
razones  o actuaciones,  quedan  comprendi- 
das en  lo  que  dispone  este  Decreto; 

6'^ — Las  copias  certificadas  o certificaciones  que 
no  contengan  los  requisitos  consignados, 
no  tendrán  valor  legal  alguno. 

Artículo  2'’ — Del  presente  Decreto  se  dará 
cuenta  a la  Asamblea  Nacional  Legislativa,  en 
sus  próximas  sesiones. 

Dado  en  el  Palacio  del  Poder  Ejecutivo:  en 
Guatemala,  a treinta  y uno  de  enero  de  mil 
novecientos  seis. 

Publiquese. 

MANUEL  ESTRADA  C. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y Justiciru 

JUAN  J.  ARGUETA. 


Presidencia  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de 
la  República  de  Guatemala 

Acuerdo  referente  a delitos  de  sangre 

La  Presidencia  de  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, cumpliendo  con  el  deber  de  velar  por  la 
observancia  de  las  leyes  y disposiciones  que,  no 
obstante  estar  vigentes,  han  caído  en  desuso, 
con  detrimento  de  los  intereses  sociales, 

ACUERDA: 

Que  se  halla  en  vigor,  y debe  observarse  es- 
trictamente, por  las  autoridades  respectivas,  por 
los  Cirujanos,  por  la  Policía  y por  las  demás 
personas  a que  se  refiere  el  acuerdo  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  encaminado  a evitor  los 
frecuentes  y graves  abusos  que  se  cometen  con 
ocasión  de  los  delitos  de  sangre,  acuerdo  que 
literalmente  dice  así: 

"Considerando:  que  en  los  delitos  de  sangre, 
según  datos  positivos,  se  atiende  más  a la  in- 
vestigación judicial  que  a la  prestación,  en  el 
acto,  de  los  auxilios  que  acaso  con  urgencia 
necesitan  los  heridos,  lo  cual  se  difiere  hasta 
tanto  que  llega  la  autoridad  o sus  agentes,  rea- 
gravándose con  semejante  proceder,  los  males 
que  aquellos  delitos  originan; 

"Que  además  del  inconveniente  apuntado  se 
conduce  a los  heridos  a las  Secciones  de  Poli- 
cía, en  vez  de  remitirlos  directa  e inmediata- 
mente al  Hospital,  o entregarlos  a sus  familias 
cuando  éstas  puedan  atender  a la  curación; 
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"Que  el  fin  de  la  justicia  criminal  es  no  sólo 
restablecer  el  orden  del  derecho,  alterado 
con  la  comisión  del  delito,  sino  disminuir  y re- 
parar los  daños  ocasionados  por  ellos  hasta 
donde  sea  posible,  tanto  en  relación  con  los 
ofendidos,  como  con  los  delincuentes,  de  don- 
de se  deriva  la  alta  misión  encargada  al  Poder 
Público,  de  dictar  cuantas  medidas  sean  con- 
ducentes a la  efectividad  de  aquel  importante 
objeto, 

POR  TANTO; 

"La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  uso  de  la 
atribución  que  le  confiere  el  artículo  26  de  la 
Ley  Orgánica  y Reglamentaria  del  Poder  Ju- 
dicial, 

ACUERDA: 

"Articulo  U — En  los  delitos  de  sangre,  cuan- 
do hubiere  paciente  que  necesite  auxilio,  se  lla- 
mará sin  demora,  por  los  particulares,  policía  o 
autoridades,  a un  Cirujano,  quien  deberá  ocu- 
rrir inmediatamente  a hacer  la  primera  cura- 
ción y prestar  todos  los  demás  auxilios  que  las 
circunstancias  demanden,  después  de  lo  cual, 
caso  de  no  poderse  hacer  simultáneamente  con 
la  curación,  se  procederá  a la  investigación  ju- 
dicial, conforme  ya  está  prevenida  en  las  ins- 
trucciones dirigidas  a los  Jueces  por  esta  Corte 
Suprema,  para  uniformar  y expeditar  los  pro- 
cedimientos en  materia  criminal. 

"Artículo  2'’ — Los  honorarios  del  Cirujano 
cuando  no  sea  oficial,  se  pagarán  por  el  pacien- 
te o sus  deudos,  o en  su  deefcto,  de  los  fondos 
respectivos;  e incurre  en  la  responsabilidad  que 
las  leyes  determinan,  el  Cirujano  que  se  nie- 
gue, sin  causa  suficiente,  a ocurrir  al  llama- 
miento a que  se  refiere  el  artículo  anterior,  o si 
lo  hiciere  de  un  modo  tardío. 

"Artículo  3’’ — La  autoridad  o sus  agentes 
sólo  deberán  arrestar  a los  individuos  que  sean 
sindicados  como  autores,  cómplices  o encubri- 
dores del  delito;  y nunca,  como  a menudo  se 
verifica,  a aquellos  en  quienes  no  recae  sospe- 
cha alguna  y únicamente  pueden  ser  considera- 
dos como  testigos,  de  los  cuales  se  tomarán  los 
datos  necesarios  (nombres,  domicilio,  etc.),  a 
fin  de  llamarlos  en  su  oportunidad  al  Tribunal, 
caso  de  que  no  hubiera  sido  posible  recibirles 
sus  deposiciones  en  el  acto  mismo  de  haberse 
perpetrado  el  delito. 

"Artículo  4'’ — Hecha  la  primera  curación, 
cuando  hubiere  urgencia,  conforme  al  artículo 
primero,  o bien  en  el  evento  de  no  haber  peli- 
gro inmediato  para  los  heridos,  se  les  trasladará 
por  la  Policía  acto  continuo  y sin  pasarlos  antes 
por  las  Secciones,  al  Hospital  respectivo,  en 
donde  sin  pérdida  de  tiempo  se  constituirá  el 
Juez  que  prevenga  en  la  causa  para  tomarles 
sus  declaraciones;  a efecto  de  lo  que,  la  Policía 
le  dará  pronto  aviso.  Si  hubiere  cadáver,  será 
la  autoridad  la  que  deba  levantarlo. 


Artículo  5*^ — De  los  fondos  de  justicia  se 
erogará  la  suma  que  sea  necesaria  para  la  fa- 
bricación de  cuatro  camillas  y otras  tantas  li- 
teras adecuadas  entre  las  Secciones  de  Policía 
de  esta  capital. 

"Los  cadáveres  deberán  trasladarse  al  Anfi- 
teatro, en  las  parihuelas  destinadas  sólo  a ese 
objeto. 

"Artículo  6'' — Se  previene  a la  Policía  el  es- 
tricto cumplimiento  de  las  disposiciones  ante- 
riores, así  como  la  observancia  del  Reglamento 
del  ramo;  y que  en  lo  que  se  relaciona  con  la 
conducción  de  reos,  se  abstenga  de  emplear 
otros  medios  más  que  los  necesarios  para  lle- 
varla a cabo  y evitar  la  evasión. 

"Artículo  7" — Las  infracciones  del  presente 
acuerdo  se  castigarán  conforme  al  delito  o falta 
que  resulte;  y para  su  más  exacto  y constante 
cumplimiento,  se  fijará  un  ejemplar  impreso 
en  todos  los  Juzgados  de  U Instancia  en  el 
ramo  criminal.  Comandancias  de  Armas,  Juz- 
gados de  Paz  y Secciones  de  Policía. 

"Comuniqúese  y publíquese. 

"Dado  en  Guatemala,  a nueve  de  octubre  de 
mil  ochocientos  noventa  y cuatro. — Batres  J. 
— Flores.  — Herrera.  — Alarcón.  — Foron- 
da. — Felipe  Martínez,  Secretario”. 

POR  TANTO; 

La  Presidencia  de  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia ordena  la  fiel  observancia  del  acuerdo 
preinserto,  y manda  fijar  de  nuevo  un  ejemplar 
del  presente  en  los  lugares  a que  se  refiere  el 
artículo  7“’. 

Comuniqúese  y publíquese. 

Dado  en  Guatemala,  a cinco  de  abril  de  mil 
novecientos  diez  y seis. 

BATRES  J. 

J.  RAMON  PAREJA, 

Secretario  Accidental. 


Reglaméntase  la  calificación  de  la  conducta 
observada  por  los  reos  durante  su  permanen- 
cia en  la  prisión. 

Palacio  del  Poder  Judicial:  Guatemala,  20  de 
julio  de  1922, 

El  Presidente  del  Poder  Judicial, 

En  uso  de  las  facultades  que  le  confieren  los 
artículos  17  y 22  de  la  Ley  Orgánica  del  mismo 
Poder,  deseando  reglamentar  la  calificación  de 
la  conducta  observada  por  los  reos  durante  su 
permanencia  en  la  prisión,  para  los  efectos  que 
expresa  el  artículo  48  del  Código  Pengl;  y con 
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el  propósito  asimismo,  de  que  tal  disposición 
realice  las  altas  miras  que  los  legisladores  tu- 
vieron en  cuenta,  relativas  al  mejoramiento 
social  de  los  criminales, 

ACUERDA: 

Articulo  1" — Que  los  Alcaides  de  todos  los 
Centros  de  Prisión  de  la  República,  lleven  un 
libro  donde  hagan  constar  diariamente  la  con- 
ducta observada  por  cada  reo. 

Articulo  2'' — La  conducta  se  calificará  con  las 
notas  de  Buena  y Mala,  poniendo  las  letras  B 
o M,  en  la  columna  respectiva. 

Articulo  3^ — Los  informes  de  buena  conduc- 
ta se  darán  por  el  Alcaide  respectivo  en  forma 
de  certificación;  haciendo  constar  -el  número  de 
calificaciones  Buenas  o Malas  obtenidas  duran- 
te el  tiempo  que  el  reo  hubiere  guardado  pri- 
sión. Esas  certificaciones  deben  llevar,  con 
presencia  del  libro  respectivo,  el  "V'’  B'*”  del 
Director  de  la  Penitenciaria  Central  en  esta 
ciudad,  y del  Mayor  de  Plaza  en  los  depar- 
tamentos. 

Articulo  4'^ — El  resumen  de  las  calificaciones 
mensuales  deberá  leerse  por  el  Alcaide  el  pri- 
mero del  mes  siguiente,  ante  el  Director  de  la 
Penitenciaria  Central,  o Mayor  de  Plaza  en  los 
departamentos,  con  asistencia  de  los  principales 
empleados  del  Establecimiento  y ante  los  reos 
debidamente  formados. 

Articulo  5'^ — Los  Alcaides  que  no  cumplieren 
con  las  disposiciones  que  se  dejan  indicadas 
serán  corregidos,  imponiendo  a los  infractores 
la  pena  que  establece  la  ley. 

Articulo  6'^ — Estas  disposiciones  comenzarán 
a surtir  sus  efectos,  el  primero  del  mes  entrante 
para  cuyo  efecto  la  Secretaria  remitirá  inmedia- 
tamente, los  libros  correspondientes  a los  Jueces 
de  I”  Instancia  departamentales,  para  que  por 
su  medio  sean  entregados  a los  respectivos 
Alcaides. 

Dado  en  el  edificio  del  Poder  Judicial,  a 
veinte  de  julio  de  mil  novecientos  veintidós. 

MEDRANO. 

TOMAS  POSADAS  O. 


Distribución  jurisdicional  a cargo  de  la  Corte 
de  Apelaciones 

Guatemala,  24  de  mayo  de  1924. 

Con  vista  de  los  datos  estadísticos  y para  que 
haya  la  mayor  equidad  en  los  trabajos  de  la 
Corte  de  Apelaciones, 

El  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 

Con  fundamento  de  lo  que  dispone  el  ar- 
tículo 3’  de  la  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial, 


ACUERDA: 

Que  los  Juzgados  de  U Instancia  de  la 
República  queden  bajo  las  jurisdicciones  si- 
guientes: 

Artículo  U — Corresponden  a la  Sala  U los 
Juzgados  U y 6'^  de  U Instancia  de  Guatemala 
y Juzgados  de  U Instancia  y Comandancia  de 
Armas  de  Amatitlán,  Peten,  Santa  Rosa  y Baja 
Verapaz. 

A la  Sala  2®:  los  Juzgados  y 4'’  de  1*  Ins- 
tancia de  Guatemala  y Juzgados  de  U Ins- 
tancia y Comandancias  de  Armas  de  Chimal- 
tenango,  Alta  Verapaz  y Escuintla. 

A la  Sala  Tercera:  los  Juzgados  3'’  y 5^  de  U 
Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Gua- 
temala, Juzgado  de  U Instancia  de  El  Progreso 
y Juzgado  de  U Instancia  y Comandancia  de 
Armas  de  Sacatepéquez. 

A la  Sala  Cuarta:  los  Juzgados  de  U Instan- 
cia y Comandancia  de  Armas  de  Quezaltenan- 
go,  y Juzgados  de  U Instancia  y Comandancias 
de  Armas  de  San  Marcos  y Retalhuleu. 

A la  Sala  Quinta:  los  Juzgados  de  U Instan- 
cia y Comandancias  de  Armas  de  los  departa- 
mentos de  Jalapa  y Jutiapa,  Chiquimula,  Iza- 
bal  y Zacapa. 

A la  Sala  Sexta:  los  Juzgados  de  U Instan- 
cia y Comandancias  de  Armas  de  los  departa- 
mentos de  Totonicapán,  Sololá,  Quiche,  Hue- 
huetenango  y Suchitepéquez. 

Artículo  2" — Los  juicios  civiles  y criminales 
que  de  los  expresados  departamentos  pendan 
ante  las  Salas  de  conformidad  con  la  distribu- 
ción anterior,  se  seguirán  ante  dichos  Tribuna- 
les hasta  dictarse  resolución,  en  virtud  de  lo 
cual  deban  volver  al  Juzgado  de  su  origen. 

Artículo  3'^ — Este  acuerdo  comenzará  a regir 
desde  el  15  del  corriente. 

Comuniqúese. 

Sandoval.  — Flores  y Flores.  — Serrano  Mu- 
ñoz. — Paredes.  — Urruela.  — Salomón  Ca- 
rrillo Ramírez. 


Distribución  jurisdiccional  de  los  Juzgados  de 

Paz  del  departamento  de  Guatemala. 

Guatemala,  24  de  mayo  de  1924. 

Para  evitar  demoras  en  las  causas  procedentes 
de  los  Juzgados  de  Paz  y Alcaldías  Municipales 
de  este  departamento  y con  el  fin  de  determi- 
nar de  una  manera  expresa  la  jurisdicción  a 
que  quedan  sujetos  dichos  Tribunales, 

La  Corte  Suprema  de  Justicia, 

ACUERDA: 

Articulo  P — Que  el  Juzgado  4'’  de  P Instan- 
cia conozca  de  los  asuntos  criminales  del  Juz- 
gado 3'’  de  Paz  de  esta  ciudad  y el  de  los 
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Municipios  del  departamento,  con  excepción  de 
Sanarate  y el  Progreso  que  pertenecen  a otra 
jurisdicción; 

El  Quinto  de  P Instancia  los  que  correspon- 
den a los  Juzgados  P y 4'^  de  Paz;  y, 

El  Sexto  de  P Instancia,  los  que  proceden 
de  los  Juzgados  5''  y 6'’,  también  de  Paz. 

Artículo  !'> — Quedan  facultados  los  Juzga- 
dos menores  a que  se  ba  hecho  referencia  en  el 
anterior  artículo,  para  remitir  directamente  a 
los  tribunales  de  P Instancia  indipadas  las  cau- 
sas  que  inicien. 

Artículo  3'' — Este  acuerdo  comenzará  a regir 
desde  el  primero  de  junio  próximo. 

Comuniqúese. 

Sandoval.  — Flores  y Flores.  — Serrano  Mu- 
ñoz. — Paredes.  — Urruela.  — Salomón  Ca- 
rrillo Ramírez. 


El  reconocimiento  médico  previo  a la  excarcela- 
ción, se  hará  a presencia  del  Juez. 

Guatemala,  12  de  enero  de  1925. 

En  vista  de  la  necesidad  que  existe  de  evitar 
las  irregularidades  que  se  han  venido  obser- 
vando en  algunos  casos  de  excarcelación  bajo 
fianza  de  procesados  que  para  obtenerla  alegan 
estar  padeciendo  de  enfermedad  grave  que  no 
puede  curarse  en  la  prisión. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  presencia 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  378  del  Código 
de  Procedimientos  Penales, 

ACUERDA: 

Que  el  reconocimiento  médico  de  los  presos 
que  soliciten  excarcelación  en  las  condiciones 
mencionadas,  debe  hacerse  a presencia  del  Juez 
o Tribunal  que  conozca  de  la  causa  o del  comi- 
sionado para  practicar  la  diligencia  delegada. 

Los  Tribunales  Superiores  cuidarán  del  exac- 
to cumplimiento  de  este  acuerdo;  y en  caso  de 
infracción  impondrán  al  que  incurra  en  ella 
los  correctivos  que  determina  el  artículo  cua- 
renta y ochó  de  la  Ley  Orgánica  del  Poder 
Judicial. 

Comuniqúese  y exíjase  recibo  de  la  transcrip- 
ción de  este  acuerdo. 

Sandoval.  — Flores  y Flores.  — Serrano  Mu- 
ñoz. — Paredes.  — Rodríguez.  — Salomón  Ca- 
rrillo Ramírez. 


ACUERDO  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE 
JUSTICIA 

Sobre  la  Instrucción  de  los  Procesos  por  Falso 

Testimonio 

Guatemala,  21  de  diciembre  de  1928. 

En  vista  de  que  varios  Jueces  de  U Instancia, 
durante  la  secuela  de  los  procesos  mandan  pro- 
ceder por  falso  testimonio,  contra  los  testigos 
que  a su  juicio  estiman  autores  de  tal  infrac- 
ción; que  no  es  sino  hasta  después  de  depura- 
das las  diligencias  consiguientes  y al  hacer  cali- 
ficación de  pruebas,  cuando  puede  apreciarse 
ese  delito;  pues  debe  tenerse  presente  que  la 
sanción  que  la  ley  establece  para  tales  infrac- 
ciones está  en  relación  directa  con  la  pena  que 
corresponde  al  delito  a que  se  refiere  el  falso 
testimonio, 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia, 

Con  el  objeto  de  evitar  las  irregularidades  a 
que  da  origen  la  indicada  práctica  y la  declara- 
toria de  nulidad  de  lo  actuado,  como  ya  se  ha 
hecho, 

ACUERDA: 

Recomendar  a los  Jueces  de  U Instancia  de 
la  República,  que  en  lo  sucesivo,  sea  en  la  sen- 
tencia definitiva  en  donde  manden  proceder, 
por  falso  testimonio,  contra  los  testigos  que  ha- 
yan incurrido  en  tal  infracción. 

Comuniqúese. 

Medrano.  — Flores  y Flores.  — Serrano  Mu- 
ñoz. — Paredes.  — Rodríguez.  — Alf.  Valle 
Calvo,  Secretario. 


DECRETO  NUMERO  1393 

La  Asamblea  Legislativa  de  la  República 
de  Guatemala 

DECRETA: 

Se  aprueba  el  Decreto  gubernativo  Número 
872,  con  las  siguientes  reformas: 

Artículo  U — El  artículo  47  de  la  Ley  Orgá- 
nica y Reglamentaria  del  Poder  Judicial,  queda 
así:  "Las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  oirán 
las  quejas  que  las  partes  agraviadas  interpon- 
gan contra  los  Jueces  de  P Instancia,  por  cual- 
quier falta  o abuso  que  cometieren  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones;  y,  previa  audiencia  al 
Juez  respectivo,  por  dos  días,  más  el  término 
de  la  distancia,  y con  contestación  o sin  ella, 
resolverán  lo  que  proceda  en  derecho,  dentro 
de  veinticuatro  horas.  Si  la  queja  fuere  por 
retardo  en  la  Administración  de  Justicia,  se 
impondrá  al  Juez  negligente  en  el  cumplimiento 
de  sus  obligaciones,  una  multa  de  cinco  a diez 
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quetzales;  y en  caso  de  obstinación,  se  proce- 
derá contra  el  negligente,  por  retardo  malicioso 
en  la  administración  de  Justicia”. 

Artículo  '2? — Se  suprime  el  artículo  2’’  del 
Decreto  gubernativo  Número  872  y se  restable- 
ce el  articulo  130  de  la  Ley  Orgánica  que  dice: 
"Los  Jueces  de  1®  Instancia  deben  asistir  a su 
Juzgado  todos  los  días,  con  excepción  de  los 
que  sean  feriados  y de  los  domingos,  debiendo 
permanecer  en  él,  por  lo  menos,  cinco  horas. 
En  los  climas  cálidos  el  Juez  puede  designar 
las  horas  más  a propósito  para  el  desempeño; 
pero  siempre  durará  éste,  lo  menos,  cinco 
horas”. 

Artículo  y — Se  aprueba  el  artículo  3^  que 
reforma  el  artículo  150  y dice:  "El  Poder  Eje- 
cutivo establecerá  Jueces  de  Paz  en  los  muni- 
cipios que  lo  crea  necesario  y estime  convenien- 
te y fijará  el  sueldo  que  devenguen”. 

Artículo  4'' — Se  aprueba  el  artículo  4"'  que 
reforma  el  151  y dice:  "Los  Jueces  de  Paz  se- 
rán nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo.  Du- 
rarán dos  años  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
y podrán  ser  removidos  o trasladados  a otro 
lugar  cuando  se  crea  conveniente”. 

Artículo  5'’^ — El  artículo  5''  queda  así:  "Para 
ser  nombrado  Juez  de  Paz  se  requiere:  ser 
mayor  de  veintiún  años  de  edad,  del  estado  se- 
glar, estar  en  el  goce  de  los  derechos  de  ciuda- 
dano, saber  leer  y escribir  y gozar  de  buena 
reputación”. 

Artículo  6'' — El  artículo  171  de  la  Ley  Orgá- 
nica y Reglamentaria  del  Poder  Judicial,  queda 
adiciondo  así:  "Esto,  no  obstante,  cuando  las 
partes  necesiten  sacar  de  los  juicios  en  curso 
documentos  que  hubieren  presentado,  se  les 
mandará  entregar,  con  citación  contraria,  de- 
jándolos certificados  en  autos,  siempre  que  esos 
documentos  sean  poderes,  testimonios  de  escri- 
turas públicas  u otros  de  los  que  por  su  natu- 
raleza se  puedan  obtener  nuevos  testimonios, 


etc.;  no  así  los  originales  únicos  como  docu- 
mentos simples  legalizados  y reconocidos,  posi- 
ciones, correspondencia  epistolar  y demás  de 
los  que  no  sea  posible  obtener  reposición  idén- 
tica o ejemplares  del  mismo  tenor.  En  cuanto 
a los  juicios  fenecidos,  se  estará  al  caso  previsto 
ya  por  el  artículo  486  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles”. 

Artículo  7'' — El  artículo  6'’,  que  reforma  el 
180  de  la  Ley  Orgánica,  queda  así:  "Excepto 
los  domingos  y días  feriados,  el  despacho  de  la 
Corte  Suprema,  así  como  el  de  las  Salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  será  de  cinco  horas  com- 
prendidas entre  la  una  y las  seis  de  la  tarde”. 

Artículo  8"' — Esta  ley  comenzará  a regir  des- 
de la  fecha  de  su  publicación. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y cum- 
plimiento. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la  Asamblea 
Legislativa:  en  Guatemala,  el  quince  de  mayo 
de  mil  novecientos  veinticinco. 

VICTOR  M.  ESTEVEZ, 

Presidente. 

B.  ECHEVERRIA  S., 

Secretario. 

CARLOS  CASTELLANOS  R., 

Secretario. 

Casa  del  Gobierno:  Guatemala,  veintidós  de 
mayo  de  mil  novecientos  veinticinco. 

Publíquese  y cúmplase. 

J.  M.  ORELLANA. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y Justicia. 

H.  ABRAHAM  CABRERA. 
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B I B L I O C3  F?  A F I A 

CATALOGO 


De  las  Obras  de  Derecho  Internacional  Público, 
existentes  en  la  Biblioteca  del  Poder  Judicial 


AUTORES 

NOMBRE  DE  LAS  OBRAS 

N9  de  Orden 

Vitrina 

Volúmenes 

A 

85 

B 

1 

86 

B 

1 

83 

F 

4 

84 

F 

1 

B 

87 

B 

1 

88 

1 

Bello,  A 

85 

F 

2 

52 

Q 

1 

c 

89 

B 

1 

90 

B 

2 

86 

F 

2 

87 

F 

4 

88 

F 

2 

89 

F 

2 

D 

91 

B 

1 

90 

F 

3 

F 

92 

B 

1 

93 

B 

4 

94 

B 

2 

91 

F 

2 

92 

F 

2 

53 

c 

4 

54 

c 

1 

G 

93 

F 

1 

94 

F 

1 

H 

Heffler,  A.  G 

95 

F 

1 

Heffter,  A.  G 

96 

F 

1 

K 

Kluber,  J.  L 

97 

F 

1 
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DERECHO  INTERNACIONAL  PUBLICO 


AUTORKS 

NOMBRE  DE  LAS  OBRAS 

c 

•a 

Ih 

O 

V 

-ü 

Z 

Vitrina 

Volíimenes  |j 

L 

98 

F 

1 

99 

F 

2 

M 

100 

F 

2 

101 

F 

1 

O 

í')nr<«  J 1? 

97 

B 

1 

R 

102 

F 

1 

La  gnerre  Continentale  et  la  Propiété 

103 

F 

1 

S 

La  Defensa  Social  Universal 

98 

B 

1 

Saldaña,  Q 

La  Sociedad  de  la?  Naciones  v la  cooperación  Inte- 

lectual 

99 

n 

1 

104 

F 

1 

Derecho  Internacional  Hispanoamericano 

105 

F 

6 

Tribunales  de  arbitraje 

106 

F 

1 

Strupp3’,  Karl 

Droit  International  Public  Universel  Européen  et 

Américain 

o3 

C 

1 

V 

107 

F 

3 

100 

B 

1 

w 

108 

F 

2 

109 

F 

o 
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SECCION  ADMINISTRATIVA 


ACTAS  DE  CORTE  DE  CAJA  Y EXTRACTO  DE  INGRESOS 
Y EGRESOS  DE  LA  RECEPTORIA  DE  FONDOS  DE  JUSTICIA 


ACTA  NUMERO  61 

Atendiendo  a la  comisión  que  me  confiara  el 
Presidente  del  Poder  Judicial  para  practicar 
una  inspección  en  la  cuenta  del  movimiento  de 
fondos  de  Justicia  por  el  período  comprendido 
entre  el  primero  de  diciembre  del  año  pasado 
al  catorce  de  enero  del  presente  año,  procedí  en 
la  forma  que  se  detalla: 

U — Confrontado  el  saldo  inicial  con  el  acta 
de  comprobación  respectiva  resulta  la  suma  de 
Q2,051.95  y ^37,601.30  billetes  de  los  antiguos 
Bancos; 

2^ — Hice  la  adición  de  todas  las  sumas  ingre- 
sadas y me  dió  un  monto  de  Q 10,4 15.84  y 
^25,267.25  en  billetes  de  los  antiguos  Bancos; 
esta  cantidad  aparece  debidamente  comproba- 
da con  los  documentos  correspondientes.  Aña- 
dí este  monto  al  saldo  anterior  ya  mencionado 
y arrojó  un  total  de  Ql2,467.79  y ^62,868.55 
billetes  de  Banco; 

3’’ — Hice  la  adición  de  todas  las  erogaciones 
que  figuran  en  el  Libro  de  Caja  respectivo  y 
me  dieron  la  suma  de  Q8,965.21  y ^35,640.45 
billetes  que  cotejados  con  los  documentos  que 
las  respaldan  guardan  conformidad.  Esta  suma 
la  resté  de  las  entradas  totales  o sea  de 
Q12,467.79  y ^62,868.55  y la  diferencia  de 
Q3,502.58  y ^27,228.10,  que  constituye  la  exis- 
tencia en  Caja  la  conté,  dando  el  resultado  si- 
guiente: 

En  quetzales  tres  mil  quinientos  dos  y cin- 
cuenta y ocho  centavos  y en  billetes  de  los  anti- 
guos Bancos,  veintisiete  mil  doscientos  veintio- 
cho pesos  diez  centavos.  En  consecuencia  el 
saldo  del  Libro  de  Caja  con  la  existencia  en  nu- 
merario guarda  entera  conformidad. 

4'’ — Se  dió  por  terminado  el  acto  haciendo 
constar  que  éste  comenzó  de  las  10  a.  m.  a la 
1 p.  m.  y de  3 y '/2  a 5 p.  m.  del  día  de  hoy 
quince  de  enero  de  mil  novecientos  veintinueve. 
— Alfonso  Hernández  Polanco.  — F.  Cifuen- 
tes  P. 


ACTA  NUMERO  62 

En  la  ciudad  de  Guatemala  a los  ocho  días 
del  mes  de  febrero  del  año  de  mil  novecientos 
veintinueve,  siendo  las  diez  de  la  mañana,  el  in- 
frascrito en  cumplimiento  de  lo  ordenado  poí 
la  Corte  Suprema  de  Justicia  con  nota  37  de 
fecha  siete  de  los  corrientes,  se  constituyó  en 


la  Receptoría  de  Fondos  de  Justicia,  con  el  ob- 
jeto de  presenciar  el  corte  de  Caja  correspon- 
diente al  mes  de  enero  del  corriente  año.  En 
el  propio  local  de  la  Receptoría  se  procdió  de 
la  manera  siguiente: 

U — Traído  que  fué  a la  vista  el  Libro  de 
Caja,  se  encontró  debidamente  arreglado  con 
las  operaciones  cerradas  hasta  el  día  31  de 
enero  del  año  en  curso; 

2'’ — El  movimiento  de  Caja  durante  el  mes 
recién  pasado  fué  el  siguiente: 


Saldo  de  enero  anterior 
Ingresos  en  el  mes . . . . 
Suman  los  ingresos  . . 
Egresos  en  el  mes .... 
Saldo  para  febrero  . . 


Quetzales  Pesos  billetes 

2,611.69  ^30,555.10 

6.552.85  6,827.40 
9,164.54  ^39,863.50 

6.827.86  25,669.00 
2,336.68  ^14,194.50 


3'’ — El  saldo  para  el  mes  de  febrero  de  con- 
formidad con  las  operaciones  anteriores  fue- 
ron contados  por  el  infrascrito  y están  exactos; 

4" — Los  documentos  tanto  de  ingresos  como 
de  egresos  están  conformes,  a excepción  de  la 
partida  de  Froilán  Juárez  según  comprobante 
número  43  del  Haber  con  un  excedente  de  se- 
senta pesos  moneda  nacional  a cargo  del  Re- 
ceptor; 

5'' — Se  dió  por  terminada  esta  revisión  a las 
11.45  del  día  indicado,  firmando  conmigo  el 
Receptor  General.  — Avelino  F.  Mariscal.  — 
F.  Cifuentes  P. 


ACTA  NUMERO  63 

En  la  ciudad  de  Guatemala,  a los  ocho  días 
del  mes  de  marzo  del  año  de  mil  novecientos 
veintinueve,  siendo  las  diez  de  la  mañana,  el 
infrascrito,  en  cumplimiento  de  lo  ordenado  por 
la  Corte  Suprema  de  Justicia  en  nota  número 
37  de  fecha  siete  de  febrero  próximo  pasado, 
se  constituyó  en  la  Receptoría  de  Fondos  de 
Justicia,  con  el  objeto  de  presenciar  el  Corte 
de  Caja  correspondiente  al  mes  de  febrero  del 
corriente  año.  En  el  propio  local  de  la  Recepto- 
ría se  procedió  de  la  manera  siguiente: 

U — Traído  que  fué  a la  vista  el  Libro  de 
Caja  se  encontró  debidamente  arreglado  con 
las  operaciones  cerradas  hasta  el  día  28  de  fe- 
brero del  año  en  curso; 

2” — El  movimiento  de  Caja  durante  el  mes 
recién  pasado,  fué  el  siguiente: 
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Quetzales  Pesos  billetes 
Saldo  en  enero  anterior.  . . 2,336.68  ^14,194.50 

Ingresos  len  el  mes 5,359.55  17,032.00 

Suman  los  ingresos 7,696  23  ^31,226.50 

Egresos  en  el  mes 5,415.35  2,900.00 

Saldo  para  marzo 2,280.88  $28,326.50 

3'’ — El  saldo  para  el  mes  de  marzo,  de  con- 
formidad con  las  operaciones  anteriores,  fue 
contado  por  el  infrascrito,  y está  exacto; 

4" — Los  documentos  tanto  de  Ingresos  como 
de  Egreso  sestán  conformes; 

5'^ — Se  dió  por  terminada  esta  revisión,  a las 
once  y media  del  día  indicado,  firmando  con- 
migo el  Receptor  General. 

Adición:  Se  hace  constar  que  en  el  Libro  de 
Caja  y al  folio  9 se  encontró  un  error  en  el 
comprobante  número  71  a/f  del  Cajero  por 
^10  diez  pesos  mon.  nac.  que  es  la  diferencia 
entre  ^175  cantidad  cargada  y ^165  que  es  la 
que  efectivamente  corresponde  al  Comprob.  de 
referencia.  También  figura  al  folio  1 1 del  mis- 
mo Libro  de  Caja,  un  error  de  seis  centavos  de 
quetzal,  pues  según  el  comprobante  número  87 
debiendo  abonarse  Q33.06  solo  aparecen  abo- 
nados Q33.00.  — Filadelfo  de  León.  — F.  Ci- 
fuentes  P. 


DETALLE  de  los  gastos  verificados  por  la 
Caja  de  la  Receptoría  General  de  Fondos 
Judiciales,  a favor  de  los  distintos  Tribunales 
de  la  República. 

Mes  de  diciembre  de  1928 


A doña  Victoria  S.  v.  de  Asturias 
por  el  alquiler  de  la  casa  que  ocu- 
pan los  Juzgados  de  lo  Civil,  por 

noviembre  anterior QIOO.OO 

A Juan  Morales  valor  de  un  amue- 
blado para  los  Juzgados  de  lo  Civil  62.00 
A la  Empresa  Eléctrica,  por  luz  (mes 

de  noviembre) 27.20 

J.  Ma.  Illescas  por  encuadernación 

de  varios  libros  Sala  3® 8.00 

A J.  Berdichesky  por  4 sillas  girato- 
rias para  la  Sala  2® 100.00 

A la  Tifmgrafía  Nacional  por  dos  li- 
bros de  500  folios  cada  uno  . 55.00 

A Schwendener  valor  de  siete  yardas 
de  imitación  de  cuero  para  forros 

de  muebles 15.75 

A J.  Berdichesky  valor  una  mesa 

para  máquina  de  escribir  10.00 

A J.  Manuel  Martínez  D.,  valor  de 
ocho  ampliaciones  de  los  ex  Pre- 
sidentes de  la  Corte  Suprema  de 

Justicia 320.00 

Suman  los  gastos Q697.95 


Mes  de  enero  de  1929 


A doña  Victoria  S.  v.  de  Asturias  por 
el  alquiler  de  la  casa  que  ocupan 
los  Juzgados  de  lo  Civil,  por  di- 


cíembre  1928 

QIOO.OO 

A la  Empresa  Eléctrica  por  luz  en  el 
mes  de  diciembre,  1928 

23.86 

A los  Jueces  4"^  y 6^  de  Paz  por  el  ser- 
vicio oficial  de  automóviles . . 

5.10 

A Zengel  d¿  Cía.,  valor  de  una  lám- 
para de  cielo  y bombillas .... 

36.40 

A la  Tipografía  Nacional,  valor  del 
tiraje  de  "Gaceta  de  los  Tribu- 
nales”   

63.50 

A Amos  y Anderson,  abono  que  se  le 
hace  por  cuenta  de  máquinas  de 
escribir,  ^'Royal”,  para  los  tribu- 
nales   

100.00 

A J.  M.  Martínez  D.,  valor  de  los 
retratos  de  los  ex  Presidentes  del 
Poder  Judicial,  para  Salón  de  Vis- 
tas Públicas 

360.00 

A J.  Berdichesky,  valor  de  dos  es- 
critorios para  los  Juzgados  de  lo 
Civil 

100.00 

A la  Unión  Tipográfica,  valor  diez 
talonarios  de  recibos  para  Indices 
de  Protocolos 

8.00 

A E.  B.  Coffey,  ajuste  y arreglo  de 
una  máquina  de  escribir  de  la  Sala 
Tercera  de  Apelaciones. 

5.25 

A J.  Berdichesky,  valor  un  escritorio 
con  cristal  para  el  Juzgado  U de 
1“  Instancia 

70.00 

A E.  B.  Coffey,  completo  de  su 
cuenta  por  máquinas  de  escribir 
proporcionadas  a distintos  tribu- 
nales   

81.68 

Suma 

Q953.79 

Mes  de  febrero  de  1929 

A Victoria  S.  v.  de  Asturias  por  el 
alquiler  de  la  casa  que  ocupan 
los  Juzgados  de  lo  Civil,  por 
enero  anterior ( 

3 100.00 

A Schwenderer  y Cía.,  valor  pin- 
turas y aceite  proporcionados 
para  el  2'’  piso  en  construcción 
del  edificio  de  la  Corte 

23.60 

A Topke  y Cía.,  valor  materiales 
pedidos  para  el  mismo  objeto.  . 

30.06 

A Empresa  Eléctrica,  por  luz  en 
enero  anterior 

14.10 

A Casimiro  Morales  por  repara- 
ción de  muebles  de  los  diferen- 
tes tribunales,  según  detalles . . 

75.00 
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A servicio  oficial  de  aaitomóviles 
para  el  Juez  4*^  de  Paz 

Q 9.50 

A la  Tipografía  Nacional  por 
90,000  hojas  timbradas,  con  cu- 
biertas, y formularios  para  uso 
de  los  tribunales,  más  el  formato 
de  la  "Gaceta” 

325.00 

A Mario  Monzón,  valor  de  una 
mampara  de  vidrio  para  una  de 
las  puertas  de  la  Presidencia 

45.00 

A Amos  y Anderson,  a cuenta  de 
máquinas  "Royal”  proporciona- 
das   

100.00 

A la  Cía.  A.  E.  G.,  valor  de  tres 
lámparas  y 3 docenas  bombillas 
para  el  Salón  de  Vistas  Públicas 

53.79 

Remesa  que  se  hace  al  Juez  2*^  de 
1*^  Instancia  Quezaltenango,  para 
compra  de  una  chapa  "Yale”.  . 

17.00 

A Mario  Monzón,  valor  de  cuatro 
sobremarcos  y arreglo  de  un  cielo 
de  machihembre 

56.00 

A Juan  Morales,  valor  de  una  es- 
tantería de  pino  para  el  Archivo 
colonial  de  Protocolos 

90.00 

A V.  M.  Santa  Cruz,  por  trabajos 
de  carpintería  en  el  traslado  del 
Archivo  de  Protocolos,  a su  nue- 
vo local 

50.00 

A Alfredo  Espinosa,  por  colocación 
de  nueve  puertas 

30.00 

A Andrés  González,  por  pintura  de 
los  rótulos,  Sala  2^ 

10.00 

A Antonio  Valdés,  por  arreglo  ino- 
doros de  la  Sala  1* 

9.00 

A Andrés  González,  por  pintura  y 
decoración  de  dos  despachos 
de  la  Presidencia,  y pintura  ge- 
neral del  interior  del  edificio,  in- 
cluyendo interior  de  la  Sala  2® 

465.00 

A Juan  Morales,  por  colocación  de 
ocho  sobremarcos  con  sus  respec- 
tivas puertas  y cerrojos,  y armar 
y desarmar  una  estantería .... 

76.00 

A Arturo  Aquino,  por  instalación 
de  dos  inodoros  y arreglo  de  un 
baño 

25.00 

Suma 

Ql,604.05 

Mes  de  marzo  de  1929 

A R.  Feltrin,  por  trabajos  de  car- 
pintería en  el  Juzgado  5°  de 
Instancia 

Q 119.00 

A La  Marquesa,  valor  de  un  reloj 
grande  de  pie  para  el  Despacho 
de  la  Presidencia 

170.00 

A doña  Victoria  S.  v.  de  Asturias, 
por  alquiler  de  la  casa  que  ocu- 

pan  los  Juzgados  de  lo  Civil, 
febrero  próximo  pasado ... 

100.00 

A J.  Mario  Ruiz,  por  dos  vidrieras, 
cuatro  marcos  para  rótulos  y 4 
escaleras  de  cedro  para  estante- 
rías del  Archivo  de  Protocolos  . Q 138.50 
A Carlos  Castillo,  valor  de  dos  si- 
llas giratorias,  pedidas  por  el 
Juez  4''  de  la  U Instancia,  . . 80.00 

A Alfredo  Espinosa,  por  rebarni- 
zar y arreglar  muebles 12.50 

A Andrés  González,  por  la  pintu- 
ra alabastrina  de  la  parte  nueva 
del  edificio  de  la  Corte  Su- 
prema  100.00 

A la  Empresa  Eléctrica,  por  luz  en 

febrero  anterior 16.30 

Al  Salón  de  Muebles,  valor  dos  li- 
breras para  la  Secretarla  de  la 

Corte  Suprema 70.00 

A C.  W.  Qualman,  valor  de  un 

inodoro  y accesorios 35.50 

A Rafael  D.  Cordero,  por  instala- 
ción eléctrica  en  el  nuevo  edifi- 
cio de  la  Corte,  y reparación 

de  la  antigua 350.00 

A Topke  y Cia.,  valor  de  mate- 
riales pedidos  según  detalle  . . 134.90 

Al  Palacio  de  Muebles,  valor  corti- 
nas, alfombras  y muebles,  según 

facturas 256.62 

Suma Ql,583.32 


RESUMEN  de  los  gastos  mensuales  verifica- 
dos por  la  Receptoría  de  Fondos  Judiciales, 
de  abril  de  1928  a 31  de  marzo  de  1929,  cu- 
yos detalles  pueden  consultarse  en  las  Gace- 
tas correspondientes. 


Año  de  1928 

Mes  de  abril  Q 243.93 

Mes  de  mayo 1,433.07 

Mes  de  junio 1,294.61 

Mes  de  julio 1,747.71 

Mes  de  agosto 1,024.29 

Mes  de  septiembre  1,454.80 

Mes  de  octubre 1,582.10 

Mes  de  noviembre 1,794.10 

Mes  de  diciembre 983.60 

Suma Qll,558.21 


Año  de  1929 

Mes  de  enero Q 953.79 

Mes  de  febrero 1,604.05 

Mes  de  marzo 1,583.32 

Suma Q4,141.16 


RESUMEN 

Año  de  1928 ' Q1 1,558.21 

Año  de  1929  4,141.16 

Suma Q 15,699.37 


Guatemala,  31  de  marzo  de  1929. 


938 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


La  Presidencia  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  atiende  las 
solicitudes  de  los  diferentes  Tribunales,  dotándolos  de  útiles 


Guatemala,  20  de  febrero  de  1929. 


Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 


Presente. 


Para  que  se  sirva  ponerlo  en  conocimiento  de 
esa  Superioridad  me  es  grato  dirigirme  a usted 
para  manifestarle,  que  he  recibido  de  la  Recep- 
toria  de  Fondos  de  Justicia  para  uso  de  este 
Juzgado,  los  muebles  que  a continuación  de- 
tallo: 

Un  amueblado  moderno  compuesto  de  seis 
piezas. 

Dos  armarios-archivos  para  guardar  docu- 
mentos; y dos  escritorios,  todos  de  madera  y 
completamente  nuevos. 

Por  tal  motivo,  suplico  a usted  manifestar 
al  señor  Presidente  del  Poder  Judicial  mis  de- 
bidos agradecimientos,  que  respetuosamente  le 
rindo  en  nombre  de  este  Despacho. 

Sirvase  usted  aceptar  las  protestas  de  mi  con- 
sideración más  distinguida,  con  que  me  subs- 
cribo su  Arto,  y S.  S. 

JUAN  CORDOVA  CERNA. 


Quezaltenango,  22  de  febrero  de  1929. 

Señor  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de 

Justicia. 

Guatemala. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  a usted  para 
presentarle  mis  más  expresivos  agradecimientos 
por  la  máquina  de  escribir  marca  "Royal”  que 
tuvo  a bien  proporcionar  a este  Juzgado  para 
servicio  del  mismo.  Dicha  máquina  fué  entre- 
gada el  día  de  ayer  a este  Tribunal  por  don 
Max  Berliner,  agente  en  esta  ciudad  de  los  se- 
ñores Amos  8¿  Anderson,  Suc.,  máquina  que 
tiene  el  número  1204919,  modelo  N"'  10. 

Con  toda  consideración  y respeto,  me  es 
grato  subscribirme  del  señor  Presidente  su  muy 
atento  y seguro  servidor 

J.  M.  BARRIOS  RIVERA, 

Juez  19  de  Instancia. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Coatepeque,  2 de  abril  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala,  10.20  A,  67  DH.,  Ra. 
Tengo  la  honra  de  informar  a esa  Superio- 
ridad que  en  este  Juzgado  se  recibieron  con  fe- 


cha D de  febrero  próximo  pasado  los  útiles  de 
escritorio  siguientes:  4 libros  en  blanco,  300 
hojas  de  block  sueltas,  300  citaciones  de  Poli- 
cía, 200  sobres  azules,  timbrados,  2 block  tim- 
brados; de  todo  lo  cual  existirá  una  tercera 
parte.  Reiteróle  mi  petición  de  un  Código  Civil 
Antiguo;  Código  de  Comercio,  Código  Militar. 

Atentamente. 

J.  MIGUEL  HERRERA. 


De  Cobán,  28  de  marzo  de  1929. 
A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Guatemala. 

Acúsole  recibo  sobres,  papel  para  notas,  cita- 
ciones, cuadros  y partes  Alcalde,  sin  saber  qué 
cantidades. 

J.  OCTAVIO  MARTINEZ. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Huehuetenango,  27  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala  a las  5.45  p.  m.,  53 
D.  H.  Is. 

Por  correo  y oportunamente  acusé  recibo  úti- 
les escritorio  envió  para  este  Juzgado,  sin  em- 
bargo acuso  recibo  de  treinticinco  (35)  tomos 
elementos  Investigación  Judicial,  para  los  pue- 
blos este  departamento,  carátulas  para  juicios 
civiles  y criminales,  papel  y sobres  timbrados, 
citaciones  para  la  Policía,  partes  para  el  movi- 
miento de  la  Cárcel,  cuadros  estadísticos  y cin- 
co libros. 

M.  J.  VASQUEZ. 


De  Flores,  Petén,  31  de  marzo  de  1929. 

A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Guatemala. 

Contestando  su  telegrama  de  ayer,  manifiés- 
tole:  que  fueron  recibidos  en  este  Tribunal:  un 
paquete  conteniendo  papel  y sobres  timbrados, 
cuadros  estadísticos  y formularios  para  citas  y 
partes  diarios;  asimismo  fué  entregada  por  la 
Agencia  Royal  en  ésta,  una  máquina  número 
1292,1188196. 

GILBERTO  JUAREZ. 


GACETA  DE  I,OS  TRIBUNALES 


939 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Cuilapa,  28  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala,  1 y 45  p.  m.  dh. 
T.  B.  Galicia. 

En  los  últimos  tres  (3)  meses  recibiéronse  en 
Juzgado  de  esa  Superioridad,  trescientas  hojas 
papel  block  timbrado,  trescientas  cubiertas  cua- 
dradas timbradas,  cuatrocientos  formularios 
para  citaciones  a la  Policía  y doscientos  formu- 
larios para  partes  de  Alcaides. 

A.  CIFUENTES  SOTO. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Quezaltenango,  27  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala  6.34  p.  m.  54  dh.  Is. 

Durante  3 meses  transcurridos  del  presente 
año,  se  recibieron  de  esa  Superioridad,  una  má- 
quina de  escribir  "Royal”  número  1204919. 
Tomo  de  Recopilación,  de  don  Rosendo  P. 
Méndez,  folleto  que  contiene  ley  de  Amparo  y 
otras.  Sobres,  papel  de  máquina  y citaciones 
impresas. 

J.  M.  BARRIOS  RIVERA, 

Juez  de  Instancia. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  El  Progreso  Gy.,  27  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala  9 p.  m.  46  dh.  Ayala  P. 

Hónrame  manifestar  a usted  para  que  se  sirva 
ponerlo  en  conocimiento  de  la  Superioridad 
que  durante  los  tres  últimos  meses  del  presen- 
te año,  se  recibieron  en  este  Despacho  qui- 
nientas órdenes  de  citación,  trescientas  hojas 
papel  timbrado,  trescientos  sobres  y trescientos 
partes  diarios  del  Alcaide  de  las  Cárceles. 

J.  LUIS  QUIÑONEZ. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Salamá,  27  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala  7 p.  m.  dh.  Jot. 

Utiles  de  escritorio  recibidos  en  los  últimos 
tres  meses  son  los  siguientes:  200  hojas  papel 
timbrado,  200  sobres  timbrados,  200  formula- 
rios para  partes  del  Alcaide,  20  formularios 
para  citación  de  la  Policía,  200  formularios  para 
citaciones  personales,  12  cuadros  estadísticos. 

PEDRO  CONTENTI  H. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Jalapa,  27  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala  6.50  p.  m.  27  dh.  R.  F. 

Durante  últimos  tres  meses,  han  recibídose 
Códigos  Penal  y de  Procedimientos,  cuadros 
para  estado,  procesos  y movimiento,  presidio, 
papel  y sobres  timbrados.  De  todo  acusóse  re- 
cibo oportunamente. 

EFRAIN  PENAL  VA. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Escuintla,  27  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala,  2 y 30  p.  m.  12  dh. 
J.  C.  G. 

Hónrame  acusarle  recibo  útiles  de  escritorio 
recibidos  fines  de  enero  último. 

JOSE  L.  VALDES. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Totonicapán,  27  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala  2.40  p.  m.  34  dh. 
González  Paz. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  a usted  de 
los  formularios  siguientes:  para  citaciones  600, 
partes  diarios,  300;  sobres,  300;  papel  en  blan- 
co, 300.  Utiles  que  se  sirvió  remitir  para  uso 
de  este  Juzgado. 

JOSE  LEANDRO  RODAS. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  San  Marcos,  28  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala  3.20  p.  m.  49  dh. 
J.  B.  M. 

Hónrame  acusarle  recibo  útiles  escritorio  re- 
cibiéronse este  Despacho  en  enero  último  con- 
sistentes papel  sin  rayar  para  máquina,  timbra- 
do; sobres  timbrados,  citaciones  impresas  para 
Abogados  y particulares;  las  últimas  por  medio 
Policía  y cuadros  estadísticos  para  consignar 
movimiento  de  presos  en  el  mes,  así  como  partes 
diarios  del  Alcaide  respectivo. 

ALFONSO  CARRILLO. 
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A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Mazatenango,  28  de  marzo  de  1929. 
Recibido  en  Guatemala  3 p.  m.  35  dh.  J.  C.  G. 

Ultimos  tres  meses  fueron  recibidos  este  Juz- 
gado procedentes  esa  Superioridad,  doce  ejem- 
plares de  Investigación  Judicial  del  Licenciado 
Aguilar,  papel  y sobres  timbrados  así  como 
citaciones  impresas  y formularios  para  partes 
diarios  del  Alcaide  de  Cárceles. 

LUIS  F.  ROSALES  G. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Asunción  Mita,  30  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala  10.30  Amt.,  25  dh. 

Acuso  recibo  útiles  de  escritorio  que  oportu- 
namente se  sirvió  remitirme,  consistente  en  pa- 
pel y sobres  de  oficio  y cuadros  mensuales  cita- 
ciones personales  y citaciones  por  la  Policía. 

ARTURO  E.  CENTENO  M. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Chiquimula,  27  de  marzo  de  1929. 
Recibido  en  Guatemala  12.46  p.  m.  32  dh.  R.  F. 

En  los  últimos  tres  meses,  fueron  recibidos, 
en  este  Despacho  los  útiles  de  escritorio  consis- 
tentes, en  sobres  timbrados,  formularios  de  ci- 
taciones, y escrituras  de  fianza  y papel  tim- 
brado para  escribir  en  máquina. 

J.  ANTONIO  CASTILLO. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Amatitlán,  27  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala  1 p.  m.  17  dh.  Ruiz  R. 

Acuso  recibo  de  carátulas,  sobres  timbrados 
enviados  esa  Secretaría  ayer;  en  cuanto  demás 
útiles,  acusé  recibo  oportunamente. 

EDUARDO  RIVERA  M. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Chiquimulilla,  27  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala  1 p.  m.  1 1 dh. 

Acuso  a usted  recibo  remesa  útiles  escritorio 
enviados  a este  Despacho. 

F.  RODAS  CASTILLO. 


A Secretario  Corte  Suprema  de  Justicia. 

De  Puerto  Barrios,  27  de  marzo  de  1929. 

Recibido  en  Guatemala  11.45  a.  m.  39  dh. 

Hónrame  acusarle  recibo  útiles  siguientes  re- 
cibidos últimos  tres  meses:  350  sobres  timbra- 
dos, 200  formularios  partes  diarios,  250  hojas 
papel  para  notas,  200  formularios  para  citacio- 
nes y 15  para  cuadros  de  la  criminalidad. 

FRANCISCO  J.  ARAGON. 
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SECOION  DE  ESTADISTICA 


- CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPÚBLICA,  DURANTE  EL  MES  DE  DICIEMBRE  DE  1928. 


(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

103 

5 

4 

112 

44 

14 

7 

65 

42 

15 

4 

61 

41 

4 

45 

61 

21 

5 

87 

46 

12 

2 

60 

16 

2 

18 

409 

220 

18 

647 

496 

265 

8 

769 

360 

260 

4 

524 

30 

12 

42 

74 

27 

1 

102 

103 

32 

135 

72 

18 

90 

101 

86 

187 

8 

3 

11 

37 

47 

1 

75 

lio 

80 

3 

193 

81 

24 

9 

107 

117 

47 

3 

167 

74 

88 

1 

163 

40 

28 

1 

69 

63 

46 

3 

112 

86 

23 

2 

111 

78 

15 

3 

96 

20 

84 

126 

6 

187 

lio 

33 

9 

145 

116 

36 

2 

154 

115 

37 

1 

153 

26 

43 

3 

72 

lio 

85 

2 

197 

49 

13 

62 

62 

46 

3 

111 

10 

7 

17 

3,474 

1,813 

113 

5,400 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  civiles  dictó  durante  el  mes,  fué  la  4^  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  de  Instancia  de  la  capital,  que  mayor  número  de  sentencias  civiles  dictó  durante  el  mes,  fué 
el  1*?  de  Instancia. 

El  Juzgado  de  Instancia  departamental,  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  civiles  durante  el  mes» 
fué  el  de  Instancia  de  Zacapa. 

Guatemala,  31  de  diciembre  de  1928. 


NOTA: — Los  Juzgados  de  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  los  enviaron  en  su 
oportunidad. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  MES  DE  DICIEMBRE  DE  1928 

(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

219 

7 

8 

234 

52 

29 

38 

119 

86 

28 

32 

146 

72 

16 

20 

108 

79 

76 

33 

188 

70 

37 

22 

129 

68 

42 

26 

136 

211 

72 

16 

299 

813 

53 

11 

877 

44-7 

143 

20 

610 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Amatitlán 



269 

733 

3 

1,005 

207 

39 

246 

269 

107 

14 

390 

286 

61 

347 

362 

133 

3 

498 

62 

3 

65 

47 

30 

8 

85 

155 

94 

1 

256 

391 

65 

11 

367 

282 

60 

4 

346 

181 

111 

4 

296 

62 

59 

1 

122 

302 

28 

1 

331 

1,163 

297 

228 

8 

1,999 

380 

82 

1 

291 

65 

11 

367 

180 

55 

6 

241 

115 

57 

15 

187 

446 

77 

12 

535 

63 

42 

7 

112 

281 

99 

4 

383 

250 

61 

12 

323 

260 

98 

4 

362 

246 

44 

290 

285 

76 

11 

372 

212 

50 

2 

264 

8,691 

3,090 

405 

12,186 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  en  el  ramo  criminal,  durante  el  mes,  fué  la  de 
Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  criminal  de  la  capital  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  en  el  mes,  fué  el  6^  de 
Instancia. 

El  Juzgado  de  Instancia  departamental,  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  en  el  ramo  criminal, 
durante  el  mes,  fué  el  de  Zacapa. 

Guatemala,  31  de  diciembre  de  1928. 


NOTA: — Los  Juzgados  de  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  los  enviaron  en  su 
oportunidad. 
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CUADRO 

ESTADISTICO  QDE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE 
JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA  DURANTE  EL  MES  DE  ENERO  DE  1929 


(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Sala  de  Apelaciones 

Sala  2^  de  Apelaciones 

Sala  3^  de  Apelaciones 

Sala  4^  de  Apelaciones 

Sala  5^  de  Apelaciones 

Sala  6^  de  Apelaciones 

Juzgado  de  Instancia  de  Guatemala 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Guatemala 

Juzgado  de  Instancia  de  Guatemala 

Juzgado  de  Instancia  de  Amatitlán 

Juzgado  de  Instancia  de  Escuintla 

Juzgado  de  Instancia  de  Sacatepéquez . . . . 

Juzgado  de  Instancia  de  Chimaltenango . . . 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Baja  Verapaz.  . 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Alta  Verapaz  . 

Juzgado  de  Instancia  del  Peten 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Suchitepéquez . . . 

Juzgado  de  Instancia  de  Retalhuleu 

Juzgado  de  Instancia  de  Sololá 

Juzgado  1°  de  Instancia  de  Quezaltenango 
Juzgado  2°  de  Instancia  de  Quezaltenango 
Juzgado  3°  de  Instancia  de  Quezaltenango 

Juzgado  de  Instancia  de  Totonicapan 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  San  Marcos 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Huehuetenango . . 

Juzgado  de  Instancia  del  Quiché 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Izabal 

Juzgado  de  Instancia  de  Zacapa 

Juzgado  de  Instancia  de  Chiquimula 

Juzgado  de  Instancia  de  Jalapa 

Juzgado  de  Instancia  de  Jutiapa 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Santa  Rosa 

Juzgado  de  Instancia  de  El  Progreso 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Asunción  Mita.  . . . 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Coatepeque 

Juzgado  de  Instancia  de  Chiquimulilla 

Totales 


Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

417 

3 

420 

35 

7 

1 

43 

33 

8 

41 

42 

6 

1 

49 

5 

1 

6 

35 

5 

40 

7 

7 

278 

219 

14 

511 

574 

277 

15 

866 

410 

280 

4 

694 

15 

13 

28 

50 

50 

3 

103 

59 

46 

t05 

132 

13 

1 

146 

38 

4 

42 

56 

49 

2 

107 

10 

1 

11 

17 

19 

36 

lio 

85 

2 

197 

213 

32 

2 

247 

65 

47 

2 

114 

37 

46 

83 

60 

24 

84 

12 

6 

18 

57 

25 

3 

85 

176 

81 

2 

259 

113 

19 

132 

72 

37 

109 

102 

55 

1 

158 

80 

16 

1 

97 

26 

76 

1 

103 

91 

16 

107 

32 

20 

52 

lio 

85 

2 

197 

35 

19 

54 

46 

16 

2 

64 

16 

10 

3 

39 

3,659 

1,737 

73 

5,479 

Las  Salas  1®  3^  y 4^  de  Apelaciones,  dictaron  durante  el  mes,  igual  número  de 
sentencias  civiles. 

El  Juzgado  del  ramo  civil  de  la  capital,  que  mayor  número  de  sentencias  dictó 
durante  el  mes,  fue  el  2°  de  Instancia. 

Los  Juzgados  departamentales  que  mayor  número  de  sentencias  civiles  dictaron 
durante  el  mes,  fueron  los  de  Instancia  de  Escuintla,  San  Marcos,  y Chiquimulilla. 

Guatemala,  31  de  enero  de  1929. 


NOTA: — Los  Juzgados  de  1^  Instancia,  cuyos  datos  Estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  los  enviaron  en  su 
oportunidad. 
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CUADRO 

ESTADISTICO  QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE 
JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA  DURANTE  EL  MES  DE  ENERO  DE  1929 

(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

Corte  Suprema  de  Justicia 

133 

7 

7 

147 

Sala  1^  de  Apelaciones 

58 

24 

26 

108 

Sala  2^  de  Apelaciones 

82 

37 

46 

165 

Sala  3®  de  Apelaciones 

74 

28 

8 

lio 

Sala  4^  de  Apelaciones 

17 

13 

30 

Sala  5“  de  Apelaciones 

134 

38 

21 

193 

Sala  6^  de  Apelaciones 

156 

26 

25 

207 

Juzgado  4’’  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

205 

76 

7 

288 

Juzgado  5°  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

266 

117 

7 

390 

Juzgado  6'^  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

467 

153 

15 

635 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Amatitlán 

166 

157 

9 

332 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Escuintla 

240 

101 

21 

362 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Sacatepéquez 

333 

34 

3 

370 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Chimaltenango 

327 

107 

22 

456 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  la  Baja  Verapaz 

329 

30 

359 

Juzgado  de  1*  Instancia  de  la  Alta  Verapaz 

313 

132 

3 

448 

Juzgado  de  1®  Instancia  del  Fetén 

32 

6 

2 

40 

Juzgado  de  1^  Instancia  Suchitepéquez 

52 

42 

2 

96 

Juzgado  de  1^  Instancia  Retalhuleu 

125 

88 

4 

217 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Sololá 

352 

60 

4 

416 

Juzgado  1*^  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango 

376 

40 

8 

424 

Juzgado  IP  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango 

73 

46 

9 

128 

Juzgado  3*^  de  1®  Instancia  de  Quezaltenango 

27 

24 

9 

60 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Totonicapán 

326 

63 

4 

393 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  San  Marcos 

1,587 

238 

12 

1,837 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Huehuetenango 

472 

121 

2 

595 

Juzgado  de  1®  Instancia  del  Quiché 

317 

49 

5 

371 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Izabal 

145 

103 

1 

249 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Zacapa 

293 

60 

4 

357 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Chiquimula 

147 

- 72 

6 

225 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Jalapa 

36 

17 

10 

63 

Juzgado  de  Instancia  de  Jutiapa 

324 

112 

5 

441 

Juzgado  de  Instancia  de  Santa  Rosa 

273 

47 

18 

338 

Juzgado  de  Instancia  de  El  Progreso 

283 

98 

2 

283 

Juzgado  de  Instancia  de  Asunción  Mita 

482 

52 

1 

535 

Juzgado  de  Instancia  de  Coatepeque 

314 

36 

5 

355 

Juzgado  de  Instancia  de  Chiquimulilla 

250 

90 

3 

343 

Totales 

1 

10,541 

2,568 

360 

13,469 

La  Sala  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  en  el  ramo  criminal,  durante  el  mes, 
fué  la  2^  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  criminal,  de  la  capital,  que  mayor  número  de  sentencias  dictó 
durante  el  mes,  fué  el  6*^  de  1^  Instancia. 

El  Juzgado  Departamental,  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal 
dictó  durante  el  mes,  fué  el  de  Instancia  de  Chimaltenango. 

Guatemala,  31  de  enero  de  1929. 


NOTA:— Los  Juzgados  de  1^  Iastaacia<  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  los  enviaron  en  su 
oportunidad. 
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CUADRO 


ESTADISTICO  DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  MES  DE  FEBRERO  DE  1929 


RAMO  CIVIL 


TRIBUNALES 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Sala  1^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones  

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones  

Sala  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgado  1°  de  Instancia  de  Guatemala 

Juzgado  2^  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

Juzgado  3°  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

Juzgado  de  Instancia  de  Amatitlán 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Escuintla 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Sacatepéquez 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Chimaltenango 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  la  Baja  Verapaz  . . . . 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Alta  Verapaz 

Juzgado  de  Instancia  del  Fetén 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Suchitepéquez 

Juzgado  de  Instancia  de  Retalhuleu 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Sololá 

Juzgado  1°  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango 
Juzgado  2°  de  Instancia  de  Quezaltenango  . . . 
Juzgado  3*^  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango  . . . 

Juzgado  de  Instancia  de  Totonicapán . . 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  San  Marcos 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Huehuetenango 

Juzgado  de  Instancia  del  Quiche  

Juzgado  de  Instancia  de  Izabal  

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Zacapa  

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Chiquimula 

Juzgado  de  Instancia  de  Jalapa  

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Jutiapa 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Santa  Rosa 

Juzgado  de  Instancia  de  El  Progreso  

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Asunción  Mita 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Coatepeque  

Juzgado  de  Instancia  de  Chiquimulilla 

Totales 


Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

263 

4 

267 

50 

23 

4 

77 

30 

19 

4 

53 

41 

12 

1 

54 

43 

17 

1 

61 

37 

11 

1 

59 

10 

1 

11 

335 

325 

7 

667 

719 

352 

13 

1,184 

408 

337 

5 

750 

33 

30 

1 

64 

97 

49 

3 

149 

81 

33 

1 

115 

195 

39 

135 

61 

16 

77 

59 

56 

115 

31 

5 

36 

55 

28 

2 

85 

125 

88 

1 

214 

194 

35 

2 

221 

76 

54 

2 

132 

63 

66 

1 

130 

29 

18 

4 

51 

34 

23 

57 

68 

28 

1 

97 

103 

41 

1 

145 

156 

27 

3 

186 

79 

31 

111 

130 

65 

3 

198 

113 

23 

1 

137 

23 

78 

2 

103 

93 

19 

8 

115 

41 

22 

63 

116 

80 

1 

197 

37 

28 

65 

38 

25 

2 

65 

20 

14 

34 

4,096 

3,161 

91 

7,348 

Las  Salas  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  civil  dictaron  durante  el  mes  de  marzo,  fueron* 
la  y 2^  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  civil  de  la  capital,  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes  de 
marzo,  íué  el  2?  de  I*’’  Instancia,  a cargo  del  Lie.  don  Alberto  Camey. 

El  Juzgado  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  civiles  dictó  durante  el  mes  de  marzo, 
fué  el  3°  de  Instancia  de  Quezaltenango,  a cargo  del  Lie.  don  José  Dionisio  Palacios. 

Guatemala,  28  de  febrero  de  1929. 

NOTA:— Los  Juzgados  de  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  los  enviaron  en  su 
oportunidad. 
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CUADRO 

ESTADISTICO  DE  LAS  RESOLirclONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  MES  DE  FEBRERO  DE  1929 

RAMO  CRIMINAL 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Senteucias 

TOTAL 

Corte  Suprema  de  Justicia. 

175 

31 

7 

213 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones 

98 

23 

23 

144 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones  

89 

28 

56 

175 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

68 

33 

24 

125 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

86 

31 

19 

136 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones  ....  

108 

46 

30 

184 

Sala  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones  

156 

35 

33 

224 

Juzgado  4°  de  Instancia  de  Guatemala 

245 

67 

24 

336 

Juzgado  5°  de  Instancia  de  Guatemala 

516 

239 

30 

785 

Juzgado  6°  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

386 

133 

20 

539 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Amatitlán 

267 

77 

4 

348 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Escuintla 

257 

99 

9 

375 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Sacatepéquez 

329 

46 

5 

380 

Juzgado  de  Instancia  de  Chimaltenango 

330 

88 

2 

420 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  la  Baja  Verapaz  ... 

309 

75 

1 

385 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  la  Alta  Verapaz 

269 

105 

5 

379 

Juzgado  de  Instancia  del  Fetén  

139 

7 

146 

Juzgado  de  Instancia  de  Suchitepéquez 

45 

20 

3 

68 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Retalhuleu  

398 

99 

5 

512 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Sololá  

398 

96 

4 

498 

Juzgado  1°  de  Instancia  de  Quezaltenango  . . . , 

385 

51 

9 

445 

Juzgado  2°  de  Instancia  de  Quezaltenango  . . . 

75 

63 

9 

147 

Juzgado  3°  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango  .... 

29 

18 

4 

51 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Totonicapán 

555 

69 

3 

627 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  San  Marcos 

1775 

155 

8 

1,938 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Huehuetenango 

372 

122 

3 

497 

Juzgado  de  1^  Instancia  del  Quiché 

314 

64 

10 

388 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Izabal 

152 

108 

10 

270 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Zacapa  

365 

85 

5 

455 

Juzgado  de  Instancia  de  Chiquimula 

398 

63 

13 

474 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Jalapa 

41 

28 

4 

73 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Jutiapa  

338 

108 

5 

451 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Santa  Rosa 

283 

45 

11. 

339 

Juzgado  de  Instancia  de  El  Progreso 

175 

96 

1 

272 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Asunción  Mita 

250 

52 

302 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Coatepeque 

353 

58 

4 

415 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Chiquimulilla 

285 

fcO 

3 

368 

Totales 

10,315 

2,758 

399 

13,472 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  dictó  durante  el  mes  de  marzo,  fué  la  2^ 
de  la  Corte  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  criminal  de  la  capital,  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes  de 
marzo,  fué  el  59  de  Instancia  a cargo  del  Lie.  don  Luis  Arturo  González. 

El  Juzgado  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  dictó  durante  el  mes 
de  marzo,  fué  el  de  T^  Instancia  de  Chiquimula  a cargo  del  Lie.  don  Augusto  Linares  Letona. 

Guatemala,  28  de  febrero  de  1929. 

NOTA:— Los  Juzgados  de  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  los  enviaron  en  su 
oportunidad. 
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CUADRO 

ESTADISTICO  DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  .POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES. 

RAMO  CRIMINAL 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

Corte  Suprema  de  Justicia 

94 

21 

8 

123 

Sala  1^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

84 

21 

55 

160 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones  . 

74 

25 

40 

139 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones  

74 

22 

23 

119 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones . . 

73 

24 

23 

120 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones  

90 

27 

18 

135 

Sala  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

167 

29 

31 

227 

Juzgado  4°  de  Instancia  de  Guatemala 

159 

66 

20 

245 

Juzgado  5°  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

299 

262 

27 

588 

Juzgado  6°  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

515 

99 

18 

632 

Juzgado  de  Instancia  de  Amatitlán 

Juzgado  de  Instancia  de  Escuintla 

303 

123 

5 

431 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Sacatepéquez 

324 

51 

9 

384 

Juzgado  de  Instancia  de  Chimaltenango 

313 

63 

8 

384 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Baja  Verapaz 

304 

72 

18 

394 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  la  Alta  Verapaz 

289 

103 

2 

394 

Juzgado  de.l^  Instancia  del  Fetén 

200 

7 

207 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Suchitepéquez 

331 

42 

3 

376 

Juzgado  de  Instancia  de  Retalhuleu 

275 

123 

3 

401 

Juzgado  de  Instancia  de  Sololá  

296 

102 

5 

403 

Juzgado  1°  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango  .... 

259 

70 

5 

334 

Juzgado  2°  de  Instancia  de  Quezaltenango 

88 

76 

8 

172 

Juzgado  3°  de  Instancia  de  Quezaltenango  . . , 

76 

50 

7 

133 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Totonicapán 

402 

74 

7 

483 

Juzgado  de  Instancia  de  San  Marcos 

1,729 

211 

17 

1,957 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Huehuetenango  .... 

Juzgado  de  Instancia  del  Quiché  

376 

49 

7 

222 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Izabal 

164 

100 

12 

276 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Zacapa  

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Chiquimula 

369 

76 

10 

455 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Jalapa 

43 

15 

7 

65 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Jutiapa 

371 

101 

6 

378 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Santa  Rosa 

259 

46 

8 

313 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  El  Progreso 

219 

90 

1 

310 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Asunción  Mita 

219 

40 

259 

Juzgado  de  Instancia  de  Coatepeque 

248 

64 

8 

320 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Chiquimulilla 

309 

82 

5 

396 

Totales  

9,390 

2,423 

434 

12,247 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  dictó  durante  el  mes,  fué  la  1^  de  la  Corte 
de  Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  criminal  de  la  capital  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes, 
fué  el  59  de  Instancia,  a cargo  del  Lie.  Luis  Arturo  González. 

El*  Juzgado  departamental,  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  dictó  durante  el  raes, 
fué  el  de  Instancia  de  la  Baja  Verapaz,  a cargo  del  Lie.  Pedro  Contenti,  h. 

Guatemala,  marzo  31  de  1929. 


NOTA:— Los  Juzgados  de  Instaucia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  los  enviaron  en  su 
oportunidad. 
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CUADRO 

ESTADISTICO  DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES, 

RAMO  CIVIL 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Seuteucias 

TOTAL 

Corte  Suprema  de  Justicia 

151 

2 

153 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones 

45 

14 

2 

61 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

45 

14 

4 

59 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

38 

1 

1 

40 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

72 

27 

3 

102 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

24 

16 

2 

42 

Sala  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

11 

2 

13 

Juzgado  1*^  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

Juzgado  2*^  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

638 

406 

12 

1,056 

Juzgado  3°  de  1^  Instancia  de  Guatemala  . ... 

494 

408 

5 

907 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Amatitlán 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Escuintla ... 

89 

56 

3 

148 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Sacatepéquez  ...... 

75 

42 

117 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Chimaltenango 

74 

35 

1 

lio 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  la  Baja  Verapaz  . . 

50 

25 

1 

76 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  la  Alta  Verapaz  ... 

42 

37 

1 

80 

Juzgado  de  1®  Instancia  del  Fetén 

lli 

3 

16 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Suchitepéquez 

62 

45 

87 

Juzgado  de  Instancia  de  Retalhuleu 

102 

73 

2 

177 

Juzgado  de  Instancia  de  Sololá 

89 

45 

2 

136 

Juzgado  1°  de  1*^  Instancia  de  Quezaltenango 

112 

43 

2 

157 

Juzgado  2°  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango 

50 

51 

2 

103 

Juzgado  3“^  de  Instancia  de  Quezaltenango 

72 

27 

4 

. 103 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Totonicapán  

41 

22 

63 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  San  Marcos 

91 

78 

5 

174 

Juzgado  dp.  Tn^tanría  dp,  T-ínphnptp.nango 

Juzgado  de  Instancia  del  Quiché 

153 

26 

2 

181 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Izabal  

83 

40 

1 

124 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Chiquimula 

137 

38 

1 

176 

Juzgado  de  Instancia  de  Jalapa 

75 

45 

120 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Jutiapa 

108 

28 

4 

140 

Juzgado  de  1®  Instancia  de  Santa  Rosa 

43 

37 

1 

81 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  El  Progreso  

120 

85 

2 

207 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Asunción  Mita 

40 

15 

2 

57 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Coatepeque 

39 

42 

2 

83 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Chiquimulilla 

38 

20 

1 

59 

Totales 

3,298 

1,867 

70 

5,235 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  civiles  dictó  durante  el  mes,  fué  la  2^  de  la  Corte  de 
Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  civil  de  la  capi  al  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes,  fué  el 
29  de  Instancia,  a cargo  del  Lie.  Alberto  C.  Camey. 

El  Juzgado  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  civiles  dictó  durante  el  mes,  fué  el  de 
Instancia,  de  San  Marcos,  a cargo  del  Lie.  Alfonso  Carrillo. 

Guatemala,  31  de  marzo  de  1929. 

NOTA:— Los  Juzgados  de  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  los  anviaron  en  su 
oportunidad. 
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Principales  Puncionarios  del  Poder  Judicial  de  la  República 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Presidente,  Licenciado  don  José  A.  Medrano,  12 
Avenida  Sur,  número  20. 

Magistrado,  Licenciado  don  Quirino  Flores  y Flo- 
res, Callejón  del  Colegio,  número  2. 

Magistrado,  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz, 
5’  Avenida  Norte,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  Abel  Paredes,  4’  Ave- 
nida Sur,  número  66. 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Ro- 
dríguez, 5^  Calle  Oriente,  número  8B. 

Secretario,  Licenciado  don  Alfredo  Valle  Calvo, 
Avenida  Central,  número  86. 

Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaríones 

Presidente,  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R., 
2"  Avenida  Norte,  número  15. 

Magistrado,  Licenciado  don  Francisco  Menéndez 
B.,  11  Calle  Oriente,  número  26. 

Magistrado,  Licenciado  don  Antonio  F.  Aguirre, 
11  Calle  Poniente,  número  18. 

Fiscal.  Licenciado  don  Alfonso  Hernández  Po- 
lanco,  13  Calle  Oriente,  número  41. 

Procurador.  Licenciado  don  Manuel  Franco  R., 
18  Calle  Oriente. 

Secretario,  Licenciado  don  Carlos  Girón  Zirión, 
9-  Calle  Oriente,  número  21. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Menéndez  A., 
I"  Avenida  Norte,  número  8. 

Magistrado,  Licenciado  don  Guillermo  Sáenz  de 
Tejada.  11  Avenida  Sur,  número  101. 

Magistrado,  Licenciado  don  Alberto  Arguela  S., 
Calle  Matamoros,  número  7. 

Fiscal,  Licenciado  don  Avelino  F.  Mariscal,  9’ 
Calle  Poniente,  número  2. 

Procurador,  Licenciado  don  Héctor  Vülagrán,  Ca- 
llejón Concordia,  número  15. 

Secretario,  Licenciado  don  Juan  Fernández  Cór- 
doba, 9“  Avenida  Sur,  número  88. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Ramírez,  5’ 
Calle  Poniente,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  David  Pivaral,  Ca- 
llejón Variedades,  número  14. 

Magistrado,  Licenciado  don  Fidencio  Duque,  12 
Avenida  Sur,  número  67. 

Fiscal,  Licenciado  don  Filadelfo  de  León,  3^  Ave- 
nida Sur,  número  76. 

Procurador,  Licenciado  don  Leopoldo  Rosales, 
Avenida  Central,  número  78. 

Secretario,  Licenciado  don  Fernando  Orellana,  h., 
4^  Avenida  Sur,  número  92. 

Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Isaías  Peñalonzo. 
Magistrado,  Licenciado  don  Angel  Cuevas  del  Cid. 
Magistrado,  Licenciado  don  Max.  Palomo  M. 
Fiscal,  Licenciado  don  Abraham  Bustamante. 
Procurador,  Licenciado  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secretario,  Licenciado  don  Gabriel  Cojulún. 


Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Angel  M.  Bocanegra. 
Magistrado,  Licenciado  don  Javier  Ramos  O. 
Magistrado  Licenciado  don  Lázaro  Valdés. 
Fiscal,  Licenciado  don  Daniel  Arellano. 
Procurador,  Licenciado  don  Emilio  Solis.  (In- 
terino). 

Secretario,  don  Francisco  Guerra  y Guerra. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Francisco  Rodríguez. 
Magistrado,  Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado  P 
Magistrado,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 
Fiscal,  Licenciado  don  Manuel  A.  Núñez. 
Procurador,  Licenciado  don  Francisco  Delgadillo 
Zamora. 

Secretario,  don  A.  Chacón  B. 

Magistrados  Suplentes  de  la  Corte  de  Apelaciones 

De  la  Sala  1’,  Licenciado  don  José  María  Cumes. 
De  la  Sala  1’,  Licenciado  don  José  Lara. 

De  la  Sala  2’,  Licenciado  don  Federico  O.  Salazar. 
De  la  Sala  2’,  Licenciado  don  Ernesto  Viteri. 

De  la  Sala  3’,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey. 
De  la  Sala  3®,  Licenciado  don  Federico  Salazar. 
De  la  Sala  4'’,  Licenciado  don  Luis  F.  Mo’ina. 

De  la  Sala  4",  Licenciado  don  Filadelfo  Fuentes. 
De  la  Sala  5’,  Licenciado  don  Silvano  Duarte. 

De  la  Sala  5’  Licenciado  don  Antonio  Castañeda. 
De  la  Sala  6’,  Licenciado  don  Juan  C.  Alvarado. 
De  la  Sala  6^,  Licenciado  don  Eulogio  González. 

Jueces  de  Primera  Instancia  de  la  capital 

Juez  19,  Licenciado  don  Juan  Córdoba  Cerna,  15 
Calle  Oriente,  número  32. 

Juez  2’,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey  1*  Ca- 
lle Oriente,  Jocotenango,  número  4. 

Juez  3’,  Licenciado  don  Antonio  Cruz,  13  Aveni- 
da Sur,  número  17. 

Juez  49,  Licenciado  don  Francisco  Valdés  Calderón 
Juez  5’.  Licenciado  don  Luis  Arturo  González. 
Juez  6'’,  Licenciado  don  Oscar  Zeceña,  2’  Calle 
Poniente,  número  6. 

Funcionarios  Militares  de  la  capital 

Comandantes  de  Armas,  General  don  Doroteo 
Monterrosov 

Auditor  General  de  Guerra  de  la  República,  Li- 
cenciado don  Eliseo  Solís. 

Auditor  de  Guerra  de  este  departamento.  Licen- 
ciado don  Rafael  Nuila. 
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Jueces  de  Primera  Instancia  de  los  departamentos 


Juez  de  Amatitlán,  Licenciado  don  Eduardo  Ri- 
vera. 

Juez  de  la  Alta  Verapaz,  Licenciado  don  J.  Octavio 
Martínez  M. 

Juez  de  la  Baja  Verapaz,  Licenciado  don  Pedro 
Contenti.  h. 

Juez  de  Chimaltenango,  Licenciado  don  Francisco 
Carrillo,  h. 

Juez  de  Chiquimula,  Licenciado  don  Augusto  Li- 
nares L. 

Juez  de  Escuintla,  Licenciado  don  J.  Liberato 
Valdés. 

Juez  de  Huehuetenango,  Licenciado  don  Manuel 
J.  Vásquez. 

Juez  de  Izabal,  Licenciado  don  Francisco  Sarti. 

Juez  de  Jalapa,  Licenciado  don  Efraín  Peñalva. 

Juez  de  Jutiapa,  Licenciado  don  Antonio  Casta- 
ñeda. 

Juez  del  Peten,  Licenciado  don  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  Quiche,  Licenciado  don  Jesús  Unda 
MurillOi 

Juez  1*^  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
María  Barrios. 

Juez  2'^  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Vicente  Rodríguez. 


Juez  3?  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  Dionisio 
Palacios. 

Juez  de  Retalhuleu,  Licenciado  don  Humberto 
Robles  B. 

Juez  de  Sacatepéquez,  Licenciado  don  Luis  Fe-  . 
Upe  Rosales. 

Juez  de  Suchitepéquez,  Licenciado  don  Guiller- 
mo Cabrera  M. 

Juez  de  Sololá,  Licenciado  don  José  I.  Cabrera. 

Juez  de  Sololá,  Licenciado  don  Miguel  Alvarez 
Lobos. 

Juez  de  San  Marcos,  Licenciado  don  Alfonso 
Carrillo. 

Juez  de  Santa  Rosa,  Licenciado  don  Alfonso  Ci- 
fuentes  S. 

Juez  de  Totonicapán,  Licenciado  don  José  Lean- 
dro Rodas. 

Juez  de  Zacapa,  Licenciado  don  Oscar  Murga. 

Juez  de  El  Progreso,  Licenciado  don  José  Luis 
Quiñónez. 

Juez  de  Coatepeque,  Licenciado  don  J.  Miguel 
Herrera. 

Juez  de  Chiquimulillaj  Licenciado  don  Carlos  B. 
Rivera. 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1’  y 6’  de  Guatemala  y Juzgados  de 
1’  Instancia  y Comandancias  de  Armas  de  Amati- 
tlán  Petén,  Santa  Rosa  y Baja  Verapaz;  y Juzga- 
do Territorial  de  Chiquimulilla. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  2^  y 4'^  de  P Instancia  de  Guatemala 
y Juzgados  de  1“  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Chimaltenango,  Alta  Verapaz  y Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  3’  y 5’  de  Instancia  de  Guatemala, 
Comandancias  de  Armas  de  Guatemala,  Juzgado 
de  1"  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Sa- 
catepéquez; y Juzgado  Territorial  de  El  Progreso. 


CORTE  MARCIAL 

Vocales  Militares  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 

Propietarios:  Generales  de  División  don  José 
Reyes,  don  Flavio  Ovalle  j y, 

Suplentes:  Generales  de  División  Mauro  de  León 
y Francisco  MoUinedo. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Primera,  Segunda  y Tercera 
de  Apelaciones 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Ismael  Pa- 
checo Quevedo. 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Luis  Leo- 
nardo. ♦ 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  P,  2^  y 3’  de  1-  Instancia  y Comandan- 
cias de  Armas  de  Quezaltenango  y Juzgados  de  P 
Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  San  Mar- 
cos y Retalhuleu;  y Juzgado  Territorial  de  Coa- 
tepeque. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  P Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Jalapa,  Jutiapa,  Chiquimula,  Zacapa  e Iza- 
bal,  y Juzgado  Territorial  de  Asunción  Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1“  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Totonicapán,  Sololá,  Quiché,  Huehuetenan- 
go y Suchitepéquez. 

DE  LA  REPUBLICA 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Pedro  Zamora 
Castellanos. 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Arturo  Romero. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Paulino  Her- 
nández. 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Gabriel  So- 
beranis. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Nicolás  Maído- 
nado. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Jacobo  Aguilar  P 
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Vocales  Militares  de  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Macabeo  Pinto. 
Propietario,  Coronel  don  Benjamín  Morales. 
Suplente,  Comandante  don  Martín  Carias. 
Suplente,  Comandante  don  Moisés  Morales. 

i Vocales  Militares  de  la  Sala  Sexta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Enrique  F.  Cruz. 
Propietario,  Teniente  Coronel  don  Luis  Alfredo 
Arango. 


Suplente,  Coronel  don  Heliodoro  Benítez. 
Suplente,  Coronel  don  Ramón  Peñalonzo. 


Empleados  Especiales  del  Poder  Judicial 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco  Ci- 
fuentes  Pontaza.  Bibliotecario,  Bachiller  don. Miguel 
A-  Alvarado,  h. 


PERMANENTE 

1 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  está  dis- 
puesta a atender  las  indicaciones  que  haga 
la  prensa  seria,  acerca  de  los  medios  que 
puedan  emplearse  para  el  progresivo  me- 
joramiento de  la  administración  de  justi- 
cia; despachará  toda  queja  o denuncia  que 
se  le  presente  contra  las  autoridades  cuya 


conducta  oficial  está  llamada  a vigilar,  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa  honra- 
da, imparcial  y patrióticamente  intenciona- 
da, concrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
hechos  y las  personas  contra  las  cuales  pro- 
ceda hacerse  una  investigación,  porque  de 
lo  contrario  ésta  resultaria  infructuosa 
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SECCION  EDITORIAL 


EL  ACERCAMIENTO  UNIVERSAL 


La  humanidad  se  esfuerza  pbr  encontrar  la 
fórmula  de  acercamiento  y en  su  anhelo  de  fra- 
ternidad, estimula  y emplea  todos  los  medios 
que  la  ciencia  pone  a su  servicio  para  lograr  el 
estrechamiento  de  abrazos  que  perduren  en  sen- 
timientos de  hermandad  y conseguir  el  bienestar 
general. 

Surge  un  enviado  de  buena  voluntad;  se 
canta  un  aleluya  al  estrechar  manos  que  a pe- 
sar de  ser  amigas  nos  fueron  vedadas  por  dis- 
tancias inmensas  y se  sabe  con  la  precisión  de 
la  energía  eléctrica,  lo  que  hace  un  momento 
ocurrió  en  el  lugar  antípoda. 

Todo  tiende  al  acercamiento;  todo  se  mueve 
bajo  la  idea  de  buscar  la  paz  entre  los  hom- 
bres; y en  todo  se  siente  enérgica  y vibrante, 
el  ansia  de  estrechar  relaciones,  de  ligar  senti- 
mientos y de  asimilar  triunfos  para  borrar  las 
murallas  que  levantara  el  egoísmo  de  una  semi- 
cultura  que  hoy  sentimos  ridícida  y lesiva  para 
los  fines  que  la  naturaleza  señaló  al  hombre. 

Vemos  extenderse  los  brazos  de  las  líneas 
ferroviarias  que,  sedientas  de  distancia,  esla- 
bonan los  pueblos  y llevan  con  el  grito  alboro- 
zado de  las  locomotoras  la  nueva  del  progreso. 

El  pensamiento  dinámico  de  sí,  y ahora  sin 
fronteras  ni  cortapisas,  lanza  la  maravilla  de 
su  chispa  y se  difunde  por  el  orbe  regando 
bendiciones,  enmendando  errores  y construyen- 
do el  edificio  nuevo  para  la  humanidad  de  ma- 
ñana. La  ciencia  creadora  del  bienestar  entra 
en  todas  partes  y el  misterio  se  queda  relegado 
en  el  archivo  de  los  mitos  reemplazada  ya  por 


el  evangelio  de  la  verdad  que  reconforta  el 
espíritu  moderno  y enseña  el  derrotero  de  una 
felicidad  que  se  palpa,  porque  plasmada  en 
hechos,  va  rompiendo  la  injusticia  que  es  la 
causa  del  desequilibrio  social. 

Y en  fin,  todo  ese  intercambio  que  se  opera 
en  la  hora  presente  en  todos  los  órdenes  de  la 
existencia  y que  es  como  un  líquido  milagroso 
que  cayendo  sobre  el  papiro  de  los  tiempos, 
borra  ya  los  garabatos  del  prejuicio  y deja  el 
campo  limpio  para  sentar  programas  cuyo  des- 
arrollo corresponde  al  porvenir. 

No  es  posible  entonces  permanecer  aislado 
o al  margen  de  ese  movimiento  universal,  por- 
que sus  corrientes  son  poderosísimas;  y lejos 
de  esquivar  su  ímpetu,  debemos  emplear  nues- 
tras fuerzas  aunque  sean  modestas,  para  darle 
impulsión  y así  poder  vivir  una  vida  civilizada 
y de  acuerdo  con  la  armonía  internacional. 

Todas  las  naciones  conscientes  de  sus  desti- 
nos, y que  tienen  miradas  que  perforan  el  fu- 
turo, trabajan  sin  descanso,  investigan  y se 
aprovechan  de  las  fórmulas  científicas;  com- 
paran y acopian  los  buenos  resultados;  cam- 
bian siempre  hacia  lo  mejor  y en  su  diaria  es- 
peculación, analizan  los  métodos,  los  depuran 
y sientan  sus  conclusiones  de  verdad,  pero  to- 
davía no  conformes,  pregonan  sus  hallazgos  y 
los  esparcen  a través  dpi  espacio,  proyectando 
sus  enseñanzas  sobre  el  escenario  de  otras  so- 
ciedades. 
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El  vehículo  puede  ser  diferente  pero  de 
cualquier  manera,  todos  llegamos  al  conoci- 
miento de 'la  nueva  obra. 

Es  únicamente  por  el  intercambio  de  ideas 
que  lograremos  vencer  el  sopor  de  los  estan- 
camientos infructuosos,  porque  es  a merced  de 
ese  intercambio  que  surge  la  preocupación  de 
reconstruir. 

Ayer  fue  la  República  Argentina  la  que  en- 
viara su  contingente  en  forma  de  libros  que 
ilustrarán  sobre  muchas  materias  a nuestros 
estudiosos.  Fue  Cuba  la  que  representada  por 
uno  de  sus  funcionarios  más  caracterizados,  el 
Presidente  del  Poder  Judicial,  pidiera  el  con- 
tingente de  Guatemala  en  forma  de  leyes  para 


comparar  legislaciones  y así,  el  movimiento  es 
de  ciclos  infinitos. 

Despertemos  pues,  preparemos  nuestros  ba- 
gajes, y si  pobres  en  bibliografía  general, 
siquiera  busquemos  el  orden  en  lo  que  se  re- 
fiera a nuestra  institución  social  como  nación 
organizada. 

Urguemos  en  nuestros  cuerpos  de  leyes  y 
saquemos  lo  que  no  esté  dentro  del  concierto 
de  la  ciencia,  pero  con  prontitud  sin  dejarlo 
para  más  tarde,  pero  con  acuciosidad  para  no 
estar  remendando  después. 

La  revisión  se  hace  necesaria  para  tener  le- 
yes completas  y organizadas  que  respondan  al 
objeto  de  su  institución. 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


Cualquiera  infracción  de  ley  que  tenga  por  ob- 
jeto eludir  el  pago  de  los  derechos  de  Adua- 
nas constituye  delito  de  defraudación. 

Los  empleados  públicos  que  sin  entrar  en  colu- 
sión con  los  defraudadores,  y sólo  por  des- 
cuido o ineptitud  den  ocasión  a pérdidas 
para  el  Erario,  son  también  responsables  cri- 
minalmente. 

Todo  funcionario  o empleado  de  Hacienda  a 
quien  se  condene  por  sentencia  ejecutoria 
por  alguno  de  los  delitos  que  la  ley  de  la 
materia  establece,  queda  inhabilitado  por 
quince  años  para  desempeñar  cargos  o em- 
pleos públicos;  y aún  transcurrido  ese  tiempo 
necesita  de  rehabilitación  especial. 

CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA:  Gua- 
temala, veinticinco  de  marzo  de  mil  novecientos 
veintinueve. 

Mediante  recurso  extraordinario  de  casación 
y con  sus  antecedentes,  se  trae  a la  vista  la 
sentencia  dictada  el  once  de  agosto  de  mil  no- 
vecientos veintiocho,  por  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  en  la  causa  que  por  de- 
fraudación a la  Hacienda  Pública  en  el  Ramo 
de  Aduanas  procede  contra  Antonio  Guzmán 
Grajeda,  Alberto  Ferrari,  Moisés  Mizrahí,  Jor- 
ge Neuman,  Sigfredo,  Mauricio  y Salomón 
Schacher  Ostroweky,  en  que  confirma  el  fallo 
dictado  por  el  Juzgado  Sexto  de  Primera  Ins- 
tancia de  este  departamento  en  cuanto  se  re- 
fiere a Antonio  Grajeda,  Alberto  Ferrari  y 
Moisés  Mizrahí,  con  la  reforma  de  que  la  pena 
que  se  le  impone  al  primero  es  un  año  de  pri- 
sión correccional  y no  de  arresto  mayor  y de 
que  a los  dos  últimos  les  corresponden  ocho 


meses  de  pena  de  la  misma  calidad;  lo  confir- 
ma también  en  lo  que  se  refiere  a Herminio 
Palomo,  Edmundo  Lobos  y Carlos  Humberto 
Cebados,  con  la  enmienda  de  que  a Lobos  y 
Palomo  se  les  absuelve  del  cargo  por  estar 
exentos  de  responsabilidad,  ya  que  el  hecho 
por  ellos  cometido  no  es  constitutivo  de  delito; 
lo  revoca  respecto  a los  señores  Schacher  Her- 
manos y Jorge  Neumann,  a quienes  absuelve  del 
cargo  que  se  les  formuló;  lo  confirma  en  lo 
demás,  con  la  modificación  de  que  la  conmuta 
será  a razón  de  dos  quetzales  diarios;  y por 
último  manda  devolver  a los  señores  Schacher 
Hermanos  los  depósitos  que  hicieron  para  las 
resultas  del  juicio  y que  se  cancelen  las  escri- 
turas de  fianza  respectivas. 

RESULTA:  que  el  treinta  de  mayo  de  mil 
novecientos  veintiocho,  el  Administrador  de  la 
Aduana  de  esta  capital  Humberto  Montenegro, 
se  dirigió  por  escrito  al  Director  General  del 
Ramo  aludiendo  al  asunto  de  las  pólizas  nú- 
meros 5723,  5725,  6292  y 6384  autorizadas  a 
los  señores  Schacher  Hermanos  en  el  mes  de 
abril  del  año  anterior,  del  cual  ya  tenía  conoci- 
miento el  Director  y le  manifestó:  que  con 
ocasión  de  la  revisión  que  por  disposición  del 
Presidente  del  Tribunal  de  Cuentas  hizo  don 
Agustín  Sáenz,  Quinto  Contador  de  Glosa,  a 
los  Libros  de  "Registro  de  Pólizas’’  y de  "Can- 
celación de  Pólizas”  de  la  Aduana,  correspon- 
dientes a las  operaciones  del  año  de  mil  nove- 
cientos veintisiete,  pudo  notarse  que  en  las  re- 
lacionadas con  las  citadas  pólizas,  había  algu- 
nas irregularidades,  lo  que  el  Administrador 
trató  de  aclarar,  habiendo  llegado  a establecer 
lo  que  sigue:  En  el  libro  de  "Registro  de  Póli- 
zas”, que  se  lleva  en  la  Administración,  apare- 
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cen  registradas  las  siguientes:  el  once  de  abril 
de  mil  novecientos  veintisiete  la  número  5723 
consignada  para  el  5*^  Vista  y la  número  5725 
para  el  Primer  Vista;  el  veinticinco  del  mismo 
mes  la  número  6292  para  el  Quinto  Vista  y 
con  fecha  veintiséis  la  número  6384  para  el 
Cuarto  Vista.  Las  cuatro,  pertenecientes  a los 
señores  Schacher  Hermanos.  — La  operación 
de  registro  en  el  libro  mencionado,  la  verificó 
el  Secretario  de  la  Aduana  don  Ernesto  Gon- 
zález B.,  como  estaba  establecido  desde  hacía 
mucho  tiempo.  La  mercadería  de  la  primera 
póliza  que  consistía  en  veintitrés  fardos  de  lona 
azul  fué  extraída  del  segundo  almacén  que 
estaba  a cargo  de  don  Enrique  Aparicio,  y el 
recibo  que  existe  tiene  fecha  doce  de  abril,  fir- 
mado por  don  Alberto  Ferrari;  la  póliza  nú- 
mero 5725  consistía  en  ciento  cincuenta  mil 
cigarrillos  "Camel”,  fué  extraída  del  cuarto  al- 
macén a cargo  de  don  Felipe  Girón,  el  mismo 
día,  recibo  firmado  también  por  Ferrari  R.;  la 
de  la  póliza  6292  y 6384  consistente  la  prime- 
ra en  un  bulto  de  casimires,  uno  de  artículos 
de  cuero  y uno  de  hojalata  para  uso  domésti- 
co, fué  extraído  del  cuarto  almacén  el  veinti- 
cinco de  abril  y la  segunda  del  segundo  alma- 
cén el  día  siguiente,  consistiendo  ésta  en  diez 
y seis  fardos  de  dril  de  algodón  de  color,  am- 
bas entregadas  con  recibos  firmados  por  don 
Moisés  Mizrahí. — No  podía  constatarse,  dice 
el  informe,  si  los  Guardalmacenes  entregaron 
las  mercaderías  mediante  orden  del  Vista  pues- 
ta en  la  copia  de  las  declaraciones  como  se 
acostumbra,  porque  las  copias  de  estas  decla- 
raciones no  se  encuentran,  '*pero  así  se  presu- 
me”.— En  las  Visturías  primera,  cuarta  y quin- 
ta, que  entonces  estaban  a cargo  de  los  señores 
Herminio  Palomo,  Miguel  A.  Mirón  y Héctor 
Edmundo  Lobos,  respectivamente,  no  hay  nin- 
gún dato  de  que  hayan  pasado  por  ellas  dichas 
pólizas;  y en  el  libro  de  conocimientos  de  póli- 
zas entregadas,  que  cada  Sala  lleva,  tampoco 
figura  ninguna  de  las  de  que  se  trata. — En  ese 
tiempo,  después  de  liquidadas  las  pólizas  por 
los  Vistas,  quedaban  en  poder  de  los  mismos 
las  copias  con  las  facturas  y demás  documen- 
tos, y el  original  se  entregaba  al  interesado 
para  que  con  él  y la  citación,  pasara  a pagar  a 
la  Caja. — Después  del  pago,  la  Caja  devolvía 
el  original  a los  Vistas  sin  comprobante  de  esta 
operación. — Los  Vistas  entregaban  con  cono- 
cimiento firmado  por  el  empleado  que  recibía, 
las  pólizas  completas  a la  Oficina  de  Revisión, 
la  que  después  de  examinarlas,  las  devolvía  a 
la  Caja  con  conocimiento,  para  que  de  allí  se 
remitieran  al  Tribunal  de  Cuentas.  — En  la 
Caja  aparecen  las  cuatro  pólizas  consignadas 
en  el  libro  de  **Registro  de  Pólizas”  que  allí  se 
lleva,  con  distintas  cantidades  de  derechos,  tal 
vez  puestas  al  capricho,  menpreg  que  las  con- 


signadas en  el  Libro  de  la  Oficina  de  Revisión; 
como  pagadas  el  día  tres  de  abril  que  fué  do- 
mingo.— En  el  diario  de  "Cancelación  de  Pó- 
lizas” y en  el  de  "Caja”  no  se  consigna  el  pago 
de  ellas. — En  el  libro  de  "Registro  de  Pólizas” 
revisadas  que  se  lleva  en  la  Oficina  de  Revi- 
sión sí  aparecen  las  cuatro  pólizas  así:  la  nú- 
mero 5323  anotada  como  revisada  por  don  Gui- 
llermo Alvarado  con  valor  total  de  trescientos 
veinticuatro  pesos  treinta  y siete  centavos  oro  y 
trescientos  diez  y siete  pesos  billetes;  la  número 
5725  revisada  por  el  mismo  Alvarado  con  valor 
de  ciento  once  pesos  setenta  centavos  oro,  y 
ciento  siete  pesos  billetes;  la  número  6292  re- 
visada por  el  mismo  con  valor  de  tres- 
cientos setenta  y dos  pesos  ocho  centavos  oro 
y trescientos  quince  pesos  billetes,  y la  número 
6284  revisada  por  Eduardo  López,  con  valor 
de  ciento  diez  y ocho  pesos  cinco  centavos  oro, 
y ciento  diez  y nueve  pesos  billetes. — No*  se 
sabe  si  estos  datos  son  verídicos  pues  fueron 
puestos  por  una  sola  persona  encargada  de 
asentar  las  pólizas  en  el  libro,  generalmente 
un  ayudante,  y no  hay  cómo  comprobarlos, 
siendo  el  ayudante  en  aquel  tiempo  Antonio 
Grajeda. — La  misma  Oficina  de  Revisión  no 
tiene  recibo  de  la  Caja,  por  ninguna  de  las 
cuatro  pólizas,  como  correspondería  al  ser  en- 
tregadas. — En  el  archivo  no  se  encuentran 
"pases”  para  la  salida  de  estas  mercaderías 
entre  los  que  corresponden  de  abril  a junio  de 
mil  novecientos  veintisiete. — Tampoco  se  en- 
cuentran en  ninguna  dependencia  de  la  Adua- 
na las  copias  correspondientes  a las  cuatro  pó- 
lizas, ni  éstas  fueron  recibidas  por  la  Oficina 
de  Estadística  de  la  Dirección,  ni  por  el  Archi- 
vo.— En  vista  de  lo  expuesto  se  dispuso  que  los 
señores  Schacher  verificaran  en  la  Caja  de  la 
Aduana,  el  depósito  de  novecientos  veintiséis 
pesos  veinte  centavos  oro  y cuatrocientos  cua- 
renta y ocho  pesos  billetes,  a que  ascienden 
las  cantidades  consignadas  en  los  libros;  pero 
más  tarde  se  trató  de  rehacer  las  pólizas,  para 
establecer  si  estas  sumas  anotadas  en  los  libros 
eran  más  o menos  las  que  correspondían,  y 
previa  consulta  a manifiestos,  guías,  facturas 
consulares,  etc.,  resultó  que  de  acuerdo  con  las 
operaciones  que  se  consignan  en  las  j?ólizas 
rehechas  los  derechos  que  debieron  pagarse 
suman  tres  mil  quinientos  veintisiete  pesos 
^ setenta  y cinco  centavos  oro  y diez  y siete  mil 
doscientos  treinta  y siete  pesos  treinta  centavos 
billetes,  cantidades  que  los  interesados  entre- 
garon en  calidad  de  depósito. 
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RESULTA:  que  cumplidos  los  trámites  que 
la  ley  establece,  se  citó  para  sentencia,  en  la 
que  se  declaró  que  Antonio  Guzmán  Grajeda, 
Alberto  Ferrari,  Moisés  Mizrahí,  Jorge  Neu- 
mann,  Sigfredo,  Mauricio  y Salvador  Salomón 
Schacher  Ostroweky  son  autores  del  delito  de 
defraudación  a la  Hacienda  Pública  en  el 
Ramo  de  Aduanas,  por  lo  que  les  impone  a cada 
uno  la  pena  de  un  año  de  arresto  mayor,  y 
hace  las  demás  declaraciones  consiguientes;  por 
falta  de  prueba  absuelve  a Herminio  Palomo, 
Edmundo  Lobos  y Carlos  Humberto  Ceballos 
del  delito  de  "omisión’’  que  se  les  formuló. 

RESULTA:  que  por  apelación  interpuesta 
por  los  señores  Schacher  y Neumann  y su  de- 
fensor Licenciado  Arenales  se  elevaron  los  au- 
tos a la  Sala  P,  Tribunal  que  después  de  seña- 
lar dia  para  la  vista,  en  el  cual  ninguno  pre- 
sentó alegato  alguno,  dictó  el  fallo  de  que  se 
hizo  relación  al  principio,  contra  el  que  inter- 
puso el  señor  Agente  Fiscal  del  Gobierno  el 
recurso  de  casación,  tanto  por  quebrantamiento 
del  procedimiento  como  por  violación  de  ley, 
considerando  lo  primero  comprendido  en  el 
Inciso  4'’  del  Articulo  677  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  citando  como  infringidos 
los  artículos  184  del  Decreto  Número  273;  874 
y 877  Inciso  7'’  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  735  fracciones  P,  2%  3^  y 4^*  del  Códi- 
go de  Procedimientos  Penales;  y en  cuanto  a 
la  infracción  de  ley  denuncia  que  fueron  vio- 
lados los  artículos  238  incisos  P,  7'’  y 25;  239 
Inciso  12;  242,  247,  252  Incisos  P,  9”,  11,  15, 
17,  18  y 19;  253,  254,  256,  Inciso  3”,  261  y 327, 
todos  del  Decreto  Número  497  aprobado  con 
reformas  por  el  Decreto  legislativo  Número 
250,  que  corresponden  a otros  tantos  que  enu- 
meran de  la  Ordenanza  de  Aduanas,  publicada 
en  edición  novísima;  del  Código  Penal  Co- 
mún: el  artículo  82;  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales  comunes  los  artículos  572, 
596,  601,  604,  607,  729  y 733;  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles  los  artículos  730,  733, 
735,  874  y 877  Inciso  7“';  el  Decreto  guberna- 
tivo Número  885  en  sus  artículos  P y 2’’  por 
aplicación  indebida;  y el  Decreto  legislativo 
Número  1196  en  su  artículo  P por  inaplica- 
ción.— ^Pedidos  los  antecedentes  se  señaló  día 
para  la  vista,  habiendo  presentado  las  partes 
sus  respectivos  alegatos. 

CONSIDERANDO:  que  no  es  extemporá- 
neo el  recurso,  como  lo  pretende  el  Licenciado 
Arenales,  defensor  de  algunos  de  los  acusados, 
alegando  que  el  término  para  interponerlo  debe 
computarse  desde  la  notificación  de  la  senten- 
cia, y no  desde  que  se  notifica  la  resolución 
relativa  a la  aclaración  y ampliación  solicitadas 
ilegalmente  porque  estas  solicitudes  no  son  au- 
torizadas en  el  procedimiento  de  Aduanas  que 
es  ley  especial;  pues  no  es  verdad  que  tales 
medios  de  que  pueden  disponer  los  interesados 
estén  excluidos  eñ  esta  clase  de  juicios,  o que 


no  sean  admisibles,  sino  que,  como  sucede  en 
otros  casos,  no  figuran  expresamente  consig- 
nados en  el  procedimiento  especial  para  estos 
delitos,  pero  su  aplicación  está  autorizada  por 
el  artículo  371  de  la  propia  Ley  de  Aduanas 
que  dispone  que  en  defecto  de  sus  preceptos, 
sean  aplicables  los  del  de  Procedimientos  Co- 
munes, Militares  y de  la  Ley  Orgánica  del  P. 
J.;  y por  consiguiente  a falta  de  aquella  Ley 
debe  estarse  a lo  que  estas  establecen. 

CONSIDERANDO:  que  tampoco  es  impro- 
cedente el  recurso  por  razón  de  la  cuantía  del 
interés  del  Fisco,  porque  de  los  autos,  y he- 
chas las  operaciones  aritméticas  consiguientes, 
se  deduce  que  dicho  interés  excede  de  cinco 
mil  quetzales,  lo  que  también  se  comprueba  con 
las  cantidades  depositadas  por  los  señores 
Schacher  a requerimiento  de  la  Administra- 
ción de  la  Aduana. 

CONSIDERANDO:  que  si  bien  en  la  sus- 
tanciación  del  presente  asunto,  dejaron  de  prac- 
ticarse algunas  diligencias  de  gran  importan- 
cia que,  por  su  propia  naturaleza,  pudieron 
servir  de  base  interesante  para  la  averiguación 
de  los  hechos  y castigo  de  los  culpables  en 
toda  la  amplitud  de  las  infracciones  legales  co- 
metidas; y tampoco  se  resolvió,  separadamente 
lo  concerniente  a cada  uno  de  los  hechos  puni- 
bles originados  de  cada  póliza,  los  cuales  de- 
bieron definirse  y apreciarse  distintamente  y 
hacerse  respecto  de  ellos  las  declaraciones  co- 
rrespondientes, el  Tribunal  de  casación  se  ve 
en  la  imposibilidad  legal  de  subsanar  esos  de- 
fectos o irregularidades,  cualquiera  que  sea  su 
importancia  y trascendencia,  porque,  para  ha- 
cerlo, habría  sido  indispensable  que  el  recu- 
rrente, cumpliendo  con  la  ley,  hubiera  pedido 
la  subsanación  de  la  falta  en  la  instancia  en  que 
se  cometió,  que  en  este  caso  fué  en  la  primera, 
y repetido  sus  solicitudes  en  la  segunda,  ya  que, 
conforme  a lo  dispuesto  en  los  artículos  178 
de  la  L.  O.  y 654  del  C.  de  Pr.  Penales,  a la 
Sala  de  Apelaciones  corresponde,  en  uso  de  sus 
atribuciones  ordinarias,  la  obligación  de  refor- 
mar o anular  las  resoluciones  de  los  Jueces, 
siempre  que  las  estime  súbtancialmente  vicia- 
das, lo  que  no  puede  hacer  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  cuando  conoce  en  virtud  del  recur- 
so extraordinario,  aunque  se  funde  en  el  que- 
brantamiento del  procedimiento,  sino  en  el  caso 
de  que  se  hubiesen  cumplido  aquellos  requisi- 
tos, como  lo  manda  el  Art.  679  del  Código  ya 
mencionado;  y por  consiguiente  el  recurso  in- 
terpuesto por  este  motivo  es  improcedente,  y 
la  resolución  de  este  Tribunal  en  cuanto  a las 
infracciones  de  ley  que  también  se  alega,  tiene 
que  concretarse  a los  hechos  tal  como  se  pre- 
sentan en  la  sentencia  recurrida  y tal  como  los 
aceptó  el  Fiscal  recurrente,  es  decir,  en  globo, 
ya  que  su  separación,  cual  correspondía  es  ma- 
teria de  infracción  del  procedimiento  que,  como 
se  ha  dicho,  ya  no  puede  enmendarse. 
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CONSIDERANDO:  que  al  apreciar  la  Sala 
sentenciadora  que  la  culpabilidad  de  los  seño- 
res Jorge  Neumann,  Sigfredo,  Mauricio  y Sal- 
vador Salomón  Schacher,  no  llegó  a demos- 
trarse de  manera  plena,  fundando  la  exculpa- 
ción de  estos  individuos  en  el  mérito  que  arro- 
jan las  partidas  asentadas  en  sus  libros  de  co- 
mercio, y en  que  en  los  libros  de  la  Aduana 
consta  que  las  pólizas  están  debidamente  regis- 
tradas, sin  tomar  en  consideración  que  para 
lo  primero  es  indispensable  que  las  partidas 
de  los  libros  se  encuentren  debidamente  res- 
paldadas con  documentos  fehacientes,  y que, 
respecto  de  lo  segundo  ni  siquiera  habían  sido 
liquidadas  las  pólizas  cuando  ya  aparecían  co- 
mo pagados  los  derechos  por  ellas  causados  en 
los  respectivos  libros  de  Registro,  lo  que  clara- 
mente manifiesta  ser  una  falsedad,  y de  que 
fuera  de  estas  circunstancias  aparecen  otras 
como  adelante  se  verá,  que  forman  un  conjun- 
to de  presunciones  humanas  que  reúnen  las 
condiciones  legales  para  fundar  un  fallo  con- 
denatorio en  contra  de  los  enjuiciados;  todo  lo 
cual  demuestra  que  dicho  Tribunal  infringió 
los  artículos  572,  596  del  C.  de  Pr.  Penales;  239 
Inciso  12;  252  Incisos  1*^,  9*^,  11,  18,  y 19  y Art. 
261  del  Decreto  Número  497  (del  Tomo  12  de 
la  Recopilación  de  Leyes);  y por  consiguiente 
procede  casar  y anular  la  sentencia  recurrida,  y 
dictar  la  que  en  derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO:  que  la  responsabilidad 
de  los  comerciantes  señores  Schacher  y Neu- 
mann está  plenamente  comprobada,  porque  la 
falta  de  presentación,  por  parte  de  ellos,  de 
los  recibos  expedidos  por  la  Caja  de  la  Adua- 
na, forma  una  presunción  que  por  sí  sola  es 
suficiente  para  afirmar  sin  temor  de  equivocar- 
se, que  efectivamente  dichos  señores  por  sí  o 
por  medio  de  sus  empleados,  extrajeron  merca- 
derías importadas  sin  cumplir  previamente  la 
obligación  de  pagar  los  impuestos  establecidos 
por  las  leyes  del  país,  pues  si  hubieran  verifi- 
cado, el  pago,  como  ellos  lo  aseguran,  en  de- 
fecto del  recibo  original  pudieron  obtener  cer- 
tificación de  los  talonarios  o codos  que  deben 
guardarse  en  la  Diretción  General  de  Cuen- 
tas; o al  menos  pedir  que  los  Tribunales  encar- 
gados de  la  averiguación  lo  solicitaran,  lo  que 
ellos  no  hicieron  ni  en  una  ni  en  otra  forma, 
y más  bien  guardaron  silencio  acerca  de  esa 
diligencia,  sin  hacerse  en  las  declaraciones  de 
los  procesados  más  referencia  a ella,  que  para 
manifestar  la  creencia  que  tienen  de  que  los 
recibos  se  extraviaron  o se  destruyeron  a causa 
del  descuido  que  observaba  en  sus  actos  el 
socio  capitalista  y administrador  de  la  sociedad 
en  ese  tiempo,  don  Sigfredo  Schacher,  o que 
se  quemaron  juntamente  con  otros  papeles  que 
consideraban  de  ninguna  importancia,  en  la 
idea  de  que  no  les  serían  pedidos  después  de 
transcurrido  más  de  año  y medio  de  pasados 


los  hechos  a que  se  refieren.  Además  otros 
hechos,  que  forman  otras  tantas  presunciones, 
corroboran  la  afirmación  de  que  se  sustrajeron 
las  mercaderías  sin  pagar,  y son  los  siguientes: 
P — Las  cuatro  primeras  pólizas  no  habían  sido 
presentadas  a la  Aduana  para  su  autorización 
en  las  fechas  en  que  aparecen  hechos  los  pagos 
de  las  mismas  en  el  Libro  de  Registro  de  Pó- 
lizas de  Caja;  2^ — En  el  expresado  libro  apa- 
rece que  los  derechos  pagados  con  cantidades 
menores  que  las  consignadas  en  el  libro  de 
Registro  de  Pólizas  de  la  Revisión;  3*^ — Apa- 
recen como  pagados  los  derechos,  el  tres  de 
abril  (1927)  y ese  día  fué  domingo,  sin  que  se 
haya  hecho  constar  de  oficio,  ni  menos  a soli- 
citud de  los  interesados,  que  por  exigencias 
del  buen  servicio  público  se  hubiese  abierto  la 
Oficina  de  Caja  ese  día;  4*^ — En  el  libro  de 
conocimientos  de  Pólizas  que  pasan  de  la  Ofi- 
cina de  Revisión  a la  de  Caja  no  están  consig- 
nadas estas  pólizas;  5*^ — Los  Vistas  negaron 
haber  recibido  dichas  pólizas  para  su  liquida- 
ción, así  como  haber  ordenado  la  extracción 
de  las  mercaderías  del  almacén,  ni  aparecen 
las  copias  de  las  pólizas  en  las  cuales  se  con- 
signaban esas  órdenes;  6*^ — Los  derechos  que 
según  los  libros  de  Registro  debían  pagarse, 
no  son  los  que  realmente  corresponden,  según 
las  liquidaciones  formuladas  en  las  pólizas  re- 
hechas con  vista  de  los  manifiestos,  facturas 
consulares,  guías,  etc.;  7^ — Según  los  recibos 
que  aparecieron  en  la  Administración  de  la 
Aduana,  las  mercaderías  fueron  extraídas  por 
Andrés  Mizrahí  y Alberto  Ferrari;  sin  embar- 
go el  primero  dijo  que  él  no  recibió  de  los 
señores  Schacher  dinero  para  pagarlas;  el  se- 
gundo aparece  como  Agente  oficioso  porque  a 
la  sazón  ya  no  era  empleado  de  la  Casa  impor- 
tadora, y a pesar  de  ello  hizo  la  declaración 
respecto  de  dos  de  las  pólizas,  no  habiendo 
sido  este  individuo  interrogado  por  no  haberse 
obtenido  su  captura;  8“^ — Las  mercaderías  im- 
portadas ingresaron  al  almacén  de  los  señores 
Schacher,  según  se  justifica  con  la  declaración 
de  Neumann  y con  los  libros  llevados  por  ellos 
y que  para  este  efecto  sí  producen  plena  prue- 
ba; y,  9*^ — Los  acusados  no  pudieron  conser- 
var mucho  tiempo  los  recibos  del  pago  de  los 
derechos,  y sí  pudieron  guardar  y presentaron 
en  su  defensa  las  hojas  de  aviso  que  les  envia- 
ron los  Vistas  para  que  lo  verificaran,  siendo 
así  que  los  primeros  documentos,  por  su  pro» 
pia  naturaleza  les  serían  de  mayor  importan- 
cia, ya  que  constituyendo  una  excepción  de 
pago  lo  alegado  por  ellos,  estaban  obligados  a 
probarla;  prueba  que  no  puede  tenerse  como 
hecha  con  sus  propios  libros  porque,  siendo 
esta  prueba  a su  favor,  debieran  estar  las  par- 
tidas acreditadas  con  documentos  fehacientes. 
Arts.  327  O.  de  A.,;  587,  589,  595,  596,  597, 
601,  604  del  C.  de  Pr.  Penales;  733  y 735  del 
de  Pr.  C. 
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CONSIDERAJSIDO;  que  por  lo  que  respecta 
a las  pólizas  números  1672  y 1677  son  aplica- 
bles las  razones  consignadas  en  el  anterior  con- 
siderando, en  cuanto  a la  falta  de  presentación 
de  los  comprobantes  del  pago  de  los  derechos, 
y las  comprendidas  en  los  puntos:  primero,  por 
cuanto  aun  no  se  había  practicado  la  liquida- 
ción de  ellas  a la  fecha  en  que  aparece  hecho 
el  pago;  tercero,  por  cuanto  el  pago  de  estas 
pólizas  también  se  hizo  en  día  domingo  y los 
puntos  octavo  y noveno  por  las  razones  en  ellos 
expresadas,  con  la  circunstancia  especial  de 
que,  aunque  estas  pólizas  no  aparecen  numera- 
das en  los  libros,  sí  existen  los  correspondien- 
tes recibes  en  la  Aduana.  Artículos  antes 
citados. 

CONSIDERANDO:  que  la  pena  que  co- 
rresponde, por  razón  del  delito  de  defrauda- 
ción propiamente  dicho,  comprendido  en  el 
caso  que  señala  el  Inciso  12  del  artículo  239 
del  Dto.  N’  497,  se  gradúa  en  proporción  al 
valor  de  los  efectos  que  del  proceso  aparecen 
como  materia  del  delito,  y la  cual,  en  el  pre- 
sente caso,  debe  aumentarse  en  una  tercera 
parte  por  concurrir  las  circunstancias  agravan- 
tes siguientes:  a):  haberse  cometido  el  delito 
con  menosprecio  u ofensa  de  la  autoridad; 
b) : por  la  calidad  de  comerciantes  que  tienen 
los  enjuiciados;  y,  c) : por  exceder  de  veinti- 
cinco quetzales  el  importe  de  los  derechos  de- 
fraudados: 

CONSIDERANDO:  que  la  responsabilidad 
de  los  señores  Moisés  Mizrahí  y Alberto  Fe- 
rrari también  se  encuentra  plenamente  com- 
probada con  el  hecho  de  haber  sido  ellos  los 
que  extrajeron  de  los  almacenes  de  la  Aduana 
las  mercaderías  consignadas  en  las  pólizas  obje- 
to del  presente  proceso,  habiendo  firmado  los 
respectivos  recibos,  facilitando  así  la  verifica- 
ción del  delito;  sabiendo  el  primero,  como  lo 
sabía,  que  no  se  habían  pagado  los  respectivos 
derechos,  y el  segundo  interviniendo  en  esas 
operaciones  sin  que  fueran  de  su  incumbencia, 
por  no  ser  ya  empleado  o dependiente  de  la 
casa  importadora  y no  haber  recibido  ninguna 
comisión  especial  para  ejecutarlos,  lo  que  de- 
muestra que  ambos  se  confabularon  para  coo- 
perar a la  comisión  del  delito  con  actos  simul- 
táneos, razones  por  las  cuales  debe  imponérse- 
les la  pena  que  corresponde  como  cómplices, 
aumentada  también  en  la  proporción  y por  las 
razones  a)  y c)  consignadas  anteriormente, 
Arts.  253,  Dto.  497-30  y 69  del  C.  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  Herminio  Palomo, 
Edmundo  Lobos  y Carlos  Humberto  Ceballos 
son  responsables  de  omisión  culpable,  porque 
siendo  empleados  de  la  Aduana,  es  patente  su 
descuido  o ineptitud  en  el  desempeño  de  sus 
cargos,  dando  ocasión  a la  pérdida  para  el  Era- 
rio de  las  cantidades  que  en  su  oportunidad 
debieron  cobrarse,  ya  que  teniendo  en  su  poder 
las  hojas  de  aviso  que  deben  pasarse  a los  co- 


merciantes para  que  concurran  a pagar  los  de- 
rechos de  importación  de  sus  mercaderías,  y 
los  libros  respectivos,  no  vigilaron  lo  bastante 
para  evitar  que  se  consignaran  cantidades  y 
operaciones  que  en  apariencia  hicieron  creer 
que  se  habían  llenado  todos  los  requisitos  in- 
dispensables para  tener  por  legítimamente  pa- 
gados los  derechos  causados  por  las  pólizas  a 
que  tales  operaciones  se  refieren;  y por  consi- 
guiente, se  les  debe  imponer  la  pena  que  señala 
el  Art.  249  del  mismo  Decreto  anteriormente 
expresado,  ya  que  no  llegó  a demostrarse  per- 
fectamente, que  entre  ellos  y los  comerciantes 
existiera  colusión  alguna,  para  poder  calificar 
el  delito  en  la  forma  que  se  hizo  respecto  de 
éstos,  ni  por  de  contrabando,  como  lo  pretende 
el  recurrente,  porque  ningún  cargo  se  hizo 
acerca  de  este  delito,  ni  se  objetó  en  su  oportu- 
nidad nada  con  relación  a este  punto.  Art. 
que  se  cita. 

CONSIDERANDO:  que  la  culpabilidad  de 
Antonio  Guzmán  Grajeda,  como  cómplice  en 
el  delito  imputado  a los  señores  Schacher,  tam- 
bién está  plenamente  justificada  por  haber 
contribuido  a su  realización  con  actos  simultá- 
neos, ejecutando  operaciones  ficticias  en  los 
libros  que  se  le  confiaban  como  ayudante,  las 
cuales  fueron  escritas  con  su  letra  y guarismos, 
como  se  pudo  constatar  con  el  dictamen  del  ex- 
perto designado  al  efecto,  debiendo  aumentar- 
se la  pena  que  le  corresponde  en  una  tercera 
parte  por  concurrir  las  agravantes  de  haber 
cometido  el  delito  siendo  empleado  público  y 
en  Oficina  Pública,  estar  obligado  a velar  por 
las  rentas  nacionales,  y por  exceder  de  veinti- 
cinco pesos  el  importe  de  los  derechos  defrau- 
dados. Arts.  30  C.  P.  y 608  Pr.  P. 

CONSIDERANDO:  que  es  anexa  a la  con- 
dena que  se  impone  en  sentencia  ejecutoriada 
a los  empleados  de  hacienda,  la  inhabilitación 
por  quince  años  para  ejercer  cargos  o empleos 
públicos  y aún  transcurrido  ese  tiempo,  nece- 
sitan en  todo  caso  de  rehabilitación  especial. 
Arts.  258,  Dto.  497. 

CONSIDERANDO:  que  según  consta  en 
la  escritura  pública  presentada  al  juicio,  otor- 
gada el  veintiséis  de  febrero  de  mil  novecientos 
veintisiete,  ante  el  Notario  don  Federico  Mo- 
rales, los  señores  Salvador,  Salomón,  Sigfredo, 
Hermán  y Mauricio  Schacher  y don  Jorge 
Neumann,  se  constituyeron  en  sociedad  colec- 
tiva comercial  que  giraría  bajo  la  razón  social 
de  "Schacher  Hermanos”,  teniendo  por  obje- 
to la  compra  y venta  de  mercaderías  en  general 
y todos  los  demás  negocios  que  se  relacionan 
con  el  comercio;  el  término  estipulado  fué  el 
de  cinco  años,  y se  convino  en  que  los  negocios 
de  la  Sociedad  en  esta  capital,  serían  maneja- 
dos por  uno  de  los  socios  capitalistas  aquí  resi- 
dente, en  calidad  de  Jefe,  y cada  uno  duraría 
al  frente  de  la  casa  dos  años,  recayendo  la  de- 
signación para  el  primer  plazo  en  el  socio  don 
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Sigfredo  Schacher.  Que  la  responsabilidad 
penal  por  delitos  cometidos  por  una  Sociedad, 
no  puede  recaer  sobre  cada  uno  de  los  socios 
individualmente  considerados,  porque  forman- 
do ella  una  persona  jurídica  completamente 
distinta  de  éstos,  los  socios  administradores  o 
Gerentes  que  la  representan,  son  los  que  deben 
responder  por  las  diversas  infracciones  legales 
que  cometa,  pues  aunque  a este  respecto  no 
hay  ley  especial  en  la  Ordenanza  de  Aduanas 
que  así  lo  determine,  deben  aplicarse  los  prin- 
cipios generales  del  Derecho,  como  lo  argu- 
menta el  defensor  Licenciado  Arenales,  y en 
los  cuales  se  han  inspirado  otras  leyes  al  im- 
poner penas  solamente  a sus  representantes, 
como  acontece  en  los  casos  de  cesión  de  bienes 
y en  el  concurso  de  acreedores  (Decreto  L. 
1231).  Pero  tal  apreciación  no  tiene  lugar  en 
el  presente  asunto,  porque  si  bien  la  Sociedad 
formada  por  los  señores  Schacher  y Neumann, 
quedó  constituida  en  la  fecha  de  la  escritura 
social,  no  pudo  ejercer  actos  de  naturaleza  ju- 
rídica sino  hasta  el  doce  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos veintiocho  que  fue  inscrita  en  el  Regis- 
tro Civil,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  por 
los  Arts.  452  y 453  del  respectivo  Código,  fuera 
de  que  los  actos  punibles  relativos  a las  pólizas 
números  1672  y 1677  se  verificaron  antes  de  la 
constitución  de  la  expresada  sociedad.  Artícu- 
los citados. 

CONSIDERANDO:  que  después  de  la  eje- 
cución del  delito  se  promulgó  el  Decreto  gu- 
bernativo Número  963,  por  el  cual  el  Ejecu- 
tivo dispuso  conceder  indulto  total  a los  reos 
que  estuvieran  condenados  o procesados  por 
delitos  que  merecieran  pena  de  arresto  mayor  u 
otra  menor.  Que  estando  asignada  al  delito 
cometido  por  los  señores  Schacher  y Neumann, 
según  el  párrafo  letra  q,  del  Decreto  legisla- 
tivo Número  250,  la  pena  de  un  año  de  arresto 
mayor,  debe  tenerse  por  totalmente  condonada 
la  que  les  corresponde  aun  cuando  por  razones 
especiales  deba  aumentarse  en  atención  a cir- 
cunstancias agravantes,  porque  el  aumento  de 
tiempo  que  por  ellas  procede,  no  se  perjudica 
con  el  término  de  las  penas  que  comprende  la 
escala  general  como  lo  expresa  el  Art.  44,  pá- 
rrafo 5“^.  del  C.  Penal.  Que  por  la  misma 
razón  de  indulto,  debe  tenerse  como  condona- 
das en  su  totalidad  las  penas  que  corresponde 
imponer  a los  demás  enjuiciados,  ya  que  nin- 
guna de  ellas  es  superior  a la  de  arresto  mayor. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, con  apoyo  de  las  leyes  citadas  y en  lo  que 
preceptúan  los  Artos.  33,  34,  684  y 687  del  C. 
de  Pr.  Penales,  acuerdo  G.  de  30  de  septiembre 
de  1912^y  255  de  la  O.  de  A.,  58  Código  Pe- 
nal, casa  y anula  la  sentencia  recurrida;  y 
resolviendo  en  lo  principal  declara:  PRIME- 
RO: que  Jorge  Neumann,  Sigfredo,  Mauricio 
y Salvador  Salomón  Schacher  son  reos  de  de- 
fraudación a la  Hacienda  Pública  en  el  Ramp 


de  Aduanas.  SEGUNDO:  que  por  este  delito 
les  impone  la  pena  de  un  año  cuatro  meses  de 
arresto  mayor  a cada  uno,  que  podrán  conmu- 
tar a razón  de  cinco  quetzales  diarios.  TER- 
CERO: que  las  cantidades  depositadas  por 
ellos  hasta  el  respectivo  monto  de  los  dere- 
chos, constituyen  el  pago  de  los  mismos  que 
dejaron  de  hacer  en  su  oportunidad,  y por 
consiguiente  deben  ingresar  definitivamente  a 
la  Tesorería  Nacional.  CUARTO  : se  les  con- 
dena a la  reposición  del  papel  empleado  en  el 
proceso  al  del  sello  correspondiente.  QUIN- 
TO: se  les  condena  al  pago  de  las  responsa- 
bilidades civiles  provenientes  del  delito.  SEX- 
TO: declara  que  Antonio  Guzmán  Grajeda, 
Moisés  Mizrahí  y Alberto  Ferrari  son  cómpli- 
ces en  el  mencionado  delito,  por  lo  que  les  im- 
pone a cada  uno  la  pena  de  diez  meses  veinte 
días  de  arresto  mayor.  SEPTIMO:  que  Her- 
minio Palomo,  Héctor  Edmundo  Lobos  y Car- 
los Humberto  Ceballos  son  responsables  de 
omisión  culpable;  por  lo  que  les  impone  la 
pena  de  tres  meses  de  arresto  menor.  OCTA- 
VO: a los  tres  últimos  citados  y a Grajeda  los 
suspende  en  el  goce  de  sus  derechos  políticos 
durante  el  tiempo  de  la  condena  y los  inhabi- 
lita para  el  desempeño  de  cualquier  empleo  o 
cargo  público  durante  quince  años  y aun  pa- 
sado ese  tiempo  necesitarán  de  rehabilitación 
gubernativa;  y,  NOVENO:  en  virtud  de  in- 
dulto concedido  por  el  Decreto  antes  expre- 
sado, se  declaran  condonadas,  en  su  totalidad, 
las  penas  que  corresponden  a cada  una  de  las 
personas  ya  nombradas.  — Notifíquese  y con 
certificación  devuélvase  la  causa  al  Tribunal  de 
su  procedencia. — José  A.  Medrano. — José  Se- 
rrano Muñoz. — Abel  Paredes. — J,  F.  Rodrí- 
guez.— J.  Dan.  Ramírez. — Alf.  Valle  Calvo. 

En  virtud  de  aclaración  a la  sentencia  an- 
terior, solicitada  por  la  parte  condenada,  el  Tri- 
bunal de  Casación  dictó  el  uto  que  literal- 
mente dice: 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  diez 
y siete  de  abril  de  mil  novecientos  veintinueve. 

VISTOS  Y CONSIDERANDO:  que  en  la 
sentencia  fecha  veinticinco  de  marzo  próximo 
anterior,  en  el  último  considerando  se  apreció 
el  derecho  que  tienen  los  enjuiciados  para  que 
se  les  aplique  el  indulto  concedido  por  el  De- 
creto gubernativo  Número  963,  porque  la  pena 
quE*  debían  sufrir  es  de  arresto  mayor  para 
unos  y menor  para  otros,  sin  que  se  haya  dicho 
nada  en  el  expresado  párrafo  respecto  a la  in- 
habilitación para  ejercer  empleos  o cargos  pú- 
blicos, se  estimó  en  párrafo  aparte;  de  manera 
que  al  resolverse  en  el  punto  noveno  del  por 
tanto  que  por  el  expresado  indulto  quedan 
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condonadas  las  penas  que  corresponden  a las- 
personas  que  se  nombraron,  da  a entender  cla- 
ramente que  sólo  se  refiere  a la  de  arresto  ma- 
yor o menor  que  se  imponen,  y no  a la  inhabi- 
litación especialmente  impuesta  a algunos  de 
ellos,  respecto  a la  cual  nada  se  consignó  en 
el  Decreto  de  indulto  y por  esa  razón  no  puede 
aplicarse,  ya  que  el  Art.  108  del  Código  Penal 
establece  que  "si  la  pena  principal  lleva  con- 
sigo la  suspensión  de  algún  derecho  o la  inha- 
bilitación, únicamente  se  entenderán  remitidas 
si  especialmente  se  les  comprende  en  el  in- 
dulto”. 

Que  por  otra  parte  la  ampliación  pedida  no 
se  refiere  a ninguno  de  los  casos  en  que  ésta 
es  procedente. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia con  apoyo  en  lo  que  disponen  los  Artos. 
649  y 650  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les y el  ya  citado  del  Código  Penal,  aclara  la 
sentencia  en  el  sentido  que  se  explica  en  el 
párrafo  que  precede  y declara  sin  lugar  la  am- 
pliación solicitada.  Notifiquese. 

Medrano.  — Serrano  Muñoz.  — Paredes.  — 
Rodríguez.  — Ramírez.  — Alf.  Valle  Calvo, 
Secretario. 

Incurre  en  responsabilidad  criminal  el  testigo 

que  sin  faltar  substancialmente  a la  verdad, 

la  altera  con  reticencias  o inexactitudes 

CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA;  Gua- 
temala, diez  y nueve  de  abril  de  mil  novecien- 
tos veintinueve.  — Por  recurso  de  casación  se 
trae  a la  vista  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  diez  y 
seis  de  julio  del  año  pasado,  en  la  causa  que 
por  falso  testimonio  procede  contra  María  Ri- 
vera en  la  que  confirma  la  dictada  por  el  Juez 
Sexto  de  Primera  Instancia  con  la  enmienda 
de  que  la  pena  que  debe  sufrir  la  Rivera  es  la 
de  diez  y ocho  meses  de  prisión  correccional. 

RESULTA;  que  al  Juzgado  Sexto  de  Prime- 
ra Instancia  de  este  departamento  se  presentó 
el  Licenciado  Virgilio  Zapata,  el  veintiocho  de 
enero  del  año  pasado,  en  concepto  de  apode- 
lado  de  don  David  Penagos,  solicitando  se 
abriera  proceso  contra  María  Rivera  por  falso 
testimonio,  fundado  en  que  las  actuaciones  ju- 
diciales certificadas  producían  plena  prueba, 
suficiente  para  librar  órdenes  de  captura  con- 
tra la  sindicada. — Se  resolvió  en  este  sentido. 

RESULTA:  que  obtenida  la  captura  de 
María  Rivera,  fue  indagada  y expuso:  que 
sabe  está  detenida  porque  cambió  sus  decla- 
raciones en  el  hecho  de  sangre  "David  Pena- 
gos y María  Teresa  García”,  por  referencia  que 
le  hizo  el  Licenciado  Medina  a su  patrona:  que 
tal  vez  haya  alguna  contradicción  en  sus  decla- 
raciones porque  en  una  de  ellas  dijo  lo  que  el 


Licenciado  Virgilio  Zapata  le  aconsejó  y no  la 
verdad  de  lo  sucedido:  que  dió  una  declara- 
ción en  el  Juzgado  Sexto  de  Paz  y dos  en  el 
de  Primera  Instancia:  que  no  recuerda  en  qué 
sentido  la  aconsejó  el  Licenciado  Zapata  que 
declarara,  ni  hubo  persona  alguna  que  lo  oye- 
ra: en  el  Juzgado  Sexto  de  Paz  declaró  que  se 
encontraba  aplanchando  cuando  oyó  unos  co- 
hetillos  y creyendo  que  era  la  media  noche 
salió  a la  calle  para  ver  el  reloj  de  la  Estación, 
entonces  vió  a la  señora  García  en  el  suelo  y 
al  señor  Penagos  de  pie  y herido  junto  al  mos- 
trador de  la  Cantina  ignorando  los  móviles  del 
incidente;  que  en  la  primera  declaración  que 
prestó  en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia 
aseguró  que  el  señor  Penagos  lesionó  a la  Gar- 
cía con  intención  de  matarla  lo  que  le  constaba 
porque  en  muchas  ocasiones  había  tenido  dis- 
gustos graves,  amenazándola  de  matarla:  que 
en  la  segunda  declaración  dada  en  el  mismo 
Tribunal  dijo:  que  después  de  haber  oído  las 
detonaciones,  entró  a la  Cantina  en  el  momen- 
to en  que  el  señor  Penagos  se  disparaba  un 
tiro:  que  la  primera  declaración  la  dió  acon- 
sejada por  el  Licenciado  Zapata  cuando  la  fué 
a traer  en  automóvil  a la  Casa  de  Recogidas 
para  ir  al  Juzgado  Sexto  de  Paz. 

RESULTA:  que  se  formalizó  la  prisión  de  la 
encausada  por  falso  -testimonio;  bajo  fianza 
se  le  concedió  su  libertad  y se  elevó  a plena- 
rio  el  proceso.  La  prevenida  no  se  conformó  con 
el  cargo  que  se  le  dedujo. — Evacuada  la  defen- 
sa y llamados  autos;  para  mejor  fallar,  el  Juez 
mandó  a examinar  al  Licenciado  Zapata  quien 
negó  lo  afirmado  por  la  encausada  y practica- 
do careo  entre  uno  y otro,  cada  cual  sostuvo 
su  dicho. — Se  mandó  agregar  certificación  de 
la  parte  resolutiva  en  el  fallo  dictado  contra  el 
reo  David  Penagos,  por  lesiones. — ^En  seguida 
el  Juez  de  Primera  Instancia  imponiendo  a la 
García  la  pena  de  un  año  de  prisión  correc- 
cional, pena  que  la  Sala  Primera  modificó  en 
el  sentido  que  se  deja  indicado. 

RESULTA:  que  la  reo  con  auxilio  de  letra- 
do, interpuso  este  recurso  de  casación,  fundán- 
dolo en  que  fueron  violados  los  artículos  259, 
569,  571  Procedimientos  Penales  y 217  Código 
Penal. 

CONSIDERANDO:  que  la  reo  María  Ri- 
vera, en  la  criminal  que  procede  contra  David 
Penagos  por  lesiones  a María  Teresa  García, 
declaró  tres  veces;  en  las  dos  primeras  aseguró, 
expresamente  no  constarle  cómo  se  verificó  el 
hecho,  pues  cuando  llegó  al  lugar  del  suceso 
ya  se  había  consumado;  pero  en  la  tercera, 
dice:  que  Penagos  lesionó  a María  Teresa  Gar- 
cía con  intención  de  matarla,  porque  con  ante- 
rioridad habían  tenido  disgustos  serios  y la 
amenazaba  con  esa  intención:  que  la  razón  que 
da  para  afirmar  ese  hecho  no  explica  ni  esta- 
blece la  circunstancia  de  haber  sido  ella  pre- 
sencial y aunque  esa  reticencia  sí  altera  lo  que 
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aseguró  antes,  no  falta  substancialmente  a la 
verdad  de  los  hechos  afirmados;  pero  sí  hacen 
dudar  respecto  a su  apreciación:  con  tanta  más 
razón  cuanto  que,  al  ser  indagada  en  la  pre- 
sente causa,  expresa  que  cada  una  de  las  de- 
claraciones dadas  es  la  verdad;  que  por  otra 
parte,  la  misma  Sala  al  fallar  en  la  causa  con- 
tra Penagos,  no  ha  concretado  mérito  probato- 
rio alguno  relativo  a la  declaración  dada  por 
la  Rivera,  lo  que  desde  luego  demuestra,  que 
no  modificó  sustancialmente  las  declaraciones 
prestadas:  que  la  Sala  al  no  apreciar  esta  cir- 
cunstancia es  indudable  que  violó  lo  dispuesto 
en  el  Arto.  217  del  Código  Penal  que  se  cita 
infringido;  en  consecuencia  procede  casar  y 
anular  el  fallo  recurrido,  y dictar  el  que  en  de- 
recho proceda. 

CONSIDERANDO:  que  la  preexistencia 
del  hecho  delictuoso  de  pesquisa,  plenamente 
lo  demuestran  los  conceptos  de  las  declaracio- 
nes dadas  por  la  reo,  las  cuales  se  agregan  cer- 
tificadas a los  autos.  Artos.  259  y 602  Proce- 
dimientos Penales. 

CONSIDERANDO:  que  al  que  en  causa 
criminal  diere  falso  testimonio  que  no  perju- 
dique ni  favorezca  al  reo,  con  el  objeto  de  ocul- 
tar la  verdad  o de  tergiversarla  se  le  impondrá 
la  quinta  parte  de  la  pena  asignada  al  delito 
que  se  averigua:  que  la  pena  impuesta  al  reo 
Penagos  fué  la  de  tres  años  de  prisión  correc- 


cional; por  lo  que,  procedería  imponer  en  el 
caso  de  examen  a la  reo  Rivera  siete  meses  seis 
días  de  pena,  o sea  la  quinta  parte  de  los  tres 
años,  de  conformidad  con  el  Arto.  213  del 
Código  Penal;  pero  concurriendo  las  circuns- 
tancias previstas  en  el  Artto.  217  del  mismo 
Código,  debe  reducirse  dicha  pena  a la  mitad, 
o sean  tres  meses  veinte  días,  de  la  misma  cali- 
dad impuesta  al  encausado  Penagos,  según  lo 
establece  el  Arto.  44  fracción  del  mismo  cuer- 
po de  leyes. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia con  el  mérito  que  los  autos  arrojan  y en 
aplicación  a los  Artos.  65,  76  y 93  del  Código 
Penal,  687  y 729  Código  de  Procedimientos 
Penales,  casa  y anula  la  sentencia  recurrida  y 
resolviendo  en  lo  principal,  declara:  que  María 
Rivera  es  reo  del  delito  de  falso  testimonio, 
por  cuya  infracción  le  impone  tres  meses  vein- 
te días  de  prisión  correccional  que,  con  abono 
a la  sufrida,  extinguirá  en  la  Casa  de  Recogidas 
de  esta  ciudad,  conmutables  sus  dos  terceras 
partes  a razón  de  un  cuarto  de  quetzal  diario 
y la  exonera  de  la  reposición  del  papel  em- 
pleado en  la  causa. — Notifíquese  y con  certi- 
ficación devuélvase  la  causa. — José  A.  Medra- 
no. — José  Serrano  Muñoz. — Abel  Paredes. — 
J.  F.  Rodríguez.  — J.  Danl.  Ramírez.  — Alf. 
Valle  Calvo. 
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CONSTITUCION  DE  LA  REPUBUCA  DE  GUATEMALA 

DECRETADA  POR  LA  ASAMBLEA  NACIONAL  CONSTITUYENTE  EN  11  DE  DICIEMBRE  DE  1879  Y REFORMADA  POR  EL 
MISMO  ALTO  CUERPO  EN  5 DE  NOVIEMBRE  DE  1887,  30  DE  AGOSTO  DE  1897  Y 20  DE  DICIEMBRE  DE  1927 


LOS  REPRESENTANTES  del  Pueblo  Sobe- 
rano de  Guatemala,  legítimamente  convoca- 
dos, y reunidos  en  suficiente  número,  han 
decretado  y sancionado  las  leyes  fundamen- 
tales que,  reunidas  en  un  solo  cuerpo,  for- 
man la  siguiente 

CONSTITUCION  DE  LA  REPUBLICA 
TITULO  I 

De  la  Nación  y sus  habitantes 

Artículo  U — Guatemala  es  una  Nación  li- 
bre, soberana  e independiente.  Delega  el  ejer- 
cicio de  la  soberanía  en  las  autoridades  que 
establece  la  Constitución. 

Artículo  2'’ — Mantendrá  y cultivará  con  las 
demás  Repúblicas  de  Centro-América,  íntimas 
relaciones  de  familia  y reciprocidad.  Y siem- 
pre que  se  proponga  la  nacionalidad  centro- 
americana de  una  manera  estable,  justa,  popu- 
lar y conveniente,  la  República  de  Guatemala 
estará  pronta  a reincorporarse  en  ella. 

Artículo  3“ — El  Poder  Supremo  de  la  Nación 
es  republicano,  democrático  y representativo, 
y se  divide  para  su  ejercicio  en  Legislativo, 
Ejecutivo  y Judicial,  y habrá  en  sus  funciones 
entera  independencia. 

Artículo  4'’ — Los  guatemaltecos  se  dividen 
en  naturales  y naturalizados. 

Articulo  5'' — Son  naturales: 

U — Todas  las  personas  nacidas  o que  nazcan 
en  el  territorio  de  la  República,  cualquiera 
que  sea  la  nacionalidad  del  padre,  con  ex- 
cepción de  los  hijos  de  los  Agentes  Diplo- 
máticos; 

'2y — Los  hijos  de  padre  guatemalteco  o hijos 
ilegítimos  de  madre  guatemalteca,  nacidos 
en  país  extranjero,  desde  el  momento  en 
que  residan  en  la  República;  y aun  sin  esta 
condición,  cuando  conforme  a las  leyes  del 
lugar  de  nacimiento  les  corresponda  la 
nacionalidad  de  Guatemala,  o tuvieren  de- 
recho a elegir  y optaren  por  la  guate- 
malteca. 


(1)  Véase  el  artículo  19  del  Decreto  de  reformas  Nú- 
mero 4,  de  30  de  agosto  de  1897.  Este  Decreto  figura  al 
fin  como  apéndice  número  4. 

(2)  Artículo  1?  del  Decreto  de  reformas  de  5 de  no- 
viembre de  1887, 


Artículo  6'’ — Se  consideran  también  como 
guatemaltecos  naturales  a los  originarios  de  las 
demás  Repúblicas  de  Centro-América  que  ma- 
nifiesten, ante  la  autoridad  competente,  el  de- 
seo de  ser  guatemaltecos,  y llenen  los  requisitos 
legales,  siempre  que  exista  la  reciprocidad  en 
el  país  de  su  origen  y hasta  donde  ésta  se  ex- 
tienda. 

Artículo  7" — Son  naturalizados  los  extran- 
jeros que,  habiendo  residido  en  el  país,  el  tiem- 
po que  la  ley  establece,  obtengan  carta  de  na- 
turaleza, y también  los  que  la  hayan  obtenido 
antes,  con  arreglo  a la  ley. 

Artículo  8'' — Son  ciudadanos: 

U — Los  guatemaltecos  mayores  de  veintiún 
años  que  sepan  leer  y escribir;  o que  ten- 
gan renta,  industria,  oficio  o profesión  que 
les  proporcione  medios  de  subsistencia; 

2'’ — Todos  los  que  pertenecen  al  Ejército,  sien- 
do mayores  de  diez  y ocho  años; 

3'^ — Los  mayores  de  diez  y ocho  años  que  ten- 
gan un  grado  o título  literario,  obtenido 
en  los  establecimientos  nacionales. 

Artículo  9'’ — Los  derechos  inherentes  a la 
ciudadanía  son: 

U — ^El  de  elegir  y ser  electo; 

2'' — El  de  opción  a las  funciones  o empleos 
públicos,  para  los  cuales  la  ley  exija  esa 
calidad. 

Artículo  10. — En  los  casos  en  que  la  ley 
exija  la  calidad  de  ciudadano  para  el  ejercicio 
de  una  función  pública,  podrá  confiarse  a ex- 
tranjeros que  reúnan  las  demás  calidades  que 
la  misma  ley  requiera:  quedando  naturalizados 
y ciudadanos  por  el  hecho  de  su  aceptación. 

Artículo  11. — La  calidad  de  ciudadano  se 
suspende,  se  pierde  y se  recobra,  de  conformi- 
dad con  las  siguientes  prescripciones: 

Se  suspende: 

1® — Por  auto  de  prisión; 

2“ — Por  sentencia  firme  condenatoria,  dictada 
en  juicio  criminal; 


(3)  Artículo  19  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(4)  Artículo  29  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(5)  Artículo  39  del  Decreto  de  reformas  de  5 de  noviem- 
bre de  1887. 

(6)  Artículo  39  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 
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3^ — Por  interdicción  judicial. 

Se  pierde: 

— Por  naturalización  en  país  extranjero; 

2^ — Por  prestación  de  servicios  a enemigos  de 
Guatemala  o de  sus  aliados  en  tiempo  de 
guerra,  siempre  que  tales  servicios  impli- 
caren traición  a la  Patria. 

En  los  casos  de  pérdida  de  la  ciudada- 
nía, ésta  se  recobra  por  la  residencia  en  el 
territorio  de  la  República  durante  el  tiem- 
po requerido  por  la  ley,  si  se  tratare  de 
naturalización  en  país  extranjero;  y me- 
diante acuerdo  del  Ejecutivo,  en  el  caso 
expresado  en  el  inciso  2^. 

Se  recobra: 

P — Por  auto  de  libertad  que  revoque  el  de 
prisión; 

2^ — Por  sobreseimiento; 

3^ — Por  sentencia  firme  absolutoria  de  la  ins- 
tancia o del  cargo; 

4‘^ — Por  cumplimiento  de  la  pena; 

5” — Por  amnistía; 

6^ — Por  rehabilitación. 

Artículo  12. — Son  obligaciones  de  los  gua- 
temaltecos: 

P — Servir  y defender  a la  patria; 

2^ — Obedecer  las  leyes,  respetar  a las  autori- 
dades y observar  los  reglamentos  de  po- 
licía; 

3^ — Contribuir  de  la  manera  que  establezca  la 
ley  a los  gastos  públicos. 

Artículo  13. — Los  extranjeros,  desde  el  ins- 
tante en  que  lleguen  al  territorio  de  la  Repú- 
blica, están  estrictamente  obligados  a respetaí 
a las  autoridades  y observar  las  leyes,  y adquie- 
ren derecho  a ser  protegidos  por  ellas. 

Artículo  14.— -Ni  los  guatemaltecos  ni  los 
extranjeros  podrán  en  ningún  caso,  reclamar 
al  Gobierno  indemnización  alguna,  por  daños 
y perjuicios  que  a sus  personas  o a sus  bienes 
causaren  las  facciones. 

Artículo  15. — Los  extranjeros  están  obliga- 
dos a la  observancia  de  las  disposiciones  y re- 
glamentos de  policía  y a pagar  los  impuestos 
locales  y las  contribuciones  establecidas  por 
razón  de  comercio,  industria,  profesión,  pro- 
piedad o posesión  de  bienes,  y las  que  por  la 
misma  razón  se  establezcan  en  lo  sucesivo,  aun- 
que sea  aumentando  o disminuyendo  las  an- 
teriores. 

TITULO  II 


De  las  Garantías  Constitucionales 

Artículo  16. — Las  autoridades  de  la  Repú- 
blica están  instituidas  para  mantener  a los  ha- 
bitantes en  el  goce  de  sus  derechos,  que  son: 


(7)  Artículo  4"?  del  Decreto  de  reformas  Número  S,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 


la  libertad,  la  igualdad  y la  seguridad  de  la 
persona,  de  la  honra  y de  los  bienes. 

Es  función  del  Estado  conservar  y mejorar 
las  condiciones  generales  de  la  existencia  y del 
bienestar  de  la  Nación,  procurando  el  incre- 
mento de  la  riqueza  pública  y privada,  crean- 
do o fomentando  instituciones  de  crédito  y de 
previsión  social;  y proveyendo  adecuadamente 
a la  solución  de  los  conflictos  entre  el  capital 
y el  trabajo. 

Artículo  17. — Todo  poder  reside  originaria- 
mente en  la  Nación;  los  funcionarios  no  son 
dueños  sino  depositarios  de  la  autoridad,  suje- 
tos y jamás  superiores  a la  ley,  y siempre  res- 
ponsables por  su  conducta  oficial.  En  ese  con- 
cepto ninguno  de  los  Poderes  de  la  Nación, 
ninguna  Magistratura,  ni  funcionario  público, 
tienen  más  facultades  ni  autoridad  que  las  que 
expresamente  les  confiere  la  ley. 

A ninguna  persona  puede  impedirse  lo  que 
la  ley  no  prohibe. 

Todo  acto  en  contravención  a lo  dispuesto 
en  este  artículo  es  nulo,  sin  perjuicio  de  las 
responsabilidades  a que  haya  lugar. 

Las  responsabilidades  de  toda  clase  de  fun- 
cionarios y empleados  públicos,  por  cualquier 
transgresión  a la  ley,  podrá  deducirse  en  todo 
tiempo  mientas  no  se  haya  consumado  la  pres- 
cripción, que  comenzará  a correr  desde  que  el 
responsable  hubiere  cesado  en  el  ejercicio  del 
cargo  durante  el  cual  incurrió  en  responsa- 
bilidad. 

La  ley  determinará  todo  lo  demás  que  se 
refiere  a la  responsabilidad  de  los  funcionarios 
y empleados  públicos;  así  como  también  lo  que 
concierne  a la  jurisdicción  contencioso-admi- 
nistrativa,  tribunales  que  la  ejerzan,  su  orga- 
nización, competencia  y orden  de  procedimien- 
tos en  los  casos  de  tal  naturaleza. 

Artículo  18. — La  instrucción  primaria  es 
obligatoria;  la  sostenida  por  la  Nación  es  laica 
y gratuita. 

Artículo  19. — Toda  persona  es  libre  para  en. 
trar,  permanecer  en  el  territorio  de  la  Repúbli- 
ca y salir  de  él;  salvo  los  casos  que  la  ley 
determina. 

Artículo  20. — La  industria  es  libre.  El  autor 
o inventor  goza  de  la  propiedad  exclusiva  de 
su  obra  o invento,  por  un  tiempo  que  no  exce- 
da de  quince  años.  La  propiedad  literaria  o 
artística  es  perpetua.  A nadie  se  puede  impe- 
dir que  se  dedique  al  trabajo  licito  que  tenga 
por  conveniente.  La  vagancia  es  punible.  La 
ley  dispondrá  lo  necesario  para  la  mayor  efica- 
cia y estímulo  del  trabajo,  organizándolo  ade- 
cuadamente y estableciendo  la  protección  es- 


(8)  Artículo  59  del  Decreto  de  reformas  Número  5.  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(9)  Artículo  69  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927, 
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pecial  que  deberá  dispensarse  a los  obreros  y 
trabajadores,  para  proveer  al  mejoramiento  de 
sus  condiciones  fisicas,  morales  e intelectuales, 
y al  incremento  de  la  producción. 

La  libertad  de  industria  y de  trabajo  no 
tienen  más  limitaciones  que  la  facultad  del  Es- 
tado para  gravar  y estancar  ciertas  especies  y 
para  reservarse  el  ejercicio  de  determinadas 
industrias,  con  el  objeto  de  crear  rentas  al 
Erario,  asegurar  los  servicios  públicos  y la  de- 
fensa y crédito  de  la  Nación;  pero  no  podrá 
prohibirse  la  exportación  de  productos  agríco- 
las, pecuarios  o manufacturados  que  procedan 
de  la  industria  nacional. 

También  se  limita  respecto  a las  profesiones 
que  requieren  título,  las  que  no  podrán  ejer- 
cerse sin  poseerlo  y llenar  las  formalidades  que 
la  ley  exige. 

La  propiedad  que  la  Nación  tiene  sobre  los 
yacimientos  de  hidrocarburos  en  general,  sus 
mezclas  y derivados,  es  inalienable  e impres- 
criptible. Para  la  explotación  de  dichas  subs- 
tancias, podrán  celebrarse  contratos  por  un 
término  que  no  exceda  de  cincuenta  años. 

Para  el  establecimiento  de  servicios  públicos 
de  gran  utilidad,  que  requieran  la  inversión  de 
cuantiosos  capitales,  el  Estado  podrá  celebrar 
contratos  y otorgar,  en  tal  caso,  concesiones 
por  un  término  no  mayor  del  fijado  en  el  pá- 
rrafo anterior. 

El  Ejecutivo  sólo  podrá  otorgar  concesiones 
por  un  término  que  no  pase  de  diez  años,  a los 
que  introduzcan  o establezcan  industrias  nue- 
vas en  la  República;  pero  no  con  el  carácter 
de  prohibitivas  de  industrias  análogas  o si- 
milares. 

Quedan  prohibidos  los  monopolios  y pri- 
vilegios. 

Artículo  21. — Todos  pueden  libremente  dis- 
poner de  sus  bienes,  siempre  que  al  hacerlo  no 
contravengan  a la  ley. 

Las  vinculaciones,  sin  embargo,  quedan  ab- 
solutamente prohibidas  y toda  institución  a 
favor  de  manos  muertas,  exceptuándose  sola- 
mente las  que  se  destinen  a favor  de  estableci- 
mientos de  beneficencia. 

Artículo  22. — Los  habitantes  de  la  Repúbli- 
ca tienen  derecho  de  dirigir  sus  peticiones  a la 
autoridad,  que  está  obligada  a resolverlas  sin 
demora,  de  conformidad  con  la  ley,  y a comu- 
nicar las  resoluciones  a los  interesados. 

La  fuerza  armada  no  puede  deliberar,  ni 
ejercer  los  derechos  de  petición  y de  su- 
fragio. 


(10)  Artículo  7?  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(11)  Artículo  89  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 


Artículo  23. — Los  habitantes  de  la  República 
tienen  asimismo  libre  acceso  ante  los  tribunales 
del  país,  para  ejercitar  sus  acciones  en  la  for- 
ma que  prescriben  las  leyes.  Los  extranjeros 
no  podrán  ocurrir  a la  vía  diplomática,  sino  en 
los  casos  de  denegación  de  justicia.  Para  este 
efecto,  no  se  entiende  por  denegación  de  jus- 
ticia, el  que  un  fallo  ejecutoriado  no  sea  favo- 
rable al  reclamante. 

Artículo  24. — ’El  ejercicio  de  todas  las  reli- 
giones, sin  preeminencia  alguna,  queda  garan- 
tizado en  el  interior  de  los  templos;  pero  ese 
libre  ejercicio  no  podrá  extenderse  hasta  ejecu- 
tar actos  subversivos  o prácticas  incompatibles 
con  la  paz  y el  orden  público,  ni  da  derecho 
para  oponerse  al  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones civiles  y políticas. 

Artículo  25. — Se  garantiza  el  derecho  de 
asociación  y de  reunirse  pacíficamente  y sin 
armas;  pero  se  prohíbe  el  establecimiento  de 
congregaciones  conventuales  y de  toda  especie 
de  instituciones  o asociaciones  monásticas. 

Artículo  26. — ^Es  libre  la  emisión  del  pensa- 
miento por  la  palabra,  por  escrito,  por  la  pren- 
sa y por  cualquier  otro  medio,  sin  previa  cen- 
sura. Ante  la  ley'es  responsable  el  que  abuse 
de  ese  derecho.  Un  jurado  conocerá  de  las 
faltas  y delitos  de  imprenta. 

Ningún  ataque  por  medio  de  la  prensa  a 
funcionarios  o empleados  públicos,  por  actos 
oficiales,  será  considerado  como  delito  y no 
dará  a los  ofendidos  otro  derecho  que.  el  de 
exigir  que  las  rectificaciones  y explicaciones  que 
hicieren,  se  inserten  gratuitamente  en  el  perió- 
dico en  que  se  haya  hecho  la  publicación. 

Los  impresos  calumniosos  o injuriosos  contra 
naciones  extranjeras,  sus  gobiernos  o Repre- 
sentantes Diplomáticos  acreditados  en  el  país, 
serán  juzgados  según  las  reglas  de  reciproci- 
dad, tanto  en  lo  que  se  refiere  al  procedimien- 
to, como  respecto  a la  calificación  del  hecho, 
observándose  las  reglas  del  Código  Penal  de 
Guatemala  en  lo  que  concierne  a la  imposición 
de  la  pena. 

Los  talleres  tipográficos  y sus  enseres  no 
podrán  ser  decomisados,  ni  confiscados,  ni  clau- 
surados o interrumpidas  sus  labores,  por  razón 
de  delito  o falta  de  imprenta.  Por  estas  últi- 
mas causas  no  serán  responsables  los  dueños 
de  talleres  tipográficos,  los  impresores,  libre- 
ros, vendedores  o repartidores  de  impresos, 
salvo  que  ellos  fueren  los  autores  del  delito  o 
falta. 

Una  ley  establecerá  todo  lo  demás  que  a 
este  derecho  se  refiere. 


(12)  Artículo  99  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 
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Artículo  27. — Todos  los  habitantes  de  la 
República  son  libres  para  dar  o recibir  la  ins- 
trucción que  les  parezca  mejor  en  los  estable- 
cimientos que  no  sean  sostenidos  con  fondos 
de  la  Nación. 

Artículo  28.^La  propiedad  es  inviolable  y 
no  será  objeto  de  confiscación.  Sólo  por  cau- 
sa de  utilidad  y necesidad  públicas,  legalmente 
comprobadas,  procederá  decretar  su  expropia- 
ción; pero  el  dueño  recibirá  su  justo  valor  en 
moneda  efectiva,  antes  de  que  la  propiedad 
sea  ocupada.  En  estado  de  guerra,  la  indem- 
nización puede  no  ser  previa. 

En  ningún  caso  la  propiedad  será  interve- 
nida o secuestrada  por  causa  de  delitos  po- 
líticos. 

Sólo  los  guatemaltecos  a que  se  refiere  el 
artículo  5*^  de  esta  Constitución,  podrán  ser 
propietarios  de  inmuebles  y tener  derechos 
reales  sobre  ellos,  en  la  faja  de  quince  kilóme- 
tros de  ancho,  a lo  largo  de  las  fronteras. 

Artículo  29. — Todo  servicio  que  no  deba 
prestarse  de  un  modo  gratuito  en  virtud  de  la 
ley,  o de  sentencia  fundada  en  ley,'  debe  ser 
justamente  remunerado. 

Artículo  30. — Nadie  puede  ser  detenido  o 
preso  sino  por  causa  de  delito  o falta,  y única- 
mente en  los  lugares  destinados  para  prisión, 
y por  orden  escrita  de  autoridad  competente, 
librada  con  sujeción  a la  ley. 

En  caso  de  delito  o falta  in  fraganti,  no  será 
necesaria  la  orden  previa;  pero  los  detenidos 
o presos  deberán  ser  puestos  a disposición  de 
las  autoridades  judiciales,  sin  demora  alguna. 

Los  menores  de  quince  años  sólo  podrán  ser 
recluidos  en  los  lugares  especialmente  desti- 
nados para  el  efecto.  Una  legislación  de  me- 
nores establecerá  para  este  caso,  lo  que  a ellos 
se  refiere. 

Es  absolutamente  prohibida  la  prisión  por 
deudas. 

Ningún  guatemalteco  puede  ser  entregado 
a gobierno  extranjero  para  su  juzgamiento  o 
castigo.  Es  prohibida  la  extradición  por  los 
delitos  políticos  o los  comunes  conexos. 

Artículo  31. — Todo  detenido  debe  ser  inte- 
rrogado dentro  de  cuarenta  y ocho  horas;  la 
detención  no  podrá  exceder  de  cinco  días;  y 
dentro  de  este  término,  deberá  la  autoridad 
que  la  haya  ordenado,  motivar  el  auto  de  pri- 
sión o decretar  la  libertad  del  prevenido. 

Artículo  32. — A ninguno  puede  ponerse  in- 
comunicado. Desde  el  momento  de  ser  dete- 
nida o presa  una  persona,  tendrá  derecho  de 
proveerse  de  defensor. 

En  ningún  caso  serán  aplicados,  al  deteni- 


(13)  Artículo  10  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(14)  Artículo  11  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 


do  O preso,  tormentos,  torturas,  exacciones 
ilegales,  vejámenes  y toda  coacción,  restric- 
ción o molestia,  innecesarias  para  su  seguridad 
o para  el  orden  de  la  prisión. 

Articulo  33. — No  podrá  dictarse  auto  de 
prisión,  sin  que  proceda  información  sumaria 
de  haberse  cometido  un  delito  que  merezca 
pena  corporal  o pecuniaria,  y sin  que  concu- 
rran motivos  suficientes,  según  la  ley,  para 
creerse  que  la  persona  detenida  es  la  delin- 
cuente. 

Articulo  34. — Las  declaraciones,  derechos  y 
garantías  que  expresa  la  Constitución,  no  ex- 
cluyen otros  derechos  y garantías  individuales 
no  consignados;  pero  que  nacen  del  principio 
de  la  soberanía  del  pueblo  y de  la  forma  repu- 
blicana de  gobierno. 

Toda  persona  tiene  derecho  de  pedir  ampa- 
ro en  los  casos  y para  los  efectos  siguientes; 
1*^ — Para  que  se  le  mantenga  o restituya  en  el 
goce  de  los  derechos  y garantías  que  la 
Constitución  establece; 

2*^ — Para  que,  en  casos  concretos,  se  declare 
que  una  ley,  un  reglamento  o cualquier 
disposición  de  la  autoridad  no  le  es  apli- 
cable. Toda  persona  ilegalmente  presa, 
detenida  o cohibida  de  cualquier  modo  en 
el  goce  de  su  libertad  individual,  o que 
sufriere  vejámenes  aún  en  su  prisión  legal, 
tiene  derecho  para  pedir  su  inmediata  exhi- 
bición, ya  sea  con  el  fin  de  que  se  le  resti- 
tuya en  su  libertad,  o para  que  se  le  exonere 
de  los  vejámenes,  o se  haga  cesar  la  coac- 
ción a que  estuviere  sujeta. 

Se  limita  lo  anteriormente  dispuesto,  res- 
pecto a la  libertad  de  los  individuos  cuya  extra- 
dición se  hubiere  pedido  conforme  a los  trata- 
dos o al  Derecho  de  Gentes. 

Artículo  35. — Ninguno  puede  ser  obligado  a 
declarar  en  causa  criminal  contra  sí  mismo, 
contra  su  consorte,  ascendientes,  descendientes 
y hermanos. 

Artículo  36. — Es  inviolable  en  juicio  la  de- 
fensa de  la  persona  y de  los  derechos,  y nin- 
guno podrá  ser  juzgado  por  tribunales  espe- 
ciales. 

Artículo  37. — La  correspondencia  de  toda 
persona,  sus  papeles,  y libros  privados,  son  in- 
violables. Los  que  fueren  sustraídos  no  harán 
fe  en  juicio.  Sólo  podrán  ser  ocupados  en 
virtud  de  auto  de  Juez  competente  y con  las 
formalidades  legales. 

Artículo  38. — El  domicilio  es  inviolable.  La 
ley  determina  las  formalidades  y los  casos  en 
que  únicamente  puede  procederse  al  allana- 
miento. 


(15)  Artículo  12  del  Decreto  de  reformas  Número  5.  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(16)  Artículo  13  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(17)  Artículo  14  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  ¿9 
20  de  diciembre  de  1927. 
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Articulo  39. — En  caso  de  invasión  del  terri- 
torio nacional,  de  perturbación  grave  de  la  paz, 
de  epidemia  o de  cualquiera  otra  calamidad 
general,  el  Presidente  de  la  Repúbica,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  y por  me- 
dio de  un  Decreto,  podrá  restringir  el  ejerci- 
cio de  las  garantías  a que  se  refieren  los  ar- 
tículos 19,  20,  25,  26,  30,  37  y 38  de  este 
Titulo.  El  Decreto  contendrá: 

D — Los  motivos  que  lo  justifiquen; 

2'’ — La  garantía  o garandas  que  se  restrinjan; 
3‘> — El  territorio  que  afectará  la  restricción;  y, 
4'’ — El  tiempo  que  durará  ésta. 

Si  antes  de  que  venza  el  plazo  señalado  para 
la  restricción,  hubieren  desaparecido  las  causas 
que  motivaron  el  decreto,  se  le  hará  cesar  en 
sus  efectos  y en  este  caso,  todo  ciudadano  tie- 
ne derecho  para  instar  su  revisión;  pero  si  ven- 
cido el  término,  persistieren  o apareciesen  otras 
nuevas,  podrá  prorrogarse,  siempre  fijando  la 
duración  hasta  que  se  restablezca  la  normali- 
dad. Si  la  Asamblea  estuviese  reunida,  cono- 
cerá inmediatamente  del  decreto  expresado,  y 
en  sus  sesiones  primeras  e inmediatas,  cuando 
se  hallare  en  receso. 

La  restricción  de  garantías  decretada,  en 
modo  alguno  afectará  el  funcionamiento  de  los 
Poderes  del  Estado,  cuyos  miembros  gozarán 
siempre  de  las  inmunidades  y prerrogativas 
que  les  reconoce  la  ley. 

En  las  ciudades  y plazas  en  estado  de  sitio 
o asedio,  la  autoridad  militar  podrá  asumir  las 
potestades  que  corresponden  a la  civil,  con  el 
único  fin  de  proveer  a la  mejor  defensa  y se- 
guridad de  las  personas  y de  los  bienes. 

TITULO  III 


DEL  PODER  LEGISLATIVO 


SECCION 

Organización  del  Poder  Legislativo 

Articulo  40. — ^El  Poder  Legislativo  reside  en 
la  Asamblea  Nacional. 

Articulo  41. — Se  reunirá  cada  año,  el  prime- 
ro de  marzo,  aun  cuando  no  haya  sido  convo- 
cada. Sus  sesiones  ordinarias  durarán  dos  me- 
ses y podrán  prorrogarse  a un  mes  más. 

Articulo  42. — La  Asamblea  no  puede  dictar 
resoluciones  con  fuerza  de  ley,  sin  la  concu- 
rrencia de  la  mayoria  absoluta  de  los  miem- 


(18) Articulo  15  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 


bros  de  que  se  compone;  pero  para  la  apertura 
y clausura  de  sus  sesiones,  bastará  la  reunión 
de  quince  Diputados;  asi  como  para  la  califi- 
cación de  credenciales  y para  dictar  todas  las 
medidas  conducentes  a que  no  dejen  de  tomar 
posesión  los  electos  y a que  siempre  haya 
mayoria  en  la  Asamblea. 

Articulo  43. — Se  reunirá  extraordinariamen- 
te cuando  haya  sido  convocada  por  el  Poder 
Ejecutivo  o por  la  Comisión  Permanente,  y 
en  estos  casos  sólo  se  podrá  ocupar  de  aquellos 
asuntos  que  hayan  sido  objeto  de  la  convo- 
catoria. 

Articulo  44. — Los  Diputados,  desde  el  dia 
de  su  elección,  gozarán  de  las  siguientes  pre- 
rrogativas: 

P' — Inmunidad  personal  para  no  ser  acusados 
ni  juzgados  si  la  Asamblea  no  autoriza 
previamente  el  enjuiciamiento,  declarando 
haber  lugar  a formación  de  causa;  pero  en 
el  caso  de  delito  in  fraganti,  podrán  ser 
arrestados. 

2* — Irresponsabilidad  por  todas  sus  opiniones, 
por  su  iniciativa  parlamentaria  y por  la 
manera  de  tratar  los  negocios  en  el  desem- 
peño de  su  cargo. 

Estas  prerrogativas  no  autorizan  la  arbi- 
trariedad o excesos  de  iniciativa  personal 
de  los  Representantes. 

El  Reglamento  Interior  establece  la  ma- 
nera de  reprimir  los  abusos  que  puedan 
cometerse. 

Articulo  45. — Hecha  la  declaración  a que  se 
refiere  el  inciso  D del  articulo  anterior,  los 
acusados  quedan  sujetos  al  Juez  competente 
y suspensos  en  sus  funciones  legislativas,  que 
no  podrán  ejercer  sino  en  el  caso  de  ser  absuel- 
tos. Si  fueren  condenados,  quedarán  vacantes 
los  asientos  y se  mandará  proceder  a nuevas 
elecciones. 

Articulo  46. — Si  la  Asamblea  no  estuviere 
reunida,  la  Comisión  Permanente  declarará  si 
ha  o no  lugar  a formación  de  causa  contra  el 
Diputado. 

Articulo  47. — Si  algún  Diputado  fuere  apre- 
hendido in  fraganti,  será  puesto  inmediatamen- 
te a disposición  de  la  Asamblea;  y en  su  rece- 
so, de  la  Comisión  Permanente. 

Articulo  48. — La  Asamblea  se  compondrá 
de  Diputados  electos,  según  el  principio  de 
sufragio  popular  directo.  Se  elegirá  un  re- 
presentante por  cada  treinta  mil  habitantes  o 
fracción  que  pase  de  quince  mil.  Si  algún  de- 
partamento de  la  República  no  pudiere  hacerse 
representar,  conforme  la  regla  anterior,  ten- 
drá derecho,  sin  embargo,  para  elegir  un  Di- 
putado. 


(19)  Artículo  29  del  Decreto  de  reformas  de  30  de  agosto 
de  1897. 
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Los  Diputados  representan  a la  Nación  y no 
a sus  electores,  éstos  no  pueden  dar,  ni  los 
Diputados  aceptar  un  mandato  imperativo  y 
obligatorio.  La  ley  determinará  la  manera  de 
hacer  las  elecciones. 

Artículo  49. — Para  ser  electo  Diputado  se 
requiere  la  calidad  de  guatemalteco,  expresada 
en  el  artículo  5'^  de  esta  Constitución;  hallarse 
en  el  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadano; 
ser  del  estado  seglar  y tener  más  de  veintiún 
años. 

Artículo  50. — No  podrán  ser  Diputados: 

U — -Los  funcionarios  y empleados  de  los  Po- 
deres Ejecutivo  y Judicial. 

Se  exceptúan  los  miembros  del  Consejo 
Universitario,  los  de  las  Juntas  Directivas 
de  las  Facultades,  los  Catedráticos  de  las 
mismas  y los  Generales  del  Ejército  cuan- 
do no  tuvieren  otro  empleo  o mando  de  los 
Poderes  mencionados; 

2'’ — ^Los  contratistas  de  obras  y empresas  pú- 
blicas, que  se  costeen  con  fondos  del  Esta- 
do, sus  fiadores  y los  que,  de  resultas  de 
tales  obras  o empresas,  tengan  pendientes 
reclamaciones  de  interés  propio; 

3'’ — Los  parientes  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica, dentro  del  cuarto  grado  de  consan- 
guinidad o segundo  de  afinidad; 

4'’ — Los  que  hayan  administrado  o recaudado 
fondos  públicos,  y no  hubieren  obtenido  la 
constancia  de  solvencia. 

Si  algún  Diputado  resultare  incluido  en 
cualquiera  de  las  prohibiciones  contenidas  en 
este  articulo,  se  tendrá  por  vacante  su  puesto; 
pero  si  fuere  de  los  comprendidos  en  el  inciso 
U,  podrá  optar  entre  seguir  desempeñando  su 
empleo  o el  cargo  de  Diputado.  Es  nula  la 
elección  de  Diputado  que  recayere  en  la  per- 
sona del  Comandante  de  Armas,  Mayor  de 
Plaza,  Jefe  Político,  Admanistrador  de  Rentas 
o Juez  de  U Instancia  por  el  distrito  electo- 
ral o departamento  en  que  ejerce  sus  fun- 
ciones. 

Articulo  51. — Los  Diputados  durarán  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  cuatro  años;  pero 
la  Asamblea  se  renovará  por  mitad  cada  dos 
años.  Al  efecto,  antes  de  cerrar  sus  sesiones 
del  primer  año  constitucional,  hará  el  sorteo 
de  los  Diputados  que  deban  salir  después  del 
primer  bienio. 

(20)  Artículo  16  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(21)  Artículo  17  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(22)  Artículo  18  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 


SECCION  2^ 

Atribuciones  del  Poder  Legislativo 

Artículo  52. — Son  atribuciones  del  Poder 

Legislativo  y limitaciones  a que  está  sujeto: 

P — Abrir  y cerrar  las  sesiones  ordinarias  y 
extraordinarias; 

2^ — Hacer  el  escrutinio  de  votos  para  Presi- 
dente de  la  República  y proclamar  popu- 
larmente electo  al  ciudadano  que  hubiere 
obtenido  mayoría  absoluta  de  votos; 

3*^ — Elegir  Presidente,  entre  los  tres  candida- 
tos que  hayan  obtenido  el  mayor  número 
de  sufragios,  en  el  caso  de  que  no  hubiere 
elección  popular  por  falta  de  mayoría  ab- 
soluta de  votos; 

4" — Nombrar  los  Designados,  antes  del  15  de 
marzo  de  cada  año,  fecha  desde  la  cual 
se  contarán  los  respectivos  períodos; 

5'^ — Recibir  la  protesta  de  ley  al  Presidente  de 
la  República  y darle  posesión; 

6^^ — Admitir  o no  la  renuncia  que  presentare 
el  Presidente  de  la  República; 

7"^ — Conceder  o no  permiso  al  Presidente  de 
la  República  para  que  pueda  ausentarse  del 
territorio  nacional  o separarse  temporal- 
mente de  las  funciones  de  su  cargo; 

8*^ — Nombrar,  de  acuerdo  con  el  Presidente  de 
la  República,  a la  persona  que  deba  subs- 
tituirlo, cuando  solicite  licencia,  o en  caso 
de  falta  temporal,  conforme  el  inciso  an- 
terior. Para  ejercer  este  cargo  que  puede 
recaer  en  uno  de  los  Designados,  se  re- 
quieren las  mismas  condiciones  que  expre- 
sa la  fracción  segunda  del  artículo  69; 

9^ — Hacer  el  escrutinio  de  votos  para  Presi- 
dente del  Poder  Judicial,  proclamar  popu- 
larmente electo  al  ciudadano  que  hubiere 
obtenido  mayoría  absoluta,  y darle  pose- 
sión de  su  cargo.  En  caso  de  falta  de  mayo- 
ría absoluta  de  votos,  la  Asamblea  elegirá 
entre  los  tres  que  hubieran  obtenido  el 
mayor  número  de  sufragios; 

10.  — Nombrar  Magistrados  Propietarios  y Su- 

plentes de  las  Cortes  Suprema  de  Justicia 
y de  Apelaciones;  los  Fiscales  respectivos 
y darles  posesión; 

11.  — ^Aceptar  o no  las  renuncias  del  Presidente 

del  Poder  Judicial,  de  los  Magistrados  de 
la  Corte  Suprema  de  Justicia  y de  los  Ma- 
gistrados y Fiscales  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, y nombrar  a las  personas  que  deben 
subrogarlos  para  completar  el  período 
constitucional,  por  admisión  de  renuncia 
o falta  absoluta  de  dichos  funcionarios. 


(23)  Artículo  19  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 
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Articulo  53. — También  es  atribución  de  la 
Asamblea  declarar  si  ha  lugar  o no,  a forma- 
ción de  causa  contra  los  Presidentes  de  los 
Poderes,  Secretarios  y Consejeros  de  Estado, 
Magistrados  y Fiscales  de  la  Corte  de  Justicia, 
Fiscales  del  Gobierno,  Diputados  y Designa- 
dos a la  Presidencia  de  la  República. 

Articulo  54.' — Son  también  atribuciones  del 
Poder  Legislativo  y limitaciones  a que  está 
sujeto: 

U — Decretar,  interpretar,  reformar  y derogar 
las  leyes. 

Ninguna  ley  podrá  contrariar  las  dispo- 
siciones de  la  Constitución; 

2^ — Fijar  los  gastos  públicos  para  el  año  fiscal 
inmediato,  aprobando  o modificando,  de 
conformidad  con  la  ley,  antes  de  clausurar 
sus  sesiones,  el  proyecto  de  Presupuesto 
que  debe  presentar  el  Ejecutivo,  precisa- 
mente, dentro  de  los  primeros  quince  dias 
del  periodo  de  sesiones  ordinarias; 

B"* — ^Decretar  contribuciones  o impuestos  ordi- 
narios, determinando  las  bases  para  su  re- 
caudación; 

4'’ — Aprobar  o no,  en  todo  o en  parte,  anual- 
mente, la  cuenta  detallada  y justificada 
que,  en  los  primeros  quince  dias  de  las  se- 
siones ordinarias,  deberá  presentar  el  Eje- 
cutivo, de  todos  los  ingresos  y de  todos  los 
fondos  invertidos  en  la  Administración 
Pública,  durante  el  año  fiscal  anterior,  ex- 
presando el  balance  de  dicha  cuenta; 

5‘* — Decretar  impuestos  extraordinarios,  cuan- 
do la  necesidad  lo  exija,  determinando  las 
bases  para  su  recaudación; 

6’ — Contraer,  convertir  y consolidar  la  deuda 
pública;  al  efecto,  la  Asamblea,  en  cada 
caso,  autorizará  al  Ejecutivo  para  que  pue- 
da negociar  empréstitos  en  el  interior  o en 
el  extranjero,  o para  verificar  las  operacio- 
nes de  consolidación  o de  conversión,  so- 
bre las  bases  que  hayan  sido  previamente 
aprobadas. 

El  decreto  indicará  el  monto  de  la  ope- 
ración que  ha  de  efectuarse,  el  tipo  o clase 
de  la  misma,  su  objeto,  tasa  máxima  del 
interés,  y,  en  su  caso,  de  la  prima  de  reem- 
bolso, el  precio  de  emisión  de  los  títulos, 
y cualesquiera  otras  condiciones  que  se 
acordaren. 

Para  garantizar  el  pago,  del  todo  o parte 
de  cualquier  deuda  pública,  con  las  rentas 
de  la  Nación,  será  necesario  que  lo  decrete 
la  Asamblea,  indicando,  qué  rentas  se  afec- 
tan y en  qué  proporción.  Para  que  se  en- 
tienda aprobada  o autorizada  cualquiera 
de  las  operaciones  a que  se  refiere  este 


(24)  Artículo  20  del  Decreto  de  reformas  Número  S,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 


inciso,  será  necesario  el  voto  favorable  de 
los  dos  tercios  del  total  de  los  Diputados 
que  compongan  la  Asamblea; 

7^ — Examinar  las  reclamaciones  contra  el  Era- 
rio Público,  por  créditos  no  reconocidos 
cuando  no  sean  objeto  de  la  jurisdicción 
contencioso-administrativa  o judicial,  y 
aceptados  que  fueren,  señalar  fondos  para 
su  amortización; 

8- — Fijar  la  ley,  el  peso,  el  tipo  y la  denomina- 
ción de  la  moneda,  así  como  también  el 
sistema  de  pesas  y medidas; 

9^ — Aprobar  o reprobar,  con  las  dos  terceras 
partes  del  total  de  sus  votos,  por  lo  me- 
nos, antes  de  su  ratificación,  los  tratados  y 
convenciones  que  el  Ejecutivo  celebrare; 

No  se  podrá  aprobar  ningún  tratado, 
convención,  pacto,  ni  arreglo,  que  afecte 
la  integridad,  soberanía  o independencia 
de  la  República,  o que  fueren  contrarios 
a su  Constitución,  salvo  los  que  se  refieren 
a la  restauración  total  o parcial  de  la  na- 
cionalidad centroamericana,  conforme  al 
artículo  2^. 

Para  someter  a arbitraje  cualesquiera 
cuestiones  relativas  a los  límites  de  la  Na- 
ción, se  requiere  el  voto  favorable  de  las 
dos  terceras  partes  de  los  Diputados  que 
compongan  la  Asamblea,  debiendo  el  de- 
creto expresar  las  bases  del  arbitramento 
y explicar  las  materias  que  sean  objeto  del 
mismo; 

10.  — Decretar  honores  y pensiones,  por  gran- 

des servicios  prestados  a la  Nación;  pero 
no  consistirán  los  primeros  en  títulos  o con- 
decoraciones. 

Transcurridos  veinticinco  años,  por  lo 
menos,  de  haber  fallecido  una  persona, 
podrán  decretarse  y erigirse  monumentos 
a su  memoria; 

11.  — Emitir  los  códigos  y las  leyes  de  gran  ex- 

tensión, formulados  por  el  Ejecutivo.  El 
trámite  que  se  observará  para  su  estudio, 
discusión  y voto  será  el  que  indique  el 
Reglamento  interior  de  la  Asamblea; 

12.  — Aprobar  o desaprobar,  precisamente  en 

la  sesiones  inmediatas,  los  actos  y contra- 
tos llevados  a cabo  por  el  Poder  Ejecutivo 
en  ejercicio  de  la  autorización  que  se  le 
hubiere  conferido,  de  conformidad  con  el 
artículo  20  y los  incisos  6^  y 16  de  este 
artículo;  así  como  aprobar  o desaprobar 
las  disposiciones  que,  conforme  al  inciso 
22  del  artículo  77,  hayan  sido  emitidas; 

13.  — Conferir  o no  los  grados  de  General  de 

Brigada  o de  División,  cuando  el  Ejecutivo 
lo  proponga,  acompañando  la  hoja  de 
servicios,  y se  compruebe:  la  competencia 
del  propuesto,  haber  ascendido  por  rigu- 
rosa escala,  y prestado  servicios  militares 
a la  Nación  por  lo  menos  durante  el  tér- 
mino de  veinte  años  para  obtener  el  grado 
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de  General  de  Brigada,  y de  veintidós 
años  para  el  de  General  de  División.  Por 
acciones  distinguidas  en  campaña,  el  aseen* 
so  podrá  conferirse  sin  atender  al  tiempo 
de  servicio; 

14.  — Declarar  la  guerra  y aprobar  o improbar 

los  tratados  de  paz; 

15.  — Decretar  amnistías,  cuando  lo  exija  la 

conveniencia  pública; 

16.  — Autorizar  al  Ejecutivo  para  que  celebre 

contratos  que  impliquen  inversiones  no 
presupuestas,  y que  no  correspondan  a sus 
funciones  administrativas  propias,  y apro- 
barlos o improbarlos,  debiéndose  señalar 
en  el  primer  caso,  los  fondos  que  servirán 
para  cubrirlos;  pero  las  concesiones  a que 
se  refiere  el  artículo  20  y los  contratos 
relativos  a acuñación  de  moneda,  emisión 
de  papel  moneda,  servicios  públicos,  colo- 
nización, inmigración  e irrigación  y los  que 
se  celebren  para  la  explotación  de  los  ya- 
cimientos de  hidrocarburos  en  general,  que 
expresa  dicho  artículo,  no  podrán  ser  apro- 
bados sino  con  el  voto  de  las  dos  terceras 
partes  del  total  de  la  Asamblea; 

17.  — Los  contratos  y concesiones  a que  se  con- 

trae el  inciso  anterior  y el  artículo  20,  no 
podrán  entrar  en  vigor,  sin  la  aprobación 
previa  de  la  Asamblea. 

Artículo  55. — Corresponde  asimismo  a la 
Asamblea: 

IQ — Elegir,  en  la  apertura  de  sus  sesiones  ordi- 
narias, el  Presidente,  Vicepresidentes,  Se- 
cretarios y demás  funcionarios  que  com- 
pongan la  Mesa  Directiva,  conforme  al 
Reglamento  Interior; 

2^ — Calificar  las  elecciones  de  sus  respectivos 
miembros,  y aprobar  o reprobar  sus  cre- 
denciales; 

3*^ — Admitir  o no  las  renuncias  que  presenta- 
ren los  Diputados  y disponer  que  se  proce- 
da a nuevas  elecciones,  para  llenar  las 
vacantes  que  ocurran  por  el  motivo  expre- 
sado o por  otro  alguno; 

4^ — Formar  y decretar  el  Reglamento  de  su 
Régimen  Interior; 

5^ — Hacer  concurrir  a los  Diputados  ausentes 
y corregir  las  faltas  u omisiones  de  los 
presentes. 

SECCION  3^ 

De  la  Formación  y Sanción  de  la  Ley 

Artículo  56. — Las  leyes  pueden  tener  origen 
en  la  Asamblea,  por  proposición  de  alguno  de 
sus  miembros,  por  iniciativa  del  Poder  Ejecu- 
tivo o del  Judicial  en  materia  de  su  compe- 
tencia. 


(25)  Artículo  21  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(26)  * Artículo  22  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 


Artículo  57. — La  Asamblea,  para  ejercer  las 
atribuciones  de  que  hablan  los  incisos  6*^  y 7^ 
del  artículo  52,  el  artículo  54  y el  inciso  4*^  dél 
artículo  55,  pondrá  a discusión  el  asunto  de 
que  se  trate,  en  tres  sesiones  diferentes,  cele- 
bradas en  distintos  días,  y no  podrá  votarse 
hasta  que  se  tenga  por  suficientemente  dis- 
cutido en  la  tercera  sesión. 

En  todas  las  demás  ritualidades  de  proce- 
dimientos, se  observará  lo  que  prescriba  el  Re- 
glamento Interior. 

Artículo  58. — Aprobado  un  proyecto  de  ley, 
pasará  al  Ejecutivo  para  su  sanción. 

Artículo  59. — El  Presidente  sancionará  y 
mandará  promulgar  la  ley  votada  por  la  Asam- 
blea; pero  si  se  le  encontrare  inconveniente, 
podrá,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros, 
negar  su  sanción  y devolverla  a la  Asamblea, 
dentro  de  diez  días  y con  las  observaciones  qüe 
estime  oportunas.  La  Asamblea  podrá  reconsi- 
derar desde  luego  el  proyecto  de  ley  o dejarlo 
para  las  sesiones  del  año  siguiente,  si  no  fueren 
aceptadas  las  observaciones  hechas  por  el  Eje- 
cutivo. En  este  último  caso,  si  la  Asamblea 
ratificare  el  proyecto  con  las  dos  terceras  par- 
tes de  votos,  el  Ejecutivo  deberá  sancionar  y 
promulgar  la  ley. 

Artículo  60. — Si  el  Ejecutivo  no  devolviere 
el  proyecto  de  ley,  después  del  término  de  die? 
días  contados  desde  su  remisión,  se  tendrá  por 
sancionado  y deberá  promulgarse  como  ley. 
Si  la  Asamblea  cerrare  sus  sesiones  antes  de  los 
diez  días  en  que  pueda  verificarse  la  devolu- 
ción, el  Ejecutivo  deberá  hacerlo-  dentro  de 
los  ocho  primeros  días  de  las  sesiones  ordina- 
rias del  año  siguiente. 

Artículo  61. — No  necesitan  de  la  sanción  dej 
Ejecutivo  las  disposiciones  de  la  Asamblea, 
relativas  a su  régimen  interior,  a la  calificación 
de  elecciones  y renuncia  de  los  elegidos,  a la 
declaración  de  haber  o no  lugar  a formación 
de  causa  contra  los  funcionarios  públicos  que 
expresan  los  artículos  44  y 53,  y las  demás  dis- 
posiciones consignadas  en  los  artículos  52  y 55, 

SECCION  4^ 

De  la  Comisión  Permanente 

Artículo  62. — La  Asamblea,  antes  de  cerraf 
sus  sesiones,  nombrará  la  Comisión  Permanen* 
te,  compuesta  de  nueve  miembros,  para  que 
funcione  durante  su  receso.  De  éstos,  ocho 
serán  electos,  y el  Presidente  de  la  Asamblea 
la  integrará  y presidirá.  Para  los  casos  de 
falta  de  los  Propietarios,  se  elegirán  tres  Su* 
plentes. 


(27)  Artículo  9"?  del  Decreto  de  reformas  de  5 de  no- 
viembre de  1887. 

(28)  Artículo  23  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 
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Articulo  63. — La  Comisión  Permanente  se 
reunirá  siempre  que  fuere  convocada  por  el 
que  la  presida,  o cuando  así  lo  acuerde  la 
mayoría. 

Son  atribuciones  de  la  Comisión  Permanente: 
1'* — ^Declarar  si-  ha  lugar  o no  a formación  da 
causa  contra  los  funcionarios  a que  se  refie- 
ren los  artículos  44  y 53,  con  excepción 
de  los  Presidentes  de  los  Poderes  del  Es- 
tado, respecto  de  quienes,  sólo  la  Asam- 
blea podrá  hacer  dicha  declaratoria; 

2" — Tramitar  los  asuntos  que  hayan  quedado 
pendientes  en  la  Asamblea,  e informarle 
de  los  mismos,  en  sus  próximas  sesiones 
ordinarias; 

3® — Convocar  a la  Asamblea  a sesiones  extra- 
ordinarias, cuando  lo  demanden  los  inte- 
reses nacionales  y lo  acuerden  las  dos  ter- 
ceras partes  de  los  miembros  de  la  Co- 
misión; 

4“ — Presentar  informe  detallado  a la  Asam- 
blea, de  las  labores  que  lleve  a cabo  du- 
rante el  receso. 

TITULO  IV 


PODER  EJECUTIVO 


Su  organización. — Deberes,  atribuciones  y 
limitaciones  a que  está  sujeto 

Artículo  64. — Un  ciudadano  con  el  título 
de  Presidente  de  la  República,  ejerce  el  Poder 
Ejecutivo,  y será  elegido  popular  y directa- 
mente. 

Artículo  65. — Para  ser  electo  Presidente  se  - 
requiere: 

U — Ser  guatemalteco  natural,  de  los  compren- 
didos en  el  artículo  5'^  de  esta  Consti- 
tución; 

2'’ — Ser  mayor  de  treinta  años; 

3'^ — Estar  en  el  goce  de  los  derechos  de  ciu- 
dadano; 

4'^ — Ser  del  estado  seglar. 

No  podrá  ser  electo  Presidente: 

U — El  caudillo,  los  jefes  de  un  golpe  de  es- 
tado, de  revolución  o de  cualquier  movi- 
miento armado,  ni  sus  parientes  dentro 
del  cuarto  grado  de  consanguinidad  o se- 
gundo de  afinidad,  para  el  período  en  que 
se  interrumpa  el  régimen  constitucional  y 
el  subsiguiente; 


(29)  Artículo  24  del  Decreto  de  reformas  Número  S,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 


2'’ — El  que  hubiere  sido  Secretario  de  Estado 
o tenido  alto  mando  militar,  en  el  gobier- 
no de  facto  que  haya  alterado  el  régimen 
constitucional  y sus  parientes  dentro  del 
cuarto  grado  de  consanguinidad  o segun- 
do de  afinidad,  para  los  períodos  a que  se 
refiere  el  inciso  anterior; 

3'’ — El  Designado,  o la  persona  encargada  de 
la  Presidencia,  que  la  ejerciere  al  hacerse 
la  elección  o que  la  hubiere  ejercido  en  los 
seis  meses  anteriores  o parte  de  ellos; 

4'^ — El  que  fuere  pariente  dentro  del  cuarto 
grado  de  consanguinidad  o segundo  de 
afinidad  del  Presidente  de  la  República, 
del  Designado  o de  la  persona  encargada 
de  la  Presidencia,  que  se  encontrare  en 
cualquiera  de  los  casos  a que  se  refiere  el 
inciso  anterior; 

5’’ — Los  Secretarios  de  Estado,  que  ejercieren 
el  cargo  al  hacerse  la  elección  o que  lo  hu- 
bieren ejercido  en  los  seis  meses  anterio- 
res o parte  de  ellos. 

Artículo  66. — ^E1  período  presidencial  será 
de  seis  años  improrrogables,  y el  que  haya 
ejercido  la  Presidencia  por  elección  popular, 
no  podrá  ser  reelecto,  sino  después  de  doce 
años  de  haber  cesado  en  el  ejercicio  de  ella. 

Artículo  67. — ^El  Presidente  de  la  República 
es  responsable  de  sus  actos  ante  la  Asamblea, 
en  los  casos  y en  la  forma  que  expresa  la  ley 
de  responsabilidades. 

Artículo  68. — ^El  Presidente  de  la  República 
depositará  el  poder  en  la  persona  que  sea  nom- 
brada, en  los  casos  y conforme  lo  indican  los 
incisos  7’’  y 8’’  del  artículo  52. 

Artículo  69. — Habrá  tres  Designados,  elec- 
tos por  la  Asamblea  Legislativa,  para  que,  por 
su  orden,  y en  los  casos  que  la  Constitución 
expresa,  substituyan  al  Presidente. 

Los  Designados  deben  tener  las  mismas  ca- 
lidades que  se  exigen  para  Presidente  de  la 
República,  y además,  no  estar  comprendidos 
en  las  prohibiciones  establecidas  para  dicho 
cargo;  y no  ser  parientes  de  este  funcionario, 
ni  de  los  otros  Designados  dentro  del  cuarto 
grado  de  consanguinidad  o segundo  de  afini- 
dad. Los  Designados  gozan  de  los  prerroga- 
tivas e inmunidades  de  los  Diputados. 

Los  Designados  no  podrán  ausentarse  de  la 
República,  sin  permiso  de  la  Asamblea  Legis- 
lativa o de  la  Comisión  Permanente. 


(30)  Artículo  25  del  Decreto  de  reformas  Número  S,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(31)  Artículo  26  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(32)  Artículo  27  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(33)  Artículo  28  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 
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En  caso  de  falta  absoluta  del  Presidente  de 
la  República,  el  Poder  Ejecutivo  quedará  a 
cargo  del  Designado  que  corresponda;  quien 
en  tal  caso,  dentro  de  los  ocho  días  siguien- 
tes al  de  la  falta  absoluta,  convocará  a elec- 
ciones, las  que  se  practicarán  antes  de  que 
transcurran  seis  meses,  contados  desde  la  fecha 
de  la  convocatoria. 

Efectuada  la  elección,  se  hará  dentro  de 
veinte  días  por  la  Asamblea  la  declaratoria  a 
que  se  contrae  el  inciso  2'^  del  artículo  52,  y el 
ciudadano  electo  tomará  inmediatamente  po- 
sesión de  su  cargo,  computándose  su  período 
desde  el  15  de  marzo  siguiente. 

Cuando  por  cualquier  causa,  la  persona  que 
subrogue  al  Presidente  de  la  República,  que- 
dare inhabilitada  para  el  desempeño  del  puesto, 
durante  el  término  del  permiso  concedido,  en- 
trará a subrogarlo  uno  de  los  Designados  por 
su  orden,  y a quien  le  tocare  ejercer  el  mando, 
lo  hará  únicamente  por  el  tiempo  que  le  falte 
al  Presidente  de  la  República  para  hacerse 
cargo  de  nuevo  de  la  Presidencia. 

Artículo  70. — El  Presidente  de  la  República, 
al  tomar  posesión,  hará  la  solemne  protesta 
que  sigue:  Protesto  desempeñar  con  patríotís' 
mo  el  cargo  de  Presidente  y observar  y hacer 
que  se  observe  con  fidelidad  la  Constitución 
de  la  República. 

Artículo  71. — El  Presidente  de  la  República 
tendrá  para  el  despacho  de  los  negocios,  el 
número  de  Secretarios  que  la  ley  determina. 

Su  nombramiento  y separación  corresponde 
al  mismo  Presidente. 

Artículo  72. — Para  ser  Secretario  de  Estado 
se  requieren  las  mismas  calidades  que  para  ser 
Presidente  de  la  República. 

No  pueden  ser  Secretarios  de  Estado:  los 
parientes  del  Presidente  de  la  República,  den 
tro  del  cuarto  grado  de  consanguinidad  o se- 
gundo  de  afinidad;  los  que  hubieren  adminis- 
trado o recaudado  fondos  públicos,  mientras  no 
tengan  la  constancia  de  solvencia  de  sus  cuen- 
tas; los  contratistas  de  obras  y servicios  públi- 
cos que  por  tales  contratos  tengan  reclamacio- 
nes pendientes. 

Artículo  73. — Los  Secretarios  de  Estado,  en 
su  respectivo  departamento,  autorizarán  las 
providencias  del  Presidente. 

Todas  las  órdenes  y demás  disposiciones  del 
Poder  Ejecutivo  deberán  firmarse  y comuni- 
carse por  el  Secretario  del  departamento  a que 
correspondan. 


(34)  Artículo  29  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(35)  -Artículo  30  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 


Artículo  74. — La  responsabilidad  de  los  Se- 
cretarios de  Estado  es  solidaria  con  la  del  Pre- 
sidente por  todos  los  actos  de  éste  que  autori- 
cen con  su  firma. 

Artículo  75. — Los  Secretarios  de  Estado  de- 
berán, en  los  primeros  diez  días  de  las  sesio- 
nes ordinarias  de  la  Asamblea,  presentarle  una 
Memoria  de  los  trabajos  realizados  en  sus  res- 
pectivos despachos. 

Artículo  76. — Los  Secretarios  de  Estado  pue- 
den concurrir  a las  sesiones  de  la  Asamblea,  y 
tomar  parte  en  sus  deliberaciones.  Tienen  la 
obligación  de  darle  todos  los  informes  que 
se  les  pidan,  relativos  a su  gestión  oficial,  y 
la  de  concurrir  personalmente  a contestar  las 
interpelaciones  que  se  les  dirijan,  sobre  las  fun- 
ciones de  su  cargo,  salvo  aquellas  que  se  re- 
fieren a asuntos  diplomáticos  u operaciones 
militares  pendientes. 

Artículo  77. — Son  deberes  y atribuciones  del 
Poder  Ejecutivo: 

1*^ — Mantener  ilesos  y defender  la  independen- 
cia, la  integridad  y el  honor  de  la  Nación 
y la  inviolabilidad  de  su  territorio; 

— Cumplir  y ejecutar,  y hacer  que  se  cum- 
plan y ejecuten  por  los  funcionarios,  em- 
pleados y agentes  que  le  estén  subordina- 
dos, la  Constitución  y las  leyes  de  la  Repú- 
blica en  la  parte  que  les  corresponde; 

3*^ — Velar  por  la  conducta  oficial  de  los  Jueces 
y demás  empleados  del  Poder  Judicial,  y 
requerir  con  tal  objeto,  a la  Corte  Supre- 
ma de  Justicia,  a fin  de  que,  si  procede, 
reprima  conforme  a la  ley  su  mal  compor- 
tamiento, o al  Ministerio  Público,  para  que 
reclame  medidas  disciplinarias  del  Tribu- 
nal competente,  y en  su  caso,  si  hubiere 
mérito  bastante,  entable  la  correspondiente 
acusación; 

4*^ — Prestar  los  auxilios  necesarios  al  Poder 
Judicial  para  el  cumplimiento  y ejecución 
de  sus  resoluciones; 

5^ — Velar  por  el  mantenimiento  de  la  tranqui- 
lidad y el  orden  públicos; 

6*^ — Dirigir,  desarrollar  e intensificar  la  edu- 
cación pública;  combatir  el  analfabetismo 
y procurar  la  difusión  y el  perfecciona- 
miento de  la  instrucción  agrícola,  indus- 
trial y técnica  en  general.  La  educación 
pública  depende  del  Estado;  la  Universi- 
dad Nacional  será  organizada  por  la  Asam- 
blea Legislativa,  teniendo  el  Ejecutivo  la 
suprema  inspección  sobre  ella,  así  como 
sobre  las  escuelas  y establecimientos  de 
enseñanza  aún  cuando  no  sean  sostenidos 
con  fondos  nacionales; 


(36)  Artículo  31  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(37)  Artículo  32  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 
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7^ — Administrar,  con  arreglo  a la  ley,  la  Ha- 
cienda Nacional,  que  comprende: 

Los  bienes  nacionales  y los  afectos  al 
servicio  del  Estado; 

El  producto  de  los  impuestos  y contri- 
buciones; 

Las  rentas,  beneficios  o utilidades  que 
produzcan  los  bienes  nacionales;  las  in- 
dustrias y ramos  estancados  explotados 
por  el  Estado,  los  contratos,  las  multas  y 
las  indemnizaciones; 

El  producto  de  los  empréstitos  que  se 
negocien  para  fines  de  utilidad  pública; 

Cualesquiera  otros  haberes  que  le  co- 
rrespondan por  disposición  de  la  ley; 

8" — Nombrar  a los  Secretarios  de  Estado  y a 
los  miembros  de  los  cuerpos  consultivos 
adscritos  a los  Ministerios,  admitirles  su 
renuncia  o separarlos  del  servicio; 

9^ — ^Nombrar  a los  Jueces  de  U Instancia,  pre- 
cisamente entre  los  propuestos  en  terna 
por  la  Corte  Suprema  de  Justicia; 

10.  — ^Nombrar  y remover  a los  funcionarios  y 

empleados  del  orden  administrativo  y mi- 
litar; trasladarlos  de  un  punto  a otro, 
cuando  así  convenga  al  buen  servicio  pú- 
blico, y admitirles  su  renuncia.  Ninguno 
podrá  desempeñar  a la  vez,  más  de  dos  em- 
pleos o cargos  públicos  remunerados,  ex- 
cepto los  de  Profesor  de  Educación  Pú- 
blica; 

11.  — Conferir  distinciones  militares  y grados, 

desde  Subteniente  hasta  Coronel  inclusive, 
siempre  que  los  interesados  comprueben  su 
competencia,  y que  se  observen  el  orden 
jerárquico  y los  demás  requisitos  que  se 
detallan  en  la  Ley  de  Ascensos.  Sólo  por 
actos  meritorios  en  campaña  puede  pres- 
cindiese del  tiempo  de  servicios  militares 
efectivos,  que  la  propia  ley  puntualiza, 
para  obtener  el  ascenso; 

12.  — Organizar,  dirigir  y distribuir  el  Ejército 

Nacional,  del  que  es  Jefe  Supremo  el  Pre- 
sidente de  la  República; 

13.  — Movilizar  la  fuerza  necesaria  para  recha- 

zar una  invasión  extranjera  o para  impedir 
o sofocar  las  insurrecciones  interiores;  así 
como  para  el  caso  de  declaratoria  de  gue- 
rra, conforme  al  inciso  14  del  artículo  54; 

14.  — Nombrar  los  Representantes  Diplomáti- 

cos y los  funcionarios  del  Cuerpo  Consu- 
lar. Los  Representantes  Diplomáticos,  los 
Cónsules  generales  y los  Cónsules  de  ca- 
rrera, deberán  ser  guatemaltecos,  de  los 
comprendidos  en  el  artículo  5*^  de  la  Cons- 
titución; 

15.  — Recibir  a los  Representantes  Diplomáticos 

y expedir  el  exequátur  a las  patentes  de  los 
Cónsules; 


16.  — Expedir  pasaportes  a los  Ministros  y de- 

más enviados  de  las  otras  naciones,  y reti- 
rar el  exequátur  a las  patentes  de  los 
Cónsules,  con  arreglo  al  Derecho  Interna- 
cional; 

17.  — Emitir  reglamentos  y cualesquiera  otra 

clase  de  disposiciones  necesarias  para  ase- 
gurar o facilitar  la  ejecución  de  las  leyes 
sin  alterar  el  espíritu  de  las  mismas; 

18.  — Restringir  el  ejercicio  de  las  garantías,  de 

conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 39; 

19.  — Someter  a la  aprobación  de  la  Asamblea, 

antes  de  su  ratificación,  los  tratados  que 
hubiere  celebrado; 

20.  — Convocar  a la  Asamblea  a sesiones  extra- 

ordinarias, cuando  lo  crea  conveniente; 

21.  — Sancionar  las  leyes  y promulgar  aquellas 

disposiciones  legislativas  que  no  necesiten 
de  la  sanción  del  Ejecutivo; 

22.  — Dictar  las  disposiciones  que  sean  necesa- 

rias en  los  casos  de  emergencia  grave  o 
calamidad  pública,  debiendo  dar  cuenta  a 
la  Asamblea  en  sus  sesiones  inmediatas; 

23.  — Mantener  la  salubridad  pública  y mejo- 

rar las  condiciones  higiénicas  del  país,  y 
de  los  habitantes,  con  la  amplitud  y efica* 
cia  que  la  necesidad  demande,  y de  confor- 
midad con  la  ley; 

24.  — Dictar  todas  las  medidas  y disposiciones 

que,  dentro  de  la  órbita  legal,  estén  a su 
alcance  para  promover  el  amplio  desarro- 
llo de  la  agricultura,  como  base  esencial  de 
la  riqueza  de  la  Nación. 

Artículo  78. — El  Presidente  de  la  República 
tiene  la  facultad  de  conmutar  la  pena  que  sea 
mayor  en  la  escala  general  de  la  penalidad, 
por  la  inmediata  inferior,  y de  conceder  indul- 
to por  delitos  políticos  y por  los  comunes 
conexos. 

Una  ley  determinará  el  ejercicio  de  esta 
facultad. 

Artículo  79. — El  Poder  Ejecutivo  tendrá  un 
Consejo  de  Estado,  compuesto  de  siete  miem- 
bros: cuatro  de  nombramiento  del  Presidente 
de  la  República  y tres  electos  por  la  Asamblea, 
por  mayoría  absoluta. 

Artículo  80. — Los  Consejeros  de  Estado  de- 
berán tener  más  de  treinta  años  de  edad  y las 
mismas  calidades  que  se  requieren  para  ser 
Diputado;  gozarán  de  las  preeminencias  e in- 
munidades que  corresponden  a ese  cargo.  Los 
Consejeros  de  Estado  durarán  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  cuatro  años,  pudiendo  ser 
reelectos. 


(38)  Artículo  33  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(39)  Artículo  34  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(40)  Artículo  35  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 
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El  Presidente  de  la  República  y la  Comisión 
Permanente  en  sus  respectivos  casos,  nombra- 
rán Consejeros  interinos  para  llenar  las  vacan- 
tes que  ocurran. 

Artículo  81. — El  Consejo  de  Estado  ejerce- 
rá las  funciones  de  Cuerpo  Consultivo. 

Artículo  82. — ^El  Consejo  de  Estado  tendrá 
las  siguientes  atribuciones: 

— Dictaminar  sobre  los  contratos,  concesio- 
nes y demás  negocios  que,  conforme  a la 
Constitución,  requieran  para  su  validez  la 
aprobación  de  la  Asamblea. 

2'^ — Emitir  opinión  en  todos  aquellos  asuntos 
en  que  fuere  consultado  por  el  Poder  Eje- 
cutivo y en  los  demás  casos  determinados 
por  la  ley; 

3^^ — Dictaminar  acerca  de  la  conveniencia  y 
legalidad  de  los  reglamentos  cuya  emisión 
corresponda  al  Ejecutivo,  conforme  al  in- 
ciso 17  del  artículo  77  de  la  Consti- 
tución. 

Artículo  83. — El  Consejo  de  Estado  se  dará 
el  Reglamento  para  su  régimen  interior;  y de 
su  seno  elegirá,  por  mayoría  de  votos,  un  Pre- 
sidente y un  Vicepresidente. 

Artículo  84. — Los  Consejeros  de  Estado  son 
responsables,  por  su  conducta  oficial,  de  con- 
formidad con  la  ley. 

TITULO  V 


DEL  PODER  JUDICIAL 

Artículo  85. — El  Poder  Judicial  se  ejerce  por 
los  Jueces  y Tribunales  de  la  República;  a 
ellos  compete  exclusivamente  la  potestad  de 
aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles  y crimi- 
nales. Corresponde  a la  Corte  Suprema  de 
Justicia  declarar,  al  dictar  sentencia,  que  una 
ley,  cualquiera  que  sea  su  forma,  no  es  aplica- 
ble por  ser  contraria  a la  Constitución.  Tam- 
bién corresponde  a los  Tribunales  de  Segunda 
Instancia  y a los  Jueces  letrados  que  conoz- 
can en  la  Primera,  declarar  la  inaplicación  de 
cualquier  ley  o disposición  de  los  otros  Pode- 
res cuando  fueren  contrarias  a los  preceptos 
contenidos  en  la  Constitución  de  la  República. 

La  inaplicación  indicada,  sólo  la  podrán  de- 
clarar los  Tribunales  referidos,  en  casos  con- 
cretos, y en  las  resoluciones  que  dicten. 


(41)  Artículo  36  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(42)  Artículo  37  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(43)  Articulo  38  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(44)  Artículo  39  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(45)  Artículo  40  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 


Cuando  el  Poder  Ejecutivo  proceda  como 
parte  en  algún  negocio,  éste  se  ventilará  en 
los  Tribunales  comunes;  y en  caso  de  contien- 
da acerca  de  actos,  o de  resoluciones  pura- 
mente administrativas,  conocerá  de  ellas  el 
Tribunal  de  lo  contencioso-administrativo,  y 
cuando  se  reclame  contra  el  Ejecutivo,  por  abu- 
so de  poder,  se  procederá  conforme  a la  Ley 
de  Amparo. 

El  Presidente  del  Poder  Judicial  lo  es  tam- 
bién de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  y será 
electo  en  la  misma  forma  que  el  Presidente  de 
la  República. 

Los  Jueces  no  podrán  ser  trasladados  sin 
su  voluntad  de  un  puesto  a otro,  y sólo  serán 
separados  de  sus  funciones  en  los  casos  de 
delito,  notoria  mala  conducta  o incapacidad 
manifiesta,  calificadas  estas  dos  últimas  cir- 
cunstancias por  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Los  Magistrados  y Fiscales  sólo  podrán  ser 
separados  de  sus  cargos  por  la  Asamblea,  en 
los  casos  anteriormente  expresados  respecto  a 
los  Jueces. 

Artículo  86. — Para  ser  electo  Presidente  del 
Poder  Judicial,  Magistrado  o Fiscal,  así  como 
para  ser  nombrado  Juez  de  P Instancia,  se 
requiere  la  calidad  de  guatemalteco,  de  los 
comprendidos  en  el  artículo  5^  de  esta  Cons- 
titución, ser  Abogado  de  los  Tribunales  de  la 
República,  estar  en  el  goce  de  los  derechos  de 
ciudadano  y pertenecer  al  estado  seglar.  El 
Presidente  del  Poder  Judicial  debe  ser  mayor 
de  treinta  años  y los  demás  funcionarios  a que 
se  refiere  este  artículo  deberán  ser  mayores 
de  veintiuno. 

Además,  se  necesita:  para  ser  miembro  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  haber  servido  cuatro 
años,  por  lo  menos,  las  funciones  de  Juez  de 
P Instancia;  y para  ser  miembro  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia,  haber  desempeñado  un 
período  constitucional  en  la  Corte  de  Apela- 
ciones. Sin  embargo,  podrán  ser  Magistrados 
los  abogados  que  hayan  ejercido  la  profesión 
durante  seis  años  o más. 

El  Presidente  del  Poder  Judicial,  los  Magis- 
trados, Fiscales  y los  Jueces  de  P Instancia, 
no  podrán  ejercer  cargos  de  los  otros  Poderes 
del  Estado,  salvo  los  de  Educación  Pública  y 
los  de  Comisiones  Técnicas;  pero  los  Jueces 
de  P Instancia  podrán  ser  asesores  y Audito- 
res de  Guerra. 

Artículo  87. — Los  funcionarios  de  los  tribu- 
nales superiores  de  justicia  y los  Jueces  de  P 
Instancia,  durarán  cuatro  años  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones. 


(46)  Artículo  41  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927.  * 

(47)  Artículo  42  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 
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Articulo  88. — Es  también  atribución  exclu- 
siva de  los  tribunales,  juzgar  y hacer  que  se 
ejecute  lo  juzgado. 

Articulo  89. — Las  leyes  señalan  el  orden  y 
las  formalidades  de  los  juicios. 

Articulo  90. — Todos  los  habitantes  de  la  Re- 
pública estarán  sujetos  al  orden  de  procedi- 
mientos que  determinan  las  leyes. 

Articulo  91. — En  ningún  juicio  habrá  más 
de  dos  instancias,  y el  Juez  que  haya  ejercido 
jurisdicción  en  una  de  ellas,  no  podrá  conocer 
en  la  otra,  ni  en  casación,  tratándose  del  mismo 
asunto. 

Articulo  92. — Los  Jueces,  cualquiera  que  sea 
su  denominación  o categoria,  son  responsables 
personalmente  de  toda  infracción  de  ley,  con 
arreglo  a la  responsabilidad  del  Poder  Ju- 
dicial. 

Articulo  93. — La  ley  constitutiva  del  Poder 
Judicial,  establecerá  todo  lo  demás  que  a él 
concierne. 

TITULO  VI 


Del  Gobierno  de  los  departamentos  y de  las 
Municipalidades 

Articulo  94. — La  ley  divide  el  territorio  na- 
cional en  departamentos  para  su  mejor  admi- 
nistración. 

Articulo  95. — El  Presidente  de  la  República 
nombrará  para  el  gobierno  de  cada  departa- 
mento un  Jefe  Politico,  cuyas  calidades  y atri- 
buciones fijará  la  ley. 

Articulo  96. — La  ley  organiza  las  Municipa- 
lidades sin  alterar  el  principio  de  elección  po- 
pular directa,  y designa  las  facultades  que  les 
corresponden. 

Articulo  97. — Las  Municipalidades  podrán 
establecer,  con  la  aprobación  del  Gobierno,  los 
arbitrios  que  juzguen  necesarios  para  atender 
al  objeto  de  su  institución. 

Articulo  98. — El  Gobierno,  cuando  lo  cre- 
yere conveniente,  o a solicitud  de  las  Munici- 
palidades, puede  reformar  las  ordenanzas  de 
cada  pueblo  y darlas  a los  que  no  las  tuvieren. 

TITULO  VII 


DE  LA  REFORMA  DE  LA 
CONSTITUCION 

Articulo  99. — ^La  reforma  total  o parcial  de 
la  Constitución  sólo  podrá  decretarse  por  el 
voto  de  las  dos  terceras  partes,  por  lo  menos, 


(48)  Artículo  43  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 


del  número  total  de  Diputados  que  forman  la 
Asamblea  Legislativa,  la  que  señalará  al  efecto 
el  articulo  o artículos  que  hayan  de  reformarse. 

En  cualquier  caso  en  que  se  pretenda  la 
reforma  total  de  la  Constitución,  o de  los  ar- 
tículos 66  y 69,  y del  presente,  o de  uno  o de 
varios  de  estos  tres,  sólo  podrá  decretarse 
cuando  lo  resuelvan,  las  dos  terceras  partes, 
por  lo  menos,  de  los  votos  ya  dichos,  en  dos 
períodos  distintos  y consecutivos,  de  sesiones 
ordinarias  de  la  Asamblea  Legislativa;  y aún 
así,  la  Asamblea  Constituyente  no  podrá  reu- 
nirse para  conocer  de  la  reforma  en  tal  caso, 
sino  cuando  hayan  transcurrido  seis  años  con- 
tados desde  que  se  decretó. 

La  reforma  de  la  Constitución  podrá  con- 
sistir: en  modificar,  suprimir,  adicionar,  subs- 
tituir o aumentar  artículos. 

Artículo  100. — Decretada  la  reforma,  la 
Asamblea  Legislativa,  convocará  a elecciones 
para  una  Asamblea  Constituyente,  que  deberá 
quedar  instalada  dentro  de  los  sesenta  días 
siguientes  a la  fecha  de  la  convocatoria;  salvo 
el  caso  previsto  en  el  artículo  anterior,  res- 
pecto de  la  reforma  de  dicho  artículo,  del  66 
y del  69  o de  cualquiera  de  ellos,  y la  total  de 
la  Constitución;  caso  en  el  que  la  convocatoria 
deberá  hacerse,  por  la  Asamblea  Legislativa  que 
funcione  el  quinto  año,  a contar  de  la  fecha 
en  que  haya  sido  decretada  lá  reforma,  a efec- 
to de  que  la  instalación  de  la  Asamblea  Cons- 
tituyente se  verifique  al  vencerse  el  término 
fijado  de  seis  años. 

En  la  convocatoria  se  insertarán  el  artículo 
o artículos  cuya  reforma  se  hubiere  decre- 
tado. 

Artículo  101. — ^La  Asamblea  Constituyente 
se  compondrá  de  un  Representante  por  cada 
veinticinco  mil  habitantes  o fracción  que  pase 
de  quince  mil.  Si  algún  departamento  de  la 
República  no  pudiere  hacerse  representar,  con- 
forme la  regla  anterior,  tendrá  derecho,  sin 
embargo,  para  elegir  un  Diputado.  Los  electos 
deberán  reunir  las  calidades  requeridas  por  el 
artículo  49;  estar  sujetos  a las  prohibiciones 
del  artículo  50  y gozar  de  las  prerrogativas 
marcadas  en  los  artículos  44  y 45  y primera 
parte  del  47  de  esta  Constitución, 

Artículo  102. — La  reunión  de  la  Asamblea 
Constituyente  no  obsta  al  funcionamiento  de  la 
Asamblea  Legislativa. 


(49)  Artículo  44  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(50)  Artículo  45  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(51)  Artículo  46  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(52)  Artículo  47  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 
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Artículo  103. — Decretada  la  reforma,  por  la 
Constituyente,  ésta  se  disolverá  después  de 
hecha  la  promulgación. 

Artículo  104. — Esta  Constitución  no  perde- 
rá su  fuerza  y vigor,  aun  cuando  por  alguna 
rebelión  se  interrumpa  su  observancia. 

Artículo  105. — Quedan  sin  ningún  valor  ni 
efecto  las  reformas  a la  Constitución,  decreta- 
das el  23  de  octubre  de  1885. 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

(Del  Decreto  Número  5 del  20  de  diciembre 
de  1927) 

Artículo  P — El  Poder  Ejecutivo  convocará 
a elecciones  de  Diputados  a la  Asamblea  Le- 
gislativa el  día  cinco  de  enero  del  año  próximo 
entrante. 

Artículo  2^ — La  Asamblea  Legislativa  en  sus 
próximas  sesiones  emitirá  la  Ley  de  Amparo; 
la  que  establezca  lo  demás  que  se  refiere  a la 
responsabilidad  de  los  funcionarios  y emplea- 
dos públicos  y la  ley  que  determine  lo  concer- 
niente a la  jurisdicción  contencioso-adminis- 
trativa,  tribunales  que  la  ejerzan,  su  organiza- 
ción, competencia  y procedimientos  a que  deba 
sujetarse. 


(53)  Artículo  48  del  Decreto  de  reformas  Número  5,  de 
20  de  diciembre  de  1927. 

(54)  Artículo  13  del  Decreto  de  reformas  de  5 de  no- 
viembre de  1887. 


Artículo  3*^ — La  fracción  del  párrafo  segun- 
do del  artículo  86  que  dice:  *'Sin  embargo, 
podrán  ser  Magistrados  los  abogados  que 
hayan  ejercido  la  profesión  durante  seis  años 
o más”,  estará  en  vigor  hasta  el  14  de  marzo 
de  1936. 

Artículo  4^ — Los  originarios  de  las  Repúbli- 
cas de  El  Salvador,  Honduras,  Nicaragua  y 
Costa  Rica  que  de  conformidad  con  disposi- 
ciones anteriores  de  la  Constitución,  hubieren 
adquirido  la  nacionalidad  guatemalteca  y que 
hayan  residido  en  el  País  durante  veinte  años 
o más,  continuarán  gozando  de  los  derechos 
inherentes  a tal  nacionalidad. 

Artículo  5*^ — A fin  de  armonizar  la  organi- 
zación de  los  Poderes  Públicos  del  Estado  con 
las  presentes  reformas,  si  alguno  de  los  Ma- 
gistrados electos  conforme  al  Decreto  legis- 
lativo Número  1488,  no  reuniere  las  calidades 
exigidas  para  serlo  según  el  presente  Decreto, 
se  tendrá  sin  efecto  su  elección,  debiendo  la 
Asamblea  Legislativa  en  sus  próximas  sesiones 
ordinarias,  proceder  a nombrar  la  persona  que 
deba  substituirlo. 

Artículo  6*^ — Las  facultades  extraordinarias 
de  que  goza  el  Poder  Ejecutivo  en  virtud  del 
Decreto  legislativo  Número  1500,  cesarán  el 
P de  marzo  de  1928. 

Artículo  7^ — El  presente  Decreto  de  refor- 
mas a la  Constitución  entrará  en  vigor  el  día 
P de  enero  de  1928. 


ESTADO  PELIGROSO  DEL  DELINCUENTE  Y SUS  CON- 
SECUENCIAS ANTE  EL  DERECHO  PENAL  MODERNO 

CONFERENCIA  POR  LUIS  JIMENEZ  DE  ASÜA.-(REPRODÜCCION) 


(Concluye) 


La  primera  posición,  o sea  la  de  los  que  re- 
ducen la  responsabilidad  a una  relación  social, 
comienza  por  negar  la  libertad,  y,  por  lo  tanto, 
la  imputabilidad  moral.  Estas  ideas,  harto  co- 
nocidas, se  sustentan  por  la  llamada  escuela 
positivista.  Pero  es  pueril  afirmar  que  estos 
conceptos  suponen  la  negación  del  Derecho 
punitivo;  lo  que  implican  es  su  cambio  de  ca- 
rácter y de  fundamento.  Aun  haciendo  abs- 
tracción del  libre  albedrío,  el  Derecho  Penal 
continúa  siendo  una  función  necesaria,  sólo  que 
se  reduce  a ser  una  función  defensiva  o pre- 
servadora  de  la  sociedad.  Lo  que  será  objeto 
de  sus  sanciones  no  será  una  acción  inmoral, 


sino  un  acto  dañoso.  La  responsabilidad  mo- 
ral, que  no  encuentra  aquí  lugar  propio,  se 
reemplaza  por  la  responsabilidad  social  y la 
temibilidad  del  agente. 

* * 5je 

El  segundo  grupo  de  doctrinas  ha  intentado 
modificar,  pero  sin  suprimirlos,  los  conceptos 
de  imputabilidad  y de  responsabilidad  moral. 
Su  punto  de  partida  común  es  una  explicación 
de  la  responsabilidad  sin  la  intervención  del 
libre  albedrío  que  se  considera  como  una  ilu- 
sión debida  a la  ignorancia  en  que  nos  encon- 
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tramos  frecuentemente  con  respecto  a las  fuer- 
zas que  nos  determinan.  Estas  teorías  han  sido 
combatidas  por  Ferri  que  las  tilda  de  ecléc- 
ticas. Entre  ellas  merecen  citarse  las  que  han 
tratado  de  restablecer  la  noción  de  la  perso- 
nalidad como  base  de  la  imputabilidad  y res- 
ponsabilidad, y,  principalmente,  la  doctrina  de 
la  identidad  individual  y de  la  semejanza  social, 
de  Tarde;  la  de  la  normalidad,  de  von  Liszt, 
y la  de  la  intimidabilidad,  de  Alimena. 

+ + + 

Veamos  ahora  el  tercer  grupo  de  doctrinas 
que  tratan  de  solucionar  el  problema  de  la 
responsabilidad.  Al  entrar  en  esta  parte  nos 
encontramos  de  lleno  en  el  asunto  de  nuestra 
disertación.  Este  sistema  se  inspira  en  un  sen- 
tido realista.  Reconoce  que  existe,  de  hecho, 
una  contradicción  entre  la  ciencia  y la  concien- 
cia: los  deterministas  tendrán  razón  según  la 
ciencia;  los  espiritualistas,  según  la  concien- 
cia. De  esta  concepción  se  deriva  la  necesidad 
de  separar  la  responsabilidad  subjetiva,  de  la 
que  nada  podemos  saber,  de  la  responsabili- 
dad objetiva,  y tomar  únicamente  en  cuenta  el 
peligro  que  puede  amenazar  a la  sociedad  del 
ejemplo  y de  la  manera  de  vivir  del  delincuen- 
te. Prins  es  el  más  genuino  representante  de 
esta  teoría. 

Esta  ideas  nos  llevan  a una  consecuencia  per- 
fectamente lógica:  que  la  discusión  sobre  el 
libre  albedrío  y determinismo  es  infecunda 
para  el  Derecho  Penal.  La  resolución  de  este 
problema  — si  es  que  puede  tenerla  — debe 
remitirse  al  campo  de  la  Filosofía.  Lo  que  in- 
teresa a los  penalistas  es  la  noción  del  estado 
peligroso  que  el  delincuente  representa  para  la 
sociedad.  Desde  el  momento  que  este  estado 
se  comprueba  existe  la  necesidad  de  defen- 
derse, ya  sea  el  acto  libre  o determinado,  ya 
proceda  de  un  responsable  o de  un  incapaz. 
Más  tarde,  cuando  se  trate  de  determinar  la 
clase  de  medida  con  que  se  vaya  a actuar  la 
defensa  es  cuando  se  deben  tener  en  cuenta  la 
peculiar  condición  del  sujeto  peligroso,  a fin 
de  individualizar  el  tratamiento. 

III 

La  noción  del  peligro  que  el  delincuente  re- 
presenta aparece  con  una  gran  precisión  en  la 
temibilitá,  de  Rafael  Garofalo,  como  fórmula 
de  un  criterio  positivo  de  la  penalidad.  Esta 
palabra  la  creó  su  autor  "para  designar  la  per- 
versidad constante  y activa  del  delincuente  y 
la  cuantidad  del  mal  previsto  que  hay  que  te- 
mer por  parte  del  mismo  delincuente”. 

Ya  Anselmo  Feuerbach  — que  en  muchas 
cuestiones  se  adelantó  a su  época  y que  es  un 
verdadero  precursor  de  las  modernas  doctri- 
nas— ^habia  dicho  que  la  palabra  peligrosidad. 


expresa,  tan  sólo,  aquella  cualidad  de  la  per- 
sona que  hace  presumir  fundadamente  que  vio- 
lara, en  efecto,  el  derecho.  Esta  definición  se 
reproduce,  en  nuestros  dias,  casi  con  las  mis- 
mas frases,  por  Storch. 

Mas,  cuando  el  concepto  de  estado  peligroso 
se  adopta  por  la  moderna  escuela  de  la  defensa 
social,  en  su  dirección  eficaz  que  la  política 
criminal  significa,  no  tenemos  más  remedio  que 
confesar  que  se  pierde  aquella  concepción  cla- 
ra y generalizada  de  la  temibilidad  definida 
por  Garofalo,  que  nosotros  hacemos  nuestra. 
Las  discrepancias  y vaguedades  surgen  en  lo 
tocante  a su  extensión,  originando  las  acerbas 
críticas  de  Birkmeyer,  enemigo  decidido  de 
estas  ideas,  que  anatematiza  desde  su  criterio 
clásico  intransigente. 

La  fórmula  concreta  de  .'estado  peligroso 
(état  dangereaux)  se  reserva  por  algunos,  in- 
cluso por  el  mismo  von  Liszt  en  su  Lehrbuch, 
para  aplicarla  al  "delincuente  por  naturaleza”, 
aunque  habla  además  del  "peligro  general”  de 
los  enfermos  mentales,  que  también  señalan 
los  grandes  psiquiatras,  como  Bleuler,  Aschaf- 
fenburg,  Nacke,  etc.  Otros,  como  Max.  Er- 
nest  Mayer,  en  su  reciente  Tratado,  la  circuns- 
criben, casi  exclusivamente,  a los  delincuentes 
de  responsabilidad  disminuida. 

Apresurémonos  a hacer  constar  que  von  Liszt, 
en  su  ponencia  al  Congreso  de  la  Unión  Inter- 
nacional de  Derecho  Penal,  celebrado  en  Bru- 
selas el  año  1910,  amplía  mucho  más  su  con- 
cepto del  estado  peligroso,  y lo  hace  extensivo 
a los  jóvenes  delincuentes,  a los  que  delin- 
quen por  vagancia  y por  alcoholismo,  a los 
enajenados  y disminuidos  mentales  (en  algu- 
nos casos)  autores  de  delitos,  y al  reincidente 
múltiple;  llegando  incluso  a considerar  en  esta- 
do peligroso  a ciertos  individuos  que  aún  no 
han  delinquido:  como  niños  y adolescentes 
abandonados,  dementes  peligrosos  y bebedores 
habituales. 

Pero  advirtamos  todavia  algo  más  trascen- 
dental. Franz  von  Liszt  no  podía  renegar  de 
sus  ideas.  Su  principio  de  que  "no  debe  pe- 
narse el  acto,  sino  al  autor”  le  obliga.  Por 
eso  establece  como  norma  de  la  penalidad,  en 
la  doctrina  de  la  prevención  especial,  el  carác- 
ter antisocial  del  delincuente  (antisoziale  Ge- 
sinnung) , que,  a mi  entender,  es  igual  en  el 
fondo,  que  decir  "estado  peligroso”.  Mitter- 
maier  reconoce  el  imperio  de  esta  concepción 
del  carácter  antisocial  del  agente.  Muy  próxi- 
ma también  es  la  expresión  que  emplea  Sira: 
imagen  moral  (sittliches  Konterfei)  del  infrac- 
tor. En  cambio  von  Lilienthal  dice,  con  toda 
claridad,  que  para  el  fin  de  la  punición  se 
debe  atender  al  estado  peligroso  del  delincuen- 
te, probable  o probado  por  el  acto.  Augusto 
Kohler,  en  su  nueva  obra,  pone  de  manifiesto 
la  analogía  en  el  pensar  que  existe  entre  esos 
autores,  por  lo  que  respecta  a este  punto. 
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Ahora  bien,  determinar  en  la  actualidad  el 
concepto  del  estado  peligroso,  con  una  defi- 
nición acabada,  es  casi  imposible,  oponiéndose  a 
ello  la  diversidad  de  pareceres  entre  los  escri- 
tores y la  vaguedad  en  que  se  diluye  la  idea 
clara,  dada  por  Garofalo. 

Todo  lo  que  puede  decirse  con  respecto  a la 
noción  que  se  han  formado  los  modernos  auto- 
res sobre  el  estado  peligroso  del  delincuente 
es  que  consiste  en  la  probabilidad  de  que  un 
individuo  cometerá  o volverá  a cometer  un  de- 
lito. Parecen  coincidir  en  este  concepto  pena- 
lista de  ideas  tan  diferentes  como  von  Liszt, 
Garcon,  Kulischer,  Mittermaier,  etc. 

Advirtamos  antes  de  pasar  adelante  que  el 
concepto  de  peligro,  aplicado  a esta  teoría, 
conserva  su  sentido  genérico  de  riesgo;  pero 
es  preciso  hacer  notar  que  nos  referimos  aquí 
al  peligro  subjetivo — estado  peligroso  del  de- 
lincuente — que  es  el  que  dimana  de  ciertos 
actos  punibles,  como  la  tentativa,  la  instiga- 
ción, los  delitos  de  peligro  común,  etc.  en  los 
cuales  no  se  castiga  en  razón  del  daño  produ- 
cido, sino  teniendo  en  cuenta  el  riesgo  del  bien 
jurídico  amenazado  de  un  modo  inminente. 
A esto  es  a lo  que  llamó  Carrara  'Apeligro  co- 
rrido” (pericolo  corso),  del  que  no  tenemos 
para  qué  ocuparnos  aquí. 

^ ^ 

El  problema  del  estado  peligroso  y,  más  es- 
pecialmente, la  extensión  que  debe  darse  a esta 
idea,  ha  sido  objeto  de  aguda  controversia  en 
los  Congresos  de  la  Unión  Internacional  de 
Derecho  Penal,  tanto  en  las  reuniones  genera- 
les como  en  las  de  los  grupos  constituidos  por 
las  varias  naciones  a que  pertenecen  los  miem- 
bros que  la  integran. 

La  cuestión  se  presentó  ya  al  Congreso  del 
grupo  belga,  reunido  el  19  de  diciembre  de 
1892,  y se  discute  en  el  X Congreso  General 
de  la  Unión,  celebrado  en  Hamburgo  en  1905; 
en  el  del  grupo  húngaro,  en  sus  sesiones  de 
1907-1908;  en  el  de  Rennes,  de  1910;  en  el 
general  de  Bruselas  del  mismo  año;  en  el  na- 
cional de  Berlín  de  1911;  y,  últimamente,  en 
el  de  Copenhague  de  1913.  En  ellos  se  acepta 
la  fórmula  sólo  parcialmente  y se  pone  de  ma- 
nifiesto la  discrepancia  entre  el  grupo  germa- 
nobelga,  que  quiere  dejar  amplio  arbitrio  al 
juzgador  y hacer  extensiva  la  noción  del  esta- 
tado  peligroso  a ciertos  individuos  que  aún  no 
han  delinquido,  y el  grupo  francés,  capitanea- 
do por  Garcón,  que  se  opone  a esas  ideas,  des- 
virtuando el  principio  y haciéndole  infecundo. 

Ese  concepto  parcial  con  que  se  acoge  la 
fórmula  del  estado  peligroso  requería  clasifi- 
caciones de  ios  que  se  encuentran  en  tal  situa- 
ción. Muy  variadas  son  las  categorías  estable- 
cidas por  los  penalistas.  Así,  por  ejemplo: 
profesionales  y reincidentes,  irresponsables  y 


disminuidos  mentales,  delincuentes  vagos  y be- 
bedores, delincuentes  menores,  etc.,  etc. 

No  queremos  insistir  en  esta  cuestión  de  las 
clasificaciones  tanto  más  expuestas  a error, 
cuanto  más  amplias  y detalladas  pretendan  ser, 
porque,  como  luego  veremos,  sólo  generalizan- 
do la  fórmula  del  estado  peligroso,  puede  dar 
las  consecuencias  fecundas  que  deben  esperar- 
se para  el  porvenir  en  la  lucha  contra  el 
crimen. 

Pero  vamos  a tratar  con  más  detenimiento 
un  asunto  muy  controvertido:  ¿Debe  extender- 
se, sin  cortapisas,  el  concepto  del  estado  peli- 
groso a los  individuos  de  imputabilidad  dis- 
minuida? 

Los  casos  intermedios  entre  la  salud  mental 
y la  locura  deben  ser  tomados  en  cuenta  por 
el  Derecho  Penal,  pero  el  problema  estriba  en 
saber  cómo  debe  apreciarlos  y si  es  posible, 
entonces,  hablar  de  *hmputabilidad  disminui- 
da” o "atenuada”,  o si  sería  preferible,  en  aten- 
ción al  estado  peligroso,  abandonar  toda  idea 
de  castigo,  aunque  fuera  mitigado. 

Esta  trascendental  cuestión  de  los  defectuo- 
sos se  resolvería  por  la  escuela  clásica  me- 
diante la  fórmula  de  responsabilidad  y de  la 
pena  atenuadas.  Es  decir,  que  puesto  que  se 
supone  que  la  imputabilidad  no  es  completa, 
se  precisa  tratar  de  medir  la  pena  por  la  res- 
ponsabilidad. Pero  este  sistema  es  absurdo: 
se  somete  a una  pena  disminuida  a aquellos 
hombres  que  por  no  ser  enteramente  locos  son 
más  peligrosos,  porque  resisten  a los  impulsos 
perversos  menos  que  los  hombres  enteramente 
sanos,  y saben  escoger  los  medios  y las  oca- 
siones para  realizar  sus  propósitos.  En  efecto 
— como  dice  certeramente  Adolfo  Prins  — , 
puesto  que  el  defectuoso,  menos  responsable, 
puede  ser,  al  mismo  tiempo,  el  más  peligroso, 
la  imposición  de  una  pena  reducida  compro- 
metería el  orden  público.  La  situación  se  con- 
sidera, pues,  por  los  clásicos  de  una  manera 
errónea.  El  delincuente  defectuoso  no  es  un 
criminal  respecto  del  que  sea  preciso  tomar 
menos  garantías  que  respecto  del  normal.  Los 
normales  cometen,  en  ciertos  momentos,  actos 
amenazadores,  pero  vuelven  después  al  camino 
regular;  los  defectuosos  permanecen  siendo  de- 
fectuosos; de  una  manera  permanente  se  en- 
cuentran en  un  estado  peligroso  para  ellos  mis- 
mos, para  su  ambiente  inmediato  y para  la  so- 
ciedad. Estas  palabras  son  muy  ciertas;  mas, 
a pesar  de  ello,  las  legislaciones — incluso  los 
modernos  proyectos — no  se  han  atrevido  aún  a 
romper  abiertamente  con  el  pasado.  Pero  esa 
timidez  no  sólo  se  muestra  en  los  legisladores. 
Penalistas  de  tan  elevada  categoría  científica 
como  von  Liszt  se  prestan  a transacciones  per- 
judiciales, admitiendo  en  ciertos  casos,  para  los 
individuos  de  imputabilidad  disminuida,  una 
pena  atenuada,  mereciendo  por  ello  los  acerbos 
reproches  de  Torp  y de  Prins. 
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En  suma,  sólo  la  fórmula  del  estado  peli- 
groso resuelve  esta  cuestión.  Cuando  se  trata 
de  disminuidos  mentales,  la  pena  debe  dejar 
paso  a la  medida  de  seguridad. 

* + =)= 

Merced  a los  esfuerzos  de  von  Liszt  y Prins, 
el  estudio  de  la  noción  de  la  naturaleza  del 
estado  peligroso  se  ha  convertido  hoy  en  la 
cuestión  fundamental,  tanto  desde  el  punto  de 
vista  cientifico,  como  del  legislativo.  Pero — 
como  hemos  advertido — ^hay  que  reconocer  que 
su  concepto  no  está  aún  firmemente  delimita- 
do,  ni  enteramente  fijo.  Adolfo  Prins  habla 
ya,  en  su  obra  más  certera,  del  "estado  peli- 
groso del  delincuente  en  general”  y parece  que 
pretende  construir  una  teoria  acabada  que  subs- 
tituya enteramente  a los  clásicos  conceptos  de 
imputabilidad  y responsabilidad.  Y esto  es  lo 
que  se  precisa. 

No  patrocinemos  a medias  las  ideas  fecun- 
das: reprobemos  toda  transacción.  Aceptar  el 
estado  peligroso  como  fórmula  parcial,  coexis- 
tente con  los  conceptos  de  imputabilidad  y cul- 
pabilidad, en  el  viejo  sentido,  hablar  de  peligro 
para  la  sociedad  en  ciertos  casos  y entender 
que  no  existe  en  otros,  es  un  grave  error. 

El  delincuente  revela  con  sus  actos  una  temi- 
bilidad  evidente  que  amenaza  a los  coasocia 
dos.  Trátese,  pues,  al  infractor  de  la  norma 
como  un  ser  peligroso,  y no  se  hagan  distingos 
que  dañan  a la  fecundidad  del  concepto.  Los 
positivistas  italianos  han  sido  más  lógicos  que 
los  modernos  defensistas.  Para  ellos  esta  idea, 
en  el  más  amplio  sentido,  es  la  fórmula  posi- 
tiva de  la  penalidad. 

Sintetizando.  Debe  someterse  a tratamiento 
asegurativo,  no  porque  el  hombre  que  ha  co- 
metido una  transgresión  sea  libre  en  el  obrar, 
no  porque  sea  idéntico  a si  mismo  y semejante 
a los  demás,  no  porque  sea  normal,  ni  inti- 
midable — como  quieren  los  que  hablan  de  im- 
putabilidad dentro  de  la  doctrina  determinis- 
ta— , sino  porque  constituye  un  peligro  social, 
porque  con  sus  actos  revela  su  temibilitá  o es- 
tado peligroso. 

Generalizando  este  concepto  muchas  cues- 
tiones, actualmente  muy  controvertidas  en  la 
esfera  juridicopenal,  se  solucionan  sin  esfuer- 
zo. No  habrá  ya  lugar  a discutir  el  problema 
de  la  imputabilidad  disminuida — a que  antes 
aludimos — que  con  el  estado  peligroso  se  zan- 
ja definitivamente.  Ya  no  habrá  que  buscar 
el  fundamento  de  la  punición  en  la  culpa  pe- 
nal — ese  segundo  grado  de  la  culpabilidad, 
cuyo  concepto  se  discute  todavía — en  la  "pre- 
visibilidad y vicio  de  la  voluntad”,  ni  en  un 
"vicio  de  la  inteligencia”,  ni  en  la  "sospecha  de 
dolo’  ’,  ni  se  podrá  decir  por  más  tiempo  que 
sólo  "se  castiga  por  excepción”;  la  fórmula  del 
estado  peligroso  resuelve  plenamente  el  pro- 
blema de  la  punibilidad  de  los  delitos  culposos. 


La  generalización  de  la  teoría  de  la  temibi- 
lidad  del  delincuente  requiere  que  se  haga  un 
mayor  empleo — que  el  que  hoy  se  da,  incluso 
en  los  modernos  proyectos  y anteproyectos  — 
de  las  medidas  asegurativas,  con  las  que,  a di- 
ferencia de  las  penas  clásicas,  se  procura  pre- 
venir más  que  reprimir,  y ya  que  la  pena  se 
mantenga  todavía,  se  precisa  despojarla  de  su 
viejo  sentido  expiatorio.  Aceptada  íntegramen- 
mente  la  fórmula  del  estado  peligroso,  la  pena 
— si  es  que  no  acaba  por  desaparecer  totalmen- 
te, reemplazada  por  las  medidas  de  seguridad 
— no  será  una  venganza,  ni  una  expiación,  ni 
tan  siquiera  una  medida  correccional  en  el  ro- 
mántico sentido  roderiano;  será  un  modo  que 
participe  del  triple  aspecto  intimidante,  co- 
rrectivo e inocuizador,  según  los  casos;  una 
pena  adaptada  al  carácter  y naturaleza  del 
agente;  es  decir,  lo  que  los  alemanes  llaman, 
con  frase  intraducibie  Gesinnungsstrafe,  que 
levanta  las  airadas  y monótonas  protestas  de 
von  Birkmeyer  y de  su  discípulo  Augusto 
Kohler. 

Es  evidente  también  que  la  fórmula  del  es- 
tado peligroso  exige  que  se  otorgue  a los  juz- 
gadores el  más  amplio  arbitrio,  y que  no  se 
tase  a priori  el  cuantum  de  la  pena — y menos 
aún  el  de  las  medidas  de  seguridad;  el  delin- 
cuente debe  estar  sometido  a tratamiento  penal 
hasta  tanto  que  cese  su  estado  peligroso  y no 
debe  prolongarse  más  allá  de  lo  que  reclame 
su  temibilidad;  esto  es,  que  la  "sentencia  de- 
finida” debe  substituirse  por  la  sentencia  inde- 
terminada. 

Mas  la  noción  del  estado  peligroso  no  debe 
circunscribirse  tan  sólo  para  los  que  ya  han 
violado  la  ley.  El  peligro  se  manifiesta,  en 
efecto,  por  el  crimen;  pero  para  el  grupo  ger- 
manobelga,  a que  antes  hemos  aludido,  el  esta- 
do peligroso  se  manifiesta  también  antes  del 
crimen,  y entonces  la  sociedad  debe  defender- 
se. Prins  es  también,  en  este  punto,  quien  me- 
jor concreta  la  doctrina  justa.  Mas  para  que 
pueda  intervenir  se  precisa  — según  el  sabio 
Profesor  belga  — que  se  trate  de  seres  anor- 
males, defectuosos,  degenerados.  Por  tanto,  con 
respecto  a los  hombres  anormales  que  aún  no 
han  delinquido,  la  sociedad  quedaría  desar- 
mada. Se  precisa,  pues,  un  paso  más;  cuando 
se  trate  de  individuos  inclinados  al  delito, 
cuando  por  su  mala  conducta,  sus  anteceden- 
tes, etc.,  se  puede  inferir  que  van  a violar  la 
ley  y perturbar  la  paz  social,  es  necesario  que 
el  Estado  actúe  con  medidas  preventivas  y ase- 
guradoras, aunque  se  trate  de  hombres  nor- 
males. 

No  puede  desconocerse  que  todo  este  siste- 
ma pugna  con  el  clásico  principio  nulla  poena, 
sine  lege,  que  el  maestro  Dorado  Montero  con- 
fiaba en  que  dejaría  de  ser  necesario  en  un 
Derecho  Penal  del  porvenir.  Ante  el  riesgo  de 
ver  en  peligro  las  garantías  individuales  que 
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afectan  a la  libertad  del  ciudadano,  y por  el 
miedo  a la  arbitrariedad  de  los  juzgadores,  se 
han  levantado — sobre  todo  en  Francia — gran- 
des objeciones  contra  la  generalización  del  es- 
tado peligroso.  Mas  no  se  olvide  que,  en  la 
actualidad,  las  conquistas  de  la  Revolución 
Francesa  han  pasado  ya  al  fondo  de  lo  incons- 
ciente y que  el  juez  no  necesita,  para  respetar- 
las, que  los  Códigos  sean  hierros  que  traben 
su  actividad.  Y,  sobre  todo,  téngase  presente 
que  ya  no  se  trata  de  un  Derecho  Penal  venga- 
tivo y expiatorio,  que  explicaría  el  deseo  de 
tomar  precauciones  contra  los  abusos,  sino  de 
la  defensa  social  consciente  y tutelar. 

* * * 

Ninguna  legislación  se  ha  atrevido  aún  a 
aceptar  la  fórmula  del  estado  peligroso  con  un 
criterio  amplio,  capaz  de  substituir  a los  anti- 
guos conceptos  de  la  imputabilidad  y respon- 
sabilidad. Pero  el  estudio  de  las  legislaciones 
extranjeras  nos  demuestra  que  en  cierta  me- 
dida, y de  un  modo  esporádico,  el  criterio  de 
la  temibilidad  se  va  abriendo  camino. 

Una  de  las  leyes  más  avanzadas,  en  este 
punto,  es  la  ley  egipcia  de  4 de  junio  de  1909, 
sobre  la  vigilancia  de  policía  aplicada  a las 
personas  peligrosas,  esto  es,  a todo  individuo 
notoriamente  conocido  por  su  habitualidad  en 
atentar  o amenazar  contra  la  persona  a pro- 
piedad ajenas.  Según  el  Art.  6^,  la  prueba  del 
carácter  'peligroso  del  individuo  consiste  en  la 
notoriedad  pública,  y no  es  preciso  probar  su 
participación  en  un  delito  determinado,  sino 
que  basta  comprobar,  de  una  manera  genérica, 
un  modo  de  vivir  peligroso  para  la  sociedad  en 
la  que  este  individuo  desarrolla  su  existencia. 
Esta  notoriedad  puede  demostrarse  incluso  por 
testimonio  de  vecinos. 

También  es  muy  digno  de  elogio  el  pará- 
grafo del  proyecto  del  Gobierno  austríaco  de 
1912,  en  el  que  se  establece  que:  "La  pena  debe 
regularse  según  la  culpabilidad  y el  estado  pe- 
ligroso del  autor,  . ” En  torno  a este  pará- 
grafo se  ha  discutido  mucho.  Birkmeyer, 
siempre  desde  su  punto  de  vista  clásico,  le  de- 
dica una  extensa  monografía,  censurándole 
torpemente,  y pidiendo  que  se  suprima  el  con- 
cepto y la  palabra  referente  a la  temibilidad 
del  individuo.  Y sin  embargo,  ahí  .están,  en 
germen,  las  más  fecundas  consecuencias  de  una 
defensa  social  inteligente,  si,  el  día  en  que  el 
proyecto  sea  Código,  se  maneja  con  acierto 
por  los  juzgadores  el  principio  transcrito. 

Estos  preceptos,  de  carácter  un  tanto  gene- 
ral, sobre  el  estado  peligroso  del  delincuente 
son  poco  frecuentes  en  las  leyes.  Su  recono- 
cimiento se  hace,  por  la  mayoría,  de  un  modo 
parcial,  para  casos  concretos,  con  respecto  a 
ciertos  individuos  que  han  quebrantado  ya  la 
ley,  frente  a las  cuales  se  establecen,  princi- 


palmente, medidas  de  seguridad.  Así,  pues, 
las  categorías  de  infractores  que  los  modernos 
proyectos  mencionados,  de  Suiza,  Alemania, 
Austria,  Servia,  Dinamarca  y Suecia,  conside- 
ran en  estado  peligroso,  son:  los  delincuentes 
por  vagancia;  los  bebedores  autores  de  delitos; 
los  criminales  habituales,  profesionales  e inco- 
rregibles; los  delincuentes  enajenados,  anor- 
males, etc.,  y los  menores  que  han  vulnerado 
la  ley. 

Raros  son  los  preceptos  en  que  se  reconoce 
el  estado  peligroso  antes  del  crimen.  Citemos 
como  ejemplo  laudable  la  ley  egipcia  de  1909, 
antes  mencionada,  y como  caso  particular  el 
reconocimiento  de  la  temibilidad  de  los  niños 
y adolescentes  desvalidos,  abandonados  y per- 
vertidos, para  los  que  se  han  creado  toda  una 
serie  de  medidas  y establecimientos  de  educa- 
ción ciudadana,  entre  los  que  descuella  el  gru- 
po de  las  George  Júnior  Republics  en  Norte- 
América. 

* ♦ * 

Nuestras  leyes  vigentes,  basadas,  casi  todas, 
en  los  viejos  principios,  desconocen  el  estado 
peligroso  del  criminal.  Tendríamos  que  re- 
montarnos a nuestro  Derecho  histórico  para 
encontrar  disposiciones  en  las  que — si  bien  in- 
conscientemente— se  tuvo  en  cuenta  la  temi- 
bilidad del  infractor. 

Pero  no  sólo  está  ausente  de  nuestro  Dere- 
cho la  fórmula  del  estado  peligroso,  sino  que 
se  menosprecia  el  sujeto  del  delito  como  hom- 
bre, y se  atiende  al  acto  más  que  a la  conducta 
del  que  lo  ejecutó.  La  única  excepción  atina- 
da se  halla  en  el  Art.  17,  párrafo  segundo,  del 
Código  Penal  de  la  Marina  de  Guerra,  y en 
el  173,  párrafo  primero,  del  de  Justicia  Mili- 
tar, en  los  que,  al  hablar  de  la  apreciación  de 
las  circunstancias  atenuantes  y agravantes,  se 
ordena  tomar  en  cuenta  el  grado  de  la  perver- 
sidad del  delincuente. 

En  lo  tocante  a medidas  de  seguridad  contra 
individuos  en  estado  peligroso,  todo  está  por 
hacer  en  nuestra  Patria.  Ausentes  de  nuestras 
leyes  están  los  medios  defensivos  contra  los 
delincuentes  habituales,  profesionales  e inco- 
rregibles; ausente  el  asilamiento  de  bebedores; 
ausente  la  casa  de  trabajo  para  los  que  violan 
las  leyes  por  vagancia,  considerada  como  delito 
en  el  Código  1848,  y que  hoy,  con  un  criterio 
absurdo,  se  aprecia  como  agravante. 

El  precepto  que  el  Código  Penal  contiene 
sobre  los  locos  e imbéciles  en  los  párrafos  se- 
gundo y tercero,  número  1^  del  artículo  8*^, 
podría  llegar  a ser  medida  de  seguridad;  pero, 
en  realidad,  hasta  que  se  terminen  las  obras 
del  manicomio  judicial  que  se  construye  en  la 
Colonia  Penitenciaria  del  Dueso,  carecemos  to- 
davía de  un  establecimiento  que  responda  a 
las  exigencias  modernas,  dónde  recluir  y tratar 
a los  delincuentes  enajenados  peligrosos. 
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Lo  legislado  entre  nosotros  sobre  menores 
que  han  delinquido  no  puede  ser  más  arcaico 
y absurdo.  Está  en  lo  cierto  Cuello  Calón, 
cuando  afirma  que  'Respecto  de  la  infancia  y 
de  la  edad  juvenil  hay  que  derribar  hasta  sus 
cimientos  los  preceptos  del  Código”. 

Y si  es  viejo  y malo  lo  que  las  leyes  estable- 
cen, no  es  mejor  lo  que  en  práctica  se  hace. 
El  Reformatorio  de  Alcalá  de  Henares — crea- 
do en  1901 — donde  son  enviados  los  menores 
de  veinte  años — ^según  el  Decreto  de  1907 — es 
un  edificio  sin  condiciones,  un  antiguo  hospital 
en  que  es  imposible  ensayar  procedimientos  ñio- 
dernos.  De  la  llamada  Escuela  de  la  Reforma 
de  Santa  Rita — ^de  iniciativa  privada — más  vale 
no  hablar;  silenciarse  es  lo  más  piadoso.  Los 
Asilos  Toribio  Durán,  de  Barcelona — también 
de  carácter  privado — son  merecedores  de  aplau- 
so, pero  en  ellos  sólo  ingresan  niños  errantes. 

Después  de  varios  intentos  llegan  a España 
los  Tribunales  para  niños;  pero  el  desacierto 
parece  presidir  tolo  lo  que  se  hace  entre  nos- 
otros, en  lo  tocante  a la  infancia  y la  adoles- 
cencia. El  decreto  — ley  de  25  de  noviembre 
de  1918 — que  desarrolla  las  bases  de  2 de 
agosto  del  mismo  año — se  inspira  más  en  el 
tímido  modelo  belga,  que  en  los  amplios  sis- 
temas norteamericanos. 

He  aquí  lo  poco  que  se  halla  en  nuestras 
leyes  relacionado,  más  o menos  directamente, 
con  el  concepto  del  estado  peligroso  y las  me- 
didas aseguradoras  y educativo-correccionales. 
Nadie  dudará  de  que  no  puede  ser  más  im- 
perfecto. 

De  los  Proyectos  de  reforma  del  Código  Pe- 
nal español,  el  único  que  tuvo  en  cuenta  la  te- 
mibilidad  del  culpable,  fué  el  proyecto  de  Mon- 
tilla  de  1902.  En  él  se  creaba  la  retención  in- 
determinada para  los  reincidentes  y la  casa  de 
incorregibles;  se  regulaba  con  acierto  el  pro- 
blema de  los  dementes  y anormales;  se  trazaba 
un  atinado  sistema  rativo  a los  menores,  etc. 
Pero  surgió  una  de  esas  crisis  habituales  en 
nuestro  país,  que  esterilizan  toda  labor  téc- 
nica, y las  Cortes  no  llegaron  a discutirle. 

Poco  o nada  esperamos  del  porvenir.  En 
España  la  política  se  entromete  en  todo  y lo 
corrompe  todo,  con  sus  luchas  menudas  de  per- 
sonalismo. Un  Código  moderno  sólo  puede 
ser  redactado  por  un  técnico,  al  que  se  encar- 
gue la  tarea  con  la  plena  responsabilidad  de  su 


nombre,  como  han  hecho  Suiza,  Dinamarca, 
Suecia,  etc.  Entre  nosotros  cuando  se  acude 
para  elaborar  una  ley  a una  persona  competen- 
te es  de  una  manera  extraoficial,  para  como- 
didad del  Ministro  y remedio  a su  ignorancia 
enciclopédica.  Así  preparó  Bernaldo  de  Qui- 
rós  el  Proyecto  del  Código  Penal  de  Montilla, 
y así  colaboró  Salillas  en  el  de  Ugarte  de  1905. 
Cuenta  el  primero  que  se  le  habilitó  para  reali- 
zar su  trabajo  el  "propio  tocador  del  Minis- 
tro” y en  aquél  "ambiente  de  perfumería” — ■ 
Agua  de  Colonia  y jabón  de  olor — se  engen- 
dró apresuradamente”  el  Proyecto.  De  este 
modo  no  se  puede  hacer  cosa  seria. 

Un  día — si  al  fin  llega — un  Ministro  enca- 
sacado  leerá  desde  la  tribuna  un  Proyecto  o 
unas  Bases  de  Código  Penal;  probablemente 
no  se  habrán  hecho  trabajos  preparatorios,  ni 
los  especialistas  habrán  sido  oídos.  En  unas 
pocas  sesiones — cuando  se  elaboró  el  vigente — * 
las.  Cámaras  discutirán  y aprobarán  el  nuevo 
cuerpo  legal.  Y las  doctrinas  modernas,  la 
fórmula  del  estado  peligroso,  las  medidas  de 
seguridad,  la  sentencia  indeterminada  y tan- 
tas otras  instituciones  desconocidas  del  legis- 
lador, quedarán  ausentes  de  la  nueva  ley. 
Allá,  en  los  libros,  en  las  monografías,  en  los 
artículos,  que  fuimos  escribiendo  con  deseos  de 
reforma  y puros  propósitos,  quedarán  las  nue- 
vas orientaciones.  Hablamos  demasiado  bajo, 
demasiado  serenamente  para  que  nuestras  pa' 
labras  lleguen  al  impuro  dominio  de  la  po- 
lítica. 

* * * 

Concluyamos,  Hemos  esquematizado  en  la 
doctrina  y en  las  leyes  la  última  de  las  posi 
ciones  que  se  adoptan  ante  el  problema  de  la 
responsabilidad.  Indudablemente  es  la  más 
fructífera  y,  tal  vez,  muy  factible,  a pesar  de 
temor  de  ver  comprometidas  las  garantías  in- 
dividuales: La  generalización  de  esta  fórmula 
exige — como  hemos  visto — que  se  modifique 
todo  el  ángulo  visual.  El  derecho  punitivo 
clásico  y expiatorio,  va  muriendo  y está  a pun- 
to de  caer  en  la  fosa  que  él  mismo  se  ha  ido 
cavando  por  falta  de  eficacia  en  la  lucha  contra 
el  delito.  En  el  Derecho  Penal  del  porvenir  el 
miedo  ’a  la  arbitrariedad  de  los  juzgadores  no 
será  el  fantasma  que  obstaculice  la  tarea  de- 
fensista,  pues  los  jueces  del  sistema  penal  nue- 
vo, verdaderos  médicos  sociales,  no  tendrán 
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como  tampoco  las  tienen  los  médicos  del  cuer- 
po, otras  limitaciones  que  las  que  les  impug- 
nan su  prudencia  y honradez,  unidas  a su  com- 
petencia científica,  que  deben  alcanzar  el  máxi- 
mum posible. 

Reemplazando  a los  antiguos  principios  clá- 
sicos, que  eran  grandes  monumentos  de  lógica, 
pero  cuya  ineficacia  práctica  ha  denunciado, 
con  triste  elocuencia,  el  creciente  aumento  de 
la  criminalidad  en  todos  los  países,  alborean 
estas  modernas  concepciones  que  convierten  el 
derecho  represivo  en  un  verdadero  Derecho 
Penal  preventivo,  protector  de  la  sociedad  y 
que  tal  vez,  por  esto  mismo,  tenga  que  llegar 
a ser  un  verdadero  Derecho  protector  de  los 
criminales.  La  paradoja  que  parece  resultar 
de  estas  ideas  no  está  más  que  en  la  superficie 


de  las  palabras,  puesto  que,  en  el  fondo,  al  de- 
fender a la  sociedad  contra  el  peligro  que  el 
delincuente  representa,  se  emplean  medios  tu- 
telares y asegurativos  frente  al  delincuente, 
como  se  usan  también  con  respecto  a los  inca- 
paces en  general,  que  son  temibles  para  la 
sociedad. 

En  su  más  amplio  sentido,  en  las  regiones  de 
la  , utopía,  habló  de  este  Derecho  protector  de 
los  criminales  el  maestro  Dorado  Montero, 
muerto  para  desdicha  de  la  ciencia  española, 
en  plena  madurez  de  pensamiento  y en  plena 
actividad  de  su  inteligencia. 

El  Derecho  de  los  delitos  y de  las  penas,  se 
desgaja,  cada  día  más,  del  tronco  del  árbol 
jurídico,  para  buscar  nueva  savia  en  los  cam- 
pos fecundos  de  la  Medicina  social. 
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DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 


AUTORES 

NOMBRE  DE  LAS  OBRAS 

a 

•o 

o 

•o 

o- 

B 

> 

"o 

> 

A 

78 

B 

2 

Arrióla,  J.  D.  de 

Nociones  de  Derecho  Jurisdiccional,  Civil  y Criminal, 
según  los  principios  y reglas  de  Derecho  Interna- 
cional  

76 

F 

1 

48 

c 

1 

c 

79 

B 

2 

F 

80 

B 

6 

77 

F 

1 

78 

F 

2 

79 

F 

2 

49 

c 

1 

J 

81 

B 

1 

M 

82 

B 

2 

O 

Olivares,  V 

Derecho  Internacional  en  sus  relaciones  con  el  Civil, 
Mercantil,  Penal  y de  Procedimientos 

80 

F 

1 

P 

Pillet,  A 

50 

c 

1 

Revue  de  Droit  International 

81 

F 

16 

s 

83 

B 

1 

Sánchez  de  Bustamante 

Jurisconsultos  de  Río  de  Janeiro  y el  Derecho  Inter- 
nacional   

84 

B 

1 

w 

51 

c 

6 

z 

Zamarra,  C 

La  Condición  Jurídica  de  los  Extranjeros  en  el  Perú.  . 

82 

F 

1 
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SEOOION  APMINtSTRAXIVA 

AOTA  NUMERO  65 


En  la  ciudad  de  Guatemala,  a los  nueve  días 
del  mes  de  mayo  del  año  de  mil  novecientos 
veintinueve,  siendo  las  nueve  de  la  mañana,  el 
infrascrito,  en  cumplimiento  de  lo  ordenado 
por  la  Corte  Suprema  de  Justicia  en  nota  nú- 
mero . . de  fecha  de  los  corrientes, 

se  constituyó  en  la  Receptoría  de  Fondos  de 
Justicia  con  el  objeto  de  presenciar  el  Corte  de 
Caja  correspondiente  al  mes  de  abril  del  co- 
rriente año.  En  el  propio  local  de  la  Recep- 
toría se  procedió  de  la  manera  siguiente: 

P — Traído  que  fué  a la  vista  el  Libro  de 
Caja,  se  encontró  debidamente  arreglado,  con 
las  operaciones  cerradas  hasta  el  día  treinta  de 
abril  del  año  en  curso; 

2“^ — £1  movimiento  de  Caja  durante  el  mes 
recién  pasado,  fué  el  siguiente: 


Saldo  de  marzo  ante- 


rior  $ 2,293.02  ^21,990.40 

Ingresos  en  el  mes..  17,939.92  22,813.50 


Sumas 

^20,232.94 

^44,803.90 

Egresos  en  el  mes  . 

17,031.72 

^19,176.50 

Saldos  para  mayo.  . 

$ 3,201.22 

^25,627.40 

3*^ — Los  saldos  para  el  mes  de  mayo,  de  con- 
formidad con  las  operaciones  anteriores,  fue- 
ron contados  por  el  infrascrito  y están  exactos; 

4*^ — Los  documentos  tanto  de  ingresos  como 
de  egresos  están  conformes; 

5'^ — Se  dió  por  terminada  la  reunión  a las 
diez  a.  m.,  del  día  indicado,  en  fe  de  lo  cual 
firma  conmigo  el  Receptor  General. — (f)  Ave- 
lino  Mariscal. — (f)  F.  Cifuentes  P. 


DETALLE  DE  LOS  GASTOS  VERIFICADOS  POR  LA  CAJA  DE 
LA  RECEPTORIA  GENERAL  DE  FONDOS  JUDICIALES,  A FA- 
VOR DE  LOS  DISTINTOS  TRIBUNALES  DE  LA  REPUBLICA 


Cuenta  Quetzales 

Al  Palacio  de  Muebles,  valor  de  dos  perchas 
para  uso  de  la  Secretaría  de  la  Corte 


Suprema Q 7.00 

A doña  Victoria  S.  v.  de  Asturias, 
por  el  alquiler  de  la  casa  que  ocu- 
pan los  Juzgados  de  lo  Civil.  100.00 

A F.  Avilés,  por  empastar  seis  libros 
de  la  Biblioteca  de  la  Corte  Su- 
prema  4.50 

A la  Empresa  Eléctrica,  por  luz  en 

marzo  anterior 14.50 

A Topke  y Co.,  valor  de  los  pedidos 

que  se  le  hicieron,  según  detalle  54.85 

A Meschede  y Co.,  valor  del  pedido 
que  se  Eizo,  según  factura  y para 
el  Juzgado  4^  de  1^  Instancia.  . 27.70 

A Herederos  de  J.  Godoy  V.,  valor 
de  aceite  de  linaza  para  la  pintura 
interior  de  la  planta  nueva  en  el 
edificio  de  la  Corte  Suprema . . . 90.00 

A Qualman  y Co.,  valor  de  materia- 
les para  la  nueva  instalación  de 
inodoros  en  la  parte  nueva  del 
edificio 16.35 


A Cordón  Hnos.,  valor  de  ocho  car- 
tapacios pedidos  por  cuenta  del 
Juzgado  4“^  de  P Instancia.  . . . 24.00 

Al  Juez  4*^  de  Paz,  por  el  servicio 

oficial  de  autos,  según  detalle.  . 17.50 

Valor  de  una  lámpara  eléctrica  des- 
tinada para  el  Juzgado  4^  de  P 

Instancia 12.50 

A la  A.  E.  G.,  valor  de  25  bombillas 
para  las  oficinas  de  la  Corte  Su 

prema 7.43 

A Casimiro  Morales,  por  reparación 

de  muebles,  según  detalle 30.00 

Al  Juez  P de  Paz,  por  el  servicio 

oficial  de  un  carruaje 2.00 

A Rómulo  Feltrín,  valor  de  una 
puerta  mampara  con  sus  vidrios 
para  el  Juzgado  3“^  de  P Instancia  73.00 

A Antonio  Valdés,  por  el  arreglo  de 

inodoros 10.00 

A Eliseo  Oliva,  valor  de  dos  mesitas 
para  máquina  de  escribir,  estilo 
núsión,  cinco  sillas  y com'postura 
de  vidrieras,  todo  del  Juzgado  4^ 
de  P Instancia 64.00 
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A M.  Martínez  D.,  valor  de  un  cua- 
dro grande  que  contiene  las  foto- 
grafías de  los  ex  Presidentes  del 
Poder  Judicial,  y colocado  en  el 
Despacho  de  la  Presidencia..  ..  Q300.00 

A E.  B.  Coffey,  por  el  arreglo  y 

ajuste  de  una  máquina  de  escribir  7.75 
A J.  F.  Iriarte,  por  sus  trabajos  de 
trasladar  los  archivos  de  las  Salas 
de  Apelaciones  al  Archivo  Gene- 
ral, en  el  mes  de  abril  (trabajos 


Sala  U) 35.00 

Abono  que  se  hace  a la  Agencia 
"Royal”  por  máquinas  de  escribir 
proporcionadas  a distintos  Tribu- 
nales de  la  República 100.00 

Suman  los  gastos Q998.08 


Cuenta  en  pesos  billetes 

A José  María  Illescas,  por  empas- 
tar 44  tomos  de  Protocolos,  exis- 
tentes en  mal  estado  en  el  Archi- 
vo General ^4,600.00 

A Antonio  Díaz  V.,  su  comisión  y 
gastos  de  una  caja  de  libros  sa- 
cada de  la  Aduana  para  la  Bi- 


blioteca del  Poder  Judicial.  . . 180.00 

Suman  los  gastos 04,780.00 


Guatemala,  30  de  abril  de  1929. 

(f)  F.  CIFUENTES  P. 
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SECCION  DE  ESXADISTICA 


CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPÚBLICA,  DURANTE  EL  MES  DE  ABRIL  DE  1929. 


(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

127 

5 

6 

138 

44 

11 

2 

57 

63 

16 

5 

84 

96 

34 

1 

131 

55 

6 

2 

63 

10 

10 

516 

500 

20 

1,036 

859 

421 

15 

1,295 

302 

271 

7 

580 

29 

33 

62 

84 

58 

142 

119 

93 

212 

119 

40 

159 

67 

24 

91 

92 

67 

159 

31 

8 

39 

73 

28 

1 

102 

160 

62 

4 

226 

198 

39 

1 

238 

126 

56 

3 

185 

53 

49 

2 

104 

127 

81 

2 

210 

52 

29 

81 

94 

41 

3 

138 

69 

37 

106 

Juzgado  de  1^  Instancia  del  Quiché 

163 

18 

181 

90 

38 

128 

176 

40 

3 

219 

108 

33 

3 

144 

137 

35 

5 

177 

73 

36 

2 

111 

115 

72 

2 

189 

36 

17 

53 

60 

37 

2 

99 

103 

43 

146 

4,626 

2,387 

91 

7,104 

La  Sala  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  civiles  durante  el  mes,  fué  la  2^  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  civil,  de  la  capital,  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  en  el  mes,  fué  el  1°  de 
Instancia,  a cargo  del  Licenciado  don  Juan  Córdova  Cerna. 

El  Juzgado  departamental  de  !'•'  Instancia  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  civil,  durante  el 
mes,  fué  el  de  Jutiapa,  a cargo  del  Licenciado  don  Antonio  Castañeda. 

Guatemala,  30  de  abril  de  1929. 

NOTA: — La  Sala  y Juzgados  de  i?  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  qo  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  los  enviaron 
en  su  oportunidad, 
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CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  MES  DE  ABRIL  DE  1929 


(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

192 

24 

7 

223 

88 

44 

54 

186 

99 

36 

39 

174 

116 

27 

46 

36 

179 

101 

38 

185 

174 

30 

34 

238 

174 

74 

14 

262 

325 

315 

15 

655 

512 

135 

17 

664 

287 

92 

4 

383 

157 

69 

5 

232 

342 

83 

13 

438 

379 

81 

6 

466 

379 

93 

17 

489 

371 

141 

2 

514 

154 

12 

1 

167 

470 

49 

9 

528 

294 

96 

17 

407 

257 

102 

5 

354 

343 

102 

20 

465 

99 

56 

6 

161 

49 

50 

5 

104 

383 

91 

3 

477 

2,027 

417 

176 

9 

2,212 

491 

73 

1 

455 

53 

3 

511 

180 

106 

3 

289 

377 

88 

17 

482 

Juzgado  de  Instancia  de  Jalapa 

76 

434 

39 

85 

8 

12 

123 

531 

329 

76 

13 

418 

223 

94 

2 

319 

315 

57 

1 

373 

37 

60 

2 

99 

381 

121 

6 

508 

10,786 

2,876 

480 

14,142 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes,  en  el  ramo  criminal,  fué  la  de 
Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  criminal  de  la  capital,  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes,  fué  el 
6*?  del^  Instancia,  a cargo  del  Licenciado  don  Oscar  Zeceña. 

El  Juzgado  departamental,  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes  en  el  ramo  criminal,  fué 
el  1*?  de  Instancia  de  Quezaltenango,  a cargo  del  Licenciado  don  José  María  Barrios  Rivera. 

Guatemala,  30  de  abril  de  1929. 


NOTA: — La  Sala  y Juzgados  de  i?  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro, 
en  su  oportunidad. 
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Principales  Tuncíonarios  del  Poder  Judicial  de  la  República 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Presidente,  Licenciado  don  José  A.  Medrano,  12 
Avenida  Sur,  número  20. 

Magistrado,  Licenciado  don  Quiríno  Flores  y Flo- 
res, Callejón  del  Colegio,  número  2. 

Magistrado,  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz, 
5"  Avenida  Norte,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  Abel  Paredes,  4’  Ave- 
nida Sur,  número  66. 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Ro- 
drígueZj  5"  Calle  Oriente,  número  8B. 

Secretario,  Licenciado  don  Alfredo  Valle  Calvo, 
Avenida  Central,  número  86. 

Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R., 
2"  Avenida  Norte,  número  15. 

Magistrado,  Licenciado  don  Francisco  Menéndez 
B.,  11  Calle  Oriente,  número  26. 

Magistrado,  Licenciado  don  Antonio  F.  Aguirre, 
11  Calle  Poniente,  número  18. 

Fiscal,  Licenciado  don  Alfonso  Hernández  Po- 
lanco,  13  Calle  Oriente,  número  41. 

Procurador,  Licenciado  don  Manuel  Franco  R., 
18  Calle  Oriente. 

Secretario,  Licenciado  don  Carlos  Girón  Zirión, 
9-  Calle  Oriente,  número  21. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Menéndez  A., 
4’  Avenida  Norte,  número  8. 

Magistrado,  Licenciado  don  Guillermo  Sáenz  de 
Tejada,  11  Avenida  Sur,  número  101. 

Magistrado,  Licenciado  don  Alberto  Argueta  S., 
Calle  Matamoros,  número  7. 

Fiscal,  Licenciado  don  Avelino  F.  Mariscal,  9’ 
Calle  Poniente,  número  2. 

Procurador,  Licenciado  don  Héctor  Villagrán,  Ca- 
llejón Concordia,  número  15. 

Secretario,  Licenciado  don  Juan  Fernández  Cór- 
doba, 9-  Avenida  Sur,  número  88. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Ramírez,  5" 
Calle  Poniente,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  David  Pivaral,  Ca- 
llejón Variedades,  número  14. 

Magistrado,  Licenciado  don  Fidencio  Duque,  12 
Avenida  Sur,  número  67. 

Fiscal,  Licenciado  don  Filadelfo  de  León,  3^  Ave- 
nida Sur,  número  76. 

Procurador,  Licenciado  don  Leopoldo  Rosales, 
Avenida  Central,  número  78. 

Secretario,  Licenciado  don  Fernando  Orellana,  h., 
4^  Avenida  Sur,  número  92. 

Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Isaías  Peñalonzo. 
Magistrado,  Licenciado  don  Angel  Cuevas  del  Cid. 
Magistrado,  Licenciado  don  Max.  Palomo  M. 
Fiscal,  Licenciado  don  Abraham  Bustamante. 
Procurador,  Licenciado  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secretario,  Licenciado  don  Gabriel  Cojulún. 


Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Angel  M.  Bocanegra. 
Magistrado,  Licenciado  don  Javier  Ramos  O. 
Magistrado  Licenciado  don  Lázaro  Valdés. 
Fiscal,  Licenciado  don  Daniel  Arellano. 
Procurador,  Licenciado  don  Emilio  Solís.  (In- 
terino). 

Secretario,  don  Francisco  Guerra  y Guerra. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Francisco  Rodríguez. 
Magistrado,  Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado  P 
Magistrado,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 
Fiscal,  Licenciado  don  Manuel  A.  Núñez. 
Procurador,  Licenciado  don  Francisco  Delgadillo 
Zamora. 

Secretario,  don  A.  Chacón  B. 

Magistrados  Suplentes  de  la  Corte  de  Apelaciones 

De  la  Sala  1’,  Licenciado  don  José  María  Cumes. 
De  la  Sala  1",  Licenciado  don  José  Lara. 

De  la  Sala  2",  Licenciado  don  Federico  O.  Salazar. 
De  la  Sala  2’,  Licenciado  don  Ernesto  Viteri. 

De  la  Sa^a  3",  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey. 
De  la  Sala  3",  Licenciado  don  Federico  Salazar. 
De  la  Sala  4",  Licenciado  don  Luis  F.  Molina. 

De  la  Sala  4\  Licenciado  don  Filadelfo  Fuentes. 
De  la  Sala  5-,  Licenciado  don  Silvano  Duarte. 

De  la  Sala  5"  Licenciado  don  Antonio  Castañeda. 
De  la  Sala  6”,  Licenciado  don  Juan  C.  Alvarado. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Eulogio  González. 

jueces  de  Primera  Instancia  de  la  capital 

Juez  19,  Licenciado  don  Juan  Cs~rdoba  Cerna,  15 
Calle  Oriente,  número  32, 

Juez  2*^,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey  1’  Ca- 
lle Oriente,  Jocotenango,  número  4. 

Juez  3’,  Licenciado  don  Antonio  Cruz,  13  Aveni- 
da Sur,  número  17. 

Juez  49,  Licenciado  don  Francisco  Valdés  Calderón 
Juez  5^.  Licenciado  don  Luis  Arturo  González. 
Juez  6’,  Licenciado  don  Oscar  Zecena,  2’  Calle 
Poniente,  número  6. 

Funcionarios  Militares  de  la  capital 

Auditor  General  de  Guerra  de  la  República,  Li- 
cenciado don  Elíseo  Solís. 

Comandantes  de  Armas,  General  don  Doroteo 
Monterroso. 

Auditor  de  Guerra  de  este  departamento.  Licen- 
ciado don  Rafael  Nuila. 
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Jueces  de  Primera  Instancia  de  los  departamentos 


Juez  d¿  Amatitláa,  Licenciado  don  Eduardo  Ri- 
vera. 

Juez  de  la  Alta  Verapaz,  Licenciado  don  J.  Octavio 
Martínez  M. 

Juez  de  la  Baja  Verapaz,  Licenciado  don  Pedro 
Contenti,  h. 

Juez  de  Chimaltenango,  Licenciado  don  Francisco 
Carrillo,  h. 

Juez  de  Chiquimula,  Licenciado  don  Guillermo 
Cabrera  M. 

Juez  de  Escuintla,  Licenciado  don  J.  Liberato 
Valdés. 

Juez  de  Huehuetenango,  Licenciado  don  Manuel 
J.  Vásquez. 

Juez  de  Izabal,  Licenciado  don  Francisco  Sarti, 

Juez  de  Jalapa,  Licenciado  don  Efraín  Peñalva. 

Juez  de  Jutiapa,  Licenciado  don  Antonio  Casta- 
ñeda. 

Juez  del  Petén,  Licenciado  don  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  Quiché,  Licenciado  don  Jesús  Unda 
Murillo, 

Juez  P de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
María  Barrios  Rivera. 

Juez  2*^  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Vicente  Rodríguez. 


Juez  39  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Dionisio  Palacios. 

Juez  de  Retalhuleu,  Licenciado  don  Humberto 
Robles  B. 

Juez  de  Sacatepéquez,  Licenciado  don  Alfonso 
Carrillo. 

Juez  de  Suchitepéquez,  Licenciado  don  Augusto 
Linares  L. 

Juez  de  Sololá,  Licenciado  don  José  1.  Cabrera. 

Juez  de  San  Marcos,  Licenciado  don  Luis  F. 
Rosales. 

Juez  de  Santa  Rosa,  Licenciado  don  Alfonso  Ci- 
fuentes  S. 

Juez  de  Totonicapán,  Licenciado  don  José  Lean- 
dro Rodas. 

Juez  de  Zacapa,  Licenciado  don  Oscar  Murga. 

Juez  de  El  Progreso,  Licenciado  don  José  Luis 
Quiñónez. 

Juez  de  Coatepeque,  Licenciado  don  J.  Miguel 
Herrera. 

Juez  de  Chiquimulillaj  Licenciado  don  Carlos  B. 
Rivera. 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  P y de  Guatemala  y Juzgados  de 
1“  Instancia  y Comandancias  de  Armas  de  Amati- 
tlán  Petén,  Santa  Rosa  y Baja  Verapaz;  y Juzga- 
do Territorial  de  Chiquimulilla. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  y 4"  de  1"  Instancia  de  Guatemala 
y Juzgados  de  1"  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Chimaltenango,  Alta  Verapaz  y Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  3^  y 5^  de  1"  Instancia  de  Guatemala, 
^Comandancias  de  Armas  de  Guatemala,  Juzgado 
de  1-  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Sa- 
catepéquez; y Juzgado  Territorial  de  El  Progreso. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1^,  2-  y 3*^  de  Instancia  y Comandan- 
cias de  Armas  de  Quezaltenango  y Juzgados  de  V 
Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  San  Mar- 
cos y Retalhuleu;  y Juzgado  Territorial  de  Coa- 
tepeque. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  !■  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Jalapa,  Jutiapa,  Chiquimula,  Zacapa  e Iza- 
bal,  y Juzgado  Territorial  de  Asunción  Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1"  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Totonicapán,  Sololá.  Quiché,  Huehuetenan- 
go  y Suchitepéquez. 


CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPUBLICA 


Vocales  Militares  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 

Propietarios:  Generales  de  División  don  José 
Reyes,  don  Flavio  Ovalle;  y, 

Suplentes:  Generales  de  División  Mauro  de  León 
y Francisco  Mollinedo. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Primera,  Segunda  y Tercera 
de  Apelaciones 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Ismael  Pa- 
checo Quevedo. 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Luis  Leo- 
nardo. 


Suplente,  General  de  Brigada  don  Pedro  Zamora 
Castellanos. 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Arturo  Romero. 

Vocales  Müitares  de  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Paulino  Her- 
nández. 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Gabriel  S01 
beranis. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Nicolás  Maído- 
nado. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Jacobo  Aguilar  P 
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Vocales  Militares  de  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Macabeo  Pinto. 

0 * Propietario,  ^Coronel  don  Benjamín  Morales. 

Suplente,  Comandante  don  Martín  Carias. 

Suplente.  Comandante  don  Moisés  Morales. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Sexta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Enrique  F.  Cruz. 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Luis  Alfredo 
f , Arango. 

PERMANENTE 

• • 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  está  dis-  conducta  oficial  está  llamada  a vigilar,  y,  en 
puesta  a atender  las  indicaciones  que  haga  consecuencia,  espera  que  la  prensa  hónra- 
la prensa  seria,  acerca  de  los  medios  que  da,  imparcial  y patrióticamente  intenciona- 
• . puedan  emplearse  para  el  progresivo  me-  da,  concrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
jorofniento  de  la  administración  de  justi-  hechos  y las  personas  contra  las  cualeá  pro- 
cia;  despachará  toda  queja  o denuncia  que  ceda  hacerse  una  investigación,  porque  de 
I se  le  presente  contra  las  autoridades  cuya  lo  contrario  ésta  resultaría  infructuosa 


Suplente,  Coronel  don  Heliodoro  Benítez. 
Suplente,  Coronel  don  Ramón  Peñalonzo. 


Empleados  Especiales  del  Poder  Judicial 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco  Ci- 
fuentes  Pontaza.  Bibliotecario,  Bachiller  don  Miguel 
A.  Alvarado,  h. 
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litigantes,  en  nada  aprovecha  a sus  coli- 
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Cuando  es  cierta  la  muerte  de  una  persona 
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pública, durante  el  presente  mes  de 
mayo * 70/6 

Principales  funcionarios  del  Poder  Judi- 
cial.—Distritos  jurisdiccionales. — Corte 
Marcial. — Permanente 70/8 


Canje  y correspondencia  diríjase  a la  Biblioteca  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  (8a.  Av.  y Ll  C.  0.) 
Guatemala,  República  de  Guatemala.  Teléfono  Automático  Número  3194. 


DBG 


DGG 


DBG 


D[ 


J 


TIP.  NACIONAL 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 

PUBLICACION  MENSUAL  DEL  PODER  JUDICIAL  DE  LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA 


Tomo  XXVI.  Guatemala,  mayo  de  1929  N°  35 


La  Dirección  de  la  GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES  hace  constar  que,  solamente  los  autores 
son  responsables  de  las  doctrinas  sustentadas  en  los  artículos  que  se  publiquen  en  ella. 


SECCION  EDITORIAL- 


J U STI  C I A 


Justicia,  deidad  cuyo  atributo  es  la  rectitud, 
cuyo  derrotero  es  siempre  para  el  frente,  que 
no  tiene  otro  punto  de  referencia  más  que  el 
derecho  y no  tiene  oídos  más  que  para  las 
voces  del  deber. 

Fue  representada  por  los  antiguos,  con  los 
ojos  vendados  para  expresar  de  esa  manera 
que  ante  ella  no  hay  color  ni  dimensión;  que 
a pesar  de  murmuraciones,  de  cánticos  de 
aprobación,  de  halagos  o de  amenazas,  su  cami- 
no es  eternamente  recto — sin  importarle  esca- 
brosidades, sin  arredrarle  los  obstáculos,  con 
toda  su  conciencia,  con  todos  sus  atributos — es 
decir,  con  toda  la  diafanidad  de  su  espíritu, 
puesta  sobre  la  balanza  simbólica  y con  la  fuer- 
za de  su  brazo  apretando  la  espada  de  la  ley 
para  imponerse,  para  que  cada  quien  acepte  su 
veredicto  aunque  éste  vaya  contra  sus  preten- 
siones y no  esté  de  acuerdo  con  sus  puntos  de 
vista. 

A cada  uno  lo  que  le  corresponde;  a cada 
uno  según  su  derecho,  este  es  el  anhelo  de  la 
justicia,  pero  es  natural,  muy  humano  es,  que 
de  esa  manera  una  de  las  partes  interesadas, 
por  circunstancias  especiales  que  la  justicia 
aquilató,  quede  del  lado  de  los  vencidos,  y se 
vuelva  tal  vez  airada  contra  una  resolución  que 
si  se  examinara  sin  apasionamientos  y hacien- 
do a un  lado  el  interés  que  se  pudo  haber  per- 
dido o el  amor  propio,  llegaría  a demostrarse 
como  bondadosa  y digna  del  acatamiento  ilu- 
minado por  la  razón  y por  la  sanidad  de  una 
intención  propuesta  a extirpar  el  error. 


El  Juez  es  humano,  y ya  es  demasiado  tri- 
llado el  concepto  de  que  la  humanidad  no 
puede  substraerse  al  error,  pero  también  loa 
litigantes  son  partículas  de  esa  humanidad  y 
nunca  podrían  creerse  infalibles. 

La  ley  debe  cumplirse  y es  la  pauta  que  la 
justicia  puso  en  manos  de  los  juzgadores;  su 
dureza  con  todo  y que  fuera  fulminadora  debe 
ser  aceptada,  porque  ante  todo  está  el  derecho 
salvador  y sustentador  de  los  conglomerados 
sociales. 

Surge  a cada  instante  un  nuevo  caso,  una 
dificultad,  un  rozamiento  de  derechos  que  se- 
para dos  intereses;  que  se  torna  cuestión  de 
vida  o muerte,  que  llena  de  coraje  y ofusca 
a los  contendientes.  Cada  uno  de  ellos  con  su 
bagaje  de  argumentos,  creyéndose  dueño  de  la 
razón,  errado  quizá,  pero*de  buena  fe  muchas 
veces,  lucha  y quiere  inclinar  la  interpretación 
de  la  ley  a su  lado;  quiere  adaptarla  al  punto 
que  defiende.  Estos  dos  que  van  tras  el  logro 
de  algo  que  ambicionan  como  suyo,  emplean 
todos  los  medios  por  ganar  el  combate;  son 
los  que  se  llegan  al  Juez;  y si  existe  controver- 
sia, y las  dos  partes  exponen  sus  pretensiones 
y éstas  no  pueden  compaginarse,  es  natural 
que  uno  de  los  dos  tenga  la  razón,  la  que  el 
Juez  dará  a quien  corresponda  en  nombre  de 
la  justicia  y de  acuerdo  con  la  ley. 
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SECCION  JUDICIAL 

CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


AMPARO,  presentado  a la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  por  el  ciudadano  alemán,  Richard 
Eckermann,  contra  actos  del  Poder  Ejecutivo 


SOLICITUD  DE  AMPARO 


Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia: 

Richard  Eckermann,  de  treinta  años,  soltero, 
agricultor,  originario  de  Kiel,  Alemania,  actual- 
mente detenido  en  el  Segundo  Cuerpo  de  In- 
fantería en  esta  ciudad,  con  protestas  de  mi 
mayor  respeto  expongo: 

En  virtud  de  gestiones  llevadas  a cabo  por 
la  Legación  de  Alemania,  ante  el  Gobierno  de 
esta  República,  se  ha  tramitado  en  el  Minis- 
terio de  Relaciones  Exteriores  un  expediente 
sobre  mi  extradición  de  este  país,  para  ser 
entregado  a las  autoridades  de  Alemania,  mi 
Patria  de  origen,  donde  se  me  acusa  de  haber 
participado  en  la  muerte  de  Fritz  Beyer. 

Después  de  un  año  de  tramitación,  lapso 
durante  el  cual  he  permanecido  preso  en  este 
país,  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 
sometió  a la  firma  del  señor  Presidente  de  la 
República  el  acuerdo  gubernativo  de  fecha  18 
de  mayo  en  curso,  cuya  parte  resolutiva  dice: 

"Por  Tanto:  El  Presidente  de  la  República, 
"acuerda:  conceder  la  extradición  del  ciudada- 
"no  alemán  Richard  Eckermann,  quien  será  en- 
"tregado  a la  orden  de  la  Legación  de  Alema- 
"nia  en  Guatemala,  bajo  la  condición  de  que 
"dicho  Richard  Eckermann  no  será  juzgado  ni 
"castigado  en  Alemania  por  otro  hecho  distinto 
"del  que  motiva  su  entrega  por  el  Gobierno  de 
"la  República,  y que  en  ningún  caso  le  será 
"aplicada  la  pena  de  muerte,  aunque  así  proce- 
"diere  conforme  a las  leyes  alemanas.  Comu- 
"niquese.  Chacón. — El  Secretario  de  Estado  en 
"el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  Adrián 
"Rednos”. 

El  hecho  del  cual  se  me  acusa  ante  los  Tri- 
bunales de  Justicia  de  mi  país,  ocurrido  en  los 
días  inmediatamente  anteriores  al  16  de  di- 
ciembre de  1923,  obedeció  a circunstancias  de 
orden  político,  derivadas  del  estado  anormal 
en  que  se  encontraba  mi  Patria  en  aquel  en- 
tonces a consecuencia  de  la  pérdida  de  la  gue- 
rra y de  las  convulsiones  sociales  y políticas 
que  siguieron  a tales  acontecimientos. 


El  carácter  puramente  político  del  hecho  que 
se  me  imputa  ha  sido  reconocido  por  el  Ho- 
norable Consejo  de  Estado  de  Guatemala,  que 
en  su  sesión  celebrada  el  24  de  diciembre  de 
1928,  hizo  la  siguiente  declaración,  que  consta 
en  el  punto  quinto  del  acta  respectiva:  "5'' — Se 
"leyó  el  dictamen  del  señor  Consejero,  Licen- 
"ciado  don  Rodolfo  E.  Sandoval  en  el  asunto 
"de  extradición  del  ciudadano  alemán  Richard 
"Eckermann.  — Fue  puesto  a discusión  y cada 
"uno  de  los  señores  Consejeros  externó  su 
"opinión.  El  dictamen  del  señor  Consejero 
"ponente  contiene  los  siguientes  puntos:  "Poí 
"ahora  y mientras  no  se  llenen  los  requisito? 
"apuntados,  no  es  procedente  acceder  a la  ex- 
"tradición  de  Richard  Eckermann,  solicitada 
"por  el  señor  Ministro  alemán;  — El  delito 
"por  que  se  persigue  a dicho  individuo  no  está 
"establecido  en  la  defensa,  ni  en  la  demás  do- 
"cumentación,  que  sea  político  ni  conexo  a 
"éste. 

"Del  expediente  tienen  conocimiento  todos 
"los  señores  Consejeros  por  habérseles  dado 
"copia  con  bastante  anticipación,  de  un  extrac- 
"to  que  se  hizo  de  toda  la  actuación,  así  como 
"del  luminoso  dictamen  del  señor  Consejero 
"Licenciado  don  Rodolfo  E.  Sandoval.  To- 
"mando  en  consideración  todos  estos  antece- 
"dentes  y después  de  una  discusión  detallada 
"de  este  asunto,  los  señores  Consejeros,  por 
"unanimidad,  se  pusieron  de  acuerdo  con  el 
"primer  punto,  que  no  estando  pedida  la  extra- 
"dición  del  señor  Eckermann  con  arreglos  a 
"los  principios  generales  del  Derecho  Inter- 
"nacional  ni  a nuestras  propias  leyes,  que  son 
"las  que  nosotros  debemos  aplicar  en  primer 
"término,  no  procede  conceder  la  extradición 
"pedida,  mas  no  procede  negarla  con  el  ca- 
'rácter  de  "por  ahora”  como  se  ha  propuesto 
"porque  no  se  trata  de  un  juicio  civil  en  que 
"son  admisibles  esta  clase  de  providencias,  ni 
"es  conveniente  ni  justo  dejar  abierto  esta 
"asunto,  como  animando  a la  parte  contraria 
"de  Eckermann  a que  haga  nuevas  gestiones. 
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"Por  esta  razón  los  señores  Consejeros  li- 
'miráronse  a denegar  la  extradición  pedida, 
'terminando  así,  de  modo  definitivo,  en  cuanto 
'a  este  punto,  la  presente  actuación. 

"En  cuanto  al  segundo  punto,  es  decir,  si  el 
'hecho  de  que  se  trata  es  un  delito  político  o 
'conexo  con  él,  convinieron  que  debe  tomarse 
'en  consideración  que,  la  organización  del 
'Ejército  Negro  no  tenia  por  fin  intereses  in- 
'dividuales  o personales,  sino  el  interés  públi- 
'co  de  defender  a la  Patria  en  caso  de  ser 
'atacada  por  los  vecinos  y de  evitar  el  incre- 
'mentó  del  comunismo,  del  bolchevismo  cuyas 
'ideas  eran  consideradas  atentatorias  al  bien 
'social  y político  de  la  Nación.  No  se  trata, 
'pues,  de  fines  inmorales  sujetos  a sanción 
'penal  del  orden  común.  Se  trataba  de  la 
'Patria.  Se  proponían  defender  la  indepen- 
'dencia,  el  honor  y los  intereses  de  su  Nación, 
'lo  cual  constituye  indudablemente  un  hecho 
'político,  que  hasta  cierto  punto  podía  consi- 
'derarse  como  altamente  meritorio.  Por  con- 
'siguiente  si  para  defender  al  Ejército  Negro 
'se  vieron  arrastrados  por  las  circunstancias 
'a  realizar  hechos  delictuosos,  necesariamente 
'deben  considerarse  como  conexos  al  hecho 
'principal  o delito  de  que  se  ha  hecho  rela- 
'ción.  En  este  caso  el  artículo  30  de  nuestra 
'Constitución  nos  prohíbe  terminantemente 
'conceder  la  extradición  pedida  del  Subtenien- 
'te  Ricardo  Eckermann,  dictando:  "Es  prohi- 
'bida  la  extradición  por  delitos  políticos  o los 
'comunes  conexos”. 

"Además,  deben  considerarse  y tomarse  en 
'cuenta  para  resolver  que  el  asilo  es  un  dere- 
'cho  sagrado  establecido  y reconocido  por 
'todas  las  naciones,  desde  la  más  remota  anti- 
'güedad,  de  modo  que  el  país  en  que  se  asila 
'un  fugitivo,  está  obligado  a defenderlo  por 
'cuantos  medios  legales  estén  a su  alcance  por- 
'que  el  asilo,  no  sólo  representa  un  deber 
'moral  de  defender  al  asilado,  sino  que  en- 
'vuelve  también  la  autonomía,  la  independen- 
'cia  y el  honor  de  la  nación  en  cuyo  territorio 
'se  ha  refugiado  un  fugitivo.  También  se  debe 
'considerar  que,  en  caso  de  duda,  es  un  prin- 
'cipio  universalmente  aceptado  por  todas  las 
'legislaciones,  y por  la  nuestra  también,  que 
'debe  interpretarse  la  ley  en  favor  del  reo. 

"Tomando  en  consideración  todo  lo  expues- 
'to,  los  señores  Consejeros,  por  unanimidad, 
'declararon  que  debe  denegarse  la  extradición 
'pedida  del  ex  Subteniente  Richard  Ecker- 
'mann;  y tomando  en  consideración  que  esta 
'persona  está  detenida  desde  el  diez  y ocho  de 
'marzo  del  corriente  año,  con  el  objeto  de  evi- 
'tar  que  quejas  o reclamos  que  puedan  venir 
'más  tarde  y porque  es  justo,  se  recomienda 
'que  se  ponga  en  libertad  inmediatamente”. 


No  obstante  esta  terminante  declaración  del 
Honorable  Consejo  de  Estado,  el  Ministerio 
de  Relaciones  Exteriores  siguió  demorando  la 
resolución  pertinente,  hasta  el  18  de  mayo  en 
curso  que  fué  dictado  el  acuerdo  gubernativo 
que  concede  mi  extradición. 

La  disposición  contenida  en  el  acuerdo  gu- 
bernativo de  mérito,  viola  el  artículo  30  de  la 
Constitución  de  la  República,  que  establece  un 
derecho  y una  garantía  para  todos  los  habitan- 
tes de  la  República,  sin  distinción  de  su  nacio- 
nalidad. Arts.  13  de  la  Constitución  y 10,  43 
y 95  de  la  Ley  de  Extranjería. 

De  conformidad  con  los  Arts.  U,  inciso  U; 
3'',  incisos  P,  8'',  9'^,  y 12'’  de  la  Ley  de  Amparo, 
Decreto  legislativo  N'’  1539  comparezco  ante 
esta  Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia  a 
solicitar;  a)  que  se  constituya  en  Tribunal  de 
Amparo  para  conocer  de  este  recurso,  que  in- 
terpongo contra  el  señor  Presidente  de  la  Re- 
pública y el  señor  Secretario  de  Estado  en  el 
Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  por  habet 
dictado  el  acuerdo  gubernativo  del  18  de  mayo 
en  curso,  que  concede  mi  extradición  al  Go- 
bierno de  Alemania;  b)  que  se  pidan  los  ante- 
cedentes completos  al  Ministerio  respectivo; 
c)  que  se  ordene  al  Poder  Ejecutivo  la  suspen- 
sión provisional  de  la  orden  de  extradición  y 
entrega  de  mi  persona  a la  Legación  de  Ale 
manía;  d)  que  se.  abra  a prueba  oportunamen- 
te el  recurso;  y,  e)  que  en  definitiva  se  decla- 
re: que  por  tratarse  de  un  delito  político,  no 
procede  conceder  mi  extradición  al  Gobierno  de 
Alemania. — Guatemala,  23  de  mayo  de  1929. 

RICHARD  ECKERMANN. 

En  su  auxilio, 

ALEJANDRO  ARENALES. 


PROVIDENCIA  de  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, en  concepto  de  Tribunal  de  Amparo, 
mandando  suspender  provisionalmente  la 
extradición  del  presentado,  Richard  Ec- 
fcermann. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  vein- 
titrés de  mayo  de  mil  novecientos  veintinueve. 

Con  vista  de  lo  expuesto  en  el  anterior  me- 
morial, pídanse  los  antecedentes  o en  su  caso 
informe  circunstanciado  dentro  del  término  de 
veinticuatro  horas  y suspéndase  provisional- 
mente la  ejecución  del  acto  que  ha  dado  lugar 
al  presente  recurso.  Artículos  D,  9'’  y 12,  del 
Decreto  legislativo  Número  1539. 

Medrano.  — Flores  y Flores.  — Serrano  Mu- 
ñoz. — Paredes.  — Rodríguez.  — Alf.  Valle 
Calvo,  Secretario. 
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INFORME  DEL  MINISTERIO  DE 
RELACIONES  EXTERIORES 

Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia: 

De  conformidad  con  la  providencia  de  ese 
Tribunal,  fecha  23  del  corriente,  recaída  en  el 
recurso  de  amparo  presentado  por  el  ciuda- 
dano alemán  Richard  Eckermann  contra  el 
acuerdo  emitido  por  el  señor  Presidente  de  la 
República,  por  el  órgano  de  esta  Secretaría,  con 
fecha  18  de  mayo  actual,  en  el  que  se  concede 
al  Gobierno  de  Alemania  la  extradición  de  di- 
cho individuo  por  el  delito  de  complicidad  e 
instigación  al  asesinato,  tengo  el  honor  de  in- 
formar a la  Honorable  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, previa  manifestación  de  mis  respetos,  lo 
que  sigue: 

Richard  Eckermann,  prófugo  de  Alemania 
se  refugió  en  México  y siendo  perseguido  en 
el  segundo  país  nombrado,  por  requerimiento 
de  la  justicia  alemana,  se  refugió  en  seguida  en 
territorio  de  Guatemala. 

A solicitud  de  la  Legación  de  Alemania, 
transmitida  el  20  de  abril  de  1927,  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  comisionó  al  Juez  5''  de  P 
Instancia  de  la  capital  para  que  procurara  la 
captura  de  Eckermann,  la  cual  se  logró  el  18 
de  mayo  de  1928,  y a continuación,  la  Corte 
dictó  la  providencia  de  26  de  mayo  mandando 
volver  las  diligencias  respectivas  a la  Secreta- 
rí  de  Gobernación  y Justicia,  quien  las  remitió 
a continuación  a la  de  Relaciones  Exteriores. 

Mientras  tanto,  la  Legación  Alemana  había 
pedido  a su  Gobierno  el  suplicatorio  en  forma 
para  lograr  la  extradición,  el  cual  fue  presen- 
tado a esta  Secretaría  el  26  de  julio  de  1928. 
Dicho  documento  fue  expedido  por  el  Juez  de 
Instrucción  de  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Schwerin,  Estado  de  Mecklemburgo-Schwerin, 
el  18  de  junio  de  dicho  año  y contiene  los 
motivos  de  la  acusación,  orden  de  captura  y 
certificación  de  las  pruebas  de  la  acusación. 

Del  contenido  de  dichos  documentos  se  des- 
prende que  Richard  Eckermann  fué  acusado 
ante  los  Tribunales  de  Schwerin  por  los  si- 
guientes hechos:  porque  de  acuerdo  con  otros 
antiguos  oficiales  del  Ejército  Alemán,  miem- 
bros de  una  institución  conocida  con  el  nom- 
bre de  Ejército  Negro,  organizada  secreta- 
mente para  cooperar  con  el  Gobierno  al  man- 
tenimiento del  orden  y a reprimir  el  comunis- 
mo y bolchevismo,  resolvió  dar  muerte  al  indi- 
viduo Fritz  Beyer,  que  había  solicitado  su  in- 
greso a aquella  institución  secreta  y de  quien 
aquellos  oficiales  desconfiaban,  creyendo  que 
llegaba  con  objeto  de  espiarlos.  Reunidos  los 
oficiales  para  deliberar  sobre  lo  que  debe  ha- 
cerse con  Beyer,  opinaron  que  debía  suprimír- 
sele porque  había  visto  demasiado  de  organi- 
zación. Entonces  Richard  Eckermann  se  hizo 


cargo  de  hacerlo  desaparecer  y ordenó  al  ex 
guardacampo  Karl  Bolt  que  lo  llevara  al 
campo  y lo  matara. 

El  15  de  diciembre  de  1923,  al  anochecer, 
Bolt  sacó  a Bayer  de  su  alojamiento  y con  el 
pretexto  de  que  iba  a conseguirle  colocación 
en  el  campo,  tomó  con  él  el  tren  de  Schwerin 
hasta  la  Estación  de  Mecklemburgo  y en  esa 
misma  noche,  cerca  de  la  aldea  de  Mecklem- 
burgo, lo  mató  por  detrás  de  un  tiro  de  revól- 
ver. El  cadáver  fué  enterrado  en  el  mismo 
lugar  y no  fué  descubierto  hasta  el  14  de  ene- 
ro de  1925. 

Al  averiguar  este  hecho,  la  justicia  siguió  el 
proceso  respectivo  contra  los  culpables,  y el 
Jurado  de  Schwerin  condenó  a Bolt  a la  pena 
de  muerte,  que  le  fué  conmutada  por  el  Esta- 
do, y a los  demás  culpables  les  impuso  las 
penas  correspondientes  a su  participación  en  el 
crimen,  como  sigue:  al  comerciante  Otto  Stuc- 
ken,  a seis  años  de  presidio,  por  complicidad; 
al  estudiante  Erich  Franz,  a un  año  de  prisión 
por  no  haber  denunciado  el  hecho;  y a Theo- 
dor  Peters  y Wilhelm  Roder,  a seis  y cuatro 
meses,  respectivamente,  por  su  ayuda  al  crimen, 
todo  de  conformidad  con  las  prescripciones 
del  Código  Penal. 

Richard  Eckermann,  instigador  del  crimen, 
se  escapó  de  Alemania,  y habiendo  llegado  a 
Guatemala,  se  solicitó  su  captura  y luego  su 
extradición. 

Inmediatamente  que  este  individuo  fué 
preso  provisionalmente  en  Guatemala,  comen- 
zaron gestiones  en  su  favor  algunos  de  sus 
compatriotas  residentes  en  este  país  y el  pro- 
pio interesado.  Con  ese  motivo,  la  Secretaría 
de  Relaciones  Exteriores,  hoy  a mi  cargo,  dis- 
puso oír  la  opinión  del  Consejo  de  Estado  y 
mandó  pasar  a dicho  Cuerpo  las  diligencias 
respectivas.  Después  de  algún  tiempo  el  Con- 
sejero Licenciado  don  Rodolfo  E.  Sandoval,  a 
quien  el  Consejo  designó  para  que  abriera 
dictamen,  emitió  su  informe,  en  el  cual,  contra 
lo  manifestado  por  los  interesados  en  lograr 
la  libertad  de  Eckermann,  opinó  que  el  hecho 
por  el  cual  se  persigue  a este  individuo  es  un 
delito  del  orden  común.  Los  miembros  res- 
tantes del  Consejo,  sin  embargo,  opinaron  que 
se  trata  de  un  hecho  político,  tal  como  consta 
en  el  dictamen  que  sometieron  al  Gobierno  y 
que  aparece  transcrito  en  la  solicitud  de 
Amparo. 

Habiendo  sido  estudiado  detenidamente  el 
asunto  en  esta  Secretaría,  fué  sometido  a la 
consideración  del  Consejo  de  Ministros  y am- 
pliamente discutido  en  dos  sesiones  diferentes. 
El  Consejo  resolvió  que  el  hecho  de  que  se 
acusa  a Richard  Eckermann  es  un  delito  co- 
mún, uno  de  los  delitos  más  graves  que  pue- 
den cometerse  como  es  el  de  privar  a otro 
hombre  de  la  vida,  sin  derecho  tú  excusa  al- 
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guna,  a sangre  fría  y atribuyéndose  la  facul- 
tad de  juzgar  y castigar  que  es  privativa  de  los 
Tribunales  de  justicia;  que  el  hecho  de  que 
Eckermann  formara  parte  de  una  asociación 
patriótica  organizada  secretamente  para  coo' 
perar  a la  -defensa  de  su  país,  no  puede  en  ma- 
nera alguna  dar  el  carácter  de  delitos  políticos 
a los  que  sus  miembros  cometieran;  que  en  la 
apreciación  y consideraciones  que  hace  el  Con- 
sejo de  Estado  hay  una  verdadera  confusión 
de  las  ideas  como  se  puede  juzgar  del  párrafo 
que  dice: 

"En  cuanto  al  segundo  punto,  es  decir,  si  el 
hecho  de  que  se  trata  es  un  delito  político  o 
conexo  con  él,  convinieron  que  debe  tomarse 
en  consideración  que,  la  organización  del  Ejér- 
cito Negro,  no  tenía  por  fin  intereses  persona- 
les o individuales,  sino  el  interés  público  de 
defender  a la  Patria  en  caso  de  ser  atacada 
por  los  vecinos  y de  evitar  el  incremento  del 
comunismo  y bolshevismo,  cuyas  ideas  eran 
consideradas  como  atentatorias  al  buen  orden 
político  y social  de  la  Nación. — No  se  trata, 
pues,  de  fines  inmorales  sujetos  a la  sanción 
penal  del  orden  común.  Se  trata  de  la  Patria. 
Se  proponían  defender  la  independencia,  el 
honor  y los  intereses  sagrados  de  la  Nación, 
lo  cual  constituye  indudablemente  un  hecho 
político  que  hasta  cierto  punto  podría  consi- 
derarse como  altamente  meritorio. — Por  con- 
siguiente, si  para  defender  al  Ejército  Negro, 
se  vieron  arrastrados  por  las  circunstancias  a 
realizar  hechos  delictuosos,  necesariamente  de- 
ben considerarse  como  conexos  al  hecho  o de- 
lito político  de  que  se  ha  hecho  relación”. 

El  derecho  universal  califica  de  delitos  polí- 
ticos a la  sedición,  la  rebelión  y otras  infrac- 
ciones que  tiendan  a cambiar  la  forma  de  Go- 
bierno o el  personal  que  lo  compone;  pero  es 
inadmisible  que  mandar  matar  a un  hombre 
con  alevosía,  por  detrás  y en  despoblado,  sin 
forma  de  juicio  ni  autoridad  para  hacerlo 
constituya  un  delito  político,  puesto  que  las 
leyes  de  todos  los  países  civilizados  conceptúan 
un  hecho  de  tal  naturaleza  como  asesinato  y 
lo  castigan  con  la  sanción  más  alta  en  la  escala 
penal. 

Tampoco  puede  considerarse  el  asesinato  de 
Fritz  Beyer  como  conexo  con  un  delito  polí- 
tico, puesto  que  las  actividades  a que  Richard 
Eckermann  y sus  cómplices  estaban  dedicados 
directamente  no  constituían  el  delito  y según 
se  alega  por  los  mismos  interesados,  tendían  a 
la  defensa  de  la  Patria,  lo  que  en  manera  al- 
guna es  delito. 

Tuvo  en  cuenta  también  el  Consejo  de  Mi- 
nistros que  los  cómplices  de  Eckermann  han 
sido  castigados  por  la  justicia  ordinaria  de  su 
Estado  como  reos  de  un  delito  común,  según 
las  constancias  del  expediente  de  extradición 
y fundado  en  todas  estas  consideraciones  resol- 


vió por  mayoría  de  cinco  votos  contra  dos, 
que  se  concediera  la  extradición  solicitada.  De 
los  dos  votos  en  contra,  uno  corresponde  a 
persona  que  como  miembro  del  Consejo  de 
Estado  había  votado  en  aquel  Cuerpo  en  con- 
tra de  la  extradición. 

En  vista  de  todos  estos  antecedentes  y es- 
tando pendiente  la  solicitud  del  Gobierno  Ale- 
mán, el  señor  Presidente  de  la  República  dictó 
el  acuerdo  de  18  de  mayo  copia  del  cual  tengo 
la  honra  de  agregar  a este  informe  para  cono- 
cimiento de  la  Corte  Suprema,  ya  que  el  inte- 
resado se  limitó  a insertar  en  su  memorial  la 
parte  resolutiva  de  dicha  disposición,  omitien- 
do los  fundamentos  de  la  msma. 

Debo  informar  también  que  el  Gobierno  de 
Alemania  ha  sido  notificado  ya  de  la  resolu- 
ción del  Gobierno  de  Guatemala,  en  que  se 
manda  entregar  a Richard  Eckermann  y que, 
por  medio  de  su  Ministro  Plenipotenciario  en 
esta  República,  ha  prestado  la  garantía  a que 
se  refiere  la  parte  resolutiva  del  acuerdo  de  18 
de  mayo,  en  la  forma  siguiente: 

"DEUTSCHE  GESANDTSCHAFT  FÜR 
MITTELAMERICA  UND  PANAMA 

R 4 Nrl. — Guatemala,  18  de  mayo  de  1929. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  referirme  a la  atenta  nota 
de  Vuestra  Excelencia,  fecha  8 del  mes  en 
curso,  número  3843,  y a la  mía  fecha  15  del 
mismo  mes,  tocante  a la  extradición  del  ciuda- 
dano alemán  Richard  Eckermann,  perseguido 
por  instigación  al  delito  de  asesinato,  y me  es 
grato  poner  a su  conocimiento  que  habiéndose 
adherido  el  Gobierno  de  Mecklemburgo  a la 
resolución  adoptada  por  el  del  Reich,  éste  ca- 
blegráficamente  me  encargó  a contestar  ai  alto 
Gobierno  de  Guatemala  a la  demanda  formu- 
lada en  la  mencionada  nota  de  vuestra  Exce- 
lencia lo  que  sigue: 

En  el  caso  de  que  el  alto  Gobierno  de  Gua- 
temala decida  conceder  la  extradición,  el  Go- 
bierno Alemán  se  compromete  a que  Ecker- 
mann no  sea  juzgado  ni  castigado  en  Alemania 
por  otro  hecho  distinto  al  que  ha  motivado  la 
demanda  de  extradición  y que  en  ningún  caso 
le  será  aplicada  la  pena  de  muerte,  aunque  así 
procediere  conforme  las  leyes  alemanas. 

Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterar  a 
Vuestra  Excelencia  las  seguridades  de  mi  más 
alta  y distinguida  consideración. 

(f)  WÜhelm  von  Kuhlmann”. 

Excelentísimo  señor  Licenciado  don  Adrián 

Recinos,  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Relaciones  Exteriores. 


Guatemala. 
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Refiriéndome  al  recurso  de  amparo,  atenta- 
mente ruego  a la  Honorable  Corte  que  tenga 
presente  que  dicho  recurso  no  procede  en  los 
casos  de  extradición,  como  terminantemente  lo 
prescribe  la  Constitución  de  la  República  en 
su  articulo  34,  que  al  establecer  el  derecho  de 
amparo,  dice: 

"Se  limita  lo  anteriormente  dispuesto,  res- 
pecto a la  libertad  de  los  individuos  cuya  ex- 
tradición se  hubiere  pedido  conforme  a los 
tratados  o al  Derecho  de  Gentes”. 

La  extradición,  en  realidad,  es  un  recurso 
que  ios  Estados  han  creado  para  entregarse 
recíprocamente  a los  individuos  que  habiendo 
delinquido  en  el  territorio  de  una  de  las  partes 
buscan  refugio  en  otra  para  evadir  la  acción 
de  la  justicia.  Como  los  Estados  tienen  un 
interés  común  y humano  en  que  los  crímenes 
no  queden  impunes,  se  prestan  esta  facilidad 
que  evita  a la  vez  que  los  países  se  conviertan 
en  asilo  de  delincuentes  a quienes  no  pueden 
aplicarse  las  sanciones  de  la  ley  local,  puesto 
que  los  delitos  de  que  ellos  son  responsables 
han  sido  cometidos  en  territorio  extranjero. 
Indudabemente  fué  esta  la  razón  que  tuvo  en 
cuenta  el  Poder  Constituyente  al  consignar  la 
excepción  al  derecho  de  amparo  contenido  en 
el  Art.  34  de  la  Ley  Fundamental. 

Por  esta  razón,  tampoco  pueden  invocarse 
como  lo  hace  el  recurrente,  el  artículo  95  de 
la  Ley  de  Extranjería,  que  dice  que  el  terri- 
torio guatemalteco  es  un  asilo  para  todos  los 
extranjeros,  pues  el  asilo  se  entiende  para  in- 
migrantes de  buena  fe,  para  refugiados,  para 
hombres  honrados  perseguidos  por  el  infor- 
tunio o por  causa  de  sus  ideas  políticas  o filo- 
sóficas, pero  nunca  puede  extenderse  hasta  el 
grado  de  constituir  un  escudo  contra  las  justas 
reclamaciones  de  la  ley  penal  común.  Si  así  se 
entendiera  el  asilo,  el  procedimiento  de  la  ex- 
tradición jamás  podría  aplicarse;  y ésto  expli- 
ca también  la  excepción  expresa  de  nuestra  ley 
Constitutiva. 

La  misma  Ley  de  Extranjería  en  su  artículo 
99  excluye  estos  casos  de  la  protección  del 
asilo,  cuando  dispone  que  el  extranjero  "que 
haya  sido  perseguido  o condenado  en  otro 
país  por  crímenes  o delitos  de  los  que  dan  lu- 
gar a extradición,  puede  ser  obligado  por  el 
Gobierno  a alejarse  de  un  lugar  determinado, 
a habitar  el  que  se  le  fije  y por  último  a salir 
de  la  República”. 

El  artículo  30  de  la  Constitución,  invocado 
por  el  recurrente,  prohíbe  la  extradición  por 
los  delitos  políticos  o los  comunes  conexos; 
pero  es  inaplicable  en  el  presente  caso,  puesto  ■ 


que  a Richard  Eckermann  no  se  le  acusa  de  un 
delito  político  o común  conexo,  sino  de  un 
delito  del  orden  común,  que  es  el  asesinato. 

Ruego  a la  Suprema  Corte  que  me  exonere 
de  examinar  los  demás  fundamentos  legales 
alegados  por  el  recurrente,  relativos  a las  ga- 
rantías y derechos  de  los  extranjeros,  por  ser 
impertinentes  al  caso,  ya  que  la  ley  al  recono- 
cer tales  derechos  no  abarca  a los  individuos 
acusados  por  crímenes  ordinarios  y reclamados 
por  sus  propios  Jueces. 

En  conclusión,  respetuosamente  cumplo  con 
lo  mandado  por  la  Honorable  Corte  Suprema 
de  Justicia,  informándole  acerca  de  los  funda- 
mentos de  la  disposición  dictada  por  el  señor 
Presidente  de  la  República  y refrendada  por 
el  infrascrito,  y le  ruego  que  se  sirva  desesti- 
mar el  recurso  de  amparo  y mandar  levantar 
la  suspensión  del  procedimiento  de  extradi- 
ción, a fin  de  que  Richard  Eckermann  pueda 
ser  entregado  al  representante  del  Gobierno 
Alemán  como  está  previsto  en  aquella  dispo- 
sición. 

Guatemala,  25  de  mayo  de  1929. 

H.  C.  S.  de  J. 

ADRIAN  RECINOS. 


RESOLUCION  DE  LA  CORTE  SUPREMA 
DE  JUSTICIA,  COMO  TRIBUNAL 
DE  AMPARO 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  vein- 
tiocho de  mayo  de  mil  novecientos  veintinueve. 
Visto,  para  resolver  el  recurso  de  amparo  in- 
terpuesto por  Richard  Eckermann  contra  el 
acuerdo  en  que  el  Poder  Ejecutivo  a solicitud 
del  señor  Ministro  de  Alemania  decreta  su 
extradición,  la  que  estima  ilegal,  porque  según 
el  quejoso  el  crimen  de  que  se  le  sindica  fué 
consecuencia  inmediata  y directa  de  un  delito 
político. 

RESULTA:  que  con  vista  de  lo  expuesto 
por  el  recurrente  se  mandaron  suspender  los 
efectos  del  acuerdo  mencionado  y se  pidió 
informe  al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores quien  lo  evacuó  manifestando:  que  el 
Excelentísimo  señor  Ministro  Alemán  solicitó 
la  extradición  de  Richard  Eckermann  por  sin- 
dicársele como  uno  de  los  autores  del  asesi- 
nato perpetrado  en  Alemania  en  la  persona  de 
Fritz  Beyer,  y como  dicho  crimen  según  cons- 
ta en  los  documentos  que  se  tuvieron  a la  vista 
no  tiene  relación  con  ninguno  de  los  delitos 
políticos  clasificados  en  el  Derecho  Penal,  el 
Presidente  de  la  República  accedió  a su  entre- 
ga dictando  el  acuerdo  que  motivó  el  recurso. 
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CONSIDERANDO:  que  por  tratarse  de  un 
delito  del  orden  puramente  común  según  lo  ex- 
presa en  su  informe  el  señor  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores,  el  Poder  Ejecutivo  tuvo  ple- 
na facultad  para  decretar  la  extradición  de 
Eckermann,  de  acuerdo  con  lo  preceptuado  en 
el  Art.  30  de  la  Constitución  de  la  República. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia con  fundamento  de  la  Ley  citada  y de  lo 
que  dispone  el  Art.  10  de  la  Ley  de  Amparo, 
declara:  improcedente  el  recurso  interpuesto. 
Notifíquse. — Medrano.  — Serrano  Muñoz.  — 
Paredes.  — Rodríguez.  — Ramírez.  — C.  Gi- 
rón Z. 

Acuerdo  gubernativo  que  concede  la  extradi- 
ción del  ciudadano  alemán  Richard  Ecker- 
mann, que  originó  el  presente  recurso  de 
amparo. 

Guatemala,  18  de  mayo  de  1929. 

Examinada  la  solicitud  presentada  al  Go- 
bierno de  la  República  por  la  Legación  de  Ale- 
mania, en  nombre  del  Gobierno  de  aquella 
Nación,  para  obtener  la  extradición  del  ciuda- 
dano alemán  Richard  Eckermann,  acusado  del 
delito  de  complicidad  e instigación  al  asesina- 
to, y detenido  provisionalmente  en  Guatemala 
a petición  del  Gobierno  de  Alemania; 

CONSIDERANDO:  que  con  el  suplicato- 
rio respectivo  librado  por  el  Juez  de  Instruc- 
ción del  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Sch- 
werin  (Mecklenburgo  Schwerin),  orden  de 
captura  y certificación  de  las  pruebas  respec- 
tivas, se  ha  establecido  que  Richard  Ecker- 
mann es  requerido  por  la  Justicia  de  aquel 
lugar  para  ser  juzgado  por  su  participación 
en  la  muerte  de  Fritz  Beyer,  en  virtud  de  que 
en  los  dias  anteriores  al  16  de  diciembre  de 
1923  el  mencionado  Eckermann  dió  orden  al 
ex  guarda  de  campo  Bolt  de  que  suprimiera  a 
Fritz  Beyer,  quien  fue  muerto  en  consecuencia 
en  las  cercanías  de  la  aldea  de  Mecklemburgo 


por  medio  de  un  tiro  de  revólver,  delito  por 
el  cual  el  ejecutor  Karl  Bolt  fue  sentenciado 
por  el  Tribunal  de  Jurados  de  Mecklemburgo- 
Schwerin  a la  pena  de  muerte,  como  reo  de 
asesinato,  siéndole  conmutada  aquella  pena 
por  la  de  presidio  a perpetuidad  por  la  auto- 
ridad superior  de  aquel  Estado; 

CONSIDERANDO:  que  el  hecho  por  el 
cual  se  persigue  a Richard  Eckermann  cons- 
tituye un  crimen  del  orden  común,  condenado 
y castigado  por  las  leyes  de  todos  los  países 
civilizados  y que,  si  bien  no  existe  tratado  de 
extradición  entre  Guatemala  y Alemania,  de- 
ben aplicarse  los  principios  generales  del  De- 
recho Internacional  que  autorizan  a los  Esta- 
dos para  entregarse  recíprocamente  a los  indi- 
viduos acusados  por  tales  crímenes  y contra 
quienes  existe  una  orden  de  captura  de  tribu- 
nal competente  fundada  en  las  leyes  respecti- 
vas; y que  el  Gobierno  de  Alemania  ha  ofre- 
cido la  reciprocidad  en  los  casos  que  en  lo 
sucesivos  pueden  presentarse; 

POR  TANTO; 

El  Presidente  de  la  República, 

ACUERDA: 

Conceder  la  extradición  del  ciudadano  ale- 
mán Richard  Eckermann,  quien  será  entregado 
a la  orden  de  la  Legación  de  Alemania  en 
Guatemala  bajo  la  condición  de  que  dicho 
Richard  Eckermann  no  será  juzgado  ni  casti- 
gado en  Alemania  por  otro  hecho  distinto  del 
que  motiva  su  entrega  por  el  Gobierno  de  la 
República,  y que  en  ningún  caso  le  será  apli- 
cada la  pena  de  muerte,  aunque  así  procediere 
conforme  a las  leyes  de  Alemania. 

Comuniqúese. 

CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Relaciones  Exteriores, 

ADRIAN  RECINOS. 


La  condición  de  menores  de  algunos  de  los  liti- 
gantes, en  nada  aprovecha  a sus  colitigantes 
mayores  de  edad,  que  invoquen  la  prescrip- 
ción de  la  acción  que  se  ventila 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  tres 
de  abril  de  mil  novecientos  veintinueve. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  la  sentencia  fecha  vein- 
tinueve de  agosto  del  año  próximo  pasado,  en 
que  la  Sala  D de  Apelaciones  revoca  la  que 
profirió  el  Juez  D de  D Instancia  de  este  de- 


partamento que  absolvía  a la  Empresa  Guate- 
malteca de  Electricidad  Incorporada  de  la  de- 
manda que  sobre  pago  de  una  indemnización 
le  entabló  el  Br.  don  Neftalí  Navas,  y declara: 
que  dicha  Empresa  debe  pagar  dentro  de  ter- 
cero día  a la  parte  actora  la  suma  de  diez  mil 
quetzales  más  las  costas  del  juicio. 
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RESULTANDO:  que  con  fecha  dos  de  no 
viembre  de  mil  novecientos  veintisiete,  se  pre- 
sentó ante  el  Juez  T’  de  1*^  Instancia  de  este 
departamento,  el  Br.  don  Neftalí  Navas  Paiz 
manifestando:  que  unos  alambres  del  alumbra- 
do eléctrico  que  por  descuido  estaban  en  el 
suelo  en  la  prolongación  de  la  Séptima  Ave 
nida  Norte  frente  a la  casa  de  don  Federico 
Tobar,  habían  causado  la  muerte  de  Esteban 
Velásquez,  hecho  que  tuvo  lugar  a las  tres 
de  la  tarde  del  día  diez  y seis  de  abril  de  mil 
novecientos  veinticinco;  y que  los  herederos 
de  dicho  señor,  a quiene  sdebía  indemnizar  la 
Empresa  por  el  daño  causado  eran:  Rosalío  y 
Gregorio  Velásquez  los  que  le  habían  cedido 
sus  derechos  por  la  suma  de  diez  mil  quetzales, 
por  escritura  que  pasó  ante  el  Notario  don 
Pedro  Ibáñez;  y que  los  menores  Feliciano  y 
María  Luz  Velásquez  que  también  eran  here^ 
deros,  como  representantes  de  su  padre  Maca- 
rio Velásquez  le  habían  conferido  poder  por 
medio  de  su  tutriz  natural  Verónica  López 
González,  ante  el  mismo  Notario  para  que  los 
representara  en  el  juicio;  y concluyó  pidiendo: 
que  con  vista  de  lo  manifestado,  de  la  certifi- 
cación de  la  declaratoria  de  herederos  hecha 
a favor  de  los  Velásquez,  y de  las  escrituras 
públicas  de  que  había  hecho  relación  y que 
acompañaba  a la  demanda,  se  corriera  de  ésta 
el  traslado  respectivo  y que  en  su  oportunidad 
se  condenara  a la  Empresa  demandada  a cubrir 
dentro  de  tercero  día  la  cantidad  que  como  in- 
demnización fijaran  los  expertos  que  para  el 
efecto  debían  nombrarse,  y al  pago  de  las 
costas  del  juicio. — RESULTANDO:  que  el  re- 
presentante de  la  Empresa,  al  evacuar  el  tras- 
lado que  le  fué  conferido,  negó  la  demanda  en 
todas  sus  partes,  agregando  que  con  funda- 
mento de  lo  dispuesto  en  los  Artos.  668,  y 
2292  del  Cód.  Civil  oponía  la  excepción  de 
prescripción.  RESULTANDO:  que  recibido 
el  juicio  a prueba  por  el  término  ordinario,  la 
parte  actora  rindió  las  siguientes:  1“^ — Certifi- 
cación de  la  partida -de  defunción  de  Enrique 
Velásquez,  jardinero,  hijo  de  Domingo  Vás- 
quez  y Mercedes  Juárez,  quien  falleció  en  esta 
capital,  a consecuencia  de  golpes  eléctricos  el 
diez  y seis  de  abril  de  mil  novecientos  veinti- 
cinco.— En  la  propia  certificación  consta:  que 
dicha  partida  fué  certificada  por  orden  del 
Juez  1^  de  1‘^  Instancia  en  el  sentido  de  que  el 
nombre  de  la  persona  fallecida  era  Esteban 
Velásquez,  hijo  de  Domingo  Velásquez  y 
Mercedes  Azpuaca;  2P — Certificación  expedi- 
da por  el  Alcalde  Municipal  de  San  Bartolomé 
Milpas  Altas  en  la  que  aparece:  que  Esteban 
Velásquez  era  originario  y vecino  de  dicho 
pueblo,  que  se  dedicaba  a la  agricultura  y que 
temporalmente  se  encontraba  en  esta  capital; 
39 — Informe  emitido  por  don  Mariano  Pacheco 
Herrarte,  en  que  consta:  que  un  jardinero  de 


mediana  calidad  tiene  un  salario  de  ochenta 
pesos  diarios,  siendo  por  su  cuenta  la  alimen- 
tación; 4^ — Informe  dado  por  don  Odón  Ma- 
zariegos,  en  el  cual  consta:  Que  los  alambres 
destinados  a conducir  una  corriente  eléctrica 
hasta  quinientos  voltios,  deben  llevar  triple 
forro  contra  la  intemperie,  para  uso  exterior, 
pero  que  no  podía  emitir  un  informe  a base 
segura  sobre  ese  particular  porque  el  Código 
Nacional  de  Seguridad  Eléctrica  de  la  Oficina 
Stander  de  los  Estados  Unidos  que  son  las 
leyes  que  rigen  esa  materia,'  puede  haber  va- 
riado; 5*^ — Informe  del  Director  del  Hospital 
General  en  el  que  aparece:  que  el  diez  y siete 
de  abril  de  mil  novecientos  veinticinco,  se  prac- 
ticó la  aptosia  de  un  individuo  llamado  Er- 
nesto Velásquez  quien  falleció  a consecuencia 
de  haber  recibido  una  descarga  eléctrica  de 
consideración;  y que  de  orden  del  Juzgado  1^ 
de  P Instancia  se  cambió  en  el  libro  respectivo 
el  nombre  de  Ernesto  Velásquez  por  el  de  Es- 
teban Velásquez. — Después  de  vencido  el  tér- 
mino de  prueba  se  presentaron  unas  diligencias 
seguidas  en  el  Juzgado  P de  P Instancia  en 
virtud  de  las  cuales  se  ordenaron  las  rectifi- 
caciones de  que  ya  se  hizo  relación,  en  el  Re- 
gistro Civil,  y en  el  Hospital  General. — RE- 
SULTANDO: que  la  parte  demandada  pre- 
sentó a su  vez  las  que  a continuación  se  ex- 
presan: P — Informe  del  Director  del  Hospital 
General  en  el  que  se  transcribe  lo  concerniente 
a la  autopsia  practicada  en  el  cadáver  de  Er- 
nesto Velásquez  cuyo  nombre  se  cambió  por  el 
de  Esteban  de  orden  del  Juez  P de  P Instan- 
cia; 2” — Informe  del  Director  del  mismo  Es- 
tablecimiento en  el  que  manifiesta:  que  el  ca- 
dáver a que  se  refiere  la  autopsia  número  vein- 
ticinco, que  se  ha  relacionado,  ingresó  al  Hos- 
pital con  el  nombre  de  Ernesto  Velásquez,  y 
que  no  se  ha  practicado  autopsia  de  ningún 
individuo  que  haya  llevado  el  nombre  de  Es- 
teban Velásquez;  3^ — Informes  emitidos  por 
los  Jueces  4*^  y 6*^  de  P Instancia  de  este  de- 
partamento, en  los  que  consta:  que  en  el  pri- 
mero de  dichos  tribunales  no  se  ha  seguido 
causa  alguna  con  motivo  de  la  muerte  de  Este- 
ban Velásquez;  y que  en  el  segundo  se  instru- 
yeron diligencias  sobre  averiguar  la  causa  de 
la  muerte  de  Enrique  Velásquez,  y que  en  la 
declaración  prestada  por  el  patrón  del  occiso, 
éste  dijo  que  se  llemaba,  Enrique  Vásquez, 
nombre  con  el  cual  aparece  en  la  partida  de 
defunción;  que  el  Médico  forense  al  emitir 
el  informe  de  la  autopsia  dijo  haberla  practi- 
cado en  el  cadáver  de  Ernesto  Velásquez;  que 
la  Policía  al  poner  el  hecho  en  conocimiento 
del  tribunal  dijo  haber  remitido  al  Anfiteatro 
el  cadáver  de  Enrique  Vásquez;  y que  poste- 
riormente de  orden  del  Juzgado  P de  P Ins- 
tancia, fué  rectificada  la  partida  de  defunción 
en  el  sentido  de  que  el  occiso  se  llamaba  Este- 
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ban  Velásquez.  — RESULTANDO:  que  des- 
pués de  vencido  el  término  de  prueba,  y de 
corridos  los  traslados  respectivos,  pronunció  el 
Juez  sentencia  absolviendo  de  la  demanda; 
fallo  contra  el  cual  interpuso  la  parte  actora  el 
recurso  de  apelación. — RESULTANDO:  que 
en  la  segunda  instancia,  las  partes  alegaron 
todo  lo  que  creyeron  pertinente  a sus  dere- 
chos, y después  de  llamados  autos,  la  actora 
presentó  una  certificación  expedida  por  el  Se- 
cretario del  Juzgado  6*^  de  Instancia,  rela- 
tiva a la  causa  que  se  siguió  con  motivo  de  la 
muerte  de  Esteban  Velásquez,  en  la  que  cons- 
tan los  pasajes  siguientes:  1" — Auto  de  fecha 
diez  y seis  de  abril  de  mil  novecientos  veinti- 
cinco, en  que  el  Juez  de  Paz  manda  instruir 
la  averiguación  en  virtud  del  parte  que  diera 
el  Sargento  Angel  C.  Flores,  quien  al  ratifi- 
carlo, dijo:  que  en  la  Séptima  Avenida  Norte 
frente  al  número  ochenta  y seis  y en  la  acera, 
se  encontraba  un  hombre  al  parecer  muerto, 
quien  según  manifestó  don  Federico  Tobar 
había  sido  golpeado  por  un  alambre  de  la  luz 
eléctrica;  — El  acta  levantada  en  esa  misma 
fecha  por  el  Juez  Instructor  en  la  que  aparece, 

a)  que  frente  al  saguán  de  la  casa  número 
ochenta  y cuatro  está  un  poste  podrido,  del 
que  se  desprendió  un  alambre  sin  cubierta  que 
está  botado  en  la  acera,  y el  cual  va  a un  jardín 
que  queda  entre  las  casas  números  ochenta  y 
cuatro  y ochenta  y seis,  y que  en  el  corredor 
de  esta  última,  propiedad  de  don  Federico 
Tobar,  se  encontró  botado  en  el  suelo  un  hom- 
bre que  al  parecer  acababa  de  morir  y cuya 
muerte,  según  manifestó  el  expresado  señor 
Tobar,  único  testigo  presencial  del  hecho,  fué 
debida  a que  agarró  el  alambre  de  que  se  hizo 
relación. — Después  de  identificado  el  cadáver 
que  resultó  ser  el  de  Enrique  Velásquez,  se 
remitió  al  Hospital  General  para  su  autopsia; 

b)  examinado  don  Federico  Tobar,  dijo:  que 
el  día  anterior,  diez  y seis  de  abril,  como  a las 
tres  y cuarto  de  la  tarde,  salió  de  su  casa  su 
sirviente  Enrique  Vásquez  y pocos  momentos 
después  el  declarante,  y al  llegar  aquél  a un 
poste  que  queda  como  a diez  varas  distante  de 
la  puerta  vió  un  alambre  tirado  y creyendo 
probablemente  que  no  tenía  fuerza  eléctrica, 
lo  agarró  para  hacerlo  a un  lado,  y la  corriente 
le  dió  un  fuerte  golpe,  y entonces  Vásquez  co- 
menzó a dar  de  gritos  y el  deponente  para 
retirarlo  lo  agarró  de  un  brazo,  pero  al  sentir 
la  conmoción,  lo  soltó,  y corrió  a su  casa  a 
traer  un  lazo  y cuando  regresó  ya  estaba  en  el 
suelo,  por  lo  que  con  una  caña  retiraron  el 
alambre,  y entonces  un  carpintero  de  la  vecin- 
dad recogió  al  mozo  que  ya  estaba  casi  muerto 
y lo  trasladó  al  corredor  de  su  casa  para  ver  si 
aún  podía  hacerle  algo  y preservarlo  de  la 
lluvia  en  cuyos  momentos  llegaron  unos  poli- 
cías y poco  después  la  autoridad;  c)  declara- 


ción del  Inspector  de  Policía  Ciríaco  Morales, 
quien  dijo:  que  de  orden  del  Sargento  Angel 
C.  Flores  fué  al  lugar  del  suceso,  en  donde  en- 
contró un  hombre  muerto  a consecuencia  de 
un  golpe  eléctrico,  según  le  dijo  don  Federico 
Tobar,  y como  en  la  acera  estaba  botado  un 
alambre  puso  cerca  un  policía  para  evitar  que 
otros  fueran  a tocarlo;  d)  Auto  en  que  el  Juez 
de  Paz  manda  pasar  las  diligencias  al  Juzgado 
6“^  de  1^  Instancia  y el  de  recepción  dictado 
por  este  último  tribunal;  e)  comunicación  del 
Gerente  de  la  Empresa  Eléctrica,  en  la  que 
manifiesta:  que  el  Superintendente  General 
para  las  linas  de  distribución  en  esta  capital, 
es  el  señor  don  C.  A.  Wallbrecht;  f)  nombra- 
miento de  intérprete  recaído  en  el  Bachiller 
don  Abrahan  Valle  Lazo;  g)  declaración  pres- 
tada por  el  señor  Wallbrecht,  por  medio  del 
intérprete  anteriormente  mencionado  en  la  que 
manifestó:  que  a veces  los  desperfectos  que 
ocurren  en  las  líneas  se  deben  a fuerza  mayor 
que  no  se  puede  prever,  y por  lo  mismo  nin- 
guno puede  ser  responsable  de  ellas;  que  la 
muerte  de  Enrique  Velásquez  fué  debida  a que 
en  la  casa  de  don  Federico  Tobar  tiene  éste 
instalado  un  poste,  que  cayó  el  día  del  suceso 
llevando  consigo  el  alambre  que  conectaba  con 
los  de  la  corriente  de  la  calle,  y que  la  Empre- 
sa no  tiene  que  ver  con  ese  desperfecto  ocurri- 
do en  el  interior  de  la  casa,  por  tratarse  de  una 
instalación  particular,  pues  únicamente  es  res- 
ponsable de  las  que  existen  en  las  calles;  que 
el  electrocutado  Velásquez,  por  inocencia  y 
valor  brutal  cogió  el  alambre  queriendo  com- 
poner la  corriente  interrumpida;  y que  ese 
hecho  no  se  puso  en  conocimiento  de  la  Em- 
presa, sino  hasta  las  cuatro  o cinco  de  la  tarde 
del  día  del  suceso,  cuando  se  debió  haber  he- 
cho inmediatamente,  evitando  que  cualquier 
persona  que  no  fuera  alguno  de  sus  empleados 
tratara  de  arreglar  el  desperfecto;  h)  solicitud 
de  Rosalío  Velásquez  sobre  que  se  pidiera  la 
partida  de  defunción  y el  informe  médico  qui- 
rúrgico correspondiente  a Esteban  Velásquez, 
en  las  que  constaba  la  rectificación  mandada 
a hacer  por  el  Juez  1*^  de  P Instancia;  habién- 
dose accedido  a la  solicitud  se  pidieron  y fue- 
ron remitidos  para  agregarlos  a la  causa  los 
documentos  mencionados;  i)  auto  de  fecha 
diez  y ocho  de  enero  de  mil  novecientos  vein- 
tiocho, en  que  el  Juez  de  Instancia  man- 
da sobreseer  definitivamente  en  la  causa  ins- 
truida sobre  averiguar  la  causa  de  la  muerte 
de  Esteban  Velásquez;  y del  de  fecha  treinta 
de  enero  del  mismo  año,  en  que  la  Sala  P de 
Apelaciones  aprueba  la  resolución  menciona- 
da.— RESULTANDO:  que  después  de  man- 
dada agregar  a los  autos  la  certificación  men- 
cionada, con  conocimiento  de  la  parte  contra- 
ria, profirió  la  Sala  la  sentencia  condenatoria 
de  que  al  principio  se  hizo  relación. — RESUL- 
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TANDO:  que  contra  este  último  pronuncia- 
miento introdujo  le  representante  de  la  Em- 
presa Eléctrica  el  presente  recurso,  cintando  co- 
mo violados  los  Artos.  7,  27,  29,  y 513  del  Nue- 
vo Código  Civil;  9,  487,  491,  633,  668,  1395, 
1406,  1410,  1421,  1435,  1437,  2285,  2292,  y 
2296,  Código  Civil;  20,  33,  y 38  del  Código 
Penal;  204,  491,  494,  507,  557,  558,  563,  603, 
604,  609,  615,  616,  618,  621,  668,  687,  689,  690, 
736,  737,  812,  823,  831,  871,  877,  1842,  1854, 
1855  y 1856  Prs.  Civiles;  238  y 239  del  Dto. 
N'J  272,  127,  132,  y 327  Dto.  273;  266  y 267 
del  Código  de  Procedimientos  Penales  y los 
Decretos  652,  669,  Artos.  U,  2'',  y 10;  1189, 
1196  y 885,  artículos  P y 2'';  CONSIDERAN- 
DO: que  al  no  apreciar  la  Sala  sentenciadora 
la  precripción  invocada  por  el  demandado  en 
lo  que  respecta  a Rosalio  y Gregorio  Velás- 
quez,  que  son  mayores  de  edad  y a quienes  en 
nada  aprovecha  la  condición  de  menores  de 
los  otros  demandados,  como  para  que  no  pu- 
diera correrles  el  término  de  un  año  que  la 
ley  fija  para  que  prescriban  las  acciones  que 
nacen  de  los  daños  causados  a las  personas; 
violó  el  articulo  668,  del  Código  Civil,  citado 
en  el  escrito  de  introducción  del  recurso,  por 
lo  que  procede  casar  y anular  el  fallo  recurri- 
do y dictar  el  que  en  derecho  corresponde. — 
CONSIDERANDO;  que  con  la  partida  de  de- 
función presentada  por  la  parte  actora  se  ha 
probado  plenamente  que  Esteban  Velásquez 
falleció  en  esta  ciudad  el  día  diez  y seis  de 
abril  de  mil  novecientos  veinticinco,  a conse- 
cuencia de  una  descarga  eléctrica,  y aunque  en 
esa  partida  aparecía  el  nombre  de  Enrique 
Vásquez  fué  después  rectificada,  poniéndose 
Esteban  Velásquez  en  virtud  de  lo  resuelto 
por  el  Juez  1'’  de  U Instancia  en  las  diligencias 
voluntarias  que  con  ese  fin  siguieron  los  inte- 
resados y en  las  que  no  era  necesario  citar  al 
representante  de  la  Empresa  como  éste  lo  pre- 
tende, porque  cuando  se  siguieron,  aún  no  ha- 
bía sido  demandado  y por  lo  mismo  no  tenía  in- 
terés alguno  en  el  asunto.  Artos.  513  Cód.  Ci- 
vil; 668  inco.  6"  y 709  Prs.  Civiles. — CONSI- 
DERANDO; que  con  la  certificación  de  las 
diligencias  seguidas  en  la  vía  criminal  y que 
fué  presentada  por  la  parte  actora  antes  de 
dictarse  la  sentencia  de  2®  Instancia,  se  ha  es- 
tablecido plenamente  que  fué  uno  de  los  alam- 
bres conductores  de  la  corriente  eléctrica  de 
la  Empresa  Guatemalteca  de  Electricidad  In- 
corporada el  que  produjo  la  muerte  de  Este- 
ban Velásquez;  y como  dichas  diligencias  sí 
deben  tenerse  como  documentos  auténticos, 
porque  cuando  se  emitió  el  Código  de  Prs. 
Civiles  las  causas  criminales  se  seguían  con- 
forme a sus  disposiciones,  pues  aún  no  había 
sido  promulgado  el  de  Prs.  Penales  y estando 
por  lo  mismo  incluidos  entre  los  que  dicho 
Cuerpo  de  Leyes  califica  como  tales,  debe  dár- 


seles todo  el  valor  probatorio  que  por  su  clase 
les  corresponde.  Artos.  668,  inco.  3''  y 615 
Prs.  Civiles.  — CONSIDERANDO:  que  del 
diez  y seis  de  abril  de  mil  novecientos  veinti- 
cinco en  que  acaeció  la  muerte  de  Velásquez, 
al  dos  de  noviembre  de  mil  novecientos  veinti- 
séis en  que  se  entabló  la  demanda  había  trans- 
currido mucho  más  del  año  que  la  ley  fija  para 
que  puedan  ejercitarse  las  acciones  que  pro- 
vengan de  daños  que  se  hubieren  causado  a las 
personas;  y por  esa  razón  debe  tenerse  como 
prescrita  la  acción  intentada  en  lo  que  se  re- 
fiere a Rosalio  y Gregorio  Velásquez,  quienes 
eran  ya  mayores  de  edad  cuando  acaeció  el 
suceso  y estimarla  únicamente  por  lo  que  res- 
pecta a los  menores  Feliciano  y María  Luz 
Velásquez  contra  quienes  no  corre  el  término 
para  la  prescripción.  — Artos.  668,  669,  674, 
675  y 685  Cód.  Civil;  567  y 574  Prs.  Civiles. 
— CONSIDERANDO:  que  conforme  la  ley 
de  la  materia  las  Empresas  de  luz  y fuerza 
eléctrica  son  responsables  de  todos  los  daños 
y perjuicios  que  causaren  aún  tratándose  de 
casos  fortuitos.  Artos.  5'^  y 6'^  del  Dto.  Leg. 
N’’  652. — CONSIDERANDO:  que  cuando  el 
daño  consistiere  en  la  muerte  de  una  persona 
no  es  necesario  para  valorarlo  el  nombramien- 
to de  expertos,  pues  los  Tribunales  están  facul- 
tados por  la  ley  para  determinar  la  cantidad 
que  debe  cubrirse  como  indemnización,  aten- 
diendo a las  circunstancias  de  la  persona  falle- 
cida y sirviéndoles  de  base  la  suma  de  cinco 
mil  pesos  que  es  la  que  corresponde  fijar  en 
el  presente  caso  en  el  concepto  de  que  son 
quetzales,  porque  la  Ley  Monetaria  que  derogó 
expresamente  cualquier  disposición  que  pu- 
diera contravenirla,  fija  el  quetzal  como  la  uni- 
dad del  sistema  monetario  de  la  República. 
Artos.  2'*  di  Dto.  Leg.  N'^  652  y 69  de  la 
Ley  Monetaria. — POR  TANTO:  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia  con  fundamento  de  lo  que 
disponen  los  artículos  875,  877,  1873,  1887  y 
1889  del  Cód.  de  Procedimientos  Civiles,  casa 
y anula  la  sentencia  recurrida  y resolviendo  en 
lo  principal  declara:  D — Prescrita  la  acción  por 
lo  que  se  refiere  a Rosalio  y Gregorio  Velás- 
quez; 2” — Que  la  Empresa  Guatemalteca  de 
Electricidad  Incorporada,  debe  pagar  dentro 
de  tercero  día  a doña  Verónica  López  González 
como  tutriz  natural  de  los  menores  Feliciano 
y María  Luz  Velásquez,  la  suma  de  cinco  mil 
quetzales;  y,  3'^ — Que  las  costas  son  a cargo 
de  ambas  partes. — Devuélvase  el  depósito  cons- 
tituido.— Notifíquese  y con  certificación,  re- 
mítanse los  autos  al  tribunal  de  su  origen. — 
José  A.  Medrano. — Quirino  Flores  y Flores. — 
José  Serrano  Muñoz. — Abel  Paredes. — J.  Dan. 
Ramírez. — Alf.  Valle  Calvo”. — "Corte  Supre- 
ma de  Justicia:  Guatemala,  ocho  de  mayo  de 
mil  novecientos  veintinueve. — Vistos  y Consi- 
derando: que  la  sentencia  proferida  por  este 
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Tribunal  en  el  juicio  ordinario  seguido  por  el 
Br.  don  Neftalí  Navas  Paiz  contra  la  Empresa 
Guatemalteca  de  Electricidad  Incorporada  está 
concebida  en  términos  claros  y precisos  y que 
en  ella  no  se  omitió  resolver  acerca  de  ninguno 
de  los  puntos  que  fueron  objeto  de  la  contro- 
versia.— ^POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  de  lo  que  disponen 
los  Artos.  881,  882,  y 883  del  Cód.  de  Pros. 
Civiles,  declara  improcedente  la  aclaración  y 


ampliación  que  del  fallo  referido  solicitó  el 
representante  de  la  Empresa  Guatemalteca  de 
Electricidad  Incorporada  y extemporánea  la 
que  a su  vez  pidió  el  señor  Navas  por  lo  que 
respecta  al  pago  de  las  costas,  punto  que  tam- 
bién fué  resuelto  en  la  sentencia  mencionada. 
— Notifíquese  y como  está  mandado,  devuél- 
vanse los  autos — Medrano. — Flores  y Flores. 
— Serrano  Muñoz.  — Paredes.  — Ramírez.  — 
Alf.  Valle  Calvo”. 


Cuando  es  cierta  la  muerte  de  una  persona  sin 
que  aparezca  la  comisión  de  ningún  delito,  no 
incurre  en  responsabilidad  criminal  el  Faculta- 
tivo que  expide  el  certificado  de  defunción  por 
distinta  enfermedad,  fundado  en  informes  de 
tercero 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  diez 
de  mayo  de  mil  novecientos  veintinueve.  — ■ 
Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus  ante- 
cedentes, la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
Cuarta  de  Apelaciones,  el  veintiséis  .de  abril 
próximo  anterior,  aprobando  la  que  dictó  el 
Juez  Tercero  de  Primera  Instancia  de  Que- 
zaltenango,  que  condena  al  Doctor  don  Ramón 
Tejada  Aguirre,  por  el  delito  de  falsedad,  a 
sufrir  la  pena  de  un  año  de  arresto  mayor, 
rebajada  en  una  tercera  parte  por  concurrir 
la  circunstancia  atenuante  de  no  haber  tenido 
intención  de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad 
como  el  que  produjo,  con  la  modificación  de 
que  no  debe  aplicarse  ninguna  atenuante  por- 
que no  existe,  y que  la  pena  es  conmutable  a 
razón  de  dos  quetzales  diarios,  en  vez  de  vein- 
ticinco centavos  impuestos  por  el  Juez. — RE- 
SULTA: que  en  oficio  fecha  ocho  de  octubre 
de  mil  novecientos  veintiocho,  el  Encargado 
del  Registro  Civil  de  Quezaltenango  comunicó 
al  Juez  Tercero  de  Paz,  que  a las  cuatro  de  la 
tarde  se  había  presentado  el  Guardián  del 
Cementerio  General  dando  parte  de  la  defun- 
ción de  Juana  Merino,  presentando  un  certifi' 
cado  médico,  extendido  por  el  Doctor  Ramón 
Tejada,  en  la  cual  constaba  que  la  Merino 
falleció  el  día  anterior  a las  ocho  a.  m.,  en  el 
Llano  del  Piñal,  de  enteritis  crónica,  y que  coi) 
esa  constancia  había  permitido  que  el  cadávei 
fuera  sepultado  el  mismo  día  por  la  tarde, 
con  lo  que  contravino  a lo  dispuesto  por  el 
artículo  487  del  Código  Civil. — El  J uez  de  Paz 
mandó  instruir  la  averiguación  y examinado 
el  Guardián  del  Cementerio,  José  León  Pe- 
lanco,  expuso:  que  unos  parientes  de  una  mu- 


jer muerta  llegaron  al  Cementerio  a dejarle 
el  informe  médico  donde  constaba  que  dicha 
mujer  había  fallecido  de  enteritis  crónica,  di- 
ciéndole  también  que  el  certificado  se  lo  lle- 
vaban a él  porque  el  Registro  Civil  estaba  ce- 
rrado. Confiado  en  dicho  documento  permi- 
tió que  se  diera  sepultura  a aquella  mujer,  a 
quien  él  no  vió,  también  le  dejaron  veinticinco 
pesos  para  el  pago  del  lugar  de  entetramiento, 
y como  los  interesados  no  volvieron  el  día  si- 
guiente, como  lo  habían  ofrecido,  él  fué  a pagar 
los  derechos  en  la  Tesorería  Municipal  y al 
Registro  a que  asentaran  la  partida. — Exami- 
nado Manuel  Marín,  hermano  de  Juana  del 
mismo  apellido,  expuso:  que  se  enteró  de  que 
su  hermana  había  muerto,  porque  dos  niños  a 
quienes  mandó  a dejar  un  obsequio  a casa  de 
su  tía  Inés  Cotom  le  llevaron  la  noticia;  que 
inmediatamente  que  lo  supo  se  fué  al  en- 
cuentro del  cadáver,  agregándose  a la  comi- 
tiva con  dirección  al  Cementerio;  y como  en  el 
camino  preguntara  con  insistencia  de  qué  había 
muerto  su  hermana  y ninguno  le  diera  razón, 
dispuso  abrir  la  caja  enterándose  así,  que  la 
difunta  estaba  embarazada;  que  por  haber 
abierto  la  caja  Isabel  Xicará  se  disgustó  y le 
quiso  pegar  una*  bofetada;  por  cuyo  motivo 
dió  aviso  a la  Autoridad  para  que  investigara 
lo  sucedido. — Interrogado  Isabel  Xicará,  dijo: 
que  Juana  Marín  era  hermana  de  su  mujer  y 
ambas  vivían  en  la  misma  casa;  que  varias  ve- 
ces tuvo  acceso  carnal  con  Juana  Marín  pero 
esto  sucedió  cuando  ya  ella  estaba  embaraza- 
da; que  Juana  se  descompuso  el  domingo  sie- 
te de  octubre  a las  ocho  de  la  mañana  y tardó 
enferma  como  dos  días,  sin  que  la  llegara  a 
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ver  ningún  Facultativo,  solo  fué  asistida  por 
Francisca  Ixcolín  como  partera;  que  cuando 
ella  murió,  el  declarante  fué  a la  casa  del  Mé- 
dico a pedir  el  certificado  de  defunción,  el 
cual  entregó  al  Guardián  del  Cementerio,  por- 
que ese  dia  las  oficinas  de  la  Tesorería  y del 
Registro  Civil  estaban  cerradas. — En  otra  de- 
claración este  individuo  manifestó:  contestan- 
do a una  pregunta,  que  cuando  fué  a traer  el 
certificado  le  dijo  al  Doctor  que  Juana  Marín 
tenia  dolor  de  estómago;  en  otra  respuesta 
dice  que  al  Doctor  le  dijo  que  de  dolor  de  es- 
tómago y de  parto  había  muerto  aquella  mu- 
jer; que  los  dolores  le  empezaron  a la  paciente 
a las  once  de  la  noche  del  sábado  y falleció  el 
dia  siguiente  como  a las  ocho  de  la  mañana; 
que  aunque  la  partera  aconsejó  al  dicente  que 
la  llevara  al  Hospital  no  lo  hizo  porque  no 
tenia  compañeros  y porque  aquella  no  quiso; 
que  es  verdad  que  sorprendió  al  Doctor  ocul- 
tándole que  de  parto  había  muerto,  pero  lo 
hizo  porque  "su  cabeza  no  estaba  en  sí  por  el 
desvelo”. — Paulina  Marín  expuso:  que  vivía 
con  su  hermana  Juana  de  su  apellido,  en  una 
misma  casa,  así  como  Isabel  Xicará  que  es  su 
amante;  que  su  hermana  citada  estaba  embara- 
zada y cuando  se  manifestaron  los  dolores  del 
parto  no  la  vió  ningún  Médico,  solamente  la 
partera  Pancha  N.,  habiendo  dilatado  enferma 
un  día  falleciendo  el  mismo  sábado  a las  ocho 
de  la  noche  "por  no  tener  fuerza  para  que 
naciera  la  criatura”. — Francisca  Ixcolín,  expu- 
so: que  es  verdad  que  prestó  sus  servicios  como 
partera  a Juana  Marín  por  haberla  llamado  la 
hermana  de  ésta — Paulina  Marín,  pero  con  mal 
resultado  porque  el  niño  no  pudo  nacer  y la 
madre  murió. — RESULTA:  que  se  procedió 
a la  exhumación  del  cadáver  de  Juana  Marín 
y a la  consiguiente  autopsia,  haciéndose  cons- 
tar en  el  respectivo  informe  médico  que  dicha 
mujer  murió  de  hemorragia  interna,  causada 
por  rasgadura  de  la  matriz,  debido  a un  parto 
normal  imprudentemente  atendido. — RESUL- 
TA: que  habiéndose  presentado  voluntaria- 
mente el  Doctor  Ramón  Tejada  Aguirre,  fué 
examinado  y expuso:  que  no  conoció  a Juana 
Marín,  ni  conoce  a Isabel  Xicará  y Francisca 
Ixcolín;  que  hacía  como  un  mes  había  ido  al 
"Llano  del  Piñal”  a ver  a una  mujer  cuyo  nom- 
bre ignoraba,  que  estaba  padeciendo  de  ente- 
ritis crónica,  y creyendo  que  se  trataba  de  la 
misma  persona,  no  tuvo  inconveniente  en  expe- 
dir el  certificado  de  defunción  que  le  fué  soli- 
citado el  domingo  siete  de  octubre  de  mil  no- 
vecientos veintiocho  por  los  individuos  a quie- 
nes tampoco  conoce,  quienes  así  se  lo  asegura- 
ron.— RESULTA:  que  practicado  careo  entre 
el  Doctor  Tejada  e Isabel  Xicará,  este  último 
manifestó  que  está  de  acuerdo  con  el  primero 
en  el  sentido  que  le  dijo  que  Juana  Marín 
habíajmuerto  de  asientos  y del  estómago  y no 


le  dijo  que  de  parto,  "porque  estaba  algo  malo 
de  su  cabeza  por  el  susto”. — RESULTA:  que 
no  estimándose  procedente  según  la  averigua- 
ción por  lo  que  respecta  a la  muerte  de  Juana 
Marín,  sin  duda  por  no  aparecer  comprobada 
la  preexistencia  de  un  delito,  fueron  puestos 
en  libertad  los  que  por  tal  motivo  habían  sido 
detenidos,  continuándose  el  proceso  única- 
mente contra  el  Doctor  Tejada  por  el  hecho 
de  haber  expedido  el  certificado  en  la  forma 
que  lo  hizo.— RESULTA:  que  elevada  la  cau- 
sa a plenario,  el  acusado  Doctor  Tejada  no  se 
conformó  con  el  cargo  de  falsedad  que  se  le 
formuló,  y en  esa  diligencia  expuso:  que  el 
certificado  lo  expidió,  en  virtud  de  lo  que  pre- 
ceptúa el  artículo  482  del  Código  Civil,  y si  no 
hizo  constar  en  él  que  tuvo  conocimiento  del 
hecho  por  informe  de  tercero,  es  porque  en  los 
machotes  donde  deben  hacerse  constar  las  cir- 
cunstancias y datos  de  la  defunción  no  lo  exi- 
jen,  como  puede  verse  en  un  ejemplar  que  pre- 
sentaba.— ^RESULTA:  que  fué  agregada  al 
proceso  certificación  del  certificado  expedido 
por  el  Doctor  Tejada,  en  el  cual  hizo  constar 
que  la  enfermedad  de  que  murió  Juana  Marín, 
fué  enteritis  crónica. — RESULTA:  que  previa 
la  defensa  del  acusado  el  Juez  dictó  la  senten- 
cia que  fué  aprobada  por  la  Sala  Cuarta  de 
Apelaciones  con  las  modificaciones  que  se  han 
expresado. — RESULTA:  que  conBra  la  senten- 
cia de  Segunda  Instancia,  el  Doctor  Tejada 
con  auxilio  del  Abogado  don  Darío  Molina 
P.,  introdujo  el  recurso  de  casación  denun- 
ciando como  violados  los  artículos  259,  512 
inciso  3'',  513,  654,  568,  729  Procedimientos 
Penales,  11-192-194-205  Código  Penal. — CON- 
SIDERANDO: que  el  artículo  48,  del  Código 
Civil  impone  al  Facultativo  que  hubiese  asis- 
tido a una  persona  en  su  última  enfermedad, 
la  obligación  de  examinar  el  cadáver  y expedir 
una  constancia  que  es  indispensable  para  obte- 
ner la  partida  de  defunción;  y el  artículo  482 
manda  que  en  esa  constancia  se  exprese,  en 
cuanto  sea  posible,  el  nombre  y domicilio  que 
tuvo  el  difunto,  la  causa  inmediata  de  la  muer- 
te y el  día  y hora  en  que  tuvo  lugar,  debiendo 
el  Facultativo  expresar  si  estas  circunstancias 
le  constan  por  conocimiento  propio  o por  in- 
formes de  tercero. — En  el  presente  caso  se  ha 
comprobado  con  la  confesión  de  Xicará  que 
él  fué  quien  informó  al  Doctor  Tejada  que 
Juana  Marín  había  muerto  de  enteritis  crónica 
(diarrea),  y si  el  expresado  facultativo  no  hizo 
constar  que  por  referencias  sabía  ese  hecho, 
esta  omisión  la  explica  diciendo  que  tal  requi- 
sito no  aparece  en  los  machotes  impresos  que 
para  el  efecto  conservan  los  médicos  en  su  po- 
der. Tampoco  tienen  aplicación  en  cuanto  al 
Doctor  Tejada  los  artículos  mencionados,  ya 
que  se  encuentra  comprobado  con  declaraciones 
de  los  parientes  de  la  difunta,  que  él  no  la  asis- 
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tió  en  su  enfermedad.  Por  otra  parte  la  omisión 
de  aquellas  circunstancias  no  tienen  sanción  en 
el  Código  Civil,  ni  es  el  caso  de  aplicar  el  ar- 
tículo 205  del  Código  Penal,  que  establece  pena 
de  un  año  de  arresto  mayor  para  el  Facultativo 
que  librare  certificación  falsa  de  enfermedad 
o lesión. — Aquí  no  se  investiga  si  es  o no  falsa 
la  enfermedad  de  que  murió  la  Marín,  en  el 
sentido  que  la  existencia  o falta  de  esa  enfer- 
medad constituya  el  delito  de  falsedad,  en  los 
términos  consignados  en  los  artículos  192  y 
194  del  Código  Penal.  Se  trata  de  la  muerte 
de  la  expresada  mujer,  y este  hecho  no  es 
falso  sino  verdadero,  comprobado  plenamente 
con  su  enterramiento,  su  exhumación  y autop- 
sia, sin  que  se  haya  justificado  que  la  afirma- 
ción de  que  murió  de  una  enfermedad  com- 
pletamente distinta  de  la  verdadera,  haya  sido 
hecha  fraudulentamente,  ni  con  ninguno  de  los 
requisitos  indispensables  que  caracterizan  la 
falsedad.  Que  por  lo  expuesto  se  deduce  que 
por  indebida  aplicación  fué  violado  el  artículo 
205  del  mencionado  Código  Penal  y por  con- 
siguiente se  debe  casar  y anular  la  sentencia 
recurrida  y dictar  la  que  en  derecho  procede. 
■ — ^CONSIDERANDO:  que  según  el  artículo 
568  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, nadie  puede  ser  condenado  sino  cuando 
haya  plena  prueba  de  que  existió  el  delito  y de 
que  el  procesado  lo  cometió.  En  cuanto  a la 


primera  parte  de  este  artículo  y aplicándolo 
al  caso  que  se  estudia,  no  basta  para  tener  por 
establecida  la  existencia  del  delito  de  falsedad, 
el  que  sean  contradictorios  los  informes  de 
los  médicos  que  obran  en  los  autos,  ya  que  el 
Doctor  Tejada  ha  dado  explicaciones  suficien- 
tes acerca  del  motivo  por  el  cual  hizo  constar 
como  causa  de  la  muerte  de  la  Marín  la  ente- 
ritis crónica,  hecho  que  no  causó  daño  alguno 
a la  sociedad  ni  a ningún  particular,  ni  con- 
tiene ninguno  de  los  requisitos  indispensables 
para  considerarlo  como  falsedad. — En  cuanto 
al  segundo  requisito  indispensable  para  impo- 
ner la  pena,  menos  puede  tener  aplicación, 
porque  reconociéndose  que  no  existe  plena- 
mente probado  la  existencia  del  delito,  tam- 
poco puede  deducirse  responsabilidad  a per- 
sona alguna. — Artículos  566-728-73 1-735  Códi- 
go de  Procedimientos  Penales. — POR  TAN- 
TO: la  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  lo  que  disponen  los  artículos  686  y 687  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  casa  y 
anula  la  sentencia  recurrida,  y fallando  sobre 
lo  principal  absuelve  al  Doctor  Ramón  Tejada 
Aguirre  del  cargo  que  se  le  formuló.  Noti- 
fíquese  y con  certificación  devuélvase  la  causa 
al  Tribunal  de  su  origen. — José  A.  Medrano« 

— Quirino  Flores  y Flores.  — José  Serrano 
Muñoz.  — Abel  Paredes.  — J.  F.  Rodríguez. 

— Alf.  Valle  Calvo. 


Decretos  legislativos  números  1605  y 1585 


DECRETO  NUMERO  1605 
LA  ASAMBLEA  LEGISLATIVA  DE 
LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA 
DECRETA: 

Artículo  1*^ — En  los  casos  de  delitos  de  in- 
cendio y cuando  se  haya  abierto  procedimien- 
to criminal  contra  el  asegurado,  los  asegura- 
dores no  están  obligados  a pagar  ninguna  in- 
demnización sino  hasta  que  el  procesado  haya 
sido  absuelto,  por  sentencia  definitiva,  o se 
haya  dictado  respecto  de  él  auto  de  sobre- 
seimiento. 

Artículo  2*^ — Todo  comerciante  o persona 
obligada  a tener  contabilidad  siempre  que  tu- 
viese vigente  póliza  de  seguro  contra  incendio, 
deberá  llevar,  además  de  los  libros  principales, 
un  libro  de  entradas  y salidas  de  mercaderías 
del  establecimiento  asegurado  y deberá  prote- 
ger todos  los  libros  guardándolos  en  cajas  con- 
tra incendio  o manteniéndolos  en  lugar  dife- 


rente del  cubierto  por  la  póliza  de  seguro. 
Toda  la  contabilidad  será  recogida  por  el  Juz- 
gado que  conozca  del  asunto,  pero  los  repre- 
sentantes legales  de  los  aseguradores  interesa- 
dos podrán  inspeccionarlos  las  veces  que  lo  es- 
timen necesario. 

Artículo  3" — Es  obligación  del  asegurado 
que  tome  o haya  tomado  pólizas  de  seguro,  no- 
tificar a cada  asegurador  la  existencia  de  otras 
pólizas  anteriores  o posteriores  que  protejan 
la  misma  cosa,  debiendo  especificar  la  fecha  en 
que  fueron  expedidas,  su  monto,  los  nombres 
de  los  aseguradores  y detalles  de  las  cosas  ase- 
guradas, datos  que  tienen  que  aparecer  en  las 
pólizas  respectivas  en  su  caso. 

La  omisión  de  esta  obligación  por  parte  del 
asegurado  y la  de  cualquiera  de  los  requisitos 
establecidos  en  el  artículo  anterior,  así  como 
la  destrucción  total  o parcial  de  la  contabili- 
dad, serán  considerados  por  el  Juez  o Tribu- 
nal que  conozca  del  asunto,  de  conformidad 
con  las  leyes  procesales  y en  armonía  con  las 
demás  constancias  de  autos,  como  indicio  de 
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culpabilidad  por  parte  del  asegurado.  Esto 
sin  perjuicio  de  las  sanciones  civiles  conveni- 
das en  la  póliza  a este  respecto. 

Artículo  4’ — Los  representantes  de  los  ase- 
guradores tendrán  libre  acceso  al  lugar  del 
siniestro  en  que  estuvieren  interesados. 

Artículo  5'’ — El  asegurado  tendrá  derecho  a 
que  el  asegurador  le  pague,  además  de  la  in- 
demnización que  le  corresponde  conforme  la 
respectiva  póliza  y la  ley,  los  intereses,  al  tipo 
comercial  de  Guatemala,  desde  la  fecha  del 
siniestro,  hasta  la  del  efectivo  pago;  podrá,  sin 
embargo,  el  asegurador,  librarse  de  esta  obli- 
gación, depositando  a la  orden  del  Tribunal 
que  conozca  del  asunto,  el  monto  del  seguro. 

Artículo  6'’ — Sólo  los  Jueces  ordinarios  ten- 
drán competencia  para  conocer  en  las  causas 
de  incendio. 

Artículo  7" — Los  procesos  pendientes  de  re- 
solución en  la  actualidad  ante  los  Tribunales 
Militares,  deberán  pasar  inmediatamente  a los 
Tribunales  ordinarios  para  su  prosecución  y 
fenecimiento. 

Articulo  8" — Se  deroga  el  Decreto  legisla- 
tivo Número  810  y toda  otra  disposición  que 
se  oponga  a la  presente  Ley. 

Artículo  9" — El  presente  Decreto  comenzará 
a regir  desde  la  fecha  de  su  publicación. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y 
cumplimiento. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la  Asam- 
blea Legislativa:  en  Guatemala,  el  veinte  de 
mayo  de  mil  novecientos  veintinueve. 

J.  M.  REINA  ANDRADE, 

Presidente. 

FEDERICO  CARBONELL  R., 

Secretario. 

RAF.  CASTELLANOS  A., 

Secretario. 

Casa  del  Gobierno:  Guatemala,  veintiuno 
de  mayo  de  mil  novecientos  veintinueve. 

Publíquese  y cúmplase. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y Justicia, 

C.  o.  ZACHRISSON. 


DECRETO  NUMERO  1585 

LA  ASAMBLEA  LEGISLATIVA  DE 
LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA 

DECRETA : 

La  siguiente 

LEY  ORGANICA  DE 
EDUCACION  PUBLICA 

TITULO  I 

BASES  GENERALES 
CAPITULO  I 
Principios  fundamentales. 

Articulo  P — La  educación  tiene  por  ob- 
jeto el  desarrollo  integral  de  la  personali- 
dad humana. 

Articulo  2" — La  obra  educativa  del  Es- 
tado es  ajena  a sectarismos  políticos  y re- 
ligiosos. 

Articulo  3" — La  enseñanza  oficial  es  laica, 

Articulo  P — Se  garantiza  la  libertad  de 
enseñanza  en  los  establecimientos  particu- 
lares, reservándose  el  Estado  el  derecho  de 
inspección  en  lo  que  se  refiere  al  orden  y 
moralidad,  higiene  y observancia  de  las  le- 
yes y reglamentos  de  Educación  Pública. 

Articulo  5" — El  Estado  reconoce  la  nece- 
sidad de  la  cooperación  social  para  el  ma- 
yor éxito  de  su  misión  educativa. 

Articulo  (A — El  Estado  hará  una  activa 
labor  pcír  el  imejoramiento  cultural  de  la 
raza  indígena. 

Articulo  7^ — La  educación  primaria  ofi- 
cial y la  normal  son  gratuitas. 

Artículo  S'’ — Para  ejercer  la  función  do- 
cente, tanto  en  la  enseñanza  oficial  como  en 
la  particular,  es  indispensable  que  se  com- 
pruebe la  capacidad  profesional,  salud,  mo- 
ralidad y buenas  costumbres. 

Articulo  9’’ — La  escuela  está  estrictamente 
obligada  a desarrollar  en  los  niños,  de  uno 
y otro  sexo,  los  sentimientos  de  nacionalis- 
mo, civismo  y cumplimiento  del  deber ; el 
amor  al  trabajo,  al  ahorro  y al  orden  o 
método ; y el  culto  al  honor  y a la  verdad. 
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TITULO  II 

DE  LA  ORGANIZACION  GENERAL 
DEL  RAMO 

CAPITULO  II 

Principales  Departamentos. 

Artículo  10. — El  ramo  se  organiza  en  dos 
depaiitamientos : el  Escolar  y el  Adminis- 
trativo. 

Artículo  11. — Cada  uno  de  los  departa- 
mentos mencionados  está!  constituido  por 
secciones,  a cargo  de  sendos  Jefes  Téc- 
nicos. 

Artículo  12.  — El  Departamento  Escolar 
tiene  a su  cargo  la  organización  técnica  e 
inspección  de  los  establecimientos  de  Edu- 
cación. Comprende  las  secciones  siguientes : 

a)  Preparatoria  y Primaria  Urbana; 

b)  Rural  e Incorporación  Indígena; 

c)  Normal,  Secundaria  y Especial; 

d)  Extensión  Escolar. 

Artículo  13.  — El  Departamento  Adminis- 
trativo tiene  a su  cargo  la  organización  y 
provisión  material  de  las  dependencias  del 
ramo  y comprende  las  Secciones  siguientes ; 

a)  Personal  Docente  y Escalafón; 

b)  Estadística  y Contabilidad; 

c)  Almacén  y Archivo; 

d ) Arquitectura  Escola:r. 

TITULO  III 

DEL  DEPARTAMENTO  ESCOLAR 

CAPITULO  III 

De  los  establecimientos  de  educación. 

Articulo  14.  — Los  establecimientos  de 
educación  son  oficiales  y privados.  Son  ofi- 
ciales los  sostenidos  con  fondos  nacionales, 
y,  privados,  los  de  iniciativa  particular. 

Articulo  15. — Los  establecimientos  nacio- 
nales de  Educación  se  clasifican  así: 

а)  Escuelas  Preparatorias; 

б ) Escuelas  Rudimentarias ; 

c)  Escuelas  Primarias ; 

d)  Escuelas  Normales; 

e)  Escuelas  Secundarias ; 

f)  Escuelas  de  Enseñanza  Especial. 

CAPITULO  IV 

De  la  Educación  Preparatoria. 

Artículo  16. — La  Educación  Preparatoria 
corresiponde  a los  niños  menores  de  siet-3 
años. 


Articulo  17. — El  Gobierno  establecerá  es- 
cuelas para  párvulos  en  los  centros  urba- 
nos donde  las  considere  necesarias  para  los 
niños  que  no  tengan  la  edad  obligatoria. 
Asimismo,  estimulará  la  iniciativa  particu- 
lar que  tienda  a organizaras. 

Artículo  IS. — Hay  dos  clases  de  institu- 
ciones para  párvulos : 

a ) Escuelas  Maternales,  para  ni.ños  me- 
nores de  tres  años ; 

b)  Escuelas  de  Párvulos,  para  niños  de 
más  de  tres  años. 

Artículo  19.  — Las  Escuelas  Maternales 
son  establecimientos  de  beneficencia  públi- 
ca para  proteger  a los  niños  desamparados. 
Estos  establecimientos  son  atendidos  por 
puericultoras,  bajo  la  dirección  médica. 

Artículo  20. — Las  Escuelas  de  Párvulos 
constituyen  la  transición  del  hogar  a la  Es- 
cuela Primaria  y participan  de  ambas  en- 
tidades. Debe  privar  en  ellas  el  insitinto 
maternal  y su  servicio  corresponde  a maes- 
tras especializadas. 

CAPITULO  V 

De  la  Educación  Rudimentaria. 

Artículo  21.  — Las  Escuelas  Rudimenta- 
rias son:  urbanas  y rurales.  Son  uibanas 
las  destinadas  a la  alfabetización  del  pue- 
blo o mejoramiento  de  los  adultos  que  por 
una  u otra  causa,  no  cumplieron  con  la  obli- 
gación escolar.  Son  rurales  las  destinadas 
a la  cultura  indígena. 

Artículo  22. — Son  Escuelas  Rudimentarias 
Urbanas : 

a)  Nocturnas  y dominicales  para  obreros; 

b ) Cursos  para  iletrados,  establecidos  en 
cuarteles,  casas  de  reclusión,  fábricas,  ta- 
lleres y asociaciones ; 

c)  Universidades  Populares, 

Articulo  23. — Son  Escuelas  Rudimentarias 
Rurales : 

a ) Escuelas  Mixtas ; 

b ) Escuelas  Rurales  Periódicas ; 

c ) Escuelas  Rurales  Ambulantes ; 

d ) Escuelas  para  la  enseñanza  del  es- 
pañol. 

CAPITULO  VI 
De  la  Educación  Primaria. 

Artículo  24. — La  Educación  Primaria,  co- 
rresponde a los  niños  de  sie(te  a catorce 
años  de  edad. 

Artículo  25. — La  Educación  Primaria  es 
obligatoria. 
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Artículo  26. — Las  Escuelas  Primarias  son : 
urbanas  y rurales.  Son  urbanas  las  ubi- 
cadas en  las  ciudades,  villas  y pueblos.  Son 
rurales  las  que,  respondiendo  a fines  de  la 
educación  primaria,  se  modifiquen  según 
las  necesidades  de  la  vida  campestre. 

Artículo  27. — La  Escuela  Primaria  Inte- 
gral constará  de  seis  años. 

CAPITULO  VII 

De  la  Educación  Normal. 

Artículo  28. — La  Educación  Normal  tiene 
como  base  la  Escuela  Primaria  y su  fin  es 
preparar  a los  Maestros  que  deban  servir 
en  los  establecimientos  nacionales. 

Artículo  29. — La  Enseñanza  Normal  com- 
prende : 

a)  Escuelas  Normales  de  Maestras  para 
Párvulos ; 

b)  Escuelas  Normales  de  Preceptores  y 
de  Maestros  Rurales ; 

c)  Escuelas  Normales  Integrales; 

d)  Escuela  Normal  Superior. 

CAPITULO  VIII 

De  la  Educación  Secundaria. 

Articulo  30. — La  Enseñanza  Secundaria 
comprende  dos  ciclos ; el  primero  durará 
Cuatro  años  y su  terminación  da  derecho  al 
ingreso  a las  escuelas  preparatorias  de  las 
Facultades  Universitarias  que  forman  el  se- 
gundo ciclo.  Tajmbién  se  podrá  obtener 
matrícula  luego  de  terminado  el  primer 
ciclo  en  las  escuelas  especiales  de  la  Um- 
versidad  que  la  ley  señale. 

CAPITULO  IX 

De  la  Enseñanza  Especial. 

Articulo  31. — La  Enseñanza  Especial  com- 
prende ; 

a)  Escuelas  de  Comercio ; 

b)  Escuelas  de  Bellas  Artes  (Pintura  y 
Escultura) ; 

e)  Conservatorio  Nacional  de  Música  y 
Declamación ; 

d)  Escuelas  Técnicas  Industriales. 

Articulo  32. — Para  el  ingreso  a estos  es- 
tablecimientos es  necesario  haber  terminado 
la  enseñanza  primaria. 

CAPITULO  X 

De  la  Extensión  Escolar. 

Articulo  33. — A la  extensión  escolar  co- 
TTesponde  el  fomento  de  la  educación  social 
en  sus  diversas  manifestaciones. 


Comprende  las  actividades  siguientes : 

a)  Cultura  Física,  Higiene  y Sanidad  Es- 
colar; 

b)  Cultura  Artística,  Canto  y Piano; 

cj  Beneficencia  Escolar; 

dj  Bibliotecas,  Museos  y Publicaciones. 

TITULO  IV 

DEL  DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO 

CAPITULO  XI 

De  la  Sección  de  Personal 
Docente  y Escalafón. 

Articulo  34. — La  Sección  de  Personal  Do- 
cente y Escalafón  comprende : 

a)  Registros  Generales; 

b)  Incorporaciones; 

c)  Promociones; 

d)  Escalafón  de  Maestros. 

Artículo  35. — El  registro  general  contiene 
la  nómina  de  todos  los  Maestros  y emplea- 
dos del  ramo,  con  las  especificaciones  re- 
ferentes a sus  calidades. 

Artículo  36. — La  incorporación  se  refiere 
a títulos,  certificados  de  estudios  y equi- 
valencias de  los  mismos. 

Artículo  37. — Las  promociones  compren- 
den las  solicitudes  de  nombramientos,  re- 
nuncias, remociones,  permutas,  ceses,  desti- 
tuciones, licencias,  adquisición  de  personil 
a base  de  Escalafón. 

Articulo  38. — El  Escalafón  tiene  por  ob- 
jeto determinar  la  calidad  del  personal  por 
sus  méritos  y servicios,  para  cuyo  efecto  se 
llevarán  los  registros  de  clasificación,  dota- 
ciones, ascensos,  ceses,  destituciones,  tras- 
lados, permutas  y hojas  de  servicios. 

CAPITULO  XII 

De  la  Sección  de  Estadística  y Contabilidad. 

Artículo  39. — Esta  Sección  tiene  como  ob- 
jeto llevar  cuenta  y razón  de  los  haberes  y 
gastos  del  ramo,  así  como  de  su  administra- 
ción legal  y comprobada.  Comprende  : 

а ) Inventarios  y Rentas  Escolares ; 

б ) Presupuestos  y Gastos ; 

c)  Multas  y Descuentos; 

d)  Pensiones,  Montepíos  y Jubilaciones; 

e ) Censos  y Registros. 

Artículo  40.  — Los  censos  se  levantarán 
cada  año,  en  tiempo  de  vacaciones  y con- 
tendrán todos  los  datos  indispensables  para 
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determinar  la  población  escolar,  con  deta- 
lles de  nacionalidad,  edad  y demás  con- 
diciones. 

Articnlo  41. — En  los  registros  escolares  se 
consignarán,  detalladamente,  las  escuelas, 
indicando  su  calidad,  los  inventarios  con  los 
detalles  iprincipales,  el  personal  docente,  los 
alumnos,  con  explicaciones  de  asistencia; 
promociones,  exámenes,  multas  escolares, 
dotaciones,  descuentos,  trabajos  y ahorros 
realizados  por  los  alumnos  y todo  asunto 
relacionado  con  el  objeto  de  esta  Institución, 

CAPITULO  XIII 

De  la  Sección  de  Almacén  y Archivo. 

Articulo  42. — ^E1  Almacén  tiene  a su  cargo 
el  depósito  de  materiales,  útiles  y enseres 
para  proveer  a las  distintas  dependencias 
del  ramo. 

Articulo  43. — ^Están,  además,  a su  cargo, 
el  manejo  y conservación  de  documentos  re- 
lacionados con  la  historia  del  funcionamien- 
to escolar  en  la  República. 

CAPITULO  XIV 

De  la  Sección  de  Arquitectura  Escolar. 

Articulo  44. — La  Arquitectura  Escolar  se 
refiere  a la  necesidad  que  las  construccio- 
nes, reparaciones  y modificaciones  de  los 
edificios  escolares  se  sujetan  a una  técnica 
especial;  en  esa  virtud,  todo  trabajo  de  esta 
naturaleza,  se  hará  conforme  a planos  ela- 
borados por  esta  Sección  y aprobados  por 
el  Ministerio  del  ramo. 

TITULO  V 

DEL  REGIMEN 

CAPITULO  XV 

De  la  Secretaria  de  Educación  Pública. 

Artículo  45. — La  suprema  dirección,  inten- 
sificación y desarrollo  de  la  educación  na- 
cional, corresponde  al  Poder  Ejecutivo.  La 
Secretaría  de  Educación  tiene  a su  servicio 
inmedialto,  un  cuerpo  consultivo,  llamado 
Consejo  Técnico  de  Educación  Pública. 

CAPITULO  XVI 

Del  Consejo  Técnico  de  Educación. 

Articnlo  46. — El  Consejo  Técnico  de  Edu- 
cación está  integrado  por  los  Jefes  Técni- 
cos de  las  diferentes  Secciones  de  que  cons- 
tan los  Departamentos  Administrativo  y 
Escolar. 


Articulo  47. — El  Consejo  Técnico  de  Edu- 
cación es  un  cuerpo  consultivo  del  Minis- 
terio encargado  de  resolver  todos  los  asun- 
tos sometidos  a su  consideración  y especial- 
mente, todos  los  relacionados  con  la  refor- 
ma, organización  y reglamentación  de  la 
enseñanza  nacional.  Sus  miembros  desem- 
peñarán, ademáis,  las  delegaciones  especia- 
les que  les  confíe  la  Secretaría  de  Edu- 
cación. 

CAPITULO  XVII 

De  los  Departamentos  Administrativo 
y Escolar. 

Articnlo  4S. — Los  Departamentos  Admi- 
nistrativo y Escolar,  constarán  de  las  sec- 
ciones ya  estipuladas  en  los  artículos  12  y 
13,  de  esta  Ley,  las  cuales  dependen  direc- 
tamente del  Ministerio  del  ramo. 

Articulo  49. — Habrá,  asimismo,  en  cadá 
departamento  de  la  República,  un  Inspec- 
tor Técnico,  para  las  Escuelas  Preparato- 
ria y Primaria,  sin  perjuicio  de  que  el  Mi- 
nisterio pueda  nombrar  un  segundo  Ins- 
pector en  aquellos  departamentos,  cuya  ex- 
tensión así  lo  demande. 

Articulo  so. — Los  Jefes  técnicos  de  que 
habla  el  artículo  46  y los  Inspectores  de- 
partamentales de  que  tralla  el  artículo  an- 
terior, deben  ser  Maesitros,  de  reconocida 
competencia,  de  intachable  moralidad ; es- 
tarán investidos  de  lia  autoridad  suficiente 
para  el  mejor  desempeño  de  sus  funciones 
y serán  inamovibles  en  el  ejercicio  de  sus 
cargos. 

Articulo  51. — La  Ley  Reglamentaria  de 
Educación  Pública  determinará  los  casos  en 
que  los  Jefes  técnicos  de  sección  e Inspec- 
tores departamentales,  sean  removidos  de 
sus  empleos,  así  como  las  responsabilida- 
des que  se  le  aduzcan  y las  penas  que  deba 
imponérseles,  por  el  mal  desempeño  de  sus 
cargos. 

CAPITULO  XVIII 

De  la  obligación  escolar. 

Articnlo  52. — El  laño  escolar  consta  de 
doce  meses ; diez  lectivos  y dos  para  va- 
caciones. 

Articulo  53. — La  inscripción  escolar  co- 
mienza el  dos  de  enero  y termina  el  día 
quince. 

Articulo  54. — Son  días  hábiles  para  el  tra- 
bajo escolar  todos  los  de  la  semana,  excepto 
los  domingos  y feriados  reglamentarios. 

Articnlo  55. — La  inscripción  escolar  debe 
ajustarse  a los  censos ; en  consecuencia,  todo 
padre  o tutor  y en  general,  toda  persona 
que  tenga  niños  a su  cargo,  están  obligados 
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a inscribirlos  en  las  Escuelas  Públicas  y a 
velar  por  su  asistencia  regular.  Los  in- 
fractores sufrirán  los  apremios  de  ley. 

Articulo  Sb. — La  inscripción  escolar  co- 
rresponde únicamente  a la  Escuela  Prima- 
ria oficial  y particular  y se  comprobará  por 
medio  de  una  boleta  que  portará  obligato- 
riamente cada  alumno. 

Articulo  57. — La  vagancia  infantil  se  per- 
seguirá con  toda  actividad,  por  medio  de  los 
agentes  de  la  autoridad. 

Articulo  58. — Por  cada  falta  de  asistencia 
injustificada,  se  impondrá  a los  padres, 
tutores  o encargados  de  los  faltistas,  una 
multa  reglamentaria,  que  hará  efectiva  la 
autoridad  local  competente. 

Articulo  59. — Están  exceptuados  de  asis- 
tir a las  escuelas  públicas  : 

a ) Los  niños  que  residan  a más  de  dos 
kilómetros  de  distancia  del  lugar  donde  es- 
té ubicada  la  escuela ; 

b ) Los  que  adolezcan  de  impedimento 
físico,  para  trasladarse  del  lugar  a la  escuela; 

c)  Los  anormales,  cuando  no  hubiere  es- 
cuelas especiales  para  ellos ; 

d)  Los  que  excluya  la  Sanidad  Escolar; 

e)  Los  que  asistan  a establecimientos 
particulares ; y, 

f)  Los  comprendidos  en  el  artículo  73, 

Articulo  60. — Los  dueños  de  fincas  rús- 
ticas, minas  en  explotación,  fábricas,  talle- 
res u otras  empresas,  ubicadas  en  el  cam- 
po, donde  haya  veinte  niños  de  edad  es- 
colar, por  lo  menos,  y que  disten  más  de 
dios  kilómetros  de  una  escuela  nacional, 
están  obligados  a establecer,  por  cuenta  de 
uno  o varios  interesados,  escuelas  gratuitas 
de  la  categoría  que  corresponda,  servida  por 
maestros  competentes. 

Articulo  61. — Los  infractores  de  la  dispo- 
sición que  antecede,  serán  penados  con  una 
multa  reglamentaria,  por  cada  mes  que  de- 
jen de  tenerla,  sin  perjuicio  de  obligarlos  a 
que  cumplan  con  la  disposición  anterior. 

Articulo  62. — El  Estado  queda  obligado  a 
establecer  escuelas  rurales  en  toda  aldea 
que  cuente,  por  lo  menos,  con  veinte  niños 
de  ambos  sexos  y que  hayan  llegado  a la 
edad  escolar. 

Articulo  63. — Se  prohíbe  a los  dueños  de 
casas  comerciales,  fincas,  fábricas,  talleres 
y en  general!,  a toda  persona  que  necesite 
del  trabajo  ajeno,  ocupar  niños  de  edad 
escolar  durante  las  horas  de  asistencia  obli- 
gatoria a las  escuelas,  imponiéndose  los 
apremios  reglamentarios  a los  contravento- 
res de  eslía  disposición. 

Articulo  64. — Para  los  efectos  del  articuló 
anterior,  los  Inspectores  de  Educación  Pri- 
maria ejercerán  la  vigilancia  que  corres- 


ponde y darán  cuenta  inmediatamente  y por 
escrito,  de  la  infracción  de  la  disposición 
precedente,  a la  autoridad  respectiva. 

Articulo  65. — Concluido  el  término  oficial 
para  la  inscripción,  ésta  se  hará  cobrándose 
a los  padres,  tutores  o encargados,  la  multa 
respectiva.  Esta  disposición  obliga,  tanto  a 
las  escuelas  oficíales  como  a las  particula- 
res, con  excepción  de  los  casos  siguientes ; 

a)  Enfermedad  comprobada  con  certifi- 
cación médica,  o,  en  su  defecto,  con  una 
constancia  de  la  autoridad  civil  del  lugar ; 

b)  Cambio  de  domicilio,  en  cuyo  caso 
deberá  presentarse  certificación  del  Direc- 
tor de  la  última  escuela  a que  asistió,  visada 
por  la  autoridad  inmediata,  sin  que  pueda 
mediar  más  de  un  mes,  entre  el  retiro  y 
el  ingreso. 

Articulo  66. — Los  Directores  de  Escuelas 
darán  aviso  a la  autoridad  escolar  inmedia- 
ta, de  cada  inscripción  que  se  haga,  con 
posterioridad  a su  clausura,  para  lo  que  pro- 
ceda, conforme  a la  ley. 

Articulo  67. — A los  niños  que  la  Policía 
recoja  y que  no  estén  inscritos  en  estable- 
cimiento alguno,  se  les  inscribirá  en  las 
escuelas  públicas,  aplicándose  a sus  padres, 
tuiíores  o encargados,  la  multa  reglamen- 
taria. 

Articulo  68. — Las  multas  a que  se  refie- 
ren los  artículos  anteriores,  se  harán  efec- 
tivas por  los  Jueces  de  Paz  y se  destinarán 
al  incremento  de  las  rentas  escolares. 

Articulo  69. — La  matrícula  corresponde  a 
los  establecimientos  Normales,  de  Secun- 
daria y Especiales. 

La  matrícula  debe  hacerse  en  los  prime- 
ros quince  días  del  mes  de  enero  y el  tér- 
mino es  improrrogable.  No  es  necesario 
que  el  interesado  la  haga  personalmente. 

CAPITULO  XIX 

De  la  enseñanza  particular  y del  hogar. 

Articulo  70. — Toda  persona  tiene  libertad 
para  fundar  esltablecimientos  de  enseñanza, 
de  conformidad  con  la  presente  Ley,  llenan- 
do los  requisitos  reglamentarios. 

Articulo  71. — Para  que  los  estudios  he- 
chos en  establecimientos  particulares  sur- 
tan efectos  legales,  es  indispensable  la  in- 
corporación. 

Articulo  72. — Los  Directores  de  las  escue- 
las particulares  incorporadas  que  contraven- 
gan las  disposiciones  legales,  serán  reque- 
ridos formalmente  y,  en  caso  de  reinciden- 
cia, se  les  cancelará  la  autorización. 

Articulo  73. — Todo  padre,  tutor  o encar- 
gado de  niños,  puede  educarlos  en  el  hogar. 
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dando  cuenta  de  ello  a la  autoridad  inme- 
diata, antes  de  cerrarse  la  inscripción  es- 
colar. 

Artículo  74-, — Los  niños  que  reciban  edu- 
cación en  ell  hogar  están  obligados  a exa- 
minarse en  las  Escuelas  públicas. 

CAPITULO  XX 
De  los  exámenes. 

Articulo  75. — ^El  examen  tiene  por  objeto 
cerciorarse  del  grado  de  desarrollo  mental 
del  alumno,  para  determinar  su  capacidad. 
Constará  de  dos  pruebas,  que  se  verifica- 
rán una  en  el  mes  de  junio  y otra  al  final 
del  Año  lectivo,  practicadas  por  tribunales 
organizados  por  la  Secretaría  de  Educación. 

Articulo  76. — Para  los  efectos  del  examen 
final  se  tomará  en  cuenta  el  resultado  del 
examen  de  prueba. 

Artículo  77. — La  prueba  semestral  y el 
examen  final  pueden  ser  de  tres  clases: 
orales,  escritos  y prácticos,  si  fuere  nece- 
sario. El  Reglamento  respedtivo  detallará 
la  forma  de  verificarlas. 

Articulo  78.  — El  alumno  que  resultare 
suspenso,  en  itres  asignaturas  principales, 
en  el  examen  final  de  la  Escuela  Primaria, 
deberá  repetir  el  grado. 

Artículo  79. — En  las  Escuelas  Secunda- 
ria, Normal  y Especial,  los  exámenes  serán 
sólo  de  fin  de  curso  : orales,  escritos  o prác- 
ticos, según  su  naturaleza. 

Articulo  SO. — El  alumno  que  fuere  repro- 
bado en  una  o dos  materias,  podrá  some- 
terse a nuevo  examen,  antes  de  cerrarse  la 
maltrícula  y si  fuere  reprobado,  podrá  re- 
petir el  examen  dos  meses  después.  El 
alumno  que  tuviere  más  de  dos  materias 
reprobadas,  no  podrá  matricularse  en  el 
curso  inmediato  superior. 

Serán  válidos  por  un  año,  los  certifica- 
dos de  asistencia,  extendidos  por  el  Profe- 
sor de  la  materia  al  alumno  matriculado, 
excepto  en  los  casos  a que  se  refieren  los 
incisos  l''  y 2’’,  dei  presente  artículo. 

Artículo  81. — En  la  repetición  de  cursos, 
no  es  necesaria  nueva  matrícula. 

Artículo  82. — El  alumno  que  haya  conclui- 
do los  estudios  de  Secundaria,  Normal  y 
Especial,  se  someterá  a un  examen  general 
privado  y a otro  de  tesis.  El  que  fuere  re- 
probado en  el  primero,  podrá  repetirlo  en 
cualquier  tiempo. 

Articulo  83. — Fuera  de  las  fechas  fijadas 
en  la  presente  Ley,  no  se  practicarán  exá- 
menes parciales. 

Articulo  84. — Los  estudiantes  que  quieran 
examinarse  por  suficiencia,  podrán  hacerlo 
en  cualquier  tiemipo,  pagando  dobles  dere- 


chos. Si  fueren  aprobados  por  unanimidad 
con  las  notas  de  "sobresaliente”,  tendrán 
derecho  a matricularse  en  las  materias  del 
Año  siguiente  y a hacer  los  exámenes  res- 
pectivos. 

Articulo  85.  — Los  exámenes  de  materias 
de  un  año  superior,  son  nulos,  cuando  no 
se  hubieren  aprobado  todos  los  del  año 
anterior. 

Articulo  86. — El  alumno  aprobado  en  un 
grado,  materia  o curso,  recibirá  la  certifi- 
cación correspondiente. 

Articulo  87.  — Los  tribunales  nombrados 
para  la  práctica  de  exámenes  parciales  y ge- 
nerales en  los  establecimientos  de  Secun- 
daria, Normal  y Especial,  estarán  integra- 
dos por  miembros  de  reconocida  capacidad, 
y si  posible  fuere,  especializados  en  la 
materia. 

Artículo  88.  — Queda  prohibido  integrar 
tribunales  de  examen  en  los  establecimien- 
tos de  Secundaria,  Normal  y Especial,  con 
los  miembros  del  personal  administrativo  y 
docente  de  la  Primaria  del  mismo  esta- 
blecimiento. 

Artículo  89. — Los  estudiantes  de  Secun- 
daria y Especial  satisfarán  los  derechos  de 
matrícula  y exámenes  que  señale  el  Regla- 
mento respectivo.  En  iguales  condiciones 
quedarán  los  colegios  privados  incorporados. 

Artículo  90.  — Los  títulos  de  Enseñanza 
Normal  serán  firmados  por  el  Presidente  de 
la  República. 

CAPITULO  XXI 

Del  Personal  Docente. 

Artículo  91. — Para  pertenecer  al  Personal 
Docente,  se  necesita  estar  inscrito  en  el 
Escalafón  de  Maestros,  de  conformidad  con 
la  presente  Ley. 

Artículo  92. — El  Personal  Docente  se  com- 
pone de  Maestros  titulados  y de  Maestros 
con  certificado  de  aptitud. 

Articulo  93.  — Queda  garantizada  la  ina- 
movilidad del  empleado  mientras  su  ser- 
vicio sea  satisfactorio ; y por  su  parte,  al 
aceptar  el  nombramiento  queda  comprome- 
tido a no  dejar  su  puesto  sin  justa  causa, 
legalmente  comprobada. 

Artículo  94. — Las  autoridades  otorgarán  a 
los  Maestros  de  Educación,  las  considera- 
ciones que  corresponden  a la  dignidad  de 
su  cargo. 

Artículo  95. — Las  dotaciones  de  que  gozan 
los  Maestros  no  pueden  ser  disminuidas 
sino  en  virtud  de  ley. 

Articulo  96.  — Los  empleados  del  ramo 
tienen  derecho  al  sueldo  en  vacaciones.  Es- 
te será  proporcional  al  tiempo  de  servicio 
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durante  el  Año  lectivo.  Pero  no  tendrán 
derecho  a esos  sueldos,  cuando  fueren  des- 
tituidos por  incompetencia,  faltas  de  mo- 
ralidad o de  subordinación. 

Articulo  97.  — El  Maestro  de  Educación 
Primaria  que  enferme  estando  en  servicio, 
recibirá  asistencia  médica,  por  cuenta  del 
Estado,  cuando  asi  lo  solicitare  y por  un 
periodo  no  mayor  de  tres  meses. 

Artículo  9S. — El  Maestro  en  servicio  está 
exento  de  cargos  concejiles  y del  servicio 
militar  obligatorio,  salvo  en  caso  de  guerra. 

Articulo  99. — El  Maestro  que  haya  presta- 
do servicios  más  de  diez  años  consecutivos, 
tiene  derecho  a que  uno  de  sus  hijos  dis- 
frute de  beca  en  uno  de  los  establecimien- 
tos del  Estado. 

Artículo  100. — Los  gastos  de  los  funerales 
de  los  Maestros  de  Educación  Primaria,  se- 
rán por  cuenta  del  Estado,  cuando  fallecie- 
ren en  servicio  o estén  jubilados. 

Artículo  101.  — No  podrán  desempeñar 
ningún  cargo  docente  o administrativo  en  el 
ramo  de  Educación,  tanto  público  como 
privado,  las  personas  que  adolezcan  de  en- 
fermedades contagiosas  o que  observen  una 
conducta  viciosa  o depravada. 

CAPITULO  XXII 
Licencias,  renuncias  y traslados. 

Articulo  102.  — Las  licencias  se  conceden 
por  enfermedad  del  Maestro,  por  gravedad 
o fallecimiento  de  su  cónyuge,  padres  o 
hijos,  o por  fuerza  mayor,  debidamente 
comprobada. 

Artículo  103. — El  Jefe  de  la  Escuela  u 
Oficina,  puede  conceder  licencia  a sus  su- 
balternos, hasta  por  tres  dias  y el  Inspec- 
tor Técnico,  por  ocho.  Toda  Ucencia  que 
exceda  del  tiempo  ya  referido,  deberá  ser 
resuelta  por  el  Ministerio  del  ramo. 

Artículo  104.  — Los  traslados  serán  por 
alguno  de  los  tres  motivos  siguientes  : 

a)  Por  conveniencia  de  servicio,  siempre 
que  el  traslado  no  perjudique  al  Maestro; 

b ) Por  razones  de  salud ; 

c)  Por  motivos  disciplinarios  justificados. 

Articulo  IOS.  — Los  Maestros  que  sirvan 

en  lugares  malsanos,  tienen  derecho,  para 
los  efectos  legales,  a que  se  les  compute 
doble  tiempo  en  el  servicio. 

Articulo  106. — Al  Maestro  que  faltare,  sin 
motivo  justificable,  a sus  labores  diarias,  se 
le  descontará  la  parte  de  sueldo  correspon- 
diente, por  la  primera  vez ; el  doble  por  la 
segunda  y a la  tercera,  se  le  destituirá. 


CAPITULO  XXIII 

Pensiones,  Jubilaciones  y Montepíos. 

Articulo  107.  — Los  Maestros  disfrutarán 
de  pensiones,  jubilaciones  y montepíos,  de 
conformidad  con  la  Ley  de  la  materia. 

CAPITULO  XXIV 

Trabajo  diario,  sistema  disciplinario 
y correccional. 

Articulo  IOS.  — El  trabajo  diario  en  los 
establecimientos  oficiales  de  educación,  es- 
tá sujeto  al  Reglamento  respectivo. 

Artículo  109.  — Los  Maestros  en  servicio 
que  no  cumplan  con  sus  deberes  o que  in- 
duzcan o fomenten  manifestaciones  de  in- 
disciplina, serán  amonestados  por  la  pri- 
mera vez ; separados  temporalmente  por  la 
segunda,  con  deducción  de  sueldo ; y,  por 
último,  retirados  del  servicio. 

CAPITULO  XXV 

Edificios,  muebles  y enseres  escolares. 

Articulo  lio. — Todo  lo  referente  a adqui- 
sición, construcción,  conservación  y prepa- 
ración de  edificios  escolares,  corresponde  a 
la  Secrdíaria  del  ramo. 

Artículo  111.  — Toda  adquisición  o cons- 
trucción, será  objeto  de  un  estudio  técnico 
en  la  Sección  respectiva. 

CAPITULO  XXVI 

Rentas  escolares. 

Artículo  112. — Se  consideran  como  fondos 
destinados  al  sostenimiento  de  la  educación, 
los  siguientes : 

a)  Las  cantidades  que  anualmente  asig- 
ne el  Presupuesto  General  de  Gastos; 

b ) Las  sumas  que  destinen  las  Municipa- 
lidades para  el  sostenimiento  de  sus  res- 
pectivas Escuelas ; 

cj  El  producto  de  las  penas  pecuniarias 
establecidas  por  las  leyes  del  ramo ; 

d)  Las  dotaciones  particulares,  destina- 
das al  efecto. 

CAPITULO  XXVII 

De  la  concesión  de  becas. 

Articulo  113.  — Los  alumnos  pobres  que 
hayan  terminado  los  Años  de  la  Escuela 
Primaria,  con  calificaciones  distinguidas  y 
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que  demuestren  aptitudes  especiales,  tienen 
derecho  a que  se  les  conceda  una  beca  en 
las  Escuelas  Normales.  Los  agraciados  se- 
guirán el  trámite  señalado  en  el  Reglamen- 
to correspondiente. 

La  Secretaría  de  Educación  distribuirá, 
anualmente,  entre  los  diferentes  departa- 
mentos de  la  República,  las  becas  dis- 
ponibles. 

Articulo  114.  — La  concesión  de  becas  se 
hará  a las  personas  que  carezican  de  recur- 
sos y que  llenen  los  requisitos  reglamenta- 
rios. En  ningún  caso  se  concederá  más  de 
una  beca  a los  miembros  de  una  misma 
familia. 

Artículo  115. — Las  aptitudes  vocacionales 
evidentemente  demostradas,  serán  también 
motivo  de  protección  y estimulo  por  parte 
del  Estado. 

Articulo  116. — Se  concederán  becas,  para 
ir  al  extranjero,  a los  Maestros  que  deseen 
perfeccionarse  o especializarse  en  sus  es- 
tudios profesionales.  Estas  becas  se  darán 
mediante  concursos,  entre  los  que  hubieren 
dado  mejor  resultado,  durante  cuatro  años 
consecutivos  de  servicio. 

Articulo  117. — Las  condiciones  para  ser 
admitido  al  concurso  y para  otorgar  la  beca, 
se  expresarán  en  el  Reglamento  respectivo. 

Artículo  118. — Todo  becario,  al  terminar 
sus  estudios,  está  obligado  a servir  al  Es- 
tado tantos  años  cuantos  hubiere  disfruta- 
do de  la  beca.  Este  servicio  se  prestará  es- 
pecialmente en  las  escuelas  del  municipio 
que  hubiere  obtenido  lo  beca.  Para  este 
efecto,  se  firmará  el  contrato  correspon- 
diente, garantizando  su  cumplimiento  con 
fianza  abonada  legalmente. 

Articulo  119. — Cuando  un  becario  aban- 
donare sus  estudios  o no  cumpliere  su  con- 
trato o se  quedare  en  el  extranjero,  el  fiador 
reintegrará  al  Erario  el  valor  de  los  gastos 
que  haya  causado  su  educación  por  la  vía 
económico-coactiva. 

CAPITULO  XXVIII 

De  las  equh’alencias  e incorporaciones. 

Artículo  120. — Son  equivalentes  las  mate- 
rias comunes  a la  enseñanza  Secundaria  y 
Normal  integral.  Queda  facultado  el  Mi- 
nisterio del  ramo  para  resolver  respedto  a 
otras  equivalencias  de  estudios. 

Articulo  121. — Los  estudios  hechos  en  el 
extranjero,  salvo  lo  dispuesto  en  los  tra- 
tados, serán  válidos  en  Guatemala,  siempre 
que  se  compruebe  que  son  oficialmente  re- 
conocidos en  el  ipaís  de  origen. 


Para  tramitar  otras  equivalencias,  deben 
presentarse  certificaciones  expedidas  por 
los  Directores  y Secretarios  de  los  respecti- 
vos establecimientos  y para  las  incorpora- 
ciones los  títulos  originales.  No  tendrán 
valor  los  títulos  obtenidos  por  el  sistema  de 
correspondencia. 

Articulo  122.  — La  incorporación  tendrá 
efecto  mediante  acuerdo  gubernativo  y la 
equivalencia,  por  acuerdo  de  la  Secretaría 
de  Educación. 

Articulo  123. — Serán  nulos  los  títulos  que 
se  concedan  en  los  establecimientos  de  edu- 
cación Normal,  Secundaria  y Especial,  si 
aparecieren  pruebas  suficientes  de  no  ha- 
berse cursado  y aprobado  las  materias  co- 
rrespondientes, de  conformidad  con  la  ley. 
En  este  caso,  los  Directores  y Secretarios 
de  los  establecimientos  respectivos  y todas 
las  personas  que  hubieren  participado  di- 
rectamente en  la  formación  del  expediente 
de  estudios,  serán  legalmente  responsables. 

Articulo  124. — Cualesquiera  planes  de  es- 
tudio que  en  lo  futuro  se  hicieren,  para  po- 
nerse en  vigencia,  deben,  previamente,  for- 
mularse los  programas  respectivos. 

Articulo  125. — Todos  los  ciudadanos  y es- 
pecialmente los  padres  de  familia,  están 
obligados  a cooperar  en  la  obra  educativa 
del  Estado. 

Artículo  126. — Una  ley  reglamentaria,  emi- 
tida por  el  Poder  Ejecutivo,  desarrollará  los 
principios  contenidos  en  esta  Ley. 

Articulo  127. — La  presente  Ley  comenza- 
rá a regir  desde  la  fecha  de  su  publicación. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y 
cumplimiento. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la  A- 
samblea  Legislativa ; en  Guatemala,  el  once 
de  mayo  de  mil  novecientos  veintinueve. 

J.  M.  Reina  Andrade, 

Presidente. 

Federico  Carróñele  R., 

Secretario. 

OoT.  Aguilar, 
Secretario. 

Casa  del  Gobierno : Guatemala,  diez  y 
siete  de  mayo  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve. 

Publíquese  y cúmplase. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Educación  Pública, 

H.  Abraham  Cabrera. 
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NOMINA  de  las  obras  llegadas  últimamente  a 
la  Biblioteca  del  Poder  Judicial,  para  servicio 
de  los  señores  abogados,  estudiantes  y del  pú- 
blico en  general: 


Código  de  Comercio  de  la  República 

Argentina 1 Vol. 

Código  Penal  de  la  República  Ar- 
gentina  1 Vol. 

Código  Civil  de  la  República  Ar- 
gentina  1 Vol. 

Código  de  Minería  de  la  República 

Argentina 1 Vol. 

Constitución  de  la  República  Argen- 
tina  1 Vol. 

Código  de  Procedimientos  en  materia 
Civil  y Comercial  de  la  capital  de 
la  República  Argentina 1 Vol. 

Organización  de  los  Tribunales  de 

dicha  capital 1 Vol. 

Leyes  y Decretos  sobre  justicia  fede- 
ral argentina 1 Vol. 

Código  de  Procedimientos  en  lo  cri- 
minal de  la  Argentina 1 Vol. 

Código  de  Procedimientos  en  lo  Civil 
y Comercial  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires 1 Vol. 

Código  de  Procedimientos  en  mate- 
ria Penal  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires 1 Vol. 

Código  Rural  Argentino 1 Vol. 

Código  Rural  para  la  Provincia  de 

Buenos  Aires 1 Vol. 

Código  de  Justicia  Militar  Argen- 
tino  1 Vol. 

Código  de  Procedimientos  de  lo  Con- 
tencioso-Administrativo  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires 1 Vol. 

"La  Policía  Marítima  y Fluvial  de  la 

República  Argentina”,  José  Roibon  1 Vol. 

"Historia  del  Derecho  Argentino” . . 1 Vol. 

"Nociones  de  Derecho  Civil  Argen- 
tino” (Sucesiones) 1 Vol. 

"Cuestiones  Económicas  y Financie- 
ras”, Manuel  L.  López  Varela.  . 1 Vol. 

"Ministerio  Público  Comparado”,  Ed. 

M.  Naón 1 Vol. 


"Las  Obligaciones”  (Derecho  Ro- 
mano  1 Vol. 

"Inviolabilidad  de  la  Propiedad  Mi- 
nera”, Rómulo  S.  Naón 1 Vol. 

"Legislación  Social  y del  Trabajo”, 

C.  Saavedra  Lamas 1 Vol. 

"La  Evolución  del  Derecho  Público”, 

E.  Quezada 1 Vol. 

"Derecho  Público  Americano”,  Roque 

Sáenz  Peña 1 Vol. 

"La  Personalidad  del  Estado”,  Víctor 

M.  Orlando 1 Vol. 

"Derecho  Mercantil  Argentino”,  Car- 
los M.  Malagarriga 1 Vol. 

"Las  Quiebras”,  M.  Obarrio 2 Vol. 

"Leyes  Nacionales  Argentinas”,  An- 
gel V.  Aridrade 2 Vol. 

"Ideas  Económicas  de  M.  Belgrano”, 

Luis  Roque  Gondra 1 Vol. 

"El  Sistema  Internacional  America- 
no”, L.  M.  Moreno  Q 1 Vol. 

"Droit  Penal  et  procédure  penal, 

Roux 1 Vol. 

"Droit  Criminel  Franjáis”,  Roux.  . 2 Vol. 

"Précis  de  Droit  Criminel”,  Garraud  1 VoL 

"Droit  Penal  Spécial”,  Goyet 1 Vol. 

"Administration  des  Societés  Anony- 

mes”,  Dalsace 1 Vol. 

"Societés  étrangéres  en  France”,  Vey- 

rieras 1 Vol, 

"Responsabilité  des  Administrateur 
dans  les  Societés  Anonymes  Petit- 
pierre”,  G 1 Vol. 

"Droit  Comñiercial”,  Lacour-Bouteron  2 Vol. 

"Pólice  Municipal  et  Rurale”,  Ar- 

naud 1 Vol. 

"La  Réserve  Légale”,  Tacquet.  ...  1 Vol. 

"Droit  Civil  et  Commercial  Anglais”, 

Curtí 2 Vol. 

"Guide  du  Juge-Commissaire”,  D’Ay- 

gurande 1 Vol. 

"Les  Societés  par  Actions”,  Decugis  1 Vol. 
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SECCION  AD  M I N ISTR  AXI  VA 

AOTA  NUMERO  66 


Ea  la  ciudad  de  Guatemala,  a los  seis  días 
del  mes  de  junio  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve, siendo  las  diez  de  la  mañana,  el 
infrascrito,  en  cumplimiento  de  lo  ordenado 
por  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  nota 
número  825  de  fecha  5 de  los  corrientes,  se 
constituyó  en  la  Receptoría  General  de  Pondos 
Judiciales,  con  el  objeto  de  practicar  el 
Corte  de  Caja  correspondiente  al  mes  de  mayo 
próximo  pasado;  en  el  propio  local  de  la 
Receptoría  se  procedió  de  la  manera  siguiente: 

1" — Tuve  a la  vista  el  Libro  de  Caja  el  que 
encontré  debidamente  arreglado  y con  sus 
operaciones  cerradas  en  31  de  mayo  anterior. 

2° — El  movimiento  de  la  Caja  durante  el 
mes  pasado  f ué  así: 


Saldo  en  1?  de  mayo Q 3,201.22  $25.627.40 

Ingresos  en  el  mes  de  mayo  ... . lü,  114.00  15.987.00 

Suman  los  ingresos 19,315.22  41,014.40 

Egresos  en  el  mes  de  mayo 17,277.38  28.257.00 

Saldos  para  1“  de  junio 2,037.84  13,357.40 


3° — El  saldo  para  el  mes  de  junio,  de  con- 
formidad con  las  operaciones  anteriores,  fué 
contado  por  el  infrascrito  y está  exacto. 

4“ — Los  documentos,  tanto  de  Ingresos  co- 
mo de  Egresos,  están  conforme  con  las  partidas 
asentadas  en  el  Libro  de  Caja. 

5° — Eq  el  Libro  de  Caja  y a los  folios  28  y 
29  se  encontró  una  omisión  en  los  comproban- 
tes de  Ingresos  números  267  y 268  por  valor  de 
cincuenta  centavos  y veinticinco  centavos  de 
quetzal,  respectivamente,  por  lo  que  se  ordenó 
al  Receptor  General  dar  entrada  a Caja  a esa 
diferencia. 

69— Se  dió  por  terminado  este  acto  a las  11 
y 30  a.  m.,  firmando  conmigo  el  Receptor 
General  de  Pondos  de  Justicia. — Filadelfo  de 
León. — F.  Oifuentes  P. 


Uno  de  los  dormitorios  de  los  reos  en  la  ciudad  de  Zacapa. 


(Visita  del  señor  Magistrado  Licenciado  Alberto  Argueta). 
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Detalle  de  los  gastos  verificados  por  la  Caja  de  la  Receptoría  General 
de  Fondos  Judiciales  a favor  de  los  Tribunales  de  la  República 


CUENTA  QUETZALES 

A doña  Victoria  S.  v.  de  Asturias, 
por  el  alquiler  de  la  casa  que 
ocupan  los  Tribunales  de  lo  Civil 
por  el  mes  de  mayo  anterior. . . . Q 100.00 
Al  Bachiller  Juan  F.  triarte,  encar- 
gado de  trasladar  los  archivos  de 
los  distintos  Tribunales  del  Poder 
Judicial  al  Archivo  General,  por 

mayo  anterior 35.00 

A Amos  y Anderson,  valor  de  dos 
sellos  de  hule  y dos  almohadillas 
para  el  Juzgado  5''  de  1“  Instancia  5.10 
A Tópke,  valor  de  diferentes  pedi- 
dos que  se  le  hicieron  para  repa- 
raciones muebles  según  detalle. . . 30.80 

A Zengel  y Cía.,  valor  de  una  lámpara 
para  la  sala  de  discusiones  de  los 
señores  Magistrados  de  la  Corte 

Suprema 8.00 

A la  Empresa  Eléctrica,  por  luz  su- 
ministrada en  abril  anterior 16.70 

A la  Tipografía  Nacional,  por  el 
formato  de  64  páginas  de  la  «Ga- 
ceta de  los  Tribunales»,  más  tres 
fotografías  de  la  misma  (mes  de 

abril  anterior) 173.00 

Al  Licenciado  Ernesto  Rivas,  valor 
de  un  archivo  grande  de  caoba  de 
5 varas  de  largo  para  uso  de  las 

Salas  2?'  y 3» 100.00 

A Amos  y Anderson,  a cuenta  de 
mayor  cantidad  por  máquinas  de 
escribir  «Royal»,  que  proporciona 
para  uso  de  los  diferentes  Tribu- 


nales de  la  República 100.00 

Suman  los  gastos Q 568.60 


F.  CiFUENTES  P. 
Guatemala,  31  de  mayo  de  1929. 


CUENTA  EN  BILLETES  DE  BANCO 

A J.  M.  Illescas,  por  empastar  18 
tomos  de  protocolos  existentes 
en  mal  estado  en  el  Archivo 

General $ 1,620.00 

A Schwendener,  valor  de  dos 

ganchos 50.00 

Al  Juzgado  de  1^  Instancia  de 
Huehuetenango,  valor  de  una 
librera  y un  escritorio  y repa- 
ración de  muebles 3,300.00 

A J.  M.  Illescas,  por  empastar  23 
libros  grandes  y 12  pequeños 
pertenecientes  a la  Biblioteca 

del  Poder  Judicial 1,980.00 

A la  Sala  6^  de  Apelaciones,  por 
los  gastos  ocasionados  con  mo- 
tivo de  las  visitas  oficiales  que 
hicieron  a Mazatenango  y Qui- 
ché  los  señores  Magistrados 
don  J.  L.  Hurtado  y don  Daniel 

Escalante 2,090.00 

A la  Floristería  «La  Argentina», 
valor  de  coronas  enviadas  a la 
tumba  y monumento  del  Gene- 
ral Barrios  el  2 de  abril  y a la 
casa  mortuoria  del  Licenciado 


don  Antonio  Batres  J 1,800.00 

Suman  los  gastos $ 10,840.00 


F.  ClFUENTES  P. 
Guatemala,  31  de  mayo  de  1929. 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  dota  a los  Tribunales  de  Justicia  de  la 
República,  de  los  útiles  y enseres  que  les  son  necesarios 


Quezaltenango,  9 de  abril  de  1929. 

Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 


Guatemala. 


Con  instrucciones  de  la  Sala  tengo  el  honor 
de  acusar  recibo  de  enterado  a su  atenta  co- 
municación número  67-8  de  fecha  4 del  actual 
en  que  se  sirve  transcribir  el  acuerdo  por  el 


cual  se  autoriza  la  erogación  de  trescientos 
quetzales  que  se  invertirán  en  el  traslado  de 
las  oficinas  de  este  Tribunal,  agradeciendo  tal 
resolución. 

De  usted  Atto.  y S.  S. 

HECTOR  MADRID  C, 
S.  A. 
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Coatepeque,  20  de  abril  de  1929. 

Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 

Justicia. 

Guatemala. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  por  su  dig“ 
no  medio  a esa  Superioridad,  de  la  remesa  de 
útiles  de  escritorio  que  se  recibieron  en  este 
Despacho  con  fecha  de  ayer,  los  cuales  se 
detallan  como  sigue: 

(221)  Doscientos  veintiún  sobres  verdes  tim* 
brados  corrientes.  (259)  doscientos  cincuenta 
y nueve  hojas  de  block  timbradas.  (200)  dos* 
cientos  pliegos  papel  de  oficio.  (3)  tres  plie- 
gos de  papel  secante.  (225)  doscientos'  veinti- 
cinco pliegos  papel  español. 

Con  muestras  de  mi  distinguida  considera*- 
ción  y aprecio,  me  subscribo  de  usted  su  muy 
atento  y S.  S. 

J,  MIGUEL  HERRERA, 
Juez  de  1'^  Instancia. 


Antigua  G.,  20  de  mayo  de  1929. 


Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Guatemala. 


Al  tener  el  honor  de  dirigirme  a usted,  es 
con  el  objeto  de  rogarle  se  sirva  hacer  presen- 
tes mis  agradecimientos  a la  Superioridad,  por 
la  inmediata  atención  que  se  dignó  dispensar 
a mi  solicitud  relativa  al  envío  de  ocho  ejem- 
plares de  cada  uno  de  los  Códigos  Penal  y de 
Procedimientos  Penales,  los  cuales  fueron  re- 
cibidos el  día  de  hoy  en  este  Despacho. 

Soy  de  usted,  con  toda  consideración,  muy 
atento  y seguro  servidor. 

ALFONSO  CARRILLO, 
Juez  de  1^  Instancia. 


San  Marcos;  29  de  mayo  de  1929. 


Guatemala,  16  de  mayo  de  1929. 


Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 


Presente. 


Ruego  a usted  se  sirva  comunicar  a esa  Ho- 
norable Superioridad  que  en  esta  fecha  queda- 
ron terminados  los  trabajos  que  por  orden  y 
con  fondos  de  la  misma,  se  habían  venido  efec- 
tuando en  este  Tribunal,  tendientes  a dar  a las 
puertas,  interiores  y exteriores,  seguridades  quí» 
antes  no  ofrecían. 

Tales  trabajos  consistieron,  P — En  el  cam- 
bio de  una  chapa  pequeña  que  estaba  en  la 
puerta  exterior  del  Despacho  del  infrascrito, 
por  una  grande  marca  ”Yale”;  2*^ — En  la  agre- 
gación de  chapas  pequeñas  de  la  propia  marca 
a cada  una  de  las  otras  cuatro  puertas  exte- 
riores del  tribunal;  3^ — En  la  colocación  de 
una  chapa  de  la  citada  clase  “Yale”  y en  dos 
pasadores,  a la  puerta  del  archivo;  y,  4"^ — En 
tres  pasadores  puestos  en  la  puerta  que  del 
Despacho  del  infrascrito  comunica  con  la  Se 
cretaría  del  propio  Tribunal. 

Al  agradecer  por  este  medio  la  atención  que 
se  prestara  a la  solicitud  que  al  respecto  envia- 
ra a esa  Honorable  Superioridad,  creo  demás 
consignar  que  los  trabajos  de  mérito  llenaron 
del  todo  su  cometido  por  la  inmejorable  clase 
de  materiales  que  en  ellos  se  emplearon. 

Soy  de  usted  muy  Atto.  y S.  S. 

OSCAR  ZECEÑA, 
Juez  6*^  de  1^  Instancia. 


Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Guatemala. 


La  agencia  de  las  máquinas  "Royal”,  que  es 
la  Casa  Amos  y Anderson,  Suc.,  de  esa  plaza, 
remitió  a este  Tribunal  una  máquina  de  esa 
marca  (de  escribir),  la  cual  pidió  desde  marzo 
mi  antecesor  y la  que  ha  llegado  en  virtud  de 
orden  de  esa  Superioridad. 

Al  darme  el  honor  de  acusar  a usted  recibo 
de  la  referida  máquina,  me  permito  suplicarle 
agradecer  a la  Superioridad  el  envío  a que  me 
refiero. 

Sin  otro  particular,  aprovecho  la  oportuni- 
dad para  subscribirme  su  muy  atento  y seguro 
servidor. 

LUIS  F.  ROSALES  G. 

Juez  de  1^  Instancia. 


Escuintla,  30  de  mayo  de  1929.. 


Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Guatemala. 


Tengo  el  honor  de  acusar  a usted  recibo  de 
la  máquina  marca  "Underwood”,  que  de  esa 
Superioridad  fue  remitida,  la  que  se  había  re- 
mitido a esa  para  su  compostura. 

Aprovecho  la  oportunidad  de  subscribirme 
de  usted  su  Atto.  y S.  S. 

JOSE  L.  VALDES, 
Juez  de  1®  Instancia. 
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SEOOlON  DE  ESTADISTIOA 


CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  MES  DE  MAYO  DE  1929. 


(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

Corte’Suprenia  de  Justicia 

146 

5 

4 

155 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones 

50 

18 

5 

73 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

63 

35 

4 

102 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

54 

18 

2 

74 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

107 

44 

6 

157 

41 

10 

51 

5 

5 

Juzgado  1*?  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

581 

431 

13 

1,025 

Juzgado  2*?  de  Instancia  de  Guatemala 

855 

425 

27 

1,307 

32 

37 

69 

Juzgado  de  Instancia  de  Escuintla 

108 

73 

3 

184 

114 

108 

222 

Juzgado  de  Instancia  de  Chimaltenango 

112 

42 

3 

157 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Baja  Verapaz 

75 

22 

1 

98 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  la  Alta  Verapaz 

112 

49 

2 

163 

10 

7 

17 

Juzgado  de  Instancia  de  Suchitepéquez 

91 

21 

6 

118 

Juzgado  de  Instancia  de  Retalhuleu 

181 

74 

5 

260 

Juzgado  de  Instancia  de  Sololá 

122 

37 

7 

166 

Juzgado  jy  de  Instancia  de  Quezaltenango 

136 

101 

2 

239 

52 

58 

lio 

Juzgado  39  de  Instancia  de  Quezaltenango 

111 

54 

1 

166 

Juzgado  de  Instancia  de  Totonicapán 

74 

48 

1 

123 

Juzgado  de  1?'  Instancia  de  San  Marcos 

82 

48 

7 

137 

Juzgado  de  Instancia  de  Huehuetenango 

128 

43 

4 

175 

Juzgado  de  Instancia  del  Quiché 

113 

48 

2 

163 

Juzgado  de  Instancia  de  Izabal 

102 

49 

1 

152 

Juzgado  de  Instancia  de  Zacapa , 

176 

85 

4 

265 

Juzgado  de  Instancia  de  Chiquimula 

171 

47 

5 

223 

Juzgado  de  Instancia  de  Jalapa 

131 

28 

6 

165 

Juzgado  de  Instancia  de  Jutiapa 

144 

25 

5 

174 

59 

30 

5 

94 

Juzgado  de  Instancia  de  El  Progreso 

112 

70 

2 

184 

65 

35 

100 

88 

54 

142 

juzgado  de  Instancia  de  Chiquimulilla 

48 

28 

3 

79 

Totales 

4,639 

2,312 

142 

6,903 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  civil  dictó  durante  el  mes,  fué  la  4^  de  la  Corte  de 
Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  civil  del  Departamento  de  Guatemala,  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante 
el  mes,  fué  el  2*?  de  Instancia,  a cargo  del  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey. 

El  Juzgado  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  civil  dictó  durante  el  mes,  fué  el  de 
Instancia  de  Sololá,  a cargo  del  Licenciado  don  J.  César  Martínez  Perales. 

Guatemala,  31  de  mayo  de  1929. 

NOTA: — El  Juzgados  39  de  i9  Instancia,  del  Departamento  de  Guatemala,  no  envió  los  datos  estadísticos  correspondientes  al 
presente  mes. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  MES  DE  MATO  DE  1929 


(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

Corte  Suprema  de  Justicia 

170 

11 

13 

194 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones 

111 

25 

49 

185 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

83 

31 

42 

156 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

81 

34 

47 

162 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

101 

41 

32 

174 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

96 

107 

82 

285 

Sala  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

187 

53 

28 

268 

Juzgado  i?  de  Instancia  de  Guatemala 

189 

53 

30 

272 

Juzgado  59  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

538 

245 

60 

843 

Juzgado  09  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

743 

94 

20 

857 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Amatitlán 

250 

69 

5 

324 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Escuintla 

572 

217 

21 

820 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Sacatepéquez 

406 

86 

13 

505 

Juzgado  de  Instancia  de  Chimaltenango 

379 

87 

8 

474 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Baja  Verapaz 

312 

78 

4 

394 

385 

119 

504 

Juzgado  de  1^  Instancia  del  Fetén 

152 

12 

1 

499 

Juzgado  de  Instancia  de  Suchitepéquez 

427 

57 

15 

199 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Retalhuleu 

175 

58 

5 

238 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Sololá 

551 

97 

7 

655 

Juzgado  1^  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango 

87 

70 

10 

167 

Juzgado  2^  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango 

145 

101 

12 

258 

Juzgado  3^  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango 

38 

51 

15 

104 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Totonicapán 

369 

58 

6 

433 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  San  Marcos 

1,877 

250 

15 

2,142 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Huehuetenango 

395 

146 

3 

544 

Juzgado  de  1^  Instancia  del  Quiché 

398 

71 

2 

471 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Izabal '. 

205 

140 

5 

350 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Zacapa 

470 

92 

5 

567 

Juzgado  de  Instancia  de  Chiquimula 

591 

105 

16 

712 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Jalapa 

72 

36 

10 

118 

Juzgado  de  Instancia  de  Jutiapa 

415 

93 

11 

509 

Juzgado  de  Instancia  de  Santa  Rosa 

320 

64 

12 

396 

Juzgado  de  Instancia  de  El  Progreso 

220 

90 

1 

311 

Juzgado  de  Instancia  de  Asunción  Mita 

215 

56 

1 

272 

Juzgado  de  Instancia  de  Coatepeque 

333 

38 

8 

379 

Juzgado  de  Instancia  de  Chiquimulilla 

420 

102 

4 

526 

Totales 

11,878 

3,146 

619 

15,643 

La  Sala  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal,  fué  la  Sala  5^  de  la  Corte  de 
Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  criminal,  del  Departamento  de  Guatemala,  que  mayor  número  de  sentencias  dictó 
durante  el  mes,  fué  el  5°  de  Instancia,  a cargo  del  Licenciado  don  Luis  Arturo  González. 

El  Juzgado  de  Instancia  departamental,  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal,  dictó 
durante  el  mes,  fué  el  de  Instancia  del  Departamento  de  Escuintla,  a cargo  del  Licenciado  don  J.  Liberato 
Valdés. 


Guatemala,  31  de  mayo  de  1929. 
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Principales  Puncionarios  del  Poder  Judicial  de  la  República 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Presidente,  Licenciado  don  José  A.  Medrano,  12 
Avenida  Sur,  número  20. 

Magistrado,  Licenciado  don  Quirino  Flores  y Flo- 
res, Callejón  del  Colegio,  número  2. 

Magistrado,  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz, 
5"  Avenida  Norte,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  Abel  Paredes,  4“^  Ave- 
nida Sur,  número  66. 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Ro- 
drígueZ;  5"  Calle  Oriente,  número  8B. 

Secretario,  Licenciado  don  Alfredo  Valle  Calvo, 
Avenida  Central,  número  86. 

Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R., 
2"  Avenida  Norte,  número  15. 

Magistrado,  Licenciado  don  Francisco  Menéndez 
B..  11  Calle  Oriente,  número  26. 

Magistrado,  Licenciado  don  Antonio  F.  Aguirre, 
11  Calle  Poniente,  número  18. 

Fiscal,  Licenciado  don  Alfonso  Hernández  Po- 
lanco,  13  Calle  Oriente,  número  41. 

Procurador,  Licenciado  don  Manuel  Franco  R., 
18  Calle  Oriente. 

Secretario,  Licenciado  don  Carlos  Girón  Zirión, 
9"  Calle  Oriente,  número  21. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Menéndez  A., 
4"  Avenida  Norte,  número  8. 

Magistrado,  Licenciado  don  Guillermo  Sácnz  de 
Tejada,  11  Avenida  Sur,  número  101. 

Magistrado,  Licenciado  don  Alberto  Argueta  S., 
Calle  Matamoros,  número  7. 

Fiscal,  Licenciado  don  Avelino  F.  Mariscal,  9" 
Calle  Poniente,  número  2. 

Procurador.  Licenciado  don  Héctor  Villagrán,  Ca- 
llejón Concordia,  número  15. 

Secretario,  Licenciado  don  Juan  Fernández  Cór- 
doba, 9-  Avenida  Sur,  número  88. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Ramírez,  5’ 
Calle  Poniente,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  David  Pivaral,  Ca- 
llejón Variedades,  número  14. 

Magistrado,  Licenciado  don  Fidencio  Duque,  12 
Avenida  Sur,  número  67. 

Fiscal,  Licenciado  don  Filadelfo  de  León,  3^  Ave 
nida  Sur,  número  76. 

Procurador,  Licenciado  don  Leopoldo  Rosales, 
Avenida  Central,  número  78. 

Secretario,  Licenciado  don  Fernando  Orellana,  h., 
4?  Avenida  Sur,  número  92. 

Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Isaías  Peñalonzo. 
Magistrado,  Licenciado  don  Angel  Cuevas  del  Cid. 
Magistrado.  Licenciado  don  Max.  Palomo  M. 
Fiscal,  Licenciado  don  Abraham  Bustamante. 
Procurador,  Licenciado  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secretario,  Licenciado  don  Gabriel  Cojulún. 


Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Angel  M.  Bocanegra. 
Magistrado,  Licenciado  don  Javier  Ramos  O. 
Magistrado,  Licenciado  don  Lázaro  Valdés. 
Fiscal,  Licenciado  don  Daniel  Arellano. 
Procurador,  Licenciado  don  Emilio  Solís.  (In- 
terino). 

Secretario,  don  Francisco  Guerra  y Guerra. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Francisco  Rodríguez. 
Magistrado,  Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado  P. 
Magistrado,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 
Fiscal,  Licenciado  don  Manuel  A.  Núñez. 
Procurador,  Licenciado  don  Francisco  Delgadillo 
Zamora. 

Secretario,  don  A.  Chacón  B. 

Magistrados  Suplentes  de  la  Corte  de  Apelaciones 

De  la  Sala  1",  Licenciado  don  José  María  Cumes. 
De  la  Sala  !•,  Licenciado  don  José  Lara. 

De  la  Sala  2-,  Licenciado  don  Federico  O.  Salazar. 
De  la  Sala  2%  Licenciado  don  Ernesto  Viteri. 

De  la  Sala  3",  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey. 
De  la  Sala  Licenciado  don  Federico  Salazar. 
De  la  Sala  4■^  Licenciado  don  Luis  F.  Molina. 

De  la  Sala  4\  Licenciado  don  Filadelfo  Fuentes. 
De  la  Sala  5^  Licenciado  don  Silvano  Duartc. 

De  la  Sala  5’.  Licenciado  don  Antonio  Castañeda. 
De  la  Sala  6-,  Licenciado  don  Juan  C.  Alvarado. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Eulogio  González. 

Jueces  de  Primera  Instancia  de  la  capital 

Juez  19,  Licenciado  don  Juan  Córdoba  Cerna,  15 
Calle  Oriente,  número  32. 

Juez  2’,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey,  1*  Ca- 
lle Oriente,  Jocotenango,  número  4. 

Juez  Licenciado  don  Antonio  Cruz,  13  Aveni- 
da Sur,  número  17. 

Juez  49,  Licenciado  don  Francisco  Valdés  Calderón 
Juez  5".  Licenciado  don  Luis  Arturo  González. 
Juez  6*’,  Licenciado  don  Oscar  Zeceña,  2'^  Calle 
Poniente,  número  6. 

Tuncionarios  Militares  de  la  capital 

Auditor  General  de  Guerra  de  la  República,  Li- 
cenciado don  Eliseo  Solis. 

Comandantes  de  Armas,  General  don  Doroteo 
Monterroso. 

Auditor  de  Guerra  de  este  departamento,  Licen- 
ciado don  Rafael  Nuila. 
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Jueces  de  Primera  Instancia  de  los  departamentos 


Juez  de  Amatitlán,  Licenciado  don  Eduardo  Ri* 
vera. 

Juez  de  la  Alta  Verapaz,  Licenciado  don  J.  Octavio 
Martínez  M. 

Juez  de  la  Baja  Verapaz,  Licenciado  don  José 
Luis  Quiñónez. 

Juez  de  Chimaltenango,  Licenciado  don  Francisco 
Canillo,  h. 

Juez  de  Chiquimula,  Licenciado  don  Jesús  linda 
Murillo. 

Juez  de  Escuintla,  Licenciado  don  J.  Liberato 
Valdés. 

Juez  de  Huehuetenango,  Licenciado  don  Manuel 
J.  Vásquez. 

Juez  de  Izabal,  Licenciado  don  Francisco  Sarti. 

Juez  de  Jalapa,  Licenciado  don  Efraín  Pcñalva. 

Juez  de  Jutiapa,  Licenciado  don  Antonio  Casta- 
ñeda. 

Juez  del  Fetén,  Licenciado  don  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  Quiché,  Licenciado  don  Guillermo  Ca- 
brera M. 

Juez  V de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
María  Barrios  Rivera. 

Juez  2’  de  Quezaltenan^o,  Licenciado  don  José 
Vicente  Rodríguez. 


Juez  39  de  Quezalteivango,  Licenciado  don  José 
Dionisio  Palacios. 

Juez  de  Retalhulexi,  Licenciado  don  Humberto 
Robles  B. 

Juez  de  Sacatepéquez,  Licenciado  don  Alfonso 
Carrillo,  h. 

Juez  de  Suchitepéquez,  Licenciado  don  Augusto 
Linares  Letona. 

Juez  de  Sololá,  Licenciado  don  J.  César  Mar- 
tínez Perales. 

Juez  de  San  Marcos,  Licenciado  don  Luis  Felipe 
Rosales. 

Juez  de  Santa  Rosa,  Licenciado  don  Alfonso  Cí- 
fuentes  S. 

Juez  de  Totonicapán,  Licenciado  don  José  Lean- 
dro Rodas. 

Juez  de  Zacapa,  Licenciado  don  Oscar  3Iurga. 

Juez  de  El  Progreso,  Licenciado  don  Pedro  Con- 
tenti,  h. 

Juez  de  Coatepeque,  Licenciado  don  J.  Miguel 
Herrera. 

Juez  de  Chiquiniulillaj  Licenciado  don  Carlos  B. 
Rivera. 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1’  y 6’  de  Guatemala  y Juzgados  de 
1’  Instancia  y Comandancias  de  Armas  de  Amati- 
tlán Petén,  Santa  Rosa  y Baja  Verapaz;  y Juzga- 
do Territorial  de  Chiquimulilla. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  2'^  y 4"  de  1"  Instancia  de  Guatemala 
y Juzgados  de  1’  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Chímaltenango,  Alta  Verapaz  y Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  3^  y 5’  de  Instancia  de  Guatemala, 
Comandancias  de  Armas  de  Guatemala,  Juzgado 
de  1'^  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Sa- 
catepéquez; y Juzgado  Territorial  de  El  Progreso. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  P,  2"  y 3'-’  de  1-  Instancia  y Comandan- 
cias de  Armas  de  Quezaltenango  y Juzgados  de  1- 
Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  San  Mar- 
cos y Retalhuleu;  y Juzgado  Territorial  de  Coa- 
tepeque. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1’  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Jalapa,  Jutiapa,  Chiquimula,  Zacapa  e Iza- 
bal,  y Juzgado  Territorial  de  Asunción  Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1-  Instcnda  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Totonicapán,  Sololá.  Quiché  Huehuetenan- 
go  y Suchitepéque/- 


CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPUBLICA 


Vocales  Militares  de  la  Corte  Snprema  de  Justicia 

Propietarios : Generales  de  División  don  José 
Reyes,  don  Flavio  Ovalle ; y, 

Suplentes:  Generales  de  División  Mauro  de  León 
y Francisco  Mollinedo. 

Vocales  MUitares  de  la  Sala  Primera,  Segunda  y Tercera 
de  Apelaciones 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Ismael  Pa- 
checo Quevedo. 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Luis  Leo- 
nardo. 


Suplente,  General  de  División  don  Pedro  Zamora 
Castellanos. 

Suplente,  General  de  División  don  Arturo  Romero. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Paulino  Her- 
nández. 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Gabriel  So- 
beranis. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Nicolás  Maído- 
nado. 

Suplente,  Teniente  Coror^l  don  Jacobo  Aguilar  P 
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Vocales  Militares  de  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Macabeo  Pinto. 
Propietario,  Coronel  don  Benjamín  Morales. 
Suplente,  Comandante  don  Martín  Carias. 
Suplente.  Comandante  don  Moisés  Morales. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Sexta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Enrique  F.  Cruz. 
Propietario.  Teniente  Coronel  don  Luis  Alfredo 
Arango. 


Suplente,  Coronel  don  Heliodoro  Benítez. 
Suplente,  Coronel  don  Ramón  Peñalonzo. 


Empleados  Especiales  del  Poder  Judicial 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco  Ci- 
fuentes  Pontaza.  Bibliotecario,  Bachiller  don  Miguel 
A.  Alvarado,  h. 


PERMANENTE 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  está  dis- 
puesta a atender  las  indicaciones  que  haga 
la  prensa  seria,  acerca  de  los  medios  que 
puedan  emplearse  para  el  progresivo  me- 
joramiento de  la  administración  de  justi- 
cia; despachará  toda  queja  o denuncia  que 
se  le  presente  contra  las  autoridades  cuya 


conducta  oficial  está  llamada  a vigilar,  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa  honra- 
da, imparcial  y patrióticamente  intenciona- 
da, concrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
hechos  y las  personas  contra  las  cuales  pro- 
ceda hacerse  una  investigación,  porque  de 
lo  contrario  ésta  resultaría  infructuosa 


Cirujio  fie  reos  en  la  cárcel  de  Zacapa. 


(Visita  ticl  señor  Afugistradii  Licencincío  Alherto  Arueffta). 
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La  Dirección  de  la  GACETA  DE  LOS  TRI5UNALES  hace  constar  que,  solamente  los  autores 
son  responsables  de  las  doctrinas  sustentadas  en  los  artículos  que  se  publiquen  en  ella. 


RECONOZCAMOS  LO  JUSTO 


Cuando  los  hombres  que  están  al  servicio 
de  la  justicia,  pronuncian  un  fallo,  se  sien- 
ten conmociones  en  los  campos  de  los  inte- 
reses de  la  sociedad,  que  se  traducen  en  ma- 
nifestaciones hostiles  o de  beneplácito,  se- 
gún se  reciba  el  veredicto  por  la  masa  social. 

Las  esferas  de  estos  sacudimientos  son 
más  o menos  extensas  y guardan  una  rela- 
ción intima  y concordante  con  la  magnitud 
del  interés  que  se  discute.  Brota  la  protesta 
o se  escucha  la  aprobación  y es  entonces  la 
prensa  la  que  constata  el  sentir  de  todos  y 
resume  la  opinión  que  prevalece.  Ni  el  re- 
proche ni  el  parabién,  llegan  en  la  mayoría 
de  los  casos  a sentar  la  unanimidad,  y por 
eso  el  contentamiento  de  un  grupo  socioló- 
gico que  ve  satisfechos  sus  ideales  de  justi- 
cia y asiste  al  triunfo  del  derecho,  se  aqui- 
lata por  el  número  y calidad  de  la  sanción 
y,  por  consiguiente,  será  la  opinión  de  una 
mayoría  ilustrada  la  que  acoja  y demuestre 
que  la  aplicación  de  la  ley  fué  recta  y que 
ha  quedado  a salvo  la  honradez,  buena  in- 
tención y sano  criterio  del  Juez. 

El  desahogo  de  una  minoría  que  pugne 
por  defender  su  mira  particular  y se  esfuer- 
ze  en  conseguir  la  supremacía  de  su  acción, 
puede  llegar  a proporciones  si  no  dignas  de 
tomarse  en  cuenta  por  su  argumentación  y 


solidez,  sí  por  lo  desesperado  del  ataque, 
que  ya  sin  la  razón  y falto  de  serenidad,  su- 
be de  tono,  hiere  dignidades  y despiadada- 
mente, sin  medir  consecuencias  de  orden 
moral,  quiere  convertirse  en  juez  de  concien- 
cias desmoronando  la  verdad,  sabiendo  que 
ésta  aunque  se  quiera  desfigurar  para  dar- 
la otros  caracteres  que  converjan  a salvar 
una  ambición  particular,  resplandecerá  con 
toda  su  luz  que  es  única  y universal. 

Ahora,  cuando  el  desagrado  toma  dimen- 
siones de  generalidad ; cuando  las  bases  de 
la  sociedad  se  desquician  porque  la  justicia, 
fuerza  cohesiva  de  la  misma,  se  deshace  en 
manos  de  los  jueces  y no  se  siente  la  segu- 
ridad que  da  el  derecho  que  es  esencial  pa- 
ra la  vida,  entonces  las  instituciones  no  re- 
sisten y caen  empujadas  por  los  aconteci- 
mientos, minadas  y desbaratadas  por  su 
propia  culpa  porque  los  blancores  de  la  jus- 
ticia no  se  mancillan  impunemente. 

Otra  cosa  es  cuando  el  malestar  se  reduce 
en  una  pequeña  parte  del  cuerpo  social,  y 
comprende  en  consecuencia  una  parcela  de 
opinión  pública,  digámoslo  asi,  la  cual  no 
llega  en  muchas  ocasiones,  ni  siquiera  a 
merecer  un  lugar  en  el  terreno  de  la  com- 
paración. 
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Se  pide  justicia,  alimento  para  el  pueblo 
en  su  constitución  espiritual  y material.  Se 
reclama  honradez  como  norma  para  todo 
juzgador  en  quien  se  depositó  la  confianza 
de  un  conglomerado  que  quiere  vivir  una 
existencia  de  derecho,  y este  afán  noble  y 
sagrado  que  fluye  de  todas  las  almas  de  na- 
cimiento bueno  y que  pone  al  espíritu 
en  contacto  con  el  ideal,  debe  ser  sostenido 
aún  a costa  de  sacrificios  con  toda  energía 
y entusiasmo. 

Mas,  como  el  sentido  de  lo  justo  en  su 
grandiosidad  es  uno,  debe  sobreponerse  en 


cualquier  circunstancia  a otros  sentimientos 
poco  elevados,  si  bien  bastantes  veces  dis- 
culpables, nunca  capaces  de  sobrepasar  al 
primero;  y lentonces,  contra  el  despecho,  a 
pesar  de  contrariedades  y dolores,  reconoz- 
camos con  caballerosidad  el  valor  exacto  de 
los  hechos,  teniendo  en  cuenta  que  cuando 
se  desfigura  la  realidad  de  éstos  para  llevar 
a feliz  meta  nuestros  deseos,  es  fácil  caer 
en  la  miseria  de  una  lucha  deshonrosa,  en  la 
cual  ya  no  podremos  deponer  las  armas  de  la 
insidia  ni  abandonar  las  banderas  de  la  fal- 
sedad. 


SECCION  JUDICIAI- 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Se  desestima  el  recurso  interpuesto  por  el  Licenciado  Luis  Dardón 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  P de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, en  el  proceso  instruido  por  falsedad  contra  el  Licenciado  don 
Leonardo  Lara  G.  y compañeros,  porque  la  prueba  rendida  no  reúne 
los  requisitos  establecidos  por  ta  ley. 


“Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
cinco  de  junio  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve. 

Vista  la  causa  que  se  instruyó  ante  el  Juz- 
gado Sexto  de  Primera  Instancia  de  Gua- 
temala, contra  el  Notario  don  Leonardo  La- 
ra, el  Doctor  en  Medicina  don  Mario  J. 
Wunderlich,  Arturo  Anguiano,  José  Minon- 
do,  Miguel  Beltranena,  Francisco  Morales 
Hidalgo  y León  N.  Diebold,  por  falsedad, 
a virtud  del  recurso  de  casación  que  el  acu- 
sador, Licenciado  en  Derecho  don  Luis  Dar- 
dón, interpuso  contra  la  sentencia  de  Segun- 
da Instancia  dictada  por  la  Sala  Primera 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  día  veintiuno 
de  junio  de  mil  novecientos  veintiocho,  que 
se  relacionará  en  su  oportunidad. 

RESULTA : que  el  veintiocho  de  octubre 
de  mil  novecientos  veinticinco,  el  Licencia- 
do don  Luis  Dardón  presentó  al  Juez  Sexto 
de  Primera  Instancia  de  Guatemala,  un  es- 
crito en  el  cual,  en  ejercicio  de  la  acción 
popular  y de  la  que  compete  a "su  señora”, 
promovía  el  juicio  a que  dan  margen  los  he- 
chos que  relata  como  sigue:  "doña  Marce- 
lina Uribe  viuda  de  Ibargüen  falleció  el  vein- 
tinueve de  octubre  de  mil  novecientos  vein- 
tiuno, a las  dos  de  la  tarde,  como  resulta  de 
la  certificación  que  presentó  adjunta  expedi- 
da en  aquella  misma  fecha  por  el  Depositario 


del  Registro  Civil,  en  la  cual  consta  que  Mar- 
celina Uribe  viuda  de  Ibargüen  falleció  ba- 
jo disposición  testamentaria  otorgada  ante 
el  Licenciado  don  Leonardo  Lara  G.,  a la 
edad  de  cincuenta  años,  siendo  ladina,  ca- 
tólica, de  oficios  propios  de  su  sexo,  origi- 
naria de  esta  ciudad,  hija  de  Fabricio  Uri- 
be y Cecilia  Vásquez ; que  la  causa  de  su 
muerte  fué  un  carcinoma  del  intestino ; y 
que  Rafael  Andrade  R.  dió  el  parte  de  la  de- 
función. El  mismo  veintinueve  de  octubre 
(1921)  el  Notario  don  Leonardo  Lara  G., 
autorizó  una  escritura  pública  en  la  cual 
hizo  constar,  entre  otros,  los  puntos  siguien- 
tes: U — Que  Marcelina  Uribe  de  Ibargüen, 
viuda,  de  las  otras  generales  ya  dichas,  y 
originaria  de  la  ciudad  de  Medellín,  en  el 
Estado  de  Antioquía,  de  la  República  de 
Colombia,  "estuvo  presente  en  su  casa  de 
habitación,  número  veinte,  de  la  Séptima 
Avenida  Sur  de  esta  ciudad"  (Guatemala)  ; 
2" — Que  “estuvieron  presentes”  los  testigos 
José  Minondo,  Miguel  Beltranena  hijo,  y 
José  Francisco  Morales  H.;  3" — Que  tam- 
bién estuvo  presente  el  Doctor  don  Mario 
J.  Wunderlich,  Médico  de  cabecera  de  la 
señora  de  Ibargüen,  dando  fe  de  que  todas 
estas  personas  son  de  su  conocimiento,  y los 
testigos  de  este  vecindario;  IV. — "Que  la 
señora  de  Ibargüen  manifestó,  que  ha  es- 
tado en  el  ejercicio  de  sus  derechos  civiles 
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desea  otorgar  su  testamento  y lo  hace  en 
las  siguientes  cláusulas".  Estas  se  extractan 
asi : en  la  PRIMERA,  declara  el  nombre  de 
sus  padres,  el  lugar  de  su  nacimiento,  que 
fué  casada  con  Rufino  Ibargüen,  ya  difunto, 
y que  con  él  procrió  once  hijos,  llamados 
Valentina,  Roberto,  Carlos,  Rufino,  Juan, 
Enrique,  Dolores,  María,  Elisa,  Guillermo 
y Alfonso,  estando  casada  Valentina  con  el 
Licenciado  don  Luis  Dardón;  en  la  SEGUN- 
DA, instituye  por  sus  únicos  y universales 
herederos  a sus  diez  hijos  mencionados  des- 
de el  segundo  hasta  el  último,  con  exclusión 
de  la  primera,  Valentina,  "quien  tendrá  úni- 
camente intervención  en  su  testamentaría 
como  legataria  pero  no  como  heredera”;  en 
la  TERCERA,  lega  a su  hija  Valentina  la 
cantidad  de  veinte  mil  dólares,  que  le  será 
pagada  al  año  de  haber  fallecido  la  otorgan- 
te; en  la  QUINTA,  lega,  como  mejora,  a 
sus  hijos  Dolores  y Alfonso,  la  misma  casa 
en  que  todos  están  presentes ; QUINTA,  da 
fe  el  Notario  “ de  que  el  Doctor  Wunderlich 
asegura  que  la  testadora  está  en  el  cabal  uso 
de  sus  facultades  mentales  y sentidos,  de 
que  los  testigos  estuvieron  presentes  al  acta 
desde  el  principio  hasta  el  fin,  sin  que  haya 
habido  interrupción  alguna,  de  que  habien- 
do designado  doña  MarceUna  “al  Notario 
autorizante”  para  leer  este  testamento  pro- 
cedió a hacerlo  "clara,  distinta  y separada- 
mente, cláusula  por  cláusula,  viendo  y oyen- 
do a la  testadora  quien  de  viva  voz  dijo  ser 
ésta  la  expresión  de  su  úlíima  voluntad  y de 
que  bien  impuesta  del  contenido  de  esta  es- 
critura y de  las  cláusulas  que  aseguran  su  va- 
lidez, la  rectificó,  aceptó  y por  estar  impo- 
sibilitada de  firmar  lo  hace  por  ella  un  tes- 
tigo más,  don  Arturo  Anguiano,  traído  al 
efecto  y apto  por  derecho,  vecino  "y  del  co- 
nocimiento del  Notario”.  Siguen  las  firmas. 
Lo  extractado  consta  en  el  tercer  testimonio 
que,  para  entregar  al  Licenciado  don  Luis 
Dardón,  expidió  el  Notario  Lara  G.,  el  dos 
de  diciembre  de  mil  novecientos  veintiuno. 
El  Licenciado  Dardón,  después  de  relatar  el 
principio,  desarrollo,  tratamiento,  y fin  de  la 
última  enfermedad  de  la  viuda  de  Ibargüen, 
y de  dar  a su  escrito  el  calificativo  de  acu- 
sación, expresa  que  en  el  acto  notarial  que 
acaba  de  reseñarse  se  incurrió  en  el  delito  de 
falsedad  por  dos  conceptos,  a saber;  1’ — Por 
haberse  dado  intervención  en  él  a personas 
que  en  realidad  no  intervinieron,  la  una  por 
que  a causa  de  sus  sufrimientos  ya  estaba 
privada  de  sus  facultades  mentales  y voli- 
tivas, y la  otra  por  no  haber  estado  presen- 
te; y,  2'> — ^Por  haberse  faltado  a la  verdad 
en  la  relación  de  los  hechos  consignados  en 
dicho  acto  notarial.  En  este  escrito  el  Licen- 


ciado Dardón  se  extiende  además  en  con- 
sideraciones del  orden  social  y moral  más 
bien  que  del  jurídico,  que  es  el  que  exclusi- 
vamente corresponde  tener  en  cuenta  en  el 
presente  fallo.  Concluyó  diciendo  que  va  a 
demostrar  sus  acerciones  y a prestar  su  con- 
tingente en  la  obra  sanitaria  de  descubrir 
delincuencias,  y pidiendo  al  Juez  que  abra 
el  proceso  en  persecución  de  quienes  obra- 
ron en  perjuicio  no  sólo  de  la  fortuna  de 
su  mujer,  sino  de  algo  mucho  más  sagrado 
que  es  su  delicadeza  y honra,  "al  cometer 
el  crimen  de  atribuir  a una  madre  la  infa- 
mia” contenida  en  la  cláusula  segunda  de  la 
escritura  antes  relacionada. 

RESULTA : que  el  mismo  día,  el  Licen- 
ciado Dardón  ratificó  su  escrito  en  cumpli- 
miento de  lo  mandado  por  el  tribunal,  que 
también  ordenó  que  se  procediera  "en  la  for- 
ma sumarial”. 

RESULTA : que  el  día  siguiente,  o sea  el 
veintinueve  de  octubre  (1921),  el  Licencia- 
do Dardón  presentó  al  Juez  un  memorán- 
dum que  contiene  los  nombres  de  varios  tes- 
tigos, a saber:  José  Minondo,  Arturo  An- 
guiano, José  Francisco  Morales  Hidalgo, 
León  N.  Diebold,  Guadalupe  Artiga,  Rosau- 
ra Guevara,  Cecilia  Urrutia  y Rosaura  Flo- 
res, y los  hechos  que  a cada  uno  de  ellos 
constan.  Declararon  como  sigue;  José  Mi- 
nondo, que  el  veintinueve  de  octubre  de  mil 
novecientos  veintiuno,  por  la  mañana,  sin 
puntualizar  hora,  fué  llamado  por  Roberto 
Herrera,  con  urgencia,  a la  casa  de  la  fa- 
milia Ibargüen,  para  que  sirviera  de  testigo 
en  el  testamento  que  estaba  para  otorgar  la 
señora  viuda  de  Ibargüen;  que  llegó  junto 
con  Miguel  Beltranena,  hijo,  penetrando  am- 
bos directamente  al  aposento  de  dicha  seño- 
ra, donde  ya  se  encontraban:  ella,  “el  Licen- 
ciado Leonardo  Lara  y el  Doctor  Wunder- 
lieh”;  que  cüando  el  testigo  llegó  “ya  el  tes- 
tamento estaba  escrito  y en  consecuencia, 
no  oyó  cuando  fué  dictado  sino  hasta  la  ho- 
ra en  que  se  leyó  en  público ; "que  a poco 
de  haber  llegado,  “empezó  el  Licenciado  La- 
ra a dar  lectura  al  testamentOj  y el  Doctor 
Mario  J.  Wunderlich,  repetía,  dirigiéndose 
a la  señora  viuda  de  Ibargüen,  cada  una  de 
las  cláusulas ; que  la  señora  Uribe  de  Ibar- 
güen  no  tuvo  oportunidad  de  hablar  de 
corrido,  pero  sí  hacía  movimientos  de  cabe- 
za, asintiendo  a lo  que  se  leía  y algunas  ve- 
ces contestaba  si  o está  bueno,  en  voz  baja 
y como  una  persona  enferma”;  que  Lara 
preguntaba  primero : “a  la  señora  Ibargüen, 
y ella  asentía  y luego  volvía  a preguntar  el 
señor  Wunderlich,  recalcando  lo  dicho  por 
el  Notario  y ella  volvía  a asentir”;  que  él 
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testigo  y los  demás  presentes  no  permane- 
cieron en  la  cámara  mortuoria  más  de  me- 
dia hora,  retirándose  él,  acompañado  de  Bel- 
tranena;  que  no  recuerda  si  Arturo  Anguia- 
no  entró  al  mismo  tiempo  que  él,  pero  sí 
“que  alguien  dijo;  se  necesita  un  testigo 
más,  y que  salieron  a llamarlo  (a  Anguia- 
no)  al  Banco  de  Occidente”.  La  declaración 
de  Arturo  Anguiano  contiene  ^ubstancial- 
mente  lo  que  sigue : hacía  veinte  años  que 
servia  como  empleado  en  el  Banco  de  Occi- 
dente, a donde  tenía  que  llegar  diariamente 
a las  nueve  de  la  mañana,  pero  muchas  ve- 
ces llegaba  antes.  Serían  poco  más  o menos, 
las  nueve  y media  antes  meridiano  del  vein- 
tinueve de  octubre  de  mil  novecientos  vein- 
tiuno cuando  íué  llamado  de  la  casa  de  Mar- 
celina viuda  de  Ibargüen,  para  que  sin  pér- 
dida de  tiempo  fuera  a firmar  el  testamento 
de  dicha  señora,  en  nombre  de  ella.  No  re- 
cordaba si  León  Ñ.  Diebculd  o algún  otro  fué 
quién  lo  llamó.  Pasó  inmediatamente  y di- 
rectamente a la  habitación  de  la  moribunda, 
donde  encontró,  entre  otras  personas,  a quie- 
nes no  recuerda,  a Mario  J.  Wunderlioh, 
Leonardo  Lara,  José  Minondo  y Valentina 
Ibargüen  de  Dardón.  No  vió  cuando  escri- 
bieron el  testamento,  y sólo  presenció  su 
lectura  que  hizo  el  Licenciado  Lara,  única- 
mente, estando  todos  al  derredor  de  la  cama. 
Después  de  cada  cláusula,  que  el  Notario 
Lara  leía,  la  señora  de  Ibargüen  asentía  con 
la  cabeza  afirmativamente. — Nunca  había 
entrado  Anguiano  al  cuarto  de  la  paciente, 
la  cual  no  le  dirigió  la  palabra,  pues  estaba 
notoriamente  grave  y en  imposibilidad  com- 
pleta de  conversar.  Una  vez  leído  el  testa- 
mento, el  Licenciado  Lara  lo  invitó  que  lo 
firmara  en  nombre  de  doña  Marcelina.  Es- 
to no  tardaría  más  de  un  cuarto  de  hora, 
y concluido  que  fué,  el  declarante  se  fué  a 
su  trabajo.  No  recordaba  al  dar  esta  decla- 
ración ningún  otro  detalle  sobre  el  asunto. 
La  declaración  de  otro  testigo  instrumental, 
José  Francisco  Morales  Hidalgo,  contiene 
en  substancia  lo  siguiente. — El  veintinueve 
de  octubre  de  mil  novecientos  veintiuno  era 
amanuente  del  Licenciado  Lara,  quien  lo  lla- 
mó para  ir  a la  casa  de  la  viuda  de  Ibargüen. 
Al  llegar,  lo  introdujeron  en  el  escritorio  de 
la  casa  donde  estaban  reunidos  el  mencio- 
nado Notario,  León  N.  Diebold  y los  testi- 
gos del  testamento  de  dicha  señora,  “que 
en  ese  momento  se  iba  a escribir”.  El  tes- 
tigo se  sentó  en  el  escritorio  a escribir  en  el 
protocolo  del  Licenciado  Lara,  a su  dictado, 
“Un  acto  notarial  que  es  el  testamento  de 
doña  Marcelina  de  Ibargüen,  señora  que 
se  encontraba  en  el  escritorio  dictando  su 
testamento”,  pero  Morales  no  pudo  recor- 


dar de  qué  color  era  el  trajee  que  ella  vestía. 
Dicha  señora  dictaba  su  testamento  de  viva 
voz  “sentada  al  mismo  mueble  en  que  el 
testigo  escribía”.  No  recordaba  al  declarar 
si  estaban  allí  presentes  José  Minondo  y 
Miguel  Beltranena,  pero  sí  recordaba  haber 
visto  al  Doctor  Wunderlich,  quien  allí  per- 
maneció hasta  la  conclusión  del  testamen- 
to, en  el  cual  no  quedó  ningún  vacío,  porque 
se  hizo  todo  de  corrido.  Una  vez  escrito  el 
testamento,  la  señora  de  Ibargüen  comisio- 
nó al  Licenciado  Lara  para  que  le  diera  lec- 
tura ; y "consta  al  declarante  que  doña  Mar- 
celina rogó  de  viva  voz  al  testigo  Arturo  An- 
guiano firmara  por  ella,  alargándole  la  plu- 
ma para  que  lo  hiciera”.  Según  este  testigo 
Morales  Hidalgo,  la  señora  de  Ibargüen  es- 
taba enferma  pero  en  su  sano  juicio;  “como 
es  natural,  la  oyó  conversar  en  todo  su  vigor 
para  los  efectos  de  la  firma  del  testamento”; 
si  ella  no  firmó  con  su  propia  mano,  sería 
porque  en  ésta  tuviera  alguna  afección;  y 
“la  vió  caminar  en  su  pieza  con  sus  propios 
pies”.  Dijo,  por  último,  que  “una  vez  con- 
cluido el  acto  todos  se  retiraron  de  la  casa”. 
Más  adelante  se  expresará  cómo  este  tes- 
tigo Morales  Hidalgo  cambió  los  términos 
de  esta  declaración  suya,  y la  razón  que  di- 
jo tener  para  ello.  Lo  que  declarando  como 
testigo  refirió  León  Nicolás  Diebold  es  lo 
que  sigue : Desde  los  terremotos  ocurridos 
en  diciembre  de  mil  novecientos  diez  y sie- 
te, y a solicitud  de  la  familia  Ibargüen,  vi- 
vía en  casa  de  ésta,  pues  aunque  en  la  Dé- 
cima Tercera  Calle  Poniente  tiene  casa  pues- 
ta “para  sus  negocios  y asuntos  del  Con- 
sulado” almorzaba,  comía  y dormía  en 
la  de  Ibargüen,  y así  había  continuado 
después  de  muerta  la  madre  de  dicha  fami- 
lia viviendo  con  los  hijos  solteros  de  dicha 
señora.  Desde  que  ésta  cayó  en  cama,  pa- 
saba repetidas  veces  a su  cuarto  permane- 
ciendo allí  con  las  personas  que  la  asistían, 
y manteniendo  con  ella,  éste,  solícito  cuida- 
do durante  toda  la  enfermedad,  desde  mar- 
zo a octubre  de  mil  novecientos  veintiuno. 
Narrando  la  enfermedad  de  la  señora  de 
Ibargüen,  dice  que  se  inició  con  ataques  con- 
vulsivos que  llegaron  a repetirse  en.  número 
muy  crecido  durante  el  día;  se  practicaron 
en  ella  por  el  Doctor  Mario  J.  Wunderlich 
dos  operaciones  quirúrgicas  en  la  casa  de 
Salud  “San  José”;  según  que  le  apretaban 
los  dolores  y lo  indicaba  el  Médico  se  le 
aplicaban  inyecciones  de  morfina  sin  que  el 
testigo  interviniera  en  el  acto  de  ponérse- 
las; a consecuencia  de  la  enfermedad  le  da- 
ban ataques  convulsivos ; y la  noche  víspe- 
ra de  la  defunción  de  la  señora  de  Ibargüen 
el  Doctor  Wunderlioh  manifestó  que  estaba 
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sumamente  grave,  que  ya  no  había  espe- 
ranza de  salvación,  y que  de  un  momento  a 
otro  podría  sobrevenir  un  desenlace  fatal. 
El  veintinueve  de  octubre  (1921)  a las  seis 
y media  de  la  mañana,  cuando  aún  dormía 
el  declarante,  una  persona  a quien  no  recuer- 
da, lo  llamó  con  urgencia  para  que  fuera  a 
hablar  con  doña  Marcelina,  quien  le  hizo 
saber  que  quería  otorgar  su.  testamento,  y al 
indicarle  en  qué  forma  lo  deseaba,  le  dijo 
que  quería  desheredar  a su  hija  Valentina 
para  que  no  pudiera  tener  ingerencia  en  los 
asuntos  de  los  demás  hermanos.  El  decla- 
rante le  aconsejó  que  diera  a Valentina  vein- 
te mil  dólares  para  que  no  quedara  comple- 
tamente “desheredada".  Fué  a requerir  los 
servicios  profesionales  del  Notario  don  Leo- 
nardo Lara  con  tal  objeto;  y cuando  ya  esta- 
ba el  Licenciado  Lara  en  el  escritorio  de  la 
casa,  situado  en  pieza  diferente  de  la  en  que 
se  encontraba  la  señora  de  Ibargiien,  “reci- 
bió de  boca  del  exponente  las  indicaciones 
de  ella,  y de  la  de  sus  hijos  las  generales  de 
la  misma”,  el  Licenciado  Lara  “dictaba  el  tes- 
tamento a su  escribiente  en  el  escritorio  de 
la  casa,  después  de  las  indicaciones  que  re- 
cibía el  Notario,  del  exponente  en  nombre 
de  doña  Marcelina”.  Llamó  la  atención  de 
este  testigo  que  la  señora  de  Ibargiien,  des- 
pués de  haber  pasado  una  noche  tan  angus- 
tiosa, a la  mañana  siguiente  le  hablara  con 
tanta  claridad.  Dijo  también  Diebold  que 
“antes  de  que  se  diera  lectura  al  testamen- 
to el  Notario  no  había  hablado  con  doña 
Marcelina”,  o por  lo  menos  él  no  lo  sabía. 
Rosaura  Guevara  declaró  que  por  haber  ser- 
vido como  enfermera  a la  señora  de  Ibar- 
güen  le  constaba  lo  que  sigue.  Durante  un 
mes,  poco  más  o menos,  hasta  su.  falleci- 
miento, la  señora  de  Ibargiien  estuvo  en  ca- 
ma. La  víspera  de  su  muerte  y el  día  en  que 
ésta  ocurrió,  permaneció  postrada  en  su  le- 
cho, “siendo  del  todo  imposible  que  haya  po- 
dido caminar,  dado  el  estado  grave  de  su  en- 
fermedad y el  agotamiento  absoluto  en  que 
se  encontraba”.  Sufría  mucho  y para  calmar- 
la se  le  administraban  inyecciones  hipodér- 
micas  cuyo  contenido  y dosis  no  recordaba  la 
testigo  cuando  declaró,  pero  sí  que  se  le 
aplicaban  a veces  dos  en  el  día  y otras  dos 
en  la  noche.  La  víspera  de  su  muerte  la 
paciente  estaba  sumamente  grave,  al  extre- 
mo de  haber  estado  a punto  de  fallecer; 
pero  a fuerza  de  inyecciones  de  aceite  al- 
canforado se  logró  que  amaneciera  viva  to- 
davía el  día  en  que  murió  pero  en  plena 
agonía  e imposibilitada  de  hablar.  Consta 
a la  testigo  que  durante  algunos  accesos  la 
paciente  se  ponía  nerviosa  y con  extravíos 
mentales  y alucinatorios,  manifestando  que 


veía  cosas  raras  y como  queriendo  arrojar- 
se de  la  cama.  Otras  veces  “pedía  vestirse, 
queriendo  salir  de  la  habitación  como  presa 
del  trastorno  mental  que  la  dominaba”.  La 
testigo  concluyó  diciendo  que  se  retiró  de 
la  casa  a las  siete  y media  de  la  mañana, 
dejando  a doña  Marcelina  “con  el  exterior 
de  la  muerte  y sin  voz”.  Guadalupe  Artiga, 
modista,  de  cuarenta  y ocho  años  cuando 
declaró,  por  la  amistad  estrecha  que  había 
hecho  con  la  señora  de  Ibargüen  acompa- 
ñándola a la  iglesia  y a las  Calles,  la  visitó 
durante  su  enfermedad,  cáncer,  que  se  ini- 
ció por  un  ataque  cerebral  que  la  hizo  per- 
der el  conocimiento.  También  sufrió  otro 
ataque  alucinatorio  como  veinte  dias  antes 
de  morir,  pero  la  testigo  no  sabía  si  le  ha- 
bría repetido.  Cuenta  que  la  paciente  sufrió 
dos  operaciones  practicadas  por  el  Doctor 
Mario  Wunderlich  en  la  Casa  de  Salud  “San 
José”;  y vió  que  este  Facultativo  y los  prac- 
ticantes Guillermo  Sánchez  y Enrique  Eche- 
verría A.,  le  aplicaban  inyecciones  de  he- 
roína y de  aceite  alcanforado.  “La  noche 
antes  de  su  muerte  se  puso  doña  Marcelina 
sumamente  grave”.  El  veintinueve  de  octu- 
bre de  mil  novecientos  veintiuno,  la  testigo 
llegó  como  a las  siete  y media  de  la  maña- 
na, hora  en  que  empezaba  la  agonía  de  la 
paciente,  quien  estuvo  en  estado  de  agota- 
miento completo  sin  que  la  testigo  que  no 
se  separó  de  su  cama  sino  en  el  momento  en 
que  murió,  la  oyera  hablar.  Recordó  que  la 
señora  Ibargiien  “recomendó  muchas  veces 
paz  y concordia  entre  sus  hijos”. — León  Die- 
bold, ampliando  el  seis  de  noviembre  (1925) 
su  declaración,  dijo  que  al  terminar  su  con- 
versación con  la  señora  de  Ibargiien  pensó 
en  llamar  al  Licenciado  Salazar,  pero  con- 
siderando que  éste  no  podría  concurrir  por 
lo  temprano  de  la  hora,  dispuso  de  motu 
proprio  llamar  al  Licenciado  Lara  G.  (Leo- 
nardo) “que  reúne  las  mismas  condiciones 
de  honradez”. 

RESULTA:  que  en  memoriales  del  cuatro 
y el  cinco  de  noviembre  (1925)  el  Licencia- 
do Dardón  propuso  como  testigos  a María 
Ibargüen  de  Clark,  Rufino  Ibargiien  y Ro- 
berto Ibargiien,  expresando  sobre  cuáles 
puntos  podían  ser  examinado  cada  uno  de 
ellos.  Respecto  de  la  primera,  el  Juez  or- 
denó que  fuera  examinada  y la  mandó  ci- 
tar. No  así  respecto  de  los  otros  dos,  prove- 
yendo que  los  respectivos  memoriales  fue- 
ran agregados  a sus  antecedentes,  tenién- 
dolos presentes  para  cuando  el  Tribunal  lo 
estimara  conveniente.  Pero  en  toda  la  se- 
cuela del  juicio,  y a pesar  de  que  Rufino 
Ibargiien  hizo  en  él  \rarias  gestiones,  no 
aparece  declaración  alguna  de  ninguno  de 


1026 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


los  dos.  María  Ibargüen  de  Clark  compare- 
ció espontáneamente  a declarar  el  veinti- 
cuatro de  marzo  (1926),  diciendo  que  lo 
hacía  así  con  el  deseo  de  manifestar  al 
Juez  datos  indispensables  para  el  exclare- 
cimiento  de  los  hechos  que  se  investigaban, 
a efecto  de  que  llegara  al  ánimo  judicial  el 
convencimiento  de  que  la  causa  era  un  re- 
sultado de  la  ambición  y la  falacia  del  Li- 
cenciado don  Luis  Dardón,  quien  había  en- 
contrado en  la  familia  Ibargüen  "un  filón 
de  mina  explotable  y un  resultado  de  em- 
bustes para  obtener  un  lucro  indebido”,  y 
continuó  relatando  lo  que  sigue.  Durante 
el  tiempo  que  el  Licenciado  Dardón  llevaba 
de  estar  casado  con  una  hermana  de  la  de- 
ponente, había  recibido  cuantiosas  sumas 
de  dinero  por  diferentes  motivos,  y vivido 
y alimentádose  a costa  y expensas  de  la  fa- 
milia Ibargüen.  El  mismo  letrado  promovió 
disgustos  y desavenencias  en  dicha  familia 
al  grado  de  haber  ofendido  de  palabra  y 
hecho  a la  viuda  Ibargüen,  madre  de  la  ex- 
ponente, quien  comprendiendo  "sus  cons- 
tantes intrigas  y su  ambición”,  llegó  a te- 
ner desconfianza  y miedo  de  él.  A las  seis 
de  la  mañana  del  día  en  que  murió  la  madre 
de  la  declarante,  la  llamó;  y haciendo  salir 
a todas  las  personas  que  estaban  en  la  ha- 
bitación, inclusive  Varentina  Ibargüen  de 
Dardón,  "a  quien  costó  trabajo  retirar”,  entró 
con  ella  en  una  conversación  tan  patética 
como  eran  las  circunstancias  y que  la  señora 
de  Clark  relató  por  el  sistema  conocido  de 
"ella  me  dijo,  y le  respondí  yo”;  pero  que, 
extracta  en  lo  conducente  a la  causa,  con- 
tiene los  conceptos  siguientes.  La  señora  de 
Ibargüen,  por  haber  permanecido  allí  el  Doc- 
tor Wunderlich  durante  toda  la  noche  y por 
la  actitud  de  sus  hijos,  comprendió  que  se 
moría.  Reclamaba  que,  por  no  habérselo  di- 
cho a tiempo,  a aquella  hora  en  que  debía 
estar  pensando  en  Dios  tenía  que  ocuparse 
de  sus  negocios  terrenales.  Iba  a dejarlos 
separados  de  Valentina,  a quien  tal  vez  me- 
joraba, pues  si  no  los  dejarían  en  la  calle. 
■Ella  misma,  la  enferma,  no  sabía  como  es- 
taban sus  cosas,  "pero  prefería  eso  a que 
tengan  ustedes  paz  en  la  familia”.  Reco- 
mendaba a la  declarante  que  hiciera  sus 
veces  para  con  Lola  y Elisa,  ya  que  tanto  las 
querían  la  misma  testigo  espontánea  y su 
prometido  Alfredo  Clark,  con  quien  estaba 
para  casarse.  A ellos  dos  encargaba  que 
dieran  mil  pesos  al  Chauffeur,  y quinientos 
dólares  a Rosario  Flores;  y que  apartaran 
otros  mil  dólares  para  misas,  “porque  us- 
tedes van  a decir : mamá  era  muy  buena, 
pero  me  dejan  en  el  purgatorio”.  Después 
de  dar  instrucciones  a su  hija  respecto  a la 


correspondencia  íntima  con  su  difunto  ma- 
rido, y respecto  a un  libro  que  había  de  leer 
el  Padre  Daniel  Sánchez,  antes  de  decidir 
si  habrían  de  leerlo  sus  hijas,  o quemarlo; 
de  aconsejarle  que  se  dejara  de  lutos  y se 
casara  luego;  y de  anunciarle  que  sería  muy 
feliz  por  haber  sido  buena  hija,  le  dijo  que 
iba  a hacer  su  testamento  y a llamar  al  Li- 
cenciado Lara  con  tal  objeto;  y terminó  pre- 
guntándole cómo  seguía  Lola.  Continúa  la 
testigo  diciendo  que  después  de  esta  con- 
versación, ella  salió  del  cuarto  por  que  ya 
estaba  esperando  el  Padre  Julio,  confesor 
de  su  señora  madre.  Transcurridos  algunos 
momentos  después  de  la  confesión,  entra- 
ron al  cuarto  de  la  paciente  el  Licenciado 
Lara,  José  Minondo,  Miguel  Beltranena, 
Arturo  Anguiano  y Morales,  escribiente  de 
Lara,  "mientras  el  Licenciado  Luis  Dardón 
se  paseaba  muy  nervioso  por  los  corredores 
de  la  casa”.  Las  otras  personas  menciona- 
das permanecieron  en  el  cuarto  de  la  viuda 
de  Ibargüen,  poco  más  o menos,  media  ho- 
ra. Refirió  en  seguida  algunos  detalles  cu- 
ya tendencia  es  establecer  que  entre  la  ma- 
dre de  la  testigo,  por  una  parte,  y el  Licen- 
ciado Dardón  y la  señora  de  éste,  por  otra, 
ya  no  reinaba  la  armonía  natural  en  una  bue- 
na familia,  por  lo  contrario,  recelos  y des- 
confianzas; y que  "desde  fechas  anteriores” 
su  señora  madre  la  había  “manifestado  su 
intención  de  dejar  separada  del  resto  de  sus 
demás  hijos  a su  hija  Valentina  para  evitar- 
les dificultades,  conociendo  el  espíritu  in- 
trigante de  ésta".  Terminó  diciendo  que  el 
objeto  primordial  de  estas  disposiciones  "es 
el  de  denunciar  la  falsedad  en  que  ha  incu- 
rrido al  declarar  la  falsa  testigo  Rosaura 
Guevara  quien  no  era  verdad  que  hubiera 
estado  al  servicio  de  la  difunta  señora  de 
Ibargüen  hasta  el  día  de  su  fallecimiento, 
"pues  había  sido  despedida,  a petición  suya, 
por  la  declarante,  cuatro  o cinco  días  antes”; 
que  la  declarante  cree  que  ésta  testigo  ha 
sido  "comprada”,  y pidió  que  inmediatamen- 
te se  practicara  un  careo  entre  ambas. 

RESULTA:  que,  entre  las  numerosas  di- 
ligencias de  prueba  testimonial  que  forman 
este  proceso,  se  encuentran  algunas  que  es 
conveniente  relacionar  detalladamente,  y 
muchas  otras  que  bastará  mencionar  por 
clases.  De  la  primera  especie  son' las  si- 
guientes. El  Doctor  don  Guillermo  Sánchez 
Fernández  era  todavía  practicante  en  el  Hos- 
pital General  el  mes  de  marzo  de  mil  no- 
vecientos veintiuno.  Una  mañana  al  salir  de 
su  servicio,  fué  requerido  por  la  señorita 
María  Ibargüen  para  que  fuera  inmediata- 
mente a atender  a su  señora  madre  doña 
Marcelina  viuda  de  Ibargüen,  quien  era  pre- 
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sa  de  un  ataque  con  pérdida  de  conocimiento. 
Al  llegar  a la  casa  encontró  a dicha  señora 
privada  de  conocimiento  y ya  asistida  por 
el  Doctor  don  Mariano  López,  quien  le  ad- 
ministraba una  inyección,  estimulante.  Po- 
cos momentos  después  llegó  el  Doctor  Wun- 
derlich.  Médico  de  la  familia.  Este  dijo  al 
testigo  que  continuara  ayudándole  en  aquel 
caso,  como  en  efecto  lo  hizo  durante  quince 
días,  y siendo  su  papel  "puramente  secun- 
dario”. Durante  los  primeros  días  de  su  en- 
fermedad la  paciente  sufrió  de  convulsio- 
nes tónicas  y clónicas  que  desaparecieron, 
o por  lo  menos,  el  declarante  ya  no  volvió 
a verlas  mientras  colaboró  a su  asistencia. 
No  volvió  a ver  a dicha  señora  sino  una  vez 
en  agosto  (1921),  por  mera  incidencia,  en 
la  Casa  de  Salud  "San  José”,  y no  como  Mé- 
dico. El  diez  de  noviembre  (1925)  dió  su 
declaración  el  Doctor  don  Alberto  Enríquez 
Toro.  A principios  de  la  enfermedad  de  la 
señora  de  Ibargüen  asistió  a una  junta  con- 
sultiva con  los  Doctores  Wunderlicb,  Soza, 
y otros  módicos  a quienes  no  recordaba 
cuando  declaró.  Se  encontraron  en  la  pa- 
ciente los  síntomas  clásicos  de  la  epilepsia 
sintomática,  o jacksoniana,  a saber:  convul- 
siones tónicas  y clónicas,  con  contracciones 
musculares  de  la  cara,  pérdida  del  conoci- 
miento, de  la  sensibilidad  y de  la  noción  de 
las  cosas.  El  número  de  accesos  ascendía 
a ocho  diarios,  poco  más  o menos.  Mejoró 
bastante  con  el  tratamiento  al  bromuro  y 
otros  sedantes  para  el  sistema  nervioso,  pe- 
ro no  recuerda  que  se  le  haya  administrado 
doral.  Hubo  varias  juntas  de  Médicos  en 
que  tomaron  parte  los  Doctores  Llerena  y 
Herrarte.  Posteriormente  el  testigo  fué 
consultado  acerca  de  un  dolor  de  vientre 
que  sufría  dicha  señora;  de  su  examen  re- 
sultó la  presencia  de  un  tumor,  por  lo  cual 
se  decidid  practicar  una  operación  quirúr- 
jica,  a la  cual  no  asistió  el  Doctor  Soza  por 
haberse  ausentado  de  esta  capital.  Poco 
tiempo  después  de  esa  primera  operación, 
el  declarante  fué  llamado  a causa  de  una 
constipación  pertinaz  que  comprometía  la 
vida  de  la  paciente;  y entonces  se  decidió 
una  segunda  operación,  a la  cual  sí  estuvo 
presente.  En  esa  operación  se  hizo  a la  pa- 
ciente un  ano  artificial  para  prolongarle  la 
vida,  por  no  tener  curación  radical  la  enfer- 
medad que  la  llevó  a la  tumba,  enfermedad 
que  consta  al  testigo  que  fué  cáncer  del  in- 
testino. En  la  declaración  del  Doctor  don 
Ezequiel  Soza  consta  que  este  Facultativo 
fué  llamado  a los  principios  de  la  enferme- 
dad de  la  señora  de  Ibargüen,  sin  que  él 
recordara  la  fecha  precisa.  Le  consta  que 
los  primeros  síntomas  consistieron  en  ata- 


ques epileptiformes  que  provocaron  una  se- 
rie de  juntas  de  médicos,  siendo  éstos  los 
Doctor  Wunderlich,  Enríquez  Toro,  Toledo 
Herrarte  y José  Llerena.  Esos  ataques  qui- 
taban la  consciencia  y la  sensibilidad ; pero 
una  vez  pasados,  la  enferma  recobraba  sus 
facultades  mentales,  como  ocurre  en  la  de 
epi'epsía  jacksoniana,  que  fueron  los  que 
el  declarante  diagnosticó.  Llegó  a sospe- 
charse la  existencia  de  una  mentastación  al 
cerebro  del  tumor  maligno  que  dicha  señora 
tenía  en  el  intestino  grueso ; aunque  tam- 
bién esos  ataques  podían  ser  debidos  a subs- 
tancias tóxicas  elaboradas  en  el  intestino  a 
costa  de  la  constipación  tenaz  que  provocaba 
el  mismo  tumor.  Durante  algunos  días  los 
ataques  fueron  subsistentes.  Después  los  in- 
tervalos fueron  mayores.  De  acuerdo  con 
los  Doctores  Wuniderlioh  y Enríquez  Toro, 
se  administraban  a la  enferma  inhalaciones 
de  éter,  con  dosis  moderadas  de  doral  y las 
de  morfina  apropiadas  al  caso,  las  cuales 
fueron  suspendiéndose  a medida  que  los 
ataques  calmaban.  Posteriormente  se  prac- 
ticaron en  la  paciente  dos  operaciones  que 
el  testigo  presenció,  tomando  parte  en  ellas, 
a saber : la  primera  consistió  en  la  extirpa- 
ción del  tumor  maligno,  hasta  donde  fué  po- 
sible, por  que  las  raíces  llegaban  hasta  la 
columna  vertebral;  y la  segunda,  en  la  aper- 
tura del  intestino  grueso  para  hacer  un  ano 
artificial,  pues  la  expulsión  de  las  heces  se 
había  interrumpido  completamente.  Para 
calmar  los  dolores  de  la  enferma  se  prescri- 
bió la  inyección  de  morfina,  diurna  y noc- 
turna, en  dosis  adecuadas  y “siempre  que 
fuera  necesaria".  La  naturaleza  de  la  enfer- 
medad dió  por  resultado  la  conclusión  fatal 
con  sus  signos  de  caquexia  característica.  El 
exponente  fué  consultado  acerca  de  manifes- 
taciones nerviosas  que  se  suponían  de  ena- 
jenación mental,  pero  en  efecto  no  lo  eran, 
pues  cuantas  veces  el  declarante  la  vid  en 
junta,  observó  en  ella  completa  lucidez  “fue- 
ra de  los  ataques”.  Dejó  de  verla  en  los  pri- 
meros días  de  septiembre  (1921),  y en  con- 
secuencia nada  sabe  acerca  del  proceso  ul- 
terior de  la  enfermedad  ni  de  la  muerte  de 
la  paciente. 

RESULTA:  que  el  Licenciado  Dardón  pre- 
sentó-al  Juzgado  dos  escritos  que  respec- 
tivamente llevan  las  fechas  de  trece  de  no- 
viembre de  mil  novecientos  veintiuno  (qui- 
zá haya  error  en  el  último  guarismo  de  ese 
año)  y de  diez  y siete  del  mismo  mes  de  mil 
novecientos  veinticinco.  En  el  primero  de- 
nuncia que  en  el  depósito  de  productos  de 
los  telares  de  Cantel  estaban  celebrando 
reuniones  los  letrados  Alberto  Asturias,  Leo- 
nardo Lara  G.  y Max  Soto  O.;  el  Médico 
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Mario  J.  Wunderlich,  León  N.  Diebold,  Ro- 
melia  Cerna  de  Girón,  Rufino  y María  Ibar- 
güen,  José  Minondo,  Arturo  Anguiano,  Jo- 
sé Francisco  Morales  y otras  personas,  con 
el  objeto,  calificado  por  él  de  pecaminoso,  de 
entrar  en  connivencias  para  deshacer  lo  he- 
cho y desdecir  lo  dicho  por  medio  de  am- 
pliaciones y rectificaciones  absurdas  e inad- 
misibles. En  el  segundo,  haciendo  referencia 
a ciertos  pasajes  de  su  libelo  del  veintiocho 
de  octubre  (1925),  de  los  cuales  podría  po- 
nerse en  duda  su  carácter  de  acusador,  lo 
ratifica  nuevamente,  y repite  (en  letras  ma- 
yúsculas y subrayando  las  palabras)  que 
por  el  delito  de  falsedad  en  que  incurrieron, 
se  constituye  acusador  formal  de  los  auto- 
res, cómplices  y encubridores,  y de  todos 
aquellos  que,  en  cualquier  sentido,  hayan 
colaborado  en  un  testamento  que  no  había 
hecho  ni  podido  hacer  la  señora  viuda  de 
Ibargüen.  El  segundo  escrito  fué  manda- 
do ratificar,  como  efectivamente  se  rati- 
ficó ; y que  los  dos  fueran  agregados  a sus 
antecedentes. 

RESULTA  : que  Rufino  Ibargüen  presen- 
tó tres  escritos  que  llevan  fechas ; el  pri- 
mero, del  veinte  de  marzo  de  mil  novecien- 
tos veintiséis  y los  otros  dos  del  veintiuno 
del  mismo  mes,  en  los  cuales  propone  al  Tri- 
bunal de  Primera  Instancia  el  examen  de 
varios  testigos  cuyas  declaraciones  se  rela- 
cionarán adelante.  Se  advierte  ahora  que 
no  se  relacionan  la  narración,  comentarios 
y desahogos  que  contiene  el  primero  de  esos 
escritos,  como  tampoco  se  relacionarán  con- 
ceptos de  semejante  naturaleza  contenidos 
en  varias  gestiones  de  este  juicio,  y vertidos 
tanto  por  una  como  por  la  otra  parte,  ya  que 
en  nada  contribuyen  al  conocimiento  exacto 
de  los  hechos  materia  del  proceso,  sino,  aca- 
so, al  de  las  personas  que  en  él  figuran,  y 
expresaron  esos  conceptos.  Los  testigos  cu- 
yo examen  solicitó  Rufino  Ibargüen,  son : 
Carlota  de  Rodríguez,  Julia  Herrera  de  Ro- 
bles, Angela  Novales  de  Rubio,  Margarita 
Herrera  de  Minondo,  Elíseo  Juárez,  J.  An- 
tonio Estrada,  Francisco  Leiva,  Rosario  Flo- 
res, Angela  Eróles  de  Novales,  Anita  y Vic- 
toria Espinosa,  Mercedes  Arenas,  Dolores 
Alvarez  de  Sánchez,  Ebelio  Granados,  Lu- 
cila Alvarado  de  Pleités,  y Carmen  Guzmán. 
Para  la  más  conveniente  exposición  de  los 
testimonios  producidos  por  estos  testigos, 
se  extractan  sus  dichos  mencionando  el  de 
cada  uno  sobre  los  cuatro  temas  principales, 
como  sigue:  Caracteres  de  la  última  enfer- 
medad de  la  viuda  de  Ibargüen : según  Ro- 
sario Plores  comenzó  con  ataques  convulsi- 
vos y fueron  practicadas  dos  operaciones; 
Francisco  Leiva  la  vió  enferma  las  veces  que 


entró  a su  cuarto ; el  veintinueve  de  octubre 
(1921),  ella  le  dijo  que  tal  vez  iba  a morir, 
y él  le  respondió  que  no  se  apenara  y desea- 
ba que  siguiera  mejor;  Anita  Espinosa  no 
califica  la  enfermedad;  Margarita  Herrera 
de  Minondo  tampoco  la  menciona,  pero  ase- 
gura que  él  veintinueve  a las  nueve  y me- 
dia de  la  mañana  no  estaba  en  agonía  ni  te- 
nía estertor;  Angela  Novales  de  Rubio  ob- 
servó el  proceso  de  la  enfermedad  en  fre- 
cuentes visitas  que  hizo;  Julia  Herrera  de 
Robles,  que  como  amiga  visitó  con  frecuen- 
cia a la  enferma,  nada  dice  acerca  de  la  en- 
fermedad ; la  Comadrona  Carlota  Muñiz 
de  Rodríguez  refiere  que  el  veintiocho  de 
octubre  mostró  a la  paciente  a su  nieto,  y 
ella  embromó  acerca  de  lo  moreno  del  nene; 
Lucila  Alvarado  de  Pleités,  que  velaba  a la 
paciente  alternándose  con  otras  sirvientes, 
no  define  la  enfermedad ; Guadalupe  Artiga, 
en  su  retractación  de  veinticuatro  de  mar- 
zo (1926)  no  menciona  enfermedad;  la  co- 
cinera Angela  Sánchez  sólo  menciona  una 
operación ; Carmen  Guzmán  solamente  iba 
a pedir  noticias  de  la  enferma;  según  An- 
gela Eróles  de  Novales,  que  visitó  a la  de 
Ibargüen  durante  toda  su  enfermedad, 
nunca  tuvo  accesos  de  enajenación  mental; 
Victoria  Espinosa,  Mercedes  Arenas  y Do- 
lores Alvarez  de  Sánchez,  no  dicen  qué  en- 
fermedad era.  Con  respecto  al  estado  ahte- 
temortem  de  la  viuda  de  Ibargüen,  se  ex- 
presan así : según  Rosario  Plores  ese  estado 
era  despejado  el  veintinueve  de  octubre 
(1921),  y la  agonía  comenzó  hasta  la  una 
de  la  tarde;  Elíseo  Juárez  observó  ese  mis- 
mo día  lucidez  y no  agonía;  Anita  Espino- 
sa vió  a la  paciente  en  buen  estado  de  luci- 
dez dos  días  antes  de  su  muerte;  según 
Margarita  Herrera  de  Minondo,  el  estado  de 
la  paciente  era  lúcido  dos  días  antes  de  mo- 
rir y el  día  en  que  murió  a las  nueve  y media 
de  la  mañana;  Angela  Novales  de  Rubio  lo 
califica  de  lúcido  el  día  de  la  defunción  a 
las  ocho  y media  de  la  mañana. — Julia  He- 
rrera de  Robles  dice  que  durante  la  noche 
del  veintiocho  la  paciente  presentó  síntomas 
de  delirio,  pero  a la  madrugada  ya  estaba 
bien,  y el  veintinueve  a las  siete  y media  de 
la  mañana  conservaba  sus  facultades ; Car- 
lota Muñiz  de  Rodríguez,  que  no  la  vió  el 
veintinueve,  asegura  que  era  bueno;  Lucila 
Alvarado  de  Pleités,  que  la  veló  el  veintio- 
cho, no  notó  cambio  el  veintinueve  a las 
nueve  y media  de  la  mañana  cuando  sacó 
la  ropa  sucia;  la  cocinera  Angela  Sánchez 
dice  que  el  veintiocho  en  la  noche  estuvo 
reposada,  en  sano  juicio  y consciente  de 
cuanto  pasaba;  a Carmen  Guzmán  nada  le 
consta  a este  respecto;  a las  diez  de  la  ma- 
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ñaña  del  veintinueve,  Angela  Eróles  de  No- 
vales encontró  a la  paciente  ‘‘en  la  pleni- 
tud de  su  lucidez  mental  y energia,  conser- 
vándolas hasta  pocos  momentos  antes  de 
morir”;  Victoria  Espinosa  no  la  vio  después 
del  dia  veintisiete,  en  que  tuvo  un  ligero 
paroxismo,  pero  en  la  noche  estaba  lúcida 
y nunca  notó  que  desvariara ; Mercedes  Are- 
nas visitó  a la  paciente  dos  o tres  días  antes 
de  que  muriera,  la  saludó,  recibió  respues- 
ta, y no  oyó  decir  que  estuviera  loca ; el 
veintiocho  a las  ocho  y media  de  la  mañana, 
Dolores  Alvarez  de  Sánchez  supo  que  la  en- 
ferma deseaba  ver  al  Arzobispo  don  Luis 
Muñoz ; fué  a llamarlo ; lo  vió  entrar  a la 
cámara  mortuoria;  y aquel  prelado  le  dijo 
ai  salir  que  doña  Marcelina  estaba  grave, 
pero  habian  conversado  de  los  parientes  de 
ella  que  estaban  en  Colombia.  Cuanto  al 
acto  notarial  autorizado  por  el  Notario  don 
Leonardo  Lara,  su  preparación,  lectura,  ra- 
tificación y firma,  declararon  que  nada  les 
constaba:  Francisco  Leiva,  Anita  Espinosa, 
Angela  Novales  de  Rubio,  Angela  Sánchez, 
Carmen  Guzmán,  Angela  Eróles  de  Novales 
y Victoria  Espinosa;  Rosario  Flores  dice  que 
salió  del  cuarto  de  la  enferma  al  llegar  a ól 
el  Notario  y sus  acompañantes;  Eliseo  Juá- 
rez oyó  leer,  y oyó  que  la  paciente  respondía 
algunas  veces  “sí”,  otras  “eso  es",  y otras 
“está  bueno”,  vió  que  firmaron  en  un  escri- 
torio que  había  en  el  mismo  cuarto,  no  re- 
cuerda si  la  señora  de  Ibargüen  habló  des- 
pués, y asegura  que  todo  el  acto  duró  media 
hora ; Antonio  Estrada  oyó  la  lectura,  las 
respuestas  “sí”  o “está  bueno”,  vió  firmar 
en  un  escritorio  del  mismo  cuarto,  que  Lara 
preguntó  a la  enferma  si  firmaba  Anguiano, 
y ella  dijo  “sí”;  Julia  Herrera  de  Robles, 
Mercedes  Arenas,  Guadalupe  Artiga  en  sus 
retractaciones,  y Margarita  Herrera  de  Mi- 
nondo  no  mencionan  tal  acto;  a Angela  No- 
vales de  Rubio,  Angela  Sánchez,  Carmen 
Guzmán,  Angela  Eróles  de  Novales  a las 
dos  señoritas  Espinosa  nada  les  consta;  y la 
Comadrona  Carlota  Muñiz  de  Rodríguez  lo 
supo  porque  se  lo  contaron,  pero  no  lo  vió. 
Cada  uno  de  estos  testigos  dio  razón  de  su 
dicho  como  sigue:  Rosario  Flores,  Eliseo 
Juárez,  el  barbero  Francisco  Leiva,  el  chauf- 
feur Antonio  Estrada,  Lucila  Alvarado  de 
Pleitez,  y la  cocinera  Angela  Sánchez,  la  de 
haber  sido  sirvientes  de  la  casa  Ibargüen ; 
Carlota  Muñiz  de  Rodríguez  haber  estado 
prestando  sus  servicios  profesionales  a Eli- 
sa Ibargüen  en  la  casa  mortuoria;  Guada- 
lupe Artiga,  por  lo  que  hace  a su  retracta- 
ción que  presentó  escrita  y ratificó  después, 
que  cuando  el  Juez  la  interrogó  violenta- 
mente la  primera  vez,  su  memoria  estaba 


flaca,  pero  más  tarde  se  robusteció ; Marga- 
rita Herrera  de  Minondo,  Angela  Novales 
de  Rubio,  Julia  Herrera  de  Robles,  Angela 
Eróles  de  Novales  y las  dos  señoritas  Espi- 
nosa, la  de  haber  sido  amigas  de  la  difun- 
ta, por  lo  cual  la  visitaban  con  frecuencia  y 
algunas  veces  la  velaron  durante  su  enfer- 
medad. Por  lo  que  hace  si  la  enfermera 
Rosaura  Guevara  estuvo  o no  durante  los 
últimos  días  de  la  señora  de  Ibargüen,  Fran- 
cisco Leiva  y Lucila  Alvarado  de  Pleités  di- 
jeron que  había  sido  despedida,  el  uno  seis 
o siete  y la  otra  cinco  o seis  días  antes ; Car- 
lota Muñiz  de  Rodríguez,  que  se  lo  contaron ; 
Carmen  Guzmán  no  supo  si  la  habían  des- 
pedido; el  Chauffeur  Antonio  Estrada  dijo 
que  los  últimos  días  no  había  ido  a traerla 
ni  a dejarla;  Anita  Espinosa,  Julia  Herrera 
de  Robles  y Mercedes  Arenas  no  la  vieron; 
y los  demás  de  la  lista  nada  dijeron  de  ella. 
Además  fueron  examinados  como  testigos 
propuestos  por  Rufino  Ibargüen  cinco  sa- 
cerdotes de  la  Iglesia  Católica,  cuyas  decla- 
raciones es  oportuno  relacionar  separada  y 
detalladamente;  y se  hace  así.  El  Padre  Ju- 
lio Palacios,  cura  párroco  de  San  Sebastián, 
fué  confesor  de  la  señora  de  Ibargüen  du- 
rante el  año  que  precedió  a la  muerte  de  és- 
ta, y sucesor  del  Padre  Daniel  Sánchez  en 
el  ejercicio  de  ésta  de  su  ministerio.  Recibió 
de  la  enferma  tres  o cuatro  confesiones,  y la 
última  en  la  mañana  del  día  en  que  falleció, 
acto  en  el  cual  ella  “denotó  estar  en  el  goce 
completo  de  sus  facultades  mentales  expre- 
sándose con  palabras  débiles  pero  claras”. 
En  una  de  esas  confesiones,  y cumpliendo 
sus  deberes  eclesiásticos,  insinuó  a su  peni- 
tente la  conveniencia  de  arreglar  sus  bienes 
y otorgar  testamento  para  evitar  dificulta- 
des posteriores  entre  sus  hijos”.  Le  consta 
que  todos  estos  se  oponían  a tal  instancia, 
“alegando  que  no  estaba  en  estado  de  mo- 
rirse todavía  para  que  se  hiciera  el  testa- 
mento”. Supone  que  por  sus  insinuaciones, 
y las  del  Padre  Daniel  Sánchez  en  el  mismo 
sentido,  la  señora  haya  decidido  arreglar  sus 
intereses.  La  última  confesión  se  hizo  a las 
ocho  de  la  mañana,  y el  Párroco  se  retiró  en 
seguida.  El  Padre  Juan  Bautista  Salvá,  d** 
origen  español,  ha  poco  de  haber  llegado  a 
país,  en  mil  novecientos  diez  y nueve,  tuvo 
oportunidad  de  hacer  conocimiento  con  Mar- 
celina Uribe  de  Ibargüen  por  la  frecuencia 
con  que  ella  asistía  a la  Iglesia  de  San  Fran- 
cisco ; y “llegó  a cultivar  amistad  muy  ínti- 
ma” con  ella.  Durante  su  enfermedad  la 
visitó  diariamente  conversando  con  ella  a 
su  cabecera,  continuando  esas  visitas  hasta 
el  veintidós  de  octubre  (1921),  víspera  de 
que  el  testigo  partiera  para  España;  y en 
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esas  conversaciones  "jamás  notó  en  la  se- 
ñora de  Ibargüen  trastorno  alguno  en  sus 
facultades  mentales”. — ^El  Padre  Daniel 
Sánchez,  también  de  origen  español,  que 
fué  vecino  de  esta  capital,  de  mil  novecien- 
tos trece  a mil  novecientos  veintidós,  nueve 
años  durante  los  cuales  "fué  amigo  de  doña 
Marcelina  Oribe  viuda  de  Ibargüen,  habien- 
do desempeñado  cerca  de  ella  las  funciones 
de  confesor  y consejero".  En  casa  de  dicha 
señora  vivió  durante  los  cuatro  años  siguien- 
tes al  terremoto,  pero  antes  de  este  desastre 
iba  todos  los  domingos  y días  festivos  a su 
casa,  "donde  almorzaba  y cenaba  con  fre- 
cuencia”. Durante  la  última  enfermedad 
de  la  señora  de  Ibargüen,  tuvo  muchas  con- 
versaciones con  ella.  Relata  especialmente 
la  del  veintiocho  de  octubre  (1921),  como 
a las  cuatro  de  la  tarde,  en  la  cual  dicha  se- 
ñora le  manifestó  que  deseaba  hacer  su  tes- 
tamento, "explicándole  de  una  manera  cla- 
ra y precisa  que  pensaba  dejar  quince  mil 
dólares  a su  hija  Valentina,  para  que  ya  no 
tuviera  intervención  en  la  testamentaría,  su 
yerno,  el  Licenciado  Luis  Dardón”. — El  Pres- 
bítero aconsejó  que  agregara  cinco  mil  dó- 
lares para  formar  el  total  de  veinte  mil ; y la 
enferma  dijo  que  "con  esta  suma,  más  la  de 
treinta  mil  que  habían  convenido  en  pagar 
a Dardón  por  honorarios,  ya  quedaba  Valen- 
tina en  mejor  posición  económica  que  el 
resto  de  sus  hermanos,  a quienes  pensaba 
dejar  como  herederos".  El  testigo  no  volvió 
a la  cámara  mortuoria  sino  hasta  las  cinco 
de  la  mañana,  el  veintinueve,  llamado  por 
una  sirvienta.  Entonces  la  viuda  de  Ibar- 
güen  ratificó  su  deseo  de  testar,  y "rogó  al 
declarante  que  fuera  a llamar  a su  hijo  Car- 
los y a don  León  Diebold”  para  que  habla- 
ran con  ella  respecto  al  asunto.  Cumplido 
este  encargo,  y ya  otorgado  el  testamento, 
"entró  el  deponente  a su  cuarto,  y conver- 
sando con  doña  Marcelina,  le  dijo  ésta  que 
ya  estaba  satisfecha  y sentía  como  si  le  hu- 
bieran quitado  un  gran  peso  de  encima”. 
Permaneció  en  la  habitación  "con  intermi- 
tencias”. A la  una  de  la  tarde  interrumpió 
su  almuerzo  para  ir  a prestar  a la  moribun- 
da los  últimos  auxilios  de  la  religión,  sin  ha- 
berla confesado  él,  por  que  estaba  suspenso 
en  sus  funciones  sacerdotales;  pero  supo 
que  lo  había  hecho  el  Padre  Palacios  ; el  mis- 
mo día  como  a las  ocho  de  la  mañana,  vió 
llegar  a la  casa  al  Notario  Lara,  al  Médico 
Wunderlich,  a José  Minondo  y otros  que  no 
recordaba  al  declarar,  y oyó  que  "leían  algo”. 
Como  huésped  de  la  casa  pudo  enterarse  de 
varios  disgustos  habidos  entre  la  viuda  de 
Ibargüen,  su  hija  Valentina  y el  marido  de 
ésta,  Licenciado  Dardón;  y refirió  que  en 


cierta  ocasión  oyó  reñir  a yerno  y suegra, 
"y  ésta  se  refugió  en  la  habitación  del  de- 
clarante, diciéndole  que  Dardón  quería  pe- 
garle”. Entonces  oyó  que  dicho  letrado  de- 
cía a la  señora  de  Ibargüen  que  no  cobraría 
"esos  honorarios  si  consideraran  a su  mujer 
como  una  hija  y no  como  una  extraña".  Este 
testigo  se  manifestó  convencido  de  que  "ese 
testamento  es  expresión  fiel  de  la  volutad 
de  doña  Marcelina,  pues  venía  conversando 
con  ella  de  este  asunto  desde  hacia  cuatro 
años”.  Nunca  vió  ni  supo  que  doña  Marce- 
lina padeciera  de  "alucinaciones  o trastornos 
deméntales”. — El  Pedro  Mariano  Granados 
declaró  que  un  día  domingo  de  octubre  de 
mil  novecientos  veintiuno,  siendo  entonces 
Capellán  de  la  Iglesia  de  Belem,  fué  requeri- 
do para  ir  a casa  de  Ibargüen  a prestar  a 
doña  Marcelina  los  auxilios  de  la  religión. 
Después  de  permanecer  algunos  momentos 
en  el  corredor,  fué  invitado  a pasar  al  come- 
dor, donde  lo  atendió  el  Licenciado  Dardón. 
Pasado  buen  rato,  una  persona  que  no  re- 
cordaba al  declarar  le  manifestó  que  no  se 
podía  ver  a la  señora  de  Ibargüen  sin  decir- 
le por  qué;  y como  él  tenía  otras  ocupacio- 
nes a qué  atender,  se  retiró  de  la  casa,  y no 
volvió  más  a ella. — ^El  Padre  Ricardo  Ar- 
zú  Romá  fué  a casa  de  la  señora  de  Ibar- 
güen  pocos  días  antes  de  su  fallecimiento, 
acompañando  al  Arzobispo  Muñoz.  Pene- 
traron a la  habitación  de  la  enferma.  El 
Arzobispo  habló  con  ella.  El  testigo  notó 
que  dicha  señora  estaba  enferma  de  grave- 
dad, que  tenía  mucha  dificultad  para  con- 
versar, y se  dió  cuenta  de  la  diferencia  en- 
tre una  persona  "normal  de  salud”  y una 
"agotada  por  la  enfermedad”;  pero  no  re- 
cuerda haber  notado  algún  desvario  mental. 
Posteriormente  volvió  a la  misma  casa  a 
indagarse,  por  recomendación  de  su  prelado, 
acerca  de  la  salud  de  dicha  señora;  pero 
estuvo  solamente  en  la  casa,  sin  entrar  "a 
la  habitación  de  la  enferma". 

RESULTA : que  en  auto  del  siete  de  no- 
viembre de  mil  novecientos  veinticinco,  el 
Juez  Sexto  de  Primera  Instancia  (f.  35  v.) 
ordenó  “la  detención  del  Licenciado  Lara 
G.,  León  N.  Diebold,  por  el  delito  de  falsi- 
ficación de  documentos  públicos;  la  de  Jo- 
sé Minondo  B.,  Arturo  Anguiano,  José  Fran- 
cisco Morales  Hidalgo,  Doctor  Mario  J. 
Wunderlich  y Miguel  Beltranena,  hijo,  por 
complicidad  en  el  mismo  delito”.  No  existe 
en  el  proceso  constancia  de  que  hayan  li- 
brado las  órdenes  de  captura,  ni  existen 
agregadas  a los  autos  las  mismas  órdenes 
ya  respaldadas ; sino  únicamente  el  parte  da- 
do el  veinticinco  de  marzo  (1926)  por  el 
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Comandante  de  la  Segunda  Sección  de  Poli- 
cía, de  haber  sido  puesto  en  detención  José 
Francisco  Morales,  capturado  en  cumpli- 
miento de  orden  fechada  el  veintitrés  de  fe- 
brero anterior. 

RESULTA:  que,  extraído  de  la  detención 
José  Francisco  Morales  Hidalgo,  y los  demás 
habiendo  comparecido  voluntariamente,  se 
produjeron  como  sigue  las  respectivas  decla- 
raciones indagatorias.  El  veintisiete  de  mar- 
zo (1926)  fué  interrogado  José  Francisco 
Morales  Hidalgo,  de  cuyas  respuestas  a las 
preguntas  qu,e  se  le  dirigieron  aparece  lo  que 
sigue:  Tenía  entonces  cuarenta  y tres  años, 
y era  soltero,  empleado  público,  originario  de 
Huehuetenango,  vecino  de  esta  capital,  en  el 
Callejón  de  Maravillas  número  cuatro  A.,  no 
filiado  como  soldado  ni  inscrito  como  ciuda- 
dano en  el  Registro  Civil,  sin  haber  estado 
preso  ni  sido  procesado,  sino  sólo  detenido 
por  faltas  leves.  No  le  tocan  las  generales 
de  ley  con  ninguna  de  las  partes,  ni  tiene  in- 
terés en  declarar.  El  veintinueve  de  octubre 
de  mil  novecientos  veintiuno,  a las  nueve  me- 
nos cinco  minutos  de  la  mañana,  se  encon- 
traba en  casa  de  doña  Marcelina  Uribe  viu- 
da de  Ibargüen,  donde  a esa  hora  “se  otor- 
gó” el  testamento  de  dicha  señora.  “El  tes- 
tamento lo  hizo  el  Notario  don  Leonardo 
Lara  G.,  figurando  como  testigos  los  seño- 
res don  José  Minondo,  don  Miguel  Beltra- 
nena  y el  interrogado,  quien  fué  quien  escri- 
bió el  testamento,  dictado  por  el  Notario” 
El  acto  tuvo  verificativo  en  el  cuarto  dor- 
mitorio de  dicha  señora,  encontrándose  ésta 
sentada  en  su  cama  y vestida  “con  ropa  li- 
gera, en  estado  de  enfermedad”.  El  interro- 
gaido  “escribía  lo  que  el  Notario  le  dictaba 
por  indicación  de  la  señora,  quien,  a su.  vez, 
lo  hacía  de  una  manera  clara".  No  recorda- 
ba “a  punto  fijo  si  la  otorgante  mostraba  fa- 
tiga o presentaba  un  estado  de  tranquilidad”. 
Una  vez  “escrito  el  testamento,  fué  leído  por 
el  Notario  y a continuación  procedieron  a 
firmarlo",  no  recordando  el  interrogado 
quien  indicó  a Arturo  Anguiano  que  firma- 
ra en  nombre  de  la  testadora.  Lo  escrito  “fué 
leído  cláusula  por  cláusula”  y cada  una  de 
el’as  respondía  la  testadora  que  estaba  con- 
forme diciendo  “estoy  conforme".  Después 
de  firmar  se  marcharon  todos  y el  interro- 
gado acompañó  al  Notario  hasta  su.  oficina. 
Al  llamársele  la  atención  sobre  la  diferen- 
cia de  lo  que  al  ser  indagado  manifiesta  y 
lo  que  declaró  como  testigo  el  cinco  de  no- 
viembre (1925),  dió  como  explicación  que 
entonces  se  sorprendió  por  la  presencia  del 
Juez  en  la  Escribanía  de  Cámara,  donde  es- 
taba empleado  como  escribiente,  “pues  no 
tenía  presente  los  detalles  debido  al  tiempo 


transcurrido  y además  estaba  pensando  en 
sus  ocupaciones”;  y que  por  esta  misma  ra- 
zón al  declarar  como  testigo  aseguró  “que 
la  señora  de  Ibargüen  estuvo  paseando  en 
la  pieza  con  sus  propios  pies  conversando 
en  todo  su  vigor”,  y que  si  no  firmó  por  sí 
misma  “fué  debido  a alguna  afección  que 
tuviera  en  la  mano”.  Manifestó  ignorar  por 
qué  sus  declaraciones  difieren  tanto  de  las 
demás  personas ; y aseguró  que  al  momento 
de  ser  indagado  conservaba  buena  memo- 
ria del  acto. — Al  preguntársele  si  era  cierto 
que  nunca  había  estado  en  casa  de  la  seño- 
ra de  Ibargüen,  ni  haber  oído  a ésta  ex- 
poner su  última  voluntad,  ni  haber  interve- 
nido al  momento  del  otorgamiento,  dijo  “que 
la  única  vez  -que  estuvo  en  casa  de  doña 
Marcelina  fué  el  día  en  que  se  otorgó  el 
testamento”,  y volvió  a decir  “que  sí  estuvo 
a la  hora  en  que  fué  autorizado”.  Negó: 
haber  firmado  en  el  protocolo  fuera  de  la 
casa  de  Ibargüen,  horas  después  de  otor- 
gado, y como  complacencia  hacia  su  jefe  y 
amigo  el  Licenciado  Lara ; haber  recibido 
dinero,  dádiva,  o promesa  de  éste  por  poner 
su  firma  al  pie  del  acto  notarial;  haberse 
dejado  en  este  hueco  para  llenar  con  los 
nombres  de  los  testigos;  y haberse  hecho  “el 
testamento  en  el  escritorio  de  la  casa  por 
don  León  N.  Diebold  y por  los  hijos  de  la 
señora  de  Ibargüen  mientras  ésta  agoni- 
zaba en  pieza  distinta  de  la  casa”.  Ratificó 
su  declaración  anterior  en  todas  sus  partes 
con  la  modificación  de  que  la  señora  de 
Ibargüen  se  encontraba  enferma,  que  no 
la  vió  caminar  en  la  habitación,  que  el  acto 
no  se  efectuó  en  el  escritorio  de  la  casa,  sino 
en  la  cámara  mortuoria,  donde  “se  hizo  y 
firmó  a presencia  de  todos  los  testigos”. 
Agregó,  invitado  para  ello,  que  el  Licencia- 
do Dardón  le  habló  para  que  fuera  absol- 
ver posiciones  a un  Juzgado  del  ramo  civil; 
que  puede  probar  su  inocencia  con  el  hecho 
de  que  el  testamento  ya  está  reconocido  co- 
mo legítimos  por  los  Tribunales  de  lo  Civil, 
y con  la  circunstancia  de  que  el  Licenciado 
don  Luis  Dardón  recibió  por  ese  mismo  do- 
cumento la  suma  de  veinte  mil  dólares  como 
legado  a favor  de  doña  Valentina  de  Dar- 
dón; y que  estuvo  presente  en  el  momento 
en  que  la  señora  de  Ibargüen  instituyó  he- 
rederos a sus  diez  hijos  con  excepción  de 
su  hija  Valentina,  a cuyo  favor  instituyó  el 
legado  que  mencionó. — ^E1  Veintinueve  de 
marzo  (1926),  interrogado  José  Minondo 
Beltranena,  en  declaración  indagatoria,  dijo 
ser  de  treinta  y ocho  años,  casado,  Ingenie- 
ro, originario  y vecino  de  esta  capital,  no 
ser  soldado  filiado,  ni  estar  inscrito  como 
ciudadano  en  el  Registro  Civil,  ni  haber  es- 
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tado  preso  ni  procesado,  ni  tener  apodo  al- 
guno. Dijo  no  haber  sido  capturado,  pero 
sabiendo  que  había  orden  para  su,  captura, 
y atribuyéndola  a|l  asunto  Ibargüen-D ar- 
den “que  tanto  escándalo  ha  hecho  por  la 
prensa”,  se  presenta  espontáneamente  “sin 
ningún  temor  por  que  tiene  la  certidumbre 
de  no  haber  cometido  ningún  hecho  delic- 
tuoso", El  veintinueve  de  octubre  (1921) 
entre  ocho  y nueve  de  la  mañana,  estaba 
en  su  oficina  (Duodécima  Calle  Poniente, 
número  veinticuatro),  cuando  fué  llamado 
por  Roberto  Herrera  para  ir  a casa  de  do- 
ña Marcelina  Uribe  de  Ibargüen,  con  el  ob- 
jeto de  servir  de  testigo  en  el  testamento 
que,  según  le  dijo  Herrera,  iba  a otorgar  la 
mencionada  señora.  Cuando  llegó  a la  casa 
de  la  Séptima  Avenida  Sur  y entró  al  cuarto 
donde  la  señora  viuda  de  Ibargüen  se  en- 
contraba enferma,  acompañado  de  Miguel 
Beltranena  Ramírez,  ya  estaban  allí  reuni- 
dos con  dicha  señora  el  Doctor  Mario  J. 
Wunjderlioh,  el  Notario  Leonardo  Lara  G., 
que  rodeaban  la  cama.  Un  poco  más  a un 
lado  Francisco  Morales  Hidalgo  y unos  cria- 
dos o carpinteros  desconocidos  al  interroga- 
do, que  hacían  unas  reparaciones.  Después 
llegó  Arturo  Anguiano.  Cuando  entró  a la 
habitación,  Wunderlidh  y Lara  conversa- 
ban en  voz  baja  con  la  señora;  pero  el  inte- 
rrogado no  puso  atención  a la  plática,  limi- 
tándose a colocarse  a los  pies  de  la  cama 
en  compañía  de  Beltranena,  Poco  después 
de  haber  llegado  Anguiano,  el  Licenciado 
Lara  les  hizo  saber  que  los  llamaba  “para 
que  escucharan  el  testamento  de  la  señora 
Ibargüen,  el  cual,  según  pudo  darse  cuen- 
ta, ya  estaba  escrito  con  anterioridad  a su 
llegada”.  El  Notario  dió  lectura  al  testa- 
mento en  presencia  de  las  personas  nom- 
bradas. Al  final  de  cada  uno  de  sus  perío- 
dos, “el  Licenciado  Lara  preguntaba  a Do- 
ña Marcelina  si  era  esa  la  expresión  de  su 
voluntad  y la  testadora  contestaba  con  pa- 
labra clara  y perfectamente  comprensible 
“sí”  o “está  bueno”,  uniendo  a sus  palabras 
un  movimiento  de  cabeza  afirmativo.  Ade- 
más, el  Doctor  Wunderlioh  repetía  las  pre- 
guntas del  Notario,  diciendo:  “doña  Marce- 
lina, es  esa  su  voluntad,  fíjese  bien”,  a lo 
cual  la  interpelada  respondía  en  los  mismos 
términos  que  al  Licenciado  Lara.  Recuerda 
el  interrogado  que  en  ese  testamento  doña 
Marcelina  instituía  herederos  universales  a 
sus  diez  hijos,  con  excepción  de  Valentina, 
a quien  dejaba  un  legado  de  veinte  mil  dó- 
lares ; y en  una  cláusula  favorecía  a sus  hi- 
jos Lola  y Alfonso  con  la  casa  de  la  Sépti- 
ma Avenida  Sur.  La  cláusula  de  exclusión 
fué  una  de  las  que  recalcó  el  Doctor  Wun- 


derlioh, “contestando  la  señora  de  Ibargüen 
“sí,  está  bien”,  “asintiendo  al  mismo  tiem- 
po con  la  cabeza”.  El  interrogado  manifes- 
tó creer  “con  toda  sinceridad  y sin  temor 
de  equivocarse  que  doña  Marcelina  tenía 
toda  la  luz  de  su  inteligencia  cuando  otor- 
gó este  testamento  y que  se  dió  cuenta  per- 
fecta y clara  de  que  lo  que  leyó  el  Licen- 
ciado Lara  y recalcó  el  Doctor  Wunderlich 
era  la  expresión  de  su  voluntad”.  Firmaron 
en  la  misma  habitación,  a presencia  de  doña 
Marcelina;  y si  ésta  no  lo  hizo  “fué  por  la 
imposibilidad  material  en  que  se  encontra- 
ba a consecuencia  de  su  agotamiento  físi- 
co”. Después  de  firmar,  el  interrogado  se 
marchó  a su  oficina  con  Beltranena,  “des- 
pidiéndose de  la  enferma  con  un  movimien- 
to de  cabeza,  sin  hablar  con  e'lla,  tanto  para 
no  fatigarla  como  por  no  tener  con  e’la 
vínculos  mayores  de  amistad”.  Dijo  ser  fal- 
so : haber  sido  llamado  al  escritorio  de  la 
casa  de  Ibargüen,  donde  estaban  reunidos 
Lara.  Wunderlich  y Diebold : haber  firma- 
do allí,  sin  que  estuviera  presente  la  señora 
de  Ibargüen;  y estar  de  acuerdo  con  las 
personas  nombradas  para  figurar  como  tes» 
tigos  de  un  testamento  que  no  era  la  expre- 
sión de  la  voluntad  de  doña  Marcelina  de 
Ibargüen.  Aseguró  que,  conforme  a su  con- 
ciencia, ese  testamento  es  la  voluntad  cons- 
ciente de  dicha  señora;  y “juró  por  sus  con- 
vicciones íntimas,  que  no  se  ha  cometido 
ningún  fraude,  ni  la  más  leve  sombra  de 
mala  fe”.  Y,  por  último,  ratificó  en  todas  sus 
partes  su  declaración  del  cinco  de  noviem- 
bre (1925),  que  le  fué  leída,  sin  tener  que 
agregarle.  El  mismo  veintisiete  de  marzo 
(1926)  fué  interrogado  en  declaración  inda- 
gatoria Arturo  Anguiano,  de  cuarenta  años, 
soltero,  empleado,  originario  y vecino  de  es- 
ta capital,  que  nunca  ha  estado  preso  ni  pro- 
cesado, ni  tiene  apodo  conocido,  ni  es  sol- 
dado, pero  sí  está  inscrito  como  ciudadano 
en  el  Registro  Civil.  No  había  sido  captura- 
do; y se  presentaba  espontáneamente  por 
que  le  indicaron  que  pendía  orden  de  captu- 
ra contra  él,  sin  saber  por  qué  razón,  pues 
no  había  cometido  ningún  delito.  El  día  vein- 
tinueve de  octubre  (1921),  a las  ocho  y me- 
dia de  la  mañana,  se  dirigió  de  su  casa  al 
Banco  de  Occidente,  donde  trabajaba  enton- 
ces. A poco  rato  fué  llamado  por  una  perso- 
na que  no  pudo  precisar  para  que  fuera  a ca- 
sa de  doña  Marcelina  de  Ibargüen  “a  efecto 
de  que  el  declarante  firmara  el  testamento 
de  ella  a su  ruego”,  llamamiento  a que  acu- 
dió inmediatamente,  penetrando  desde  luego 
al  cuarto  en  que  la  enferma  se  hallaba  en 
cama,  sentada  a medias.  ‘^La  saludó  con  in- 
clinación de  cabeza,  correspondiendo  ella 
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de  la  misma  manera  y con  la  palabra  "Ar- 
turo”. En  ese  cuarto  estaban  ya  reunidos 
“el  Doctor  Wunderlich,  el  Licenciado  Lara, 
don  José  Minondo,  don  Miguel  Beltranena, 
un  señor  Morales,  cuyo  nombre  no  recuer- 
da, y otros  dos  individuos  como  de  la  servi- 
dumbre o algo  por  el  estilo.  Por  el  tiempo 
transcurrido,  no  pudo  precisar  los  lugares 
que  ocupaban  estas  personas,  pero  sí  recor- 
daba que  a la  hora  de  leer  el  testamento  to- 
dos rodeaban  la  cama  de  la  paciente.  No  pu- 
do dar  respuesta  a la  pregunta  sobre  quién 
había  redactado  el  testamento,  por  que  cuan- 
do él  llegó  ya  estaba  escrito.  A los  pocos 
instantes  de  haber  entrado  al  cuarto  An- 
guiano,  el  Notario  Lara  comenzó  a dar  lec- 
tura a lo  escrito,  cláusula  por  cláusula,  pre- 
guntando a la  señora  de  Ibargüen  al  final 
de  cada  una  “si  estaba  conforme"  a lo  que 
respondía  doña  Marcelina,  sí,  está  bueno, 
bien,  asintiendo  al  mismo  tiempo  con  la  ca- 
beza. Algunas  cláusulas  eran  repetidas  por 
el  Doctor  Wunderlich,  y la  señora  repetía : 
sí,  está  bueno,  con  los  mismos  movimientos 
de  cabeza.  Este  interrogado  recuerda  que 
en  aquel  testamento  la  señora  viuda  de  Ibar- 
güen  instituía  sus  herederos  a sus  diez  hijos, 
excluyendo  a Valentina,  a quien  dejaba  un 
legado  de  veinte  mil  dólares;  y mejoraba  a 
Lola  y Guillermo  con  la  casa  de  la  Séptima 
Avenida  Sur ; aunque  no  recordaba  con  cer- 
tidumbre si  el  mejorado  es  Guillermo  o al- 
gún otro.  Manifestó  estar  seguro  de  que 
aquel  testamento  es  “la  expresión  fiel  de 
la  última  voluntad  de  doña  Marcelina  por 
haberla  visto  y oído”  exponer  su  voluntad 
en  la  forma  ya  mencionada.  Le  consta  que 
cuando  fué  leída  la  cláusula  de  exclusión 
por  el  Notario  Lara,  y cuando  fué  repetida 
por  el  Doctor  Wunderlich,  “doña  Marcelina 
expresó  su  voluntad  claramente  sin  señal 
de  duda”.  Recavada  su  opinión  acerca  del 
estado  físico  y mental  de  la  paciente,  res- 
pondió que  según  su,  parecer  el  primero  era 
lúcido  y la  paciente  “se  daba  perfectamente 
cuenta  de  lo  que  se  le  preguntaba  y de  la 
trascendencia  del  acto  que  se  verificaba” ; 
y el  segundo  de  “bastante  gravedad  y bas- 
tante debilidaid” ; opinión  que  confirmó  al 
dar  respuesta  a la  pregunta  inmediata.  Dijo 
haber  firmado  el  testamento  sobre  un  escri- 
torio que  había  en  el  mismo  cuarto  de  la  en- 
ferma “por  invitación  del  Licenciado  Lara, 
quien,  previamente,  preguntó  a doña  Mar- 
celina si  estaba  anuente”,  a lo  que  ella  con- 
testó afirmativamente.  Entonces  él  tomó  la 
pluma  de  manos  del  Licenciado  Lara  y fir- 
mó en  el  lugar  que  le  indicaran;  y no  firmó 
ella  misma  “por  su  estado  de  debilidad  en 
que  se  encontraba”.  Fué  el  primero  en  salir 


de  la  cámara  mortuoria,  una  vez  firmado  el 
testamento.  No  recuerda  si  se  despidió  de 
la  señora  de  Ibargüen  con  una  simple  in- 
clinación de  cabeza,  o dándole  la  mano ; pe- 
ro sí  que  en  esta  última  forma  se  despidió 
de  los  demás  concurrentes,  para  volver  al 
Banco  a continuar  su  trabajo.  Dijo  ser  fal- 
so que  se  le  hubiera  llamado  no  al  cuarto 
de  la  enferma  sino  al  escritorio  de  la  casa; 
que  allí  hubiera  encontrado  a los  demás 
que  intervinieron  en  el  acto ; y que  éste  se 
haya  firmado  en  dicho  escritorio  sin  estar 
prestente  la  señora  viuda  de  Ibargüen  y sin 
haberla  visto  ni  oído.  También  este  inte- 
rrogado expresó  su  parecer  acerca  de  que  el 
acta  notarial  sea  la  expresión  consciente  de 
la  voluntad  de  la  paciente,  fundando  esta 
opinión  suya  en  que  la  oyó  expresar  su  de- 
seo “estando  con  juicio  sereno”.  Final- 
mente habiéndole  leído  su  declaración  dada 
el  cinco  de  noviembre  (1925),  la  ratificó 
con  las  aclaraciones  siguientes : habérsele 
llamado  al  cuarto  de  doña  Marcelina  a las 
nueve  menos  cuarto  de  la  mañana;  que  di- 
cha señora  asentía  con  la  cabeza  al  mismo 
tiempo  que  con  palabras  al  final  de  las 
c.áusulas,  y cuando  el  Notario  Lara  le  pre- 
guntó si  quería  que  el  interrogado  firmase 
por  ella;  y que  si  dijo  antes  que  ella  no  po- 
día conversar  fué  por  que  no  oyó  que  lo 
hiciera,  y no  estuvo  en  el  cuarto  más  que 
los  momentos  precisos,  sin  tener  oportuni- 
dad de  trabar  conversación. — ^E1  mismo  vein- 
tinueve de  mayo  (1926)  el  Juzgado  dictó 
auto  mandando  dejar  en  libertad  a José  Mi- 
nondo y Arturo  Anguiano ; y reduciendo  a 
prisión  provisional  a Francisco  Morales  Hi- 
dalgo por  falso  testimonio.— El  treinta  de 
marzo  (1926)  se  presentó  espontáneamen- 
te, al  Juzgado,  el  Doctor  Mario  J.  Wunder- 
lich González,  de  cuarenta  años,  casado.  Mé- 
dico y Cirujano,  originario  y vecino  de  esta 
capital.  Comandante  del  Ejército,  sin  mani- 
festar de  qué  arma,  inscrito  como  ciudada- 
no ’ en  el  Registro  Civil,  sin  apodo,  y que 
nunca  ha  estado  preso  ni  procesado.  Cono- 
ció a Marcelina  Uribe  viuda  de  Ibargüen, 
por  haberla  asistido  como  Médico  de  cabe- 
cera, durante  su  última  enfermedad,  desde 
fines  de  marzo  hasta  el  veintinueve  de  oc- 
tubre de  mil  novecientos  veintiuno,  hacién- 
dole un  número  de  visitas  diarias  muy  va- 
riable, pues  en  ocasiones  llegaron  hasta  cua- 
tro en  un  solo  día;  unas  de  día,  otras  de  no- 
che; unas  en  la  casa  de  Ibargüen,  otras  en 
la  Casa  de  Salud  “San  José”,  otras  en  la 
clínica  del  mismo  interrogado.  Cuando  fué 
llamado  por  primera  vez,  la  enfermedad  de 
dicha  señora  se  presentaba  por  ataques 
convulsivos  en  número  que  varió  de  veinte 
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a cuatro  o cinco  diarios,  faz  que  duró  como 
dos  semanas,  de  marzo  a abril;  a los  que  el 
Médico  declarante  califica  de  "eclamsia  o 
de  ataques  epileptiformes” ; y que  describe 
asi : Un  periodo  de  convulsiones  tónicas  se 
iniciaba  en  los  músculos  de  la  cara,  exten- 
diéndose sucesivamente  al  cuello,  tronco  y 
miembros  : dirigia  la  'cabeza  hacia  la  dere- 
cha, los  ojos  hacia  la  izquierda  y arriba,  de- 
jando visible  la  esclerótica  solamente;  faz 
inicial  que  duraba  quince  o veinte  segundos. 
En  seguida  comenzaban  las  convulsiones 
clónicas  que  duraban  hasta  un  minuto.  Des- 
pués se  restablecia  el  ritmo  respiratorio,  se 
abrían  los  ojos,  y la  paciente  quedaba  en 
"cierto”  estado  de  estupor,  sin  darse  cuenta 
de  lo  que  le  había  pasado.  En  tales  ataques 
el  Médico  interrogado  no  observó  síntomas 
alucinatorios,  sino  sólo  el  mencionado  estu- 
por. Por  el  tratamiento  que  se  prescribió 
(sin  expresar  cuál  fué)  "fueron  disminu- 
yendo en  número  los  ataques  hasta  desapa- 
recer completamente,  no  habiendo  dejado 
después  de  desaparecer  ningún,  trastorno 
motriz  o sensitivo  ni  trastornos  de  la  inte- 
ligencia”. Durante  ese  tiempo  se  celebraron 
varias  juntas  de  médicos  con  los  Doctores 
Mariano  J.  López,  Lizardo  Estrada,  Ezequiel 
Soza,  Enríquez  Toro,  Luis  Toledo  Herrarte, 
José  Llerena  y otros  que  no  recordaba  el 
interrogado.  Se  consideró  causas  de  esos 
ataques  "la  comprensión  de  los  nervios  vis- 
cerales de  la  pelvis  por  la  presencia  de 
un  tumor  del  ovario  izquierdo,  llamada  causa 
refleja  al  igu,al  que  sucede  a las  personas 
que  adolecen  de  parásitos  intestinales  y su- 
fren de  convulsiones”.  Establecida  dicha 
causa,  y considerando  que  el  tumor  era  de 
naturaleza  maligna  (cancerosa),  se  decidió 
extirparlo  por  medio  de  una  operación  qui- 
rúrgica que  se  practicó  a fines  de  abril 
(1921)  en  la  Casa  de  Salud  "San  José”,  to- 
mando parte  en  ella  el  interrogado  y los 
Doctores  Soza  y Calderón,  y presenciándola 
Enríquez  Toro.  Al  explorar,  "se  confirmó 
que  efectivamente  existía  un  tumor  maligno 
que  tenía  asiento  en  el  ovario  izquierdo  y se 
encontraba  fuertemente  adherido  al  cólon 
ileopelviano,  la  vejiga,  algunas  ansas  in- 
testinales del  íleon  y el  gran  epilón” ; cir- 
cunstancias por  las  cuales  la  "extirpación 
fué  sumamente  laboriosa  y difícil”.  La  pa- 
ciente permaneció  doce  días  en  la  Casa  de 
Salud,  hasta  la  completa  cicatrización  de  la 
herida  abdominal.  Ya  en  su  casa  la  pacien- 
te, el  interrogado  le  administró  una  serie  de 
tratamientos  radioterápicos  intentados  para 
prevenir  la  recurrencia  del  neoplasma,  y en 
busca  del  efecto  analgésico  de  los  rayos  X. 
A fines  de  agosto  (1921),  se  presentó  ines- 


peradamente una  oclusión  intestinal  en  la 
Silíaca,  producida  por  la  recidiva  del  tumor. 
Nueva  junta  de  Médicos  en  la  cual  se  de- 
cidió una  segunda  operación  practicada  por 
el  interrogado,  acompañado  por  los  Docto- 
res Lizardo  Estrada  y Ramón  Calderón.  En 
ésta  se  encontró  todo  el  cólon  ileopelviano 
afectado  de  cáncer  con  adherencias  tan  só- 
lidas y firmes  a los  órganos  vecinos  que  era 
imposible  extirparlo.  Quedó  como  único  re- 
curso (no  dijo  para  qué)  la  perforación  de 
un  ano  contra  natura.  En  los  primeros  días 
de  septiembre  vo.vió  la  enferma  a su  domi- 
cilio. El  tratamiento  ulterior  se  redujo  a 
sostener  las  fuerzas  con  alimentación  artifi- 
cial por  medio  de  sonda  gástrica,  y con  in- 
yecciones tónicas  por  la  vía  hipodérmica,  en 
espera  de  una  aparato  de  Rayos  X de  gran 
penetración ; pero  ya  no  llegó  a tiempo  de 
ser  aplicado,  por  que  la  víspera  del  falleci- 
miento de  la  enferma,  sobrevino  la  forma- 
ción de  una  fístula  entero-vesical,  haciendo 
que  cada  micción  fuese  muy  dolorosa  a cau- 
sa de  que  los  excrementos  salían  por  la  vía 
urinaria.  Durante  tres  o cuatro  semanas, 
y para  aliviar  a la  enferma,  se  le  aplicaron 
inyecciones  de  morfina  a dosis  de  uno  a 
tres  centigramos  diarios.  La  muerte  ocurrió 
el  veintinueve  de  octubre  (1921)  a las  dos 
de  la  tarde,  "habiéndose  iniciado  la  agonía 
como  a las  once  y media  de  la  mañana”.  La 
enferma  no  había  llegado  a una  caquexia 
avanzada,  pues  sucumbió  a consecuencia 
de  la  fístula  entero-vesical.  La  morfina  ad- 
ministrada en  las  dosis  mencionadas  "en 
nada  disminuyó  la  lucidez  mental  de  la  se- 
ñora de  Ibargüen  durante  el  tiempo  en  que 
hubo  que  recurrir  a ese  agente  medicamen- 
toso”. Preguntado  si  vió  a la  señora  de  Ibar- 
güen  la  noche  del  veintiocho  de  octubre 
(1921),  dijo  que  sí,  permaneciendo  cerca  de 
eda  hasta  pasada  media  noche,  pues  se  retiró 
a la  una  de  la  mañana  poco  más  o menos; 
notó  en  ella  la  rapidez  del  pulso  y la  ele- 
vación de  la  temperatura  que  observara  des- 
de la  formación  de  la  fístula ; y al  marcharse 
la  dejó  tranquila,  sin  que  durante  ese  trans- 
curso de  tiempo  observara  en  ella  ningún 
síntoma  alucinatorio  ni  pérdida  de  conoci- 
miento, sino  que  al  hablar  con  ella  repetidas 
veces  "comprobó  que  su  lucidez  era  perfec- 
ta”. El  veintinueve  de  octubre  (1921)  lle- 
gó solo  y como  de  costumbre,  a las  ocho  de 
la  mañana  a hacerle  una  curación  que  nece- 
sitaba tres  veces  al  día.  Hecha  ésta,  María 
Ibargüen  le  suplicó  que  permaneciera  por 
que  su  señora  madre  iba  a hacer  su  testa- 
mento y el  Notario  quería  que  diera  dicta- 
men. El  interrogado  volvió  al  cuarto  de 
baño,  inmediato  al  de  la  enferma  para  lavar- 
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se,  quedándose  allí  algunos  momentos.  Mien- 
tras tanto  el  Notario  entraba  a la  Cámara 
mortuoria,  habiéndose  reunido  ambos  alli, 
tuvieron  que  esperar  unos  pocos  momentos 
para  dar  tiempo  a que  llegara  uno  de  los 
testigos,  momentos  durante  los  cuales  cru- 
zaron a'gunas  palabras  con  doña  Marceli- 
na. Llegados  los  testigos,  se  procedió  a la 
lectura  del  testamento,  que  el  interrogado  no 
vio  dictar  ni  redactar,  presenciando  sola- 
mente el  momento  de  la  lectura.  Esta  fué 
hecha  por  el  Notario  Lara  "cláusula  por 
cláusula,  y al  final  de  cada  una  de  ellas  la 
señora  de  Ibargüen  contestaba  con  frases 
claras  asintiendo  tanto  con  un  movimiento 
afirmativo  de  cabeza  como  con  las  palabras: 
sí,  está  bueno,  y sí  Doctor,  cuando  el  decla- 
rante le  recalcó  algunas  de  las  cláusulas”, 
pudiéndose  dar  cuenta  “de  que  doña  Marce- 
lina tenia  perfecta  conciencia  de  sus  respues- 
tas”. A virtud  de  preguntas  dijo  que  aquel 
instrumento  contenia ; institución  de  herede- 
ros a favor  de  diez  hijos  de  la  otorgante,  con 
exclusión  de  su  hija  Valentina  casada  con 
el  Licenciado  don  Luis  Dardón;  legado  de 
veinte  mil  dólares  a favor  de  esta  última ; 
y mejora  para  Alfonso  y Dolores  consistente 
en  la  casa  de  la  Séptima  Avenida  Sur”,  La 
cláusula  de  desheredación  “fué  una  de  las 
que  más  le  recalcó  por  el  declarante  para 
poder  haber  llegado  a la  conclusión  de  que 
doña  Marcelina  estaba  en  posesión  de  sus 
facultades  mentales”.  Agregó : “que  como 
lo  consignó  en  ese  instrumento  el  estado 
mental  de  la  señora  de  Ibargüen  era  com- 
pleto y que  se  dió  cuenta  perfecta  de  cada 
una  de  las  cláusulas,  como  lo  pudo  compro- 
bar por  haberle  hablado  antes  del  testamen- 
to al  hacerle  la  curación,  durante  el  testa- 
mento por  haberle  recalcado  las  cláusulas 
leidas  por  el  Notario  y después  de  terminado 
el  instrumento  público,  en  el  momento  de 
ponerle  una  inyección  cardiotónica  antes 
de  abandonar  la  casa.  Declaró:  “que  tiene 
la  persuasión  y da  fe  pericial  nuevamente 
que  la  señora  de  Ibargüen  tenía  perfecta  lu- 
cidez mental  durante  la  lectura  del  testa- 
mento, al  extremo  de  que  no  era  necesario 
ser  profesional  para  afirmar  un  hecho  tan 
evidente”.  Preguntado  si  cree  conforme  a 
su  conciencia  que  el  testamento  otorgado 
por  la  viuda  de  Ibargüen  el  veintinueve  de 
octubre  (1921)  a las  ocho  y cincuenta  y 
cinco  minutos  de  la  mañana  ante  el  Notario 
don  Leonardo  Lara  sea  la  expresión  exacta 
de  una  voluntad  consciente,  y en  consecuen- 
cia, hecho  de  buena  fe  y legítimo  en  todos 
sus  aspectos,  respondió  “que  indudablemen- 
te tiene  todas  esas  condiciones  por  haber 
visto  y oído  a la  testadora  de  la  manera  ya 


consignada”.  Dijo  ser  “completamente  fal- 
so” que  se  le  hubiera  llamado  al  cuarto  es- 
critorio de  la  casa,  donde  estaban  reunidos 
León  N.  Diebold,  el  Licenciado  Lara,  Carlos 
y Rufino  Ibargüen,  y le  propusieron  que 
firmara  el  testamento  como  perito,  sabien- 
do que  la  señora  de  Ibargüen  ya  no  conser- 
vaba sus  facultades  mentales.  Negó  “con 
indignación”  haber  estado  de  acuerdo  en 
hacer  un  testamento  apócrifo,  diciendo  que 
el  contenido  de  la  pregunta  es  absolutamen- 
te falsa,  y rechaza  con  todas  las  fuerzas  de 
su  decoro  y honor  prcvfesional  semejante 
imputación  calumniosa”.  Finalmente,  agre- 
gó que  aquel  mismo  día,  y mientras  le  hacía 
ja  curación  mencionada,  doña  Marcelina  le 
dijo  “que  sentía  que  iba  a morirse,  que  como 
católica  se  había  ya  confesado,  y que  iba 
a hacer  su  testamento  para  no  dejar  dificul- 
tades entre  sus  hijos”.  Inmediatamente  des- 
pués de  esta  declaración  indagatoria  se  en- 
cuentra en  el  proceso  el  auto  de  la  misma 
fecha  en  que  el  Juez  de  la  causa  manda  que 
se  deje  en  libertad,  sujeto  a las  resultas,  al 
Dr.  Mario  José  Wunderlich;  pero  no  cons- 
tancia alguna  de  que  se  haya  notificado. — El 
cinco  de  abril  (1926)  se  presentó  espontá- 
neamente al  Juzgado,  el  Licenciado  Leonar- 
do Lara  Gutiérrez,  de  cuarenta  y siete  años, 
casado.  Abogado  y Notario,  originario  de 
Jalapa  y vecino  de  esta  capital.  Coronel,  sin 
decir  de  qué  arma,  inscrito  como  ciudadano 
en  el  Registro  Civil,  que  no  tiene  apodo  ni 
ha  estado  preso  ni  procesado.  No  había  sido 
detenido;  dijo  que  se  presentaba  volunta- 
riamente, llevando  consigo  su.  protocolo,  pa- 
ra demostrar  que  “la  acusación  formulada 
por  el  Licenciado  don  Luis  Dardón  es  una 
serie  de  conceptos  calumniosos”;  y para 
“desvanecer  los  indicios  que  pudieran  exis- 
tir” contra  él,  de  los  que  se  dió  cuenta  por 
la  prensa  periódica  y la  murmuración  públi- 
ca en  daño  de  su  reputación  y de  manera 
injusta,  “pues  el  testamento  otorgado  por 
doña  Marcelina  de  Ibargüen  el  día  veinti- 
nueve de  octubre  de  mil  novecientos  vein- 
tiuno es  la  legítima  y verdadera  expresión 
de  su,  voluntad,  como  está  dispuesto  a de- 
mostrarlo y lo  sostiene  con  la  fe  pública  de 
que  goza  por  su  condición  de  Notario”.  Co- 
noció a dicha  señora  porque  a menudo  lle- 
gaba al  Bufete  del  Licenciado  don  Carlos 
Salazar,  con  quien  trabajaba  el  interroga- 
do; y después  cultivó  con  ella  relaciones  so- 
ciales y profesionales,  autorizándole  algu- 
nas escrituras  públicas.  La  vió  por  última 
vez  en  la  fecha  anteriormente  citada  “al  re- 
dedor de  las  nueve  de  la  mañana,  cuando 
otorgó  el  testamento  que  se  controvierte”. 
No  la  visitó  durante  los  ocho  días  preceden- 
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tes  al  en  que  testó  y murió,  aunque  tres  me- 
ses antes  la  había  visto  por  razones  profe- 
sionales. Conoce  también,  de  saludo,  sola- 
mente, al  Doctor  Wunderiioh,  León  N.  Die- 
bold,  José  Minondo  B.,  Miguel  Beltranena, 
hijo;  Carlos  y Rufino  Ibargüen  y Arturo 
Anguiano;  y a Francisco  Morales  Hidalgo 
porque  fué  su  escribiente  hasta  enero  de 
veintiséis.  De  todas  estas  personas  sola- 
mente a Morales  vió  el  veintiocho  de  octu- 
bre (1921),  pues  el  último,  como  su  ama- 
nuence,  llegaba  diariamente  a su  oficina; 
pero  sí  el  día  en  que  se  otorgó  el  testamen- 
to, advirtiendo  que  desde  antes  las  conocía. 
El  veintinueve  de  octubre  (1921),  como  a 
ias  siete  y cuarto  o siete  y media  de  la  ma- 
ñana, recibid  la  visita  de  Rufino  Ibargüen 
y León  N.  Diebold,  en  su,  casa  de  habitación. 
Quinta  Calle  Poniente,  número  veintiocho. 
“Ellos  le  suplicaron  que  pasara  a la  casa  de 
doña  Marcelina  Uribe  de  Ibargüen,  que  de- 
seaba hacer  su  testamento".  Con  sus  visi- 
tantes pasó  a su  oficina  para  sacar  su  pro- 
tocolo y llevar  a su  escribiente  Morales  Hi- 
dalgo. Durante  el  trayecto  hacia  la  casa  de 
Ibargüen,  “León  N.  Diebold  venia  conver- 
sando sobre  los  puntos  que  entrañaban  la 
voluntad  de  doña  Marcelina,  a quien  decia 
haberle  hablado  momentos  antes  al  respec- 
to; y comentando  lo  dicho  el  declarante,  re- 
puso que  no  le  extrañaba  que  doña  Marce- 
lina tuviera  intención  de  separar  a doña  Va- 
lentina del  resto  de  los  demás  herederos, 
porque  hacía  ya  como  tres  meses  la  seño- 
ra de  Ibargüen  había  manifestado  al  decla- 
rante su  intención;  diciéndole  también  que 
quería  que  el  interrogado  hiciera  su  testa- 
mento en  esa  forma  para  evitar  que  don 
Luis  Dardón  causara  molestias  a los  demás 
hijos  suyos,  y que  si  ese  testamento  no  se 
hizo  en  el  tiempo  relatado,  fué  porque  no 
volvieron  a insistir  al  respecto".  Al  apear- 
se penetró  directamente  al  cuarto  de  la  en- 
ferma, quien  estaba  en  cama,  vuelta  de  es- 
paldas a la  puerta;  pero  a pesar  de  eso  re- 
conoció en  la  voz  a;  Notario,  dando  respues- 
ta a su  saludo  y diciéndole  que  para  hacer 
su  testamento  lo  había  mandado  a llamar. 
En  seguida  le  fué  diciendo  “en  qué  forma 
quería  que  se  hiciese  su  testamento,  expli- 
cándole cada  punto  con  c.aridad  y separa- 
damente”. Le  dijo  también  “que  al  dejar 
separada  a doña  Valentina  del  resto  de  sus 
hermanos  no  lo  hacía  con  intención  de  des- 
mejorarla, sino  con  el  fin  de  que  no  inter- 
viniera en  la  testamentaría  su  hijo  político, 
e.  Licenciado  don  Luis  Dardón”.  El  inte- 
rrogado “fué  tomando  nota  a lápiz  de  las 
disposiciones  de  la  testadora”,  y pasó  al  es- 
critorio de  la  casa  “para  efectuar  el  acto 


notarial  y mecánico  de  escribirlo,  con  el  ob- 
jeto de  molestar  lo  más  mínimo  a la  otor- 
gante que  demostraba  estar  en  estado  de 
gravedad”.  Dictó  el  interrogado,  y Morales 
Hidalgo  escribió.  Una  vez  ya  habían  aca- 
bado de  escribir,  “pasó  el  declarante,  ya 
acompañado  de  los  testigos  que  figuran  en 
el  instrumento  público,  al  cuarto  de  la  en- 
ferma, donde  se  le  dió  lectura,  haciéndolo 
el  interrogado  cláusula  por  cláusula,  y el 
mismo  Doctor  Wunderlich  repetía  las  Cláu- 
sulas leídas  por  el  declarante  para  cercio- 
rarse si  la  señora  de  Ibargüen  las  había  com- 
prendido. La  señora  “contestaba  de  viva 
voz  : asi  es,  eso  es  lo  que  le  he  dicho  a usted, 
o si.  Se  firmó  sobre  un  escritorio  que  había 
en  la  cámara  mortuoria.  Hizo  constar  el 
interrogado  que  antes  de  escribir  el  instru- 
mento “preguntó  al  Doctor  Wunderlich  si  la 
señora  de  Ibargüen  gozaba  de  completa  lu- 
cidez mental,'  y dicho  profesional  le  con- 
testó afirmativamente”;  circunstancia  que 
él  mismo  pudo  apreciar  por  el  hecho  de  que 
e.la  lo  hubiera  reconocido  en  el  eco  de  su 
voz,  “y  porque  el  tenor  del  testamento  era 
el  mismo  que  le  había  indicado  tres  meses 
antes,  cuando  se  encontraba  en  buena  sa- 
lud”. Explicando  por  qué  a pesar  de  su 
propia  observación,  había  acudido  al  Mé- 
dico para  cerciorarse  del  estado  mental  de 
la  paciente,  dijo  haberlo  hecho  en  esa  for- 
ma por  haber  visto  en  la  casa  al  Licenciado 
Luis  Dardón,  y quiso  rodear  el  acto  de  toda 
clase  de  garantías,  en  primer  lugar,  porque 
el  Doctor  Wunderlidh  le  dijo  que  la  enfer- 
ma moriría  ese  día,  y por  otra  parte,  porque 
conocía  la  índole  del  señor  Dardón,  que  des- 
de luego  estaba  pronto  a promover  .dificul- 
tades”. Expuso  ser  falso  qu.e  hubiera  he- 
cho “el  testamento  de  acuerdo  con  lo  que  le 
manifestó  el  señor  Diebold  “y  que  haya  sa- 
bido las  generales  de  la  otorgante  por  boca 
de  Carlos  y Rufino  Ibargüen,  con  quienes 
estaba  de  acuerdo  para  formular  un  testa- 
mento apócrifo".  Preguntado  “¿por  qué  no 
reunió  en  torno  de  la  testadora  a todos  los* 
testigos  para  recibir  ante  ellos  la  voluntad 
de  -a  testadora  y redactar  y firmar  en  un  solo 
acto  desde  el  principio  hasta  el  fin  del  testa- 
mento nuncupativo  como  lo  manda  la  ley?”, 
contesta:  que  no  lo  hizo  en  la  forma  indica- 
da para  evitar  mayores  molestias  a la  otor- 
gante, por  su  estado  de  gravedad,  y porque 
el  declarante  estimó  que  el  acto  de  la  rati- 
ficación ante  los  testigos,  es  decir,  la  lectu- 
ra íntegra  del  documento  y las  respuestas 
del  testador  es  lo  que  el  espíritu  de  la  ley 
exige  y lo  suficiente  para  hacer  constar  la 
autenticidad  de  los  deseos  de  la  testadora”. 
Dijo  haber  hecho  lo  mismo  en  diferentes 
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ocasiones  cuando  el  estado  de  los  testado- 
res no  permite  que  se  les  fatigue ; y acos- 
tumbrado asesorarse  de  Médicos  cuando  el 
otorgante  es  anciano  o está  enfermo  de  gra- 
vedad, como  hizo  en  el  caso  de  don  Esco- 
lástico Ortega.  Como  honorarios  por  su 
servicio  notarial  recibió  cuatrocientos  dóla- 
res poco  después  de  muerta  la  señora  viu- 
da de  Ibargüen,  Dando  respuesta  a pre- 
gunta que  se  le  dirigió,  dijo  que  durante  to- 
do el  tiempo  que  lleva  de  ejercer  el  notaria- 
do nadie  se  ha  atrevido  a ofender  su  dig- 
nidad y decoro  ofreciéndole  alguna  dádiva 
por  hacer  un  testamento  sin  consultar  la 
voluntad  del  otorgante.  Atribuyó  al  trans- 
curso del  tiempo  el  desacuerdo  que  se  nota 
entre  sus  respuestas  y lo  ya  declarado  por 
otras  personas.  Aseguró  haber  podido  cons- 
tatar que  la  señora  de  Ibargüen  estaba  en 
el  cabal  goce  de  sus  facultades  mentales, 
y que  lo  que  consta  en  el  testamento  es  lo 
mismo  que  eUa  le  había  manifestado  cuando 
se  encontraba  en  buena  salud.  Por  último, 
agregó  estar  convencido  de  que,  al  promo- 
ver este  escándalo,  el  Licenciado  Dardón,  no 
"lo  ha  llevado  más  que  la  sed  de  dinero”, 
ya  que  al  cobrar  los  veinte  mil  dólares  lega- 
gados  a su  señora,  aceptó  tácitamente  el 
testamento”,  que  no  puede  ser  falso  en  to- 
do lo  demás.  A esta  declaración  indagatoria 
sigue  inmediatamente  el  auto  en  el  que  el 
Juez,  no  encontrando  mérito  para  decretar 
la  prisión  del  interrogado,  lo  deja  libre,  su- 
jeto a las  resultas  del  juicio;  auto  que  sí 
aparece  notificado  solamente  el  Licenciado 
Dardón,  quien  apeló  de  él;  y a su  tiempo 
fu.é  confirmado  por  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones.  El  mismo  día  cinco 
de  abril  (1926),  el  Juez  de  la  causa  visitó 
el  protocolo  a cargo  del  Licenciado  don  Leo- 
narldo  Lara  G.,  correspondiente  al  año  de  mil 
novecientos  veintiuno,  haciendo  constar  en 
el  acta  los  puntos  siguientes : I. — El  proto- 
colo, cerrado  el  treinta  y uno  de  diciembre 
de  didho  año,  se  compone  de  seiscientas  se- 
senta hojas  numeradas  en  orden,  en  las 
cuales  constan  doscientas  setenta  y una  es- 
crituras numeradas  en  su  orden  cronoló- 
gico y el  índice  de  ellas ; II. — ^A1  folio  qui- 
nientos cuarenta  y uno  se  encuentra  la  es- 
critura número  doscientos  diez  y nueve,  el 
acto  notarial  a que  se  refiere  esta  causa,  y 
cuyo  testimonio  se  lee  a los  folios  diez  y 
seis  y diez  y siete  de  la  primera  pieza  de 
primera  instancia;  III. — Tal  acto  está  es- 
crito “en  el  papel  sellado  de  dos  pesos,  nú- 
mero 622304,  habilitado  por  acuerdo  gu- 
bernativo” del  quince  de  febrero  de  mil  no- 
vecientos veintiuno  ; IV, — Su  número  de  or- 
den es  el  quinientos  cuarenta  y cinco ; V. — 


Todo  el  cuerpo  de  la  escritura  está  escrito 
con  el  mismo  carácter  de  letra  “sin  una  sola 
tostadura,  enmendadura  o interlineado,  con 
toda  limpieza,  sin  señales  de  raspaduras,  y 
firmado  en  el  folio  quinientos  cuarenta  y 
tres”;  y,  VI. — ^A1  margen  hay  constancia  de 
haberse  expedido  cinco  testimonios.  En  es- 
te párrafo  en  que  se  relacionan  las  decla- 
raciones indagatorias  de  los  acusados  de- 
biera figurar  la  de  León  N.  Diebold,  contra 
quien  ya  se  había  librado  orden  de  captu- 
ra. Pero  él  presentó  el  ocho  de  abril  (1926) 
un  escrito  solicitando  que  se  levantara  tal 
orden.  En  auto  de  la  misma  fecha,  y sin 
mandar  que  tal  escrito  fuera  ratificado  por 
su  signatario,  el  Juez  mandó  retirar  las  ór- 
denes de  captura  libradas  contra  él  y contra 
Miguel  Beltranena,  hijo.  Por  la  falta  de 
ratificación  no  es  conducente  relacionar  los 
demás  conceptos  que  contiene  el  escrito  de 
Diebold. 

RESULTA:  que  el  Licenciado  Dardón,  en 
escrito  del  ocho  de  abril  (1926),  manifestó 
ser  conveniente  a su  derecho  que  la  Secre- 
taría hiciera  constar  los  hechos  siguientes : 
I. — Todos  los  testigos  examinados  en  los  dias 
veintitrés,  veinticuatro  y veinticinco  de  mar- 
zo del  mismo  año,  a solicitud  de  Rufino 
Ibargüen,  se  presentaron  al  Tribunal,  acom- 
pañados y dirigidos  por  los  Licenciados  don 
Rafael  Cuestas,  ex  Secretario  del  mismo 
Juez,  y el  Licenciado  don  Alejandro  Arena- 
les; II. — Dichos  dos  letrados  permanecieron 
en  la  Secretaría  en  cada  uno  de  aquellos  días 
mientras  se  interrogaba  a los  testigos;  III. — 
Mientras  se  examinaba  a un  testigo.  Cues- 
tas y Arenales  quedaban  hablando  con  los 
otros  y los  hacían  entrar  sucesivamente  a 
presencia  del  Juez;  IV.— Cuestas,  como  Pro- 
curador de  los  Ibargüen,  llevó  al  Juez  el  au- 
tomóvil con  que  lo  condujo  a las  casas  de 
las  señoras:  Julia  Herrera  de  Robles,  An- 
gela Novales  de  Rubio  Z.,  y de  la  señorita 
Ana  R.  Espinosa,  el  día  en  qu,e  fué  a exa- 
minarlas a solicitud  de  Rufino  Ibargüen; 
V. — ^Cuestas  ha  llegado,  ya  solo,  ya  con  Are- 
nales, a gestionar  en  la  causa  y pedir  infor- 
mes acerca  de  ella.  El  Secretario,  infor- 
mando por  orden  del  Juez,  advirtió  que  sus 
“variadas  y múltiples  ocupaciones”  no  le 
permiten  fijarse  detalladamente  en  las  perso- 
nas que  entran  y salen  de  la  oficina,  ni  tal 
acuciosidad  entra  en  sus  funciones ; y res- 
pecto a los  cinco  puntos,  informó  ; el  primero 
no  le  consta;  el  segundo  le  consta  en  lo  re- 
ferente al  Licenciado  Arenales ; al  tercero  le 
consta  que  Arenales  conversaba  con  algunos 
de  los  testigos  que  esperaban  en  la  oficina; 
al  cuarto,  es  cierto  que  Cuestas  llegó  en  au- 
tomóvil a casa  del  Juez  para  que,  acompa- 
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fiado  del  oficial  encargado  de  la  framitación 
de  la  causa,  fuera  a examinar  a algunos  tes- 
tigos, ‘‘retirándose  antes  de  practicar  la  di- 
ligencia”; y al  quinto,  no  es  cierto  que  Cues- 
tas haya  ido  a tomar  informes  ni  a gestio- 
nar en  la  causa. 

RlESULTA:  que  la  testigo  Maria  Núfiez 
fue  examinada  a solicitud  del  Licenciado 
Dardón,  quien  indicó  los  puntos  sobre  que 
habria  de  interrogársele;  y declaró  como  si- 
gue: Desde  agosto  de  mil  novecientos  vein- 
te habia  sido  sirvienta  de  Elisa  Ibargüen  de 
Herrera,  en  un  chalet  de  La  Reforma.  En 
septiembre  de  veintiuno,  su  ama  tuvo  nece- 
sidad de  venirse  a casa  de  su  sefiora  madre 
por  enfermedad  de  ésta.  La  testigo  perma- 
neció en  el  chalet ; pero  el  once  de  octubre 
del  mismo  afio  fué  llamada  a casa  de  Ibar- 
güen  porque  dofia  Elisa  había  dado  a luz, 
y para  que  cuidara  del  nifiito.  Así  tuvo  oca- 
sión de  saber  que  dofia  Marcelina  estaba 
gravemente  enferma,  de  lo  cual  se  dió  cuen- 
ta porque  cuando  ella  quería  ver  al  recién 
nacido,  la  testigo  se  lo  llevaba.  Algunas  ve- 
ces la  sefiora  abuela  lo  tomaba  en  sus  bra- 
zos ; pero  ocho  días  antes  de  morir  ya  no 
pudo  hacerlo  a causa  de  su  gravedad.  En 
esos  últimos  ocho  días,  dofia  Marcelina  se 
trastornó  por  completo,  manifestándolo  con 
deseos  de  arrojarse  fuera  de  la  cama  con 
sus  palabras  incoherentes,  y con  pedir  que 
le  quitaran  de  la  cama  piedras  y trozos  que 
decía  sentir  en  eUa.  La  testigo  la  vió  en  las 
primeras  horas  de  la  noche  del  veintiocho 
de  octubre  (1921),  víspera  de  su  muerte,  y 
‘‘pudo  darse  cuenta  de  que  la  sefiora  de 
Ibargüen  ya  no  hablaba  y se  encontraba 
postrada,  acostada  boca  arriba,  con  los  ojos 
cerrados  y en  estado  completo  de  agonía”. 
Oyó  decir  al  Doctor  Wunderlich  que  dofia 
Marcelina  estaba  grave  y era  de  temer  que 
no  amaneciera.  Aquella  noche  la  velaron ; 
El  Licenciado  Dardón,  su  sefiora,  Julia  He- 
rrera de  Robles,  Guadalupe  Artiga  y la  en- 
fermera Rosaura  N.  La  testigo  no  vió  en 
casa  de  Ibargüen  ese  día  a Elíseo  Juárez, 
chauffeur,  porque  había  sido  despedido ; 
pero  sí  lo  vió  en  el  velorio.  Nada  consta  a 
la  Núfiez  del  testamento. 

RESULTA : que  examinado  el  diez  y seis 
de  abril  (1926),  y a solicitud  del  Licenciado 
Dardón,  el  protocolo  del  Licenciado  don  D. 
Alberto  Asturias,  donde  ya  estaba  protoco- 
lizado el  inventario  de  la  mortual  de  la  se- 
fiora viuda  de  Ibargüen,  con  el  objeto  de 
certificar  la  partida  en  que  se  hubiera  he- 
cho constar  el  pago  de  honorarios  a la  en- 


fermera Rosaura  Guevara,  no  se  encontró 
en  él  partida  ninguna  que  se  reifiriera  a di- 
cha enfermera. 

RESULTA : que  por  auto  del  primero  de 
mayo  de  mil  novecientos  veintiséis,  el  Juez 
de  la  causa  mandó  a elevarla  a juicio  ple- 
nario ; que  se  formulen  cargos  conforme  a 
los  términos  de  la  acusación;  al  Licenciado 
Leonardo  Lara  G.,  y Doctor  Mario  J.  Wun- 
derlich, por  falsificación  de  documentos  pú- 
blicos; y a José  Minondo  Beltranena,  Artu- 
ro Anguiano  y José  Francisco  Morales  Hi- 
dalgo, por  complicidad,  en  el  mismo  delito; 
y que  se  les  hiciera  saber  el  derecho  que  tie- 
nen para  nombrar  defensor. 

RESULTA : que  las  diligencias  de  confe- 
sión con  cargos  se  practicaron  en  el  orden 
siguiente : El  tres  de  mayo  (1926)  se  for- 
muló a José  Francisco  Morales  Hidalgo  el 
cargo  de  complicidad  en  falsificación  de  do- 
cumentos públicos ; no  se  conformó ; y nom- 
bró su  defensor  a Domingo  Gracias.  El  cua- 
tro del  mismo  mayo,  se  formuló  a Arturo 
Anguiano  el  cargo  de  complicidad  en  falsi- 
ficación de  documentos  públicos ; no  se  con- 
formó, y nombró  su  defensor  al  Licenciado 
don  Alejandro  Arenales.  El  mismo  cuatro 
de  mayo  se  formuló  al  Doctor  Mario  J. 
Wunderlich  y al  Licenciado  Leonardo  Lara 
G.,  separadamente  a cada  uno  de  ellos,  el 
cargo  de  falsificación  de  documentos  públi- 
cos; ninguno  de  los  dos  se  conformó,  y nom- 
braron sus  defensores ; el  primero  al  Licen- 
ciado don  Mariano  Trabanino,  y el  segun- 
do al  Licenciado  don  Alejandro  Arenales. 
Es  de  notarse  que  en  cada  una  de  estas  di- 
ligencias se  consignó  que  el  cargo  que  se 
deduce  "resulta  de  la  acusación  presenta- 
da por  el  Lie.  Luis  Dardón”.  Se  hizo  cons- 
tar, por  razón  firmada  "por  el  oficial  de  la 
causa”  que  no  se  tomó  confesión  con  car- 
gos a José  Minondo  Beltranena,  por  encon- 
trarse ausente  de  la  República”,  “según  in- 
forme sobtenidos”.  El  Licenciado  Arenales, 
defensor  de  su  colega  Lara  y de  Arturo  An- 
guiano, aceptó  el  cargo  que  le  fué  discerni- 
do. No  así  el  Licenciado  Trabanino,  quien 
se  excusó  con  próxima  ausencia.  Y aunque 
el  defensor  Gracias,  de  Francisco  Morales 
Hidalgo,  aceptó  y le  fué  discernido  el  car- 
go, se  excusó  después.  El  Licenciado  don 
Guillermo  Fernández  Llerena  aceptó  la  de- 
fensa del  Doctor  Wunderlich;  y Morales  Hi- 
dalgo manifestó  que  se  defendería  por  sí 
mismo.  Más  tarde,  los  Licenciados  don  Gui- 
llermo Fernández  y don  José  Falla  se  aper- 
sonaron al  juicio  como  apoderados  del  Doc- 
tor Wunderlich  y de  José  Minondo  Be!l- 
tranena,  respectivamente. 
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RESULTA : que,  conferidos  los  traslados 
correspondientes,  por  auto  del  veinticuatro 
de  mayo  (1926),  y formulada  la  acusación, 
fué  recibida  la  causa  a prueba  por  el  tér- 
mino de  cuarenta  dias,  a solicitud  de  los 
procesados,  y en  auto  del  primero  de  julio 
(1926),  cuya  última  notificación  fué  hecha 
el  siete  del  mismo  mes.  La  mayor  parte  de 
este  término  se  perdió  en  una  batalla  des- 
arrollada entre  ambas  partes,  procurando 
cada  una  de  ellas,  por  toda  clase  de  medios, 
que  no  se  practicaran  las  diligencias  de  prue- 
ba propuestas  por  la  otra;  batalla  que  no 
merece  ser  relacionada  porque  de  ninguna 
manera  condujo  al  conocimientos  de  los  he- 
dhos.  Pero  si  es  conducente  mencionar  las 
constancias  siguientes : I. — En  escrito  del 
trece  de  agosto  (1926),  el  acusador  formuló 
contra  los  testimonios  de  Margarita  Herre- 
ra de  Minondo  y Julia  Herrera,  la  tacha  de 
ser  una  de  ellas  cónyuge,  y la  otra  pariente 
dentro  de  segundo  grado  de  afinidad  de  uno 
de  los  acusados.  El  Juez,  en  auto  del  diez 
y seis  de  agosto,  mandó  tener  esa  gestión 
como  prueba  de  tacha;  11.— ÍEl  siete  de  agos- 
to (1926),  el  testigo  instrumental  José  Fran- 
cisco Morales  Hidalgo,  dando  respuesta  a 
las  trece  preguntas  que  contiene  un  interro- 
gatorio presentado  por  el  acusador,  declaró 
como  sigue,  después  de  ratificar  su  testimo- 
nio del  cinco  de  noviembre  (1925)  y su  in- 
dagatoria del  veinte  de  mayo  (1926),  con  las 
modificaciones  de  la  primera  que  hizo  en 
la  segunda.  Dijo  no  recordar:  donde  se  ha- 
llaba a las  ocho  de  la  mañana  del  veinti- 
nueve de  octubre  de  veintiuno,  cuando  se  le 
llamó  para  ir  a casa  de  Ibargüen;  qué  perso- 
nas se  encontraban  en  el  cuarto  de  la  señora 
de  Ibargüen  cuando  entró  a él;  si  perma- 
neció en  ese  cuarto  después  de  firmado 
el  acto  notarial;  si  al  retirarse  del  mismo 
cuarto  quedó  en  él  alguno  de  los  que  fir- 
maron dicho  acto,  "pues  todos  se  retiraron 
juntos";  ni  quien  fu.é  el  primero  en  retirar- 
se. El  Licenciado  Lara  fué  quien  lo  llamó 
personalmente,  y no  por  medio  de  otro  ni 
por  teléfono.  Se  juntaron  en  la  oficina  del 
mismo  letrado  para  ir  a casa  de  Ibargüen 
"entre  ocho  y ocho  y media  de  la  mañana". 
Una  sola  vez  estuvo  en  el  cuarto  de  doña 
Marcelina  aquella  mañana,  y salió  de  allí 
con  el  Licenciado  Lara.  Tampoco  recordó 
si  esa  misma  mañana  había  visto  a León  N. 
Diebold,  Rufino  y Carlos  Ibargüen;  ni  las 
horas  en  que  comenzó  y en  que  concluyó  el 
acto  notarial  ni  si  él  y el  Licenciado  Lara  se 
fu.eron  a pie  o en  algún  vehículo;  III; — ^En 
su  escrito  del  once  de  agosto  (1926)  el  acu- 
sador manifestó  al  Juez  de  la  causa  que, 
dada  la  naturaleza  de  la  última  enfermedad 


de  la  señora  viuda  de  Ibargüen,  la  cuestión 
sobre  su  capacidad  o incapacidad  para  otor- 
gar testamento  el  mismo  día  de  su  muerte, 
requería  para  resolverla  el  dictamen  de  ex- 
pertos provistos  de  conocimientos  científi- 
cos especiales.  En  consecuencia,  propuso  la 
prueba  de  expertos,  y desde  luego  designó 
como  tal,*por  su  parte,  al  Doctor  don  Fe- 
derico Azpuru  España.  En  providencia  de 
la  misma  fecha  el  Juez  mandó : que  se  prac- 
ticara la  diligencia  solicitada;  tener  como 
experto  por  parte  del  acusador  al  Doctor  Az- 
puru España,  haciéndoselo  saber;  y preve- 
nir a la  otra  parte  que  nombrara  el  experto 
que  le  correspondía.  Pero  esa  trascenden- 
tal diligencia  no  llegó  a practicarse  porque 
la  parte  reo  no  designó  experto,  ni  el  acusa- 
dor insistió  en  que  se  practicara  la  diligen- 
cia, ni  el  Juez  de  la  causa  hizo  uso  de  al- 
guno de  los  medios  que  la  ley  proporciona 
para  llenar  ese  vacío ; IV. — ^E1  acusador  so- 
licitó que  se  dirigieran  al  Doctor  Mario  J. 
Wunderlioh  ciertas  repreguntas  que  presentó 
en  pliego  cerrado.  El  interpelado  se  negó, 
por  escrito,  a comparecer,  alegando  que 
“ninguno  puede  ser  obligado  a declarar  en 
causa  criminal  contra  sí  mismo,  contra  su 
consorte,  ascendientes,  descendientes  y her- 
manos". El  doce  de  agosto  (1926),  se  hizo 
constar  en  diligencia:  que  compareció  el 
Doctor  Wunderlich,  estando  presente  el  Li- 
cenciado Dardón;  que  ratificó  su  indagato- 
ria del  treinta  de  marzo  del  mismo  año ; que 
se  negó  a contestar  las  repreguntas;  que  el 
Juez  le  advirtió  que  a pesar  de  su  negativa 
continuaría  la  instrucción  del  proceso;  y 
(que,  a solicitud  verbal  del  acusador,  le  fué 
devuelta  la  plica  en  que  estaba  encerrado 
el  interrogatorio, 

RESULTA : que  transcurridos  los  cuaren- 
ta días  de  término  probatorio,  el  acusador 
solicitó  primero  su  prórroga,  y después  de 
que  el  Juez  de  la  causa  resolvió  el  incidente 
negativamente  y denegó  la  apelación  inter- 
puesta contra  lo  resuelto,  inició  otro  inci- 
dente sobre  reapertura  de  dicho  término,  que 
también  fué  denegada,  y la  denegatoria  con- 
firmada por  la  Sala  Primera  de  Apelaciones 
en  su  resolución  del  cinco  de  noviem- 
bre (1926). 

RESULTA:  en  el  auto  dictado  por  el  Juez 
de  la  causa  el  veintinueve  de  mayo  (1926), 
(f.  137-1  pieza  I inst.)  en  el  cual  mandó  de- 
jar en  libertad  a José  Minondo  Beltrane- 
na  y Arturo  Anguiano  Marroquín,  también 
mandó  reducir  a prisión  provisional  a José 
Francisco  Morales  Hidalgo,  por  el  delito 
de  falso  testimonio.  En  otro  auto  dictado  el 
cinco  de  abril  siguiente,  al  proveer  una  so- 
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licitud  de  excarcelación  bajo  fianza  pre- 
sentada por  Morales  Hidalgo,  el  mismo  Juez 
mandó  que,  ‘‘para  resolver",  se  compulsara 
testimonio  ‘‘del  delito  porque  se  juzga  a 
Francisco  Morales  Hidalgo  en  pieza  sepa- 
rada”. (f.  166-1  pieza  I inst :)  En  la  pieza 
separada  consta  lo  que  sigue;  I. — El  testi- 
monio compulsado  de  la  causa  pjincipal,  el 
cual  contiene : las  declaraciones  que,  como 
testigos,  hicieron  el  cinco  de  noviembre 
(1925)  Francisco  Morales  Hidalgo,  José  Mi- 
nondo  Beltranena,  Arturo  Anguiano,  León 
N.  Diebold,  Rosaura  Guevara  y Guadalupe 
Artiga,  que  ya  quedan  relacionadas  al  prin- 
cipio; II. — ^El  auto  del  siete  de  noviembre 
(1925)  en  que  el  Juez  de  la  causa  ordenó 
la  detención  de  José  Francisco  Morales  Hi- 
dalgo por  complicidad  en  el  delito  de  falsi- 
ficación de  documento  público;  III. — La  de- 
claración indagatoria  tomada  al  mismo  Mo- 
rales Hidalgo  el  veinticuatro  de  marzo  (1926) 
acerca  de  su  participación  en  el  hecho  so- 
bre que  versa  la  causa  principal,  declara- 
ción indagatoria  que  también  fu.é  ya  rela- 
cionada en  el  lugar  que  le  corresponde ; IV. — 
escrito  del  nueve  de  abrü  (1926)  en  que  Mo- 
rales Hidalgo  insiste  en  su  excarcelación 
bajo  fianza,  reiterando  su  oferta  de  cons- 
tituir hipoteca  en  un  bien  inmueble  de  su 
propiedad,  en  calidad  de  caución;  V. — Au- 
to en  que  el  Juez  de  la  causa  concede  la  ex- 
carcelación solicitada,  bajo  la  condición  de 
que  la  hipoteca  sea  primera  y especial  y 
por  la  cantidad  de  quinientos  quetzales  ; VI. — 
Primer  testimonio  de  la  escritura  constitu- 
tiva de  la  hipoteca  exigida  por  el  Tribunal 
de  Primera  Instancia,  otorgada  por  José 
Francisco  Morales  Hidalgo  en  esta  capital, 
el  diez  de  abril  de  mil  novecientos  veinti- 
séis, ante  el  Notario  don  Pedro  Antonio  Ibá- 
ñez ; e inscrita  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad Inmueble  con  el  número  mil  seiscien- 
tos sesenta  y siete  (1667)  al  folio  ochenta 
y uno  (81)  del  libro  sesenta  y uno  (61)  de 
Guatemala,  La  orden  de  excarcelación  al 
procesado;  VIL — ^Auto  del  quince  de  abril 
(1926)  en  que  se  manda  tener  como  perso- 
nero  del  procesado  a don  Domingo  Gracias, 
en  vista  del  primer  testimonio  de  la  escri- 
tura pública  de  poder  especial  conferido  por 
Morales  a Gracias  para  representarlo  en  la 
causa  por  falso  testimonio,  otorgada  en  Gua- 
temala, el  mismo  quince  de  abril,  ante  el 
Notario  don  Filadelfo  de  León ; VIH. — ^Confe- 
sión con  cargos  tomada  a José  Francisco  Mo- 
rales Hidalgo  aduciéndosele  el  de  falso  tes- 
timonio, con  el  cual  no  se  conformó,  y nom- 
bró su  defensor  a don  Domingo  Gracias, 
quien  aceptó  este  cargo,  y le  fué  discernido 
en  forma,  Pero  en  providencia  de  veinti- 


nueve de  mayo  (1926)  se  previno  al  proce- 
sado que  nombrara  defensor  letrado;  IX. — 
Defensa  de  José  Francisco  Morales  Hidal- 
go, firmada  solamente  por  él  mismo,  en  nue- 
ve hojas  útiles,  en  la  cual,  y refiriéndose  a 
ambas  causas,  principal  y derivada,  expuso 
todos  los  argumentos  que  creyó  conducen- 
tes, renunciando  el  traslado  que  con  tal  ob- 
jeto debia  habérsele  conferido;  X, — ^Auto 
del  veintinueve  de  agosto  (1926)  en  que  el 
Juez  manda  acumular  esta  causa  por  falso 
testimonio  a la  otra  en  que  el  mismo  proce- 
sado Morales  figura  como  cómplice  en  fal- 
sificación de  documento  público.  Es  de  no- 
tarse que  en  esta  cau,sa  por  falso  testimo- 
nio, derivada  de  la  principal  por  falsedad, 
no  conste  que  se  haya  tomado  declaración 
indagatoria  al  procesado  por  el  primero  de 
dichos  delitos. 

RESULTA:  que  en  un  extenso  memorial 
fechado  el  doce  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos veinticinco,  Rufino  Ibargüen,  mani- 
festando que  accionaba  como  heredero  de 
Marcelina  Uribe  viuda  de  Ibargüen,  y que 
existía  pendiente  un  juicio  civil  sobre  nu- 
lidad del  testamento  que  aparece  otorgado 
por  dicha  señora  el  veintinueve  de  octubre 
de  mil  novecientos  veintiuno,  por  la  cual, 
y promoviendo  cuestión  prejudicial,  pide  que 
el  proceso  que  se  viene  relacionando  que- 
dara en  suspenso,  en  el  estado  sumario  y 
secreto  en  que  se  encontraba,  hasta  que 
fuera  resuelta  la  cuestión  civil  pendiente,  de- 
clarando esta  prejudicialmente  al  menciona- 
do proceso  del  ramo  criminal.  De  esta  ges- 
tión se  dió  traslado  por  dos  días  al  acusa- 
dor, quien  pidió  que  tal  proveído  fuese  re- 
vocado por  contrario  imperio,  alegando  pa- 
ra ello  que  Rufino  Ibargüen  no  es  parte  en 
la  causa  criminal,  y por  tanto  no  tiene  de- 
recho a promover  en  ella  incidente  de  nin- 
guna especie.  La  solicitud  del  Licenciado 
Dardón  fué  declarada  sin  lugar.— Carlos 
Kluissmann  presentó,  el  catorce  de  noviem- 
bre (1925),  el  testimonio  de  una  escritura 
pública  otorgada  en  la  misma  fecha  en  esta 
capital,  ante  el  Notario  don  D.  Alberto  As- 
turias, en  la  cual  Rufino  Ibargüen  le  con- 
firió poider  especial  para  que  lo  represente 
en  la  causa  que  se  insíruye  en  el  Juzgado 
Sexto  de  Primera  Instancia  de  Guatemala, 
sobre  falsedad  del  testamento  tantas  veces 
mencionado,  KJussmann,  al  ser  aceptado 
por  el  Tribunal  con  tal  carácter,  manifestó 
que  no  reconocería  como  hecha  a él  ningu- 
na notificación  que  no  fuera  autorizada  con 
su  firma.  Oídos  los  argumentos  que  el  acu- 
sador, Licenciado  Dardón,  formuló  en  con- 
tra de  lo  pretendido  por  Ibargüen ; y llama- 
dos autos  para  resolver,  el  Juzgado  Sexto 
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profirió  su  sentencia  interlocutoria  del  vein- 
tiocho de  noviembre  de  mil  novecientos  vein- 
ticinco, en  la  cual,  haciendo  aplicación  del 
artículo  ocho  del  Código  Penal,  declara : 
"que  no  ha  lugar  a la  suspensión  de  las 
presentes  diligencias,  por  ser  el  Juzgado 
6'J  de  I»  Instancia  el  llamado  para  decidir, 
sin  previa  declaratoria  civil,  sobre  las  res- 
ponsabilidades criminales  que  se  pesquisan 
y para  los  efectos  de  la  represión".  Otorga- 
do al  Licenciado  don  Leonardo  Lara  el  re- 
curso de  apelación  que  interpuso,  la  Sala 
Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  su 
sentencia  dictada  el  diez  de  marzo  de  mil 
novecientos  veintiséis,  confirmó  el  auto  re- 
currido ; y en  resolución  del  diez  y siete  del 
mismo  mes,  declaró  improcedente  la  soli- 
citud de  aclaración  y ampliación  de  lo  que 
había  resuelto. 

RESULTA;  que  conferidos  los  traslados 
para  alegar,  tanto  al  acusador  como  a las 
partes  acusadas  y sus  defensores,  cada  cual 
presentó  extensos  alegatos,  agregando  a el'.os 
anexos  que  consisten  en  algunos  documen- 
tos, y en  varias  opiniones  científicas  proce- 
dentes de  diferentes  facu dativos.  Conviene 
hacer  relación  de  los  documentos  para  que 
se  comprenda  la  complejidad  que  se  ha  dado 
a este  asunto.  Pero  no  es  necesario  hacer 
lo  mismo  en  lo  que  respecta  a las  opinio- 
nes científicas,  pues  antes,  si  bien  muy  re- 
comendables por  la  notoriedad  de  sus  sig- 
natarios, por  ser  ilustradas  con  citas  de  ce- 
lebridades en  las  ciencias  médicas  y jurídi- 
cas, y generalmente  conocidas  por  la  pro- 
fusa publicación  que  se  les  ha  dado  a cau- 
sa de  no  reunir  las  condiciones  que  nues- 
tras leyes  vigentes  exigen  para  que  puedan 
constituir  prueba  apreciable,  no  es  condu- 
cente para  la  estricta  resolución  legal  de  es- 
te recurso  extraordinario  el  tenerlas  en  cuen- 
ta. Los  documentos  a que  se  ha  hecho  refe- 
rencia son  los  que  siguen:  I. — Primer  tes- 
timonio del  testamento  que  Marcelina  Uri- 
be  de  Ibargüen  otorgó  en  esta  capital,  el  día 
treinta  de  mayo  de  mil  novecientos  ocho,  an- 
te el  Notario  don  Tácito  Molina  I.,  testamen- 
to que  contiene:  a)  Las  generales  de  la  tes- 
tadora, que  son  las  mismas  ya  consignadas 
anteriormente,  y además,  la  de  ser  de  nacio- 
nalidad española,  adquirida  por  su  matri- 
monio con  un  súbdito  de  su  Majestad  Ca- 
tólica ; y las  declaraciones  que  en  sus  testa- 
mentos acostumbran  hacer  las  personas  de- 
votas de  la  Iglesia  Católica,  Apostólica  y Ro- 
mana ; 6 ) Haber  contraído  matrimonio  civil 
y católico  en  Guatemala,  el  treinta  de  no- 
viembre de  mil  oéhocientos  ochenta  y nueve, 
con  don  Rufino  Ibargüen  y Urteta  Goyena, 
súbdito  español,  originario  de  San  Sebas- 


tián, provincia  de  Güipuscoa;  y haber  pro- 
criado con  él  diez  hijos,  que  eran  entonces 
sus  únicos  descendientes,  llamados:  Valen- 
tina, Roberto,  Carlos,  Rufino,  Juan,  Enrique, 
Dolores,  María,  Elisa  y Guillermo;  c)  Ins- 
tituye su  heredero  universal  a su  expresado 
marido ; pero  en  el  caso  de  que  él  muriera, 
antes  que  la  testadora,  serían  sus  herederos 
universales  sus  diez  hijos  ya  nombrados  o 
los  que  de  su  matrimonio  existieren  a su 
fallecimiento;  d)  Declaración  de  que  sus 
bienes  son  bien  conocidos,  y de  nombrar 
albacea  a su  mismo  marido  don  Rufino.  El 
Notario  consignó:  que  tanto  él  como  los  tes- 
tigos, estos  hábiies  y vecinos  de  esta  capi- 
tal, fueron  requeridos  por  la  testadora ; que 
ésta  Se  encontraba  en  plena  salud ; que  el 
acto  se  desarrolló  sin  interrupción  alguna, 
comenzando  a las  cuatro,  terminándose  a las 
cinco  de  la  tarde  de  la  fecha  citada;  que  la 
lectura  del  instrumento  fué  hecha  por  el 
mismo  Notario,  a solicitud  de  la  testadora, 
y cláusula  por  cláusuia;  y que  después  de 
cada  una  la  testadora  maniíestó,  a pregun- 
ta dei  Notario,  ser  esa  la  expresión  fiel  y li- 
bre de  su  voluntad,  viéndola  y oyéndola  los 
tres  testigos  y ex  mismo  Notario,  El  testi- 
monio fué  autorizado,  por  encargo  del  No- 
tario xviolina,  por  ei  de  igual  titulo  don  J. 
Javier  Sosa;  II. — Una  certificación  expedi- 
da el  diez  y ocho  de  junio  de  mil  novecientos 
veintiséis,  por  el  Secretario  del  Juzgado  Se- 
gundo de  Primera  Instancia  de  Guatemala, 
del  juicio  hereditario  de  Marcelina  Uribe  viu- 
üa  üe  Ibargüen;  y otra  certificación  del  jui- 
cio ejecutivo  iniciado  por  el  Licenciado  don 
Luis  Dardón,  como  personero  de  su  señora 
Valentina  Ibargüen,  contra  la  mortual  Uri- 
be de  Ibargüen,  por  la  suma  de  veinte  mil 
dólares  que  constituye  el  legado  a que  ya 
se  ha  hecho  referencia.  Ese  juicio  ejecuti- 
vo, seguido  ante  el  Juzgado  Segundo  de  Pri- 
mera Instancia  de  este  departamento,  con- 
tiene lo  que  sigue:  I. — ^En  la  demanda,  en- 
tablada por  el  Licenciado  Dardón  en  escrito 
dz.  d.ez  y seis  de  diciembre  de  mil  novecien- 
tos veintidós,  el  autor  llama  la  atención  del 
Juez  hacia  el  acto  notarial  acerca  del  cual 
giran  todos- estos  asuntos  y que  ya  obraba 
en  el  Tribunal  agregado  al  juicio  mortuo- 
rio de  Marce  ina  Uribe  viuda  de  Ibargüen, 
advirtienido  que,  "aunque  está  redargüido 
de  nulo  ese  testamento,  sus  efectos  inme- 
diatos no  se  suspenden,  mientras  tal  nuli- 
dad no  halla  sido  declarada  en  el  corres- 
pondiente juicio,  por  ser  instrumento  púbd- 
co",  citando  a este  respecto  un  artículo  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles  que  debió 
haber  sido  el  711,  pero  cuyos  guarismos  es- 
tán enmendados  en  la  certificación  de  tal 
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manera  que  no  puede  leerse  con  entera  se- 
guridad. Narra  en  seguida  los  incidentes 
de  una  solicitud  de  consignación  que  no  ter- 
minó en  regla,  y discute  largamente  sobre 
ellos.  Fundándose  en  la  cláusula  tercera  del 
mencionado  instrumento  público,  en  la  cual 
se  constituyó  a favor  de  Valentina  Ibargüen 
de  Dardón  un  legado  de  veinte  mil  dollars 
que  habrían  de  pagarse  al  año  de  haber 
fallecido  la  viuda  de  Ibargüen,  plazo  que  ya 
estaba  vencido,  demanda  ejecutivamente  de 
los  diez  hijos  Ibargüen  que  aparecen  ins- 
tituidos herederos,  el  pago  de  dicha  can- 
tidad, más  sus  intereses  y las  costas.  Para 
demostrar  que  ya  había  vencido  el  plazo, 
acompañó  a su  demanda  la  partida  de  de- 
función de  la  señora  de  Ibargüen,  ya  relacio- 
nada.- II. — Auto  del  Juzgado  de  diez  y ocho 
de  diciembre  citado  mandando  librar  man- 
damiento de  embargo  en  la  forma  acos- 
tumbrada por  capital,  intereses  y costas. 
III. — El  mandamiento  de  requerir  a los  her- 
manos Ibargüen  el  pago  de  los  veinte  mil 
dollars  más  intereses  y costas ; y que  de  no 
obtenerlo  se  embarguen  bienes  suficientes 
y se  nombre  depositario  de  ellos,  dejando 
abierto  el  embargo  en  previsión  de  que  fuera 
necesario  ampliarlo.  IV. — Acta  del  reque- 
rimiento de  pago  hecho  el  diez  y nueve  de 
diciembre  (1928)  a Rufino  Ibargüen,  por  ser 
él,  según  manifestó  el  actor  en  su  demanda, 
uno  de  los  herederos  y el  apoderado  de  los 
demás.  En  esa  acta  consignó  el  Ministro 
ejecutor  que  el  requerido  “hizo  el  pago  de 
dicha  cantidad  con  el  cheque  número  (112- 
797)  ciento  doce  mil  setecientos  noventa  y 
siete  contra  la  casa  Rosenthal  e Hijos  a la 
orden  del  señor  Juez  2‘>  de  1’  Instancia  de 
este  departamento”.  Se  consignó  también 
que  “el  señor  Ibargüen  manifiesta:  que 
desea  hacer  constar  claramente  que  la  entre- 
ga de  la  suma  indicada  atrás  es  en  calidad 
de  embargo,  pues  no  se  cree  obligado  a 
pagar  lo  que  de  ellos  cobra  la  señora  Ibar- 
güen  de  Dardón.”  No  se  consignó  en  el  acta 
nombramiento  alguno  de  depositario,  pero 
sí  que  la  diligencia  quedó  “abierta  para  am- 
pliarla más  tarde  en  caso  necesario”.  V. — 
Certificación  que  compulsó  el  Secretario  del 
Tribunal  del  tercer  testimonio  del  acto  nota- 
rial autorizado  por  el  Notario  don  Leonardo 
Lara,  en  casa  de  la  familia  Ibargüen  el  vein- 
tinueve de  octubre  de  mil  novecientos  vein- 
tiuno. El  original  de  este  testimonio  fué  de- 
vuelto al  actor  y a su  solicitud;  VI. — ^Escri- 
to del  diez  y nueve  de  diciembre  (1922)  subs- 
crito solamente  por  R.  F.  Ibargüen  inter- 
poniendo apelación  contra  el  auto  en  que 
se  mandó  librar  el  mandamiento  de  ejecu- 
ción ; recurso  que  se  otorgó  en  el  efecto  de- 


volutivo; Vil. — 'El  mismo  diez  y nueve  de 
diciembre  el  Licenciado  Dardón  solicitó  que 
“sin  perjuicio  de  que  se  liquiden  después 
.os  intereses  y costas”,  se  le  entregara  con 
endoso  a favor  de  su  señora  el  mencionado 
úheck,  pues  le  urgía  ver  si  se  hacía  efecti- 
vo la  presentación  y no  constituía  una  de 
tantas  farsas  a que  tan  avesados”  estaban 
ya  los  Ibargüen  Uribe.  El  Juez  proveyó  co- 
mo sie  pide.  Consta  también  que  el  cheque 
fué  recibido  por  el  Licenciado  Dardón; 
VIII.— Notificado  de  la  providencia  mencio- 
nada en  el  párrafo  anterior,  Rufino  Ibar- 
güen  apeló  de  la  providencia  en  que  se  man- 
dó entregar  el  check;  pero  en  la  dictada  el 
veintidós  del  mismo  diciembre  le  fué  dene- 
gado el  recurso ; IX, — El  veintidós  del  mis- 
mo diciembre,  el  Licenciado  Dardón  pidió 
que  se  practicara  la  liquidación  calculando 
los  intereses  desde  el  veintinueve  de  octu- 
bre de  mil  novecientos  veintidós.  El  Juez 
mandó  que  fuera  practicada  por  la  Secre- 
taría del  Tribunal.  Esta  resolución  fué  no- 
tificada a ambas  partes,  y Rufino  Ibargüen 
dijo  que  apelaba  de  ella.  A la  certificación 
que  se  ha  reseñado  se  agregó  una  fotogra- 
fía del  anverso  del  check  mencionado.  Por 
esta  razón  no  puede  verse  en  ella  el  endo- 
so del  Juez  a la  orden  del  ejecutante. 

RESULTA:  que  citadas  las  partes  para 
sentencia,  el  Juzgado  Sexto  de  Primera  Ins- 
tancia de  Guatemala,  profirió  la  del  once  de 
octubre  de  mil  novecientos  veintisiete,  en 
cuya  parte  resolutiva,  declara : “Primero : 
que  el  testamento  que  figura  en  el  protoco- 
lo del  Notario,  Licenciado  Leonardo  Lara 
G.,  como  otorgado  por  doña  Marcelina  Uri- 
be viuda  de  Ibargüen  ante  sus  oficios,  a las 
ocho  y cincuenta  y cinco  minutos  de  la  ma- 
ñana del  día  veintinueve  de  octubre  de  mil 
novecientos  veintiuno,  en  esta  ciudad  y po- 
cas horas  antes  de  morir,  es  FALSO;  y.  Se- 
gundo : que  la  falsedad  en  que  incurrieron 
las  personas  que  concurrieron  a darle  vali- 
dez al  acto  notarial:  Notario,  Médico  y tes- 
tigos instrumentales,  no  es  punible  por  no 
haber  tenido  conciencia,  ni  intención,  ni  co- 
nocimiento de  que  el  acto  se  realizaba  frau- 
dulentamente, requisitos  indispensables  pa- 
ra considerarlos  delincuentes.  ABSUELVE: 
Primero. — Al  Notario,  Licenciado  Leonar- 
do Lara  G.,  y al  Médico  perito.  Doctor  Ma- 
rio J.  Wunderlich  del  cargo  que  por  el  de- 
lito de  falsificación  de  documentos  públicos 
se  les  formuló  y a los  testigos  instrumenta- 
les : José  Minondo,  Arturo  Anguiano  y Fran- 
cisco Morales  Hidalgo,  del  cargo  de  com- 
plicidad en  el  mismo  delito;  Segundo. — A 
Francisco  Morales  Hidalgo,  del  cargo  que  se 
le  formuló  por  el  delito  de  falso  testimonio. 
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Sobresee:  definitivamente  en  cuanto  a la 
responsabilidad  que  pudiera  deducírsele  a 
Miguel  Beltranena,  h.  Y manda : que  con- 
tinúen en  libertad  completa  los  enjuiciados, 
cancelar  la  fianza  prestada  a favor  del  Tri- 
bunal para  excarcelar  al  reo  Morales  Hidal- 
go cuando  cause  ejecutoria  este  fallo.  Y 
ABRIR  procedimiento  contra  los  verdade- 
ros culpables,  León  N,  Diebold  y demás  per- 
sonas sindicadas,  para  deducirles  las  respon- 
sabilidades penales  en  que  hubieren  incu- 
rrido”. 

RESULTA:  que  el  Licenciado  don  Alejan- 
dro Arenales,  en  concepto  de  defensor  de 
Arturo  Anguiano  y del  Licenciado  don  Leo- 
nardo Lara  G.,  y este  por  sí  mismo,  interpu- 
sieron contra  esta  sentencia  el  recurso  de 
apelación  en  escritos  del  quince  de  octubre 
(1927)  ; y el  acusador  se  adhirió  a la  ape- 
lación al  evacuar  su  traslado,  y al  mismo 
tiempo  solicitó  que  se  recibiera  a prueba  la 
causa.  Acordada  la  recepción  a prueba,  pre- 
via substanciación  del  incidente,  la  Secre- 
taria informó,  el  tres  de  febrero  (1928),  que 
no  se  había  rendido  ninguna.  El  veinticin- 
co del  mismo  febrero,  el  Licenciado  Arena- 
les solicitó  que  se  tuvieran  como  pruebas : el 
juicio  civil  ordinario  iniciado  por  el  Licen- 
ciado Dardón,  sobre  nulidad  del  instrumen- 
to autorizado  por  el  Notario  Lara,  que  en- 
tonces se  encontraba  en  la  Sala  Primera  de 
la  Corte  de  Apelaciones;  y el  ejecutivo  en- 
caminado a obtener  el  pago  del  legado  de 
veinte  mil  dólares,  certificación  del  cual  ha- 
bía presentado  en  primera  instancia  como 
ilustración  a uno  de  sus  alegatos.  La  Sala 
así  lo  acordó  en  providencia  de  la  misma 
feoha.  Y,  aunque  el  Licenciado  Dardón  so- 
licitó revocatoria  por  contrario  imperio,  ale- 
gando que  eso  sería  una  acumulación  de 
autos  improcedente,  su  solicitud  fué  dese- 
chada. 

RESULTA:  oídas  las  alegaciones  de  las 
partes  oficiales  y de  las  privadas,  se  llamó 
autos  con  citación  para  sentencia  el  veinti- 
cuatro de  febrero  (1928)  ; y el  veintinueve 
de  junio  de  mil  novecientos  veintiocho,  la 
Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones  dic- 
tó, por  mayoría  de  votos,  la  sentencia  eje- 
cutoria cuya  parte  resolutiva  dice  como  si- 
gue: “Por  tanto:  esta  Sala,  con  fundamento 
en  las  leyes  citadas  y en  lo  dispuesto  en  los 
artículos  654,  726,  731,  733  y 735  P,  P.,  re- 
voca la  sentencia  apelada,  en  cuanto  declara 
la  falsedad  diel  testamento  de  mérito  por  no 
haberse  preestablecido  plenamente  el  deli- 
to investigado,  en  lo  que  se  refiere  a dejar 
abierto  el  proce'dimiento  contra  León  N, 
Diebold  y demás  personas  sindicadas ; se 


declarará  insubsistente  el  fallo  respecto  a 
lo  resuelto  en  cuanto  a José  Minondo  por 
las  razones  ya  consignadas  y en  lo  relativo 
a Miguel  Beltranena,  h.,  también  se  revo- 
ca por  el  motivo  ya  dicho ; la  confirma  en 
cuanto  a los  demás  puntos  resolutivos  que 
contiene  y deja  a salvo  para  que  los  discuta 
en  la  amplitud  que  el  caso  requiere  los  dere- 
chos de  las  partes,  ante  los  Tribunales  del 
orden  civil,  toda  vez  que  este  fallo  no  afec- 
ta a la  acción  de  nulidad  ya  entablada”.  Sal- 
vó su  voto  el  Magistrado  don  Alfonso  Her- 
nández Polanco.  Fué  desechada  una  solici- 
tud de  aclaración. 

RESULTA:  que  en  escrito  del  veintiocho, 
de  julio  (1928)  el  acusador.  Licenciado  don 
Luis  Dardón,  interpuso  contra  la  menciona- 
da sentencia  de  Segunda  Instancia,  este  re- 
curso extraordinario  de  casación,  alegando 
que  se  ha  incurrido  en  infracción  de  las  cua- 
renta y ocho  leyes  siguientes:  Del  Código 
Penal,  los  artículos  5,  11,  12,  27,  incisos 
primero,  segundo  y tercero,  29,  30,  66,  67, 
77,  192,  incisos  segundo,  cuarto  y séptimo, 
194,  incisos  l^  2'’,  3'>  y 4^  212  y 128;  del 
Código  de  Procedimientos  Penales  los  ar- 
tículos 4'',  ó'',  13,  14,  29,  30,  33,  213,  233, 
SC7,  560,  570,  571,  572,  573,  574,  587,  589, 
595,  596,  597,  599,  601,  602,  603,  609,  fraccio- 
nes 1»,  2'‘,  3»  y 4'>,  613,  773,  735,  incisos  2» 
y 3",  874  y 877 ; fracciones  1*,  2'>,  3'*  y 4'’,  613, 
773,  735,  incisos  2’  y 3’,  874  y 877 ; fracciones 
4®  y 5'»,  del  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les, y los  artículos  766,  769  y 772.  C.  Civil. 

RESULTA : que  en  segunda  instancia  el 
defensor  Licenciado  Arenales  solicitó  y ob- 
tuvo que  se  tuviera  a la  vista  como  parte 
de  prueba  el  juicio  civil  que,  sobre  nulidad 
del  acto  notarial  que  ha  dado  origen  a todo 
este  proceso,  había  iniciado  el  Licenciado 
Dardón  ante  el  Juzgado  Segundo  de  Prime- 
ra Instancia  de  este  departamento,  y que 
por  excusa  del  Juez  se  continuó  ante  el  Juz- 
gado Primero,  Como  al  remitir  los  antece- 
dentes a la  Corte  Suprema  de  Justicia,  no 
fué  enviado  con  ellos  dicho  juicio  sobre  nu- 
lidad civil,  el  Licenciado  Arenales  solicitó 
a última  hora  que  se  pidiera;  se  tiene  a la 
vista;  y contiene  lo  que  sigue:  I. — Demanda 
del  Licenciado  don  Luis  Dardón  en  su  ca- 
lidad de  personero  de  su  sieñora  Valentina 
Ibargüen  de  Dardón,  fechada  el  veintisiete 
de  octubre  de  mil  novecientos  veintidós.  En 
ella  el  actor  expone  que  “el  juicio  de  suce- 
sión de  la  señora  Uribe  de  Ibargüen,  con 
apoyo  en  el  testamento  aludido,  el  cual  es 
nulo,  de  toda  nulidad,  por  falta  de  los  co- 
rrespondientes requisitos  legales  y por  que 
la  señora  Uribe  carecía  de  la  aptitud  nece- 
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saria  para  otorgarlo".  Demanda  a los  diez 
hermanos  de  su  señora,  cuyos  nombres  se 
ha  consignado  antes,  “sobre  la  nulidad  de 
dicho  testamento".  Y pide  al  Juez  que  se 
digne:  I. — Dar  a su  demanda  el  trámite  que 
comprende  en  vía  ordinaria;  II. — Que 
en  su  oportunidad  y en  vista  de  las  pruebas 
que  rendirá,  declara  que  “es  nulo  el  repetido 
testamento" , y que,  en  consecuencia,  "la 
señora  de  Ibargüen  falleció  intestada,  sien- 
do sus  once  hijos  legítimos,  los  herederos 
legales  de  la  misma  señora";  III. — Que  se 
condene  a los  demandados  al  pago  de  las 
costas  del  litigio  así  iniciado;  y,  IV. — Que 
la  demanda  se  mande  anotar  a las  inscrip- 
ciones de  los  bienes,  que  enumera,  en  el 
Registro  de  la  Propiedad  Inmueble.  A la 
demanda  acompaña  testimonio  de  la  escri- 
tura pública  oitorgada  en  esta  ciudad,  el 
treinta  de  septiembre  de  mil  novecientos 
veintidós,  ante  el  Notario  don  J.  Javier  So- 
za,  en  la  cual  Valentina  Ibargüen  de  Dar- 
dón  confiere  a su,  marido,  el  Licenciado  don 
Luis  Dardón,  poder  general  para  que  la  re- 
presente en  todos  los  negocios  en  que  ella 
tenga  o pueda  tener  interés,  ya  sean  econó- 
micos, extrajudiciales,  judiciales,  del  orden 
administrativo  o de  cualquiera  otra  natu- 
raleza; II. — Contestación  negativa  a la  de- 
manda dada  en  escrito  del  diez  de  noviem- 
bre (1922),  por  Rufino  Ibargüen,  en  repre- 
sentación de  él  mismo,  de  sus  hermanos  me- 
nores Guillermo  y Alfonso,  de  quienes  es 
tutor,  de  María  Elisa  de  Herrera  y de  sus 
hermanos  mayores  de  edad  Roberto,  Car- 
los, Juan,  Enrique,  Dolores  y María,  de  quie- 
nes es  apoderado,  según  documentos  legali- 
zados que  presentó;  III. — Auto  del  veinti- 
trés de  noviembre  (1922),  mandando  abrir 
el  juicio  a prueba  por  cuarenta  días.  El  ac- 
tor apeló  de  la  recepción  a prueba;  pero 
ésta  fué  confirmada  por  la  Sala  Segunda 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  su  resolución 
del  tres  de  marzo  de  mil  novecientos  veinti- 
trés ; IV. — Como  el  autor  hubiese  solicitado 
de  la  Comisión  Permanente  de  la  Asamblea 
Legislativa  la  declaración  de  haber  lugar  a 
formación  de  causa  contra  el  Diputado  Li- 
cenciado don  Celso  D.  Cerezo,  quien  era 
también  entonces  Juez  Segundo  de  Primera 
Instancia  de  Guatemala,  le  pidió,  en  escri- 
to del  veintisiete  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos veinticuatro,  que  se  excusara  de  seguir 
conociendo  en  el  juicio  de  nulidad  que  se 
va  reseñando,  lo  cual  ya  había  hecho  el  Li- 
cenciado Cerezo  al  mandar  ejecutar  lo  re- 
suelto por  la  Corte  de  Apelaciones  con  res- 
pecto a la  recepción  a prueba,  ordenando 
que  se  hiciera  saber  a las  partes  para  que 
dijeran  si  aceptaban  su  excusa.  Esta  fué 


aceptada;  y en  consecuencia,  el  litigio  pasó 
al  Juzgado  Primero  de  Primera  Instancia 
de  Guatemala,  por  auto  del  veinticuatro  de 
agosto  (1924)  ; V. — ^E1  cuatro  de  septiembre 
(1924),  el  Licenciado  Dardón,  en  escrito  di- 
rigido al  Ju.ez  Primero,  y como  personero 
de  su  señora,  formuló  otra  demanda  contra 
los  demás  hermanos  Ibargüen,  en  la  cual 
pidió  que,  previa  la  substanciación  en  vía 
ordinaria,  se  hiciera  declaración  expresa  so- 
bre los  puntos  siguientes : aj  Es  nulo  el  tes- 
tamento que  se  dice  otorgó  la  señora  Uribe 
de  Ibargüen  el  29  de  octubre  de  1921;  h) 
La  expresada  señora  Uribe  de  Ibargüen,  fa- 
lleció bajo  el  testamento  por  ella  otorgado 
el  30  de  mayo  de  1908,  ante  el  Notario  Li- 
cenciado don  Tácito  Molina  Izquierdo,  úni- 
co que  es  válido  y legítimo  ; c ) En  consecuen- 
cia, los  herederos  universales  de  la  repetida 
señora  Uribe  de  Ibargüen  son  los  once  hi- 
jos que  dejó  "o  sean;  la  señora  del  deman- 
dante" y los  diez  demandados;  d)  Son  a 
cargo  de  éstos  las  costas  del  presente  liti- 
gio (el  nuevo)  y los  daños  y perjuicios  que 
han  causado"  a la  señora  del  demandante. 
Conferido  el  traslado  procedente  el  mismo 
día,  y al  siguiente,  cinco  del  mismo  septiem- 
bre, el  Licenciado  Dardón  pidió  que  fueran 
acumulados  este  nuevp  juicio  y el  anterior 
que  había  comenzado  en  el  Juzgado  Segun- 
do y ya  estaba  a cargo  del  Primero,  fundán- 
dose para  ello  en  que  "personas,  cosas  y ac- 
ciones, son  idénticos  en  ambos  juicios  y la 
sentencia  que  en  uno  de  ellos  se  pronunció 
produce  excepción  de  cosa  juzgada  en  el 
otro".  Carlos  Ibargüen,  en  representación 
propia  y de  los  demás  demandados,  dió  res- 
puesta negativa  a la  segunda  demanda;  y, 
mandado  oír  acerca  de  la  acumulación,  ma- 
nifestó asentir  a ella.  Por  lo  cual  el  Juzga- 
do la  ordenó  en  auto  del  veinte  de  septiem- 
bre citado;  VI. — Como  se  hubiesen  hecho  al- 
gunas notificaciones  a Carlos  Ibargüen,  y 
éste  hubiese  hecho  algunas  gestiones  en 
nombre  de  la  parte  demandada,  el  actor 
abrió  un  incidente  sobre  la  nulidad  del  au- 
to de  acumulación,  alegando  que  dicho  Car- 
los Ibargüen  no  es  representante  legal  de 
todos  los  otros  nueve  hermanos  del  mismo 
apellido  contra  quienes  litiga  el  Licenciado 
Dardón.  También  abrió  otro  incidente  so- 
bre personería  del  mismo  Carlos  Ibargüen. 
Tramitado  el  de  nulidad;  y denegado  el  de 
personería  después  de  explicaciones  y ale- 
gaciones, el  Licenciado  Dardón  ocurrió  de 
hecho  a la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, para  que  declarara  apelable  tal  de- 
negatoria. Declarado  apelable  el  auto  ma- 
teria de  ocurso,  este  fué  resuelto  por  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  confirmándolo,  el  tres  de 
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febrero  de  mil  novecientos  veinticinco.  El 
siete  del  mismo  mes,  el  Licenciado  Dardón 
solicitó  aclaración  de  lo  resuelto,  y a esta  so- 
licitud se  proveyó  dando  traslado  a la  otra 
parte;  VIL — El  odho  de  junio  de  mil  nove- 
cientos veintiséis,  Rufino  Ibargüen  pidió 
que  se  declarara  abandonada  la  Segunda 
Instancia  a que  dió  lugar  el  ocurso,  y eje- 
cutorio el  auto  que  lo  motivó.  Llamados 
autos  para  resolver  el  incidente  sobre  aban- 
dono, y agregado  a ellos  un  alegato  del  Li- 
cenciado Dardón,  la  Sala  Primera  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  resolvió,  el  dos  de  octu- 
bre (1926)  declarando  “sin  lugar  la  articu- 
lación” sobre  abandono.  Y en  estos  siete 
puntos  quedan  resumidas  todas  las  constan- 
cias del  mencionado  juicio  civil  sobre  nu- 
lidad. 

CONSIDERANDO:  que  el  artículo  5''  del 
Código  Penal  no  fue  violado,  por  que  aun- 
que esta  disposición  legal  prescribe  que  los 
delitos  comprendidos  en  el  mencionado  Có- 
digo se  perseguirán  de  oficio,  no  puede  im- 
putarse falta  alguna  por  no  haberse  cumpli- 
do cuando  no  se  ha  tenido  conocimiento  de 
la  existencia  de  heohos  punibles  por  alguno 
de  los  medios  que  señala  la  ley,  como  sucede 
en  este  caso,  en  ed  cual  ni  el  propio  interesa- 
do ejercitó  su  derecho  de  denunciar  el  delito 
sino  hasta  los  cuatro  años  justos  de  otor- 
gado el  instrumento  público  en  el  que  ase- 
gura se  cometió;  y tan  luego  como  hizo  la 
denuncia  el  Juez  procedió  a la  investigación 
para  el  caso  que  resultara  comprobada,  cum- 
pliéndose así  con  lo  dispuesto  en  el  citado 
articulo. 

CONSIDERANDO:  que  el  hecho  de  que 
doña  Marcelina  viuda  de  Ibargüen  haya  es- 
tado privada  de  sus  facultades  mentales,  de- 
bido a los  trastornos  que  en  ellas  tenía  ne- 
cesariamente que  producir  la  enfermedad 
de  que  padecía,  y haber  entrado  ya  en  el 
período  agónico  cuando  otorgó  su  testamen- 
to ante  el  Notario  don  Leonardo  Lara,  el 
veintinueve  de  octubre  de  mil  novecientos 
veintiuno,  no  fué  probado,  porque  la  prue- 
ba de  expertos,  única  con  la  cual  pudieron 
establecerse  esas  circunstancias,  que  eran 
determinantes  del  delito,  no  llegó  a practi- 
carse en  primera  instancia,  ni  la  parte  acu- 
sadora insistió  en  que  se  llevara  a efecto  en 
segunda  instancia,  lo  que  muy  bien  pudo 
hacer  cuando  se  le  concedió  de  nuevo  el 
término  de  prueba,  habiéndose  concretado 
a presentar  junto  con  su  alegato,  las  opi- 
niones de  tres  Facultativos,  quienes  por  no 
haber  sido  designados  en  su  condición  de 
tales  expertos,  sus  informes  carecen  de  va- 
lor legal;  y aun  en  el  supuesto  de  que  las 
expresadas  circunstancias  pudieran  estable- 


cerse por  medio  de  testigos,  tampoco  esta- 
rían probadas,  porque  siendo  iguales  las 
condiciones  de  los  que  con  ese  fin  fueron 
examinados,  a propuesta  de  ambas  partes, 
son  mayores  en  número  los  que  afirman  lo 
contrario;  y como  tampoco  se  demostró  que 
en  el  expresado  testamento  se  haya  dado  co- 
pia alguna  contraria  o diferente  del  conte- 
nido en  el  original,  que  es  el  caso  que  de- 
termina el  inciso  T>  del  artículo  192  del  Có- 
digo Penal,  no  puede  tenerse  éste  como  in- 
fringido. 

CONSIDERANDO:  que  tampoco  pueden 
tenerse  como  infringidos  los  incisos  2"  y 4'-’ 
del  propio  artículo  192  del  Código  Penal 
que  establecen  penas  para  el  funcionario 
púbhco  que  abusando  de  su  oficio  cometie- 
re falsedad:  suponiendo  en  un  acto  la  in- 
tervención de  personas  que  no  la  han  tenido 
o faltando  a la  veüdad  en  la  narración  de 
los  heohos,  por  las  razones  siguientes : está 
plenamente  comprobado  que  el  Notario  se- 
ñor Lara  fué  llamado  para  que  concurriera 
a la  casa  de  doña  Marcelina  viuda  de  Ibar- 
güen,  para  autorizar  el  testamento  de  dicha 
señora,  y que  el  acto  se  verificó  en  su  pro- 
pia casa  con  intervención  del  número  de  tes- 
tigos que  la  ley  requiere;  y aún  más,  con 
asistencia  del  Doctor  Mario  Wunderlioh, 
quien  como  Médico  de  cabecera  de  la  en- 
ferma, aseguró  que  ésta  se  encontraba  en 
uso  de  sus  facultades  mentales,  de  manera 
que  la  intervención  de  la  testadora  no  fué 
supuesta,  sino  verdadera.  Una  vez  escrito 
el  testamento,  conforme  a las  instrucciones 
que  el  Notario  asegura  haber  recibido  de  la 
testadora,  y que  no  hay  prueba  de  que  no 
las  haya  recibido,  fué  leído  a la  otorgante  en 
presencia  de  los  testigos  instrumentales  y 
de  otras  personas,  asegurando  entonces  la 
testadora,  por  medio  de  frases  afirmativas, 
que  lo  que  se  le  leía  era  la  expresión  fiel  de 
su  voluntad;  y siendo  el  hecho  substancial 
de  la  lectura,  en  donde  podría  suceder  que 
se  atribuyeran  a la  testadora  manifestacio- 
nes o declaraciones  distintas  de  las  que  en 
realidad  hizo,  no  se  probó  que  otras  hayan 
sido  esas  manifestaciones  o declaraciones, 
o que  se  hubiesen  narrado,  hechos  distintos 
de  los  que  se  habían  escrito.  Por  otra  par- 
te, habiéndose  enterado  del  acto  personas 
que  por  uno  u otro  motivo  rodeaban  el  le- 
cho de  la  enferma,  nadie  puso  en  conoci- 
miento de  la  autoridad  ni  entonces  ni  des- 
pués, que  en  ese  acto  se  hubiera  cometido 
un  deUto,  grave  por  cierto,  como  es  el  de 
falsedad,  ni  lo  hizo  el  propio  acusador  Li- 
cenciado Dardón,  ni  su  esposa,  que  bien 
pronto  estuvieron  enterados  del  contenido 
de  aquel  instrumento  y de  las  circunstancias 
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en  que  se  otorgó,  sino  hasta  los  cuatro  años 
después,  como  ya  se  dijo  en  otro  lugar,  no 
S'n  antes  haber  reclamado  judicialmente  y 
haber  recibido,  a su  satisfacción,  el  valor  de 
un  legado  de  veinte  mil  dólares  con  que  doña 
Valentina  fue  agraciada  en  el  mismo  testa- 
mento; hecho  que  pone  de  manifiesto,  de  su 
parte  y de  manera  evidente,  la  falta  de  un 
convencimiento  profundo  de  que  se  había 
delinquido,  ya  que  en  ningún  caso  podría 
anrovecharse  de  uno  de  los  efectos  del  de- 
lito, como  asegura  que  existe,  con  el  otor- 
gamiento del  testamento  en  la  forma  que 
aparece  subscrito  por  el  Notario  Lara. 

CONSIDERANDO : que  las  omisiones 
de  algunas  de  las  solemnidades  que  pres- 
criben los  artículos  769  y 772  del  Código  Ci- 
vil en  las  cuales  pudo  haber  incurrido  el  No- 
tario al  autorizar  el  testamento  de  la  señora 
viuda  de  Ibargüen,  y respecto  de  lo  cual 
hay  juicio  pendiente  en  los  tribunales  con 
el  fin  de  obtener  la  nulidad  de  dicho  ins- 
trumento, no  pueden  tenerse  como  constitu- 
tivas de  delito,  por  que  falta  el  requisito 
principal,  exigido  por  el  artículo  194  del  Có- 
digo Penal  para  que  sean  punibles,  como  es 
el  que,  el  hecho  se  cometa  fraudulentamen- 
te, lo  que  ni  fué  probado  ni  puede  presu- 
mirse, como  tampoco  fué  probada  la  con- 
currencia de  ninguno  de  los  requisitos  apun- 
tados en  los  incisos  2'>,  3’  y 4''  del  propio 
artículo,  por  que  estando  completamente 
garantizada  la  libre  testam,enitificacidn,  del 
hecho  que  se  excluya  a una  o más  personas 
que  por  el  no  otorgamiento  de  un  testamen- 
to o por  haberse  otorgado  uno  anterior,  ha- 
ya tenido  esperanzas  de  ser  heredero,  no 
puede  deducirse  que  la  sociedad  o estas  per- 
sonas mismas  se  estimen  lastimadas  en  sus 
intereses,  en  su  honra  o en  su  reputación. 
Por  ese  motivo  no  pueden  tenerse  como  vio- 
lados los  mencionados  artículos  ni  el  766  del 
Código  Civil  que  sólo  dispone  que  por  testa- 
mento puede  una  persona  disponer  de  sus 
barres  derechos  y acciones  para  cuando  ha- 
ya muerto, 

CONSIDERANDO  : que  no  habiendo  sido 
violada  la  ley  penal  que  acaba  de  citarse  en 
virtud  de  no  aparecer  plenamente  probados 
los  requisitos  determinantes  del  delito  de  fal- 
sedad en  la  acción  del  testamento,  tam- 
poco debe  tenerse  como  infringido  el  ar- 
ticulo 568  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, por  la  sencilla  razón  de  que  nadie 
puede  ser  penado  sin  que  exista  la  prueba 
legal  de  haber  incurrido  en  responsabilidad 
delictuosa,  y de  conformidad  con  esta  doc- 
trina, tampoco  deben  tenerse  como  viola- 
dos los  artículos  11,  12,  27,  29,  30,  66,  67  y 


77  del  Código  Penal,  que  determinan:  qué 
es  delito,  quiénes  son  responsables  del  de- 
lito, la  pena  que  debe  imponerse  a los  que 
resulten  culpables  y hasta  dónde  puede  és- 
ta aumentarse  cuando  sólo  existen  circuns- 
tancias agravantes. 

CONSIDERANDO:  que  no  procede  re- 
solver si  fueron  o no  violados  los  artículos 

212  y 218  del  Código  Penal,  que  se  refieren 
al  falso  testimonio,  porque  en  la  causa  que 
por  ese  delito  se  mandó  seguir  en  cuerda  se- 
parada contra  José  Francisco  Morales  Hi- 
dalgo, y cuando  ya  estaba  elevada  a plena- 
rio  se  mandó  acumular  a la  presente,  no  ha 
sido  parte  el  Licenciado  don  Luis  Dardón. 

CONSIDERANDO  : que  la  causa  se  siguió 
ante  los  tribunales  competentes  con  inter- 
vención del  Licenciado  don  Luis  Dardón, 
que  se  constituyó  como  parte  acusadora,  ob- 
servándose las  reglas  que  establece  la  ley 
de  enjuiciamiento  criminal,  tanto  durante  el 
período  de  investigación  sumaria,  como  en 
los  demás  estados  del  proceso,  sin  haberse 
denegado  en  ningún  caso  la  práctica  de  di- 
ligencias propuestas,  ni  restringido  en  lo 
más  mínimo  al  acusador,  el  derecho  de  ejer- 
citar sus  acciones,  provenientes  del  delito 
que  acusó ; por  lo  que  no  deben  tenerse  co- 
mo violados  los  artículos  1,  4,  6,  13,  14,  33, 

213  y 233  del  Código  de  Procedimientos 
Penales. 

CONSIDERANDO:  que  ninguna  cues- 
tión relativa  a jurisdicción  se  ha  promovido 
en  la  tramitación  del  proceso  y,  por  consi- 
guiente, no  pueden  tenerse  como  violados  los 
artículos  29  y 30  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO:  que  por  no  haberse 
establecido  con  los  documentos  presenta- 
dos, ni  con  la  prueba  testimonial  rendida 
la  existencia  del  delito,  era  procedente  la 
absolución  de  los  encausados  y al  haberlo 
declarado  asi  la  Sala,  sin  desconocer  expre- 
sa e implícitamente  ninguno  de  los  medios 
de  prueba  que  la  ley  establece  en  materia 
criminal,  no  pueden  estimarse  infringidos  en 
el  fallo  de  mérito  los  artículos  567,  570,  571, 
572,  573,  574,  587,  589,  595,  596,  597,  599,  601, 
602,  603,  609  y 613  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO  : que  en  la  redacción 
de  la  sentencia  que  se  examina  el  Tribunal 
observó  las  reglas  y formalidades  que  la  ley 
establece  y en  ellas  se  hicieron  también  las 
dec  araciones  que  correspondían  a los  pun- 
tos ventilados;  por  lo  que  no  se  pueden  te- 
ner como  infringidos  los  artículos  733  y 735 
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del  Código  de  Procedimientos  Penales,  y mu- 
cho menos  los  874  y 877  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  por  carecer  de  aplica- 
ción en  el  presente  caso. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  las  constancias  de 
autos  y lo  que  establece  el  artículo  690  del 
Código  de  Procedimientos  Penales;  deses- 
tima el  recurso  interpuesto  e impone  a la 
parte  que  lo  introdujo  quince  días  de  arres- 
to conmutable  con  dos  quetzales  diarios. — 
Notifíquese  y como  corresponde  devuélvan- 
se los  autos  al  Tribunal  de  su  origen. — José 
A.  Medrano. — José  Serrano  Muñoz. — Abel 
Paredes. — J.  F.  Rodríguez. — J.  Dan.  Ramí- 
rez.— Alf.  Valle  Calvo.— Corte  Suprema  de 
Justicia:  Guatemala,  diez  y ocho  de  junio 
de  mil  novecientos  veintinueve. — Vistos  y 
Considerando : que  el  fallo  pronunciado  por 
este  Tribunal,  con  fecha  cinco  de  los  co- 
rrientes, se  encuentra  concebido  en  términos 
claros  y precisos,  no  existiendo  ambigüe- 


dades ni  contradicciones. — Que  por  otra  par- 
te, tampoco  se  está  en  ninguno  de  los  casos 
determinados  por  el  artículo  649  del  Códi- 
go de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  conformidad  con  la  ley  citada,  y 
haciendo  aplicación  del  artículo  648  del  Có- 
digo que  acaba  de  mencionarse,  declara  sin 
lugar  la  aclaración  y ampliación  pedidas  por 
el  Licenciado  Luis  Dardón,  de  la  sentencia 
que  desestimó  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  el  mismo  letrado  contra  el  fallo 
proferido  por  la  Sala  1^  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, en  el  proceso  instruido  por  false- 
dad contra  el  Notario  don  Leonardo  Lara 
G.,  el  Doctor  en  Medicina  don  Mario  J. 
Wunderlioh,  Arturo  Anguiano,  José  Minon- 
do,  Miguel  Beltranena,  Francisco  Morales 
Hidalgo  y León  N.  Diebold. — ^Notifíquese. — 
Medrano . — S errano  Muñoz . — Pared  es . — R o- 
driguez. — Ramírez. — Alf.  Valle  Calvo. 


Tribunal  de  lo  Contencioso -Administrativo 

Un  acuerdo  o resolución  municipal  no  puede  alterar  los  términos  de 
un  acuerdo  vigente,  emitido  por  el  Poder  Ejecutivo. 


Tribunal  de  lo  Contencioso-Administra- 
tivo  : Guatemala,  seis  de  junio  de  mil  nove- 
cientos veintinueve. 

Visto  el  presente  recurso  entablado  por 
doña  Felipa  Alpírez  v.  de  Alcántara,  relati- 
vo a que  se  le  exonere  del  pago  del  canon 
de  una  paja  de  agua  de  Acatán,  que  adqui- 
rió su  difunto  esposo  don  Germán  Alcánta- 
ra, de  don  Fabián  Ortiz,  según  escritura  de 
dos  de  septiembre  de  mil  novecientos  nueve, 
ante  el  finado  Notario  don  Rafael  Murga. 
La  señora  de  Alcántara  es  mayor  de  edad  y 
de  este  domicilio. 

RESULTANDO : que  el  veinticuatro  de 
enero  del  presente  año,  doña  Felipa  A.  v.  de 
Alcántara,  se  presentó  a la  Municipalidad 
de  esta  capital,  pidiendo  que  se  ordene  a la 
Tesorería  de  Propios,  que  no  debe  cobrarle 
el  canon  de  la  paja  de  agua  de  Acatán,  por 
estar  exonerada  de  pagar  el  impuesto,  fun- 
dándose en  que  su  finado  esposo  don  Ger- 
mán Alcántara,  adquirió  dicha  paja  de  agua 
por  compra  que  hizo  a don  Fabián  Ortiz, 


como  consta  en  la  escritura  pública  citada, 
en  la  cual  se  hizo  constar  la  exoneración  del 
impuesto  de  la  paja  de  agua  vendida. 

Que  el  Tesorero  de  Propios  informó  que 
el  señor  Alcántara,  tenía  en  la  matrícula 
número  90,  inscrita,  una  paja  de  Acatán, 
según  el  traspaso  número  729;  que  dicha 
agua  la  había  obtenido  de  don  Fabián  Or- 
tiz, h,,  y en  aquella  época  tenía  en  la  ma- 
trícula respectiva,  la  anotación  de  que  no 
pagaba  el  canon  correspondiente:  que  la  ofi- 
cina de  Contabilidad  al  establecer  la  cuenta 
corriente,  trató  de  aclarar  esta  conseción ; 
y el  ocho  de  abril  de  mil  novecientos  vein- 
tisiete, dictaminó  el  Sindico  2'’  Licenciado 
don  Vitalino  Martínez  D.,  en  el  sentido  de 
que  debía  pagar  según  oficio  número  1030 
que  figura  en  el  expediente  respectivo,  se- 
guido por  los  herederos  de  don  Miguel  Bo- 
nilla U.,  que  poseían  dos  pajas  de  agua  en 
iguales  condiciones  que  don  Germán  Alcán- 
tara, así  como  doña  Trinidad  Castellanos, 
quienes  en  la  actualidad  estaban  solventes. 
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RESULTANDO:  que  oído  el  Síndico  2’>, 
expuso:  que  la  exoneración  del  pago  del  ca- 
non de  agua,  ordenada  por  el  acuerdo  gu- 
bernativo de  diez  y seis  de  febrero  de  1897, 
fue  sólo  para  la  señora  doña  Manuela  Can- 
tón de  Porres  y no  para  sus  sucesores;  y 
que  habiendo  determinado  la  Municipaldad 
del  año  de  mil  novecientos  veintisiete,  en  se- 
sión de  21  de  abril  del  mismo  año,  que  debia 
pagarse  el  impuesto,  opinaba  porque  se  re- 
solviera que  la  señora  viuda  de  Alcántara 
está  obligada  a pagar  el  impuesto  respectivo. 

Que  la  Municipalidad  en  providencia  de 
dos  de  febrero  del  año  en  curso,  aprobó  el 
dictamen  sindico  a que  se  refiere  el  Resul- 
tando anterior,  tal  como  consta  en  el  punto 
del  acta  respectiva  y mandó  hacer  saber  a 
la  interesada  lo  resuelto  para  los  efectos 
de  ley.. 

RESULTANDO:  que  al  enterarse  la  seño- 
ra viuda  de  Alcántara  de  la  resolución  dic- 
tada por  la  Municipalidad,  se  presentó  al 
mismo  Consejo  el  cuatro  de  febrero  del  año 
en  curso,  manifestando  su  inconformidad 
y reclamando  contra  dicha  resolución,  por 
creerse  perjudicada  en  sus  intereses,  solici- 
tando a la  vez  que  se  elevaran  las  diligen- 
cias con  el  respectivo  informe  a la  Secreta- 
ría de  Gobernación  y Justicia  para  que  se 
resolviera  lo  conducente.  Que  la  Secreta- 
ría de  referencia  mandó  oír  al  Fiscal  del 
Gobierno  y éste,  en  el  dictamen  que  emi- 
tió el  veintisiete  de  febrero  del  año  actual, 
rj'oyándose  en  los  razonamientos  legales 
que  consideró  pertinentes,  opina  que  la  paja 
de  agua  de  Acatán  que  actualmente  posee 
la  viuda  de  Alcántara,  siendo  una  de  las 
Cinco  que  adquirió  la  señora  Cantón  de  Po- 
rres, del  Comité  del  Agua  de  Acatán,  con  la 
gracia  de  estar  exoneradas  del  pago  del  res- 
pectivo canon,  legalmente  no  está  afecta  a 
dicho  impuesto. 

RESULTANDO  : que  el  Ministro  de  Go- 
bernación y Justicia  en  providencia  de  doce 
de  abril  del  corriente  año,  dispuso  que  las 
di’igencias  pasaran  a la  Corte  Suprema  de 
Justicia  para  lo  que  hubiera  lugar,  por  dis- 
cutirse la  obligación  de  pagar  el  canon  de 
unas  pajas  de  agua  entre  la  Municipalidad 
y -la  señora  de  Alcántara.  Que  en  la  fecha 
citada  ocurrió  la  señora  viuda  de  Alcántara 
a dicho  Ministerio  haciendo  presente  su  in- 
conformidad con  la  providencia  dictada  y 
solicitando  que  al  ser  revocada,  se  resolvie- 
ra de  acuerdo  con  el  dictamen  del  Fiscal  del 
Gobierno,  exonerándola  del  pago  del  canon. 

Que  el  señor  Ministro  mandó  pasar  otra 
vez  las  diligencias  a este  funcionario  para 
que  informara  especialmente,  si  los  contra- 


tantes en  el  convenio  de  permuta,  tenían  de- 
recho a exonerar  el  pago  de  impuestos  mu^ 
nicipales  y si  la  propia  Municipalidad  tenía 
esa  facultad.  Que  el  Fiscal  del  Gobierno, 
al  evacuar  su  dictamen  indicó  que  como  pa- 
ra la  enajenación  de  las  cinco  pajas  de  agua 
a que  se  refiere  el  expediente,  hubo  acuer- 
do gubernativo  que  dispuso  quedaran  ex- 
cluidas del  canon,  creía  que  el  contrato  se 
hizo  estando  las  partes  suficientemente  ca- 
pacitadas para  celebrarlo;  que  ese  era  su 
criterio,  el  cual  tuvo  en  cuenta  para  su  dic- 
tamen anterior  el  que  ratificaba. 

RESULTANDO : que  el  diez  y ocho  de 
abril  del  año  en  curso,  se  presentó  a este 
Tribunal  la  señora  viuda  de  Alcántara  in- 
troduciendo el  recurso  contencioso-adminis- 
trativo  y solicitando  que  se  pidiera  el  ex- 
pediente respectivo,  el  cual  fué  enviado  por 
el  Ministro  de  Gobernación. 

Que  corridas  las  audiencias  al  Ministerio 
de  Gobernación  y Justicia  y al  Ministerio 
Público,  representado  éste  por  el  Agente 
Fiscal,  el  primero  la  evacuó  relacionando 
los  pasajes  de  los  autos;  y el  segundo  ma- 
nifestando que  en  su  concepto,  debía  enten- 
derse que  el  privilegio  concedido  a la  seño- 
ra Cantón  de  Porres  para  no  pagar  el  canon 
de  las  cinco  pajas  de  agua,  fué  establecido 
únicamente  con  el  carácter  de  personal,  es 
decir,  que  deberían  favorecer  solamente  a 
dicha  señora. 

Que  en  providencia  del  veintisiete  del  mes 
pasado,  se  ordenó  que  los  autos  quedaran 
en  la  Secretaría  del  Tribunal  por  el  térmi- 
no de  tres  días  a efecto  de  que  las  partes 
se  enteraran  de  ellos  y produjeran  sus  alega- 
ciones, habiéndolo  hecho  solamente  la  parte 
actora. 

CONSIDERANDO:  que  la  señora  viuda 
de  Alcántara,  interpuso  el  recurso  dentro  del 
término  de  ley,  por  no  haberse  resuelto  por 
el  Ministerio  de  Gobernación  y Justicia,  su. 
solicitud,  declarando  de  una  manera  expresa 
si  estaba  o no  obligada  al  pago  del  canon 
de  agua,  asistiéndole  por  tal  motivo  el  dere- 
cho de  ocurrir  a este  Tribunal. 

CONSIDERANDO  : que  en  el  acuerdo  gu- 
bernativo de  15  de  febrero  de  1897  que  se 
encuentra  al  folio  511  del  tomo  15  de  la 
Recopilación  de  las  Leyes  Patrias,  aparece 
que  el  Presidente  de  la  República  autorizó 
al  Fiscal  de  Hacienda  para  permutar  con 
doña  Manuela  Cantón  de  Porres  algunos  bie- 
nes raíces ; y en  el  punto  tercero  de  dicho 
acuerdo  se  consignó  que  el  Gobierno  en  cam- 
bio de  los  bienes  relacionados  de  la  señora 
Cantón,  ceda  a ésta  la  casa  a que  se  refiere 
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el  inciso  primero  de  dicho  acuerdo  y la  pro- 
piedad de  cinco  pajas  de  agua  que  quedan 
exceptuadas  del  pago  del  canon  respectivo 
y que  s-e  tomarían  del  Agua  de  Acatán. 

Que  siendo  tan  claros  y terminantes  los 
conceptos  de  la  disposición  gubernativa,  se 
deduce  que  dichas  pajas  de  agua,  fueron 
dadas  a la  señora  Cantón  como  parte  del 
precio  de  la  permuta  y que  la  exoneración 
del  pago  del  canon  es  amplia,  al  no  tener  el 
referido  acuerdo  ninguna  limitación,  contra- 
yéndose la  exoneración  a dichas  pajas  de 
agua. 


SECCIOM  I N FOR  M AXI  v-a 


POR  TANTO:  el  Tribunal  de  lo  Conten- 
cioso-Administrativo,  con  presencia  de  los 
artículos  22  y 23  del  Código  Civil  M.oderno  ¡ 
1425  del  Código  Civil  antiguo;  1'’,  2'’,  31,  32 
y 39  del  Decreto  legislativo  Número  1550,  sin 
especial  condenación  en  costas,  REVOCA 
la  resolución  de  la  Municipalidad  de  esta 
capital,  proferida  el  dos  de  febrero  del  año 
en  curso. 

Notifíquese  y devuélvase  con  certificación. 

José  A.  Medina. — Abel  Girón. — Franco. 
E.  Toledo. — E.  Mazariegos  L. 


Consulta  del  Juez  4^  de  Paz,  de  la  capital,  sobre  el  apremio  de  con- 
ducción y la  competencia  de  los  Juzgados  de  Paz  para  ordenar  la 
libertad  de  los  reos  sujetos  a procedimiento  criminal,  cuando  no 
hubiere  mérito  para  que  continúen  detenidos  — Dictamen  Fiscal. 


Guatemala,  8 de  junio  de  1929. 

Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Presente. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  a Ud.  con  el 
objeto  de  someter  a esa  Superioridad,  en 
consulta,  los  puntos  que  en  seguida  me  per- 
mito exponer: 

Primero. — ^Repetidas  ocasiones  este  Juz- 
gado ha  tenido  necesidad  de  ordenar  por 
medio  de  la  Policía  Nacional,  la  conducción 
de  personas  cuyo  comparendo  se  hace  in- 
dispensable para  la  práctica  de  alguna  dili- 
gencia judicial,  siempre  que  han  desobede- 
cido varias  citaciones  hechas  y después  de 
habérseles  apercibido  con  este  apremio,  se 
ha  conceptuado  este  caso  como  desobedien- 
cia leve  y como  tal  se  ha  hecho  aplicación 
del  artículo  441,  inciso  5"'  del  Código  Penal, 
imponiendo  la  pena  en  él  consignada.  Este 
procedimiento  se  ha  seguido  en  el  Juzgado 
de  mi  cargo  y sin  temor  de  equivocarme, 
también  en  los  demás  de  la  misma  catego- 
ría, ya  sea  en  asuntos  criminales  como  ci- 
viles verbales,  obteniendo  algunas  veces  co- 
mo consecuencia  protestas  contra  tal  dis- 
posición, más  cuando  se  trata  de  los  últimos. 

A este  punto  se  refiere  mi  consulta ; si  es 
procedente  aplicar  o no  el  apremio  a que  he 
hecho  referencia,  en  los  asuntos  verbales, 
cuando  se  hayan  desobedecido  las  órdenes 
de  comparendo  libradas  por  el  Despacho. 


Segundo. — Si  el  Juzgado  de  Paz  instruc- 
tor de  las  primeras  diligencias  de  un  hecho 
criminal,  tiene  atribuciones  de  poder  decre- 
tar la  libertad  de  personas  encausadas,  cuan- 
do de  las  constancias  de  las  propias  diligen- 
cias no  existe  manifiestamente  ningún  indi- 
cio racional  de  responsabilidad  criminal  en 
su  contra,  aún  cuando  el  delito  pesquisado 
sea  de  competencia  de  un  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia. 

Esta  última  consulta  obedece  a una  nota 
que  el  Despacho  de  mi  cargo  recibió  del  de 
Primera  Instancia  jurisdiccional,  la  que  se 
concreta  a prevenir  al  Juez  que  en  lo  suce- 
sivo y bajo  ningún  concepto  se  dicte  provi- 
dencia mandando  poner  en  libertad  a per- 
sonas encausadas  por  un  hecho  que  direc- 
tamente corresponda  conocer  a aquel  Tri- 
bunal. 

El  infrascrito  encuentra  en  esto  una  con- 
tradicción con  el  hecho  de  que  un  Juzgado 
menor  esté  facultado  para  ordenar  la  cap- 
tura de  una  persona  cuando  de  las  actua- 
ciones resulten  indicios  racionales  de  culpa- 
bilidad, y no  lo  esté  para  decretar  la  liber- 
tad cuando  aparezca  lo  contrario. 

Siendo  éstos  los  dos  puntos  que  someto 
en  consulta  a la  consideración  de  esa  Supe- 
rioridad, aprovecho  la  oportunidad  para 
subscribirme  muy  atento  y seguro  servidor. 

G.  Sanabria, 

Juez  4*!*  de  Paz. 
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DICTAMEN  FISCAL 


Señor  Presidente  del  Poder  Judicial: 

El  Juez  4''  de  Paz  formula  su  consulta 
asi:  "¿Es  procedente  o no  aplicar  el  apre- 
mio a que  he  hecho  referencia,  en  los  asun- 
tos civiles  verbales,  cuando  se  hayan  des- 
obedecido las  órdenes  de  comparendo  libra- 
das por  el  Despacho?”.  La  pregunta,  según 
entiendo,  se  refiere:  1'’,  a las  partes  que  in- 
tervienen en  el  juicio;  2'-’ — A los  testigos;  y, 
3'’ — A los  expertos,  que  son  las  personas  que 
más  a menudo  se  les  previene  su  compa- 
rendo. A las  primeras,  es  decir,  a las  par- 
tes, estimo  que  no  puede  hacérseles  condu- 
cir cuando  no  comparecen  al  juicio  puesto 
que  el  no  concurrir  implica : o que  no  quie- 
ren defenderse  o que  están  convencidas  de 
la  ninguna  importancia  de  la  demanda  que 
se  interpone  en  su  contra  y con  la  cual  sus 
derechos  en  nada  pueden  perjudicarse,  de 
ahi  se  muere  que  tai  proceaer  no  constitu- 
ye una  desobediencia  para  aplicar  el  apre- 
mio de  conducción,  sino  que  da  lugar,  única- 
mente, a seguir  el  juicio  en  rebeldia.  Sólo  las 
diligencias  de  carácter  meramente  personal 
(si  se  desobedece  en  ellas  a las  órdenes  de 
comparendo)  dan  lugar  a ese  apremio,  y 
esto,  cuando  deban  tener  lugar  ante  el  Juez. 
Hay  que  distinguir — -en  cada  caso — cual  es 
la  situación  legal  de  las  partes,  atendiendo 
a aquellos  puntos  de  vista,  para  aplicar  o 
no  el  apremio.  Por  lo  que  concierne  a los  tes- 
tigos desobedientes  de  las  órdenes  de  com- 
parendo, si  es  aplicable  el  apremio  que  en- 
traña la  consulta,  según  lo  preceptuado  en 
los  artículos  404  y 794  P.  C.;  excepto  a las 
personas  a que  se  refiere  el  articulo  803  del 
Código  citado.  Finalmente  a los  expertos 
hay  que  aplicarles — en  su  caso — las  dispo- 
siciones especiales  contenidas  en  los  artícu- 
los 750  y 764  P.  C. 


* 

* ♦ 

Ahora,  en  cuanto  al  punto  segundo  de  la 
consulta,  estimo  que  los  Jueces  menores  sí 
pueden,  dentro  del  períoido  de  instrucción 
de  las  primeras  diligencias,  decretar  la  li- 
bertad de  los  enjuiciados,  siempre  que  se 
hubiera  desvanecido  el  indicio  o prueba  que 
dió  origen  para  detenerlos,  reservando  esa 
resolución  al  Juez  competente,  únicamente, 
cuando  haya  motivos  racionales  para  espe- 
rar que  de  lo  actuado  puedan  obtenerse 
nu,evas  pruebas  en  contra  de  aquéllos.  La 
Ley  Constitutiva  de  la  República  dispone  al 
respecto  en  su  artículo  31,  lo  siguiente:  "To- 
do detenido  debe  ser  interrogado  dentro  de 
cuarenta  y ocho  horas,  la  detención  no  po- 
drá exceder  de  cinco  días;  y dentro  de  ese 
término,  DEBERA  LA  AUTORIDAD  QUE 

"la  haya  ordenado,  motivar  el 

AUTO  DE  PRISION  O DECRETAR  LA 
LIBERTAD  DEL  PREVENIDO".  De  tal 
modo  que  la  facultad  para  resolver  sobre  la 
prisión  o libertad  puede  ejercerse  dentro  de 
los  cinco  días  de  la  detención,  ya  sea  el  pri- 
mero, segundo o quinto.  Luego  los 

Jueces  menores,  en  los  tres  días  que  tienen 
bajo  su  conocimiento  las  primeras  diligen- 
cias, sí  pueden  resolver  sobre  el  punto  con- 
sultado. Sin  embargo,  como  dije  anterior- 
mente, esa  resolución  se  reserva  al  inme- 
diato superior,  si  el  propio  caso  que  se  ten- 
ga sabjndice,  indica  la  procedencia  de  esa 
reserva. 

Tal  es  la  opinión  del  infrascrito  Fiscal, 
salvo  mejor  parecer  del  señor  Presidente. 

Guatemala,  21  de  junio  de  1929. 

Hernández  Polanco, 

Fiscal  de  la  Sala  de  Apelaciones. 


Comunicación  dirigida  por  el  señor  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  al  señor  Ministro  de  Gobernación  y Justicia,  con  motivo  de 
haber  renunciado  dos  Vocales  del  Tribunal  de  Rezagos  creado  por 
el  Decreto  legislativo  Número  1614. 


Obedeciendo  a lo  mandado  por  el  artículo 
15  del  Decreto  legislativo  Número  1614,  fue- 
ron nombrados  los  tres  Magistrados  y el 
Fiscal  que  habrían  de  formar  la  Sala  de  la 
Corte  de  Apelaciones  a que  se  refiere  la 
mencionada  disposición. 


Las  respuestas  de  aceptación  de  dos  de 
los  nombrados  y las  de  no  aceptación  o re- 
nuncia de  los  otros  dos,  tengo  la  honra  de 
acompañarlas  a este  oficio. 

Las  causas  que  alegan  los  señores  Magis- 
trados Suplentes  Salazar  y Viteri,  para  no 
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aceptar  el  nombramiento  recaído  en  ellos, 
provienen  de  la  misma  ley  que  crea  el  nue- 
vo tribunal,  pues  con  ella  se  afecta  honda- 
mente la  organización  de  los  tribunales,  se 
altera  la  jurisdicción  territorial  y se  impo- 
nen a los  Magistrados  Suplentes  obligacio- 
nes que  no  les  corresponden  conforme  a la 
Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial  y que  co- 
mo se  servirá  ver  el  señor  Ministro,  algu- 
no de  ellos  invoca  para  no  aceptar  el  nuevo 
cargo. 

Por  otra  parte,  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia no  tiene  facultad  para  compeler  a los 
nombrados  a la  aceptación  ni  para  aceptar 
lo  que  ellos  llaman  excusa,  que  en  el  fondo 
es  una  verdadera  renuncia,  ni  mucho  me- 
nos para  resolver,  si  no  es  en  sentencia  si 
con  la  creación  de  la  Sala  de  Rezagos  se 
contraviene  a lo  dispuesto  en  el  artículo  36 
de  la  Constitución  de  la  República  por  tra- 
tarse de  un  tribunal  especial  como  lo  ex- 
presa uno  de  los  señores  renunciantes. 

De  acuerdo  con  el  parecer  de  los  señores 
Vocales  de  esta  Corte  Suprema,  cumplo  con 
el  deber  de  ponerlo  en  conocimiento  del 
señor  Ministro  para  que  se  sirva  disponer 
lo  que  sea  legal;  permitiéndome  agregar  que. 


en  ningún  caso  podrían  llenarse  las  vacan- 
tes de  los  señores  Viteri  y Salazar,  porque 
fuera  de  la  imposibilidad  legal  que  tiene  es- 
ta Corte  para  admitirles  su,  renuncia  como 
llevo  dicho,  existe  la  de  que  en  la  capital 
solamente  quedan  dos  Suplentes,  de  los  cua- 
les uno  es  Juez  de  Instancia  y como  tal 
tiene  derecho  a que  no  se  le  remueva  sin  su 
consentimiento ; y de  las  Salas  de  los  de- 
partamentos tampoco  puede  llamarse  a nin- 
guno porque  aun  estando  aqu.ellos  tribuna- 
les con  su  personal  completo,  frecuentemen- 
te remiten  asuntos  para  su  resolución  a los 
de  esta  ciudad  por  no  poder  integrarse  con 
Magistrados  hábiles,  lo  que  con  mayor  ra- 
zón sucedería  si  se  les  quitara  alguno  de 
sus  componentes. 

Sírvase  el  señor  Ministro,  tomar  en  cuen- 
ta lo  que  dejo  expuesto  y aceptar  las  mues- 
tras de  distinguida  consideración  de  su.  aten- 
to y seguro  servidor. 

José  A.  Medrana, 

Señor  Ministro  de  Gobernación  y Justicia. 

• Ciudad. 


DECRETO  LEGISLATIVO  NUMERO  IéI7 

SOBRE  PAPEL  SELLADO 


La  Asamblea  Legislativa  de  la  República 
de  Guatemala 

DECRETA : 

Articulo  V — El  artículo  3'’  del  Decreto  le 
gislativo  Número  1153,  se  reforma  así; 

“Artículo  3’ — En  las  demás  actas  y docu 
mentos  que  comprende  este  artículo,  la  con- 


tribución será  como  sigue : 

1'' — Actuaciones  judiciales,  adminis- 
trativas y arbitrales,  cuando  el  va- 
lor que  se  litiga  no  exceda  de 

QlOO Q 0.05 

2'' — Cuando  exceda  de  QlOO  y no 

exceda  de  Q5,000  0.10 

3’ — Cuando  exceda  de  Q5,000  y no 

exceda  de  QIO.OOO 0.25 

4'' — Cuando  exceda  de  Q10,000  . . . 0.50 

5'' — Actuaciones  de  toda  clase  en 

asuntos  de  valor  indeterminado  0,10 

6" — Las  certificaciones  se  extende- 
rán en  papel  sellado  del  mismo 
valor  que  corresponda  a las  ac- 
tuaciones de  donde  procedan. 


7’ — Auténticas  de  los  Ministerios 
o de  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia (sin  que  se  causen  más 
derechos) Q 3.00 

8" — Avisos  judiciales  y administra- 
tivos de  cualquier  clase,  por  cada 
hoja  ox'iginal 0.05 

9'’ — Billetes  o tickets  de  entradas  a 
funciones  y diversiones  y espec- 
táculos, si  su  valor  excede  de 
Q0.15  y no  pasa  de  Q1 0.02 

10. — Si  excede  de  Q1 0.05 


11.  — Billetes  de  rifas  y loterías  que 
hagan  los  paidcuares,  el  5% 
ad  valorem. 

12.  — Causas  criminales  por  delitos 
públicos  o privados,  cuando  pro- 
ceda la  reposición  del  papel  sim- 


ple al  sellado 0.10 

13. — Certificaciones  de  las  actas  del 

Registro  del  Estado  Civil 0.05 
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14. — Certificaciones  del  Registro  de 
la  Propiedad 

Q 0.10 

15. — Certificaciones  expedidas  por 
la  Curia  Eclesiástica 

0.05 

16. — Certificaciones  expedidas  por 
los  Notarios,  Profesionales  y ex- 
pertos, a favor  de  particulares.. 

010 

17. — Cheques,  órdenes  de  pago  y 
giros 

Libres. 

18. — Conocimiento  de  embarques, 
originales  de  importación 

Q 0.25 

19. — Concesiones  de  terrenos,  bos- 
ques, minas  y cualesquiera  otras 

10.00 

20. — Constancias  de  depósito  ban- 
cario 

Libres. 

21. — Cubiertas  de  testamentos  ce- 
rrados   

Q 5.00 

22. — Cuentas  y facturas  por  ventas 
al  menudeo  y recibos  por  servi- 
cios personales  o profesionales, 
según  la  cuantía,  así:  QO.Ol, 
cuando  no  llegue  a QIO  y QO.Ol, 
por  cada  QIO  hasta  QlOO  o sea 

Q1  por  Q1,000. 

23. — Certificaciones  de  solvencia 
de  inmuebles  afectos  al  tres  por 
millar 

0.50 

24. — Certificaciones  de  solvencia 
de  inmuebles  no  afectos  al  tres 
por  millar 

Q 0.10 

25. — Inventarios,  tasaciones  y ava- 
lúos,  por  hoja 

0.25 

26. — Libros  de  contabilidad,  de  ac- 
tas, registros,  etc.,  a excepción 
de  la  contabilidad  agrícola,  por 
hoj  a 

0.05 

27. — Legalizaciones  o auténticas 
de  los  Notarios  Públicos 

0.10 

28. — Licencias  de  caza  y pesca.  . . . 

1.00 

29. — Licencias  para  distintos  obje- 
tos, expedidos  por  las  autori- 
dades  

0,10 

30. — Manifiestos  de  carga  y copias 
de  partidas  de  registro  para  los 
consignatarios  de  los  buques.. 

0.50 

31. — Licencias  para  portar  revólver 

2.00 

32. — Patentes  de  buques  que  se 
matriculen  bajo  bandera  guate- 
malteca (por  cada  100  toneladas) 

0.50 

33. — ^Patentes  de  invención 

Q 5.00 

34. — Patentes  fiscales 

0.25 

35.  — Patentes  de  Bancos.  Casas 
Bancarias  y Compañías  de  Se- 
guros  

200  00 

36. — Pasaportes  para  el  interior.  . 

Libres 

37. — Pedimentos  de  embarque  o 
desembarque  de  carga  y pasaje- 
ros, de  buques  extranjeros  o que 
se  dirijan  a puertos  extranjeros  y 
de  zarpe  de  los  mismos 

Q5.00 

38. — Pedimentos  o pólizas  de  im- 
portación 0 exportación  de  reem- 
barque, transborde,  transporte  de 
mercaderías,  guías  y pases  fran- 
cos y sus  respectivas  constancias 

0.25 

39.  — Permisos  para  remates  de 
montepíos  y de  cualesquiera  clase 
y sus  respectivas  actas 

5.00 

40.  — Poderes  generales  (primera 
hoja  de  testimonio) 

2.00 

41. — Poderes  especiales  de  valor  in- 
determinado   

1.00 

42.  — Los  poderes  especiales  con  va- 
lor determinado,  en  el  papel  que 
corresiponda  a la  cantidad  que  se 
consigne. 

43.  — Protocolos  de  los  Notarios,  los 

índices,  copias  simples  y las  ac- 
tas notariales,  cada  hoja 

0.10 

44. — Testimonios:  las  hojas  siguien- 
tes a la  primera 

0.05 

45; — Testimonio  de  escrituras  pú- 
blicas, por  valor  indeterminado 
(la  primera  hoja) 

1.00 

46.  — Títulos  de  Preceptor  y de 
Maestro 

3.00 

47. — Título  de  Graduados  en  Cien- 
cias y Letras ■ 

5.00 

48. — Títulos  profesionales  o facul- 
tativos   

10.00 

49. — Títulos  0 nombramientos  de 
funcionarios  y empleados  públi- 
cos, civiles,  militares  y adminis- 
trativos, por  cada  QlOO  o fracción 
del  sueldo  anual 

0.50 

50. — Títulos  0 nombramientos  de 
Directores,  Gerentes,  Presiden- 
tes, Directores  y gestores  de  So- 
ciedades civiles  y comerciales.  . . 

10.00 
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51. — Por  cada  juego  de  naipes,  has- 
ta cincuenta  y dos  cartas Q 0.25 

Articulo  2" — El  inciso  2'>  del  articulo  38 
del  Decreto  Número  1153,  se  reforma  así; 

“Las  ventas  y permutas  cuyo  precio  no 
llegue  a veinticinco  quetzales  o a un  mil 
quinientos  pesos  billetes  de  los  antiguos 
Bancos  de  Emisión". 

Artículo  3’’ — El  inciso  3'’  del  artículo  57  y 
del  Decreto  legislativo  Número  1153,  queda 
así ; 

“Las  mortuorias  en  que  el  haber  que  co- 
rresponda a cada  heredero  o legatario  no 
llegue  a cien  quetzales  o seis  mil  pesos 
billetes  de  los  antiguos  Bancos  de  Emisión". 

Articulo  4’’ — El  inciso  1'’  del  artículo  86 
del  Decreto  legislativo  Número  1153,  se  mo- 
difica de  la  siguiente  manera; 

“Las  personas  que  poseyeren  bienes  in- 
muebles cuyo  valor  total  no  llegue  a cien 
quetzales  o seis  mU  pesos  billetes  de  los 
antiguos  Bancos  de  Emisión". 

Articulo  5*’ — El  impuesto  de  5%  sobre  las 
utilidades  líquidas  de  los  establecimientos 
bancarios  y Sociedades  Anónimas  se  hace 
ex'íensivo  a toda  clase  de  empresas  fabri- 
les y comerciales,  cuyo  capital  en  giro  exce- 
da de  diez  mil  quetzales.  Se  exceptúan  de 
esta  disposición  las  utilidades  provenientes 
de  la  compra  y venta  de  café. 

Para  los  efectos  del  cálculo  de  las  utili- 
dades liquidas  no  se  deducirán  las  retri- 
buciones o asignaciones  que  se  atribuyen 
a los  socios,  gerentes,  dueños  o apoderados. 

El  Ejecutivo  reglamentará  la  manera  de 
percibir  este  impuesto,  sujetándose  a las 
siguientes  bases; 

El  impuesto  se  hará  efectivo  cada  año 
y se  calculará  sobre  los  balances  que  de- 
berán presentar  los  obligados  al  pago ; 


b)  Las  defraudaciones  serán  penadas  con 
una  multa  igual  a veinte  veces  el  impuesto 
defraudado ; 

c)  Los  oficiales  del  Fisco  podrán  exami- 
nar y comprobar  la  contabilidad  de  los  obli- 
gados al  pago. 

Esta  ley  empezará  a regir  el  primero  de 
julio  próximo. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y 
cumplimiento. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la  Asam- 
blea Legislativa ; en  Guatemala,  el  treinta  y 
uno  de  mayo  de  mil  novecientos  veintinueve. 

J.  M.  Reina  Andrade, 

Presidente. 

Federico  Carbonell  R., 

Secretario. 

Ramón  Calderón, 
Secretario. 

Casa  del  Gobierno ; Guatemala,  siete  de 
junio  de  mil  novecientos  veintinueve. 

Publíquese  y cúmplase,  exceptuando  el 
artículo  5'',  al  cual  niega  su  sanción  el  Eje- 
cutivo, de  conformidad  con  lo  resuelto  en 
Consejo  de  Ministros,  debiendo  dar  cuenta 
de  ella  oportunamente  a la  Asamblea  Na- 
cional Legislativa. — Artículos  59  y 60  de  la 
Constitución. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Hacienda  y Crédito  Público, 

R.  E.  Sandovai.. 
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SEOOION  DE  ESTADISTICA 


CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  JUNIO 


(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTALES 

Corte  Suprema  de  Justicia 

142 

12 

8 

162 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones 

96 

25 

42 

163 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

144 

39 

48 

231 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

121 

37 

40 

198 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

78 

37 

35 

150 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

84 

62 

74 

220 

Sala  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

270 

64 

35 

369 

[uzgado  4*?  de  Instancia  de  Guatemala 

302 

66 

19 

387 

juzgado  5^  de  Instancia  de  Guatemala 

531 

335 

43 

909 

Juzgado  09  de  Instancia  de  Guatemala 

699 

82 

25 

806 

Juzgado  de  Instancia  de  Amatitlán 

267 

76  . 

4 

347 

Juzgado  de  Instancia  de  Escuintla 

350 

234 

23 

607 

Juzgado  de  Instancia  de  Sacatepéquez 

381 

185 

9 

575 

Juzgado  de  Instancia  de  Chimaltenango 

372 

97 

6 

475 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Baja  Verapaz 

324 

81 

13 

418 

luzgado  de  Instancia  de  la  Alta  Verapaz 

344 

172 

5 

421 

Juzgado  de  Instancia  del  Fetén 

17 

10 

5 

32 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Retalhuleu 

210 

74 

2 

286 

Juzgado  de  Instancia  de  Sololá 

478 

109 

7 

594 

Juzgado  19  de  Instancia  de  Quezaltenango 

318 

61 

12 

391 

Juzgado  29  de  Instancia  de  Quezaltenango 

139 

94 

8 

241 

Juzgado  39  de  Instancia  de  Quezaltenango 

76 

111 

7 

194 

Juzgado  de  Instancia  de  Totonicapán 

210 

56 

7 

473 

Juzgado  de  Instancia  de  San  Marcos 

1,942 

338 

9 

2,289 

Juzgado  de  Instancia  de  Huehuetenango 

379 

67 

4 . 

450 

Juzgado  de  Instancia  del  Quiché 

473 

lio 

17 

600 

250 

151 

401 

Juzgado  de  19'  Instancia  de  Zacapa 

343 

67 

8 

418 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Chiquimula — 

144 

106 

11 

261 

juzgado  de  19  Instancia  de  Jalapa 

62 

31 

9 

102 

juzgado  de  19  Instancia  de  Jutiapa 

385 

6b 

9 

459 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Santa  Rosa 

295 

45 

19 

359 

Juzgado  de  19  Instancia  de  El  Progreso 

247 

94 

8 

349 

juzgado  de  19  Instancia  de  Asunción  Mita 

237 

52 

1 

290 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Coatepeque 

352 

46 

5 

403 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Chiquimulilla 

325 

98 

2 

425 

Totales 

11,271 

3,383 

579 

15,233 

La  Sala  5^  de  la  Córte  de  Apelaciones  dictó  el  mayor  número  de  sentencias  criminales  durante  el  mes. 

El  Juzgado  5°  de  Instancia  de  la  capital,  a cargo  del  Licenciado  Luis  Arturo  González,  dictó  el  mayor 
número  de  sentencias  del  ramo  criminal  durante  el  presente  mes. 

El  Juzgado  de  Instancia  del  departamento  de  Escuintla,  a cargo  del  Licenciado  don  J.  Liberato  Yaldés, 
dictó  el  maj'^or  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  durante  el  mes. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  30  de  junio  de  1929. 


ONTA: — El  Juzgado  de  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro,  no  envió  el  resuincn  de  las 
resoluciones  dictadas  durante  el  presente  mes. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  JUNIO 


(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Sala  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgado  1*?  de  Instancia  de  Guatemala 

Juzgado  29  de  1®  Instancia  de  Guatemala 

Juzgado  39  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

Juzgado  de  Instancia  de  Amatitlán 

Juzgado  de  l?’  Instancia  de  Escuintla 

Juzgado  de  Instancia  de  Sacatepéquez 

Juzgado  de  Instancia  de  Chimaltenango  .... 
Juzgado  de  19“  Instancia  de  la  Baja  Verapaz... 
Juzgado  de  Instancia  de  la  Alta  Verapaz.... 

Juzgado  de  1^  Instancia  del  Fetén 

Juzgado  de  1^  Instancia  dé  Suchitepéquez 

Juzgado  de  Instancia  de  Retalhuleu 

Juzgado  de  Instancia  de  Sololá 

Juzgado  19  de  19’  Instancia  de  Quezaltenango. 
Juzgado  29  de  19  Instancia  de  Quezaltenango. 
Juzgado  39  de  19  Instancia  de  Quezaltenango. 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Totonicapán 

Juzgado  de  19  Instancia  de  San  Marcos 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Huehuetenango.... 

Juzgado  de  19  Instancia  del  Quiché 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Izabal 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Zacapa 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Chiquimula 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Jalapa 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Jutiapa 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Santa  Rosa  

Juzgado  de  19  Instancia  de  El  Progreso 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Asunción  Mita 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Coatepeque 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Chiquimulilla 

Totales 


Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTALES 

128 

8 

5 

141 

76 

22 

2 

100 

54 

15 

5 

74 

63 

9 

5 

77 

96 

37 

4 

137 

58 

10 

68 

7 

2 

9 

646 

423 

20 

1,089 

42 

22 

1 

65 

127 

91 

5 

223 

86 

76 

1 

163 

134 

46 

1 

181 

96 

44 

140 

98 

102 

2 

204 

,30 

20 

50 

140 

37 

3 

180 

206 

93 

1 

300 

153 

55 

2 

210 

59 

52 

2 

113 

121 

63 

2 

186 

48 

39 

3 

90 

85 

59 

8 

152 

113 

75 

3 

191 

123 

105 

228 

115 

53 

168 

194 

75 

1 

270 

141 

36 

9 

186 

29 

70 

4 

103 

100 

29 

3 

132 

52 

62 

2 

116 

142 

74 

216 

25 

15 

1 

41 

85 

41 

126 

103 

59 

162 

3.766 

2,056 

97 

5,919 

Las  Salas  que  mayor  nómero  de  sentencias  dictaron  durante  el  presente  mes,  en  el  ramo  civil  fueron: 
la  19  y 29  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  de  lo  civil  de  la  capital  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes,  fue  el  19  de  19 
Instancia,  a cargo  del  Licenciado  donjuán  Córdova  Cerna. 

El  Juzgado  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  civiles  dictó  durante  el  mes,  fue  el  de  Chi- 
quimula, a cargo  del  Licenciado  don  Jesús  linda  Murillo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  30  de  junio  de  1929. 

NOTA: — Los  Juzgados  de  1^  Instaacia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro,  no  enviaron  el  resumen 
de  las  resoluciones  dictadas  durante  el  presente  mes. 
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Principales  Funcionarios  del  Poder  Judicial  de  la  República 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Presidente,  Licenciado  don  José  A.  Medrano,  12 
Avenida  Sur,  número  20. 

Magistrado,  Licenciado  don  Quirino  Flores  y Flo- 
res, Callejón  del  Colegio,  número  2. 

Magistrado,  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz, 
5"  Avenida  Norte,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  Abel  Paredes,  4’  Ave- 
nida Sur,  número  66. 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Ro- 
dríguez, 5^  Calle  Oriente,  número  8B. 

Secretario,  Licenciado  don  Alfredo  Valle  Calvo, 
Avenida  Central,  número  86. 

Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R., 
2"  Avenida  Norte,  número  15. 

Magistrado,  Licenciado  don  Francisco  Menéndez 
B..  11  Calle  Oriente,  número  26. 

Magistrado,  Licenciado  don  Antonio  F.  Aguirre, 
11  Calle  Poniente,  número  18. 

Fiscal,  Licenciado  don  Alfonso  Hernández  Po- 
lanco,  13  Calle  Oriente,  número  41. 

Procurador.  Licenciado  don  Manuel  Franco  R., 
18  Calle  Oriente. 

Secretario,  Licenciado  don  Carlos  Girón  Zirión, 
9”  Calle  Oriente,  número  21. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  App'aríones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Menéndez  A., 
4*^  Avenida  No'tc,  número  8. 

Magistrado,  Licenciado  don  Guillermo  Sáenz  de 
Tejada  11  Avenida  Sur,  número  101. 

Magistrado,  Licenciado  don  Alberto  Argueta  S., 
Calle  Matamoros,  número  7. 

Fiscal.  Licenciado  don  AveHno  F.  Mariscal,  9" 
Calle  Poniente  número  2. 

Procurador.  icenciado  don  Héctor  Villagrán,  Ca- 
lle ión  Concordia,  número  15. 

Secretario,  Licenciado  don  Juan  Fernández  Cór- 
doba, 9‘-  Avenida  Sur,  número  88. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Ramírez,  5“ 
Calle  Poniente,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  David  Pivaral,  Ca- 
llejón Variedades,  número  14. 

Magistrado,  Licenciado  don  Fidencio  Duque,  12 
Avenida  Sur,  número  67. 

Fiscal,  Licenciado  don  Filadelfo  de  León,  3®  Ave- 
nida Sur,  número  76. 

Procurador,  Licenciado  don  Leopoldo  Rosales, 
Avenida  Central,  número  78. 

Secretario,  Licenciado  don  Fernando  Orcllana,  h., 
4?  Avenida  Sar,  número  92. 

Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Isaías  Peñalonzo. 
Magistrad'^,  Licenciado  don  Angel  Cuevas  del  Cid 
Magistrado,  Licenciado  don  Max.  Palomo  M. 
Fiscal,  Licenciado  don  Abraham  Bustamantc. 
Procurador,  Licenciado  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secretario,  Licenciado  don  Gabriel  Cojulún. 


Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Angel  M,  Bocanegra. 
Magistrado,  Licenciado  don  Javier  Ramos  O. 
Magistrado  Licenciado  don  Lázaro  Valdés. 

Fiscal,  Licenciado  don  Daniel  Arellano. 
Procurador,  Licenciado  don  Emilio  Solís.  (In- 
terino). 

Secretario,  don  Francisco  Guerra  y Guerra. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Francisco  Rodríguez. 
Magistrado,  Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado  P 
Magistrado,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 
Fiscal,  Licenciado  don  Manuel  A.  Núñez. 
Procurador,  Licenciado  don  Francisco  Delgadillo 
Zamora. 

Secretario,  don  A.  Chacón  B. 

Magistrados  Suplentes  de  la  Corte  de  Apelaciones 

De  la  Sala  1’,  Licenciado  don  José  María  Cumes. 
De  la  Sala  1’,  Licenciado  don  José  Lara. 

De  la  Sala  2”,  Licenciado  don  Federico  O.  Salazar. 
De  la  Sala  2",  Licenciado  don  Ernesto  Viteri. 

De  la  Sala  3",  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey. 
De  la  Sala  3’,  Licenciado  don  Federico  Salazar. 

De  la  Sala  4",  Licenciado  don  Luis  F.  Mo’ina. 

De  la  Sala  4-,  Licenciado  don  Filadelfo  Fuentes. 
De  la  Sala  5^  Licenciado  don  Silvano  Duartc. 

De  la  Sala  5*^  Licenciado  don  Antonio  Castañeda. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Juan  C.  Alvarado. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Eulogio  González. 

Jueces  de  Primera  Instancia  de  la  capital 

Juez  19,  LiccDciado  don  Juan  Córdoba  Cerna,  15 
Calle  Oriente,  número  32. 

Juez  2^,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey  1*  Ca- 
lle Oriente,  Jocotenango,  número  4. 

Juez  3’,  Licenciado  don  Antonio  Cruz,  13  Aveni- 
da Sur,  número  17. 

Juez  49,  Licenciado  don  Francisco  Valdés  Calderón 
Juez  5^.  Licenciado  don  Luis  Arturo  González. 
Juez  6’,  Licenciado  don  Oscar  Zeceña,  2’  Calle 
Poniente,  número  6. 

Funcionarios  Militares  de  la  capital 

Auditor  General  de  Guerra  de  la  República,  Li- 
cenciado don  Elíseo  Solís. 

Comandante  de  Armas,  General  don  Doroteo 
Monterroso. 

Auditor  de  Guerra  de  este  departamento,  Licen- 
ciado don  Rafael  Nuila. 
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Jueces  de  Primera  Instancia  de  los  departamentos 


Jnez  de  Amatitlán,  Licenciado  don  Eduardo  Ri- 
vera. 

Juez  de  la  Alta  Verapaz,  Licenciado  don  J.  Octavio 
Martínez  M. 

Juez  de  la  Baja  Verapaz,  Licenciado  don  José 
Luis  Quiñónez. 

Juez  de  Chimaltenango,  Licenciado  don  Francisco 
Carrillo,  h. 

Juez  de  Chiquimula,  Licenciado  don  Jcsiis  Unda 
Murillo. 

Juez  de  Escuintla,  Licenciado  don  J.  Liberato 
Valdés. 

Juez  de  Huehuetenango,  Licenciado  don  Manuel 
J.  Vásquez. 

Jnez  de  Izabal,  Licenciado  don  Francisco  Sarti. 

Juez  de  Jalapa,  Licenciado  don  Efraín  Peñalva. 

Juez  de  Jutiapa,  Licenciado  don  Antonio  Casta- 
ñeda. 

Juez  del  Peten,  Licenciado  don  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  Quiche,  Licenciado  don  Guillermo  Ca- 
brera M. 

Juez  V de  Quezaltcnango,  Licenciado  don  José 
María  Barrios  Rivera. 

Juez  2'^  de  Quezaltcnango,  Licenciado  don  José 
Vicente  Rodríguez. 


Juez  39  de  Quezaltcnango,  Licenciado  don  José 
Dionisio  Palacios. 

Juez  de  Kctalhuleu,  Licenciado  don  Humberto 
Robles  B. 

Juez  de  Sacatepéquez,  Licenciado  don  Alfonso 
Carrillo,  h. 

Juez  de  Suchitepéquez,  Licenciado  don  Augusto 
Linares  Letona. 

Juez  de  Sololá,  Licenciado  don  J.  César  Mar- 
tínez Perales. 

Juez  de  San  Marcos,  Licenciado  don  J.  Joaquín 
Palma. 

Juez  de  Santa  Rosa,  Licenciado  don  Alfonso  Ci- 
ftientes  S. 

Juez  de  Totonicapán,  Licenciado  don  José  Lean- 
dro Rodas. 

Juez  de  Zacapa,  Licenciado  don  Oscar  Murga. 

Juez  de  El  Progreso,  Licenciado  don  Pedro  Con- 
tenti,  h. 

Juez  de  Coatepeque,  Licenciado  don  J.  Miguel 
Herrera. 

Juez  de  Chíquimulilla,  Licenciado  don  Carlos  B. 
Rivera. 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1’  y 6^  de  Guatemala  y Juzgados  de 
1"  Instancia  y Comandancias  de  Armas  de  Amati- 
tlán Petén,  Santa  Rosa  y Baja  Verapaz;  y Juzga- 
do Territorial  de  Chíquimulilla. 

Sala  Sepada  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  2^  y 4’  de  1“  Instancia  de  Guatemala 
y Juzgados  de  V Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Chimaltenango,  Alta  Verapaz  y Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  3’  y 5’  de  1’  Instancia  de  Guatemala, 
Comandancias  de  Armas  de  Guatemala,  Juzgado 
de  1'-  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Sa- 
catepéquez; y Juzgado  Territorial  de  El  Progreso. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1»,  2"  y 3’  de  1*  Instancia  y Comandan- 
cias de  Armas  de  Quezaltenango  y Juzgados  de  1’ 
Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  San  Mar- 
cos y Retalhuleu;  y Juzgado  Territorial  de  Coa- 
tepeque. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1-  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Jalapa,  Jutiapa,  Chiquimula,  Zacapa  e Iza- 
bal,  y Juzgado  Territorial  de  Asunción  Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1’  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Totonicapán,  Sololá.  Quiché  Huehuetcnan- 
go  y Suchitepéquez. 


CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPUBLICA 


Vocales  Militares  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 

Propietarios:  Generales  de  División  don  José 
Reyes,  don  Flavío  Ovalle ; y, 

Suplentes;  Generales  de  División  don  Mauro  de 
León  y don  Francisco  Mollinedo. 

Vocales  Mditares  de  la  Sala  Primera,  Segunda  y Tercera 
de  Apelaciones 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Ismael  Pa- 
checo Quevedo. 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Luis  Leo- 
nardo. 


Suplente,  General  de  División  don  Pedro  Zamora 
Castellanos. 

Suplente,  General  de  División  don  Arturo  Romero. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Paulino  Her- 
nández. 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Gabriel  So- 
beranis. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Nicolás  Maído- 
nado. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Jacobo  Aguilar  P 
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Vocales  Militares  de  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Macabeo  Pinto. 
Propietario,  Coronel  don  Benjamín  Morales. 
Suplente,  Comandante  don  Martin  Carias. 
Suplente,  Comandante  don  Moisés  Morales. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Sexta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Enrique  F.  Cruz. 
Propietario,  Teniente  Coronel  don  Luis  Alfredo 
Arango. 


Suplente,  Coronel  don  Heliodoro  Benitez. 
Suplente,  Coronel  don  Ramón  Peñalonzo. 


Empleados  Especíales  del  Poder  Judicial 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco  Ci- 
fueates  Pontaza.  Bibliotecario,  Bachiller  don  Miguel 
A.  Alvarado,  h. 


PERMANENTE 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  está  dis- 
puesta a atender  las  indicaciones  que  ha¿a 
la  prensa  seria,  acerca  de  los  medios  que 
puedan  emplearse  para  el  progresivo  me- 
joramiento de  la  administración  de  justi- 
cia; despachará  toda  queja  o denuncia  que 
se  le  presente  contra  las  autoridades  cuya 


conducta  oficial  está  llamada  a vigilar,  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa  honra- 
da, imparcial  y patrióticamente  intenciona- 
da, concrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
hechos  y las  personas  contra  las  cuales  pro- 
ceda hacerse  una  investigación,  porque  de 
lo  contrario  ésta  resultaría  infructuosa 


Grujió  de  recluidas  en  la  Casa  de  Prisión  de  Mujeres,  en  Zacapa. 


(Visita  del  señor  Magistrado  Licenciado  Alberto  Argueta). 
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PODER  JUDICIAL  EN  GUATEMALA 

APRECIACIONES  DE  UN  COLABORADOR 


Por  LICURGO 

(Tomado  de  CL  TICP1PO  de  fecha  30  de  julio  de  1929) 


Con  verdadera  sorpresa  y harto  descon- 
suelo hemos  leído  los  ataques  completamen- 
te al  descubierto  que  cierto  órgano  de  la 
prensa  ha  venido  haciendo  en  los  últimos 
tiempos  en  contra  del  Poder  Judicial.  Fran- 
camente nos  ha  sorprendido  y desconsola- 
do esa  actitud  insólita,  puesto  que  el  Poder 
Judicial  como  hoy  está  constituido  y en  la 
forma  en  que  trabaja  es  una  de  las  institu- 
ciones que  más  honran  a Guatemala  y ma- 
yores prestigios  adquiere  aun  entre  los  ex- 
tranjeros. Gracias  al  tesonero  empeño  de- 
purativo con  que  los  actuales  miembros  del 
Poder  Judicial  se  han  puesto  a la  obra  de 
afianzamiento  y resolución  estricta  de  las 
cuestiones  legales ; gracias  al  anhelo  de  re- 
novación que  anima  el  espíritu  de  todos  los 
Magistrados,  el  Poder  Judicial  de  Guatema- 
la es  hoy  una  de  las  instituciones  mejor  or- 
ganizadas en  el  país. 

Las  atinadas  resoluciones  de  las  causas 
en  que  conoce,  el  tenor  de  las  mismas,  ceñi- 
das siempre  a normas  de  verdad  y de  justi- 
cia, hacen  de  nuestros  tribunales  una  ga- 
rantía y una  seguridad  para  quienes,  por 
uno  u otro  motivo,  se  ven  constreñidos  a 
recurrir  a sus  oficios. 

Esta  actitud  escruplosa  y honorable,  na- 
turalmente, no  ha  sentado  muy  bien  a quie- 
nes se  empeñan  en  sacar  avante  pleitos  con- 
tra todo  derecho.  Esto  era  natural  que  así 


fuese,  debido  al  poco  uso  que  hemos  hecho 
de  las  prácticas  democráticas  y a lo  acos- 
tumbrado que  estábamos  a esperarlo  todo 
de  las  influencias.  Pero  esos  desdichados 
tiempos,  ha  mucho  que  pasaron  a la  histo- 
ria, y hoy  el  Poder  Judicial  es  verdadera- 
mente el  sostenedor  de  la  justicia. 

A pesar  de  lo  mucho  que  partes  interesa- 
das se  empeñan  en  deslustrar  los  timbres 
y limpiezas  de  las  resoluciones  emitidas  por 
nuestro  más  alto  tribunal,  en  la  conciencia 
de  los  guatemaltecos  se  perfila  con  fuerte 
relieve  la  bella  y justa  labor  que  de  unos 
años  a esta  parte  se  ha  realizado  con  bene- 
plácito de  las  conciencias  honradas. 

La  obra  del  Poder  Judicial  se  ha  concre- 
tado al  fiel  cumplimiento  de  sus  deberes. 
Los  miembros  de  este  alto  Cuerpo  han  ve- 
lado por  el  cumplimiento  del  derecho  posi- 
tivo. La  Institución,  pues,  en  cuanto  ha  si- 
do posible,  ha  cumplido  sus  deberes.  Pero 
no  se  ha  detenido  allí  el  impulso  que  se  le 
ha  dado,  puesto  que  para  la  consulta  e ilus- 
tración de  los  asuntos  más  importantes,  se 
ha  formado  una  magnífica  biblioteca  que 
cuenta  con  las  obras  más  avanzadas  y los 
comentarios  más  certeros  en  materia  de 
leyes  de  todos  los  grandes  pueblos.  La  bi- 
blioteca del  Poder  Judicial,  formada  por  el 
empeño  de  los  Magistrados,  es  una  de  las 
mejores  del  país. 
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El  público  honrado  no  tiene  necesidad  de 
que  se  le  repita  lo  que  ya  sabe  hasta  la  sa- 
ciedad y por  eso  nos  abstenemos  de  fatigar 
a nuestros  lectores  con  la  narración  de  to- 
dos los  bienes,  de  todos  los  aciertos  y de  to- 
dos los  triunfos  obtenidos  en  la  adminis- 
tración de  justicia,  gracias  a la  depuración 
efectuada;  a la  inflexibilidad  con  que  las  re- 
soluciones se  ciñen  al  precepto  de  las  leyes 
y al  acrisolado  carácter  y reconocida  honra- 
dez con  que  los  magistrados  cumplen  con 
las  obligaciones  que  tienen  para  con  el  pue- 
blo, que  en  ellos  siente  una  verdadera  fuer- 
za capaz  de  contrarrestar  las  combinaciones 
mejor  urdidas  y las  añagazas  con  más  pa- 


SECCIOISl JUOICIAU 


ciencia  preparadas  por  Abogados  que  siem- 
pre se  valen  del  sofisma  para  hacer  triun- 
far las  malas  causas.  No  obra  el  Poder  Ju- 
dicial con  las  contemporizaciones  tan  comu- 
nes en  otros  climas,  sino  que,  haciendo  a un 
lado  consideraciones  que  no  sean  las  del  de- 
recho y la  justicia,  sus  fallos  son  siempre 
ceñidos  estrictamente  al  tenor  de  nuestras 
leyes. 

En  suma,  el  Poder  Judicial  de  Guatema- 
la es  una  institución  de  grandes  capacidades, 
la  cual,  al  ser  mejor  conocida  en  su  labor, 
será  una  de  las  que  más  honren  a la  patria, 
que  a pasos  tan  agigantados  va  entrando  por 
los  senderos  del  progreso  y de  la  civilización. 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


Voto  del  Magistrado  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Rodrí- 
guez Castillejo;  en  el  asunto  Ibargiien-Dardón 

En  el  número  anterior  de  esta  publica- 
ción, se  dió  a conocer  a los  lectores  el  fallo 
dictado  por  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
en  el  asunto  Ibargüen-Dardón,  que  tanto 
interés  ha  despertado  en  el  público. 

Como  involuntariamente  se  omitió  com- 
pletar dicha  información,  con  la  nota  que 
aparece  al  margen  de  la  respectiva  senten- 
cia acerca  de  la  salvedad  que  de  su  voto  hi- 
zo el  señor  Magistrado  del  Supremo  Tribu- 
nal, Licenciado  don  Juan  F.  Rodríguez  C. 
y tampoco  se  consignó  el  mencionado  voto, 
lo  hacemos  ahora,  a fin  de  que  el  público 
pueda  darse  cuenta  cabal  de  todo  lo  actua- 
do y a lo  cual  ya  se  puso  término. 

Ní^  16.— CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA. 

Al  dictarse  la  sentencia  de  casación  en  la 
causa  que  procedió  contra  el  Licenciado 
don  Leonardo  Lara  Guzmán  y otros,  por 
falsedad,  voté  en  contra  de  lo  resuelto  por 
mis  ilustres  colegas  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia. 

Lamentándolo,  como  es  natural,  debo  aho- 
ra consignar  las  razones  que  me  condujeron 
a diferir  de  tan  autorizadas  opiniones.  Entre 
el  número  considerable  de  leyes  (fueron 
cuarenta  y ocho)  cuya  infracción  se  denun- 
ció al  interponerse  el  recurso  de  casación 
se  cuenta  el  articulo  192  del  Código  Penal, 
en  sus  incisos  segundo  y cuarto  que  dicen 
como  sigue  ; 


‘‘Será  castigado  con  la  pena  de  seis  años 
de  prisión  correccional  el  funcionario  pú- 
blico que  abusando  de  su  oficio,  cometiere 
falsedad : segundo,  suponiendo  en  un  acto 
la  intervención  de  personas  que  no  la  han 
tenido ; cuarto,  faltando  a la  verdad  en  la 
relación  de  los  hechos". 

Leyendo  con  atención  y cuidado  la  parte 
expositiva  de  la  sentencia,  en  la  cual  se  ex- 
tractaron las  constancias  de  la  causa,  se 
encuentra  lo  siguiente : 

El  acusador  denunció  que  el  instrumen- 
to público  en  que  se  hizo  constar  la  última 
voluntad  y testamento  de  Marcelina  Uribe 
viuda  de  Ibargüen  se  incurrió  en  el  delito 
de  falsedad  de  dos  maneras:  I. — Se  supuso 
en  ese  acto  la  intervención  de  la  viuda  de 
Ibargüen  quien  a causa  de  la  caquexia  can- 
cerosa que  la  había  reducido  a la  incons- 
ciencia de  la  agonía,  se  encontraba  ya  en 
estado  de  incapacidad  mental  y volitiva,  y, 
por  consiguiente,  inhábil  legalmente  para  in- 
tervenir en  acto  alguno  que  requiera  esas 
dos  aptitudes;  II. — En  la  relación  de  los 
hechos  consignados  en  dicho  instrumento 
público'  se  faltó  a la  verdad  de  ellos. 

Como  prueba  de  lo  primero  se  adu.jeron 
las  opiniones  de  muchos  Médicos,  emitidas 
a ruego  privado  de  las  partes,  que  circula- 
ron con  profusión  en  folletos  impresos,  y 
ya  en  esa  forma  fueron  presentados  después 
a los  tribunales  para  su  ilustración.  Todas 
esas  opiniones,  a pesar  de  la  fama  de  que 
gozan  los  facultativos  que  las  subscribie- 
ron, y de  la  abundancia  de  citas  de  autori- 
dades científicas  de  primera  magnitud  que 
contienen,  no  pueden  considerarse  como 
prueba  de  expertos,  porque  no  reúnen  las 
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condiciones  que  para  la  prueba  de  informe 
pericial  exigen  los  artículos  364,  367,  376, 
377  y 385  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales. Las  declaraciones  de  los  Médicos 
que  fueron  examinados  como  testigos  tam- 
poco reúnen  las  condiciones  legales  de  in- 
forme pericial.  Cierto  es  que  durante  el  jui- 
cio plenario  el  acusador  pidió  esa  prueba, 
proponiendo  experto  por  su  parte  y que  el 
Juez  de  Primera  Instancia  acordó  la  prác- 
tica de  la  diligencia,  tener  como  experto  al 
propuesto,  y mandó  requerir  a la  otra  parte 
para  qu.e  nombrara  el  que  le  correspondía. 
Pero  la  diligencia  no  llegó  a ser  practicada, 
ni  durante  el  término  de  prueba,  ni  para 
mejor  fallar  si  el  Juez  hubiera  hecho  pru- 
dente uso  de  la  facultad  que  le  asigna  el 
artículo  551  del  Código  de  Procedimientos 
Penales.  Así,  pues,  no  llegó  a producirse 
prueba  sobre  un  punto  de  tanto  interés  para 
el  pleno  conocimiento  de  los  hechos. 

Con  respecto  a si  se  faltó  a la  verdad  en 
la  relación  de  los  hechos,  sí  encuentro  en 
las  constancias  de  la  causa  prueba  convin- 
cente de  ello ; y en  seguida  enumero  en  qué 
ocasiones  se  incurrió  en  falsedad  de  tal  ma- 
nera. 

1.  — Al  principio  del  acto  notarial,  el  Nota- 
rio Lara  consignó  que,  "estando  ya  reunidos 
él  y los  testigos,  la  señora  viuda  de  Ibar- 
güen  manifestó,  que  estando  en  el  ejercicio 
de  sus  derechos  civiles  desea  otorgar  su  tes- 
tamento y lo  hace  en  las  siguientes  cláusu- 
las”. El  mismo  procesado  confesó  en  su 
declaración  indagatoria  que  cuando  él  pre- 
guntó a la  viuda  de  Ibargüen  si  quería  otor- 
gar su  testamento,  ella  le  respondió  que 
para  eso  lo  había  llamado,  lo  cual  no  pre- 
senció más  que  su  amanuense  José  Fran- 
cisco Morales  Hidalgo.  Este  desmintió  al 
Notario  al  declarar  que  sólo  una  vez  estuvo 
en  presencia  de  la  señora  de  Ibargüen,  y 
eso  fué  cuando  se  dió  lectura  al  instrumen- 
to público.  Los  otros  dos  testigos  presen- 
ciales dijeron  que  cuando  ellos  llegaron  ya 
estaba  escrito  el  instrumento,  y que  las  úni- 
cas palabras  que  dicha  señora  pronunció 
en  su  presencia,  fueron:  SI,  ESO  ES,  ESTA 
BUENO.  Tres  testigos  presenciales  y acor- 
des hacen  plena  prueba  contra  cualquier 
procesado.  Luego  el  Notario  Lara,  al  atri- 
buir aquellas  palabras  a su  cliente,  faltó  a 
la  verdad  al  relatar  este  hecho. 

2.  — El  Notario  consignó  en  el  mismo  ins- 
trumento que,  habiendo  designado  doña 
Marcelina  “al  Notario  autorizante”  para  dar 
lectura  al  testamento,  procedió  hacerlo  con 
voz  clara  y distinta,  y separadamente  cláu- 
sula por  cláusula.  Los  testigos  presenciales 
declararon  que  ya  estando  todos  juntos,  el 


Notario  procedió  a la  lectura;  pero  ninguno 
de  ellos  afirmó  que  haya  precedido  tal  de- 
signación, sino  que  la  viuda  de  Ibargüen 
solamente  pronunció  las  palabras  ya  subra- 
yadas. Tampoco  fué  verdadera  en  este  pun- 
to la  relación  de  los  hechos. 

3.  — Consignó  el  Notario  Lara  que,  des- 
pués de  leída  cada  cláusula  separadamente, 
la  testadora  "de  viva  voz  dijo  ser  ésta  la  ex- 
presión de  su  última  voluntad".  Aun  admi- 
tiendo, que  no  debe  admitirse,  la  suposición 
de  que  el  Notario  haya  preguntado  a la  otor- 
gante, al  final  de  cada  cláusula,  si  esa  era 
la  fiel  expresión  de  su  última  voluntad,  y 
ella  haya  respuesto  SI,  ESO  ES,  o está  BUE- 
NO, sería  entonces  el  mismo  Notario  quien 
pronunció  la  frase  citada ; pero  no  la  testa- 
dora, como  él  asegura,  faltando  a la  ver- 
dad en  la  relación  del  hecho.  Debe  tener- 
se en  cuenta  que  el  Licenciado  Lara  Guz- 
mán  es  uno  de  los  letrados  que  gozan  de 
mejor  crédito  en  el  foro  guatemalteco;  y 
que  no  pudo  haberse  escapado  ni  a su  ilus- 
tración ni  a su  memoria  que  el  Código  Civil 
prohíbe  expresamente  que  se  tengan  como 
buenas  en  un  testamento  nuncupativo  esas 
respuestas  de:  SI,  NO,  y los  signos  equiva- 
lentes. Al  consignar  la  frase  a que  se  con- 
trae este  número,  no  puede  dudarse  de  que 
lo  hizo  a sabiendas  de  que  no  consignaba 
la  verdad. 

4.  — León  Nicolás  Diebold,  amigo  y allega- 
do a la  familia  Ibargüen,  al  punto  de  co- 
mer y dormir  en  la  misma  casa,  no  obstante 
tener  otra  puesta  para  el  despacho  de  sus 
negocios  habituales,  declaró  como  testigo 
que  el  veintinueve  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos veintiuno  fué  a requerir  los  servicios 
profesionales  del  Notario  don  Leonardo  La- 
ra G.,  para  que  autorizara  el  testamento  de 
doña  Marcelina  Uribe  de  Ibargüen.  Ya  en 
el  escritorio  de  la  casa,  que  es  pieza  sepa- 
rada de  la  en  que  se  encontraba  la  enfer- 
ma, “el  Licenciado  Lara  dictaba  el  testamen- 
to a su  escribiente,  después  de  las  indicacio- 
nes que  recibía  el  Notario,  del  exponente,  en 
nombre  de  doña  Marcelina",  Antes  había 
declarado  este  testigo  que  de  su  boca  reci- 
bid el  Notario  las  instrucciones,  y de  los  hi- 
jos de  la  señora,  las  generales  de  ella.  El 
Notario  Lara  confesó  en  su  declaración  in. 
dagatoria  que,  mientras  él  y Diebold  cami- 
naban hacia  la  casa  de  Ibargüen,  el  segundo 
le  dijo  cuales  eran  las  intenciones  de  la  viu- 
da de  Ibargüen,  y él  las  encontró  de  acuer- 
do con  una  conversación  que  tres  meses  an- 
tes había  tenido  con  la  misma  señora.  Más 
adelante,  en  la  misma  diligencia,  aseguró 
que  el  mismo  veintinueve  de  octubre  (1921) 
ella  se  las  había  repetido,  y él  las  apuntó 
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con  lápiz  en  un  pedazo  de  papel.  La  confe- 
sión hace  plena  prueba  en  todo  lo  que  es 
contrario  al  confeso,  y si  la  confesión  es 
calificada  el  confeso  debe  probar  lo  que  ase- 
guró serle  favorable.  Pero  el  Licenciado 
Lara  no  lo  probó,  ni  exhibió  siquiera  el 
borrador  escrito  a lápiz. 

De  todo  esto,  asegurar  y consignar  en  el 
instrumento  público  que  la  otorgante  dictó 
de  viva  voz  sus  disposiciones  testamenta- 
rias a presencia  del  Notario  y de  los  testi- 
gos, hay  toda  la  distancia  que  separa  a lo 
verdadero  de  lo  falso. 

5. — Al  final  del  instrumento  público  el  No- 
tario consignó  en  él  que  la  otorgante,  bien 
impuesta  del  contenido  de  aquella  escritura 
y de  las  cláusulas  que  aseguran  su  validez, 
la  aceptó,  ratificó,  etc.  Léanse  de  nuevo  to- 
das esas  cláusulas,  que  no  son  muchas, 

¿Cuál  de  todas  ellas  asegura  la  validez? 

¿Habrá  respeto  a la  verdad  o falta  a ella, 
cuando  relatando  hechos  se  consigna  en 
instrumento  público  que  fueron  aceptadas 
y ratificadas  cláusulas  que  no  existen  y no 
han  podido  ser  aceptadas  y ratificadas?  Se 
me  dice  que  esto  de  las  cláusulas  que  asegu- 
ran la  validez  de  una  escritura  pública  no 
tiene  importancia,  porque  casi  todos  los  No- 
tarios han  dado  en  mencionarlas  aunque  no 
las  haya.  No  puedo  aceptar  tal  doctrina. 
Mal  de  muchos  no  es  curación  para  ningu- 
no, Cuando  muchos  mintieron  es  absurdo 
convenir  en  que,  por  eso  mismo,  alguno  de 
ellos  dijo  la  verdad. 

Véase,  pues,  cómo  quedó  probado  por  el 
mismo  acto  notarial  de  que  se  trata,  por  la 
confesión  del  Licenciado  don  Leonardo  La- 
ra G.,  y por  otras  constancias  correlativas 
del  proceso,  que  al  relatar  los  hechos  consig- 
nados en  ese  documento  público  se  faltó  a 
la  verdad  no  sólo  una  vez,  sino  cinco.  Y 
véase  también  cómo  al  declararse  en  la  sen- 
tencia recurrida  que  no  está  preestablecido 
el  hecho  delictuoso,  se  infringió  la  ley  con- 
tenida en  el  inciso  cuarto  del  artículo  192  del 
Código  Penal.  Por  esto  voté  que  esa  sen- 
tencia debía  casarse  y anularse. 

Debo  exponer  ahora  algunas  considera- 
ciones acerca  del  artículo  194  del  Código 
Penal.  Si  alguna  parte  de  ese  cuerpo  de 
leyes  requiere  que  se  emplee  mucha  aten- 
ción y esmero  al  interpretar  sus  disposicio- 
nes, es  su  título  tercero  del  libro  segundo, 
cuyo  epígrafe  genérico  es : DE  LAS  FALSE- 
DADES. Porque  en  él  se  emplean  indis- 
tintamente las  palabras  falsedad  y falsifi- 
cación. 

La  falsedad,  sinónimo  de  mentira,  nace 
con  la  misma  cosa  falsa  : en  su  origen  : cuan- 
do se  hace,  se  crea,  se  fabrica,  o lo  que  sea. 


Es,  por  su  naturaleza,  intrínseca,  primitiva, 
primordial.  Empleo  de  estos  términos  para 
expresar  mi  concepto  con  la  eficacia  que  me 
es  posible. 

La  falsificación  es  hecho  posterior  al  ac- 
to que  dió  existencia  a la  cosa  falsificada, 
acto  que  se  realiza  alterando,  bastardeando, 
falsificando  lo  que  nació  verdadero.  En  la- 
tín, origen  de  nuestra  lengua,  falsum  facere. 
Al  tratar  de  firmas  y de  monedas  u otros 
valores,  nuestro  Código  Penal  incurre  en 
confusión  de  vocablos,  al  llamar  falsifica- 
ción de  firma  el  que  una  persona  haga  o 
imite  la  firma  de  otra,  y falsificación  de 
moneda  a fabricarla  con  metales  de  que  no 
debe  componerse  o por  persona  no  autori- 
zada para  ello.  Porque  la  firma  y la  mone- 
da que  así  recibieron  existencia  nunca  fue- 
ron verdaderas  para  ser  después  falsificadas. 

En  los  nueve  incisos  de  qu.e  se  compone 
el  artículo  192  del  Código  Penal  se  enumeran 
casos  de  falsedad  original,  casos  de  falsifi- 
cación posterior,  y casos  de  intercalación  y 
de  ocultación.  A la  primera  clasificación 
corresponden  los  números  1,  2,  3,  4 y 5.  A la 
segunda,  los  números  6 y 7.  A la  tercera,  los 
números  8 y 9. 

Al  escribir  en  el  protocolo  un  instrumen- 
to público  puede  incurriese  en  falsedad  de 
la  primera  clasificación.  Al  expedir  testi- 
monio, en  falsificación  de  la  segunda  cla- 
sificación. Y al  intercalar  alguna  escritura 
en  lugar  que  no  le  corresponde,  al  negar  su 
existencia,  o al  ocultarla,  se  incurre  en  la 
sanción  penal  por  hecho  de  la  tercera  clasi- 
ficación. En  el  instrumento  público  mate- 
ria de  este  proceso  se  incurrió  en  falsedad 
de  la  primera  clasificación,  por  que  al  con- 
signar su  original  en  el  protocolo  se  faltó 
a la  verdad  en  la  relación  de  los  hechos  co- 
mo ya  queda  demostrado.  No  se  cometió 
falsificación  al  emitirse  el  tercer  testimonio 
que  obra  en  la  causa,  por  que  el  Juez,  al  co- 
tejarlo con  el  protocolo,  encontró  que  es 
copia  fiel  de  su  original.  No  se  podría  ha- 
ber hecho  cargo  de  intercalación,  porque 
al  hacerse  la  inspección  del  protocolo  se  en- 
contró bien  guardado  el  orden  cronológico 
de  los  actos  notariales  que  contiene.  Y mu- 
cho menos  el  de  cultación,  porque  al  mar- 
gen del  instrumento  original  se  encontraron 
razones  de  haberse  expedido  cinco  testimo- 
nios que  se  han  hecho  públicos  con  diver- 
sos objetos.  Así,  pues,  nos  encontramos  en 
presencia  de  un  caso  de  falsedad  bien  cla- 
sificado ; pero  no  de  falsificatión,  ni  de 
intercalación  o de  ocultación.  Ahora  bien ; 
el  artículo  194  del  Código  Penal,  dice : 
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"Para  que  el  delito  de  falsificación  de  do- 
cumentos sea  punible  como  tal,  se  necesita 
que  concurran  los  requisitos  siguientes : 

1.  — Que  se  cometa  fraudulentamente; 

2.  — Que  el  falsario  se  proponga  sacar  al- 
gún provecho  para  si  o para  otro,  o causar 
perjuicio  a alguno  o a la  sociedad; 

3.  — Que  resulte  o pueda  resultar  perjui- 
cio a la  sociedad  o algún  particular  ya  sea 
en  los  bienes  de  éste,  o ya  en  su  persona, 
en  su  honra  o en  su  reputación; 

4.  — Que  el  falsario  haga  la  falsificación 
sin  consentimiento  de  la  persona  a quien 
resulta  o pueda  resultar  perjuicio,  o sin  el 
de  aquella  en  cuyo  nombre  se  hizo  el  do- 
cumento”. 

Interpretando  este  artículo  por  su  tenor 
literal,  resulta  que  la  ley  transcrita  rige  con 
respecto  al  delito  de  falsificación;  pero  no 
con  respecto  al  de  falsedad,  entre  los  cuales 
existe  una  diferencia  substancial,  como  ya 
queda  explicado.  Por  eso  no  es  aplicable  a 
ninguno  de  los  primeros  cinco  números  del 
artículo  192,  y no  los  afecta. 

Podría  agregar  algunas  reflexiones  más 
acerca  a la  no  aplicabilidad  del  articulo  194 
a los  primeros  cinco  incisos  del  192 ; como 
esto  no  es  una  disertación  de  derecho,  sino 
un  simple  voto  particular,  me  parece  que  lo 
expuesto  es  bastante  para  fundarlo  y que  no 
debo  fatigar  más  a los  que  quieran  leerlo. 

Repito  que  según  mi  leal  saber  y enten- 
der, la  sentencia  recurrida  debió  casarse  y 
anularse,  porque,  al  declarar  que  no  se  ha- 
bía preestablecido  la  existencia  del  delito, 
infringió  el  inciso  cuarto  del  artículo  192 
del  Código  Penal. 

Y repito  también,  que  lamento  muy  de 
veras  que  en  este  caso  no  haya, estado  de 
acuerdo  con  mis  ilustres  colegas  como  he 
tenido  el  honor  de  estarlo  en  todos  los  de- 
más que  se  han  sometido  a nuestro  estudio 
y decisión. 

Guatemala,  junio  19  de  1929. 

y.  F.  Rodríguez. 


CIVIL 

Cuando  alguna  persona  falta  a las  obliga- 
ciones que  contrajo  en  el  contrato  de  loca- 
ción, la  otra  parte  únicamente  tiene  de- 
recho a pedir  que  se  le  obligue  a su  cum- 
plimiento, o a que  se  declare  rescindido  el 
contrato. 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
tres  de  junio  de  mil  novecientos  veintinueve. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  de  fe- 


cha trece  de  noviembre  de  mil  novecientos 
veintiocho,  en  que  la  Sala  Segunda  de  la 
Corte  de  Apelaciones  confirma  el  fallo  pro- 
nunciado por  el  Juez  2"  de  l'>  Instancia  del 
departamento  de  Guatemala,  y por  el  cual 
dicho  funcionario  declara : que  el  Ingeniero 
don  Domingo  Conde  debe  a don  José  Sán- 
chez, José  López  y Juan  Cabrera,  la  can- 
tidad de  diez  mil  pesos  moneda  nacional, 
que  recibió  como  anticipo  a cuenta  de  un 
contrato  de  locación  de  servicios,  los  cua- 
les deberá  pagar  dentro  de  tercero  día;  y 
absuelve  al  demandado  en  cuanto  a los  da- 
ños y perjuicios,  por  no  haberse  establecido 
éstos  en  ninguna  forma,  siendo  las  costas  a 
cargo  del  demandado. 

RESULTANDO  : que  el  treinta  de  mayo 
de  mil  novecientos  veintiocho,  Alfredo  Figue- 
roa,  como  apoderado  de  José  Sánchez,  José 
López  y Juan  Cabrera,  se  presentó  ante  el 
Juez  2^  de  1®  Instancia,  manifestando;  que 
el  Ingeniero  don  Domingo  Conde  adeuda  a 
sus  poderdantes  la  cantidad  de  quince  mil 
pesos  moneda  nacional,  así:  diez  mil  pesos 
que  recibió  Conde  anticipadamente  por  la 
medida  del  terreno  baldío  de  Concepción 
Chiquirichapa,  nombramiento  que  aceptó 
dicho  facultativo,  pero  no  efectuó  el  trabajo 
correspondiente  y cinco  mil  pesos,  por  los 
daños  y perjuicios  que  el  señor  Conde  cau- 
só a los  señores  Sánchez,  López  y Cabrera 
por  no  haber  cumplido  con  el  compromiso 
que  había  contraído;  que  como  el  mencio- 
nado Ingeniero  se  ha  negado  a devolver  los 
diez  mil  pesos  aludidos  y a pagar  los  daños 
y perjuicios,  entablaba  la  demanda  que  aca- 
ba de  relatarse,  a fin  de  que,  tramitada,  se 
resolviera  en  su  oportunidad,  que  el  Inge- 
niero -don  Domingo  Conde  debía  pagar  la 
cantidad  demandada  y las  costas  del  juicio. 

RESULTANDO:  que  corrido  traslado  en 
vía  ordinaria  de  la  demanda  al  señor  Con- 
de, la  negó,  agregando:  que  se  constituyó 
en  el  terreno  baldío  que  los  demandantes,  en 
el  tiempo  convenido,  que  ha  hecho  los  estu- 
dios conducentes,  que  citó  a los  colindantes, 
celebró  conferencias  y ha  estado  consul- 
tando con  sus  comprofesores  la  razón  de 
ser  de  algunos  empalmes  y otras  dificulta- 
des que  presentaban  las  operaciones  de  cam- 
po que  se  le  habían  confiado;  y,  por  último, 
pidió  que  se  le  absolviera  de  la  demanda  y 
se  condenase  a los  actores  en  las  costas  del 
juicio. 

RESULTANDO  : que  el  juicio  fué  abierto 
a prueba  por  cuarenta  días,  y durante  ese 
término  fueron  rendidas  las  que  a conti- 
nuación se  expresan;  la  parte  actora  pre- 
sentó ; a ) Posiciones  absueltas  por  el  Inge- 
niero don  Domingo  Conde,  quien  dando  res- 
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puesta  a las  preguntas  que  le  fueron  diri- 
gidas manifestó  : que  es  cierto  que  con  in- 
tervención del  Licenciado  Leopoldo  Sando- 
val  aceptó  la  comisión  de  practicar  la  me- 
dida del  terreno  baldio  de  Concepción  Chi- 
quirichapa,  departamento  de  Q^^zaltenan- 
go;  que  recibió  a cuenta  del  trabajo  la  can- 
tidad de  diez  mil  pesos  más  sus  gastos  de 
viaje;  que  es  cierto  que  no  practicó  la  me- 
dida; llevó  a cabo  una  inspección  del  terre- 
no, citó  a los  colindantes,  conferenció  va- 
rias veces  con  el  Jefe  Político,  hizo  un  es- 
tudio del  expediente  de  "litis”  entre  los  pue- 
blos de  Concepción  Chiquirichapa  y San 
Juan  Ostuncalco,  y llevó  los  documentos 
necesarios  para  efectuar  la  medida;  que  es 
cierto  que  por  medio  del  Lie.  Sandoval  fué 
requerido  para  que  devolviese  los  diez  mil 
pesos  que  recibió  por  cuenta  de  la  medida ; 
que  reconoce  el  contenido  y las  firmas  : de 
un  recibo  extendido  por  el  absolvente,  fecha- 
do en  esta  ciudad,  el  día  diez  y ocho  de  fe- 
brero de  mil  novecientos  veintiocho,  por  diez 
mil  pesos  adicionado  con  las  cantidades  si- 
guientes : quinientos  pesos  por  gastos  efec- 
tuados hasta  la  Estación  de  San  Felipe  y 
quinientos  pesos  más  por  gastos  hechos  con 
motivo  del  regreso  del  absolvente  a esta  ca- 
pital; que  también  reconocía  el  contenido  y 
la  firma  de  la  carta  fechada  en  esta  ciudad 
el  día  veinticinco  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos veintiocho,  dirigida  a José  Sánchez,  en 
la  cual  el  dicente  le  manifestaba  a Sánchez, 
entre  otras  cosas,  lo  que  sigue : “que  por  no 
haberle  contestado  pronto  y por  otro  com- 
promiso contraído  se  le  había  dificultado 
regresar,  que  no  estaba  dispuesto  a devol- 
verles ni  la  mitad  de  la  suma  que  había  re- 
cibido anticipadamente,  y les  aconsejaba 
una  transacción  convenitnte  y no  un  mal 
pleito;  que  es  cierto  que  de  conformidad  con 
el  respectivo  contrato,  todo  el  tiempo  que 
estuvo  en  Concepción  Chiquirichapa  “fué 
por  cuenta  de  los  interesados”  en  la  medi- 
da; y que  “no  lo  han  instado”  para  que  de- 
vuelva la  cantidad  que  le  dieron  antici- 
padamente. El  absolvente  manifestó  : antes 
de  firmar  la  diligencia,  que  aclaraba  la  res- 
puesta que  había  dado  a la  pregunta  quinta 
del  primer  interrogatorio,  en  el  sentido  de 
que  sí  fué  requerido  por  el  Abogado  don 
Leopoldo  Sandoval  para  que  devolviese  los 
diez  mil  pesos  a que  dicha  pregunta  se  re- 
fiere, y no  ha  efectuado  su  devolución;  y, 
b)  Un  recibo,  con  firma  legalizada,  por  va- 
lor de  dos  mil  trescientos  pesos  billetes,  en 
el  cual  el  Lie.  don  Leopoldo  Sandoval  hizo 
constar  que  recibió  de  José  Sánchez  y com- 


pañeros, la  mencionada  cantidad,  por  hono- 
rarios profesionales  como  sigue : por  autori- 
zación de  un  contrato  de  locación  de  servi- 
cios entre  el  Ingeniero  don  Domingo  Con- 
de y los  interesados  según  convenio,  un  mil 
quinientos  pesos  billetes;  por  autorización 
de  un  poder  para  demandar  al  Ingeniero  don 
Domingo  Conde,  cuatrocientos  pesos;  y por 
substitución  de  este  mismo  poder  a favor 
de  don  Antonio  Leiva,  cuatrocientos  pesos ; 
el  demandado  presentó  los  documentos  que 
siguen:  a)  Carta  fechada  en  esta  capital,  el 
veinticuatro  de  febrero  de  mil  novecientos 
veintiocho,  por  medio  de  la  cual  el  Lie.  don 
Leopoldo  Sandoval  manifiesta  al  Ingeniero 
señor  Conde : que  ha  leído  "personalmente 
el  expediente  de  las  dificultades"  que  por 
razón  de  linderos  han  tenido  los  pueblos  de 
San  Juan  Ostuncalco  y Concepción,  expe- 
diente en  el  cual  obra  el  acuerdo  de  fecha 
cinco  de  agosto  de  mil  novecientos  veintiu- 
no, que  mandó  adjudicar  gratuitamente  a 
los  vecinos  de  Concepción  que  no  tuviesen 
tierras,  el  baldío  que  resultó  o mejor  dicho, 
que  por  medio  de  Ingeniero  se  lotificara  el 
mencionado  baldío,  y que  la  Municipalidad 
de  Concepción  por  medio  de  su  Síndico  otor- 
gara en  favor  de  cada  uno  de  los  vecinos, 
ante  un  Notario  Público,  el  correspondiente 
título  de  propiedad ; que  de  conformidad  con 
ese  acuerdo  debía  proceder  (Conde)  a me- 
dir y localizar  el  referido  baldío,  y en  segui- 
da dividirlo  en  tantos  lotes,  como  vecinos 
interesados  presentase  la  Municipalidad  pa- 
ra extenderles  su  respectiva  escritura ; b ) 
Respuestas  dadas  al  Ingeniero  señor  Conde 
por  el  Alcalde  Municipal  de  Ostuncalco,  y 
el  Jefe  Político  de  Quezaltenango  en  las 
cuales  le  manifiestan  quedar  enterados  de 
que  por  comisión  de  la  Sección  de  Tierras 
practicará  la  medida  del  terreno  que  linda 
con  ejidos  de  San  Juan  Ostuncalco,  agregan- 
do el  Alcalde  Municipal,  que  nombraría  las 
comisiones  para  que  presenciaran  las  medi- 
das respectivas;  c)  Carta  fechada  en  Con- 
cepción el  día  veinte  de  marzo  de  mil  no- 
vecientos veintiocho,  en  la  cual  B,  de  León 
manifiesta  al  señor  Conde  qu.e  por  recomen- 
dación de  José  Sánchez  y compañeros  le 
suplica  que  continúe  buscando  el  baldío  en 
el  plano  que  el  Ingeniero  don  Guillermo 
Castro  entregó  a la  Sección  de  Tierras,  y 
cuando  estuviera  bien  informado  del  asun- 
to les  diera  aviso,  para  prepararse  ellos 
(Sánchez  y compañeros),  después  de  la 
Semana  Santa;  d)  Copia  del  plano  de  los 
ejidos  de  Concepción  Chiquirichapa  y terre- 
nos de  “Las  Barrancas"  pretendidos  por  los 
vecinos  de  San  Martín,  cedidos  por  el  Go- 
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bierno  a los  de  Concepción,  según  actas  de 
cinco  de  agosto  de  mil  novecientos  veinti- 
uno ; e ) documento  simple  por  el  cual  An- 
tonio Quezada  hizo  constar  que  recibió  del 
Ingeniero  don  Domingo  Conde  dos  quetza- 
les por  la  copia  de  una  parte  del  plano  del 
terreno  denominado  "Las  Barrancas”  y eji- 
dos de  Concepción,  y trazado  por  el  Ingenie- 
ro don  Guillermo  Castro. 

RESULTANDO  : que  vencido  el  término 
probatorio,  unidas  a los  autos  las  pruebas 
rendidas  y corridos  los  traslados  correspon- 
dientes, al  evacuar  el  suyo  el  apoderado  del 
actor  presentó  los  documentos  siguientes : 
a ) tercer  testimonio  de  la  escritura  pública 
número  trece,  autorizada  en  esta  ciudad,  a 
diez  y ocho  de  enero  del  año  de  mil  nove- 
cientos ventiocho,  por  el  Notario  don  Leo- 
poldo Sandoval,  en  la  cual  consta : que  el 
Ingeniero  don  Domingo  Conde  se  compro- 
metió a medir  en  los  primeros  dias  del  mes 
de  febrero  (1928)  las  tierras  baldías  de 
Concepción  Chiquirichapa,  terrenos  que  ya 
están  localizados,  a razón  de  dos  mil  pesos 
billetes  por  cada  caballería,  a costa  de  los 
interesados,  quienes  se  obligaron  a pagarle 
la  mitad  del  valor  convenido,  el  día  que  él 
(el  Ingeniero)  saliera  a practicar  la  medida 
de  referencia,  y el  resto  cuando  diera  cuen- 
ta al  Gobierno  con  el  expediente  de  men- 
sura ; que  si  habiendo  dado  principio  a sus 
operaciones,  el  Ingeniero  señor  Conde,  fue- 
ra suspendida  la  mensura  de  orden  supe- 
rior, los  interesados  perderían  la  parte  de 
dinero  que  hubiesen  anticipado  no  tenien- 
do derecho  el  facultativo  a cobrar  lo  de- 
más ; en  el  caso  de  lograr  que  se  levantase 
la  suspensión,  el  Ingeniero  volvería  al  cam- 
po a concluir  su  trabajo,  por  el  precio  con- 
venido, pagando  los  interesados  únicamente 
el  viático  y los  gastos  de  transporte  y man- 
tención, y estos  gastos  que  acaban  de  enu- 
merarse así  como  el  pago  de  mozos  y de  los 
elementos  que  se  necesiten  serán  sufraga- 
dos por  las  personas  interesadas,  en  todo 
caso ; y la  falta  de  cumplimiento  del  con- 
trato por  alguna  de  las  partes,  “obliga  a la 
acción  de  daños  y perjuicios”;  y,  b)  Docu- 
mento subscrito  por  Isabel  de  León  en  Con- 
cepción Chiquirichapa,  a ocho  de  julio  de 
mil  novecientos  veintocho,  en  el  cual  dicha 
señora  hizo  constar  que  recibió  de  José  Sán- 
chez la  cantidad  de  un  mil  cuatrocientos 
cuarenta  pesos  billetes,  valor  de  doce  días 
de  alimentación  que  suministró  al  Ingenie- 
ro don  Domingo  Conde.  Este  recibo  fué 
reconocido  por  la  señora  de  León  v.  de  Es- 
calante, ante  el  Alcalde  Municipal  de  Con- 
cepción Chiquirichapa,  con  fecha  diez  de 
julio  de  mil  novecientos  veintiocho. 


RESULTANDO:  que  llamados  autos  con 
citación  para  sentencia,  el  Juez  dió  fin  al 
juicio  en  los  términos  al  principio  relacio- 
nados, fallo  que  como  ya  se  dijo,  fué  con- 
firmado por  la  Sala  2’>  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones. 

RESULTANDO  : que  contra  la  sentencia 
de  2’  Instancia  el  Ingeniero  don  Domingo 
Conde  introdujo  recurso  de  casación  por  es- 
timar infringidos  los  artículos  184  y 196  del 
Decreto  Número  273;  874  del  Código  de 
Pros.  Civiles;  1425,  1426,  1427,  1434  y 1726 
del  Código  Civil. 

■CONSIDERANDO  : que  si  José  Sánchez, 
José  López  y Juan  Cabrera  estimaban  que 
el  Ingeniero  don  Domingo  Conde  había  fal- 
tado a las  obligaciones  que  contrajo  al  subs- 
cribir el  contrato  de  fecha  diez  y ocho  de 
enero  de  mil  novecientos  veintiocho,  debie- 
ron enderezar  su  acción  en  el  sentido  de 
compeler  a dicho  señor  a que  cumpliera  con 
lo  estipulado  en  el  respectivo  contrato,  o 
haber  pedido  la  rescisión  de  éste;  pero  en 
manera  alguna  entablar  demanda  contra  el 
Ingeniero  señor  Conde  con  el  objeto  de  exi- 
girle la  devolución  de  la  cantidad  que  ha- 
bía recibido  anticipadamente  y de  confor- 
midad con  lo  convenido  por  ambos  contra- 
tantes en  la  escritura  pública  ya  menciona- 
da; y al  apreciar  lo  contrario  la  Sala  Sen- 
tenciadora, infringió  ^ artículo  1726  del 
Código  Civil. 

CONSIDERANDO;  que  mientras  subsis- 
ta el  contrato  celebrado  entre  los  actores  y 
el  demandado,  aquéllos  no  pueden  exigir  a 
éste  la  devolución  del  dinero  que  le  entre- 
garon para  que  principiara  las  operaciones 
de  mensura  de  los  terrenos  baldíos  de  Con- 
cepción Chiquirichapa;  en  virtud  de  que  los 
contratos  producen  derechos  y obligaciones 
recíprocas  entre  los  contratantes,  tienen 
fuerza  de  ley  respecto  de  estos  y son  obli- 
gatorios, no  sólo  en  cuanto  se  halla  expre- 
sado en  ellos,  sino  también  en  lo  que  sea  de 
ley  según  su  naturaleza;  artículos  1425  y 
1426  del  Código  Civil. 

CONSIDERANDO:  que  una  de  las  con- 
secuencias que  traería  consigo  la  declara- 
toria de  rescisión  del  aludido  contrato  sería 
la  devolución  de  la  cantidad  recibida  para 
dar  principio  a la  mensura  convenida;  pero 
esta  consecuencia  aún  no  existe,  pues  no  se 
ha  declarado  rescindido  aquel  contrato,  y la 
rescisión  no  debe  presumirse  que  fué  pedi- 
da, interpretando  así  la  acción  intentada,  por 
que  los  Jueces  no  pueden  interpretar  ésta, 
hasta  el  extremo  de  cambiar  su.  substancia, 
sino  resolver  los  juicios  tomando  en  cuen- 
ta los  hechos  contenidos  en  la  demanda  y 
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la  contestación  y los  que  hubieren  sido  pro- 
bados, articulo  543  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  de  las  leyes  apunta- 
das y haciendo  aplicación  de  lo  estatuido 
por  los  artículos  877,  1889  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  y 184  del  Decreto  gu- 
bernativo Número  273,  casa  y anula  el  fa- 
llo recurrido ; y,  resolviendo  sobre  lo  prin- 
cipal, declara : que  absuelve  de  la  deman- 
da al  Ingeniero  don  Domingo  Conde,  y or- 
dena que  se  le  devuelva  el  depósito  que  cons- 
tituyó para  entablar  la  casación. 

Notifiquese  y remítanse  los  antecedentes 
en  la  forma  que  corresponde  al  Tribunal 
de  su  origen. 

José  A.  Medrana. — José  Serrano  Muñoz. 
— Abel  Paredes. — J.  F.  Rodríguez. — J.  Dan. 
Ramírez. — Alf.  Valle  Calvo. 


CRIMINAL 

Para  que  se  repute  punible  la  apropiación 
de  una  cosa  mueble  que  se  ha  recibido 
en  depósito  es  indispensable  Que  se  prue- 
be la  existencia  de  dicho  contrato  en  la 
forma  legal. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
quince  de  mayo  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve. 

Vista,  por  recurso  de  casación,  y con  los 
antecedentes  que  la  originaron,  la  sentencia 
fecha  catorce  de  febrero  del  corriente  año, 
en  que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  con- 
firma la  que  profirió  el  Juez  Cuarto  de  Pri- 
mera Instancia,  en  la  que,  haciendo  las  de- 
más declaraciones  de  ley,  impone  a Fran- 
cisco Camacho  por  el  delito  de  estafa  la  pena 
de  dos  años  tres  meses  de  prisión  correccio- 
nal, que  deberá  extinguir  en  la  Penitenciaría 
del  Centro  y la  que,  con  abono  de  la  sufri- 
da, le  permite  conmutar  en  sus  dos  terce- 
ras partes  a razón  de  un  cuarto  de  quetzal 
diario. 

RESULTA : que  con  fecha  treinta  y uno 
de  enero  del  año  próximo  pasado,  se  presen- 
tó al  Juzgado  Cuarto  de  Primera  Instancia 
don  José  Rodrigo  Medina,  en  concepto  de 
cesionario  de  don  Fernando  Haase  Raloff, 
manifestando : que  don  Francisco  Camacho, 
por  escritura  de  fecha  cuatro  de  febrero  de 
mil  novecientos  veintiséis,  autorizada  por 
el  Notario  don  Valentín  Alvarez  Pérez,  re- 
conoció deber  a la  señorita  María  Jacinta 
Barillas,  la  suma  de  ciento  cincuenta  pesos 


oro,  la  que  juntamente  con  sus  intereses  al 
cinco  por  ciento  se  comprometió  a pagar  den- 
tro de  un  mes,  contado  desde  esa  fecha,  y 
dando  como  garantía  prendaria  un  automó- 
vil marca  "Jordán”,  que  quedaba  en  poder 
del  deudor,  y que  en  caso  de  falta  de  cum- 
plimiento de  la  obligación  contraída,  dicho 
vehículo  pasaría  a ser  propiedad  de  la  acree- 
dora sirviéndole  como  título  el  documento 
mencionado : que  por  escritura  de  fecha  do- 
ce de  agosto  de  mil  novecientos  veintiséis, 
que  pasó  ante  el  Notario  don  Hugo  Torselli, 
el  señor  Camacho  vendió  a don  Fernando 
Haase  Raloff  el  mismo  automóvil  dado  en 
prenda  por  la  suma  de  mü  pesos  oro  ameri- 
cano ; y que  por  escritura  de  fecha  veintiu- 
no de  enero  de  mil  novecientos  veintisiete, 
autorizada  por  el  Notario  Encarnación  Ma- 
zariegos  el  expresado  señor  Haase  Raloff 
había  cedido  sus  derechos  al  comparecien- 
te, quien,  por  lo  mismo,  era  ya  el  dueño  le- 
gítimo del  automóvil;  y que  con  ese  funda- 
mento y basado  en  los  testimonios  de  las 
escrituras  públicas  autorizadas  por  los  No- 
tarios señores  Alvarez  Pérez  y Mazariegos, 
que  para  el  efecto  acompañaba,  ocurría  acu- 
sando por  el  delito  de  estafa  a Francisco  Ca- 
macho, y pedía,  que  como  diligencia  urgen- 
te, se  ordenara  al  Notario  señor  Torselli 
exhibiera  su  protocolo  y se  testimoniara  la 
escritura  de  compra-venta  otorgada  por  Ca- 
macho a favor  del  señor  Haase  Raloff. 

RESULTA : que  después  de  ratificada  la 
querella  fué  examinado  Manuel  Mejicano 
Gutiérrez,  quien  expuso  : que  no  conocía  a 
Rodrigo  Medina,  pero  que  sí  le  constaba  el 
contrato  celebrado  entre  el  señor  Camacho 
y la  señorita  Barillas,  y que  cuando  venció 
el  plazo  el  deudor  solicitó  a la  acreedora  tres 
esperas  de  ocho  días  y que  cuando  venció  la 
última,  se  escondió  o no  quiso  pagar,  ha- 
biendo tenido  la  señorita  Barillas  que  cu- 
brir los  gastos  de  la  compostura  del  carro 
en  los  talleres  Wats  y que  comprar  dos  llan- 
tas que  le  faltaban. 

RESULTA : que  examinado  don  Ricardo 
Schulz,  manifestó : que  es  representante  de 
los  talleres  de  Wats  y que  por  esta  razón  le 
consta,  que  don  Francisco  Camacho  llevó 
a dichos  talleres,  el  diez  y ocho  de  marzo  de 
mil  novecientos  veintiséis,  un  carro  “Jor- 
dán", para  que  le  hicieran  varias  reparacio- 
nes, sin  que  hubiera  vuelto  por  él;  que  en 
los  primeros  días  de  abril  llegó  el  represen- 
tante de  la  señorita  Jacinta  Barillas,  quien 
le  enseñó  la  escritura  de  obligación  subscri- 
ta por  Camacho,  y con  vista  de  ella  no  tuvo 
inconveniente  en  poner  a su  disposición  el 
carro,  pero  en  ese  mismo  acto  se  lo  compró 
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en  la  suma  de  cuatrocientos  dólares,  y en 
seguida  se  lo  vendió  a don  Víctor  Gaitán, 
en  ochocientos. 

RESULTA : que  en  cumplimiento  de  lo 
mandado  fué  certificada  en  autos  la  escritu- 
ra otorgada  por  Camacho,  ante  el  Notario 
don  Hugo  Torselli,  con  fecha  doce  de  agos- 
to de  mil  novecientos  veintiséis,  en  la  cual 
aparece:  que  el  expresado  señor  Camacho, 
por  la  suma  de  mil  pesos  oro  americano  que 
declaró  haber  recibido  a su  satisfacción,  ven- 
dió a don  Fernando  Haase  Raloff,  con  los 
gravámenes  que  sobre  él  pesaban,  el  auto- 
móvil que  garantizaba  la  deuda  de  la  se- 
ñorita Barillas. 

RESULTA : que  fué  declarada  sin  lugar  la 
cuestión  prejudicial  propuesta  por  el  Licen- 
ciado Hugo  Torselli,  como  apoderado  de  Ca- 
macho, quien  lo  fundó  en  que  habiendo  si- 
do vendido  el  automóvil  con  los  gravámenes 
que  tenía,  el  asunto  debería  ventilarse  pre- 
viamente en  la  vía  civil. 

RESULTA : que  habiéndose  obtenido  la 
captura  de  Francisco  Camacho,  se  le  tomó 
su  declaración  indagatoria  y expuso:  que 
no  conocía  personalmente  a la  señorita  Ba- 
rillas, pero  que  sí  había  constituido  a su 
favor  la  obligación  que  constaba  en  la  es- 
critura de  que  ya  se  hizo  referencia,  garan- 
tizándola con  un  automóvil  marca  “Jordán”, 
pintado  de  rojo  y con  sus  llantan  nuevas; 
que  cuando  se  venció  el  plazo  la  acreedora, 
por  medio  de  su  apoderado  don  Manuel  Me- 
jicanos, se  lo  prorrogó,  ofreciéndole  que  no 
lo  molestaría  más,  hecho  que  fué  presen- 
ciado por  don  Alberto  García  Marroauín: 
que  es  cierto  que  vendió  el  automóvil  a Haa- 
se Raloff,  pero  con  los  gravámenes  que  te- 
nía y en  la  creencia  de  que  estaba  en  los 
talleres  de  Wats,  a donde  lo  había  llevado 
a componer  y que  no  fué  a entregárselo 
porque  no  llegó  a recibir  el  precio. 

RESULTA : que  examinado  Arturo  Esté- 
vez,  testigo  instrumental  del  contrato  de 
compra-venta  celebrado  entre  Camacho  y 
Raloff,  expuso : que  los  otorgantes  no  se  hi- 
cieron entrega  de  la  cosa  ni  del  precio,  y 
que  por  pláticas  que  posteriormente  tuvo 
con  los  contratantes  pudo  enterarse  de  que 
Camacho  por  favorecer  a Raloff  le  cedió  los 
derechos  que  aún  tenía  en  el  automóvil,  da- 
do en  prenda  a la  señorita  Barillas  para  que 
pudiera  entenderse  con  ella,  y mejorar  en 
algo  su  situación. 

RESULTA : que  elevada  la  causa  a plena- 
rio,  se  dedujo  al  reo  cargo  por  el  delito  de 
estafa  con  el  que  no  se  conformó,  y a soli- 
citud del  Licenciado  Hugo  Torselli,  a quien 
nombró  como  su  defensor  y del  señor  Me- 


dina, que  formalizó  su  acusación,  se  reci- 
bió la  causa  a prueba  por  el  término  de  cua- 
renta días,  durante  el  cual  ninguna  fué  ren- 
dida por  las  partes. 

RESULTA : que  después  de  evacuados  los 
traslados  respectivos  y de  citadas  las  partes 
para  sentencia,  dictó  el  Juez  un  auto  para 
mejor  fallar,  mandando  valuar  el  automó- 
vil, el  que  el  experto  nombrado  don  Joa- 
quín Sáenz  estimó  en  la  suma  de  ochocien- 
tos quetzales,  y en  cuanto  fué  practicada  di- 
cha diligencia,  dictó  el  fallo  que  fué  confir- 
mado por  la  Sala. 

RESULTA:  que  contra  la  sentencia  pro- 
ferida en  segunda  instancia,  introdujo  el 
Procurador  de  la  Sala  el  presente  recurso 
citando  como  violados  los  artículos  1406, 
1476,  1486,  1947,  1965  y 1972  del  Código  Ci- 
vil; 567,  568,  571,  572,  589  y 602  del  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

CONSIDERANDO  : que  en  autos  no  apa- 
rece prueba  alguna  de  que  la  señorita  Ja- 
cinta Barillas  haya  requerido  a don  Fran- 
cisco Camacho  para  que  le  entregara  el  au- 
tomóvil, cuando  dispuso  hacerse  pago  con 
él,  de  acuerdo  con  lo  que  a ese  respecto  se 
dispuso  en  la  escritura  autorizada  por  el 
Notario  don  Valentín  Alvarez  Pérez;  y por 
el  contrario,  aparece  demostrado  que  lo  re- 
cogió directamente  de  los  talleres  de  Wats, 
sin  noticia  de  Camacho,  quien  por  lo  mismo 
no  tenía  conocimiento  de  que  el  vehículo 
ya  no  le  pertenecía  cuando  otorgó  la  escri- 
tura de  compra-venta  a favor  de  Haase  Ra- 
loff, y como  dicha  prueba  era  indispensable 
para  establecer  su  culpabilidad  al  resolver 
en  sentido  distinto  el  Tribunal  sentenciador 
violó  el  artículo  568  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  citado  en'  el  escrito  de  in- 
troducción del  recurso,  por  lo  que  procede 
casar  el  fallo  que  se  examina  y diotar  el  que 
en  derecho  corresponde, 

CONSIDERANDO:  que  no  puede  esti- 
marse que  exista  el  contrato  de  prenda  a que 
se  refiere  la  escritura  otorgada  a favor  de 
la  señorita  Jacinta  Barillas,  por  que  para 
que  dicho  contrato  pueda  tenerse  como  le- 
galmente establecido  es  necesario  que  la  co- 
sa dada  en  prenda  quede  en  poder  del  acree- 
dor o de  un  tercero  a quien  deberá  entre- 
garla el  deudor,  y en  ese  concepto,  no  puede 
tenerse  a Camacho  como  depositario  del  au- 
tomóvil para  que  por  el  hecho  de  haberlo 
vendido  pudiera  deducírsele  responsabili- 
dad criminal;  Artículos  1983,  1990,  Código 
Civil  y 408,  inciso  5'’,  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  qu.e  por  no  haberse 
probado  debidamente  la  delincuencia  de  Ca- 
macho debe  absolvérsele  del  cargo  de  esta- 
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ía  que  se  le  formuló,  dejando  a salvo  los  de- 
rechos de  la  parte  acusadora,  para  que  pue- 
da deducirlos  en  la  vía  civil  que  correspon- 
de. Artículos  566  y 568  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  de  lo  que  disponen 
los  artículos  728,  735,  736,  687  y 690  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  casa  y anu- 


la el  fallo  recurrido  y fallando  en  lo  princi- 
pal absuelve  a J.  Francisco  Camacho  del 
cargo  de  estafa  que  se  le  formuló. 

Notifíquese  y con  certificación  devu.élva- 
se  la  causa  al  Tribunol  de  su  origen. 

José  A.  Medrana. — Qairino  Flores  y Flo- 
res.— José  Serrano  Muñoz. — Abel  Paredes. 
— J.  F.  Rodríguez. — Alf.  Valle  Calvo. 


Tribunal  de  lo  Contencioso -Administrativo 


Sentencia  pronunciada  por  el  Tribunal  de  lo  Contencioso-Administrativo 
en  el  asunto  de  don  Manuel  Francisco  Pellecer,  sobre  expulsión  de  su 
hija  Lydia  Argentina  de  su  apellido  de  la  Escuela  Normal  de  la  Antigua 


Tribunal  de  lo  Contencioso-Administra- 
tivo: Guatemala,  diez  y siete  de  junio  de  mil 
novecientos  veintinueve. 

Examinado  este  recurso  introducido  por 
don  M.  Francisco  Pellecer,  relativo  a que  se 
revoque  el  acuerdo  fecha  seis  de  agosto  del 
año  próximo  pasado,  en  que  el  Consejo  de 
Profesores  del  Instituto  Normal  de  Señori- 
tas de  la  Antigua  Guatemala,  expulsó  de  di- 
cho Plantel  a su  menor  hija  Lydia  Argen- 
tina, de  su  apellido.  En  la  secuela  del  pro- 
cedimiento intervino  la  Secretaría  de  Esta- 
do en  el  Despacho  de  Educación  Pública  y 
el  Agente  Fiscal,  ejerciendo  funciones  del 
Ministerio  Público.  El  señor  Pellecer  es  ma- 
yor de  edad  y vecino  de  aquella  ciudad. 

RESULTANDO:  que  el  treinta  del  mes 
citado,  el  señor  Pellecer  dirigió  un  memorial 
a la  Directora  de  la  Escuela  Normal  de  Se- 
ñoritas, en  el  que  hacía  presente  su  incon- 
formidad con  la  resolución  del  Consejo  de 
Profesores  y en  el  que  solicitaba  que  fue- 
ra reconsiderada  y revocada  y que  con  el  in- 
forme respectivo  se  elevara  a la  Secretaría 
de  Educación  Pública,  como  lo  establecía 
el  artículo  2"  del  Decreto  legislativo  Núme- 
ro 1550,  para  que  pudiera  llevarse  a efecto 
la  reconsideración  y,  en  su  caso,  la  repara- 
ción de  los  daños  que  se  le  originaban. 

Que  la  Directora  proveyó  de  conformidad 
e informó:  que  las  repetidas  faltas  de  la  ni- 
ña Pellecer  e ineficacia  de  sus  amonestacio- 
nes privadas  y públicas,  la  obligaron  a con- 
vocar la  Junta  de  Profesores,  que  acordó 
la  separación  del  Plantel  de  aquella  niña, 
que  por  sus  repetidas  faltas  a la  disciplina, 
se  hizo  acreeedora  a tal  medida.  Que  como 
complemento  del  informe  que  ya  había  de- 


tallado al  señor  Ministro  y que  podía  am- 
pliar si  era  necesario,  remitía  segunda  copia 
del  acta  respectiva.  Que  en  este  documen- 
to se  hacen  constar  los  siguientes  puntos : 
‘‘primero,  que  la  señorita  Directora  del  Es- 
tablecimiento expresó  ante  el  Consejo  en 
pleno,  un  detalle  de  las  faltas  cometidas  por 
la  señorita  Lydia  Pellecer,  con  el  agravan- 
te del  atropello  verificado  por  la  señora  ma- 
dre de  la  señorita  Pellecer,  así  como  que  la 
conducta  de  la  citada  alumna  se  ha  vuelto 
completamente  insoportable,  haciéndose  ne- 
cesario sentar  el  precedente  que  el  Conse- 
jo dispusiera,  tomando  en  consideración  di- 
ferentes circunstancias  que  de  manera  ex- 
tensa fueron  expuestas;  segundo,  que  pedi- 
da la  opinión  de  los  Profesores  y habiendo 
tomado  la  palabra  cada  uno  de  ellos,  se  lle- 
gó a la  conclusión  siguiente : que  se  expulse 
a la  señorita  Lydia  Pellecer  del  Instituto 
Normal  de  Señoritas  de  esta  ciudad,  leyén- 
dose esta  disposición  a las  alumnas  del  Es- 
tablecimiento para  que  llegue  a conocimien- 
to de  todos;  tercero,  de  manera  expresa  se 
hace  constar  que  la  presente  disposición  se 
ha  tomado  por  unanimidad,  firmando  la 
presente  acta  todos  los  presentes  que  for- 
man el  Consejo  de  Profesores  del  Instituto 
Normal  de  Señoritas  de  la  Antigua  Guatema- 
la”. Firman  el  acta  la  Directora  y todos  los 
Profesores. 

RESULTANDO : que  el  veintinueve  de 
agosto  del  mismo  año,  se  presentó  el  señor 
Pellecer  ante  el  Inspector  Técnico  de  Edu- 
cación Pública,  manifestándole  que  su  re- 
ferida hija  había  sido  expulsada:  que  por 
tratarse  de  un  caso  fuera  de  la  ley  y desco- 
nocer los  cargos  graves  que  pudieron  obli- 
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gar  a dicho  Establecimiento  de  Enseñanza 
a implantar  un  procedimiento  tan  infaman- 
te como  desusado  y no  habiéndosele  notifi- 
cado las  causales  de  esa  resolución,  se  ha- 
bía presentado  por  escrito  y en  forma  co- 
medida a la  Dirección  de  la  Escuela  Nor- 
mal, solicitando  certificación  del  acuerdo  de 
Profesores ; que  repetidas  ocasiones  había 
llegado  personalmente  a insistir  en  la  mis- 
ma solicitud  o que  se  le  diera  a conocer  el 
proveído  recaído  en  el  escrito  que  había  pre- 
sentado; pero  que  se  le  había  negado  todo 
derecho;  que  tal  procedimiento  lo  obligaba 
a pasar  el  asunto  a los  Tribunales  de  Jus- 
ticia; pero  que  en  el  deseo  de  hacerlo  hasta 
haber  agotado  los  medios  prudentes  y en 
virtud  del  artículo  51  de  la  Ley  Reglamen- 
taria de  Educación  Pública,  denunciaba  esos 
hechos  para  que  los  investigara,  recurrien- 
do a la  información  individual  de  cada  uno 
de  los  Profesores  que  firmaron  el  acuerdo, 
para  que  dijeran  si  conocieron  y estudiaron 
el  asunto  y si  procedieron  con  libertad  o fue- 
ron presionados  para  consumar  ese  hecho ; 
que  siendo  un  asunto  de  interés  general, 
por  el  buen  nombre  del  Magisterio,  tenía 
seguridad  que  haciéndose  cargo  de  su  ele- 
vado carácter  de  investigador,  atendería  su 
solicitud,  la  cual  le  rogaba  que  original  y con 
el  informe  de  lo  actuado,  se  sirviera  ele- 
varla al  señor  Ministro  de  Educación  Pú- 
blica; y que  pedía  una  copia  del  acuerdo 
de  Profesores  y otra  de  todo  el  expediente 
a que  diera  lugar  su  petición. 

Que  el  memorial  presentado  sin  ninguna 
providencia,  fué  remitido  a la  Secretaría 
del  ramo. 

RESULTANDO : que  el  seis  de  septiem- 
bre del  año  anterior,  ocurrió  el  señor  Pelle- 
cer  al  Ministerio  de  Educación  Pública,  ex- 
poniendo que  con  fecha  doce  de  agosto  pa- 
sado, había  dirigido  a esa  Secretaría  un  ofi- 
cio relatando  lo  concerniente  a la  expul- 
sión de  su  hija:  que  a la  vez  hacía  presente 
que,  aunque  ese  procedimiento  difamato- 
rio e injusto,  era  un  atentado  contra  el  buen 
nombre  de  una  familia,  no  quería  salirse  de 
los  linderos  de  la  razón  y de  la  ley,  por  lo 
que  pedía  la  reconsideración  de  ese  acuerdo 
improcedente  para  reparar,  siquiera  en  par- 
te, el  daño  moral  y material  inferido,  a cuyo 
efecto  proponía  varias  formas  de  hacerlo, 
bajo  la  intervención  del  señor  Ministro;  pe- 
ro que  no  habiendo  recibido  la  menor  aten- 
ción del  Ministerio,  ni  de  la  Escuela  Nor- 
mal, había  presentado  los  memoriales  de 
que  se  hizo  referencia,  dirigidos  a la  Direc- 
tora de  este  Plantel  y al  Inspector  Técnico 
de  Educación,  los  que  copiados  sometía 
a su  consideración,  no  sólo  para  dejar  nueva 


constancia  de  que  seguía  manteniéndose 
dentro  de  la  ley,  y la  razón,  sino  para  pedir 
su  intervención  a efecto  de  lograr  que  esos 
escritos  se  tramitaran  en  forma;  y que  tam- 
bién declaraba  categóricamente  ante  el  Mi- 
nisterio su  inconformidad,  por  la  resolu- 
ción tomada  por  la  Escuela  Normal,  que 
no  sólo  lesionaba  injustamente  su  decoro, 
sino  que  privaba  a su  hija  de  los  derechos 
consagrados  por  la  ley,  por  lo  cual  pedía 
fuera  reconsiderada  y revocada. 

Que  la  Secretaría  de  Educación  Pública, 
con  fecha  veintinueve  del  mismo  mes  de 
septiembre,  mandó  oír  al  Fiscal  del  Gobier- 
no, y este  funcionario  manifestó  que  para 
poder  dictaminar,  procedía  que  la  Directo- 
ra de  la  Escuela  informara  detalladamente, 
sobre  los  motivos  que  originaron  la  expul- 
sión de  la  niña  Pellecer,  por  no  haberse  he- 
cho constar  en  el  acta  respectiva.  Que  de- 
cretada esta  diligencia,  la  Directora  infor- 
mó que  se  había  dado  parte  en  diversas  oca- 
siones por  las  Inspectoras  del  Estableci- 
miento de  las  continuas  faltas  de  la  seño- 
rita Pellecer,  a la  disciplina  del  mismo,  ha- 
biendo necesidad  de  llamarle  la  atención 
por  diversos  medios;  que  no  fueron  atendi- 
das las  amonestaciones  y no  bastaron  los 
castigos  que  se  le  impusieron;  que  muchas 
veces  le  habló,  valiéndose  de  llamadas  al 
sentimiento  del  honor  y de  la  dignidad  per- 
sonal; que  todo  fué  por  demás,  y que,  sorda 
a los  dictados  del  deber,  a las  palabras  y 
castigos,  había  seguido  por  el  mismo  cami- 
no y que  al  cuatro  de  agosto,  en  ocasión  en 
que  la  Inspectora  General  la  requirió  para 
que  entrara  al  salón  donde  sus  compañeras 
recibían  ya  la  clase,  eUa  se  entretenía,  sin 
atender  las  llamadas  para  que  se  formaran 
las  alumnas  y que  jugando  con  un  cordel  se 
lo  lanzó  a la  cara,  constituyendo  una  falta 
agravada  por  la  reincidencia  en  su  mala  con- 
ducta. Que  en  vista  de  esta  falta,  la  Direc- 
ción, teniendo  agotados  los  castigos  usuales, 
después  de  hablarle  de  la  manera  más  per- 
suasiva para  que  reconociera  su  gravísima 
falta  y el  predicado  en  que  se  estaba  ponien- 
do ante  sus  compañeras,  sin  obtener  de  ella 
el  menor  arrepentimiento,  impuso  a la  alum- 
na  que  de  ese  modo  faltaba  al  respeto  a sus 
superiores,  la  retención  después  de  clases, 
ordenando  que  se  quedara  por  la  tarde  ese 
día,  sábado,  después  de  la  salida  de  sus 
compañeras,  remitiendo  aviso  a la  familia 
con  una  su  hermana.  Que  a las  cuatro  y 
media  de  la  tarde  se  presentó  la  madre  de 
la  alumna,  doña  Socorro  Durán  de  Pellecer, 
en  actitud  descomedida,  lanzando  insultos 
y amenazas  para  las  Inspectoras  y la  Direc- 
tora del  Establecimiento,  usando  un  lengua- 
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je  horrible  e indecoroso  y manejando  su  pa- 
raguas a manera  de  látigo,  había  golpeado 
los  muebles  que  encontró  a su  paso,  mien- 
tras a gritos  ofrecía  hacer  lo  mismo  con  las 
personas,  produciendo  un  escándalo  difícil 
de  reseñar  y fatal  para  la  disciplina  de  un 
centro  educativo.  Que  en  seguida,  sentando 
un  precedente,  levantó  por  sí  y ante  sí  el 
castigo  de  su  hija,  ordenándola  irse  con  ella. 
Que  el  incidente  era  de  aquellos  que,  en  un 
Establecimiento  de  la  índole  del  relaciona- 
do, se  prestaba  para  sembrar  la  indiscipli- 
na y relajar  los  sentimientos  de  obediencia 
en  las  alumnas.  Que  por  otra  parte  había 
que  advertir  que  en  otra  ocasión  había  lle- 
gado la  señora  Durán  de  Pellecer  a la  Es- 
cuela alegando  en  una  forma  irrespetuosa. 
Qu.e  con  esos  antecedentes  y viendo  que  no 
se  podía  contar  con  el  apoyo  de  los  padres 
de  la  señorita  Pellecer  para  lograr  su  co- 
rrección y que,  lejos  de  eso  se  le  daba  la 
razón,  pasando  sobre  la  autoridad  de  la  Es- 
cuela y vulnerando  los  principios  de  obe- 
diencia, la  Dirección  citó  al  Consejo  de  Pro- 
fesores para  exponerle  el  caso  y proceder  en 
la  forma  conveniente.  Que  en  dicho  Con- 
sejo que  duró  dos  horas,  se  trató  amplia- 
mente el  caso  y se  llegó  a la  conclusión  fi- 
nal que  debía  cancelársele  la  matrícula  a la 
señorita  Pellecer,  expulsándola  del  Estable- 
cimiento para  ejemplo  de  las  alumnas  y con- 
trarrestar la  indisciplina  que  con  este  caso 
se  venia,  el  cual  estaba  previsto  en  el  ar- 
ticulo 13,  inciso  1'’  del  acuerdo  guberna- 
tivo de  siete  de  enero  de  mil  novecientos 
veinticuatro  y que  debía  advertirse  qu.e  el 
Plantel  de  su  cargo,  no  decretó  una  expul- 
sión general,  sino  que  simplemente  lo  hizo 
del  Instituto  referido,  ya  que  no  se  comu- 
nicó dicha  medida  a ninguno  de  los  otros 
centros  educativos  de  la  República,  sino  so- 
lamente al  Ministerio  de  Educación  Pública. 
Que  fue  una  medida  de  defensa,  tal  vez 
drástica  pero  que  se  justifica  por  sí  sola  ante 
los  hechos  reseñados  y que  evitó  mayores 
males ; y que  como  una  ampliación  del  in- 
forme, remitía  una  copia  de  la  Réplica  que 
el  Consejo  de  Profesores  hizo  al  señor  Pe'le- 
cer  con  motivo  de  la  publicación  de  una  ho- 
ja suelta  injuriosa  y llena  de  insultos  al  Pro- 
fesorado, al  Gobierno  de  la  República  y al 
Establecimiento.  Que  vueltas  a pasar  las  di- 
ligencias al  Fiscal  del  Gobierno,  dictaminó 
en  el  sentido  de  que,  a su  juicio,  no  había 
ninguna  providencia  que  dictar  en  el  asunto, 
toda  vez  que  tampoco  existía  solicitud  expre- 
sa y detallada  que  se  hubiera  dirigido  al  Mi- 
nisterio, pues  el  interesado  señor  Pellecer  se 
concretó  a transcribir  algunas  solicitudes  que 


presentó  a la  Dirección  de  la  Escuela  Nor- 
mal, relacionadas  con  la  expulsión  de  que 
fue  víctima  su  menor  hija  Lydia. 

RESULTANDO : que  el  seis  de  febrero 
de  este  año,  se  presentó  a este  Tribunal  don 
M.  Francisco  Pellecer,  exponiendo : que  en 
la  citada  fecha  seis  de  agosto  había  sido 
sorprendido  por  la  noticia  de  que  había  sido 
expulsada  del  mencionado  Establecimien- 
to de  Educación,  su  hija  Lydia  Argentina, 
de  trece  años  de  edad,  quien  cursaba  el  Pri- 
mer Año  de  Enseñanza  Normal.  Que  su- 
poniendo en  ésta  faltas  graves  que  jamás 
se  le  habían  comunicado,  había  acudido  a la 
Directora  para  inquirir  el  hecho  y tras  de 
obstinadas  explicaciones,  pudo  enterarse  de 
que  por  falta  leve  a una  Inspectora,  había 
sido  castigada  con  rigor,  poniéndola  de  plan- 
tón hasta  horas  de  la  noche,  avanzadas  para 
su  edad  y con  perjuicio  de  sus  horas  de 
alimentación.  Que  tal  suceso  dió  lugar  a 
que  fuera  su  esposa  en  busca  de  una  acla- 
ración; pero  que  por  temor  a ello,  se  habían 
escondido  la  Directora  e Inspectora,  lo  cual 
puso  a la  madre  en  el  caso  de  salvaguardiar 
el  bienestar  de  su  hija,  manifestando  a otra 
empleada  que  la  retiraba  del  castigo,  para 
mandarla  al  día  siguiente,  con  el  fin  de  que 
lo  cumpliera,  como  en  efecto  lo  hizo,  sin 
que  fuera  recibida.  Que  este  proceder  fué 
calificado  por  la  Directora,  de  atropello  y en 
vez  de  seguir  un  juicio  criminal  contra  la 
madre,  había  encontrado  más  obvio  casti- 
gar a la  hija  y que  estableciendo  por  su  pro- 
pio criterio  una  incompatibilidad  entre  la 
maestra  y la  alumna,  había  juzgado  que  una 
de  las  dos,  tenía  que  salir  de  la  Escuela,  a 
cuyo  efecto  puso  a escoger  al  Profesorado, 
entre  la  expulsión  de  la  alumna  o la  re- 
nuncia de  la  Directora,  completamente  se- 
gura de  que  tratándose  de  subalternos,  el 
apoyo  sería  siempre  en  su.  favor.  Que  esos 
son  los  hechos  que  pudo  obtener  en  la  Di- 
rección de  la  Escuela,  ante  los  señores  Li- 
cenciado don  Francisco  Muñoz  B.  y don 
Manuel  González  Ubeda  G.  Que  en  el  pro- 
pio momento  solicitó  por  escrito  certifica- 
ción del  acuerdo  de  los  Profesores,  que  mo- 
tivó aquella  resolución,  ansioso  de  encon- 
trar en  sus  deliberaciones  un  apoyo  legal 
o moral  para  reclamar.  Que  posteriormen- 
te solicitó  también,  por  escrito,  qu.e  se  re- 
considerara ese  asunto  y se  revocara  aque- 
lla resolución.  Que  iguales  medidas  tomó 
ante  la  Inspección  Técnica  de  Educación 
Pública  y ante  el  Ministerio  del  ramo,  en 
las  fechas  comprendidas  entre  el  doce  de 
agosto  y seis  de  septiembre  del  año  ante- 
rior; pero  que  ni  la  Dirección  de  la  Normal 
ni  estas  oficinas,  habían  dado  resolución  al- 
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¿una  sobre  ese  particular,  ni  le  habian  no- 
tificado proveídos  y mucho  menos  accedido 
a darle  las  certificaciones  solicitadas.  Que 
la  relación  de  esos  hechos  revelaba  lo  im- 
procedente de  esa  resolución,  que  menos- 
cababa la  honra  de  su  hija  y la  de  él  y que 
privaba  a la  primera  del  derecho  de  recibir 
la  instrucción  del  Estado  en  la  forma  con- 
sagrada por  la  ley,  haciéndola  perder  un 
tiempo  oportuno  y depositando  en  su  tierno 
corazón  las  simientes  de  la  desilusión  y el 
odio,  que  podian  ser  fatales  en  su  vida,  por 
cuyo  motivo  no  sólo  habia  manifestado  su 
inconformidad,  sino  que  había  pedido  que 
esa  resolución  fuera  revocada;  pero  que  ha- 
biéndose visto  por  la  Administración  Públi- 
ca, con  el  más  alto  menosprecio  esas  justas 
peticiones  en  los  dos  meses  transcurridos,  se 
veia  en  el  caso  de  interponer  este  recurso, 
por  encontrarlo  en  un  todo  ajustado  a la 
Ley  de  lo  Contencioso-Administrativo ; 1", 
porque  creia  haber  agotado  la  vía  adminis- 
trativa en  los  términos  de  la  ley ; 2”,  porque 
al  juzgar  a su  hija  para  tomar  esa  resolu- 
ción, esa  dependencia  del  ramo  de  Educa- 
ción Pública,  debió  haberse  sujetado  a las 
Leyes  Orgánica  y Reglamentaria  de  Educa- 
ción Pública  en  vigor,  que  no  sólo  no  auto- 
riza sino  que  prohibe  los  castigos  infaman- 
tes y lesivos  para  la  dignidad  del  niño;  y,  3", 
porque  esa  resolución  había  vulnerado,  no 
sólo  los  derechos  establecidos  por  la  ley  en 
favor  de  su  hija,  sino  las  que  la  propia  Es- 
cuela, al  admitirla  para  sus  estudios,  esta- 
blecía en  favor  de  los  padres  de  familia, 
que  en  ella  depositaban  su  confianza,  pri- 
vándose de  buscar  otros  medios  de  instruc- 
ción o de  carrera  para  sus  hijos.  Que  no 
podía  acompañar  ningún  documento  justi- 
ficativo de  su  derecho,  porque  la  Escuela  le 
ha  negado  todo  comprobante;  pero  que  en 
cambio  adjuntaba  once  certificados  exten- 
didos por  los  Profesores  de  las  asignaturas 
que  cursaba  su  hija,  las  cuales  estaban  en 
abierta  oposición  con  el  dictamen  del  Con- 
sejo que  precedió  a la  expulsión.  Que  di- 
chos certificados  probaban  de  que  en  las 
nueve  horas  que  su  hija  pasaba  en  la  Es- 
cuela, era  no  sólo  laboriosa,  pues  en  ese 
tiempo  recibía  once  clases,  además  de  la 
de  Ejercicios  Físicos,  sino  que  también  se 
conducía,  en  términos  generales,  bastante 
bien.  Que  tampoco  podía  acompañar  el  cer- 
tificado de  la  referida  resolución,  que  sólo 
se  hizo  conocer  públicamente  a las  alum- 
nas  y al  Profesorado;  pero  que  no  se  le 
notificó,  ni  se  atendió  su  solicitud  de  darle 
una  copia,  haciéndose  constar  en  el  libro 
de  Actas  de  la  Escuela,  de  donde  únicamen- 
te logró  que  se  le  leyera  en  presencia  de  los 


testigos  ya  mencionados,  estando  asentada 
con  fecha  seis  de  agosto  del  año  pasado.  Que 
dicha  acta  prueba  lo  inconsulta  y festinada 
de  la  medida,  a cuyo  efecto  proponía  su 
examen  y consideración,  tomando  como  ba- 
se el  Libro  de  Partes  y Castigos  de  la  Escue- 
la, en  que  indefectiblemente  habrían  de 
constar  si  existieran,  las  faltas  cometidas 
por  su  hija  y los  castigos  impuestos  por  las 
mismas,  con  anterioridad  al  que  motivó  la 
resolución.  Que  si  ese  libro  fuere  deficien- 
te, sugiere  el  examen  de  los  Cuadros  de  Ca- 
lificaciones Diarias,  de  cada  uno  de  los  Pro- 
fesores de  Primer  Año  Normal.  Que  propo- 
nía la  información  de  la  señorita  ex  Secre- 
taria, Angela  Orive  y ex  Profesoras  seño- 
ritas Julia,  Carmen  y Adela  Ruiz  y de  los 
Profesoras  doña  Anita  Osborne  de  Mon- 
tealegre  y Licenciado  José  Palomo  Tozo, 
para  que  digan  si  les  consta  el  mal  compor- 
tamiento de  su  hija  y castigos  que  se  le  ha- 
yan impuesto;  y,  por  último,  proponía  la  in- 
formación del  Ayuntamiento,  quien,  por  los 
fines  de  su  institución,  está  capacitado  para 
conocer  de  la  vida,  costumbres  y anteceden- 
tes de  cada  vecino  y de  la  marcha,  procedi- 
mientos y moralidad  de  cada  Escuela  y de 
todo  cuanto  concierne  al  bienestar  de  la  so- 
ciedad que  representa. 

Que  el  actor  acompaña  la  partida  de  na- 
cimiento de  su  hija  y pide  que  sea  revoca- 
da la  resolución  del  Consejo  de  Profesores 
tanto  para  rehabilitar  en  sus  derechos  a su 
hija,  como  por  una  ju.sta  reparación  al  me- 
noscabo inferido  a la  dignidad  de  sus  padres. 

Que  pedidas  a la  Secretaría  de  Educación 
Pública  las  diligencias,  fueron  remitidas  y 
corrida  la  audiencia  que  señala  la  ley,  el  se- 
ñor Ministro  Licenciado  don  H.  Abraham 
Cabrera,  manifestó ; que  por  haberse  efec- 
tuado la  expulsión  en  la  época  en  que  el  Li- 
cenciado don  J.  Antonio  Villacorta  C,,  se  en- 
contraba al  frente  de  la  Secretaría  de  Edu- 
cación Pública,  era  a él  a quien  debía  oírse 
en  su  carácter  de  ex  Ministro  del  ramo. 

Que  sustanciada  la  excepción  de  falta  de 
personería  de  que  se  ha  hecho  mérito,  se  de- 
claró sin  lugar  en  auto  de  veintiocho  de  fe- 
brero próximo  pasado. 

Que  conferida  nueva  audiencia  al  Minis- 
tro de  Educación,  el  señor  Licenciado  Ca- 
brera expuso : que  en  virtud  de  lo  manifes- 
tado por  el  señor  Fiscal  del  Gobierno,  con 
fecha  doce  de  febrero  próximo  pasado,  el 
Ministerio  no  había  dictado  ninguna  reso- 
lución en  las  diligencias  promovidas  por  el 
señor  M.  Francisco  Pellecer,  según  apare- 
cía en  las  que  le  fueron  enviadas  por  este 
Tribunal  para  evacuar  el  traslado  que  se  le 
mandó  correr;  y que  insistía  en  que  se  oye- 
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ra  al  señor  ex  Ministro  Licenciado  Villacor- 
ta,  por  ignorar  él  las  razones  que  tuvo  para 
abstenerse  de  dictar  resolución,  a pesar  de 
haberse  enterado  del  hecho  en  el  Instituto 
Normal  de  Señoritas  de  la  Antigua. 

RESULTANDO:  que  mandado  oír  al 
Agente  Fiscal,  en  representación  del  Minis- 
terio Público,  este  funcionario  manifestó : 
que  a su  juicio  debía  abrirse  a prueba  el 
asunto,  para  que  las  partes  adujeran  sus 
justificaciones,  ya  que  los  autos  no  arroja- 
ban mucha  luz,  para  que  este  Tribunal  pu- 
diera dictar  un  fallo  bien  fundado. 

Que  recibido  a prueba  el  recurso,  por  el 
término  de  quince  días,  el  apoderado  del  se- 
ñor Pellecer  rindió  las  siguientes : testimo- 
nial de  los  señores  Licenciado  Francisco  Mu- 
ñoz B.  y señoritas  Julia,  Carmen  y Adela 
Ruiz  y ex  Secretaria  Angela  Orive ; docu- 
mental, examen  de  los  libros  del  Plantel  e 
informe  de  la  Municipalidad  de  la  Antigua. 

Que  de  los  testigos  propuestos  declara- 
ron doña  Anita  de  Montealegre,  los  Licen- 
ciados Muñoz  B.  y Palomo  Tozo  y las  se- 
ñoritas Julia  y Carmen  Ruiz. 

Que  vencida  la  di  ación  probatoria,  per- 
manecieron los  autos  en  la  Secretaria  de 
este  tribunal  por  el  término  de  ley  a efecto 
de  que  las  partes  se  enterasen  de  ellos  y 
alegaran  lo  que  a su  derecho  correspondía, 
lo  que  únicamente  efectuó  el  Agente  Fiscal. 

Que  llenados  todos  los  requisitos,  proce- 
de dictar  el  fallo  que  en  justicia  corresponde. 

CONSIDERANDO:  que  para  corregir  las 
faltas  de  los  alumnos,  se  emplearan  de  pre- 
ferencia medios  de  estímulo,  de  reparación, 
sin  acudir  jamás  a castigos  corporales  ni 
a procedimientos  que  depriman  la  dignidad; 
y en,  casos  excepcionales  de  rebeldía,  se  in- 
vestigarán las  causas  profundas  y se  pa- 
sará al  alumno  a examen  psiquiátrico,  para 
llevarlo  al  lugar  que  le  corresponde.  Ar- 
ticulo 146  de  la  Ley  Orgánica  de  Educación 
Pública,  vigente  en  la  época  en  que  acaeció 
el  hecho  que  se  juzga. 

Que  el  sistema  correccional  se  sujetará 
a lo  establecido  en  la  disposición  legal  an- 
terior, empleando  medios  de  estimulo,  re- 
paración y compensación,  siguiendo  la  dis- 
ciplina de  las  consecuencias.  Artículo  322  de 
la  Ley  Reglamentaria  de  Educación  Pública. 

Que  por  otra  parte,  los  castigos  no  deben 
producir  dolor  fisico,  ni  ser  lesivos  para  la 
dignidad  del  niño.  Articulo  325  de  la  citada 
Ley  Reglamentaria. 

CONSIDERANDO  : que  con  las  declara- 
ciones del  Licenciado  Palomo  Tozo  y de  las 
señoritas  Carmen  y Julia  Ruiz,  se  ha  pro- 
bado el  buen  comportamiento  de  la  niña 


Pellecer,  como  alumna  de  ellos ; agregando 
la  última  que  no  le  vió  mal  instinto  y que 
la  causa  de  la  expulsión,  fué  por  antipatia 
de  una  Inspectora  llamada  Josefina,  cuyo 
apellido  no  recordaba. 

Que  la  prueba  del  buen  comportamiento 
de  la  señorita  Pellecer  se  halla  robustecida 
con  las  once  certificaciones  de  sus  Profe- 
sores, quienes  han  calificado  su  conducta 
de  buena. 

CONSIDERANDO  : que  con  el  examen  de 
los  libros  de  la  Escuela  Normal  de  Señoritas, 
practicado  por  el  Jefe  Político  del  departa- 
mento de  Sacatepéquez,  se  justifica  que  en 
el  Diario  Pedagógico,  no  tiene  anotaciones 
la  alumna  Lydia  PeLecer;  que  el  de  Asisten- 
cia acusa  seis  faltas  de  enero  al  mes  de  agos- 
to del  año  anterior  y que  en  el  de  Actas  está 
la  que  corresponde  a su  expulsión,  por  fal- 
tas graves  cometidas  contra  el  orden  y la 
disciplina  del  Establecimiento. 

Que  con  el  informe  emitido  por  la  Mu- 
nicipalidad de  la  Antigua  se  establece  la 
honorabilidad  y buenas  costumbres  del  se- 
ñor Pellecer  y de  su  esposa. 

CONSIDERANDO:  que  el  acuerdo  gu- 
bernativo de  7 de  enero  de  1924,  invocado 
por  la  Directora  del  mencionado  Estable- 
cimiento, en  su  informe  de  2 de  noviembre 
del  año  pasado,  para  sustentar  su  procedi- 
miento no  tiene  ninguna  fuerza  legal,  por- 
que además  de  referirse  a los  alumnos  be- 
quistas, se  encuentra  derogado  por  el  ar- 
tículo 368  de  la  citada  Ley  Reglamentaria 
de  Educación. 

Que  no  reconociéndose  en  esta  ni  en  la 
Ley  Orgánica,  el  Consejo  de  Profesores,  ni 
mucho  menos  que  la  expulsión  sea  un  cas- 
tigo, la  impuesta  a la  señorita  Pellecer,  es 
ilegal  e improcedente. 

POR  TANTO;  el  Tribunal  de  lo  Conten- 
cioso-Administrativo,  fundado  en  las  leyes 
relacionadas  y en  los  artículos  824,  829  y 668 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles ; 326 
del  Decreto  gubernativo  Número  968;  31  y 
39  del  Decreto  legislativo  Número  1550,  sin 
condenación  en  costas,  REVOCA  el  acuer- 
do del  Consejo  de  Profesores  de  que  al  prin- 
cipio se  hizo  referencia. 

Notifíquese  y con  certificación  devuél- 
vanse las  diligencias. 

José  A.  Medina. — Abel  Girón. — Franco. 
E.  Toledo. — Ante  mí:  E.  Mazariegos  L. 
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SECCION  INEORMATIVA 

DECRETOS  LEGISLATIVOS  NUMEROS  1611  Y 1618 


DECRETO  NUMERO  1611 

La  Asamblea  Legislativa  de 
la  República  de  Guatemala 

DECRETA : 

Articulo  P — Con  las  reformas  aprobadas 
recientemente  por  la  Asamblea  y las  conteni- 
das en  los  Decretos  legislativos  Números 
1369  y 1461  y gubernativos  Números  822  y 
830,  la  Ley  ae  Pensiones,  Jubilaciones  y 
Montepios  contenida  en  el  Decreto  legisla- 
tivo Número  1249,  de  30  de  abril  de  1923, 
queda  en  los  términos  siguientes : 

Articulo  2” — Se  constituye  un  fondo  espe- 
cial para  el  pago  de  las  jubilaciones,  pen- 
siones y montepios,  con  los  valores  que  el 
Gobierno  destine  para  ese  objeto  y con  í1 
descuento  de  2%  sobre  los  sueldos  que  del 
Erario  Nacional  perciban  todos  los  emplea- 
dos y funcionarios  públicos,  civiles  y mili- 
tares. Se  exceptúan  los  soldados  y clases 
del  Ejército,  los  Maestros  de  Educación 
Primaria,  los  obreros  que  trabajen  en  obras 
públicas,  los  agentes  de  Policia  y demás 
personal  de  la  Administración  Pública  que 
no  tengan  nombramiento  del  Ejecutivo  y 
sus  salarios  sean  pagados  por  planillas,  de 
acuerdo  con  el  Reglamento  respectivo. 

Articulo  3° — Los  encargados  de  verificar 
el  pago  de  los  sueldos  harán  el  descuento 
indicado,  bajo  su  responsabilidad. 

Articulo  P — Para  determinar  la  cuantía 
de-  una  pensión,  jubilación  o montepio,  se 
tomará  Como  base  el  promedio  de  los  suel- 
dos devengados  por  el  empleado  o funcio- 
nario durante  los  últimos  cinco  años  de  ser- 
vicios prestados.  No  se  tomarán  en  cuenta 
los  sobresueldos,  gratificaciones,  honorarios, 
ni  los  subsidios  por  forrajes  o viáticos  de 
que  haya  disfrutado  el  empleado,  y si  hu- 
biere devengado  dos  o más  sueldos,  al  mis- 
mo tiempo,  únicamente  se  tomará  en  con- 
sideración el  sueldo  mayor.  Los  catedráti- 
cos y Maestros  de  los  establecimientos  de 
enseñanza,  que  dieren  dos  o más  clases, 
tendrán  derecho  de  que  se  les  compute  como 
sueldo  !a  suma  de  las  asignaciones  que  ten- 
gan por  todas  las  clases  que  sirvan. 

Los  sueldos  correspondientes  a los  Jefes 
de  Misiones  Diplomáticas  en  el  exterior, 
sólo  se  tomarán  por  el  cincuenta  por  ciento 
de  su  importe  nominal. 


Articulo  5'’ — La  pensión  mensual  se  gra- 
duará según  los  años  de  servicios  prestados, 
correspondiendo ; 

De  10  a 15  años,  inclusive,  la  tercera  parte 
del  promedio ; 

De  más  de  15  años  hasta  20,  inclusive,  las 
dos  quintas  partes ; 

De  más  de  20  hasta  25,  inclusive,  las  tres 
quintas  partes; 

De  más  de  25  hasta  30,  inclusive,  las  cua- 
tro quintas  partes; 

De  más  de  30  años,  la  totalidad  del  pro- 
medio. 

En  ningún  caso  excederá  ninguna  jubila- 
ción o pensión  de  quinientos  quetzales  men- 
suales. 

Articulo  6"  — Tendrán  derecho  a jubila- 
ción, con  la  totalidad  del  promedio,  los  em- 
pleados o funcionarios  que  hayan  cumplido 
sesenta  años  de  edad  y llenaren  los  requi- 
sitos siguientes : 

a)  Haber  servido  durante  diez  años  o más; 

b)  Haber  dejado  el  descuento  establecido 
en  el  artículo  2'’,  durante  diez  años,  por  lo 
menos,  salvo  el  caso  de  que  se  trate  de  perso- 
nas que  hayan  servido  con  anterioridad  a 
la  emisión  del  Decreto  legislativo  N''  1249. 

El  descuento  se  presume  hecho  en  los 
casos  en  que  por  la  ley,  sea  o haya  sido  obli- 
gatorio, salvo  prueba  en  contrario.  El  em- 
pleado no  está  obligado  a probar  que  se  le 
hizo  dicho  descuento,  pero  tiene  el  derecho 
de  contradecir  la  prueba  de  que  no  se  le 
haya  hecho. 

Los  Maesiíros  de  Educación  Pública  que 
hubieren  cumplido  veinticinco  años  en  el 
ejercicio  de  su  profesión  tendrán  derecho  a 
ser  jubilados  con  la  totalidad  del  promedio, 
si  ya  hubieren  cumplido  cincuenta  años  de 
edad  y llenaren  los  demás  requisitos  de  esta 
Ley. 

Articulo  ?'> — La  jubilación  será  ordinaria 
o extraordinaria.  Es  ordinaria  cuando  el  in- 
teresado hubiere  cumplido  sesenta  años  de 
edad  y servido  diez  o más.  Es  extraordina- 
ria cuando  se  justifique  que  el  empleado  o 
funcionario  está,  por  causa  de  su  servicio, 
imposibilitado  física  o mentalmente  para 
trabajo  que  le  proporcione  medios  de  subsis- 
tencia. 

Articulo  S'’ — Se  entenderá  por  enfermedad 
física  o mental,  la  que  provenga  del  servi- 
cio mismo;  de  las  circunstancias  que  para 
prestarlo  exige  el  empleo  o de  la  influencia 
del  clima. 
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Articulo  9'>  — Se  abonará  al  empleado  o 
funcionario  el  tiempo  de  seivicio  prestado 
en  cualquier  puesto  o cargo  público,  aun 
cuando  haya  sido  en  calidad  de  interino, 
suplente  o auxiliar. 

Articulo  10. — Se  compultará  doble  el  tiem- 
po de  servicio  invertido  en  el  desempeño  de 
puestos  o cargos  públicos  en  puertos  nacio- 
nales, en  campaña,  o en  lugares  malsanos, 
según  declaración  del  Poder  Ejecutivo.  Las 
personas  que  hubieren  residido  en  ellos  ha- 
bitualmente, no  tendrán  derecho  a la  ven- 
taja a que  se  refiere  este  artículo. 

Articulo  11. — Los  expedientes  de  jubilacio- 
nes, pensiones  o montepios,  deberán  seguir- 
se y fenecerse  en  la  Secretaría  de  Hacienda 
y Crédito  Público,  con  audiencia  del  Minis- 
terio Fiscal. 

Articulo  12. — No  podrá  decretarse  ninguna 
jubilación,  pensión  o montepio,  sino  a pe- 
tición de  parte  interesada,  ni  en  otros  tér- 
minos que  los  fijados  en  la  presente  Ley. 

Artículo  13.  — La  jubilación,  pensión  o 
montepío  deberá  reconocerse  desde  la  fecha 
de  la  solicitud,  cuando  el  acuerdo  final  re- 
sulte de  conformidad  con  ella. 

Artículo  14. — Al  presentarse  la  solicitud  " 
en  el  curso  del  expediente,  se  presentarán 
los  siguientes  comproDantes ; 

1'’ — Documento  que  compruebe  la  edad, 
conforme  a la  ley; 

2'’ — Atestados  de  la  incapacidad  fisica  o 
mental,  impedimento  fisico  o enfermedad, 
que  le  impida  dedicarse  al  trabajo,  en  su 
caso,  obtenidos  de  conformidad  con  lo  que 
disponga  el  Reglamento  de  la  materia; 

S’ — Certificado  de  la  Dirección  General 
de  Cuentas,  relativo  a los  años  de  servicio; 

4’ — En  defedío  de  un  certificado  comple- 
to de  la  Dirección  de  Cuentas,  los  documen- 
tos o pruebas  que  pueda  presentar  el  inte- 
resado ; 

5" — Cuando  se  trate  de  militares,  la  hoja 
de  servicios  formada  por  la  extinguida  Ma- 
yoria  General  del  Ejército  o por  el  Cuerpo 
de  Estado  Mayor,  en  substitución  del  certi- 
ficado de  la  Dirección  General  de  Cuentas 
y con  el  mismo  valor  que  éste. 

Articulo  15. — Tendrá  derecho  a la  jubila- 
ción extraordinaria,  en  cualquiera  edad,  el 
empleado  o funcionario  que  quede  física  o 
mentalmente  incapaz  para  todo  trabajo,  de 
conformidad  con  el  Reglamento  que  se  dic- 
te, en  virtud  de  una  enfermedad  o de  un 
accidente  profesiona’es.  La  jubilación  extra- 
ordinaria se  acordará  si  el  incapacitado  ca- 
rece de  medios  de  subsistencia,  dentro  de 
su  condición  so.cial  y obligaciones  de  familia. 
Los  extremos  de  este  artículo  deberán  de- 
mostrarse con  el  dictamen  de  expertos  y el 
dicho  de  testigos,  por  medio  de  una  infor- 


mación ad  perpetuam,  en  la  que  se  citará  al 
Agente  Fiscal,  quien  puede  promover  prue- 
bas ; tachar  y repreguntar  testigos  y exper- 
tos y gestionar  en  la  forma  más  eficiente, 
en  favor  de  los  intereses  de  la  Hacienda 
Pública. 

Articulo  16.  — La  pensión  mensual  en  el 
caso  del  artículo  anterior  se  fijará  pruden- 
cialmente por  el  Poder  Ejecutivo,  según  la 
imiportancia  de  los  servicios  prestados  y la 
extensión  de  la  incapacidad  producida  por 
el  accidente  o enfermedad  profesionales, 
aunque  el  empleado  o funcionario  no  estu- 
viere comprendido  en  ninguna  de  las  cate- 
gorías anteriores  ni  se  le  haya  hecho  el  des- 
cuento por  el  tiempo  mínimo  que  fija  esta 
Ley ; pero  el  monto  de  dicha  pensión  no 
podrá  exceder  del  promedio  establecido  en 
el  artículo  5'>,  ni  ser  menor  de  la  tercera 
parte  del  mismo,  salvo  cuando  el  interesado 
no  hubiere  servido  cinco  años,  pues  en  este 
caso  se  sacará  el  promedio  sobre  el  tiempo 
de  servicio  efectivamente  prestado  y sobre 
los  sueldos  devengados  durante  ese  tiempo. 

Para  que  los  Maestros  de  Educación  Pú- 
blica tengan  derecho  a jubilación  por  causa 
de  accidente  o enfermedad  profesionales,  no 
necesitan  ésiíos  demostrar  que  carecen  de 
otros  medios  de  subsistencia;  tendrán  dere- 
cho a la  jubilación  extra.ordinaria  también, 
los  Maestros  que  hubieren  contraído  enfer- 
medad crónica  incurable  o sufrido  algún 
impedimento  físico  que  los  inhabilite  para 
el  ejercicio  de  su  profesión,  de  conformi- 
dad con  el  Reglamento  respectivo. 

Artículo  17. — No  tendrán  derecho  a ser 
jubilados,  los  empleados  contra  quienes  se 
hubiere  dictado  sentencia  firme,  por  los  de- 
litos comdados  por  razón  del  empleo  que 
hubieren  desempeñado,  y los  que  hubieren 
cometido  algún  delito  contra  la  propiedad, 
durante  el  tiempo  que  desempeñaban  estos 
empleos. 

Artículo  18. — Cuando  un  jubilado  entre  de 
nuevo  al  servicio,  percibirá  la  asignación 
mayor  y la  tercera  parte  del  igual  o menor. 
El  jubilado  que  cese  en  el  servicio  que  des- 
empeñaba, tendrá  derecho  a pedir  rectifi- 
cación de  su  jubilación  tomando  en  cuenta 
el  tiempo  de  servicio  y sueldos  posteriores 
a la  jubilación,  siempre  que  dicho  tiempo 
sea  mayor  de  tres  años. 

Artículo  19. — Los  hijos  menores  no  eman- 
cipados, las  viudas,  hijos  mayores  con  de- 
recho, según  eslía  Ley,  y ascendientes  de 
empleados  o funcionarios  públicos  que  hu- 
bieren tenido  derecho  a jubilación,  tendrán 
derecho,  por  su  orden,  a un  montepío  equi- 
valente a las  dos  terceras  partes  de  lo  que 
hubiera  podido  corresponder  al  causante  en 
concepto  de  jubilación. 
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Articulo  20. — Si  el  causante  falleciere  en 
campaña  o acción  de  armas,  o en  desempe- 
ño de  actos  o funciones  del  servicio  civil  o 
militai  a que  hubiere  estado  destinado,  la 
pensión  mensual  se  fijará  de  acuerdo  con  el 
articulo  16  de  la  presente  Ley. 

Articulo  21. — Las  personas  que  se  consi- 
deren con  derecho  a montepío  deberán  pre- 
sentar el  certificado  de  defunción  del  cau- 
sante, del  matrimonio  habido  con  éste,  o el 
documento  que  compruebe  la  filiación  de  los 
hijos,  llenando  los  demás  requisitos  de  la 
jubilación  ordinaria. 

Articulo  22. — Si  el  causante  hubiere  es- 
tado jubilado,  las  personas  indicadas  goza- 
rán de  las  dos  terceras  partes  de  la  asigna- 
ción que  disfrutaba  el  fallecido. 

Articulo  23.  — Cuando  fueren  varias  las 
personas  que  disfrutan  un  montepío  o pen- 
sión, y una  de  ellas  lo  perdiere,  la  pensión 
total  recaerá  en  los  demás  interesados,  por 
partes  iguales. 

Articulo  24. — Si  el  empleado  o funcionario 
falleciere  sin  tener  el  tiempo  de  servicios 
que  exige  la  ley  rd  estar  comprendido  en  el 
artículo  6'',  los  hijos  menores  no  emancipa- 
dos, las  viudas,  los  hijos  mayores  y los  as- 
cendientes, por  su  orden,  tendrán  derecho 
únicamente  a la  devolución  de  los  descuen- 
tos acumulados. 

Articulo  25. — ^E1  montepío  se  extinguirá : 

1'' — Por  contraer  matrimonio  las  viudas, 
hijas  o madres  viudas; 

2’ — Por  llegar  a la  mayor  edad  los  hijos 
varones,  u obtener  empleo  público  que  ten- 
ga asignado  sueldo  igual  o mayor  que  la  pen- 
sión o montepío  que  les  corresponda;  pero 
si  el  hijo  varón  adoleciere  de  algún  impe- 
dimento físico  o enfermedad  que  le  impida 
dedicarse  al  trabajo,  con  los  extremos  que 
establezca  el  Regle.mento,  continuará  perci- 
biendo la  pensión  o montepío  que  le  co- 
rresponda. 

Articulo  26. — Las  pensiones,  jubilaciones 
y montepíos  acordados,  son  inembargables. 

Articulo  27. — A los  empleados  o funciona- 
rios que  no  tengan  derecho  a jubilación  y 
cesen  en  sus  funciones  o cargos,  se  les  en- 
tregarán los  descuentos  verificados,  si  lo  so- 
licitaren, pero  en  el  caso  de  volver  a em- 
plearse, el  tiempo  para  la  jubilación  se 
computará  desde  la  fecha  del  nuevo  cargo. 

Articulo  28. — Cuando  el  empleado  o fun- 
cionario hubiere  sido  destituido,  por  delitos 
cometidos  con  ocasión  de  su  empleo  o fun- 
ción, perderá  el  derecho  a la  devolución  de 
los  descuentos  verificados. 


Articulo  29.  — Para  hacer  el  promedio  a 
que  se  refiere  el  artículo  5'',  se  calcularán 
los  sueldos  así : por  servicios  prestados  an- 
tes del  curso  forzoso  del  papel  moneda, 
cada  peso  del  sueldo  se  considerará  como 
medio  quetzal ; por  servicios  prestados  con 
posterioridad  a dicho  curso  forzoso  y hasta 
el  24  de  noviembre  de  1924,  cada  peso  del 
sueldo  tendrá  el  valor  que  le  corresponda, 
según  el  tipo  medio  de  cambio  bancarip  en 
el  año  de  que  se  trate ; por  servicios  pres- 
tados con  posterioridad  al  24  de  noviembre 
de  1924,  se  entenderá  que  cada  quetzal  equi- 
vale a sesenta  pesos. 

El  Ejeculíivo,  al  reglamentar  la  aplicación 
de  esta  Ley,  fijará  expresamente  los  prome- 
dios de  cambio  anuales  a que  se  refiere  este 
artículo. 

Para  los  efectos  de  esta  Ley,  se  fija  la 
fecha  del  curso  forzoso  en  el  día  29  de 
agosto  de  1899. 

Articulo  30. — Todas  las  personas  que  ac- 
tualmente disfrutan  de  una  pensión,  jubila- 
ción o montepío,  decretados  con  anterioridad 
al  curso  forzoso  del  papel  moneda,  tendrán 
derecho  a promover  una  rectificación  por 
virtud  de  la  cual  se  fijará  nuevamente  di- 
cha jubilación  o montepío,  dándose  por  cada 
peso  de  la  jubilación,  pensión  o montepío  re- 
feridos, 50  centavos  de  quetzal,  sin  que  haya 
derecho  a reclamación  por  el  tiempo  pasado 
y siempre  que  la  pensión,  jubilación  o mon- 
tepío, no  hayan  sido  modificados  con  pos- 
terioridad al  curso  forzoso. 

Articulo  31. — En  caso  de  notoria  injusti- 
cia en  las  jubilaciones,  pensiones  o monte- 
píos, acordados  después  del  curso  forzoso 
y antes  del  24  de  noviembre  de  1924  y la  cual 
injusticia  procede  exclusivamente  de  las 
oscilaciones  en  el  valor  de  la  moneda,  el 
Presidente  de  la  República  queda  facultado 
para  rectificar,  a petición  de  parte,  el  monto 
de  la  jubilación,  pensión  o montepío;  pero 
sin  que  pueda  darse  más  de  diez  centavos 
de  quetzal,  por  cada  peso  del  montepío,  pen- 
sión o jubilación  originales. 

El  monto  de  la  asignación  rectificada  no 
podrá  exceder,  en  ningún  caso,  de  cincuenta 
quetzales. 

Articulo  32. — El  Ejecutivo  dictará  un  Re- 
glamento para  la  aplicación  de  esta  Ley,  y 
mientras  dicho  Reglamento  no  esté  acorda- 
do, no  podrá  tramitarse  ninguna  solicitud 
que  se  refiera  a jubilación,  pensión  o mon- 
tepío. 

Articulo  33. — Esta  Ley  comenzará  a regir 
desde  la  fecha  de  su  publicación  en  el  Dia- 
rio Oficial  y quedan  derogadas  las  leyes  y 
prescripciones  que  se  opongan  a su  cum- 
plimiento. 
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Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y 
cumplimiento. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la  Asam- 
blea Legislativa : en  Guatemala,  el  veinti- 
siete de  mayo  de  mil  novecientos  veintinueve. 

J,  M.  Reina  Andrade, 

Presidente. 

Rae.  Castellanos  A., 

Secretario. 

OoT.  Aqüilar, 

Secretario. 

Casa  del  Gobierno ; Guatemala,  catorce 
de  junio  de  mil  novecientos  veintinueve. 

Publiquese  y cúmplase. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Hacienda  y Crédito  Público, 

R.  E.  Sandoval. 


DECRETO  NUMERO  1618 

La  Asamblea  Legislativa  de 
la  República  de  Guatemala 

CONSIDERANDO: 

Que  para  poder  dar  efectividad  a algunas 
de  las  reformas  recientemente  hechas  a la 
Constitución,  asi  como  a las  Leyes  de  Res- 
ponsabilidad y de  lo  Contencioso-Adroinis- 
trativo,  emitidas  en  las  sesiones  de  este  alto 
Cuerpo,  el  año  próximo  pasado,  resulta  indis- 
pensable organizar  cumplidamente  la  Instí 
tución  del  Ministerio  Público, 

POR  TANTO; 

DECRETA : 

La  siguiente : 

Ley  del  Ministerio 
Público. 

CAPITULO  I 

Artícnlo  P — El  Ministerio  Público  es  una 
Institución  encargada  de  auxiliar  a la  Admi- 
nistración de  Justicia  en  el  modo  y forma 
que  las  leyes  determinan,  y de  representar- 
en juicio  los  intereses  de  la  Nación  y del 
Esltado,  y en  particular,  los  de  la  Hacienda 
Pública. 


Está  obligado,  asimismo,  a cumplir  co-t 
los  deberes  y atribuciones  que  las  leyes  le 
encomienden  en  casos  especiales. 

Articulo  2‘> — El  Ministerio  Público  velará 
por  el  estricto  cumplimiento  de  las  resolu- 
ciones y sentencias  de  los  Tribunales,  y al 
efecto,  está  facultado  para  promover  y lle- 
var adelante  las  gestiones  que  estime  per- 
tinentes ante  las  autoridades  judiciales  y 
administradvas,  según  los  casos. 

Articulo  3'> — Corresponde  el  ejercicio  de 
las  funciones  encomendadas  al  Ministerio 
Público,  al  Procurador  General,  Jefe  de  la 
Institución  y a los  Agentes  Auxiliares  del 
mismo,  cuyo  número  será  el  que  determinan 
las  necesidades  del  servicio,  a juicio  del 
Presidente  de  la  República. 

Articulo  P — El  Ministerio  Público  depen- 
de del  Ejecutivo,  por  conducto  de  la  Secre- 
taría de  Estado  en  el  Despacho  de  Gober- 
nación y Justicia,  que  será  la  encargada  de 
hacer  los  nombramientos  respectivos.  Sus 
miembros  durarán  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  cuatro  años  y sólo  podrán  ser 
removidos  por  mal  comportamiento  o incom- 
petencia manifiesta,  debidamente  declarada 
por  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  a petición 
del  Ministerio  respectivo  o de  cualquiera  del 
pueblo. 

Articulo  5" — Para  ser  Procurador  General 
se  necesita : 

a)  Ser  guatemalteco  natural,  de  los  com- 
prendidos en  el  artículo  5''  de  la  Constitu- 
ción de  la  República; 

b)  Ser  del  estado  seglar; 

c)  Estar  en  el  goce  de  los  derechos  de 
ciudadano ; 

d)  Ser  Abogado  de  los  Tribunales  de  la 
República ; 

e)  Ser  mayor  de  treinta  años  de  edad;  y, 

/}  Haber  sido  Juez  de  Primera  Instancia 

o Magistrado  de  la  Corte  de  Justicia,  por  lo 
menos  durante  un  periodo  de  cuatro  años, 
o haber  ejercido  la  profesión  de  Abogado, 
durante  seis  años  o más,  o tener  no  menos 
de  cinco  años  entre  el  ejercicio  de  la  pro- 
fesión y el  desempeño  de  los  cargos  men- 
cionados. 

Para  ser  Agente  Auxiliar  del  Ministerio 
Público  se  necesita  ser  mayor  de  veinticinco 
años  de  edad,  y tener  las  demás  condicio 
nes  enunciadas  en  el  párrafo  que  antecede, 
menos  el  tiempo  de  ejercicio  de  la  profesión 
o cargo  judicial. 

Articulo  — El  Procurador  General  y los 
Agentes  Auxiliares  del  Ministerio  Público 
estarán  impedidos : 

a ) Para  desempeñar  otro  cargo  o empleo, 
a excepción  de  los  de  Profesor  de  Instruc- 
ción Primaria,  o Instrucción  Superior,  en 
las  Escuelas  Normales,  Institutos  y Facul- 
tades ; 
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b)  Para  ser  aipoderados  judiciales,  Síndi- 
cos, Arbitros  de  derecho.  Agentes  de  nego- 
cios o asesores,  y para  ejercer  las  profesio- 
nes de  Notario  y Abogado,  excepto  en  cau- 
sa propia,  de  sus  ascendientes,  descendien- 
tes o cónyuge. 

Artículo  ?’> — En  las  cabeceras  departamen- 
tales, donde  no  haya  Agente  titu:ar  del  Mi- 
nisterio Público,  estas  funciones  serán  des- 
empeñadas por,  los  Administradores  de  Ren- 
tas, en  lo  que  se  refiere  a la  Hacienda  Pú- 
blica, en  los  demás  casos,  por  los  Síndicos 
Municipales:  y en  los  otros  municipios  por 
los  propios  Síndicos  de  la  Corporación. 

CAPITULO  II 

Artículo  8’’ — Son  atribuciones  del  Procu- 
rador General : 

a)  Servir  de  condudío  ordinario  del  Ejecu- 
tivo respecto  al  personal  subalterno  de  la 
Institución,  que  le  estará  directa  o inmedia- 
tamente subordinado ; 

b)  Velar  por  la  pronta  y cumplida  admi- 
nistración de  justicia; 

c)  Demandar,  contestar  demandas,  enta- 
blar acusaciones  y formular  los  pedimentos 
que  las  leyes  autorizan  en  los  negocios  de 
su  competencia ; 

d)  Promover  por  sí  o por  medio  del  auxi- 
liar que  designe  y precisamente  dentro  de 
los  términos  acordados  por  la  ley,  en  los 
asuntos  de  su  competencia ; 

e)  Cumplir  las  instrucciones  que  reciba 
de)  Ejecutivo,  por  medio  de  las  Secretarías 
de  Estado,  y pedirlas  cuando  lo  estime  ne- 
cesario I 

f)  Dictar  todas  las  medidas  que  estime 
convenientes  para  unificar  la  acción  del  Mi- 
nisterio Público : 

g)  Intervenir  personalmente  en  cualquie- 
ra de  los  asuntos  de  que  conozca  el  Minis- 
terio Público  y designar  al  Agente  Auxiliar 
que  deba  iniciarlos  o proseguirlos ; 

h)  Rendir  el  informe  de  los  asuntos  en 
que  esté  interviniendo,  cuando  se  lo  pida  el 
Ejecutivo  o cuando  lo  crea  necesario,  a efec- 
to de  que  se  le  den  las  instrucciones  per- 
tinentes ; 

0 Recabar  por  sí  o por  medio  de  sus  A- 
gentes,  de  cualquier  Tribunal,  Oficina  o 
funcionario  público,  los  informes,  documen- 
tos y certificaciones  que  sean  necesarios 
para  el  mejor  desempeño  de  su  cometido; 

i)  Velar  por  que  los  Agentes  Auxiliares  del 
Ministerio  Público,  cumplan  estrictamente 
con  sus  obligaciones  y deberes ; y proponer 


a la  Secretaría  de  Gobernación  y Justicia, 
lo  que  crea  conducente  a la  mejor  disciplina 
de  la  Institución  y a la  unidad  y eficacia  de 
su  acción; 

k ) Calificar  los  motivos  de  excusa  que  tu- 
vieren los  Agentes  Auxiliares,  para  no  in- 
tervenir en  un  negocio  determinado ; 

l)  Otorgar  a sus  Agentes  Auxiliares  licen- 
cias hasta  por  el  término  de  ocho  días,  dan- 
do aviso  a la  Secretaría  de  Gobernación  y 
Justicia ; 

m ) Examinar  los  informes  mensuales  que 
de  los  negocios  que  tengan  a su  cargo  están 
obligados  a rendir  los  Agentes  Auxiliares,  y 
dictar  las  medidas  conducentes  a la  pronta 
tramitación  de  dichos  negocios; 

n ) Cumplir  y hacer  que  sus  Agentes  Auxi- 
liares cumplan  estrictamente  con  las  demás 
obligaciones  y deberes  que  las  leyes  enco- 
mienden al  Ministerio  Público ; 

ñ)  Intervenir,  además,  en  todos  los  asun- 
tos en  que  se  debatan  intereses  y derechos 
de  vecinos  ausentes,  menores  o incapacita- 
dos, cuando  no  tengan  representante  legal 
en  tales  asuntos ; 

o)  Presentar,  anualmente,  al  Ministerio 
de  Gobernación  y Justicia,  una  Memoria  de 
las  labores  efectuadas  por  la  Oficina  de  su 
cargo  y las  de  su  dependencia,  sugiriendo 
las  medidas  que,  a su  juicio,  tiendan  a me- 
jorar la  marcha  de  la  administración  de  jus- 
ticia y demás  ramos  en  que  haya  interve- 
nido, por  razón  de  oficio.  Especialmente 
procurará  dar  a conocer  en  la  Memoria  las 
deficiencias,  vacíos,  anomalías  o contradic- 
ciones que  notare  en  la  legislación  del  país, 
a efecto  de  que  se  proceda  a subsanarlos 
por  quien  corresponda. 

Artículo  9’’ — Son  deberes  y atribuciones 
de  los  Agentes  Auxiliares  del  Ministerio 
Público  las  que  establecen  los  incisos  b,  g 
y ñ,  del  artículo  anterior  y además,  los  si- 
guientes : 

a)  Gestionar  precisamente  dentro  de  los 
términos  legales,  en  los  negocios  de  su  com- 
petencia ; 

b)  Sujetarse  a las  instrucciones  que  re- 
ciban del  Procurador  General,  y pedirle 
las  que  estimen  necesarias  para  el  mejor 
desempeño  de  su  cometido ; 

c)  Residir  permanentemente  en  )a  locali- 
dad donde  tenga  que  desempeñar  sus  fun- 
ciones ; 

d)  Rendir,  mensualmente,  al  Procurador 
General,  un  informe  del  estado  que  guar- 
den los  asuntos  de  que  estén  conociendo ; 

e)  Cumplir  estrictamente  con  ¡as  demás 
obligaciones  que  las  leyes  prescriben. 
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Articulo  10. — Tanto  el  Procurador  Gene- 
ral como  sus  Agentes  Auxiliares,  están  obli- 
gados a llevar  los  siguientes  libros: 

a)  De  Registro  de  causas  y expedientes, 
con  expresión  del  número  de  orden,  fecha 
de  iniciación,  extracto  del  asunto  a que  se 
refieran  y estado  que  guarden;  y, 

b)  De  copias  de  pedimentos. 

Articulo  11. — El  personal  del  Ministerio 
Público,  al  pedir  instrucciones  a cualquiera 
Secretaría  de  Estado,  debe  hacer  una  rela- 
ción sucinta  del  caso  y manifestar  la  opinión 
que  del  mismo  se  hayan  formado,  con  los 
elementos  de  derecho  de  que  dispongan.  En 
igual  forma  deben  producirse  los  Agentes 
Auxiliares,  cuando  pidan  instrucciones  al  Je- 
fe de  la  Institución.  Cuando,  en  concepto 
del  Procurador  General  o de  sus  Agentes, 
las  instrucciones  dadas  por  las  respectivas 
Secretarias  de  Estado,  no  estuvieren  arre- 
gladas a derecho,  hará'n  las  observaciones 
pertinentes,  por  escrito,  sin  perjuicio  de  lle- 
var adelante  las  gestiones  necesarias  para 
que  no  sufran  perjuicio  o menoscabo  los  in- 
tereses que  les  están  encomendados.  Si  las 
Secretarías  de  Estado  insistieren  en  su  pa- 
recer, el  Ministerio  Público  estará  obligado 
a ejecutarlo  fiejmente. 

Articulo  12. — ^Cuando  el  Procurador  Gene- 
ral y sus  Agentes  hayan  pedido  instruccio- 
nes con  relación  a determinado  asunto,  a 
alguna  Secretaría  de  Estado,  y transcurriere 
el  término  de  quince  días  o el  que  la  ley 
señale,  sin  haberlas  obtenido,  procederá  a 
formular  su  pedimenlío,  según  su  propio  cri- 
terio y conforme  a derecho. 

Articulo  13. — El  Ministerio  Público,  al  for- 
mular sus  pedimentos  ante  los  Tribunales, 
está  obligado  a exponer  sucintamente  los 
hechos  y a proponer  las  cuestiones  de  dere- 
cho que  surjan  de  los  mismos,  emitiendo  el 
juicio  que,  respecto  a la  cuestión  de  que  se 
trate,  se  haya  formado.  Concluirá  formu- 
lando proposiciones  claras  y precisas  y ci- 
tando las  leyes  que  les  sirven  de  fundamento. 

Articulo  14. — Sin  expresa  autorización  de 
la  co'rrespondiente  Secretaría  de  Estado,  el 
Ministerio  Público  no  puede  absolver  posi- 
ciones ni  confesar  demandas,  pedir  el  so- 
breseimiento de  los  asuntos,  celebrar  tran- 


sacciones, o desistir  de  los  juicios  o recur- 
sos que  promueva,  siempre  que  estén  inte- 
resados la  Nación,  el  Estado  o,  en  especial, 
la  Hacienda  Pública. 

Tampoco  podrá  dejar  de  promover  los 
recursos  pertinentes  contra  las  resoluciones 
y sentencias  que  resulten  desfavorables  en 
todo  o en  parte,  a las  acciones  que  hayan 
entablado. 

CAPITULO  IIÍ 

Articulo  15. — El  Procurador  General  po- 
drá imponer  a sus  Agentes  Auxiliares,  por 
las  faltas  en  que  incurran,  las  siguientes  co- 
rrecciones disciplinarias : 

a ) Apercibimiento  o amonestación ; 

b)  Multa,  que  no  exceda  de  veinticinco 
quetzales;  y, 

c ) Suspensión  del  respectivo  sueldo  y em- 
pleo, hasita  por  el  término  de  un  mes,  dando 
cuenta  a la  Secretaría  de  Estado  en  el  Des- 
pacho de  Gobernación  y Justicia. 

Articulo  16. — La  imposición  de  toda  co- 
rrección disciplinaria  debe  ser  motivada,  y 
el  funcionario  contra  quien  se  dicte,  tendrá 
derecho  para  ser  oído  en  justicia,  al  serle 
notificada  la  imposición  de  ella.  Con  tal  fin, 
elevará,  dentro  de  tres  días,  un  escrito  ale- 
gando lo  que  crea  conveniente  a su  defensa 
y acompañando  las  pruebas  que  estime 
oportunas. 

Articulo  17. — Los  Juzgados  y Tribunales 
están  obligados  a poner  en  conocimiento  del 
Procurador  General,  las  faltas  en  que  incu- 
rran sus  Agentes  Auxiliares,  para  la  impo- 
sición de  la  pena  que  corresponde. 

CAPITULO  IV 

Articulo  18. — En  caso  de  falta  o impedi- 
mento del  Procurador  General,  dicho  fun- 
cionario será  subrogado  en  sus  funciones, 
por  el  Agente  Auxiliar  que  designe  la  Se- 
cretaría de  Estado  en  el  Despacho  de  Go- 
bernación y Justicia. 

Articulo  19. — En  los  lugares  donde  haya 
Agentes  titulares  del  Minisiterio  Público,  es- 
tos tendrán  la  obligación  de  promover  en 
todas  las  causas  que  se  instruyan  por  los  de- 
litos de  asesinalto,  parricidio,  homicidio,  le- 
siones graves,  robo,  asalto  en  despoblado  y 
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cuando  se  trate  de  otros  delitos  que  por  su 
gravedad  hayan  conmovido  a la  opinión  pú- 
blica. 

Articulo  20. — Mientras  se  organiza  el  Mi- 
nisterio Público  en  la  forma  que  esta  Ley 
determina,  la  defensa  y representación  de 
los  intereses  de  la  Hacienda  Pública  se- 
guirá! encomendada  a los  Agentes  Fiscales 
que  establece  el  Código  de  la  materia. 

Artículo  21. — Quedan  derogadas  todas  las 
leyes  que  se  opongan  al  cumplimiento  de  la 
presente. 

Artículo  transitorio.  — Se  autoriza  al  Po- 
der Ejecutivo  para  que  asigne  los  sueldos 
a los  funcionarios  y empleados  del  Minis- 
terio Público  y para  que  haga  los  gastos  de 
instalación  de  las  respectivas  oficinas,  to- 
mando las  sumas  necesarias  de  las  evalua- 
ciones de  im,puestos,  o en  su  caso,  de  las 
partidas  de  imprevistos. 


Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y 
cumplimiento. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la  Asam- 
blea Legislativa:  en  Guatemala,  el  treinta 
y uno  de  mayo  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve. 

J.  M.  Reina  Andrade, 

Presidente. 

Federico  Carbonell  R., 

Secretario. 

Ramón  Calderón, 

Secretario. 

Casa  del  Gobierno : Guatemala,  ocho  de 
junio  de  mU  novecientos  veintinueve. 
Publíquese  y cúmplase. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de 
Educación  Pública,  encardado  del 
de  Gobernación  y Justicia, 

H.  Abraham  Cabrera. 


La  Presidencia  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  atiende,  en  lo  po- 
sible, la  dotación  de  útiles  y enseres  de  los  Tribunales  de  Justicia 


Sololá,  21  de  junio  de  1929. 


Cuilapa,  l'í  de  julio  de  1929. 


Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 


Guatemala. 


Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 


Guatemala. 


Con  los  mozos  que  fueron  remitidos  de 
ésta,  se  recibieron  el  día  de  ayer,  con  des- 
tino al  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  mi 
cargo,  y para  el  servicio  del  mismo,  los  úti- 
les siguientes  ; 1 sofá,  2 sidones,  4 sillas,  1 
escritorio  y 1 mesa  para  máquina;  así  como 
un  cajón  clavado  conteniendo  4 canastas  de 
alambre  para  papeles,  6 cartapacios,  6 ma- 
niguetas para  secante,  12  ganchos  para  pa- 
peles, 3 escupideras  de  peltre,  2 tinteros  de 
vidrio,  4 libros  en  blanco,  7 formularios  pa- 
ra cuadros  mensuales,  100  hojas  de  papel 
timbrado  para  notas,  50  sobres  timbrados, 
100  formularios  para  citaciones  y 100  cará- 
tulas para  juicios  civiles  y criminales ; los 
útiles  inconsumibles,  pasarán  a formar  par- 
te del  inventario  de  este  Juzgado. 

Soy  de  Ud.  Atto.  y S.  S. 

J.  E.  Mart.  Perales, 
Juez  de  P Instancia. 


Tengo  la  honra  de  acusar  a Ud.  recibo  de 
doscientos  ejemplares  para  partes  del  Al- 
caide, que  se  sirvió  enviarme. 

Soy  de  Ud.  muy  Atto.  y S.  S. 

y.  A.  Cifuentes  C., 
Juez  de  P Instancia. 


Jalapa,  3 de  julio  de  1929. 

Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Guatemala. 

Señor  Secretario : 

De  orden  de  esta  Superioridad  y para  que 
se  sirva  dar  cuenta  al  Tribunal  Supremo, 
tengo  la  honra  de  acusar  recibo  a Ud.,  de 
cuatro  cartapacios  con  que  el  señor  Magis- 
trado don  Lázaro  Valdés  dió  cuenta  a este 
Despacho,  para  uso  de  los  señores  Magis- 
trados, que  el  mismo  Tribunal  Supremo  se 
sirvió  enviar. 
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Con  toda  consideración  y aprecio,  soy  del 
señor  Secretario,  su  más  atento  y seguro 
servidor. 

F.  Guerra  y Guerra, 
Secretario  de  la  Sala  5? 
de  Apelaciones. 


Antigua  Guatemala,  10  de  julio  de  1929. 

Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Guatemala. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  la 
máquina  de  escribir  marca  “Royal",  N'’ 
X-92-1268400  que  para  el  servicio  de  este 
Juzgado  se  sirvió  proporcionar  la  Superiori- 
dad y la  que  se  recibió  con  esta  fecha.  Di- 
cha máquina  se  ha  agregado  ya  al  inven- 
tario y será  tratada  convenientemente  para 
lograr  su  buena  conservación. 

Agradeciéndole  muchisimo  la  atención 
que  se  sirvió  dispensar  a mi  solicitud,  me  es 
honroso  subscribirme  de  Ud.  como  su  aten- 
to y seguro  servidor. 

Alfonso  Carrillo, 
Juez  de  F Insiancia. 


Quezaltenango,  16  de  julio  de  1929. 


Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 


Guatemala, 


Para  que  Ud.  se  sirva  ponerlo  en  conoci- 
miento de  esa  Superioridad,  tengo  el  honor 
de  acusar  a Ud.  recibo  de  los  ciento  cin- 
cuenta quetzales  que,  en  efectivo  y para  com- 
prar el  total  autorizado  para  gastos  de  tras- 


lado de  las  oficinas  de  esta  Sala,  se  sirvió 
remitirme  hace  varios  dias. 

De  Ud.  Atto.  y S.  S. 

Isaías  Peñalonzo, 
Juez  de  F Instancia. 


Coatepeque,  26  de  julio  de  1929. 

Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Guatemala, 

Sírvase  dar  cuenta  con  la  presente  a la 
Superioridad,  por  medio  de  la  cual  me  per- 
mito el  honor  de  acusar  recibo  de  los  cinco 
libros  en  blanco  que  me  han  sido  enviados 
con  procedencia  de  esa  Corte  Suprema  para 
uso  de  la  Oficina  de  este  Tribunal. 

De  usted  soy  muy  atento  y S.  S. 

J.  Miguel  Herrera, 
Juez  de  P Instancia. 


Quezaltenango,  1'^  de  agosto  de  1929. 

Señor  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Guatemala. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  a Ud.,  para 
manifestarle  que  hoy  recibi  la  suma  de 
($2,250)  dos  mil  doscientos  cincuenta  pesos 
moneda  nacional,  que  el  señor  Receptor  de 
Fondos  de  Justicia  me  remitió  a fin  de  can- 
celar el  valor  de  la  empastadura  de  cincuen- 
ta tomos  que  contienen  las  leyes  patrias  y 
pertenecientes  a este  Juzgado, 

Con  toda  consideración  y respeto  me  sus- 
cribo del  señor  Presidente  su  muy  Atto.  S.  S. 

José  Dionisio  Palacios, 
Juez  3°  de  P Instancia. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  JULIO 


(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTALES 

Corte  Suprema  de  Justicia 

141 

20 

7 

168 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones 

79 

37 

52 

168 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

87 

17 

59 

163 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

91 

36 

47 

174 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

100 

76 

50 

226 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

lO-t 

47 

95 

246 

Sala  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

183 

42 

49 

274 

Juzgado  4*?  de  Instancia  de  Guatemala 

301 

84 

26 

411 

Juzgado  5°  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

447 

308 

30 

785 

Juzgado  6*?  de  Instancia  de  Guatemala 

692 

77 

22 

791 

Juzgado  de  Instancia  de  Amatitlán 

264 

88 

10 

362 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Escuintla 

670 

639 

18 

1,327 

Juzgado  de  Instancia  de  Sacatepéquez 

359 

183 

10 

552 

Juzgado  de  Instancia  de  Chimaltenango 

377 

50 

5 

432 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Baja  Verapaz 

326 

80 

9 

415 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Alta  Verapaz 

298 

150 

5 

453 

72 

4 

76 

453 

Juzgado  de  !?■  Instancia  de  Suchitepéquez .... 

368 

78 

7 

Juzgado  de  Instancia  de  Retalhuleu 

229 

90 

4 

323 

Juzgado  de  Instancia  de  Sololá 

578 

124 

7 

709 

Juzgado  1°  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango 

234 

43 

8 

285 

Juzgado  29  de  19  Instancia  de  Quezaltenango 

186 

lio 

10 

306 

Juzgado  39  de  19  Instancia  de  Quezaltenango 

111 

87 

5 

203 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Totonicapán 

382 

82 

3 

467 

Juzgado  de  19  Instancia  de  San  Marcos .' 

1,912 

252 

4 

2,168 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Huehuetenango 

393 

156 

4 

553 

Juzgado  de  19  Instancia  del  Quiché 

534 

131 

16 

681 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Izabal 

276 

139 

1 

416 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Zacapa 

410 

77 

7 

494 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Chiquimula 

553 

47 

11 

611 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Jutiapa 

392 

77 

6 

475 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Santa  Rosa 

300 

51 

16 

367 

Juzgado  de  19  Instancia  de  El  Progreso 

250 

92 

2 

344 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Asunción  Mita 

331 

86 

7 

424 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Coatepeque 

320 

48 

8 

376 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Chiquimulilla 

312 

99 

8 

419 

Totales 

12,653 

3,822 

628 

17,103 

La  Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó  el  mayor  número  de  sentencias  criminales  durante  el  mes. 

El  Juzgado  5"?  de  Instancia  de  la  capital,  a cargo  del  Licenciado  Luis  Arturo  González,  dictó  el  mayor 
número  de  sentencias  del  ramo  criminal  durante  el  presente  mes. 

El  Juzgado  de  Instancia  del  departamento  de  Escuintla,  a cargo  del  Licenciado  don  J.  Liberato  Valdés, 
dictó  el  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  durante  el  mes. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  31  de  julio  de  1929. 


NOTA; — El  Juzgado  de  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro,  no  envió  el  resumen  de  las 
resoluciones  dictadas  durante  el  presente  mes. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  JULIO 


(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTALES 

138 

8 

3 

149 

95 

26 

3 

124 

83 

16 

4 

103 

46 

14 

6 

66 

106 

42 

4 

152 

54 

20 

1 

75 

12 

12 

498 

379 

23 

900 

738 

400 

18 

1,156 

32 

17 

49 

127 

72 

1 

200 

91 

85 

1 

177 

121 

44 

165 

73 

26 

1 

100 

75 

53 

1 

129 

20 

7 

27 

84 

34 

5 

123 

138 

91 

4 

233 

211 

30 

5 

246 

108 

40 

4 

152 

92 

57 

1 

160 

119 

58 

2 

179 

39 

35 

1 

104 

47 

2 

158 

188 

61 

4 

253 

86 

69 

5 

160 

128 

41 

169 

166 

71 

4 

241 

134 

51 

8 

193 

84 

26 

2 

112 

49 

38 

3 

90 

135 

80 

1 

216 

81 

27 

108 

67 

40 

4 

111 

109 

34 

1 

144 

4,429 

2,161 

122 

6,712 

La  Sala  que  mayor  nómero  de  sentencias  civiles  dictó  durante  el  mes,  fué  la  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  civil  de  la  capital  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes,  fué  el  1” 
de  Instancia,  a cargo  del  Licenciado  Juan  Córdova  Cerna. 

El  Juzgado  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  civiles  dictó  durante  el  mes,  fué  el  de 
Instancia  de  Chiquimula,  a cargo  del  Licenciado  Jesús  Unda  Murillo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  31  de  julio  de  1929. 

NOTA: — Los  Juzgados  de  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro,  no  enviaron  el  resumen 
de  las  resoluciones  dictadas  durante  el  presente  mes. 
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Principales  Puncionarios  del  Poder  Judicial  de  la  República 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Presidente,  Licenciado  don  José  A.  Medrano,  12 
Avenida  Sur,  número  20. 

Magistrado,  Licenciado  don  Quirino  Flores  y Flo- 
res, Callejón  del  Colegio,  número  2. 

Magistrado,  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz, 
5’  Avenida  Norte,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  Abel  Paredes,  4’  Ave- 
nida Sur,  número  66. 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Ro- 
dríguez, 5*'  Calle  Oriente,  número  8B. 

Secretario,  Licenciado  don  Alfredo  Valle  Calvo, 
Avenida  Central,  número  86. 

Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R., 
2’  Avenida  Norte,  número  15. 

Magistrado,  Licenciado  don  Francisco  Menéndez 
B.,  11  Calle  Oriente,  número  26. 

Magistrado,  Licenciado  don  Antonio  F.  Aguirre, 
11  Calle  Poniente,  número  18. 

Fiscal,  Licenciado  don  Alfonso  Hernández  Po- 
lanco,  IS  Calle  Oriente,  número  41. 

Procurador.  Licenciado  don  Manuel  Franco  R., 
18  Calle  Oriente. 

Secretario,  Licenciado  don  Carlos  Girón  Zirión, 
9’  Calle  Oriente,  número  21. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Menéndez  A., 
4’  Avenida  Norte,  número  8. 

Magistrado,  Licenciado  don  Guillermo  Sáenz  de 
Tejada.  11  Avenida  Sur,  número  101. 

Magistrado,  Licenciado  don  Alberto  Argueta  S., 
Calle  Matamoros,  número  7. 

Fiscal,  Licenciado  don  Avelino  F.  Mariscal,  9’ 
Calle  Poniente,  número  2. 

Procurador,  Licenciado  don  Héctor  Villagrán,  Ca- 
llejón Concordia,  número  15. 

Secretario,  Licenciado  don  Juan  Fernández  Cór- 
doba, 9’  Avenida  Sur,  número  88. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Ramírez,  5* 
Calle  Poniente,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  David  Pivaral,  Ca- 
llejón Variedades,  número  14. 

Magistrado,  Licenciado  don  Fidencio  Duque,  12 
Avenida  Sur,  número  67. 

Fiscal,  Licenciado  don  Filadelfo  de  León,  3?  Ave- 
nida Sur,  número  76. 

Procurador,  Licenciado  don  Leopoldo  Rosales. 
Avenida  Central,  número  78. 

Secretario,  Licenciado  don  Fernando  Orellana,  h., 
4?  Avenida  Sur,  número  92. 

Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Isaías  Peñalonzo. 
Magistrado,  Licenciado  don  Angel  Cuevas  del  Cid 
Magistrado,  Licenciado  don  Max.  Palomo  M. 
Fiscal,  Licenciado  don  Abraham  Bustamante. 
Procurador,  Licenciado  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secretario,  Licenciado  don  Gabriel  Cojulún. 


Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Angel  M.  Bocanegra. 
Magistrado,  Licenciado  don  Javier  Ramos  O. 
Magistrado  Licenciado  don  Lázaro  Valdés. 
Fiscal,  Licenciado  don  Daniel  Arellano. 
Procurador,  Licenciado  don  Emilio  Solís.  (In- 
terino). 

Secretario,  don  Francisco  Guerra  y Guerra. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Francisco  Rodríguez. 
Magistrado,  Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado  P 
Magistrado,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 
Fiscal,  Licenciado  don  Manuel  A.  Núñez. 
Procurador,  Licenciado  don  Francisco  Delgadülo 
Zamora. 

Secretario,  don  A.  Chacón  B. 

Magistrados  Suplentes  de  la  Corte  de  Apelaciones 

De  la  Sala  1’,  Licenciado  don  José  María  Cumes. 
De  la  Sala  1’,  Licenciado  don  José  Lara. 

De  la  Sala  2^  Licenciado  don  Federico  O.  Salazar. 
De  la  Sala  2",  Licenciado  don  Ernesto  Viteri. 

De  la  Sala  3',  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey. 
De  la  Sala  3-,  Licenciado  don  Federico  Salazar. 
De  la  Sala  4'^,  Licenciado  don  Luis  F.  Mo’ina. 
De  la  Sala  4’,  Licenciado  don  Filadelfo  Fuentes. 
De  la  Sala  5’,  Licenciado  don  Silvano  Duarte. 

De  la  Sala  5’  Licenciado  don  Antonio  Castañeda. 
De  la  Sala  6'\  Licenciado  don  Juan  C.  Alvarado. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Eulogio  González. 

Jueces  de  Primera  Instancia  de  la  capital 

Juez  19,  Licenciado  don  Juan  Córdoba  Cerna,  15 
Calle  Oriente,  número  32. 

Juez  2’,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey  1’  Ca- 
lle Oriente,  Jocotenango,  número  4. 

Juez  3’,  Licenciado  don  Antonio  Cruz,  13  Aveni- 
da Sur,  número  17. 

Juez  49,  Licenciado  don  Francisco  Valdés  Calderón 
Juez  5“'.  Licenciado  don  Luis  Arturo  González. 
Juez  6’,  Licenciado  don  Oscar  Zeceña,  2’  Calle 
Poniente,  número  6. 

Funcionarios  Militares  de  la  capital 

Auditor  General  de  Guerra  de  la  República,  Li- 
cenciado don  Elíseo  Solís. 

Comandante  de  Armas,  General  don  Doroteo 
Monterroso. 

Auditor  de  Guerra  de  este  departamento.  Licen- 
ciado don  Rafael  Nuila. 
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Jueces  de  Primera  Instancia  de  los  departamentos 


Jaez  de  Amatitláa,  Licenciado  don  Eduardo  Ri- 
vera. 

Juez  de  la  Alta  Verapaz,  Licenciado  don  J.  Octavio 
Martínez  M. 

Juez  de  la  Baja  Verapaz,  Licenciado  don  José 
Luis  Quiñóncz. 

Juez  de  Chimaltenanéo,  Licenciado  don  Francisco 
Carrillo,  h. 

Juez  de  Chiquimula,  Licenciado  don  Jesús  ünda 
Murillo. 

Juez  de  Escuintla,  Licenciado  don  J.  Liberato 
Valdés. 

Juez  de  Huehuetenan^o,  Licenciado  don  Manuel 
J.  Vásquez. 

Jaez  de  Izabal,  Licenciado  don  Francisco  Sarti. 

Juez  de  Jalapa,  Licenciado  don  Efraín  Peñ^lva. 

Juez  de  Jutiapa,  Licenciado  don  Antonio  Casta- 
ñeda. 

Juez  del  Peten,  Licenciado  don  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  Quiché,  Licenciado  don  Guillermo  Ca- 
brera M. 

Juez  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  Augus- 
to Linares  Letona. 

Juez  2^  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Vicente  Rodríguez. 


Juez  3*?  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Dionisio  Palacios. 

Juez  de  Retalhuleu,  Licenciado  don  Humberto 
Robles  B. 

Juez  de  Sacatepéquez,  Licenciado  don  Alfonso 
Carrillo,  h. 

Juez  de  Suchitepéquez,  Licenciado  don  Gustavo 
Rodríguez  M. 

Juez  de  Sololá,  Licenciado  don  J.  César  Mar- 
tínez Perales. 

Juez  de  San  Marcos,  Licenciado  don  J.  Joaquín 
Palma. 

Juez  de  Santa  Rosa,  Licenciado  don  Alfonso  Ci- 
fuentes  S.  ^ 

Juez  de  Totonicapán,  Licenciado  don  José  Lean- 
dro Rodas. 

Juez  de  Zacapa,  Licenciado  don  Oscar  Murga. 

Juez  de  El  Progreso,  Licenciado  don  Pedro  Con- 
tenti,  h. 

Juez  de  Coatepeque,  Licenciado  don  J.  Miguel 
Herrera. 

Juez  de  Chiquimulillaj  Licenciado  don  Carlos  B. 
Rivera. 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1*^  y 6^  de  Guatemala  y Juzgados  de 
Instancia  y Comandancias  de  Armas  de  Amati- 
tlán  Petén,  Santa  Rosa  y Baja  Verapaz;  y Juzga- 
do Territorial  de  Chiquimulilla. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  2'^  y 4“^  de  1’  Instancia  de  Guatemala 
y Juzgados  de  1’  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Chimaltenango,  Alta  Verapaz  y Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  3’  y 5’  de  1-  Instancia  de  Guatemala, 
Comandancias  de  Armas  de  Guatemala,  Juzgado 
de  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Sa- 
catepéquez; y Juzgado  Territorial  de  El  Progreso. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1’,  2’  y 3’  de  Instancia  y Comandan- 
cias de  Armas  de  Quezaltenango  y Juzgados  de  i’ 
Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  San  Mar- 
co^ y Retalhuleu;  y Juzgado  Territorial  de  Coa- 
tepeque. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1’  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Jalapa,  Jutiapa,  Chiquimula,  Zacapa  e Iza- 
bal,  y Juzgado  Territorial  de  Asunción  Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1’  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Totonicapán,  Sololá.  Quiché  Huehuetenan- 
go  y Suchitepéquez. 


CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPUBLICA 


Vocales  Militares  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 

Propietarios:  Generales  de  División  don  José 
Reyes,  don  Flavio  Ovalle ; y. 

Suplentes : Generales  de  División  don  Mauro  de 
León  y don  Francisco  Mollinedo. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Primera,  Segunda  y Tercera 
de  Apelaciones 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Ismael  Pa- 
checo Quevedo. 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Luis  Leo- 
nardo. 


Suplente,  General  de  División  don  Pedro  Zamora 
Castellanos. 

Suplente,  General  de  División  don  Arturo  Romero. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Paulino  Her- 
nández. 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Gabriel  So- 
beranis. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Nicolás  Maído- 
nado. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Jacobo  Aguilar  P 
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Vocales  Militares  de  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Macabco  Pinto. 
Propietario,  Coronel  don  Benjamín  Morales. 
Suplente,  Comandante  don  Martín  Carlas. 
Suplente,  Comandante  don  Moisés  Morales. 

Vocales  MUdares  de  la  Sala  Sexta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Enrique  F.  Cruz. 
Propietario,  Teniente  Coronel  don  Luis  Alfredo 
Arango. 


Suplente,  Coronel  don  Heliodoro  Benitez. 
Suplente,  Coronel  don  Ramón  Peñalonzo. 


Empleados  Especiales  del  Poder  Judicial 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco  Ci* 
fuentes  Pontaza.  Bibliotecario,  Bachiller  don  Miguel 
A.  Alvarado,  h. 


PERMANENTE 


ha  Corte  Suprema  de  Justicia  está  dis- 
puesta a atender  las  indicaciones  que  haga 
la  prensa  seria,  acerca  de  los  medios  que 
puedan  emplearse  para  el  progresivo  me- 
joramiento de  la  administración  de  justi- 
cia; despachará  toda  queja  o denuncia  que 
se  le  presente  contra  las  autoridades  cuya 


conducta  oficial  está  llamada  a vigilar,  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa  honra- 
da, imparcial  y patrióticamente  intenciona- 
da, concrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
hechos  y las  personas  contra  las  cuales  pro- 
ceda hacerse  una  investigación,  porque  de 
lo  contrario  ésta  resultaría  infructuosa 
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ERRATAS 

en  que  se  íncnrrió  en  la  sentencia  de  casación  dictada  en  el  asunto  IBARGÚEN-DARDON,  publicada 
en  el  número  36  de  esta  GACETA,  correspondiente  al  mes  de  junio  anterior. 
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NOTA;  Donde  dice:  “don”  y “doña”,  léase:  “Don”  y “Doña”. 
Donde  dice:  “dólares”,  léase:  “dollars”. 
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La  Dirección  de  la  OACETA  DE  LOS  TRIBUNALES  hace  constar  que,  solamente  los  autores 
son  responsables  de  las  doctrinas  sustentadas  en  los  artículos  que  se  publiquen  en  ella. 


ENCOMIARLE  ACTITUD  DE  LA  CORTE 
SUPREMA  DE  jySTICIA 


En  uno  de  los  últimos  números  de  la  "Ga- 
ceta de  los  Tribunales"  importante  publica- 
c'ón  que  sirve  de  órgano  del  Poder  Judicial, 
hemos  tenido  la  oportunidad  de  leer  una  sa- 
ludable disposición  de  la  presidencia  de  ese 
organismo,  publicada  como  permanente  en 
la  revista  mencionada,  que  revela  de  una 
manera  incontestable  que  una  nueva  era, 
eminentemente  democrática,  se  ha  inaugu- 
rado para  nuestro  pais,  especialmente  en  lo 
que  se  refiere  a la  depuración  de  uno  de 
los  ramos  más  importantes  de  la  adminis- 
tración pública,  como  es  el  ramo  de  Justi- 
cia, cuya  desorganización  en  épocas  preté- 
ritas mereció  las  más  acerbas  criticas  de 
parte  de  propios  y extraños. 

La  disposición  de  referencia,  cuya  efica- 
cia y oportunidad  no  se  le  escapará  a ningún 
criterio  imparcial,  dice  textualmente  lo  si- 
guiente : "La  Corte  Suprema  de  Justicia  está 
dispuesta  a atender  las  indicaciones  que  ha- 
ga la  prensa,  acerca  de  los  medios  que  pue- 
dan emplearse  para  el  progresivo  mejora- 
miento de  la  administración  de  Justicia; 
despachará  toda  queja  o denuncia  que  se  le 
presente  contra  las  autoridades  cuya  con- 
ducta oficial  está  llamada  a vigilar,  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa  honra- 
da, imparcial  y patrióticamente  intenciona- 
da, concrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
hechos  y las  personas  contra  las  cuales  pro- 
ceda hacerse  una  investigación,  porque  de 
lo  contrario  ésta  seria  infructuosa” . 

Para  poder  apreciar  en  toda  su  trascen- 
dencia la  importante  disposición  de  la  Pre- 
sidencia de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  en 
lo  que  se  refiere  a las  observaciones  atina- 
das de  la  prensa  seria  del  país,  es  menester 


que  no  nos  Lamemos  a engaño  respecto  a 
lo  que  entre  nosotros  ha  sido  la  administra- 
ción de  Justicia,  cuya  mala  organización  ha 
contribuido  de  una  manera  decisiva  a man- 
tenernos en  un  estado  de  rezago  en  relación 
con  los  otros  pueblos  del  Continente,  en  don- 
de se  ha  procurado  que  la  pronta  y justa 
aplicación  del  derecho,  sea  una  de  las  bases 
fundamentales  sobre  la  que  descansa  la  na- 
cionalidad. Porque  es  indudable  que  nin- 
gún conglomerado  social  podrá  subsistir  ni 
desarrollarse  en  ninguna  forma,  en  tanto 
que  no  se  procure,  por  el  interés  mismo  de 
todos  los  ciudadanos,  que  la  Justicia  no  sea 
un  mito,  sino  algo  efectivo  que  ampare  a 
todos  por  igual,  al  pobre  y al  potentado,  al 
poderoso  y al  más  humilde  de  los  habitantes. 

No  pretendemos  demostrar  en  esta  oca- 
sión que  la  administración  de  Justicia  de 
nuestro  pais  no  adolezca  en  la  actualidad 
de  algunas  deficiencias,  ya  que  no  sería 
posible  que  un  lapso  relativamente  corto, 
pudieran  extirparse  de  raíz  todos  los  vicios 
y corruptelas  de  que  adolecía  ese  importan- 
te ramo  gubernativo  en  pasadas  adminis- 
traciones; pero  es  innegable  que  durante 
el  régimen  presente,  como  no  lo  podrán  ne- 
gar ni  sus  más  empecinados  adversarios,  se 
ha  llevado  a cabo  una  positiva  depuración 
del  Poder  Judicial,  al  grado  que  ahora  sólo 
por  excepción  se  registran  las  irregulari- 
dades que  en  otras  épocas  se  observaban 
con  harta  frecuencia. 

En  esta  labor  de  depuración  de  nuestros 
sistemas  judiciales  hay  que  reconocer  que 
le  corresponde  gran  parte  del  mérito  al  ac- 
tual Presidente  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  Licenciado  José  A.  Medrano,  fun- 
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cionario  que  en  los  distintos  cargos  públi- 
cos que  ha  desempeñado  ha  dejado  siem- 
pre una  estela  de  honradez  y de  estricto 
cumplimiento  a sus  deberes  ciudadanos,  lo 
mismo  que  a los  demás  Magistrados  de  la 
Corte,  quienes  han  contribuido  a seleccio- 
nar el  personal  idóneo  y honorable  que  era 
menester  para  llevar  a cabo  una  empresa 
de  la  magnitud  de  la  que  apuntamos. 

La  actitud  asumida  por  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  frente  a las  indicaciones  que 
puedan  hacerle  los  órganos  serios  e impar- 
ciales de  la  prensa  nacional,  es  indudable 
que  contribuirá  en  una  forma  eficacísima 
a completar  la  obra  de  organización  inicia- 
da por  los  actuales  magistrados  de  la  más 
alta  institución  judicial;  porque  la  crítica 
periodística,  sobre  todo  cuando  es  bien  in- 
tencionada, siempre  ha  sido,  especialmente 
en  los  pueblos  cultos,  el  índice  que  marca 
el  derrotero  que  deben  de.  seguir  los  funcio- 
narios, máxime  cuando  éstos  son  los  encar- 
gados de  impartir  la  Justicia,  base  sin  la 
cual  es  completamente  imposible  la  convi- 
vencia social. 

Es  de  esperarse  que  los  órganos  de  la 
prensa  nacional,  tomando  en  cuenta  los  da- 
ños que  acarrearían  al  país  las  críticas  apa- 
sionadas, toda  vez  que  vendrían  a lesionar 
una  de  las  más  altas  y fundamentales  ins- 
tituciones del  Estado,  sabrán  contribuir  de 
la  manera  más  patriótica  y bien  intenciona- 
da a llevar  a cabo  la  depuración  del  ramo 
de  Justicia,  señalando  con  entera  impar- 
cialidad las  irregularidades  que  se  come- 
tan en  lo  sucesivo. 

(De  “Diario  de  Centro-América”,  del  jue- 
ves 12  de  septiembre  de  1929). 

EL  ARCHIVO  DE  PROTOCOLOS 

("Nuestro  Diario”,  en  la  misma  fecha). 


"El  archivo  de  protocolos  está  formado 
por  todos  los  registros  de  los  Notarios  muer- 
tos y los  que  están  en  suspenso  de  ejercer 
el  oficio  notarial  por  razones  de  incompatibi- 
lidad o asuntos  procesales  o ausencia  de 
la  República.  Además,  en  esa  oficina  se 
lleva  el  protocolo  de  la  Secretaría  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  compuesto  por 
la  copia  de  todos  los  documentos  que  deben 
surtir  sus  efectos  en  los  tribunales  de  Gua- 
temala y hayan  sido  extendidos  o autoriza- 
dos en  el  extranjero. 

Esta  Oficina  tiene  una  importancia  máxi- 
ma; es  una  dependencia  de  la  Corte  Supre- 
ma y,  durante  mucho  tiempo  estuvo  en  el 
edificio  de  la  Propiedad  Inmueble ; más 
tarde,  cuando  se  trasladó  el  Ministerio  de 


Gobernación,  el  Archivo  pasó  a una  habita- 
ción interior,  y ahora  que  la  Suprema  tiene 
su  edificio  propio,  cargó  con  el  mundo  de 
protocolos,  incluso  con  el  Archivero,  que  ya 
parece  un  tomo  de  los  protocolos  de  don 
José  Lara. 

Como  decimos,  la  importancia  de  esta 
Oficina  es  máxima;  debiera  tener  muy  di- 
ferente organización.  Hace  mucho  tiempo, 
en  los  comienzos  de  la  administración  de 
Estrada  Cabrera,  se  sustrajeron  algunos  do- 
cumentos de  los  registros  notariales  y esta 
sustracción  dió  origen  a pleitos  y contro- 
versias judiciales,  en  los  que  fueron  perdi- 
dosos, los  que  tenían  de  hecho  la  razón. 

En  unos  juicios  seguidos  en  cuestiones 
con  el  señor  Neutze,  hubo  necesidad  de  fo- 
tografiar muchos  documentos,  protocoliza- 
dos en  registros  notariales,  porque  la  for- 
ma en  que  está  organizada  la  Oficina,  no 
daba  garantía  suficiente. 

Pero  el  hecho  es  que,  con  el  tiempo,  el 
mal  servicio  se  ha  empeorado ; el  actual  Ar- 
chivero que  es  una  bellísima  persona — 
aunque  no  lo  parezca — no  puede  ya,  por  ra- 
zones especiales,  atender  solo,  con  solicitud 
y eficacia,  las  obligaciones  de  su  ministerio. 

Tenemos  quejas  de  personas  que  han  so- 
licitado testimonios  de  escrituras,  muchas 
veces  con  carácter  urgente,  y se  pasan  los 
días  sin  que  puedan  obtener  la  copia  auto- 
rizada que  se  solicita.  Para  completar  las 
dificultades,  cuando  el  archivo  estaba  en 
el  local  que  hoy  ocupa  el  despacho  del  Mi- 
nistro de  Gobernación,  los  protocolos  esta- 
ban ordenados  y catalogados  cronológica- 
mente ; fácil  era  encontrar  el  de  cualquier 
Notario.  Ahora,  con  el  traslado,  se  fueron 
los  volúmenes  a la  buena  de  Dios  y,  como 
fueron  llegando,  se  colocaron  en  los  ana- 
queles. 

No  querríamos  que  se  causara  la  menor 
molestia  al  señor  Archivero,  que  cuenta  tan- 
tos años  de  servicio  paciente;  pero  no  es 
justo  que  su.fra  el  público,  por  una  compla- 
cencia (piadosa.  Así,  esperamos  que,  con 
esta  simple  indicación,  la  Secretaría  de  la 
Corte  Suprema,  diríja  su  mirada  a dicho 
departamento,  que  está  bajo  su  inmediata 
responsabilidad,  y a la  vez  que  se  organiza 
mejor  el  servicio,  dispone  el  arreglo  ade- 
cuando a la  serie  de  protocolos  depositados". 


Con  gusto  reproducimos  la  nota  edito- 
rial de  “Nuestro  Diario”,  de  fecha  12  de 
septiembre  del  corriente  año,  en  la  que,  con 
cretamente,  se  hace  notar  la  deficiencia  del 
servicio  que  presta  al  público  el  Archivo  de 
Protocolos,  dependencia  de  la  Secretaría  de 
la  Corte  Suprema  de  Justicia. 
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La  Presidencia  del  Poder  Judicial,  celosa 
del  buen  nombre  del  ramo  que  tiene  con- 
fiado en  la  Administración  Pública,  y,  en 
el  deseo  de  corregir  las  irregularidades  que 
se  haga  notar  en  la  organización  o funcio- 
namiento de  los  tribunales  de  justicia  de 
la  República,  cuando  estas  indicaciones  se 
hagan  desinteresadamente  por  la  prensa 
seria  y bien  intencionada,  dictó  inmediata- 
mente las  disposiciones  que  creyó  pertinen- 
tes, encaminadas  al  mejoramiento  del  Ar- 
chivo de  Protocolos  y acordó  el  nombra- 
miento de  un  empleado  supernumerario,  con 
el  carácter  de  Ayudante  del  Archivero,  quien 
se  encargará  de  ordenar  cronológicamente 
los  tomos  de  protocolos  depositados  en  di- 
cha Oficina.  Con  tal  motivo,  el  señor  Pre- 
sidente del  Poder  Judicial,  dirigió  al  Di- 
rector de  "Nuestro  Diario”,  la  comunica- 
ción que  transcribimos  a continuación : 


“Ciudad,  septiembre  14  de  1929. 
Señor  Director  de  "Nuestro  Diario". 

Ciudad. 

Muy  señor  mío : 

Con  verdadero  agrado  he  visto  el  edito- 
rial que  aparece  en  su  periódico,  del  jueves 
12  del  corriente,  número  2650,  que  se  re- 


fiere a los  inconvenientes  de  que  adolece, 
actualmente,  el  Archivo  de  Protocolos.  En 
vista  de  sus  insinuaciones,  inmediatamente 
fijé  mi  atención  en  esa  dependencia  de  la 
Corte  Suprema  y con  sinceridad  le  mani- 
fiesto, que  tiene  Ud.  muy  fundada  razón. 
He  dictado  las  disposiciones  conducentes  y 
nombrado  un  empleado  supernumerario  que 
se  encargará  únicamente  de  arreglar  el  ar- 
chivo por  orden  cronológico  y en  la  mejor 
disposición  que  se  pueda,  a efecto  de  que 
las  escrituras  que  se  deseen  puedan  en- 
contrarse fácilmente  y en  el  menor  tiempo. 

Insinuaciones  concretas,  en  esa  forma, 
me  complacen,  porque  me  ponen  en  condi- 
ciones de  dictar  las  medidas  del  caso,  que 
tiendan  a corregir  irregularidades  y excito 
al  señor  Director  para  que  de  esa  manera 
continúe  laborando  en  beneficio  público,  en 
la  seguridad  de  que  atenderé  con  sumo  pla- 
cer cuantas  indicaciones  se  sirva  hacer  para 
el  mejor  desarrollo  de  las  labores  judiciales. 

Con  muestras  de  consideración  y apre- 
cio, quedo  del  señor  Director,  su  atento 
y seguro  servidor. 

JOSE  A.  MEDRANO". 


Exposición  dirigida  por  el  señor  Presidente  del 
Poder  Judicial  al  señor  Presidente  de  la  Re- 
pública, con  relación  al  Decreto  legislativo 
Número  1614, 


Guatemala,  septiembre  23  de  1929. 
Señor  Presidente : 

Se  ha  procurado  poner  en  práctica  las 
disposiciones  del  Decreto  legislativo  Nú- 
mero 1614,  cuyos  fines  y propósitos  son  evi- 
tar demoras  en  la  resolución  de  asuntos  ju- 
diciales y terminar  los  litigios  y causas  que 
se  encuentren  rezagados  en  los  tribunales 
de  2"  Instancia. 

Para  obtener  tales  resultados  se  dispuso 
imponer  multas  a los  funcionarios  que  no 
dicten  sentencias  en  los  términos  que  para 
ello  fija  la  misma  ley  e instituir  una  Sala 
supernumeraria  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
prescribiendo  que  la  Corte  Suprema  habría 
de  organizaría  con  Magistrados  suplentes. 

La  Corte  Suprema,  para  dar  muestras 
de  su  buena  voluntad,  nombró  como  Pre- 
sidente, Vocales  y Fiscales  para  que  for- 


maran esa  Sala  supernumeraria,  cuatro  de 
los  Magistrados  suplentes  que  residen  en 
la  capital,  no  sin  estudiar  antes  el  Decreto 
Número  1614  y convencerse  de  que  es  im- 
practicable. Dos  de  esos  funcionarios  nom- 
brados rehusaron  aceptar  sus  nuevos 
cargos. 

Una  vez  hechos  los  nombramientos,  tal 
repulsa  constituye  una  verdadera  renuncia, 
en  presencia  de  la  cual  la  Corte  Suprema 
encontró  que  no  está  dentro  los  límites  de 
sus  atribuciones  el  aceptarlas,  porque  es 
facultad  que  la  Constitución  reserva  a la 
Asamblea  Nacional  Legislativa. 

Las  disposiciones  del  Decreto  Número 
1614,  no  llegan,  ni  podían  llegar,  hasta  el 
extremo  de  alterar  ese  precepto  constitu- 
cional. La  Corte  Suprema,  acatándolo  co- 
mo se  debe,  y no  queriendo,  como  es  natu- 
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ral,  invadir  atribuciones  privativas  de  la 
Asamblea  Nacional  Legislativa,  ni  ocurrir 
directamente  a dicho  Cuerpo  por  estar  en 
receso,  puso  la  dificultad  en  conocimiento 
del  Ejecutivo,  por  medio  de  la  Secretaría 
de  Gobernación  y Justicia,  para  que  se  sir- 
viera disponer  lo  que  estimara  legal. 

La  comunicación  que  para  ese  efecto  se 
envió  y de  la  cual  se  acompaña  una  copia 
a esta  exposición,  fué  consultada  al  Consejo 
de  Estado,  el  que  después  de  más  de  dos 
meses  de  tener  el  asunto  en  su  poder,  re- 
solvió, en  definitiva,  aceptar  el  dictamen  del 
Consejero  Licenciado  don  Marcial  Prem, 
quien  lo  externó  en  el  sentido  de  que  los 
señores  Magistrados  Suplentes  nombrados 
para  formar  la  nueva  Sala,  están  en  su  de- 
recho para  ceptar  o no  ese  nuevo  empleo, 
"como  la  misma  Corte  Suprema  de  Justicia 
tan  atinadamente  lo  reconoce”  y “cuando 
por  otra  parte  esta  doctrina  de  libertad  de 
aceptación  ha  sido  sancionada  ya,  por  la 
misma  Asamblea  Nacional  Legislativa,  al 
improbar  el  Decreto  gubernativo  que  impo- 
nía, en  todo  caso,  la  obligación  de  aceptar 
los  empleos”. 

A pesar  de  que  los  términos  en  que  está 
concebida  la  nota  de  esta  Corte  son  explíci- 
tos y categóricos  en  cuanto  a que  no  tiene, 
ni  acepta  facultad  delegada  y que  no  pue- 
de delegarse  para  resolver  las  renuncias  de 
los  Magistrados  Viteri  y Salazar,  y en  lo 
cual  está  de  acuerdo  el  señor  Licenciado 
Prem,  el  Consejo  de  Estado  que  aceptó  su 
dictamen,  agregó: — que  las  opiniones  ante- 
riores— la  del  Licenciado  Prem  y la  de  los 
Licenciados  Asturias  y Girón — están  con- 
formes en  que  es  la  propia  Corte  de  Justi- 
cia a la  que  corresponde  resolver  el  caso 
consultado,  puesto  que  el  propio  Decreto 
Número  1614  le  deja  la  facultad  de  organi- 
zar la  nueva  Sala,  en  cuya  facultad  queda 
comprendida,  como  es  natural,  la  de  resol- 
ver todas  los  dificultades  que  puedan  pre- 
sentarse para  su  organización. 

Pero  ese  concepto  de  “resolver  todas  las 
dificultades  que  puedan  presentarse”  es  de 
tal  complejidad  que  requiere  las  explica- 
ciones que  siguen,  y que  no  se  formulan 
aquí  con  el  intento  de  promover  discusio- 
nes ni  oponer  obstáculos  al  cumplimiento 
de  la  ley,  lo  cual  está  muy  lejos  de  la  men- 
te de  esta  Corte,  sino  con  el  propósito  sin- 
cero de  que  se  tengan  en  cuenta,  y de  que 
los  tres  Departamentos  del  Poder  Nacio- 
nal, obrando  cada  uno  de  ellos  dentro  del 
límite  de  sus  atribuciones  y en  armoniosa 
colaboración,  cooperen  como  es  debido  al 
buen  servicio  púbhco,  sin  rehusar  la  parte 
que  a cada  cual  le  corresponde. 


Tales  explicaciones  son  las  siguientes: 

I. — Al  confeccionar  la  iniciativa  del  men- 
cionado Decreto  y al  darle  forma  definiti- 
va, no  se  tuvo  en  cuenta  dato  ninguno  de 
estadística,  base  primordial  sobre  la  cual 
en  este  caso,  el  legislador  debió  simentar 
sus  disposiciones.  Véase  el  cuadro  estadís- 
tico que  se  acompaña,  cuyos  datos  han  sido 
publicados  en  la  “Gaceta  de  los  Tribuna- 
les”, en  el  cual  consta  que  el  número  de  re- 
soluciones dictadas  por  los  tribunales  del 
orden  Judicial,  durante  el  año  próximo  pa- 
sado, es  de  DOSCIENTAS  CUARENTA 
MIL  SETECIENTAS  CINCUENTA  Y DOS, 
así:  SIETE  MIL  DOSCIENTAS  OCHEN- 
TA Y OCHO  sentencias,  SESENTA  Y SIE- 
TE MIL  TRESCIENTOS  TRECE  autos,  y 
CIENTO  SESENTA  Y SEIS  MIL  CIENTO 
CINCUENTA  Y TRES  providencias  de  trá- 
mite o decretos. 

Allí  se  encontrará  que  la  decantada  falta 
de  laboriosidad  de  sus  funcionarios  no  exis- 
te más  que  en  la  irreflexiva  fantasía  de  los 
que  han  llegado  hasta  el  extremo  de  decir 
que  es  mejor  una  sentencia  injusta,  que 
una  sentencia  tardía,  aunque  legal  y bien 
fundada,  de  aquellos  que,  abusando  de  las 
disposiciones  de  nuestras  leyes  procesivas 
promueven  incidente  tras  incidente,  excep- 
ción tras  excepción,  hacen  encuadernar  vo- 
luminosos expedientes,  algunos  de  los  cua- 
les tienen  más  de  mil  hojas  que  a la  hora 
de  fallar  hay  que  estudiarlos  detenidamen- 
te, demoran  por  años  la  secuela  de  las  jui- 
cios, y después  pretenden  que  un  Juez  abru- 
mado de  atenciones  y responsabilidades  dic- 
te la  sentencia  en  ocho  días,  o que  un  Tri- 
bunal colegiado  emita  fallo  definitivo  sin 
que  pueda  disponer  de  todo  el  tiempo  que 
requiere  el  estudio  cuidadoso  de  los  ante- 
cedentes y de  la  concienzuda  discusión  de 
los  fundamentos  en  que  ha  de  descansar. 

Si  se  tiene  en  cuenta  el  gran  número  de 
asuntos  que  se  están  substanciando  en  ca- 
da tribunal,  y el  gran  número  de  diligencias 
que  en  él  deben  practicarse  cada  día,  cual- 
quier observador  juicioso  podrá  hacerse 
cargo  de  que  cada  funcionario  judicial  vive 
abrumado  de  ocupaciones  a cual  más  varia- 
das, importantes  y numerosas;  v esto,  sin 
mencionar  las  conferencias  verbales  que 
muchos  litigantes  quisieran  tener  casi  a 
diario  con  los  mismos  funcionarios. 

II. — Durante  los  últimos  veinte  años,  la 
población  del  país  ha  aumentado  considera- 
blemente; los  negocios  se  multipl-can  y se 
complican  a diario ; se  ha  desarrollado  el 
vicio  de  no  cumplir  puntualmente  las  obli- 
gaciones y el  afán  de  buscar  subterfugios 
para  escapar  de  ellas ; y la  criminalidad  asu- 
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me  cada  día  mayores  proporciones.  Mien- 
tras tanto,  y en  el  mismo  espacio  de  tiempo, 
apenas  se  han  instituido  seis  Juzgados  de 
Primera  Instancia,  cuatro  de  ellos  de  muy 
reciente  creación,  y una  Sala  de  la  Corte 
de  Apelaciones.  La  Corte  Suprema  se  compo- 
ne hoy  de  los  mismos  cuatro  Magistrados 
y un  Presidente  con  que  se  instituyó  hace 
cuarenta  años. 

El  recargo  de  asuntos  pendientes  y las 
demoras  de  que  se  resiente  en  la  actualidad 
el  servicio  judicial,  en  algunos  Tribunales, 
no  reconocen  por  causa  verdadera,  falta  de 
laboriosidad  en  los  funcionarios,  sino  exce- 
so en  la  labor  a ellos  encomendada. 

Además  de  lo  expuesto,  existe  la  circuns- 
tancia de  que  son  pocos  los  letrados  aptos 
y patriotas  que  aceptan  cargos  judiciales. 
Todos  aquellos  que  han  formado  alguna 
clientela  encuentran  en  el  ejercicio  de  su 
profesión  labores  menos  fatigosas,  de  no 
tanta  responsabilidad  y más  abundante- 
mente remuneradas.  La  Corte  se  ve  en  se- 
ria dificultad  cuando  se  trata  de  llenar  al- 
guna vacante. 

III.  — La  Ley  Orgánica  y Reglamentaria 
del  Poder  Judicial  requiere  que  cada  Sala 
de  la  Corte  de  Apelaciones  se  componga  de 
tres  Magistrados,  un  Fiscal  y dos  suplen- 
tes que  integren  el  tribunal  en  caso  de  im- 
pedimento o excusa  de  los  primeros.  En 
esta  capital  residen  tres  Salas  de  dicha  Cor- 
te, con  sus  seis  suplentes  respectivos.  Si 
de  estos  seis  se  retiran  cuatro  para  la  or- 
ganización de  la  nueva  Sala  (tres  Magis- 
trados y un  Fiscal)  es  demasiado  exigir  que 
con  solo  dos  suplentes  se  puedan  integrar, 
cuando  sea  necesario,  tres  Salas  o cuatro 
si  se  llegara  a establecer  la  otra.  Esta  resta 
de  suplentes  lejos  de  producir  la  rapidez  que 
se  bu, sea,  ocasionaría  más  retardo  en  las 
resoluciones,  por  no  haber  ya  personal  con 
qué  integrar  los  respectivos  tribunales  en 
los  casos  previstos  por  la  ley. 

No  es  posible  traer,  a los  suplentes  de  las 
Salas  Cuarta,  Quinta  y Sexta,  residentes 
en  Queza'.tenango,  Jalapa  y Totonicapán, 
tanto  por  las  razones  anteriores,  como  por- 
que algunos  de  ellos  son  Jueces  de  Primera 
Instancia ; y mientras  estuvieran  integran- 
do los  tribunales  de  su  cargo  quedarían  en- 
comendados a Jueces  de  Paz;  lejos  que,  ne- 
cesitando de  asesor,  es  forzoso  que  despa- 
chen con  más  lentitud,  justamente  lo  con- 
trario de  lo  que  se  necesita. 

IV.  — El  correctivo  de  multas  creado  por 
el  Decreto  Número  1614  tiene  muy  serios 
inconvenientes. 


El  recargo  de  asuntos  pendientes  que  ac- 
tualmente existen  en  algunos  tribunales,  y 
que  se  ha  venido  aglomerando  de  años  muy 
atrás  es  tal,  que  los  sueldos  de  los  funcio- 
nónos, ya  puestos  al  descuento  de  dos  quet- 
zales por  cada  día  de  retardo  en  la  resolu- 
ción de  cada  asunto,  no  alcanzaría  a satis- 
facer el  monto  total  de  las  multas.  En  la 
Sala  4'*  hay  más  de  cuatro  mil  asuntos  por 
resolver.  ¿Puede  esperarse  que,  bajo  esas 
condiciones,  haya  letrados  tan  patriotas  que 
deseen  aceptar  funciones  fatigosas  y de 
gran  responsabilidad,  teniendo  con  frecuen- 
cia que  pagar  de  su  peculio  un  saldo  a su 
cargo  al  fin  de  cada  mes? 

Varios  funcionarios  han  manifestado  ya 
su  descontento  por  dicha  ley  y que  tienen 
intención  de  renunciar.  Dos  jueces  renun- 
ciaron ya  y se  hace  difícil  encontrar  substi- 
tutos que  reúnan  buenas  condiciones.  Se 
estima  denigrante  a la  dignidad  de  los  en- 
cargados de  administrar  justicia  y ofensi- 
vo al  decoro  profesional,  la  imposición  de 
multas  en  las  condiciones  establecidas.  En 
algunos  casos  existe  imposibilidad  física. 

Esta  situación  que  Se  está  ya  determinan- 
do, ¿promoverá  acaso,  una  administración 
de  justicia  más  rápida? 

Nada  sería  tan  escandaloso  ni  de  conse- 
cuencias tan  trascendentales  como  una  in- 
terrupción repentina  de  las  labores  judi- 
ciales provocada  por  dicha  ley. 

V. — Las  leyes  procesivas  establecen  y fi- 
jan los  fueros,  de  los  cuales  es  fundamental 
el  del  domicilio  del  demandado,  en  lo  civil 
y en  lo  comercial;  y el  del  lugar  en  que  se 
cometió  el  delito,  en  lo  penal. 

La  Constitución  reconoce  a cada  persona, 
como  un  derecho  sagrado  que  ella  misma  ga- 
rantiza, el  de  ser  juzgada  por  tribunal  com- 
potente; o,  lo  que  es  lo  mismo,  por  el  Tri- 
bunal de  su  fuero.  Por  eso  es  que  las  leyes 
procesivas  fijan  a los  jueces  y tribunales  la 
parte  del  territorio  nacional  a que  se  limita 
su  jurisdicción,  qué  personas  están,  o no, 
sometidas  a su  autoridad  y las  materias  en 
que  tienen  facultad  de  conocer. 

La  misma  Constitución  prohíbe  que  los 
guatemaltecos,  y los  extranjeros  residentes 
en  la  República,  sean  juzgados  por  tribu- 
nales especiales. 

Ahora  bien;  cada  una  de  las  Salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  ya  establecidas  y que 
actualmente  funcionan,  tiene  asignada  para 
ejercer  su  jurisdicción  la  parte  de  territorio 
compuesta  por  las  circunscripciones  de  los 
juzgados  departamentales  de  cuyas  resolu- 
ciones ha  de  conocer  en  segunda  instancia. 
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y cada  habitante  de  esas  circunscripciones 
tiene  el  perfecto  derecho  de  ser  juzgado  en 
segunda  Instancia  por  la  Sala  de  la  Corte 
de  Apelaciones  a que  corresponde  su  domi- 
cilio, con  exclusión  de  cualquiera  otra.  Y si 
una  sala  extraña  al  domicilio  del  reo  o de- 
mandado, dictara  sentencia  que  le  afecte, 
tal  sentencia  daria  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma  y ya  se 
pueden  suponer  los  resultados  que  esto  oca- 
sionarla. 

Las  circunscripciones  jurisdiccionales  asig- 
nadas a las  Salas  ya  existentes  cubren  todo 
el  territorio  de  la  República,  de  tal  suerte 
que  no  hay  una  sola  ciudad,  viUa,  ni  aldea 
cuyos  habitantes  no  tengan  sus  jueces  y tri- 
bunales propios,  investidos  por  las  demás  le- 
yes de  competencia  exclusiva  para  ejercer 
jurisdicción  sobre  ellos ; y a esos  mismos 
habitantes  protege  la  prohibición  constitu- 
cional de  ser  juzgados  por  tribunales  es- 
peciales. 

La  Sala  Supernumeraria  creada  por  el  De- 
creto Número  1614,  es  un  Tribunal  especial 
por  varios  conceptos:  el  primero,  porque  no 
se  ha  instituido  como  lo  manda  la  Constitu- 
ción, con  sus  Magistrados  propietarios  y su- 
plentes electos  por  la  Asamblea  Legislati- 
va; segundo,  porque  no  tendría  circunscrip- 
ción territorial  determinada  ni  podría  deter- 
minársele, ya  que  teniendo  facultades  para 
resolver  todos  los  asuntos  pendientes  en  las 
Salas  hasta  el  año  de  1925,  su  jurisdicción 
se  extendería  a toda  la  República,  lo  que 
únicamente  compete,  conforme  a la  ley,  a 
la  Corte  Suprema;  tercero,  porque  la  auto- 
ridad de  que  se  le  ha  investido  se  limita  es- 
pecialmente a los  asuntos  pendientes  de 
sentencia,  imposibilitándola  para  la  prácti- 
ca de  cualquier  diligencia  que  estimara  in- 
dispensable para  mejor  resolver;  y,  cuarto, 
porque  su  existencia  es  transitoria  y tem- 
poral. 

En  consecuencia,  cada  una  de  las  perso- 
nas respecto  de  las  cuales  pretendiera  ejer- 
cer jurisdicción,  están  en  el  derecho  de  ob- 
jetar la  competencia  de  ese  tribunal  especial 
de  Segunda  Instancia  limitada  y de  solicitar, 
llegado  el  caso,  que  se  les  ampare  en  una 
u otra  de  las  dos  garantías  constitucionales 
conculcadas. 

Todo  esto  depende  de  que  al  instituirlo, 
no  se  tuvo  el  cuidado  necesario  e indispen- 


sable de  poner  en  concordancia  la  ley  que 
lo  crea,  con  las  demás  leyes  preexistentes 
a las  cuales  afecta. 

Las  alteraciones  que  en  estas  sería  indis- 
pensable hacer  para  que  la  nueva  Sala  de 
la  Corte  de  Apelaciones  pudiera  ejercer  sus 
funciones,  no  pueden  hacerse  ni  por  el  Po- 
der Judicial,  ni  por  el  Ejecutivo.  Además, 
esas  alteraciones  tendrían  que  ser  también 
especiales  y temporales,  como  lo  es  el  mis- 
mo Tribunal  y qué  afectar  en  las  reformas, 
leyes  substantivas  y leyes  procesivas  y has- 
ta la  misma  Constitución. 

El  Poder  Judicial  no  puede  decretar  esas 
reformas. 

El  Poder  Ejecutivo  tampoco. 

El  Legislativo  está  en  receso  y la  Corte 
no  puede  por  esa  razón  someter  el  asunto 
al  conocimiento  de  la  Asamblea,  que  es,  co- 
mo muy  bien  lo  comprende,  la  única  com- 
petente para  resolverlo. 

Como  de  todo  lo  que  queda  expuesto  se 
deduce,  lógicamente,  que  el  Decreto  Núme- 
ro 1614  no  puede  cumplirse,  me  permito  en 
representación  de  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, sugerir  al  señor  Presidente  de  la  Re- 
pública que,  si  lo  cree  conveniente,  sea  ser- 
vido de  suspender  la  ejecución  del  mencio- 
nado Decreto  Número  1614,  mientras  se 
subsana  por  quien  corresponde  los  incon- 
venientes que  hoy  se  advierten  y hacen  im- 
posible su  aplicación. 

Y,  para  que  no  se  crea  que  el  Tribunal 
Supremo  se  limita  a enumerar  inconve- 
nientes sin  buscar  el  modo  de  removerlos, 
me  permito  manifestar  que,  a su  juicio,  el 
verdadero  remedio  del  mal  está  en  aumen- 
tar el  número  de  Juzgados  de  1«  Instancia, 
de  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  y de 
Vocales  de  la  Corte  Suprema,  en  la  propor- 
ción que  demandan  las  necesidades  del 
país;  y a fin  de  que  no  sea  necesario  recu- 
rrir a leyes  especiales,  temporales,  provisio- 
nales y extraordinarias,  que  se  continúe 
trabajando  seriamente  en  la  reforma  gene- 
ral de  nuestros  Códigos,  encargada  a la  re- 
conocida competencia  de  la  Comisión  de  Le- 
gislación. 

Protesto  al  señor  Presidente  las  muestras 
de  mi  distinguida  consideración  y aprecio, 
subscribiéndome  su  atento  y S.  S, 

JOSE  A.  MEDRANO. 
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CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CRIMINAL 


Para  que  exista  el  contrato  de  depósito  es 
necesario  qne  se  hayan  llenado  los  requi- 
sitos que  la  ley  señala. 


"Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
veintiocho  de  mayo  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  de 
fecha  diez  y siete  de  julio  de  mil  novecien- 
tos vintiocho,  en  que  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  niega  su  aprobación 
al  fallo  pronunciado  por  el  Juez  Quinto  de 
Primera  Instancia  de  este  departamento,  y 
declara:  l'' — Que  Juan  Ramón  Salamanca 
es  reo  de  hurto;  2'? — Que  por  ese  delito  le 
impone  cinco  años  de  prisión  correccional ; 
3" — Que  en  virtud  de  los  Decretos  de  indul- 
to Números  728,  849,  926  y 963,  se  le  con- 
dona en  su  tota’idad  la  pena  mencionada; 
yi  4'’ — Lo  declara  incurso  en  las  responsabi- 
lidades civiles  provenientes  del  delito. 

RESULTA:  que  doña  María  Luisa  Ba- 
tres  viuda  de  Viteri  se  presentó  ante  el  Juez 
Quinto  de  Primera  Instancia  de  este  depar- 
tamento, manifestando : que  en  esa  fecha 
(7  de  noviembre  de  1921),  habían  pasado 
al  Despacho  aludido,  las  diligencias  que  con 
el  objeto  de  exigir  la  devolución  de  un  de- 
pósito, la  compareciente  inició  en  el  Juz- 
gado 3'’  de  1’  Instancia  de  este  departamen- 
to, contra  Juan  Ramón  Salamanca;  que  se- 
gún constaba  en  las  mismas  diligencias.  Sa- 
lamanca se  negó  a devolver  la  cantidad  de 
dinero  que  don  Juan  Viteri,  esposo  de  la 
señora  Batres  de  Viteri,  le  había  entregado 
en  depósito,  incurriendo  desde  luego  en  la 
responsabilidad  criminal  que  determina  el 
artículo  390  del  Código  Penal ; y concluyó 
pidiendo : que  se  libraran  órdenes  de  cap- 
tura contra  Salamanca.  Tomada  declara- 
ción a la  señora  viuda  de  Viteri,  dijo:  que 
con  fecha  catorce  de  febrero  de  mil  nove- 
cientos veinte,  Juan  Ramón  Salamanca  ha- 
bía recibido  en  depósito  del  señor  Viteri 
(don  Juan),  en  dos  partidas,  la  cantidad  de 
un  mil  trescientos  treinta  y tres  pesos,  trein- 
ta y dos  centavos  oro  americano,  con  obli- 
gación de  devolver  la  primera  partida  el  día 


último  de  abril  y la  segunda  el  treinta  y uno 
de  mayo  del  mismo  año  (1920);  y que  se 
constituía  formal  acusadora  de  Salamanca. 

RESULTA : que  en  las  diligencias  a que 
se  refiere  la  parte  acusadora,  consta  lo  que 
sigue;  que  la  señora  María  Luisa  Batres 
viuda  de  Viteri,  se  presentó  ante  el  Juez  3'' 
de  1*  Instancia,  de  este  departamento,  con 
fecha  veintiuno  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos veintiuno,  manifestando:  que  como 
tutriz  natural  de  su  hijo  Juan  José  Viteri, 
quien  había  sido  declarado  heredero  del  es- 
poso de  la  compareciente,  pedía  que  se  re- 
quiriera judicialmente  al  señor  Juan  Ra- 
món Salamanca,  a fin  de  que  dicho  señor 
le  devolviese  la  cantidad  de  un  mil  trescien- 
tos treinta  y tres  pesos,  treinta  y dos  cen- 
tavos oro  americano,  que  había  recibido  del 
señor  Viteri,  según  constaba  en  dos  docu- 
mentos subscritos  por  Salamanca  y los  cua- 
les acompañaba  a su  escrito.  Los  documen- 
tos presentados  por  la  señora  Batres  viuda 
de  Viteri,  son:  a)  Copia  certificada  expedi- 
da por  el  Secretario  del  Juzgado  Tercero 
de  Primera  Instancia  de  este  departamen- 
to, en  que  consta;  que  con  fecha  siete  de 
septiembre  de  mil  novecientos  veintiuno,  el 
Juzgado  Tercero  declaró  a Juan  José  Vite- 
ri Batres,  heredero  ab  intestato  de  su  pa- 
dre don  Juan  Viteri,  sin  perjuicio  de  tercero 
de  igual  o mejor  derecho;  y dos  documen- 
tos por  seiscientos  sesenta  y seis  pesos,  se- 
senta y seis  centavos  oro  americano,  cada 
uno,  en  los  cuales  Juan  Ramón  Salaman- 
ca hizo  constar,  que  el  treinta  de  abril  y el 
treinta  y uno  de  mayo  de  mil  novecientos 
veinte,  entregaría  al  señor  Juan  Viteri,  las 
sumas  de  seiscientos  sesenta  y seis  pesos, 
sesenta  y seis  centavos,  y seiscientos  sesen- 
ta y seis  pesos,  sesenta  y seis  centavos,  am- 
bas cantidades,  oro  americano,  que  a su  en- 
tera satisfacción,  recibió  el  catorce  de  fe- 
brero de  ese  mismo  año  pudiendo  entregar 
también  dichas  cantidades  a la  persona  que 
designe  en  forma,  el  señor  Viteri ; las  fir- 
mas del  señor  Salamanca  que  se  encuentran 
al  pie  de  cada  uno  de  los  documentos  aludi- 
dos, fueron  legalizadas  por  el  Notario  don 
Max.  Cifuentes  Monzón,  en  esta  ciudad,  el 
mismo  día  del  otorgamiento  de  aquellos  ins- 
trumentos. 
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RESULTA:  que  el  Juez  Tercero  de  Pri- 
mera Instancia  ordenó  que  se  requiriera  a 
Juan  Ramón  Salamanca,  quien,  al  ser  re- 
querido por  el  Receptor  del  Juzgado,  en 
presencia  de  los  testigos  Manuel  Gaitán 
Loaiza  y J.  Anastasio  Flores,  dijo;  que  no 
verificaba  “la  entrega,  por  no  deber  y no 
haber  recibido  nada  de  don  Juan  Viteri,  ni 
de  la  esposa  de  este  señor”. 

RESULTA:  que  Juan  Ramón  Salaman- 
ca presentó  un  escrito  con  firma  legalizada, 
ante  el  Juez  Tercero,  manifestando;  que  el 
Receptor  del  Despacho  al  notificarle  la  de- 
manda, consignó  la  especie  falsa  de  que  él 
(Salamanca),  nada  debia,  lo  cual  asegura- 
ba solemnemente  que  no  era  cierto,  toda 
vez  que  él  (el  compareciente)  habia  firma- 
do los  documentos  respectivos,  y en  conse- 
cuencia desmentia  tal  aseveración  ante  el 
Juez,  quien  tenia  fe  pública  a ese  respec- 
to, y no  el  Receptor  que  había  sufrido  sin 
duda  una  equivocación,  al  consignar  lo  ex- 
presado por  el  dicente.  Este  memorial  fué 
mandado  agregar  a sus  antecedentes,  y a so- 
licitud de  la  señora  Batres  viuda  de  Viteri, 
el  Juez  mandó  que  las  diligencias  se  remi- 
tieran al  Juzgado  Quinto  de  Primera  Ins- 
tancia. 

RESULTA ; que  el  diez  y nueve  de  diciem- 
bre de  mil  novecientos  veintiuno,  el  Coman- 
dante de  la  Cuarta  Sección ’de  Policía  puso 
en  conocimiento  del  Juez  Instructor,  que  el 
Agente  Trinidad  Molina,  había  capturado  a 
Juan  Ramón  Salamanca,  quien,  al  tomár- 
sele indagatoria,  ese  mismo  día,  expuso  lo 
que  sigue:  que  ofreció  a don  Juan  Viteri 
tres  mil  dólares  por  una  CONCESION,  pero 
con  la  condición  de  disfrutar  de  ésta  du- 
rante un  año,  y con  motivo  del  negocio  alu- 
dido le  dió  a Viteri  un  mil  setecientos  dóla- 
res adelantados,  y por  haber  explotado  el 
teatro  sólo  dos  meses,  pues  el  Gobierno  su- 
primid las  concesiones,  ya  no  continuó  pa- 
gando; que  no  recibió  de  Viteri  un  solo  cen- 
tavo, y dicho  señor  lo  obligó  a que  le  fir- 
mara dos  pagarés  a cambio  de  la  transac- 
ción que  hicieron  del  teatro ; pudiendo  de- 
clarar acerca  de  este  asunto,  los  señores 
Licenciado  Max.  Cifuentes  Monzón,  Ramiro 
Fernández  Xatruch,  Mariano  Ventura  y 
Edmundo  Nanne;  y para  probar  su  hono- 
rabilidad, proponía  el  testimonio  de  los  se- 
ñores Licenciado  Federico  Castañeda  Go- 
doy  y Enrique  Forno. 

RESULTA:  que  se  redujo  a prisión  pro- 
visional a Juan  Ramón  Salamanca,  por  el 
delito  de  estafa. 


RESULTA  : que  tomada  declaración  a Ma- 
riano Ventura,  Licenciado  Max.  Cifuentes 
Monzón,  Ramiro  Fernández  Xatruch,  Ed- 
mundo Nanne  y Licenciado  don  Federico 
Castañeda  Godoy,  expusieron  lo  que  si- 
gue: Ventura,  que  a mediados  del  mes  de 
febrero  de  mil  novecientos  veinte,  se  encon- 
traban en  la  esquina  de  la  Plaza  de  Armas, 
Salamanca,  Viteri,  Fernández  Xatruch  y el 
deponente,  cuando  con  motivo  de  un  dis- 
gusto que  se  suscitó  entre  Fernández  y Vi- 
teri, quien  era  el  concesionario  del  Teatro 
“Variedades”,  Salamanca  dijo  que  él  toma- 
ba la  concesión  que  tenía  Viteri,  con  el  ob- 
jeto de  evitarle  a Fernández  más  disgustos, 
y al  día  siguiente,  como  a las  diez  de  la  ma- 
ñana, se  dirigieron  a la  oficina  del  Notario 
don  Max.  Cifuentes  Monzón,  con  el  objeto 
de  hacer  la  escritura  del  mencionado  con- 
trato, habiéndose  reunido  allí  Eduardo  An- 
guiano,  Juan  Viteri,  Edmundo  Nanne,  W. 
H.  Hil,  Ramiro  Fernández,  Juan  Ramón 
Salamanca  y el  declarante;  que  en  virtud  del 
referido  contrato,  Salamanca  podía  explo- 
tar el  Teatro  “Variedades”,  por  el  término 
de  un  año,  contado  desde  la  fecha  en  que 
aquel  se  había  celebrado,  habiéndose  com- 
prometido don  Juan  Ramón  a entregar  a Vi- 
teri a cambio  de  la  concesión,  la  cantidad  de 
tres  mil  dólares,  dándole  seiscientos  sesenta 
y seis  pesos  oro  americano  cada  fin  de  mes 
hasta  completar  la  suma  que  acaba  de  men- 
cionarse; que  Salamanca  explotó  el  teatro 
dos  meses,  y entregó  a Viteri  la  cantidad  de 
un  mil  setecientos  dólares,  cumpliendo  así 
con  lo  estipulado ; que  Salamanca  no  reci- 
bió de  Viteri,  un  solo  centavo;  que  don  W. 
H.  Hill,  solo  llegó  como  intermediario  en  el 
contrato  aludido;  que  por  haber  suspendi- 
do el  Gobierno  toda  clase  de  concesiones. 
Salamanca  ya  no  pudo  seguir  explotando  el 
teatro,  y por  consiguiente,  se  creyó  libre  de 
toda  obligación,  pues  no  debía  continuar 
pagando  él  (Salamanca)  cuando  la  otra  par- 
te no  cumplía  con  lo  convenido ; el  Licencia- 
do Cifuentes  Monzón,  expuso : que  en  el 
mes  de  enero  o febrero  del  año  de  mil  nove- 
cientos veinte,  llegaron  a su  bufete,  Eduar- 
do Anguiano,  Juan  Viteri,  Edmundo  Nanne, 
Mariano  Ventura,  W.  H.  Hill,  Ramiro  Fer- 
nández y Juan  Ramón  Salamanca,  con  el 
obieto  de  que  el  dicente  les  hiciera  una  es- 
critura en  la  cual  se  consignara  que  Sala- 
manca tomaba  en  arrendamiento  el  teatro 
“Variedades”,  a Viteri,  quien  era  el  conce- 
sionario en  unión  de  Anguiano ; que  no  re- 
cuerda cuál  fué  la  cantidad  que  don  Juan 
Ramón  se  comprometió  a pagar  por  el 
arrendamiento  del  mencionado  teatro,  pero 
sí  que  Salamanca  se  obligó  a pagar  el  total 
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de  la  renta  por  partes;  que  la  escritura  la 
dictó  el  deponente,  y fue  escrita  por  Eduar- 
do Anguiano ; que  los  pagarés  los  hizo  Vi- 
teri  en  la  máquina  del  dicente,  quien  solo 
legalizó  las  firmas;  que  no  hubo  depósito 
efectivo,  y las  cantidades  de  dinero  que  fue- 
ron consignadas  en  los  aludidos  documen- 
tos, se  refieren  a las  partidas  que  debía  cu- 
brir Sa’amanca,  quien  se  comprometió  a 
efectuar  el  pago  en  esa  forma;  que  la  es- 
critura de  arrendamiento  se  otorgó  a favor 
de  W.  H.  Hill  (americano)  para  evitar  di- 
ficultades a Salamanca;  Fernández  Xatruch 
dijo;  que  a mediados  del  mes  de  febrero  de 
mil  novecientos  veinte,  Juan  Ramón  Sala- 
manca le  manifestó  el  deseo  que  tenía  de 
tomar  en  arrendamiento  el  Teatro  Varieda- 
des, insinuación  a la  cual  contestó  el  de- 
ponente diciéndole  que  con  tal  de  salir  de 
Anguiano  y de  Viteri,  quienes  eran  los  con- 
cesionarios del  "Variedades”,  se  lo  daría  a 
cualouiera;  habiendo  celebrado  Salamanca 
con  Viteri  el  contrato  de  arrendamiento,  uno 
o dos  días  después;  que  don  Juan  Ramón 
se  comprometió  a pagar  a Viteri  la  canti- 
dad de  tres  mil  dólares,  por  partidas,  fir- 
mándole para  ese  efecto,  pagarés,  y con  la 
condición  de  que  Salamanca  explotaría  el 
teatro  durante  un  año ; que  el  Gobierno  sus- 
pendió las  concesiones,  y Salamanca  ya  no 
continuó  pagando  la  cantidad  a que  se  ha- 
bía comprometido,  pues  como  no  se  le  cum- 
plía con  el  contrato,  él  (Salamanca)  no  se 
consideraba  obligado  a pagar;  que  el  con- 
trato se  celebró  en  el  bufete  del  Licenciado 
Max.  Cifuentes;  que  sabe  que  Salamanca 
pagó  los  dos  primeros  pagarés,  pero  ignora- 
a que  cantidad  asciende;  y le  consta  que  Sa- 
lamanca no  recibió  en  depósito  ninguna  can- 
tidad de  dinero;  Edmundo  Nanne,  dijo;  que 
a mediados  del  mes  de  febrero  de  mil  nove- 
cientos veinte,  en  el  bufete  del  Licenciado 
don  Max.  Cifuntes  Monzón,  Juan  Ramón 
Salamanca  celebró  con  Juan  Viteri  un  con- 
trato sobre  explotación  del  Teatro  Varieda- 
des, durante  un  año,  comprometiéndose  Sa- 
lamanca a pagar  a Viteri  por  el  arrenda- 
miento, la  cantidad  de  tres  mil  dólares,  su- 
ma que  sería  cubierta  en  la  fecha  expresa- 
da en  los  dos  pagarés  que  Juan  Ramón  Sa- 
lamanca firmó  a favor  de  Viteri;  que  por 
haber  suspendido  el  Gobierno  las  concesio- 
nes, Salamanca  no  siguió  la  explotación  del 
teatro  ni  continuó  haciendo  los  correspon- 
dientes pagos,  pues  se  consideraba  exone- 
rado de  toda  obligación,  desde  el  momento 
que  no  se  cumplía  con  respecto  a él  (Sala- 
manca), lo  estipulado  en  el  contrato;  y que 
no  se  había  constituido  depósito  de  dinero ; 
y el  Licenciado  Castañeda  Godoy,  dijo  que 


Juan  Ramón  Salamanca  es  un  hombre  hon- 
rado y ha  merecido  la  estimación  de  sus 
jefes, 

RESULTA ; que  el  experto  nombrado  dió 
a los  mil  trescientos  treinta  y tres  pesos, 
treinta  y dos  centavos  oro,  el  valor  de  dos 
mil  seiscientos  sesenta  y seis  pesos,  sesen- 
ta y cuatro  centavos  plata. 

RESULTA;  que  practicado  careo  entre 
doña  María  Luisa  Batres  de  Viteri  y don 
Juan  Ramón  Salamanca,  no  se  logró  que 
se  pusieran  de  acuerdo,  pues  cada  una  de 
dichas  personas,  sostuvo  su  dicho. 

RESULTA;  que  al  enjuiciado  se  le  formu- 
ló cargo  por  el  delito  de  hurto  con  el  cual 
no  se  conformó. 

RESULTA;  que  por  auto  de  fecha  nue- 
ve de  noviembre  de  mil  novecientos  vein- 
tiséis, el  Juez  Quinto  declaró  abandonada 
la  primera  Instancia  por  parte  de  María 
Luisa  Batres  viuda  de  Viteri,  y por  tratar- 
se de  un  delito  público,  ordenó  que  se  con- 
tinuara el  procedimiento  de  oficio,  resolu- 
ción que  confirmó  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  por  auto  de  fecha  on- 
ce de  diciembre  de  mil  novecientos  veinti- 
séis. 

RESULTA ; que  después  de  presentada  la 
defensa,  se  llamaron  autos  con  citación  pa- 
ra sentencia,  pronunciándose  por  el  Jue¿ 
Quinto  la  de  fecha  diez  y ocho  de  abril  de 
mil  novecientos  veintiocho,  en  que  se  ab- 
suelve al  enjuiciado  del  cargo  de  hurto  que 
se  le  formuló,  falla;  como  ya  se  dijo,  fué 
desaprobado  por  la  Sala  Tercera  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones. 

RESULTA;  que  Juan  Ramón  Salamanca 
con  auxilio  del  Abogado  don  Alejandro  Are- 
nales, interpuso  contra  el  último  de  los  fa- 
llos, que  acaban  de  mencionarse,  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  y 
violación  de  ley,  denunciando  como  infrin- 
gidos con  respecto  a lo  primero,  los  artícu- 
los 677,  incisos  2*'  y 8’’  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales ; y en  cuanto  a lo  segun- 
do, los  artículos  687,  688,  inciso  V,  690,  691, 
695,  696  y 697  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles;  568,  604,  731,  732  y 259  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO;  que  a Juan  Ramón 
Salamanca  si  se  le  dió  la  intervención  que 
le  correspondía  en  el  proceso,  indagándosele 
en  su  oportunidad,  y no  a doña  María  Lui- 
sa Batres  v.  de  Viteri,  quien  dejó  de  ser 
parte  en  el  juicio  criminal  desde  que  fué 
confirmada  la  resolución  que  dictó  el  Juez 
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a quo  sobre  abandono  de  la  primera  instan- 
cia. Que  la  segunda  instancia  en  los  proce- 
sos criminales,  se  sustancia  con  la  interven- 
ción del  acusador  si  lo  hubiere,  el  Fiscal  y 
el  Procurador  defensor,  quien  representa  a 
los  enjuiciados,  por  cuyo  motivo  se  hacen 
a éste  las  notificaciones  que  corresponden 
a los  procesados,  salvo  el  caso  que  éstos  ma- 
nifiesten el  deseo  de  intervenir,  lo  cual  no 
aconteció  en  el  presente  caso.  Y por  las  ra- 
zones expuestas,  no  se  quebrantó  el  proce- 
dimiento. 

CONSIDERANDO:  que  del  contexto  de 
los  documentos  subscritos  por  Juan  Ramón 
Salamanca  se  deduce  la  existencia  de  una 
obligación  civil,  y en  ellos  no  consta  que  di- 
cho señor  hubiese  recibido  las  cantidades 
a que  se  refiere,  con  el  objeto  de  cu.stodiar- 
las,  carácter  esencial  del  contrato  de  depó- 
sito, que  no  es  el  nombre  que  den  las  par- 
tes a un  contrato  lo  que  determina  la  natu- 
raleza y efectos  legales  del  mismo,  sino  las 
leyes  que  lo  rigen;  que  además  no  es  uno 
de  los  contratantes  quien  pueda  variar  a 
su  arbitrio  la  naturaleza  intrínseca  de  una 
obligación,  convirtiéndola  de  civil  en  crimi- 
nal; que,  en  consecuencia,  no  se  ha  estable- 
cido que  el  procesado  tuviera  en  depósito  las 
cantidades  tantas  veces  mencionadas  y al 
estimar  lo  contrario  el  Tribunal  sentencia- 
dor, infringid  el  artículo  259  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO;  que  no  existiendo 
hecho  delictuoso  que  pesquisar  y por  ha- 
berse formulado  cargo  a Juan  Ramón  Sa- 
lamanca, procede  absolverlo  sin  limitación 
alguna.  Artículo  735  del  Código  que  acaba 
de  mencionarse. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  las  leyes  apun- 
tadas, y haciendo  aplicación  de  lo  estatuido 
por  los  artículos  687,  728  y 731  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  casa  y anula  la 
sentencia  recurrida  y fallando  sobre  lo  prin- 
cipal, declara:  que  a Juan  Ramón  Salaman- 
ca y Salafranca  se  le  absuelve  del  cargo  de 
hurto. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  anteceden- 
tes al  tribunal  de  su  origen,  en  la  forma  que 
corresponde. 

José  A.  Medrana. — José  Serrano  Muñoz. 
— Abel  Paredes. — /.  F.  Rodríguez. — Anto- 
nio F.  Aguirre. — Alf.  Valle  Calvo, 


CRIMINAL 

Aplicación  del  Decreto  de  amnistía  Número 
934,  en  combinación  con  el  artículo  604 
del  Código  Penal.  No  pueden  perseguirse 
ni  ser  penados  los  hechos  en  que  ha  re- 
caído amnistía. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
primero  de  julio  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve. 

Vista,  por  recurso  de  casación  que  el  acu- 
sador Neftalí  Navas  Paiz  interpuso  con 
auxilio  del  Licenciado  Pedro  A.  Ibáñez,  el 
veintiocho  de  agosto  de  mil  novecientos 
veintiocho,  la  causa  instruida  contra  Vicen- 
te Pérez  Galicia  y compañeros,  por  homi- 
cidio cometido  en  el  Teniente  Coronel  Ma- 
nuel de  Jesús  Navas.  El  recurso  de  casa- 
ción es  contra  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia pronunciada  por  la  Sala  Quinta  de 
la  Corte  de  Apelacioes  el  catorce  de  agosto 
del  año  citado,  la  cual  se  relacionará  ade- 
lante. 

RESULTA : que  en  escrito  del  siete  de 
marzo  de  mil  novecientos  veintitrés,  dirigido 
a!  Juez  de  Primera  Instancia  de  Jalapa,  Nef- 
talí Navas  P,,  acusó  a Vicente  y Miguel  Pé- 
rez, Santiago  Nájera,  Bartolo  Gómez  y José 
Reyes  Nájera,  por  el  delito  de  asesinato  que, 
según  afirmó  el  acusador,  cometieron  el  seis 
de  diciembre  de  mil  novecientos  veintiuno, 
en  la  persona  de  su  señor  padre,  el  Tenien- 
te Coronel  Manuel  de  Jesús  Navas,  advir- 
tiendo que  hasta  esa  fecha  hacía  su  acu- 
sación porque  hasta  entonces,  y por  las  in- 
vestigaciones que  él  había  seguido,  se  había 
convencido  de  que  los  acusados  "fueron  los 
verdaderos  asesinos"  de  su  padre.  Junto  con 
su  memorial  presentó  la  certificación  de  la 
partida  del  Registro  Civil  de  San  Pedro  Pí- 
nula, en  que  el  trece  de  diciembre  de  mil 
novecientos  veintiuno  se  consignó  la  defun- 
ción del  Teniente  Coronel  Navas,  partida 
en  la  cual  se  lee  : "Neftalí  Navas,  soltero.  Ba- 
chiller, mayor  de  edad  y de  este  vecindario, 
ante  mí  declaró:  que  el  seis  del  corriente, 
a las  cinco  de  la  tarde,  en  este  pueblo,  falle- 
ció en  el  combate  de  defensa  de  esta  Plaza, 
lesionado  con  arma  de  fuego  y cortante  un 
hombre  llamado  Manuel  de  Jesús  Navas,  de 
cincuenta  y seis  años  de  edad,  soltero,  he- 
rrero, ladino,  con  instrucción  elemental,  in- 
testado, sin  dejar  bienes  raíces  ni  semovien- 
tes, Teniente  Coronel  del  Ejército  de  Infan- 
tería, quien  como  tal  prestó  sus  servicios  en 
campaña  y en  tiempo  de  paz,  hijo  legítimo 
de  Mercedes  Navas  y Agueda  Maéda,  ladi- 
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nos,  de  esta  jurisdicción.  Leída  esta  acta 
al  compareciente,  quedó  enterado  y firmó. 
— Nef.  Navas. — Juan  Anto.  Ramírez. — Anto- 
nio Hernández. — Ante  mí,  Jaime  Navas  B.” 

RESULTA : que  ratificado  por  su  signa- 
tario el  escrito  de  acusación,  y mandada  ins- 
truir la  información  sumaria  correspondien- 
te, se  practicaron  numerosas  diligencias,  se 
ordenó  la  captura  de  los  acusados  el  veinti- 
trés de  marzo  de  mil  novecientos  veintitrés ; 
se  logró  la  de  Bartolo  Gómez,  el  tres  de 
abril  del  mismo  año;  seguido  el  procedi- 
miento en  la  parte  relativa  a este  Gómez, 
encontrando  que  era  Capitán  de  Infantería, 
pasó  la  causa  al  conociminto  de  la  Coman- 
dancia de  Armas  de  Jalapa,  y hubo  que  so- 
breseer definitivamente  respecto  a dicho 
Bartolo  Gómez,  a causa  de  haber  fallecido. 

RESULTA : que,  lograda  la  captura  de 
Miguel  Pérez  se  continuó  la  causa  contra  él 
por  todos  sus  trámites;  la  Comandancia  de 
Armas  de  Jalapa  profirió  su,  sentencia  el 
cinco  de  noviembre  de  mil  novecientos  vein- 
ticinco, condenándolo  a la  pena  de  muerte, 
por  el  delito  de  asesinato  cometido  en  el  Te- 
niente Coronel  Manuel  de  Jesús  Navas;  la 
Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en 
sentencia  dictada  el  veintitrés  de  mayo  de 
mil  novecientos  veintiséis,  modificó  la  de 
primera  instancia  condenando  a Miguel  Pé- 
rez a la  pena  de  cinco  años  de  prisión  co- 
rreccional inconmutables  por  homicidio  cau- 
sado entre  varios  sin  saberse  quién  de  ellos 
había  causado  la  herida  que  ocasionó  la 
muerte  al  Teniente  Coronel  Navas;  y el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  acu- 
sador fué  desechado  por  extemporáneo.  Así 
pues,  la  sentencia  de  segundo  instancia  que- 
dó ejecutoriada,  y el  reo  ya  cumplid  su  con- 
dena apocándosele  el  indulto  concedido  por 
el  Decreto  Número  926,  y la  rebaja  proce- 
dente. 

RESULTA : que  Vicente  Pérez,  otro  de 
los  acusados  por  Neftalí  Navas  en  este  pro- 
ceso, fué  capturado  el  diez  y seis  de  abril 
de  mil  novecientos  veintisiete.  Interrogado 
en  declaración  indagatoria  el  diez  y ocho 
del  mismo  abril,  dió  respuesta  negativa  a las 
preguntas  que  se  le  dirigieron,  y aseguró  que 
el  seis  de  diciembre  de  mil  novecientos  vein- 
tiuno, día  en  que  fué  atacado  por  algunos 
revoltosos  la  plaza  de  San  Pedro  Pínula,  en 
cuya  defensa  perdió  la  vida  el  Teniente  Co- 
ronel Manuel  de  Jesús  Navas,  se  encontraba 
en  su  casa  de  la  aldea  El  Aguamecate  y se 
ocupaba  en  "trabajar  acompañado  de  su,  fa- 
milia”. Fué  reducido  a prisión  provisional 
por  homicidio  en  auto  del  veintiuno  del  mes 


de  abril  ya  citado.  Fué  elevada  la  causa  a 
juicio  plenario.  Se  tomó  confesión  con  car- 
gos al  procesado  Vicente  Pérez  Galicia,  adu- 
ciéndosele el  de  homicidio  con  el  cual  no  se 
conformó,  y nombró  su  defensor  a don  Gre- 
gorio Neri  Sandoval,  a quien,  previa  acepta- 
ción, se  le  discernió  el  cargo  en  debida 
forma, 

RESULTA:  que  todas  las  diligencias  de 
prueba  que  obran  en  el  voluminoso  proceso 
que  se  tiene  a la  vista  están  comprendidas 
en  las  tres  clasificaciones  siguientes;  I. — El 
documento  auténtico  consistente  en  la  certi- 
ficación de  la  partida  de  defunción  del  Te- 
niente Coronel  Manuel  de  Jesús  Navas,  ex- 
pedida por  el  Depositario  del  Registro  Civil 
de  San  Pedro  Pínula,  en  ejercicio  de  sus 
funciones;  partida  en  la  cual  consta  que, 
según  lo  declaró  Neftalí  Navas,  hijo  del  di- 
funto, y el  mismo  que  como  acusador  en  es- 
ta causa  introdujo  el  presente  recurso  de  ca- 
sación, el  mencionado  Teniente  Coronel  Na- 
vas "falleció  en  el  combate  de  defensa  de 
aquella  plaza”  "lesionado  con  arma  de  fue- 
go y cortante".  Este  documento  auténtico 
no  ha  sido  redargüido  de  falsedad  ni  de  nu- 
lidad, ni  respecto  de  él  se  ha  iniciado  gestión 
aléuna  para  que  sea  confrontado  con  su 
original.  II. — Informe  pericial  que  el  Doc- 
tor don  Pedro  Chinchilla  Mayorga,  Ciruja- 
no Militar  de  Jalapa,  dió  el  siete  de  junio 
de  mil  novecientos  veintitrés,  a solicitud  del 
acusador  y a requerimiento  de  la  Comandan- 
cia de  Armas,  acerca  de  las  heridas  que’ cau- 
saron la  muerte  a Manuel  de  Jesús  Navas 
en  San  Pedro  Pínula,  el  seis  de  diciembre 
de  mil  novecientos  veintiuno.  Refiere  el 
Doctor  Chinchilla  que,  en  sus  funciones  de 
Ciruiano  Militar  y por  mandato  de  la  Co- 
mandancia de  Armas,  fué  a San  Pedro  Pí- 
nula en  aquella  fecha,  con  la  columna  ex- 
pedicionaria enviada  en  auxilio  de  dicha 
Plaza,  con  motivo  de  los  acontecimientos 
políticos  entonces  desarrollados ; y en  esa 
ocasión  pudo,  por  una  circunstancias  casual, 
ver  el  cadáver  de  Manuel  de  Jesús  Navas, 
para  cuyo  reconocimiento  no  recibió  orden 
de  ninguna  autoridad;  pero,  como  era  natu- 
ral, no  pudo  escaparse  a su  observación  que 
Navas  presentaba  heridas  cuyo  número  no 
podía  precisar;  que  las  del  abdomen  eran 
incontables ; que  en  el  cráneo  tenía  varios 
machetazos  muy  profundos,  y además  heri- 
das por  arma  de  fuego,  y muti'ados  los  miem- 
bros superiores.  Concluyó  diciendo  que  "el 
estado  del  cadáver,  su  presencia,  todo  hacía 
suponer  que  la  muerte  fué  rápida  y pro- 
ducida por  las  numerosas  heridas  que  le  fue- 
ron inferidas”.  III, — Declaraciones  de  un 
número  considerable  de  testigos  que  depu- 
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sieron  de  diferentes  maneras  y se  tacharon 
mutuamente  diciendo  que  cada  uno  declara- 
ba movido  por  el  resto  de  las  pasiones  po- 
liticas  que  dieron  ocasión  a la  lucha  intesti- 
na en  que  perdió  la  vida  el  Teniente  Coro- 
nel Manuel  de  Jesús  Navas.  Pero  ninguno 
de  ellos  íué  examinado  ni  declaró,  sobre  la 
validez  del  documento  auténtico  a que  se 
ha  hecho  referencia.  No  se  pueden  tomar 
en  cuenta  por  lo  que  respecta  a validez  pro- 
batoria algunas  publicaciones  hechas  en  pe- 
riódicos diarios  de  esta  capital,  que  apare- 
cen agregadas  a los  autos  a solicitud  de  par- 
te interesada,  porque  no  se  incluyen  en  el 
catálogo  de  medios  probatorios  tales  publi- 
caciones, como  no  sea  únicamente  cuando 
se  trata  de  los  delitos  de  calumnia  e inju- 
ria cuando  se  cometen  por  medio  de  la  im- 
prenta, pues  en  ellos  constituyen  cuerpo  de 
delito. 

RESULTA:  qu.e,  oidos  los  alegatos  de  la 
acusación  y de  la  defensa,  y citadas  las  par- 
tes para  sentencia,  la  Comandancia  de  Ar- 
mas de  Jalapa,  el  tres  de  noviembre  de  mil 
novecientos  veintisiete,  dictó  la  de  primera 
instancia  contra  el  procesado  Vicente  Pérez, 
sentencia  en  la  cual  declara : ‘‘que  Vicente 
Pérez  Galicia  es  reo  del  delito  de  homicidio 
tumultuario”,  por  el  cual  le  impone  la  pena 
de  cinco  años  de  prisión  correccional  que  re- 
bajada en  una  tercera  y dos  cuartas  partes 
en  virtud  de  los  decretos  de  indulto  relacio- 
nados (que  son  los  números  789-840  y 726) 
y con  abono  de  la  prisión  sufrida,  deberá 
cumplir  en  la  Penitenciaria  Central.  Lo  con- 
dena al  pago  de  las  responsabilidades  civi- 
les provenientes  del  delito.  Lo  suspende  en 
el  goce  de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena.  Por  su  notoria  pobre- 
za lo  exonera  de  reponer  al  del  sello  res- 
pectivo el  papel  de  su  causa”. 

RESULTA  : que  aunque  el  reo  desistió  del 
recurso  de  apelación  que  contra  la  senten- 
cia de  Primera  Instancia  habia  interpuesto, 
ñero  que  fue  otorgado  a causa  de  que  el  apo- 
derado de  la  parte  acusadora  no  aceptó  el 
desistimiento;  y la  Sala  Quinta  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  después  de  substanciar 
la  segunda  instancia,  dictó  su  sentencia  eje- 
cutoria de'  catorce  de  agosto  de  mil  nove- 
cientos veintiocho,  en  la  cual  confirma  la 
sentencia  ape’ada,  ‘‘adicionándola  en  el  sen- 
tido de  que  por  favorecer  al  reo  también 
el  Decreto  de  indulto  Número  963  la  pena 
que  se  le  impone  ha  quedado  extinguida, 
quedando  abierto  el  procedimiento  contra 
los  reos  prófugos  Santiago  Nájera  y José 
Reyes  Nájera”. 


RESULTA:  que  contra  este  último  pro- 
nunciamiento se  ha  interpuesto  el  presente 
recurso  de  casación,  fundándolo  en  que  se 
han  violado  las  leyes  siguientes : artículos 
11  y 12  del  Código  Penal;  artículos  270,  271, 

602,  en  sus  incisos  tercero,  quinto  y séptimo ; 

603,  605  y 608  del  Código  de  Procedimientos 
Penales;  artículo  3-,  del  Decreto  Número 
458.  en  sus  Incisos  primero  y quinto,  y en 
su  última  fracción ; y el  artículo  13  del  De- 
creto Número  159. 

CONSIDERANDO:  que  con  las  declara- 
ciones de  todos  los  testigos  examinados  se 
ha  comprobado  plenamente  que  la  muerte 
del  Teniente  Coronel  Manuel  de  Jesús  Na- 
vas fué  ocasionada  en  una  revuelta  de  ca- 
rácter político  que  hubo  en  el  pueblo  de 
San  Pedro  Pinula,  hecho  que  está  corrobo- 
rado con  lo  expuesto  por  el  propio  acusador 
al  dar  parte  de  la  defunción  del  expresado 
Teniente  Coronel  Navas,  en  el  cual  hizo 
constar  que  la  muerte  de  su  padre  ocurrió 
en  un  combate ; y además  con  lo  informado 
por  el  Doctor  don  Pedro  Chinchilla  Mayor- 
ga,  quien  tuvo  ocasión  de  ver  el  cadáver  de 
Navas  cuando  llegó  al  pueblo  mencionado, 
como  Cirujano  Militar  de  la  columna  expe- 
dicionaria que  se  envió  de  la  cabecera  de- 
partamental de  Jalapa  para  restablecer  el 
orden.  Que  en  consecuencia,  ese  hecho  no 
debe  estimarse  ni  como  asesinato  ni  como 
homicidio  sino  como  parte  integrante  de  un 
delito  político  que  ya  no  puede  perseguirse 
por  existir  una  ley  de  amnistía ; y al  califi- 
carlo la  sentencia  recurrida  como  homicidio 
e imponer  a Vicente  Pérez  la  pena  corres- 
pondiente a este  de'ito,  fué  infringido  el  ar- 
tículo 573  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, leyes  cuya  violación  se  denunció  al 
interponer  este  recurso  extraordinario  por 
lo  cual  procede  casar  el  fallo  recurrido  y 
dictar  el  que  sea  arreglado  a la  ley. 

CONSIDERANDO:  que  el  Decreto  legis- 
lativo Número  1175.  del  siete  de  abril  de  mil 
novecientos  veintidós,  concedió  amplia  y ge- 
neral amnistía  a todos  los  centroamericanos 
responsables  de  delitos  políticos  que  estuvie- 
ran o no,  procesados  antes  del  quince  de 
miarzo  del  mismo  año;  y por  Decreto  guber- 
nativo Número  934,  se  hizo  igual  gracia  a 
todos  los  guatemaltecos  que  estuvieren  en 
las  mismas  circunstancias.  Y como  'a  muer- 
te del  Teniente  Coronel  Navas  fué  uno  de 
los  resultados  incidentales  de  un  delito  de 
esa  naturaleza,  no  puede  ya  penarse,  de  con- 
formidad con  lo  que  dispone  el  artículo  106 
del  Código  Penal. 
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POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, en  observancia  de  las  leyes  ya  citadas 
y del  artículo  686  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  casa  y anula  la  sentencia 
recurrida ; y resolviendo  sobre  lo  principal 
absuelve  a Vicente  Pérez  del  cargo  que  se 
le  formuló,  a virtud  de  haberse  extinguido 


la  acción  penal  que  se  trató  de  ejercer  con- 
tra él. 

Notifíquese;  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvase  la  causa  al  tribunal  de 
su  origen. 

José  A.  Medrana. — Quirino  Flores  y Flo- 
res.— José  Serrano  Miiñoz. — Abel  Paredes. 
— J.  F.  Rodríguez. — Alf.  Valle  Calvo. 


Tribunal  de  lo  Contencioso -Administrativo 


En  los  Casos  de  Expropiación  Forzosa,  debe  oírse 
la  Opinión  de  Expertos. 


Tribunal  de  lo  Contencioso-Administrati- 
vo ; Guatemala,  veintiocho  de  mayo  de  mil 
novecientos  veintinueve. 

Visto  el  presente  recurso  entablado  por 
don  Alejandro  Moncrieff,  como  apoderado 
de  don  Francisco  García,  relativo  a que  se 
declare  la  nulidad  e insubsistencia  del  acuer- 
do gubernativo  fecha  veintinueve  de  marzo 
de  mil  novecientos  veintisiete,  en  que  el  Po- 
der Ejecutivo  por  razón  de  conveniencia 
expropia  a su  poderdante,  de  un  lote  de  te- 
rreno ubicado  en'  Samayac,  del  departamen- 
to de  Suchitepéquez,  para  la  construcción 
del  Hospital  de  Epidemias  y nuevo  Cemente- 
rio. En  la  substanciación  del  recurso  han 
intervenido  además  del  apoderado,  el  se- 
ñor Ministro  de  Gobernación  y Justicia  y 
el  Agente  Fiscal,  desempeñando  funciones 
del  Ministerio  Público ; siendo  todos  hábiles 
por  derecho  y de  ese  vecindario, 

RESULTANDO  : que  el  ocho  de  septiem- 
bre de  mil  novecientos  veintiséis,  don  J.  Mi- 
guel Girón,  en  concepto  de  Síndico  de  la 
Municipalidad  de  Samayac,  se  presentó  a la 
Jefatura  Política  de  Suchitepéquez,  expo- 
niendo : que  hacía  muchos  años  que  el  ve- 
cindorio  sentía  la  necesidad  de  retirar  el 
Cemlenterio  del  lugar  que  ocupa,  el  cual  es- 
tá enclavado  dentro  del  perímetro  de  la  po- 
blación urbana  y rodeado  de  casas;  pero 
que  tal  deseo  había  sido  pospuesto  por  las 
dificultades  que  se  presentaban  para  ad- 
quirir un  nuevo  predio  donde  hacer  la  tras- 
lación y más  que  todo  por  la  escasez  de  fon- 
dos para  pagarlo;  pero  que  la  necesidad  se 
imponía  tanto  por  las  pestes  que  habían  so- 
brevenido, como  porque  dicho  Cementerio 


estaba  casi  lleno ; que  siguiendo  las  instruc- 
ciones del  Médico  Oficial  Doctor  Ricardo 
Macía  y Basora,  para  combatir  la  peste  de 
la  viruela,  entre  ellas  la  traslación  del  refe- 
rido cementerio,  una  comisión  municipal  aso- 
ciada del  Consejo  Local  de  Salubridad,  ha- 
bía procedido  a escoger  en  los  alrededores 
de  la  población  el  lugar  a propósito,  desig- 
nando como  el  más  adecuado,  un  lote  de  la 
propiedad  de  Francisco  García,  situado  al 
Sur  de  la  población,  sembrado  en  parte  de 
zacatón  y grama  natural ; que  se  compone 
más  o menos  de  ochenta  cuerdas,  limitadas : 
al  Norte,  con  propiedad  del  mismo  García  y 
Concepción  Cos ; al  Oriente,  con  el  propio 
García,  Fernando  Selval,  Paula  Ortiz,  Fe- 
lipe Selval  y Antolín  Tzej ; al  Sur,  Francisco 
Mis  1'’;  y al  Poniente,  con  Isabel  y Andrés 
Toj,  y una  pequeña  faja  de  Toribia  Urizar; 
que  el  lote  descrito  forma  parte  del  que  se 
denomina  "La  Cruz”,  y en  lo  que  queda  ha- 
cia el  Norte  que  es  guatal  y cafetal,  sería 
preciso  tomar  el  espacio  suficiente  para 
abrir  una  calle  que  pusiera  en  comunicación 
al  pueblo  con  el  nuevo  Cementerio ; que  ha- 
biéndose intentado  infructuosamente  con 
García,  un  arreglo  amistoso  para  adquirir 
el  terreno,  se  veía  en  el  caso  de  pedir  la  ex- 
propiación, a cuyo  efecto  ocurría  a dicha  Je- 
fatura, para  que  de  conformidad  con  el  De- 
creto legislativo  Número  438  y en  particular 
del  artículo  séptimo,  se  sirviera  dar  a la  so- 
licitud el  trámite  correspondiente  y con  su 
resultado  elevarla  al  Supremo  Gobierno  pa- 
ra que  si  lo  tenía  a bien,  acordara  la  expro- 
piación por  causa  de  utilidad  y necesidad 
pública;  y que  como  se  había  comunicado  a 
la  Jefatura,  se  había  procedido  en  el  cam- 
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po  ya  descrito  a la  instalación  del  Lazareto 
de  Variolosos,  haciéndose  provisionalmente 
una  calle  que  condujera  a él. 

Que  la  Jefatura  Política,  en  providencia 
de  diez  y ocho  de  septiembre  del  año  refe- 
rido, dispuso  que  con  el  informe  respectivo 
se  elevara  la  solicitud  al  Ministerio  de  Go- 
bernación y Justicia,  para  ío  que  tuviera 
a bien  resolver,  sosteniendo  el  Jefe  Polí- 
tico en  su  informe  las  pretensiones  de  la 
Municipalidad. 

RESULTANDO  : que  la  Secretaría  de  Go- 
bernación y Justicia,  mandó  devolver  las  di- 
ligencias a la  citada  Jefatura,  para  que  llena- 
ra las  formalidades  que  establece  la  Ley  de 
Expropiación  Forzosa;  y en  esta  virtud,  con- 
firió audiencia  por  tres  dias  a García,  quien 
la  evacuó  manifestando ; que  era  cierto  que 
había  dado  su  consentimiento  para  que  se 
construyera  en  su  terreno  un  Lazareto  pro- 
visional, mientras  existiera  la  epidemia  de  la 
viruela  ya  que  el  caso  era  de  interés  general, 
con  la  condición  de  que  no  se  le  causara  nin- 
gún perjuicio  en  sus  siembras;  que  sin  su  au- 
torización legal  talaron  árboles  frutales, 
plantillas  de  café  y café  en  producción, 
abriendo  en  seguida  una  nueva  calle  inne- 
cesaria, pues  su  terreno  hacía  mucho  tiem- 
po tenía  entrada  por  el  camino  de  Ixcán  y 
que  además  habían  enterrado  algunos  ca- 
dáveres sin  su  consentimiento ; y que  la 
Municipalidad  quería  construir  un  nuevo 
Cementerio  en  su  terreno,  solamente  con  la 
idea  de  despojarlo  de  la  manera  más  in- 
justa, puesto  que  el  antiguo  prestaba  como- 
didades para  ampliarlo.  Que  por  lo  expues- 
to protestaba  enérgicamente  contra  el  pro- 
cedimiento temerario  y atentatorio  del  men- 
cionado Ayuntamiento. 

Que  en  los  autos  obran  la  certificación  de 
un  oficio  dirigido  a García  por  el  Síndico 
Girón,  con  el  fin  de  obtener  un  arreglo  re- 
lativo a la  enajenación  del  terreno  y la  con- 
testación del  primero  indicando  su  incon- 
formidad, 

RESULTANDO:  que  la  Jefatura  Po’ítica, 
en  providencia  de  siete  de  octubre  de  mil 
novecientos  veintiséis,  ordenó  que  las  partes 
propusieran  expertos,  en  cuya  virtud  Gar- 
cía designó  a don  Pedro  López  y Girón,  a 
don  Luis  G.  de  León,  quienes  previas  las 
formalidades  de  ley,  emitieron  sus  dictá- 
menes en  esta  forma:  López  manifestó  que 
en  unión  del  otro  experto  señor  de  León, 


se  constituyeron  en  el  terreno  de  García  que 
se  pretende  expropiar;  que  dicho  inmueble 
está  situado  al  Sur  de  la  población,  moti- 
vo por  el  cual  no  cree  conveniente  que  se 
construya  el  Cementerio  en  cuestión,  pues 
habiendo  revisado  el  cementerio  antiguo, 
éste  presenta  mayores  ventajas  para  am- 
pliarlo, toda  vez  que  hay  propiedades  ade- 
cuadas por  los  cuatro  rumbos  y que  en  con- 
secuencia, opina  porque  se  amplié  el  Ce- 
menterio antiguo  por  ser  lo  más, lógico.  De 
León  expuso : que  reconoció  el  terreno  de 
García,  el  cual  por  su  posición  hacia  el  Sur, 
de  la  población  y ser  plano,  seco  y distar 
ciento  cincuenta  metros  más  o menos  de 
las  últimas  casas  del  pueblo,  lo  halla  muy 
adecuado  para  el  objeto  a qu,e  se  le  quiere 
destinar;  que  el  Cementerio  que  hoy  se  usa 
está  enclavado  dentro  de  la  misma  pobla- 
ción a unos  cien  metros  de  la  plaza  pública 
y qu^  aparte  de  estar  casi  lleno,  constituye 
un  peligro  reñido  con  el  ornato,  la  higiene 
y salubridad;  que  si  se  pensare  su  ensanche 
nada  se  ade'antaria,  porque  aparte  de  que 
no  hay  terrenos  aparentes  contiguos,  el  in- 
conveniente quedaria  siempre  el  mismo  y 
que,  por  lo  tanto,  está  de  acuerdo  con  lo  que 
solicita  la  Municipalidad. 

Que  siendo  contrarios  los  pareceres  de 
los  expertos,  la  Jefatura  Política  nombró 
como  tercero  en  discordia  a don  Nicolás 
Arriaza,  quien  previo  discernimiento  del  car- 
go, emitió  su  dictamen  manifestando  que  el 
terreno  de  García,  no  es  apropiado  para 
un  nuevo  Cementerio,  por  estar  al  Sur  de 
la  población  y desde  luego  es  perjudicial  por 
correr  los  aires  de  Sur  a Norte;  que  existen 
terrenos  que  circulan  el  viejo  Cementrio  y 
sería  preferible  ampliarlo  que  abrir  un  nue- 
vo, pues  no  se  perjudica  a ninguna  persona 
pobre  y es  el  lugar  más  apropiado  y que  por 
lo  expuesto  opina  porque  se  amplíe  el  viejo 
Cementerio,  expropiando  la  parte  de  terreno 
que  se  necesite  ya  sea  a los  herederos  de 
don  Marcial  Jerez. 

RESULTANDO : que  elevadas  las  dili- 
gencias al  Ministerio  de  Gobernación  y Jus- 
ticia, este  Despacho  las  mandó  pasar  a la 
Dirección  de  Sa'ubridad  para  que  informa- 
ra. Que  el  Jefe  de  dicha  Dirección  formuló 
un  cuestionario  para  que  fuera  contestado 
por  el  Consejo  Local  de  Salubridad  de  Sa- 
mayac,  con  el  fin  de  exclarecer  las  condi- 
ciones sanitarias  de  esta  población,  cuyo 
cuestionario  fué  contestado  debidamente. 

Que  con  fecha  veintiocho  de  diciembre 
de  mil  novecientos  veintiséis,  varios  vecinos 
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de  Samayac  elevaron  al  Ministerio  de  refe- 
rencia, un  memorial  haciendo  presente  los 
defectos  del  Cementerio  viejo  y las  cuali- 
dades del  terreno  de  Garda,  solicitando  por 
último  el  establecimiento  del  nuevo  Cemen- 
terio. 

Que  la  Dirección  de  Salubridad  mandó 
que  se  oyera  en  forma  al  Doctor  don  Ri- 
cardo Maciá  y Basora,  sobre  las  condiciones 
higiénicas  que  presenta  el  terreno  escogido 
para  el  nuevo  Cementerio;  y este  Facultati- 
vo informó  que  fué  al  pueblo  de  Samayac  y 
se  constituyó  en  el  Cementerio  antiguo,  si- 
tuado al  Noroeste  del  pueblo,  que  los  casas 
rodean  a dicho  Cementerio  por  Oriente  y 
Sur;  que  inspeccionando  los  alrededores  de 
dicho  Cementerio,  encontró  al  Norte  terre- 
no amplio,  plano,  seco,  sin  piedras  y culti- 
vado de  cafetal,  muy  a propósito  para  esta- 
blecer un  nuevo  Cementerio  pues  queda  al 
Noroeste  de  la  población  y retirada  de  la 
misma.  Que  en  cuanto  al  terreno  donde  ac- 
tualmente se  encuentra  el  Lazareto  y que 
Se  pretende  hacer  un  nuevo  Cementerio,  se 
encuentra  al  Sur  de  Samayac,  es  atravesa- 
do por  el  rio  Achacá,  siendo  húmedo  y en 
invierno  chagüitoso,  pues  encontrándose 
abajo  del  plano  inclinado  que  forma  la  po- 
blación, recibe  todas  las  avenidas  que  for- 
man los  grandes  aguaceros  en  la  época  de 
lluvias ; por  lo  expuesto  deduce,  según  su 
leal  saber  y entender  qu,e  el  terreno  donde 
está  situado  el  Lazareto  y que  pretenden 
hacer  un  Cementerio  nuevo,  no  reúne  las 
condiciones  que  manda  la  Ley  de  Cemente- 
rios;  y que  el  terreno  situado  al  Norte  del 
Cementerio  antiguo,  sí  reúne  las  condiciones 
exigidas  por  la  ley  citada. 

Que  posteriormente  el  Director  General 
de  Salubridad  Púb'ica,  dictaminó  porque  se 
construyera  en  el  terreno  de  García  el  nue- 
vo Cementerio. 

Que  el  Fiscal  del  Gobierno  opinó  por  la 
procedencia  de  la  expropiación  por  causa  de 
necesidad  y utilidad  pública. 

RESULTANDO  : que  con  fecha  veintiséis 
de  abril  del  año  próximo  pasado,  el  manda- 
tario de  García,  se  presentó  al  Ministerio 
de  Gobernación  y Justicia,  exponiendo  las 
rozones  legales  qu.e  asistían  a su  poderdan- 


te para  que  fuese  revisado  el  citado  acuerdo 
gubernativo  del  veintinueve  de  marzo  de 
mil  novecientos  vintisiete  y se  declarara  su 
nulidad  e insubsistencia.  Que  pasado  al  Fis- 
cal del  Gobierno  el  respectivo  memorial,  in- 
dicó que  procedía  que  se  diera  audiencia  a 
la  Municipalidad  de  Samayac  acerca  de  la 
revisión  impetrada. 

Que  a fojas  setenta  y ocho  de  los  autos, 
se  encuentra  una  razón  en  que  se  hace  cons- 
tar que  dicha  Corporación,  dirigirá  oportuna- 
mente al  Ministerio  respectivo,  un  memorial 
conteniendo  las  razones  que  le  asisten  para 
refutar  las  pretensiones  del  apoderado  de 
García. 

Que  posteriormente  el  citado  Fiscal,  con 
fecha  diez  y siete  de  agosto  del  año  anterior, 
dictaminó  en  el  sentido  de  que  debía  decla- 
rarse sin  lugar  la  solicitud  del  apoderado 
de  García,  dejando  a salvo  sus  derechos  para 
lo  que  estimare  conveniente  a sus  intereses ; 
dictamen  que  fué  aprobado  por  la  Secre- 
taría de  Gobernación  y Justicia,  en  provi- 
dencia del  veinte  de  agosto  del  año  citado. 

RESULTANDO  : que  el  doce  de  enero  del 
año  en  curso,  el  representante  de  García, 
acudid  a este  Tribunal,  instaurando  el  re- 
curso de  que  se  hizo  referencia,  por  haber 
sido  vulneradas  las  leyes  que  cita  y propo- 
niendo a la  vez  las  pruebas  que  considera 
conducentes. 

Que  pedidas  las  diligencias  a la  Secreta- 
ría de  Gobernación  y Justicia,  fueron  re- 
mitidas oportunamente,  y mandado  oír  el 
señor  Ministro,  evacuó  la  audiencia  relatan- 
do todo  lo  actuado.  Que  el  Agente  Fiscal  re- 
presentando al  Ministerio  Público,  al  con- 
testar la  audiencia  que  se  le  confirió,  expu- 
so : que  apareciendo  dictámenes  y opiniones 
contradictorias,  juzgaba  que  para  aclarar 
los  hechos,  procedía  que  nuevamente  se 
nombraran  expertos  o una  comisión  de 
personas  idóneas  a efecto  de  que  constitu- 
yéndose en  el  predio,  dictaminaran  de  una 
manera  clara,  terminante  y precisa,  respec- 
to a las  circunstancias  reales  del  lugar  y la 
conveniencia  o inconveniencia  que  presente 
el  predio  para  llevar  a cabo  la  construc- 
ción del  nuevo  Cementerio. 
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RESULTANDO:  que  abierto  a prueba  el 
recurso  por  el  término  de  quince  días,  la 
parte  de  García  rindió  la  siguiente;  un  ofi- 
cio firmado  por  Gerardo  B.  Jerez,  fecha 
veinte  de  agosto  de  mil  novecientos  veinti- 
séis, dirigido  al  Alcalde  U de  Samayac,  el 
dictamen  del  experto  Nicolás  Arriaza,  el  dic- 
tamen del  Doctor  Ricardo  Maciá  y Basora, 
las  posiciones  absueltas  por  el  Doctor  Ma- 
nuel Y.  Arrióla  ante  el  Juzgado  1''  de  I*  Ins- 
tancia de  este  departamento,  el  expediente 
de  expropiación  forzosa  y una  certificación 
extendida  por  la  Secretaría  de  la  Jefatura 
Política  de  Suchitepéquez. 

Que  aunque  adujo  otras  justificaciones 
no  se  admitieron,  por  no  haber  sido  pro- 
puestas en  el  escrito  en  que  se  interpuso  el 
recurso.  Que  llenadas  las  demás  formali- 
dades de  ley,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO:  que  aunque  el  acuer- 
do gubernativo,  en  que  se  declaró  la  expro- 
piación del  terreno  de  García,  fué  emitido 
con  fecha  veintinueve  de  marzo  de  mil  no- 
vecientos veintisiete,  no  quedó  firme  sino 
hasta  el  veinte  de  agosto  del  año  próximo 
pasado,  en  que  se  declaró  sin  lugar  la 
revisión  que  acerca  de  él  se  introdujo; 
declaración  que  se  hizo  estando  ya  en  vigen- 
cia el  Decreto  legislativo  Número  1550  que 
estableció  el  recurso  contencioso-adminís- 
trativo. 

CONSIDERANDO:  que  la  declaración  de 
que  una  obra  es  de  necesidad  y utilidad  pú- 
blicas, corresponde  al  Ejecutivo  por  medio 
de  la  Secretaría  del  ramo  a que  la  obra  per- 
tenezca, previa  consulta  del  Consejo  de  Es- 
tado, ya  sea  que  en  ella  se  inviertan  fondos 
de  la  Nación,  de  Corporaciones,  empresas 
o compañías  particulares.  De  la  referida 
declaratoria  deberá  darse  cuenta  a la  Asam- 
samblea  en  sus  próximas  sesiones,  a menos 
que  haya  precedido  ley  o autorización  de 
la  misma.  Que  en  el  expediente  de  expro- 
piación no  hay  constancia  que  demuestre 
que  se  haya  hecho  la  consulta  previa  al  Con- 
sejo de  Estado,  cuya  omisión  quebranta  lo 
preceptuado  por  la  ley. 

CONSIDERANDO:  que  en  el  punto  se- 
gundo del  acuerdo  gubernativo  de  15  de  no- 
viembre de  1879,  se  establece  que  en  lo  su- 


cesivo, para  la  situación  de  los  cementerios 
se  eligirán  lugares  secos,  ventilados,  a una 
distancia  conveniente  de  las  poblaciones,  en 
rumbos  apartados  de  los  vientos  dominan- 
tes y que  en  lo  posible  reúnan  las  mejores 
condiciones  higiénicas.  No  podrá  determi- 
narse lugar  sin  oír  la  opinión  de  expertos. 

Que  hallándose  en  contradicción  las  opi- 
niones de  los  expertos  don  Pedro  López  y 
don  Luis  G.  de  León,  propuestos  respectiva- 
mente por  Francisco  García  y la  Municipa- 
lidad de  Samayac,  debe  prevalecer  el  dicta- 
men del  tercero  dirimente  don  Nicolás  Arria- 
za, que  manifiesta  que  el  terreno  de  García, 
no  es  apropiado  para  un  nuevo  cementerio 
por  las  razones  que  indica,  cuyo  dictamen 
hace  plena  fe  en  juicio. 

Que  a mayor  abundamiento,  el  parecer  del 
experto  en  discordia  señor  Arriaza  se  en- 
cuentra robustecido  con  el  que  dió  el  Doc- 
tor Maciá  y Basora  como  Médico  Departa- 
mental, glosado  a fojas  sesenta  y ocho  del 
expediente. 

CONSIDERANDO:  que  el  dictamen  emi- 
tido por  el  Director  General  de  Salubridad 
Pública,  Doctor  don  Manuel  Y.  Arrióla,  fe- 
cha f:'  de  marzo  de  mil  novecientos  veinti- 
siete, en  que  se  consigna  que  por  constarle 
personalmente  las  condiciones  del  terreno 
de  García,  opina  porque  se  construya  en 
él,  el  referido  Cementerio,  quedó  destruido 
por  él  mismo  en  las  posiciones  que  absol- 
vió el  trece  de  junio  de  ese  mismo  año,  par- 
ticularmente al  contestar  en  una  de  las  pre- 
guntas que  no  conoce  los  terrenos  “San  An- 
tonio” y "La  Cruz”. 

POR  TANTO:  el  Tribunal  de  lo  Conten- 
cioso-Administrativo  de  la  República  de 
Guatemala,  haciendo  reicta  aplicación  del 
acuerdo  de  15  de  noviembre  citado  a que 
alude  él  Decreto  gubernativo  Número  248 
y de  los  artículos  &>  del  Decreto  legislativo 
Número  438 ; 766,  245,  637,  638,  639  y 649  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles;  21,  De- 
creto gubernativo  Número  1550,  sin  especial 
condenación  en  costas,  REVOCA  el  acuerdo 
gubernativo  que  se  relacionó  al  principio  y 
que  dió  origen  al  recurso  contencioso-admi- 
nistrativo. 

José  A.  Medina. — Abel  Girón. — Franco. 
E.  Toledo. — Ante  mí:  E.  Mazariegos  L. 
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SECCION  INFORMATIVA 


DECRETO  NUMERO  1581 

La  Asamblea  Legislativa  de  la  República  de  Guatemala 

DECRETA: 

Artículo  único. — Se  emite  el 

CODIGO  DE  ADUANAS 

formulado  por  el  Poder  Ejecutivo,  el  cual,  con  las  enmiendas  dispuestas  por  la 
Asamblea,  queda  así: 


LIBRO  PRIMERO 

ESTABLECIMIENTO  DE  ADUANAS  Y SU  PERSONAL 

TITULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  PRELIMINARES 

CAPITULO  PRIMERO 

Artículo  1° — En  la  palabra  genérica  «mer- 
cancías» empleada  en  esta  Ley,  se  compren- 
den: los  productos,  frutos,  materias  primas, 
semovientes,  valores  y demás  bienes  muebles 
de  cualquier  género  que  sean  sin  excepción 
ni  limitación  alguna.  La  palabra  «Nave» 
empleada  en  la  presente  Ley,  comprende  los 
buques  y embarcaciones  de  vapor,  de  motor  y 
de  vela  con  todos  sus  accesorios.  También 
incluye  los  hidroplanos  y otros  medios  de 
transporte  que  entren  en  los  puertos  ma- 
rítimos. 

Artículo  2° — La  importación  consiste  en 
introducir  a la  República  mercancías  que 
vengan  de  otros  países;  y la  exportación 
en  sacarlas  fuera  del  territorio  nacional. 

Artículo  3“ — La  importación  y la  exporta- 
ción se  rigen  por  las  disposiciones  de  esta 
Ley  y su  Reglamento.  En  consecuencia,  en 
todos  los  casos  que  ocurran,  serán  los  servi- 
cios aduaneros  los  que  intervengan  y exijan 
la  documentación,  y apliquen  los  procedi- 
mientos que  la  misma  ley  requiera  y señale, 
para  la  fijación  de  derechos,  impuestos,  con- 
tribuciones o cargos  de  cualquier  naturaleza 
que  sean,  que  directa  o indirectamente  se 
relacionen  con  la  importación  o exportación; 
y asimismo  intervendrán  en  la  aplicación  de 
multas  por  la  deficiencia  en  proporcionar  tal 
documentación  y por  la  falta  de  observancia 
de  los  procedimientos  aduaneros. 


Artículo  4^ — Las  expresiones  «Aduana»  y 
«Resguardo  Aduanero»  empleadas  en  esta 
Ley,  comprenden  las  Oficinas  y organizacio- 
nes con  todos  sus  anexos  y complemento  de 
material  y personal  establecidas  o que  se 
establezcan  en  lo  sucesivo  por  el  Gobierno  de 
la  República,  para  la  vigilancia,  fiscalización 
y control  de  la  importación  y exportación, 
la  aplicación  de  derechos,  impuestos,  con- 
tribuciones y otros  cargos  que  con  ellas  se 
relacionen;  y para  velar  por  el  fiel  cumpli- 
miento de  la  presente  Ley  y su  Reglamento. 
En  consecuencia  las  importaciones  y expor- 
taciones únicamente  pueden  verificarse  con  la 
intervención  inmediata  de  la  Aduana  o sus 
dependencias  expresadas  en  este  artículo. 

Artículo  5° — Para  los  efectos  de  esta  Ley, 
se  llama  «garantía»,  la  fianza,  caución  o depó- 
sito en  efectivo  o valores  comerciales  que, 
para  asegurar  el  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción contraída,  presten  todos  aquellos  que 
dependan  de  la  Aduana  o se  relacionen  con 
ella  en  los  casos  determinados  por  esta  Ley  o 
su  Reglamento. 

Artículo  6“ — Cuando  el  respectivo  plazo 
señalado  por  esta  Ley  para  ejercer  un  dere- 
cho o cumplir  una  obligación  sea  menos  de 
quince  días,  se  excluirán  del  cálculo  los  días 
feriados  oficiales.  Estos  sólo  serán  incluidos 
en  los  términos  que  consten  de  quince  días  o 
más.  En  otros  respectos  el  cálculo  de  los 
plazos  se  hará  de  conformidad  con  las  reglas 
que  determina  el  artículo  11  del  Código  Civil 
vigente. 

Artículo  7“  — Los  deberes,  facultades  y 
atribuciones  que  tienen  el  Director  General 
de  Aduanas,  el  Subdirector  General  de  Adua- 
nas, los  Administradores  y otros  empleados 
de  Aduanas,  quedan  igualmente  conferidas  a 
los  que  hagan  sus  veces  o que,  debidamente 
facultados,  ejerzan  las  respectivas  funciones 
de  ellos. 
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TITULO  SEGUNDO 

ESTABLECIMIENTO  Y FUNCIONES  DE  LAS 
ADUANAS 

CAPITULO  SEGUNDO 

ADUANAS  MARITIMAS 

Artículo  8° — Las  Aduanas  Marítimas  de  la 
República  son,  por  ahora,  las  de  los  Puertos  de 
Champerico,  San  José,  Lívingston  y Puerto 
Barrios.  El  Consejo  Superior  de  Aduanas 
queda  facultado  para  proponer  al  Ejecutivo 
la  creación  o clausura  de  Aduanas  Marítimas 
en  los  puertos  que  estime  convenientes. 

Artículo  9°— Son  funciones  propia  de  cada 
Aduana  Marítima,  previas  las  formalidades 
señaladas  por  esta  Ley  y su  Reglamento,  las 
siguientes: 

1® — Recibir  y almacenar  mercancías  importa- 
das o destinadas  a exportarse  o reembar- 
carse; 

2® — Despachar  mercancías  para  la  exporta- 
ción; o en  tránsito,  ya  sea  éste  para  el 
exterior  o para  el  interior  de  la  Repú- 
blica; y, 

3® — Despachar  mercancías  para  su  consumo  en 
el  país,  cuando  el  Reglamento  lo  autorice. 
Artículo  10. — Las  mercancías  no  manifes- 
tadas para  el  puerto  de  arribo  pueden  trans- 
bordarse de  la  nave  que  las  haya  transportado 
a otra  nave,  dentro  de  la  zona  primaria  de  la 
Aduana  de  dicho  Puerto,  con  sujeción  a las 
limitaciones  y restricciones  de  la  presente 
Ley  y su  Reglamento. 


CAPITULO  TERCERO 

ADUANAS  DE  FARDOS  POSTALES 

Artículo  11. — Se  crean  las  Aduanas  de 
Fardos  Postales  de  las  ciudades  de  Guatemala 
y Quezaltenango. 

Estas  Aduanas  de  Fardos  Postales  serán 
anexos  de  otra  Aduana  o dependerán  direc- 
tamente del  Director  General  de  Aduanas, 
según  lo  que  disponga  este  funcionario.  El 
Consejo  Superior  de  Aduanas  queda  facultado 
para  proponer  al  Ejecutivo  la  creación  o clau- 
sura de  Aduanas  de  Fardos  Postales  en  las 
ciudades  o lugares  que  estime  convenientes. 

Artículo  12. — En  las  Aduanas  de  Fardos 
Postales  se  recibirán  y almacenarán  las  mer- 
cancías que  se  importen  por  medio  del  Correo, 
y se  despacharán  de  conformidad  con  las 
leyes. 


CAPITULO  CUARTO 

ADUANAS  DE  FRONTERA 

Artículo  13.— El  Consejo  Superior  de  Adua- 
nas queda  facultado  para  proponer  al  Ejecu- 
tivo la  creación  o clausura  de  Aduanas  de 
Frontera  en  los  lugares  que  estime  conve- 
nientes. Por  ahora  sigue  establecida  la  de 
Ayutla. 

Artículo  14. — Son  funciones  propias  de  cada 
Aduana  de  Frontera,  previas  las  formalidades 
señaladas  por  esta  Ley  y su  Reglamento,  las 
siguientes: 

1®— Recibir  y almacenar  mercancías  importa- 
das o destinadas  a exportarse; 

2®— Despachar  mercancías  para  la  exporta- 
ción; o en  tránsito,  ya  sea  para  el  exterior 
o para  el  interior  de  la  República;  y, 

3®— Despachar  mercancías  para  su  consumo  en 
el  país,  cuando  el  Reglamento  lo  autorice. 


CAPITULO  QUINTO 

ADUANAS  DE  REGISTRO 

Artículo  15 Las  Aduanas  de  Registro  son, 

por  ahora,  las  de  Guatemala  y Retalhuleu. 
El  Consejo  Superior  de  Aduanas  queda  facul- 
tado para  proponer  al  Ejecutivo  la  creación 
o clausura  de  Aduanas  de  Registro  en  los 
lugares  que  estime  convenientes. 

Artículo  16. — Toda  Aduana  de  Registro 
podrá  recibir  y almacenar  mercancías,  cual- 
quiera que  sea  su  destino,  y despacharlas, 
previas  las  formalidades  señaladas  por  la 
presente  Ley  y su  Reglamento. 


CAPITULO  SEXTO 

RESGUARDOS  DE  FRONTERA 

Artículo  17. — Los  Resguardos  de  Frontera 
están  constituidos  para  vigilar  que  la  impor- 
tación y exportación  se  efectúen  de  confor- 
midad con  esta  Ley  y su  Reglamento.  El 
Consejo  Superior  de  Aduanas  queda  facultado 
para  proponer  al  Ejecutivo  la  creación  o 
clausura  de  los  Resguardos  de  Frontera  en 
los  lugares  que  estime  convenientes.  Dichos 
Resguardos  tendrán  las  zonas  de  vigilancia 
que  fije  el  Reglamento  y estarán  sujetos  a 
una  Aduana  determinada  o directamente  al 
Director  General  de  Aduanas,  según  lo  acuer- 
de dicho  funcionario.  Cuando  el  caso  lo 
requiera,  el  Director  General  de  Aduanas 
ejercerá  esta  atribución  por  medio  de  la  Ad- 
minsitración  de  Rentas  u otra  dependencia 
del  Gobierno. 
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Artículo  18. — Los  Resguardos  de  Frontera 
solamente  despacharán  el  equipaje  de  los  via- 
jeros, el  equipo  del  viaje  y el  ganado  en  pie. 
Toda  otra  mercancía  deberá  ser  entregada 
por  los  Resguardos  de  Frontera  a la  Aduana 
correspondiente,  a menos  que  dicho  Resguar- 
do tenga  autorización  del  Director  General 
para  despacharla. 

Artículo  19.— El  que  importe  o exporte 
mercancías  por  las  zonas  de  vigilancia  de  los 
Resguardos  de  Frontera,  está  obligado  a 
presentarlas  para  su  reconocimiento  en  los 
puntos  que  señale  el  Reglamento. 


CAPITULO  SEPTIMO 

ADUANAS  Y RESGUARDOS  EN  LOS  CAMPOS  DE 
ATERRIZAJE 

Artículo  20 El  Consejo  Superior  de  Adua- 

nas queda  facultado  para  proponer  al  Ejecu- 
tivo la  creación  o clausura  de  Aduanas  o 
Resguardos  en  los  campos  de  aterrizaje  de  las 
líneas  aéreas  comerciales  o gubernamentales 
que  estime  convenientes.  Estas  Aduanas  o 
Resguardos  estarán  sujetos  a otra  Aduana  o 
directamente  al  Director  General  de  Aduanas, 
según  lo  determine  dicho  funcionario. 

Artículo  21. — Son  funciones  propias  de 
cada  Aduana  que  se  establezca  en  un  campo 
de  aterrizaje,  previas  las  formalidades  seña- 
ladas por  esta  Ley  o su  Reglamento,  las 
siguientes: 

— Recibir  y almacenar  mercancías  importa- 
das o destinadas  a exportarse; 

2^ — Despachar  mercancías  para  la  exporta- 
ción; o en  tránsito,  ya  sea  para  el  exterior 
o para  el  interior  de  la  República;  y, 

3^ — Despachar  mercancías  para  su  consumo  en 
el  país,  cuando  el  Reglamento  lo  autorice. 
Artículo  22. — Las  mercancías  en  tránsito 
pueden  ser  transbordadas  de  un  aeroplano  o 
nave  a otra,  siempre  dentro  de  la  zona  prima- 
ria de  la  Aduana  respectiva  con  observancia 
del  Reglamento, 


TITULO  TERCERO 

ZONAS  DE  LAS  ADUANAS 

CAPITULO  OCTAVO 

ESTABLECIMIENTO  DE  LAS  ZONAS  DE  LAS 
ADUANAS 

Artículo  23. — Constituye  la  zona  primaria 
de  cada  Aduana,  a que  se  refiere  esta  Ley,  el 
espacio  contiguo  a la  Aduana  por  el  cual  han 
de  entrar  o pasar  las  mercancías  para  que  sea 


legal  su  importación,  exportación  o transbor- 
do. Dicha  zona  comprenderá  la  parte  del 
territorio  y aguas  territoriales  que  designe  el 
Reglamento. 

Artículo  24. — La  zona  de  vigilancia  de  cada 
Aduana  o Resguardo  comprenderá,  además 
de  la  zona  primaria,  si  hubiere,  el  territorio  y 
aguas  territoriales  que  señale  el  Reglamento. 

Artículo  25. — La  carga,  descarga  y trans- 
bordo de  las  mercancías  sujetas  a la  autoridad 
de  la  Aduana,  solamente  podrá  efectuarse  en 
los  días,  horas,  sitios  y forma  que  determine 
el  Reglamento. 

Artículo  26. — Estará  sujeta  a la  autoridad 
de  la  Aduana  toda  mercancía  desde  su  entrada 
al  territorio  o aguas  territoriales  de  la  Repú- 
blica, hasta  que  salga  legalmente  de  la  juris- 
dicción del  servicio  aduanero. 

Artículo  27. — Toda  mercancía  declarada  en 
la  póliza  en  que  se  pide  su  embarque,  queda 
sometida  a la  autoridad  de  la  Aduana  a la  cual 
se  le  haya  solicitado  el  embarque  respectivo. 


CAPITULO  NOVENO 

EMBARQUE  Y DESEMBARQUE  FUERA  DE  LA  ZONA 
DE  LAS  ADUANAS  MARITIMAS 

Artículo  28. — El  Director  General  de  Adua- 
nas, cuando  lo  estime  conveniente,  podrá  con- 
ceder permiso  a las  naves  o embarcaciones 
para  que  tomen  o descarguen  mercancías  en 
cualquier  punto  del  territorio  en  que  no  haya 
Aduana  establecida,  o delegar  esta  facultad  a 
los  Administradores  que  crea  conveniente. 
Al  conceder  tal  permiso,  se  dispondrá  que  la 
nave  respectiva  sea  acompañada  por  dos  o 
más  empleados  de  la  Aduana  para  vigilar  sus 
operaciones.  La  remuneración  de  dichos  em- 
pleados y sus  gastos  correspondientes  serán 
fijados  de  acuerdo  con  el  Reglamento  y serán 
a cargo  de  la  nave. 


TITULO  CUARTO 

DEL  SERVICIO  Y PERSONAL  DE  LA  ADUANA 

CAPITULO  DECIMO 

ADMINISTRACION  GENERAL  DEL  RAMO 

Artículo  29. — La  Administración  de  los 
servicios  de  las  Aduanas  del  Estado,  será 
ejercida  bajo  la  supervigilancia  del  Ministerio 
de  Hacienda,  por  un  Consejo  Superior,  un 
Director  General,  y el  demás  personal  que 
establece  la  ley,  quienes  tendrán  las  atribu- 
ciones, obligaciones  y responsabilidades  que 
se  determinen  en  esta  Ley  y su  Reglamento. 
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CAPITULO  UNDECIMO 

CONSEJO  SUPERIOR  DE  ADUANAS 

Artículo  30. — El  Consejo  Superior  de  Adua- 
nas se  compondrá  del  Director  General  de 
Aduanas  y de  cuatro  Consejeros  nombrados 
por  el  Gobierno  del  modo  siguiente: 

Uno,  elegido  por  una  terna  presentada  por 
la  Cámara  de  Comercio  de  la  República,  en 
representación  del  Comercio  del  país; 

Uno,  elegido  de  una  terna  presentada  por 
la  Asociación  de  Agricultores; 

Uno,  elegido  de  una  terna  presentada  por 
los  Bancos  establecidos  en  la  República  por 
medio  del  Banco  Central;  y. 

Uno,  elegido  libremente  por  el  Gobierno 
para  representar  los  intereses  del  público  en 
general. 

Artículo  31. — Si  alguna  de  dichas  Socieda- 
des o Asociaciones  no  presentare  al  Ministro 
de  Hacienda  la  terna  respectiva  dentro  de  los 
treinta  días  siguientes  a la  promulgación  de 
esta  Ley,  o treinta  días  después  que  se  haya 
producido  una  vacante  que  deberá  ser  llenada 
con  arreglo  al  procedimiento  establecido  en 
el  artículo  anterior,  el  Gobierno  queda  facul- 
tado para  nombrar  libremente  para  el  co- 
rrespondiente cargo  a la  persona  que  juzgue 
conveniente. 

Artículo  32. — Los  miembros  Consejeros  del 
Consejo  Superior  de  Aduanas  desempeñarán 
sus  puestos  por  el  período  de  cuatro  años, 
salvo  los  casos  señalados  por  este  artículo. 

Al  organizarse  el  Consejo,  uno  de  los 
miembros  de  él  servirá  por  un  año,  otro  por 
dos  años,  otro  por  tres  años  y el  cuarto  por 
cuatro  años.  Por  sorteo  se  determinará  el 
número  de  años  que  corresponda  servir  a 
cada  uno  de  ellos.  Las  vacantes  que  se  pro- 
duzcan serán  llenadas  de  acuerdo  con  los 
artículos  30  y 31.  Cualquier  vacante  produ- 
cida por  la  separación  de  un  Consejero  antes 
de  la  expiración  de  su  respectivo  período, 
será  llenada  solamente  por  el  tiempo  que 
faltare  para  completar  dicho  período. 

Artículo  33. — Con  excepción  del  Director 
General  de  Aduanas  que  no  recibirá  mayor 
remuneración  por  los  servicios  que  preste 
como  miembro  del  Consejo  Superior  de 
Aduanas,  a los  miembros  de  él  se  les  pagará 
la  suma  de  diez  quetzales  por  cada  sesión  a 
que  asistan.  Dicha  remuneración  no  podrá 
exceder  de  la  suma  de  cien  quetzales  por  mes 
para  cada  miembro. 

Artículo  34  — El  Director  General  de  Adua- 
nas presidirá  las  sesiones  del  Consejo  con  de- 
recho a decidir  los  empates.  En  su  defecto 
el  Consejero  nombrado  para  el  caso  por  los 
miembros  de  dicho  Consejo  presidirá  las  se- 
siones del  mismo,  sin  tener  ninguna  de  las 
facultades  del  Director  General  más  que 
simplemente  presidir  las  sesiones. 


Artículo  35. — El  Consejo  Superior  de  Adua- 
nas tentrá  las  siguientes  facultades,  atribucio- 
nes y deberes,  además  de  los  señalados  en 

otros  artículos  de  esta  Ley: 

1“ — Fijar  provisionalmente  los  derechos  de 
importación  a las  mercancías  que  no  estén 
especificadas  en  el  Arancel  Aduanero  o 
que  estén  incluidas  en  alguna  partida  «no 
DENOMINADA».  Los  derechos  así  fijados 
serán  obligatorios  en  los  casos  futuros, 
mientras  no  sean  derogados  por  la  ley  o 
por  una  resolución  del  propio  Consejo  que 
los  modifique; 

2^ — Obrar  como  Cuerpo  Consultivo  del  Di- 
rector General  de  Aduanas  en  todas  las 
cuestiones  que  éste  le  someta; 

3^ — Dictar  los  reglamentos  referentes  al 
servicio,  personal,  procedimientos  y tra- 
mitaciones aduaneros  necesarios  para  el 
cumplimiento  de  las  disposiciones  de  la 
presente  Ley,  cuya  reglamentación  co- 
rresponda a dicho  Consejo,  y modificar  o 
derogar  los  reglamentos  anteriormente 
dictados  por  él; 

4* — Conocer  de  las  reclamaciones  y apelacio- 
nes que  le  sean  presentadas  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  la  presente  Ley,  y resolverlas 
sin  demora  y hacer  publicar  los  fallos  en 
el  «Boletín  de  Aduanas»;' 

5^— Ordenar  informes  periciales  y recibir 
declaraciones  de  testigos; 

6^ — Presentar  al  Ministro  de  Hacienda,  a más 
tardar,  el  primero  de  enero  de  cada  año, 
las  observaciones  que  a su  juicio  convengan 
tener  presentes  al  preparar  el  presupuesto 
del  servicio  de  Aduanas; 

7“ — Fijar  dentro  de  los  límites  señalados  por 
la  presente  Ley,  la  cuantía  de  las  garantías 
que  deben  prestarse  para  los  diferentes 
puestos  del  servicio  aduanero.  Mientras 
no  se  fije  otra  cuantía,  ésta  será  la  mínima 
señalada  por  la  presente  Ley; 

8* — Fijar,  en  los  casos  en  que  la  presente 
Ley  no  la  fije  o no  dé  a otra  autoridad  la 
facultad  de  hacerlo,  la  cuantía  de  las  garan- 
tías que  deben  de  ser  rendidas  con  respecto 
a los  asuntos  y tramitaciones  aduaneros; 

9^ — Determinar  el  procedimiento  para  sus 
propias  reuniones  y acuerdos; 

10.  — Presentar  al  Ministro  de  Hacienda, 
cuando  lo  estime  conveniente,  sus  obser- 
vaciones referentes  al  personal  y adminis- 
tración del  servicio  aduanero; 

11.  — Conocer  de  los  actos  dolosos  realizados 
por  los  empleados  de  Aduana  en  el  desem- 
peño de  sus  funciones  y una  vez  compro- 
bados tales  actos  a su  satisfacción,  hacer 
efectivas  las  garantías  correspondientes 
por  intermedio  del  Director  General  de 
Aduanas,  todo  sin  perjuicio  de  las  respon- 
sabilidades criminales  a que  el  hecho  dé 
lugar; 
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12.  — Conocer  de  cualquier  infracción  dolosa 
cometida  en  los  procedimientos  y operacio- 
nes aduaneros  o por  falta  de  cumplimiento 
de  las  estipulaciones  de  las  garantías  pre- 
sentadas respecto  a ellas  y,  una  vez  com- 
probadas a su  satisfacción  tales  infracciones 
o faltas,  hacer  efectivas  las  garantías  co- 
rrespondientes por  intermedio  del  Director 
General  de  Aduanas,  todo  sin  perjuicio  de 
las  responsabilidades  criminales  a que  el 
hecho  dé  lugar; 

13.  — Aprobar  o rechazar  las  ternas  que  le 
presente  el  Director  General,  para  el  nom- 
bramiento de  los  empleados  y funcionarios 
del  servicio  de  Aduanas.  En  el  segundo 
caso,  pedirá  nueva  terna;  y en  el  primero, 
elevará  la  aprobada  al  Ministro  de  Hacien 
da  para  que,  por  su  medio,  el  Gobierno 
escoja  en  ella  y designe  al  empleado  res- 
pectivo; 

14.  — Aprobar  o revocar  las  órdenes  de  remo- 
ción, las  de  suspensión  por  más  de  treinta 
días  sin  sueldo,  o las  de  traslación  de  un 
puesto  a otro  de  menor  sueldo,  que  haya 
dictado  el  Director  General  dentro  de  sus 
atribuciones,  como  también  aprobar  o re 
vocar  las  disposiciones  del  Director  Ge- 
neral que  aprueben  o modifiquen  tales 
órdenes  dictadas  por  los  Administradores 
de  Aduana,  con  tal  que  el  empleado  afec- 
tado haya  apelado  dentro  de  treinta  días 
al  Consejo  Superior.  Sin  embargo,  tales 
órdenes  o disposiciones  quedarán  vigentes 
mientras  no  sean  revocadas  por  el  Consejo. 


CAPITULO  DUODECIMO 

DIRECTOR  GENERAL  DE  ADUANAS 

Artículo  36. — Habrá  un  Director  General 
de  Aduanas  nombrado  del  modo  siguiente: 
Cuando  se  produzca  la  vacante,  el  Ministro 
de  Hacienda  lo  notificará  al  Consejo  Superior 
de  Aduanas  para  que  presente  dentro  de  los 
treinta  días  siguientes,  una  terna  de  las  perso- 
nas más  capacitadas  en  la  materia  que  estén 
disponibles  para  el  puesto,  de  las  cuales  el 
Gobierno  designará  una.  Si  dicho  Consejo  no 
presentare  la  terna  mencionada,  el  Gobierno 
podrá  nombrar  libremente  a la  persona  que 
juzgue  conveniente. 

Artículo  37. — El  Director  General  de  Adua- 
nas visitará  las  diferentes  Aduanas  y Resguar- 
dos a su  cargo  cuando  lo  estime  conveniente 
para  la  estricta  aplicación  de  las  leyes  y 
reglamentos.  En  este  caso  se  le  pagarán  los 
gastos  de  viaje. 

Artículo  38.— El  Director  General  de  Adua- 
nas prestará  garantía  para  el  fiel  cumplimien- 
to de  los  deberes  de  su  cargo,  por  una  suma 
oul'a  cuantía  no  podrá  ser  menor  de  cinco  mil 
ni  mayor  de  treinta  áail  quetzales. 


Artículo  39. — El  Director  General  de  Adua- 
nas será  responsable  ante  el  Ministro  de  Ha- 
cienda de  la  debida  aplicación  y cumplimiento 
de  las  leyes  de  Aduana  y queda  facultado  para 
tomar  cualquier  medida  para  el  debido  funcio- 
namiento y control  del  servicio  aduanero  con 
tal  que  estas  disposiciones  no  pugnen  con  las 
leyes  de  la  República.  T<ies  disposiciones 
tendrán  carácter  obligatorio  para  todos  los 
funcionarios,  empleados  y agentes  del  Gobier- 
no a quienes  les  sean  aplicables. 

Artículo  40. — Además  de  las  atribuciones 
.V  deberes  que  le  imponen  otras  disposiciones 
de  la  presente  Ley,  el  Director  General  de 
Aduanas  tendrá  las  atribuciones  y deberes 
que  en  seguida  se  enumeran: 

1* — Proponer  al  Gobierno,  el  nombramiento 
de  los  funcionarios  .y  empleados  del  servi- 
cio de  Aduanas.  Para  este  efecto  y de 
conformidad  con  el  inciso  13  del  artículo 
35  de  esta  Le.y,  enviará  al  Consejo  Supe- 
rior de  Aduanas  las  ternas  correspondien- 
tes, integradas  por  personas  capacitadas; 

2^ — Remover,  suspender  en  sus  funciones  y 
del  pago  de  su  sueldo,  y trasladar  de  un 
puesto  a otro  o de  una  Aduana  a otra,  a 
todos  los  empleados,  funcionarios  y auxi- 
liares del  servicio  de  Aduanas,  y delegar 
estas  facultades  en  los  Administradores  de 
Aduana  respecto  a los  empleados  de  la 
Aduana  respectiva  que  crea  conveniente; 

3^ — Aprobar,  revocar,  o modificar  las  órde- 
nes de  remoción,  suspensión  sin  sueldo  por 
más  de  treinta  días,  o de  traslación  de  un 
puesto  a otro  de  menor  sueldo,  que  hayan 
dictado  los  Administradores  de  Aduanas, 
con  tal  que  el  empleado  afectado  haya 
apelado  dentro  de  diez  días  a la  Dirección 
General.  Las  apelaciones  deben  resolver- 
se dentro  de  los  diez  días  siguientes,  des- 
pués de  haber  sido  presentadas,  pero  tales 
órdenes  quedarán  vigentes  mientras  no  sean 
revocadas  o modificadas  por  el  Director 
General. 

4^ — Llevar  o hacer  llevar  relación  escrita  del 
nombramiento,  remoción,  suspensión  y 
traslación  de  los  empleados  de  Aduana,  las 
licencias  concedidas,  y los  demás  datos  que 
sean  necesarios  o convenientes  para  apre- 
ciar la  habilidad  o idoneidad  de  cada  uno 
de  los  empleados  en  sus  respectivos  cargos; 

5^ — Conceder  licencias  temporales  con  goce 
de  sueldo  a los  empleados  del  ramo,  por  no 
más  de  quince  días  cada  año  de  servicio. 
Cuando  lo  estime  conveniente  el  Director 
General  podrá  delegar  la  facultad  otorgada 
por  este  inciso  a los  Administradores  de 
Aduana  con  respecto  a los  empleados  de 
su  Administración; 

6^ — Promulgar  los  reglamentos  .y  hacer  efec- 
tiyas  las  resoluciones  que  dicte  el  Consejo 
Superior  de  Aduanas; 
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7^ — Publicar  un  Boletín  mensual  que  se  lla- 
mará Boletín  de  Aduanas;  en  el  cual  se 
insertarán  entre  otras  noticias  todos  los 
reglamentos  dictados  de  conformidad  con 
la  presente  ley,  las  resoluciones  y decisio- 
nes del  Consejo  Superior,  las  decisiones, 
disposiciones  e instrucciones  del  Director 
General  que  afecten  o formen  precedentes 
para  la  interpretación  del  Arancel  Aduane- 
ro, de  esta  Ley  o su  Reglamento,  o que 
levanten  o confirmen  multas  impuestas  por 
los  Administradores  de  Aduana,  una  rela- 
ción de  las  acusaciones  de  contrabando 
presentadas  a los  Tribunales,  las  órdenes 
de  franquicia  expedidas,  un  detalle  de  los 
beneficiarios,  autorización  y cuantía  de  las 
franquicias  de  derechos  u otros  cargos  de 
Aduana  afectados,  una  relación  de  los 
nombramientos,  remociones,  suspensiones 
y traslaciones  de  los  empleados  de  Aduana, 
y un  resumen  de  las  recaudaciones  de 
Aduana.  Las  erogaciones  necesarias  para 
la  publicación  de  este  Boletín  quedan  auto- 
rizadas por  la  presente  Ley,  pero  deben 
constar  en  el  presupuesto  que  apruebe  el 
Ministerio  de  Hacienda; 

8^— Dar  oportunamente  la  interpretación  del 
arancel  aduanero  al  conocer  los  casos  que 
sean  sometidos  a su  fallo; 
ga — Presentar  al  Ministro  de  Hacienda,  du- 
rante los  meses  de  enero  y julio,  un  estado 
de  las  entradas  y gastos  del  servicio  de 
Aduanas  durante  el  año  anterior; 

10.  — Someter  al  Consejo  Superior  las  recla- 
maciones que  deban  ser  revisadas  por  dicho 
Consejo,  y las  apelaciones  interpuestas 
contra  sus  propias  resoluciones; 

11.  — Presentar  al  Ministro  de  Hacienda,  den- 
tro de  los  primeros  días  de  cada  mes,  un 
estado  de  las  entradas  y gastos  durante  el 
mes  anterior; 

12.  — Proponer  al  Mini  tro  de  Hacienda  y al 
Consejo  Superior,  las  medidas  que  a su  jui- 
cio convenga  adoptar  para  la  mejor  aplica- 
ción y cumplimiento  de  las  leyes  de  Aduana; 

LS. — Publicar  cada  tres  años,  una  recopilación 
de  todas  las  leyes,  reglamentos  e instruc- 
ciones que  afecten  el  servicio  de  Aduanas 
y que  estén  vigentes; 

14.  — Someter  al  Ministro  de  Hacienda,  a más 
tardar  el  treinta  y uno  de  diciembre  de 
cada  año,  el  proyecto  de  presupuesto  del 
servicio  de  Aduanas  para  el  año  fiscal 
siguiente; 

15.  — Ordenar  y determinar  con  arreglo  a la 
presente  ley,  la  forma,  tamaño,  redacción  y 
contenido  de  todos  los  formularios,  libros 
y documentos  que  se  empleen  en  el  servi- 
cio de  Aduanas; 

16.  — Llevar  o hacer  llevar  de  conformidad 
con  el  reglamento  respectivo,  los  datos  y 
estadísticas  necesarios  para  el  mejor  con- 
trol de  las  operaciones  de  Aduana;  y, 


17. — Reglamentar  la  entrada  y salida  a los 
edificios  o sitios  en  que  haya  o pueda  haber 
movimiento  aduanero,  y delegar  esta  facul- 
tad a los  Administradores  de  Aduana  que 
él  estime  conveniente. 

Artículo  41. — El  Director  General  de  Adua- 
nas tendrá  facultad  para  convocar  a varios  o 
a todos  los  Administradores  de  Aduana,  a 
conferencias  generales  con  el  objeto  de  mejo 
rar  la  Administración  aduanera.  Anualmente 
al  presentar  al  Ministro  de  Hacienda  el  presu- 
puesto de  gastos  del  servicio  aduanero  para  el 
año  siguiente,  el  Director  General  incluirá  el 
costo  calculado  de  estas  conferencias. 


CAPITULO  DECIMOTERCERO 

SDBDIRECCION  GENERAL  DE  ADUANAS 

Artículo  42. — Habrá  un  Subdirector  Gene- 
ral de  Aduanas  quien  coadyuvará  con  el  Direc- 
tor General  para  la  aplicación  y cumplimiento 
de  las  leyes  y reglamentos  aduaneros. 

Artículo  43. — El  Subdirector  General  de 
Aduanas  visitará  las  diversas  Aduanas  y Res- 
guardos en  cumplimiento  de  las  órdenes  del 
Director  General,  y en  tales  casos  se  le  paga- 
rán los  gastos  de  viaje. 

Artículo  44 El  Subdirector  General  de 

Aduanas  prestará  garantía  para  el  fiel  cumpli- 
miento y desempeño  de  las  obligaciones  de  su 
cargo,  por  una  suma  cuya  cuantía  no  será 
mayor  de  treinta  mil  ni  menor  de  cinco  mil 
quetzales. 

Artículo  45. — El  Subdirector  General  de 
Aduanas  usará  de  cualquier  facultad  o poder 
del  Director  General  que  éste  le  delegue  y 
será  responsable  del  fiel  cumplimiento  de  las 
facultades  así  delegadas. 

Artículo  46 Hará  las  veces  del  Director 

General  de  Aduanas,  en  los  casos  de  impedi 
mentó  o ausencia  de  éste  y en  tal  caso  tendrá 
las  atribuciones,  deberes  y responsabilidades 
propias  del  Director  General. 

Artículo  47.  — Responderá  especialmente 
ante  el  Director  General  por  la  administración 
eficaz  de  los  servicios. 


CAPITULO^  DECIMOCUARTO 

INSPECTOR  AUDITOR  DE  ADUANAS 

Artículo  48. — Habrá  un  Inspector  Auditor 
de  Aduanas,  quien  visitará  e inspeccionará  las 
diversas  Aduanas  y Resguardos  de  la  Repúbli 
ca,  en  las  ocasiones  y forma  que  determine  el 
Director  General.  En  estos  casos  se  le  paga 
rán  los  gastos  de  viaje. 

Artículo  49 El  Inspector  Auditor  de 

Aduanas  usará  de  cualquier  facultad  o poder 
del  Director  General  de  Aduanas  que  le  dele- 
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gue,  y será  responsable  del  fiel  cumplimiento 
de  las  facultades  que  éste  le  delegue.  En  cada 
caso  el  Inspector  Auditor  presentará  al  Direc- 
tor General  el  informe  respectivo  de  su  ins- 
pección o los  otros  que  el  mismo  funcionario 
le  requiera. 

Artículo  50.  — El  Inspector  Auditor  de 
Aduanas  prestará  garantía  para  el  fiel  cumpli- 
miento de  los  deberes  de  su  cargo,  por  una 
suma  cuya  cuantía  no  será  mayor  de  treinta 
mil  ni  menor  de  cinco  mil  quetzales. 


CAPITULO  DECIMOQUINTO 

ADMINISTRADORES  DE  ADUANA 

Artículo  51. — En  cada  Aduana  habrá  un 
Administrador.  A contar  del  1'?  de  enero  de 
1933,  no  podrá  ser  nombrado  para  el  cargo 
de  Administrador  de  Aduana,  ninguna  per- 
sona que  no  haya  servido  por  lo  menos  dos 
años  el  cargo  de  Vista  de  Aduana  y que  reúna 
las  demás  condiciones  que  fije  el  Reglamento. 

Artículo  52.  — Los  Administradores  de 
Aduana  prestarán  garantía  para  el  fiel  cumpli- 
miento de  los  deberes  de  su  cargo,  por  una 
suma  cuya  cuantía  no  será  mayor  de  veinte 
mil  ni  menor  de  cinco  mil  quetzales. 

Artículo  53.  — Los  Administradores  de 
Aduana  tendrán  las  obligaciones  y atribu- 
ciones señaladas  por  la  presente  Ley  y su 
Reglamento,  y en  especial  las  que  en  seguida 
se  enumeran: 

— Tendrán  bajo  su  cargo  y responsabilidad 
la  aplicación  de  esta  Ley  y su  Reglamento 
dentro  de  la  Aduana  respectiva.  Para  ello 
tendrán  la  facultad  de  tomar  todas  las 
medidas  que  el  buen  servicio  requiera  y que 
no  sean  incompatibles  con  la  Ley  o el 
Reglamento; 

2^ — Tendrán  bajo  sus  órdenes  y bajo  su 
inmediata  vigilancia,  a todos  los  empleados 
de  la  respectiva  Aduana,  inclusive  la  Policía 
de  Aduana; 

3^ — Cuidarán  por  sí,  y por  medio  de  los 
empleados  de  su  dependencia,  de  que  entren 
bajo  la  custodia  y autoridad  de  la  Aduana, 
las  mercancías  que  se  descarguen  de  cual- 
quier nave  u otro  medio  de  transporte 
dentro  de  la  zona  primaria  de  la  Aduana 
respectiva,  y proveerán  a la  custodia  y 
seguridad  de  dichas  mercancías  hasta  que 
éstas  sean  legalmente  retiradas  de  la  Adua- 
na, todo  de  conformidad  con  las  limitaciones 
y restricciones  legales; 

4^— Responderán  ante  el  Director  General 
por  sí,  y por  los  empleados  de  su  depen- 
dencia, del  registro  de  las  mercancías  de 
importación  y exportación  y de  que  se  lleve 
constancia  escrita  de  estos  registros  y de  la 
aplicación  y cálculo  riguroso  de  los  derechos 
y otros  cargos  que  afecten  a las  mercancías; 


5a — Presentarán  anualmente  al  Director  Ge- 
neral de  Aduanas,  una  Memoria  en  la  forma 
y con  los  datos  que  este  funcionario 
requiera; 

6^ — Facultados  por  el  Director  General  de 
Aduanas,  podrán  bajo  las  restricciones  de 
la  presente  Ley,  suspender  y trasladar  de  un 
puesto  a otro  a los  empleados  de  la  Aduana 
respectiva,  dando  inmediatamente  cuenta 
del  uso  de  tal  facultad  en  cada  caso  al 
Director  General;  y, 

7^ — Facultados  por  el  Director  General  de 
Aduanas,  podrán  conseguir  licencias  por 
causas  justificadas,  de  acuerdo  con  las  dis- 
posiciones de  esta  Ley,  a los  empleados  de 
la  Aduana  respectiva,  dando  inmediatamente 
cuenta  por  escrito,  en  cada  caso,  el  Director 
General. 

Artículo  54. — En  las  Aduanas  en  que  no 
haya  Contador,  el  Administrador  tendrá  las 
obligaciones  que  a aquél  impone  la  presente 
Ley  y su  Reglamento;  y en  las  en  que  no 
haya  Cajero,  el  Administrador  cumplirá  las 
obligaciones  de  aquel  empleado,  y,  en  tal  caso, 
el  Administrador  responderá  por  sí,  de  con- 
formidad con  la  ley  y su  Reglamento,  de  la 
exacta  recepción  y custodia  del  dinero  que 
ingrese  a la  Aduana  respectiva  y de  los  valores 
que  se  le  entreguen. 


CAPITULO  DECIMOSEXTO 

CONTADORES 

Artículo  55. — En  las  Aduanas  y Resguardos 
que  designe  el  Director  General  habrá  un 
Contador  de  Aduana. 

Artículo  56 Todo  Contador  de  Aduana 

prestará  garantía  para  el  fiel  cumplimiento  de 
los  deberes  de  su  cargo,  por  una  suma  cuya 
cuantía  no  será  mayor  de  quince  mil  ni  menor 
de  tres  mil  quetzales. 

Artículo  57. — Además  de  los  deberes  que 
se  les  señalen  por  otras  disposiciones  de  la 
presente  Ley  o su  Reglamento,  los  Contadores 
de  Aduana  llevarán  los  libros  de  contabilidad 
respecto  a los  ingresos  y egresos  de  dinero, 
valores  y mercancías. 


CAPITULO  DECIMOSEPTIMO 

CAJEROS 

Artículo  68. — En  las  Aduanas  y Resguardos 
que  designe  el  Director  General  habrá  un 
Cajero  de  Aduana. 

Artículo  59. — Todo  Cajero  de  Aduana 
prestará  garantía  para  el  fiel  cumplimiento  de 
los  deberes  de  su  cargo,  por  una  suma  cuya 
cuantía  no  será  mayor  de  quince  mil  ni  menor 
de  tres  mil  quetzales. 
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Artículo  60. — Además  de  los  deberes  que 
se  les  señalen  por  otras  disposiciones  de  la 
presente  Le.y  o su  Reglamento,  los  Cajeros 
de  Aduana  llevarán  los  libros  que  señale  el 
Reglamento,  recibirán  las  sumas  de  dinero  o 
valores  que,  de  acuerdo  con  la  presente  Le.y 
o su  Reglamento,  deban  ingresar  a la  Aduana 
respectiva,  y efectuarán,  con  la  debida  auto- 
rización, los  egresos  correspondientes. 


CAPITULO  DECIMOCTAVO 

VISTAS  DE  ADUANA 

Artículo  61. — Se  establecen  las  siguientes 
categorías  de  Vistas  de  Aduana;  Vistas  de 
primer  grado,  Vistas  de  segundo  grado  .y 
Vistas  de  tercer  grado.  Estas  plazas  se 
llenarán  entre  las  personas  que  obtengan  el 
correspondiente  título  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  en  los  artículos  274  y 277.  Las 
personas  que  se  encuentren  sirviendo  el  puesto 
de  Vista  al  entrar  en  vigor  la  presente  Le.y, 
.y  las  que  hayan  de  ser  nombradas  antes  de  la 
fecha  señalada  por  el  artículo  276,  serán 
consideradas  como  vistas  de  tercer  grado.  En 
todas  las  Aduanas  habrán  Vistas  del  grado  o 
grados  que  el  Director  General  estime  con- 
veniente. 

Artículo  62 Todo  Vista  de  Aduanas  pres- 

tará garantía  para  el  fiel  cumplimiento  de  los 
deberes  de  su  cargo,  por  una  suma  cuya 
cuantía  no  será  mayor  de  quince  mil  ni  menor 
de  tres  mil  quetzales. 

Artículo  63. — Todos  los  Vistas  o empleados 
de  Aduana  que  practiquen  el  registro  de 
mercancías  deberán  examinar  inmediata  ,y 
minuciosamente,  de  acuerdo  con  las  disposi- 
ciones de  la  presente  Le.y  y su  Reglamento  .y 
con  las  disposiciones  e instrucciones  dictadas 
sobre  la  materia,  las  mercancías  que  se  les 
entreguen  para  el  aforo.  Bajo  su  responsa- 
bilidad, deberán  anotar  en  cada  póliza,  los 
pesos,  cantidades,  valores  y demás  datos  sobre 
las  mercancías  que  requiera  la  presente  Ley 
o su  Reglamento,  tan  exacta  y prolijamente 
como  sea  necesario  para  la  rigurosa  aplicación 
de  los  derechos  correspondientes  a ellas. 
Asimismo  deberán  anotar  toda  diferencia  que 
la  inspección  entre  el  peso,  cantidad,  valor, 
calidad  y naturaleza  de  las  mercancías  anota- 
das en  la  póliza,  .y  el  peso,  cantidad,  valor, 
calidad  y naturaleza  real  de  dichas  mercancías. 


CAPITULO  DECIMONOVENO 

JEFE  DE  ALMACENES 

Artículo  64. — En  toda  Aduana,  y en  los 
Resguardos  de  Frontera  que  designe  el  Direc- 
tor General  de  Aduanas,  habrá  un  Jefe  de 
Almacenes  que  tendrá  bajo  su  responsabilidad 


y control  directo  todos  los  almacenes  y demás 
edificios,  sitios  o lugares  destinados  a guardar 
mercancías  que  estén  bajo  la  custodia  y auto- 
ridad de  la  Aduana  o Resguardo  respectivo. 

Artículo  65. — Todo  Jefe  de  Almacenes 
prestará  garantía  para  el  fiel  cumplimiento 
de  los  deberes  de  su  cargo,  por  una  suma 
cuya  cuantía  no  será  menor  de  tres  mil  ni 
mayor  de  quince  mil  quetzales. 

Artículo  66. — Además  de  los  otros  deberes 
y atribuciones  que  le  impone  la  presente  ley 
o que  se  le  señalen  de  conformidad  con  ella, 
todo  Jefe  de  Almacenes  tendrá  las  que  en  se- 
guida se  enumeran: 

1^— Tener  bajo  su  responsabilidad,  según  lo 
previsto  por  esta  ley,  la  custodia  de  todas 
las  mercancías  depositadas  en  la  Aduana  o 
Resguardo  respectivo,  o de  cualquier  otro 
modo  entregadas  a la  custodia  y autoridad 
de  la  misma; 

2^ — Conservar  o hacer  conservar  depositadas 
en  orden  las  mercancías,  .y  tomar  las  provi- 
dencias necesarias  para  su  manejo  y movi- 
lización; 

3a — Preparar  o hacer  preparar  para  la  ins- 
pección y movilización,  en  la  forma  que 
determine  el  Reglamento,  las  mercancías 
expresadas  en  las  pólizas  que  se  le  pre- 
senten; y, 

4®— Entregar  las  mercancías  solamente  cuan- 
do se  hayan  cumplido  los  requisitos  señala- 
dos por  la  presente  le.y  .y  su  Reglamento. 
Artículo  67. — El  Jefe  de  Almacenes  llevará 
o hará  llevar  los  libros  y guardará  los  docu- 
mentos que  determine  el  Reglamento  o que 
requiera  el  Director  General,  con  objeto  de 
dejar  testimonio  de  la  recepción  y despacho 
de  las  mercancías. 

Artículo  68. — El  Jefe  de  Almacenes  .y  los 
respectivos  empleados  de  su  dependencia  a 
cuyo  cargo  estén  las  mercancías,  responderán 
mancomunada  y solidariamente  al  Fisco,  con 
sus  garantías,  de  la  guarda  de  todas  las 
mercancías  entregadas  a la  custodia  de  la 
Aduana  o Kesguardo  respectivo,  hasta  que 
salgan  legalmente  de  ella;  salvo  las  excep- 
ciones establecidas  por  el  artículo  100  de 
la  presente  ley,  y sin  perjuicio  de  las  demás 
responsabilidades  que  pudieran  afectar  a otros 
empleados.  El  registro  de  dichas  mercancías 
no  altera  ni  suspende  la  indicada  responsa- 
bilidad. 

CAPITULO  VIGESIMO 

POLICIA  DE  ADUANA 

Artículo  69. — En  toda  Aduana  habrá  un 
Cuerpo  de  Policía  de  Aduana  con  el  número 
de  plazas  que  determine  el  Director  General. 

Artículo  70. — Además  de  las  atribuciones  y 
deberes  que  le  señala  la  presente  le.y  o su 
Reglamento,  dicho  Cuerpo  de  Policía  cumplí- 
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rá  las  órdenes  e instrucciones  que  reciba  de 
sus  Jefes  respecto  a la  vigilancia  y seguridad 
de  las  mercancías  sometidas  a la  autoridad 
aduanera, 

CAPITULO  VIGESIMO  PRIMERO 

LABORATORIO  DE  ADUANAS 

Artículo  71. — Se  establece  un  Laboratorio 
dependiente  de  la  Aduana  para  el  análisis  de 
las  mercancías  que,  para  ese  fin,  le  entregue 
o mande  entregar  el  Director  General  de 
Aduanas.  Este  Laboratorio  y sus  dependen- 
cias estarán  a cargo  de  un  Director  designado 
entre  las  personas  capacitadas  en  la  materia. 

Artículo  72. — El  Director  del  Laboratorio 
de  Aduanas  prestará  garantía  para  el  fiel 
cumplimiento  de  los  deberes  de  su  cargo,  por 
una  suma  cuya  cuantía  no  será  mayor  de 
veinte  mil  ni  menor  de  cinco  mil  quetzales. 

Artículo  73. — El  Director  del  Laboratorio 
de  Aduanas  responderá  por  sí  y por  el  perso- 
nal de  su  dependencia,  del  análisis  prolijo  de 
las  mercancías  cuyo  examen  se  le  encomiende 
y dará  certificación  escrita  al  Director  Gene- 
ral de  Aduanas  del  resultado  de  dicho  análisis. 
Sin  perjuicio  de  las  demás  penas  señaladas  en 
la  presente  ley,  será  responsable  ante  el 
Fisco  por  las  pérdidas  que  éste  sufra  con 
motivo  de  falsedad  o errores  comprobados  en 
los  certificados  que  expida. 

Artículo  74. — El  Director  General  de  Adua- 
nas queda  facultado  para  mandar  practicar 
nuevo  análisis  de  las  mercancías  en  los  su- 
puestos casos  de  certificados  falsos  o erróneos 
y en  caso  necesario,  dará  cuenta  al  Consejo 


Superior  de  Aduanas,  el  cual  examinará  los 
antecedentes  del  caso,  dispondrá  que  se  haga 
nuevo  análisis  si  lo  juzga  conveniente,  y lo 
que  resuelva  será  definitivo. 

CAPITULO  VIGESIMO  SEGUNDO 

DEMAS  PERSONAL  DE  LA  ADUANA 

Artículo  75. — El  Director  General  de  Adua- 
nas fijará,  con  aprobación  del  Ministro  de 
Hacienda,  los  demás  empleados  que  sean  ne- 
cesarios para  completar  el  personal  señalado 
por  la  presente  ley,  y para  la  aplicación  y 
administración  adecuada  de  las  leyes  y regla- 
mentos aduaneros.  Si  en  el  Presupuesto  no 
hubiere  partida  especial  para  remunerar  esas 
nuevas  plazas,  podrá  el  Ejecut'vo,  mientras 
la  Asamblea  dispone  lo  conveniente,  imputar 
a la  partida  de  Gastos  no  determinados,  los 
sueldos  que  se  fijen  a dichas  plazas. 

Artículo  76. — Los  empleados  nombrados  de 
conformidad  con  el  artículo  anterior,  presta- 
rán garantía  para  el  fiel  cumplimiento  de  sus 
obligaciones  y los  deberes  de  su  cargo,  por 
una  suma  cuya  cuantía  no  será  mayor  de 
cuatro  veces  su  respectivo  sueldo  anual,  ni 
menor  del  doble  de  este  sueldo;  pero  el  Con- 
sejo Superior  determinará  en  el  Reglamento 
qué  empleos  pueden  servirse  sin  prestar  ga- 
rantía. 

Artículo  77. — Los  empleados  nombrados  de 
conformidad  con  el  artículo  75,  cumplirán  las 
obligaciones  y deberes  que  les  sean  señalados 
de  acuerdo  con  la  pre.sente  ley  y su  Regla- 
mento, y las  órdenes  de  sus  respectivos  Jefes. 

( Continuará  ) 


Naturaleza  y Substratum  de  las  Huellas  de  Pasos 

Por  el  Dr.  Edmundo  Locard 

Director  del  Laboratorio  de  Policía  Técnica  de  Lyon 
Tomado  de  la  Revisia  de  Identificación  y Ciencias  Penales  (Argentina),  Año  II,  Tomo  III,  N®  9,  de  marzo  y abril  de  192 


Las  nociones  útiles  sobre  las  huellas  de 
pasos  se  encuentran  dispersas  en  tesis,  en 
artículos  de  revistas  y en  obras  de  medicina 
legal  o de  técnica  policial.  Yo  quisiera  pre- 
cisar aquí  la  diferencia  de  esos  rastros,  se- 
gún su  naturaleza  y la  variedad  de  su  sabs- 
tratum. 

A.— NATURALEZA  DE  LA  HUELLA 

La  huella  de  pasos  puede  presentarse  ba- 
jo tres  formas ; puede  constituir  una  impre- 
sión, un  rastro  fugaz  o una  mancha. 


1’ — Impresión. — Es  el  caso  más  ordinario 
y conocido ; el  que  se  encuentra  en  las  citas 
del  Talmud  y de  las  Coéforas.  El  pie  des- 
nudo o calzado  produce  una  impresión  en 
la  tierra,  en  la  arena,  en  el  polvo  de  los  ca- 
minos, en  la  nieve,  en  el  barro  suficiente- 
mente consistente.  Fuera  de  esos  casos 
muy  comunes  todo  puede  suceder.  La  mar- 
ca hueca  puede  formarse  aún  en  charcos 
de  sangre  bastante  espesos  y donde  ya  se 
han  hecho  coágulos.  Se  han  visto  en  la 
masilla  y en  la  cal.  Pueden  haber  sido  he- 
chas en  substancias  en  estado  pastoso,  que 
se  endurecen  después  y las  conservan  casi 


ú)_  Este  estudio  forma  parte  del  capítulo  consagrado  a las  huellas  de  pasos  en  el  Tomo  I,  Rastros  y Manchas,  de  un  Tratado  de 
Criminalogía  en  4 volúmenes,  en  preparación.  Los  otros  volúmenes  están  consagrados  a la  pericia  de  documentos  escritos,  a las 
pruebas  de  la  identidad  y a la  técnica  del  crimen.  „ 


1112 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


indefinidamente;  asi  pasa  en  el  cemento, 
en  el  yeso,  en  el  asfalto.  Y a veces,  una  subs- 
tancia relativamente  dura  recibirá  la  mar- 
ca de  los  clavos  solamente  : es  lo  que  pasa 
en  los  parquets  de  madera  blanca,  más  ra- 
ramente en  los  parquets  encerados  y lo 
mismo  en  el  hielo.  Yo  indico  el  caso,  no 
absolutamente  excepcional,  del  hielo  de- 
rretido, que  al  recibir  huellas  de  pasos  y he- 
larse nuevamente  fija  la  huella. 

2" — Rastro  fugaz  (Foulage). — Ciertas 
substancias  e’ásticas  guardan  momentánea- 
mente el  rastro  del  paso.  Es  así  que  puede 
ser  visible  sobre  una  alfombra,  pero  se  bo- 
rra muy  rápidamente.  Es  más  visible  aún 
sobre  la  hierba;  pero  no  presenta  ningún 
detalle  y se  borra  más  pronto  aún. 

3’ — Mancha. — Sobre  un  suelo  liso  los  pa- 
sos pueden  dejar  huellas  visibles.  Pero  con 
la  condición  de  que  la  planta  del  pie  o la  sue- 
la del  zapato  esté  untada  de  una  substan- 
cia que  pueda  depositarse  formando  la  ima- 
gen del  pie.  La  más  común  de  todas  esas 
substancias  es  simplemente  la  humedad,  es 
decir,  el  agua,  aún  en  cantidad  mínima.  Con 
el  pie  desnudo  o cubierto  solamente  de  una 
media,  la  transpiración  serviría  lo  mismo. 
Se  encuentran  también  rastros  sangrientos 
no  ya  por  las  impresiones  en  charcos  o en 
coágulos,  como  ya  se  ha  dicho,  sino  simple- 
mente porque  el  pie  o la  suela  del  zapato 
han  estado  antes  empapados  en  sangre.  Las 
huellas  barrosas  son  extremadamente  fre- 
cuentes. Se  puede  decir  que  en  la  prácti- 
ca el  pie  o el  calzado  están  siempre  bastan- 
te barrosos  o llenos  de  polvo  para  dejar  una 
marca  visible.  Esta  marca  podrá  notarse  en 
los  parquets,  en  los  baldosas,  los  ladrillos, 
el  mosaico,  y aún  más  claramente,  en  pape- 
les caídos  al  suelo.  Se  les  reconocerá  tam- 
bién cuando  el  pie  ha  sido  apovado  sobre  el 
género  o el  cuero  de  un  mueble,  o sobre 
ropas. 

4" — Rastro  aislado  de  los  clavos. — El  cal- 
zado puede  producir  rastros  muy  parciales, 
constituidos  solamente  por  la  marca  de  los 
clavos  en  las  substancias  golpeadas  o des- 
garradas por  él.  De  este  modo  un  cuerno 
humano  golpeado,  un  cadáver  pisoteado, 
presenta  rastro  de  esta  clase.  El  escala- 
miento de  una  pared  mostrará  en  el  blan- 
queo o en  la  pintura  rasguños  hechos,  sea 
por  los  clavos,  sea  por  las  puntas  de  los  za- 
patos. Llamo  la  atención  sobre  el  error  pe- 
''■groso  oue  trae  la  confusión  entre  unas 
fuellas  de  escalamiento  dejadas  por  un  hom- 
bre y los  rasguños  que  producen  las  uñas 
de  los  gatos  o de  los  perros  que  han  res- 
balado por  una  pared  ya  sea  subiéndola  o 
dejándose  caer  desde  arriba. 


B.— EL  SUBSTRATUM 

El  estudio  de  las  huellas  de  pasos  es  in- 
teresante sobre  todo  en  las  pesquisas  he- 
chas en  el  campo.  Es  ahí,  en  efecto,  donde 
se  tiene  más  oportunidad  de  encontrar  te- 
rrenos donde  las  huellas  pueden  marcarse 
más  netamente.  Pero  es  un  error  creer  que 
no  se  pueden  descubrir  nunca  tales  huellas 
en  los  crimines  cometidos  en  la  ciudad.  He 
aquí  la  indicación  de  “sustrata”  sobre  los 
cuales  se  tiene  la  oportunidad  de  descu- 
brirlas. 

1" — Caminos. — Nada  es  más  fácil,  para  el 
alumno  de  policía,  que  aprender  a leer  loa 
rastros  de  pasos  en  el  polvo  de  los  caminos. 
Es  una  tarea  a la  vez  divertida  y sumamen- 
te fácil,  a lo  menos  en  sus  formas  sencillas. 
Hans  Gross  ha  hecho  un  relato  pintoresco 
de  un  ejercicio  de  esa  clase; 

El  policía  sigue  los  pasos  sobre  el  cami- 
no : él  descubre,  a cada  variación,  lo  que  ha 
hecho  el  que  deja  los  rastros;  "Ha  encon- 
trado una  persona  de  su  amistad.  Su  rastro 
atraviesa  oblicuamente  el  camino ; el  que 
venía  en  la  dirección  opuesta,  igualmente, 
Ambos  han  hablado  largo  tiempo,  pues  han 
cambiado  a menudo  de  posición.  Uno  de 
ellos  ha  vaciado  su  pipa,  pues  hay  cenizas 
en  el  camino.  La  ha  vuelto  a encender,  pues 
varios  fósforos  recién  prendidos  yacen  en 
tierra.  Algunos  están  enterrados  en  el  pol- 
vo por  los  talones...  El  ha  continuado  su 
camino,  pero  ya  no  está  solo.  Está  acom- 
pañado por  su  amigo.  La  pipa  se  ha  que- 
mado bien  y contenía  tabaco  fuerte,  pues 
el  fumador  ha  escupido  varias  veces  al 
costado  de  las  huellas.  El  segundo  hombre 
es  más  pequeño,  pues,  si  contamos  exacta- 
mente, encontramos,  para  diez  pasos  de 
nuestro  amigo,  once  de  su  compañero,  que 
tiene,  en  consecuencia,  las  piernas  notable- 
mente más  cortas.  A sesenta  pasos,  aper- 
cibimos una  posada,  y su  rastro  nos  con- 
duce allí.  . . Volvemos  a encontrar  el  ras- 
tro, lo  reconocemos,  estamos  seguros  de  que 
es  el  mismo.  Sin  embargo,  tiene  otro  aspec- 
to. Unas  veces  se  encuentro  al  borde  del 
camino,  otras  veces  en  el  medio,  a veces  las 
huellas  se  separan  una  de  otra,  y a veces  se 
cruzan  entre  sí;  notamos  una  vez  grandes 
pasos,  otra  vez  pequeños;  él  se  ha  quedado 
mucho  tiempo  en  la  fonda”. 

Comprobaciones  semejantes,  que  parecen 
de  novela,  están  lejos  de  ser  extrañas.  Y 
lo  serían  aun  menos  sí  los  policías  y tam- 
bién los  expertos  y magistrados,  tuvieran  el 
espíritu  aguzado  en  ese  sentido.  Yo  no  digo 
que  sea  fácil  llegar  a la  destreza  de  los 
khojis,  que  encuentran,  siguiéndoles  el  ras- 
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tro,  a los  animales  robados  en  las  tropas  de 
la  India,  pero  hay  que  llegar  a discernir, 
entre  rastros  múltiples,  los  que  se  han  em- 
pezado a seguir.  Lo  mejor  para  esto  es  fi- 
jarse en  un  detalle  preciso,  y lo  más  pecu- 
liar posible.  Un  dia,  en  la  región  de  Gex, 
he  podido  seguir  por  muchos  kilómetros  de 
un  camino  transitado,  la  huella  de  un  con- 
trabandista, porque  el  cuarto  clavo  en  for- 
ma de  ala  de  mosca  de  su  talón  derecho  es- 
taba puesto  al  revés.  Otra  vez,  en  el  ca- 
mino más  transitado  aún,  de  Mantua  a Be- 
llegarde,  he  podido  seguir  mucho  tiempo 
la  pista  de  un  vagabundo  que  tenia  zapatos 
con  suelas  de  caucho,  con  los  puntos  de 
desgastes  muy  marcados. 

Las  huellas  en  el  polvo  del  camino,  por 
mucho  tiempo  tan  dificiles  de  amoldar, 
ahora  se  consigue  fácilmente.  Son  de  una 
delicadeza  y nitidez  admirables,  mientras 
no  sean  enteramente  borradas  por  otros 
pasos  más  pesados,  y sobre  todo,  no  sean 
destruidas  por  la  lluvia  o por  un  fuerte 
viento. 

2'’ — Tierra. — Es  la  huella  clásica;  la  de 
los  monteros,  la  de  los  policías  y de  los  fo- 
lletinistas.  En  realidad,  la  huella  en  la  tie- 
rra rara  vez  es  muy  buena.  Es  muy  visi- 
ble; es  fácil  de  señalar;  pero  no  tiene  deli- 
cadeza, y sus  reproducciones,  fotografías  o 
yeso,  deben  ser  interpretadas  y discutidas 
con  prudencia.  A pesar  de  su  fama,  vale 
mucho  menos  que  la  huella  en  el  polvo  del 
camino.  La  clase  de  la  tierra  es,  por  otra 
parte,  muy  variable.  Las  tierras  fértiles,  las 
buenas  tierras  de  labor,  falsean  las  dimen- 
siones y no  dan  ningún  detalle  de  los  cla- 
vos. Las  tierras  más  finas,  las  arcillas,  al- 
gunas margas,  pueden  dar  rastros  muy  fi- 
nos. Hay  que  desconfiar  mucho  de  la  pre- 
sencia de  la  arena  o de  pequeños  guijarros 
que  darán  sobre  el  molde  la  ilusión  de  un 
detalle  característico  del  calzado. 

3’ — Arena. — La  nitidez  de  la  huella  de- 
pende de  la  finura  del  grano.  Las  arenas 
finas  dan  rastros  excelentes,  en  tanto  que 
los  guijarros  los  dan  muy  toscos.  Todo  el 
mundo  ha  notado  la  belleza  de  las  huellas 
en  la  arena  de  las  playas.  Pero  la  perfec- 
ción de  la  forma  se  pierde  por  la  excesiva 
fragilidad.  La  humedad  disuelve  rápida- 
mente los  detalles,  después  el  conjunto  tam- 
bién ; y si  está  muy  seco,  el  viento  deshace 
la  marca  en  sus  bordes,  en  seguida  la  lle- 
na. Algunas  arenas  que  provienen  de  rocas 
duras  dan  unos  rastros  muy  hermosos.  Yo 
he  visto  algunos  singularmente  buenos  en 


arena  de  micaquista  y en  arenas  de  pegma- 
tites.  Pero  se  puede  decir  que  se  trata  de 
una  impropiedad  de  términos  y que  eran 
más  bien  polvo  que  arenas, 

4" — Barro. — La  huella  de  pasos  en  el  ba- 
rro es  una  de  las  observadas  más  común- 
mente, Si  el  barro  es  compacto,  la  marca 
puede  ser  tan  clara  como  el  polvo  del  ca- 
mino, y puede  fijarse  momentáneamente 
por  la  disecación,  sobre  todo  en  los  barros 
arcillosos.  Por  el  contrario,  en  el  barro  muy 
líquido  la  marca  no  es  utilizable  sino  a con- 
dición de  seguir  la  pista  de  muy  cerca. 

5" — Nieve. — Estas  son  también  huellas 
clásicas,  conocidas,  observadas,  si  no  utili- 
zadas en  todo  el  mundo.  Acusan  también 
el  paso  de  los  animales  que,  en  numerosos 
países,  la  caza  se  prohíbe  en  tiempo  de 
nieve.  Ellas  no  acusan  menos  al  malhechor. 
Yo  indicaré  más  adelante  las  precauciones 
que  hay  que  tomar  para  conservar  esas  pre- 
ciosas marcas,  aún  en  tiempo  de  deshielo. 
Cuando  el  frío  persiste  y la  nieve  se  endu- 
rece, la  huella  dura  hasta  la  siguiente  ne- 
vada, con  un  ligero  grado  de  deformación 
por  contradicción.  Si  la  nieve  es  muy  li- 
viana— a la  que  los  alpinistas  y skieurs  lla- 
man la  nieve  loca — la  marca  es  bella,  pero 
muv  fugitiva,  porque  las  ráfagas  de  viento 
la  destruyen. 

6’’ — Hielo. — Se  pueden  observar  en  el  hie- 
lo huellas  de  pasos  de  dos  clases.  Puede 
haber  primero  huellas  por  erosión,  dejadas 
por  los  clavos  (o  por  las  patines)  comple- 
tadas por  manchas  hechas  de  barro  o tierra 
de  los  cuales  la  suela  está  impregnada.  Por 
otra  parte,  se  pueden  encontrar  huellas  ver- 
daderas en  el  hielo  derretido,  análogas  a las 
huellas  formadas  en  el  barro.  El  frío  que 
sobreviene  puede  endurecer  esas  huellas. 
Fn  un  caso  que  trataré  más  adelante  a pro- 
pósito de  las  patas  de  los  anímales,  la  llu- 
via, cayendo  sobre  esas  huellas  en  el  hielo, 
había  formado  una  capa  superpuesta  de 
nuevo  hielo  transparente  y verde,  a través 
de  la  cual  se  ve’a  la  señal  del  paso,  de  un 
color  blanco  opalino. 

7- — Hierba. — Estos  son  los  rastros  por 
aplastamiento.  Si  el  paso  ha  sido  suficien- 
temente apoyado  y si  la  hierba  no  es  muy 
tupida,  se  encontrará  una  huella  en  la  tie- 
rra con  la  hierba  aplastada ; huella  rara- 
mente buena  y de  un  vaciado  difícil.  Si  el 
césped  es  tupido,  el  estrujam-ento  será  fu- 
gaz. Hay  que  saber  que  la  nitidez  de  la  hue- 
lla depende  menos  del  alto  de  la  hierba  que 
de  su  densidad.  De  este  modo,  sobre  algu- 


(1)  En  nuestro  país  es  famoso  el  tipo  del  rastreador,  descrito  por  Sarmiento.— N.  del  D. 
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ñas  canchas  de  tennis  de  césped  inglés,  bien 
cortado,  con  gramillas  especialmente  blan- 
das, pero  muy  tupidas,  las  huellas  son  casi 
nulas,  y completamente  inútiles.  Por  el  con- 
trario, en  hierbas  altas,  pero  separadas,  la 
huella  puede  ser  clara.  Las  experiencias  que 
yo  he  hecho  demuestran  que  hay  que  tener 
muy  en  cuenta  las  especies  botánicas  holla- 
das. Cuando  las  substancias  vegetales  son 
quebradizas,  sus  restos  serán  hundidos  en  el 
suelo  por  los  pasos ; mientras  que  si  se  do- 
blan, se  volverán  a enderezar.  Puede  tam- 
bién suceder  que  algunos  detalles  del  calza- 
do se  impriman  en  la  substancia  vegetal. 
Lo  he  observado  dos  veces,  primero  en  una 
hoja  de  iris,  cortada  al  ras  del  suelo  y sobre 
la  cual  estaban  claramente  impresos  algunos 
clavos ; después,  en  condiciones  análogas, 
en  una  hoja  de  asfódelo. 

8“’ — Piedra. — No  se  encontrará,  en  princi- 
pio, más  que  rasguños  por  los  clavos  o hue- 
llas, manchas  producidas  por  el  barro,  la 
sangre  o la  humedad. 

9" — Parquet. — Basta  con  mirar  un  parquet 
encerado  para  comprobar  que  cada  paso, 
aun  con  un  calzado  limpio,  deja  una  marca 
más  o menos  visible,  hecha  de  un  depósito 
de  polvo,  tanto  más  adherente  cuanto  más 
fresca  está  la  cera.  Si  el  encerado  es  an- 
tiguo o deficiente,  se  observará  el  fenóme- 
no inverso,  es  decir,  la  marca  en  el  polvo, 
habitualmente  poco  útil.  En  los  parquets  de 
madera  blanca,  los  clavos  podrán  morder 
en  las  fibras.  Y,  en  fin,  en  todos  los  casos, 
se  pueden  observar  huellas  o manchas. 

10. — Alfombras. — Además  de  las  impre- 
siones-manchas puede  haber  arrugas,  si  la 
presión  ha  sido  suficiente,  y si  la  alfombra 
es  a la  vez  muy  gruesa  y muy  blanda. 


11.  — Muebles. — La  experiencia  de  la  vida 
cotidiana  nos  demuestra  la  existencia  de 
huellas  de  pie  en  los  muebles.  En  las  esta- 
dísticas criminales  no  es  raro  encontrar 
huellas-manchas  sobre  el  tapizado  de  los 
muebles.  Yo  puedo  citar  la  observación  de 
un  caso  en  el  cual  el  análisis  de  la  mancha 
sobre  una  silla  ha  hecho  identificar  al  mal- 
hechor. Llamo  la  atención  sobre  el  hundi- 
miento de  la  esterilla  por  los  pies  de.  ladro- 
nes subidos  sobre  cualquier  silla  para  alcan- 
zar una  lámpara  o un  cajón.  En  cierto  mo- 
do, la  disposición  de  la  rotura  puede  dar  las 
indicaciones  sobre  la  dimensión  del  pie  y 
también  sobre  el  peso  del  ladrón. 

12.  — Papeles. — En  el  robo  de  una  casa,  su- 
cede frecuentemente  que  los  malhechores 
caminen  sobre  papeles  dejados  o tirados  en 
el  suelo.  Estos  constituyen  también  huellas 
a menudo  excelentes,  aún  cuando  no  se 
trate  de  huellas-manchas  de  contornos  in- 
definidos. En  efecto,  la  simple  huella  de 
polvo  podrá  ser  fijada  y estudiada. 

13.  — Paredes. — Ya  he  indicado  la  posibili- 
dad de  marcas  dejadas  por  el  calzado,  jun- 
tamente con  las  rodillas  y las  manos,  en  el 
escalamiento  de  paredes.  Se  encuentran 
rasguños  en  zigzag,  hechos  por  la  punta  de 
la  suela;  y algunas  veces  señales  de  los  cla- 
vos. A veces,  grandes  fragmentos  de  cal  o 
de  pintura  han  desaparecido.  No  hay  que 
confundir  esos  arrancamientos  con  las  hue- 
llas, ni  su  tamaño  con  el  del  pie.  Ya  he  in- 
sistido sobre  el  peligro  de  confundir  esas 
huellas  humanas  con  huellas  de  animales. 


SECCION  ADMINISTRATIVA 


Actas  de  corte  de  Caja  y extracto  de  ingresos  y 
egresos  de  la  Receptoría  de  Fondos  de  Justicia 
en  los  meses  de  junio,  julio  y agosto. 


NUMERO  67 

En  Guatemala,  a los  diez  dias  del  mes  de 
julio  de  mil  novecientos  veintinueve,  me 
constitui  en  la  Receptoría  de  Fondos  Judi- 
ciales con  el  objeto  de  presenciar  el  corte 
de  Caja,  en  virtud  de  comunicación  de  la 
Presidencia  de  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, procediendo  en  la  forma  siguiente:  — 


Se  confrontó  el  saldo  del  primero  de  ju- 
nio y se  encontró  de  conformidad  con  el 
Acta  (resp.)  anterior,  ascendiendo  a la  su- 
ma de  Q2,037.84  y $13,357.40;  2''— Las  su- 
mas ingresadas  dieron  un  monto  de 
Q5,407.57  y $22,350,  estas  cantidades  están 
debidamente  comprobadas  con  los  docu- 
mentos correspondientes.  Se  añadieron 
esas  sumas  al  saldo  anterior  y resultó  la 
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cantidad  de  Q7, 445.41  y $35,707.40;  3'^— 
Las  erogaciones  que  figuran  en  el  libro  de 
Caja,  dieron  un  monto  de  Q6, 229.69  y 
$12,785.00,  y guardan  conformidad  con  los 
documentos  que  le  respaldan ; 4" — La  di- 
ferencia entre  las  entrados  y saldo  men- 
cionado con  las  erogaciones  es  de  Ql,215.72 
y $22,922.40.  Estas  cantidades  constituyen 
los  saldos  para  el  1'’  de  julio;  5'’ — El  mo- 
vimiento de  Caja  durante  los  nueve  días 
del  presente  mes,  fué  así:  Ingresos 
Q2,266.10  y $1,247.00,  que  añadidos  al  sal- 
do indicado  dan  un  total  de  Q3,481.82  y 
$24,169.40  y los  egresos  arrojan  la  suma 
de  Q3,066.55  y $600.00,  constituyendo  la 
diferencia  en  Q415.27  y $23,569.40,  que  es 
la  existencia  en  Caja,  la  que  fué  contada 
y se  encontró  de  conformidad ; 6" — Apare- 
ciendo que  se  dió  salida  dos  veces  a la  su- 
ma de  Q3.50  a que  se  refiere  el  compro- 
bante número  439,  se  indicó  al  Receptor 
General  se  le  diera  ingreso  como  corres- 
ponde ; 7" — Se  da  por  terminado  este  acto 
que  tiene  por  exclusivo  objeto  de  informar 
a la  Presidencia  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  el  movimiento  de  la  Caja  durante 
el  periodo  a que  se  ha  hecho  relación. — 
Alfonso  Hernández  Polanco. — F.  afílen- 
les P. 

NUMERO  68 

En  la  ciudad  de  Guatemala,  a los  ocho 
días  del  mes  de  agosto  de  mil  novecientos 
veintinueve,  siendo  las  nueve  de  la  ma- 
ñana, el  infrascrito,  en  cumplimiento  de 
lo  ordenado  por  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia en  nota  fecha  de  ayer,  se  constituyó 
en  la  Receptoría  General  de  Fondos  de  Jus- 
ticia con  el  objeto  de  presenciar  el  corte 
de  caja  correspondiente  al  mes  de  julio  del 
corriente  año.  En  el  propio  local  de  la  Re- 
ceptoría, se  procedió  de  la  manera  si- 
guiente : 

1'’ — Traído  que  fué  a la  vista  el  Libro  de 
Caja  se  encontró  debidamente  arreglado 
con  las  operaciones  cerradas  hasta  el  día 
treinta  y uno  de  julio  del  año  en  curso. 

2'’ — El  movimiento  de  Caja  durante  el 
mes  recién  pasado,  fué  el  siguiente : 


Saldo  cu  junio  anterior 

Oro 

Pesos  bilis. 
$22.922.40 
29.961 

Suman  .... 

Egresos  en  el  mes 

010.380.71 

$43,883.40 

17.271 

Saldo  para  el  1*^  de  agosto 

0 1. 633.45 

$26.612.49 

3'' — Los  saldos  para  el  mes  de  agosto, 
de  conformidad  con  las  operaciones  ante- 
riores fueron  contados  por  el  infracrito  y 
están  exactos. 


4" — Los  documentos,  tanto  de  ingresos 
como  de  egresos,  están  conformes. 

5'’ — No  habiendo  otro  asunto  de  que  tra- 
tar, se  da  por  terminado  el  presente  acto 
firmando  conmigo  el  Receptor  General  de 
Fondos  Judiciales. — Avelino  Mariscal. — F. 
Cifuentes  P. 

“i 

ACTA  NUMERO  69 

En  la  ciudad  de  Guatemala,  a los  diez 
y nueve  días  del  mes  de  septiembre  de  mil 
novecientos  veintinueve,  siendo  las  diez  de 
la  moñana,  el  infrascrito  Fiscal  de  la  Sa- 
la 3^»  de  Apelaciones,  en  cumplimiento  de 
lo  ordenado  por  la  Presidencia  de  la  Cor- 
te Suprema  de  Justicia,  en  nota  de  fecha 
de  ayer,  se  constituyó  en  la  Receptoría  Ge- 
neral de  Fondos  Judiciales,  con  el  objeto 
de  presenciar  el  corte  de  Caja  correspon- 
diente al  mes  de  agosto  próximo  pasado, 
procediendo  de  la  siguiente  manera : * 

1" — Tuve  a la  vista  el  Libro  de  Caja,  el 
que  encontré  debidamente  arreglado  y en 
sus  operaciones  cerradas  en  31  de  agosto 
recién  pasado. 

2'> — El  movimiento  de  la  Caja  de  la  Re- 
ceptoría General  en  agosto  anterior : 


Saldo  en  I*!*  de  agosto 

Oro 

....  01,638.45 
....  5,168.57 

Pesos  bilis. 
$26,612.40 
20.086 

Sumas  

Egresos  en  el  mes 

....  06.807.02 
...  5.967.17 

$46,60840 

15.805 

Saldo  para  el  1®  de  septiembre 

$30,8‘>3.40 

3’ — El  saldo  está  de  conformidad  con  las 
operaciones  asentadas  en  el  Libro  de  Ca- 
ja y fué  contado  por  el  infrascrito,  encon- 
trándolo exacto. 

4’’ — Se  dió  por  terminado  el  acto,  a las 
once  y treinta,  firmando  conmigo  el  Re- 
ceptor General. — Filadelfo  de  León. — F. 
Cifuentes  P. 


Detalles  de  los  gastos  verificados  por  la 
Caja  de  la  Receptoría  General  de  Fondos 
Judiciales,  a favor  de  los  distintos  Tribu- 
nales de  la  República. 

Mes  de  junio: 

Al  Juez  U de  1®  Instancia  de  Que- 
zaltenango.  Valor  de  tres  insig- 
nias para  los  señores  Jueces  Q 27.00 


A Juan  Morales,  por  dos  archivos 

para  las  Salas  2^*  y 3® 30.00 

Al  Juez  5®  de  1®  Instancia,  para 
la  limpieza  de  una  máquina  de 
escribir 5.00 
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A don  Alfredo  Palomo  R.,  valor 
• de  dos  mesas  pedestales  para 
teléfonos  para  los  Despachos 
de  los  Magistrados  y Secreta- 
ría de  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia   Q 20.00 

Al  señor  Magistrado  Licenciado 
don  Alberto  Argueta  y su,  Secre- 
tario, para  su  visita  oficial  al 
Juzgado  de  Primera  Instancia 

de  Zacapa 38.00 

A doña  Victoria  S.  Viuda  de  Astu- 
rias, la  parte  que  le  corres- 
ponde a esta  Caja  por  el  alqui- 
ler de  la  casa  que  ocupan  los 
Juzgados  de  lo  Civil,  por  mayo 

anterior 100.00 

A los  señores  Amos  & Anderson, 
a cuenta  de  máquinas  de  escri- 
cribir  "Royal”,  que  han  propor- 
cionado a los  distintos  tribuna- 


les del  Poder  Judicial 300.00 

A la  Empresa  Eléctrica,  por  luz 

en  mayo  próximo  pasado  . . . . 18.50 

A Topke  y Cía.,  valor  de  materia- 
les pedidos  para  reparar  mue- 
bles   47.45 

A Sánchez  y de  Guise,  valor  de 

útiles  de  escritorio 14.80 

A Marcial  Cordón,  por  empastar 
tres  tomos  de  Protocolo  de  la 
Secretaría  de  la  Corte  Suprema  30.00 

A E.  B.  Coffey,  por  el  arreglo  de 
de  una  máquina  de  escribir  del 
Juzgado  de  1’  Instancia  de  Es- 

cuintla 27.00 

A don  Alfredo  Palomo  R.,  por  cua- 
tro sillas  de  caoba  para  el  Juz- 
gado de  1^  Instancia  de  Sololá  26.00 

A la  Tipografía  Nacional,  por  el 
formato  de  cuarenta  páginas  de 
la  "Gaceta  de  los  Tribunales”  100.00 

A don  José  del  Valle,  la  contribu- 
ción que  le  asigna  el  Comité  del 
alumbrado  moderno,  al  edificio 
de  la  Corte  Suprema  en  la  par- 
te de  la  O'*  Avenida  Sur 75.00 

Al  Juez  4’’  de  Paz,  para  la  compra 

de  escupideras,  etc.,  etc 10.00 

A F.  Avilés,  por  empastar  cuatro 
libros  de  la  Biblioteca  del  Poder 

Judicial 3.50 

A la  Empresa  Eléctrica,  por  luz 
extraordinaria  en  el  frente  del 
edificio  en  las  noches  del  29  y 

30  de  junio 34.00 

A Vicente  M.  Santa  Cruz  (Car- 
pintero), por  reparación  de 
muebles  del  Juzgado  1'’  de  1® 

Instancia 50.00 


Al  Bachiller  Juan  F.  Iriarte,  por 
traslación  de  juicios  fenecidos, 
de  las  Salas  de  Apelaciones  al 
Archivo  General  de  Tribunales  Q 35.00 
A J.  A.  Andrino,  ayudante  del  Ar- 


chivo de  Protocolos 20.00 

Suman  los  gastos Ql,011.25 


Detalle  de  los  gastos  verificados  por  la  Ca- 
ja de  la  Receptoría  General  de  Fondos 
Judiciales,  a favor  de  los  distintos  Tribu- 
nales de  la  República. 

Mes  de  julio: 

A la  Unión  Tipográfica,  valor  de 


2,000  hojas  timbradas  para  la  Se- 
cretaría de  la  Corte  Suprema  de 

Justicia Q 14.00 

A Victoria  S.  viuda  de  Asturias,  va- 
lor del  alquiler  de  la  casa  que  ocu- 
pan los  Juzgados  de  lo  Civil  . . 100.00 

A Casimiro  Morales,  por  reparación 
de  muebles  destinados  a la  Peni- 
tenciaría Central 16.00 

A F.  Avilés,  por  empastar  cuatro  li- 
bros de  la  Biblioteca  del  Poder 
Judicial 3.50 


A Zengel,  valor  de  dos  centrales 
telefónicas  con  veinte  líneas  y 
quince  aparatos  para  comunica- 
ciones interiores  de  las  oficinas 
de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  300.00 
A Petronilo  Aguilar,  por  la  instala- 
ción de  los  teléfonos  que  se  es- 
pecifican anteriormente 71.50 

A De  la  Riva  Hnos.,  dos  abonos  que 
se  le  hacen  por  cuenta  del  Diccio- 
nario Enciclopédico  “Espasa”,  pa- 
ra la  Biblioteca  del  Poder  Ju- 


dicial   50.00 

A la  Empresa  Eléctrica,  por  luz  ex- 
traordinaria frente  al  edificio  de 
la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
durante  el  día  treinta  de  junio 

próximo  pasado 20.36 

A Elias  Noguera,  valor  de  un  rótulo 
que  hizo  para  la  Receptoría  Judi- 
cial de  la  Penitenciaría  Central.  4.00 

A Agustín  Méndez,  por  encuader- 
nar tres  Protocolos  del  Notario 

R.  Robles 4.50 

A la  Tipografía  Nacional,  valor 
de  10,000  formularios  rayados 
para  partes  diarios  de  los  Jueces 


departamentales,  más  el  formato 

de  la  “Gaceta  de  los  Tribunales"  142.50 
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A Zengel,  por  valor  de  materiales 
eléctricos  proporcionados  para  la 
instalación  de  los  teléfonos  inte- 
riores   Q113.49 

A Schwendener,  valor  de  materiales 
para  el  aseo  interior  del  edificio 
de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  11.40 

A Amos  & Anderson,  media  docena 
de  cintas  para  máquina  de  es- 
cribir   5.00 

A Agustín  Hernández,  por  empastar 
seis  tomos  de  Protocolo  del  Ar- 
chivo General 8.00 

Al  Bachiller  Juan  F.  Iriarte,  por  sus 
trabajos  de  traslación  de  juicios 
de  las  Salas  de  Apelaciones  al  Ar- 
chivo General 35.00 

A Víctor  M.  Santa  Cruz,  por  repara- 
ción de  muebles  en  los  Juzgados 
de  lo  Civil,  en  el  presente  mes  50.00 

Suman  los  gastos Q949.25 


F.  CIFUENTES  P. 


Detalle  de  los  gastos  verificados  por  la  Ca-, 
ja  de  la  Receptoría  General  de  Fondos 
Judiciales,  a favor  de  los  distintos  Tribu- 
nales de  la  República. 

Mes  de  agosto: 

A Amos  & Anderson,  a cuenta  de 
máquinas  de  escribir  “Royal", 
proporcionadas  a la  Corte  Supre- 
ma de  Justicia Q200.00 

A doña  Victoria  S.  viuda  de  Astu- 
rias, por  el  alquiler  de  la  casa  que 
ocupan  los  Juzgados  de  lo  Civil, 
durante  los  meses  de  julio  próxi- 


mo pasado  y agosto  corriente  . . 200.00 

A Agustín  Hernández,  por  empas- 
tar 14  tomos  de  Protocolos  de  di- 
ferentes notarios ; y quie  están 
depositados  en  el  Archivo 20.00 


A Rodolfo  Torres,  por  compostura 
de  tres  inodoros,  pertenecientes 
a la  Corte  Suprema  de  Justicia  10.00 
A Juan  Morales,  por  la  hechura  de 
una  estantería,  destinada  para  el 
Archivo  General  de  los  Tribuna- 
les   120.00 

A la  Empresa  Eléctrica,  por  luz 
que  ha  proporcionado  a la  Cor- 
te Suprema  de  Justicia,  durante 
el  mes  de  julio  próximo  pasado  19.30 


A la  Empresa  Eléctrica,  por  la  insta- 
lación que  puso  en  la  nueva  de- 
pendencia del  Juzgado  2'  de  1* 

Instancia Q 12.66 

A la  Administración  de  Teléfonos 
Automáticos  por  la  instalación  de 
un  teléfono  en  el  Juzgado  2‘>  de 

Paz 15.00 

A Topke,  por  materiales  pedidos 
para  la  reparación  de  varios  mue- 
bles pertenecientes  a la  Corte 

Suprema  de  Justicia 23.06 

Al  Juez  l'í  de  1’  Instancia  de  Que- 
zaltenango,  para  que  mande  a 
encuadernar  50  tomos  de  Leyes 
Patrias,  se  le  remite  la  cantidad 
de  $2,250  moneda  nacional,  al  se- 


senta por  uno 37.50 

A José  M.  Illescas,  por  empastar 
19  libros,  pertenecientes  a la  Bi- 
blioteca del  Poder  Judicial  . . . . 23.00 

Al  mismo  Illescas,  por  empastar  5 
protocolos  de  Notarios,  deposi- 
tados en  el  Archivo  General  de 
Protocolos,  según  detalle  . . . . 12.00 

A Agustín  Méndez  A.,  por  empastar 
22  tomos  de  Protocolos  de  Nota- 
rios, pertenecientes  al  Archivo 

General  de  Protocolos 29.34 

A De  la  Riva  Hermanos,  por  abonos 
no  que  se  le  hace  a cuenta  de 


la  Enciclopedia  "Espasa”,  que 
se  le  compró  para  la  Biblioteca 


del  Poder  Judicial 25.00 

A Pablo  López,  por  el  arreglo  de 
una  pieza  que  habitará  el  Conser- 
je de  los  Juzgados  de  lo  Civil  . . 6.00 

A José  M.  Illescas,  por  empastar  18 
tomos  de  Protocolos  de  Notarios, 
depositados  en  el  Archivo  General 

de  Protocolos 27.00 

A Enrique  Amenábar,  por  el  arre- 
glo de  tres  máquinas  de  escribir, 
pertenecientes  al  Juzgado  1'’  de 

Paz 15.00 

A Víctor  M.  Santa  Cruz  (Carpinte- 
ro), por  sus  trabajos  en  el  presen- 
te mes 50.00 


Al  Bachiller  J.  Francisco  Iriarte,  por 
trasladar  los  juicios  ya  fenecidos 
de  las  Salas  de  Apelaciones  al  Ar- 
chivo General  de  los  tribunales. 


durante  el  corriente  mes 24.50 

Suma  total Q869.36 
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SECOION  de:  eistadistica 


CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  AGOSTO 


(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentenciíis 

TOTALES 

217 

18 

2 

237 

82 

oo 

42 

146 

101 

30 

47 

178 

56 

34 

39 

129 

79 

52 

54 

185 

94- 

43 

65 

202 

184 

60 

28 

274 

256 

92 

10 

358 

420 

245 

23 

688 

588 

117 

32 

737 

308 

79 

5 

392 

829 

827 

17 

1,673 

570 

426 

132 

12 

295. 

3o4 

97 

14 

406 

38 

8 

380 

127 

15 

142 

455 

78 

3 

539 

95 

67 

6 

168 

455 

143 

8 

606 

341 

74 

11 

426 

154 

8 

239 

122 

71 

200 

358 

182 

4 

544 

1,949 

431 

339 

2.295 

588 

2 

529 

89 

625 

300 

150 

47 

497 

476 

158 

9 

643 

363 

69 

439 

494 

101 

8 

603 

329 

52 

11 

392 

260 

95 

3 

8 

358 

438 

105 

551 

165 

38 

4 

207 

355 

102 

4 

461 

12,463 

4,096 

564 

17,023 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  dictó  durante  el  mes,  fué  la  5“^  de  la  Corte  de 
Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  criminal  de  la  Capital,  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes,  túé  el  (>*? 
de  Instancia,  a cargo  del  Licenciado  don  Oscar  Zeceña. 

El  Juzgado  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes,  en  el  ramo  criminal,  fué 
el  de  Instancia  de  Izabal,  a cargo  del  Licenciado  don  Francisco  Sarti. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  31  de  agosto  de  1929. 

NOTA: — Los  Juzgatlos  ele  i?  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro,  no  enviaron  el  resu  i en  de  las 
resoluciones  dictadas  durante  el  presente  mes. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  AGOSTO 


(RAAIO  CIVIL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTALES 

86 

2 

o 

90 

58 

09 

1 

81 

4-8 

30 

4 

82 

44. 

7 

1 

52 

102 

38 

1 

141 

44 

17 

01 

7 

7 

50S 

416 

16 

940 

794 

381 

17 

1,192 

88 

116 

7 

211 

44 

25 

1 

70 

89 

71 

3 

163 

130 

98 

9 9.SÍ 

147 

61 

1 

209 

79 

26  - 

3 

108 

32 

9 

41 

74 

20 

1 

115 

188 

ÍÍ8 

1 

257 

106 

44 

o 

152 

176 

50 

6 

232 

IOS 

77 

2 

187 

101 

72 

2 

175 

55 

52 

1 

IOS 

74 

102 

4 

180 

115 

46 

• 1 

162 

222 

92 

3 

317 

115 

53 

3 

171 

741 

249 

3 

993 

125 

34 

7 

.leC) 

124 

41 

4 

129 

44 

95 

140 

63 

1 

204 

98 

45 

1 

144 

113 

22 

135 

106 

60 

1 

5,024 

2,545 

58 

7,627 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes,  en  el  ramo  civil,  fué  la  Sala  2^  de  la  Corte 
de  Apelaciones. 

El  Juzgado  de  Instancia,  del  ramo  civil  de  la  capital  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante 
el  mes,  fue  el  2‘\  a cargo  del  Licenciado  don  Alberto  C.  Came)^ 

El  Juzgado  de  Instancia  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  civil  dictó  durant^ 
el  mes,  fué  el  de  Chiquimula,  a cargo  del  Licenciado  don  Jesús  Unda  Murillo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  31  de  agosto  de  1929. 


RüTA: — Los  Juzgados  de  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro,  no  enviaron  el  resumen 
de  las  resoluciones  dictadas  durante  el  presente  mes. 
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CUADRO  ESTADISTICO 


QUE  DEMUESTRA  EL  NÚMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  LA  REPUBLICA, 

DURANTE  EL  AÑO  DE  1928 


MESES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

14,268 

5,964 

525 

20,757 

Febrero 

13,625 

5,282 

505 

19,412 

13,208 

6,070 

568 

19,846 

Abril 

14,119 

5,224 

522 

19,865 

14,269 

5,492 

614 

20,475 

13,876 

5,591 

781 

20,248 

13,669 

5,757 

581 

20,307 

Agosto 

14,736 

5,893 

686 

21,315 

Septiembre 

12,818 

5,321 

610 

18,749 

Octubre 

14,766 

6,034 

703 

21,503 

Noviembre 

13,401 

5,439 

611 

19,461 

Diciembre 

13,086 

5,146 

582 

18,814 

Suma 

166,353 

67,313 

7,288 

240,754 

CUADRO  ESTADISTICO 


QUE  DEMUESTRA  EL  NÚMERO  DE  RESOLUCIONES  JUDICIALES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  LA 
REPÚBLICA,  DORANTE  EL  PRIMER  SEMESTRE  DE  1929 


Enero ... 
Febrero 
Marzo... 

Abril 

Mayo... 
Junio .... 


MESES 


Suma. 


Decretos 

' Autos 

SeatencLas 

Totales 

14,200 

4,306 

379 

18,884 

14.411 

5,919 

490 

20,820 

12,688 

4,290 

504 

17,482 

15,412 

5,263 

571 

21,246 

16,517 

5,458 

761 

22,736 

15,037 

5,439 

676 

21,152 

88,265 

30,674 

3,381 

122,320 
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Principales  Funcionarios  del  Poder  Judicial  de  la  República 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Presidente,  Licenciado  don  José  A.  Medrano,  12 
Avenida  Sur,  número  20. 

Magistrado,  Licenciado  don  Quiríno  Flores  y Flo- 
res, Callejón  del  Colegio,  número  2. 

Magistrado,  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz, 
5’  Avenida  Norte,  número  11. 

Magistrado.  Licenciado  don  Abel  Paredes,  4-  Ave- 
nida Sur,  número  66. 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Ro- 
drígueZj  5-  Calle  Oriente,  número  8B. 

Secretario,  Licenciado  don  Alfredo  Valle  Calvo, 
Avenida  Central,  número  86. 

Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R., 
2^  Avenida  Norte,  número  15. 

Magistrado,  Licenciado  don  Francisco  Menéndez 
B.,  11  Calle  Oriente,  número  26. 

Magistrado,  Licenciado  don  Antonio  F.  Aguirre, 
11  Calle  Poniente,  número  18. 

Fiscal,  Licenciado  don  Alfonso  Hernández  Po- 
lanco,  13  Calle  Oriente,  número  41. 

Procurador,  Licenciado  don  Manuel  Franco  R., 
18  Calle  Oriente. 

Secretário,  Licenciado  don  Carlos  Girón  Zirión, 
9"  Calle  Oriente,  número  21. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Menéndez  A., 
4’^  Avenida  Norte,  número  8. 

Magistrado,  Licenciado  don  Guillermo  Sáenz  de 
Tejada,  11  Avenida  Sur,  número  101. 

Magistrado,  Licenciado  don  Alberto  Argucta  S., 
Calle  Matamoros,  número  7. 

Fiscal,  Licenciado  don  Avelino  F.  Mariscal,  9’ 
Calle  Poniente,  número  2. 

Procurador,  Licenciado  don  Héctor  Villagrán,  Ca- 
llejón Concordia,  número  15. 

Secretario,  Licenciado  don  Juan  Fernández  Cór- 
doba, 9''  Avenida  Sur,  número  88. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Ramírez,  5’ 
Calle  Poniente,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  David  Pivaral,  Ca- 
llejón Variedades,  número  14. 

Magistrado,  Licenciado  don  Fidencio  Duque,  12 
Avenida  Sur,  número  67. 

Fiscal,  Licenciado  don  Filadelío  de  León,  3?  Ave- 
nida Sur,  número  76. 

Procurador,  Licenciado  don  Leopoldo  Rosales, 
Avenida  Central,  número  78. 

Secretario,  Licenciado  don  Fernando  Orellana,  h., 
4^  Avenida  Sur,  número  92. 

Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Isaías  Pcñalonzo. 
Magistrado,  Licenciado  don  Angel  Cuevas  del  Cid 
Magistrado,  Licenciado  don  Max.  Palomo  M. 
Fiscal,  Licenciado  don  Abraham  Bustamante. 
Procurador,  Licenciado  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secretario,  Licenciado  don  Gabriel  Cojulún. 


Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Angel  M.  Bocanegra. 
Magistrado,  Licencia'do  don  Javier  Ramos  O. 
Magistrado  Licenciado  don  Lázaro  Valdés. 
Fiscal,  Licenciado  don  Daniel  Arellano. 
Procurador,  Licenciado  don  Emilio  Solis.  (In- 
terino). 

Secretario,  don  Francisco  Guerra  y Guerra. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Francisco  Rodríguez. 
Magistrado,  Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado  P 
Magistrado,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 
Fiscal,  Licenciado  don  Manuel  A.  Núñez. 
Procurador,  Licenciado  don  Francisco  Delgadillo 
Zamora. 

Secretario,  don  A.  Chacón  B. 

Magistrados  Suplentes  de  la  Corte  de  Apelaciones 

De  la  Sala  1’,  Licenciado  don  José  María  Cumes. 
De  la  Sala  1™,  Licenciado  don  José  Lara. 

De  la  Sala  2'^  Licenciado  don  Federico  O.  Salazar. 
De  la  Sala  2",  Licenciado  don  Ernesto  Viteri. 

De  la  Sala  3",  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey. 
De  la  Sala  3’,  Licenciado  don  Federico  Salazar. 
De  la  Sala  4-,  Licenciado  don  Luis  F.  Molina. 
De  la  Sala  4-,  Licenciado  don  Filadelfo  Fuentes. 
De  la  Sala  5-,  Licenciado  don  Silvano  Duarte. 

De  la  Sala  5*^.  Licenciado  don  Antonio  Castañeda. 
De  la  Sala  6'*,  Licenciado  don  Juan  C.  Alvarado. 
De  la  Sala  6'\  Licenciado  don  Eulogio  González. 

Jueces  de  Primera  Instancia  de  la  capital 

Juez  19,  Licenciado  don  Juan  Córdoba  Cerna,  15 
Calle  Oriente,  número  32. 

Juez  2^,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey  1"  Ca- 
lle Oriente,  Jocotenango,  número  4. 

Juez  3’,  Licenciado  don  Antonio  Cruz,  13  Aveni- 
da Sur,  número  17. 

Juez  49,  Licenciado  don  Francisco  Valdés  Calderón 
Juez  5*^.  Licenciado  don  Luis  Arturo  González. 
Juez  6'',  Licenciado  don  Oscar  Zeceña,  2-  Calle 
Poniente,  número  6, 

Funcionarios  Militares  de  la  capital 

Auditor  General  de  Guerra  de  la  República,  Li- 
cenciado don  Elíseo  Solís. 

Comandante  de  Armas,  General  don  Doroteo 
Monterroso. 

Auditor  de  Guerra  del  departamento  de  Gua- 
temala, Licenciado  don  Rafael  Nuila. 
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Jueces  de  Primera  Instancia  de  los  departamentos 


Juez  de  Amatitláa,  Licenciado  don  Eduardo  Ri- 
vera. 

Juez  de  la  Alta  Verapaz,  Licenciado  don  J.  Octavio 
Martínez  M. 

Juez  de  la  Baja  Verapaz,  Licenciado  don  José 
Luis  Oniñónez. 

Juez  de  Chimaltenango,  Licenciado  don  Efraín 
Peñalva, 

Juez  de  Chiquimula,  Licenciado  don  Jesús  Unda 
Murillo. 

Juez  de  Escuintla,  Licenciado  don  Humberto 
Robles. 

Juez  de  Huehuetenango,  Licenciado  don  Manuel 
J.  Vásquez. 

Juez  de  Izabal,  Licenciado  don  Francisco  Sarti, 

Juez  de  Jalapa,  Licenciado  don  Pablo  Torsellí. 

Juez  de  Jutiapa,  Licenciado  don  Antonio  Casta- 
ñeda. 

Juez  del  Pelén,  Licenciado  don  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  Quiché,  Licenciado  don  Guillermo  Ca- 
brera M. 

Juez  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  Augus- 
to Linares  Letona. 

Juez  2'^  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Vicente  Rodríguez. 


Juez  3°  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Dionisio  Palacios. 

Juez  de  Retalhuleu,  Licenciado  don  M.  Alfre- 
do Gü. 

Juez  de  Sacatepéquez,  Licenciado  don  Alfonso 
Carrillo,  h. 

Juez  de  Suchitepéquez,  Licenciado  don  Gustavo 
Rodríguez  M. 

Juez  de  Sololá,  Licenciado  don  J.  César  Mar- 
tínez Perales. 

Juez  de  San  Marcos,  Licenciado  don  J.  Joaquín 
Palma. 

Juez  de  Santa  Rosa,  Licenciado  don  Alfonso  Ci- 
fuentes  S. 

Juez  de  Totonicapán,  Licenciado  don  José  Lean- 
dro Rodas. 

Juez  de  Zacapa,  Licenciado  don  Oscar  Murga. 

Juez  de  El  Progreso,  Licenciado  don  Pedro  Con- 
tenti,  h. 

Juez  de  Coatepeque,  Licenciado  don  J.  Miguel 
Herrera. 

Juez  de  Cliiquímulillaj  Licenciado  don  Carlos  B. 
Rivera. 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1'^  y 6’  de  Guatemala  y Juzgados  de 
1"  Instancia  y Comandancias  de  Armas  de  Amati- 
tlán  Petén,  Santa  Rosa  y Baja  Verapaz;  y Juzga- 
do Territorial  de  Chiquímulilla. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  2'^  y 4*^  de  1"  Instancia  de  Guatemala 
y Juzgados  de  P Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Chimaltenango,  Alta  Verapaz  y Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  3’  y 5*^  de  Instancia  de  Guatemala, 
Comandancias  de  Armas  de  Guatemala,  Juzgado 
de  r-  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Sa- 
catepéquez; y Juzgado  Territorial  de  El  Progreso. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1*^,  2®  y 3’  de  1"  Instancia  y Comandan- 
cias de  Armas  de  Quezaltenango  y Juzgados  de  1’ 
Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  San  Mar- 
cos y Retalhuleu;  y Juzgado  Territorial  de  Coa- 
tepeque. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1’  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Jalapa,  Jutiapa,  Chiquimula,  Zacapa  e Iza- 
bal,  y Juzgado  Territorial  de  Asunción  Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1"  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Totonicapán,  Sololá.  Quiché  Huehuetenan- 
go  y Suchitepéquez. 


CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPUBLICA 


Vocales  Militares  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 

Propietarios:  Generales  de  División  don  José 
Reyes,  don  Flavio  Ovalle;  y, 

Suplentes:  Generales  de  División  don  Mauro  de 
León  y don  Francisco  Mollinedo. 

Vocales  MUitares  de  la  Sala  Primera,  Segunda  y Tercera 
de  Apelaciones 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Ismael  Pa- 
checo Quevedo. 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Luis  Leo- 
nardo. 


Suplente,  General  de  División  don  Pedro  Zamora 
Castellanos. 

Suplente,  General  de  División  don  Arturo  Romero. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Paulino  Her- 
nández. 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Gabriel  So- 
beranis. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Nicolás  Maído- 
nado. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Jacobo  Aguilar  P 
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Vocales  Militares  de  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  JMacabeo  Pinto. 
Propietario,  Coronel  don  Benjamín  Morales. 
Suplente,  Comandante  don  Martín  Carias. 
Suplente.  Comandante  don  Moisés  Morales. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Sexta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Enrique  F.  Cruz. 
Propietario,  Teniente  Coronel  don  Luis  Alfredo 
Arando 

Suplente,  Coronel  don  Heliodoro  Benítez. 
Suplente,  Coronel  don  Ramón  Peñalonzo. 


Empleados  Especiales  del  Poder  Judicial 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco  Ci* 
fuentes  Pontaza.  Bibliotecario,  Bachiller  don  Miguel 
A.  Alvarado,  h. 


permaííEnte 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  está  dis- 
puesta a atender  las  indicaciones  que  haga 
la  prensa  seria,  acerca  de  los  medios  que 
puedan  emplearse  para  el  progresivo  me- 
joramiento de  la  administración  de  justi- 
cia; despachará  toda  queja  o denuncia  que 
se  le  presente  contra  las  autoridades  cuya 
conducta  oficial  está  llamada  a vigilar,  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa  honra- 
da, imparcial  y patrióticamente  intenciona- 
da, concrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
hechos  y las  personas  contra  las  cuales  pro- 
ceda hacerse  una  investigación,  porque  de 
lo  contrario  ésta  resultaría  infructuosa 
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La  Dirección  de  la  GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES  hace  constar  que,  solamente  los  autores 
son  responsables  de  las  doctrinas  sustentadas  en  los  artículos  que  se  publiquen  en  ella. 


SECCION  EDITORIAL 


DECRETO  NUMERO  1032 

OEraccfm, 

F’i'osicidnte  de  la  F2efDij.t>lic:a, 

Decr-ets : 


La  creación  de  la  Dirección  General  de  la 
Aeronáutica  Civil,  para  los  fines  siguientes: 

1° — Concertar  y coordinar  las  actividades 
de  las  diferentes  organizaciones  aeronáuti- 
cas, su  preparación  y servicios. 

2° — Las  misiones  que  se  asignan  a este 
organismo  son  las  siguientes: 

a)  Estudio,  propuesta  e informes  obliga- 
dos sobre  estas  materias.  Asuntos  generales. 
Leyes  de  navegación  aérea.  Política  aérea 
nacional  e internacional.  Convenios,  confe- 
rencias y congresos  internacionales.  Legis- 
lación sobre  el  derecho  aéreo  internacional 
e interno  privado.  Organización  de  la  Policía 
y ejercicio  de  la  jurisdicción  aérea  Propa- 
ganda; 

b)  Coordinación  de  las  diferentes  orga- 
nizaciones y programas  aeronáuticos. 
Conocimiento  y estudio  de  líneas  aéreas. 
Clasificación  de  puertos  aéreos  y su  organi- 
zación. Aduanas  y servicios  postales  en  su 
relación  con  el  tráfico  aéreo.  Movimiento 
de  pasajeros  y revisión  de  los  respectivos 
pasaportes  en  el  tráfico  internacional; 

c)  Solicitar,  recibir  y clasificar  la  infor- 
mación técnica  que  puedan  proporcionar 
todos  los  centros  diplomáticos  y consulares 
y de  cualquier  orden.  Especificaciones  téc- 
nicas; 

d)  Organización  didáctica  de  los  diferentes 
servicios.  Conocimiento  e intervención  de 
títulos  y coordinación  de  las  reservas  de 


personal.  Ligazón  y unificación  de  los 
servicios  auxiliares  de  radiotelecomunica- 
ción,  meteorología,  aereología,  alumbrado  y 
cartografía. 

3°  — Conocer  e informar  en  los  programas 
que  se  propongan  las  líneas  aéreas  civiles, 
y en  las  distintas  fases  de  los  que  están 
realizando. 

4° — Estudiar  y proponer  todo  lo  que  se 
refiere  a los  medios  de  propaganda  de 
aeronáutica,  tanto  en  espectáculos  como 
exposiciones,  congresos,  concursos,  etc., 
coordinando  estos  esfuerzos  con  los  de  la 
prensa,  aeroclubs  y entidades  afines. 

5° — Establecer  la  Biblioteca  de  Aero- 
náutica. 

6° — Creación  y reglamentación  del  uni- 
forme para  la  aviación  civil. 

7° — El  personal  de  la  Dirección  General 
de  Aeronáutica,  estará  integrada  por  un 
Director  General  y un  Secretario  Ayudante. 

Del  presente  Decreto  se  dará  cuenta  a la 
Asamblea  Nacional  Legislativa,  en  sus  próxi- 
mas sesiones  ordinarias. 

Dado  en  la  Casa  del  Gobierno:  en  Gua- 
temala, el  once  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos veintinueve. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el 
Despacho  de  Fomento, 

Daniel  Hernández  F. 
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CAPITULO  I 

Sobre  aeropuertos  y aeródromos 

Artículo  1" — Se  entiende  por  aeródromo 
cualquier  terreno  o extensión  de  agua  ma- 
rina o dulce  dispuesta  para  partida  y llega- 
da de  aeronaves,  considerándose  como  tales 
todos  los  aparatos  que  pueden  permanecer 
o navegar  en  el  aire.  Existen  aeródromos 
particulares,  civiles  y militares. 

Por  aeropuerto  se  entiende  cualquier 
aeródromo  civil  que  cuenta  con  la  instala- 
ción de  los  servicios  necesarios  y auxiliares, 
para  la  navegación  aérea- 

Por  estación  aérea  se  entiende  todo  lugar 
utilizable  en  caso  necesario,  para  la  salida  y 
llegada  de  aeronaves. 

Articulo  2’’ — Los  aeródromos  se  clasifica- 
rán en : de  servicio  del  Estado,  de  servicio 
público  o de  interés  general  y particulares  o 
privados. 

Artículo  3" — Los  aeródromos  destinados 
exclusivamente  a los  servicios  militares  se- 
rán propiedad  del  Estado  y se  reglamenta- 
rán por  la  le!<islación  que  dicte  el  Minis- 
terio de  la  Guerra. 

Articulo  40 — Los  aeródromos  de  interés 
<<eupral  serán  los  abiertos  al  servicia  pú- 
blrro  u podrán  ser  construidos  por  el  Es- 
tado. Municipalidades  u otras  entidades 
oficiales  o consorcios  d'e  ellas,  pudiendo  tam- 
bién admitir  la  cooperación  de  entidades 
nartirplares ; ñero  en  su  establecimiento  v 
funcionamiento  se  atendrán  siempre  a la 
re<tlamentación  del  Estado.  Podrán  tam- 
bién abrirse  al  servicio  público  los  aeró- 
dromos construidos  por  parb’culares,  con 
arrefflo  a las  condiciones  de  la  concesión, 
sometiéndolos  a la  misma  reglamentación, 
inspección  y dirección  del  Estado,  en  su 
construcción  y explotación,  que  los  de  inte- 
rés general. 

Artículo  5'' — Los  aeródromos  privados  o 
particulares  serán  objeto  de  concesiones  es- 
peciales, exclusivamente  a entidades  o per- 
sonas guatemaltecas,  los  que  quedarán  su- 
jetos a la  inspección  oficial  y obligados  a 
otorgar  servidumbre  gratuita  de  aterrizaje 
y salida,  a todas  las  aeronaves  del  Estado. 


Articulo  6" — Los  aeródromos  de  carácter 
marítimo  se  atendrán  en  todo  a la  legisla- 
ción de  los  puertos  marítimos,  con  la  ins- 
pección propia  de  la  Dirección  General  de 
Aeronáutica. 

Los  puertos  marítimos  podrán  servir  de 
aéródromos  en  cuanto  lo  permita  su  compa- 
tibilidad con  la  navegación  marítima  y con 
arreglo  a su  reglamentación.  En  este  caso, 
las  autoridades  y entidades  ejercerán  en 
la  navegación  aérea  las  funciones  peculia- 
res asignadas  a cada  una  en  la  marítima; 
pero  en  estos  puertos  que  adquieran  acti- 
vidad aeronáutica,  se  establecerá,  además, 
una  inspección  aeronáutica. 

Artículo  T> — Las  estaciones  aéreas  esta- 
blecidas por  Ayuntamientos,  entidades  ofi- 
ciales y particulares,  serán  también  objeto 
de  concesión. 

Artículo  8'' — En  tiempo  de  guerra,  todos 
los  aeropuertos  y aeródromos  eventuales  o 
de  emergencia,  pasarán  a ser  administrados 
por  el  régimen  que  estatuya  el  organismo 
que  dirija  la  guerra. 

Artículo  9'’ — Se  conceptuarán  como  de 
utilidad  pública,  y serán  objeto  de  la  opor- 
tuna declaración  en  cada  caso,  y someti- 
dos a la  expropiación  forzosa,  si  fuere  ne- 
cesario, los  terrenos,  obras  v comunicacio- 
nes afectos  a los  aeródromos  del  Estado  y a 
los  declarados  de  interés  general. 

Artículo  10. — La  construcción  y explota- 
ción de  los  aeródromos  de  interés  general, 
se  efectuarán  ordinariamente,  mediante  las 
Jefaturas  Políticas.  Mtiniciuailidades,  Cáma- 
ras, Centros  y Sociedades  oficiales  o particu- 
lares, o que  aporten  elementos  para  la  cons- 
trucción de  aeródromos  siempre  previa  con- 
sulta. autorización  e intervención  de  la  Di- 
rección General  de  Aeronáutica. 

Artículo  11. — Para  satisfacer  las  necesi- 
dades actuales  e iniciar  la  construcción  de 
los  aeródromos  de  interés  general  o de  ser- 
vicio publico  más  urgentes,  se  considera- 
rán como  tales  los  de  Guatemala,  Retalhu- 
leu,  Quezaltenango,  Huelhuetenango,  Qui- 
ché,  Salamá,  Zacapa,  Jalapa,  La  Libertad  y 
Flores.  El  de  Guatemala  posee  ya  las  ofi- 
cinas aduanales,  de  inmigración,  eitc.,  y servi- 
cios auxiliares  de  navegación,  por  lo  que  de- 
be de  designarse  como  aeropuerto. 
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Los  puertos  marítimos  de  Puerto  Barrios 
y lacustres  de  Amatitlán,  San  Lucas  Toli- 
máin  (Atitlán)  y Flores  (Peten),  con  su 
función  aduanera  propia,  se  habilitarán  pa- 
ra la  hidro-aviación. 

Artículo  12. — La  designación  de  los  aeró- 
dromos más  urgentes,  que  hace  el  articulo 
anterior,  y su  substitución  por  otros  próxi- 
mos y de  condición  semejantes  que  se  auto- 
ricen, estarán  sujetos  a las  facilidades  o 
posibilidades  de  terreno  que  ofrezcan  las 
localidades  para  la  creación  de  dichos  aeró- 
dromos. 

CAPITULO  II 
Sobre  aeronaves 

Artículo  13. — ^En  tiempo  de  paz  las  aero- 
naves de  cualquier  nacionalidad  que  sean 
y que  estén  debidamente  matriculadas,  ten- 
drán libertad  de  paso  por  encima  del  te- 
rritorio nacional,  siempre  que  se  observen 
las  disposiciones  establecidas  en  el  presente 
Reglamento. 

Artículo  14í — Las  aeronaves  pertenecien- 
tes a cualquier  nacionalidad,  sus  dotaciones, 
los  pasajeros,  su  equipaje  y el  cargamento, 
cuando  se  encuentren  sobre  el  territorio 
nacional,  se  someterán  a las  obligaciones 
resultantes  de  las  disposiciones  vigentes, 
principalmente  a las  relativas  a la  navega- 
ción aérea  en  general  en  cuanto  dichas  dis- 
posiciones se  apliquen  a todas  las  aeronaves 
extranjeras  sin  distinción  de  nacionalidad, 
a los  derechos  de  aduanas  y demás  dere- 
chos fiscales,  a las  prohibiciones  de  impor- 
tación y eJ^ortación,  al  transporte  de  perso- 
nas y de  cosas,  a la  seguridad  y al  orden 
público,  al  régimen,  de  pasaportes  y a la 
sanidad.  Además,  estarán  sometidos  a las 
otras  obligaciones  resultantes  de  la  legisla- 
ción general  vigente,  salvo  las  disposiciones 
en  contrario,  del  presente  Reglamento. 

Artículo  15. — Los  combustibles  y lubri- 
cantes conducidos  a bordo  para  uso  de  las 
aeronaves,  estarán  libres  de  derechos  de 
importación,  con  excepción  de  aquellos  que 
sean  dejados  por  la  aeronave  en  territorio 
nacional,  o de  los  que  emplee  para  otros 
vuelos  dentro  del  territorio. 

Artículo  16. — El  Gobierno  de  la  República 
se  reserva  el  derecho  de  limitar  o de  pro- 
hibir, provisionalmente,  en  tiempo  de  paz, 
total  o parcialmente,  por  circunstancias  ex- 
cepcionales, con  efecto  inmediato,  la  nave- 
gación aérea  por  encima  del  propio  te- 
rritorio. 


Artículo  17. — Toda  aeronave  que  se  . en- 
cuentre sobre  una  zona  prohibida  deberá 
hacer  la  señal  de  alarma  prevista  en  el  Re- 
glamento para  la  navegación  aérea,  y ade- 
más, aterrizar  fuera  de  la  zona  prohibida,  y 
lo  antes  posible,  en  uno  de  los  aeródromos 
más  próximos.  La  misma  obligación  in- 
cumbe a toda  aeronave  a la  que  se  haga  se- 
ñal especial,  advirtiéndole  que  está  volando 
sobre  una  zona  prohibida. 

Artículo  18. — Las  aeroinaves  deberán  ir 
provistas  de  señales  distintas  claramen- 
te visibles  y que  permitan  comprobar  su 
identidad  durante  el  vuelo  (marcas  de  na- 
cionalidad y de  matrícula).  Dedebrán  lle- 
var, además,  la  indicación  del  nombre  y del 
domicilio  del  propietario. 

Las  aeronaves  deberán  ir  provistas  del 
certificado  de  matrícula  y de  condiciones 
para  navegar,  y de  todos  los  demás  docu- 
mentos prescritos  en  el  país  de  origen,  para 
la  navegación  aérea. 

Artículo  19. — Todos  los  individuos  de  las 
dotaciones  que  desempeñen  en  la  aeronave 
una  misión  sujeta,  en  su  país  de  origen,  a 
una  autorización  especial,  deberán  ir  provis- 
tos de  los  documentos  prescritos  en  el  país 
de  su  nacionalidad,  para  la  navegación 
aérea,  y especialmente  de  los  títulos  y li- 
cencias reglamentarios. 

Los  demás  individuos  de  las  dotaciones 
deberán  ir  (provistos  de  documentos  que 
acrediten  su  situación  a bordo,  su  profe- 
sión, su  identidad  y su  nacionalidad. 

La  dotación  y los  viajeros  deberán  ir  pro- 
vistos de  los  documentos  obligatorios,  con 
arreglo  a las  prescripciones  vigentes  para 
el  tráfico  internacional. 

Artículo  20 — Los  certificados  relativos  a 
las  condiciones  para  navegar,  los  títulos  de 
aptitud  y las  licencias,  expedidas  o revali- 
dados en  el  país  de  origen  de  la  aeronave, 
o la  dotación,  serán  reconocidos  como  vá- 
lidos ai  mismo  titulo  que  los  mismos  docu- 
mentos expedidos  o revalidados  en  Gua- 
temala, pero  en  cuanto  a los  títulos  y a las 
licencias  de  las  dotaciones,  lo  serán  única- 
mente para  el  servicio  de  aeronaves  matricu- 
ladas en  su  propio  país.  Para  hacer  ex- 
cepciones a esta  regla  general,  será  nece- 
sario una  autorización  de  la  Dirección  Ge- 
neral de  Aeronáutica. 

Articulo  21. — Las  aeronaves  que  hagam  el 
servicio  de  cabotaje,  solamente  podrán  ir 
provistas  de  aparatos  de  radiocomunicación, 
cuando  hubieren  obtenido  el  permiso  de  la 


1130 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


Dirección  General  de  Aeronáutica.  Dichos 
aparatos  serán  manejados  únicamente  por 
personas  de  la  dotación  provistas  de  una 
autorización  expedida  por  la  misma  Oficina. 

La  Dirección  General  de  Aeronáutica,  se 
reserva  el  derecho  de  dictar  reglamentos  re- 
lativos a la  instalación  obligatoria  de  apa- 
ratos de  radiocomunicación  a bordo  de  las 
aeronaves,  por  razones  de  seguridad. 

Artículo  22. — Las  aeronaves,  sus  dotacio- 
nes y los  viajeros,  no  podrán  transportar 
armas,  municiones,  gases  perniciosos,  ex- 
plosivos ni  palomas  mensajeras,  ni  ir  pro- 
vistos de  aparatos  fotográficos  aéreos,  sin 
previa  autorización. 

Artículo  23. — Las  aeronaves  que  trans- 
porten pasajeros  y mercancías,  deberán  ir 
provistas  de  una  lista  nominal  de  los  pa- 
sajeros, y por  lo  que  atañe  a las  mercancías, 
de  un  manifiesto  con  la  descripción,  en  ca- 
lidad y cantidad,  del  cargamento,  así  como 
de  las  declaraciones  aduaneras  necesarias. 

Si  a la  llegada  de  una  aeronave  se  ad- 
vierte alguna  discrepancia  entre  las  mer- 
caderías transportadas  y los  documentos 
antes  mencionados,  las  autoridades  adua- 
neras del  puerto  de  llegada,  deberán  resol- 
ver lo  que  crean  más  conveniente  al  res- 
pecto, dando  aviso  inmediato  a la  Dirección 
General  de  Aeronáutica.  El  transporte  de 
efectos  postales,  se  regulará  mediante  acuer- 
dos especiales  con  la  Dirección  General  del 
Ramo,  aprobado  por  la  Secretaría  respectiva. 

Artículo  24. — Tanto  al  sabr  como  al  ate- 
rrizar cualquiera  aeronave,  las  autoridades 
competentes  tienen  el  derecho  de  visitar  y 
de  examinar  los  certificados  y demás  do- 
cumentos de  a bordo. 

Artículo  25. — Los  aeropuertos  abiertos  al 
servicio  de  la  navegación  aérea  pública, 
estáin  accesibles  a todas  las  aeronaves  de 
cualquier  nacionalidad  que  sean,  las  cuales 
podrán  utilizar  igualmente,  los  servicios  de 
información  meteorológica,  conexión  radio- 
eléctrica  y señales  diurnas  y nocturnas.  Los 
impuestos  eventuales  (impuestos  de  aterri- 
zaje, de  refugio  etc.),  serán  fijados  por 
aparte. 

Artículo  26. — Las  aeronaves  que  lleguen 
del  exerior,  deberán  efectuar  el  aterrizaje 
o la  partida,  únicamente  en  uno  de  los  aero- 
puertos abiertos  a la  navegación  aérea  pú- 
blica, y clasificados  como  aeropuertos  adua- 
neros (con  servicio  de  revisión  de  pasapor- 
tes), sin  ningún  aterrizaje  intermedio  entre 
la  frontera  y el  aeropuerto.  En  casos  es- 


peciales, las  autoridades  competentes  po- 
drán autorizar  la  partida  o la  llegada  o otro 
aeródromo  en  el  cual  se  efectuarán  las 
operaciones  aduaneras  y la  revisión  de  pa- 
saportes. La  prohibición  de  aterrizaje  in- 
termedio se  aplicará'  igualmente  a estos  es- 
peciales. 

En  caso  de  aterrizaje  forzoso  o en  el  pre- 
visto por  el  artículo  3'^,  el  Comandante  de 
la  aeronave,  la  dotación  y los  pasajeros  de- 
berán atenerse  a la  reglamentación  para  la 
navegación  aérea,  y la  peculiar  vigente  en 
materia  de  aduanas  y revisión  de  pasaportes. 

Artículo  27. — Las  fronteras  nacionales  po- 
drán ser  atravesadas  únicamelnte  por  los 
puntos  que  haya  determinado  la  Dirección 
General  de  Aeronáutica. 

Artículo  28. — Queda  prohibido  arrojar 
otro  lastre  que  no  sea  arena  fina  o agua.  - 

Artículo  29- — Durante  el  vuelo,  sólo  po- 
drán arrojar  o abandonar  de  otro  modo,  apar- 
te del  lastre,  el  material  u objetos  para  cuyo 
abandoino  haya  concedido  autorización  es- 
pecial la  Dirección  General  de  Aeronáutica. 

Artículo  30. — ^El  salvamento  de  los  apara- 
tos perdidos  en  el  mar  se  regulará,  salvo 
convenios  en  contrario,  por  los  principios 
de  derecho  marítimo. 

Artículo  31. — Para  todas  las  cuestiones  de 
nacionalidad,  relacionadas  con  la  aplicación 
del  presente  Reglamento,  queda  estableci- 
do que  las  aeronaves  tienen  la  nacionalidad 
del  Estado  en  cuyo  registro  se  hallan  debida- 
mente matriculadas. 

Si  la  aeronave  pertenece  a una  sociedad, 
cualquiera  que  fuere  la  forma  de  ésta,  de- 
berá saltisfacer  todas  las  condiciones  reque- 
ridas por  la  legislación  guatemalteca  para 
que  se  le  considere  como  sociedad  nacional. 

CAPITULO  III 

Sobre  la  coordinación  del  empleo  de  los 

aeródromos  nacionales  para  los  diversos 
servicios  aeronáuticos 

Artículo  32. — Los  aeródromos  del  Estado, 
ya  sean  civiles,  militares,  navales  o de  cual- 
quier otro  ramo  de  la  Administración,  que 
no  estén  situados  en  las  proximidades  de  un 
aeropuerto,  serán  abiertos  a la  navegación  y 
tráfico  aéreo,  oficial  y particular,  en  las  con- 
diciones que  en  este  Reglamento  se  espe- 
cifican, a menos  que  a ello  se  opongan  exi- 
gencias de  la  defensa  nacional  o de  cual- 
quier otro  orden  político  o técnico. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


1131 


Para  conocimierito  de  los  aeroaautas,  se 
publicairán  en  el  «Boletín  Oficial»  de  la  Di- 
rección General  de  Aeronáutica,  los  aeró- 
dromos y aeropuertos  que  vayan  quedando 
abiertos  al  servicio  público. 

Artículo  33. — Los  aeródromos  particulares 
o privados  que  sean  abiertos  al  servicio  pú- 
blico lo  estarán  también  a la  navegación  y 
tráfico  aéreo,  para  los  servicios  aeronáuticos 
del  Estado,  gratuitamente  para  los  aterri- 
zajes, partida  y alojamiento  de  aviones  y 
para  los  restantes  auxilios  en  las  condicio- 
nes que  al  abrirse  al  servicio  público,  se  ha- 
yan fijado. 

Artículo  34. — ^Tanto  en  los  aeropuertos 
como  en  los  demás  aeródromos  del  Estado 
o de  particulares,  abiertos  al  servicio  pú- 
blico, podrán  utilizarse  por  el  tráfico  aéreo, 
las  instalaciones  auxiliares  de  la  navega- 
ción aérea,  propias  del  aeródromo,  en  la 
medida  que  en  él  existan  disponibles,  o bien 
otra,  cuya  implantacdóin  se  les  conceda,  den- 
tro de  las  normas  fijadas  en  este  Regla- 
mento. 

También  podrán  establecerse  en  estos 
mismos  aeroipuertos  o aeródromos  dentro 
de  su  perímetro  o en  terrenos  coUndantas 
del  Estado  o de  particulares,  servicios  aero- 
náuticos de  todas  clases,  oficiales  o parti- 
culares, y fábricas  o talleres  de  construc- 
cióm  o reparación  de  aviones,  siempre  me- 
diante la  oportuna  concesión,  con  la  debida 
independencia  unos  servicios  de  otros,  y con 
el  campo  de  vuelo  común  o en  su  totalidad 
o en  parte,  debidamente  coordinados  en  el 
empleo  de  éste  y en  el  de  las  instalaciones 
generales  del  aeródromo. 

Artículo  35. — Las  concesiones  a que  se  re- 
fiere el  articulo  anterior,  de  permisos  para 
instalaciones,  permanentes  o eventuales,  a 
servicios  oficiales  aeronáuticos,  oficiales  o 
particulares,  se  harán  por  el  Ministerio  a 
que  el  aeródromo  corresponda,  previo  in- 
forme de  la  Dirección  General  de  Aero- 
náutica. 

Las  concesiones  a particulares  o socieda- 
des, para  instalaciones  que  sirvan  el  tráfico 
aéreo,  se  harán  siempre  por  la  Dirección 
General  de  Aeronáutica. 

A la  solicitud  de  concesión  deberá  siem- 
pre acompañar  proyecto  completo  de  las  ins- 
talaciones que  se  pretendan  establecer  y del 
uso  a que  se  las  destina. 

Artículo  36. — En  todas  las  concesiones 
mencionadas  deberá  consignarse  claramen- 
te, el  tiempo  de  duración,  canon  a pagar 
por  ocupación  de  terrenos,  si  hubiere  lugar 
a ello ; comunicaciones  y servicios  auxilia- 
res de  la  navegación  a establecer,  condicio- 


nes de  su  uso,  de  la  utUización  del  campo 
de  vuelo  común  y de  las  instalaciones  ge- 
nerales del  mismo. 

Artículo  37. — En  los  aeródromos  en  que 
existan  instalaciones  o usufructos  pertene- 
cientes a distintos  servicios  de  la  aeronáu- 
tica, o a empresas  particulares,  dentro  de  la 
autonomía  que  cada  una  ha  de  tener  en  su 
régimen  y funcionamiento  interior,  sin  otra 
dependencia  que  la  del  servicio  o entidad  a 
que  pertenezca,  estarán  todas  subordinadas, 
para  la  utilización  del  campo  de  vuelo  y de 
los  servicios  generales  y particulares,  auxi- 
liares de  la  navegación  aérea,  a la  coordi- 
nación que  ha  de  establecer  en  ello  el  Jefe 
del  aeródtomo,  que  nombre  la  Dirección 
General  de  Aeronáutica,  y de  los  reglamen- 
tos del  régimen  interior  del  mismo  y gene- 
ral de  la  Navegación  Aérea. 

Artículo  38.— ‘En  todos  los  aeródromos 
abiertos  lal  servicio  púbUco  se  apUcarán  a 
las  aeronaves  que  no  pertenezcan  al  servi- 
cio del  Estado,  o extranjeras  en  misión  ofi- 
cial las  tarifas  aprobadas  por  la  autoridad 
corresp  ondiente . 

Los  particulares,  propietarios  de  aeródro- 
mos privados,  abiertos  a la  navegación  aérea, 
quedan  obligados  a remitir  a la  Dirección 
General  de  Aeronáutica,  para  fines  estadís- 
ticos, el  balance  anual  de  la  recaudación 
motivada  por  el  tráfico  aéreo. 

Artículo  39. — Los  Jefes  de  aeródromo  del 
Estado  y particulares  abiertos  a la  navega- 
ción aérea,  se  considerarán  para  los  fines 
de  la  reglamentación,  inspección  de  la  na- 
vegación y tráfico  aéreo,  como  delegados  de 
la  Dirección  General  de  la  Aeronáutica,  y 
deberán  cumplir  para  con  ésta  todas  las 
obligaciones  que  señala  el  presente  Re- 
glamento. 

Artículo  40. — Las  anteriores  disposiciones 
son  en  todo  aplicables  a los  puertos  marí- 
timos, fluviales  o lacustres  habilitados  para 
la  hidro- aviación. 

Artículo  41., — Para  la  debida  coordinación 
y aprovechamiento  de  los  aeródromos  na- 
cionales, todo  proyecto  de  nuevos  aeródro- 
mos e instalaciones  auxiliares  de  navega- 
ción aérea,  deberán  ser  sometidos  a infor- 
me de  la  Dirección  General  de  Aeronáutica. 

CAPITULO  IV 

Sobre  matriculas  nacionales  y certificados 
de  navegabilidad  de  las  aeronaves 

Añtículo  42. — Ninguna  aeronave  nacional 
civil  deberá  volar  sobre  territorio  guatemal- 
teco o sus  aguas  jurisdiccionales,  sin  estar 
debidamente  matriculada  en  la  Dirección 
General  de  Aeronáutica,  hallarse  en  pose- 
sión de  un  certificado  de  navegabilidad  ex- 
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pedido  por  dicho  organismo,  y haber  cum- 
plido todos  los  requisitos  que  a continua- 
ción se  determinan. 

Artículo  43, — La  marca  de  matrícula  de 
las  aeronaves  civiles  coíisistirá  en  la  letra 
L,  asignada  a Guatemala  como  marca  de 
nacionalidad,  y la  G,  como  contramarca,  se- 
guidas de  un  grupo  de  tres  letras  mayúscu- 
las del  alfabeto,  en  la  que  una  de  ellas,  por 
lo  menos,  será  vocal. 

En  las  aeronaves  con  instalación  de  radio, 
las  iniciales  de  llamada  se  darán  por  la  Di- 
rección General  de  Aeronáutica,  atenién- 
dose a las  disposiciones  y convenios  interna- 
cionales vigentes. 

Artículo  44,— En  la  certificación  de  ma- 
trícula se  hará  constar : el  número  de  la 
certificación,  las  marcas  de  nacionalidad  y 
de  matrícula,  tipo  y descripción  de  la  aero- 
nave, nombres  y domicilio  del  constructor, 
número  de  serie  de  construcción,  nombre  y 
domicüip  del  propietario,  aeródromo  habi- 
tual de  la  aeronave  y ficha  de  inscripción  en 
el  regisro  de  matrícula. 

Artículo  45. — Toda  aeronave  debe  llevar, 
fija,  de  una  manera  visible,  una  placa  de 
metal,  en  la  que  estarán  inscritos  el  nombre 
y apellido  y domicilio  del  propietario,  así 
como  las  marcas  de  nacionalidad  y matrícu- 
la de  la  aeronave. 

Artículo  46 — El  certificado  de  navegabí- 
lidad  se  expedirá  por  la  Dirección  General 
de  Aeronáutica,  previo  reconocimiento  téc- 
nico. ■ 

El  él'  se  hará  constar  el  número  de  la 
certificación;  nombres,  domicilio  y nacio- 
nalidad del  propietario ; nombre  del  cons- 
tructor, marcas  de  nacionalidad  y matrícula ; 
tipo,  serie  y número  de  construcción;  lu- 
gar de  construcción;  clase  de  aparato;  nú- 
meros de  planos,  motores  y plaz-as,  inclu- 
yendo la  tripulación;  clasificación  que  co- 
rresponde a la  aeronave ; largo,  ancho  y 
altos  máximos  de  la  aeronave,  en  posición 
de  vuelo ; números  de  motores  y tipos  de  los 
mismos,  así  como  el  número  de  caballos 
de  fuerza  y las  revoluciones  por  minuto, 
de  sus  cigüeñales  y las  del  propiilsor;  con- 
sumo, por  hora,  de  combustible  y aceite ; 
tipo,  marca,  peso  y diámetro  de  la  hélice  o 
hélices;  peso  de  la  aeronave  en  vacío,  in- 
cluyendo el  agua  de  los  radiadores  (si  los 
tiene) ; peso  total  del  combustible  y del 
aceite  (depósitos  llenos)  ; peso  reservado  pa- 
ra la  tripulación;  carga  reservada  para  el 
equipo,  excluidos  los  aparatos  de  T.  S.  H.; 
peso  de  los  aparatos  de  T.  S.  H'. ; carga  máxi- 


ma, útil,  comercial  autorizado  para  pasa- 
jeros y mercancías,  cuando  los  depósitos  de 
combustible  están  llenos ; peso  máximo  to- 
tal autorizado  y número  mínimo  de  tripu- 
lantes necesarios.  También  se  hará  cons- 
tar que  el  material  empleado  en  la  cons- 
trucción del  aparato  corresponde  a las  con- 
diciones mecánicas  prescriás ; que  está  cons- 
truido conforme  a las  buenas  reglas  de  la 
construcción  aeronáutica,  que  sus  caracte- 
rísticas son  las  correspondientes  a sú  tipo  y 
la  inspección  oficial  o particular  a que  ha 
estado  sometida  su  construcción. 

Además,  este  certificado  llevará  pegada 
una  fotografía  de  la  aeronave,  vista  de  cos- 
tado, cuyas  dimensiones  serán  de  9 por  12 
centímetros. 

Artículo  47. — ^E1  certificado  de  navegabi- 
lidad  tendrá  que  ser  renovado,  previo  nue- 
vo reconocimiento  oficial,  cada  seis  meses, 
y siempre  que  la  Dirección  General  de  Aero- 
náutica lo  determine,  o siempre  que  la 
aeronave  haya  sufrido  alguna  modificación 
o reparación  importante  que  afecte  a su  ,es- 
trudíura  o que  haga  variar  sus  caracterís- 
ticas esenciales. 

Artículo  48 — Las  certificaciones  de  ma- 
trícula y de  navegabílidad,  se  expedirán  a 
so'licitud  del  propietario  de  la  aeronave,  el 
cual  deberá  acompañar  a su  instancia,  in- 
formación de  vida  y costumbres,  la  factura 
de  venta  o contrato  de  compra  de  la  aero- 
nave, hoja  de  características,  certificado  de 
pruebas  en  vuelo,  por  un  Piloto  de  diploma 
internacional  (F.  A.  I.) 

Para  aeronaves  construidas  en  Guatema- 
la ; certificación  declaratoria  del  construc- 
tor, de  haber  sido  construido  en  su  fábrica, 
y sí  los  materiales  empleados  son  guate- 
maltecos o no. 

Para  aeronaves  construidas  en  el  ex- 
tranjerocertificación  acreditativa  del  pa- 
go de  derechos  de  la  Aduana  guatemalteca, 
certificación  de  la  matrícula  anterior,  la  de 
navegabílidad  y los  libros  de  a bordo  co- 
rrespondientes. 

Artículo  49. — Si  la  aeronave  que  se  haya 
de  matricular  lo  estuviese  antes  en  otro  país, 
deberá  acreditar  que  ha  sido  dada  de  baja 
eñ  la  matrícula  extranjera. 

Artículo  50^ — Cuando  una  aeronave  ex- 
tranjera que  no  tenga  matrícula,  venga  a 
Guatemala  por  vía  aérea,  para  ser  matricu- 
lada en  esta  Nación,  deberá  ser  matriculada 
provisionalmente  en  el  país  de  origen,  con 
una  marca  consistente  en  una  LG  y dos 
letras  más. 
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Artículo  51. — Siempre  que  una  aeronave 
guatemalteca  cambie  de  propietario,  el  nue- 
vo dueño  deberá  solicitar  a la  Dirección 
General  de  Aeronáutica,  expedición  de  la 
documentación  a su  nombre  para  lo  cual  le 
presentará  una  declaración  de  dominio,  fir- 
mada por  el  anterior  propietario,  el  certifi- 
cado de  matrícula  y el  último  de  navega- 
bilidad. 


SECCION  JUDICIAL 


Artículo  52j — Los  Jefes  de  aeródromos, 
las  autoridades  aeronáuticas  y las  demás  de 
otros  órdenes,  no  permitirán  que  salgan  en 
vuelo  las  aeronaves  que  no  posean  cer- 
tificaciones normales  de  matrícula  v nave- 
gabilidad  así  como  los  libros  de  a bordo  co- 
rrespondientes- 

Artículo  53. — Los  modelos  de  toda  docu- 
mentación oficial  de  las  aeronaves,  los  for- 
mulará la  Dirección  General  de  Aeronáu- 
tica, y los  publicará  en  su  «Boletín  Oficial», 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CRIMINAL 


Si  no  se  prueba  plenamente  la  concurrencia 
de  alguna  de  las  circunstancias  que  carac- 
terizan el  delito  de  asesinato,  no  puede 
imponerse  la  pena  de  muerte. 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintidós  de  agosto  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve.— Por  recurso  de  casación,  se  exa- 
mina la  sentencia  fecha  diez  y seis  de  mayo 
del  corriente  año,  dictada  por  la  Sala  I*  de 
Apelaciones,  por  mayoría  de  votos,  en  la  que 
confirma  la  que  pronunció  el  Juez  de  1'»  Ins- 
tancia de  Amatitlán : declarando  que  Her- 
menegildo y Rubén  López  son  reos  de  ase- 
sinato cometido  en  la  persona  de  Angel  So- 
lis  ; y que  por  este  delito  deben  de  sufrir 
la  pena  de  muerte. 

RESULTA ; que  se  inició  la  averiguación 
sumaria  el  diez  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos veintiocho,  por  el  Juzgado  de  Paz  de 
Vdla  Canales,  departamento  de  Amatitlán, 
en  virtud  de  haberse  recibido,  por  teléfono, 
parte  que  diera  el  Comandante  Local  de  San- 
ta Elena  Barillas,  de  haberse  cometido  un 
delito.  Constituido  el  Juez  en  este  último 
lugar,  examinó  al  Comandante  Local  Mi- 
guel Zambrano,  quien  manifestó : que  a las 
ocho  de  la  mañana  había  llegado  a su  des- 
pacho don  Ensebio  del  Cid,  a darle  parte 
que,  por  dicho  de  Josefina  Solís,  sabía  que 
en  el  camino  del  Astillero,  se  encontraba 
muerto  su  hermano  Angel  Solís,  por  lo  que 
reunió  un  auxilio  y se  dirigió  para  el  lugar 
indicado,  en  donde  encontró  el  cadáver  del 
mencionado  individuo,  con  varias  heridas 
en  el  cuerpo  y en  las  manos,  pudíendo  ad- 
vertirse, por  las  munchas  de  sangre  ya  se- 
cas, que  el  crimen  se  ejecutó  desde  la  tarde 
del  día  anterior,  pues  ese  día  (9  de  diciem- 


bre), Solís  «andaba  bueno  y sano»,  por  la 
población,  de  la  cual  se  retiró,  según  el  di- 
cho de  del  Cid,  como  a las  tres  de  la  tarde ; 
que  según  se  rumora  públicamente,  Angel 
Solís,  en  esa  fecha,  estaba  enemistado  con 
Hermenegildo  y Rubén  López,  individuos 
de  mal  aspecto,  sospechosos,  que  hacía  poco 
habían  llegado  procedentes  de  la  costa,  en 
donde  estuvieron  mucho  tiempo,  y se  alo- 
jaron en  el  rancho  que  ocupaba  su  señora 
madre,  Sdrapia  Salazar,  en  el  terreno  lla- 
mado «El  Coral»,  propiedad  del  señor  del 
Cid;  que  Angel  Solís  era  el  caporal  del  se- 
ñor del  Cid,  y parece  que  cuestiones  del 
servicio  originaron  la  inquina  que  le  tenían 
los  hermanos  López ; que  dichos  individuos 
todavía  estuvieron  en  la  aldea  el  día  nueve, 
pero  han  desaparecido  repentinamente,  sin 
saberse  de  ellos  ni  qué  rumbo  tomaron, 
pues  el  declarante  fué  a buscarlos  inmedia- 
tamente que  tuvo  noticias  del  crimen  y no 
los  encontró  en  el  rancho,  ni  la  madre  de 
ellos  dió  razón  categórica  del  camino  que 
habían  seguido ; que  por  todo  lo  expuesto  y 
no  teniendo  otro  medio  de  comunicación,  to- 
mó el  teléfono  nacional  y dió  parte  de  lo 
sucedido  al  Juzgado  Municipal  de  Villa  Ca- 
nales. A continuación  se  constituyó  el  Juez 
Instructor  en  el  terreno  llamado  «El  Astille- 
ro», comunal  de  la  aldea  Barillas,  en  despo- 
blado y a una  míUa  distante  de  la  pobla- 
ción, a dos  cuadras  del  camino  que  conduce 
a Los  Tanques,  se  encontró  tirado,  en  un 
estrecho  caminito  de  herradura,  el  cadáver 
de  un  hombre,  de  color  trigueño  claro,  que 
los  ojos  eran  avellanados  y los  tenía  entre- 
abiertos, de  cejas  encontradas,  imberbe,  na- 
riz recta,  indígena,  de  pelo  lacio,  quien,  se- 
gún lo  dijo  don  Ensebio  del  Cid,  se  lla- 
maba Angel  Solís  y era  su  caporal ; vestía 
pantalones  de  lona  azul  rayado  de  negro, 
tenía  a tajalín,  un  lazo  hecho  rollo,  sobre  la 
cara  tenía  un  sombrero  de  ilama,  nuevo. 
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con  un  listón  ne^ro,  cortado  y volando  una 
pun'ta,  el  sombrero  con  dos  grandes  corta- 
das, partida  toda  la  falda  y parte  de  la  copa, 
tenia  barbiquejo,  con  el  que  se  detemía  de 
la  garganta  del  individuo,  de  lo  que  supuso 
el  Juez  que  el  goilpe  le  fué  dado  por  detrás 
y el  otro  al  frente  de  la  cara ; calzoncillo  y 
camiseta  de  manta,  camisa  de  otomano  co- 
lor paja.  Reconocido  el  cadáver,  se  le  en- 
contraron las  veintiséis  lesiones  que  se  des- 
criben al  ihacerse  referencia  al  informe  de 
la  autoipsia,  las  cuales  fueron  unas  causadas 
con  daga  y otras  con  machete,  deducién- 
dose, de  esto,  que  los  asesinos  fueron  dos. 
Inspeccionados  los  alrededores  para  averi- 
guar quienes  eran  los  vecinos  más  próxi- 
mos, se  observó  que  a cuatro  cuadras  de 
distancia,  se  encontraban  dos  ranchos  pe- 
queños, cubiertos  con  lámina  de  cinc,  mal 
cerrados  con  caña  de  mUpa,  en  el  interior 
había  dos  pequeñas  camas  de  tápeseos  de 
caña  de  milpa,  en  los  cuales  estaban  pos- 
trados, bastanten  enfermos,  dos  hombres, 
llamados  Juan  Equité  y Ciríaco  Morales,  a 
quienes  se  les  hicieron  preguntas  relacio- 
nadas con  la  investigación  del  delito,  pero 
nada  se  pudo  averiguar,  alejándose  teda  sos- 
pecha de  que  estos  estuvieran  complicados 
en  el  hecho  delictuoso,  dada  la  debilidad  y 
estado  de  postración  en  que  encontraban. 
Examinada  en  diligencia  separada  Josefina 
Salís,  dijo  : que  el  día  del  suceso  su  hermano 
Angel,  de  su  apellido,  salió  de  su  casa,  si- 
tuada en  la  finca  «San  Atnonio»,  a sabaniar, 
y ya  no  regresó  en  1oda  la  noche  por  lo  que 
al  día  siguiente,  muy  temprano,  salió  a 
buscarlo,  tomando  de  casualidad  el  caminito 
del  extravío  del  terreno  comunal  de  Ba- 
riUas,  en  donde  lo  encontró  botado,  muerto; 
y por  ese  motivo  se  fué  a dar  parte  al  pa- 
trón de  la  finca;  que  un  día  su  hermano  le 
dijo:  que  había  encontrado  a Hermenegildo 
y Rubén  López  robando  maíz  en  las  milpas 
de  otros  mozos  y por  haber  dado  parte  de 
esto  a su  patrón,  aqiuéllos  individuos  le  guar- 
daban ojeriza.  Ella  supone,  por  esto,  que 
puedan  ser  ellos  los  autores  del  asesinato 
de  su  hermano,  y además,  porque  ese  día 
estaban  en  Barillas  de  donde  habían  des- 
aparecido ; que  no  se  constituye  formal 
acusadora  de  esos  hombres,  pero  sí  hace 
constar  que  son  muv  malos-  Examinados 
Ensebio  del  Cid  e Inés  Solís,  dijeron,  el 
primero:  que  Josefina  Solís  llegó  a darle 
parte  de  haber  encontrado  muerto  a su  her- 
mano Angel,  por  lo  que  él  salió  a dar  aviso 
al  Comandante  Local,  quien,  acompañado  de 
su  auxilio,  de  la  Solís  y del  declarante,  fue- 
ron a ver  el  cadáver,  y dejándolo  custodia- 
do por  los  del  auxilio,  el  Comandante  re- 
gresó a telefonear  al  Alcalde  de  Villa  Ca- 
nales, que  lo  examina;  que  Angel  Solís  era 
el  caporal  de  sus  fincas  y como  tal  tenía  la 


obligación  de  darle  cuenta  de  lo  que  en  ellas 
pasaba;  un  día,  cuya  fecha  no  recuerda, 
pero  fué  en  el  presente  año  (1928),  el  citado 
caporal  sorprendió  a Hermenegildo  y Ru- 
bén López,  rancheros  también  de  sus  fincas, 
hurtando  maíz  en  las  milpas  de  los  mozos, 
estos  itambién  se  quejaron  con  el  dicente;  y 
para  evitar  dificultades  despidió  a los  Ló- 
pez de  la  finca;  por  este  motivo  y pretes- 
tando que  el  caporal  no  les  había  apuntado 
media  tarea  se  pusieron  rencorosos  con  él, 
sin  embargo,  se  juntaron  el  día  del  suceso, 
en  la  tarde  y estuvieron  tomando  aguar- 
diente en  las  fond-as  de  la  aldea,  «y  como 
son  unos  hombres  tan  picaros,  al  estar 
ebrios  muy  bien  pudieron  ser  ellos  los  ase- 
sinos de  Solís,  puesto  que  han  desaparecido 
repentinamente  de  los  ranchos».  El  segun- 
do dijo:  que  se  encontraba  en  la  casa  de  su 
patrón,  Ensebio  del  Cid,  cuando  llegó  su 
hermana  atormentada,  dando  parte  de  que 
había  encontrado  muerto  a su  hermano, 
Angel  Solís ; que  del  hecho  no  le  consta 
nada,  pero  sí  puede  decir  que  Hermenegildo 
y Rubén  López  habían  ofrecido  matar  a su 
hermano  Angel,  por  que,  siendo  éste  el  ca- 
poral, les  dió  una  tarea  de  retazos  que  aque- 
llos no  quisieron  recibir  y se  fueron  enoja- 
dos y no  trabajaron  más;  que  el  domingo 
nueve,  todavía  estuvieron  los  López  en  el 
pueblo,  de  donde  desaparecieron  repenti- 
namente y es  seguro  que  ellos  asesinaron  a 
su  hermano  por  los  motivos  que  ha  con- 
signado. Examinado  Lorenzo  Orellana,  di- 
jo : que  Hermenegildo  y Rubén  López  y 
Angel  Solís,  personas  a quienes  conoce  bien, 
estuvieron  tomando  aguardiente  en  una  fon- 
da que  el  declarante  tiene  en  Barillas,  el 
nueve  de  diciembre  (1928),  de  donde  sa- 
lieron como  a las  seis  y cuarto  de  la  tarde, 
bastante  ebrios,  llevando  los  López  cogido 
del  brazo  en  medio  de  ellos,  a Solís,  por  que 
iba  más  ebrio  que  los  otros,  dirigiéndose  los 
tres  por  el  camino  recto  en  dirección  a sus 
casas,  que  es  por  donde  resultó  muerto  So- 
lís ; que  durante  el  tiempo  que  dichos  in- 
amauos  permanecieron  en  su  fonda,  no  se 
disgustaron,  pero  probablemente  los  López 
son  los  asesinos  de  Solís,  porque  al  día  si- 
guiente del  hecho  no  amanecieron  en  el  pue- 
blo, habiendo  desaparecido  repentinamente; 
que  le  consita  que  en  la  fonda,  los  López  le 
exigían  a Solís  que  tomara  por  completo  los 
vasos  llenos  de  aguardiente,  a pesar  de  que 
éste  se  excusaba  diciéndoles  que  no  tomaba 
porque  tenía  el  compromiso  de  ir  a citar 
los  mozos  de  su  patirón.  Agregadas  a las 
primeras  diligencias  la  partida  de  defunción 
del  occiso  y algunos  papeles  de  identifici- 
ción  así  como  un  croquis  del  lugar  del  su- 
ceso, se  pasaron  al  Juzgado  de  Instancia 
de  Amatitlán,  en  donde  se  obtuvo  el  informe 
médico-legal  de  la  aulíopsia  practicada  en  el 
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cadáver  de  Solís,  en  el  cual  consta  que  éste 
presentaba  veintiséis  heridas  causadas  con 
instrumentos  cortantes  y punzocortantes, 
regadas  en  diferentes  partes  del  cuerpo,  así : 
1»,  en  la  cara  dorsal  de  la  palma  de  la  ma- 
no derecha,  la  cual  amputó  los  dedos  ín- 
dice y mediaino ; 2^*,  en  el  borde  interno  y 
cara  palmar  del  dedo  pulgar  de  la  misma 
mano,  amputado  también  dicho  dedo;  3“, 
en  la  cara  dorsal  de  la  ardculación  del  pu- 
ño derecho,  la  cual  dejó  al  descubierto  las 
superfices  articulares,  dejando  suspendida 
la  mano  por  un  colgajo  cutáneo  de  la  cara 
palmar;  4'»,  en  la  cara  dorsal  del  tercio  in- 
ferior del  antebrazo  derecho,  cuatro  centí- 
metros arriba  de  la  articulación  del  puño, 
la  que  interesó,  además  de  la  piel  y el  te- 
jido celular  subcutáneo,  los  tendones  ex- 
tenisores  de  los  dedos  y los  huesos  cúbito  y 
radio,  en  todo  su  esipesor;  5’,  en  el  borde 
externo  y cara  posterior  del  tercio  inferior 
del  antebrazo  izquierdo,  tres  centímetros 
arriba  de  la  articulación  del  puño,  la  cual 
interesó  la  piel,  el  tejido  celular  subcutáneo, 
los  tendones  flexores  del  pulgar  y el  índice 
y la  arteria  radial ; 6'',  en  el  tercer  espacio 
intercostal  y sobre  la  cuarta  costilla  del  lado 
izquierdo,  la  cual  estaba  fracturada;  7“  en 
el  quinto  espacio  intercostal  derecho,  seis 
centímetros  afuera  de  la  línea  media;  8’,  en 
el  primer  espacio  intercostal  derecho,  dos 
centímetros  arriba  de  la  línea  mamilar ; 9’, 
en  la  cara,  se  extendía  desde  la  comisura 
interna  de  los  párpados  del  ojo  derecho, 
hasta  un  centímetro  adentro  del  ángulo  del 
maxilar  inferior,  en  el  lado  izquierdo ; atra- 
vesando en  diagonal  la  cara,  dividía  la  nariz, 
en  todo  su  espesor,  el  maxilar  superior  iz- 
quierdo y la  rama  horizontal  derecha  del 
maxilar  inferior;  10,  un  centímetro  abajo 
de  la  anterior;  11,  en  la  región  parietal  iz- 
quierda, la  cual  interesó  además  del  cuero 
cabelludo  y la  aipomeurosis  epicraneana,  el 
hueso  parietal  en  todo  su  espesor,  las  me- 
ninges y gran  parte  de  las  circumbolucio- 
nes  cerebrales  de  la  región;  12,  en  la  i'egión 
occipital,  la  cual  produjo  una  solución  de 
continuidad  de  cuatro  centímetros  de  diá- 
metro, desprendiendo  el  cuero  cabelludo,  la 
aponeurosis  epicraneana  y la  capa  externa 
del  hueso  occipital;  13,  en  la  región  parietal 
derecha,  que  sólo  inlteresó  el  cuero  cabelludo. 
Las  demás  heridas  eran  pequeñas  solucio- 
nes de  continuidad,  regadas  en  la  cara,  en 
el  tórax  y el  abdomen,  éstas  sólo  interesa- 
ron la  piel  y el  tejido  celular  subcutáneo. 
Abierta  la  cavidad  torácica,  se  comprobó 
que  las  heridas  descritas  en  los  números  6, 
7 y 8,  penetraban  en  la  cavidad,  producien- 
do la  sexta  una  rasgadura  de  las  pleuras 
parietal  y visera!;  la  séptima,  rasgaduras  de 
las  pleuras  y,  una  fuerte  herida  del  lóbulo 
inferior  del  pulmón;  y la  octava,  produjo 


una  rasgadura  del  pericardio,  y una  herida 
de  dos  centímetros  de  largo  del  ventrículo 
izquierdo  del  corazón.  Del  lado  izquierdo 
dé  la  cavidad  torácica  se  encontró  un  abun- 
dante derrame  sanguíneo.  De  lo  expuesto 
se  deduce — dice  el  Cirujano — que  en  el  fa- 
llecimiento de  Ang'el  Solís  contribuyeron,  de 
las  veintiséis  heridas,  las  trece  arriba  des- 
critas : 1'’,  por  el  choque  traumático ; 2'>,  por 
la  hemorragia  que  éstas  produjeron,  sufi- 
cientes para  provocar  la  muerte;  y,  3",  por 
la  herida  del  corazóp- 

RESULTA:  que  en  oficio  fecha  diez  y 
siete  de  diciembre  del  mismo  año  (1928), 
el  Subcomisario  de  Policía  de  Villa  Canales 
puso  a disposición  del  Juez  de  la  causa  a 
los  reos  Hermenegildo  y Rubén  López,  quie- 
nes habían  sido  capturados  por  las  auto- 
ridades civües  y militares  de  Villa  Nueva. 
Interrogados  dichos  individuos,  expusieron: 
que  no  conocían  a Angel  Solís ; que  eran  mo- 
zos de  la  finca  «San  Antonio»,  de  don  Ense- 
bio del  Cid ; que  nunca  habían  estado  pre- 
sos ni  procesados  y suponían  estarlo  ahora 
por  haber  sido  despedidos  de  la  finca  de  su 
patrón  porque  le  debían ; que  no  conocían 
a Lorenzo  Orellana  ni  han  estado  en  la  fon- 
da de  éste  tomando  aguardiente,  pues  Ru- 
bén ni  sabe  tomar;  que  no  les  ha  pasado 
nada  de  particular  el  día  nueve  de  diciembre, 
que  se  retiraron  de  Barillas,  por  «la  corre- 
teada del  patrón».  Hermenegildo  dijo,  ade- 
más, que  desde  antes  del  primero  del  mes 
se  fué  para  el  Guarda  Viejo,  y poco  más 
o menos,  el  diez  y siete,  se  fué  para  Vi- 
lla Nueva,  en  donde  lo  capturó  una  es- 
colta; que  solamente  su  hermano  Rubén 
lo  acompañaba  en  sus  viajes;  pero  Ru- 
bén dice  que  el  día  nueve  se  estuvo  en  su 
casa,  en  Barillas,  acarreando  su  maicito ; 
que  ellos  no  han  huido  de  Barillas,  pues  en 
su  casa  los  capturaron,  luego  dice  que  esta- 
ban en  la  casa  de  Petrona  Choché,  en  Ba- 
rillas, cuando  los  capturó  la  escolta;  que 
hacia  como  un  mes  que  se  habían  salido  de 
la  finca  «San  Antonio»,  del  señor  del  Cid; 
que  su  hermano  se  ha  estado  con  él  en  Ba- 
rillas y juntos  los  capturaron;  que  no  han 
estado  en  el  Guarda  Viejo.  Ambos  negaron 
todas  las  preguntas  que  se  les  hicieron  con 
relación  a!  homicidio  del  señor  Solís,  que 
se  les  imputa. 

RESULTA:  que  Vidal  Guzmán  dijo:  que 
no  le  consta  nada  del  hecho,  pero  sí  se  ru- 
mora entre  la  gente  que  los  López  fueron 
los  que  asesinaron  a Angel  Solís.  Lo  mis- 
mo dijo  Vidal  Casún.  Juan  Esquite  dijo : 
que  ciertamente  vivia  en  un  lugar  próximo 
al  en  que  se  cometió  el  delito;  pero  como 
entonce  se  encontraba  enfermo  de  gravedad 
no  pudo  darse  cuenta  de  nada.  Ciríaco  Mo- 
rales también  dijo  que  no  le  constaba  nada. 
Practicados  los  careos  conducentes,  de  ellos 
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aparece  lo  siguiemte : Eusebio  del  Cid  le 
sostuvo  a Heirmeaegildo  López  que  él  y Ru- 
bén de  su  apellido  trabajaron  como  cinco 
meses  en  su  finca,  bajo  la  dirección  del  di- 
funto Angel  Solis,  y tiene  como  prueba  la 
planilla  de  pago  en  que  figura  que  los  Ló- 
pez trabajaron  todavía  el  cuatro  y cinco  de 
diciembre,  y aunque  ninguno  recogió  ese  pa- 
go el  dia  ocho,  afirma  que  ese  dia  vió  a 
dichos  individuos  en  el  patio  del  rancho  que 
habitaban.  López  aseguró  que  tenia  más 
de  un  mes  de  haberse  retirado  de  Sarillas, 
para  trasladarse  al  Guarda  Viejo.  Josefina 
e Inés  Solis  sostuvieron  a Hermenegildo  Ló- 
pez que  él  si  conocia  a su  hermano  Angel 
por  haber  trabajado  juntos;  y aseguran  que 
lo  vieron  en  la  aldea  Barillas,  la  primera  por 
la  mañana  y el  segundo  por  la  tarde,  en  la 
fonda  de  Orellana;  pero  el  reo  sostuvo  su 
negaitiva.  En  el  careo  entre  Eusebio  del  Cid 
y Rubén  López,  se  le  dijo  a éste  que  sos- 
tuviera su  declaración  en  frente  del  del  Cid 
y no  contestó  categóricamente,  sino  con  eva- 
sivas, en  cambio  del  Cid  dijo  que  lo  que  ha 
expueso  es  la  verdad.  En  el  que  se  prac- 
ticó entre  Lorenzo  Orellana  y Hermenegildo 
López,  el  primero  sostuvo  que  su  careado  y 
su  hermano  estuvieron  con  Angel  Solís  to- 
mando aghardientle  en  su  establecimiento,  el 
domingo  nueve  de  diciembre;  el  reo  negó 
nuevamente,  asegurando  que  ni  siquiera  co- 
noció a Solis.  En  cambio  en  el  que  se 
practicó  entre  el  mismo  Orellana  y Rubén 
López  éste,  modificando  su  declaración,  di- 
jo: que  sí  conoce  a Orellana;  que  también 
conoció  a Angel  Solís;  que  el  domingo  nueve, 
él  no  andaba  con  su  hermano  Hermene- 
gildo, pero  si  lo  encontró  en  la  referida 
fonda,  junto  con  Solis,  y aunque  en  dicho 
lugar  le  ofrecieron  un  trago  de  aguardiente, 
no  lo  quiso  tomar  sino  que  lo  botó  al  suelo ; 
que  desipués  se  fueron  los  tres  juntos,  pero 
cuando  llegaron  frente  a su  casa  alli  se  que- 
dó el  dicente,  y su  bérmano  y Angel  si- 
guieron caminando  sin  saber  el  declarante 
para  dónde  se  fueron;  pero  ya  de  noche  lle- 
gó Hemenegildo  a despertarlo  y le  dijo  que 
se  levantara  y que  se  fuera  con  él,  pero  no 
le  explicó  el  motivo  y que  él  se  fué  ignoran- 
do la  causa;  que  esa  noche  se  fueron  para 
Moran  y después  ipara  Villa  Nueva,  en  casa 
de  Domingo  Garcia,  ein  donde  fueron  cap- 
turados por  unos  alguaciles. 

RESULTA:  que  elevada  la  causa  a ple- 
nario,  se  formuló  cargo  a los  reos  por  el  de- 
lito de  asesinato,  con  el  cual  ninguno  se  con- 
formó, nombrándoseles  en  seguida  un  de- 
fensor de  oficio,  y cuando  éste  hubo  pre- 
sentado su  defensa,  sin  que  se  hubiese  ci- 
tado para  sentencia,  como  era  del  caso,  el 
Juez  para  mejor  fallar,  ordenó  que  se  prac- 
ticara un  careo  entre  ambos  hermanos  pro- 
cesados, diligencia  en  la  cual  cada  uno  sos- 


tuvo sus  dichos.  También  se  obtuvo,  en 
forma  de  declaración,  un  informe  del  ex 
Alcalde  de  ViUa  Canales,  haciendo  constar 
que  cuando  fué  a levantar  el  cadáver  die  So- 
lis, el  rumor  público  decia  que  Hermene- 
gildo y Rubén  López  habían  desaparecido 
ese  día,  especie  que  corroboró  la  madre  de 
éstos,  diciendo  que  a las  ocho  de  la  mañana 
se  habían  ido  a San  José,  de  la  jurisdicción 
de  ViUa  Nueva.  Llamados  autos,  con  cita- 
ción, el  Juez  dictó  sentencia  en  el  sentido 
que  se  indicó  ai  principio,  y cuando  ya  ha- 
bían otorgado  el  recurso  de  apelación  inter- 
puesto por  los  reos  y su  defensor,  trami- 
tando un  escrito  presenitado  por  Inés  Solis, 
acompañando  un  papel  simple,  en  el  cual 
Eusebio  Solís  le  suplica  a Abraham  Mon- 
terroso  que  le  entregue  a Inés  Solis  la  daga 
que  tiene  en  su  poder,  porque  era  de  su  her- 
mano Angel,  que  había  sido  asesinado  y 
porque  este  asunto  estaba  en  manos  de  la 
autoridad,  examinó  a Abraham  Monterroso, 
quien  declaró : que  él  compró  la  daga  que 
tenía  en  su  poder,  a un  López,  cuando  iba 
acompañado  de  su  hermano,  pero  no  re- 
cuerda los  nombres  de  estos,  aunque  sí  los 
conoce  de  cara;  que  dicho  individuo  le  dijo 
que  iban  de  camino  y que  tenían  necesidad 
de  dinero,  y aunque  al  declarante  no  se  la 
quería  comprar,  éste  le  rogó  mucho,  por  lo 
que  le  díó  cien  pesos  por  ella ; que  ambos 
hermanos  iban  con  maletas  y siguieron  el 
camino  con  dirección  a Villa  Canales.  Que 
como  a los  tres  o cuatro  días  supo  que  dos 
hermanos  López  originarios  de  Barillas  ha- 
bían caído  presos  en  ViUa  Nueva  y supuso 
que  fueron  los  mismos  que  pasaron  por  su 
casa.  Puestos  ambos  reos  en  rueda  de  pre- 
sos, fueron  inmediatamente  reconocidos  por 
Monterroso,  señalando  a Hermenegildo  co- 
mo el  que  lo  instó  para  que  le  comprara  la 
daga.  Careados  estos  últimoiS,  el  reo  ma- 
nifestó que  ciertamente  vendió  a Monterroso 
una  daga,  no  recuerda  en  que  fecha,  ni 
cuánto  recibió  por  ella,  la  cual  había  com- 
prado en  la  costa  a un  muchacho  que  no 
sabe  cómo  se  llama  ni  donde  vive,  en  se- 
senta pesos. 

RESULTA:  que  al  tramitarse  la  segunda 
instancia,  el  Procurador,  después  de  afir- 
mar que,  de  las  presunciones  consideradas 
por  el  Juez  de  Amatitlán,  lógicamente  no 
puede  desprenderse  más  que  Hermenegildo 
y Rubén  López  causaron  las  lesiones  que 
presentó  el  occiso  Angel  Solís,  dirige  sus 
argumentos  a establecer  que  no  se  puede 
determinar  quién  de  los  dos  infirió  las  he- 
ridas que  produjeron  la  muerte,  y por  con- 
siguiente, de  conformidad  con  la  fracción 
segunda  del  artícMo  297,  del  Código  Penal, 
los  encausados  deberáln  sufrir  solamente  la 
pena  de  cinco  años  de  prisión  correccional, 
ya  que  tampoco  puede  tenerse  como  estable- 
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cido  que  haya  habido  eaisañamiento.  El  Fis- 
cal, por  su  parte,  no  está  dé  acuendo  con  el 
parecer  del  Procurador,  y sostiene  que  con- 
curren las  circunstancias  de  premeditación 
conocida  y ensañamiento,  por  lo  cual  pide 
que  se  confirme  la  sentencia  apelada ; y la 
Sala  dictó  el  fallo  confirmando  el  de  I®  Ins- 
tancia, menos  el  voito  del  Magistrado  Pre- 
sidente, quien  lo  razonó  en  el  sentido  que  el 
delito  no  debe  ser  apreciado  como  asesinato, 
sino  como  homicidio  calificado,  con  circuns- 
tancias agravajnltes,  sin  determinar  cuáles 
son  las  que  a su  juicio  concurrieron  en  la 
ejecución  del  delito. 

RESULTA : que  el  propio  Procurador  in- 
terpuso contra  el  fallo  de  2‘>  Instancia,  el 
recurso  de  casación,  por  que,  en  su  concep- 
to, se  cometió  error  de  derecho  en  la  cali- 
ficación del  delito  y al  determinar  la  par- 
ticipación que  cada  uno  de  los  reos  tuviera, 
y por  consiguiente,  en  la  pena  que  les  co- 
rresponde, violándose,  en  consecuencia,  los 
artículos  295  y 297  del  Código  Penal ; 566,  367 
y 568,  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales. Pedida  la  causa  y señalado  dia  para 
la  vista,  el  recurrente  no  presentó  ningún 
alegato. 

CONSIDERANDO:  que  siendo  varios  los 
autores  de  la  muerte  de  Angel  Solis  y iio 
habiendo  testigos  presenciales,  no  es  posi- 
ble determinar  categóricamente  cuáles  fue- 
ron las  lesiones  que  cada  uno  de  los  he- 
chores le  causara,  ni  la  forma  en  que  se  co- 
metió el  delito,  ni  otras  circunstancias  que 
en  todo  caso  deben  tenerse  en  cuenta,  para 
establecer,  de  modo  que  no  deje  lugar  a 
duda,  si  en  su  ejecución  hubo  o no  ensa- 
ñamiento. Tampoco  se  puede  dar  por  le- 
galmente justificada  la  concurrencia  de  la 
premeditación,  que  es  otra  de  las  circuns- 
tancias en  que  el  fallo  se  apoya  para  conde- 
trar  a los  reos  a la  pena  de  muerte;  pues, 
siendo  la  de  presunciones  la  única  prueba 
que  existe  contra  ellos,  ninguno  de  los  he- 
chos en  que  ellas  se  fundan  tiene  mérito 
suficiente  para  establecer  dicha  circunstan- 
cia especial  ni  se  puede  dar  por  establecida 
con  el  solo  dicho  de  Lorenzo  Orellana,  que 
asegura  que  los  hermanos  López  obligaban 
a Solis  a beberse  los  vasos  Henos  de  aguar- 
diente, porque  si  lo  declarado  por  este  in- 
dividuo puede  servir  de  presunción,  para 
unirla  a las  demás  que  del  proceso  resulten, 
no  basta  para  comprobar  por  si  sola  la  exis- 
tencia de  la  mencionada  circunstancia.  Por 
todo  lo  expuesto,  se  deduce  que  al  calificar 
la  Sala  sentenciadora  el  delito  como  asesi- 
nato, aplicando  el  Decreto  legislativo  Núme- 
ro 1366,  y no  como  homicidio,  infringió,  por 
falta  de  aplicación,  el  artículo  295  del  Código 
Penal;  y,  an  consecuencia,  procede  casar  y 
anular  la  sentencia  recurrida  y dictar  la  que 
en  derecho  corresponde. 


CONSIDERANDO:  que  con  el  reconoci- 
miento del  cadáver  de  Angel  Solis,  practi- 
cado por  el  Juez  instructor  de  las  primeras 
diligencias  y hecho  constar  en  la  respectiva 
acta;  y con  el  informe  médico  legal  de  la 
autopsia  practicada  en  el  cadáver  de  dicho 
individuo,  se  encuentra  plenamente  compro- 
bado que  Solis  murió  a consecuencia  de  las 
heridas  que  sufrió  en  diferentes  partes  del 
cuerpo. — Artículos  259  y 269,  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

CONSIDERANDO : que  la  culpabilidad 
de  Hermenegildo  y Rubén  López,  como  auto- 
res de  la  muerte  del  mencionado  Solis,  tam- 
bién se  encuentra  plenametne  comprobada 
con  un  conjunto  de  presunciones  concordan- 
tes, graves  y precisas,  como  son : aj  la  sin- 
dicación casi  unánime  que  en  ellos  se  hizo 
desde  los  primeros  momentos  después  de  ha- 
berse encointrado  el  cadáver  en  el  camino, 
sin  que  al  hecho  se  imputara  a ninguna  otra 
persona  entre  los  vecinos  de  la  localidad; 
b ) la  enemistad  que  existia  entre  los  acusa- 
dos y el  occiso  por  cuestiones  de  trabajos 
en  la  finca  de  donde  éste  exa  el  capor.al  y 
aquéllos  mozos  colonos,  e(nemistad  que 
aumentó  por  haber  sido  sorprendidos  los 
López  por  el  referido  caporal  robando  maiz 
en  las  milpas  de  otros  mozos,  lo  que  motivó 
que  fueran  despedidos  de  la  finca,  y por  lo 
que,  según  el  dicho  de  Inés  Solis,  éstos 
juraron  mátarlo  por  haberlos  denunciado 
con  el  patrón  de  la  misma;  c)  e\  haber  es- 
tado juntos  los  dos  reos  ccyn  Solís  en  la 
fonda  de  Lorenzo  Orellana,  tomando  aguar- 
diente el  dia  del  suceso ; d ) haber  salido  los 
tres  juntos  de  esa  fonda  en  estado  de  ebrie- 
dad, yéndose  por  el  camino  en  donde  otro 
día  fuera  encontrado  el  cadáver  de  Solís, 
sin  qu  ninguna  otra  persona  los  acompaña- 
ra; haber  negado  los  reos  que  conocían  a 
Solís,  habiéndose  probado  por  su  propia  con- 
fesión, que  eran  mozos  colonos  de  la  finca 
de  donde  Salís  era  el  caporal;  f)  haber  ne- 
gado también  los  enjuiciados  que  conocían 
a Orellana,  habiéndose  probado  que  si  es- 
tuvieron en  su  fonda  tomando  aguardiente; 
g)  la  conformidad  del  reo  Rubén  López  ma- 
nifestada en  el  careo  practicado  con  Ore- 
llana, con  lo  declarado  por  éste,  respecto 
de  que  sí  son  conocidos  y que  sí  estuvieron 
en  su  establecimiento  ■,  h)  lo  dicho  por  el 
mismo  Rubén  López  y sostenido  por  el  mis- 
mo en  el  careo  practicado  con  su  hermano 
Hermenegildo  respecto  de  que  éste  llegó  a 
su  casa  la  noche  del  suceso  a despertarlo 
para  que  se  fuera  con  él,  sin  decirle  a dónde 
ni  con  qué  motivo;  i)  la  repentina  desapari- 
ción de  ambos  reos  del  lug'ar  del  suceso, 
sin  que  dieran  noticia  al  dueño  de  la  finca 
ni  a ninguna  otra  persona;  y por  último, 
las  contradicciones  en  que  ambos  reos  in- 
currieron acerca  del  lugar  en  donde  perma- 
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nocieron  después  de  la  comisión  del  delito, 
pues  mientras  Hermenegildo  dijo  que  desde 
un  mes  antes  se  habían  trasladado  a vivir  a 
Villa  Nueva,  Rubén  dijo  que  se  habían  que- 
dado en  el  rancho  de  Petrona  Choché,  a in- 
mediaciones de  la  misma  finca,  contradic- 
ciones respecto  de  las  cuales  no  se  pusie- 
ron de  acuerdo,  apesar  del  careo  que  se 
pradticó  entre  ambos  hermanos. — Artículos 
589,  595,  596,  597  y 601,  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

CONSIDERANDO:  que  no  pudiéndose 
establecer  la  concurrencia  de  circunstancias 
atenuantes  ni  agravantes,  la  pena  que  co- 
rresponde imponer  es  la  señalada  por  la  ley 
al  deUto  de  homicidio,  o sean  diez  años  de 
prisión  correccional  a cada  uno ; y no  la  de 
cinco  años,  como  lo  pretende  el  Procurador 
que  interpuso  el  recurso  de  casación,  porque 
en  autos  no  consta  que  entre  los  reos  y el 
occiso  haya  habido  riña  en  forma  tumul- 
tuaria, que  es  el  caso  a que  se  refiere  el  ar- 
tículo 297,  fracción  2’,  del  Código  Penal, 
condición  que  es  indispensable  establecer 
como  categóricamente  lo  dispone  el  artículo 
310  del  mismo  Código. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  lo  que  disponen  los  ar- 
tículos 570,  571,  729,  735,  676  y 687,  Código 
de  Procedimientos  Penales  y 295,  46  y 58, 
del  Código  Penal,  casa  y anula  la  sentencia 
de  que  se  ha  hecho  mérito ; y,  resolviendo  en 
lo  principal,  declara:  que  Hermenegildo  y 
Rubén  López,  son  reos  de  homicidio  per- 
petrado en  la  persona  de  Angel  Solís,  por 
el  cual  los  condena  a sufrir  en  la  Peniten- 
ciaría Central,  la  pena  de  diez  años  de  pri- 
sión correccional!  a cada  uno,  inconmuta- 
bles, abonándoseles  la  ya  sufrida  desde  el 
auto  de  prisión  formal ; los  condena  tam- 
bién al  pago  de  las  responsabilidades  civi- 
les provenientes  dal  delito;  los  suspende  en 
el  goce  de  sus  derechos  políticos  durante  el 
mismo  tiempo,  y los  exonera  de  la  reposición 
del  papel  empleado  en  la  causa. — Notifíque- 
se  y como  corresponde,  devuélvase  la  causa. 
— José  A.  Medrana. — Quirino  Flores  y Flo- 
res.— José  Serrano  Muñoz. — Abel  Paredes. 
— J.  F.  Rodríguez. — Alf.  Valle  Calvo. 


CRIMINAL 


Si  a consecuencia  de  hemorragia  producida 
por  heridas,  sobreviene  la  muerte  de  una 
persona,  el  autor  de  ellas  es  responsable 
del  delito  de  homicidio. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintiuno  de  septiembre  de  mil  novecientos 
veinitinueve. — Por  recurso  de  casación,  se 
trae  a la  vista  la  sentencia  dictada  por  la 


Sala  3’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  con  fe- 
cha quince  de  mayo  del  corriente  año,  en 
la  criminal  que  por  el  dehto  de  lesiones  gra- 
ves procede  contra  Esteban  Tecén  Laxión, 
en  la  que  confirma  la  dictada  por  el  Juez  de 
1*  Instancia  de  Sacatepéquez,  con  la  en- 
mienda de  que  el  encausado  es  reo  del  de- 
lito de  homicidio  por  el  cual  le  impone  la 
pena  de  diez  años  de  prisión  correccional, 
inconmutables. 

RESULTA:  que  el  Juzgado  de  Paz  de  Ciu- 
dad Vieja,  departamento  de  Sacatepéquez, 
el  diez  de  abril  último,  inició  la  causa  de 
examen,  en  virtud  de  parte  dado  por  Jesús 
Rodas,  quien  al  ser  examinado  manifestó : 
que  como  a las  nueve  y media  de  la  noche 
regresaba  para  su  casa  y se  dió  encuentro 
con  dos  individuos  que  no  conocía  y le  dije- 
ron que  pedían  auxilio  porque  dos  de  sus 
compañeros  se  hablan  peleado ; que  ense- 
guida se  dirigió  a la  casa  del  Regidor  de 
semana,  a dar  parte  die  lo  ocurrido,  con  los 
individuos  que  indica. 

RESULTA:  que  examinado  Fehpe  Camey, 
dice : que  en  el  patio  de  la  chichería  de  aquel 
pueblo,  su  compañero  Esteban  Tecén  le  in- 
firió una  herida  en  el  brazo  y que  no  podía 
dar  ninguna  exiplioación  acerca  de  cómo 
acaeció  el  hecho,  por  motivo  de  encontrarse 
muy  ebrio  en  ese  momento  pero  presencia- 
ron el  suceso:  Juan  Tubac,  Juan  Zet,  Igna- 
cio Subuyuy,  Evaristo  Carr  y Andrés  Mén- 
dez ; por  último  manifestó,  que  se  constituía 
formal  acusador  de  su  agresor.  El  Juez  ins- 
tructor reconoció  al  ofendido  una  lesión  si- 
tuada en  el  antebrazo  izquierdo,  de  cuatro 
pulgadas  y media  de  largo  por  tres  de  ancho, 
haciendo  constar  que  dicha  lesión  es  de  mu- 
chísima gravedad,  por  la  demasiada  hemo- 
rragia que  le  había  producido  y la  cual  ie 
fué  inferida  con  arma  cortante. 

RESULTA:  que  examinado  Juan  Tubac, 
expresa : que  el  día  anterior  sahó  de  la  fin- 
ca «San  José»,  situada  en  jurisdicción  de 
San  Juan  Sacatepéquez,  con  dirección  a la 
finca  «La  Asunción»,  siuada  en  el  departa- 
mento de  Escuintla,  llevando,  en  concepto 
de  caporal,  veintisiete  mozos  para  el  trabajo, 
entre  los  cuales  iban  Felipe  Camey  y Es- 
teban Tecén;  que  a las  seis  y media  de  la 
tarde  llegó  con  la  cuadrilla  a Ciudad  Vieja, 
y,  como  otras  veces,  se  hospedaron  en  la 
chichería;  que  el  declarante  llegó  muy  can- 
sado y se  acostó,  durmiéndose  acto  continuo, 
por  lo  que  no  se  dió  cuenta  de  nada  sino 
hasta  que  llegó  una  escolta  y la  autoridad, 
momento  en  que  se  enteró  de  que  Fehpe 
Camey  estaba  herido  y se  sindicaba  como 
autor  a Esteban  Tecén,  quién  pronto  como 
cometió  el  hecho,  huyó  del  lugar  donde  to- 
dos se  encontraban  reunidos.  Ampliada  su 
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deiclaración,  citó  el  nombre  de  casi  todos  los 
individuos  que  formaban  la  cuadrilla  de  mo- 
zos que  capitaneaba  en  concepto  de  caporal. 

RESULTA:  que  amíe  el  Juez  de  Paz  de 
Ciudad  Vieja  fueron  examinados  Juan  Zet, 
Ignacio  Subuyuy,  Evaristo  Carr,  Andrés 
Méndez  y Benito  Crup ; pero  ninguno  de 
ellos  da  referencia  concreta  acerca  de  cómo 
acaeció  el  suceso ; indicando  todos  que  se 
dieron  cuanta  de  ello  hasta  el  momento  que 
llegó  la  autoridad  y escolta ; pero  todos  sin- 
dican como  autor  a Esteban  Tecén,  quien 
huyo  del  lugar  donde  todos  se  encontraban 
reunidos,  tan  pronto  como  fué  cometido  el 
delito. 

RESULTA:  que  Luisa  Coarchita  de  Sal- 
valtierra  dice : que  es  dueña  del  estableci- 
miento de  chicheria  donde  se  hospedó  la 
cuadrilla  que  comandaba  Juan  Tubac,  como 
caporal;  que  les  dió  hospedaje  como  lo  ha- 
bla hecho  ya  anlteriormente,  notando  al  en- 
trar, que  entre  dichos  individuos  unos  iban 
bastante  ebrios  y dos  de  ellos  queriendo  em- 
prender disgusto,  el  que  no  se  llevó  a cabo 
por  haberlos  regañado  la  declarante ; que 
enseguida  se  dedicó  a sus  quehaceres  y por 
último  se  acostó,  observando  si  que  uno  de 
los  indígenas,  bajo  de  cuerpo,  continuaba 
escandalizando  y haciendo  ademanes  y en- 
tonces la  declarante  le  previno  se  portara 
bien,  bajo  prevención  de  retirarlo,  lo  que  eje- 
cutó sin  saber  lo  que  habla  cometido ; que 
enseguida  salieroin  a la  calle  otros  dos  de  los 
mismos,  sin  decirle  nada  y después  de  esto 
la  deponente  se  acostó  y habla  dormido  un 
rato,  cuando,  repentinamente,  tocaron  la 
puerta  y creyendo  que  eran  los  inditos  que 
habían  salido,  se  levantó  a abrir,  encontrán- 
dose con  la  escolta  y el  Regidor  de  turno, 
quienes  le  pidieron  permiso  para  entrar,  por 
encontrarse  en  el  interior  un  herido,  dán- 
dose cuenta  hadta  ese  momento  de  lo  suce- 
dido; que  al  día  siguiente,  temprano,  llegó 
a su  establecimiento  el  indiviudo  autor  del 
hecho,  entonces  la  declarante  mandó  inme- 
diatamente a pedir  la  escolta  y fué  a captu- 
rarlo. 

RESULTA:  que  indagado  el  reo,  Esteban 
Tecén  Laxión,  contestó  las  interrogaciones 
que  le  fueron  dirigidas,  manifestando  : que 
por  los  tragos  que  tomó  y que  fueron  mu- 
chos, no  se  da  cuenta  de  lo  que  haya  su- 
cedido ni  recuerda  haber  herido  a Felipe 
Camey;  que  en  la  hora  que  fué  cometido  el 
hecho  se  encontraba  en  la  chichería  del  pue- 
blo de  Ciudad  Vieja,  en  unión  de  sus  com- 
pañeros y en  seguida  se  salió  y fué  a dormir 
al  monte,  amaneciendo  en  el  pueblo  de  San 
Pedro  Las  Huertas ; que  con  Camey  son 
amigos,  que  no  han  tenido  antecedentes  de 
enemistad  y lo  conoce  porque  han  vivido 
juntos  en  el  lugar  de  su  domicüío. 


RESULTA : que  pedido  informe  médico- 
legal  de  la  autopsia  practicada  en  el  cadá- 
ver de  Felipe  Camey,  quien  falleció  el  diez 
del  mismo  mes,  el  Cirujano  Departamental, 
hace  constar : que  el  once  de  aquel  mes  prac- 
ticó autopsia  en  el  cadáver  de  un  hombre 
desconocido  en  el  orden  siguiente : despro- 
visto que  fué  el  interfecto  de  sus  vestiduras, 
camisa  de  kaki  amarillo  verdoso  y pantalón 
de  mantadril  azul,  teñido  por  lienzos  de  va- 
rios colores,  como  de  veinticinco  a treinta 
años  de  edad,  color  moreno,  ojos,  pelo  y 
cejas  negro,  carecía  de  barba  y pertenece  a 
la  raza  indígena,  de  media  talla,  teniendo 
como  seña  única  la  .cicatriz  de  una  herida 
producida  por  arma  cortante,  como  de  tres 
centímetros  de  longitud,  situada  sobre  el 
hombro  derecho,  también  se  hizo  constar 
que  preseniaba,  como  única  lesión,  una  he- 
rida producida  por  arma  cortante,  de  doce 
centímetros  de  extensión,  situada  sobre  la 
región  interna  y superior  del  antebrazo  iz- 
quierdo, dirigida  de  arriba  abajo  y de  fuera 
adentro,  habiendo  interesado  la  piel,  tejido 
celular  subcutáneo,  músculos  de  la  región, 
nervio  cubital  y mediano,  arteria  cubital  y 
vena  satélite.  Abierta  las  cavidades  cra- 
neana, toráxica  y abdominal,  se  encontraron 
todos  los  órganos  en  su  estado  normal,  sólo 
se  nolló  que  el  cerebro  y el  estómago  daban 
ligero  olor  alcohólico-  De  lo  expuesto  se 
deduce  que  el  desconocido  falleció  a conse- 
cuncia  que  le  prdujo  la  herida  de  la  arteria 
cubital,  la  cual  es  de  carácter  grave,  pero 
no  mortal  y que  pudo  haber  curado  con  asis- 
tencia inmediata  y facultativa,  en  el  término 
de  quince  días,  quedando  impedido;  con- 
sistiendo el  impedimento  en  la  parálisis  de 
la  mano  izquierda.  A los  folios  veintiuno 
y veintidós  de  la  causa,  corre  agregada  la 
constancia  de  defunción,  en  la  cual  apare- 
ce idenfiticado  que  el  desconocido  a que  se 
refiere  la  anterior  autopsia  se  llama  Felipe 
Camey. 

RESULTA : que  por  medio  de  exhorto  al 
Juez  5^  de  I*  Instancia  de  este  departamen- 
to, fueron  examinados,  en  su  mayor  parte, 
los  individuos  que  formaban  la  cuadrilla  de 
mozos  que  conducía  Juan  Tubuc,  en  la  fe- 
cha que  fué  cometido  el  delito  de  pesquisa, 
declarando  todos  ellos  en  el  sentido  de  no 
haber  visto  la  ejecución  de  hecho,  pero  sí 
sindican  como  autor  al  reo  Esteban  Tecén. 

RESULTA : que  llamados  autos  para  sen- 
tencia, el  Juez  de  1’  Instancia  con  fecha 
vintitrés  de  julio  del  año  pasado,  dictó  la 
que  declara:  que  Esteban  Tecén  Laxión  es 
reo  del  delito  de  lesiones  graves,  por  el  cual 
le  impone  tres  años  de  prisión  correccional, 
y hace  las  declaraciones  relacionadas  con 
dicha  pena;  fallo  qu  la  Sala  3»  de  Apela- 
ciones, por  recurso  de  apelación,  confirmó 
con  la  modificación  que  se  deja  indicada. 
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RESULTA:  que  el  reo,  con  auxilio  de  Le- 
trado interpuso  el  presente  recurso  de  casa- 
ción, por  estimar  violados  los  artículos  568, 
571,  589,  595,  596,  597  y 601,  Procedimientos 
Penales ; 295  y 304  Código  Penal. 

CONSIDERANDO  : que  la  prueba  en  que 
los  Tribunales  de  1’  y 2'*  Instancia,  que  han 
conocido  en  el  proceso  de  examen,  fundan 
su  fallo  condenando  al  reo  Esteban  Tecén 
Laxión,  es  el  conjunto  de  presunciones  que 
de  los  autos  se  desprenden,  las  cuales 
reúnen  los  caractares  que  la  ley  establece  y 
fueron  apreciados  de  entero  acuerdo  con  ella 
y como  esa  facultad  la  deja  la  misma  ley 
al  justo  criterio  de  los  Tribunales  es  indu- 
dable que  la  Sala  tno  ha  infringido  los  ar- 
tículos 568,  571,  589,  595,  596  y 601,  que  se 
refieren  a la  prueba  indicada  y los  precep- 
tos que  deben  tenerse  presentes  en  su  apre- 
ciación. 

CONSIDERANDO  : que  según  consta  del 
informe  médico  legal  que  se  agrega  a los  au- 
tos, la  lesión  sufrida  por  Felipe  Camey  fué 
de  carácter  grave  pero  no  mortal  y que  su 
muerte  sobrevino  aconsecuencia  de  la  mu- 
cha hemorragia  que  ella  le  produjo;  que  la 
ley,  de  manera  expresa,  establece  que  los 
autores  de  un  hecho  son  responsables  de 
las  consecuencias  que  produzca  y no  cons- 
tando en  las  actuaciones  que  esa  hemorra- 
gia haya  sobrevenido  por  virtud  de  un  acto 
o hecho  aislado,  extraño  por  completo  a la 
herida  que  la  motivó,  la  Sala  sentenciadora 
ha  hecho  redta  aplicación  del  artículo  295  del 
Código  Penal,  y como  consecuencia,  no  ha 
violado  el  304  del  mismo  Có'digo. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  las  apreciaciones  ante- 
riores y en  aplicación  de  los  artículos  686  y 
690,  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
desestima  el  recurso  interpuesto  e impone 
al  reo  Esteban  Tecén  Laxión  quince  días  de 
arresto,  conmutables  a razón  de  un  quetzal 
diario. — Noltifíquese  y devuélvanse  con  cer- 
tificación los  antecedentes; — José  A.  Medra- 
no. — Quirino  Flores  y Flores. — Abel  Pare- 
des.— J.  F.  Rodríguez. — Antonio  F.  Aguirre. 
— Alf.  Valle  Calvo. 


CRIMINAL 


El  empleado  que,  estando  encargado  por 
cualquier  concepto  de  fondos  o rentas  mu- 
nicipales, las  distrajere,  será  responsable 
del  delito  de  malversación  de  caudales  pú- 
blicos. 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintiocho  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos veintinueve. — Por  recurso  de  casación, 
se  examina  la  sentencia  fecha  quince  de 
mayo  del  corriente  año,  en  que  la  Sala  4'* 


de  la  Corte  de  Apelaciones  confirma  la  que 
dictó  el  Juez  de  I’  Instancia  de  San  Mar- 
cos en  cuanto  declara  responsable  a Anto- 
nio de  León  Barrios,  modificándola  en  el 
sentido  de  que  es  autor  del  delito  de  fraude, 
por  el  cual  le  impone  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correocional,  aumentada  en  una  ter- 
cera parte,  en  virtud  de  la  circunstancia 
agravante  de  haber  sido  condenado  el  reo 
con  anterioridad,  por  el  delito  que  merece 
mayor  pena. 

RESULTA:  que  el  Licenciado  don  A.  Neri 
Barrios,  que  desempeñaba  el  cargo  de  Al- 
callde  2'>  Municipal  de  San  Marcos,  en  la  se- 
gunda quincena  del  mes  de  septiembre  de 
mil  (novecientos  veintiocho,  estando  en  el 
Juzgado  de  I**  Instancia  pudo  enterarse  de 
que  el  parte  diario  que  daba  el  Alcaide  de 
Cárceles,  del  movimiento  de  presos,  no  coin- 
cidía con  el  que  daba  a la  Municipalidad 
para  el  cobro  de  las  cantidades  que  en  vía 
de  rancho  se  da  a los  detenidos,  por  lo  que 
el  propio  Alcalde  2''  y el  Secretario  Munici- 
pal pasaron  a las  cálrceles  y contando  los 
reos,  resultó  un  número  igual  al  parte  dado 
por  el  Acaide  ese  día,  pero  de  los  anterio- 
res (dijo  el  Licenciado  Barrios  que  nada  po- 
día decir.  Es  posible  que  por  esa  circuns- 
tancia anotada  por  el  Alcalde  2'’,  el  tres  de 
noviembre  del  mismo  año,  el  Acalde  I’,  don 
Manuel  Anzuelo  Valencia,  ¡dirigió  oficio  al 
Juez  de  1®  Instancia,  pidiéndole  el  dato  exac- 
to del  movimiento  de  presos  habido  durante 
el  mes  de  octubre,  dato  que  después  se  am- 
plió', comprendiendo  todo  el  tiempo  durante 
el  cual  don  Antonio  de  León  Barrios  desem- 
peñó el  cargo  de  Alcaide  de  Cárceles,  dan- 
do por  resultado  que,  del  quince  de  abril 
al  quince  de  noviembre,  según  el  examen  de 
la  cuenta  practicada  por  expertos  nombra- 
dos al  efecto,  existía  una  diferencia  entre  lo 
entregado  por  la  Municipalidad  y lo  dis- 
tribuido entre  los  presos,  de  ciento  sesenta 
y ocho  quetzales  noventa  y dos  centavos. 

RESULTA : que  examinado  el  primer  en- 
cargado del  presidio,  Humberto  Galván,  ex- 
puso: que  los  pagos  los  hace  el  interrogado, 
el  segundo  encargado,  Abelardo  López  y el 
propio  Acalde,  a los  que  están  en  bartolinas 
y cuarto  de  Banderas;  que  algunas  veces  el 
pago  se  hace  diariamente,  pero  en  otras 
con  dos  o tres  días  de  retraso,  como  en  la 
fecha  que  dedllaraba,  que  se  debían  tres 
días ; que  en  caso  ¡de  retraso,  al  reo  que  ob- 
tenía su  libertad  ya  no  se  le  pagaba  lo  que 
se  le  debía,  ignorando  el  declarante  si  esos 
fondos  se  devolvían  o no  a la  Municipali- 
dad; y que  solamente  se  pagaba  a los  reos- 
que  estuvieran  reducidos  a prisión  formal. 
Estanislao  Rivera  ex  primer  encargado  y 
Francisco  Fuentes,  ex  segundo  encargado,  se 
produjeron  dn  idénticos  términos  que  el 
anterior,  agregando  que  nunca  se  pagó  a los 
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presos  diariamente,  que  hasta  los  tres  o 
cinco  días  de  estar  presos  se  comenzaba  a 
pagarles  lo  que  les  correspondía-  También 
corroboraron  lo  -didho  por  los  encargados  los 
detenidos  Elias  Ravanales,  Belisario  Cifuen- 
tes,  Pablo  Echeverría,  Clemente  de  León, 
Ramón  Maldonado,  José  de  León,  Pablo 
Zamora,  Pedro  Vásquez  y otros  más. 

RESULTA:  que  puesto  en  detención  el 
Alcaide  Antonio  de  León  Barrios,  fué  inte- 
rrogado y expuso : que  el  dinero  para  el  ran- 
cho de  los  presos  lo  recibe  de  la  Tesorería 
Municipal,  de  conformidad  con  el  número 
de  presos  que  estuvieran  en  la  cárcel  y no 
con  el  parte  diario,  en  el  que  solamente  fi- 
guran los  que  están  reducidos  a formal  pri- 
sión; que  el  pago  lo  verifica  cuando  a cada 
encargado  el  dinero  que  corresponde  al  nú- 
mero de  presos  que  tengan  a su  cargo,  pa- 
gando él  personalmente  a los  que  estén  en 
bartolinas  y cuarto  de  banderas  y a las  mu- 
jeres ; que  se  da  el  rancho  hasta  los  tres 
días  de  estar  recluidos  los  reos ; que  cuando 
hay  dinero  en  la  Tesorería,  se  paga  con  pun- 
tualidad, pero  a veces  se  retrasa  dos,  tres 
y cuatro  días,  y en  estos  casos,  se  les  paga 
de  junto  lo  que  se  les  adeuda;  cuando  sobra 
dinero  lo  devuelve  a la  Municipalidad  pero 
en  la  mayor  parte  de  las  veces  queda  para 
pagar  a los  que  entran  que  generalmente 
son  más  que  los  que  salen. 

RESULTA : que  elevada  la  causa  a ple- 
nario,  se  formuló  cargo  al  reo  por  malver- 
sación de  caudales  públicos  con  el  cual  no 
se  conformó.  Practicadas  otras  diligencias, 
de  examen  de  testigos  y careos  con  el  pro- 
cesado, este  no  logró  desvanecer  la  impu- 
tación que  se  le  hace, 

RESULTA:  que  se  trajeron  a la  vista  los 
antecedentes  relativos  a una  causa  instrui- 
da contra  el  Capitán  Antonio  de  León  Ba- 
rrios por  el  delito  de  homicidio  en  la  perso- 
na de  un  soldado  de  la  Guarnición  de  Ayu- 
tla,  quien  murió  a consecuencia  de  asfixia 
provocada  por  la  aplicación  de  la  tortura  lla- 
mada «tórtola»,  por  lo  que  de  León  Barrios 
fué  condenado  por  el  expresado  delito  y por 
el  de  abusos  de  autoridad,  a diez  años  de 
prisión  correccional  por  el  primero,  reducida 
pór  aplicación  de  circunstancias  atenuantes 
a -seis  años  oioho  meses ; y por  el  segundo  a 
tres  meses  de  prisión;  y por  el  indulto  con- 
cedido por  el  Decreto  gubernativo  Número 
926,  la  primera  quedó  reducida,  según  se 
expresa  en  la  sentencia  de  Instancia,  que 
a pesar  de  estar  equivocada  la  reducción, 
fué  confirmada  sin  modificación  por  la  Cor- 
te Marcial,  a seis  años  cinco  meses  veinte 
días,  en  vez  de  ser  cuatro  años  cinco  meses 
diez  días,  y la  segunda  a tres  meses,  penas 
que  no  fueron  extinguidas  en  su  totalidad 


porque  el  Presidente  de  la  República,  en 
acuerdo  fecha  31  de  diciembre  de  1927,  dis- 
puso indultarlo. 

RESULTA:  que  el  Juez  de  I”  Instancia, 
en  sentemcia  fecha  veintidós  de  enero  del 
corriente  año,  dió  fin  a este  proceso  conde- 
nando al  reo  por  el  delito  ya  expresado  an- 
tes, a la  pena  de  quince  meses  de  prisión  co- 
rreccional, inconmutables,  y a las  accesorias 
que  son  de  ley;  pero  la  Sala  4®,  que  conoció 
en  apelación,  modificó  dicha  sentencia  en  la 
forma  que  se  indicó  al  principio. 

RESULTA : que  el  reo,  con  auxilio  del 
Abogado  Abel  Barrios,  introdujo  el  recurso 
de  casación  contra  la  sentencia  de  2®  Ins- 
tancia, porque,  a juicio  y sin  que  por  esto 
aceptara  haber  cometido  el  delito,  éste  fué 
calificado  por  la  Sala  como  fraude,  cuando 
lo  que  corresponde  es  el  de  msdversación 
de  fondos,  como  lo  hizo  el  Juez  con  lo  que 
se  han  infringido  los  artículos  12,  65,  66, 
283  y 289,  del  Código  Penal;  568,  571  y 731, 
del  de  Procedimientos  Penales,  en  virtud  de 
haberse  dictado  sentencia,  sin  que  exista 
plena  prueba  de  su  delincuencia.  Admitido 
el  rcurso  y señalado  día  para  la  vista,  ni  el 
recurrente  ni  su  Abogado  presentaron  alega- 
to alguno. 

CONSIDERANDO:  que  al  calificar  la  Sa- 
la sentenciadora  de  fraude  el  delito  que  dió 
origen  ai  proceso  instruido  contra  Antonio 
de  León  Barrios  e imponerle  la  pena  co- 
rrespondiente a dicho  delito,  infringió  el 
artículo  283  del  Código  Penal,  por  falta  de 
aplicación,  ya  que  el  artículo  290  del  pro- 
pio Código,  en  que  la  sentencia  se  funda, 
no  es  el  aplicable,  pues  el  enjuiciado  de 
León  Barrios  solamente  desempeñaba  el  car- 
go de  Alcaide  de  Cárceles  que  es  de  nom- 
bramiento municipal,  dependiendo  directa- 
mente de  la  Municipalidad  en  cuanto  al  ser- 
vicio de  manutención  de  los  presos  y de  nin- 
guna manera  puede  considerársele  como 
funcionario  que,  interviniendo  en  algún  con- 
trato u operación,  hubiera  procurado  su  in- 
terés particular,  ni  tenía  el  carácter  de  ex- 
perto, árbitro  o contador  particular  para  que 
pudiera  imponérsele  la  pena  que  el  citado 
artículo  290  señala.  Que,  por  otra  parte,  de- 
jaron de  observarse  las  disposciones  consig- 
nados en  el  artículo  228,  del  mismo  Código, 
que  manda  que  se  hagan  extensivos  los  pre- 
ceptos del  párrafo  relativo  al  delito  de  mal- 
versación de  caudales  públicos,  a los  que  se 
hallen  encargados  por  caaíqnier  concepto  de 
los  fondos  Municipales,  siendo  el  principio 
jurídico  que  caracteriza  el  delito  últimamen- 
te mencionado,  la  substracción  de  los  fon- 
dos que  estén  a cargo  de  empleados  públi- 
cos, principio  que  no  hay  razón  para  dejar 
de  aplicarlo  al  Alcaide  de  Teón  Barrios, 
como  él  mismo  lo  sostiene  en  su  escrito  de 
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introducción  del  recurso,  aunque  con  la  ad- 
vertencia de  no  hacerse  cargo  de  este  delito, 
puesto  que  dicho  individuo  recibía  los  fon- 
dos con  el  fin  de  invertirlos  en  un  servicio 
municipal,  del  cual  era  el  único  responsable. 
En  consecuencia,  por  violación  de  los  ex- 
presados artículos  es  procedente  casar  y 
anular  el  fallo  recurrido  y dictar  el  que  en 
derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO  : que  la  calidad  de  em- 
pleado como  Alcaide  de  Cárceles  de  la  ca- 
becera de  San  Marcos  que  tenía  Antonio 
de  León  Barrios  se  encuentra  plenamente 
comprobada  con  su  propia  confesión  y con 
las  comunicaciones  de  la  Municipalidad  que 
aparecen  en  la  causa.  Que  también  está 
plenamente  comprobado  con  los  cuadros 
comparativos  agregados  al  proceso  y formu- 
lados por  expertos  por  comisión  especial  que 
se  les  dió,  que  las  sumas  de  dinero  recibi- 
das por  de  León  Barrios,  para  distribuirlas 
diariamente  entre  los  presos,  a razón  de 
tres  pesos  diarios  a cada  uno,  al  principio, 
y de  cuatro  pesos  después,  en  vía  de  rancho, 
no  corresponden  con  las  que  efectivamente 
se  entregaron  a estos,  lo  que  se  encuentra 
establecido  también  con  el  testimonio  de 
más  de  diez  detenidos  que  fueron  examina- 
dos, quienes,  de  manera  uniforme,  decla- 
ran que  se  les  pagaban  hasta  los  dos,  tres, 
cinco  y hasta  diez  días  de  haber  ingresado 
a la  prisión;  que  el  pago  casi  siempre  se 
retrasaba  y cuando  alguno  obtenía  su  liber- 
tad, ya  no  recuperaba  lo  de  los  días  que 
hubieran  transcurrido  sin  pagar-  Siendo 
cometidos  estos  hechos  en  el  interior  de  la 
prisión,  sí  son  válidas  sus  declaraciones 


(Artículo  282,  Procediimentos  Penales),  y 
por  todas  estas  razones  debe  imponerse  al 
enjuiciado  la  pena  que  señala  el  artículo 
283,  inciso  2'>,  del  Código  Penal,  o sean  quin- 
ce meses  de  prisión  correccional,  porque  la 
cantidad  substraída  excede  de  cien  quetzales 
y no  llega  a quinientos,  pena  que  debe 
aumentarse  en  una  tercera  parte,  por  con- 
currir como  agravante  la  circunstancia  que 
señala  el  inciso  15  del  artículo  22  del  Có- 
digo Penal,  o sea  la  de  haber  sido  castigado 
el  culpable  anteriormente,  por  otro  delito 
que  tiene  asignada  mayor  pena. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  lo  que  disponen  los  ar- 
tículos 46,  58,  95  y 283,  del  Código  Penal; 
571,  573,  735,  676  y 687,  Código  de  Procedi- 
mientos Penales  y Decreto  legislativo  Núme- 
ro 1323,  artículo  3'',  casa  y anula  la  senten- 
cia recurrida;  y,  resolviendo  en  lo  principal, 
declara : que  Antonio  de  León  Barrios  es  reo 
del  delito  de  malversación  de  caudales  pú- 
blicos, por  el  cual  le  impone  la  pena  de  quin- 
ce meses  de  prisión  correccional,  aumentada 
en  una  tercera  parte  por  la  circunstancia 
agravante  ya  expresada;  lo  suspende  en  el 
goce  de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  lo  obliga  al  pag'o  de 
las  responsabilidades  civiles  provenientes  del 
delito,  así  como  a la  reposición  del  papel 
al  del  sello  correspondiente;  la  pena  que  se 
impone  es  inconmutable. — Notifíquese  y con 
certificación  devuélvase  la  causa  al  Tribu- 
nal de  su  origen. — José  A.  Medrana, — Qui- 
rino  Flores  y Flores. — José  Serrano  Muñoz. 
— Abel  Paredes.  — J.  F.  Rodríguez.  — Alf. 
Valle  Calvo. 


Tribunal  de  lo  Contencioso -Administrativo 


Se  declara  apto  al  señor  Magistrado  don  Abel  Girón,  para  conocer  en 
el  recurso  contencioso— administrativo  entablado  por  los  señores 
Coloma  Hermanos,  contra  el  señor  Ministro  de  Gobernación  y 
Justicia  en  el  asunto  relativo  a la  permuta  de  unos  bienes. 


Tribunal  de  lo  Conltencioso-Administrati- 
vo : Guatemala,  tres  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos (veintinueve. — Vista  la  excusa  del 
señctr  Magistrado  don  Abel  Girón,  para  no 
conocer  en  el  asunto  de  los  señores  Coloma 
Beltranena  con  el  Gobierno  de  la  República, 
sobre  permuta  de  bienes,  por  haber  estado 
presente  en  el  Consejo  de  Estado,  de  donde 
es  miembro,  la  primera  vez  que  se  consultó 
dicho  negocio  por  la  Secretaría  de  Goberna- 
ción y Justicia- 


RESULTA;  que  hecha  saber  a las  par- 
tes la  citada  excusa,  discreparon  acerca  de 
si  la  aceptaban  o no. 

Que  para  calificarla  y resolverla  en  jus- 
ticia, eáte  Tribunal  solicitó  del  señor  Pre- 
sidente del  Consejo  de  Estado  se  sirviese 
informar  la  participación  que  había  tenido 
el  señor  Girón,  en  el  dictamen  de  este  Alto 
Cuerpo,  manifestando,  en  oficio  fecha  de 
ayer,  que  dicho  señor  había  propuesta  lo 
siguiente,  que  fué  adoptado  por  uninimidad : 
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1»,  que  el  Consejo  de  Estado  consideraba 
nulo  el  contrato  de  permuta,  celebrado  en- 
tre el  Gobierno  de  la  República  y la  familia 
Colomia;  pero  que  la  declaratoria  de  nulidad 
sólo  podía  ser  hecha  por  los  Tribunales  de 
Justicia;  2'’,  que  en  ese  concepto,  el  Go- 
bierno no  debía  llevar  a cabo  el  referido 
conitrato,  mientras  los  Tribunales  de  Jus- 
ticia no  declaren  que  está  obligado  a efec- 
tuarlo ; y,  3’,  que  los  derechos  de  la  familia 
Coloma,  quedaban  a salvo  para  deducirlos, 
si  lo  estimaban  conveniente  en  la  forma  y 
ante  las  autoridades  que  corresponde, 
CONSIDERANDO;  que  los  tres  puntos 
relacionados,  se  refieren  a una  contienda  del 


orden  civU,  que  debe  resolverse  por  los  Tri- 
bunales de  Justicia,  los  cuales  puntos  en  na- 
da afectan  a la  cuestión  Contencioso-Admi- 
nistrativa  que  se  ha  entablado,  ya  que  tan- 
to la  naturaleza  de  ellas,  como  las  juris- 
dicciones, son  esencialmente  distintas. 

POR  TANTO ; los  Vocales  hábiles,  fun- 
dados en  lo  expuesto  y en  los  artículos  79, 
del  C.  C.  de  Pros,  y 39,  Dto.  Leg.  N»  1550, 
declaran  apto  al  señor  Magistrado  Girón, 
para  conocer  en  el  debate  contencioso-ad- 
ministrativo. — Notifíquese. — Medina.  — To- 
ledo.— E.  Mazariegos  L- 


SECCIOIM  IIMF-ORM  AXIVA 

DECRETO  NUMERO  1581 


CODIGO  DE  ADUANAS 

(CONTINUACION) 


CAPITULO  VIGESIMO  TERCERO 

DISPOSICIONES  GENERALES  RELATIVAS  A LOS 
EMPLEADOS  DE  ADUANA 

Artículo  78. — Los  empleados  de  las  Adua- 
nas y sus  deudos  tienen  derecho  al  goce  de 
las  pensiones  que  reconoce  la  Ley  de  Jubila- 
ciones y Montepíos,  la  cual  les  será  aplicable. 

Artículo  79. — Los  empleados  de  Aduana 
no  podrán  desempeñar  otras  funciones  o 
puestos  que  no  se  relacionen  con  los  servicios 
aduaneros,  salvo  el  caso  en  que  el  Consejo 
Superior  de  Aduanas  conceda  permiso  por 
escrito  para  ello. 

Artículo  80. — Los  empleados  de  Aduana 
no  podrán  recibir,  directa  o indirectamente, 
sueldos,  préstamos,  obsequios  u otros  emo- 
lumentos de  personas  o empresas  que  habi- 
tualmente tengan  relaciones  con  el  servicio 
aduanero,  salvo  que,  para  ello,  el  Consejo 
Superior  de  Aduanas  conceda  permiso  es- 
crito. La  infracción  de  este  artículo  dará 
lugar  a que  el  empleado  sea  removido  de  su 
puesto  y no  pueda  desempeñar  otro  en  el 
ramo  de  Aduanas  dentro  de  los  cinco  años 
siguientes  a su  remoción. 

Artículo  81. — No  podrán  ser  simultánea- 
mente empleados  de  una  misma  Aduana,  ni 
de  una  misma  Oficina  aduanera,  personas  que 
tengan  entre  sí,  parentesco  dentro  del  cuarto 
grado  de  consanguinidad  o del  segundo  de 
afinidad,  y no  podrá  nombrarse  para  ningún 
puesto  en  el  servicio  aduanero  a persona 
alguna  que  tenga  parentesco,  dentro  de  los 
mismos  grados,  con  el  Director  General  de 
Aduanas  o con  el  Ministro  de  Hacienda. 


Artículo  82. — Las  personas  empleadas  en 
el  servicio  aduanero,  con  excepción  de  los 
Consejeros  del  Consejo  Superior  de  Aduanas, 
no  podrán  ejercer  por  sí  ni  por  medio  de 
otro,  negocios  comerciales  o industriales  por 
cuenta  propia  ni  por  cuenta  de  terceros,  sin 
antes  obtener  permiso  escrito  del  Consejo 
Superior  de  Aduanas. 

Artículo  83. — Los  empleados  de  Aduana 
pueden  ser  obligados  por  sus  Jefes  respecti- 
vos a trabajar  en  días  y horas  extraordina- 
rios, sujetándose  a las  disposiciones  que  de- 
termine el  Reglamento,  así  como  a cumplir 
obligaciones  o ejecutar  actos  que  se  estimen 
convenientes  para  el  buen  servicio  aduanero 
aunque  tales  obligaciones  y actos  no  sean  de 
los  especialmente  impuestos  a dichos  emplea- 
dos por  disposición  expresa  de  la  ley. 

Artículo  84 No  se  aceptará  la  garantía  de 

los  empleados  del  servicio  aduanero  que  no 
se  extienda  expresamente  a todos  los  actos 
u obligaciones  que  se  requieran  legalmente 
de  ellos. 

Artículo  85. — Los  empleados  del  servicio 
de  Aduanas  responderán  y darán  cuenta  en 
forma  legal,  al  Director  General  de  Aduanas, 
de  la  custodia  y conservación  del  mobiliario, 
útiles  y enseres  que  se  les  encomienden. 

Artículo  86. — Sin  perjuicio  de  las  respon- 
sabilidades criminales  y de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  100,  todos  los  empleados  de  Aduana 
culpables  responderán  mancomunada  y soli- 
dariamente al  Fisco,  con  sus  garantías,  por 
las  sumas  que  como  resultado  directo  o in- 
directo de  sus  actos  o faltas,  éste  deje  de 
percibir  por  las  multas,  derechos  y demás 
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cargos  que  deban  aplicarse  a las  mercancías 
importadas  o exportadas,  y serán  igualmente 
responsables  por  la  pérdida  de  mercancías  o 
de  fondos  en  los  casos  siguientes: 

19 — Cuando  omitan  o toleren  que  se  omitan, 
actos  o requisitos  que  de  conformidad  con 
la  presente  ley  o el  Reglamento,  les  sea 
obligatorio  requerir; 

29 — Cuando  ejecuten  actos  prohibidos  por  la 
presente  ley  o su  Reglamento; 

39 — Cuando  permitan  que  se  ejecuten  actos 
prohibidos  por  la  presente  ley  o el  Regla- 
mento, y que  siendo  de  sus  deberes  impe- 
dirlos, no  lo  hicieren; 

49 — Cuando,  teniendo  conocimiento  de  proce- 
dimientos contrarios  a la  presente  ley  o su 
Reglamento,  no  dieren  aviso  inmediato  al 
Jefe  respectivo; 

59 — Cuando  alteren,  borren  o modifiquen 
documentos  o constancias  escritas  de  la 
Aduana,  relacionadas  con  el  servicio  de 
ésta; 

69— Cuando  permitan  a otra  persona  alterar, 
borrar  o modificar  documentos  o constan- 
cias escritas  de  la  Aduana,  relacionadas  con 
el  servicio  de  ésta,  aunque  directamente 
no  les  corresponda  impedir  dichos  actos 
por  las  obligaciones  de  su  cargo. 

Artículo  87. — La  aprobación  que  dé  el  Tri- 
bunal Superior  de  Cuentas  a las  presentadas 
por  un  empleado  de  Aduanas,  no  podrá 
eximir  a éste  de  las  responsabilidades  estable- 
cidas por  la  presente  ley,  en  caso  que  se 
compruebe  posteriormente  una  falta  o culpa- 
bilidad del  empleado  en  el  cumplimiento  de 
sus  deberes. 

TITULO  QUINTO 

ALMACENES  Y MERCANCIAS 

CAPITULO  VIGESIMO  CUARTO 

ALMACENES  FISCALES 

Artículo  88. — El  Administrador  designará 
los  almacenes  o locales  destinados  a depositar 
las  mercancías  dentro  de  la  zona  primaria  de 
la  Aduana,  o fuera  de  ella,  si  el  Director 
General  lo  aprueba. 

CAPITULO  VIGESIMO  QUINTO 

ALMACENES  GENERALES  DE  DEPOSITO 

Artículo  89. — Los  almacenes  generales  de 
depósito,  a que  se  refiere  el  inciso  segundo 
del  artículo  110  del  Decreto  890  del  Ejecuti- 
vo. aprobado  por  el  legislativo  Número  1406, 
de  21  de  mayo  de  1925,  estarán  sujetos  a la 
autoridad  y control  de  la  Aduana,  de  confor- 
midad con  la  presente  ley  y su  Reglamento, 


Artículo  90. — Las  mercancías  que  pueden 
depositarse  en  los  almacenes  a que  se  refiere 
el  artículo  anterior,  quedan  sujetas  Asimismo 
a la  autoridad  y vigilancia  de  la  Aduana. 

Artículo  91. — Las  mercancías  sujetas  a la 
custodia  de  la  Aduana,  pueden  depositarse  en 
los  almacenes  generales  de  depósito,  previa 
garantía  que  apruebe  el  Consejo  Superior  de 
Aduanas  para  asegurar  el  pago  de  los  dere- 
chos y cargos  que  dichas  mercancías  deban 
cubrir  al  Fisco.  En  todo  caso,  las  garantías 
deben  responder  por  el  pago  de  los  derechos 
y demás  cargos  que  afecten  a las  mercancías 
depositadas,  aunque  se  pierdan  o se  destruyan 
totalmente  por  cualquier  causa,  inclusive  la 
de  fuerza  mayor;  y no  se  cancelarán  hasta 
que  tales  mercancías  queden  absolutamente 
solventes  con  la  Aduana. 

Artículo  92. — Las  mercancías  que  no  sean 
retiradas  de  un  almacéu  general  de  depósito, 
al  expirar  el  plazo  de  dos  años,  serán  consi- 
deradas como  importadas  al  país  y la  o las 
garantías  dadas  con  respecto  a ellas  se  harán 
efectivas. 

Artículo  93. — La  póliza  de  despacho  de  las 
mercancías  que  se  depositen  en  dichos  alma- 
cenes será  presentada  en  la  forma  que  deter- 
mine el  Reglamento. 

Artículo  94. — Las  mercancías  depositadas 
en  almacenes  generales  de  depósito  pueden 
ser  retiradas  por  la  persona  a cuyo  nombre 
estén  depositadas  por  su  apoderado  o por 
quien  tenga  derecho  a ello,  para  la  importa- 
ción, exportación,  reexportación  o para  el 
aprovisionamiento  de  una  nave. 

Artículo  95. — Cuando  se  retiren  mercancías 
extranjeras  para  la  reexportación,  se  exigirá 
una  garantía  por  el  duplo  de  los  derechos  y 
cargos  que  les  corresponderían  pagar  por  su 
importación;  y,  tal  garantía  se  hará  efectiva, 
si  dentro  del  término  que  se  fije,  no  se  com- 
prueba a satisfacción  del  Director  General  de 
Aduanas  que  las  mercancías  han  sido  entre- 
gadas al  consignatario  o a su  Agente  fuera 
del  territorio  de  la  República. 

Artículo  96. — Además  de  los  guardianes 
establecidos  por  los  dueños  de  los  almacenes 
generales  de  depósito,  el  Director  General  de 
Aduanas,  cuando  lo  estime  conveniente,  esta- 
blecerá Guardianes  aduaneros  para  vigilar 
dichos  almacenes.  Sus  sueldos  serán  a cargo 
de  los  dueños  de  los  almacenes. 

Artículo  97.— Con  causa  justa  el  Consejo 
Superior  de  Aduanas  podrá  revocar  el  permi- 
so otorgado  para  depositar  mercancías  en 
algún  almacén  general  de  depósito.  En  este 
caso,  si  hubieren  en  dicho  almacén  mercan- 
cías sujetas  a la  custodia  de  la  Aduana,  serán 
trasladadas  a costo  y riesgo  del  dueño  del 
almacén  a otro  sitio  que  señale  el  Director 
General. 
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Artículo  98. — El  Gobierno  no  asume  res- 
ponsabilidad ninguna  por  la  guarda  de  mer- 
cancías depositadas  en  almacenes  generales 
de  depósito. 

CAPITULO  VIGESIMO  SEXTO 

EESPONSABILIDAD  POE  LAS  MERCANCIAS  EN 
ALMACENES  FISCALES 

Artículo  99. — Las  mercancías  sometidas  a 
la  custodia  y contraloría  de  la  Aduana  están 
bajo  la  garantía  de  las  leyes.  El  Ejecutivo 
deberá  protegerlas  con  todo  el  poder  de  que 
está  investido  y en  ningún  caso  podrán  ser 
ocupadas,  ni  aún  a título  de  represalia.  El 
Gobierno  responderá  al  propietario,  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  de  esta  ley, 
por  toda  pérdida  o daño  que  sufra  cualquier 
mercancía  mientras  esté  depositada  en  al- 
macenes o recintos  fiscales  de  la  Aduana 
hasta  que  sean  despachadas  legalmente;  salvo 
los  casos  en  que  la  pérdida  o daño  fueran 
causados  por  fuerza  mayor,  por  derioro  natu- 
ral, o por  defectos  de  embalaje. 

Artículo  100. — Los  empleados  de  la  Aduana 
culpables  por  negligencia  o falta  de  cumpli- 
miento de  sus  deberes,  responderán  man- 
comunada y solidariamente  al  Fisco,  con  sus 
garantías,  por  toda  pérdida  o deterioro  que 
por  esas  causas  sufran  las  mercancías  sujetas 
a la  custodia  y contraloría  de  la  Aduana. 

Sin  perjuicio  de  lo  expresado  y en  todo 
caso,  el  Jefe  de  Almacenes,  los  Guardalma- 
cenes y demás  empleados  que  tengan  a su 
cargo  o custodia  mercancías  depositadas  en 
almacenes  o recintos  de  la  Aduana,  responde- 
rán mancomunada  y solidariamente  al  Fisco, 
con  sus  garantías,  por  toda  pérdida  o dete- 
rioro que  sufran  dichas  mercancías  con  las 
únicas  excepciones  siguientes; 

1^ — Las  pérdidas  y deterioros  causados  por 
fuerza  mayor; 

2^ — Las  pérdidas  y detrimentos,  inevitables 
causados  por  deterioro  natural,  o por  de- 
fecto de  embalaje; 

3® — Las  pérdidas  y deterioros  inevitables 
causados  por  roedores,  polilla,  o causas 
semejantes; 

4“ — Las  pérdidas  causadas  por  robo  o hurto 
cuando  se  compruebe  la  culpabilidad  de  un 
tercero,  siempre  que  los  responsables  de 
las  mercancías  no  hubieren  tomado  partici- 
pación directa  ni  indirecta  en  el  delito.  Sin 
embargo,  las  exenciones  a que  se  refiere 
este  inciso,  no  se  extienden  a las  pérdidas 
provenientes  de  defectos  en  la  construcción 
o conservación  del  edificio  o recinto  en  que 
estén  depositadas  las  mercancías,  a menos 
que,  dentro  de  los  noventa  días  anteriores 
a la  fecha  de  la  pérdida,  el  empleado  res- 
pectivo haya  dado  aviso  al  Administrador 


de  la  Aduana,  remitiendo  a la  vez  copia  al 
Director  General,  detallando  tales  defectos 
de  construcción  o conservación;  y, 

5®— Las  pérdidas  y deterioros  inevitables 
causados  por  causas  atmosféricas.  Sin 
embargo,  la  exención  a que  se  refiere  este 
inciso,  no  se  extiende  a las  pérdidas  o 
deterioros  provenientes  de  defectos  en  la 
construcción  o conservación  del  edificio  o 
recinto  en  que  estén  depositadas  las  mer- 
cancías, a menos  que,  el  empleado  respecti- 
vo haya  dado  aviso  de  tales  defectos  en  los 
términos  prescritos  en  el  inciso  anterior. 
Artículo  101. — Los  reclamos  por  pérdidas 
o deterioros  que  las  mercancías  sufran  mien- 
tras estén  bajo  la  custodia  de  las  Aduanas, 
se  presentarán  al  Director  General,  con  la 
debida  documentación,  antes  de  la  fecha  en 
que  las  mercancías  deban  considerarse  aban- 
donas de  conformidad  con  las  disposiciones 
de  la  presente  ley,  o sean  abandonadas  volun- 
tariamente; y en  todo  caso,  antes  de  que  las 
mercancías  sean  retiradas  de  la  Aduana  por 
el  interesado. 

El  Director  General  determinará  la  cuantía 
del  deterioro  o pérdida  que  deba  pagar  el 
Fisco  al  dueño  de  las  mercancías.  Determi- 
nará también  la  que  deban  pagar  todos  y 
cada  uno  de  los  empleados  culpables  de  la 
pérdida  o deterioro  respectivo. 

De  los  fallos  del  Director  General  los  inte- 
resados podrán  apelar,  dentro  de  los  diez  días, 
al  Consejo  Superior  de  Aduanas,  el  cual  queda 
facultado  para  aprobar,  modificar  o revocar 
dichos  fallos. 

Los  fallos  del  Director  General  respecto 
a las  responsabilidades  de  los  empleados  al 
Fisco  serán  definitivos,  a menos  que  hayan 
sido  apelados.  En  este  caso,  el  fallo  del 
Consejo  Superior  será  definitivo  e inapelable. 

Los  fallos  no  apelados  que  dicte  el  Director 
General  en  contra  del  Fisco  y los  que  contra 
éste  dicte  el  Consejo  Superior  sólo  podrán 
ejecutarse  previa  orden  de  pago  que  dé  el 
Ministro  de  Hacienda. 

CAPITULO  VIGESIMO  SEPTIMO 

INVENTARIOS 

Artículo  102. — Sin  perjuicio  de  la  facultad 
que  tiene  el  Director  General  de  Aduanas 
para  ordenar  cuando  lo  estime  conveniente, 
la  práctica  de  inventarios  y otras  operaciones 
de  contaduría  por  los  empleados  de  Aduana 
y,  con  aprobación  del  Ministro  de  Hacienda, 
por  personas  o empresas  técnicas,  el  Admi- 
nistrador de  cada  Aduana  formará,  de  acuerdo 
con  el  Reglamento  y en  intervalos  que  no  sean 
mayores  de  un  año,  inventario  detallado  de 
todas  las  mercancías  que  estén  bajo  la  custodia 
y control  de  su  dependencia  a la  fecha  del 
inventario,  sea  que  estén  en  almacenes  fiscales 
o en  almacenes  generales  de  depósito.  El 
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Director  General  podrá  señalar  hasta  dos  días 
hábiles,  con  aviso  anticipado,  para  practicar 
estas  operaciones. 

Artículo  103. — El  Administrador  presentará 
al  Director  General,  dentro  de  los  treinta  días 
siguientes  a la  fecha  del  inventario,  un  informe 
haciendo  relación  a las  mercancías  existentes 
y señalando  las  discrepancias  que  se  noten  con 
relación  a las  que  legalmente  deban  existir 
bajo  la  custodia  y control  de  la  Aduana. 

CAPITULO  VIGESIMO  OCTAVO 

DERECHOS  DE  ALMACENAJE  T CONDICIONES  PARA 
EL  DEPÓSITO  DE  MERCANCIAS  EN  ALMACENES 
FISCALES 

Artículo  104. — Los  derechos  de  almacenaje 
sobre  las  mercancías  depositadas  en  almacenes 
fiscales,  se  calcularán  desde  el  día  legalmente 
fijado,  hasta  la  fecha  en  que  la  Aduana  acepte 
la  respectiva  póliza  en  la  cual  se  hubiere 
solicitado  su  despacho,  o en  caso  que  no  se 
presente  tal  póliza,  hasta  la  fecha  en  que  las 
mercancías  sean  abandonadas  voluntariamente 
o su  abandono  sea  consumado  de  conformidad 
con  esta  ley  y su  Reglamento. 

Artículo  105 El  Consejo  Superior  de 

Aduanas,  con  aprobación  del  Ministro  de  Ha- 
cienda, fijará  los  derechos  de  almacenaje  de 
las  mercancías  no  expresados  por  la  ley. 
También  propondrá  al  Ministro  de  Hacienda 
las  modificaciones  que  a su  juicio  deban  sufrir 
los  derechos  de  almacenaje  vigentes. 

Artículo  106. — El  Consejo  Superior  fijará, 
con  abrobación  del  Ministro  de  Hacienda,  las 
sumas  que  han  de  cobrarse  por  la  inspección 
de  las  mercancías  o la  toma  de  muestras  de 
acuerdo  con  el  artículo  161. 

Artículo  107. — En  el  Reglamento  respectivo 
el  Consejo  Superior,  con  aprobación  del 
Ministro  de  Hacienda,  fijará: 

1? — Los  plazos  en  que  se  consume  el  abandono 
de  las  mercancías  cuyo  despacho  no  hubiere 
sido  solicitado; 

2° — Los  plazos  en  que  se  consume  el  abandono 
de  las  mercancías  que  no  hubieren  sido 
retiradas  de  la  Aduana,  después  de  haber 
sido  legalizada  la  póliza  respectiva;  y, 

3° — Los  plazos  en  que  se  consume  el  abandono 
de  las  mercancías  destinadas  a exportarse 
que  no  hubieren  sido  retiradas  de  la  Aduana 

CAPITULO  VIGESIMO  NOVENO 

MANERA  DE  DISPONER  DE  LAS  MERCANCIAS 
ABANDONADAS  O DECOMISADAS 

Artículo  108. — Las  mercancías  abandonadas 
o decomisadas  serán  aforadas  por  los  Vistas 
que  designe  el  Administrador  de  la  Aduana 


respectiva  y éstos  determinarán  los  derechos 
y demás  cargos  que  deban  aplicárseles.  Estas 
mercancías  serán  vendidas  en  pública  subasta, 
con  intervalos  no  mayores  de  tres  meses,  en 
el  tiempo,  forma,  condiciones  y lugares  que 
señale  el  Reglamento. 

Artículo  109. — Antes  de  que  se  publiquen 
los  avisos  del  remate  respectivo,  los  interesa, 
dos  pueden  rescatar  las  mercaderías  que  deban 
considerarse  abandonadas  de  conformidad  con 
esta  ley,  pagando  los  derechos,  multas,  alma- 
cenaje y demás  cargos  que  las  afecten. 

Artículo  lio. — Los  productos  de  las  subastas 
se  destinarán  al  pago  de  los  cargos  que  se 
expresan  en  el  orden  siguiente; 

I? — Gastos  de  publicación  de  avisos  y de 
venta,  incluyendo  los  de  Martiliero  Jurado; 
2'? — Derechos  de  importación,  multas,  alma- 
cenaje y demás  cargos  de  las  mercancías 
subastadas; 

3? — Sumas  adeudadas  legalmente  por  fletes, 
lanchaje  o averías  comunes  con  motivo  del 
transporte  de  las  mercancías,  de  que  se  haya 
dado  aviso  al  Administrador  de  la  Aduana 
antes  de  verificarse  el  remate. 

Artículo  111. — El  sobrante  del  precio  de  la 
venta  de  mercancías  consideradas  como  aban- 
donadas por  disposiciones  de  esta  ley,  se 
depositará  en  la  Tesorería  Nacional  a favor 
del  interesado  en  dichas  mercancías;  y el  so- 
brante de  la  venta  de  mercancías  decomisadas  o 
abandonadas  voluntariamente  será  propiedad 
del  Fisco,  sin  perjuicio  de  lo  que  hubiere  de 
pagarse  a los  denunciantes. 

Artículo  112.  — El  Administrador  de  la 
Aduana  respectiva,  con  aprobación  del  Di- 
rector General  y previos  los  anuncios  que  éste 
indique,  procederá  a la  venta  inmediata  de  las 
mercancías  que,  por  su  naturaleza  o condición, 
corran  riesgo  de  destrucción  o deterioro  rápido 
o cuyos  gastos  de  conservación  sean  despro- 
porcionados. 

Artículo  113. — Si  el  Administrador  consi- 
dera ineficaz  poner  nuevamente  a la  venta 
pública,  las  mercancías  que  no  se  hubieren 
vendido  en  el  anterior  remate  por  falta  de 
postores,  lo  pondrá  por  escrito  en  conocimiento 
del  Director  General,  quien  podrá  disponer 
que  se  saquen  nuevamente  a subasta,  de- 
signando las  bases. 

Artículo  114. — Las  mercancías  de  impor- 
tación prohibida  serán  destruidas  do  confor- 
midad con  el  Reglamento  respectivo.  Las 
estancadas  y las  de  importación  permitida  bajo 
ciertas  condiciones  que  no  se  hayan  cumplido, 
se  pondrán  a la  disposición  del  ramo  corres- 
pondiente del  Gobierno. 
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LIBRO  SEGUNDO 

RECEPCION  DE  MERCANCIAS 

TITULO  SEXTO 

TRANSPORTE  T LLEGADA  DE  LAS  MERCANCIAS  T 
ENTREGA  A LA  ADUANA 

CAPITULO  TRIGESIMO 

LLEGADA  DE  LAS  NAVES 

Artículo  115. — Al  aproximarse  a un  Puerto 
de  la  República  y antes  de  fondear  o atracar, 
el  Capitán  de  toda  nave  hará  izar  la  bandera 
de  Guatemala  y la  de  la  Nación  bajo  cuya 
patente  navegue. 

Tan  pronto  como  la  nave  fondee  o atraque 
dentro  de  la  zona  primaria  de  la  Aduana 
durante  las  horas  reglamentarias,  será  visitada 
simultáneamente  por  el  Administrador  de  la 
Aduana  o su  representante,  el  Comandante 
del  Puerto  o su  representante,  y el  Médico  de 
Sanidad.  Las  naves  que  arriben  fuera  de  las 
horas  reglamentarias,  pueden  ser  visitadas,  si 
así  lo  dispone  el  Administrador  de  la  Aduana, 
o si  tienen  derecho  a ser  recibidas  en  cualquier 
hora  en  virtud  de  contrato  celebrado  con  el 
Gobierno.  Las  naves  serán  visitadas  en  el 
orden  en  que  fondearen  o atracaren,  excep- 
tuándose las  de  pasajeros,  que  serán  recibidas 
con  preferencia. 

Artículo  116. — Inmediatamente  después  de 
practicada  la  visita,  cada  uno  de  los  funcio- 
narios mencionados,  dará  aviso  por  telégrafo 
a su  respectivo  Jefe,  expresando  la  fecha  y 
hora  en  que  haya  fondeado  o atracado  la  nave, 
la  fecha  y hora  en  que  se  haya  concluido  la 
visita  y las  demás  particularidades  que  en  ésta 
hubiesen  observado.  Si  fondeada  o atracada 
una  nave,  se  hubiese  demorado  su  visita  por 
más  de  quince  minutos,  cada  uno  de  los 
funcionarios  que  la  hayan  hecho,  dará  aviso 
a su  Jefe,  por  telégrafo  o por  correo,  del 
motivo  que  causó  el  retraso. 

Artículo  117. — Para  los  efectos  de  esta  ley, 
el  cargamento,  pasajeros  y tripulación  que  es- 
tén dentro  de  la  zona  primaria  de  la  Aduana, 
quedan  bajo  la  autoridad  de  ésta.  En  conse- 
cuencia ninguna  persona  o mercancía  podrá 
entrar  o salir  de  la  nave  sin  permiso  del 
Administrador  de  la  Aduana. 

Artículo  118. — El  Capitán  de  una  nave  que 
esté  bajo  la  autoridad  de  la  Aduana,  según  lo 
dispone  el  artículo  anterior,  está  obligado  a 
recibir  la  visita  legal,  y si  rechaza  o impide 
la  misma,  se  le  aplicará  una  multa  que  no 
exceda  de  quinienti  s quetzales. 

Artículo  119. — La  nave  que  habiendo  en- 
trado a la  zona  primaria  de  una  Aduana,  salga 
o intente  salir  antes  de  haber  recibido  la  visita 
legal,  o bien,  después  de  haberla  recibido, 
salga  o intente  salir  sin  el  permiso  de  zarpe. 


podrá  ser  detenida  por  la  fuerza  y el  Admi- 
nistrador de  la  Aduana  puede  requerir  la 
ayuda  de  las  autoridades  marítimas  para 
detenerla  cuándo  y dónde  se  encuentre  dentro 
de  las  aguas  territoriales  de  la  República,  y 
el  Capitán  que  mande  la  nave  queda  sujeto  a 
pagar  una  multa  que  no  exceda  de  dos  mil 
quetzales. 

CAPITULO  TRIGESIMO  PRIMERO 

MANIFIESTO 

Artículo  120. — El  Capitán  de  una  nave  que 
lleve  carga  a bordo  consignada  a algún  Puerto 
de  Guatemala,  entregará  al  empleado  de  la 
Aduana  que  haga  la  visita  legal,  el  número 
de  ejemplares  del  manifiesto  de  dicha  carga 
que  exija  el  Reglanento.  Si  la  nave  no 
condujera  carga  para  tal  Puerto,  entregará 
su  manifiesto  en  lastre  con  las  copias  que 
requiera  el  Reglamento. 

El  Capitán  entregará  una  lista  de  los  pasa" 
jeros  que  traiga  la  nave,  con  el  número  de 
ejemplares  y en  la  forma  que  exija  el  Regla- 
mento. Dicha  lista  especificará  los  pasajeros 
destinados  al  Puerto  respectivo,  y será  acom- 
pañada de  las  declaraciones  de  éstos  a que  se 
refiere  el  artículo  244. 

Artículo  121 — Los  barcos  de  guerra  ex- 
tranjeros y los  auxiliares  que  transporten 
provisiones  para  ellos,  no  estarán  obligados  a 
presentar  el  indicado  manifiesto,  a menos  que 
lleven  otra  carga  consignada  al  Puerto. 

Artículo  122. — El  Capitán  expondrá  espe- 
cialmente en  el  manifiesto  si  irae  joyas,  oro  u 
otras  mercancías  valiosas  en  la  carga  consig- 
nada al  Puerto  y,  asimismo,  si  trae  explosivos 
u otras  mercancías  peligrosas  de  movilizare 
almacenar  que  deban  ser  depositadas  en 
almacenes  especiales.  Las  mercancías  men- 
cionadas en  este  artículo  serán  movilizadas 
y entregadas  a la  Aduana  con  las  precauciones 
que  determine  el  Reglamento.  La  falta  de 
expresión  especial  en  el  manifiesto  de  esas 
mercancías  será  penada  con  una  multa  que  no 
exceda  de  mil  quetzales,  sin  perjucio  de  las 
demás  responsabilidades  legales  que  procedan. 

Artículo  123. — El  manifiesto  puede  acom- 
pañarse de  los  documentos  suplementarios  que 
corrijan  las  diferencias  que  hayan  entre  las 
mercancías  expresadas  en  él  y las  que  efecti- 
vamente deban  de  ser  desembarcadas  en  el 
Puerto. 

Artículo  124. — El  manifiesto  .y  los  docu- 
mentos complementarios  serán  firmados  por 
el  Capitán  o por  la  persona  que  tenga  el  mando 
de  la  nave  o por  el  contador  o el  que  ha8a  sus 
veces.  Todo  manifiesto  o suplemento  entre- 
gado al  empleado  de  la  Aduana  que  haga  la 
visita  será  considerado  como  manifiesto  o 
suplemento  legal  fidedigno  y el  agente  de  la 
nave  no  podrá  objetar  la  validez  de  las 
rmas. 
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Artículo  125. — El  empleado  de  la  Aduana 
que  haga  la  visita  extenderá  en  la  forma  que 
señale  el  Reglamento,  recibo  al  Capitán  de  la 
nave  de  los  documentos  que  éste  le  entregue, 
poniendo  razón  firmada  por  él  en  cada  hoja 
de  los  ejemplares  originales  recibidos  en  que 
consten  los  detalles  que  el  mismo  Reglamento 
señale. 

Artículo  126. — Salvo  los  casos  de  fuerza 
mayor,  el  Capitán  de  una  nave  que  no  entre- 
gare los  documentos  requeridos  por  el  artículo 
120,  dentro  de  las  seis  horas  siguientes  a su 
recepción,  será  penado  con  una  multa  que  no 
exceda  de  mil  quetzales. 

Artículo  127. — Si  una  nave  se  viere  obligada 
por  fuerza  mayor  a fondear  en  un  Puerto  de 
Guatemala  que  no  fuere  el  de  su  destino,  el 
Capitán  presentará  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  siguientes,  una  declaración  formal  a la 
Aduana  sobre  las  circunstancias  de  su  arribada 
forzosa,  a no  ser  que  el  barco  se  encuentre  en 
inmediato  peligro.  En  este  caso  la  declaración 
será  presentada  tan  luego  como  las  circuns- 
tancias lo  permitan.  Si  la  nave  lleva  carga 
consignada  al  Puerto,  el  Administrador  de  la 
Aduana  podrá  permitir  su  descarga  antes  de 
habérsele  presentado  el  manifiesto  en  caso  de 
que  este  documento  o alguna  parte  de  la  carga 
hubiere  sido  perdida  o destruida.  Si  se 
concediere  tal  permiso,  los  empleados  de  la 
Aduana  anotarán  la  carga  a medida  que  se 
desembarque.  La  carga  que  no  esté  consig- 
nada al  Puerto  podrá  ser  desembarcada  y 
reembarcada  de  acuerdo  con  las  precauciones 
que  determine  el  Reglamento  y las  que  estime 
convenientes  el  Administrador,  sin  responsa- 
bilidad alguna  para  el  Gobierne.  Si  la  nave 
que  hubiere  traído  la  carga  no  estuviere  en 
condiciones  de  poder  cargarse  nuevamente, 
deberá  confiar  la  carga  a la  custodia  de  la 
Aduana,  entregándole  el  manifiesto  corres- 
pondiente. 

CAPITULO  TRIGESIMO  SEGUNDO 

PRECAUCIONES  PARA  EL  CONTROL  DE  LA  CARGA 
DE  LAS  NAVES 

Artículo  128.  — El  Director  General  de 
Aduanas,  cuando  lo  estime  conveniente,  podrá 
disponer  que  los  empleados  de  la  Aduana 
cierren  o fijen  sellos  en  los  bultos,  bodegas  o 
dependencias  de  una  nave  cuando  tengan 
motivos  para  presumir  que  las  mercancías  que 
contengan  puedan  ser  vendidas  en  el  Puerto. 

Artículo  129. — Si  se  rompiere  o destruyera 
algún  sello  fijado  de  coñformidad  con  el 
artículo  anterior,  sin  la  intervención  de  un 
empleado  competente  de  la  Aduana,  el  Capitán 
de  la  nave  será  penado  con  una  multa  que  no 
exceda  de  cien  quetzales  por  cada  sello  roto 
o destruido. 


Artículo  130. — Si  alguna  cerradura,  canda- 
do o cadena  puestos  por  los  empleados  de  la 
Aduana  para  asegurar  las  mercancías,  de 
conformidad  con  el  artículo  128,  fuere  roto  o 
retirado  sin  la  intervención  de  un  empleado 
competente  de  la  Aduana,  o si  se  sustrajeren 
clandestinamente  mercancías  de  los  lugares 
cerrados,  el  Capitán  de  la  nave  será  penado 
con  una  multa  que  no  exceda  da  quinientos 
quetzales,  sin  perjuicio  de  las  responsabilida- 
des criminales  a que  el  hecho  dé  lugar. 

Artículo  131. — Si  los  empleados  de  la 
Aduana  hallaren  en  una  nave  maletas,  cajones 
u otros  bultos  apartados  del  resto  de  la  carga 
o colocados  en  sitios  inusitados,  tomarán  nota 
detallada  de  cada  uno  de  estos  objetos  y 
llamarán  la  atención  del  Capitán,  quien  será 
penado  con  una  multa  que  no  exceda  de 
quinientos  quetzales  por  cada  bulto  de  los 
detallados  que  faltare, 

CAPITULO  TRIGESIMO  TERCERO 

PERMISOS  Y DESEMBARQUE 

Artíeulo  132. — Al  terminar  la  visita  de  la 
nave  y si  no  hubiere  objeción  por  parte  de 
alguno  de  los  funcionarios  mencionados  en  el 
artículo  115  de  esta  ley,  el  Administrador  de 
la  Aduana  o su  representante  dará  el  permiso 
para  el  desembarque  de  los  pasajeros  y las 
mercancías  detalladas  en  los  documentos  que, 
para  el  efecto,  se  hayan  entregado.  Sólo 
le  dará  permiso  para  la  descarga  de  otras 
mercancías  mediante  la  presentación  a la 
Aduana  de  un  manifiesto  complementario  de 
elas,  el  cual  debe  de  ser  entregado,  indefec- 
tiblemente, antes  de  verificar  su  desembarque. 

CAPITULO  TRIGESIMO  CUARTO 

FALTAS  Y PENAS  RESPECTO  AL  EMBARQUE  Y 
DESEMBARQUE 

Artículo  133. — Toda  persona  no  facultada 
por  la  ley,  que  se  embarque  o desembarque 
antes  de  que  se  hubiere  dado  el  permiso  respec- 
tivo, será  penada  con  una  multa  de  cinco  quet- 
zales y el  infractor  no  podrá  salir  de  la  zona 
primaria  de  la  Aduana  respectiva  mientras  no 
la  haya  hecho  efectiva,  sin  perjuicio  de  las' 
otras  responsabilidades  legales  que  procedan. 

Artículo  134 — El  Capitán  de  la  nave  será 
penado  con  una  multa  de  diez  quetzales,  por 
cada  persona,  que  entre  o salga  de  la  nave 
antes  de  que  se  haya  dado  el  permiso  para  el 
desembarque  de  los  pasajeros,  sin  perjuicio 
de  las  otras  responsabilidades  legales  que 
procedan. 

Artículo  135. — La  persona  que,  sin  autori- 
zación legal,  amarre  o atraque  lancha  u otra 
embarcación  a una  nave  antes  de  que  se  haya 
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dado  el  permiso  para  el  desembarque  de  los 
pasajeros,  será  penada  con  una  multa  de  cinco 
quetzales. 

Artículo  136. — Salvo  otras  disposiciones  de 
esta  ley,  no  se  permitirá  el  desembarque  de 
la  carga  de  una  nave  mientras  no  se  entregue 
el  manifiesto  correspondiente.  Tampoco  se 
permitirá  el  desembarque  de  los  pasajeros  o 
sus  equipajes,  mientras  no  se  entreguen  las 
las  listas  de  ellos  y las  declaraciones  de  sus 
equipajes. 

Artículo  137 Las  multas  mencionadas  en 

los  Capítulos  30,  31,  32  y 34,  serán  aplicadas 
por  el  Administrador  de  la  Aduana  respectiva 
y recaudadas  de  conformidad  con  la  presente 
ley  y su  Reglamento. 

CAPITULO  TRIGESIMO  QUINTO 

CONTROL  SOBRE  LA  CARGA,  DESCARGA,  MOVILI- 
ZACION Y ENTREGA  DE  MERCANCIAS 

Artículo  138. — La  nave  y su  consignatario 
o agente,  serán  mancomunada  y solidariamente 
responsables  por  la  entrega  a la  Aduana  o a 
la  persona  o empresa  legalmente  facultada  y 
autorizada  para  recibirlas,  de  todas  las  mer- 
cancías que  se  desembarquen  o que  aparezcan 
en  el  manifiesto  como  destinadas  al  puerto 
respectivo.  La  persona  o empresa  facultada 
para  hacerlo  que  haya  recibido  las  mercancías 
de  acuerdo  con  este  artículo,  será  responsable 
por  su  presentación  a la  Aduana  en  la  forma 
que  señale  el  Reglamento. 

Artículo  139. — Dentro  de  las  veinticuatro 
horas  siguientes  a la  terminación  de  la  des- 
carga de  la  nave  respectiva,  las  mercancías 
desembarcadas  serán  puestas  a disposición  de 
la  Aduana  para  su  recibo.  Si  se  presentaren 
mercancías  después  del  plazo  señalado,  el 
responsable  conforme  el  artículo  anterior,  será 
penado  con  la  multa  de  un  quetzal  por  cada 
veinticuatro  horas  o fracción  que  dure  la 
demora  en  la  presentación  de  cada  bulto,  a 
menos  que  pruebe  que  la  demora  se  debe  a 
motivos  justificados.  En  ningiín  caso,  sin 
embargo,  podrá  exceder  de  la  suma  de  cinco 
quetzales  la  multa  por  la  demora  en  la  presen- 
tación de  cada  bulto. 

Artículo  140 Las  multas  provistas  en  el 

artículo  anterior  serán  aplicadas  por  el  Ad- 
ministrador de  la  Aduana.  Si  una  multa  no 
ha  sido  pagada  dentro  de  los  cincos  días 
siguientes  a su  imposición,  la  persona  o em- 
presa multada  no  podrá  realizar  operación 
alguna  en  la  Aduana  hasta  que  la  haya  pagado, 
a menos  que  hubiere  apelado  y prestado 
garantía  para  pagarla  en  caso  que  no  sea 
revocada. 

Artículo  141.  — La  carga  y descarga  de 
provisiones  de  barcos  de  guerra  y transportes 
de  Potencias  extranjeras,  será  hecha  de  acuer- 
do con  las  disposiciones  que  para  el  efecto, 
dicte  el  Director  General  de  Aduanas. 


Artículo  142.  — Las  lanchas,  lanchones, 
botes  y demás  embarcaciones  que  puedan 
emplearse  en  el  acarreo  de  pasajeros  o mer- 
cancías dentro  de  la  zona  primaria  de  una 
Aduana,  fondearán  o anclarán  solamente  en 
los  sitios  que  para  ello  señale  el  Administrador. 

Artículo  143. — Cualquier  embarcación  a que 
se  refiere  el  artículo  anterior  que  no  fondeare 
o anclare  en  el  sitio  señalado  para  ello, 
incurrirá  en  una  multa  de  veinticinco  quetzales 
por  cada  infracción.  En  caso  de  haber  habido 
contrabando  de  las  mercancías  conducidas  en 
dicha  embarcación,  el  solo  hecho  de  haber 
fondeado  o anclado  ésta  fuera  del  sitio  señalado 
será  una  presunción  de  la  culpabilidad  de  sus 
propietarios  o patronos. 

Artículo  144. — Toda  mercancía  consignada 
a un  puerto  de  la  República  y toda  mercancía 
no  manifestada  que  fuese  encontrada  a. bordo 
de  una  nave,  queda  sometida  a las  disposiciones 
de  esta  ley,  desde  que  la  nave  entre  en  aguas 
territoriales  guatemaltecas. 

CAPITULO  TRIGESIMO  SEXTO 

DESEMBARQUE  DEL  LASTRE 

Artículo  145. — El  lastre  que  carezca  de 
valor  comercial  podrá  ser  desembarcado,  con 
permiso  del  Administrador  de  la  Aduana,  en 
las  circunstancias  que  determine  el  Regla- 
mento; pero  si  tiene  valor  comercial,  será 
considerado  como  cualquiera  otra  mercancía 
y deberá  ser  manifestado  y entregado  a la 
Aduana  si  se  pretende  desembarcarlo. 

TITULO  SEPTIMO 

MERCANCIAS  TRANSPORTADAS  POR  VIAS 
TERRESTRES 

CAPITULO  TRIGESIMO  SEPTIMO 

CONTROL  SOBRE  EL  TRANSPORTE  TERRESTRE 

Artículo  146. — Todo  carro  o vehículo  que 
entre  o salga  del  país,  al  llegar  a la  zona 
primaria  de  la  Aduana  o Resguardo  de  Fron- 
tera respectivo,  deberá  ser  presentado  a las 
autoridades  aduaneras  por  la  persona  o em- 
presa que  lo  conduzca  y sólo  podrá  movilizarse 
mediante  las  intrucciones  de  la  Aduana  o 
Resguardo. 

Artículo  147. — Con  las  salvedades  estable- 
cidas en  esta  ley  o el  Reglamento,  las 
mercancías  sujetas  a la  custodia  de  la  Aduana 
deberán  ser  transportadas  por  vías  terrestres 
en  carros  o vehículos  sellados  por  la  Aduana. 
Los  sellos  serán  colocados  en  el  tiempo,  lugar 
y manera  que  ordene  el  Director  General  y 
si  las  mercancías  no  se  conducen  en  vehículos 
cerrados,  esto  funcionario  podrá  ordenar  que 
sean  marcadas  en  la  forma  que  estime  con- 
veniente. 
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Artículo  148 Salvo  causa  de  fuerza  mayor, 

la  persona  o empresa  que  eluda  o impida  la 
colocación  de  sellos  o marcas  distintivas;  o que, 
sin  intervención  de  un  empleado  competente 
de  la  Aduana,  retire  o quebrante  los  sellos; 
que  borre  o altere  las  marcas;  que  retire  las 
mercancías  marcadas  o selladas  será  penada 
con  una  multa  que  no  exceda  de  doscientos 
quetzales,  sin  perjuicio  de  las  otras  respon- 
sabilidades a que  el  hecho  dé  lugar. 

CAPITULO  TRIGESIMO  OCTAVO 

MANIFIESTO  DE  TRANSPORTE  TERRESTRE 

Artículo  149 El  Conductor  o la  persona 

que  tenga  a su  cargo  el  tren  u otro  medio  de 
transporte  que  traiga  carga  del  exterior,  en- 
tregará al  empleado  competente  de  la  Aduana, 
el  número  de  ejemplares  del  manifiesto  de 
dicha  carga  que  exija  el  Reglamento.  Este 
manifiesto  deberá  estar  redactado  en  idioma 
español,  conteniendo  los  datos  que  requiera 
el  Reglamento  y será  firmado  por  el  conductor 
del  tren  o medio  de  transporte,  o por  la 
persona  que  tenga  a su  cargo  las  mercancías. 

Artículo  150. — La  persona  que  entregue  el 
manifiesto  conforme  al  artículo  anterior,  ex- 
pondrá especialmente  en  el  manifiesto  si  hay 
joyas,  oro  u otros  objetos  valiosos  entre  la 
carga;  si  hay  explosivos  u otras  mercancías 
peligrosas  de  movilizar  o almacenar  o que 
tengan  que  ser  depositadas  en  almacenes 
especiales.  Dichos  objetos  y mercancías  serán 
descarcados  y movilizados  de  acuerdo  con  el 
Reglamento. 

Artículo  151 — Si  el  manifiesto  presentado 
conforme  al  artículo  149,  no  estuviere  exten- 
dido en  la  forma  requerida  por  el  Reglamento 
o,  si  no  anotare  especialmente  la  presencia  de 
las  mercancías  a que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  el  responsable  será  penado  con  una 
multa  que  no  exceda  de  cincuenta  quetzales 
por  cada  infracción,  sin  perjuicio  de  las  demás 
responsabilidades  legales  que  procedan.  Estas 
multas  serán  aplicadas  por  el  Administrador 
de  la  Aduana  respectiva  y recaudadas  de 
conformidad  a esta  ley  y su  Reglamento. 
Si  una  multa  no  ha  sido  pagada  dentro  de  los 
cinco  días  siguientes  a su  imposición,  la 
persona  o empresa  multada  no  podrá  realizar 
operación  alguna  en  la  Aduana  hasta  que  la 
haya  pagado,  a menos  que  hubiere  apelado  y 
prestado  garantía  para  pagarla  en  caso  que 
no  sea  revocada. 

Artículo  152. — Las  mercancías  transporta- 
das por  vías  terrestres  en  tránsito,  .ya  sea  del 
interior  o del  exterior  de  la  República,  que 
deban  ser  entregadas  a una  Aduana,  serán 
resentadas  a ésta  dentro  del  término  y horas 
^ das  por  el  Reglamento. 


CAPITULO  TRIGESIMO  NOVENO 

PRESENTACION  DE  MERCANCIAS  IMPORTADAS  POR 
VIAS  TERRESTRES 

Artículo  153. — Las  Compañías  Ferrocarri- 
leras serán  responsables  de  la  entrega  a la 
custodia  de  la  Aduana  o Resguardo  corres- 
pondiente, de  todas  las  mercancías  importadas 
al  país  por  los  vehículos  que  corran  por  sus 
líneas.  En  caso  de  importación  de  mercancías 
por  vías  terrestres  por  otros  medios,  la  persona 
que  las  conduzca  o las  tenga  a su  cargo  al 
entrar  a los  límites  territoriales  de  la  Repú- 
blica, será  responsable  de  su  entrega  a la 
Aduana  o Re.“guardo  correspondiente. 

CAPITULO  CUADRAGESIMO 

MOVILIZACION  DE  MERCANCIAS  DENTRO  DE  LAS 
ZONAS  PRIMARIAS 

Artículo  154. — Salvo  el  transporte  en  ferro- 
carriles y embarcaciones  de  alta  mar,  el 
Consejo  Superior  de  Aduanas  reglamentará  la 
movilización  de  mercancías  dentro  de  las  zonas 
primarias  de  las  Aduanas,  pudiendo  exigir 
garantías  y otros  requisitos  y requerir  que 
los  vehículos  y embarcaciones  que  hagan  el 
transporte  dentro  de  dichas  zonas,  sean  matri- 
culados en  la  Aduana  para  conseguir  el  permiso 
correspondiente. 

TITULO  OCTAVO 

ENTREGA  DE  MERCANCIAS  A LA  ADUANA 

CAPITULO  CUADRAGESIMO  PRIMERO 

COMPROBACION  DE  LAS  MERCANCIAS  ENTREGADAS 

Artículo  156. — La  Aduana  respectiva  cote- 
jará con  los  documentos  que  las  amparen,  las 
mercancías  que  se  le  entreguen.  El  cotejo 
se  verificará  en  cualquier  instante  o lugar  y 
por  los  empleados  que  el  Administrador 
designe,  quienes  podrán  exigir  de  las  empresas 
de  transporte  o personas  que  conduzcan  las 
mercancías  la  exhibición  de  libros  y demás 
documentos  pertinentes. 

CAPITULO  CUADRAGESIMO  SEGUNDO 

RECEPCION  DE  MERCANCIAS  AVERIADAS 

Artículo  156. — Toda  mercancía  que  dé 
muestras  de  daño  o deterioro,  será  recibida 
como  mercancía  averiada.  Se  podrá  exigir 
que  dichas  mercancías  sean  examinadas  en  el 
acto  de  recibirlas  y en  la  presencia  de  la 
persona  o empresa  que  las  haya  entregado  o 
su  representante 
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CAPITULO  CUADRAGESIMO  TERCERO 

ENVASE  DE  LAS  MERCANOIAS 

Artículo  157. — Antes  del  aforo,  no  se  abrirá, 
sin  orden  escrita  del  Director  General  de 
Aduanas,  el  envase  de  las  mercancías  que  se 
encuentren  bajo  la  custodia  o autoridad  de  la 
Aduana,  no  se  alterará  ni  modificará  el  em- 
balaje original  en  forma  alguna,  salvo  lo 
dispuesto  en  los  artículos  166,  158,  159,  160, 
161  y 186. 

Artículo  158. — Las  mercancías  en  tránsito 
o destinadas  al  aprovisionamiento  de  las  naves, 
puedan  ser  reembaladas  en  las  circunstancias 
y forma  que  señale  el  Reglamento;  pero  en 
tal  caso  no  podrá  ser  introducida  al  país, 
ninguna  parte  de  dichas  mercancías. 

Artículo  159. — Cuando  por  defectos  de 
envase  de  ciertas  mercancías,  sea  necesaria 
su  protección  o la  protección  de  otras,  la 
Aduana  exigirá,  que  el  dueño  de  aquéllas 
proceda  a su  reembalaje  dentro  del  término 
que  señale;  y en  caso  de  que  no  se  cumpla  la 
prevención,  lo  hará  la  Aduana  a costa  del 
interesado. 

Artículo  160. — El  Administrador,  previa 
aprobación  del  Director  General  de  Aduanas, 
podrá  destruir  las  mercancías  depositadas  en 
la  Aduana,  que  a su  juicio  sea  una  amenaza 
para  la  salud  pública  o gravemente  peligrosas 
de  guardar,  almacenar  o manejar,  dando  cuenta 
por  escrito  a dicho  funcionario  del  resultado. 

Artículo  161. — El  dueño  o su  representante 
pueden  examinar  las  mercancías  depositadas 
en  la  Aduana  o tomar  muestras  de  ellas, 
mediante  los  pagos  y requisitos  que  determine 
el  Reglamento.  Sin  embargo,  en  ningún  caso, 
se  permitirá  tomar  muestras  más  de  una  vez 
de  un  mismo  lote  de  mercancías. 

CAPITULO  CUADRAGESIMO  CUARTO 

LISTA  DE  CONFRONTACIONES 

Artículo  162. — Todo  documento  que  justi- 
fique la  entrega  de  mercancías  conforme  al 
artículo  155,  será  afirmado  por  los  empleados 
de  la  Aduana  que  requiera  el  Reglamento. 

Artículo  163. — El  dueño  de  las  mercancías, 
la  persona  o empresa  que  responda  por  su 
presentación  a la  Aduana  o los  agentes  de 
ellos,  deberán  cotejarlas  simultáneamente  con 
los  empleados  de  la  Aduana  que  las  reciba. 
Dichas  personas  o agentes  manifestarán  y 
firmarán  su  conformidad  con  las  listas  de  las 
mercancías  recibidas  por  la  Aduana,  haciendo 
constar  las  diferencias  que  a su  juicio  existan. 
Si  se  negaren  a hacerlo,  no  tendrán  derecho 
a intervenir  en  el  cotejo  de  otras  mercancías. 

Artículo  164. — En  caso  de  que  los  interesa- 
dos, a que  se  refiere  el  artículo  anterior,  no 
asistan  por  cualquier  motivo  al  cotejo  que 
hagan  los  empleados  de  la  Aduana,  éste  se 


presumirá  exacto  y aquéllos  no  podrán  pro- 
testar contra  el  acto  ni  reclamar  por  las  multas 
que  hayan  sido  impuestas  por  diferencias  en 
las  mercancías  entregadas. 

Artículo  165. — Dentro  de  las  cuarenta  y 
ocho  horas  siguientes  a la  recepción  de  las 
mercancías,  el  Guardalmacén  respectivo  revi- 
sará los  documentos  que  se  emplearon  en  su 
cotejo,  hará  las  anotaciones  necesarias  y pondrá 
constancia  de  ello  bajo  su  firma.  Los  docu- 
mentos así  firmados  constituirán  la  prueba 
auténtica  del  recibo  de  las  mercancías  por  la 
Aduana  y,  sin  orden  escrita  del  Director 
General,  no  podrán  modificarse  en  forma 
alguna,  salvo  la  corrección  de  errores  de 
detalle  a que  se  refiere  el  artículo  167. 

CAPITULO  CUADRAGESIMO  QUINTO 

COMPROBACION  DEL  MANIFIESTO 

Artículo  166. — Los  documentos  que  com- 
prueben el  recibo  de  las  mercancías  a que  se 
refiere  el  artículo  anterior,  serán  comparados 
con  el  manifiesto  de  las  mercancías  que, 
conforme  a él,  debían  entregarse  y se  exten- 
derá un  informe  que  exprese  si  hay  o no 
discrepancias;  en  el  primer  caso  comprenderá 
las  diferencias  que  se  noten,  los  bultos,  sus 
números,  marcas,  nombres  del  remitente  y 
consignatario  y los  demás  elementos  que 
indentifiquen  las  mercancías. 

CAPITULO  CUADRAGESIMO  SEXTO 

CANCELACION  DEL  MANIFIESTO 

Artículo  167. — Dentro  de  los  cinco  días 
hábiles  siguientes  a la  conclusión  de  la  entre- 
ga de  las  mercancías  a la  Aduana,  el  Consig- 
natario o agente  de  la  nave,  tren  u otro 
medio  de  transporte  respectivo  presentará  al 
Administrador  de  la  Aduana  una  solicitud 
para  la  cancelación  del  manifiesto  correspon- 
diente, en  la  cual  harán  constar  cualesquiera 
discrepancias  que  se  hayan  notado  entre  las 
mercancías  anotadas  en  el  manifiesto  y las 
que  hubieren  sido  recibidas  en  la  Aduana, 
dando  las  explicaciones  del  caso.  Si  se  com- 
prueba a la  satisfacción  del  Guardalmacén  y 
del  Administrador  de  la  Aduana,  que  cual- 
quier diferencia  que  exista  se  deriva  de 
errores  en  la  relación  o anotación  de  marcas, 
números  u otros  elementos  de  identificación 
de  las  mercancías,  el  Administrador  ordenará 
la  debida  rectificación  en  el  manifiesto  y los 
documentos  respectivos. 

Artículo  168. — Dentro  de  los  siete  días 
siguientes  a la  conclusión  de  la  entrega  de  las 
mercancías  a la  Aduana,  el  Administrador 
procederá  a cancelar  el  manifiesto  corres- 
pondiente, tomando  en  consideración  la  res- 
pectiva solicitud  para  su  cancelación  en  caso 
que  ésta  haya  sido  recibida  dentro  de  los 
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cinco  días  señalados  por  el  artículo  anterior. 
Al  cancelar  el  manifiesto,  el  Administrador 
otorgará  recibo  deñnitivo  por  las  mercancías 
recibidas  por  la  Aduana,  y aplicará  las  mul- 
tas por  defectos  o excesos  en  la  entrega 
de  las  mercancías  conforme  a los  artículos 
169  y 171. 

CAPITULO  CUADRAGESIMO  SEPTIMO 

MULTAS  POR  DEFECTOS  T EXCESOS 

Artículo  169. — Si  las  mercancías  expresa- 
das en  el  manifiesto  o sus  complementos  que 
deban  ser  entregados  a la  Aduana,  no  lo  fue- 
ran de  conformidad  a esta  ley,  la  persona  o 
empresa  que  deba  responder  por  su  entrega 
será  penada  con  una  multa  equivalente  al 
duplo  de  los  derechos  de  Aduana  calculados 
sobre  las  mercancías  no  entregadas  pero  dicha 
multa  en  ningún  caso  será  menor  de  cinco 
quetzales. 

Artículo  170. — Si  la  persona  o empresa 
responsable  de  la  entrega  de  las  mercancías 
no  presentare  el  conocimiento  de  embarque  u 
otros  documentos  que  el  Administrador  de 
la  Aduana  requiera,  para  fijar  o calcular  la 
naturaleza,  cantidad,  valor  o derechos  de  las 
mercancías  omitidas,  el  Administrador  calcu- 
lará los  derechos  y determinará  las  multas 
con  los  datos  que  tenga  a su  alcance. 

Artículo  l7l. — Si  se  entregaren  a la  Aduana 
mercancías  que  no  aparezcan  en  el  correspon- 
dinete  manifiesto  o sus  suplementos,  la  perso- 
na o empresa  responsable  será  penada  con 
una  multa  equivalente  a los  derechos  que 
graven  dichas  mercancías. 

Artículo  172. — Las  multas  aplicadas  de 
conformidad  a los  artículos  169  y 171,  serán 
pagadas  dentro  de  los  cinco  días  hábiles 
siguientes  a su  imposición.  Vencido  este 
término,  la  persona  o empresa  multada  no 
podrá  efectuar  ninguna  operación  aduanera 
hasta  que  la  multa  hubiera  sido  pagada  o 
revocada,  a menos  que  hubiere  reclamado 
contra  la  multa  y prestado  garantía  para 
pagarla  en  caso  que  no  sea  revocada. 

CAPITULO  CUADRAGESIMO  OCTAVO 

RECLAMOS  CONTRA  LAS  MULTAS  REFERENTES 
AL  MANIFIESTO 

Artículo  173. — Los  reclamos  contra  las 
multas  impuestas  en  virtud  de  los  artículos 
169  y 171,  deberán  presentarse  al  Consejo 
Superior  de  Aduanas,  dentro  de  los  diez  días 
hábiles  después  de  su  imposición,  con  las 
pruebas  correspondientes,  pero  cuando  lo 
estime  necesario,  el  Consejo  podrá  permitir 
la  presentación  de  las  pruebas  dentro  de  un 
plazo  adicional  que  no  exceda  de  seis  meses. 
El  Consejo  Superior  podrá  derogar,  aprobar 


o modificar  dichas  multas,  y referente  a ellas 
su  decisión  será  inapelable.  En  ningún  caso 
se  tomarán  en  cuenta  los  reclamos,  si  no  se 
hubiere  presentado  la  solicitud  de  cancelación 
del  manifiesto  dentro  del  término  señalado 
en  el  artículo  167.  Tampoco  se  tomará  en 
cuenta  si  no  se  han  pagado  las  multas  o se  ha 
prestado  garantía  para  pagarlas  en  caso  que 
no  sean  revocadas. 

Artículo  174. — Los  reclamos  a que  se  refiere 
el  artículo  anterior,  contra  las  multas  impues- 
tas en  virtud  del  artículo  169,  podrán  fundarse 
solamente  en  las  siguientes  causas: 

1^— En  exceder  la  multa  impuesta  de  la  suma 
que  legalmente  corresponda,  por  error  en 
el  avalúo  o aforo  de  las  mercancías  o en  el 
cálculo  de  los  derechos  que  las  graven; 

2?' —En  haber  sido  entregadas  en  forma  legal 
las  mercancías  que  se  dicen  haberse  omitido; 
3^ — En  no  haber  sido  entregadas  las  mercan- 
cías omitidas  por  causa  de  fuerza  mayor; 
4^ — En  haber  sido  totalmente  perdidas  o des- 
truidas las  mercancías  omitidas  por  causas 
ajenas  a la  persona  o empresa  que  las  con- 
duzcan, sin  colusión  por  parte  de  éstas,  sus 
agentes,  representantes  o empleados; 

5?’ — En  haber  sido  entregadas  las  mercancías 
omitidas,  en  otra  Aduana  de  la  República, 
en  el  curso  del  mismo  viaje  de  la  nave, 
tren  u otro  medio  de  transporte  que  las 
condujo;  y, 

6^ — En  haber  sido  entregadas  las  mercancías 
omitidas,  en  algún  lugar  extranjero  en  el 
curso  del  mismo  viaje  de  la  nave,  tren  u 
otro  medio  de  transporte  que  las  condujo. 
Artículo  175. — Los  reclamos  a que  se  refie- 
re el  artículo  173,  contra  las  multas  impuestas 
en  virtud  del  artículo  171,  podrán  fundarse 
solamente  en  las  siguentes  causas: 

1^ — En  exceder  la  multa  impuesta  a la  suma 
que  legalmente  corresponda,  por  error  en 
el  avalúo  o aforo  de  las  mercancías  o en  el 
cálculo  de  los  derechos  que  las  graven; 

2^ — En  haber  sido  otorgado  por  la  Aduana, 
el  permiso  para  el  desembarque  de  las 
mercancías  entregadas  por  error; 

3^ — En  no  haber  sido  entregadas,  efectiva- 
mente, las  mercancías  que  se  dicen  haberse 
recibido  en  exceso;  y, 

4^ — En  haber  sobrado  las  mercancías  por 
error  u omisión  involuntaria,  Al  compro- 
barse esta  circunstancia,  a la  satisfacción 
del  Consejo  Superior,  la  multa  aprobada 
por  éste  no  excederá  de  diez  quetzales. 

TITULO  NOVENO 

EMBARQUES,  REEMBARQUES  T TRANSBORDOS 

CAPITULO  CUADRAGESIMO  NOVENO 

Artículo  176. — Las  mercancías  que  deban 
embarcarse  o reembarcarse  serán  despachadas 
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por  la  Aduana,  mediante  una  póliza  extendida 
en  la  forma  y con  los  requisitos  que  señale  el 
Reglamento. 

Artículo  177. — Salvo  los  transbordos  entre 
barcos  de  guerra,  entre  transportes  de  provi- 
siones para  ellos,  y entre  aquéllos  y éstos, 
los  que  se  verifiquen  entre  otras  naves  se 
efectuarán  sólo  con  previa  autorización  del 
Administrador  de  la  Aduana  respectiva,  dada 
en  virtud  de  solicitud  escrita  hecha  al  efecto. 

Artículo  178. — Cuando  se  embarquen  o 
reembarquen  mercancías  sujetas  al  pago  de 
derechos,  el  Director  General  de  Aduanas 
podrá  exigir  que  cada  bulto  o unidad  sea 
rotulado  en  la  forma  que  él  determine. 

Artículo  179.' — En  el  reembarque  de  mer- 
cancías, los  daños,  deterioros  y mermas  visibles 
se  harán  constar  por  la  Aduana  en  la  póliza 
respectiva,  sin  que  por  esas  causas,  sea 
permitido  excluirlas  de  ésta,  ni  hacer  modifi- 
cación alguna  en  las  marcas  o números  de  los 
bultos. 

Artículo  180 — A petición  de  quien  corres- 
ponda entregar  las  mercancías  a la  Aduana, 
podrá  ésta  permitir  que  se  excluyan  de  las 
listas  de  recibo  los  bultos  cuyas  marcas 
prueben  que  fueron  entregadas  por  error  por 
ser  destinados  a otro  puerto  o lugar  y en  tal 
caso,  deben  ser  devueltos  inmediatamente  a la 
nave.  Si  ésta  hubiera  terminado  sus  faenas 
en  el  puerto,  su  agente  deberá  indicar  a la 
Aduana  por  escrito,  dentro  de  seis  días,  si  los 
bultos  presentados  por  error  van  a ser  reem- 
barcados o si  deben  tenerse  como  importados 
al  país.  Si  el  agente  no  diere  tal  aviso,  las 
mercancías  se  tendrán  como  importadas.  En 
el  caso  de  darse  aviso  que  los  bultos  van  a ser 
reembarcados,  y no  lo  fueran  dentro  de  sesenta 
días,  se  presumirán  abandonadas  las  mercan- 
cías que  contengan. 

En  la  misma  forma  debe  procederse  en  e 
caso  de  la  presentación  de  mercancías  por 
error  en  las  Aduanas  de  Frontera;  pero  su 
reexportación  debe  verificarse  dentro  del 
término  de  los  seis  días  señalados  para  dar  el 
aviso  ya  expresado.  Vencido  ese  término  las 
mercancías  se  tendrán  como  importadas  al  país 
y sujetas  a las  disposiciones  de  esta  ley. 

Artículo  181. — El  reembarque  o devolución 
de  mercancías  de  acuerdo  con  el  artículo 
anterior  será  causa  para  levantar  las  multas 
impuestas  conforme  al  artículo  I7l  por  la 
entrega  a la  Aduana  de  mercancías  no  mani- 
festadas; pero  si  se  comprobare  posteriormente 
que  dichas  mercancías  fueron  manifestadas 
para  la  Aduana  respectiva,  el  permiso  otorga- 
do para  su  reembarque  o devolución  no  obstará 
para  la  imposición  de  las  multas  previstas  en 
el  artículo  169.  , 


TITULO  DECIMO 
CAPITULO  QUINCUAGESIMO 

ABANDONO  VOLUNTARIO  DE  LAS  MERCANCIAS 

Artículo  182. — Antes  de  que  se  liquide  la  pó- 
liza de  importación  en  que  se  solicite  el  aforo 
y despacho  de  mercancías  bajo  la  custodia  de 
la  Aduana,  el  interesado  podrá  abandonarlas 
por  lotes  y bultos  enteros,  salvo  lo  dispuesto 
en  el  artículo  184. 

Artículo  183. — Mientras  se  practica  el  aforo 
y antes  de  que  se  liquide  la  póliza  de  importa- 
ción respectiva,  el  interesado  podrá  abandonar 
las  mercancías  en  cualquier  cantidad,  salvo  lo 
dispuesto  en  el  artículo  184. 

Artículo  184.  — No  se  podrá  abandonar 
ninguna  mercancía  comprendida  en  un  lote  en 
el  cual  haya  sido  aceptado  por  el  interesado  el 
porcentaje  de  rebaja  en  el  peso  o cantidad  que 
la  ley  conceda  con  motivo  de  avería.  Se 
considerará  aprovechada  tal  rebaja,  siempre 
que  el  interesado  no  la  haya  rehusado  por 
escrito  en  la  póliza  respectiva,  antes  que  ésta 
hubiere  sido  presentada  a la  Aduana. 

Artículo  185. — El  abandono  voluntario  se 
efectuará  mediante  aviso  escrito  del  interesado 
al  Administrador  de  la  Aduana  respectiva. 
Se  considerará  dado  tal  aviso  desde  la  fecba 
y hora  de  su  presentación  a la  Aduana,  des- 
pués de  lo  cual  no  podrá  ser  retirado. 

Artículo  186.— En  caso  que  el  dueño  decida 
conservar  la  totalidad  o parte  de  un  lote  de 
mercancías  averiadas,  se  permitirá  se  reem- 
balaje, tomando  razón  en  la  póliza  respectiva 
de  las  marcas,  números  u otras  señales  distin- 
tivas de  los  bultos  conservados  y de  lo  que  se 
haya  dispuesto  respecto  a los  embalajes  pri- 
mitivos. 

TITULO  UNDECIMO 
CAPITULO  QUINCUAGESIMO  PRIMERO 

NAUFRAGIO  Y LAS  ESPECIES  PROCEDENTES  DE  EL 

Artículo  187. — En  caso  de  ocurrir  un 
naufragio  en  aguas  territoriales,  el  Adminis- 
trador de  la  Aduana  más  próxima  prestará 
toda  la  ayuda  que  le  sea  posible  para  salvar  a 
los  pasajeros,  la  tripulación  y el  cargamento 
de  la  nave  y tomará  a su  cargo  las  mercancías 
salvadas.  Puede  hacerse  representar  en  el 
salvamento  por  uno  o dos  empleados  de  la 
Aduana  que  designe,  quienes  revisarán  y 
firmarán  el  inventario  respectivo  y otorgarán 
recibo  de  las  mercancías. 

Artículo  188. — Las  mercancías  procedentes 
de  naves  náufragas  o abandonadas  fuera  de 
las  aguas  territoriales  y recogidas  en  alta  mar 
podrán  ser  presentadas,  con  el  manifiesto 
respectivo,  a una  Aduana  Marítima]  de  la 
República  y allí  serán  conservadas  hasta  que 


1154 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


sean  reclamadas  en  forma  legal;  pero  si  no 
fueren  reclamadas  dentro  de  noventa  días,  se 
presumirán  abandonadas  a favor  del  Fisco. 

Artículo  189. — Las  mercancías  recogidas  en 
el  mar,  en  la  playa  o procedente  de  una  nave 
náufraga,  serán  consideradas  como  extranjeras. 
Si  el  interesado  reclamare  que  son  nacionales 
o nacionalizadas  y,  por  lo  tanto,  libres  de 
derechos  de  importación,  presentará  pruebas 
satisfactorias  al  Administrador  de  la  Aduana 
para  que  así  se  declare. 

Artículo  190. — Si  el  dueño  de  la  nave 
naufragada  en  aguas  territoriales  deseare 
exportar  o reexportar  los  restos  de  la  nave 
o su  cargamento,  podrá  hacerlo,  mediante 
permiso  del  Director  General  de  Aduanas, 
después  de  que  se  haya  efectuado  el  examen 
e inspección  adecuados.  Si  el  propietario 
abandona  la  nave  o su  cargamento,  esta 
facultad  podrá  ser  ejercida  por  los  dueños, 
consignatarios  o aseguradores  de  éste  o por 
los  aseguradores  de  la  nave  que  tengan  el 
correspondiente  interés  legal. 

Por  restos  de  la  nave  náufraga  se  entende- 
rán el  casco  y aparejo  con  todas  sus  existen- 
cias y accesorios,  tales  como  cables,  cadenas, 
anclas  y otros  artículos  propios  de  la  misma. 

LIBRO  TERCERO 

PROCEDIMIENTOS  DE  ADUANA 

TITULO  DUODECIMO 

DESPACHO  DE  MERCANCIAS  EN  GENERAL 

CAPITULO  QUINCUAGESIMO  SEGUNDO 

FORMA  r CONTENIDO  DE  LAS  POLIZAS 

Artículo  191. — En  todos  los  caso  de  despa- 
cho de  mercancías  bajo  la  custodia  o autoridad 
de  la  Aduana,  ésta  exigirá  la  presentación 
de  la  póliza  respectiva,  redactada  en  idioma 
español  y extendida  con  las  modalidades  y 
ejemplares  que  requiera  el  Reglamento,  sin 
que  puedan  exceptuarse  de  este  requisito  las 
mercancías  libres  de  derechos  o las  exentas 
en  virtud  de  alguna  ley  o disposición  especial, 
y quienquiera  que  sea  el  dueño  o consignata- 
rio, ni  aun  el  Gobierno,  sus  agentes  y fun- 
cionarios. 

Artículo  192. — Las  pólizas  en  que  se  soli- 
cite el  despacho  de  mercancías  exentas  de 
derechos  en  virtud  de  alguna  ley,  contrato  o 
disposición  especial,  se  acompañarán  de  los 
documentos  que  exija  esta  ley  y su  Regla- 
mento para  justificar  dicha  exención. 

Artículo  193 — Todas  las  pólizas  indicarán 
la  fecha  de  su  presentación,  el  nombre  del 
dueño  o consignatario  de  las  mercancías  y 
serán  firmadas  por  éste  o su  representante 
debidamente  autorizado. 


Artículo  194. — Además  de  los  datos  reque- 
ridos por  el  Reglamento,  las  respectivas  póli- 
zas contentrán  los  siguientes: 

1'? — -Nombre  y nacionalidad  de  la  nave  que 
haya  transportado  las  mercancías  al  país  o 
que  haya  de  transportarlas  de  éste.  En 
caso  de  que  el  transporte  se  efectúe  de  otra 
manera,  se  expresará  el  medio  del  trans- 
porte y los  demás  datos  pertinentes; 

2? — La  fecha  de  las  llegada  de  las  mercancías 
al  país  y el  país  de  su  origen; 

3° — La  clase  y cantidad  de  los  bultos  con  sus 
respectivas  marcas  o números;  o los  datos 
necesarios  para  identificar  las  mercancías 
en  caso  de  transporte  a granel; 

4° — La  declaración  del  valor  de  las  mercan- 
cías, el  peso  en  kilogramos  y,  según  el 
caso,  la  cuantía  o medida  de  cada  unidad 
o unidades  que,  conforme  al  Arancel  de 
Aduanas,  sirva  de  base  para  el  cobro  de  los 
derechos  respectivos,  a menos  que  el  des- 
pacho se  solicite  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  el  artículo  196;  y, 

5° — La  especificación  de  la  naturaleza  de  las 
mercancías,  a menos  que  el  despacho  se 
solicite  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el 
artículo  196. 

Artículo  195. — Las  declaraciones  previstas 
en  los  incisos  4°  y 5°  del  artículo  anterior 
deberán  hacerse  de  cada  bulto  por  separado, 
debiendo  expresarse  en  distinto  renglón  las 
mercancías  de  distintas  clases  o que  tuvieren 
diferentes  aforos,  a menos  que  varios  bultos 
contengan  mercancías  de  la  misma  clase  y 
sujetas  al  mismo  derecho,  en  cuyo  caso  se 
permitirá  la  declaración  en  lote  de  estos 
bultos. 

Artículo  196. — Las  declaraciones  previstas 
en  el  inciso  5°  del  artículo  194  con  respecto 
a la  naturaleza  de  las  mercancías,  deberán 
hacerse  de  la  siguiente  manera; 

1^ — En  las  pólizas  de  reembarque  y de  trán- 
sito, sea  para  el  interior  o para  el  exterior, 
las  declaraciones  se  harán  de  acuerdo  con  la 
descripción  de  las  mercancías  que  aparezcan 
en  el  conocimiento  de  embarque  respectiv’o 
o en  el  manifiesto  de  la  nave  u otro  medio 
de  transporte  en  que  hayan  llegado  al  país; 
2^ — En  las  pólizas  de  exportación  las  decla- 
raciones se  harán  de  acuerdo  con  los  térmi- 
nos del  Arancel  aduanero  o de  la  ley  que 
establezca  el  impuesto  sobre  su  exportación. 
Si  se  trata  de  mercancías  no  sujetas  al  pago 
de  derechos  de  exportación,  las  declaraciones 
se  harán  con  arreglo  a los  términos  y voca- 
bulario usados  en  la  estadística  nacional; 
3^— En  las  pólizas  de  importación,  o sea  el 
despacho  de  las  mercancías  para  su  consu- 
mo en  el  país,  las  declaraciones  se  harán 
de  acuerdo  con  los  términos  usados  en  el 
Arancel  aduanero  o en  las  disposiciones  del 
Consejo  Superior  de  Aduanas  que  esta- 
blezca aforos  provisionales.  , 
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Artículo  197. — Cuando  en  la  póliza  respec- 
tiva, el  interesado  solicite  el  despacho  sin 
hacer  declaración  de  la  naturaleza  y peso  de 
las  mercancías  y,  si  la  ley  lo  requiere,  su 
cuantía  o medida,  el  aforo  de  éstas  se  verifi- 
cará conforme  al  examen  y calificación  que 
de  ellas  haga  el  Vista,  quien  en  tal  caso 
aplicará  e incluirá  en  la  póliza,  un  recargo  del 
veinte  por  ciento  sobre  los  derechos  que 
correspondan  a las  mercancías  así  aforadas. 
Esta  regla  no  se  aplicará  a las  importaciones 
por  medio  del  Correo,  las  cuales  se  rigen  por 
las  disposiciones  del  artículo  240. 

Artículo  198. — No  se  incluirán  en  una 
póliza,  mercancías  transportadas  para  su  im 
portación  o exportación  en  más  de  una 
nave.  Tampoco  se  incluirán  en  una  póliza 
de  importación,  bultos  procedentes  de  dife- 
rentes países,  o fracción  del  contenido  de  un 
bulto,  salvo  esto  último,  en  los  casos  previstos 
por  los  artículos  158  y 183  de  esta  Ley. 

CAPITULO 

QUINCUAGESIMO  TERCERO 

PRESENTACION  DE  LA  POLIZA 

Artículo  199. — Salvo  disposiciones  contra- 
rias en  el  Reglamento,  la  póliza  y los  docu- 
mentos que  deban  acompañarla  se  presentarán 
a la  Aduana  a que  corresponda  el  despacho  de 
las  mercancías  expresadas  en  ella. 

Artículo  200. — La  Aduana  no  aceptará  las 
pólizas  que  no  estén  preparadas  en  la  forma 
que  dispone  esta  Ley  y su  Reglamento,  las  que 
den  muestras  de  haber  sido  alteradas  o modi- 
ficadas de  alguna  manera  o aquellas  cuyos 
diversos  ejemplares  no  sean  iguales  entre  sí. 

Artículo  201. — Las  pólizas  se  presentarán 
acompañadas  de  los  documentos  necesarios 
para  comprobar  el  derecho  del  solicitante  en 
las  mercancías  cuyo  despacho  se  solicite.  En 
caso  que  no  se  presenten  tales  documentos,  el 
Administrador  de  la  Aduana  respectiva,  previa 
garantía  que  exija  equivalente  al  valor  de  las 
mercancías,  podrá  permitir  la  acotación  de  la 
póliza  y el  retiro  consiguiente  de  las  mercan- 
cías en  la  forma  establecida  por  esta  Ley. 
Dicha  garantía  responderá  de  la  presentación 
de  los  documentos  faltantes,  dentro  del  plazo 
que  se  señale  y también  por  la  indemnización 
de  los  perjuicios  que  se  irroguen  al  Gobierno, 
al  dueño  o al  interesado  legítimo  por  la  entre- 
ga indebida  de  las  mercancías. 

Artículo  202. — Para  los  efectos  del  despacho 
de  las  mercancías  consignadas  a la  orden,  se 
presumirá  dueño  de  las  mismas  a la  persona  o 
empresa  que  las  haya  transportado  o entregado 
a la  Aduana,  hasta  que  se  haya  presentado  el 
correspondiente  conocimiento  o documento 
debidamente  endosado  por  tal  persona  o em- 
presa o por  el  embarcador  o su  representante. 


Artículo  203. — Los  que  habitualmente  pro- 
cedan como  agentes  aduanales  en  el  despacho 
de  mercancías  para  otras  personas,  sólo  podrán 
ejercer  este  oficio  previa  licencia  del  Director 
General  de  Aduanas,  de  conformidad  con  las 
disposiciones  del  Reglamento. 

Artículo  204. — Si  la  póliza  está  preparada 
y presentada  de  acuerdo  con  esta  Ley  y su 
Reglamento,  será  aceptada  y se  le  dará  el  núme- 
ro que  corresponde,  el  cual  se  marcará  en 
cada  uno  de  sus  ejemplares.  Además  se  marcará 
en  cada  uno  de  ellos,  la  fecha  y hora  en  que  se 
haya  recibido  y los  datos  pertinentes  se  regis- 
trarán en  el  libro  o libros  que  para  el  efecto 
se  lleven,  en  la  forma  que  determine  el 
Reglamento. 

Una  vez  aceptada  la  póliza,  el  interesado 
no  podrá  recogerla  ni  retirar  los  documentos 
que  la  acompañen  y quedará,  desde  entonces, 
sujeto  a las  consecuencias  legales. 

Artículo  205. — Salvo  lo  dispuesto  en  el 
artículo  232,  el  empleado  de  la  Aduana  que 
acepte  la  póliza,  responderá  al  Gobierno  de  su 
forma  correcta  y de  la  autenticidad  de  los  docu- 
mentos que  haya  admitido  para  comprobar  el 
interés  legítimo  en  las  mercancías  detalladas 
y el  derecho  que  tenga  la  persona  que  haya 
solicitado  el  despacho. 

CAPITULO 

QUINCUAGESIMO  CUARTO 

PREPARACION  DE  LAS  MERCANCIAS  PARA  EL 
EXAMEN  Y AFORO 

Artículo  206. — Dentro  de  las  veinticuatro 
horas  siguientes  al  momento  en  que  el  Jefe  de 
almacenes  o en  su  defecto  el  Guardalmacén 
respectivo,  haya  recibido  la  póliza  aceptada, 
se  presentarán  los  bultos  detallados  en  ella 
para  su  examen  y aforo  en  la  forma  que  deter- 
mine el  Reglamento. 

Artículo  207 Toda  mercancía  que,  habien- 

do sido  recibida  por  la  Aduana,  no  se  presen- 
tare para  el  examen  o aforo  dentro  del  término 
señalado  en  el  artículo  anterior,  se  presumirá 
perdida  y procederán  las  responsabilidades 
establecidas  en  los  artículos  99  y 100. 

El  empleado  que  debe  hacer  la  presentación, 
anotará  en  la  póliza  respectiva,  las  mercancías 
que  falten,  las  cuales  quedarán  excluidas,  en 
esa  oportunidad,  del  aforo  correspondiente  y 
de  las  multas  por  defectos  de  peso  medida  o 
cuantía. 

Artículo  208. — En  el  caso  de  que  aparezcan 
posteriormente  las  mercancías  que  se  tengan 
como  perdidas  conforme  al  artículo  anterior, 
se  pondrán  a disposición  de  su  dueño  y podrán 
ser  despachadas  legalmente,  previa  devolución 
al  Fisco  de  las  sumas  que  éste  hubiere  pagado 
a título  de  indemnización. 

De  la  suma  que  devuelva  el  dueño,  se  desti- 
nará la  parte  necesaria  para  reembolsar  al 
empleado  responsable  que,  conforme  al  ar- 
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■tículo  100,  hubiere  indeoinizado  al  Fisco.  De 
igual  manera  tal  empleado  será  reembolsado 
con  la  parte  necesaria  de  la  suma  que  se 
obtenga  por  la  venta  de  las  mercancías  cuyo 
despacho  rehusare  pedir  el  dueño. 

CAPITULO 

QUINCUAGESIMO  QUINTO 

AFORO  DE  LAS  MERCANCIAS 

Artículo  209 Todas  las  mercancías  que 

despache  la  Aduana,  estén  sujetas  o no  a 
derechos  o libradas  de  ellos  en  virtud  de  leyes 
especiales  u órdenes  de  franquicia,  deberán 
ser  aforadas  conforme  al  procedimiento  que 
esta  Ley  y su  Reglamento  determinen. 

Artículo  210.  — El  Administrador  de  la 
Aduana,  al  ser  aceptada  la  póliza,  designará  a 
uno  o más  Vistas  para  examinar  las  mercancías 
detalladas  en  ella  y aplicar  los  derechos  y 
otros  cargos  que  resulten.  Podrán  presenciar 
esta  operación,  el  interesado  o su  represen- 
tante, pero  su  presencia  no  será  necesaria  y 
el  Vista  podrá  verificarla  en  caso  de  que  no 
asistan  al  acto. 

Artículo  211. — Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  el  Director  General, 
el  Subdirector,  el  Auditor  Inspector,  los  res- 
pectivos Administradores  o los  demás  emplea- 
dos facultados  por  el  Director  General,  podrán 
registrar  y aforar  de  nuevo,  por  sí  o por  los 
empleados  que  designen,  las  mercancías  expre- 
sadas en  cualquier  póliza,  las  veces  que  lo 
crean  necesario  o conveniente. 

Artículo  212 El  empleado  que  efectúe  el 

aforo,  responderá  con  sus  garantías: 

1 —  De  ser  correcta  la  declaración  de  la  natu- 
raleza de  las  mercancías  detalladas  en  la 
póliza;  en  caso  contrario,  de  la  anotación 
exacta  de  su  verdadera  naturaleza; 

2 —  Por  la  anotación  exacta  del  peso,  cuantía 
o medida,  según  el  caso,  de  las  mercancías 
expresadas  en  la  póliza  que  resulten  al 
practicar  el  registro; 

3.  — Por  la  fiel  aplicación  del  Arancel  aduanero 

a las  mercancías  que  se  registren  y de  la 
correcta  anotación  de  los  aforos  y demás 
cargos  correspondientes;  y, 

4.  — Por  la  correcta  anotación  en  la  póliza  de 

todas  las  diferencias  entre  lo  declarado  en 
ella  y lo  que  resulte  al  practicar  el  registro, 
las  cuales  den  motivo  para  la  aplicación 
de  cualquiera  de  las  multas  previstas  en 
los  artículos  252,  253,  254,  257,  258,  260 
y 261. 

Artículo  213 El  Administrador  de  la 

Aduana  respectiva  podrá  exigir  al  dueño  de 
las  mercancías  o a su  agente,  que  comparezca 
a dar  las  explicaciones  que  se  requieran  para 
determinar  la  verdadera  naturaleza  de  las 
mercancías  cuyo  aforo  se  esté  practicando. 
Las  personas  que  rehúsen  hacerlo  dentro  de 
cuarenta  y ocho  horas,  no  podrán  reclamar  de 


los  aforos  aplicados  ni  de  las  multas  que  hayan 
sido  impuestas  relativas  a la  importación  o 
exportación  de  las  mercancías. 

Artículo  214. — Si  al  determinar  el  aforo 
que  corresponde  a las  mercancías  el  Adminis- 
trador u otro  funcionario  legalmente  facultado, 
ordena  la  modificación  del  fijado  por  el  Vista 
respectivo,  a petición  de  éste,  se  dejarán 
muestras  auténticas  de  las  mercancías  de  que 
se  trate.  Si  posteriormente  se  establece  que  el 
aforo  fijado  por  el  Vista  es  correcto,  su  respon- 
sabilidad sobre  esta  materia  cesa  y pasa  al  que 
haya  ordenado  la  modificación. 

Artículo  215 Las  mercancías  legalmente 

importadas  y posteriormente  exportadas  po- 
drán importarse  nuevamente  como  nacionali- 
zadas, dentro  del  término  de  un  año  y mediante 
comprobación  en  la  forma  que  determine  el 
Reglamento,  de  su  importación  y exportación 
anteriores;  pero  los  instrumentos  de  música, 
no  automáticos,  y el  mobiliario  de  casa  pueden 
importarse  bajo  estas  condiciones  dentro  del 
térmiao  de  cinco  años. 

Artículo  216. — La  base  para  el  cálculo  de 
los  derechos  de  importación  de  las  mercancías 
depositadas  en  almacenes  fiscales,  será  sobre 
su  peso,  cantidad,  medida  o valor  al  practicar 
el  registro.  Se  tomará  por  peso,  cantidad, 
medida  o valor,  el  que  resulte,  excluyendo  el 
de  las  mercancías  abandonadas  voluntaria- 
mente, o bien,  deduciendo  la  rebaja  del 
porcentaje  legal  por  avería.  De  otra  manera 
no  se  rebaja  el  monto  de  los  derechos  de 
importación. 

Los  derechos  de  importación  do  las  mercan- 
cías depositadas  en  almacenes  generales  de 
depósito  conforme  al  artículo  89,  se  calcularán 
sobre  la  misma  base  en  el  momento  de  su 
despacho  por  la  Aduana  para  ser  depositadas 
en  dichos  almacenes. 

Los  derechos  de  exportación  se  calcularán 
sobre  el  peso,  cantidad,  medida  o valor  de  las 
mercancías  al  tiempo  de  su  registro. 

Artículo  217. — Las  mercancías  importadas 
están  sujetas  a la  tasa  de  los  derechos  en  vigor 
en  la  fecha  de  la  aceptación  de  la  póliza  respec- 
tiva; y las  de  exportación  a los  que  rijan  en  la 
fecha  en  que  la  Aduana  autorice  su  embarque 
o entrega  para  su  transporte  fuera  del  país. 

CAPITULO 

QUINCUAGESIMO  SEXTO 

LIQUIDACION  DE  LA  POLIZA 

Artículo  218. — La  cuantía  de  los  derechos 
de  importación  y de  exportación,  de  las  multas 
y demás  cargos  que  afecten  a las  mercancías, 
será  calculada  en  la  forma  que  señale  el 
Reglamento,  conforme  a las  anotaciones  hechas 
en  las  pólizas  respectivas  por  los  empleados 
competentes  de  la  Aduana,  aunque  se  trate  de 
mercancías  libradas  mediante  alguna  orden  de 
franquicia.  (Continuará) 
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Los  Presidentes  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Por  el  Licenciado  Salomón  Carrillo  Ramírez. 

Licenciado  Antonio  Batres  Jáuregui 


Sólo  a los  hombres  extraordinarios  toca 
el  envidiable  privilegio  que  sus  nombres  a 
través  del  tiempo  que  amengua  y destruye 
todo,  se  conserven  llenos  de  prestigio  ama- 
dos y respetados  en  el  corazón  de  los  con- 
ciudadanos. La  vida  no  puede  dejar  de  ser 
más  que  una  serie  d'e  transformacioines  tal 
como  se  presintiera  ya  desde  los  buenos 
tiempos  de  Lucrecio ; una  lucha  incesante, 
prólogo  de  un  drama  que  se  Uama  dolor  y 
cuyo  desenlace  es  el  antro  de  la  muerte. 

La  muerte  al  fin  como  término  de  esta  jor- 
nada que  llamamos  vida;  que  cil  ribereño 
del  Galnges  parecía  una  expiación,  la  muer- 
te uno  de  los  ríos  ide  que  nos  habla  Pascal, 
la  muerte  fuga  de  esta  vida  en  donde  De- 
mócrito  nos  convida  a llorar  y Heráclito  a 
reír;  la  muerte  negación  obscura  que  a 
Hamlót  parecía  un  sueño,  que  el  brahmán 
espera  com  placer  que  el  filósofo  no  teme, 
que  el  suicida  busca  y al  ignorante  aterra. 

¡ Oh  inestabilidad  de  las  cosas  de  la  tie- 
rra ! i Oh  miseria  de  los  destinos  humanos  ! 
limitado  es  el  término  de  los  años  del  hom- 
bre— exclamó  repitiendo  una  de  las  quejas 
de  Job:  contados  están  ¡oh  Dios!,  sus  me- 
ses en  vuestra  presencia ; señalados  tenéis 
los  términos  de  su  vida,  y de  ellos  no  po- 
drá pasar.  Vidas  consagradas  al  servicio  de 
la  Patria,  existencias  dedicadas  a la  pro- 
ducción intelectual,  son  dignos  de  la  pluma 
de  las  «Vidas  Paralelas»  de  PlutarcOrde  ios 
«Varones»  de  Nepote,  de  «Los  Heroes»,  de 
Carlyle  o de  los  «Cien  Hombres  Célebres» 
de  Soiza  Reilly. 

Si  «el  recuerdo  de  los  grandes  hombres 
no  nos  es  menos  favorable  que  su  presen- 
cia», como  dijera  Séneca,  digamos  algo  de 
aquella  vida  ejemplar  que  sólo  de  ideales  se 
nutrió  durante  el  curso  de  su  larga  y pro- 
ficua existencia. 


Había  nacido  en  la  ciudad  de  Guatemala 
la  Nueva,  en  11  de  septiembre  de  1847.  Sus 
padres  fueron  Ol  Licenciado  e Ingeniero  don 
Cayetano  Batres,  uno  de  los  discípulos  más 
distinguidos  del  sabio  Larreinaga  y Profe- 
sor de  Matemáticas  de  la  Sociedad  Eco- 
nómica y doña  Beatriz  Jaáregui,  de  prendas 
morales  no  comunes,  honrado  amtrimonio 
que  gozó  de  estimación  social  y que  con  su 
noble  ejemplo  supieron  pintar  destellos  de 
porvenir  y gloria  en  el  alma  de  su  hijo. 
Hizo  sus  primeros  estudios  en  la  Escuela  de 
Betlen,  uno  de  los  establecimientos  más  an- 


tiguos de  la  Nueva  Guatemala  de  la  Asun- 
ción, desde  los  días  del  Mariscal  Martin  de 
Mayorga  y de  cuyas  aulas  surgieron  no  po- 
con  varones  conspicuos.  Más  tarde  estudió 
en  el  Colegio  de  San  Buenavetura  fundado 
en  el  siglo  XVI,  que  subsistió  hasta  el  71 ; 
allí  tuvo  como  condiscípulos  a los  no  me- 
nos célebres  Licenciados  Manuel  Cabral, 
Antonio  González  Saravia,  Ramón  A.  Sala- 
zar,  Vicente  Sáenz,  Manuel  Paz,  Francisco 
Azurdia,  don  Sóstenes  Esponda  y otros  más, 
hijos  ilustres  de  la  patria,  «tendidos  ya  so- 
bre la  madre  tierra,  en  la  irreparable  pos- 
tura del  sueño  eterno»- 

Ingresó  a la  Universidad  de  San  Carlos, 
donde  se  graduó  de  Bachiller  en  Filosofía, 
luego,  atraído  por  la  ciencia  de  Popiniano,  se 
dedicó  al  estudio  de  la  jurisprudencia,  en 
aquellos  tiempos  en  que  la  legislación  era  su- 
mamente intrincada,  un  verdadero  laberinto 
de  Creta,  en  el  que  aún  con  el  hilo  de  Ariad- 
na  era  fácil  perderse.  Allí  tuvo  como  con- 
discípulos al  ilustre  Casanova  y Estrada,  al 
Doctor  Fernando  Cruz,  al  progresista  Marco 
Aurelio  Soto,  al  culto  Ramón  Rosa  y otros 
más  hace  mucho  tiempo  idos  para  siempre 
de  la  escena  de  la  vida.  Allí  tuvo  de  cate- 
dráticos al  Jurisconsulto  Manuel  J.  Dardón, 
gloria  legítima  del  foro  y de  la  Magistratura 
guatemalteca,  a Angel  María  Arroyo,  honra 
de  la  oratoria  sagrada  y parlamentaria,  a Jo- 
sé MiUa,  el  siempre  recordado  literato  na- 
cional, que  supo  encontrar  flores  de  belleza 
en  los  archivos  nacionales,  a Mariano  Os- 
pina,  ex  Presidente  de  Colombia  y arrojado 
a estas  playas  víctima  del  oleaje  político  y 
que  en  nuestra  Universidad  fundara  la  cá- 
tedra de  Econmía  Política. 

A los  veintidós  años,  la  edad  sonriente  y 
abul  de  la  vida,  recibió  el  honroso  perga- 
mino de  Abogado  el  15  de  septiembre  Je 
1869,  ávido  de  conocimientos,  mñrchó  a la 
República  Norteamericana  de  allí  su  espí- 
ritu inquieto  lo  llevó  a los  países  europeos, 
regresando  tiempo  después  a su  patria  na- 
tal, para  dedicarse  al  ejercicio  de  su  im- 
portante profesión. 

Desempeñó  en  la  Universidad  la  Cátedra 
de  Literatura  Española  y Americana,  y en 
1879  oyóse  resonar  su  voz  en  el  recinto  au- 
gusto de  la  Asamblea  Constituyente  en  don- 
de irradiara  al  verbo  prepotente  de  Montú- 
far,  de  Machado,  de  Arroyo,  de  Lainfiesta, 
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siendo,  además,  Secretario  de  aquel  augusto 
Cuerpo,  restaurador  de  las  garantías  ciu- 
dadanas. 

Fué  Juez  de  Comercio  durante  cuatro 
años,  después  pasó  a ser  Fiscal,  Presidente 
de  Sala,  Presidente  die  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  y Ministro  de  Gobernación;  en  to- 
dos estos  cargos  se  distinguió  por  su  rec- 
titud entereza  e imparcialidad,  por  su  amor 
a la  justicia,  que  como  la  definiera  Alfonso 
el  Sabio:  «es  la  raygada  virtud  que  dura  en 
la  conciencia  de  los  hombres  justos,  que 
comparte  y da  a cada  uno  su  derecho  igual- 
mente». 

Fué  uno  de  los  últimos  Secretarios  de  la 
Sociedad  Económica  de  Amigos,  aquella  ins- 
titución benemérita  a la  que  pertenecieron 
los  prohombres  de  nuestro  país,  fundada 
por  el  patriota  Villaurrutia  y que  tanto  in- 
flujo ejerció  en  la  evolución  cultural  del 
país. 

Durante  la  administración  del  General 
Barrios  fué  nombrado  mediador  por  parte 
de  Guatemala  en  el  conflicto  internacional 
suscitado  entre  Alemania  y la  tierra  de  los 
lagos  al  extremo  que  buques  de  guerra  ame- 
nazaban bombardear  el  Puerto  Coriuto,  con 
sagacidad  y tino  pudo  evitar  aquel  conflicto, 
recibiendo  los  agradecimientos  del  Gobier- 
no de  Nicaragua  y la  Gran  Cruz  de  la  Co- 
rona de  Prusia,  como  un  premio  a sus  nobles 
esfuerzos. 

Pasó  en  seguida  a los  Estados  Unidos 
acreditado  ante  la  Casa  Blanca  como  Envia- 
do Extraordinario  y Ministro  Plenipotencia- 
rio de  Guatemala,  El  Salvador,  Honduras  y 
Nicaragua. 

Después  sirvió  la  Secretaría  de  Relacio- 
nes Exteriores. 

Duralnte  la  administración  del  General 
Barillas  volvió  de  nuevo  a los  Estados  Uni- 
dos con  el  objeto  de  negociar  una  reclama- 
ción que  se  originó  con  motivo  de  la  muerte 
del  General  don  Martín  Barrundia  a bordo 
de  un  buque  americano,  en  aguas  guatemal- 
tecas. Estuvo  en  Viena,  Roma  y Londres, 
en  su  carácter  de  Ministro  Plenipotenciario 
de  Guatemala  ante  los  países  de  Europa- 

Fué  Presidente  de  la  Delegación  guate- 
malteca, cuando  se  subscribieron  los  Trata- 
dos de  Paz  centroamericanos,  a bordo  del 
«Marblehead».  Más  tarde  fué  a Washing- 
ton con  el  objeto  de  felicitar  al  Presidente 
Wilson  con  motivo  de  su  exaltación  a la 
Presidencia  de  la  República  norteamericana 
y Magistrado  de  la  Corte  Permanente  de  la 
Haya. 

Fué  a la  América  del  Sur,  como  Delegado 
a la  Tercera  Conferencia  Panamericana  y 
al  Congreso  Internacional  Americano,  que 
trató  de  la  codificación  del  Derecho  Inter- 
nacional Privado. 


Orador  político  y parlamentario,  su  voz 
se  oyó  en  muchas  Asambelas  Legisativas, 
presidiendo  ya  la  Comisión  de  Relaciones, 
de  Educación,  de  Legislación  y Gobernación 
y Justicia. 

Orador  académico  perteneció  a muchas 
agrupiaciones  científicas  y literarias,  siendo 
uno  de  los  ciudadanos,  cuyo  mejor  blasón 
fueron  sus  diplomas  y condecoraciones,  fué ; 
Individuo  de  da  Facultad  de  Derecho  de 
Guatemala,  de  la  extinguida  Sociedad  Eco- 
nómica, Abogado  Honorario  del  Brasil, 
miembro  de  la  facultad  de  Filosofía  y Le- 
tras de  Chile,  Socio  Correspondienlte  de  la 
Real  Academia  Esañola,  de  la  Matritense 
de  Legislación  y Jurisprudencia,  de  la  So- 
ciedad de  Historia  Diplomática  de  París,  de 
la  Sociedad  de  Derecho  Comparado  de  Fran- 
cia, de  la  Sociedad  Literaria  Hispano  Ame- 
ricana de  Nueva  York,  del  Instituto  Smith- 
toniano  de  Washington,  miembro  del  Ateueo 
de  México,  individuo  de  la  Unión  Ibero- 
Americana,  Correspondiente  del  Instituto 
Arqueológico  y Geográfico  de  Pernambuco, 
del  Instituto  Americano  de  Derecho  Inter- 
nacional, Miembro  Honorario  de  la  Asocia- 
ción Suiza,  de  la  Gran  Asociación  del  Mun- 
do Latino,  ide  la  Prensa  Internacional  de 
Ginebra,  individuo  de  la  Universidad  His- 
pano-Americana  de  Nueva  York,  de  la  So- 
ciedad de  Geografía  de  los  Estados  Unidos, 
miembro  de  la  Asociación  de  Derecho  In- 
ternacional de  Londres,  Socio  fundador  de 
la  Sociedad  de  Derecho  Internacional  Ame- 
ricano, Correspondiente  de  la  Sociedad  de 
Abogados  de  Ginebra,  Socio  Honorario  de 
la  Sociedad  Internacional  de  Intelectuales 
de  Roma,  Correspondiente  de  la  Sociedad 
de  Abogados  de  Cádiz,  condecorado  con  la 
Real  Ordem  de  la  Corona  del  Gobierno  de 
Prusia  y por  Venezuela,  con  el  busto  de 
Bolívar. 

Hay,  además,  otra  fase  de  su  vida ; fué 
Maestro  de  varias  generaciones  sirviendo 
cátedras  de  Gramática  y de  Historia  en  los 
Institutos;  de  Literatura,  FUosofía  del  De- 
recho, Derecho  Internacional,  Economía  Po- 
lítica y Filosofía  d¡e  la  Historia  en  la  Uni- 
versidad ; fué,  además,  Ministro  de  Instruc- 
ción Pública. 

Fué  por  segunda  vez  Presidente  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  Consejero  de 
Estado ; cuando  el  centenario  de  la  Indepen- 
dencia nacional,  el  Supremo  Gobierno  le 
confirió  la  señalada  comisión  de  pronunciar 
el  discurso  oficial  en  aquel  magno  aconte- 
cimiento. 

Escritor  de  espontaneidad  y pluma  fácil, 
era  uno  dIe  nuestros  mejores  literatos  de  me- 
dio siglo  a esta  parte  y su  labor  es  bridante  y 
digina  de  encomio,  conocía  a fondo  la  lengua 
de  Cervantes  la  de  Byron,  la  de  Hugo  y 
Dante  Aligieri.  Era  un  Maestro  en  la  acep- 
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ción  clásica  de  la  palabra,  sabio  erudito, 
historiador,  filólogo,  orador  de  palabra  ga- 
lana y fácil,  inteligencia  privilegiada,  plu- 
ma fecunda  y amena,  cutivó  el  cuento  histó- 
rico, colaboró  en  periódicos  y revistas  del 
pais  y extranjeros,  se  dedicó  a cuestiones  li- 
teirarias,  históricas  y filológicas  llegando  a 
ser  una  autoridad  en  estas  materias. 

Su  primera  obra  que  escribió  fue  «La  Li- 
teratura Americana»,  libro  de  su  juventud, 
precedido  de  un  prefacio  sobre  la  literatura 
aborigen,  estudió  todos  los  poetas  de  His- 
■pano-América,  desde  los  dias  de  don  Andrés 
Bello,  hasta  Plácido  y Juan  Clemente  Zenea, 
y en  nuestra  patria,  desde  Landivar,  hasta  el 
traductor  de  «Las  Campanas  de  Poe» ; lleva 
la  obra  datos  biográficos  e inserción  de  tro- 
zos de  los  autores,  con  buen  gusto  en  la 
selección,  obra  amena,  interesante,  escrita  en 
buen  estilo,  con  juicios  severos  e imparcia- 
les, que  lo  recomiendan  como  un  perfecto 
critico  literario;  cuando  esta  obra  se  publicó, 
apenas  habia  llegado  de  la  Península  el  mo- 
vimiento romántico  que  iniciaran  Garda 
Gutiérrez  y el  Duque  de  Rivas,  es  lástima 
grande  que  el  autor  no  haya  hecho  una  se- 
gunda edición  de  su  obra,  ampliada  con  el 
movimienío  romántico  y modernista. 

Su  libro:  «Vinos  del  Lenguaje  y Provin- 
cialismos de  Guatemala»,  es  un  magistral  e 
importante  estudio  lingüístico,  que  mereció 
los  más  entusiastas  elogios  de  Rufino  Cuer- 
vo según  carta  que  le  dirigió  al  autor  en 
1905  y que  fué  publicada  en  el  diario  «La 
Repúbhca» ; don  Juan  Valera  dice  que  Ru- 
fino Cuervo  es  uno  de  los  americanos  que 
más  han  sabido  español;  toda  la  obra  va 
impregnada  del  sabor  de  la  tierruca  en  ella 
se  estudian  y analizan  cerca  de  dos  mil  vo- 
ces y expresiones  del  decir  popular;  esta 
obra  pertenece  al  mismo  género  de  la  que 
escribió  en  México  José  Sánchez  Somoano; 
en  Cuba,  Esteban  Pichardo;  en  Venezuela, 
Barait;  Cuervo  en  Colombia;  Pax  Soldán 
en  el  Perú ; Zorabebel  Rodríguez  en  Chile ; 
Juan  Seijas  en  la  Argentina;  Barherena  an 
El  Salvador;  Membreño  en  Honduras;  Ba- 
rreno en  Nicaragua;  Gag'ini  en  Costa  Rica 
y Ricardo  Miró  en  Panamá. 

«El  Castellano  en  América»,  es  otra  de  las 
obras  producto  de  la  pluma  de  aquel  eximio 
letrado ; va  precedida  de  una  noticia  histó- 
rica, desde  la  formación  de  las  lenguas  ro- 
mances y erección  del  castellano  en  lengua 
oficial  en  tiempo  del  Rey  Alfonso  el  Sabio, 
hasta  la  influencia  que  en  él  ejercieron  las 
lenguas  aborígenes,  dando  origen  a vocablos 
y locuciones  nuevas  la  obra  es  urna  gramá- 
tica pero  no  un  tratado  elemental,  didác- 
tico, sino  que  un  estudio  magistral,  lingüís- 
tico y filológico  para  consulta  de  profesores 
y letrados.  Termina  la  obra  con  una  bella 
ficción  en  la  que  el  autor  hace  venir  a Gua- 


temala al  insigne  Miguel  de  Cervantes  Saa- 
vedra,  esta  ficción  está  fundada  en  el  pasa- 
je de  la  biografía  del  autor  del  Quijote,  que 
refiere  Rodríguez  Marín  y todos  los  cer- 
vantófilos que  el  desafortunado  ingenio  soli- 
citó al  Consejo  Suprema  de  Indias,  una 
proveeduría  en  la  Provincia  de  Soconusco, 
del  Reino  de  Guatemala,  la  que  se  le  denegó. 

Su  estudio  sobre  el  inmortal  Landivar,  es 
completo  y acabado  nos  da  detalles  y por- 
menores sobre  la  vida  del  poeta  jesuíta,  su 
expulsión  del  nal'dvo  suelo,  hasta  su  muerte 
ignorada  en  Bolonia;  hace  después  un  aná- 
lisis de  la  «Rusticado  Guatemala»,  la  salu- 
tación a Guatemala  que  tradujera  Domingo 
Diéguez.  «La  lidia  de  toros»,  «Las  peleas 
de  gallos»,  «Los  lagos  de  México»,  haciendo 
el  más  caro  elogio  de  nuestro  poeta  clásico  a 
quien  llama  el  Virgilio  americano,  otro  escri- 
tor no  menos  célebre,  don  Marcelino  Me- 
néndez  y Pelayo. 

Viene  después  su  estudio  sobre  Antonio 
José  de  Irisarri,  extenso,  majestuoso,  so- 
berbio y de  entonación  épica,  como  la  fuerte 
complexión  de  quien  fuera  al  mismo  tiem- 
po soldado,  revolucionario,  prisionero,  li- 
bertador político,  diplomátíco,  escritor,  pe- 
riodista, filólogo,  poeta  y novelista. 

La  vida  de  Irisarri  aparece  descrita  en 
todos  sus  pormenores,  su  juveintud,  sus  via- 
jes por  la  América  española  y Europa,  lue- 
go el  juicio  de  sus  obras;  «La  historia  crí- 
tica del  asesinato  del  Gran  Mariscal  de  Aya- 
cucho»,  «Las  cuestiones  filológicas»,  «El  cris- 
tiano», «Errante»,  «El  perínclito  Epaminon- 
das  del  Cauca»,  sus  fábulas  y letrillas,  etc., 
y concluye  haciendo  el  más  caro  elogio  de 
aquella  legítima  gloria  nacional,  a quien 
compara  con  aquel  peregrino  ingenio  que  se 
llamó  Miguel  de  Cervantes  Saavedra. 

Otra  de  sus  obras  es  su  estudio  sobre  el 
fabulista  García  Goyena;  con  prodigalidad 
de  dafíos  nos  habla  de  su  vida,  sus  desgra- 
cias, analiza  las  composiciones  poéticas  del 
que  fuera  llamado  el  Esopo  guatemalteco, 
sus  fábulas:  «El  Zopilote  con  golilla»,  «El 
pavo  real»  y «El  loro»,  «Los  animales  congre- 
gados en  cortes»,  de  gran  alcance  político; 
sus  fábulas  siempre  oportunas,  que  hacen 
recordar  a Lafontaine  con  la  moralidad  de 
Samaniego  y la  penetración  de  Iriarte ; des- 
truye el  eirror  de  algunos  críticos  que  han 
atribuido  a García  Goyena  muchas  fábulas 
pubUcadas  en  «La  Caceta  de  Goathemala», 
con  el  pseudónimo  de  Bañoger  de  Sagelliú, 
cuando  en  realidad  son  de  nuestro  ingenio 
olvidado  a quien  se  ha  comparado  con  Vol- 
taire : nuestro  Eimón  Bergeño  y Villegas. 

Su  estudio  sobre  Batres  Montúfar  es  in- 
teresante, nos  describe  la  infancia  y vida  de 
aquel  cabal  literato,  que  a la  precisión  ma- 
temática supo  aunar  la  lira  de  Byron; 
analiza  la  obra  del  poeta  haciendo  hincapié 
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en  las  influencias  que  se  notan  en  la  poesía 
de  Batres  Monfúfar,  principalmente  del  aba- 
te Castilla,  «Las  falsas  apariencias»,  «Don 
Pablo»,  «El  Relox»,  el  «Yo  pienso  en  tí», 
«San  Juan»,  «El  suicidio»,  pasan  como  una 
visión  de  kaleidoscopio. 

Su  obra  titulada  «Cristóba  Colón  y el 
Nuevo  Mundo»,  fue  premiada  por  el  Supre- 
mo Gobierno  en  el  concurso  que  se  organi- 
zara con  motivo  de  VI  Centenario  del  des- 
cubrimiento de  América ; es  una  obra  inte- 
resante. La  figura  de  Colón  aparece  ma- 
jestuosa, sublime,  su  vida  es  completa ; las 
descripciones  de  sus  viajes  son  amenas;  el 
Colón  de  Batres  Jáuregui  es  sugestivo;  lla- 
ma a la  admiración  de  la  posteridad;  su  fi 
gura  se  yergtie  con  destellos  olímpicos,  tal 
como  corresponde  a quien  realizara  la  he- 
roica proeza  del  descubrimiento  de  un  nue- 
vo mundo ; tiene  entonación  de  profeta  con 
las  fulguraciones  del  Cristo  de  Juan  Papini. 

Su  obra  «Estudios  históricos  y hterarios», 
es  una  amena  e interesante  colección  de  ar- 
ticules ; entre  ellos  se  distingue  el  que  trata 
sobre  las  cataratas  del  Niágara;  aquella 
magna  del  diluvio  como  la  llamó  Chateau- 
briand y 'el  que  tralta  sobre  el  Canal  de  Pa- 
namá, ese  magnífico  triunfo  de  la  ciencia 
sobre  la  naturaleza  tropical. 

Su  libro  «Memorias  y notas»,  es  un  bre- 
viario de  emociones  de  viaje  de  los  países 
de  América  y Europa,  que  conoció. 

Su  obra  «Memorias  de  Antaño»,  es  una 
colección  de  cuadros  de  costumbres  y cuen- 
tos históricos,  fundados  en  los  fastos  colo- 
niales, mezcla  de  historia,  romance  y tra- 
dición que  en  España  iniciara  Ginés  Pe- 
res de  Hita  y en  el  Perú  bosquejara  el  Inca 
Garcilaso  de  la  Vega  y que  recuerdan  las 
«Tradiciones  peruanas»,  de  Ricardo  Palma. 

Su  obra  «Los  Indios. — Su  historia  y su  ci- 
vilización», es  un  magistral  estudio  de  nues- 
tros aborígenes ; allí  trata  de  resolver  el  pro- 
blema del  origen  de  la  población  de  Centro- 
Amórica.  El  señor  Batres  Jáuregui  se  in- 
clina por  el  autoctonismo,  razas,  lenguas, 
mitos,  religiones,  costumbres,  tradiciones, 
aparecen  estudiadas  en  toda  su  amplitud 
con  comparaciones  y citas  oportunas,  con 
erudición  y pasajes  de  estilo  florido  y ele- 
vación. 

«La  América  Central  ante  la  historia»,  es 
una  de  sus  últimas  obras  escrita  en  dos  to- 
mos ; el  primero  está  destinado  al  estudio 
de  la  raza  aborigen  en  el  que  refundió  su 
obra  sobre  «Los  indios».  Esiíudia  el  desen- 
volvimiento aborigen  desde  la  génesis  hasta 
la  profecía  de  la  conquista;  es  un  estudio 
de  la  sociedad  indígena  bajo  todos  sus  as 
pecios ; no  es  una  simple  narración  de  da- 
tos y fechas;  es  un  estudio  sociológico  de  la 
raza  aborigen;  estudia  el  medio  y el  elemen- 
to humano,  geología,  arqueología,  biología. 


lingüística,  religiones,  indumentaria,  legisla- 
ción, sismología,  orografía,  con  citas  oportu- 
nas y comparaciones  sobre  las  demás  ra- 
zas, con  pasajes  llenos  de  novedad,  como  la 
cuestión  sobre  el  origen  del  nombre  Gua- 
temala, la  Cruz  de  Cotzumel,  Tucurú,  El 
Adelantado  del  Gobierno  de  Próspero,  la  se- 
mejanza entre  la  lengua  hebrea  y aramaica, 
que  habló  Jesucristo  y la  lengua  Maya  Je 
Yucatán.  El  segundo  tomo  está  destinado 
al  descubrimiento  y conquista  de  Centro- 
América;  es  notable  la  semblanza  de  don 
Pedro  de  Alvarado  que  en  su  ambición  que 
no  cabía  en  el  espacio,  soñó  dominar  el 
mundo  entero ; la  de  Marroquín  beneméri- 
to ; Las  Casas  humanitario ; Pedro  de  Be- 
thancourt,  piadoso  como  Godofredo  de  Bu- 
llón ; Doña  Beatriz  de  la  Cueva,  arrogante ; 
La  Universidad  con  sus  luces  radiantes;  no- 
ble scvciedad  Económica  promoviendo  el 
progreso  culturad  y los  hombres  de  ciencias 
y letras  de  fines  del  siglo  XVIII. 

Sabemos  que  dejó  escrita  sus  memorias, 
las  que  nunca  quiso  publicar  en  vida  y quedó 
ordenado  sie  hiciera  después  de  su  muerte. 

Tal  es  la  -vida  de  aquel  enhiesto  y erguido 
roble  a quien  la  muerte  respetó  sesenta  años. 
Era  uno  de  esos  gerarcas  de  la  virtud  y el 
pensamiento,  que  no  pueden  ocultar  lo  que 
son,  de  alma  abierta  a todo  lo  grande  y be- 
llo, de  juicio  sereno,  sensible  al  amor  como 
rehacio  al  oidio,  de  ricos  pensamientos,  ma- 
nejó con  corrección  el  idioma  castellano, 
que  no  sin  razón  creía  propio  para  hablar 
con  los  dioses.  El  predicaba  el  triunfo  del 
espíritu  sobre  la  materia,  del  derecho  so- 
bre la  fuerza,  fué  un  creyente  de  las  liber 
tades  republicanas  que  tanto  enaltecen  a los 
pueblos,  fué  admirador  de  las  democracias 
que  han  encontrado  en  la  América  un  teatro 
más  fecundo.  Bien  haya  aquel  espíritu 
idealista ; obra  grande  fué  la  suya  sorpren- 
dende  en  la  epifanía  de  los  corazones  y al  d.rr 
espaldas  a la  vida  y tenderse  sobre  la  ma- 
dre tierra,  le  recibieron  en  sus  brazos  Lan- 
dívar.  García  Goyena  y Batres  Montúfar  y 
fué  a unirse  para  siempre  con  Antonio  José 
Irisarri. 

«i  Oh,  Señor,  si  todo  ha  de  volver  a vues- 
tro seno  divino,  de  donde  todo  viene ; si 
hasta  la  flor  al  desmayarse  entrega  sus  pé- 
talos caídos,  a la  misma  tierra  que  la  sos- 
tuvo, si  todo  vive  y muere  por  vuestro  alien- 
to eiíerno.  Señor,  cúmplase  tu  voluntad  di- 
vina, que  es  la  armonía  con  que  se  rige  el 
universo. 

«Y  que  las  lágrimas  de  los  hombres  no 
sean  un  reproche  a vuestro  designio ; sino 
que  una  fervorosa  oración  de  reconocimiento 
a vuestra  graindeza,  que  todo  mantiene  y lo 
transforma  conforme  a vuestra  gran  sa- 
biduría». 

Guatemala,  25  de  julio  de  1929. 
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COSAS  DE  ANTAÑO 

El  Cristo  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 


En  una  de  las  lujosas  vitrinas  de  la  Pre- 
sidencia de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  se 
guarda  lUlna  imagen  de  plata  de  Cristo  Cruci- 
ficado, la  obra  es  en  sí  artística;  pero  su 
impoirtancia  mayor  es  el  ser  un  recuerdo, 
urna  reliquia  colonial.  Dada  la  época  de  lai- 
cismo actual,  parecerá  extraño  el  de  que  en 
el  más  alto  Tribunal  de  Justicia  exista  esa 
efigie  y en  el  presente  artículo  queremos 
dar  algunos  detalles  sobre  esta  imagen  que 
va  íntimamente  ligada  a la  historia  de  la 
Audiencia  de  los  Confines  y a la  de  los  Ca- 
pitanes Generales  del  Reino  de  Guatemala. 

Haciendo  reminiscencias  de  la  historia  de 
España  basta  recordar  que  en  tiempos  del 
rey  visigodo  Recaredo,  éste  se  convirtió  a 
la  religión  cristiana  y desde  entonces  el  es- 
píritu religioso  se  revela  en  la  legislación 
española  desde  el  Fuero  Juzgo,  hasta  la 
Recopilación  de  Indias. 

La  promulgación  de  las  «Ordenanzas  de 
Barcelona»  fué  un  acontecimiento  impor- 
tante en  lia  vida  colonial,  esas  «Nuevas  Le- 
yes», como  fueron  llamadas  en  América, 
ordenaban  la  creacción  de  una  Audiencia 
Real  que  debería  de  establecerse  en  los  con- 
fines de  Guatemala  y Nicaragua,  una  nue- 
va norma  para  la  administración  de  las  pro- 
vincias que  formaron  el  Antiguo  Reino  de 
Guatemala. 

La  Audiencia  Real  fué  inaugurada  solem- 
nemente en  la  ciudad  de  Gracias,  el  16  de 
mayo  de  1644  día  en  que  abrió  sus  sesiones 
y es  a esta  época  hasta  donde  se  remonta 
el  Cristo  de  la  Audiencia.  Este  Tribunal 
se  integró  de  cuatro  Oidores  letrados,  siendo 
el  Primer  Presidente  don  Alonso  de  Maído- 
nado,  quien,  con  Herrera,  Ramírez  de  Qui- 
ñónez  y Rogel,  integraron  el  primer  Tri- 
bunal. 

Más  adelante  vino  desde  España  a Gra- 
cias, para  reemplazar  a Maldonado,  don 
Alonso  López  de  Cerrato,  y al  hacerse  car- 
go de  su  empleo,  empezó  a tratar  de  que  ¡a 
Audiencia  fuera  trasladada  a la  capital  de 
Guatemala  y alcanzado  el  real  permiso 
en  1649,  se  verificó  la  traslación  de  la  Au- 
diencia a esta  ciudad,  y en  1660,  se  expidió 
una  real  cédula  encomendando  al  Gobierno 
al  Capitán  General,  Presidente  al  mismo 
tiempo  de  la  Real  Audiencia;  la  Audiencia 
quedaba  encargada  de  la  administración  de 
la  justicia  civil  y penal  y,  además,  del  de- 
ber de  asesorar  al  Gobernador  y Capitán 


General  en  los  negocios  de  la  administración 
pública,  y de  esta  época  data  el  Cristo  Cru- 
cificado de  la  Corte  Suprema. 

Al  hacer  el  Monarca  español  los  nombra- 
mientos de  Gobernadores,  Corregidores  y 
Alcaldes  Mayores  autorizaba  a esos  empléa- 
los para  que  ejerciesen  sus  cargos  por  cin- 
co años  y les  fijaba  seis  meses  para  venir 
desde  España  a tomar  posesión  de  su  em- 
pleo, contados  esos  seis  meses  desde  el  día 
en  que  se  embarcaban  en  la  Península.  Las 
instrucciones  contenidas  en  los  reales  tí- 
tulos del  nombramiento  son  del  mayor  inte- 
rés y se  refieren  al  cuidado  con  que  dichos 
funcionarios  deberían  manejarse  en  el  go- 
bierno y en  la  administración  de  justicia, 
así  como  en  el  cobro  de  los  tributos  y la 
prohibición  de  tomar  fondos  de  las  Cajas 
de  las  comunidades,  antes  de  tomar  pose- 
sión de  su  empleo  prestaban  su  solemne 
protesta  de  ley,  ante  el  Oidor  Decano  de  la 
Real  Audiencia  y juraban  ante  esta  imagen, 
en  nombre  de  Dios,  creador  del  Universo, 
cumplir  lealmente  con  los  deberes  de  su 
cargo. 

Cualquiera  omisión  era  castigada  con  el 
juicio  de  residencia  a que  estaban  sujetos 
al  terminar  su  período  y del  que  nadie  podía 
eximirse  y entonces  eran  de  nuevo  juramen- 
tados en  presencia  de  la  imagen  siguiendo 
el  espíritu  de  las  leyes  españolas  de  ca- 
rácter altamente  religioso. 

Existe  multitud  de  casos  que  pueden  ci- 
tarse con  respecto  al  modo  como  se  hacía 
efectiva  la  responsabilidad  de  los  funcio- 
narios, no  sólo  cuando  se  separaban  del 
empleo,  sino  que  en  cualquier  tiempo  en  el 
que  él  o la  Audiencia  estimasen  oportuno 
investigar  su  manejo. 

Cuarenta  y dos  fué  el  número  de  Pre- 
sidentes y Capitanes  Generales  del  Reino 
que  prestaron  su  protesta  ante  dicha  ima- 
gen, exceptuando  a los  Oidores  Decanos  que 
en  muchas  ocasiones,  por  falta  del  propie- 
tario, se  encargaron  interinamente  del  man- 
do, así  como  a los  visitadores,  que  lo  ejercirn 
en  tanto  que  practicaban  su  inspección. 

El  Juicio  de  residencia  de  los  Capitanes 
Generales  lo  confería  el  Rey  a persona  de 
su  confianza;  pero  el  fallo  era  elevado  en 
consulta  al  Consejo  Supremo  de  Indias,  exis- 
tente en  Madrid. 

Tanto  el  residenciado  como  los  testigos  de 
cargo  o descargo,  antes  de  ser  examinados, 
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prestaban  su  juramento  de  decir  la  verdad 
y nada  más  que  la  verdad,  ante  dicha 
imagen. 

Todos  los  que  estuviesen  quejosos  del  en- 
juiciado podian  acudir  ante  el  Juez  de  la 
pesquisa  para  exponer  lo  que  a su  derecho 
conviniese ; pero  el  funcionario  que  tomaba 
la  residencia  tenía  que  oír  antes  al  acusa- 
do y en  tal  virtud  le  pasaban  los  autos. 

Entre  los  residenciados  se  encuentra  el 
Licenciado  don  Juan  Núñez  de  Landecho, 
quien,  viéndose  perdido  por  su  conducta  vi- 
tuperable, se  fugó  y se  cree  que  pereció 
ahogado. 

Otro  de  los  residenciados  fué  don  Anto- 
nio Peraza  Ayala  Castilla  y Rojas,  Conde 
de  la  Gomera,  quien  fué  restituido  en  su 
puesto. 

Siendo  Gobernador  y Capitán  General  don 
Jacinto  de  Barrios  Leal,  se  enemistó  con 
algunos  Oidores,  por  lo  que  se  envió  a un 
Visitador  para  investigar  la  conducta  del  Go- 
bernante, Se  nombró  al  letrado  Fernando 
López  Urcino,  quien  retiró  del  mando  a Ba- 
rrios Leal  y se  encargó  él  mismo  del  Go- 
bierno, mientras  se  instruía  el  juicio  de  re- 
sidencia, remitido  el  expediente  al  Consejo 
de  Indias,  no  encoritró  motivos  suficientes  y 
mandó  restituirlo  en  la  Gobernación. 

Don  Sebastián  Alvarez  Alfonso  Rosica  de 
Caldas,  fué  también  residenciado  por  el 
Obispo  de  la  diócesis  don  Juan  Santa  Ma- 
thía  Sádnz  y Mañosea. 

Don  Gabriel  Sánchez  Berrospe  fué  resi- 
denciado por  Gómez  de  Madrid,  habiendo 
serios  disturbios  en  la  ciudad  de  Guatemala. 

Don  Fernando  Altamirano  y Velasco  fué 
también  residenciado  por  el  Visitador  don 
Juan  de  Ibarra  lo  que  dió  argumento,  a 
nuestro  Pepe  Milla,  para  una  de  sus  nove- 
las importantes,  en  donde  aparece  la  Socie- 
dad de  los  Nazarenos  y las  luchas  entre  los 
Carranzas  y Padillas,  primeros  gérmenes  de 
nuestras  luchas  políticas. 

La  importancia  del  Cristo  de  la  Corte  es 
capital,  allí  ante  esa  efigie  prestó  su  protes- 
ta de  ley  el  valiente  Matías  de  Gálvez, 


quien  desalojó  a los  ingleses  de  la  costa 
Atlántica;  allí  dió  su  protesta  don  Martín 
de  Mayorga,  el  fundador  de  esta  ciudad  del 
Valle  de  la  Ermita,  el  celoso  Bustamante  y 
Guerra,  el  benévolo  Domas  y Valle,  hasta 
el  voluble  don  Gabino  de  Gaínza. 

Realizada  la  independenicia,  la  Antigua 
Audiencia  se  convirtió  en  Corte  Suprema  de 
Justicia  y entre  los  documentos  del  antiguo 
Tribunal  figuraba  la  antigua  efigie  de  los 
juramentos. 

Ante  esta  imagen  debe  de  haber  sido  ju- 
ramentado en  su  antejuicio  el  Doctor  don 
Pedro  Molina,  así  como  también  don  Anto- 
nio Rivera  Cabezas,  a quienes  la  saña  par- 
tidarista hizo  comparecer  ante  el  banquillo 
de  los  acusados. 

Tal  es,  a grandes  rasgos,  la  historia  de 
la  imagen  del  Cristo  de  la  Corte  un  recuerdo, 
un  amuleto  de  la  edad  colonial  la  que  de- 
berá guardarse  con  todo  celo  porque  encie- 
rra en  sí  una  larga  historia.  El  Cristo  des- 
canza  sobre  una  cruz  de  plata,  de  cincuenta 
centímetros  de  dimensión,  tiene  cabellera 
negra  y su  resplandor  de  oro.  En  la  pea- 
ña en  que  se  asienta  la  cruz,  se  lee  la  si- 
guiente inscripción  : «En  fres  de  diciembre  de 
1658,  concedió  a la  imagen  deste  Santo  Cru- 
cifijo las  indulgencias  de  San  Carlos  Bo- 
rromeo. — Las  de  los  cinco  Santos. — Las  de 
Philipinas. — Y las  extraordinarias  a Inocen- 
cio X. — México. — Inquisidor. — Mañosea». 

Y hay  que  advertir  que  el  juramento  no 
es  característica  úlnicameinte  de  las  leyes 
españolas  pues  el  Código  dé  Procedimientos 
Civiles  trae  el  juramento  por  Dios,  creador 
del  Universo,  de  decir  la  verdad  y nada  más 
que  la  verdad. 

En  esto  no  existe  nada  de  extraño,  cuan- 
do en  los  actuales  tiempos  como,  un  símbolo 
de  paz,  concordia  y fraternidad  entre  la 
Argentina  y Chile,  se  ha  erigido,  en  lo  más 
alto  de  la  cadena  divisoria  de  los  Andes,  la 
imagen  de  Cristo,  predicador  de  la  paz,  al 
que  se  ha  llamado  «El  Cristo  de  los  Andes». 

SALOMON  CARRILLO  RAMIREZ. 
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SECCION  ADMINISTRATIVA 


Actas  de  corte  de  Caja  y extracto  de  ingresos  y 
egresos  de  la  Receptoría  de  Fondos  de  Justicia 
en  el  mes  de  octubre. 


DETALLE  de  los  gastos  verificados  por  la 
Caja  de  la  Receptoría  General  de  Fon- 
dos Judiciales  a favor  de  los  distintos 
Tribunales  de  la  República,  durante  el 
año  de  mil  novecientos  veintinueve. 

MES  DE  SEPTIEMBRE 
A la  Empresa  Eléctrica,  por  luz,  en 

agosto  anterior Q 9.20 

A José  M.  Illescas,  abono  que  se 
le  hace  a cuenta  de  los  rótulos 
de  sesenta  y siete  libros  de  la 
«Enciclopedia  Spasa»,  comprada 
a de  la  Riva  Hermanos,  por  la 
Biblioteca  del  Poder  Judicial.  . . 48.00 

A la  Empresa  Eléctrica,  por  luz  ex- 
tra, en  el  frente  del  edificio  que 
ocupa  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, durante  los  días  14  y 15 


del  presente 46.00 

Al  mismo  J.  M.  Illescas,  por  en- 
cuadernar catorce  tomos  de  In- 
dices de  Notarios,  correspon- 
dientes al  Archivo  General  del 

Protocolos 21.00 

A la  Tipografía  Nacional,  por  el 
formato  de  72  páginas  de  «La 
Gaceta  de  los  Tribunales»,  más 
la  impresión  de  sobres  y talo- 
narios  280.00 

A Edward  B.  Coffey,  por  el  flete 
ide  ferrocarril  de  diez  máquinas 
«Underwood»,  pedidas  a Nueva 
York,  por  medio  de  la  Agencia 

de  E.  B.  Coffey 12.25 

A Licenciado  Daniel  Escalante,  por 
sus  gastos  de  viaje  en  su  visita 
oficial  que  hizo  a la  Presidencia 
de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  20.00 
A Juan  Morales  A.,  valor  de  tres 
mamparas  que  hizo  para  la  Sala 

2“  de  Apelaciones 126.00 

A de  la  Riva  Hermanos,  por  abono 
que  se  hace  a cuenta  de  la  «En- 
ciclopedia Spasa»,  proporciona- 
da a la  Biblioteca  del  Poder  Ju- 
dicial  25.00 


Suman Q587.45 


F.  CIFUENTES  P., 
Receptor  Genéral. 
Guatemala,  ,31  de  octubre  de  1929. 


DETALLE  de  los  gastos  verificados  por  la 
Caja  de  la  Receptoría  General  de  Fon- 
dos Judiciales  a favor  de  los  distintos 
Tribunales  de  la  República,  durante  el 
año  de  mil  novecientos  veintinueve. 

MES  DE  OCTUBRE 


A doña  Victoria  S.  V.  de  Asturias, 
a cuenta  alquiler  de  la  casa  que 
ocupan  los  Juzgados  de  lo  Civil, 

septiembre  y octubre 

A Víctor  M-  Santa  Cruz,  carpin- 
tero, a cuenta  de  trabajos  de  re- 
paración de  muebles  de  Juzga- 
dos de  lo  Civil,  por  septiembre 
A la  Unión  Tipográfica,  por  500 
foirmularios  para  la  Secretaría 

de  la  Corte  Suprema 

A «El  Palacio  de  Muebles»,  por 
valor  de  una  silla  giratoria,  para 

el  Fiscal  de  la  Sala  l'* 

A Félix  Alvarez,  por  reparaciones 
hechas  al  edificio  del  Juzgado 
5í>  de  Paz,  según  convenio..  .. 
A la  Empresa  Eléctrica,  por  luz,  en 
septiembre  próximo  pasado.  . . . 
A la  Empresa  Eléctrica,  por  luz  ex- 
traordinaria a edificios  de  Juzga- 
dos de  lo  Criminal  y Juzgado 
1'?  de  Paz,  en  las  noches  14  y 15 
de  septiembre  próximo  pasado 
A la  Tipografía  Nacional,  valor  del 
formato  de  «La  Gaceta  de  los 
Tribunales,  más  4500  formula- 
rios carátulas  y papel  timbrado 
de  la  Secretaría  de  la  Corte  Su- 
prema  

A Topke  y Cía.,  valor  de  materia- 
les para  reparación  ide  muebles, 
pinturas  y chapas  «Yale»,  para 
distintas  dependencias  del  Po- 
der Judicial,  en  agosto,  septiem- 
bre y octubre 


Q200.00 

50.00 

10.00 

20.00 

60.00 

26.06 

55  00 

135.00 

181.74 


Suman 


Q737.80 


F.  CIFUENTES  P., 
Receptor  Gene¡ral. 


Guatemala,  31  de  octubre  de  1929. 
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ACTA  NUMERO  71 

En  la  ciudad  de  Guatemala,  a los  doce 
días  del  mes  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos veintinuieve,  siendo  las  nueve  de  la 
mañana,  el  infrascrito,  -en  -cumplimiento  de 
lo  ordenado  por  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ti-cia,  en  nota  fecha  nueve  del  corriente,  se 
constituyó  en  la  Receptoría  General  de  Fon- 
dos Judiciales,  con  el  objeto  de  practicar  el 
Corte  de  Caja,  correspondiente  al  mes  de 
octubre  del  corrieinte  año.  En  el  propio  lo- 
cal de  la  Receptoría,  se  procedió  de  la  ma- 
nera siguiente : 

1'' — Traído  que  fué  a la  vista  -el  Libro  de 
Caja,  ise  encontró  debidamente  arreglado, 
con  las  operaciones  cerradas  hasita  el  día 
treinta  y uno  de  octubre  del  año  en  curso- 


2'> — ^E1  movimiento  de  Caja  -durante  el 
mes  -recién  pasado  fué  el  siguiente: 


Saldo  en  septiemre  anterior O 811.43  $26  133.40 

Ingresos  en  el  mes 010,155.20  $7,661.50 

Suman 010.966.63  $33,794.90 

Egresos  en  el  mes 0 7i977.84  824,776.00 

Saldos  para  el  19  de  novíembr  e O 2.988.79  $ 9,018  90 


3" — Los  saldos  para  el  mes  de  noviembre, 
de  conformidad  con  las  operacibnes  ano- 
tadas, fueron  contados  por  el  infrascrito  y 
están  exactos. 

4'’ — Los  documentos,  tanto  de  Ingresos  co- 
mo de  Egresos,  están  conformes. 

5'’ — No  habiendo  otro  asunto  de  que  tra- 
tar, se  da  por  terminado  el  adío,  firmando 
conmigo  -el  Receptor  de  Fondos  Judiciales. 
— Avelina  Mariscal. — F.  Cifuenles. — Está  el 
sello  -de  la  Receptoría  General  de  Fondos 
Judiciales. 


1166 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


SEIOCION  DE  ESTADISTICA 


CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  SEPTIEMBRE 

(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTALES 

102 

1 

3 

106 

64 

24 

4 

92 

52 

20 

3 

75 

24 

6 

4 

34 

74 

27 

1 

102 

57 

14 

71 

11 

11 

477 

--  435 

23 

985 

715 

350 

9 

1,074 

217 

140 

75 

2 

34 

0 

49 

65 

30 

3 

98 

100 

108 

2 

210 

85 

100 

5 

190 

68 

22 

90 

55 

62 

1 

118 

12 

12 

65 

43 

0 

108 

122 

23 

2 

147 

169 

48 

1 

218 

144 

54 

2 

200 

87 

62 

149 

82 

49 

2 

133 

43 

31 

1 

75 

61 

78 

1 

140 

135 

65 

1 

201 

135 

50 

1 

186 

100 

60 

1 

161 

83 

39 

5 

127 

93 

19 

3 

115 

42 

17 

1 

60 

145 

68 

213 

238 

lio 

2 

350 

95 

13 

1 

lio 

103 

58 

2 

163 

3,931 

2,237 

86 

6,254 

Las  Salas  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  civil  dictaron  durante  el  mes,  fueron  la  y 3^  de  la 
Corte  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  civil  de  la  capital  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  presente  mes, 
fué  el  1°  de  Instancia,  a cargo  del  Licenciado  donjuán  Córdova  Cerna. 

Los  Juzgados  departamentales  de  Instancia  que  mayor  número  de  sentencias  dictaron  durante  el 
mes,  fueron  los  de  Chimaltenango  y CHiquimula,  a cargo  de  los  Licenciados  don  Efraín  Peñalva  y don  Jesús 
Unda  Murillo. 


Sección  de  Estadística  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  30  de  Septiembre  de  1929. 


NOTA:— Los  Juzgados  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro,  no  los  remitieron  oportunamente. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA  DURANTE 

. EL  MES  DE  SEPTIEMBRE 


(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

Corte  Suprema  de  Justicia  

220 

40 

3 

263 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones 

71 

26 

37 

134 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

102 

26 

41 

169 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

63 

20 

43 

126 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

113 

58 

35 

206 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

lio 

123 

89 

322 

Sala  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones , 

287 

93 

23 

403 

Juzgado  4°  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

154 

55 

8 

217 

Juzgado  5”  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

472 

321 

32 

825 

Juzgado  6^  de  Instancia  de  Guatemala  

638 

125 

20 

783 

Juzgado  de  Instancia  de  Amatitlán 

248 

lio 

5 

363 

Juzgado  de  Instancia  de  Escuintla 

158 

73 

15 

246 

Juzgado  de  Instancia  de  Sacatepéquez  

326 

210 

14 

540 

Juzgado  de  Instancia  de  Chimaltenango 

321 

86 

5 

412 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Baja  Vcrapaz 

272 

55 

7 

334 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  la  Alta  Verapaz 

111 

75 

7 

193 

141 

24 

165 

Juzgado  de  Instancia  de  Suchitepéquez 

373 

71 

10 

457 

Juzgado  de  Instancia  de  Retalhuleu 

184 

96 

2 

282 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Sololá  

498 

131 

10 

649 

Juzgado  1®  de  Instancia  de  Quezaltenango 

366 

98 

11 

465 

Juzgado  2^  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango 

130 

71 

12 

213 

Juzgado  3^  de  Instancia  de  Quczalteuango 

87 

59 

6 

152 

Juzgado  de  Instancia  de  Totonicapan 

259 

45 

4 

308 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  San  Marcos 

1,849 

211 

12 

2,072 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Huehuetenango 

348 

149 

12 

:09 

Juzgado  de  1^  Instancia  del  Quiché 

415 

59 

8 

482 

Juzgado  de  Instancia  de  Izabal 

273 

150 

10 

433 

Juzgado  de  Instancia  de  Chiquimula 

280 

88 

19 

387 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Jutiapa 

430 

90 

s 

528 

Juzgado  de  Instancia  de  Santa  Rosa 

279 

66 

s 

353 

Juzgado  de  1^  instancia  de  El  Progreso 

268 

96 

3 

367 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Asunción  Mita 

288 

75 

3 

366 

Juzgado  de  Instancia  de  Coatepequc 

393 

33 

6 

432 

Juzgado  de  Instancia  de  Chiquimulilla 

318 

92 

2 

412 

Totales 

10,430 

3,200 

530 

14,130 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  dictó  durante  el  presente  mes,  fué  la  5^  de 
la  Corte  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  criminal  de  la  capital,  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  presente 
mes,  fué  el  5?  de  Instancia,  a cargo  del  Licenciado  don  Luis  Arturo  González. 

El  Juzgado  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  dictó  durante  el  presente 
mes,  fué  el  1^  Instancia  de  Chiquimula,  a cargo  del  Licenciado  Jesús  ünda  Murillo. 


Sección  de  Estadística  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  30  de  septiembre  de  1929 


NOTA:— Los  Juzgados  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro,  no  los  remitieron  oportunamente. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  OCTUBRE 


(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTALES 

186 

26 

6 

218 

81 

32 

45 

158 

76 

30 

43 

149 

102 

47 

36 

185 

163 

44 

64 

271 

105 

59 

66 

230 

316 

50 

41 

407 

277 

103 

11 

391 

457 

359 

13 

829 

794 

130 

20 

944 

364 

103 

4 

471 

207 

107 

16 

330 

460 

113 

2 

575 

457 

64 

12 

533 

359 

55 

4 

410 

117 

63 

7 

187 

188 

188 

384 

60 

4 

448 

297 

194 

17 

508 

510 

91 

18 

619 

358 

80 

9 

447 

111 

70 

6 

187 

79 

58 

4 

141 

406 

74 

3 

483 

1,232 

141 

13 

1,386 

451  ' 

180 

7 

'638 

510 

58 

5 

573 

250 

167 

7 

424 

679 

204 

7 

890 

318 

105 

17 

440 

215 

48 

18 

281 

'641 

103 

6 

650 

434 

55 

7 

496 

272 

98 

1 

371 

234 

89 

3 

326 

437 

56 

2 

495 

342 

105 

3 

450 

12,868 

4,031 

547 

17,446 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  dictó  durante  el  mes,  fué  la  5^  de  la  Corte  de 
Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  criminal  de  la  capital,  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  mes,  fué  el  69 
de  Instancia,  a cargo  del  Licenciado  don  Oscar  Zeceña. 

Los  Juzgados  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  dictaron  durante  el  mes,  en  los  Departa- 
mentos, fueron  los  de  l^Instancia  de  Sololá  yjalapa,  a cargo  de  ios  Licenciados  don  J.  César  Martínez  Perales 
y don  Pablo  Torselli. 


Secretaría  deja  Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  31  de  octubre  de  1929. 


NOTA;— Los  Juzgados  de  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro,  no  enviaron  el  resuiren  de  las 

resoluciones  dictadas  durante  el  presente  mes,  - 
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CUADRO  ESTADISTICO 

DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA,  DURANTE  EL 

MES  DE  OCTUBRE 


(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Total 

141 

7 

9 

157 

53 

21 

3 

77 

83 

20 

3 

106 

43 

4 

1 

48 

124 

28 

2 

154 

46 

22 

8 

76 

6 

1 

7 

591 

440 

20  . 

1,051 

1,300 

386 

855 

425 

20 

236 

147 

3 

67 

31 

98 

95 

40 

2 

137 

98 

46 

144 

108 

96 

6 

210 

109 

59 

4 

172 

65 

49 

4 

118 

14 

14 

57 

15 

1 

73 

132 

91 

5 

228 

169 

37 

1 

207 

167 

72 

3 

242 

97 

54 

151 

98 

67 

1 

166 

38 

47 

1 

86 

72 

80 

2 

154 

142 

86 

2 

230 

163 

46 

209 

91 

73 

2 

166 

200 

58 

3 

261 

158 

49 

4 

211 

75 

69 

2 

147 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Jutiapa 

118 

62 

23 

40 

2 

2 

143 

104 

148 

70 

3 

221 

130 

86 

216 

117 

29 

3 

149 

90 

67 

157 

5,154 

2,500 

123 

7,777 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  civiles  dictó  durante  el  mes  que  termina,  fué  la  5^  de  la  Corte 
de  Apelaciones. 

Los  Juzgados  del  ramo  civil  de  la  Capital  que  mayor  número  de  sentencias  dictaron  durante  el  mes,  fueron 
el  y 29  de  19-  Instancia  a cargo  de  los  Licenciados  don  Juan  Córdoba  y don  Alberto  C.  Camey. 

El  Juzgado  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  civiles  dictó  durante  el  mes,  fué  el  de  19  Ins- 
tancia de  Chimaltenango,  a cargo  del  Licenciado  don  Efraín  Peñalva. 


Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  31  de  octubre  de  1929. 


NOTA: — Los  Juzgados  de  !?■  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro,  no  enviaron  el  resumen  de  las 
resoluciones  dictadas  durante  el  presente  raes. 
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Principales  Funcionarios  del  Poder  Judicial  de  la  República 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Presidente,  Licenciado  don  José  A.  Medrano,  12 
Avenida  Sur,  número  20. 

Magistrado,  Licenciado  don  Quiríno  Flores  y Flo- 
res, Callejón  del  Colegio,  número  2. 

Magistrado,  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz, 
5^  Avenida  Norte,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  Abel  Paredes,  4”  Ave- 
nida Sur,  número  66. 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Ro- 
drígueZj  5’  Calle  Oriente,  número  8B. 

Secretario,  Licenciado  don  Alfredo  Valle  Calvo, 
Avenida  Central,  número  86. 

Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R., 
2-  Avenida  Norte,  número  15. 

Magistrado,  Licenciado  don  Francisco  Menéndez 
B.,  11  Calle  Oriente,  número  26. 

Magistrado,  Licenciado  don  Antonio  F.  Aguirre, 
11  Calle  Poniente,  número  18. 

Fiscal,  Licenciado  don  Alfonso  Hernández  Po- 
lanco,  13  Calle  Oriente,  número  41. 

Procurador,  Licenciado  don  Manuel  Franco  R., 
18  Calle  Oriente. 

Secretario,  Licenciado  don  Carlos  Girón  Zirión, 
9®  Calle  Oriente,  número  21. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Menéndez  A., 
4™  Avenida  Norte,  número  8. 

Magistrado,  Licenciado  don  Guillermo  Sáenz  de 
Tejada,  11  Avenida  Sur,  número  101. 

Magistrado,  Licenciado  don  Alberto  Argueta  S., 
Calle  Matamoros,  número  7. 

Fiscal,  Licenciado  don  Avelino  F.  Mariscal,  9’ 
Calle  Poniente,  número  2. 

Procurador,  Licenciado  don  Héctor  Villagrán,  Ca- 
llejón Concordia,  número  15. 

Secretario,  Licenciado  don  Juan  Fernández  Cór- 
doba, 9'  Avenida  Sur,  número  88. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Ramírez,  5^ 
Calle  Poniente,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  David  Pivaral,  Ca- 
llejón Variedades,  número  14. 

Magistrado,  Licenciado  don  Fidencio  Duque,  12 
Avenida  Sur,  número  67. 

Fiscal,  Licenciado  don  Filadelfo  de  León,  3^  Ave- 
nida Sur,  número  76. 

Procurador,  Licenciado  don  Leopoldo  Rosales, 
Avenida  Central,  número  78. 

Secretario,  Licenciado  don  Fernando  Orellana,  h., 
4?  Avenida  Sur,  número  92. 

Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Isaías  Peñalonzo. 
Magistrado,  Licenciado  don  Angel  Cuevas  del  Cid 
Magistrado,  Licenciado  don  Max.  Palomo  M. 
Fiscal,  Licenciado  don  Abraham  Bustamante. 
Procurador,  Licenciado  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secretario,  don  Ernesto  Flores. 


Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Angel  M.  Bocanegra. 
Magistrado,  Licenciado  don  Javier  Ramos  O. 
Magistrado  Licenciado  don  Lázaro  Valdés. 
Fiscal,  Licenciado  don  Daniel  Arellano. 
Procurador,  Licenciado  don  Emilio  Solis.  (In- 
terino). 

Secretario,  don  Francisco  Guerra  y Guerra. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Francisco  Rodríguez. 
Magistrado,  Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado  P 
Magistrado,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 
Fiscal,  Licenciado  don  Manuel  A.  Núñez. 
Procurador,  Licenciado  don  Francisco  Delgadíllo 
Zamora. 

Secretario,  don  A.  Chacón  B. 

Magistrados  Suplentes  de  la  Corte  de  Apelaciones 

De  la  Sala  1",  Licenciado  don  José  María  Cumes. 
De  la  Sala  1’,  Licenciado  don  José  Lara. 

De  la  Sala  2-,  Licenciado  don  Federico  O.  Salazar. 
De  la  Sala  2",  Licenciado  don  Ernesto  Viteri. 

De  la  Sala  3’,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey. 
De  la  Sala  3',  Licenciado  don  Federico  Salazar. 
De  la  Sala  4’,  Licenciado  don  Luis  F.  Molina. 
De  la  Sala  4",  Licenciado  don  Filadelfo  Fuentes. 
De  la  Sala  5’,  Licenciado  don  Silvano  Duarte. 

De  la  Sala  5",  Licenciado  don  Antonio  Castañeda. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Juan  C.  Alvarado. 
De  la  Sala  6™,  Licenciado  don  Eulogio  González. 

Jueces  de  Primera  Instancia  de  la  capital 

Juez  19,  Licenciado  don  Juan  Córdoba  Cerna,  15 
Calle  Oriente,  número  32. 

Juez  2^,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey,  1’  Ca- 
lle Oriente,  Jocotenango,  número  4. 

Juez  3’,  Licenciado  don  Luis  Arturo  González. 
Juez  49,  Licenciado  don  Francisco  Valdés  Calderón 
Juez  5’,  Licenciado  don  Alfonso  Cifuentes  Soto. 
Juez  6“^,  Licenciado  don  Oscar  Zeceña,  2’  Calle 
Poniente,  número  6. 

Funcionarios  Militares  de  la  capital 

Auditor  General  de  Guerra  de  la  República,  Li- 
cenciado don  Eliseo  Solís. 

Comandante  de  Armas,  General  don  Doroteo 
Monterroso. 

Auditor  de  Guerra  del  departamento  de  Gua- 
temala, Licenciado  don  Rafael  Nuila. 
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Jueces  de  Primera  Instancia  de  los  departamentos 


Juez  de  Amatitlán,  Licenciado  don  Eduardo  Ri- 
vera 

Juez  de  la  Alta  Verapaz,  Licenciado  don  J.  Octavio 
Martínez  M. 

Juez  de  la  Baja  Verapaz,  Licenciado  don  José 
Luis  Quiñónez. 

Juez  de  Chimaltenango,  Licenciado  don  Efraín 
Pcnalva. 

Juez  de  Chiquimula,  Licenciado  don  Jesús  Unda 
Murillo. 

Juez  de  Escuintia,  Licenciado  don  Humberto 
Robles. 

Juez  de  Huehuetenango,  Licenciado  don  Manuel 
J.  Vásquez. 

Juez  de  Izabal,  Licenciado  don  Francisco  Sarti. 

Juez  de  Jalapa,  Licenciado  don  Pablo  Torselli. 

Juez  de  Jutiapa,  Licenciado  don  Antonio  Casta- 
ñeda. 

Juez  del  Petén,  Licenciado  don  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  Quiche,  Licenciado  don  Guillermo  Ca- 
brera M. 

Juez  1’  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  Augus- 
to Linares  Letona. 

Juez  2’  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Vicente  Rodríguez. 


Juez  39  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Dionisio  Palacios. 

Juez  de  Retalhuleu,  Licenciado  don  M.  Alfre- 
do Gil. 

Juez  de  Sacatcpéqucz,  Licenciado  don  Carlos 
Girón  Zirión. 

Juez  de  Suchitcpéqucz,  Licenciado  don  Gustavo 
Rodríguez  M. 

Juez  de  Sololá,  Licenciado  don  J.  César  Mar- 
tínez Perales. 

Juez  de  San  Marcos,  Licenciado  don  J.  Joaquín 
Palma. 

Juez  de  Santa  Rosa,  Licenciado  don  J.  Liberato 
Valdés. 

Juez  de  Totonicapán,  Licenciado  don  José  Lean- 
dro Rodas. 

Juez  de  Zacapa,  Licenciado  don  Oscar  Murga. 

Juez  de  El  Progreso,  Licenciado  don  Pedro  Con- 
tenti,  h. 

Juez  de  Coatepeque,  Licenciado  don  J.  Miguel 
Herrera. 

Juez  de  Chiquimulillaj  Licenciado  don  Carlos  B. 
Rivera. 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1’  y 6^  de  Guatemala  y Juzgados  de 
1’  Instancia  y Comandancias  de  Armas  de  Amati- 
tlán, Petén,  Santa  Rosa  y Baja  Verapaz;  y Juzga- 
do Territorial  de  Chiquimulilla. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  2’  y 4*^  de  V Instancia  de  Guatemala 
y Juzgados  de  P Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Chimaltenango,  Alta  Verapaz  y Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  3''  y 5’  de  Instancia  de  Guatemala, 
Comandancias  de  Armas  de  Guatemala,  Juzgado 
de  1’  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Sa- 
catepéquez;  y Juzgado  Territorial  de  El  Progreso. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1’,  2’  y 3*^  de  1’  Instancia  y Comandan- 
cias de  Armas  de  Quezaltenango  y Juzgados  de  1’ 
Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  San  Mar- 
cos y Retalhuleu;  y Juzgado  Territorial  de  Coa- 
tepeque. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1’  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Jalapa,  Jutiapa,  Chiquimula,  Zacapa  e Iza- 
bal,  y Juzgado  Territorial  de  Asunción  Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1’  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Totonicapán,  Sololá,  Quiché  Huehuetenan- 
go  y Suchitepéquez. 


CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPUBLICA 


Vocales  Militares  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 

Propietarios:  Generales  de  División  don  José 
Reyes,  don  Flavio  Ovalle ; y. 

Suplentes:  Generales  de  División  don  Mauro  de 
León  y don  Francisco  Mollinedo. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Primera,  Segunda  y Tercera 
de  Apelaciones 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Ismael  Pa- 
checo Quevedo 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Luis  Leo- 
nardo. 


Suplente,  General  de  División  don  Pedro  Zamora 
Castellanos. 

Suplente,  General  de  División  don  Arturo  Romero. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Paulino  Her- 
nández. 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Gabriel  So- 
beranis. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Nicolás  Maído- 
nado. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Jacobo  Aguilar  P 
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Vocales  Militares  de  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Macabeo  Pinto. 
Propietario,  Coronel  don  Benjamín  Morales. 
Suplente,  Comandante  don  Martín  Carias. 
Suplente,  Comandante  don  Moisés  Morales. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Sexta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Enrique  F.  Cruz. 
Propietario,  Teniente  Coronel  don  Luis  Alfredo 
Arango. 

Suplente,  Coronel  don  Heliodoro  Benítez. 
Suplente,  Coronel  don  Ramón  Peñalonzo. 


Empleados  Especiales  del  Poder  Judicial 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco  Ci- 
fuentes  Pontaza.  Bibliotecario,  Bachiller  don  Miguel 
A.  Alvarado,  h. 


PERMANENTE 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  está  dis- 
puesta a atender  las  indicaciones  que  haga 
la  prensa  seria,  acerca  de  los  medios  que 
puedan  emplearse  para  el  progresivo  me- 
joramiento de  la  administración  de  justi- 
cia; despachará  toda  queja  o denuncia  que 
se  le  presente  contra  las  autoridades  cuya 
conducta  oficial  está  llamada  a vigilar,  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa  honra- 
da, imparcial  y patrióticamente  intenciona- 
da, concrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
hechos  y las  personas  contra  las  cuales  pro- 
ceda hacerse  una  investigación,  porque  de 
lo  contrario  ésta  resultaría  infructuosa 
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GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 

PUBLICACION  MENSUAL  DEL  PODER  JUDICIAL  DE  LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA 


Tomo  XXVI.  Guatemala,  noviembre  y diciembre  de  1929  Número  42 


La  Dirección  de  la  GACETA  DE  LOS  TRiBUNALES  hace  constar  que,  solamente  los  autores 
son  responsables  de  las  doctrinas  sustentadas  en  los  artículos  que  se  publiquen  en  ella. 


CUESTIONES  JUDICIALES 

EL  INCIDENTE  CROCKER 


Corría  el  año  de  1831,  el  Doctor  Mariano 
Gálvez  presidía  entonces  los  destinos  del 
Estado  de  Guatemala,  y con  su  espíritu  pro- 
gresista y emprendedor,  trabajaba  sin  des- 
canso por  poner  en  el  cielo  de  la  patria  chis- 
pazos de  luz  y la  historia  al  juzgarlo  le  ha 
dado  el  puesto  de  digno  Gobernante,  el  pri- 
mer reformador  de  Guatemala. 

Animado  del  deseo  de  relegar  al  olvido  la 
incongruente  legislación  española,  bajo  la 
iniciativa  del  inolvidable  Barrundia,  puso  en 
vigor  el  Código  que  Eduardo  de  Lívington, 
habia  dado  para  la  Luisiana;  en  este  Código 
se  establecía  el  sistema  de  tribunales  de  ju- 
rado, centros  penitenciarios  y otras  innova- 
ciones que  no  fueron  del  agrado  de  ciertas 
clases  sociales,  las  que  pronto  combatieron 
la  nueva  legislación. 

Las  garantías  individuales  estaban  perfec- 
tamente garantizadas  en  el  libro  II  de  dicho 
cuerpo  legal,  y principalmente  el  derecho  de 
habeos  corpas  o sea  la  exhibición  personal, 
principio  tomado  del  “Bill  of  Rigth”  de  la 
legislación  inglesa. 

En  1833,  cruel  epidemia  llegó  a nuestra 
frontera  por  el  lado  de  Chiapas,  entonces  el 
Gobierno  cortó  sus  relaciones  con  aquel  Es- 


tado y la  epidemia  se  contrarrestó ; a fines  de 
1836  fué  apresado  un  buque  negrero  proce- 
dente de  Africa,  por  un  bergantín  inglés,  es- 
te buque  fué  destinado  al  establecimiento 
británico  de  Belice ; el  buque  estaba  infes- 
tado de  cólera  morbo  y la  epidemia  se  pro- 
pagó pronto  en  la  colonia  británica  de  Béli- 
ce  y en  la  costa  Norte  de  Honduras;  el  Go- 
bierno de  Guatemala,  teniendo  conocimien- 
to de  esta  epidemia,  suspendió  toda  relación 
con  los  lugares  infestados;  por  ese  tiempo 
estaban  en  Belice  varios  pipantes  de  Gua- 
lán,  los  que  no  pudiendo  volver  al  lugar  de 
su  origen,  se  dirigieron  al  puerto  de  Omoa. 
Algún  tiempo  después,  el  Gobierno  de  Hon- 
duras comunicó  al  de  Guatemala  que  sus 
puertos  estaban  limpios  y nuestro  gobierno 
levantó  la  incomunicación  con  ellos.  Los 
pipantes  se  dirigieron  entonces  por  el  río  Mo- 
tagua  hasta  Gualán  y a los  pocos  días  de  su 
llegada  se  declaró  el  terrible  cólera  en  aque- 
lla vía. 

Esta  noticia  causó  gran  alarma  en  la  ca- 
pital, el  Gobierno  tomó  diferentes  medidas 
para  combatir  el  terrible  mal,  se  dictaron 
órdenes  de  limpieza  y de  higiene  pública,  se 
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formaron  juntas  de  sanidad,  se  nombraron 
Médicos  para  que  fuesen  a los  lugares  in- 
festados, llevando  consigo  botiquines  de  las 
medicinas  más  recomendables  para  comba- 
tir el  terrible  mal.  Entre  los  Médicos  nom- 
brados estaba  el  Dr.  don  Mariano  Crocker, 
quien  debia  de  ir  a los  pueblos  de  San  Cris- 
tóbal y San  Agustín  Acasaguastlán  y Mag- 
dalena, invadidos  ya  por  la  epidemia. 
Crocker  se  excusó  de  ir  al  desempeño  de  la 
comisión,  alegando  enfermedad  y al  efecto 
presentó  tres  certificaciones  de  competentes 
facultativos,  uno  de  ellos  del  Dr.  Molina. 

La  Junta  de  Sanidad,  no  aceptó  la  excusa 
y entonces  el  Gobernador  departamental  le 
intimó  la  orden  de  marchar  al  cumplimien- 
to de  su  comisión  dentro  de  veinticuatro  ho- 
ras. Entonces  Crocker,  restringido  en  su  li- 
bertad, se  presentó  ante  el  Juez  de  Distrito, 
pidiendo  su  exhibición  personal  e invocan- 
do al  efecto  los  artículos  conducentes  del 
recién  promulgado  Código  de  Livingston. 

El  Juez  de  Distrito  que  lo  era  el  Licencia- 
do don  José  Domingo  Diéguez,  firmante  del 
Acta  de  Independencia,  traductor  de  Landi- 
var  y padre  de  los  renombrados  poetas  Juan 
y Manuel  Diéguez,  otorgó  el  auto  de  exhibi- 
ción, fundado  en  la  ley;  pero  el  Goberna- 
dor local  devolvió  el  auto  de  exhibición  sin 
cumplimentarlo  excusándose  que  tenía  que 
cumplir  las  órdenes  recibidas  del  Jefe  de  Es- 
tado. El  Juez,  Licenciado  Diéguez,  en  vista 
del  retorno  del  auto,  a continuación  de  lo 
manifestado  por  el  Gobernador  local,  puso 
a continuación  el  auto  siguiente,  que  en  lo 
conducente  decía : “Intímase  al  ciudadano 
Jefe  del  Estado  el  auto  que  precede,  por  me- 
dio del  Magistrado  ejecutor”.  El  Magistrado 
ejecutor  marchó  a cumplir  la  orden,  y a poco 
volvió  con  el  auto  hecho  pedazos,  diciendo  : 
“el  Jefe  del  Estado  se  ha  enfurecido  y ha 
despedazado  el  auto".  El  Juez  Diéguez,  en 
su  vindicación,  probó  que  estaba  autorizado 
por  el  Código  para  poner  al  auto  en  los  tér- 
minos que  lo  dirigió  al  Jefe  del  Estado,  y en 
vista  de  la  petición  del  detenido  Crocker,  de 


la  certificación  de  los  Médicos,  no  podía  ex- 
cusarse de  hacerlo ; pero  Gálvez  en  la  polé- 
mica que  se  entabló  poco  después,  disentía 
de  esta  opinión,  sosteniendo  que  en  su  ca- 
lidad de  Primer  Magistrado  del  Estado,  no 
le  debió  haber  requerido  aquel  funcionario 
en  los  términos  en  que  lo  hizo. 

Este  incidente  hizo  mucho  ruido  en  Gua- 
temala, y causó  gran  escándalo  entre  los  par- 
tidarios del  nuevo  Código ; pudiendo  decir- 
se que  fué  el  principio  de  las  desavenencias 
de  éstos  con  Gálvez,  porque  concurría  ade- 
más la  circunstancia  de  que  Crocker  era  pa- 
riente de  don  José  Francisco  Barrundia,  que 
entonces  estaba  al  frente  del  partido  de  opo- 
sición. 

Crocker  marahó  obligado  al  desempeño 
de  su  comisión;  Gálvez  se  afectó  por  la  pre- 
sentación del  auto  de  exhibición,  y su  enco- 
no en  contra  del  Juez  fué  tal,  que  trató  de 
destituirlo  nombrando  en  su  lugar  al  Licen- 
ciado don  Pedro  N.  Arriaga. 

El  destituido  Juez  de  Distrito,  Licenciado 
Diéguez,  publicó  un  folleto  para  conocimien- 
to del  público,  explicando  los  detalles  de  es- 
te incidente,  poniendo  de  manifiesto  que  en 
todo  había  obrado  aplicando  la  ley,  allí  ex- 
plica que  antes  de  expedir  el  auto  en  con- 
tra el  Gobernador  Local,  escribió  confiden- 
cialmente al  Jefe  del  Estado,  por  si  quería 
dar  al  asunto  “un  corte  suave  y prudente”. 

Este  incidente  consta  en  un  expediente 
que  se  siguió  y que  existía  en  el  Consejo  Re- 
presentativo el  cual  debe  existir  al  pre- 
sente en  el  Archivo  General  del  Gobierno. 
Gálvez  cooperó  de  manera  eficaz  a implan- 
tar en  Guatemala  el  Código  de  Lívington ; 
pero  desde  el  incidente  Crocker  fué  hostil 
a aquel  cuerpo  legal  y trató  de  desacreditar- 
lo ; poco  después  era  abolida  aquella  legisla- 
ción que  trajo  reformas  demasiado  avanza- 
das, demasiado  modernas,  para  un  pueblo 
naciente  que  despertaba  como  de  una  pesa- 
dilla de  trescientos  años. 

SALOMON  CARRILLO  RAMIREZ. 


(I  ) La  Constitución  Federal  de  1824  establece  que  los  Jefes  de  Estado,  para  su  gobierno  sean  asistidos  por  un 
Consejo  Representativo,  compuesto  por  ciudadanos  de  elección  popular  indirecta  de  tres  grados;  las  atribu« 
clones  de  Dicho  Consejo  son  las  mismas  de  nuestros  actuales  Ministros  y Consejo  de  Estado, 
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CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CIVIL 

Toda  controversia  sobre  el  estado  civil  de 
las  personas  es  materia  de  juicio  escrito. 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
ocho  de  noviembre  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve. 

Visto,  por  recurso  de  casación  interpuesto, 
y con  sus  antecedentes,  el  auto  dictado  por 
la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  veinticinco  de  octubre  de  mil  novecientos 
veintiocho,  en  el  cual  se  confirma  el  que,  a 
su  vez  dictó  el  Juzgado  de  Primera  Instancia 
de  la  Alta  Verapaz,  el  veinticuatro  de  agosto 
del  año  citado,  en  el  que  declara  ‘‘compro- 
bado el  estado  civil  de  casados  entre  los  se- 
ñores Manuel  Fernández  Barrios  y Pascua- 
la Ceballos,  ya  difuntos,  y el  de  hija  legitima 
de  ambos,  en  favor  de  la  señorita  Maria  Ana 
Fernández  Ceballos”;  y ordena  que  se  ha- 
gan en  el  Registro  Civil  las  ‘‘anotaciones  co- 
rrespondientes". 

RESULTANDO  : que,  en  memorial  del  cin- 
co de  noviembre  de  mil  novecientos  veinti- 
siete, dirigido  al  Juez  de  Primera  Instancia 
de  la  Alta  Verapaz,  Juana  Ceballos,  con  auxi- 
lio del  Licenciado  don  F.  Ponce  S.,  mani- 
festó : que  había  solicitado  del  Registro  Ci- 
vil de  la  ciudad  de  Cobán,  la  certificación  de 
la  partida  del  matrimonio  de  su  madre  Pas- 
cuala Ceballos  y Manuel  Fernández  Barrios, 
sin  obtenerla  porque  tal  partida  no  se  en- 
contró ; que  para  reponer  la  omisión  ocurrió 
a la  Jefatura  Política  en  cuyo  archivo  tam- 
poco pudo  encontrarse  el  expediente  matri- 
monial, alegando  esa  oficina  el  pretexto  de 
que  se  estaba  arreglando  su  archivo.  E invo- 
cando en  apoyo  de  su  solicitud  el  artículo 
504  del  Código  Civil,  pidió  que  se  repusiera 
la  partida  omitida  proponiendo  como  prue- 
ba para  ese  efecto : I. — Certificación  de  las 
partidas  de  defunción  de  Manuel  Fernández 
Barrios  y Pascuala  Ceballos,  ‘‘en  las  que 
consta  que  fueron  casados  entre  sí”;  y,  II. — 
Información  de  los  testigos  presenciales  del 
acto  del  matrimonio,  para  la  cual  formuló 
el  interrogatorio  que  había  de  dirigirse  a Je- 
sús P.  Sierra,  Estéfana  Juárez  y Dominga 
Ac.  El  Juez  proveyó  mandando  recibir  la  in- 
formación propuesta  para  los  fines  indica- 
dos. Las  partidas  del  Registro  Civil  de  Co- 
bán presentadas  junto  con  el  memorial,  son : 


I. — La  número  858,  en  que  se  consignó  que 
el  veintiséis  de  junio  de  mü  novecientos  vein- 
tidós, Eugenio  Schenal  manifestó  que  el  día 
anterior,  a las  cuatro  de  la  tarde,  había  falle- 
cido de  cólico  “PASCUALA  CEBALLOS,  de 
Fernández,  ochenta  y seis  años  de  edad,  ca- 
sada, de  oficios  domésticos”;  II. — La  núme- 
ro 114,  en  la  cual  aparece  consignado  que  el 
veinte  de  junio  de  mil  novecientos  veintisie- 
te, compareció  el  mismo  Eugenio  Schenal 
(pero  escrito  el  apellido  “Chenl”)  exhibien- 
do un  certificado  médico  y dando  parte  de 
que  el  diez  y ocho  del  mismo  mes  había  fa- 
llecido “de  un  sincope  a las  siete  de  la  tar- 
de don  MANUEL  FERNANDEZ  B.,  de  se- 
senta y tres  años  de  edad,  zapatero,  de  na- 
cionalidad guatemalteca,  viudo  de  doña  Pas- 
cuala Ceballos,  ladino,  no  testó”,  etc. 

RESULTANDO  : que  en  escrito  del  nueve 
de  noviembre  de  mil  novecientos  veintisiete, 
Gregorio  Fernández  Barrios,  hermano  de 
Manuel  de  los  mismos  apellidos,  y ya  de- 
clarado heredero  ab  intestato  de  éste,  ma- 
nifestó que  el  difunto  nunca  fué  casado ; que 
el  archivo  de  la  Jefatura  Política  de  la  Alta 
Verapaz  está  intacto  y es  de  donde  debe  ob- 
tenerse certificación  del  acta  de  matrimo- 
nio ; que  deben  leerse  a los  testigos  propues- 
tos por  Juana  Ceballos  los  artículos  211  y 
214  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
para  que  esas  “infelices  personas  no  vayan 
a ser  víctimas  de  su  propia  ignorancia;  em- 
pujados por  la  codicia  de  la  Ceballos  y sus 
mentores”;  y,  alegando  el  artículo  513  del 
Código  Civil,  pidió  que  se  le  diera  audiencia 
tanto  a él  como  a sus  hermanos  y co-herede- 
ros,  como  partes  en  el  asunto,  pues  tienen 
interés  directo  en  él.  Tanto  este  escrito  de 
Gregorio  Fernández  B.,  como  otro  que  pre- 
sentó el  quince  de  diciembre  (1927),  refor- 
zando las  manifestaciones  y argumentos  con- 
tenidos en  el  primero,  fueron  mandados 
agregar  a sus  antecedentes,  advirtiendo  en 
el  segundo  que  se  tendría  presente ; 

RESULTANDO;  que  fué  recibida  la  in- 
formación de  testigos  propuesta  al  iniciar 
estas  diligencias,  y el  resultado  fué  como  si- 
gue : el  interrogatorio  que  les  fué  dirigido 
contiene  cinco  puntos,  a saber:  1. — Sobre 
generales;  2. — Si  junto  con  Manuel  Fernán- 
dez y Pascuala  Ceballos  fueron  sirvientes  en 
casa  de  Francisco  Plana;  3. — Si  Manuel  Fer- 
nández, que  manejaba  una  máquina  de  va- 
por, fué  herido  en  la  cara  por  un  leño  que 
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arrojó  la  sierra  mecánica  a fines  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y cinco  o principios  de  mil 
ochocientos  ochenta  y seis;  4. — Si  por  ese 
mismo  accidente  Manuel  Fernández  contra- 
jo matrimonio  en  articulo  de  muerte  con 
Pascuala  Ceballos;  y,  5. — Si  en  el  acto  del 
matrimonio,  que  presenciaron  los  testigos, 
Fernández  reconoció  a Ana  Fernández  o Ce- 
ballos como  hija  de  él  nacida  durante  sus 
relaciones  ilícitas  con  Pascuala  Ceballos.  Je- 
sús P.  Sierra,  Dominga  Ac  y Estéfana  Juá- 
rez, declararon  que  no  les  tocan  las  genera- 
les de  ley  con  los  interesados.  Sierra  que 
ignora  los  puntos  dos,  tres,  cuatro  y cinco. 
Dominga  Ac  que  le  constan  los  puntos  dos, 
tres,  cuatro  y cinco,  y también  otro  sexto 
que  no  figura  en  el  interrogatorio  ni  en  la 
diligencia  en  que  fué  examinada.  Estéfana 
Juárez,  que  son  ciertos  los  puntos  dos,  tres, 
y cuatro ; y que  el  cinco  sólo  le  consta  por 
referencias ; 

RESULTANDO:  que  Juana  Ceballos,  en 
su  memorial  del  seis  de  diciembre  (1927), 
solicitó  que  fueran  examinados  otros  cinco 
testigos,  a saber;  el  Ingeniero  don  José  Lan- 
za R.,  José  María  Noriega,  David  Paz  Oli- 
va, Mariano  Ponce  Molina  y Javier  Prado, 
conforme  a un  interrogatorio  de  dos  pre- 
guntas ; la  primera  sobre  generales  de  ley, 
y la  segunda,  sobre  si  les  consta  que  María 
Ana  Fernández  Ceballos  “ha  estado  en  po- 
sesión del  estado  civil  de  ser  hija  de  don  Ma- 
nuel Fernández  Barrios  y de  doña  Pascuala 
Ceballos  por  haberla  presentado  ante  los  de- 
ponentes como  su  hija”.  A la  primera  pre- 
gunta los  cinco  testigos  declararon  no  tocar- 
les dichas  generales  con  Juana  Ceballos,  y 
haber  conocido  a los  dos  cuyo  matrimonio 
se  trata  de  establecer.  A la  segunda  dieron 
respuesta  como  sigue : Lanza,  que  no  le  cons- 
ta, y solamente  supo,  por  el  mismo  Fernán- 
dez, que  éste  buscaba  una  mujer  para  que 
administrara  una  tienda  que  iba  a poner, 
y lo  cuidara,  pues  su  hija  Ana  no  lo  hacía, 
y Juana  Ceballos  tenía  familia  y le  daba  pe- 
na hacerle  la  propuesta;  Noriega,  que  le 
consta  que  Ana  era  hija  de  Fernández  por- 
que éste  se  lo  dijo:  Paz  Oliva,  que  le  consta 
que  Ana  era  hija  legítima  de  Fernández  y 
la  Ceballos,  y lo  de  matrimonio  en  artículo 
de  muerte,  "por  referencias”;  Ponce  Moli- 
na, que  le  consta  que  Manuel  Fernández 
Barrios  reconoció  “como  su  hija”  a María 
Ana  Fernández  Ceballos,  agregando  que  és- 
ta abandonó  una  vez  el  domicilio  paterno,  y 
regresó ; pero  cuando  lo  abandonó  por  se- 
gunda vez  ya  no  volvió ; y Prado,  que  le  cons- 
ta el  contenido  de  la  pregunta,  sin  explicar 
cómo  ni  por  qué; 


RESULTANDO : que,  con  su  escrito  de 
diez  y nueve  de  diciembre  (1927),  Gregorio 
Fernández  Barrios  presentó  una  certifica- 
ción del  Registro  Civil  de  Cobán,  emitida 
en  forma  legal,  y en  la  cual  se  hace  constar 
que  al  folio  doscientos  cuarenta  y dos  del 
libro  tercero  de  nacimientos,  se  encuentra 
una  partida  en  la  cual  se  consignó  que,  se- 
gún parte  dado  por  Higinio  Alonso,  que  el 
ocho  de  agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
tres,  a las  seis  de  la  tarde,  nació  María  Ana 
Cebay,  hija  natural  de  Pascuala  Cebay,  la- 
dina, originaria  de  esta  República  y domici- 
liada en  aquella  ciudad.  No  consta  en  esa 
certificación  si  hay,  o nó,  alguna  anotación 
marginal; 

RESULTANDO:  que  en  providencia  del 
veintitrés  de  diciembre  de  (1927)  el  Juzga- 
do mandó  dar  audiencia  al  representante 
del  Ministerio  Público ; y en  tal  concepto 
el  Administrador  de  Rentas  del  departamen- 
to manifestó  al  día  siguiente:  que  “siendo 
deficiente  la  ley  en  el  sentido  de  la  prueba 
testimonial  para  reponer  las  partidas  de  na- 
cimiento y matrimonio”,  y sin  dudar  de  la 
certificación  del  expediente,  creía  convenien- 
te que  se  tuviera  a la  vista  el  original.  Por 
lo  demás,  no  tenía  nada  que  objetar; 

RESULTANDO  : que  hecho  saber  el  dic- 
tamen que  acaba  de  extractarse,  Juana  Ce- 
ballos manifestó  considerar  inadmisible  lo 
pedido  por  el  Administrador  de  Rentas  en 
cuanto  a tener  a la  vista  el  expediente  de 
matrimonio  a que  hizo  referencia,  que  fué 
el  primero  seguido  por  su  señora  madre  y 
Manuel  Fernández  Barrios,  porque  el  otro 
que  se  formó  para  celebrar  el  matrimonio  en 
artículo  de  muerte,  no  depende  de  su  vo- 
luntad “el  poder  extraer  de  los  archivos 
de  una  oficina  administrativa  documentos 
que  están  a su  cuidado”,  asegurando  que  por 
esta  razón  “presentó  la  copia  certificada  del 
que  quedó  sin  fenecer  por  la  no  subscrip- 
ción y autorización  de  las  actas  levantadas. 
Y agregó  que  “tal  copia  ni  se  presentó  como 
prueba,  pero  sí  con  el  fin  de  llevar  al  ánimo 
del  Tribunal  la  intención  manifiesta  de  los 
señores  Barrios  B.  y Ceballos  y de  haber  que- 
rido desde  antes  de  la  celebración  de  su  ma- 
trimonio en  artículo  mortis,  haber  celebrado 
el  contrato  de  matrimonio  que  dió  origen  a 
su  vida  común  y al  mutuo  asociamiento  de 
energías  que  desplegaron  en  las  distintas  si- 
tuaciones de  su  vida  CONYUGAL”.  La  co- 
pia certificada  a que  alude  la  Ceballos  (fo- 
lios once  y doce,  primera  instancia)  contie- 
ne: a)  Solicitud  de  matrimonio  presentada 
a la  Jefatura  Política  de  la  Alta  Verapaz  el 
treinta  de  septiembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y cuatro  por  Manuel  Toribio  Fer- 
nández y Pascuala  Ceballos ; solicitud  que 
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fué  firmada  por  “Manuel  Fernández”  y por 
"Manuel  Solares"  a ruego  de  la  presentada; 
b ) Proveído  mandando  ratificar,  y diligen- 
cia de  ratificación;  c)  Declaraciones  de  los 
testigos  Evaristo  Ramírez  y José  Cárter, 
quienes  aseguraron  conocer  a los  preten- 
dientes, pero  no  a sus  padres,  y aseguraron 
que  entre  los  primeros  no  existe  parentesco 
ni  otro  impedimento  para  el  matrimonio ; d ) 
La  partida  de  bautismo  de  Manuel  Toribio, 
que  nació  el  diez  y seis  de  abril  de  mil  ocho- 
cientos cincuenta  y cuatro,  hijo  legítimo  de 
Eustaquio  Fernández  y Angela  Barrios,  ex- 
pedida por  el  cura  párroco  de  Salamá.  Es  de 
advertir  que  las  únicas  firmas  que  aparecen 
copiadas  en  esa  certificación  son  las.de  los 
pretendientes  en  su  solicitud  en  la  forma 
en  que  queda  dicha,  y la  del  cura  de  Sala- 
má, Presbítero'!.  Ramón  Manzano;  y que 
no  aparece  acta  alguna  de  celebración  de 
matrimonio ; 

RESULTANDO  : que  para  mejor  resolver, 
el  Juez  ordenó  que  la  interesada  manifesta- 
ra claramente  en  qué  fecha  se  celebró  el 
matrimonio  de  los  “esposos”  Fernández  Ba- 
rrios y Caballos;  y pedir  “informes  a la  Je- 
fatura Política  y Registro  Civil”  del  departa- 
mento “del  acto  matrimonial”.  La  Jefatura 
Política  dió  su  informe  el  veintisiete  de  fe- 
brero (1928)  diciendo  que  según  el  expedien- 
te que  para  el  efecto  se  había  tenido  a la  vis- 
ta, iniciado  en  treinta  de  septiembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y cuatro,  “tanto  la  pri- 
mera providencia  recaída  en  dicha  solici- 
tud como  las  declaraciones  de  dos  testigos, 
no  están  autorizadas  por  el  Jefe  Político  y 
Secretario  de  aquel  entonces” ; y que  “fal- 
tan en  el  mismo  expediente  la  partida  de  na- 
cimiento de  Pascuala  Ceballos,  y el  matri- 
monio no  se  llevó  a cabo,  ignorando  el  moti- 
vo”. Juana  Ceballos  manifestó,  por  escrito, 
que  no  recordaba  la  fecha  del  matrimonio, 
porque  entonces  ella  estaba  muy  pequeña; 
presentó  una  esquela  de  la  defunción  de  Pas- 
cuala Ceballos  de  Fernández,  en  la  cual,  a 
nombre  de  “su  esposo,  hija  y demás  deudos, 
se  invita  a la  inhumación",  sin  expresar  más 
nombres  que  el  de  la  difunta;  y dijo  que  el 
expediente  a que  se  ha  hecho  referencia  no 
se  terminó  por  falta  de  firmas  a causa 
de  que  el  Secretario  de  la  Jefatura  Política 
de  aquellos  días,  se  mantenía  en  estado  de 
ebriedad.  El  depositario  del  Registro  Civil 
de  Cobán  informó  el  veintiocho  de  febrero 
(1928),  que  después  de  haber  buscado  minu- 
ciosamente en  los  libros  de  su  oficina  “el 
acta  de  matrimonio  de  don  Manuel  Fernán- 
dez Barrios  y Pascuala  Ceballos,  no  fué  po- 
sible encontrarla”; 


RESULTANDO : que  Gregorio  Fernán- 
dez Barrios  presentó,  con  su  escrito  del  sie- 
te de  marzo  de  mil  novecientos  veintiocho : 
a)  La  certificación  del  auto  dictado  por  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  de  la  Alta  Ve- 
rapaz,  el  ocho  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos veintisiete,  en  el  cual  declara,  sin 
perjuicio  de  tercero  de  igual  o mejor  dere- 
cho, que  Gregorio,  Francisca,  Julia  y Ricar- 
do, hermanos  de  Manuel  Fernández  Barrios, 
son  sus  herederos ; b ) Una  certificación  ex- 
pedida por  el  depositario  del  Registro  Civil 
de  Cobán,  en  la  cual  dice  que,  después  de 
haber  buscado  en  los  libros  de  dicho  Regis- 
tro la  partida  del  matrimonio  de  Manuel 
Fernández  Barrios  con  Pascuala  Ceballos, 
no  fué  posible  encontrarla ; c ) Certificación 
emitida  por  el  cura  párraco  de  Santo  Domin- 
go Cobán,  en  la  cual  se  consigna  que  ha- 
biéndose buscado  en  los  libros  parroquiales 
la  partida  de  matrimonio  de  Manuel  Fer- 
nández Barrios  con  Pascuala  Ceballos,  para 
dar  copia  certificada  de  ella,  se  encontró  que 
no  aparece  en  dichos  libros.  El  Juez  prove- 
yó mandando  que  se  agregaran  a las  diligen- 
cias los  documentos  presentados;  y que  se 
hiciera  saber  a Gregorio  Fernández  Barrios 
que  “en  las  presentes  diligencias  no  tiene 
por  qué  dársele  audiencia  ya  que  se  trata 
de  la  reposición  de  la  partida  de  matrimonio 
objeto  de  las  mismas”; 

RESULTANDO  : que,  en  su  resolución  del 
diez  de  abril  de  mil  novecientos  veintiocho, 
el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  la  Alta 
Verapaz,  fundándose  en  que  la  única  ma- 
nera de  comprobar  el  matrimonio  es  con  la 
certificación  del  acta  respectiva,  y que  las 
diligencias  practicadas  y documentos  presen- 
tados no  son  bastantes  para  suplirlas,  decla- 
ra sin  lugar  la  solicitud ; 

RESULTANDO:  que  Juana  Ceballos  ape- 
ló de  esa  resolución.  Se  otorgó  el  recurso 
en  ambos  efectos.  Y la  Sala  Segunda  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  en  su  resolución  eje- 
cutoria del  veintitrés  de  julio  de  mil  nove- 
cientos veintiocho,  revocó  "el  auto  apelado 
mientras  se  resuelve  lo  relativo  a la  pose- 
sión notoria  de  hija  y en  la  forma  que  corres- 
ponde se  resuelve  la  oposición”; 

RESULTANDO  : que  después  de  nuevos 
argumentos  formulados  por  Juana  Ceba- 
llos, el  Juzgado  de  Primera  Instancia  dictó 
el  auto  del  veinticuatro  de  agosto  (1928),  en 
el  cual  declara : “comprobado  el  estado  civil 
de  casados  entre  los  señores  Manuel  Fer- 
nández Barrios  y Pascuala  Ceballos,  ya  di- 
funtos, y el  de  hija  legítima  de  ambos  en  fa- 
vor de  la  señorita  María  Ana  Fernández  Ce- 
ballos, debiendo  hacerse  las  anotaciones  co- 
rrespondientes en  el  Registro  Civil”.  Al  ser 
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notificado  de  este  auto,  Gregorio  Fernández 
Barrios  interpuso  el  recurso  de  apelación ; 
y presentó  otra  certificación  de  la  declara- 
toria de  herederos  a favor  de  él  y sus  her- 
manos Francisca,  Julia  y Ricarda,  con  el  ob- 
jeto de  probar  su  derecho  para  interponer 
dicho  recurso,  que  fué  otorgado  en  ambos 
efectos.  Al  consignar  las  notificaciones  de 
esta  providencia,  se  hizo  constar  en  una  bre- 
ve razón  que  “En  igual  fecha  se  extendió 
certificación” ; 

RESULTANDO;  que  Gregorio  Fernández 
Barrios,  fundándose  en  que  ya  se  había 
otorgado  en  ambos  efectos  el  recurso  de  ape- 
lación interpuesto  por  él,  pidió  que  se  man- 
dara suspender  los  efectos  de  la  certifica- 
ción mencionada.  Previo  informe  de  la  ofi- 
cina de  haberse  enviado  ya  al  Registro  Ci- 
vil dicha  certificación,  el  Juez  denegó  la 
solicitud  con  un  auto  de  “No  ha  lugar;  que- 
dando a salvo  los  derechos  del  solicitante 
por  las  acciones  que  pudieran  competirle" ; 

RESULTANDO : que  despachada  la  se- 
gunda instancia,  señalado  dia  para  la  vista, 
y escuchados  los  argumentos  del  apelante, 
la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
en  su  resolución  del  veinticinco  de  octubre 
(1928),  confirmó  el  auto  apelado,  dejando 
“a  salvo  los  derechos  y acciones  de  don  Gre- 
gorio Fernández  para  que  pueda  entablar 
su  oposición  en  el  juicio  ordinario  respec- 
tivo". Se  libró  despacho  para  que  esta  reso- 
lución ejecutoria  fuera  notificada  a Juana 
Cebadlos, /Eugenio  Schenal  y Gregorio  Fer- 
nández Barrios; 

RESULTANDO ; que  contra  esa  resolu- 
ción de  Segunda  Instancia  Gregorio  Fernán- 
dez Barrios,  con  auxilio  del  Licenciado  don 
José  Francisco  Mena,  interpuso  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  y 
violación  de  ley,  denunciando  la  violación 
de  los  siguientes : artículos  256,  269,  266,  271, 
272,  504,  508,  513  y 515  del  Código  Civil;  y 
555,  558,  563,  1263  y 539  del  de  Procedimien- 
tos Civiles ; 

CONSIDERANDO  : que  la  resolución  dic- 
tada por  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de 
Apelaciones  que  motivó  este  recurso  de  ca- 
sación es  una  verdadera  sentencia  ejecuto- 
ria, aunque  haya  sido  redactada  y firmada 
en  forma  de  auto  interlocutorio,  por  que  en 
ella  quedan  definitivamente  resueltas  las 
pretensiones  de  Juana  Ceballos  relativas  al 
estado  civil  de  casados  de  Pascuala  Ceballos 
y Manuel  Fernández  Barrios,  ya  difuntos, 
y el  de  Ana  María  Cebay  de  hija  legítima  de 
ambos.  Por  consiguiente,  el  recurso  inter- 
puesto es  legalmente  admisible;  y debe  exa- 


minarse si  son  o no,  atendibles  las  razones 
en  que  se  funda;  si  los  artículos  citados  en 
el  respectivo  memorial  han  sido,  o no,  infrin- 
gidos; y si  en  consecuencia  el  procedimien- 
to seguido  está,  o no,  arreglado  a las  dispo- 
siciones de  la  ley; 

CONSIDERANDO:  que  la  razón  funda- 
mental del  recurso  consiste  en  que  fué  subs- 
tancialmente infringido  el  procedimiento,  por 
que  al  recurrente  no  se  le  quiso  dar  inter- 
vención en  primera  instancia  para  que  con 
su  previa  citación  y audiencia,  se  resolviera 
la  oposición  que  oportunamente  hizo  a las 
pretensiones  de  Juana  Ceballos ; y así  es  en 
efecto,  porque  en  autos  aparece  que  la  so- 
licitud presentada  por  la  Ceballos  ofrecien- 
do por  dos  veces  la  información  de  testigos 
para  justificar  los  puntos  de  su  demanda, 
fué  tramitada  en  jurisdicción  voluntaria;  y 
siendo  esto  así,  el  Juez,  tan  pronto  como  se 
presentó  Gregorio  Fernández  haciendo  opo- 
sición, fundado  en  su  calidad  de  heredero 
de  su  hermano  Manuel  de  su  apellido,  ca- 
lidad que  había  sido  ya  reconocida  por  el 
propio  Tribunal,  debió  convertir  en  juicio 
contencioso  lo  que  hasta  entonces  había  si- 
do de  jurisdicción  voluntaria,  ya  que  la  reso- 
lución que  debía  dictarse  tendría  que  perju- 
dicar derechos  adquiridos  por  el  opositor, 
siendo  el  trámite  que  debió  observarse  el  se- 
ñalado por  el  artículo  1621  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles ; 

CONSIDERANDO  : que  la  Sala  Segunda 
de  la  Corte  de  Apelaciones  en  vez  de  corre- 
gir la  falta  cometida  en  Primera  Instancia, 
a pesar  de  haberlo  solicitado  Gregorio  Fer- 
nández, resolvió  confirmando  el  auto  del 
Juez,  sin  observar  tampoco  los  trámites  co- 
rrespondientes a la  Segunda  Instancia,  y sin 
tomar  en  consideración  que  los  autos  habían 
llegado  a virtud  de  recurso  de  apelación 
interpuesta  por  el  mismo  Fernández,  y que 
le  fué  otorgada  en  ambos  efectos ; 

CONSIDERANDO  : que,  en  consecuencia, 
en  la  tramitación  de  este  asunto  se  infrin- 
gid substancialmente  el  procedimiento,  al  no 
mandarlo  suspender  cuando  se  seguía  en 
vía  voluntaria,  para  que  se  dilucidara  en  vía 
contenciosa,  con  motivo  de  la  oposición  he- 
cha por  el  señor  Fernández  y las  pretensio- 
nes de  Juana  Ceballos,  infringiéndose  así 
los  artículos  563  y 1263  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles ; 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  lo  que  disponen  los  ar- 
tículos 1869,  1871  y 1890  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  casa  y anula  la  reso- 
lución de  que  se  ha  hecho  mérito ; declara 
nulo  todo  lo  actuado  desde  la  providencia 
recaída  en  el  escrito  presentado  por  Juana 
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Ceballos  con  fecha  cinco  de  noviembre  de 
mil  novecientos  veintisiete,  el  cual  debe  subs- 
tanciarse en  via  ordinaria;  y manda  devol- 
ver el  depósito  constituido  para  el  despa- 
cho de  este  recurso. 

Notifiquese. — Con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

José  A.  Medrana. — Quirino  Flores  y Flo- 
res.— José  Serrano  Muñoz. — Abel  Paredes. 
— J.  F.  Rodríguez. — Alf.  Valle  Calvo. 


CRIMINAL 

No  puede  entablarse  ni  seguirse  acción  cri- 
minal cuando  sobre  el  delito  hubiere  re- 
caído sentencia  firme. 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintiséis  de  noviembre  de  mil  novecientos 
veintinueve. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
antecedentes  la  sentencia  del  veintinueve  de 
octubre  del  corriente  año,  en  que  la  Sala  3» 
de  la  Corte  de  Apelaciones  confirma  la  sen- 
tencia dictada  por  el  Tribunal  Militar  de  es- 
ta capital,  con  fecha  veinticuatro  de  julio  de 
este  mismo  año,  en  la  causa  que  por  inju- 
rias al  Jefe  del  Estado,  procede  contra  Fran- 
cisco Paredes  y Carlos  Aguilera  de  León, 
con  la  reforma  de  que  la  pena  es  de  un  año 
de  prisión  correccional,  conmutable  en  sus 
dos  terceras  partes  a medio  quetzal  diario ; 

RESULTA  : que  en  la  certificación  que  en- 
cabeza las  diligencias  de  examen,  aparece : 
que  en  cinco  de  abril  de  mil  novecientos 
veintinueve,  el  señor  Director  General  de 
Policía,  puso  a disposición  del  señor  Audi- 
tor de  Guerra  departamental,  en  la  Segunda 
Demarcación  de  Policía  de  esta  ciudad,  al 
individuo  Francisco  Paredes,  porque  el  dia 
anterior,  dicho  individuo  repartía  en  el  Par- 
que Central,  hojas  sueltas  de  carácter  sub- 
versivo, de  las  cuales  acompañó  dos;  el  Au- 
ditor de  Guerra  mandó  pasar  el  parte  de  re- 
ferencia a la  Comandancia  de  Armas,  la  que 
a su  vez  la  remitió  a la  Auditoria  de  Guerra 
especifica,  donde  previa  ratificación  se  man- 
dó instruir  el  correspondiente  proceso,  rati- 
ficación que  en  la  misma  fecha  hizo  el  Di- 
rector General  de  la  Policía.  El  seis  del  mis- 
mo mes  y año,  fueron  detenidos  y puestos 
en  la  Penitenciaria  Central,  a disposición  de 
la  Auditoria  de  Guerra,  Francisco  Paredes 
y Carlos  Aguilera  de  León; 


RESULTA ; que  indagados  como  es  de 
ley:  Francisco  Paredes  M.,  Carlos  Aguilera 
de  León,  José  Luis  Paredes  y Salvador  Mon- 
roy,  manifestaron:  el  primero.  Paredes  M.: 
que  el  dia  cuatro,  a las  diez  de  la  noche, 
frente  al  edificio  que  ocupa  la  Empresa  Eléc- 
trica, fué  detenido  por  la  Policía,  llevando 
en  su  bolsillo  hojas  impresas  para  repartir, 
por  cuyo  motivo  supone  está  preso ; que  di- 
chas hojas  en  número  de  quinientas  las  re- 
cibió un  dia  antes  del  Coronel  don  Carlos 
Aguilera  de  León,  después  de  haberlo  bus- 
cado y excitado  varias  veces  para  que  las 
repartiera;  reconoce  que  tales  hojas  son  sub- 
versivas y cree  que  obedecen  a planes  poli- 
ticos  del  Partido  Progresista,  al  cual  él  perte- 
nece ; que  de  León  estuvo  reservado  con  él 
y no  le  dió  detalles,  y si  algunos  le  dió,  no 
los  recuerda  por  ahora,  ofreciendo  darlos  al 
ampliar  esta  indagatoria;  la  llegada  de  de 
León  a su  casa  solo  la  presenció  su  señora 
esposa  y sus  niños ; al  ampliar  su  declara- 
ción, dijo:  que  él  había  pasado  en  limpio 
los  borradores  de  las  hojas  sueltas  en  una 
máquina  de  su  propiedad,  afirmando  que  si 
tomó  parte  en  ese  asunto  fué  debido  a su 
patriotismo  y que  no  está  convencido  de  las 
estafas  que  cometen  los  funcionarios  públi- 
cos que  se  citan  en  las  hojas,  pero  que  tal 
es  la  opinión  pública,  a la  cual  él  se  asocia; 
que  su  hermano  José  Luis  Paredes  es  ino- 
cente, pues  de  León  y él,  lo  convencieron 
de  que  les  hiciera  el  trabajo;  que  ratifica  to- 
do lo  dicho  respecto  a las  hojas  que  repartía 
y que  no  conoce  a Salvador  Monroy;  el  se- 
gundo, Aguilera  de  León : que  a las  dos  y 
media  de  la  mañana,  en  su  casa  de  habita- 
ción, fué  capturado,  lo  que  obedece  a una 
hojas  sueltas,  que  redactó  en  la  cantina  “El 
Casino”,  con  su  correligionario  Francisco 
Paredes  M.,  sin  que  interviniera  otra  perso- 
na, y las  cuales  fueron  impresas  por  un  her- 
mano de  éste,  según  entiende,  en  la  impren- 
ta del  Hospicio,  por  cuyo  trabajo  sólo  pa¿ó 
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moneda  nacional,  valor  de  la  materia  prima  ; 
y que  lo  hecho  fué  con  la  mira  de  conseguir 
el  derrocamiento  del  actual  régimen  de  co- 
sas, para  ver  de  ganar  para  vivir;  amplian- 
do su  declaración  manifestó : que  Salvador 
Monroy,  en  la  imprenta  LUZ  y en  ausencia 
de  su  hermano,  ternainó  el  tiraje  de  las  ho- 
jas, sin  ganarle  nada  y sin  que  nadie  se  die- 
ra cuenta  al  entregárselas ; en  segunda  am- 
pliación, dijo;  que  las  hojas  las  escribieron 
a lápiz  y fueron  copiadas  a máquina  por 
Francisco  Paredes  M, ; ratifica  lo  dicho  en 
las  hojas  contra  las  personas  en  ellas  men- 
cionadas, a excepción  del  actual  Director  de 
Policía,  por  no  constarle  realmente  que  sea 
linchador,  absteniéndose  de  asegurar  lo  di- 
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cho  contra  los  demás  funcionarios,  pero 
aceptando  al  respecto  el  criterio  de  la  opi- 
nión pública;  que  de  acuerdo  con  Francisco 
Paredes  hicieron  el  trabajo,  no  asi  con  José 
Luis,  quien  fué  convencido  por  ambos  para 
que  les  hiciera  el  trabajo  relacionado ; el 
tercero,  Paredes:  que  fué  capturado  en  el 
Hospicio,  donde  trabaja  como  tipógrafo,  por 
haber  hecho  el  formato  de  tres  hojas  sueltas 
de  carácter  sedicioso,  a solicitud  de  su  her- 
mano Francisco  Paredes  M.  y de  Carlos 
Aguilera  de  León,  quienes  lo  convencieron 
que  no  tenia  ninguna  responsabilidad  al  eje- 
cutar dicho  trabajo;  que  los  borradores  se 
los  dieron  en  distintas  épocas  y que  ignora 
quien  llevó  a cabo  la  impresión;  y el  último, 
Monroy:  que  fué  capturado  en  la  tipogra- 
fía LUZ,  de  su  propiedad,  ignora  el  motivo 
de  su  detención,  no  conoce  a ninguno  de  los 
tres  anteriores  indagados,  y negó  todo  lo  que 
le  fué  preguntando  en  re' ación  al  delito; 

RESULTA:  que  examinados,  Clara  Ve- 
lásquez  de  Paredes,  María  v.  de  Guerrero 
y Celia  González,  declararon : la  primera, 
Velásquez  de  Paredes:  que  es  esposa  de 
Francisco,  de  su  último  apellido,  quien  perte- 
nece al  Partido  Progresista ; que  el  jueves 
por  la  noche  salió  su  esposo  a la  calle,  y co- 
mo no  regresara,  mandó  a donde  don  Carlos 
Aguilera  de  León  a informarse  sobre  el  par- 
ticular, sin  que  éste  le  diera  ningún  dato,  pe- 
ro que  arreglando  después  sus  cosas,  se  en- 
contró con  un  paquete  de  hojas  sueltas  que 
le  parecieron  malas,  suponiendo  entonces 
que  por  ellas  guardaría  prisión  su  marido ; 
la  segunda  señora  de  Guerrero:  que  es  due- 
ña de  la  cantina  “El  Casino”,  pero  no  la 
atiende  ella  personalmente  sino  Delia  Man- 
rique : que  Carlos  Aguilera  de  León  es  su 
cuñado,  motivo  por  el  cual  lo  conoce  no  así 
a las  otras  partes  del  proceso,  y que  nada 
sabe  sobre  el  delito  que  se  investiga;  y la  úl- 
tima, la  González  ; que  es  sirvienta  de  don 
Carlos  Aguilera  de  León,  pero  que  no  le  cons- 
ta nada  del  hecho  en  cuestión; 

RESULTA:  que  en  once  de  abril,  el  Tri- 
bunal Militar  se  declaró  incompetente  para 
conocer  de  los  delitos  cometidos  por  medio 
de  las  hojas  sueltas,  mandó  pasar  lo  actua- 
do a uno  de  los  Juzgados  del  orden  común, 
ordenó  la  libertad  de  los  detenidos,  y man- 
dó certificar  lo  conducente  a las  injurias 
contra  el  Jefe  del  Estado;  verificado  esto 
último,  el  Tribunal  de  referencia,  dictó  auto 
de  prisión  contra  Paredes  M.  y Aguilera  de 
León,  por  los  delitos  de  injurias  y calum- 
nias al  Jefe  del  Estado;  auto  del  cual  ape- 
laron, pero  fué  confirmado  por  la  Sala  Ju- 
risdiccional ; 


RESULTA : que  elevada  la  causa  a ple- 
nario,  se  tomó  confesión  con  cargos,  a los 
reos  deduciéndoles  el  que  les  resultó  por  los 
mismos  delitos  que  motivaron  su  prisión,  y 
no  se  conformaron; 

RESULTA : que  confirmando  el  nombra- 
miento de  los  defensores,  se  les  discernió  el 
cargo,  y mandados  correr  los  traslados  de 
ley,  el  Licenciado  Franco,  defensor  de  Agui- 
lera de  León  al  evacuar  su  defensa  alegó  lo 
que  estimó  pertinente  al  derecho  de  su  pa- 
trocinado y acompañó  una  certificación  de 
la  sentencia  de  Segunda  Instincia,  que  por 
los  delitos  de  imprenta  se  dictó  en  el  fuero 
común ; 

RESULTA ; que  según  constancia  que  apa- 
rece al  folio  veintinueve,  fueron  puestos  en 
libertad  los  reos  Aguilera  de  León  y Pare- 
des, por  equivocación,  obteniéndose  con  pos- 
terioridad solo  la  recaptura  de  Paredes ; 

RESULTA:  que  llamados  autos,  el  Tribu- 
nal Militar  falló  declarando : que  Francis- 
co Paredes  es  autor  del  delito  de  injurias 
vertidas  al  Presidente  de  la  República,  por 
el  que,  con  abono  de  la  prisión  sufrida,  le 
impone  seis  meses  de  arresto  menor,  que 
cumplirá  en  la  Penitenciaría  Central,  y le 
permite  conmutar  lo  que  le  falta  a razón  de 
cinco  quetzales  diarios,  hace  las  demás  de- 
claraciones consiguientes  y deja  abierto  el 
procedimiento  contra  Carlos  Aguilera  de 
León  para  cuando  sea  habido ; 

RESULTA : que  por  recurso  de  Apelación 
se  elevaron  los  autos  a la  Sala  3*  en  donde 
se  tramitó  la  instancia,  como  es  de  ley,  y 
resolvió  en  el  sentido  que  se  deja  indicado; 

RESULTA : que  el  Licenciado  Guillermo 
Lavagnino,  con  poder  bastante  del  preveni- 
do, interpuso  el  presente  recurso  de  casación, 
por  estimar  violados  los  artículos  143,  últi- 
ma parte,  145  y 148  del  Cód.  Penal,  186  Cód. 
Militar,  Segunda  Parte,  artículo  511,  inciso 
9'’  y 22,  incisos  1 y 2 del  Código  de  Procedi- 
mientos Pena'es; 

CONSIDERANDO:  que  el  hecho  delic- 
tuoso originado  con  motivo  de  las  hojas  suel- 
tas publicadas  por  los  encausados  fué  ya  re- 
suelto en  definitiva  por  la  Sala  2*  de  Ape- 
laciones en  fallo  de  siete  de  junio  recién  pa- 
sado, haciendo  aplicación  del  Decreto  le- 
gislativo de  amnistía  Número  1633;  por  con- 
siguiente, al  abrirse  nueva  investigación  y 
dictarse  otras  sentencias  sobre  un  hecho  ya 
juzgado,  se  violó  el  artículo  22,  inciso  2 del 
Código  de  Procedimientos  Penales  que  se 
cita  infringido. 
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CONSIDERANDO:  que  como  lo  declaró 
en  su  oportunidad  la  Sala  2*  de  Apelaciones, 
el  delito  que  motivó  las  hojas  sueltas  indica- 
das, la  pena  que  le  corresponde  y los  demás 
efectos  consiguientes,  quedaron  extinguidos 
mediante  el  Decreto  de  amnistía  Número 
1633; 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y lo  que 
disponen  los  artículos  686  y 690  del  Código 
de  Procedimientos  Penales  casa  y anula  e’. 
fallo  recurrido  y resolviendo  en  lo  principal, 
declara;  que  Francisco  Paredes  queda  ab- 
suelto del  cargo  que  se  le  formuló  con  moti- 
vo de  los  hechos  de  que  se  trata  y por  los 
cuales  ya  había  sido  juzgado  y sentenciado 
por  Tribunal  competente  y manda  levantar 
las  órdenes  de  captura  libradas  contra  Car- 
los Aguilera  de  León. 

Notifíquese  y con  certificación  devuélvan- 
se los  antecedentes  a donde  corresponde. 

José  A.  Medrana. -^Qnirino  Flores  y Flo- 
res.— José  Serrano  Muñoz. — J.  F.  Rodríguez. 
— Antonio  F.  Aguirre. — Alf.  Valle  Calvo. 


CIVIL 

El  beneficio  que  la  ley  otorga  a los  meno- 
res de  edad  de  que  contra  ellos  no  corra 
el  término  de  la  prescripción  es  personal; 
y no  pasa  a sus  herederos  mayores  de 
edad. 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y seis  de  octubre  de  mil  novecientos 
veintinueve. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  fecha 
veintiséis  de  marzo  del  corriente  año,  en  que 
la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
revocando  la  que  profirió  el  Juez  departa- 
mental de  Zacapa,  que  declaraba  prescrita 
la  acción  entablada  por  la  señorita  Encar- 
nación Chacón  contra  los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro-América,  sobre  pa- 
go de  una  indemnización  declara  : que  dicha 
acción  es  extemporánea  porque  aún  no  ha 


sido  resuelta  la  causa  criminal  seguida  con 
motivo  del  accidente  que  sirve  de  fundamen- 
to a la  demanda  y deja  a salvo  los  dere- 
chos de  la  autora  para  que  pueda  ejercitar- 
los en  su  oportunidad; 

RESULTANDO:  que  con  fecha  doce  de 
junio  de  mil  novecientos  veintiocho,  se  pre- 
sentó al  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Zacapa  don  Abel  C.  Cordón,  exponiendo: 
que  es  apoderado  de  la  señorita  Encarna- 
ción Chacón,  quien  fué  declarada  heredera 
de  su  hijo  Abel  del  mismo  apellido,  por  auto 
dictado  por  el  Juez  Segundo  de  Primera 
Instancia  del  departamento  de  Guatemala, 
donde  se  siguió  el  intestado,  y que  en  ese 
concepto  ocurría  demandando  en  vía  ordi- 
naria a la  Compañía  de  los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro-América,  con  moti- 
vo de  la  muerte  del  referido  Abel  Chacón, 
quien  fué  arrollado  por  una  máquina  del 
ferrocarril  en  la  Estación  La  Reforma,  del 
departamento  de  Zacapa,  el  día  diez  y siete 
de  marzo  de  mil  novecientos  veinticinco,  co- 
mo a las  tres  de  la  tarde,  por  descuido  de 
Jesús  Carrera,  que  era  el  encargado  de  ma- 
nejarla, pues  no  es  concebible  que  una  má- 
quina que  trabaja  en  el  patio  de  una  esta- 
ción camine  a gran  velocidad,  para  no  ha- 
ber podido  evitar  el  accidente ; que  con  ese 
motivo  se  instruyeron  diligencias  crimina- 
les para  averiguar  si  el  hecho  fué  consecuen- 
cia de  un  acto  delictuoso,  las  cuales  aún 
están  pendientes  de  resolver ; pero  como  se- 
gún la  ley  las  compañías  de  transportes  son 
responsables  de  los  accidentes  que  ocasio- 
nen sus  empleados,  aún  en  caso  fortuito, 
ocurría  con  fundamento  en  el  Decreto  le- 
gislativo Número  652,  a demandar  a la  Com- 
pañía de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro-América  para  que  se  le  condenara 
a pagar  dentro  de  tercero  día,  la  indemni- 
zación a que  tenía  derecho,  por  razón  de 
daños  y perjuicios,  la  cual  estimaba  en  la 
suma  de  seis  mil  quetzales.  Acompañó  a su 
demandada  el  poder  que  le  fué  conferido 
por  el  Licenciado  don  Celso  D.  Cerezo,  en 
representación  de  la  señorita  Encarnación 
Chacón,  ante  los  oficios  del  Notario  don  Sa- 
lomón Carrillo  Ramírez ; y la  certificación 
del  auto  dictado  por  el  Juzgado  Segundo  de 
Primera  Instancia  de  Guatemala,  con  fe- 
cha tres  de  marzo  de  mil  novecientos  vein- 
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tiocho,  en  el  cual  se  declara  a la  expresada 
Encarnación  Chacón  heredera  ab  iniestato 
de  su  hijo  Abel  del  mismo  apellido,  sin 
perjuicio  de  tercero  de  igual  o mejor  dere- 
cho; y concluyó  pidiendo  que  se  corriera 
traslado  de  la  demanda  a la  Compañía  de 
los  Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro- 
América,  y en  su  oportunidad  se  le  condena- 
ra al  pago  correspondiente; 

RESULTANDO  : que  corrido  el  traslado 
respectivo  al  Gerente  de  la  Empresa  nom- 
bró como  su  representante  al  Licenciado 
Juan  J.  Pérez,  quien  en  este  concepto  se 
presentó  manifestando  : que  negaba  la  de- 
manda en  todas  sus  partes  y oponía  la  excep- 
ción de  prescripción,  porque  aun  en  el  ca- 
so de  que  la  demandante  tuviera  derecho  a 
ser  indemnizada  no  entabló  su  acción  den- 
tro del  término  prescrito  por  la  ley ; 

RESULTANDO  : que  después  de  llamados 
autos  se  abrió  el  juicio  a prueba  por  el  tér- 
mino ordinario  durante  el  cual  la  parte  ac- 
tora  pidió  se  tuvieran  como  tales  las  siguien- 
tes : primero,  la  certificación  del  auto  de 
declaratoria  de  herederos  que  acompañó  a 
su  demanda;  segundo:  las  diligencias  cri- 
minales instruidas  con  motivo  de  la  muerte 
de  Abel  Chacón  que  aún  no  han  sido  fene- 
cidas y en  las  que  aparecen  dos  escritos  pre- 
sentados por  la  demandante  relativos  a que 
se  evacúen  las  citas- pendientes  y se  dicte 
la  resolución  que  corresponde ; tercero : cer- 
tificación expedida  por  el  Juez  de  Primera 
Instancia  de  Zacapa  en  que  consta  lo  ex- 
puesto en  los  escritos  mencionados;  cuarto- 
declaraciones  de  los  testigos  José  Maria 
Illescas,  Tomás  Cordón  y Maximiliano  Ló- 
pez, quienes  manifestaron:  que  como  a las 
tres  de  la  tarde  del  día  diez  y siete  de  marzo 
de  mil  novecientos  veinticinco  y en  ocasión 
en  que  el  joven  Abel  Chacón  estaba  jugan- 
do en  la  linea  férrea  frente  a la  Estación  de 
La  Reforma,  fué  arrollado  por  la  máquina 
de  carga  número  treinta  y seis  que  corria  a 
toda  velocidad  con  dirección  a Zacapa,  he- 
cho que  se  debió  a la  poca  prudencia  del 
maquinista  que  bien  pudo  evitar  el  acciden- 
te, y que  la  máquina  que  causó  el  siniestro 
es  de  la  Compañía  de  los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro-América ; 

RESULTANDO:  que  vencido  el  término 
de  prueba,  sin  que  se  adujera  ninguna  por 
el  demandado,  se  corrieron  los  traslados 
respectivos,  se  llamaron  autos  y en  seguida 
pronunció  el  Juez  el  fallo  que  fué  revoca- 
do por  la  Sala; 


RESULTANDO  : que  contra  la  sentencia 
de  Segunda  Instancia  introdujo  el  represen- 
tante de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro-América,  el  presente  recurso,  citando 
como  violados  los  artículos  668,  669,  2292  del 
Cód.  Civil  y 3'^  del  Decreto  legislativo  Núme- 
ro 652 ; 

CONSIDERANDO:  que  la  demanda  no 
se  fundó  para  exigir  el  pago,  en  la  respon- 
sabilidad civil  proveniente  de  un  delito,  sino 
en  la  obligación  que  conforme  el  Decreto 
Número  652  tienen  las  empresas  de  Trans- 
porte de  indemnizar  los  daños  que  causen 
los  empleados  que  manejen  sus  vehículos, 
y en  ese  concepto  al  cambiar  la  Sala  Sen- 
tenciadora los  fundamentos  de  la  demanda  y 
no  apreciar  por  ese  motivo  la  excepción  de 
prescripción  opuesta  por  la  parte  demandada 
violó  el  artículo  668  del  Código  Civil,  por  lo 
que  procede  casar  el  fallo  que  se  examina  y 
dictar  el  que  con  arreglo  a derecho  corres- 
ponde, de  acuerdo  con  lo  que  preceptúa  el 
artículo  1873  Pros.  Civs.; 

CONSIDERANDO  : que  desde  el  diez  y 
siete  de  marzo  de  mil  novecientos  veinticin- 
co, en  que  acaeció  la  muerte  de  Abel  Cha- 
cón, al  doce  de  junio  de  mil  novecientos 
veintiocho,  en  que  se  entabló  la  demanda, 
sobre  el  pago  de  la  indemnización,  había 
transcurrido  mucho  más  del  año  que  la  ley 
fija  para  que  se  tengan  como  prescritas  las 
acciones  que  nacen  de  un  daño  y que  no  fue- 
ron ejercidas  en  su  oportunidad.  Artos.  668, 
669  y 2292  del  Cód.  Civ.; 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  lo  que  disponen  los 
artículos  1889  del  Cód.  de  Prs.  Civs.  y 330 
del  Decreto  Número  273,  casa  y anula  la 
sentencia  recurrida  y resol-viendo  lo  prin-' 
cipal,  declara : primero : que  está  prescrita 
la  acción  que  por  daños  entabló  el  represen- 
tante de  la  señorita  Encarnación  Chacón  con- 
tra la  empresa  de  los  Ferrocarriles  Inter- 
nacionales de  Centro-América;  y segundo: 
que  debe  devolverse  el  depósito  constituido 
en  la  Receptoría  de  Fondos  de  Justicia. 

Notifíquese  y con  certificación  devuélvan- 
se los  autos  al  Tribunal  de  su  origen. 

José  A.  Medrana. — Quirino  Flores  y Flo- 
res.— José  Serrano  Muñoz. — Abel  Paredes. 
— J.  F.  Rodríguez. — Alf.  Valle  Calvo. 
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TRIBUNAL  DE  LO  CONTENCIOSO- 
ADMINISTRATIVO 


Revócase  una  resolución  de  la  Municipali- 
dad de  la  capital. 


Tribunal  de  lo  Contencioso-Administrati- 
vo:  Guatemala,  seis  de  junio  de  mil  nove- 
cientos veintinueve. 

Visto  el  presente  recurso  entablado  por  do- 
ña Felipa  Alpírez  v.  de  Alcántara,  relativo  a 
que  se  le  exonere  del  pago  del  canon  de  una 
paja  de  agua  de  Acatán  que  adquirió  su  di- 
funto esposo  don  Germán  Alcántara  de  don 
Fabián  Ortiz,  según  escritura  de  dos  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  nueve,  ante  el 
finado  Notario  don  Rafael  Murga.  La  se- 
ñora de  Alcántara  es  mayor  de  edad,  y de 
este  domicilio ; 

RESULTANDO : que  el  veinticuatro  de 
enero  del  presente  año,  doña  Felipa  A.  v. 
de  Alcántara,  se  presentó  a la  Municipali- 
dad de  esta  capital,  pidiendo  que  se  ordene 
a la  Tesorería  de  Propios,  que  no  debe  co- 
brarle el  canon  de  la  paja  de  agua  de  Aca- 
tán, por  estar  exonerada  de  pagar  el  impues- 
to, fundándose  en  que  su  finado  esposo,  don 
Germán  Alcántara,  adquirió  dicha  paja  de 
agua  por  compra  que  hizo  a don  Fabián  Or- 
tiz, como  consta  en  la  escritura  pública  ci- 
tada, en  la  cual  se  hizo  constar  la  exonera- 
ción del  impuesto  de  la  paja  de  agua  ven- 
dida. 

Que  el  Tesorero  de  Propios  informó  que 
el  señor  Alcántara,  tenía  en  la  matrícula 
número  noventa,  inscrita  una  paja  de  agua 
de  Acatán,  según  el  traspaso  número  729, 
que  dicha  agua  la  había  obtenido  de  don  Fa- 
bián Ortiz,  h.,  y en  aquella  época  tenía  en 
la  matrícula  respectiva,  la  anotación  de  que 
no  pagaba  el  canon  correspondiente : que  la 
Oficina  de  Contabilidad,  al  establecer  la 
cuenta  corriente,  trató  de  aclarar  esta  con- 
cesión ; y el  ocho  de  abril  de  mil  novecien- 
tos veintisiete,  dictaminó  el  Síndico  2'’,  Li- 
cenciado don  Vitalino  Martínez  D.,  en  el 
sentido  de  que  debía  pagar  según  oficio  nú- 
mero 1030,  que  figura  en  el  expediente  res- 
pectivo, seguido  por  los  herederos  de  don 
Miguel  Bonilla  U.,  que  poseían  dos  pajas 
de  agua  en  iguales  condiciones  que  don  Ger- 
mán Alcántara,  así  como  doña  Trinidad  Cas- 
tellanos, quienes  en  la  actualidad  estaban 
solventes ; i ! I 


RESULTANDO;  que  oido  el  Síndico  2'>, 
expuso : que  la  exoneración  del  pago  del  ca- 
non, ordenada  por  el  acuerdo  gubernativo  de 
16  de  febrero  de  1897,  fué  sólo  para  la  se- 
ñora doña  Manuela  Cantón  de  Porres  y no 
para  sus  sucesores;  y que  habiendo  deter- 
minado la  Municipalidad  del  año  de  1927, 
en  sesión  de  21  de  abril  del  mismo  año,  que 
debía  pagarse  el  impuesto,  opinaba  porque 
se  resolviera,  que  la  señora  viuda  de  Alcán- 
tara está  obligada  a pagar  el  impuesto  res- 
pectivo. 

Que  la  Municipalidad,  en  providencia  de 
dos  de  febrero  del  año  en  curso,  aprobó  el 
dictamen  síndico  a que  se  refiere  el  resul- 
tando anterior,  tal  como  consta  en  el  pun- 
to del  acta  respectiva,  y mandó  hacer  saber 
a la  interesada  lo  resuelto  para  los  efectos 
de  ley; 

RESULTANDO  : que  al  enterarse  la  seño- 
ra viuda  de  Alcántara  de  la  resolución  dic- 
tada por  la  Municipalidad,  se  presentó  al 
mismo  Consejo  el  4 de  febrero  del  año  en 
curso,  manifestando  su  inconformidad  y 
reclamando  contra  dicha  resolución,  por 
creerse  perjudicada  en  sus  intereses,  solici- 
tando a la  vez,  que  se  elevaran  las  diligen- 
cias, con  el  respectivo  informe,  a la  Secre- 
taría de  Gobernación  y Justicia  para  que  se 
resolviera  lo  conducente.  Que  la  Secretaría 
de  referencia  mandó  oír  al  Fiscal  del  Go- 
bierno, y éste,  en  el  dictamen  que  emitió  el 
27  de  febrero  del  año  actual,  apoyándose  en 
los  razonamientos  legales  que  consideró 
pertinentes,  opina,  que  la  paja  de  agua  de 
Acatán  que  actualmente  posee  la  viuda  de  Al- 
cántara, siendo  una  de  las  cinco  que  adqui- 
rió la  señora  Cantón  de  Porres,  del  Comité 
del  Agua  de  Acatán,  con  la  gracia  de  estar 
exoneradas  dei  pago  del  respectivo  canon, 
Icgalmente  no  está  afecta  a dicho  impuesto; 

RESULTANDO  : que  el  Ministerio  de  Go- 
bernación, en  providencia  de  12  de  abril  del 
corriente  año,  dispuso  que  las  diligencias  pa- 
saran a la  Corte  Suprema  de  Justicia,  para 
lo  que  hubiera  lugar,  por  discutirse  la  obli- 
gación de  pagar  el  canon  de  unas  pajas  de 
agua,  entre  la  Municipalidad  y la  señora  de 
Alcántara.  Que  en  la  fecha  citada  ocurrió 
la  señora  viuda  de  Alcántara  a dicho  Minis- 
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terio,  haciendo  presente  su  inconformidad 
con  la  providencia  dictada  y solicitando,  que 
al  ser  revocada,  se  resolviera  de  acuerdo  con 
el  dictamen  del  Fiscal  del  Gobierno,  exone- 
rándola del  pago  del  canon. 

Que  el  señor  Ministro  mandó  pasar  otra 
vez  las  diligencias  a este  funcionario  para 
que  informara,  especialmente,  si  los  con 
tratantes,  en  el  convenio  de  permuta,  tenian 
derecho  a exonerar  el  pago  de  impuestos  mu- 
nicipales, y si  la  propia  Municipalidad  te- 
nia esa  facultad.  Que  el  Fiscal  del  Gobier- 
no, al  evacuar  su  dictamen,  indicó  que  co- 
mo para  la  enajenación  de  las  cinco  pajas 
de  agua  a que  se  refiere  el  expediente,  hubo 
acuerdo  gubernativo  que  dispuso  quedaran 
excluidas  del  canon,  creía  que  el  contrato 
se  hizo  estando  las  partes  suficientemente 
capacitadas  para  celebrarlo;  que  ese  era  su 
criterio,  el  cual  tuvo  en  cuenta  para  su  dic- 
tamen anterior  el  que  ratificaba ; 

RESULTANDO:  que  el  18  de  abril  del 
año  en  curso,  se  presentó  a este  Tribunal  la 
señora  viuda  de  Alcántara,  introduciendo  el 
recurso  Contencioso-Administrativo  y solici- 
tando que  se  pidiera  el  expediente  respecti- 
vo, el  cual  fué  enviado  por  el  Ministro  de 
Gobernación. 

Que  corridas  las  audiencias  al  Ministerio 
de  Gobernación  y Justicia  y al  Ministerio 
Público,  representado  éste  por  el  Agente 
Fiscal,  el  primero  la  evacuó  relacionando 
los  pasajes  de  los  autos;  y el  segundo  ma- 
nifestando que  en  su  concepto  debía  enten- 
derse, que  el  privilegio  concedido  a la  señora 
Cantón  de  Porres  para  no  pagar  el  canon 
de  las  cinco  pajas  de  agua,  fué  establecido 
únicamente  con  el  carácter  de  personal,  es 
decir,  que  deberian  favorecer  solamente  a 
dicha  señora.  Que  en  providencia  del  27  del 
mes  pasado,  se  ordenó  que  los  autos  que- 
darán en  la  Secretaría  del  Tribunal  por  el 
término  de  tres  días  a efecto  de  que  las  par- 
tes se  enteraran  de  ellos  y produjeran  sus 
alegaciones,  habiéndolo  hecho  solamente  la 
parte  actora; 

CONSIDERANDO:  que  la  señora  viuda 
de  Alcántara,  interpuso  el  recurso  dentro  del 
término  de  ley,  por  no  haberse  resuelto  por 
el  Ministerio  de  Gobernación  y Justicia,  su 
solicitud  declarando  de  una  manera  expre- 
sa, si  estaba  o no  obligada  al  pago  del  ca- 
non de  agua,  asistiéndole  por  tal  motivo  el 
derecho  de  ocurrir  a este  Tribunal; 

CONSIDERANDO  : que  en  el  acuerdo  gu- 
bernativo de  15  de  febrero  de  1897  que  se 
encuentra  al  folio  511  del  tomo  15  de  la  Re- 
copilación de  las  Leyes  Patrias,  aparece 
que  el  Presidente  de  la  República,  autorizó 
al  Fiscal  de  Hacienda  para  permutar  con 


doña  Manuela  Cantón  de  Porres  algunos 
bienes  raíces ; y en  el  punto  3’  de  dicho 
acuerdo  se  consignó,  que  el  Gobierno,  en 
cambio  de  los  bienes  relacionados  de  la  se- 
ñora Cantón,  ceda  a ésta  la  casa  a que  se 
refiere  al  inciso  1'’  de  dicho  acuerdo  y la 
propiedad  de  cinco  pajas  de  agua  que  que- 
dan exceptuadas  del  canon  respectivo,  y que 
se  tomarían  del  agua  de  Acatán; 

Que  siendo  tan  claros  y terminantes  los 
conceptos  de  la  disposición  gubernativa,  se 
deduce  que  dichas  pajas  de  agua  fueron 
dadas  a la  señora  Cantón  como  parte  del  pre- 
cio de  la  permuta  y que  la  exoneración  del 
pago  del  canon  es  amplia,  al  no  tener  el  re- 
ferido acuerdo  ninguna  limitación,  contra- 
yéndose la  exoneración  a dichas  pajas  de 
agua; 

POR  TANTO:  el  Tribunal  de  lo  Conten- 
cioso-Administrativo, con  presencia  de  los 
artículos  22  y 23  del  Código  Civil  Moderno ; 
1425  del  Código  Civil  Antiguo,  1'’,  2'',  31,  32 
y 39  del  Decreto  legislativo  Número  1550, 
sin  qspecial  condenación  en  costas,  REVOCA 
la  resolución  de  la  Municipalidad  de  esta 
capital,  proferida  el  2 de  febrero  del  año  en 
curso. 

Notifíquese  y devuélvase  con  certificación. 

José  A.  Medina. — Abel  Girón. — Franco. 
E.  Toledo. — ^Ante  mí:  E.  Mazariegos  L. 


Voto  particular  del  señor  Magistrado  del 
Tribunal  de  lo  Contencioso-Adminisira- 
tivo,  Licenciado  don  Abel  Girón,  en  el  jui- 
cio seguido  por  la  Municipalidad  y veci- 
nos de  Chajiil,  departamento  del  Quiche, 
contra  un  acuerdo  del  Poder  Ejecutivo, 
de  20  de  marzo  de  1928. 


Voto  particular  que  el  Magistrado  Abel 
Girón  consigna  al  respecto  del  fallo  dictado 
por  el  Tribunal  de  lo  Contencioso-Adminis- 
trativo en  el  recurso  interpuesto  por  el  Li- 
cenciado don  José  María  Cumes,  como  apo- 
derado de  la  Municipalidad  y vecinos  de 
Chajul,  del  departamento  del  Quiché,  con- 
tra el  acuerdo  que  por  el  órgano  del  Minis- 
terio de  Gobernación  y Justicia,  dictó  el 
Poder  Ejecutivo  con  fecha  20  de  marzo 
de  1928. 

Me  vi  en  el  caso  de  salvar  mi  voto  en  la 
sentencia  dictada  por  el  Tribunal  de  lo  Con- 
tencioso-Administrativo, con  fecha  diez  y 
siete  del  corriente,  separándome  del  ilustra- 
do criterio  de  mis  dignos  compañeros  Licen- 
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ciados  don  José  A.  Medina  y don  Francisco 
E.  Toledo,  por  las  razones  legales  y funda- 
mentos de  derecho,  que  a continuación  me 
tomo  la  libertad  de  expresar.  Para  la  debi- 
da apreciación  del  asunto,  transcribo  la  par- 
te conducente  del  acuerdo  fecha  veinte  de 
marzo  de  mil  novecientos  veintiocho,  en  la 
cual  el  Ejecutivo  resuelve:  1'' — Ratificar  los 
acuerdos  gubernativos  de  dos  de  marzo  y 
veinticuatro  de  mayo  de  1902,  ampliándolos 
en  el  sentido  de  que  los  terrenos  “Las  Pilas'', 
de  la  jurisdicción  de  Nebaj,  “Ilón",  “Chel" 
y “Zotzil”,  de  la  de  Chajul,  se  segreguen  de 
las  fincas  números  3022  y 2554,  folios  260 
y 22,  libros  16  y 13  del  Quiché,  respectiva- 
mente, haciéndose  la  anotación  correspon- 
diente en  el  Registro  de  la  Propiedad ; 2'’ — 
Prevenir  a las  Municipalidades  de  aquellos 
pueblos,  por  medio  de  la  Jefatura  Política 
del  Quiché,  que  cumplan  con  el  acuerdo  gu- 
bernativo de  fecha  14  de  febrero  de  1900, 
que  manda  lotificar  sus  tierras  para  distri- 
buirlas entre  sus  respectivos  vecinos. 

Según  el  artículo  1''  del  Decreto  legislati- 
vo Número  1550,  el  recurso-contencioso-ad- 
ministrativo  puede  interponerse  contra  las 
resoluciones  administrativas  que  reúnan  los 
requisitos  siguientes ; 

1’’ — Que  respecto  de  la  resolución  de  que 
se  trata  se  haya  agotado  la  vía  gubernativa, 
en  la  forma  que  prescribe  el  artículo  2"^  de 
dicha  ley  u otras  leyes  especiales ; 

2*' — Que  la  resolución  verse  sobre  un  asun- 
to en  que  la  autoridad  administrativa  haya 
procedido  en  ejercicio  de  sus  facultades  re- 
gladas, es  decir,  en  los  casos  en  que  deba 
acomodar  sus  actos  a las  disposiciones  de 
una  ley,  un  reglamento  o de  otro  precepto 
administrativo ; 

3'' — Que  la  administración  haya  vulnerado 
con  la  resolución  de  que  se  trate,  un  derecho 
de  carácter  administrativo  establecido  an- 
teriormente en  favor  del  recurrente  por  una 
ley,  un  reglamento  u otra  disposición  admi- 
nistrativa. 

Es  indudable  que  para  que  el  recurso  sea 
procedente,  deben  concurrir  los  tres  requisi- 
tos expresados;  faltando  uno  de  ellos,  tal 
recurso  no  es  admisible. 

Ahora  bien,  en  mi  humilde  modo  de  pen- 
sar, el  Poder  Ejecutivo  en  el  acuerdo  que 
dió  origen  al  recurso  no  procedió  dentro  de 
sus  facultades  regladas,  en  cuanto  manda 
segregar  los  terrenos  "Las  Pilas”  de  la  ju- 
risdicción de  Nebaj;  “Ilón”,  “Chel”  y “Zot- 
zü”  de  la  de  Chajul,  de  las  fincas  números 
3022  y 2554,  folios  260  y 22,  libros  16  y 13 
del  Quiché,  respectivamente,  haciéndose  la 
anotación  correspondiente  en  el  Registro  de 
la  Propiedad,  puesto  que  no  hay  ley  ni  regla- 


mento, ni  precepto  administrativo  que  le 
permita  vulnerar  los  derechos  de  posesión 
y propiedad  adquiridos  por  la  Municipali- 
dad y vecinos  de  Chajul,  desde  el  año  de  mil 
novecientos  en  que  se  les  otorgó  título  de 
dominio  de  la  segunda  de  las  expresadas 
fincas  y se  inscribió  ésta  en  el  Registro  de 
Inmuebles;  y mucho  menos  tenía  el  Ejecu- 
tivo facultades  regladas  que  lo  autorizara 
para  modificar  las  inscripciones  y asientos 
del  Registro. 

En  consecuencia,  el  recurso  contencioso- 
administrativo  interpuesto  por  el  Licenciado 
Cumes,  no  procedía  ni  procede,  por  faltar  en 
la  resolución  que  lo  motivó,  las  condiciones 
a que  se  contrae  el  inciso  21  del  articulo  li 
del  Decreto  Número  1550. 

Por  otra  parte,  el  inciso  21,  artículo  li  del 
Decreto  legislativo  citado,  consigna  "Que 
no  son  materia  del  recurso  contencioso  ad- 
ministrativo las  cuestiones  de  índole  civil 
y criminal,  pertenecientes  a la  jurisdicción 
ordinaria  ni  las  que  por  su  naturaleza,  sean 
de  la  competencia  de  otra  jurisdicción  con- 
siderando de  índole  civil  y de  la  competen- 
cia de  la  jurisdicción  ordinaria,  las  cuestio- 
nes en  que  el  derecho  vulnerado,  sea  de  ca- 
rácter civil,  y también  aquellos  que  emanen 
de  actos  en  que  la  administración  haya  pro- 
cedido como  persona  jurídica,  o sea  como 
sujeto  de  derecho  y obligaciones. 

Es  incuestionable  que  los  derechos  de  po- 
sesión y propiedad  de  la  Municipalidad  y 
vecinos  de  Chajul,  que  se  lesionan  en  el 
acuerdo  de  veinte  de  marzo  de  mil  novecien-' 
tos  veintiocho  son  de  índole  civil;  y de  con- 
siguiente, las  cuestiones  suscitadas  entre  los 
recurrentes  y don  Lisandro  Gordillo  Galán, 
deben  ser  juzgadas  y resueltas  por  los  Tri- 
bunales Ordinarios. 

Además,  cuando  el  Poder  Ejecutivo  dictó 
el  referido  acuerdo  según  lo  comprueban 
los  documentos  que  fueron  presentados  en 
esta  contienda,  ya  existía  juicio  pendiente, 
ante  los  Tribunales  Ordinarios,  entre  Gor- 
dillo Galán  y la  Municipalidad  y vecinos  de 
Chajul;  y de  consiguiente,  el  Poder  Ejecu- 
tivo primeramente  citado,  debió  haberse  abs- 
tenido de  dictar  el  acuerdo  de  referencia, 
dejando  así  expedita  la  acción  del  departa- 
mento judicial. 

En  mi  humilde  opinión,  el  Poder  Ejecu- 
tivo, en  el  acuerdo  fecha  veinte  de  marzo 
de  mil  novecientos  veintiocho,  se  excedió  de 
sus  facultades,  en  cuanto  dispone  que  se 
hagan  segregaciones  del  terreno  que  la  Mu- 
nicipalidad y vecinos  de  Chajul  tenían  ti- 
tulado, con  título  inscrito,  desde  hace  mu- 
chos años,  extralimitación  que  se  acentúa 
en  cuanto  a que  de  las  indicadas  segregacio- 
nes se  haga  la  correspondiente  anotación 
en  el  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble. 
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Finalmente,  el  recurso  promovido  por  el 
Licenciado  Cumes,  en  su  concepto  de  perso- 
nero  de  la  Municipalidad  y vecinos  de  Cha- 
jul,  ante  este  Tribunal  en  la  via  contencioso- 
administrativa,  no  procede,  ya  que  en  tal  re- 
curso, se  reclama  contra  el  Ejecutivo,  por 
abuso  de  Poder,  caso  que  está  sujeto  a la 
Ley  de  Amparo,  en  armonía  con  lo  que  man- 
da el  párrafo  3'’  del  artículo  85  de  la  Cons- 
titución de  la  República. 

Por  los  motivos  legales  expuestos,  el  in- 
frascrito Magistrado  opina,  en  conclusión ; 
que  el  recurso  que  ante  este  Tribunal  de  lo 
Contencioso-Administrativo,  instauró  el  Li- 
cenciado Cumes,  en  el  concepto  ya  dicho, 
debe  desecharse,  por  improcedente,  dejando 
a salvo  los  derechos  de  las  partes  para  que 
las  discutan  en  la  forma  y ante  los  Jueces 
que  corresponden. 

Guatemala,  18  de  actubre  de  1929. 

ABEL  GIRON. 


Voto  particular  del  Magistrado  Abel  Gi- 
rón, en  la  sentencia  que  dictó  el  Tribunal  de 
lo  Contencioso-Administrativo,  con  fecha 
treinta  de  octubre  último,  en  la  contienda 
que  se  ventiló  entre  el  señor  Ministro  de 
Gobernación  y Justicia,  don  José  Luis,  don 
Rafael,  don  Miguel,  don  Gabriel,  don  Car- 
los y don  Francisco,  todos  de  apellido  Co- 
loma. 

En  cumplimiento  de  la  ley,  debo  exponer 
las  razones  y fundamentos  en  que  me  apoyo 
para  salvar  mi  voto,  en  el  fallo  que  dictó  el 
Tribunal  de  lo  Contencioso-Administrativo, 
el  30  de  octubre  próximo  pasado,  en  el  re- 
curso interpuesto  por  don  José  Luis  Colo- 
ma, por  sí,  y como  representante  de  sus 
hermanos  Rafael,  Miguel,  Gabriel,  Carlos  y 
Francisco  Coloma,  contra  el  Ministerio  de 
Gobernación  y Justicia,  contraído  a que  se 
declare  que  es  nulo  y debe  revocarse  el 
acuerdo  gubernativo  fecha  veintiuno  de  ju- 
nio del  año  en  cursó,  que  a la  vez  invalida 
el  de  27  de  noviembre  del  año  próximo  pa- 
sado que  aprueba  el  contrato  de  permuta  de 
varios  inmuebles,  celebrado  entre  los  seño- 
res Coloma  y el  Gobierno  de  la  República. 

En  mi  concepto,  los  acuerdos  citados  son 
parte  integrante  del  contrato  de  permuta  ya 
referido,  existiendo  entre  éste  y aquéllos  el 
más  perfecto  enlace  jurídico,  de  manera  que 
no  se  pueden  estudiar  y analizar  con  inde- 
pendencia, uno  de  otros. 


Ahora  bien,  es  indudable  que  el  contrato 
de  referencia  es  bilateral  y consensual,  y en 
él  intervino  el  Estado,  no  ejerciendo  actos 
de  Gobierno,  sino  como  persona  juridica, 
o lo  que  es  lo  mismo  como  sujeto  de  dere- 
chos y obligaciones. 

Sentada  esa  premisa,  me  permito  invocar 
la  fracción  tercera,  artículo  85  de  la  Cons- 
titución de  la  República,  que  a la  letra  dice : 
Cuando  el  Poder  Ejecutivo  proceda  como 
parte  en  algún  negocio,  éste  se  ventilará  en 
los  Tribunales  comunes ; y en  caso  de  con- 
tienda acerca  de  actos  o de  resoluciones  pu- 
ramente administrativas,  conocerá  de  ellos 
el  Tribunal  de  lo  Contencioso-Administrati- 
vo, y cuando  se  reclame  contra  el  Ejecutivo, 
por  abuso  de  Poder,  se  procederá  conforme 
a la  Ley  de  Amparo. 

En  armonía  con  el  texto  constitucional 
transcrito,  tengo  el  criterio  que  las  diferen- 
cias surgidas  entre  los  señores  Coloma  y el 
Gobierno  de  la  República,  relacionadas  con 
el  referido  contrato  de  permuta,  deben  ven- 
tilarse en  los  Tribunales  Ordinarios. 

Por  otra  parte,  el  inciso  tercero,  artículo 
primero  del  Decreto  Número  1550,  exige  para 
que  el  recurso  contencioso-administrativo 
sea  procedente,  que  en  la  resolución  admi- 
nistrativa, se  haya  vulnerado  un  derecho 
de  carácter  administrativo,  establecido  an- 
teriormente en  favor  del  recurrente  por  una 
lay,  un  reglamento  u otra  disposición  admi- 
nistrativa. 

En  el  caso  sub-júdice  el  acuerdo  guberna- 
tivo, fecha  21  de  junio  del  año  en  curso,  que 
es  el  recurrido,  no  vulnera  derecho  alguno 
de  carácter  administrativo ; y en  el  evento 
de  existir  violación  tal  derecho  o derechos, 
son  de  índole  civil. 

Y aquí  cabe  recordar  también,  lo  dispues- 
to en  el  inciso  2’>  del  artículo  7'’,  Decreto  gu- 
bernativo Número  1550,  en  cuanto  consigna: 
que  no  son  materia  dé  recurso  contencioso 
administrativo,  las  cuestiones  de  índole  civil 
y criminal  pertenecientes  a la  jurisdicción 
ordinaria  ni  las  que  por  su  naturaleza  sean 
de  la  competencia  de  otras  jurisdicciones. 

Se  consideran  de  índole  civil  y de  la  com- 
petencia de  la  jurisdicción  ordinaria  las  cues- 
tiones en  que  el  derecho  vulnerado  sea  de 
carácter  civil,  y también  aquellos  que  ema- 
nen de  actos  en  que  la  Administración,  haya 
procedido  como  persona  jurídica,  o sea  como 
sujeto  de  derechos  y obligaciones. 

Es  evidente  que  los  acuerdos  del  21  de 
junio  del  año  en  curso  y 27  de  noviembre 
del  año  próximo  pasado,  emanaron  del  con- 
trato de  permuta  de  varios  inmuebles  cele- 
brados entre  el  Gobierno  y la  familia  Colo- 
ma; y según  la  acepción  que  en  el  Dicciona- 
rio de  la  Lengua  Castellana,  tiene  el  verbo 
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“emanar”  en  orden  a que  se  significa:  "pro- 
ceder”, derivarse,  traer,  principio  y origen  de 
una  cosa  de  cuya  substancia  participa,  es 
incuestionable  que  el  recurso  promovido  por 
los  señores  Coloma,  se  encuentra  dentro  de 
la  limitación  que  se  expresa  en  el  párrafo 
final  del  inciso  2'’,  artículo  T>,  Decreto  gu- 
bernativo Número  1550. 

Tales  son  los  motivos  que  tengo  para  sal- 
var mi  voto  en  la  sentencia  que  por  mayoría 
dictó  el  Tribunal  de  lo  Contencioso-Admi- 
nistrativo,  con  fecha  30  de  octubre  recién 
pasado,  por  cuanto  en  ella  se  revoca  el  acuer- 
do gubernativo  de  21  de  junio  del  corriente 
año,  que  anula  el  de  27  de  noviembre  de  1928. 

Mucho  respeto  el  criterio  de  mis  dignos 
compañeros.  Licenciado  don  José  A.  Medi- 
na y don  Francisco  E.  Toledo,  que  cristalizó 
en  el  sentido  indicado,  tengo  la  convicción 
profunda  de  que  en  este  asunto  han  pro- 
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cedido  con  la  rectitud  y hombría  de  bien 
que  ha  caracterizado  todos  sus  actos ; y la 
diversidad  de  opinión  surgida  proviene  de 
lo  difícil  y escabroso  de  la  presente  contien- 
da y de  que  la  jurisdicción  contencioso  ad- 
ministrativa, ejercida  por  un  Tribunal  nom- 
brado para  el  efecto  empieza  a tener  efec- 
tiva práctica  en  la  República  de  Guatemala, 
En  conclusión,  el  infrascrito  Magistrado 
emite  su  voto  en  el  sentido  que  el  recurso 
contencioso  administrativo  antes  expresado, 
y que  promovieron  los  señores  Coloma  con 
fecha  17  de  septiembre  del  año  actual,  debe 
desestimarse  por  improcedente,  dejando  a 
salvo  los  derechos  de  las  partes,  para  que  los 
diluciden  en  los  Tribunales  ordinarios. 

Guatemala,  noviembre  7 de  1929. 

ABEL  GIRON. 


DECRETO  NUMERO  1581 

CODIGO  DE  ADUANAS 

( Continúa) 


Artículo  219. — El  liquidador  de  una  póliza 
responderá  por  la  existencia  y legitimidad  de 
las  firmas  de  todos  los  empleados  de  la  Aduana 
que  deban  subscribirla,  antes  de  darle  curso,  y 
por  la  exactitud  y corrección  de  los  cálculos 
que  practique  en  ella;  todo  sin  perjuicio  de  las 
responsabilidades  que  puedan  corresponder  a 
otros  empleados. 

CAPITULO 

QUINCUAGESIMO  SEPTIMO 

REVISION  DE  DOCUMENTOS 

Artículo  220. — Toda  póliza  será  revisada, 
antes  de  su  pago,  por  el  Administrador  de  la 
Aduana  o por  el  empleado  designdo  al  efecto, 
de  acuerdo  con  lo  establecido  en  el  artículo 
siguiente. 

Artículo  221. — Previa  aprobación  del  Direc- 
tor General,  el  Administrador  de  una  Aduana, 
bajo  su  responsabilidad,  podrá  delegar  a otros 
empleados  de  la  misma,  cualesquiera  de  sus 
facultades  y obligaciones  relacionadas  con  la 
tramitación  y revisión  de  las  pólizas. 

Artículo  222. — La  Dirección  General  de 
Aduanas  revisará  todas  las  pólizas,  cualesquiera 
otros  documentos  que  justifiquen  los  ingresos  y 


egresos  del  ramo,  haciendo  los  reparos  proce- 
dentes dentro  de  un  plazo  que  no  excederá 
de  treinta  días,  contados  desde  la  fecha  en  que 
se  haya  verificado  el  pago  correspondiente. 
Este  plazo  será  de  sesenta  días  en  las  mismas 
condiciones  para  las  cuentas  de  la  Aduana  del 
Petén. 

La  decisión  del  Director  General  de  Adua- 
nas, o según  el  caso,  la  del  Consejo  Su  perior  de 
Aduanas  referente  a los  aforos  aplicables  a las 
mercancías,  será  final  e inapelable.  Unicamente 
la  Dirección  General  de  Aduanas  podrá  hacer 
reparos  en  cuanto  a errores  en  la  aplicación 
de  los  aforos. 

Artículo  223. — Practicada  la  revisión  a que 
se  refiere  el  artículo  anterior,  todos  los  docu- 
mentos quedarán  a la  disposición  del  Tribunal 
Superior  de  Cuentas  para  su  glosa  definitiva 
en  cuanto  a los  demás  errores  .y  deficiencias, 
la  cual,  en  todo  caso,  deberá  verificarse  dentro 
de  los  treinta  días  subsiguientes 

Artículo  224. — Vencido  el  plazo  señalado 
por  los  artículos  222  y 223,  no  se  admitirá 
reparo  alguno  en  la  vía  Administrativa  res- 
pecto a las  pólizas  pagadas;  pero  el  Fisco 
tendrá  su  derecho  a salvo  para  hacer  los 
reclamos  que  le  competen,  ante  los  Tribu- 
nales del  orden  judicial. 
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CAPITULO 

QUINCUAGESIMO  OCTAVO 

FAGO  DE  LAS  POLIZAS 

Artículo  225. — La  póliza  de  importación 
deberá  pagarse  dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes a la  fecha  en  que  la  Aduana  respec- 
tiva haya  dado  el  aviso,  en  la  forma  que  señale 
el  Reglamento,  de  haber  sido  liquidada  y 
aprobada  la  cantidad  adeudada  en  ella;  y la 
de  exportación  dentro  de  los  dos  días  siguien 
tes  a la  fecha  de  tal  aviso.  Salvo  disposiciones 
expresas  de  la  ley,  el  pago  se  verificará  en  el 
lugar  y condiciones  que  fije  el  Reglamento- 

Pasado  el  término  señalado,  sin  verificarse 
el  pago,  se  cargará  en  la  póliza,  por  una  sola 
vez,  el  dos  por  ciento  sobre  el  monto  en  ella 
fijado,  más  el  uno  por  millar  por  cada  día  o 
fracción  de  día  de  retraso  en  el  pago. 

Artículo  226. — Los  empleados  del  Gobierno 
y los  agentes  de  éste  legalmente  facultados 
para  recibir  el  pago  de  los  derechos  y demás 
cargos  aduaneros,  responderán  de  la  confor- 
midad legal  de  los  documentos  que  fijen  el 
monto  de  las  cantidades  recibidas. 


CAPITULO 

QUINCUAGESIMO  NOVENO 

ENTREGA  DE  LAS  MERCANCIAS 

Artículo  227. — Salvo  las  mercancías  que  se 
exporten  cuyos  derechos  estén  garantizados, 
y sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
230,  las  que  estén  sometidas  a la  custodia  y 
autoridad  de  la  Adua¿)a,  sólo  se  entregarán 
mediante  el  pago  de  la  póliza  respectiva  de 
acuerdo  con  esta  Ley  y su  Reglamento  o me- 
diante la  correspondiente  orden  de  franquicia 
expedida  de  conformidad  con  los  artículos 
298  y 299. 

No  se  retirarán  de  la  custodia  y autoridad  de 
la  Aduana  las  mercancías  que  aparezcan  en 
las  pólizas  presentadas  por  él  Gobierno,  en 
su  nombre  o por  su  cuenta,  mientras  no  se 
haya  verificado  el  pago  de  la  póliza  de  confor- 
midad con  las  disposiciones  de  esta  Ley. 

Artículo  228. — Al  ser  despachadas,  las  mer- 
cancías serán  anotadas  en  los  registros  de 
la  Aduana  en  la  forma  que  determine  el 
Reglamento. 

Artículo  229. — El  Jefe  de  almacenes  o en  su 
defecto  el  Guardalmacén  respectivo,  respon- 
derá por  la  existencia  y autenticidad  de  las 
firmas  de  todos  los  que  deban  subscribir  las 
pólizas  antes  de  entregar  las  mercancías  que 
en  ellas  se  detallen. 

Artículo  230. — Para  despachar  de  una  Adua- 
na a otra  o en  tránsito  al  exterior,  mercancías 
sujetas  a derechos  u otros  gravámenes,  se 


requiere  garantía  que  responda  de  la  presenta- 
ción de  pruebas  que  acrediten  la  entrega  de  las 
mercancías  a su  destino  y,  en  caso  contrario, 
del  pago  de  los  derechos  y demás  cargos  res- 
pectivos, según  el  cálculo  de  la  Aduana. 

Artículo  231 El  Administrador  de  la 

Aduana  a quien  se  notifique  por  escrito,  que 
algunas  mercancías  adeudan  cantidades  por 
lanchaje,  flete  o seguro  contra  avería  común, 
suspenderá  la  entrega  hasta  que  se  compruebe 
que  la  deuda  no  existe  o que  ha  sido  cancelada 
o su  pago  asegurado  en  forma  legal. 

Artículo  232. — Ni  el  Fisco  ni  los  empleados 
de  la  Aduana  tendrán  responsabilidad  por  la 
entrega  de  mercancías  o quien  aparece  como 
el  interesado  en  los  documentos  respectivos  de 
apariencia  legítima,  salvo  que  previamente,  se 
advierta  a la  Aduana,  en  forma  fehaciente, 
haberse  cometido  error  que  impida  despacho. 

CAPITULO 

SEXAGESIMO 

RECLAMOS  POR  ERRORES  EN  LOS  AFOROS  O 
CALCULOS  DE  LAS  POLIZAS 

Artículo  233. — El  interesado  podrá  hacer 
reclamo  por  escrito  al  Administrador  de  la 
Aduana  respectiva,  fundado  en  errores  come- 
tidos en  el  cálculo  del  monto  de  una  póliza 
o por  errores  en  la  anotación  en  ella  del  peso, 
cantidad  o medida  de  las  mercancías,  antes 
de  que  dicha  póliza  sea  pagada,  y en  todo 
caso,  dentro  de  los  cuatro  días  siguientes  a 
la  aprobación  de  la  misma  por  la  Aduana 
correspondiente. 

Si  se  comprobare  el  error  del  cálculo,  se 
procerá  a corregirlo  del  modo  y forma  que 
exprese  el  Reglamento  y si  fuere  por  peso, 
cantidad  o medida,  se  procederá  a practicar 
nuevamente  las  operaciones  cuantas  veces  sean 
necesarias,  después  de  haber  verificado  la 
exactitud  de  los  instrumentos  .y  aparatos  que 
se  empleen  en  ellas.  Contra  lo  que  resulte  en 
definitiva  en  ambos  casos,  no  se  admitirá 
reclamo  alguno. 

Artículo  234. — Los  reclamos  por  los  aforos, 
reparos  u otros  gravámenes  aplicados  en  las 
pólizas,  se  presentarán  por  escrito  ante  el 
Director  General  de  Aduanas  por  medio  de 
los  respectivos  Administradores.  En  todo  caso 
el  reclamo  se  presentará  dentro  de  los  ocho 
días  siguientes  a la  fecha  en  que  la  póliza 
correspondiente  haya  sido  aprobada;  pero  si  se 
tratare  de  póliza  de  importación,  no  se  admi- 
tirá reclamo  después  de  que  hayan  sido  reti- 
radas de  la  Aduana  las  mercancías. 

El  Director  General  podrá  confirmar  o 
derogar  el  aforo  u otro  gravamen  aplicado.  En 
caso  de  derogarlo,  determinará  el  que  legal- 
mente corresponda.  Contra  sus  disposiciones 
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se  podrá  apelar  dentro  de  los  ocho  días  siguien- 
tes, ante  el  Consejo  Superior  de  Aduanas  cuyas 
decisiones  sobre  la  materia  serán  finales. 

Mientras  esté  pendiente  un  reclamo,  las 
mercancías  podrán  ser  entregadas  por  la 
Aduana,  previo  el  pago  total  de  la  póliza, 
siempre  que  se  hayan  tomado  muestras  ade- 
cuadas de  ellas. 

TITULO  DECIMOTERCERO 

PROCEDIMIENTOS  ESPECIALES  PARA  EL  DESPA- 
CHO DE  CIERTAS  MERCANCIAS 

CAPITULO 

SEXSAGESIMO  PRIMERO 

MUESTRARIOS  T EFECTOS  TEATRALES 

Artículo  235. — Los  muestrarios  de  mer- 
cancías extranjeras,  el  vestuario  teatral,  los 
instrumentos  de  música  y los  enseres  de 
empresas  de  diversiones  teatrales,  circos,  con- 
ciertos, conferencias  y exposiciones,  pueden 
ser  introducidos  al  país  y exportados  poste- 
riormente de  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  el  presente  Capítulo. 

Artículo  236. — Los  muestrarios  inutilizados 
para  la  venta  o sin  valor  comercial,  así  como 
el  vestuario  teatral  y los  demás  artículos 
especificados  en  el  artículo  anterior,  que  clara- 
mente presenten  señales  de  uso  y que  no 
tengan  valor  comercial,  se  considerarán  mer- 
cancías libres  de  derechos.  Los  que  estén 
sujetos  al  pago  de  derechos,  deberán  decla- 
rarse en  una  póliza  en  la  forma  que  determine 
el  Reglamento  para  que  puedan  ser  entregados 
por  la  Aduana,  previa  garantía  que  se  preste 
para  los  efectos  del  artículo  siguiente. 

Artículo  237. — Si  se  comprueba  a satisfac- 
ción del  Director  General  de  Aduanas  que 
las  mercancías  a que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  han  sido  reexportadas  dentro  del 
plazo  de  seis  meses,  se  cancelará  la  garantía; 
en  caso  contrario  se  presumirán  importadas 
las  mercancías  y se  hará  efectiva  la  garantía 
correspondiente.  Se  exceptúan  de  esta  regla 
las  mercancías  que  hayan  sido  expresamente 
introducidas  al  país  para  exhibirlas  en  expo- 
siciones públicas  que  estén  aún  abiertas  al 
expirar  el  plazo  indicado,  en  cuyo  caso,  a 
petición  del  interesado,  se  podrá  prorrogar  el 
término  dicho  hasta  que  la  exposición  sea 
clausurada. 


CAPITULO 

SEXSAGESIMO  SEGUNDO 

FARDOS  POSTALES 

Artículo  238. — Las  mercancías  que  se  im- 
porten por  medio  del  Correo,  las  entregara 
éste  a la  Aduana  respectiva,  con  las  formali- 
dades que  requiera  esta  Ley  y su  Reglamento 
y,  desde  entonces,  quedarán  bajo  la  custodia 
y control  exclusivo  de  la  misma  para  los 
efectos  de  su  guarda,  aforo  y despacho. 

Sólo  se  exceptúan  de  esta  regla,  las  muestras 
sin  valor  comercial  que  no  vengan  por  Fardos 
Postales,  las  cuales  podrán  ser  entregadas  a 
los  consignatarios  directamente  por  el  Correo, 
previa  revisión  que  practique  el  empleado 
correspondiente  de  la  Aduana. 

Artículo  239. — Las  mercancías  entregadas 
conforme  al  artículo  anterior,  las  despachará 
la  Aduana  respectiva,  después  de  liquidada  la 
póliza  correspondiente  y previo  pago  de  ésta  o 
mediante  la  orden  de  franquicia  que  se  expida. 
El  Consejo  Superior  de  Aduanas  podrá  fijar 
en  el  Reglamento,  procedimientos  y trámites 
especiales  para  la  preparación  y presentación 
de  las  pólizas  y pronto  despacho  de  las 
mercancías. 

Artículo  240. — La  introducción  de  mercan- 
cías por  medio  del  Correo,  estará  sujeta  al 
pago  de  los  derechos,  cargos  y multas  que  la 
ley  establece  para  la  importación  por  otro 
medio,  más  el  respectivo  recargo  que  se  ex- 
presa en  seguida:  cuando  la  póliza  respectiva 
contenga  las  declaraciones  a que  se  refieren  los 
incisos  cuatro  y cinco  del  articulo  194,  el 
recargo  será  del  quince  por  ciento  sobre  el 
aforo  correspondiente^y  cuando  no  contengan 
tales  declaraciones,  el  recargo  será  del  veinti- 
cinco por  ciento  sobre  dichos  aforos. 

Artículo  241. — El  Reglamento  de  esta  Ley 
referente  a la  recepción,  guarda  y despacho 
de  las  mercancías  que  se  importen  por  medio 
del  Correo,  se  dictará  en  debida  forma  para 
permitir  a éste  cumplir  con  sus  obligaciones 
de  acuerdo  con  las  Convenciones  Postales 
vigentes. 

CAPITULO 

SEXSAGESIMO  TERCERO 

MOVIMIENTO  DEL  MATERIAL  FERROVIARIO 

Artículo  242. — ^La  importación  de  materiales 
ferroviarios,  tales  como  maquinaria,  carbón  y 
otros  combustibles,  útiles,  material  rodante, 
instrumentos,  herramientas,  rieles  y materiales 
que  se  destinen  a estudios,  construcción,  repa- 
ración, equipo,  mantenimiento,  explotación  o 
mejoras  de  las  líneas  férreas  que  operen  entre 
la  República  y los  países  vecinos,  cuya  intro- 
ducción esté  libre  de  derechos  de  importación 
en  virtud  de  la  ley  o de  contrato  sobre  la  ma- 
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teria  y siempre  que  sean  transportadas  por  la 
misma  vía  férrea  para  cuyo  uso  se  destinan  y 
que  procedan  de  tales  países  vecinos,  se  veri- 
ficará observando  el  procedimiento  siguiente: 

El  Conductor  del  tren  que  transporte  los 
materiales,  al  presentarlos  a la  Aduana  o Res- 
guardo correspondiente,  entregará  el  número 
de  ejemplares  del  manifiesto  respectivo  que 
exprese  por  separado  la  cantidad  y clase  de  los 
bultos  y la  cantidad  y naturaleza  de  los  mate- 
riales y que  certifique  que  los  materiales 
proceden  del  país  vecino  respectivo,  que  se 
dedicarán  al  uso  exclusivo  de  la  empresa  que 
los  transporta  para  los  fines  mencionados  y 
que  no  están  sujetos  al  pago  de  derechos  de 
importación.  El  manifiesto  deberá  ser  firmado 
por  el  empleado  o agente  cuya  autorización  y 
copias  auténticas  de  su  firma  hayan  sido 
enviados  al  Director  General  de  Aduanas  por 
el  Gerente  de  la  Empresa  ferroviaria.  El  em- 
pleado correspondiente  de  la  Aduana  revisará 
el  manifiesto  y los  materiales  presentados, 
despachando  sin  demora  y sin  más  trámites 
que  el  anotar  su  conformidad  en  el  manifiesto, 
los  que  se  encuentren  de  conformidad  con  este 
artículo. 

Este  artículo  no  se  aplicará  a los  materiales 
procedentes  del  país  vecino  que  no  haya  adop- 
tado un  procedimiento  recíproco. 


CAPITULO 

SEXSAGESIMO  CUARTO 

EQUIPAJE  DE  LOS  VIAJEROS 

Artículo  243. — El  equipaje,  que  comprende 
los  artículos  que  lleve  la  persona  que  entre  o 
salga  del  país,  estará  sujeto,  en  el  primer 
caso,  a los  cargos,  impuestos  y derechos  de 
importación  correspondientes,  salvo  las  si- 
guientes exenciones: 

— Artículos  libres  de  derechos  según  el 
Arancel  vigente  al  tiempo  de  su  introduc 
ción; 

2^ — Libros  impresos,  manuscritos  o escritos 
a máquina; 

3^ — Las  herramientas  usadas,  del  arte  u oficio 
de  la  persona  que  las  introduzca; 

4?'— Hasta  medio  kilo  de  tabaco  elaborado; 

5^ — Una  máquina  portátil  de  escribir  y una 
cámara  fotográfica  portátil  de  mano  para 
aficionado; 

6^— Las  fotografías  y los  fotograbados  no 
comerciales; 

7^ — Artículos  de  viaje,  de  uso  personal  o de 
adorno,  prendas  de  vestir,  artículos  eléc- 
tricos de  tocador,  instrumentos  profesio- 
nales, mantelería  y lencería,  con  tal  que 
los  objetos  mencionados  aparezcan  clara- 
mente usados,  de  manera  que  no  puedan 


ser  vendidos  como  mercancías  nuevas,  y 
que  sean  apropiados  al  uso  y necesidades 
de  la  persona  que  los  importe.  Este  inci 
so  no  comprende  mobiliario  de  ningún 
orden,  servicios  de  mesa,  cuadros,  instru- 
mentos de  música,  aparatos  fotográficos 
comerciales,  los  de  reproducir  la  voz,  la 
música  o la  visión,  instalaciones  de  ofici- 
nas o talleres,  artefactos  eléctricos  o sus 
repuestos,  salvo  los  de  tocador  ya  mencio- 
nados; 

8^ — Los  efectos  no  exentos  por  otras  disposi- 
ciones de  este  artículo,  cuyo  valor,  fijado 
a juicio  del  Jefe  de  la  Aduana  respectiva, 
no  exceda  de  setenta  y cinco  quetzales, 
siempre  que  la  persona  que  los  introduzca 
no  haya  gozado  de  esta  exención  dentro  de 
los  seis  meses  anteriores.  Los  efectos  que 
excedan  del  valor  indicado,  estarán  sujetos 
al  pago  de  los  derechos  correspondientes; 
9^ — Los  efectos  personales,  el  mobiliario  de 
casa,  herramientas  de  oficio  y útiles  de 
agricultura,  que  sean  propiedad  de  inmi- 
grantes que  lleguen  al  territorio  de  la 
República,  con  la  intención  de  radicarse 
en  ella.  Esta  exención  será  determinada 
en  cada  caso  por  el  Ministro  de  Hacienda; 

Cuando  se  pretenda  que  los  objetos  que 
no  acompañaren  al  viajero,  forman  parte 
de  su  equipaje,  el  interesado  deberá  ex- 
plicar a satisfacción  del  Director  de  Adua- 
nas, los  motivos  por  los  cuales  no  los  trajo 
consigo. 

Artículo  244.— Toda  persona  que  entre  al 
país  por  la  vía  marítima,  deberá  presentar  en 
la  forma  establecida  por  el  Reglamento,  una 
declaración  de  la  clase  y número  de  los  bultos 
que  introduzca  y de  su  contenido.  También 
deberá  presentar  tal  declaración  toda  persona 
que  entre  al  país  por  la  vía  terrestre,  cuando 
su  equipaje,  además  de  los  efectos  libres  de 
derechos,  en  virtud  del  artículo  anterior,  con- 
tenga artículos  sujetos  al  pago  de  derechos 
de  importación. 

Los  padres,  tutores  o personas  que  acom- 
pañen a los  menores,  deberán  presentar  las 
declaraciones  por  éstos. 

Artículo  245. — La  declaración  requerida 
por  el  artículo  anterior  será  extendida  en  la 
forma  que  determine  el  Reglamento. 

Artículo  246. — Las  personas  que  lleguen  al 
país  por  la  vía  maiítima,  entregarán  sus  de- 
claraciones al  Capitán  o Contador  de  la  nave 
que  los  conduzca,  antes  de  su  llegada  al 
primer  puerto  de  escala  en  la  República  y al 
efecto,  serán  requeridas  para  ello  por  dicho 
Capitán.  Las  declaraciones  firmadas  serán 
entregadas  por  el  Capitán  juntamente  con  la 
lista  de  los  pasajeros  respectivos,  al  empleado 
de  la  Aduana  que  haga  la  visita  en  el  puerto 
de  desembarque. 
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El  equipaje  que  entre  al  país  por  la  vía 
terrestre,  deberá  ser  presentado  a la  Aduana, 
en  la  primera  oportunidad,  por  la  persona  o 
empresa  que  lo  conduzca.  La  declaración 
respectiva,  cuando  proceda,  será  presentada  a 
la  Aduana  en  cuya  custodia  esté  el  equipaje  y, 
en  todo  caso,  antes  de  pedir  su  despacho.  La 
Aduana  proporcionará  los  formularios  e in 
formaciones  al  efecto. 

Artículo  247. — Salvo  el  equipaje  de  las 
personas  a que  se  refiere  el  inciso  primero  del 
artículo  250  y los  exceptuados  en  virtud  de  la 
correspondiente  orden  de  franquicia,  todo 
equipaje  introducido  al  país  deberá  ser  regis- 
trado por  el  empleado  de  la  Aduana  designado 
al  efecto. 

Los  artículos  que  se  encuentren  en  el  equi- 
paje y que  deban  pagar  derechos,  serán 
despachados  por  la  Aduana  que  haga  la  revi- 
sión. mediante  una  póliza  y el  pago  de  los 
derehos  y demás  cargos  correspondientes 
expresados  en  ella.  Para  la  debida  liquidación 
de  la  póliza,  el  empleado  de  la  Aduana  que 
revise  el  equipaje  deberá  anotar  en  la  respec- 
tiva declaración  los  artículos  que,  debiendo 
pagar  derehos,  no  hayan  sido  manifestados  en 
ella.  En  el  caso  de  que  una  persona  no  haya 
presentado  declaran  ón,  el  empleado  hará 
constar  por  escrito  los  efectos  que  se  hayan 
encontrado  en  su  equipaje  que  deban  pagar 
derechos. 

Los  objetos  introducidos  como  equipaje  que 
estén  exentos  del  pago  de  derechos  en  virtud 
de  esta  Ley,  serán  despachados  sin  póliza  y sin 
dilación. 

Artículo  248.— A solicitud  del  viajero,  su 
equipaje,  en  todo  o en  parte,  podrá  remitirse 
en  tránsito  por  una  Aduana  al  exterior  o a 
otra  Aduana  de  la  República.  En  el  segundo 
caso  la  persona  obligada  a presentar  declara- 
ción, hará  una  nueva  en  la  Aduana  consigna- 
taria que  registre  el  equipaje.  Al  hacer  la 
nueva  declaración,  el  interesado  deberá  mani- 
festar los  artículos  contenidos  en  su  equipaje 
que  no  estén  comprendidos  en  las  exenciones 
que  expresa  el  artículo  243,  siempre  tomando 
en  cuenta  las  exenciones  de  que  haya  gozado 
anteriormente  en  revisiones  parciales  de  su 
equipaje. 

En  los  casos  de  revisión  parcial  del  equipaje, 
la  Aduana  remitente  dará  aviso  a la  consigna- 
taria de  las  exenciones  ya  concedidas  a fin  de 
que  ninguna  persona  pueda  gozar  de  exencio- 
nes que  excedan  de  las  expresadas  en  el  artículo 
243.  El  Director  General  de  Aduanas  dictará 
las  disposiciones  necesarias  para  el  debido 
cumplimiento  de  esta  obligación. 

Artículo  249. — Podrá  exigirse  la  factura 
consular  correspondiente,  siempre  que  las 
mercancías  que  se  introduzcan  como  equipaje, 
no  estén  exentas  del  pago  de  derechos  confor- 
me al  artículo  243,  y que  tengan  un  valor  de 


más  de  doscientos  quetzales.  El  valor  de  las 
mercancías  será  fijado  a juicio  del  Jefe  de  la 
Aduana  que  las  registre. 

Artículo  250 -Se  exceptúan  del  registro  a 

que  se  refiere  el  artículo  247,  las  siguientes 
personas; 

19 — El  Presidente  de  la  República,  el  Presi- 
dehte  del  Poder  Legislativo,  el  del  Poder 
Judicial  y los  Secretarios  de  Estado; 

2° — Los  agentes  diplomáticos,  miembros  de 
Embajadas  o Legaciones  y los  miembros 
de  su  familia; 

39 — Los  delegados  a Congresos  Internacio- 
nales o Conferencias  científicas  y las  demás 
personas  que  lleguen  al  país  represen- 
tando un  gobierno  extranjero;  y, 

49 — Los  Cónsules  de  carrera,  en  caso  de  reci- 
procidad. 

Para  facilitar  la  aplicación  de  este  artículo 
conforme  a las  prácticas  internacionales,  el 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  comunicará 
con  la  anticipación  posible  al  de  Hacienda, 
la  llegada  al  país  de  las  personas  a que  se  refie- 
ren los  incisos  29  39  y 49.  En  caso  de  que  fal- 
te tal  aviso  y si  la  Aduana  tuviere  duda  acerca 
del  carácter  oficial  de  las  personas  mencio- 
nadas, se  consultará  por  el  medio  más  rápido 
al  Ministro  de  Hacienda. 

Artículo  251. — Por  regla  general,  el  equi- 
paje de  las  personas  que  salgan  del  país,  será 
despachado  sin  revisión,  pero  deberá  ser 
registrado  cuando  así  lo  ordene  el  Poder 
Ejecutivo  o cuando  la  Aduana  tenga  sospechas 
de  que  contenga  mercancías  que  deban  pagar 
derechos  de  exportación  o cuya  exportación 
esté  prohibida. 


TITULO  DECIMO  CUARTO 

MULTAS  QUE  AFÉCTEN  A LAS  MERCANCIAS  QUE 
SE  DESPACHEN 


CAPITULO 

SEXSAGESIMO  QUINTO 

MULTAS  REFERENTES  A LAS  DECLARACIONES  DEL 
EQUIPAJE 

Artículo  252 La  persona  que  no  presente 

la  respectiva-  declaración  de  su  equipaje, 
cuando  por  esta  Le.y  esté  obligado  a hacerlo, 
estará  sujeta  al  pago  de  una  multa  que  no 
exceda  de  diez  quetzales  por  cada  bulto  y no 
podrá  gozar  de  las  exeaciones  a que  se  refie- 
ren los  incisos  4,  5 .y  8 del  artículo  243.  Los 
efectos  encontrados  en  su  equipaje  que  no 
estén  exentos  de  derechos  en  virtud  de  esta 
Ley,  estarán  sujetos  al  pago  de  los  derechos 
correspondientes,  más  una  multa  equivalente 
a tales  derechos. 
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Artículo  253. — Si  al  revisar  el  equipaje  de 
la  persona  que  haya  presentado  la  declaración 
respectiva,  se  encuentran  artículos  no  mani- 
festados en  ella,  que  no  estén  comprendidos 
en  las  exenciones  previstas  por  el  artículo 
243,  dichos  artículos  estarán  sujetos  al  pago 
de  los  derechos  correspondientes,  más  una 
multa  igual  al  monto  de  tales  derechos. 

Artículo  254.  — La  falta  de  factura  consular 
en  el  caso  del  artículo  249,  dará  motivo  a la 
inclusión  en  la  póliza  respectiva,  de  los  dere- 
chos consulares  omitidos  y a la  aplicación  de 
una  multa  equivalente  al  50%  de  éstos. 

Artículo  255 Las  multas  a que  se  refieren 

los  artículos  252,  253  y 254,  no  se  excluyen 
las  unas  a las  otras  .y  serán  aplicadas  por  las 
autoridades  aduaneras  al  liquidar  las  pólizas 
respectivas,  en  las  cuales  figurarán  para  los 
efectos  de  su  pago;  todo  sin  perjuicio  de  otras 
sanciones  previstas  por  esta  Ley. 

CAPITULO 

SEXAGESIMO  SEXTO 

MULTAS  REFERENTES  A LAS  DECLARACIONES  EN 
LAS  POLIZAS  EN  CUANTO  AL  PESO  O CANTIDAD 
DE  LAS  MERCANCIAS 

Artículo  256. — Para  los  efectos  exclusivos 
de  la  aplicación  y cálculo  de  las  multas  men- 
cionadas en  los  artículos  257  y 258  y sin 
ninguna  referencia  al  importe  de  los  derechos 
correspondientes,  los  cuales  deben  pagarse 
siempre  por  el  peso  o cantidad  efectiva,  se 
concede  una  tolerancia  de  las  declaraciones 
hechas  en  las  pólizas  sobre  el  peso  o cantidad 
de  las  mercancías,  de  conformidad  con  las 
disposiciones  de  este  artículo. 

En  las  mercancías  cuyos  derechos  se  paguen 
por  peso  bruto,  la  tolerancia  será  del  diez  por 
ciento  del  peso  declarado  en  la  póliza;  y en 
las  que  los  derechos  se  paguen  por  peso  de 
envase  o neto  o por  unidad,  será  el  cinco  por 
ciento  de  lo  declarado. 

Para  determinar  si  hay  error  entre  lo  decla- 
rado en  la  póliza  y lo  encontrado  al  practicar 
el  registro  y para  calcular  la  diferencia,  se 
excluirá  la  discrepancia  de  menos  que  pro- 
venga de  merma,  robo,  hurto,  evaporación  o 
rotura  o por  abandono  voluntario,  así  como 
el  exceso  que  proceda  de  condiciones  atmos- 
féricas u otras  causas  extrañas  a las  mercan- 
cías que  hayan  aumentado  su  peso;  y por 
último,  se  aplicará  a lo  declarado  en  la  póliza 
el  aumento  o disminución  que  proceda  por 
tolerancia  legal.  Determinada  así  la  diferen- 
cia por  declaración  , errónea,  se  hará  constar 
en  la  póliza. 

Artículo  257. — Hecha  la  anotación  a que  se 
refiere'el  artículo  anterior  de  que  la  declara- 
ción es  errónea  y de  que  el  peso  o cantidad 
de  las  mercancías  de  importación  es  inferior 


a lo  declarado  en  la  póliza,  el  liquidador  de 
ésta  hará  constar  en  ella  el  porcentaje  que 
represente  el  monto  de  la  diferencia  anotada 
con  relación  a lo  declarado  en  la  póliza,  calcu- 
lando las  fracciones  mayores  del  medio  por 
ciento  como  el  uno,  sin  tomar  en  cuenta  las 
demás.  Anotado  dicho  porcentaje,  aplicará 
a las  mercancías,  sobre  los  derechos  a que 
estén  afectas,  una  multa  del  tanto  por  ciento 
indicado,  la  cual  en  ningún  caso  podrá  ser 
mayor  del  diez  por  ciento  de  los  derechos 
respectivos  y figurará  como  parte  de  la  suma 
adeudada  en  la  póliza,  todo  sin  perjuicio 
de  lo  dispuesto  en  el  Libro  Sexto  de  la 
presente  Ley. 

Artículo  258. — En  vista  de  la  anotación 
hecha  de  conformidad  con  el  artículo  256,  de 
que  la  declaración  es  errónea  y de  que  el  peso 
o cantidad  de  las  mercancías  de  importación 
es  superior  a lo  declarado  en  la  póliza,  el 
que  liquide  ésta  aplicará  a ellas,  una  multa 
equivalente  al  monto  de  los  derechos  corres- 
pondientes a la  parte  excedente  que  exprese 
la  diferencia  anotada.  Dicha  multa  figurará 
en  la  suma  adeudada  en  la  póliza  y se  aplicará 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  Libro 
Sexto  de  la  presente  Ley. 

CAPITULO 

SEXAGESIMO  SEPTIMO 

MULTAS  REFERENTES  A LAS  DECLARACIONES  EN 
LAS  POLIZAS  EN  CUANTO  A LA  NATURALEZA  O 
VALOR  DE  LAS  MERCANCIAS 

Artículo  259. — Cuando  al  practicar  el  re- 
gistro de  mercancías  de  importación,  se 
encuentren  discrepancias  con  respecto  a la 
naturaleza  o valor  declarado  en  la  póliza  y se 
compruebe  que  los  derechos  que  corresponden 
a ellas  son  distintos  de  los  que  les  serían 
aplicables  si  la  declaración  de  su  naturaleza  o 
valor  hubiera  sido  correcta,  quien  practique 
el  aforo  hará  constar  en  la  póliza  la  verdadera 
naturaleza  o valor  de  las  mercancías  y los 
respectivos  derechos  que  les  correspondan 
según  lo  declarado  y según  lo  comprobado  al 
practicar  el  registro  y,  si  el  reglamento  lo 
requiere,  tomarán  muestras  en  la  forma  que 
éste  disponga. 

Artículo  260. — Hechas  las  anotaciones  de 
conformidad  con  el  artículo  anterior  de  que  las 
mercancías  deban  pagar  derechos  inferiores  a 
los  que  pagarían  si  fueran  de  la  naturaleza  o 
valor  declarado  en  la  póliza,  quien  liquide 
ésta  aplicará  a ellas,  una  multa  equivalente  al 
diez  por  ciento  de  la  diferencia  entre  los 
derechos  que  deberían  pagar  las  mercancías 
según  la  naturaleza  o valor  declarado  en  la 
póliza  y los  que  deben  pagar  según  lo 
encontrado  al  practicar  el  aforo.  Dicha  multa 
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formará  parte  de  la  suma  adeudada  en  la 
póliza  y se  aplicará  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  Libro  Sexto  de  esta  Ley. 

Artículo  261. — Rn  virtud  de  las  anotaciones 
hechas  de  conformidad  al  artículo  259  de 
que  las  mercancías  deban  pag'ar  derechos 
superiores  a los  que  pagarían  si  fueran  de  la 
naturaleza  o valor  declarado  en  la  póliza,  el 
liquidador  de  ésta  aplicará  a ellas,  una  multa 
equivalente  al  monto  de  la  diferencia  entre 
los  derechos  que  deban  pagar  las  mercancías 
según  lo  encontrado  al  practicar  el  aforo  y 
los  que  deberían  pagar  según  la  naturaleza  o 
valor  declarado  en  la  póliza.  Dicha  multa 
formará  parte  de  la  suma  adeudada  en  la 
póliza;  y se  aplicará  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  Libro  Sexto  de  esta  Ley. 

CAPITULO 

SEXAGESIMO  OCTAVO 

DISPOSICIONES  GENERALES  REFERENTES  A LAS 
MULTAS  POR  DECLARACION  ERRONEA 

Artículo  262. — Las  multas  previstas  en  los 
capítulos  65,  66  y 67  no  se  excluyen  las  unas 
a las  otras,  se  aplicarán  sin  perjuicio  de  los 
derechos  respectivos  y no  darán  lugar  al 
comiso  de  las  m^rcancías;  pero  éstas  y los 
que  infringieren  lo  dispuesto  en  el  Libro 
Sexto  de  esta  Ley  quedarán  sujetos  a sus 
disposiciones. 

CAPITULO 

SEXAGESIMO  NOVENO 

RECLAMACIONES  CONTRA  LAS  MULTAS  CON 
RESPECTO  A LAS  DECLARACIONES 

Artículo  263. — Los  reclamos  contra  las 
multas  previstas  en  los  capítulos  65,  66  y 67 
deberán  presentarse  por  escrito  antes  de  que 
las  mercancías  salgan  de  la  custodia  de  la 
Aduana  y,  en  todo  caso,  dentro  de  los  ocho 
días  siguientes  a la  fecha  en  que  la  multa  haya 
sido  impuesta.  Los  de  las  multas  impuestas 
en  virtud  de  los  llapítulos  65  y 66  se  presen- 
tarán directamente  al  Administrador  de  la 
Aduana  respectiva  y los  de  las  previstas  en  el 
Capítulo  67  ante  el  Director  General  de 
Aduanas  por  intermedio  de  los  respectivos 
Administradores. 

Artículo  264. — En  los  casos  en  que  el  inte- 
resado reclame  alegando  haberse  cometido 
error  en  la  anotació  i del  peso  o cantidad  de 
las  mercancías,  se  procederá  a verificar  la 
exactitud  de  los  instrumentos  y aparatos  que 
hayan  de  servir  en  la  nueva  operación  y se 
pesarán  o contarán  nuevamente  las  mercan 
cías,  cuantas  veces  sea  necesario,  para  esta- 
blecer su  verdadero  peso  o cantidad,  lo  que 
se  hará  constar  en  acta  levantada  al  efecto,  la 


cual  será  definitiva  y contra  ella  no  se  admi- 
tirá reclamo  alguno.  Tales  reclamos  serán 
resueltos  por  el  Administrador  de  la  Aduana 
respectiva,  conforme  a la  base  indicada. 

También  podrá  dicho  Administrador  deci- 
dir los  demás  reclamos  que  se  presenten 
contra  las  multas  impuestas  en  virtud  del 
Capítulo  65,  siempre  que  la  multa  reclamada 
no  exceda  de  cincuenta  quetzales,  pues  los 
que  sean  por  las  que  excedan  de  esa  suma,  los 
enviará  al  Director  General  para  su  fallo. 

Artículo  265 Contra  las  decisiones  de  los 

Administradores  en  los  casos  previstos  en  el 
artículo  anterior,  el  interesado  podrá  apelar, 
dentro  de  los  diez  días  siguientes,  ante  el 
Director  General  de  Aduanas,  quien  podrá 
revocar  las  multas  impuestas  ilegalmente, 
o modificarlas,  según  proceda.  También  deci- 
dirá el  Director  General,  en  primera  instan- 
cia, los  reclamos  contra  las  multas  impuestas 
en  virtud  del  Capítulo  67  y los  de  las  impues- 
tas de  conformidad  con  el  Capítulo  65  cuando 
éstas  excedan  de  cincuenta  quetzales. 

En  todo  fallo  referente  a las  multas  que 
procedan  por  declaración  errónea  en  cuanto 
a la  naturaleza  o valor  de  las  mercancías  en 
virtud  de  los  Capítulos  65  y 67.  el  Director 
General  determinará  los  aforos  que  realmen- 
te correspondan  y los  que  hubieren  corres- 
pondido a las  mercancías  según  la  declaración 
errónea.  Si  de  esas  operaciones  se  comprueba 
a su  satisfacción  que  la  declaración  hecha, 
aun  siendo  errónea,  se  aproxima  lo  posible 
para  la  exactitud,  el  Director  Genera!  podrá 
revocar  la  multa. 

Artículo  266. — Contra  las  decisiones  del 
Director  General  mencionadas  en  el  artículo 
anterior  que  apliquen  o aprueben  multas  que 
excedan  de  cien  quetzales,  el  interesado  podrá 
ocurrir  dentro  de  los  diez  días  siguientes,  ante 
el  Consejo  superior  de  Aduanas,  el  cual  podrá 
aprobar,  modificar  o revocar  las  multas  im- 
puestas y sobre  esta  materia  sus  decisiones 
serán  definitivas. 

Artículo  267. — Mientras  esté  pendiente  el 
reclamo,  las  mercancías  sujetas  a las  multas 
mencionadas  en  los  Capítulos  65,  66  y 67, 
podrán  ser  entregadas  por  la  Aduana  antes 
del  fallo  definitivo,  siempre  que  se  hayan 
tomado  las  muestras  que  requiera  esta  Ley  o 
su  Reglamento  y se  haya  pagado  el  valor  total 
de  la  póliza  respectiva. 

CAPITULO 

SEPTUAGESIMO 

DESTINO  DE  LAS  MULTAS 

Artículo  268. — Las  multas  impuestas  en 
virtud  de  los  Capítulos  65,  66  .y  67,  que  se 
hubieren  hecho  efectivas  y quedaren  firmes, 
ya  porque  no  se  hubiese  reclamado  contra 
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ellas  en  tiempo  legal  o porque,  habiéndose 
hecho  reclamo,  se  hubieren  conHrmado  en  el 
fallo  final,  serán  destinadas  y distribuidas 
previa  orden  escrita  del  Director  General  de 
Aduanas,  en  los  casos  y formas  que  a conti- 
nuación se  expresan: 

1? — Si  por  el  registro  original  de  las  mercan- 
cías se  hubiere  impuesto  una  multa,  del 
valor  de  ésta  se  destinará  el  diez  por  ciento 
para  el  Administrador  de  la  Aduana  co- 
rrespondiente; el  cuarenta  ptír  ciento  para 
el  empleado  de  la  Aduana  que  haya  prac 
ticado  el  registro  y hecho  las  anotaciones 
respectivas,  en  virtud  de  las  cuales  aquélla 
hubiere  sido  impuesta,  y el  resto  quedará 
a favor  del  Fisco; 

2? — Si  la  multa  hubiere  sido  impuesta  al 
registrar  nuevamente  las  mercancías  con- 
forme al  artículo  211,  se  distribuirá  así: 
el  veinticinco  por  ciento  se  destinará  para 
el  Administrador  de  la  Aduana  correspon- 
diente; y si  se  hubiere  verificado  por 
denuncia  hecha  después  del  primer  regis- 
tro y antes  de  haberse  ordenado  el  nuevo, 
se  destinará  otro  veinticinco  por  ciento 
para  el  denunciante,  siempre  que  éste  no 
sea  el  empleado  que  haya  practicado  el 
registro  anterior.  El  resto  de  la  multa 
quedará  a favor  del  Fisco.  En  caso  de  que 
los  denunciantes  sean  dos  o más  y aleguen 
tener  derecho  a la  parte  que  este  artículo 
les  asigna,  el  Director  General  resolverá 
lo  justo  y equitativo  sobre  el  particular. 


LIBRO  CUARTO 

DESARROLLO  DEL  PERSONAL  DE  ADUANAS 


TITDLO  DECIMOQUINTO 
CAPITULO 

SEPTUAGESIMO  PRIMERO 

ESCUELAS  T CURSOS 

Artículo  269. — El  primero  de  enero  de 
1931,  o antes  si  el  Director  General  de  Adua- 
nas lo  dispone,  se  abrirá  y mantendrá  en  la 
Aduana  de  la  capital  una  Escuela  de  Aduanas, 
que  tendrá  por  objeto  la  enseñacza  de  los 
ramos  referentes  a la  Administración  de 
Aduanas. 

Artículo  270 Las  clases  se  darán  en  las 

horas  y sitios  que  fije  el  Director  General 
y serán  Profesores  de  ellas  los  empleados  del 
servicio  y las  otras  personas  que,  para  el 
efecto,  designe  este  funcionario. 


Artículo  271. — La  extensión  del  programa 
de  cada  curso  y su  duración  serán  fijados  por 
el  Reglamento,  ,y  el  plan  de  estudios  compren- 
derá los  siguientes  ramos: 

1° — Leyes  decretos,  acuerdos,  reglamentos  y 
demás  disposiciones  referentes  al  ramo 
de  Aduanas,  incluyendo  el  estudio  del 
Arancel  de  Aduanas  y su  aplicación  al 
aforo  de  las  mercancías  y la  determina- 
ción de  los  derechos  correspondientes; 

2° — Leyes  consulares  .y  marítimas  de  la  Re 
pública  y las  convenciones  postales  y 
tratados  comerciales  internacionales; 

3^ — Costumbres,  prácticas  y procedimientos 
del  comercio  universal; 

49 — Disposiciones  de  los  Códigos  de  Comer- 
cio, Civil  y Criminal  que  tengan  relación 
con  la  Administración  de  Aduanas; 

59 — Contabilidad  fiscal  y régimen  adminis- 
trativo; 

69 — Legislación  de  Aduanas  comparada,  es- 
pecialmente con  la  de  los  países  vecinos; 

79 — El  origen,  fabricación,  rasgos  caracte- 
rísticos, valor  y uso  de  los  principales 
géneros  de  mercancías  que  formen  el 
comercio  habitual  de  la  República; 

89 — La  Física  y Química,  incluyendo  los 
estudios  de  laboratorio  en  lo  que  éstas 
ciencias  sean  útiles  a la  Aduana  para 
determinar  la  naturaleza  o composición 
de  las  mercancías; 

99 — Elementos  de  Economía  Política;  y, 

10. — Organizaciones  modernas  del  comercio. 

CAPITULO 

SEPTUAGESIMO  SEGUNDO 

ASISTENCIA  A LOS  CURSOS 

Artículo  272. — La  asistencia  a los  cursos 
será  voluntaria  y gratuita  para  los  empleados 
del  servicio  y demás  personas  que  obtengan 
permiso  del  Director  General;  pero  el  Conse- 
jo Superior  podrá  designar  a los  empleados 
que  estime  apropiados  para  el  estudio  de 
cursos  determinados  o parte  de  ellos  y en  tal 
caso  la  asistencia  será  obligatoria. 

Artículo  273. — Terminado  el  curso,  el 
Consejo  Superior  de  Aduanas  formará  los 
cuestionarios  relativos  a la  materia  corres- 
pondiente, sobre  la  cual  versará  el  examen  de 
cada  alumno,  quien  hará  su  composición  por 
escrito,  identificándola  en  el  modo  y forma 
que  señale  el  Reglamento. 

Artículo  274. — El  Consejo  Superior  fijará 
el  número  de  puntos  y coeficientes  para  todos 
y cada  uno  de  los  cursos,  practicará  el  exa- 
men de  las  composiciones  de  los  alumnos  y 
otorgará,  si  procede,  los  respectivos  títulos 
que  correspondan,  según  el  sistema  que  deter- 
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mine  el  Reglamento,  y señalará,  en  fin,  las 
condiciones  o requisitos  que  se  exijan  a un 
alumno  que  hubiere  sido  aplazado,  para  que 
pueda  repetir  el  examen. 

Artículo  275. — El  alumno  que  fuere  aplaza- 
do en  tres  exámenes  sobre  la  misma  materia, 
será  inmediatamente  separado  de  hecho  de  su 
puesto  de  empleado  de  la  Aduana. 

Artículo  276. — Pasados  tres  años,  contados 
desde  la  fecha  en  que  se  abra  la  Escuela  de 
Aduanas,  sólo  podrá  ocupar  el  puesto  de 
Vista  la  persona  que  hubiere  rendido  examen 
y recibido  el  correspondiente  título  de  con- 
formidad con  la  presente  Ley. 

Artículo  277 — Todos  los  empleados  que 
hubieren  servido  satisfactoriamente  en  cali- 
dad de  Vistas  de  tercer  grado,  por  espacio  de 
dos  años,  pueden  pedir  al  Consejo  Superior 
que  los  someta  a examen  para  tener  derecho 
a recibir  el  título  de  Vistas  de  segundo  grado. 
Los  que  hubieren  servido  satisfactoriamente 
en  calidad  de  Vistas  de  segundo  grado  durante 
un  año,  podrán  pedir  el  examen  para  recibir 
el  título  de  Vistas  de  primer  grado. 

Estos  exámes  se  rendirán  en  las  condiciones 
que  señale  el  Consejo  Superior  y los  emplea- 
dos que  obtuvieren  aprobación,  recibirán 
certificado  o diploma  de  su  grado  respectivo. 


LIBRO  QUINTO 

DISPOSICIONES  VARIAS 


TITULO  DECIMOSEXTO 
CAPITULO 

SEPTUAGESIMO  TERCERO 

FORMACION  DE  REGISTRO  Y DESPACHO  DE 
LAS  NAVES 

Artículo  278. — El  Administrador  de  la 
Aduana  respectiva  llevará,  en  la  forma  que 
determina  el  Reglamento,  cuenta  de  todas  las 
mercancías  embarcadas,  reembarcadas  o trans- 
bordadas a cada  nave  bajo  la  jurisdicción  de 
la  Aduana  a su  cargo.  A solicitud  del  Capitán 
o consignatario  de  la  nave,  el  Administrador 
deberá  dar  certificación  del  cargamento,  del 
todo  o de  cualquier  parte  de  dichas  mer- 
cancías. 

Artículo  279. — El  Capitán  o consignatario 
de  una  nave,  al  pedir  el  despacho  de  la  misma, 
deberá  presentar  a la  Aduana  respectiva  un 
manifiesto  de  todas  las  mercancías  embarcadas, 
reembarcadas  o transbordadas  a ella  y una 
lista  de  los  pasajeros  que  haya  tomado  el 
buque  bajo  la  jurisdicción  de  dicha  Aduana, 
documentos  que  deben  ser  extendidos  en  el 


modo  y forma  que  determine  el  reglamento. 
Con  la  previa  autorización  del  Director  Ge- 
neral de  Aduanas,  el  manifiesto  de  las  mer- 
cancías podrá  presentarse  después  de  la  salida 
de  la  nave,  pero  en  tal  caso  el  consignatario 
de  ésta  queda  obligado  a presentarlo  dentro 
de  las  veinticuatro  horas  siguientes. 

Artículo  280. — Recibido  el  pedimento  para 
el  despacho  de  una  nave  que  haya  cumplido 
con  los  requisitos  de  esta  Ley  y su  Regla- 
mento y que  esté  solvente  con  la  Aduana,  el 
respectivo  Administrador  extenderá  el  corres- 
pondiente zarpe,  el  cual  debe  llevar  el  Visto 
Bueno  del  Comandante  del  puerto  para  que 
pueda  servir  de  licencia  para  la  salida  del 
buque. 

CAPITULO 

SEPTUAGESIMO  CUARTO 

COMANDANTES  DE  LOS  PUERTOS 

Artículo  281. — Al  hacerse  la  visita  legal,  el 
Capitán  de  toda  nave  entregará  al  Comandan- 
te del  puerto,  dos  listas  de  los  pasajeros  que 
hubieren  a bordo  y dos  copias  del  manifiesto 
de  la  carga.  El  Comandante  enviará  inme- 
diata y directamente  al  Director  General  de 
Aduanas  un  ejemplar  de  cada  uno  de  esos 
documentos. 

Artículo  282. — Los  Comandantes  de  los 
puertos  cuidarán  de  impedir  que,  sin  permiso 
del  Poder  Ejecutivo,  expedido  por  el  órgano 
de  la  Secretaría  de  Guerra,  se  desembarquen 
elementos  de  guerra  u otras  mercancías  cuya 
introducqión  esté  prohibida. 

Artículo  283. — Son  atribuciones  y deberes 
de  los  Comandantes  de  los  puertos: 

— Cuidar  de  que  haya  la  fuerza  necesaria 
para  mantener  el  orden  en  los  puertos; 
2° — Visitar,  en  unión  del  Administrador  de  la 
Aduana  y del  Médico  del  puerto,  las 
naves  que  fondearen  en  el  mismo; 

39 — Prestar  el  auxilio  que  pidan  los  Adminis- 
tradores de  Aduana  para  el  debido  cum- 
plimiento de  esta  Ley  y su  Reglamento; 
4“ — Tomar,  con  arreglo  a la  presente  Ley  y 
su  Reglamento,  las  providencias  necesa- 
rias para  impedir  el  contrabando; 

5° — Presenciar  la  carga  y descarga  de  las 
naves  cuando  lo  estime  conveniente; 

6° — Conceder  con  su  «Visto  Bueno»  en  los 
zarpes  expedidos  por  los  Administrado- 
res, los  permisos  para  la  salida  de  las 
naves; 

79 — Impedir  la  salida  de  las  naves  que  no 
hubieren  cumplido  con  los  requisitos 
legales; 

89 — Prestar  los  auxilios  necesarios  a las  na- 
ves que  naufragaren  o encallaren  en  las 
costas;  y, 
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99 — Someter  al  Director  General  de  Aduanas 
las  observaciones  que  crean  convenientes 
para  mejorar  la  Administración  del  servi- 
cio aduanero  en  su  respectivo  puerto. 

Artículo  284. — Los  Jefes  Políticos  de  los 
departament  'S  donde  estén  situados  las  Adua- 
nas o Reguardos  interiores,  tendrán  los  debe- 
res y atribuciones  señalados  por  eT  artículo 
anterior  en  lo  concerniente,  hecha  excepción 
del  departamento  de  Guatemala. 

CAPITULO 

SEPTUAGESIMO  QUINTO 

GARANTIAS 

Artículo  285. — Toda  garantía  que  se  preste 
con  respecto  a las  obligaciones  de  cualquier 
empleado  de  Aduana  o respecto  a cualquier 
trámite  o procedimiento  aduanero,  deberá 
contener  las  siguientes  cláusulas; 

— Que  el  o los  fiadores  queden  obligados 
solidaria  y mancomunadamente  con  el 
empleado  o con  el  interesado,  según  el 
caso,  al  pago  de  las  cantidades  que  resul- 
taren a cargo  del  obligado; 

2^ — Que  la  responsabilidad  del  fiador  o fiado- 
res queda  vigente  hasta  que  la  garantía 
sea  cancelada  de  acuerdo  con  esta  Ley  y 
su  Reglamento; 

3* — Que  el  o los  fiadores,  así  como  cualquier 
depósito  en  efectivo  o valores,  quedan 
sujetos  a los  procedimientos  económico- 
coactivos  y de  toda  otra  naturaleza  que 
establezca  la  presente  Ley;  y, 

4^ — Que  el  o los  fiadores  renuncien  al  fuero 
de  su  domicilio  y vecindario. 

Artículo  286 Las  garantías  prestadas  de 

conformidad  con  esta  Ley  o su  Reglamento, 
deberán  ser  calificadas  y aprobadas  por  el 
Consejo  Superior  de  Aduanas. 

Cuando  la  garantía  consista  total  o parcial- 
mente en  depósitos  de  valores,  se  deberá 
mantener  en  todo  tiempo  la  equivalencia  del 
precio  comercial  de  éstos  con  la  suma  reque- 
rida por  aquélla. 

A contar  del  primero  de  enero  de  1931, 
si  se  tratare  de  fianza  o caución,  sólo  deberán 
admitirse  las  de  las  Instituciones  Bancarias  o 
Compañías  de  Seguros  que  estén  reconocidas 
por  las  leyes  de  la  República.  En  tal  caso  los 
premios  de  éstas  serán  a cargo  del  Gobierno, 
el  cual  queda  facultado  por  la  presente  Ley 
para  hacer  las  erogaciones  necesarias,  las  cua- 
les deben  incluirse  en  el  Presupuesto  de  la 
Aduana  que  apruebe  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda. 

Artículo  287. — Si  el  Consejo  Superior  de 
Aduanas  declara  insuficiente  la  garantía  pres- 
tada por  un  empleado  o funcionario  de  Adua- 


nas para  el  fiel  cumplimiento  de  sus  deberes, 
por  ese  solo  hecho  dicho  empleado  o funcio- 
nario quedará  suspenso  en  el  ejercicio  de  su 
cargo  hasta  que  preste  garantía  a satisfacción 
del  Consejo. 

Artículo  288. — Corresponde  al  Consejo  Su 
perior  de  Aduanas  conocer  de  las  causas  para 
hacer  efectivas  las  garantías  prestadas  de 
confomidad  con  esta  ley,  salvo  las  previstas 
en  el  Libro  Sexto  que  se  presten  respecto  a 
procedimientos  criminales,  las  cuales  serán 
de  competencia  de  los  Tribunales  respectivos. 

Cuando  se  omitan  actos  obligatorios  o se 
infrinjan  loa  prohibidos,  a cuyo  cumplimiento 
u omisión,  según  el  caso,  responda  la  garantía 
y corresponda  al  Consejo  Superior  conocer  de 
la  causa,  esta  garantía  se  hará  efectiva  de  la 
manera  siguiente: 

1'? — Si  la  garantía  consiste  en  un  depósito  de 
efectivo  o valores  y se  presentan  pruebas 
satisfactorias  al  Consejo,  que  acrediten 
la  infracción  de  la  obligación  garantizada, 
el  depósito  o la  parte  necesaria  para 
cumplir  con  las  estipulaciones  de  la  ga 
rantía  pasará  al  dominio  del  Fisco,  sin 
más  trámites  que  la  promulgación  por  el 
Director  General  de  Aduanas  del  fallo 
del  Consejo  Superior  al  efecto; 

2° — Si  la  garantía  no  consiste  en  tal  depósito 
sino  en  la  fianza  o caución  de  una  persona, 
empresa  o compañía  y se  presentan  prue- 
bas satisfactorias  al  Consejo  que  acrediten 
la  infracción  de  la  obligación  garanti- 
zada, dicho  Consejo  decidirá  las  responsa 
bilidades  que  procedan  y su  fallo  tendrá 
el  valor  de  cosa  juzgada-  Dentro  de  los 
ocho  días  siguientes  al  fallo,  el  Director 
General  de  Aduanas  lo  promulgará,  pu- 
blicándolo por  medio  de  aviso  colocado 
en  lugar  público  de  la  Aduana  de  la 
Capital  y por  los  otros  medios  que  estime 
convenientes  y,  por  cortesía,  mandará 
aviso  a los  interesados  por  Telégrafo  o 
por  Correo.  Dentro  de  los  cuatro  días 
siguientes  a la  publicación  en  la  forma 
indicada,  los  interesados  deberán  cumplir 
las  responsabilidades  determinadas  en  el 
fallo,  cubriéndolas  en  efectivo.  En  caso 
de  no  hacerlo,  el  Director  General  ges- 
tionará ante  el  Tribunal  que  corresponda 
para  que  se  haga  efectivo  el  fallo  por  la 
vía  de  apremio. 

Artículo  289. — Los  valores  que  pasen  a 
dominio  del  Fisco  por  aplicar  las  disposicio- 
nes del  artículo  anterior,  serán  retenidos  por 
el  Director  General  de  Aduanas  por  el  plazo 
de  treinta  días,  durante  el  cual  los  que  hayan 
hecho  el  depósito  podrán  rescatarlos-,  pagando 
en  efectivo  las  sumas  que  sean  necesarias 
para  satisfacer  su  crédito.  Si  los  valores  no 
fuesen  rescatados  durante  el  plazo  mencionado, 
el  Director  General  deberá  venderlos  al  mejor 
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postor  y el  fiador  no  tendrá  acción  alguna 
contra  aquel  funcionario  o el  Fisco,  por  haber 
efectuado  la  venta.  Rl  saldo  que  resulte  des- 
pués de  haber  atendido  el  reclamo  que  proce- 
da, será  devuelto  al  que  haya  hecho  el 
depósito. 

Artículo  290. — Toda  garantía  que  se  preste 
de  conformidad  con  esta  Ley  o su  Reglamento, 
quedará  en  vigor  hasta  que  haya  sido  cancelada 
de  acuerdo  con  la  misma  Ley  o Reglamento  ,y 
no  podrá  cancelarse  sino  hasta  que  hayan 
sido  cumplidas  todas  sus  estipulaciones. 


CAPITULO 

SEPTUAGESIMO  SEXTO 

FACTURAS  CONSULARES 

Artículo  291. — Los  remitentes  de  las  mer- 
cancías que  se  importen  a la  República  tienen 
la  obligación  de  enviarlas  con  factura  certifi- 
cada por  el  Cónsul  de  Guatemala  del  lugar  de 
donde  procedan,  o por  el  de  la  Nación  amiga 
debidamente  facultado  para  ello,  aun  cuando 
vengan  consignadas  al  Gobierno  o sean  libres 
de  derechos  de  importación  en  cualquier 
concepto.  Sin  embargo,  pueden  venir  sin 
llenar  este  requisito,  las  mercancías  a que  se 
refiere  el  artículo  242  j aquellas  que  aunque 
sujetas  a derechos  de  importación,  vengan 
como  equipaje,  con  tal  que  el  valor  de  las  úl 
timas  no  pase  de  doscientos  quetzales. 

Artículo  292. — Las  facturas  consulares  se 
haran  y certificarán  por  lo  menos  en  cuatro 
ejemplares,  de  los  cuales  el  Cónsul  respectivo 
hará  la  distribución  siguiente:  uno  que  desti- 
nará para  el  archivo  de  sus  oficinas; otro  que 
remitirá  por  el  correo  inmediato  a la  Sección 
de  Consulados  del  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores,  un  tercero  que  enviará  por  el  mis- 
mo correo,  al  Administrador  de  la  Aduana 
que  corresponda  según  el  destino  de  las  mer- 
cancías; y el  cuarto  que  entregará  al  remitente 
de  las  mercancías. 

Artículo  293. — Las  facturas  consulares  se 
escribirán  en  castellano  .y  expresarán  en  el 
encabezamiento  el  número  de  orden;  el  nom 
bre,  clase  y nacionalidad  de  la  nave  que  haya 
de  embarcar  las  mercancías;  el  nombre  del 
consignatario  de  las  mercancías  y el  puerto  o 
lugar  a donde  se  envíen;  y,  encaso  que  las 
mercancías  no  se  transporten  por  vía  maríti- 
ma, el  medio  de  transporte  y los  demás  deta- 
lles para  identificarlo. 

En  detalle  y con  las  separaciones  corres- 
pondientes se  expresarán: 

1? — Marcas  y números  de  los  bultos; 

2° — Cantidad  de  los  bultos,  escrita  en  guaris- 
mos y letras; 

39 — Clase  de  los  bultos  (caja,  fardo,  barril, 
etc,); 


49 — Peso  bruto  de  cada  lote  de  bultos,  según 
la  clase  y contenido; 

5° — Peso  bruto  o con  envase  o neto  de  cada 
clase  de  mercancías  que  tengan  asigna- 
do el  derecho  sobre  el  peso  respectivo; 

69 — El  número  o cantidad  de  las  piezas  de 
mercancías  que  deban  pagar  los  derechos 
en  esa  forma; 

79— Materia,  clase  y nombre  de  las  mercan- 
cías; 

89 — Valor  de  cada  clase  de  mercancías; 

9° — Suma  total  de  los  bultos,  su  peso  y valor; 

10.  — La  protesta  jurada  del  interesado  de  ser 

cierta  en  todas  sus  partes  lo  que  la  fac- 
tura exprese  y que  se  procede  con  lega- 
lidad y buena  fe,  sujetándose  a las  leyes 
del  país  por  cualquier  inexactitud,  irre- 
gularidad o ilegalidad  que  la  factura 
contenga; 

11.  — Nombre  del  lugar  donde  se  haga  la  fac- 

tura, fecha  correspondiente  y firma  de 
quien  haya  presentado  la  protesta;  y, 

12.  — Constancia,  puesta  por  el  Cónsul,  de  los 

Derechos  Consulares  cobrados  por  auto- 
rización de  la  factura. 

Artículo  294. — Cuando  dos  o más  bultos 
vengan  atados  formando  uno  solo,  se  expresará 
esta  circunstancia  en  la  factura,  excepto 
aquellas  mercancías  que  por  su  naturaleza 
son  empacadas  en  esa  forma,  tales  como  barras 
de  hierro,  tubos,  planchas  de  metal,  baldes, 
piezas  de  maquinaria  y otras  de  condiciones 
análogas. 

Artículo  295 — Los  Cónsules  sólo  deben 
certificar  las  facturas  que  llenen  los  requisitos 
señalados  en  los  artículos  anteriores,  las 
cuales  deben  presentarse  antes  de  la  salida  de 
las  mercancías;  pero  en  casos  excepcionales 
justificados  y comprobados  ante  ellos,  podrán 
certificar  las  facturas  presentadas  dentro  de 
las  cuarenta  y ocho  horas  siguientes  a la 
salida  de  las  mercancías. 

Artículo  296. — Cuando  a la  póliza  de  im- 
portación no  seaconpañe  la  respectiva  factura 
consular,  se  cobrarán  los  derechos  que  hubie- 
ren correspondido  por  la  certificación  de  la 
factura  faltante  y además  se  aplicará  una 
multa  equivalente  al  cincuenta  por  ciento  de 
tales  derechos,  si  en  el  lugar  de  procedencia 
hay  Cónsul  de  Guatemala  o de  Nación  amiga 
debidamente  facultado  para  expedir  la  factura. 
Dicha  suma  formará  parte  de  la  cantidad 
adeudada  en  la  póliza  respectiva. 

Si  dentro  de  los  tres  meses  siguientes  a la 
fecha  de  la  póliza  mencionada,  se  presentare 
a la  Aduana  la  factura  consular  original  y 
copia  certificada  de  ella,  se  devolverá  al  inte- 
resado el  valor  de  las  sumas  que  por  derechos 
consulares  y multa  respectiva,  se  haya  cobrado 
por  falta  de  presentación  de  dicho  documento 
en  su  oportunidad. 
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Artículo  297. — Cuando  no  se  incluyan  en 
una  sola  póliza  todas  las  mercancías  expresa- 
das en  una  factura  consular,  el  Administrador 
de  la  Aduana  respectiva,  a solicitud  del 
interesado,  expedirá  copia  certificada  de  la 
parte  de  dicha  factura  referente  a las  mercan- 
cías no  incluidas  en  la  póliza.  Dicha  copia 
subtituirá  a la  factura  consular  oriifinal  res- 
pecto a las  mercancías  que  ella  exprese. 

CAPITULO 

SEPTUAGESIMO  SEPTIMO 

ORDENES  DE  FRANQUICIA 

Artículo  298. — Ti'da  solicitud  de  franquicia 
de  derechos  u otros  cargos  aduaneros  deberá 
presentarse  al  Ministerio  de  Hacienda  por 
escrito,  expresando  la  ley  o disposición  legal 
en  que  se  funde;  pero  las  que  se  funden  en 
algún  contrato  o convenio  con  el  Estado  que 
señale  otro  procedimiento,  deberán  tramitarse 
en  el  modo  y forma  que  éste  exprese  ante 
la  autoridad  correspondiente,  .y  una  vez 
concluido  el  expediente  respectivo,  pasará 
éste  a dicho  Ministerio  para  que  resuelva 
sobre  la  franquicia. 

Artículo  299. — Ninguna  franquicia  se  hará 
efectiva  sino  mediante  orden  escrita  del  Minis- 
terio de  Hacienda,  dirigida  al  Director  Gene- 
ral de  Aduanas,  en  la  cual  se  detalle  la 
franquicia  concedida  y la  ley,  contrato  o 
convenio  que  la  autrice. 

CAPITULO 

SEPTUAGESIMO  OCTAVO 

FACULTADES  PARA  IMPEDIR  EL  CONTRABANDO 

Artículo  300.^ — Todo  medio  de  transporte  y 
su  cargamento  que  ingrese  al  país  o intente 
salir  de  él,  así  como  el  que  lleve  mercancaís 
que  estén  o que  se  sospeche  fundadamente  que 
deben  estar  bajo  la  custodia  o control  de  la 
Aduana,  podrá  ser  detenido  ,y  registrado  por 
los  empleados  aduaneros  donde  se  encuentre, 
sin  necesidad  de  orden  especial  de  reconoci- 
miento, siempre  con  sujeción  a lo  dispuesto 
en  el  Reglamente. 

Artículo  301. — Toda  persona  que  ingrese 
al  país  o intente  salir  de  él,  así  como  la  que 
conduzca  mercancías  que  estén  o que  se 
sospeche  fundadamente  que  deban  estar  bajo 


el  control  .y  custodia  de  la  Aduana,  podrá  ser 
detenida  donde  se  encuentre  ,y  su  equipaje  y 
persona  registrada  por  las  atoridades  de  la 
Aduana,  sin  necesidad  de  orden  especial  para 
ello;  y si  resultare  del  registro  que  el  Conduc 
tor  ha  cometido  o intentado  cometer  alguno 
de  los  delitos  especificados  en  el  Libro  Sexto 
de  esta  Ley,  los  propios  empleados  de  la 
Aduana  lo  pondrán  inmediatamente  a las 
órdenes  de  la  autoridad  judical  correspon- 
diente, junto  con  los  elementos  constitutivos 
del  delito  que  se  hayan  aprehendido.  Los  re 
gistros  de  que  habla  este  artículo,  se  verifica 
rán  por  mujeres  en  las  personas  de  su  sexo. 

Artículo  302. — Todo  empleado  de  Aduana 
podrá  requerir  la  ayuda  de  cualquier  persona 
para  efectuar  los  registros  y detenciones  men- 
cionadas en  los  artículos  300  .y  301  de  esta 
Le.y  y la  persona  requerida  para  ello,  estara 
obligada  a prestar  su  ayuda  para  los  fines 
indicados.  La  protección  de  la  ley  se  extenderá 
a todos  cuantos  cooperen  en  la  acción  de  tal 
empleado  o actúen  bajo  sus  órdenes. 

Artículo  303. — Las  autoridades  de  la  Adua- 
na podrán  visitar,  examinar  .y  registrar  cual- 
quier nave  que  esté  dentro  de  las  aguas 
territoriales  de  la  República,  así  como  a las 
personas,  mercancías,  baúles,  cajas,  maletas  ,y 
otros  embalajes  que  se  encuentren  a bordo,  y 
con  este  objeto  podrán  dar  alarma  a la  nave 
que  se  encuentre  en  camino,  podiendo  en  caso 
necesario  hacer  uso  de  de  la  fuerza  para 
hacerse  obedecer.  Si  se  comprobare  que  se 
han  cometido  infracciones  de  esta  Ley  por  las 
que  deban  quedar  sujetas  a comiso  la  nave, 
las  mercancías  encontradas  a bordo,  las  im- 
portadas o exportadas  o las  que  se  hayan 
tratado  de  importar  o exportar,  o que  proceda 
el  arresto  de  personas  culpables,  que  se  hallen 
a bordo,  se  podrá  efectuar  el  arresto  de  tales 
personas  o se  podrá  incautar  la  nave  o las 
mercancías  referidas,  según  el  caso. 

Artículo  304. — Las  facultades  mencionadas 
en  el  artículo  anterior  comprenderán  las  de 
remover  fondos,  tabiques,  mamparas  falsas  y 
otros  obstáculos  en  cuanto  sea  necesario  para 
que  los  empleados  de  la  Aduana  puedan  ver 
si  esos  objetos  sirven  para  ocultar  mercancías. 
Los  actos  efectuados  en  cumplimiento  de  tales 
facultades  no  darán  derecho  a reclamar  por 
los  daños  que  se  causen  a la  nave,  los  bultos 
o las  mercancías,  si  se  comprobaren  las  razo- 
nes más  o menos  fundadas  para  efectuarlos. 

( Continuará  ) 
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CAPITULO  V 

Sobre  colocación  y dimensiones  de  las  mar- 
cas de  nacionalidad  y de  las  de  matrícula. 

Artículo  54. — a)  Las  marcas  estarán  pin- 
tadas: una  vez  sobre  la  superficie  inferior 
de  los  planos  inferiores  y una  vez  sobre  la 
superficie  superior  de  los  planos  superiores, 
con  la  parte  alta  de  las  letras  hacia  el  borde 
anterior  de  dichos  planos.  Estarán  también 
pintadas  en  cada  lado  del  fuselaje,  entre  las 
a'as  y los  planos  de  cola. 

Si  se  trata  de  un  aparato  que  no  tenga  fu- 
selaje, las  marcas  estarán  pintadas  sobre  la 
barquil'a ; 

b)  La  altura  de  las  marcas  en  los  planos 
de  las  alas  y en  los  planos  de  la  cola  será  de 
cuatro  quintas  partes  del  ancho  respectivo 
de  estos  planos;  en  el  timón  de  dirección, 
las  marcas  serán  tan  grandes  como  sea  po- 
sible. En  el  fuselaje  y en  la  barquilla,  la 
altura  de  las  marcas  será  de  los  cuatro  quin- 
tos de  la  mayor  altura  medida  en  la  parte 
más  estrecha  del  fuselaje  o de  la  barquilla 
en  que  estén  pintadas  estas  marcas; 

El  ancho  de  los  caracteres  será  igual 
a dos  tercios  de  su  altura;  su  grueso  será 
igual  a la  sexta  parte  de  esa  misma  altura. 
Las  letras  serán  de  caracteres  ordinarios  ple- 
nos (bloques),  todas  del  mismo  tipo  y de  las 
mismas  dimensiones;  se  dejará  entre  ellas 
un  espacio  igual  a la  mitad  de  su  ancho; 

d)  Cuando  las  marcas  de  matricula  y de 
nacionalidad  aparezcan  juntas,  deberán  se- 
pararse por  un  guión  de  largo  igual  al  ancho 
de  una  letra ; 

e)  Las  marcas  de  nacionahdad  y de  ma- 
trícula estarán  dispuestas  en  las  mejores 
condiciones  posibles,  teniendo  en  cuenta  las 
formas  de  .a  aeronave.  Estas  marcas  debe- 
rán conservarse  constantemente  limpias  y 
visibles. 

CAPITULO  VI 

Sobre  instrucciones  para  el  Aeronauta  ex- 
tranjero en  Guatemala. 

Artículo  55. — Si  la  nacionalidad  de  "a  aero- 
nave civil  que  desea  vo'ar  sobre  territorio 
guatemalteco,  es  la  de  un  país  convenido  con 
Guatemala  en  materia  de  navegación  aérea, 
será  objeto  de  despacho  por  el  Cónsul  de 
Guatemala,  del  punto  de  partida,  con  arreg  o 
al  convenio  establecido,  especificando  que 


I N U a) 

no  se  trata  de  un  aparato  que  va  a servir 
línea  regu’ar  aérea  internacional  en  Gna- 
temala  y haciendo  constar  el  objeto  del  via- 
je. Las  aeronaves  de  Compañías  que  sirvan 
líneas  rgu  ares,  debidamente  controladas 
por  la  Dirección  General  de  Aeronáutica, 
no  necesitan  henar  los  requisitos  anteriores. 

Artículo  56. — Si  la  nacionalidad  de  la  aero- 
nave civil  que  desea  volar  sobre  territorio 
nacional,  es  la  de  un  país  no  convenido  con 
Guatemala  en  materia  de  navegación  aérea, 
tendrá  que  solicitar  autorización  por  con- 
ducto diplomático,  la  que  se  le  podrá  conce- 
der en  las  condiciones  siguientes: 

a)  Respecto  a la  prohibición  de  volar  por 
zonas  prohibidas; 

b)  Prohibición  de  llevar  a bordo  máquinas 
de  fotografía  aérea; 

c)  Que  las  aeronaves  objeto  de  la  conce- 
sión, que  lleven  instalaciones  de  telegrafía 
sin  hilos,  han  de  someterse  en  la  utiliza- 
ción de  éstas,  a la  reglamentación  nacional; 

d)  Que  asimismo  las  aeronaves  dichas  han 
de  someterse  a los  preceptos  nacionales  vi- 
gentes en  materia  de  navegación  aérea; 

e)  Que  dichas  aeronaves,  solicitantes  de 
paso  y vuelo  por  el  territorio  nacional,  no 
hayan  de  ejercer  tráfico  aéreo  de  cabotaje; 

f)  Que  el  permiso  es  sólo  valedero  por  un 
mes,  improrrogable,  sin  formalización  de  de- 
rechos de  aduanas; 

g)  Que  han  de  seguir  el  itinerario  marca- 
do, justificando  las  alteraciones  dentro  de 
las  normas  anteriores. 

Artículo  57. — Las  aeronaves  pertenecien- 
tes a gobiernos  mi'itares  o afectos  a servi- 
cios oficiales,  necesitan  siempre,  cualquiera 
que  sea  su  nacionalidad,  de  autorización  es- 
pecial tramitada  por  la  vía  diplomática. 

Artículo  58. — Cuando  una  aeronave  ex- 
tranjera, sin  permiso  previo  de  vuelo  sobre 
Guatemala,  amarre  en  aguas  territoriales 
por  fuerza  mayor,  y la  reparación  de  la  ave- 
ría sea  breve,  las  autoridades  marítimas,  pro- 
curando comprobar  la  certeza  de  la  fuerza 
ocasional,  inspirándose  en  una  amplia  tole- 
rancia que  no  estorbe  la  navegación  aérea, 
deben  tomar  las  determinaciones  que  su  es- 
píritu les  dicte,  con  el  fin  de  que  pueda  con- 
tinuar su  viaje,  si  no  juzga  c\portuna  sanción 
.preventiva,  dando  cuenta  a la  Dirección  Ge- 
neral de  aeronáutica,  de  su  resolución. 

En  los  casos  de  reincidencia,  cuando  la 
reparación  de  la  avería  dé  tiempo  a la  tra- 
mitación de  consulta,  y cuando  la  aeronave 
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(nacional  o extranjera)  haya  amarrado  so- 
bre zona  prohibida,  no  se  permitirá  su  sali- 
da hasta  que  la  Dirección  General  de  Aero- 
náutica h'aya  informado  haber  concedido  el 
permiso. 

CAPITULO  VII 

Sobre  documentación  que  deben  tener  a bor- 
do ¡as  aeronaves  extranjeras  que  vuelen 
sobre  Guatemala. 

Articulo  59. — Toda  aeronave  extranjera 
que  venga  a volar  sobre  territorio  guatemal- 
teco necesita  estar  matriculada,  tener  pin- 
tadas 'as  marcas  de  matricula  y nacionali- 
dad y traer  a bordo  el  certificado  de  matrícu- 
a;  que  el  personal  tripulante  esté  debida- 
mente autorizado,  y poder  exhibir  la  docu- 
mentación demostrativa  de  estas  autoriza- 
ciones, incluso  la  del  operador  de  telegrafía 
sin  hilos,  si  ha  obtenido  la  concesión  para 
tener  a bordo  esta  instalación;  tener  a bordo 
el  certificado  de  navegabilidad  de  la  aerona- 
ve en  su  país;  los  libros  de  a bordo  anotados 
al  día,  con  arreglo  al  modelo  reglamentario, 
según  su  nacionalidad ; el  despacho  consu- 
lar o autorización  diplomática  por  la  que  se 
le  haya  concedido  el  volar  sobre  el  territo- 
rio guatemalteco;  el  manifiesto  de  la  carga, 
visado;  póliza  de  transporte  aéreo  (conoci- 
mientos de  embarque),  si  hay  lugar,  por 
transporte  de  mercancías;  lista  de  provisio- 
nes, si  existen  a bordo,  y la  lista  de  pasaje- 
ros, autorizada  por  la  policía  del  país  de 
origen  o por  el  Consulado  guatemalteco. 

Artículo  60. — Los  libros  de  a bordo  debe- 
rán ser  conservados  durante  dos  años,  a con- 
tar de  la  última  inscripción  en  ellos  veri- 
ficada. 

CAPITULO  VIII 
Sobre  señales. 

Artículo  61. — a)  Una  aeronave  que  desee 
aterrizar  durante  la  noche  en  un  aeródromo 
donde  haya  personal  de  guardia,  deberá,  an- 
tes de  hacerlo,  disparar  un  cohete  verde  o 
hacer  señales  intermitentes  con  una  lámpara 
o un  proyector  distinto  de  las  luces  de  na- 
vegación. Además,  con  la  ayuda  del  Código 
Internacional  Morse,  deberá  reproducir,  por 
medio  de  señales  fónicas  o luminosas,  el 
grupo  de  las  dos  letras  constituido  por  su 
letra  de  naciona'idad  y la  última  letra  de  su 
marca  de  matrícula; 

b)  Se  le  dará  permiso  para  aterrizar  re- 
pitiendo de  tierra  igual  señal  de  llamada, 
seguida  de  un  cohete  verde  o de  señales  in- 
termitentes hechas  con  una  lámpara  verde; 

c)  Un  cohete  rojo  lanzado  desde  tierra  o 
una  luz  roja  centellante  en  tierra,  significa- 
rá que  ninguna  aeronave  debe  aterrizar; 


d)  Una  abfonave  obligada  a aterrizar  du- 
rante la  noche  deberá,  antes  de  hacerlo,  lan- 
zar un  cohete  rojo  o hacer  con  sus  luces  de 
navegación  una  serie  de  señales  breves  e 
intermitentes ; 

e)  Cuando  una  aeronave  en  peligro  pida 
socorro,  deberá  emplear  al  efecto,  sea  si- 
multáneamente, sea  por  separado,  las  señales 
de  peligros,  siguientes: 

1.  — La  señal  internacional  S.  O.  S.,  hecha 
por  medio  de  señales  ópticas  o de  la  radio- 
telegrafía ; 

2.  — La  señal  de  peligro  hecha  por  medio  de 
las  banderate  N.  C.  del  Código  Internacional; 

3.  — La  seña'  de  distancia  formada  por  una 
bandera  cuadrada  que  tenga,  ya  encima  o 
ya  debajo,  una  bola  o cualquier  cosa  se- 
mejante ; 

4.  — Un  sonido  continuo  emitido  por  un 
aparato  sonoro  cualquiera; 

5.  — Una  señal  formada  por  una  sucesión 
de  cohetes  blancos,  lanzados  a cortos  inter- 
valos ; 

f)  Para  indicar  a un  avión  que  se  encuen- 
tra en  la  proximidad  de  una  zona  prohibida 
y que  debe  cambiar  su  rumbo,  se  emplearán 
las  seña'es  siguientes: 

1.  — Durante  el  día,  tres  proyecti'es,  lan- 
zados en  intervalos  de  diez  segundos,  y cuyo 
estallido  produzca  por  cada  uno  una  nube- 
cilla  de  humo  blanco  que  indique  la  direc- 
ción que  la  aeronave  debe  seguir; 

2.  — Durante  la  noche,  tres  proyectiles,  lan- 
zados en  interva’os  de  diez  segundos  y que 
al  estallar  produzcan  luces  o estrellas  blan- 
cas que  indiquen  la  dirección  que  la  aeronave 
debe  seguir; 

g)  Para  dar  a una  aeronave  orden  de  ate- 
rrizar, se  emplearán  las  señales  siguientes: 

1.  — ^Durante  el  día,  tres  proyectiles  lanza- 
dos en  intervalos  de  diez  segundos  y cuyo 
estallido  produica  por  cada  uno  una  nube  de 
humo  negro  o amarillo ; 

2.  — Durante  la  noche,  tres  proyectiles  lan- 
zados cada  diez  segundos  de  intervalo,  cuyo 
estallido  produzca  luces  o estre'las  verdes. 

Además,  si  se  quiere  impedir  el  aterrizaje 
de  una  aeronave  distinta  de  la  aludida,  se 
dirigirá  sobre  esta  última,  por  medio  de  un 
proyector,  una  ráfaga  de  luz  intermitente; 

h ) En  el  caso  en  que  la  niebla  y la  bruma 
hicieran  invisible  una  aeródromo,  éste  po- 
drá estar  indicado  por  un  globo  que  sirva  de 
boya  aérea  o por  cualquier  otro  medio  apro- 
bado; 

i)  En  caso  de  niebla,  de  bruma  o de  gran 
lluvia,  sea  de  día  sea  de  noche,  una  aeronave 
sobre  el  agua  deberá  hacer  oír  las  señales 
sonoras  siguientes: 
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1,  — Si  no  está  ni  anclada  ni  amarrada,  un 
sonido  en  intervalo  de  dos  minutos  cuando 
más,  que  consista  en  dos  llamadas  de  una  du- 
ración de  cinco  segundos  aproximadamente, 
separadas  por  un  interva'o  de  cerca  de  un 
segundo ; 

2.  — Si  está  anclado  o amarrado,  el  tañido 
rápido  de  una  campana  o de  un  “gong"  bas- 
tante potente,  prolongado  durante  cinco  se- 
gundos aproximadamente,  en  intervalos  de 
un  minuto  todo  lo  más. 

CAPITULO  IX 

Sobre  reglas  generales  de  la 
circulación  aérea 

Articulo  62. — a ) Los  aviones  deben  siem- 
pre ceder  el  paso  a los  globos,  cautivos  o 
libres,  y a los  dirigibles.  Los  dirigibles  de- 
ben siempre  ceder  el  paso  a los  globos,  sean 
cautivos  o libres ; 

b ) Un  dirigible  que  ya  no  es  dueño  de  su 
dirección,  debe  ser  considerado  como  un  glo- 
bo libre ; 

c)  Cuando  las  circunstancias  se  presten 
para  ello,  puede  preverse  el  riesgo  de  coli- 
sión con  otra  aeronave,  observando  con  cui- 
dado la  orientación  y la  inclinación  del  rum- 
bo seguido  por  ésta.  Cuando  ni  uno  ni  otro 
de  estos  dos  elementos  cambian  de  modo 
apreciable,  debe  considerarse  posible  la  co- 
lisión ; 

La  expresión  "riesgo  de  colisión”  com- 
prende todo  riesgo  de  accidente  causado  por 
la  excesiva  aproximación  de  dos  aeronaves. 
Toda  aeronave  a quien  las  anteriores  reglas 
imponen  la  obligación  de  desviarse  de  otra 
aeronave  para  evitar  una  colisión,  debe  man- 
tenerse a suficiente  distancia  de  ella,  tenien- 
do en  cuenta  las  circunstancias  de  momento; 

e)  Para  observar  las  reglas  sobre  los  ries- 
gos de  colisión  con  una  aeronave  de  motor, 
debe  maniobrar  siempre,  según  las  reglas 
establecidas,  en  cuanto  se  aperciba  de  que, 
prosiguiendo  su  rumbo,  pasaria  a menos  de 
200  metros  de  una  parte  cualquiera  de  otra 
aeronave ; 

f)  Cuando  dos  aeronaves  de  motor  se  en- 
cuentran de  frente  o casi  de  frente,  cada 
una  de  ellas  debe  separarse  hacia  su  de- 
recha ; 

g)  Cuando  dos  aeronaves  de  motor  siguen 
respectivamente  rumbos  que  se  cruzan,  la 
aeronave  que  ve  otra  a su  derecha  debe  ce- 
der el  paso  a esta  última ; 

h ) Una  aeronave  que  alcanza  a otra  debe- 
rá, para  pasarla,  separarse  de  esta  última 
desviando  su  propio  rumbo  hacia  la  derecha 
y no  (picando)  descendiendo. 


Si  una  aeronave  se  dirige  hacia  otra  si- 
guiendo un  rumbo  inc’inado  de  más  de  110 
grados  sobre  el  seguido  por  esta  última,  es 
decir,  que  se  encuentra,  con  respecto  a ésta, 
en  una  posición  tal  que  durante  la  noche  no 
podría  distinguir  ninguna  de  las  luces  de 
los  costados  de  esta  aeronave,  se  conside- 
rará que  desea  pasar  a esta  última,  y nin- 
gún cambio  posterior  en  el  rumbo,  seguido 
por  las  dos  aeronaves,  podrá  hacer  conside- 
rar que  la  primera  intenta  cruzar  a la  otra, 
conforme  al  criterio  del  presente  Reglamen- 
to, ni  .a  releva  de  la  obligación  de  mante- 
nerse a distancia  de  la  aeronave  alcanzada, 
hasta  que  esta  última  haya  sido  ampliamente 
pasada. 

Como  de  día,  la  aeronave  que  pasa,  en  las 
condiciones  antedichas,  no  siempre  puede 
saber  con  certidumbre  si  su  ruta  pasará  por 
delante  o por  detrás  de  la  otra  aeronave, 
debe,  en  caso  de  duda,  considerarse  como  si 
estuviera  en  la  situación  de  una  aeronave 
que  a'canza  a otra  y,  por  consiguiente,  se  ale- 
jará del  rumbo  seguido  por  esta  última; 

i)  Cuando  el  presente  Reglamento  pres- 
cribe a una  de  las  dos  aeronaves  ceder  el 
paso  a la  otra,  esta  última  debe  mantener  su 
rumbo  primitivo  y su  velocidad.  No  obs- 
tante, cuando,  como  consecuencia  de  nie- 
bla o de  cualquier  otra  causa,  las  dos  aero- 
naves se  encuentren  tan  cerca  una  de  otra, 
que  maniobrando  so'amente  la  primera  no 
pudiera  evitarse  una  codsión,  la  aeronave 
alcanzada  debe  tomar  la  iniciativa  de  ma- 
niobrar de  la  manera  más  eficaz  para  evi- 
tar la  colisión ; 

j)  Toda  aeronave  obligada  con  arreglo  al 
presente  Reglamento,  a desviarse  de  la  ruta 
de  otra  aeronave,  deberá,  en  cuanto  sea  po- 
sible, evitar  el  cruzar  a por  delhnte ; 

k)  Toda  aeronave  que  sigue  una  ruta  aé- 
rea oficialmente  raconocida  deberá  guardar 
la  derecha  de  esta  ruta,  mientras  ello  sea  po- 
sible y sin  peligro ; 

l)  Ninguna  aeronave  que  esté  a punto  de 
levantar  el  vuelo,  desde  el  suelo  o desde  el 
mar,  deberá  intentar  despegar,  si  hay  riesgo 
de  colisión  con  otra  aeronave  a punto  de 
aterrizar ; 

m)  Toda  aeronave  que  se  encuentre  entre 
nubes,  en  niebla,  bruma  o cualquier  otra 
condición  de  mala  visibilidad,  deberá  ma- 
niobrar con  precaución,  teniendo  cuidado- 
samente en  cuenta  las  circunstancias  del 
momento ; 

n)  De  confermidad  con  estas  reglas,  no 
se  perderá  nunca  de  vista  tales  riesgos  de 
navegación  y de  co.isión  o cualquier  otra 
circunstancia  que  pudiera  hacer  necesario 
desviarse  para  evitar  un  peligro  inmediato. 

(Continuará) 
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ACTAS  DE  CORTE  DE  CAJA  Y EXTRACTO  DE 
INGRESOS  Y EGRESOS  DE  LA  RECEPTORIA 
DE  FONDOS  DE  JUSTICIA 


Guatemala,  4 de  diciembre  de  1929. 

Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia.  Presente. 

Señor : 

Tengo  a mucha  honra  informar  a Ud.  que 
el  día  de  hoy,  de  acuerdo  con  su  atento  ofi- 
cio de  ayer,  me  constituí  en  la  Receptoría 
General  de  Fondos  Judiciales,  a practicar 
el  corte  de  Caja  de  dicha  Oficina,  de  cuyo 
acto  le  transcribo  el  acta  respectiva ; "En  la 
ciudad  de  Guatemala,  a los  cuatro  días  del 
mes  de  diciembre  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve, siendo  las  nueve  y media  de  la  ma- 


ñana, el  infrascrito  Fiscal  de  la  Sala  3^  de 
Apelaciones,  en  cumplimiento  de  lo  ordena- 
do por  la  Presidencia  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  en  nota  de  fecha  de  ayer,  se 
constituyó  en  la  oficina  de  la  Receptoría  Ge- 
neral de  Fondos  Judiciales,  con  el  objeto  de 
practicar  el  Corte  de  Caja  correspondiente 
al  mes  de  noviembre  próximo  pasado,  pro- 
cediendo de  la  siguiente  manera : 1'’ — Tuve 
a la  vista  el  Libro  de  Caja,  el  que  encontré 
debidamente  arreglado  y con  sus  operacio- 
nes cerradas  en  treinta  de  noviembre  an- 
terior; 2'> — El  movimiento  de  Caja  en  el  mes 
ya  citado  fué  el  siguiente : 


Saldos  en  1°  Je  noviembre Q 2,988.79  $ 9,018.90 

Ingresos  en  el  mes 16,965.09  42,399.06 

Sumas Q 19,953.88  $ 51,417.96 

Egresos  en  el  mes 18,504.51  22,552.06 

Saldos  para  el  1°  de  diciembre  de  1929 Q 1,449.37  $ 28,865.90 


3'' — ^E1  saldo  está  de  conformidad  con  las 
operaciones  asentadas  en  el  Libro  de  Caja 
y fué  contado  por  el  infrascrito  encontrán- 
dolo exacto ; 4'’ — Se  da  por  terminado  el  ac- 


to a las  11  a.  m.,  firmando  conmigo  el  Re- 
ceptor General. — Filadelfo  de  León. — F.  Ci- 
fuentes  P." 

Soy  de  Ud.  su  muy  respetuoso  y atento 
servidor,  Filadelfo  de  León. 


Zacapa,  noviembre  11  de  1929. 

Señor  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Guatemala. 

Tengo  el  honor  de  acusar  a Ud.  recibo  de 
una  maquina  de  escribir  “Underwood”,  mo- 
delo 1930— serie  N"  3.555.272—5  U.  P.  Mex., 
que  remitió  a este  Tribunal  el  señor  Edward 
B.  Coffey,  Agente  de  Fábricas  de  esa  ciu- 
dad, de  orden  de  esa  Honorable  Superiori- 
dad, la  cual  se  recibió  en  muy  buen  estado. 

Este  Juzgado  presenta  a esa  Honorable 
Corte  la  más  sincera  demostración  de  agra- 
decimiento por  la  concesión  tan  valiosa  que 
se  sirvió  hacerle,  en  obsequio  de  la  buena 
administración  de  justicia. 

Con  muestras  de  mi  más  distinguida  con- 
sideración, me  es  grato  subscribirme  de  Ud. 
su  muy  atento  y seguro  servidor, 

Daniel  S.  Ayala. 


Chiquimula,  12  de  noviembre  de  1929. 

Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Guatemala. 

Ruego  a Ud.  se  sirva  informa  a esa  Su- 
perioridad, que  el  día  de  ayer  se  recibió  en 
este  Tribunal  para  el  servicio  del  mismo, 
una  máquina  completamente  nueva,  marca 
"Underwood”,  modelo  número  5,  juntamen- 
te con  todos  sus  accesorios,  la  cual  ha  sido 
agregada  al  inventario  respectivo,  y será  cui- 
dadosamente tratada,  a efecto  de  que  pro- 
porcione un  servicio  eficiente. 

Agradezco  muchísimo  la  atención  que  se 
le  dispensó  a mi  solicitud,  subscribiéndome 
de  Ud.  Atto.  y S.  S. 


J.  Luis  Carrillo 
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Guatemala,  noviembre  8 de  1929. 

Señor  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Ciudad. 

Muy  señor  mió : 

De  acuerdo  con  su  oficio  N''  199,  de  6 de 
noviembre,  hoy,  bajo  envío  de  ferrocarril 
N’  F — 279109 — y consignado  al  Juez  de  1'* 
Instancia  de  Zacapa,  despaché  una  máquina 
de  escribir  “Underwood”,  serie  N''  3.555.272- 
5 U.  P.  Mex.  de  las  que  tengo  aquí  en  de- 
pósito. 

Sin  otro  particular,  y esperando  recibir 
sus  apreciables  órdenes,  me  repito  de  Ud., 
Atto.  y S.  S., 

Edward  B.  Coffey, 


Guatemala,  noviembre  8 de  1929. 

Señor  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Ciudad. 

Muy  señor  mió ; 

De  acuerdo  con  su  oficio  N'’  198,  de  6 de 
noviembre,  hoy  despaché,  bajo  envió  de  fe- 
rrocarril, N'’  F-279110-  consignado  al  Juez 
de  1*  Instancia  de  Chiquimula,  una  máquina 
de  escribir  "Underwood”,  de  las  que  tengo  de 
ustedes  en  depósito,  la  cual  lleva  el  de  re- 
gistro Ni  3555008-5  U.  P.  Mex. 

Sin  otro  particular,  y en  espera  de  sus 
apreciables  órdenes,  me  repito  de  Ud.,  Atto. 
y S.  S., 


Guatemala,  diciembre  10  de  1929. 

Señor  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

^ Ciudad. 

Muy  señor  mío : 

De  acuerdo  con  su  oficio  N’  1692,  del  9 
del  corriente,  hoy  mismo  despaché,  para  el 
Juzgado  de  I"  Instancia  de  Cuilapa,  depar- 
tamento de  Santa  Rosa,  por  medio  del  ga- 
rage de  Sobalvarro,  una  máquina  de 'escribir 
"Underwood",  serie  N’  3.555.085-5  U.  P.  Mex. 
de  las  que  tengo  aquí  en  depósito. 

Sin  otro  particular,  y como  siempre,  en 
espera  de  sus  muy  gratas  órdenes,  me  repito 
de  Ud.,  Atto.  y S.  S., 

Edward  B.  Coffey, 


Cuilapa,  13  de  diciembre  de  1929. 

Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Guatemala. 

Hoy  se  recibió  de  la  casa  Edward  Coffey, 
de  esa  capital,  una  máquina  ele  escribir 
"Underwood",  N’  3,555.085-5  U.  P.,  que  con 
instrucciones  de  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia se  sirvió  remitir,  para  el  servicio  de 
este  Juzgado. 

Sírvase  Ud.  manifestar  mis  más  expresi- 
vos agradecimientos  a la  Superioridad,  por 
el  envío  de  dicha  máquina  que  será  de  gran 
utihdad  para  los  trabajos  de  la  Oficina. 

Con  muestras  de  consideración  soy  de  Ud. 
Atto.  y S.  S., 


Edward  B.  Coffey, 


José  L.  Valdés. 
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SECCION  OE  ESXADISXIAC 


CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  NOVIEMBRE 


(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTALES 

Corte  Suprema  de  Justicia 

113 

3 

6 

122 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones 

65 

19 

1 

85 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

76 

29 

4 

109 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

28 

5 

1 

34 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

85 

22 

3 

lio 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

46 

19 

3 

68 

9 

9 

Juzgado  1*?  de  Instancia  de  Guatemala 

625 

403 

30 

1,058 

Juzgado  2^  de  Instancia  de  Guatemala 

911 

509 

21 

1,441 

Juzgado  3^  de  Instancia  de  Guatemala 

282 

237 

. 5 

524 

Juzgado  de  Instancia  de  Amatitlán 

30 

32 

1 

63 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Escuintla 

88 

48 

2 

138 

Juzgado  de  Instancia  de  Sacatepéquez 

80 

88 

2 

170 

Juzgado  de  Instancia  de  Chimaltenango 

58 

77 

3 

138 

107 

48 

1 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Alta  Verapaz 

90 

51 

1 

142 

17 

6 

23 

23 

12 

Juzgado  de  Instancia  de  Retalhuleu 

126 

60 

1 

187 

Juzgado  de  Instancia  de  Sololá 

211 

28 

2 

241 

Juzgado  de  Instancia  de  Quezaltenango 

172 

86 

2 

260 

Juzgado  2”  de  Instancia  de  Quezaltenango 

79 

71 

2 

152 

Juzgado  3*?  de  Instancia  de  Quezaltenango 

94 

100 

4 

198 

Juzgado  de  Instancia  de  Totonicapán 

55 

49 

1 

105 

Juzgado  de  Instancia  de  San  Marcos 

76 

93 

4 

173 

Juzgado  de  Instancia  de  Huehuetenango 

91 

87 

4 

182 

Juzgado  de  Instancia  del  Quiché 

98 

• 63 

2 

163 

107 

61 

Juzgado  de  Instancia  de  Zacapa 

76 

55 

6 

137 

150 

28 

Juzgado  de  Instancia  de  Jalapa 

105 

98 

4 

207 

Juzgado  de  Instancia  de  Jutiapa 

86 

15 

3 

104 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Santa  Rosa  

54 

40 

1 

95 

lio 

85 

195 

juzgado  de  Instancia  de  Coatepeque 

56 

56 

3 

115 

158 

89 

247 

Totales 

4,628 

2,781 

122 

7,531 

La  Sala  que  mayor  número  de  sentencias  civiles  dictó  durante  el  mes,  fué  la  2^  de  Apelaciones. 

* El  Juzgado  I"?  de  Instancia  del  Departamento  de  Guatemala,  dictó  el  mayor  número  de  sentencias 
del  ramo  civil,  a cargo  del  Licenciado  donjuán  Córdova  Cerna. 

Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  noviembre  de  1929. 


NOTA;— Los  Juzgados  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro,  no  los  remitieron  oportunamente. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  KL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  MES  DE  NOVIEMBRE 


(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTALES 

Corte  Suprema  de  Justicia 

244 

28 

13 

285 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones 

65 

29 

42 

136 

Sala  29-  de  la  Corte  de  Apelaciones 

105 

32 

47 

148 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

78 

53 

47 

178 

Sala  49-  de  la  Corte  de  Apelaciones 

120 

27 

51 

198 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

107 

64 

71 

242 

38 

83 

Juzgado  49  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

307 

91 

15 

413 

Juzgado  59  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

693 

419 

47 

1,159 

Juzgado  69  de  1^  Instancia  de  Guatemala 

821 

149 

21 

991 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Amatitlán 

391 

120 

4 

515 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Escuintla 

291 

70 

13 

374 

Juzgado  de  Inseancia  de  Sacatepéquez 

453 

116 

15 

584 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Chimaltenango 

420 

58 

16 

494 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  la  Baja  Verapaz 

383 

62 

8 

453 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  la  Alta  Verapaz 

114 

65 

7 

186 

Juzgado  de  1^  Instancia  del  Fetén 

108 

10 

1 

119 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Suchitepéquez 

412 

87 

6 

505 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Retalhuleu 

95 

68 

7 

170 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Sololá 

596 

101 

7 

704 

Juzgado  19  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango 

405 

76 

18 

499 

Juzgado  29  de  1^  In.stancia  de  Quezaltenango 

143 

90 

16 

249 

Juzgado  39  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango 

86 

73 

6 

165 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Totonicapán 

364 

82 

4 

440 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  San  Marcos 

1,944 

244 

8 

2,196 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Huehuetenango 

455 

142 

8 

605 

Juzgado  de  1^  Instancia  del  Quiché 

776 

90 

14 

880 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Izabal 

287 

149 

5 

441 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Zacapa 

433 

82 

8 

523 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Chiquimula 

338 

82 

14 

434 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Jalapa 

417 

57 

4 

478 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Jutiapa 

208 

147 

2 

357 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Santa  Rosa 

414 

93 

18 

525 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  El  Progreso 

215 

98 

2 

315 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Coatepeque 

377 

59 

2 

438 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Chiquimulilla 

347 

142 

4 

493 

Totales 

13,013 

3,600 

609 

17,222 

La  Sala  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal,  fué  la  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  de  Instancia  de  lo  criminal,  del  departamento  de  Guatemala,  que  mayor  número  de 
sentencias  dictó  durante  el  mes,  fué  el  5^,  a cargo  del  Licenciado  don  Alfonso  Cifuentes  Soto. 

Los  Juzgados  de  Instancia  de  Santa  Rosa  y 19  de  Quezaltenango,  dictaron  el  mayor  número  de 
sentencias  del  ramo  criminal  durante  el  mes,  a cargo  de  los  Licenciados  J.  Liberato  Valdés  y Augusto  Linares 
Letona,  respectivamente. 

Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  noviembre  de  1929. 

NOTA — El  Juzgado  de  ií>  Instancia  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  los  remitió  en  su  oportunidad. 
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PRINCIPALES  FUNCIONARIOS  DEL 
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Corte  Suprema  de  Justicia 

Presidente,  Licenciado  don  José  A.  Medrano,  12 
Avenida  Sur,  número  20. 

Magistrado,  Licenciado  don  Quirino  Flores  y Flo- 
res, Callejón  del  Colegio,  número  2. 

Magistrado,  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz, 
5’  Avenida  Norte,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  Abel  Paredes,  4’  Ave- 
nida Sur,  número  66. 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Ro- 
dríguez, 5"  Calle  Oriente,  número  8B. 

Secretario,  Licenciado  don  Alfredo  Valle  Calvo, 
Avenida  Central,  número  86. 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R., 
2’  Avenida  Norte,  número  15. 

Magistrado,  Licenciado  don  Francisco  Menéndez 
B.,  11  Calle  Oriente,  número  26. 

Magistrado,  Licenciado  don  Antonio  F.  Aguirre, 
11  Calle  Poniente,  número  18. 

Fiscal,  Licenciado  don  Alfonso  Hernández  Po- 
lanco,  13  Calle  Oriente,  número  41. 

Procurador,  Licenciado  don  Manuel  Franco  R., 
18  Calle  Oriente. 

Secretario,  Licenciado  don  Carlos  Girón  Zirión, 
9“  Calle  Oriente,  número  21. 


Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Menéndez  A., 
4”^  Avenida  Norte,  número  8. 

Magistrado,  Licenciado  don  Guillermo  Sáenz  de 
Tejada,  11  Avenida  Sur,  número  101. 

Magistrado,  Licenciado  don  Alberto  Argueta  S., 
Calle  Matamoros,  número  7. 

Fiscal,  Licenciado  don  Avelino  F.  Mariscal,  9® 
Calle  Poniente,  número  2. 

Procurador,  Licenciado  don  Héctor  Villagrán,  Ca- 
llejón Concordia,  número  15. 

Secretario,  Licenciado  don  Juan  Fernández  Cór- 
doba, 9"  Avenida  Sur,  número  88. 


Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Ramírez,  5’ 
Calle  Poniente,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  David  Pivaral,  Ca- 
llejón Variedades,  número  14. 

Magistrado,  Licenciado  don  Fidencio  Duque,  12 
Avenida  Sur,  número  67. 

Fiscal,  Licenciado  don  Filadelfo  de  León,  3?  Ave- 
nida Sur,  número  76. 

Procurador,  Licenciado  don  Leopoldo  Rosales, 
Avenida  Central,  número  78. 

Secretario,  Licenciado  don  Fernando  Orellana,  h., 
4?  Avenida  Sur,  número  92. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Isaías  Peñalonzo. 
Magistrado,  Licenciado  don  Angel  Cuevas  del  Cid 
Magistrado,  Licenciado  don  Max.  Palomo  M. 
Fiscal,  Licenciado  don  Abraham  Bustamante. 
Procurador,  Licenciado  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secretario,  don  Ernesto  Flores. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Angel  M.  Bocanegra. 
Magistrado,  Licenciado  don  Javier  Ramos  O. 
Magistrado,  Licenciado  don  Lázaro  Valdés. 
Fiscal,  Licenciado  don  Daniel  Arellano. 
Procurador,  Licenciado  don  Emilio  Solis.  (In- 
terino). 

Secretario,  don  Francisco  Guerra  y Guerra. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Francisco  Rodríguez. 
Magistrado,  Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado  P 
Magistrado,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 

• Fiscal,  Licenciado  don  Manuel  A.  Núñez. 

Procurador,  Licenciado  don  Francisco  Delgadillo 
Zamora. 

Secretario,  don  A.  Chacón  B. 

Magistrados  Suplentes  de  la  Corte  de  Apelaciones 

De  la  Sala  1’,  Licenciado  don  José  María  Cumes. 
De  la  Sala  1-,  Licenciado  don  José  Lara. 

De  la  Sala  2",  Licenciado  don  Federico  O.  Salazar. 
De  la  Sala  2^  Licenciado  don  Ernesto  Viteri. 

De  la  Sala  3-,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey. 
De  la  Sala  3^  Licenciado  don  Federico  Salazar. 
De  la  Sala  4-.  Licenciado  dón  Luis  F.  Molina. 

De  la  Sala  4",  Licenciado  don  Filadelfo  Fuentes. 
De  la  Sala  5^  Licenciado  don  Silvano  Duarte. 

De  la  Sala  5-  Licenciado  don  Antonio  Castañeda. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Juan  C.  Alvarado. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Eulogio  González. 

Jueces  de  Primera  Instancia  de  la  capital 

Juez  19,  Licenciado  don  Juan  Córdoba  Cerna,  15 
Calle  Oriente,  número  32. 

Juez  2’,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey,  Ca- 
lle Oriente,  Jocotenango,  número  4. 

Juez  3^  Licenciado  don  Luis  Arturo  González. 
Juez  49,  Licenciado  don  Francisco  Valdés  Calderón 
Juez  5’,  Licenciado  don  Alfonso  Cifuentes  Soto. 
Juez  6’,  Licenciado  don  Oscar  Zeceña,  2*  Calle 
Poniente,  número  6. 

Funcionarios  Militares  de  la  capital 

Comandante  de  Armas,  General  don  Ismael  Pache- 
co Quevedo. 

Auditor  de  Guerra  del  departamento  de  Gua- 
temala, Licenciado  don  Rafael  Nuila. 
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Juez  de  Amatitlán,  Licenciado  don  Eduardo  Ri* 
vera. 

Juez  de  la  Alta  Verapaz,  Licenciado  don  J.  Octavio 
Martínez  M.  f 

Juez  de  la  Baja  Verapaz,  Licenciado  don  José 
Luis  Quiñónez. 

Juez  de  Chúnaltenango,  Licenciado  don  Efrain 
Peñalva. 

Juez  de  Chiquimula,  Licenciado  don  Jesús  Unda 
M-urillo. 

Juez  de  Escuintla,  Licenciado  don  Humberto 
Robles. 

Juez  de  Huehuetenango,  Licenciado  don  Manuel 
J.  Vásquez. 

Juez  de  Izabal,  Licenciado  don  Francisco  Sarti. 

Juez  de  Jalapa,  Licenciado  don  Pablo  Torselli. 

Juez  de  Jutiapa,  Licenciado  don  Antonio  Casta- 
ñeda. 

Juez  del  Petén,  Licenciado  don  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  Quicbé,  Licenciado  don  Virgilio  Alvarez. 

Juez  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  Augus- 
to Linares  Letona. 

Juez  2*^  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Vicente  Rodríguez. 


Juez  3?  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Dionisio  Palacios. 

Juez  de  Retalhuleu,  Licenciado  don  M.  Alfre- 
do Gil. 

Juez  de  Sacatepéquez,  Licenciado  don  Carlos 
Girón  Zirión. 

Juez  de  Suchitepéquez,  Licenciado  don  Gustavo 
Rodríguez  M. 

Juez  de  Sololá,  Licenciado  don  J.  César  Mar- 
tínez Perales. 

Juez  de  San  Marcos,  Licenciado  don  J.  Joaquín 
Palma. 

Juez  de  Santa  Rosa,  Licenciado  don  J.  Liberato 
Valdés. 

Juez  de  Totonicapán,  Licenciado  don  José  Lean- 
dro Rodas. 

Juez  de  Zacapa,  Licenciado  don  Oscar  Murga. 
Juez  de  El  Progreso,  Licenciado  don  Pedro  Con- 
tcnti,  h. 

Juez  de  Coatepeque,  Licenciado  don  J.  Miguel 
Herrera. 

Juez  de  Chiquimulillaj  Licenciado  don  Carlos  B. 
Rivera. 

Juez  de  Asunción  Mita,  Licenciado  don  José  1. 
Cabrera. 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  y 6^  de'  Guatemala  y Juzgados  de 
Instancia  y Comandancias  de  Armas  de  Amati- 
tlán. Petén,  Santa  Rosa  y Baja  Verapaz;  y Juzga- 
do Territorial  de  Chiquimulilla. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  2’  y 4^  de  1“  Instancia  de  Guatemala 
y Juzgados  de  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Chimaltenango,  Alta  Verapaz  y Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  3^  y 5^  de  1"  Instancia  de  Guatemala, 
Comandancias  de  Armas  de  Guatemala,  Juzgado 
de  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Sa- 
catepéquez; y Juzgado  Territorial  de  El  Progreso. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1’,  y 3''  de  1-  Instancia  y Comandan- 
cias de  Armas  de  Quezaltenango  y Juzgados  de  1’ 
Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  San  Mar- 
cos y Retalhuleu;  y Juzgado  Territorial  de  Coa- 
tepeque. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1^  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Jalapa,  Jutiapa,  Chiquimula,  Zacapa  e Iza- 
bal,  y Juzgado  Territorial  de  Asunción  Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  Instancia  y Comandancias  de  Ar- 
mas de  Totonicapán,  Sololá,  Quiché,  Huehuetenan- 
go  y Suchitepéquez. 
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Vocales  Militares  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 

Propietarios:  Generales  de  División  don  José 
Reyes,  don  Flavio  Ovalle ; y. 

Suplentes:  Generales  de  División  don  Mauro  de 
León  y don  Francisco  Mollinedo. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Primera,  Segunda  y Tercera 
de  Apelaciones 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Ismael  Pa- 
checo Quevedo. 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Luis  Leo- 
nardo. 

Suplente,  General  de  División  don  Pedro  Zamora 
Castellanos. 

Suplente,  General  de  División  don  Arturo  Romero. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Paulino  Her- 
nández. 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Gabriel  So- 
bcranis. 


Suplente,  Teniente  Coronel  don  Nicolás  Maído- 
nado. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Jacobo  Aguilar  P 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Macabeo  Pinto. 
Propietario,  Coronel  don  Benjamín  Morales. 
Suplente,  Comandante  don  Martín  Carias. 
Suplente,  Comandante  don  Moisés  Morales. 

Vocales  MOitares  de  la  Sala  Sexta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Enrique  F.  Cruz. 
Propietario,  Teniente  Coronel  don  Luis  Alfredo 
Arango. 

Suplente,  Coronel  don  Heliodoro  Benitez. 
Suplente,  Coronel  don  Ramón  Peñalonzo. 


Empleados  Especiales  del  Poder  Judicial 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  ^n  Francisco  Ci- 
fuentes  Pontaza.  Bibliotecario,  Bacniller  don  Miguel 
A.  Alvarado,  h. 


PERMANENTE 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  está  dis- 
puesta a atender  las  indicaciones  que  haga 
la  prensa  seria,  acerca  de  los  medios  que 
puedan  emplearse  para  el  progresivo  me- 
joramiento de  la  administración  de  justi- 
cia; despachará  toda  queja  o denuncia  que 
se  le  presente  contra  las  autoridades  cuya 


conducta  oficial  está  llamada  a vigilar,  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa  honra- 
da, imparcial  y patrióticamente  intenciona- 
da, concrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
hechos  y las  personas  contra  las  cuales  pro- 
ceda hacerse  una  investigación,  porque  de 
lo  contrario  ésta  resultaría  infructuosa 
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